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LIBRO  CUARTO 

De  las  obligaciones  7 oontratos. 


( Continuación  ). 

TÍTULO  IV 

DEL  CONTRATO  DE  COMPRA  Y VENTA 


Si  el  cambio  es  un  hecho  fundamental  é importantísimo  en  la 
estera  de  la  Economía,  hasta  el  punto,  como  dice  Piernas  (1),  de 
que  algunos  han  querido  sintetizar  en  ól  el  objeto  de  esta  cien- 
cia, la  compra  y venta,  que  es  su  forma  principal,  es  sin  duda 
el  contrato  más  importante  de  los  que  generan  obligaciones  de 
las  llamadas  patrimoniales. 

Percíbense  aquí  una  vez  más  los  íntimos  enlaces  y las  indes- 
tructibles conexiones  que  ligan  á la  Economía  y al  Derecho,  tan 
sustanciales  y tan  hondas  que  constituyen  á ambas  ciencias  en 
aspectos  de  una  sola  y misma  relación.  Estudia  la  Economía  la 
función  económica  en  sus  coeficientes  ya  señalados  por  Cognetii, 
á saber:  la  necesidad,  el  trabajo  y los  bienes , y estudia  el  Derecho 
l&s  leyes  que  deban  regular  las  acciones  humanas  que  constitu- 
yen la  función  económica,  á fin  de  mantener  en  el  movimiento 
económico  aquel  orden  y aquella  armonía  en  las  relaciones  bioió- 
g%cas,  sin  los  que,  como  dice  Puglia  (2),  el  bienestar  no  puede  ex- 
tenderse al  mayor  número  posible  de  los  ciudadanos,  sino  limi* 
tarae  ¿ los  pooos  que  vencen  en  la  lucha  económica,  que,  en  si 


fl)  Vocabulario  de  la  Economía,  pág.  23. 
í8)  El  Derecho  en  la  Vida  Económica,  pág.  53. 
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misma  considerada,  esto  es,  con  independencia  de  las  relaciones 
éticas  y políticas,  es  lucha  egoísta. 

Por  esto,  á una  más  importante  entidad  económica  corres- 
ponde una  mayor  entidad  jurídica,  y si  el  cambio  es  un  hecho 
fundamental  de  la  Economía,  la  forma  jurídica  más  importante 
y más  frecuente  de  ese  hecho,  que  es  la  compra  y venta,  ha  de 
ser  forzosamente  un  contrato  principalísimo. 

Tres  modos  de  cambio  observamos  en  el  comercio  ordinario 
de  la  vida:  l.°,  el  cambio  de  cosa  por  cosa;  2.°,  el  cambio  de 
cosa  por  dinero,  y 3.°,  el  cambio  de  dinero  por  dinero. 

El  primer  supuesto  da  origen  al  contrato  de  permuta,  cuya 
frecuencia  y utilidad  fueron  decreciendo  á medida  que  se  iban 
haciendo  patentes  las  ventajas  del  numerario  y que  las  sucesi- 
vas acuñaciones  aumentaban  esta  clase  de  riqueza,  contribuyen- 
do á la  facilidad  de  las  transacciones.  El  tercer  supuesto,  ó sea 
el  del  cambio  de  dinero  por  dinero,  da  origen  al  cambio  en  sen- 
tido estricto,  al  contrato  de  cambio  que  en  el  actual  estado  de 
las  ciencias  jurídicas  se  estima  que  pertenece  á la  esfera  del  De- 
recho mercantil. 

El  segundo  supuesto,  ó sea  el  del  cambio  de  cosa  por  dinero, 
es  el  que  constituye  el  contenido  propio  del  contrato  de  compra 
y venta.  * 

El  Codigo  le  dedica  el  titulo  4.°  del  libro  4.°,  colocándolo  in- 
mediatamente después  del  contrato  de  bienes  con  ocasión  del 
matrimonio,  y antes  que  todos  los  demás  contratos  generadores 
de  obligaciones  patrimoniales. 
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CAPÍTULO  PRIMERO 
De  la  naturaleza  y forma  de  este  contrato. 


ARTÍCULO  1445 

Por  el  contrato  de  compra  y venta  uno  de  los  con- 
tratantes se  obliga  á entregar  una  cosa  determinada  y 
el  otro  á pagar  por  ella  un  precio  cierto,  en  dinero  ó 
signo  que  lo  represente. 

artículo  1446 

Si  el  precio  de  la  venta  consistiera  parte  en  dinero 
y parte  en  otra  cosa,  se  calificará  el  contrato  por  la  in- 
tención manifiesta  de  los  contratantes.  No  constando 
ésta,  se  tendrá  por  permuta,  si  el  valor  de  la  cosa  dada 
en  parte  del  precio  excede  al  del  dinero  ó su  equiva- 
lente; y por  venta  en  el  caso  contrario. 

í.  Definición  de  la  compra  y venia:  su  naiumleza  y lugar  en  la 
clarificación  de  los  conlraios. — Comienza  el  Código  á tratar  de  este 
contrato  sentando  por  cabeza  de  sus  disposiciones  la  definición 
legal  del  mismo,  y consignando  enseguida  un  criterio  que  sirva 
para  diferenciarlo  de  ia  permuta  en  ciertos  supuestos  de  hecho 
que  pudieran  dar  lugar  ¿ dudas. 

Mas,  antes  de  examinar  el  pormenor  de  los  artículos  de  este 
comentario,  fijemos  bien  la  naturaleza  dei  contrato  de  compra  y 
venta,  teniendo  en  cuenta  lo  que  acerca  de  clasificaciones  de 
contratos  hemos  dicho  en  el  tomo  8.°,  página  570  de  esta  obra. 

Afirmamos  entonces  que,  en  la  manera  en  que  la  ley  podía 
hacerlo,  el  Código  admitía  de  un  modo  expreso  ó tácito  la  distin- 
ción de  los  contratos  en  unilaterales  y bilaterales,  conmutativos 
y aleatorios,  onerosos  y á título  gratuito,  nominados  é innomi- 
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nados,  consensúales  y reales,  con  forma  especial  y sin  forma 
determinada,  principales  y accesorios.  Veamos  ahora  en  qué  ex- 
tremos  de  estas  clasificaciones  está  comprendido  el  contrato  de 
compra  y venta,  lo  cual  contribuirá  á fijar  su  naturaleza  con 
precisión  mayor  que  la  que  puede  exigirse  á una  definición 

legal. 

Si  nos  fijamos,  en  primer  lugar,  en  la  índole  de  las  obliga- 
ciones qne  del  contrato  de  compra  y venta  se  derivan  y en  la 
especial  conexión  que  entre  ellas  existe,  observaremos  la  nota 
de  reciprocidad  (qne  no  es  lo  mismo  que  correlatidid&d^  que  es  la 
característica  de  las  obligaciones  bilatorales;  pues  como  no  he- 
mos de  entender,  como  muchos  han  entendido,  que  contratos  bi- 
laterales son  aquellos  que  desde  el  momento  de  su  perfeooión 
produoen  obligaciones  para  las  dos  partes  contratantes,  cual- 
quiera que  sea  la  relación  que  entre  ellas  exista,  sino  quedamos 
el  nombre  de  contratos  bilaterales  á los  que  son  generadores  de 
obligaciones  de  esta  clase,  es  decir,  de  obligaciones  de  tal  natu- 
raleza que  entre  ellas  se  da  la  más  perfecta  reciprocidad,  siendo 
la  una  condición  de  la  otra,  hasta  el  punto  de  que  no  se  conciben 
aisladamente;  á poco  que  nos  fijemos  en  el  vínculo  jurídico  que 
la  compra  y venta  crea  y en  los  fines  útiles  que  con  ella  se  lo- 
gran, veremos  que  éntrelas  obligaciones  principales  de  compra- 
dor y vendedor  (entregar  el  precio  y la  cosa  respectivamente), 
se  da  esa  relación  de  reciprocidad,  tan  íntima  y sustancial  que 
no  se  comprende  la  entrega  del  precio  sin  la  de  la  cosa,  ni  vice- 
versa. Se  debe  pagar  el  precio  porque  nos  deben  dar  la  cosa  com- 
prada, y nos  debe  ser  entregada  ésta  porque  hemos  de  satisfacer 
el  precio. 

Este  carácter  de  reciprocidad,  6 lo  que  es  lo  mismo,  la  natu- 
raleza bilateral  del  contrato  de  compra  y venta,  ha  sido  afirma- 
da por  el  Código,  de  modo  que  no  deja  lugar  á duda,  desde  el 
momento  en  qne  el  art.  1503  alude  á posible  aplicación  del  ar- 
tículo 1124,  que  es  el  qne  trata  de  las  obligaciones  recíprocas* 
Es,  por  lo  tanto,  el  de  compra  y venta  nn  contrato  bilateral. 

Contratos  aleatorios,  según  el  art.  1790,  son  aquellos  en  vir- 
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tud  de  los  cuales  una  de  las  partes,  6 ambas  recíprocamente,  se 
obligan  á dar  ó hacer  alguna  cosa  en  equivalencia  de  lo  que  la 
otra  parte  ha  de  dar  ó hacer  para  el  caso  de  un  acontecimiento 
incierto,  ó que  ha  de  ocurrir  en  tiempo  indeterminado;  ó dicho 
en  más  breves  términos:  son  aquellos  en  los  que  la  cuantía,  la 
entidad  del  objeto  de  las  prestaciones  está  influida  por  un  fao 
tor  que  se  llama  suerte  ó azar. 

Pues  bien;  así  como  la  naturaleza  bilateral  de  la  compra  y 
venta,  se  nos  presenta  con  el  carácter  de  esencial,  porque  no 
puede  haber  compra  y venta  alguna  que  no  sea  bilateral,  exa- 
minando ahora  el  conjunto  de  relaciones  que  este  contrato  pro- 
duce en  todos  los  supuestos  que  pueden  presentarse  de  cumpli- 
miento normal,  de  incumj  limiento  ó de  cumplimiento  parcial  ó 
retardado,  y teniendo  también  la  debida  cuenta  de  los  fines 
útiles,  para  los  cuales  se  emplea  esta  forma  jurídica,  observa- 
mos que  ni  el  carácter  conmutativo  ni  el  aleatorio  se  nos  pre- 
sentan como  necesarios  para  la  existencia  del  contrato;  y si  á 
esto  añadirnos  que  el  comercio  ordinario  de  la  vida  nos  muestra 
á diario  ejemplos  de  compra  y ventas  influidas  por  la  suerte  y 
de  otras  que  no  lo  están  (se  puede  vender  el  grano  que  tengo 
en  mi  granero,  pero  también  se  puede  vender  la  cosecha  del 
año  que  viene  aun  no  nacida),  concluiremos  que  á la  compra  y 
venta  convienen  los  dos  extremos  de  la  clasificación,  esto  es, 
que  puede  ser  conmutativa  ó aleatoria,  pero  sin  que  csencialmtntt 
tenga  una  ú otra  naturaleza. 

No  ofrecen  duda  alguna  los  caracteres  de  á título  oneroso  y do 
nominado  que  concurren  en  la  compra  y venta.  Basta  la  enun- 
ciación de  dos  do  sus  requisitos  esenciales  que  ya  se  mencionan 
en  el  art.  1445,  la  cosa  y el  precio,  que  han  de  ser  entregados 
por  personas  distintas,  y la  una  á cambio  del  otro,  para  com- 
prender que  no  puede  ser  á título  gratuito.  Es  nominado  por- 
que tiene  nombre  eppeoial  y produce  acciones  que  en  el  tecni- 
cismo admitido  son  del  mismo  nombre  del  contrato. 

La  distinción  de  los  contratos  en  consensúales  y reales,  que 
ha  venido  á sustituir  á la  antigua  que  los  separaba  en  cuatro 
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clases,  á saber:  reales,  verbales,  consensúales  y literales,  atien- 
' de  al  momento  de  la  perfección.  No  necesitamos  recordar  que 
se  dice  que  está  perfecto  un  contrato  cuando  nacen  las  obliga* 

ciones. 

Para  que  nazcan  las  obligaciones  en  el  contrato  de  compra  y 
venta,  ¿basta  que  haya  mediado  ol  consentimiento,  ó es  menes- 
ter la  previa  entrega  de  alguno  de  los  objetos  sobre  que  recaen 
las  prestaciones? 

El  mismo  art.  1445  que  comentamos  nos  da  contestación  á 
esta  pregunta.  Dice  que  por  el  contrato  de  compra  y venta,  uno 
de  los  contratantes  se  obliga  á entregar  una  cosa  determinada, 
y el  otro  á pagar,  etc.  Pues  bien;  desde  el  momento  en  que  por 
el  contrato  se  obligan  á entregar  y pagar  respectivamente,  y no 
pagan  ni  entregan  nada  de  momento  las  partes  contratantes,  es 
evidente  que  el  Código,  siguiendo  en  esto  una  no  interrumpida 
tradición  jurídica,  ha  considerado  ia  compra  y venta  como  un 
contrato  consensual. 

No  desvirtúa  esta  afirmación  el  que  el  art.  1466  diga  que  el 
vendedor  no  estará  obligado  á entregar  la  cosa  vendida  si  el 
comprador  no  le  ha  pagado  el  precio  ó no  se  ha  señalado  en  el 
contrato  un  plazo  para  el  pago,  porque  este  precepto,  lo  más  que 
podría  indicar  es  el  orden  de  sucesión  (por  más  que,  según  ve- 
remos más  adelante,  ni  aun  ese  alcance  tiene)  en  que  las  obli- 
gaciones deben  ser  cumplidas;  pero  no  puede  llevar  su  trans- 
cendencia hasta  el  punto  de  negar  el  carácter  consensual  de  la 
compra  y venta.  Nótese,  además,  que  la  obligación  del  compra- 
dor de  pagar  el  precie,  nace  desde  que  existe  el  consentimiento, 
y desde  entonces  es  exigible,  salvo  el  caso  del  plazo  pactado, 

aplazamiento  que  no  se  concibe  en  los  contratos  verdaderamente 

reales. 

De  que  las  palabras  se  obliga  á entregar  han  sido  puestas  de- 
liberada y reflexivamente  en  el  art.  1445,  convence,  desde  luego, 
la  comparación  de  este  articulo  con  otros,  en  los  que  el  niismo 
Código  consigna  la  definición  legal  de  contratas  que  son  eviden- 
temente de  naturaleza  real,  tales  como  el  préstamo  y el  depó- 
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sito.  El  art.  1740  define  el  préstamo  diciendo:  «Por  el  contrato 
de  préstamo  una  de  las  partes  entrega  á la  otra,  ó alguna  cosa 
no  fungible  para  que  use  de  ésta  por  cierto  tiempo  y se  la  de- 
vuelva, en  cuyo  caso  se  llama  comodato,  ó dinero  ú otra  cosa 
fungible,  con  condición  de  volver  otro  tanto  de  la  misma  espe- 
cie y calidad,  en  cuyo  caso  conserva  simplemente  el  nombre  de 
préstamo.»  El  art.  1758  define  el  depósito  diciendo:  «Se  consti- 
tuye el  depósito  desde  que  uno  recibe  la  cosa  ajena  con  obliga- 
ción de  guardarla  y restituirla.» 

De  manera  que,  según  el  Código,  para  que  queden  consti- 
tuidos los  contratos  de  préstamo  y depósito,  es  menester  que 
medie  la  entrega  de  presente,  porque  si  no  existe  tal  entrega, 
no  hay  contrato;  habrán  nacido,  sí,  vínculos  jurídicos,  relacio- 
nes obligatorias  entre  las  partes,  pero  esos  vínculos  y esas  re- 
laciones no  serán  las  que  constituyen  el  contenido  propio  de  los 
contratos  de  préstamo  y depósito,  porque  en  la  tecnología  admi- 
tida se  ha  convenido  en  afirmar  que  tales  contratos  no  tienen 
realidad  jurídica  sino  cuando  so  da  el  supuesto  de  hecho  de  la 
entrega  de  la  cosa;  por  esto  se  han  llamado  reales,  y por  esto 
se  puede  decir  que  continúan  siendo  de  naturaleza  real  después 
del  Código. 

Comparando  las  definiciones  legales  que  acabamos  de  citar, 
y observando  las  diferencias  de  expresión  que  el  Código  em- 
plea, no  es  lícito,  en  buenos  principios  de  interpretación,  esta- 
blecer sinonimias  que  no  existen,  sino,  por  el  contrario,  peüsar 
que  cuando  el  Código,  en  la  compra  y venta,  ha  dicho  ase  obliga 
á entregar »,  y en  el  préstamo  y en  el  depósito  ^entrega » y « reci- 
be»,  ha  consignado  de  un  modo  indudable  la  naturaleza  con 
sensual  del  primer  contrato  y la  naturaleza  real  de  los  dos 
últimos. 

Aludimos  también,  al  hablar  de  la  clasificación  de  los  con- 
tratos, á la  distinción  de  aquellos  que  requieren  formas  espe- 
ciales en  su  otorgamiento,  de  aquellos  otros  respecto  de  los  cua- 
les no  se  exige  eso  requisito,  y dijimos  entonces  que,  á pesar 
del  principio  consensual  proclamado  en  el  art.  1258,  conviene 
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el  art.  1280  en  que  hay  contratos  en  que  so  exige,  aunque  no 
bajo  pena  de  nulidad,  esa  forma  especial. 

No  la  menciona  el  Código  como  necesaria  al  hablar  de  la 
compra  y venta,  por  lo  que  estimamos  que  cabe  clasificar  á este 
contrato  entre  aquellos  que  no  requieren  forma  determinada  por 
su  propia  naturaleza.  Sin  embargo,  la  compra  y venta  no  debe 
entenderse  sustraída  del  imperio  de  las  reglas  del  art.  1280  en 
lo  que  le  sean  aplicables,  como,  por  ejemplo,  la  primera  y el  pá- 
rrafo final,  aunque  siempre  en  el  bien  entendido  supuesto  de 
que  el  art.  1280  está  oondiciouado  por  los  1258,  1278  y 1279,  y 
que  la  necesidad  del  documento  público  no  afecta  á la  perfec- 
ción del  contrato. 

Por  último,  y con  esto  concluimos  de  fijar  el  lugar  de  la 
compra  y venta  en  las  distintas  clasificaciones,  para  concebir 
el  contrato  de  que  tratamos,  no  necesitamos  pensarlo  como  algo 
que  depende  de  otro  contrato  previo,  sin  el  cual  no  se  explica- 
ría, y que  fuera  como  su  fundamento,  sino  que,  por  el  contra- 
rio, pensamos  la  compra  y venta  como  contrato. independiente, 
y no  subordinado  á ningún  otro.  Es,  por  lo  tanto,  un  contrato 
principal. 

II.  Diferencias  entre  la  compra  y venta  y oíros  actos  jurídicos 
traslativos  del  dominio. — Ya  hemos  dicho  antes  que  el  cambio  de 
cosa  por  cosa  es  el  supuesto  de  la  permuta,  y que  el  cambio  de 
cosa  por  dinero  lo  es  de  la  compra  y venta.  Esta  diferencia  de 
supuestos  suministra  criterio  doctrinal  suficiente  para  distin- 
guir en  principio  un  acto  de  otro;  pero  como  en  la  práctica  los 
supuestos  de  hecho  que  dan  origen  ¿ las  relaciones  jurídicas  no 
se  presentan  con  la  determinación  con  que  los  pensamos  cuando 
los  traemos  á reflexión  para  formular  la  regla,  de  aquí  que  las 
legislaciones  positivas , y entre  ellas  nuestro  Código , hayan 
creído  oportuno  oonsignar  un  criterio  para  aquellos  casos  en 
que,  no  tratándose  simplemente  del  cambio  de  cosa  por  cosa,  ni 
simplemente  tampoco  del  de  cosa  por  dinero,  pudiera  ofrecer 
duda  la  calificación  del  acto. 

Dado  el  principio  espiritualista  que  inspira  al  Código,  y su 
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respeto  4 la  libertad  de  las  partes  en  todo  lo  que  no  vaya  con- 
tra las  leyes,  la  moral  ó el  orden  público,  la  norma  fijada  no  po- 
día ser  otra  que  la  de  atender  á la  intención  de  les  contratantes. 
A ésta  es  á lo  primero  que  hay  que  acudir,  pues  la  considera 
ción  de  que  el  valor  de  la  cosa  dada  en  parte  de  precio  exceda 
al  del  dinero  ó su  equivalente,  ó viceversa,  implica  sólo  una 
regla  supletoria  en  defecto  de  que  pueda  ser  conocida  la  inten 
ción  de  las  partes.  Por  eso  exige  el  Código  que  esa  intención 
sea  manifiesta,  esto  es,  que  se  revele  por  signos  ostensibles  para 
que  pueda  ser  conocida.  A este  efecto  debe  tenerse  muy  en 
cuenta  que,  según  el  art.  128.',  para  juzgar  de  la  intención  de 
los  contratantes  deberá  atenderse  principalmente  á los  actos  de 
éstos,  coetáneos  y posteriores  al  contrato. 

Si,  pues,  en  una  transmisión  el  precio  consistiera  parte  en 
dinero  y parte  en  otra  cosa,  calificaremos  de  compra  y venta  el 
acto  si  tal  fué  la  intención  de  las  partes,  y de  permuta  en  el 
caso  contrario. 

No  constando  la  intención  de  un  modo  manifiesto,  ni  pudién- 
dose llegar  á ella  por  medio  de  un  racional  procedimiento  inter- 
pretativo, hay  que  acudir  á la  regla  supletoria  que  establece  el 
articulo  14-10,  cuya  aplicación  no  puede  ofrecer  dudas.  Dos  ob 
servaciones  haremos  únicamente  en  cuanto  á ella:  es  la  primera 
el  afirmar  que  entendemos  que  esa  regla  no  es  caprichosa  ni 
contradice  el  criterio  antes  indicado  de  atender  á la  intención  de 
los  contratantes,  sino  que  antes,  por  el  contrario,  lo  confirma 
y desarrolla.  En  efjcto;  cuando  la  intención  es  manifiesta  no 
es  menester  que  la  ley  preestablezca  medios  para  inquirirla; 
pero  cuando  esto  no  ocurre,  prudeute  es  la  fijación  de  ciertos 
indicios  por  los  cuales  se  pueda  venir  en  conocimiento  de  ella, 
con  tanto  más  motivo  cuanto  que  loa  hechos  tomados  como  indi 
cios  coucuerdan  con  la  naturaleza  del  acto  cuya  calificación  se 
presupone. 

Si  á cambio  de  una  cosa  damos  otra,  y ademís  alguna  can 
tidad  de  dinero,  notoriamente  inferior  en  valor  á la  cosa  que 
entregamos,  parece  lógico  afirmar  que  el  principal  equivalente 
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económico  de  lo  que  recibimos,  la  verdadera  causa  del  contrato 
para  la  otra  parte,  es  la  cosa  que  le  transmitimos,  y no  el  dine- 
ro; y siendo  esto  así,  y no  debiendo  suponer  que  la  intención  de 
las  partes  haya  querido  ir  contra  la  naturaleza  de  los  actos  ju- 
rídicos, lo  procedente  es  juzgar  de  su  intención  de  acuerdo  con 
esa  naturaleza,  y por  todas  estas  consideraciones,  cal  idear  de 
permuta  el  contrato  en  el  caso  expuesto,  así  como  de  compia  y 
venta  en  el  contrario. 

Hace  relación  la  segunda  observación  á las  palabras  «o  su 
equivalente* , que  refiriéndose  al  dinero  emplea  el  art.  1446.  Estas 
palabras  se  interpretan  por  lo  que  el  mismo  Código  ha  dicho  en 
el  art.  1445  al  hablar  del  dinero  como  precio  de  la  compra  y 
venta.  No  limita  en  dicho  artículo  el  concepto  de  precio  á lo  que 
llamamos  propiamente  dinero,  si,  como  más  adelante  veremos, 
no  tiene  aptitud  para  constituir  precio  de  compra  y venta  el 
signo  representativo  del  numerario;  Pues  bien;  al  decir  el  Có- 
digo ahora,  en  el  art,  1446,  « dinero  ó su  equivalente» , desde 
luego  quiere  afirmar  que  el  signo  representativo  del  dinero  no 
altera  la  naturaleza  de  éste,  es  decir,  que  tan  dinero  es  á los 
efectos  de  que  tratamos  el  metal  amonedado,  como,  por  ejemplo, 
las  letras  de  cambio.  De  acuerdo  con  este  criterio,  no  creemos 
que  ofrecerá  dudas  el  calificar  como  compra  y venta  la  trans- 
misión de  una  cosa  que  se  estima  en  50.000  pesbtas  á cambio  de 
otra  valuada  en  10.000  y de  40.000  pesetas  en  letras  de  cambio. 

Un  pequeño  reparo  tenemos  que  oponer  á la  redacción  del 
art.  1446.  Empieza  diciendo:  « Si  el  precio  de  la  venta ...»,  y en- 
tendemos que  debiera  haber  empezado:  « Si  el  precio  de  una  trans- 
misión...»  La  razón  es  clara:  ¿á  qué  hablar  del  precio  de  una 
venia  que  á la  postre  puede  resultar  permuta , según  el  mismo  ar- 
tículo 1446?  Si  el  Código  hubiera  hablado  del  precio  de  una 
transmisión , no  se  daría  lugar  á esa  incongruencia,  porque  trans- 
misión sería  siempre,  yp  tuviere  la  forma  de  permuta  ó ya  la  de 
compra  y venta. 

El  criterio  adoptado  por  el  Código  en  cuanto  á la  regla  su- 
pletoria sentada  para  distinguir  la  compra  y venta  de  la  per- 
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muta,  tiene  precedentes  en  la  jurisprudencia  antigua,  pues  ya 
la  sentencia  de  30  de  Junio.de  1881  dijo:  que  si  resulta  de  una 
escritura  pública  que  una  persona  cede  ó traspasa  á otro  con- 
tratante una  parte  de  casa  tasada  en  1.175  pesetas,  recibiendo 
de  éste  nueve  hanegadas  de  tierra  tasadas  en  300  pesetas  y en 
dinero  la  diferencia  que  resulta  del  valor  de  las  fincas,  ó sea  875 
pesetas,  ese  contrato  es  una  verdadera  compra  y venta,  puesto 
que  en  ella  intervino  precio  cierto  y consentimiento  de  las  par- 
tes en  él  y en  la  cosa  enajenada,  caracteres  esenciales  de  este 
medio  de  transmitir  el  dominio;  y no  siendo  árbitros  los  contra- 
yentes de  dar  á sus  actos  y estipulaciones  una  calificación  dis- 
tinta de  la  que  les  corresponde  con  arreglo  á las  leyes,  es  im- 
procedente la  de  permuta  que  contiene  la  escritura  otorgada 
por  estos  interesados,  que  además  redundaría  (en  el  caso  de 
que  se  trataba)  en  perjuicio  de  los  que  invocaban  el  derecho  de 
retracto  y que  no  tuvieron  intervención  alguna  en  aquel  do- 
cumento. Que  si  bien  en  el  caso  de  autos  aceptó  la  vendedora 
en  parte  del  precio  estipulado  una  tierra  propia  del  comprador, 
esta  circunstancia  no  altera  el  nombre  y naturaleza  de  la  com- 
pra y venta,  convirtióndola  en  permuta,  porque  siendo  el  valor 
de  dicha  tierra  muy  inferior  á la  cantidad  en  que  estaba  apre- 
ciada la  parte  de  casa  que  vendía,  cuya  suma  recibió  en  efecti- 
vo, fue  aquella  permuta  un  acto  accesorio  al  contrato  principal, 
el  cual  debe  producir  todos  sus  efectos  jurídicos,  habiendo  in- 
fringido la  Sala  sentenciadora,  al  no  reconocerlo  así,  la  doctrina 
sancionada  por  el  mismo  Tribunal  Supremo,  que  declara  que  los 
contratos  deben  calificarse  por. las  cláusulas  esenciales  que  les 
corresponden,  más  bien  que  por  el  nombre  que  les  diesen  las 
partes  al  tiempo  del  otorgamiento;  explicándose  la  intención  de 
las  partes  por  sus  propios  actos  y gestiones,  los  que  determinan 
asimismo  el  valor  y eficacia  de  las  obligaciones  contratadas. 

El  precedente  resulta  bastante  claro,  no  sólo  en  cuanto  á la 
regla  de  interpretación  sentada  por  el  Código  en  la  última  par- 
te del  art.  1446,  sino  en  cuanto  á su  sentido,  muy  otro,  en  ver- 
dad, del  que  á primera  vista  pudiera  parecer. 
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Hay  que  distinguir  entre  la  denominación  que  las  partea  den 
al  contrato  y la  intención  que  los  haya  animado  al  celebrarlo. 
De  que  el  acto  se  califique,  como  dice  el  art.  14 ! 6,  por  la  inten- 
ción manifiesta  de  las  partes,  no  se  deduce  que  haya  de  admi- 
tirse forzosamente  la  calificación  que  las  partes  le  den  por  mo- 
tivos más  ó menos  puros,  si  resulta  que  su  intención  manifiesta, 
contradice  esa  calificación,  pues,  como  viene  á decir  muy  bien 
en  sustancia  la  sentencia  citada,  la  voluntad  de  las  partes  no 
puede  llegar  en  su  transcendencia  práctica  hasta  alterar  la  ver- 
dadera naturaleza  de  los  actos  jurídicos. 

Entendemos,  pues,  que  el  genuino  sentido  del  art.  141G  lo 
fijan  las  siguientes  afirmaciones:  hay  que  distinguir  entre  e! 
nombre  que  las  partes  den  al  contrato  y lo  que  resulte  ser  su 
intención  manifiesta:  el  nombre  dado  por  las  partos  es,  en  ver- 
dad, un  signo,  un  indicio  de  los  propósitos  de  los  contratantes; 
pero  es  un  indicio  que  puede  ser  destruido  por  otros  mis  pudo- 
rosos; viene  á ser  como  una  especie  de  presunción  jaría  tanlum . 
Cuando  el  nombre  dado  por  los  interesados  al  acto  esté  en  con- 
tradicción con  lo  que  resulte  ser  su  intención  manifiesta,  preva- 
lecerá ésta  sobre  aquól;  en  definitiva,  trátase  aquí  de  una  cues 
tión  de  prueba  que  los  Tribunales  pueden  apreciar  libremente. 
La  comparación  entre  el  valor  de  la  cosa  dada  en  parte  de  pro 
ció  y el  del  dinero  ó su  equivalente,  sólo  procede  hacerla  á los 
efectos  de  la  calificación  del  acto,  cuando  no  conste  la  intención 
de  las  partes;  esta  última  regla,  adoptada  por  el  Có  lig  *,  se 
basa,  según  antes  hemos  dicho,  en  la  intención  presunta  de  los 
interesados,  de  acuerdo  con  la  naturaleza  del  acto  real iz  rio. 

Continuando  el  estudio  de  las  diferencias  entre  la  compra  y 
venta  y otros  actos  jurídicos  traslativos  de  dominio,  indique- 
mos, siquiera  sea  brevemente,  las  que  la  separan  de  la  dación  y 
de  la  adjudicación  en  fago, 

Aseméjanse  la  compra  y venta  y la  dación  y adjudicación  en 
pago  en  que  estos  tres  actos  son  traslativos  do  dominio,  y acen- 
túase la  semejanza  cuando  se  observa  que  el  importe  de!  eró  lito 
que  mediante  la  dación  ó adjudicación  se  va  á extinguir,  vieno 
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á representar  un  papel  parecido  al  del  precio  en  la  compra  y 
venta;  pero  las  diferencias  surgen  cuando  se  considera  que  la 
dación  y la  adjudicación  en  pago  suponen  un  crédito  de  existen- 
cia anterior,  lo  cual  no  ocurre  en  la  compra  y venta;  que  por  la 
dación  y adjudicación  en  pago  se  extinguen  obligaciones  y por 
la  compra  y venta  se  crean  desde  que  el  contrato  se  perfecciona 
entre  comprador  y vendedor;  que  la  causa,  respecto  de  cada  una 
de  las  partes,  es  también  distinta  de  la  que  asiste  á los  que  con- 
tratan una  compra  y venta,  y por  último,  que  á la  fijación  del 
precio  en  la  compra  y veuta  parece  que  ha  acompañado  ó lia  de- 
bido de  acompañar  un  más  amplio  ambiente  de  libertad  contrac- 
tual que  á la  estimación  de  la  cosa  que  se  da  ó adjudica  en  pago. 

La  cesión  de  bienes  ó pago  por  cesión  de  bienes  de  que  so  ocu- 
pa el  art.  1175  del  Código,  como  uno  de  los  modos  de  extinguir- 
se las  obligaciones,  presenta  las  mismas  diferencias  respecto  de 
la  compra  y venta  que  la  dación  y adjudicación  en  pago,  y ade- 
más debo  tenerse  en  cuenta  que  los  cesionarios  lo  que  en  reali- 
dad adquieren  es  el  derecho  de  vender  los  bienes  cedidos  para 
con  su  importe  satisfacer  á los  acreedores.  Ya  la  sentencia  del 
Tribunal  Supremo  de  !5  de  Abril  de  187  5 dijo,  que  el  contrato 
de  compra  y venta  es  diverso  del  de  cesión  ó traspaso,  y no  pue- 
den aplicarse  á éste  las  disposiciones  legales  sobre  aquél. 

Es  frecuente  la  calificación  de  ventas  á censo  res errático  que 
se  da  á la  constitución  de  censos  de  esta  fiase.  ¿Quiere  esto  de- 
cir que  tales  actos  impliquen  un  verdadero  contrato  de  compra 
y venta?  Entendemos  que  no;  y que  entre  el  censo  reservativo  y 
la  compra  y venta  existen  notables  diferencias  que  no  deben  pa- 
sar inadvertidas  para  evitar  que  el  uso  de  un  tecnicismo  poco 
apropiado  nos  induzca  á error. 

Es  resercaHvo  el  censo,  dice  el  art.  1607,  cuando  una  perso- 
na cede  á otra  el  pleno  dominio  de  un  inmueble,  reservándose 
el  derecho  á percibir  sobre  el  mismo  inmueble  una  pensión 
anual  que  debe  pagar  el  censatario.  En  que  por  el  contrato  de 
censo  reservativo  se  transmite  como  en  la  compra  y venta  el 

pleno  dominio  de  una  cosa,  y en  que  el  transmitente  recibe  en 
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cambio  su  equivalente  económico,  se  parecen  ambos  contratos. 

Diferénciause:  l.°  En  que  la  compra  y venta  puedo  toDer 
por  objeto  muebles  é inmuebles,  y el  censo  únicamente  inmue- 
bles. 2.°  En  que  la  pensión  del  censo  puede  pagarse  en  íiutos, 
y el  precio  de  la  compra  y venta  ha  de  consistir  precisamente 
en  dinero  ó signo  que  lo  represente,  mondo  indudable  que  los 
frutos  de  la  pensión  del  censo  reservativo,  cuya  especie,  canti- 
dad y calidad  han  de  determinarse  previamente  (art.  1663),  no 
pueden  tomarse  como  signo  representativo  del  dinero.  3.°  En 
que  si  bien  ambos  contratos,  una  vez  en  el  período  de  consumación, 
producen  derechos  de  los  llamados  reales,  es  distinta  la  manera 
de  originarse  éstos;  la  compra  y venta  produce  un  derecho  real 
en  cosa  propia,  el  dominio,  derecho  real  por  excelencia,  que  al 
comprador  asiste  sobre  la  cosa  comprada;  el  censo  reservativo 
origina  un  derecho  real  en  cosa  ajena,  pues  siendo  de  esta  clase 
el  derecho  que  corresponde  al  censualista,  es  evidente  que  recae 
sobre  cosa  ajena,  puesto  que  al  constituir  el  censo  transmitió  el 
pleno  dominio  de  la  misma,  según  el  art.  1607.  4.°  En  que  el 
derecho  que  el  vendedor  puede  ostentar  respecto  del  comprador 
(derecho  á que  le  pague  el  precio),  es  de  simple  tracto,  mientras 
que  el  que  corresponde  al  censualista  respecto  del  censatario 


(derecho  á que  le  pague  la  pensión)  es  de  tracto  sucesivo.  5.°  En 
que  dada  la  naturaleza  de  estos  contratos  y los  fines  que  vienen 
á servir,  al  otorgarse  una  compra  y venta,  parece  como  que  se 
concluye  definitivamente  un  negocio  sobre  el  cual  no  hay  inten- 
ción de  volver  (salvo  los  casos  excepcionales  de  las  ventas  con 
pacto  de  retro  que  obedecen  á supuestos  distintos),  mientras  que, 
por  el  contrario,  al  constituir  un  censo  hay  que  tener  presente, 
y prever  de  un  modo  expreso,  una  de  las  formas  de  su  resolu* 
ción,  cual  es  la  redención  del  mismo.  6.°  En  que  el  precio  en  la 
compra  y venta  ha  de  ser  cierto,  y el  canon  ó pensión  no  lo  es 
en  rigor,  puesto  que,  por  regla  general,  se  ignora  el  número  de 
años  que  habrá  que  satisfacerlo;  y 7.°  En  los  distintos  efectos 
que  produce  la  pérdida  de  las  cosas,  vendida  y acensuada. 

III.  Criterio  de  los  Códigos  y de  los  escritores  modernos  acerca 
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de  la  naturaleza  de  la  compra  y venta. — Al  comentar  el  art.  1258  y 
definir  lo  que  entendíamos  por  perfección  y por  consumación  de 
los  contratos,  dijimos  que  por  algunos  solía  exagerarse  el  alcance 
del  primero  de  esos  momentos,  atribuyendo  al  simple  consentí- 
miento  el  efecto  de  transmitir  por  sí,  y desde  luego,  el  derecho 
real.  Así  es,  en  efecto;  pues  á partir  del  Código  de  Napoleón,  es 
casi  unánime  la  tendencia  en  leyes  y en  autores  á coincidir  en 
esa  doctrina,  cuya  principal  aplicación  se  refiere,  sin  duda  al- 
guna, á la  compra  y venta,  siendo  buena  prueba  de  ello  el  que, 
al  hablar  de  este  contrato,  sea  el  momento  generalmente  esco- 
gido para  exponerla  y razonarla. 

Lejos  de  la  misión  del  comentarista,  tal  como  nosotros  la  en- 
tendemos, cierto  género  de  disquisiciones,  no  nos  es  dado,  sin 
embargo,  evitar  la  oportuna  referencia  á ese  criterio,  que  siem- 
pre ilustrará  el  mantenido  por  el  Código. 

Ya  el  tribuno  Faure,  en  la  relación  hecha  al  Tribunado  en 
nombre  de  la  Sección  de  legislación  el  12  Ventoso  del  año  NII, 
recordando  que  la  ley  romana  permitía  vender  aquello  de  que 
no  se  era  propietario,  salvo  la  obligación  del  comprador  de  res- 
tituir cuando  el  dueño  reclamase,  afirmó  que  la  transmisión  do 
la  propiedad  era  el  objeto  de  la  venta;  y el  tribuno  Grenier,  en 
su  discurso  de  la  sesión  del  15  del  mismo  mes,  deducía  del  ar- 
tículo 1583  del  Código  de  Napoleón  el  principio  general  de  que 
el  consentimiento  constituye  la  esencia  de  la  venta  y lleva  con- 
sigo la  transmisión  de  la  propiedad.  Se  lia  partido  del  criterio, 
al  redactar  el  Código,  dice  en  otro  lugar  el  mismo  Grenier,  de 
que  el  consentimiento  hace  la  venta. 

Había  dicho  Pothier  que  se  puede  válidamente  vender  la 
cosa  de  otro  aunque  el  vendedor  no  pueda  transferir  la  propie- 
dad de  lo  que  no  le  pertenece,  y la  razón  es,  en  opinión  del  mis- 
mo autor,  que  el  contrato  de  venta  no  consiste  en  la  traslación 
de  la  propiedad  de  la  cosa  vendida,  sino  que  basta  con  que  ésta 
sea  entregada  al  comprador.  Pero  Laurent  (1),  refiriéndose  á 
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estas  palabras  de  Pothier,  y teniendo  á la  vista  el  Código  de  Na- 
poleón,  y especialmente  su  art.  1599,  afirma  que,  no  obstante 
ellas,  el  Código  ha  innovado,  y que  su  innovación  es  considera- 
ble, puesto  que  el  citado  artículo  declara  nula  la  venta  de  la  cosa 
ajena:  en  lugar  de  decir  que  el  vendedor  se  obliga  a entregar  la 
cosa,  añade,  es  preciso  decir  que  debe  transferir  su  propiedad 
(qu'il  est  tenu  d’  en  transférer  la  propiéte).  El  derecho  natural 
y la  voluntad  de  las  partes  abonan,  en  opinión  de  Laurent,  el 
principio  de  que  la  propiedad  se  transmite  por  el  sólo  consenti- 
miento; las  consecuencias  contrarias,  dice,  sólo  pueden  dedu- 
cirse de  las  sutilezas  romanas  completamente  en  desacuerdo  con 
la  vit.'a  real.  No  llega,  siu  embargo,  Laurent  á la  conclusión  á 
que  otros  han  llegado,  de  que  la  transmisión  de  la  propiedad  sea 
esencial  á la  venta,  porque  si  bien  los  oradores  del  Tribunado 
se  fundaban  en  el  respeto  á la  voluntad  de  las  partes,  es  indu- 
dable que  las  mismas  partes  pueden  convenir  en  lo  que  Laurent 
llama  una  venta  á la  romana,  y aun  estipular  que  la  propiedad 
no  sea  transmitida  mientras  no  se  pague  el  precio. 

Los  escritores  italianos  contemporáneos,  de  acuerdo  con  los 
textos  que  interpretan,  estiman  también  que  la  simple  perfec- 
ción del  contrato  de  compra  y venta  produce  la  transmisión  de 
la  propiedad,  y sustancialmente  vienen  á estar  de  acuerdo  con 
el  criterio  de  Laurent.  Así,  por  ejemplo,  Cuturi  (1),  después  de 
admitir  el  principio,  señala,  no  obstante,  los  siguientes  casos  de 
excepción,  en  los  cuales  no  tiene  lugar  la  transmisión  del  domi- 
nio desde  que  se  perfecciona  el  contrato:  l.°  Si  la  cosa  es  sola- 
mente determinable,  como  ocurre  cuaudo  sólo  se  indicó  su  espe- 
cie, cuando  la  misma  fue  puesta  alternativamente  entre  otras 
de  modo  que  se  cumple  entregando  una  de  ellas,  ó cuando  se 
trata  de  venta  á peso,  número  ó medida.  2.°  Si  media  alguna 
condición  suspensiva;  y 3.'°  En  el  caso  de  que  expresamente  se 
haya  estipulado  que  la  transmisión  de  la  propiedad  no  tenga 


iJ/L  y 28.  ^ Cem'°”e  é della  Torcuato  Cuturi,  pági- 


21 


LIB.  iV— TÍT.  IV — OAP.  I — ARTS.  1445  Y 1446 


lugar  hasta  que  se  pague  el  precio  ó hasta  otro  momento  que  las 
partes  libremente  señalen. 

Chironi  (1),  estudiando  las  obligaciones  propias  del  vende- 
dor, dice  que  son  dos:  a)  entregar  la  cosa  vendida,  y b ) garantir 
la  misma  cosa.  Presentadas  estas  obligaciones  de  esa  manera  no 
se  echa  de  ver  la  diferencia  existente  entre  el  criterio  de  este 
autor  y el  de  nuestro  Código;  pero  la  diferencia  se  hace  notar 
cuando  Chironi  dice  que  la  tradición,  que  es  la  entrega  ae  la 
cosa,  no  es  elemento  necesario  para  que  la  cosa  pase  á ser  pro- 
piedad del  comprador,  el  cual  llegó  á ser  tal  propietario  por  el 
solo  consentimiento  desde  que  el  contrato  fué  perfecto. 

Hace  notar  muy  oportunamente  Pacifíci  Mazzoni  (2)  que  la 
venta  en  su  concepto  originario  tuvo  ciertamente  por  oficio  la 
transmisión  de  la  propiedad  del  objeto  sobre  qne  recaía  del  com- 
prador al  vendedor,  al  igual  de  lo  que  ocurría  en  la  permuta; 
pero  que  no  es  menos  cierto  que,  si  bien  los  romanos  mantuvie- 
ron este  concepto  para  la  permuta,  despojaron  de  él  á la  compra 
y venta.  ¿A.  qué  obedece  esta  variación?  Entre  pensar  que  es 
consecuencia  de  un  mero  error  accidental  de  los  jurisconsultos 


y que  acusa  una  imperfección  en  el  derecho  del  pueblo  rey,  ó 
admitir  la  explicación  que  da  Maynz  del  fenómeno,  optamos  por 
esto  ú’ttmo  en  la  buena  compañía  del  mi  uno  Pací  lie  i Mazzoni  y 
de  romanista  tan  autorizado  como  Van  AVotter  (3).  Hice  Maynz 
que  la  ley,  imponiendo  al  principio  al  vendedor  la  obligación  de 
transmitir  la  propiedad  de  la  cosa  vendida,  excluía  del  comercio 
á todos  los  extranjeros  por  ser  éstos  incapaces  de  adquirir  y 
m¿s  todavía,  de  transferir  el  dominio  ex  ñire  r/uiriiium.  Para  evi- 
tar esta  consecuencia,  inadmisible  sobre  todo  tratándose  de  la 
compra  y venta,  que  es  el  contrato  'pie  más  participa  del  jus 


fj-  nth'.m,  era  necesario  limitar  la  obligación  del  vendedor  á la  tra 
dición  de  la  cosa,  salvo  que  se  añadieren  á esta  simple  entrega 
material  todas  las  garantías  que  la  naturaleza  del  acto  exigía. 

(1)  hi^lihr-.i'ii)!  -/i  il í rítto  • itn/inno:  volumen  2 °.  pág  94. 

(2j  C'j'l ‘ifi/r  itu/imio,  ot/uhn-nii.ito,  etr*.,  volumen  12.  pág.  4. 

?»:  ' >.«./•<  ».'/»■ ,i,i  nt  'iro  P'tiif  rotii'nit:  tomo  2.°,  pág.  193. 
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Entre  los  ciudadanos  nada  impedía,  cuando  se  trataba  de  una  res 
ixancipi,  que  se  conviniese  en  que  la  tradición  precediese,  acom- 
pañase ó siguiese  á la  mancipación.  Pero  cuando  un  extranjero 
intervenía  en  el  contrato  ó se  trataba  de  una  cosa  no  susceptible 
de  mancipación,  empleáronse  medios  que  el  progreso  creciente 
de  la  civilización  no  tardó  en  proscribir.  Se  principió  por  hacer 
prestar  al  vendedor  garautia  contra  su  dolo,  en  seguida,  a imi- 
tación de  lo  que  ya  se  practicaba  respecto  de  los  defectos  físicos 
de  las  cosas,  se  le  hizo  prometer  una  pena  por  los  posibles  he- 
chos de  evicción,  de  cualquiera  que  pudiesen  provenir;  por  últi- 
mo, la  jurisprudencia  acabó  por  imponer  la  responsabilidad  por 
la  evicción  como  una  obligación  que  naturalmente  se  derivaba 
del  contrato  de  compra  y venta. 

Este  fue  el  camino  por  el  cual  los  romanos,  siguiendo  paso  á 
paso  las  necesidades  sociales,  llegaron  á desenvolver  su  derecho 
material,  manifestación  del  estado  rudimentario  de  la  sociedad 
primitiva,  hasta  hacerlo  suíiciente  para  todas  las  exigencias  de 
una  civilización  más  avanzada. 

Pero  hoy,  según  acabamos  de  ver,  la  tendencia,  aunque  por 
muy  distintos  motivos,  es  volver  al  criterio  primitivo  de  los  ro- 
manos que  mantienen  las  legislaciones  francesa  é italiana,  y que 
también  aceptó  nuestro  proyecto  de  1851  en  sus  arts.  981  y 
1006,  puesto  que,  después  de  haber  admitido  el  principio  de  que 
la  entrega  de  la  cosa  no  es  necesaria  para  la  traslación  de  la  pro- 
piedad, afirmó  que  desde  que  el  contrato  se  perfecciona  por  el 
consentimiento  de  las  partes,  el  riesgo  de  la  cosa  corre  á cargo 
del  acreedor.  Por  esto  decía  García  Goyena,  comentando  el  pri- 
mero de  los  dos  artículos  citados,  que  su  disposición  es  entera- 
mente contraria  á la  máxima  romana  y patria:  Jraditione , non 
nuda  conventione  dorninium  acquirilur  (1). 

Excepción  de  esta  general  tendencia  es  el  art.  1495  del  Có- 
digo holandés,  que  dice,  que  el  comprador  no  adquiere  la  propie- 


G)  Concordancias,  motivos  y 
tomo  3.°,  pág.  11. 


comentarios  del  Código  oivil  español}, 
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dad  del  objeto  vendido  sino  después  que  éste  le  ha  sido  entre- 
gado; y excepción  también,  más  importante  para  nosotros  (y  con 
esto  damos  por  terminada  esta  referencia),  es  nuestro  propio  Có- 
digo civil. 

Aunque  el  desarrollo  de  esta  doctrina  y la  exposición  de  las 
múltiples  soluciones  que  para  los  distintos  casos  contiene,  hace 
relación  á diferentes  artículos  en  cuyo  comentario  tiene  su  lu- 
gar adecuado,  consignaremos  en  éste  que,  en  principio  general, 
nuestro  Código  no  admite  la  transmisión  de  la  propiedad  por  el 
mero  consentimiento  y que  es  necesaria  la  tradición.  Véase  4 
este  efecto  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  l.°  de  Junio 
de  1900,  citada  en  el  tomo  8.°,  pág.  585  de  esta  obra. 

Pone  también  de  manifiesto  el  espíritu  del  Código  y la  flexi- 
bilidad de  sus  principios  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de 
16  de  Febrero  de  1894,  que  declaró,  tratándose  de  una  compra  y 
venta  de  muebles,  que  es  lícito  el  pacto  de  que  el  vendedor  con- 
serve el  dominio  de  los  bienes  mientras  no  se  satisfaga  el  precio 
por  completo,  aunque  éstos  pasen  desde  luego  á poder  del  com- 
prador. Fundándose  en  el  documento  en  que  este  convenio  cons- 
taba, pudo  interponerse  con  fruto  una  tercería. 

IV.  Requisitos  esenciales  de  la  compra  y venia, — Al  decir  el 
Código  en  el  art.  1445,  que  define  la  compra  y venta,  que 
uno  de  los  contratantes  se  obliga  á entregar  una  cosa  determi- 
nada, menciona  uno  de  los  requisitos  esenciales  del  contrato 
que  nos  ocupa,  la  cosa,  cuyo  estudio  debemos  hacer  ahora. 

a)  Cosa  lícita. — Del  fondo  ético  que  inspira  á todo  nuestro  de- 
recho positivo,  infiérese  que  la  primera  condición  que  ha  de  con- 
currir en  la  cosa  para  que  pueda  ser  objeto  del  contrato  de  com- 
pra y venta  es  la  de  ser  lícita , pues  si  el  artículo  1271  dice  que 
pueden  ser  objeto  de  contrato  todas  las  cosas  que  no  están  fue- 
ra del  comercio  de  los  hombres,  es  indudable  que  su  manera  de 
decir  hace  relación  al  comercio  que  el  Estado,  como  órgano  su- 
perior del  derecho,  reconoce  eficacia,  y claro  es  que  no  ha  de  re- 
conocer tal  eficacia,  como  no  sea  en  el  orden  penal  y represivo, 
más  que  al  que  recae  sobre  objeto  lícito. 
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Ahora  bien;  de  la  misma  manera  que  se  dice  que  hay  actos 
que  son  delitos  por  que  constituyen  pecado,  y que  hay  pecados 
que  son  tal  por  que  la  ley  los  lia  erigido  en  delitos,  ó lo  que  es  lo 
mismo,  que  la  ley  prohíbe  ciertos  actos  por  que  son  malos,  y que 
otros  son  malos  por  que  la  leyr  los  prohíbe,  de  igual  modo  aquí  pu- 
diera decirse  que  hay  cosas  ilícitas  por  si,  porque  los  principios 
de  la  moral  las  repugnan  independientemente  de  la  prohibición 
de  la  ley,  y que  hay  otras  en  cambio  que  son  ilícitas  por  el  mero 
hecho  de  la  prohibición  legal.  Tal  ocurre,  por  ejemplo,  coa  los 
efectos  estancados  ó monopolizados  (el  tabaco,  lo¡-  explosivos,  et- 
cétera), que  siendo  de  por  sí  materia  de  lícito  comercio,  desde  el 
momento  en  que  el  Estado,  por  motivos  fiscales,  que  hay  que  res- 
petar de  hecho,  cualquiera  que  sea  el  juicio  que  nos  merezcan,  los 
declara  en  esa  situación  especial,  deben  quedar  fuera  de  nuestra 
actividad  comercial,  ya  que  no  es  lícito  negar  al  Estado  los  me- 
dios á que  ha  considerado  oportuno  acudir  para  realizar  sus  fines. 

No  hay  paca  qué  decir  que  á una  y otra  clase  de  objetos  ilíci- 
tos se  extiende  la  prohibición  legal,  ó lo  que  es  ío  mismo,  que  la 
cosa,  para  que  pueda  ser  objeto  del  contrato  de  compra  y venta, 
ha  de  ser  lícita,  moral  y legalmente,  si  es  permitida  esta  mane- 
ra de  decir  en  gracia  á claridad. 

No  creemos  oportuno  enumerar  aquí  todas  las  cosas  que  hoy 
tieneu  el  carácter  de  ilícitas  porque,  sobre  ser  sobradamente  co- 
nocidas, esta  enumeración  no  podría  tener  carácter  dennitivo 
por  la  constante  variación  de  las  leyes  fiscales. 

Eu  nuestro  Código  civil  existen  preceptos  especiales  que 
prohíben  la  compraventa  de  determinados  derechos. 

Así,  el  art.  5 25  expresa  que  los  derechos  de  uso  y habitación 
no  pueden  transmitirse  á otro  por  ninguna  clase  de  título. 

Lo  mismo  debe  entenderse  respecto  á todo  derecho  que  tenga 
carácter  personalísimo. 

Según  el  art.  534,  las  servidumbres  son  inseparables  de  las 
fincas  á que  activa  ó pasivamente  pertenecen,  lo  que  envuelve 
la  imposibilidad  de  vemder  aquéllas  sin  el  derecho  ó la  carga  de 
que  son  inseparables. 
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La  compraventa  de  una  herencia  futura,  se  halla  prohibida 
-en  el  art.  1271.  : 

Respecto  á la  cosa  ajena  nada  dice  nuestro  Código.  Desde 
luego  no  es  válida,  porque  la  venta  representa  una  transmisión 
de  derechos,  y mal  puede  nadie  transmitir  lo  que  no  tiene.  Lo 
que  ocurre,  es  que  esa  venta  puede  llegar  á producir  efectos 
mediante  la  prescripción,  y es  porque  entonces, se  transmite  por 
el  vendedor  el  verdadero  derecho  que  tiene  sobre  la  'cosa,  que  es 
el  de  posesión  sin  dominio. 

Atendiendo  á esto,  y á la  doctrina  de  la  evicción,  que  garan- 
tiza al  comprador  de  cosa  ajena,  varios  códigos  y varios  auto- 
res, admiten  como  válida  la  venta  de  cosa  ajena.  ‘Pero  á nues- 
tro modo  de  ver,  la  obligación  del  saneamiento  en  caso  de  evic- 
ción, viene  precisamente  á poner  de  relieve  la  nulidad  más  ó me- 
nos encubierta  de  esa  clase  de  ventas,  imponiendo  al  vendedor 
el  deber  de  indemnizar.  La  ley  que  admite  el  derecho  de  pose- 
sión enfrente  del  derecho  del  dueño,  y supone  la  buena  fe  mien- 
tras no  se  pruebe  lo  contrario,  lo  que  hace  es  aceptar  la  posibi- 
lidad de  que  so  venda  una  cosa  ajena  en  la  creencia  de  ser  pro- 
pia, y dejar  el  acto  abandonado  á las  consecuencias  que  puedan 
después  sobrevenir. 

b)  Cosa  determinada. — La  cosa  ha  de  ser  determinada  por  dis- 
posición expresa  de),  art.  1 445.  La  palabra  determinada  no  nece- 
sita explicación,  aunque  luego  en  la  práctica  haya  muchos  ca- 


sos en  los  que  sea  más  ó menos 


difícil  de  afirmar  si  existe  ó no 


la  determinación  que  la  ley  quiere.  Veamos,  en  primer  lugar,  el 
motivo  de  la  ley. 

Si  el  consentimiento  es  la  base  firmísima  del  contrato  de 
compra  y venta,  como  de  todos  los  contratos,  es  evítente  que  no 
se  puede  decir  que  éste  existe  con  que  solamente  concurran 
aquellas  condiciones  de  libertad  en  las  partes  que  constituyen 
el  elemento  subjetivo  del  mismo  y sin  las  cuales  lo  tenemos  por 
viciado  ó por  no  prestado.  Debe  tenerse  en  cuenta  que,  aunque 
el  objeto  de  las  obligaciones  sean  siempre  ios  actos  humanos, 
éstos  recaen  sobre  cosas , y por  le  tanto,  para  que  el  verdadero 
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consentimiento  exista,  es  menester  que  las  partes  puedan  traer 
á reflexión  esos  actos  y esas  cosas  en  toda  su  integridad,  á fin 
de  que  tengan  los  elementos  necesarios  para  formular  el  juicio 
individual  que  precede  al  acuerdo  de  las  voluntades,  ó lo  que 
es  lo  mismo,  á la  prestación  del  consentimiento.  Y es  induda- 
ble que,  si  sobre  lo  indeterminado,  lo  vago,  lo  que  no  limitamos 
ni  concretamos  bien  en  nuestra  fantasía,  no  podemos  íoimar 
juicio,  porque  nos  es  en  cierta  manera  desconocido,  mucho 
menos  hemos  de  poder  manifestar  ese  juicio,  que  no  llegó  á 
enunciarse  en  nuestra  conciencia  de  un  modo  cabal  y completo, 
en  la  fórmula  del  consentimiento. 

Exige,  por  lo  tanto,  la  ley  que  la  cosa  sea  determinada  á fin 
de  suministrarnos  los  elementos  necesarios  para  que  podamos 
consentir,  que  al  cabo,  si  bien  se  mira,  todos  los  requisitos  esen- 
ciales de  los  contratos  quizás  podrían  reducirse  á uno  solo,  el 
consentimiento. 

La  cosa,  pues,  ha  de  ser  determinada;  pero  de  la  necesidad 
de  que  la  cosa  nos  sea  conocida  como  motivo  de  esa  determina- 
ción, no  debemos  sacar  consecuencias  que  seguramente  pugna- 
rían con  el  espíritu  de  la  ley.  No  solamente  conocemos  nosotros 
aquello  que  de  momento  tenemos  á la  vista  con  existencia  indi- 
vidual y concreta;  sin  necesidad  de  que  el  objeto  nos  esté  pre- 
sente, por  nuestros  medios  comunes  de  conocer  y por  los  espe- 
ciales que  concurren  en  los  que  se  dedican  á determinados  ór- 
denes de  negocios  á consecuencia  de  la  pericia  adquirida  por  el 
estudio  ó por  el  hábito,  podemos  formar  el  indispensable  juicio 
sin  que  precise  la  presencia  del  objeto  y sin  la  contemplación  de 
su  individualidad  real  y positiva.  Es  decir,  que  no  es  necesa- 
rio que  la  cosa  este  actualmente  determinada,  basta  con  que 
sea  determinable  en  el  momento  del  contrato,  en  el  momento  en 
que  se  consiente. 

Así  debe  entenderse  la  exigencia  del  Código  de  que  la  cosa 
sea  determinada.  Determinada  ó determinable,  lo  mismo  da, 
siempre  que  se  pueda  llegar  á determinar  sin  necesidad  de  un 
nuevo  acuerdo  de  las  partes,  pues  si  este  nuevo  acuerdo  fuese 
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preciso,  sería  prueba  evidente  de  que  el  primitivo  no  llegó  á 
constituir  contrato,  ni  á ser  verdadero  con  sentimiento.  Podrá 
valer  como  tal  contrato  el  segundo  acuerdo  si  reúne  todos  los 
requisitos,  pero  independiente  del  primero,  y no  porque  reciba 
de  él  su  fuerza. 

Por  entender  que  había  cosa  suficientemente  determinada, 
en  el  caso  de  una  venta  de  los  géneros  existentes  en  una  tienda 
en  el  momento  en  que  se  hizo  el  contrato,  estimó  el  Tribunal 
Supremo  en  sentencia  de  8 de  Mayo  de  1895  que  no  procedía 
declarar  la  nulidad  del  mismo. 

En  cambio,  declaró  que  la  nulidad  procedía  en  una  venta  de 
bienes  nacionales,  en  la  que  el  objeto  vendido  era  un  monte, 
porque  en  el  anuncio  de  la  subasta  no  se  especificó  con  claridad 
si,  al  propio  tiempo  que  el  monte,  se  vendía  también  la  servi- 
dumbre de  pastos  que  pretendían  tener  varios  pueblos,  pues  á 
juicio  del  Tribunal  Contencioso  administrativo,  esa  falta  de  cla- 
ridad producía  la  indeterminación  de  la  cosa  vendida.  (Senten- 
cia de  20  de  Febrero  de  1894.) 

Pregunta  Laurent  (1)  si  un  médico  puede  vender  su  cliente- 
la, y muy  acertadamente  hace  notar,  en  primer  lugar,  que  la 
cuestión  no  debe  proponerse  en  estos  términos,  pues  de  plantear- 
se así,  la  negativa  es  evidente.  Sin  embargo,  en  los  procedimien- 
tos relativamente  numerosos  á que  en  Francia  han  dado  lugar 
las  ventas  de  esta  clase,  la  jurisprudencia  se  ha  pronunciado 
eu  el  sentido  de  admitir  la  validez  de  esos  pactos.  Es  indudable, 
como  dice  Laurent,  que  en  rigor,  la  clientela  no  puede  venderse, 
puesto  que  la  confianza  del  público  en  las  condiciones  persona- 
les de  un  módico  no  puede  ser  cedida,  como  no  pueden  ser 
transmitidas  tampoco  las  facultades  individuales  que  son  su 
base  y fundamento.  Debe  tenerse  en  cuenta,  no  obstante,  que 
la  jurisprudencia  francesa,  para  mantener  su  criterio,  no  se 
ha  fijado  tan  sólo  en  ese  punto  de  vista,  que,  si  hubiese  sido  el 
único  apreciable,  seguramente  hubiera  dado  lugar  á muy  distin- 


(l)  Obra  citada,  pág.  102. 
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ta  solución,  sino  que  ha  tenido  presente  las  cláusulas  que  sue- 
len intervenir  en  esas  convenciones,  una  de  las  cuales  es  siem- 
pre la  prohibición,  que  el  que  podríamos  llamar  vendedor  se 
impone,  de  ejercer  la  medicina  en  un  lugar  determinado  ó en  un 
radio  de  tantos  ó cuantos  kilómetros,  Ea  jurisprudencia  fran- 
cesa ha  entendido  que  lo  principal  de  estos  convenios  es  esa  pro- 
hibición, y en  este  sentido  les  ha  dado  fuerza  y valor  para  esti- 
mar, sin  duda,  que  en  sustancia  se  trata  de  una  obligación  de 
no  hacer,  perfectamente  válida.  Cierto  que  la  renuncia  á ejercer 
la  medicina  (y  lo  mismo  puede  decirse  de  otra  prolesión  cual- 
quiera) implica  una  limitación  á la  libertad  de  la  industria;  pero 
al  cabo,  esta  limitación  es  sólo  relativa  y no  se  puede  decir  que 
en  virtud  de  ella  se  prive  uno  en  absoluto  del  ejercicio  de  su 
actividad  en  un  orden  determinado;  si  tal  se  estipulase,  quizás, 
no  sería  tan  admisible  la  solución  de  la  jurisprudencia  fran- 
cesa. 

c ) Cosa  futura. — Se  conocen  con  el  nombre  de  cosas  futuras, 
en  relación,  por  ejemplo,  con  un  contrato,  aquellas  que  no 
tienen  existencia  real  y positiva  en  el  momento  en  que  se  presta 
el  consentimiento.  Por  las  razones  que  antes  hemos  expuesto, 
compréndese  perfectamente  cómo  la  cualidad  de  futura  de  una 
cosa  no  es  opuesta  á la  de  determinada  que  debe  tener  para  ser 
objeto  de  contrato  de  compra  y venta,  pues  la  determinación 
necesaria  para  que  se  conozca  lo  suficiente  el  objeto  sobre  que 
se  contrata,  no  exige  de  momento  la  presencia  de  la  cosa,  la 
cual  es  de  hecho  suplida  en  la  práctica  con  las  especiales  apti- 
tudes que  concurren  en  los  que  contratan,  á quienes  hay  que  su- 
poner con  cierta  pericia  en  los  asuntos  en  que  se  ocupan.  Esto 
sin  contar  con  que  el  contrato  de  compra  y venta,  se'gún  tam- 
bién tenemos  dicho,  puede  ser  conmutativo  y aleatorio. 

, Es  indudable,  en  vista  de  esto  (y  el  precepto  romano  lo  abo  • 
na),  que  del  contrato  de  compra  y venta  pueden  ser  objeto  tanto 
las  cosas  presentes  como  las  futuras. 

. Una  natural  distinción  surge  en  cuantcr  á éstas,  distinción 
<jue  arranca  de  los  mismos  hechos.  No  es  lo  mismo  vender  la 
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cosa  que  se  espera,  la  cosa  propiamente  futura,  que  la  esperanza 
de  la  cosa  misma.  Esta  es  la  distinción  entre  la  emptio  rei  speratce 
y la  emptio  spei , que,  lejos  de  constituir  un  mero  juego  de  pala- 
bras, implica  una  diferencia  de  supuestos  y de  consecuencias 
jurídicas. 

En  la  emptio  rei  speratce  es  incierta  la  cuantía  y la  cualidad 
de  la  cosa,  pero  no  la  cosa  misma,  pues  ésta  en  definitiva  hade 
existir,  cualquiera  que  sea  la  cantidad  y la  calidad  con  que  apa- 
rezca, llegado  que  sea  el  momento.  En  la  emptio  spei,  por  el  con- 
trario, no  es  seguro  que  la  cosa  llegue  á existir,  ni  mucho  me- 
nos sou  seguras  su  clase  y cantidad.  En  rigor,  podría  decirse 
que  en  el  primer  caso  se  contrata  sobre  la  cosa  futura,  y que  en 
el  segundo  el  contrato  recae  sobre  una  cosa  presente,  de  existen- 
cia actual,  la  esperanza,  que  en  el  momento  en  que  se  consiente 
no  cabe  duda  que  tiene,  como  tal  esperanza,  realidad  ontológica. 

Claro  es  que  las  consecuencias  jurídicas,  que  de  estos  distin- 
tos supuestos  se  derivan,  son  diferentes.  La  emptio  rei  speratce  es 
una  compra  subordinada  á una  condición,  la  condición  de  que 
la  cosa  llegue  á existir.  De  suerte  que,  no  cumpliéndose  la  con- 
dición, no  llegando  á existir  la  cosa,  el  contrato  no  puede  tener 
efecto  por  falta  de  un  requisito  esencial,  aunque  al  comprador 
quede  á salvo  su  derecho  para  reclamar  indemnización  al  ven- 
dedor en  el  caso  de  que  éste  supiera  que  la  cosa  no  pedía  llegar 
á tener  existencia. 

Por  el  contrario,  en  la  emptio  spei  el  contrato  tiene  efecto  aun- 
que la  cosa  no  llegue  á existir,  sin  que  se  pueda  decir  que  falta, 
como  en  el  caso  anterior,  un  requisito  esencial,  ya  que  aquí,  se- 
gún antes  hemos  indicado,  la  cosa  objeto  del  contrato  es,  en  ri- 
gor, la  esperanza.  No  tenemos  para  qué  decir  que  si  la  cosa  no 
llega  á tener  existencia  por  culpa  imputable  al  vendedor,  estará 
ésto  obligado  á indemnizar. 

En  la  práctica,  esta  clase  de  contratos  aleatorios  se  prestan 
á una  dificultad  de  prueba,  la  prueba  de  si  lo  que  se  ha  esti- 
pulado es  una  emptio  rei  speratce  ó una  emptio  spei.  La  individua 
lidad  de  cada  caso,  la  consideración  de  las  circunstancias  que 
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pueden  concurrir  en  los  análogos,  y la  costumbre,  darán  la  cía- 
ve  para  resolver  la  cuestión.  Si  no  fuese  posible  por  ninguno  de 
estos  datos  poner  en  claro  cuál  fuera  la  voluntad  de  las  partes, 
ja  pi esunción  debe  suministrar  el  criterio;  y en  este  punto,  de 
acuerdo  con  la  opinión  de  Cuturi  (pág.  111  de  su  obra  citada), 
estimamos  que  la  presunción  debe  ser  favorable  á afirmar  la 
existencia  de  una  emptio  rei  speratie , por  ser  esta  solución  la  que 
más  concuerda  con  la  forma  ordinaria  de  los  negocios  y la  que 
más  se  acerca  al  carácter  generalmente  conmutativo  del  con 
trato. 

En  toda  compra  y venta  de  cosas  futuras,  media  siempre  tá 
citamente  un  plazo,  el  que  forzosamente  tiene  que  existir  desde 
el  momento  en  que  se  presta  el  consentimiento  hasta  aquel  en  el 
cual  ha  de  tener  existencia  la  cosa  que  se  estimó  como  futura. 
Ahora  bien;  ¿quién  fija  los  límites  de  ese  plazo?  ¿Hasta  cuándo 
se  ha  de  esperar  á que  la  cosa  tenga  realidad?  La  índole  misma 
de  muchas  convenciones  (por  ejemplo,  en  la  venta  de  cosechas 
futuras),  lleva  consigo  la  determinación  del  plazo;  pero  en  aque- 
llos casos  en  que  por  su  rareza  ó especialidad  no  puede  deducir- 
se la  duración  del  mismo,  estimamos  que  no  puede  ser  indefinido 
el  plazo,  y que  sería  de  perfecta  aplicación  el  criterio  del  articu 
lo  1128  del  Código,  que  dice  que  si  la  obligación  no  señalase 
plazo,  pero  de  su  naturaleza  y circunstancias  se  dedujere  que 
ha  querido  concederse  al  deudor,  los  tribunales  fijarán  la  dura 
ción  de  aquél;  y que  también  fijarán  los  tribunales  la  duración 
del  plazo  cuando  éste  haya  quedado  á voluntad  del  deudor. 

Laurent  cita  un  caso  de  venta  de  cosas  futuras  sacado  de 
la  jurisprudencia  francesa,  que  so  aparta  del  tradicional  ejemplo 
de  la  compra  y venta  de  frutos.  Se  trataba  de  la  venta  de  sesen- 
ta acciones  de  una  sociedad,  que  las  partes  contratantes  creían 
en  vías  de  formación  con  un  capital  de  cuatro  millones  dividido 
en  ocho  mil  acciones,  para  la  explotación  de  minas  de  hulla  y 
para  el  establecimiento  de  nuevos  medios  de  transporte.  Las 
sesenta  acciones  fueron  vendidas  en  7.400  francos  pagados  al 
contado,  y en  el  contrato  se  estipuló  que  en  el  caso  de  no  entrp  ■ 
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garse  las  acciones  en  el  término  de  cuarenta  días,  el  vendedor 
pagaría  al  comprador  3.000  francos  en  concepto  de  indemniza- 
ción de  perjuicios  ó independientemente  de  la  restitución  del 
precio.  La  sociedad  no  llegó  á constituirse  y el  comprador  recla- 
mó la  ejecución  de  lo  convenido.  Como  se  ve,  tratábase  de  la 
compra  de  cosas  futuras:  era  una  emptio  rei  sperala.  Pues  bien, 
el  Tribunal  de  Lyón  decidió  que  la  venta  era  nula  por  carecer 
de  objeto,  ya  que  no  habiéndose  formado  la  sociedad  no  existían 
las  acciones  que  eran  el  objeto  del  contrato.  Se  declaró,  por  con- 
siguiente, la  nulidad  del  mismo,  ó mejor  dicho,  su  inexistencia, 
y al  propio  tiempo  se  declaró  también  que  carecía  de  fuerza  la 
cláusula  penal  que  solamente  tenía  por  objeto  asegurar  la  ejecu- 
ción de  lo  que  se  diputaba  por  nulo 

No  necesitamos  ocuparnos  ahora  de  la  venta  de  la  herencia 
futura  por  que  ya  lo  hemos  hecho  en  la  pág.  632,  tomo  8 o de 
esta  obra.  En  esta  materia,  cualquiera  que  sea  la  opinión  que 
parezca  más  aceptable,  hay  que  estar  á la  disposición  del  artícu- 
lo 1271  que  dice,  que  sobre  la  herencia  futura  no  se  podrán  ce- 
lebrar otros  contratos  que  aquellos  cuyo  objeto  sea  practicar  en 
tre  vivos  la  división  de  un  caudal  conforme  al  art.  1056.  Este 
es  el  precepto,  si  bien  debe  tenerse  en  cuenta  que  el  mismo  Có- 
digo autoriza  en  diversos  artículos  otras  excepciones  al  princi 
pió  general  prohibitivo;  pero  estas  excepciones  las  hemos  con- 
signado en  el  lugar  antes  citado,  por  cuyo  motivo  sólo  repetir» 
mos  ahora  la  conclusión  á que  entonces  llegamos,  á saber:  la  he- 
rencia futura  no  puede  ser,  según  el  Código,  materia  de  contra- 
to, más  que  en  aquellos  casos  en  que  expresamente  la  autoriza 
el  mismo;  fuera  de  ellos,  todo  contrato  que  tenga  aquel  objeto  es 
nulo,  como  opuesto  á la  ley. 

d)  Cosa  litigiosa . — Es  litigiosa  la  cosa  desde  el  momento  en 
que  ante  los  tribunales  se  discute  alguna  relación  de  propiedad 
sobre  la  misma.  Debe  notarse,  sin  embargo,  que  si  bien  la  cosa 
es  realmente  litigiosa  para  las  partes  desde  el  momento  en  que 
el  litigio  se  entabla,  puede  no  serlo,  no  obstante,  desde  ese 
mismo  momento  respecto  de  terceras  personas.  La  ley  Hipóte- 
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caria,  en  su  art.  42,  concede  el  derecho  de  pedir  anotación  pre- 
ventiva  en  el  Registro  al  que  demandare  en  juicio  la  propiedad 
de  bienes  inmuebles  ó la  constitución,  declaración,  modificación 
ó extinción  de  cualquier  derecho  real,  y siendo  el  demandante  en 
todo  caso  el  que  naturalmente  ha  de  tener  más  interés  en  que  se. 
conozca  la  cualidad  litigiosa  de  la  cosa  sobre  que  recae  el  litigio, 
es  indudable  que  la  ley,  con  la  disposición  citada,  ha  tutelado  lo 
suficiente  ese  interés  al  darle  medios  para  que  pueda  ser  conoci- 
da de  todo  el  mundo  la  contienda  judicial. 

Si  el  demandante  hace  uso  de  su  derecho  y obtiene  la  anota* 
ción,  la  cosa  será  litigiosa  para  todos,  puesto  que  este  carácter 
resultará  del  Registro:  si  no  lo  hace,  los  terceros  que  sobre  esa 
cosa  contraten,  podrán  ignorar  la  existencia  del  litigio  cuyo  re- 
sultado definitivo  ningún  perjuicio  les  puede  parar  en  tal  caso. 

La  consideración,  pues,  de  lo  que  del  Registro  de  la  propie- 
dad aparezca,  dará  la  clave  del  criterio  con  que  habrá  que  esti- 
mar las  consecuencias  de  la  venta  de  la  cosa  litigiosa. 

Nos  fundamos  para  pensarlo  así,  de  una  parte,  en  el  princi- 
pio general  de  publicidad  que  informa  á nuestra  ley  Hipotecaria, 
y de  otra,  en  el  precepto  expreso  del  art.  107,  núm.  10,  de  dicha 
ley,  que  al  enumerar  h.s  bienes  que  pueden  hipotecarse,  aunque 
con  ciertas  restricciones,  dice  que  se  encuentran  en  este  caso  los 
bienes  litigiosos,  si  la  demanda,  origen  del  pleito,  se  ha  anotado 
preventivamente,  ó si  se  hace  constar  en  la*  inscripción  que  el 
acreedor  tenía  conocimiento  del  litigio;  pero  en  cualquiera  de  los 
dos  casos  la  hipoteca  quedará  pendiente  de  la  resolución  del 
pleito,  sin  que  pueda  perjudicar  los  derechos  de  los  interesados 
en  el  mismo,  fuera  del  hipotecante. 

Aun  cuando  este  precepto  se  refiere,  no  al  caso  de  venta, 
sino  al  de  hipoteca,  como  según  el  Código  sólo  pueden  hipe  tocar- 
se las  cosas  que  sean  enajenables,  es  evidente  que  con  sólo  íusti- 
tuir  en  la  disposición  del  art.  107  de  la  ley  Hipotecaria  la  pala- 

bra  acreedor  por  la  de  comprador,  tendremos  en  ella  el  criterio 
que  buscamos. 

Bien  es  verdad,  que,  como  afirman  los  Sres.  Galindo  y Esco“ 
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sura,  en  el  comentario  ¿ dicho  articulo,  éste,  ó dice  lo  que  no 
quiere  decir,  ó expresa  mal  su  pensamiento,  pues  al  permitir  que 
se  puedan  hipotecar  los  bienes  litigiosos  en  la  condicional  alter- 
nativa de  que  se  haya  anotado  preventivamente  la  demanda 
que  dió  origen  al  pleito,  ó de  que  se  haga  constar  en  la  inscrip- 
ción que  el  acreedor  tenía  conocimiento  del  litigio,  parece  dar  á 
entender  que  la  hipoteca  no  puede  constituirse  cuando  no  se 
ha  cumplido  alguna  de  esas  condiciones.  Y sin  embargo,  no 
es  así. 

Si  esos  requisitos  se  cumplen,  los  bienes  litigiosos  pueden 
hipotecarse  por  permisión  expresa  de  la  ley;  si  no  se  cumplen, 
es  decir,  si  no  consta  en  el  Registro  anotada  la  demanda,  ni  el 
acreedor  tiene  conocimiento  de  ella,  también.  En  el  primer  caso, 
el  acreedor  queda,  desde  luego,  á las  resultas  del  pleito,  cuyo 
fallo  definitivo  le  puede  perjudicar,  por  lo  mismo  que  tenía  co- 
nocimiento de  la  coutienda;  en  el  segundo,  no  sufrirá  perjuicio 
alguno,  aunque  se  resuelva  ó anule  el  derecho  del  hipotecante  á 
consecuencia  dnl  fallo,  puesto  que  el  litigio  no  le  era  conocido. 

En  realilad,  el  párrafo  del  artículo  de  la  ley  Hipotecaria  á 
qne  nos  referimos,  no  ora  absolutamente  preciso;  para  llegar  á 
las  concia.* iones  que  de  el  se  derivan,  bastaba  con  los  principios 
generales  que  en  otros  lugares  la  misma  ley  contieno. 

No  necesitamos,  después  do  lo  expuesto,  añadir  una  palabra 
más  para  poner  de  manifiesto  el  criterio  legal  en  punto  á la  ven- 
ta de  cosas  litigiosas.  Repetimos  que  con  sólo  sustituir  la  pala- 
bra acreedor  por  la  de  comprador , está  dicho  todo. 

Dos  observaciones  nada  más:  una  para  hacer  constar  que  lo 
consignado  se  refiere,  naturalmente,  á los  bienes  inmuebles;  la 
otra,  para  no  olvidar  que,  aunque  en  el  caso  citado,  al  compra- 
dor no  le  puo  la  irrogar  perjuicio  el  fallo  judicial  como  tal  fallo, 
las  accionas  civiles  y aun  criminales  que  correspondan  á los  qne 
venzan  en  el  juicio  contra  el  vendedor,  quedan  siempre  á salvo. 
Aun  pudiera  darse  también  el  caso  de  que  esas  acciones  proce 
diesen  contra  el  comprador,  pero  no  por  el  mero  hecho  de  ser 

comprador  de  una  cosa  litigiosa,  si  del  Registro  no  resultaba  la 
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existencia  del  litigio,  sino  porque  se  demostrara  que  en  él  había 
concurrido  fraude  ó delito. 

Todo  lo  expuesto  se  refiere  al  caso  de  venta  de  la  cosa  liti- 
giosa verificada  por  el  demandado.  Es  evidente  que  el  actor  en 
el  litigio  no  puede  llevar  á cabo  la  venta,  pues  aparte  de  que 
mientras  el  fallo  no  se  dicte,  hay  que  considerar  como  dueño  al 
demandado  (1),  la  compra  y venta,  si  llegara  á realizarse,  no 
sería  inscribible  en  el  Registro,  puesto  que  la  finca  estaría  ins- 
crita á nombre  del  demandado,  y el  art.  20  de  la  ley  Hipoteca- 
ria constituiría  un  obstáculo  insuperable. 

(?)  Cosa  sujeta  á condición  resolutoria. — El  mismo  criterio  que 
hemos  expuesto  respecto  de  la  cosa  litigiosa,  entendemos  que 
debe  regir  en  cuanto  á la  cosa  sujeta  á condición  resolutoria.  La 
ley  Hipotecaria  (art.  109)  dice,  que  el  poseedor  de  bienes  suje- 
tos á condiciones  resolutorias  pendientes,  podrá  hipotecarlos  ó 
enajenarlos,  siempre  que  quede  á salvo  el  derecho  de  los  intere- 
sados en  dichas  condiciones,  haciéndose  en  la  inscripción  expre- 
sa reserva  del  referido  derecho.  Este  criterio  es  el  que  lógica- 
mente se  deriva  del  principio  de  publicidad,  por  cuyos  fueros 
volvió  en  este  punto  la  reforma  que  en  1369  se  hizo  de  la  ley  Hi- 
potecaria, si  bien  tal  vez,  por  rendir  excesivo  culto  al  mismo,  se 
consignó  la  frase  final  que,  en  nuestra  opinión,  podía  haberse 
suprimido.  Parece,  en  efecto,  que  si  no  se  hace  en  la  inscripción 
la  reserva  del  referido  derecho,  no  podrán  hipotecarse  ni  enaje- 
narse los  bienes  sujetos  á condiciones  resolutorias;  tal  autoriza 
á pensar  la  forma  de  redacción  del  artículo.  Pero  si  tenemos  en 
cuenta  que  la  condición  resolutoria  constará  de  las  anteriores 
inscripciones,  y que,  por  lo  tanto,  puede  ser  conocida  del  com- 
prador ó del  hipotecario,  comprenderemos  que  no  será  preciso 
el  que  se  haga  dicha  reserva,  puesto  que,  se  haga  ó no  se  haga, 
la  condición  ha  de  perjudicar  á ambos,  ya  que  claramente  re- 
sulta del  Registro  su  existencia. 

El  citado  art.  109  de  la  ley  Hipotecaria  distingue,  en  el  caso 


(1)  vSentencia  del  Tribunal  Supremo  de  29  de  Noviembre  de  1870. 
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de  hipoteca  de  bienes  sujetos  á condición  resolutoria,  el  que  esta 
afecte  á la  totalidad  de  la  cosa  hipotecada  ó t^,n  sólo  á una  parte 
de  ella,  y deduce  de  esa  distinción  consecuencias  respecto  de  la 
posibilidad  de  la  venta  de  la  misma  para  que  el  acreedor  se  haga 
pago  de  su  crédito.  No  encontramos  fundada  esta  diferencia  de 
criterio  de  la  ley  que  permite  la  enajenación  de  la  cosa  cuando 
la  condición  afecta  únicamente  á una  parte  de  la  cosa  hipoteca* 
da,  y la  probibe,  si  afecta  á la  totalidad  de  la  finca,  hasta  que 
llegue  el  momento  de  que  la  condicción  deje  de  cumplirse  y pase 
el  inmueble  al  dominio  absoluto  del  deudor,  pues  lo  lógico  hu- 
biera sido  permitir  siempre  la  venta  de  la  cosa,  aunque  sin  que 
por  ello  perdiera  su  eficacia  la  condición  que  del  Registro  resul- 
taba. Pero  cualquiera  que  sea  la  opinión  que  nos  merezca  el  pre- 
cepto de  la  ley,  lo  que  aquí  nos  importa  consignar  es  que  su  dis 
posición  se  refiere  única  y exclusivamente  al  caso  de  venta  rea- 
lizada para  hacer  efectivo  un  crédito  hipotecario  sobre  la  cosa 
misma,  y que  en  modo  alguno  puede  entenderse  que  comprenda 
el  caso  de  una  venta  voluntariamente  otorgada  por  el  que  osten- 
te el  dominio  revocable,  esté  ó no  la  cosa  hipotecada.  En  suma, 
que  lo  que  el  artículo  109  de  la  ley  Hipotecaria  establece,  es 
tan  sólo  una  limitación  á los  derechos  que  todo  acreedor  hipote- 
cario tiene  para  llevar  á cabo  el  cobro  de  su  crédito.  Se  trata, 
pues,  de  una  excepción  concreta  que  no  debe  ampliarse. 

t)  Usufructo  viudal  y usufructo  de  los  padres  sobre  los  bienes  de 
los  hijos.  — En  el  comentario  al  art.  480  hemos  expuesto  las  ra- 
zones que  tenemos  para  pensar  que  el  primero  de  estos  usufruc- 
tos es  enajenable  y que  no  lo  es  el  segundo.  Sólo  hemos  de  aña- 
dir ahora  que  sobre  las  sentencias  que  en  aquel  lugar  citamos  de 
7 de  Julio  de  1892  y de  27  de  Septiembre  de  1893  ha  recaído 
posteriormente  una  interesante  Resolución  de  la  Dirección  de 
los  Registros,  cuyos  considerandos  vienen  á decir  en  sustancia 
lo  siguiente: 

Planteada  la  cuestión  de  si  después  do  la  publicación  del  Có- 
digo civil  se  halla  ó no  en  vigor  el  núm.  7.°  del  art.  108  de  la 
ley  Hipotecaria,  que  prohíbe  la  .hipoteca  del  derecho  á percibir 
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los  frutos  en  el  usufructo  concedido  á los  padres  sobre  ig¿  bioncb 
de  los  hijos,  hay  que  partir  de  la  base  de  que,  según  el  art.  188 <? 
del  referido  Código,  continúan  vigentes  las  prescripciones  de 
aquella  ley  en  cuanto  se  refiere  á la  forma,  extensión  y efectos 
de  la  hipoteca,  así  como  en  lo  relativo  a su  constitución,  modifi- 
cación y extinción  y á lo  demás  no  comprendido  en  el  capítu- 
lo 3.°,  título  15,  libro  4.°  Es  asi  que  en  ese  capítulo  no  se  com- 
prende precepto  alguno  declarativo  de  que  sea  hipotecable  ei 
usufructo  á que  nos  referimos,  ya  que  el  art.  1874  se  limita  á 
reproducir  el  106  de  la  ley  Hipotecaria,  que  declara  que  sólo  po- 
drán  ser  hipotecados  los  bienes  inmuebles  y los  derechos  rea 
les  enajenables  con  arreglo  á las  leyes,  impuestos  sobre  los  mis- 
mos inmuebles,  en  lo  que  no  introduce  innovación  alguna:  que  el 
artículo  480  del  Código  civil,  que  permite  al  usufructuario  ena- 
jenar su  derecho  de  usufructo,  sin  distinguir  entre  el  volunta- 
rio y el  legal,  no  está  comprendido  en  el  referido  capítulo,  por 
lo  cual  tampoco  debe  estimarse  derogatorio  de!  art.  107  de  la  ley 
Hipotecaria;  que  si  bien  el  art.  4S0  no  exceptúa  expresamente 
el  usufructo  á que  nos  referimos,  el  art.  1548  claramente  lo  ex- 
cepciona  al  prohibir  que  el  padre  arriende  los  bienes  de  los  hi- 
jos por  más  de  seis  años,  equiparando  sus  facultades  á las  del 
administrador  que  no  tiene  poder  especial,  pues  esa  limitación 
es  incompatiblo  con  el  precepto  absoluto  del  art.  480,  que  per- 
mite la  enajenación,  ya  que  éste  es  acto  jurídico  de  mayor  alcan- 
ce que  el  arrendamiento,  de  donde  se  desprende  que  la  incompa- 
tibilidad de  ambos  preceptos  demuestra  que  el  legislador,  al  re- 
dactar el  art.  480,  partía  de  la  base  de  que  los  derechos  usufruc- 
tuarios del  padre  no  podían  enajenarse.  Luego,  de  acuerdo  con 
las  sentencias  del  Tribunal  Supremo  antes  citadas,  que  se  inspi- 
ran en  la  naturaleza  jurídica  del  derecho  usufructuario  que  acom- 
paña á la  patria  potestad,  relacionándolo  con  aquel  deber  que 
quien  la  ejerce  tiene  de  alimentar  y educar  al  menor,  es  evi- 
dente que  la  escritura,  en  la  cual  se  hipotecaba  el  derecho  de 
usufructo  que  nos  ocupa,  no  se  hallaba  extendida  con  arreglo  ¿ 
las  formalidades  y prescripciones  legales,  ni  era,  por  consi- 
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guíente,  inscribible.  Nos  confirmamos,  pues,  en  el  juicio  emitido 
al  comentar  el  articulo  480. 

g)  La  obra  científica , literaria  ó artística. — Aunque  el  Sr.  Sán- 
chez "Román  (1)  conviene  en  que  la  naturaleza  del  contrato  edi- 
torial es  algo  discutible  por  la  variedad  que  sus  estipulaciones 
pueden  ofrecer,  afirma  que,  salvo  el  caso  en  que  el  autor  se  dé 
por  pagado  con  la  mera  publicación  de  su  obra  (caso  de  verda- 
dera donación)  es  indudable  la  pronunciada  analogía  de  este 
contrato  con  la  compra  y venta,  puesto  que,  en  definitiva,  siem- 
pre resulta  que  existe  la  enajenación  de  un  objeto  de  derecho 
mediante  un  precio. 

Huérfano  de  preceptos  el  contrato  de  edición  en  nuestro  de 
recho,  no  por  eso  deja  de  tener  realidad  en  la  práctica,  que  con 
urgencia  va  ya  reclamando  la  sanción  del  derecho  del  Estado. 

No  es  de  este  lugar  el  trazar  las  líneas  fundamentales  del 
contrato  de  edición  tal  corno  el  mismo  se  va  formando.  Impórta 
nos  tan  sólo  consignar  que  ya  sea  un  contrato  innominado,  ya 
quepa  por  completo,  más  ó menos  violentamente  (aunque  siem- 
pre con  reglamentación  sustantiva),  en  la  compra  y venta,  es  in 
dudable  que  la  obra  científica,  literaria  ó artística,  tiene  aptitud 
para  ser  cosa  objeto  del  contrato  de  compra  y venta.  De  algunos 
supuestos  en  que  así  ocurra  nos  ocuparemos  en  el  comentario  de 
otros  artículos,  conforme  se  vayan  presentando  las  cuestiones. 

h)  Del  precio. — El  art.  1445  consigna,  como  hemos  visto,  que 
i cambio  de  la  cosa  determinada  se  ha  de  pagar  un  precio  cierto 
en  dinero  ó signo  que  lo  represente.  Es,  por  lo  tanto,  el  precio 
otro  requisito  esencial  de  la  compra  y venta. 

De  su  estudio  nos  ocupamos  en  el  comentario  á los  artículos 
que  inmediatamente  siguen. 

Códigos  extranjeros.  — Concuerdan  con  los  dos  de  este  comen- 
tario los  artículos  1582  del  Código  francés:  1417  del  italiano; 
1544,  1545  y 1547  del  portugués;  1793  y 1794  del  chileno;  2939 
y 2940  de  los  de  Baja  California  y Puebla  (Méjico);  1622  y 1623 


(!)  Extudin*  de  Derecho  civil, . — Tomo  4.°  de  la  edicióo  2.a,  pág.  594. 
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del  uruguayo;  1053  y 1055  del  austríaco;  1417  del  de  Vene- 
zuela; 433  del  Imperio  alemán;  y 1356,  1323  y 1326  del  Código 
argentino.  El  articulo  últimamente  citado  del  Código  argentino 
dice  que  el  contrato  no  será  juzgado  como  de  compra  y venta, 
aunque  las  partes  así  lo  estipulen,  si  para  ser  tal  le  faltase  al- 
gún requisito  esencial. 

Pueden  consultarse  también  los  arts.  1367  y 1368  del  Pro- 
yecto  de  Código  civil  español  de  1851. 

ARTÍCULO  1447 

Para  que  el  precio  se  tenga  por  cierto  bastará  que 
lo  sea  con  referencia  á otra  cosa  cierta,  ó que  se  d»  je 
su  señalamiento  al  arbitrio  de  persona  determinada. 

Si  ésta  no  pudiere  ó no  quisiere  señalarlo,  quedará 
ineficaz  el  contrato. 

artículo  1448 

También  se  tendrá  por  cierto  el  precio  en  la  venta 
de  valores,  granos,  líquidos  y demás  cosas  fungibles, 
cuando  se  señale  el  que  la  cosa  vendida  tuviera  en  de- 
terminado día,  Bolsa  ó mercado,  ó se  fije  un  tanto 
mayor  ó menor  que  el  precio  del  día,  Bolsa  ó mercado, 
con  tal  que  sea  cierto. 

Del  precio  en  la  compra  y venia , — Aunque  un  distinguido 
autor  critica,  y tal  vez  con  fundamento  en  el  fondo,  la  definición 
que  del  precio  corre  como  admitida,  según  la  cual  es  el  valor  de 
la  cosa  expresado  en  dinero,  por  entender  aquél  que  tanto  val- 
dría esto  como  decir  que  el  peso  es  la  gravedad  expresada  en 
kilogramos,  es  lo  cierto  que  como  el  precio  en  la  compra  y venta 
ha  de  consistir  precisamente  en  dinero  ó signo  que  lo  represen- 
te, la  definición  apuntada  en  el  art.  1445  da  idea  bastante  exac- 
ta de  lo  que  se  pretende  definir. 

Poco  amigos  nosotros  de  dedicar  á cada  una  de  las  palabras 
de  una  definición  una  glosa  especial,  impropia  de  estos  comen- 
tarios, y principalmente  cuando  el  concepto  definido  no  neceista 
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muchas  explicaciones,  vamos  desde  luego  á estudiar  los  requi- 
sitos que  en  el  precio  han  de  concurrir. 

Lo  primero  es  que  exista  precio.  Ahora  bien:  la  ley  no  exige 
que  si  se  venden  varias  cosas,  se  señale  respecto  á cada  una  db 
ellas  un  precio  determinado.  Lejos  de  eso,  el  art.  1471,  por 
ejemplo,  admite  la  posibilidad  de  la  venta  de  varias  cosas  por 
un  solo  precio.  Cada  venta  distinta  debe,  sin  embargo,  conte- 
ner la*expresión  de  su  precio.  Por  esto,  la  Resolución  de  la  Di- 
rección de  los  Registros  de  12  de  Abril  de  1907  afirma  que  ven- 
diéndose fincas  del  marido  y de  la  mujer,  existen  realmente  dos 
ventas,  y debe  constar  el  precio  de  cada  una  de  ellas. 

Los  escritores  anteriores  al  Código  (1)  solían  señalar  al  pre- 
cio cuatro  circunstancias  ó requisitos  esenciales,  á saber:  que 
sea  verdadero;  cierto;  justo,  y que  consista  en  dinero.  Sustan- 
cialmente se  contenían  estos  requisitos  en  las  leyes  9.a,  10  y 56 
del  título  5.°  de  la  Partida  5.a 

Veamos  si  después  del  Código  estos  conceptos  han  tenido 
alguna  variación. 

«)  Precio  verdadero. — Si  nos  fijamos  en  la  redacción  de  los  ar- 
tículos 1445  al  1449  del  Código,  veremos  que,  al  paso  que  se 
exige  la  cualidad  de  cierto  en  el  precio,  no  se  hace  alusión  alguna 
á esa  circunstancia  de  verdadero , que  requerían  los  jurisconsul- 
tos antiguos.  ¿Quiere  esto  decir  que  después  del  Código  debe 
eliminarse  este  requisito  de  entre  los  que  han  de  concurrir  en 
el  precio?  Entendemos  que,  evidentemente,  no  ha  sido  esa  la  in- 
tención del  Código,  y que  nuestro  texto  legal  no  ha  consignado 
de  un  modo  expreso  la  cualidad  de  verdadero,  porque  no  necesi- 
taba consignarlo.  Nos  convence  de  esta  opinión  el  tradicional 
sentido  que  á ese  requisito  se  ha  venido  dando.  Precio  verdadero, 
se  ha  dicho,  quiere  decir  precio  que  no  sea  simulado,  que  no 
consista  en  una  cantidad  insignificante;  por  ejemplo,  que  no  se 
venda  una  casa  por  una  peseta.  Así,  en  esta  íorma  y no  en  otra, 


(1)  Por  ejemplo,  Morato:  Derecho  civil  español  con  las  correspondencias  del 
remano,  tomo  2.°,  página  403. 
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ae  viene  explicando  por  ios  autores  la  cualidad  de  verdadero 
aplicada  al  precio.  ¿Qué  quiere  esto  decir?  ¿m  nuestra  opinión 
(entendido  de  esta  manera  lo  de  verdadero  del  precio),  precio 
verdadero  quiere  decir  precio  existente , precio  real  y electivo. 
No  hay  términos  hábiles  para  hacer  expresar  otra  cosa  á esas 
palabras  de  precio  vet  dadero,  ni  por  otra  parte,  se  ha  pretendido 
jamás  darles  otro  sentido.  Pues  bien;  si  el  Oodigo  exige  la  con- 
currencia del  precio  para  que  haya  compra  y venta,  no  había 
necesidad  de  añadir  que  se  refiere  al  precio  cerdada  o,  pues  no 
puede  referirse  al  falso,  al  simulado,  porque  el  precio  falso  ó si- 
mulado no  es,  en  realidad,  precio.  Al  decir  el  Código  precio, 
dio  aprecio  existente,  precio  verdadero,  y por  lo  tanto,  tácitamente 
excluye  al  precio  simulado,  y niega  eficacia  j irílica  á aquellos 
actos  realizados  pjr  las  partes  que  tiendan  á dar  apariencia  de 
precio  á lo  que  no  lo  sea  en  rigor. 

Es,  por  lo  tanto,  condición  esencial  del  precio  de  la  compra 
y venta,  antes  y después  del  Código,  la  de  ser  verdadero. 

De  la  naturaleza  misma  de  esta  condición,  se  desprende  que 
el  elemento  en  donde  ha  de  radicar,  en  primer  lugar,  esa  verdad, 
ha  de  ser  en  la  intención  de  las  partes,  puesto  que  el  necesario 
antecedente  para  que  el  precio  sea  verdadero,  ha  de  ser  el  deli- 
berado propósito  de  las  partes  de  satisfacerlo  y de  recibirlo  ó 
exigirlo.  Esta  base  intencional  de  la  verdad  del  precio  es  la  que 
luego  se  exterioriza  en  el  acto  jurídico.  Pudiera  darse  el  caso, 
sin  embargo,  y los  autores  suelen  hacer  alusión  á él,  de  que 
después  de  convenida  una  compra  y venta  y de  determinado  el 
precio,  el  vendedor  hiciese  condonación  ó remisión  del  mismo  al 
comprador.  Pero  éste  no  es,  en  realidad,  el  caso  del  precio  si- 
mulado ó falso,  porque  cuando  el  contrato  se  perfeccionó,  el 
precio  existía:  causas  de  posterior  nacimiento  han  dado  origen 
á ese  acto  de  liberalidad  que  en  nada  modifica,  en  nuestra  opi- 
nión, las  consecuencias  del  contrato  realizado.  Lo  mismo  ocurri- 
ría si  después  de  convenido  un  precio  en  metálico,  por  acuerdo 
de  las  partes  se  conviniese  en  que  el  vendedor  aceptase,  en 
pago  de  ese  precio,  una  cosa  que  no  fuese  metálico;  no  por  esto 
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diríamos  que  el  acto  había  dejado  de  ser  compra  y* venta  para 
convertirse  en  permuta. 

Ni  será,  preciso  que  en  todo  caso  conste  en  el  título  demos- 
trativo de  la  compra  y venta  la  cuantía  del  precio  para  tener 
éste  por  verdadero  (aparte  de  que  sea  necesario  ese  requisito  ¿ 
otros  efectos;  por  ejemplo,  para  la  liquidación  del  impuesto  de 
Derechos  reales  ó la  inscripción  en  el  Registro  de  la  propiedad). 
Supongamos  el  caso  de  que  una  persona  venda  á otra  una  cosa 
manifestando  simplemente  que  tiene  recibido  el  precio.  ¿Dedu- 
ciremos de  aquí  que  el  precio  no  existe,  ó lo  que  es  lo  mismo, 
que  no  es  verdadero?  Sin  duda  que  no:  hay  que  entender  la 
significación  de  los  actos  jurídicos  tal  como  ellos  so  nos  presen- 
tan, sin  que  nos  sea  lícito  presumir  otros  ocultos  sentidos  mien- 
tras para  ello  no  haya  prueba  en  contrario. 

De  manera,  que  tanto  en  este  caso  como  en  el  anteriormente 
citado  de  remisión  del  importe  del  precio,  no  existe  presunción 
de  precio  simulado,  aunque  no  se  pueda  negar  la  posibilidad  de 
ía  simulación,  la  cual  será  siempre  un  hecho  que  habrá  que  de- 
mostrar por  los  medios  establecidos  en  derecho. 

Hemos  dicho  que  el  precio  es  el  equivalente  económico  de  la 
cosa  que  se  vende.  Pues  bien;  si  atentamente  examinamos  en 
una  compra  y venta  cualquiera,  la  cuantía  del  precio  y los  fac- 
tores todos  que  determinan  el  valor  de  la  cosa  vendida,  y trata- 
mos de  establecer  la  relación  entre  ambos  elementos,  pesando 
y midiendo  si  en  efecto  se  da  esa  equivalencia  económica,  lo  que 
en  sustancia  hacemos  es  examinar  la  justicia  del  precio,  poner 
en  claro  si  el  precio  es  ó no  justo.  Pero  sin  necesidad  de  dedi- 
carnos á tan  detenido  examen,  así  como  de  primera  intención, 
hay  casos  en  que  salta  á la  vista  la  inmensa  desproporción  que 
existe  entre  esos  valores  económicos.  No  es  ya  que  se  trate  de 
nn  precio  inferior  al  medio , ni  más  pequeño  que  el  llamado  bajo ; 
es  que  se  trata  de  un  precio  insignificante,  ó como  dicen  los  au- 
tores franceses  ó italianos,  irrisorio.  Este  precio  irrisorio,  este 
precio,  cuya  inverosímil  cuantía  desde  luego  acusa  su  inexis- 
tencia , es  el  precio  falso  ó simulado.  Pero  entiéndase  bien 
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el  por  qué  le  damos  esta  calificación.  Lo  calificamos  así,  no 
por  el  hecho  de  la  mera  desproporción  entre  su  valor  y el  de  la 
cesa  vendida,  es  decir,  no  porque  tengamos  en  cuenta  el  con- 
cepto de  la  lesión  que  el  vendedor  haya  podido  sufrir,  ni  porque 
éste  pueda  ser  de  la  quinta,  de  la  cuarta,  de  la  mitad  ó de  más 
de  la  mitad  de  la  cosa  vendida,  no,  sino  porque  su  insignifican- 
cia está  denotando  su  falsedad,  su  inexistencia. 

Con  los  recursos  á que  la  lesión  por  defecto  del  precio  da  lu- 
gar  (cuando  las  leyes  los  admiten),  se  procura  defender  los  inte- 
reses del  lesionado,  esto  es,  del  vendedor;  por  el  contrario,  con 
las  acciones  que,  fundadas  en  la  falsedad  del  precio,  pueden  in- 
tentar terceras  personas,  seguramente  no  se  atiende  á tutelar 
los  intereses  del  vendedor  que  ha  sido  coautor  ó cómplice  en  la 
simulación,  sino  los  de  esas  terceras  personas  que  no  tuvieron 
parte  en  ella. 

En  más  breves  términos:  la  desproporción  del  precio  con  la 
cosa  vendida  y el  tanto  de  ella  es  cuestión  que  afecta  al  requi- 
sito de  la  justicia  del  precio;  su  insignificancia,  lo  irrisorio  de  su 
cuantía,  afecta  á su  verdad  para  constituir  iina  presunción  muy 
fuerte  contra  la  misma. 

No  puede  haber  compra  y venta  sin  que  haya  precio  verda- 
dero, ó lo  que  es  lo  mismo,  sin  que  haya  precio.  Ahora  bien;  la 
transmisión  en  que  el  precio  sea  simulado  y que  por  este  moti- 
vo no  pueda  considerarse  como  compra  y venta,  ¿podrá  valer 
como  donación?  Entendemos,  en  principio,  que  sí.  Nos  fundamos 
para  ello  en  lo  que  el  Código  dice  al  hablar  de  la  causa  de  los 
contratos. 

Se  entiende  por  causa  para  cada  parte  contratante— dice  el 
articulo  1274—  en  los  contratos  onerosos,  la  prestación  ó promesa  ¡ 
de  una  cosa  ó servicio  por  la  otra  parte;  en  los  remuneratorios, 
el  servicio  ó beneficio  que  se  remunera,  y en  los  de  pura  benefi- 
cencia, la  mera  liberalidad  del  bienhechor.  Dedúcese  de  aquí . 
lógicamente  que  para  el  vendedor  la  causa  del  contrato  es  la  ex- : 
presada  percepción  del  precio,  asi  como  para  el  comprador  lo  est 
la  adquisición  de  la  cósa. 
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Es  cierto  que,  según  el  ars.  1275,  los  contratos  sin  causa  & 
con  causa  ilícita  no  producen  efecto  alguno,  de  donde  parece 
desprenderse  la  consecuencia  de  que  la  compra  y venta  en  que 
no  hay  precio,  por  ser  el  que  se  consigna  simulado  ó inexistente, 
no  debe  producir  ningún  efecto,  y claro  es  que  al  no  producir 
ninguno,  no  valdrá  ni  como  tal  compra  y venta  ni  como  donación. 
Pero  este  rigor  del  art.  1275  está  modificado  por  el  precepto  de 
los  artículos  1276y  1277,  al  afirmar  el  primero  que  la  expresión 
de  una £ausa  falsa  en  los  contratos  dará  lugar  á su  nulidad,  si  na 
se  probase  que  estaban  fundados  en  otra  verdadera  y lícita , y al  decir 
el  segundo  que,  aunque  la  causa  no  se  exprese  en  el  contrato,  se 
presume  que  existe  y que  es  lícita  mientras  el  deudor  no  pruebe 
lo  contrario. 

De  donde  resulta  que  declarado  falso,  simulado  ó inexisiente 
el  precio  de  una  compra  y venta,  queda  siempre  el  recurso  de 
demostrar  la  existencia  de  otra  causa,  la  liberalidad  del  vende- 
dor. Si  esto  se  demuestra  y no  hay  otras  razones  legales  que  lo 
impidan,  el  acto  puede  subsistir,  aunque  no  como  compra  y ven- 
ta, sino  como  donación. 

La  jurisprudencia  francesa  ha  resuelto  algunos  casos  de  si- 
mulación del  precio,  que  tal  vez  no  hubiesen  tenido  igual  solu- 
ción en  nuestros  tribunales.  Véase  algún  ejemplo. 

Una  persona  sometida  á tutela  vende,  con  asistencia  de  su 
representante,  una  casa  por  15.000  francos,  cuyo  pago  no  se 
hace  en  metálico,  sino  que  se  convierte  en  una  renta  vitalicia  de 
1.500  francos  que  la  compradora  debía  pagar  al  vendedor.  Pues 
bien;  el  tribunal  de  París,  estimando  que  la  situación  de  la 
compradora  en  casa  del  vendedor  y su  estado  financiero  hacían 
el  pago  imposible,  concluyó  por  afirmar  que  el  precio  no  había 
sido  estipulado  con  intención  de  exigir  su  entrega.  Es  decir, 
consideró  el  caso  como  de  simulación.  (Sentencia  de  dicho  Tri- 
bunal de  30  de  Junio  de  1860.) 

Se  ha  discutido  si  en  la  compra  y venta,  cuyo  precio  consiste 
en  una  renta  vitalicia  á favor  del  vendedor,  cuyas  anualidades 
son  inferiores  á los  productos  de  la  cosa  vendida,  debe  estimar- 
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se  que  hay  simulación  del  precio.  Como  dice  Laurent  (1),  justi- 
ficando las  varias  decisiones  de  la  jurisprudencia  francesa,  trá- 
tase de  una  cuestión  de  hecho;  de  si,  en  vista  de  todas  las  cir* 
cunstancias  de  cada  caso,  debe  estimarse  que  ha  habido  o no  in- 
tención de  vender.  Por  esto,  la  respuesta  no  puede  ser  afirmativa 
ni  negativa.  Depende  de  la  circunstancialidad  del  caso. 

Así  el  tribunal  de  Douai  (2)  entendió  que  no  había  precio  en 
el  siguiente  caso.  Una  viuda  vendió  á una  señorita  una  casa  en 
precio  de  J 1 000  francos,  el  cual  fué  convertido  el  mismo  día  de 
la  venta  en  una  renta  vitalicia  de  800  francos.  Hay  que  adver- 
tir que  la  compradora  tenía  arrendada  la  casa  vendida  y venía 
pagando  por  este  arrendamiento  900  francos.  Muerta  la  vende- 
dora, sus  herederos  atacaron  el  acto  por  falta  de  precio,  no  por 
causa  de  lesión,  porque  el  plazo  para  ejercitar  el  recurso  de  res- 
cisión por  causa  de  lesión  había  ya  pasado.  Pues  bien;  el  tri- 
bunal de  Douai  entendió  que  no  había  compra  porque  no  habla 
precio.  En  efecto,  la  renta  de  la  casa  era  de  900  francos,  suma 
que  el  comprador  tenía  que  pagar  antes  de  la  compra  á título  de 
arrendatario;  en  virtud  de  la  compra,  no  debía  pagar  más  que 
800  francos:  ganaba,  pues,  100  francos  anuales  y además  la 
propiedad  del  inmueble. 

Por  el  contrario,  en  el  siguiente  caso,  que  también  cita  Lau- 
rent como  en  el  anterior,  el  Tribunal  de  Casación  entendió  que 
no  procedía  declarar  la  simulación  del  precio.  Tratábase  de  la 
venta  de  un  inmueble,  cuyo  precio  consistía  en  la  obligación  por 
parte  del  comprador  de  suministrar  al  vendedor,  hasta  su  muer- 
te, habitación,  alimentos,  luz  y fuego,  tanto  en  salud  como  en 
enfermedad.  El  tribunal  de  Poitiers  se  decidió  por  declarar  el 
acto  nulo  por  falta  de  precio,  teniendo  en  cuenta  que,  segán  el 
dictamen  de  peritos,  el  gasto  anual  que  se  originaría  al  compra- 
dor para  cumplir  sus  obligaciones  seria  de  400  francos  y los  pro- 
ductos del  inmueble  se  elevaban  á 525  francos.  Pero  el  Tribunal 


<l)  Obía  y tomo,  «itados,  p kg.  93. 
30  de  Noviembre  de  1847, 
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de  Casación  entendió  que  se  trataba  de  un  contrato  esencialmen- 
te aleatorio;  que  no  podía  estimarse  que  los  gastos  de  la  pensión 
se  limitasen  á 400  francos,  puesto  que  podían  ascender  á más  en 
caso  de  enfermedad;  que  la  enfermedad  podía  durar  muchos 
años,  y,  en  resumen,  que  el  conjunto  de  todas  estas  circunstan- 
cias no  autorizaba  á concluir  que  no  existiese  el  precio. 

Para  concluir  lo  referente  á la  verdad  del  precio,  diremos  con 
Pacifici  Mazzoni  (I):  es  cierto  que  el  precio  es  el  equivalente 
económico  de  la  cosa;  pero  entiéndase  bien  que  para  tener  por 
constituida  esa  equivalencia  no  se  requiere  que  el  precio  repre- 
sente exactamente  el  valor  en  venta  de  la  cosa  vendida,  sino  que 
b^sta  que  el  precio  mismo  implique  para  el  vendedor  alguna  uti- 
lidad apreciable  que  venga  á sustituir  á la  que  antes  derivaba 
de  ía  cosa.  Dónde  acaba  el  precio  bajo,  pero  verdadero,  y comien 
za  el  falso,  simulado  ó irrisorio,  no  puede  decirse  concretamen- 
te: depende  del  valor  de  la  cos-a  y de  las  circunstancias  de  cada 
caso.  Así,  por  ejemplo,  la  jurisprudencia  italiana  tiene  declara- 
do que  en  las  ventas  con  pacto  de  retro,  el  derecho  de  retracto 
que  se  reserva  el  vendedor  constituye,  en  rigor,  parte  del  precio 
y excluye  el  n¡u9  pueda  ponerse  en  tela  de  juicio  la  verdad  del 
mismo,  por  bajo  que  parezca. 

b)  Precio  cierto. — Ya  el  art.  1445,  destinado  á definir  la  com- 
pra y venta,  fija  la  condición  de  cierto  que  ha  de  concurrir  en  el 
precio.  Al  hacer  entrar  el  Código  este  requisito  en  el  concepto 
del  contrato,  es  evidente  que  lo  considera  como  esencial.  Así  es, 
en  efecto,  sin  que  en  este  punto  haya  que  apreciar  variación 
alguna  respecto  del  derecho  antiguo. 

Con  lene,  sin  embargo,  fijar  el  sentido  y la  transcendencia 
de  este  requisito. 

Para  ello,  desde  luego,  nos  sirve  de  ilustración  lo  que  hemos 
dicho  al  hablar  de  la  cosa  y al  fijar  la  circunstancia  de  determi- 
nada que  había  de  tener:  llegamos  entonces  á la  conclusión  de 
que  llenaba  la  indicación  de  la  ley,  no  sólo  el  que  la  cosa  fuese 


(1)  Obra  y tomo  citados,  p&g.  lió  y siguientes. 
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de  momento  determinada,  sino  el  que  tuviese  la  cualidad  de  de 
terminable,  sin  necesidad  de  un  nuevo  convenio  de  las  partes. 
Pues  bien;  á conclusión  análoga  llegamos  ahora  al  tratar  de  la 
certeza  del  precio. 

Autoriza  este  criterio  el  texto  de  los  artículos  14-17  y 1448. 
Bastará,  dice  el  primero  de  ellos,  para  que  el  precio  se  tenga 
por  cierto,  que  lo  sea  con  referencia  á otra  cosa  cierta,  ó que  se 
deje  su  señalamiento  al  arbitrio  de  persona  determinada.  Es 
decir,  bastará,  para  que  se  entienda  cumplida  la  exigencia  déla 
ley,  que  desdo  el  momento  en  que  se  consiente,  exista  un  cri- 
terio ó un  medio  para  llegar  á esa  certeza. 

El  criterio  es  la  referencia  á otra  cosa  cierta;  el  medio  es  el 
arbitrio  de  persona  determinada.  Sin  la  certeza  real  ó posible 
del  precio  no  hay  compra  y venta,  por  las  mismas  razones  que 
tampoco  la  hay  sin  la  existencia  de  cosa  determinada.  No  puede 
concretarse  la  voluntad  y formarse  la  intención,  que  es  base  del 
consentimiento,  sin  que  las  circunstancias  de  hecho  nos  estén 
presentes  para  que  en  su  vista  formemos  nuestro  juicio.  En  este 
punto  nos  referimos  á lo  que  hemos  dicho  al  hablar  de  la  coso, 
determinada . 

El  criterio  para  llegar  á la  certeza  del  precio  lo  ha  de  dar  la 
referencia  á otra  cosa  cierta , según  el  art.  1447;  también  puede 
derivarse  esa  certeza,  no  sólo  de  una  cosa,  sino  de  un  hecho 
cierto,  pues  hechos  y no  cosas  son  á los  que  se  alude  en  ed  ar- 
tículo 1448. 

Ejemplo  de  certeza  del  precio  cou  referencia  á una  cosa 
cierta,  nds  lo  ofrece  la  ley  10  del  título  5.°  de  la  Partida  5.a,  al 
decir  que:  «Acordándose  el  comprador  e el  vendedor  de  vender 
el  uno  al  otro  alguna  cosa,  por  tantos  dineros,  quantos  el  com- 
prador toviese  en  alguna  arca  ó saco  ó maleta,  ó otra  cosa  cual- 
quiera, valdrá  la  vendida  si  fueren  y fallados  algunos  dineros, 
quantos  quier  que  sean,  maguer  non  oviesse  tantos  quantos 
podría,  ó valdría  aquella  cosa.  Mas  si  por  aventura  non  fallassen 
y D*nSunos,  estonce  non  valdría  la  vendida.  Porque  la  vendida 
non  se  puede  fazer  sin  precio».  La  existencia  del  dinero  en  el 
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arca,  saco  ó maleta,  es  la  cosa  cierta  á que  se  refiere  el  precio  y 
de  la  cual  toma  éste  su  propia  certeza,  según  la  voluntad  délas 
partes. 

El  caso  citado  por  la  ley  de  Partidas  es  en  nuestros  días  más 
teórico  que  práctico.  Son,  por  el  contrario,  muy  frecuentes  las 
ventas  á que  se  alude  en  el  art.  1448  de  valores,  granos,  líqui- 
dos y demás  cosas  fungibles,  en  las  que  se  señala  como  precio 
el  que  la  cosa  vendida  tuviere  en  determinado  día,  Bolsa  ó mer- 
cado, ó se  fija  un  tanto  mayor  ó mencr  que  el  precio  del  día, 
Bolsa  ó mercado,  con  tal  que  sea  cierto;  y es  claro  que  en  estos 
casos  es  ineludible  acudir  á las  cotizaciones  oficiales  que  se 
publican  en  la  Gaceta , si  se  trata  de  valores  cotizables  en  Bolsa, 
ó á los  precios  medios  que  consignan  los  Ayuntamientos,  según 
les  está  ordenado,  en  vista  de  los  datos  que  recogen.  Suele  la 
Gaceta , respecto  de  los  valores  públicos,  no  consignar  un  solo 
precio,  sino  el  máximum  y el  mínimum  que  en  la  cotización  de 
cada  día  han  obtenido  dichos  valores,  y en  este  supuesto,  creemos 
que  no  ofrece  duda  la  solución  de  que  se  tenga  por  precio  del 
día  el  que  igualmente  diste  de  ambos  extremos,  ó sea  el  llamado 
medio. 

SI  art.  1448,  al  decir  venta  de  valores,  granos,  líquidos  y 
demás  cosas  fungibles , parece  que  al  emplear  las  dos  últimas  pa- 
labras subrayadas,  limita  en  ellas  el  alcance  del  precepto,  exclu- 
jmndo  tácitamente  las  cosas  no  fungibles  de  aquellas  que  pue- 
den ser  vendidas  con  la  facultad  de  que  el  precio  sea  determi- 
nado de  la  manera  que  el  mismo  art.  1448  establece. 

¿Es  que  el  motivo  del  precepto,  la  causa  de  que  las  partes 
puedan  llegar  á determinar  la  certeza  del  precio  por  ese  medio, 
estriba  precisamente  en  la  cualidad  de  fungibles  de  las  cosas? 
Entendemos  que  no.  La  naturaleza  fungible  ó no  fungible  de  la 
cosa  vendida  no  puede  influir  por  sí  sola  en  nada  en  el  acuerdo 
de  las  partes  para  llegar  á determinar  la  certeza  del  precio.  Lo 
que  ocurre  es  que  en  las  Bolsas  ó mercados  á que  el  Código  se 
refiere,  no  se  contrata  más  que  sobre  cosas  fungibles,  por  rogla 
general,  y por  lo  tanto,  no  se  puede  ir  á buscar  á esos  centros 
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de  contratación  un  criterio  para  fijar  el  precio  de  una  coaa  no 
fungible. 

Pero  siempre  que  existe  el  medio  seguro  y oficial  de  obtener 
el  precio  que  una  cosa  no  fungible  haya  alcanzado  en  un  día  y 
en  un  mercado  determinado,  no  vemos  inconveniente  en  que 
con  referencia  á ese  precio  se  determine  el  de  la  compra  y venta 
de  la  cosa  no  fungible  de  que  se  trate.  El  ejemplo  de  la  compra 
y venta  de  ganados  salta  á la  vista,  en  apoyo  de  nuestra  opi- 
nión, y más  si  se  tiene  en  cuenta  el  concepto  que  de  cosas  fun- 
gibles  da  el  Código  en  el  art.  337,  donde,  apartándose  de  la  tra- 
dicción  romana,  se  fija  en  el  carácter  de  consumible  ó no  consu- 
mible que  las  cosas  tengan  para  otorgarles  la  consideración  de 
fungible  ó no  fungible. 

No  creemos,  repetimos,  que  el  propósito  del  Código  haya 
sido  limitar  el  precepto  del  art.  1443  á las  cosas  fungibles,  por- 
que en  el  último  término,  admitida  la  posibilidad  de  que  se  pueda 
obtener  el  dato  oficial  é indudable  del  precio  de  ciertas  cosas  no 
fungióles  en  un  día  dado,  siempre  este  hecho  estaría  amparado, 
si  no  por  el  art.  14.8,  por  el  1447,  que  genéricamente  dice  que, 
para  que  el  precio  se  tenga  por  cierto,  bastará  con  que  lo  sea 
con  referencia  á una  co3a  cierta.  E->e  precio  oficial  ó in  ludable 
sería  aquí  la  cosa  cierta  ó el  hecho  cierto,  que  para  el  caso  es 
igual,  en  buenos  principios  de  interpretación.* 

Por  último,  en  cuanto  á la  certeza  del  precio,  véase  la  sen- 
tencia del  Tribunal  Supremo  de  29  de  Octubre  de  1895,  que  de- 
claró, que  el  derecho  concedido  al  comprador  de  hacer  el  pago 
en  distintos  lugares  y clases  de  moneda,  constituye  un  pacto  li- 
cito que  en  nada  afecta  á la  certeza  del  precio  cuando  éste  se 
ha  fijado,  señalando  de  manera  que  no  deje  lugar  á dudas  el  nú- 
mero y clase  de  las  especies  monetarias,  francos  ó pesetas,  en 
que  debe  hacer  el  pago,  así  como  tampoco  puede  afectarle  el 
valor  mayor  ó menor  que  dichas  especies  tengan  en  la  época  de 
su  entrega,  siquiera  esto  entrañe  un  riesgo,  porque  sobre  ser 
conocido  de  los  contratantes,  uno  y ótró  lo  corren  por  i gnaa 
como  derivado  de  las  oscilaciones  propias  del  mercado. 
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Es  precio  cierto,  según  doctrina  de  las  Sentencias  del  Tri- 
bunal Supremo  de  26  de  Enero  de  1888  y 26  de  Abril  de  1904, 
el  que  se  determina  con  relación  á una  deuda  del  vendedor. 

Es  también  cierto  el  precio  que  se  asigna  á una  mercancía 
vendida,  fijándolo  en  el  importe  de  su  valoración.  Sentencia  de 
8 de  Mayo  de  1895. 

Véanse  también  las  Sentencias  de  13  de  Febrero  de  1897 
y 26  de  Febrero  de  1902. 

c)  Precio  al  arbitrio  de  persona  determinada. — Otro  medio  de 
determinar  la  certeza  del  precio,  según  el  artículo  1447  que  co- 
mentamos, es  el  dejar  su  señalamiento  al  arbitrio  de  persona 
determinada.  Ya  la  ley  9.a  del  titulo  5.°  de  la  Partida  5.a  dijo 
que:  «Si  el  comprador  e el  vendedor  se  avienen  en  otro  orne  al- 
guno, metiéndolo  en  su  mano,  que  el  señalaese  el  precio,  por 
quanto  sea  vendida  la  cosa,  estonce  señalando  el  precio,  aquel 
en  cuya  mano  lo  ponen,  valdría  la  vendida». 

Claramente  se  comprende  que  la  calificación  jurídica  del  acto 
á que  se  refiere  la  ley  de  Partidas  citada  y el  art.  144  7 del  Có- 
digo, es  la  de  una  compra  y venta  condicional.  Lo  que  hace  de 
condición  es  el  hecho  del  señalamiento  del  precio  por  esa  tercera 
persona;  hecho  incierto  y futuro,  puesto  que  esa  persona  puede 
realizarlo  ó no.  Si  no  lo  realiza,  la  compra  y venta  se  resuelve. 
Si  lo  realiza,  sus  efectos  se  retrotraen  al  momento  en  que  las 
partes  prestaron  el  consentimiento  y se  perfeccionó  el  contrato. 
El  incumplimiento  de  la  condición  es,  por  lo  tanto,  de  un  efeoto 
resolutorio. 

Varios  casos  pueden  presentarse  cuando  el  señalamiento  del 
precio  se  encomienda  á persona  distinta  de  los  contratantes. 

En  primer  lugar,  las  partes  pueden  designar  á una  ó varias 
personas.  El  Código  habla  en  singular,  dice  persona  determinada ; 
pero  no  hay  motivo  ninguno  racional  que  se  oponga  á que  sean 
varias  las  designadas,  por  pertenecer  este  pacto  á aquella  esfe- 
ra propia  de  los  contratantes,  en  la  que  rige  el  principio  de  la 
libertad  que  consigna  el  art.  1225,  ya  que  no  se  puede  entender 
que  se  lesionan  las  leyes,  la  moral  ni  el  orden  público. 
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Si  en  el  caso  de  ser  una  sola  persona,  ésta  puede  y quiere 
fijar  el  precio,  el  contrato  se  lleva  á efecto.  Si  no  puede  6 no 
quiere  señalarlo,  queda  ineficaz  el  contrato,  según  el  párrafo 
segundo  del  art.  1447.  Los  jurisconsultos  Azon  y Baldo  dieron 
por  equidad  la  solución  de  que  el  Juez  fijase  el  precio  cuando 
el  tercero  no  llegaba  á señalarlo,  y la  cosa  había  sido  ya  consu- 
mida; pero  en  nuestro  Derecho  no  conocemos  preceptos  que 
autoricen  ese  criterio;  entendemos  que  la  cuestión  se  resolverá 
por  las  disposiciones  de  la  sección  primera,  cap.  3.°,  tít.  1.* 
del  libro  4.°  del  Código  civil. 

Si  son  varias  las  personas  designadas,  habrá  que  tener  en 
cuenta  la  forma  en  que  las  partes  han  hecho  la  designación. 
Pueden  értas  haber  querido  seguir  la  opinión  de  la  mayoría  de 
estas  person?  s ó la  opinión  unánime  de  todas  ellas.  Esto  último 
es  lo  presumible  cuando  expresamente  no  han  manifestado  que 
en  caso  de  disentimiento  se  esté  á lo  que  resuelva  la  mayoría, 
pues  en  realidad,  la  opinión  de  una  mayoría  no  es  la  opinión  de 
todos,  y si  los  contratantes  se  han  sometido  al  criterio  de  todos, 
éste  y no  otro,  por  autorizado  que  parezca,  os  el  que  hay  que 
seguir. 

Si  alguno  de  los  designados  no  quiere  ó no  puede  señalar  el 
precio,  el  contrato  queda  ineficaz  si  la  sumisión  fue  al  acuerdo 
unánime,  pues  tanto  vale  esto  como  dejar  de  cumplirse  la  con- 
dición que  lo  afectaba  y que  hemos  dicho  es  de  influencia  reso- 
lutoria. En  el  caso  de  que  la  sumisión  hubiese  sido  al  acuerdo 
de  la  mayoría  de  los  designados,  entendemos  que  aun  cuando  ia 
minoría  no  quiera  ó no  pueda  cumplir  su  cometí  lo,  el  contrato 
se  lleva  á < ficto  siempre  que  la  mayoría  de  los  designados  esté 
unánime  en  la  fijación  del  precio,  puesto  que  la  condición  se  ha 
cumplido  y que  existe  el  acuerdo  de  la  mayoría  al  que  se  some- 
tieron las  partes.  Ocioso  es  observar  que  la  mayoría  á que  nos 
referimos  es  con  relación  á todos  los  designados,  y no  á la  que 
pueda  resultar  relativamente  tan  sólo  de  los  que  lleguen  á tomar 
parte  en  el  señalamiento  del  precio. 

Ya  se  trate  de  una  persona  ó de  varias,  hay  que  tener  en 
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cuenta,  para  la  exacta  interpretación  del  art.  1447,  cuál  es  el  mo 
mentó  en  el  cual  las  partes  pueden  hacer  la  designación  de  esos 
terceros  que  han  de  señalar  el  precio.  El  Código  no  indica  ese 
momento,  dejándolo  por  consiguiente  á la  libre  voluntad  de  las 
partes,  como  do  su  interés  privado.  Mientras  tanto  quedará  sin 
eficacia  el  contrato  de  compra  y venta  por  faltarle  el  requisito 
esencial  de  la  fijación  del  precio.  La  parte  que  se  niegue  á la  de- 
signación de  la  persona  ó personas  que  hayan  de  fijarlo,  por 
ser  el  hecho  personalísimo,  quedará  sujeta  á la  indemnización 
de  daños  y perjuicios,  conforme  al  art.  110'.  Pero  nada  de  esto 
obsta  para  que  más  adelante,  en  cualquier  tiempo  en  que  así 
convenga  á los  interesados,  puedan  éstos  reanudar  jaus  gestio- 
nes para  perfeccionar  la  venta,  conformo  al  art.  1450. 

Véase  sobre,  la  última  parte  del  art.  1447,  la  doctrina  de  la 
Sentencia  de  15  de  Julio  de  1896. 

Otra  cuestión  muy  importante  hay  que  examinar,  relaciona- 
da coa  el  precio  señalado  por  terceras  personas.  Esta  cuestión  es 
la  siguiente:  Fijado  el  precio  por  el  tercero  ó terceros  nombra- 
dos por  las  partes,  ¿cabe  á éstas  algún  recurso  contra  su  deci- 
sión, ó tienen  forzosamente  que  estar  y pasar  por  él,  por  excesivo 
ó por  bajo  que  parezca?  Ei  Código  no  responde  á esta  pre<un« 
fca.  Las  Partidas  expresamente  habían  previsto  *1  caso,  pues  la 
ley  9.a  del  título  5 ° de  la  Partida  5.a  que  antes  hemos  citado, 
dice  refiriéndose  al  tercero:  «si  este  en  cuya  mano  lo  meten  seña- 
iasse  el  precio  desaguisadamente,  mucho  mayor  o menor  de  lo 
que  vale  la  cosa,  estonce  de  ve  ser  enderezido  el  precio  según 
alvedrí)  de  omes  buenos.»  Las  Partidas  en  esto  punto  se  apar- 
caron del  Derecho  romano,  pues  la  ley  15  del  Código  y párra- 
fo l.°,  título  24,  libro  3.°  de  las  Instituciones,  no  admitieron 
recurso  alguno.  De  esta  opinión  era  nuestro  García  Goyena, 
quien  indicaba  como  razón  de  su  criterio  el  no  ser  partidario 
de  la  rescisión  por  causa  de  lesión,  aunque  ésta  fuese  enormí- 
sima. 

Por  nuestra  parte  no  creemos,  como  parece  apuntar  García 
Goyena,  que  en  el  criterio  vigente  sobre  rescisión  por  causa  de 


52 


OODiUO  OI  VII- 


lesión  esté  contenida  toda  la  solución  del  problema  planteado. 
Es  evidente  que  si  el  Código  no  admite  ese  recurso  mas  que  en 
los  casos  y en  los  términos  en  que  expresamente  lo  establece  con 
carácter  francamente  restrictivo,  no  cabe  fuera  de  esos  casos 
hablar  de  rescisión  por  lesión,  ya  haya  sido  el  precio  lijado  por 
las  partes  ó ya  por  terceras  personas  designadas  por  ellas,  pues 
el  hecho  de  que  el  precio  se  haya  determinado  de  esta  última  ma- 
nera no  favorece  ni  perjudica  el  ejercicio  del  recurso.  Habrá  lu- 
gar á él  en  los  dos  primeros  casos  del  art.  1291,  si  se  dau  las  cir- 
cunstancias que  en  ellos  se  expresan  ó independientemente  del 
modo  como  se  haya  lijado  el  precio,  y no  habrá  lugar  á él  fuera 
de  esos  casos,  según  el  precepto  expreso  del  art.  1293. 

Pero  decimos  que  la  solución  del  problema  planteado  no  es- 
tá contenida  íntegramente  en  el  criterio  legal  sobre  la  lesión, 
porque  el  motivo  de  la  impugnación  por  las  partes  del  precio 
fijado  por  los  terceros  no  se  reduce  en  todo  caso  al  hecho  de  que 
exista  lesión.  Es  claro  que  la  parte  que  reclame  )o  hará  siem- 
pre porque  eutenderá  que  se  han  lesionado  sus  derechos  en  al- 
guna manera;  pero  esto  no  quiere  decir  que  el  recurso  que  in- 
terponga sea  el  que  se  conoce  con  el  nombre  de  recurso  de  res- 
cisión por  causa  de  lesión.  En  más  breves  términos:  lesión  hay 
siempre  en  todo  hecho  que  da  lugar  á una  contienda  judicial,  en 
opinión  de  una  de  las  partes;  pero  esta  lesión  genérica  del  dere- 
cho individual  no  es  la  lesión  á que  se  refiere  el  recurso  de  ese 
nombre. 

El  motivo  que,  á juicio  de  las  partes,  puede  existir  para  im- 
pugnar el  precio  fijado  por  terceros  puede  ser  muy  otro,  y sien- 
do distinto  de  la  mera  existencia  de  la  lesión,  es  obvio  que  no  se 
puede  pedir  á esta  doctrina  soluciones  de  supuestos  que  no  ha 
tenido  en  cuenta. 

Precisa,  á nuestro  juicio,  para  resolver  el  problema  plantea- 
dor, apreciar  en  cada  caso  concreto  cuál  es  el  motivo  que  los 
contratantes  aleguen  para  apartarse  de  la  decisión  de  los  terce 
ros,  y el  carácter  con  que  éstos  han  sido  nombrados;  de  donde 
se  deduce  que  entendemos  que  no  se  puede  suscribir,  en  absoluto 
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y sin  restricciones,  ninguna  de  las  opiniones  extremas  que  con  - .» 
tienen,  de  una  parte,  la  ley  de  Partidas  citada,  y de  otra,  lo  di- 
cho por  García  Goyena,  de  acuerdo  con  el  Derecho  romano. 

Descartado  como  axiomático  que  el  mero  hecho  de  que  el 
precio  haya  sido  fijado  por  un  tercero,  no  puede  constituir  por 
sí  sólo  un  motivo  eficaz  para  pedir  que  el  contrato  no  se  lleve  á 
efecto  bajo  pretexto  de  que  la  parte  no  lo  ha  consentido,  puede 
darse  el  caso,  sin  embargo,  de  que  los  contratantes,  al  designar 
el  tercero,  le  suministrasen  instrucciones  concretas  y precisas 
para  que  determinase  el  precio,  le  marcasen  el  procedimiento 
que  había  de  seguir  ó le  señ  tlaran  los  datos  que  debía  tener  en 
cuenta  para  formular  su  decisión. 

Si  el  tercero,  una  vez  aceptado  el  encargo,  se  desentiende 
de  esas  instrucciones,  olvida  el  procedimiento  ó no  tiene  en 
cuenta  esos  datos,  y señala  un  precio  arbitrario  que  no  es  conse- 
cuencia de  esos  antecedentes  que  las  partes  quisieron  que  se  tu- 
vieran en  cuenta,  es,  á nuestro  juicio,  indudable  que  procede  la 
impugnación  de  ese  precio,  y no  porque  haya  ni  deje  de  haber  le- 
sión, 3Íno  porque  se  ha  faltado  á la  ley  del  contrato,  que  es  la 
voluntad  de  las  partes,  porque  no  hay,  en  rigor,  consentimiento, 
ya  que  los  contratantes  no  se  puede  decir  que  consintieron  en 
lo  que  hizo  el  tercero,  sino  en  lo  que  debió  hacer. 

Independientemente  de  que  al  tercero  se  le  hayan  dado  ó no 
instrucciones  para  fijar  el  precio,  puede  ocurrir  que  en  el  acto  de 
fijarlo  haya  habido  error  de  hecho  (por  ejemplo,  haber  tenido 
á la  vista,  no  la  cosa  vendida,  sino  otra  análoga  ó semejante),  ó 
que  haya  sido  objeto  de  alguna  maquinación  dolosa.  En  estos  ca- 
sos cabe,  á nuestro  juicio,  .también  la  impugnación.  Un  acto  reali- 
zado de  ese  modo  no  puede  servir  para  determinar  el  precio  de 
una  compra  y venta.  Las  partes  no  consintieron  ni  pudieron 
consentir  en  ese  acto  doloso  ó en  que  ha  mediado  error.  Hay 
que  buscar  siempre  la  raíz  del  consentimiento  prestado  por  las 
partes  contratantes. 

Por  el  contrario,  si  en  opinión  de  alguna  de  las  partes  el  ter- 
cero ha  incurrido  en  error  de  apreciación  porque  estime,  por 
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ejemplo,  que  no  ha  tenido  en  cuenta  todas  las  utilidades  de  la 
cosa,  ó que  no  las  ha  evaluado  en  su  justo  valor,  entendemos  que 
la  impugnación,  por  regla  general,  no  prosperará,  pues  la  dife- 
rencia de  juicio  entre  distintos  individuos  acerca  de  unos  mismos 
hechos,  es  inherente  á la  variedad  que  ofrece  el  equilibrio  de  las 
facultades  humanas  en  las  distintas  personas.  Esta  diferencia  in- 
dividual de  criterio  no  puede  servir  de  base  á una  impugnación. 

Cuturi  (I)  distingue,  en  cuanto  á la  impugnabilidad  de  la  de- 
cisión del  tercero,  el  carácter  con  que  ha  sido  nombrado  por  las 
partes.  Este  puede  haber  sido  designado,  dice,  ó bien  para  que 
su  decisión  dé  por  terminada  una  cuestión  entre  los  contratan- 
tes, ó bien  para  que,  como  hombre  perito,  determine  las  condi- 
ciones de  un  contrato.  En  el  primer  caso,  el  juicio  del  árbitro 
debe  ser  inapelable;  en  el  segundo,  debe  ser  corregido  por  e] 
juez,  cuando  dicho  juicio  fuese  tan  injusto,  que  manifiestamente 
apareciese  la  iniquidad  de  su  decisión.  Siempre  queda  en  pie  la 
cuestión,  continúa  diciendo  Cuturi,  de  si  el  juez  podrá  interve- 
nir sólo  cuando  se  trate  de  un  error  judicial,  ó también  cuando 
se  estime  que  hay  error  de  juicio  ó de  apreciación.  Para  resol- 
verla, añade  el  autor  citado,  discurriendo  dentro  de  los  moldes 
de  1 derecho  italiano,  precisa  una  segunda  distinción.  Si  el  ter- 
cero fuó  elegido  por  el  comprador  y el  vendedor  en  el  acto  de  la 
venta  por  consideraciones  personales,  esto  es,  teniendo  en  cuen- 
ta sus  particulares  aptitudes,  fuera  de  los  casos  de  dolo  ó error 
material,  no  debe  admitirse  impugnación,  pues  tanto  valdría 
esto  como  ir  contra  la  expresa  voluntad  de  los  contratantes.  Si, 
por  el  contrario,  el  tercero  hubiese  sido  designado  por  la  auto- 
ridad, es  de  presumir  que  las  partes  han  querido,  prescindiendo 
de  las  circunstancias  personales  del  tercero,  referirse  á una  eva- 
luación objetiva  por  medio  de  persona  idónea,  confiándose  en  la 
prudencia  y en  la  imparcialidad  del  magistrado.  No  es  el  ter- 
cero, en  este  caso,  la  persona  elegida  de  común  acuerdo  por  los 
contratantes  para  determinar  un  punto  del  cual  renunciaron  á 
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tratar;  es  la  persona  perita  á quien  por  el  magistrado  se  encar» 
ga  una  tasación  ó estimación.  Da  donde  se  deduce  que  las  partes 
pueden  en  tal  caso  reclamar  ante  la  autoridad  contra  la  evalua- 
ción hecha  y demostrar  la  existencia  de  cualquier  error  en  que 
se  haya  podido  incurrir. 

Estas  consideraciones  de  Cuturi  contienen  bastante  doctrina, 
y el  criterio  que  la  inspira  es  muy  digno  de  tenerse  en  cuenta 
para  la  interpretación  de  nuestro  Código.  La  intención  que  las 
partes  hayan  indicado  en  el  acto  de  la  designación  del  tercero 
y el  atento  examen  de  los  indicios  que  sirvan  para  ponerla  de 
manifiesto,  constituyen  en  cada  caso  concreto  la  clave  de  la  so- 
lución que  se  dó  al  problema  de  la  impugnabilidad  de  la  deci- 
sión de  dicho  tercero. 

d ) Precio  justo.  — El  tercer  requisito  del  precio,  según  los  es- 
critores antiguos,  era  el  de  su  justicia.  Para  explicarlo  distin- 
guieron tres  clases  de  precio:  el  supremo,  el  medio  y el  ínfimo. 
Según  Morato  (1),  el  precio  medio  representa  la  común  y regular 
estimación  que  tiene  la  cosa  en  el  tiempo  en  que  se  celebra  el 
contrato;  el  supremos s el  mayor  valor  que  por  ella  haya  podido 
darse  en  el  mismo  tiempo,  atendiendo  á dicha  común  estima- 
ción, y en  cuanto  no  resulte  lesión  ultra  dimidium;  el  ínfimo  es 
el  menor  valor  que  se  haya  podido  señalar,  atendidas  las  mis- 
mas circunstancias,  y sin  incurrir  en  la  nota  de  lesión  en  menos 
de  la  mitad  del  justo  precio.  Con  estos  antecedentes  á la  vista, 
se  tenía  por  precio  justo  aquel  que  no  traspasase  los  límites  del 
supremo  ó del  ínfimo.  La  injusticia  del  precio  acusaba  la  exis- 
tencia de  la  lesión  y daba  lugar  al  recurso  de  rescisión  por  esta 
causa. 

Frente  á este  criterio,  que  ha  regido  hasta  la  publicación  del 
Código,  estaba  el  que,  entre  otros  textos  legales,  sustentaba  la 
ley  7.a  del  título  4.°  del  libro  5.°  del  Fuero  Juzgo,  que  dice:  «Si 
alguno  orne  vende  algunas  casas,  ó tierras  ó vinnas,  ó siervos, 
ó siervas,  ó animalias,  ó otras  cosas,  non  se  deve  por  ende  deB- 


(1)  Obra  y tomo  citados,  pág.  40Ó. 
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fazer  la  vendición,  porque  dis.que  lo  vendió  por  poco.»  Este  cri- 
terio  fue  francamente  seguido  por  el  derecho  íoral  aragonés  al 
afirmar  que  tanturn  valet  res,  quantum  vendí  p o test,  y este  criterio 
se  ha  abierto  camino  hasta  llegar  al  Código.  E!  sentido  de  la  re- 
forma y su  alcance  lo  hemos  expuesto  al  comentar  los  arts.  1291 
y 1293,  y á lo  dicho  en  aquel  lugar  nos  referimos. 

El  Código,  ni  en  los  artículos  que  comentamos  ni  en  otro 
alguno  exige,  como  requisito  que  ha  de  concunir  en  el  piecio  de 
la  compra  y venta,  el  que  éste  aea,  justo.  ¿Deduciremos  de  aquí 
que  á la  ley  civil  no  importa  el  que  en  el  precio  se  dé  lo  justo? 
¿Puede  ser  indiferente  en  algún  modo  á la  regla  jurídica. posi- 
tiva la  justicia  ó injusticia  de  las  relaciones  que  regula?  Enten- 
demos que  no:  si  siguiésemos  la  opinión  contraria,  tácitamente 
negaríamos  el  fondo  ético  del  derecho  que  el  Estado  declara  y 
mantiene,  y la  consecuencia  no  podría  ser  más  absurda. 

No;  al  derecho  positivo  no  puede  serle  indiferente  la  justicia 
ó injusticia  de  los  actos  que  condiciona,  pues  entonces  dejaría 
de  ser  derecho.  Lo  que  ocurre  es  que  el  derecho  del  Estado  no 
es  todo  el  derecho,  que  hay  relaciones  que  están  fuera  de  su  es- 
fera de  acción,  y que  por  lo  tanto,  respecto  de  ellas  carece  de  la 
competencia  necesaria  para  hacer  las  declaraciones  pertinentes. 
Reconociéndolo  así,  en  virtud  de  las  doctrinas  económicas  rei- 
nantes, el  Código  se  abstiene  de  hablar  de  la  justicia  del  precio; 
pero  no  porque  esto  le  sea  indiferente,  sino  porque  ha  estimado 
que  los  principios  económicos  admitidos,  y que  no  es  de  este  lu 
gar  examinar,  imponían  la  eliminación  de  todos  aquellos  pre- 
ceptos que  al  recurso  de  rescisión  por  causa  de  lesión  se  re- 
ferían. 

El  precio  podrá  ser  pues,  en  realidad  justo  ó injusto;  lo  pre 
ferible  sería  que  siempre  fuese  justo;  pero  el  Estado  se  abstiene, 
repetimos,  de  hacer  en  el  Código  declaraciones  sobre  este,  punto, 
salvo  lo  que  con  carácter  excepcional  consigna  en  el  art.  1291. 

No  cabe,  por  lo  tanto,  después  del  Código,  hablar  de  la  in 
justicia  del  precio  como  origen  del  recurso  de  rescisión  por  lo- 
ción, excepción  hecha  de  lo  que  dispone  el  citado  art.  1291. 
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En  este  sentido  se  puede  afirmar  que  el  Código  no  exige  al 
precio  de  la  compra  y venta  el  requisito  de  que  sea  justo. 

é)  Precio  consistente  en  dinero*—  El  cuarto  y último  requisito 
del  precio  de  la  compra  y venta  es  el  que  afirma  que  éste  ha  de 
consistir  en  dinero  ó signo  que  lo  represente.  Después  del  Código 
subsiste  la  exigencia  de  este  requisito;  no  podía  faltar,  porque 
afecta  en  verdad  á la  esencia  del  contrato.  Sobre  esto  no  cree- 
mos que  son  necesarias  ámplias‘explicaciones.  En  el  comentario 
á los  artículos  1445  y 1446,  al  hablar  de  las  diferencias  entre  la 
compra  y venta  y la  permuta,  hemos  expuesto  cuanto  estimamos 
debe  tenerse  en  cuenta.  A ello  nos  remitimos. 

Si  el  precio  no  consiste  en  dinero  ó signo  que  lo  represente 
no  hay  compra  y venta.  El  acto  realizado  podrá  valer,  por  ejem- 
plo, como  permuta  ó como  contrato  innominado  y como  tal  sur- 
tirá sus  efectos.  Lo  que  no  se  puede  pretender  es  que  una  trans- 
misión, cuyo  precio  no  consista  en  dinero  ó signo  que  lo  repre- 
sente, se  rija  por  los  preceptos  de  la  compra  y venta.  A cada 
acto  se  le  debe  aplicar  el  derecho  que  es  conforme  con  su  natura- 
leza, su  derecho,  y si  el  Código,  al  dictar  las  reglas  de  la  compra 
y venta,  ha  partido  del  supuesto  de  que  el  precio  ha  de  consistir 
en  diuero  ó signo  que  lo  represente,  es  indudable  que  lo  que 
está  fuera  de  ese  supuesto  no  puede  regirse  por  los  preceptos 
dictados  para  él. 

Discútese  por  algunos  si  las  transmisiones  cuyo  precio  con- 
siste en  una  renta  vitalicia  ó en  la  obligación  de  alimentar  al 
vendedor  son  verdaderas  compras  y ventas.  A ciertos  de  estos 
casos  hemos  aludido  antes  hablando  de  la  jurisprudencia  fran- 
cesa. En  nuestra  opinión,  esos  actos  no  son  en  rigor  tales  com- 
pras y ventas,  aunque  se  pueda  aplicar  á ellos  la  doctrina  de  la 
verdad  del  precio.  El  precio  en  muchos  de  esos  casos  consiste  en 
una  prestación,  y una  prestación  no  es  ni  dinero,  ni  su  signo  re- 
presentativo. Además,  el  precio  que  consiste  en  una  renta  vi- 
talicia ó en  la  obligación  de  alimentar  no  se  puede  enteeder  que 
es  precio  cierto. 

Códigos  extranjeros.  — Ooncuerdan  con  los  artículos  453  del 
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Código  del  Imperio  Alemán;  1424  de  Venezuela;  10d6,  1057, 
1058  y 1059  de  Austria;  1627  y 1628  del  Uruguay;  1349, 
1350,  1351,  1352,  1353  y 1354  del  de  la  Argentina;  2941,  2942 
y 2943  de  los  Estados  de  Baja  California  y Puebla  (Méjico);  1593 
y 1592  del  Código  francés;  1454  del  italiano;  1546  y 1547  del 
portugués,  y 1808  y 1809  del  chileno. 

Véanse  también  los  arts.  1369  y 1370  del  proyecto  de  Código 

civil  español  de  1851. 

ARTÍCULO  1449 

El  señalamiento  del  precio  no  podrá  nunca  dejarse 
al  arbitrio  de  uno  de  los  contratantes. 

Con  este  articulo  termina  el  Código  de  exponer  la  doctrina 
del  precio.  El  precepto  que  encierra  es  reproducción  casi  literal 
del  art.  1371  del  proyecto  de  1851.  Este  decía  que  el  señala- 
miento del  precio  no  puede  dejarse  al  arbitrio  de  uno  de  loa  con- 
tratantes; el  Código  dice  sustancialmente  lo  mismo,  aunque  po- 
niendo más  fuerza  en  la  expresión  al  añadir  la  palabra  nunca. 

La  razón  del  precepto  es  obvia  y no  necesita  explicación.  Si 
para  que  exista  compra  y venta  es  menester  que  haya  consen- 
timiento de  ambas  partes  sobre  la  cosa  y el  precio,  desde  el 
momento  en  que  la  ñjación  de  éste  queda  al  arbitrio  de  uno  de 
los  contratantes,  no  se  puede  estimar  que  el  otro  ha  consentido 
en  dicho  precio,  ya  que  no  es  posible  consentir  en  aquello  que 
no  nos  es  previamente  conocido.  Esto,  aparte  de  la  falta  de  im- 
parcialidad en  la  fijación  del  precio  á que  se  prestarla  lo  que  el 
Código  prohibe. 

Para  hacernos  cargo  del  sentido  que  debe  inspirar  la  aplica- 
ción  del  artículo  que  comentamos,  supongamos  el  caso  á que  la 
ley  alude.  Puede  ocurrir  que  la  fijación  del  precio  haya  quedado 
al  arbitrio  del  comprador,  ó al  del  vendedor.  Si  lo  primero,  el 
acto  podrá  tener  eficacia  como  donación  si  el  comprador  de- 
muestra que  tal  fué  la  intención  de  ambas  partes  y no  existen 
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razones  de  otra  Indole  que  se  opongan  á e3a  eficacia.  Si  lo  se- 
gundo, el  acto  carece  de  ella,  y no  podrá  el  vendedor  exigir  del 
comprador  el  precio  que  arbitrariamente  tenga  á bien  señalar. 

Si  señalado  el  precio  arbitrariamente  por  una  sola  de  las 
partes,  por  haberse  reservado  esta  facultad,  la  otra  lo  acepta 
y con  él  se  conforma,  entonces  estamos  ya  fuera  de  lo  que  la  ley 
prohibe,  y existiendo  verdadero  consentimiento  acerca  del  pre- 
cio, y suponiendo  que  también  lo  haya  respecto  de  la  oosa,  ten- 
dremos una  verdadera  compra  y venta. 

Códigos  extranjeros. — Concuerda  este  artículo  con  el  1809  del 
Código  de  Chile;  2945  del  de  los  estados  de  Bija  California  y Pue- 
bla (Méjico),  y 1027  dtl  Código  dél  Uruguay. 

ARTÍCULO  1450 

La  venta  se  perfeccionará  entre  comprador  y ven- 
dedor, y será  obligatoria  para  ambos,  si  hubieren  con- 
venido en  la  cosa  objeto  del  contrato,  y en  el  precio, 
aunque  ni  la  una  ni  el  otro  se  hayan  entregado. 

Perfección  de  la  venta. — El  presente  artículo  es  aplicación  par- 
ticular, al  caso  de  la  compra  y venta,  de  los  principios  sentados 
en  los  artículos  1254,  1258  y 1278,  los  cuales  á su  vez  no  son 
otra  cosa,  como  hemos  visto  en  los  lugares  oportunos,  que  la 
traducción  al  lenguaje  de  nuestros  días  del  criterio  espiritua- 
lista que  informaba  al  Ordenamiento  de  Alcalá  en  materia  de 
contratación.  La  misma  ley  1.a,  tít.  5.°  de  la  Partida  5.a  decía 
ya  que  la  compra  y venta  se  hacía  con  consentimiento  de  las  partes. 

Trátase  aquí  de  fijar  el  momento  de  la  perfección  del  con- 
trato, y siendo  la  compra  y venta  consensúa!,  éste  no  puede  ser 
otro  que  aquel  en  que  se  presta  el  consentimiento  acerca  de  los 
objetos  sobre  que  recae,  esto  es,  la  cosa  y el  precio.  Desde  este 
momento  el  contrato  es  obligatorio  para  las  dos  partes,  y pueden, 
por  lo  tanto,  compelerse  recíprocamente  á su  cumplimiento;  si 
bien  respecto  del  ejercicio  de  sus  respectivas  acciones  hay  que 
entenderlo  subordinado  siempre  ¿loque  dispone  el  art.  1279 
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para  los  casos  en  que  la  ley  exigiese  el  otorgamiento  de  escri. 
tura  ú otra  forma  especial  para  hacer  efectivas  las  obligaciones 
propias  de  un  contrato. 

Expresamente  dice  el  articulo  que  comentamos,  que  no  es 
menester  que  se  hayan  entregado  ni  la  cosa  ni  el  precio  para 
que  el  contrato  de  compra  y venta  se  tenga  por  perfecto.  Si  al- 
guno de  esos  requisitos  fuese  preciso,  la  compra  y venta  sería 
un  contrato  real  en  vez  de  consensual. 

Desde  que  se  consiente,  y sin  necesidad  de  ninguna  otra  cir- 
cunstancia, el  contrato,  repetimos,  está  perfecto  y nacen  las 
obligaciones;  pero  la  transmisión  de  la  propiedad  no  exi>-te  hasta 
que  la  cosa  no  ha  sido  entregada.  La  entrega  de  1a.  cosa  se  re- 
fiere al  período  de  consumación;  en  el  artículo  que  estudiamos  se 
trata  tan  sólo  de  fijar  el  momento  de  la  perfección. 

Es  este  el  lugar  oportuno  de  recoger  la  referencia  que  hici- 
mos en  el  comentario  de  los  arts.  1445  y 1446  sobre  el  criterio 
de  los  códigos  y de  los  escritores  extranjeros  acerca  de  la  natu- 
raleza de  la  compra  y venta,  para  hacer  notar  la  diferencia  con 
el  sentido  de  nuestro  Código. 

Dijimos  que  la  tendencia  más  generalmente  admitida  afir- 
maba la  doctrina  de  la  transmisión  de  la  propiedad  por  el  mero 
consentimiento  y sin  necesidad  de  la  previa  tradición,  y que, 
por  el  contrario,  nuestro  Código  continuaba  exigiendo  ese  re- 
quisito para  que  la  propiedad  se  entendiese  transmitida. 

El  artículo  que  nos  ocupa  está  inspirado  en  este  criterio  le- 
gal, que  en  otros  lugares  expresamente  se  consigna,  como,  por 
ejemplo,  en  el  art.  1095,  puesto  que  en  él  apunta  la  distinción  de 
los  momentos  de  la  perfección  y de  la  consumación  de  la  compra 
y venta,  que,  en  rigor,  se  puede  decir  que  en  cierto  modo  se 
confunden  dentro  del  criterio  contrario. 

En  cuanto  á la  forma  en  que  debe  aparecer  celebrado  el  con- 
trato dd  compraventa,  nos  referimos  á lo  expuesto  en  el  comen- 
tario del  art.  1279  y 1321.  Para  la  perfección  del  contrato  basta 
el  consentimiento,  la  voluntad  conforme  de  los  interesados,  aun- 
que solo  conste  expresada  de  palabra. 
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Jurisprudencia. — El  Tribunal  Supremo  ha  hecho  ya  declara* 
ciones,  precisamente  relacionadas  con  el  art.  1450,  en  el  sentido 
que  llevamos  expuesto. 

En  un  retracto  de  colindantes,  habiendo  fundado  uno  de  los 
litigantes  su  carácter  de  propietario  en  un  documento  privado 
que  presentó  al  efecto,  se  declaró  que  tal  documento  no  era  prue- 
ba bastante  del  carácter  que  aquél  pretendía  tener,  porque  no 
aparecía  del  mismo  documento  que  la  venta  se  hubiese  consuma- 
do con  la  tradición  de  la  ñnca,  además  de  que  ésta  se  hallaba, 
por  otra  parte,  pendiente  de  adjudicación  entre  los  distintos  par- 
tícipes de  la  herencia  de  la  cual  procedía.  (Sentencia  del  Tribu- 
nal Supremo  de  8 de  Marzo  de  1901.) 

A consecuencia  de  un  juicio  ejecutivo,  hubo  de  adjudicarse 
á un  individuo  una  participación  proindivisa  en  cierta  ñnca. 
Estimó  no  convenirle  el  continuar  en  la  comunidad  de  bienes 
en  que  la  adjudicación  le  había  colocado,  y al  efecto  demandó  á 
sus  condueñ  a para  ilegar  á la  división  de  la  ñnca  antes  de  que 
se  ie  hubiese  otorgado  la  correspondiente  escritura,  antes  de 
haber  pagado  ti  impuesto  de  derechos  reales,  y antes  también 
de  que  se  hubiese  puesto  la  cosa  á su  disposición.  Llegado  ei 
asunto  al  Tribunal  Supremo,  éste  declaró  que  el  demandante 
carecía  de  acción  en  el  momento  en  que  interpuso  la  demanda, 
toda  vez  que  la  adjudicación  no  se  había  consumado  con  la  de- 
bida entrega  de  la  cosa.  (Sentencia  de  1 .°  de  J unió  de  i 900.  j 
En  cuanto  á las  ventas  hechas  en  subasta  judicial,  y al  mo- 
mento de  su  perfección,  es  de  interés  la  sentencia  del  Tribunal 
Supremo  de  19  de  Enero  de  1898.  Sacados  á subasta  en  virtud 
de  auto  judicial  determinados  bienes,  fueron  éstos  rematados 
por  un  tercero,  quien  hizo  la  consignación  del  precio  del  remate, 
pero  revocado  por  la  Audiencia  el  auto  del  juez,  en  virtud  del 
cual  se  veriñeó  la  venta,  el  rematante  pidió  que  se  le  devolviese 
el  precio  consignado,  puesto  que  ya  no  era  posible  el  otorga- 
miento de  la  escritura  de  compra  y venta  á su  favor.  Dentro  de 
los  autos  hubo  quien  se  opuso  á la  pretensión  del  rematante, 
fundándose  en  que,  precisamente,  según  el  art.  1450  que  co- 
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mentamos,  el  contrato  estaba  perfecto  y hasta  consumado.  Pero 
el  Tribunal  Supremo  declaró  que  procedía  la  devolución  de  lo 
consignado,  porque  era  indudable  que  la  venta  hecha  por  el  juez 
estaba  pendiente  de  lo  que  la  Audiencia  resolviese  en  la  apela- 
ción  que  oportunamente  fu  ó interpuesta  y admitida  en  un  solo 

efecto. 

Dice  el  art.  1450  á que  nos  venimos  refiriendo,  que  la  com- 
pra y venta  se  perfeccionará  desde  que  se  hubiese  convenido  en 
la  cosa  y el  precio;  pero  importa  fijarse  en  los  términos  del  ar- 
tículo, porque  esta  perfección  tiene  lugar  precisamente  entre 
comprador  y vendedor,  y las  obligaciones  que  de  ella  se  deri- 
van son  entre  ambas  partea  contratantes,  como  con  carácter 
marcadamente  limitativo  dice  el  artículo. 

Las  relaciones  respecto  de  terceros  no  nacen  hasta  que  el 
acto  se  reviste  de  la  forma  que  la  ley  civil  exige  para  que  pueda 
tener  eficacia  contra  dichos  terceros. 

A la  distinción  de  la  eficacia  en  cuanto  á los  terceros  y en 
cuanto  ¿ los  contratantes  y,  por  otra  parte,  á la  perfección  de 
las  ventas  hechas  en  subasta  judicial,  se  refiere  el  siguiente 
caso. 

En  un  Juzgado  de  Barcelona  se  siguieron  autos  ejecutivos 
para  el  cobro  de  un  crédito  hipotecario.  A su  tiempo  se  embar- 
garon bienes  para  cubrir  principal,  intereses  y costas.  Se  rema- 
taron las  fincas  embargadas  y se  ordenó  que  pasaran  los  autos 
á un  notario  para  el  otorgamiento  de  la  escritura  de  compra  y 
venta.  En  esta  situación,  y antes  de  la  firma  de  la  escritura,  se 
interpuso  por  los  hermanos  del  ejecutado  demanda  de  tercería 
de  dominio,  que  fué  admitida  primero  y rechazada  después  por 
el  Juzgado,  accediendo  á lo  solicitado  por  el  rematante  y ejecu- 
tante, que  alegaron  que  estaba  consumada  la  venta.  La  audien- 
cia de  Barcelona  confirmó  con  costas  la  resolución  del  inferior. 
Pero  interpuesto  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  por 
los  terceristas,  el  Supremo  dictó  sentenoia,  revocando  la  de  la 
Audiencia  y declarando  que  procedía  la  admisión  de  la  teroería 
del  dominio  por  ser  el  remate,  en  caso  de  subasta,  acto  de  per- 
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lección  amiento  y no  de  consumación  del  contrato  de,  compra  y 
venta,  no  obstante  el  pnncipio  de  la  irrevocabilidad  de  la  venta 
una  vez  celebrado  el  remate  que  sanciona  el  art.  1498  de  la  ley 
procesal,  por  referirse  evidentemente  á los  contratantes,  con 
exclusión,  por  lo  tanto,  de  los  tercetos.  (Sentencia  de  5 de  Enero 
de  1899.) 

Códigos  extranjeros. — Como  concordantes  pueden  verse  los  ar 
tículos  1625  del  código  del  Uruguay;  2946  del  de  los  estados  de 
Baja  California  y Puebla  (Méjico);  1583  del  código  francés; 
1448  del  italiano;  1549  del  portugués,  y 1801  y 1802  del  de 
Chile.  El  art.  1418  del  Código  de  Venezuela  diceqne  la  venta  es 
perfecta  entre  las  partes,  y el  comprador  adquiere  la  propiedad 
respecto  del  vendedor ) desde  que  están  convenidos  en  la  cosa  y en 
el  precio,  aunque  la  cosa  no  se  haya  entregado  ni  pagado  el  pre- 
cio; y el  art.  1053  del  código  austriaco,  que  sólo  se  hará  la  ad- 
quisición de  la  propiedad  con  la  entrega  de  la  cosa  vendida; 
mientras  no  haya  sido  entregada  conserva  el  vendedor  su  pro 
piedad. 

Véase  también  el  art.  1373  del  proyecto  de  Código  civil  es- 
pañol de  1851. 


ARTÍCULO  1451 

La  promesa  de  vender  ó comprar,  habiendo  confor- 
midad en  la  cosa  y en  el  precio,  dará  derecho  á los  con- 
tratantes para  reclamar  recíprocamente  el  cumpli- 
miento del  contrato. 

Siempre  que  no  pueda  cumplirse  la  promesa  de  com- 
pra y venta,  regirá  para  vendedor  y comprador,  según 
los  casos,  lo  dispuesto  acerca  de  las  obligaciones  y con- 
tratos en  el  presente  libro. 

/i)  Precedentes  legales. — Fué  la  promesa  un  contrato  verbal 
m el  derecho  romano,  cuyas  ritualidades  materiales  se  fueron 
modificando  con  el  transcurso  del  tiempo.  Dedicaron  las  Parti- 
das el  tít.  11  de  la  Partida  5.a  á reglamentarlo;  la  ley  1.a  da  - 
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dicho  título  la  define  de  esta  manera:  «Promiasion  ea  otorga 
miento  que  fazen  loa  ornea  vnoa  con  otroa,  por  palabias,  e con 
entencion  de  obligarse,  auiniendose  aobre  alguna  cosa  cierta, 
que  deuen  dar,  o facer  vnoa  a otroa.»  Las  disposiciones  del  ti- 
tulo 11  de  la  Partida  5.a  fueron  derogadas  por  la  ley  única,  ti 
tulo  16  del  Ordenamiento  de  Alcalá,  que  consignó  el  sentido  es- 
piritualista, genuinamente  nacional  en  materia  de  contratación, 
que  ha  llegado  hasta  nuestro  Código. 

B ) Promesa,  de  vender  ó comprar:  su  concepto  y clases.— El  se- 
ñor Sánchez  Román  recaba  la  sustantividad  del  contrato  de  pro- 
mesa, estimando  que  el  acto  de  la  promesa,  cuando  tiene  por 
fondo  la  celebración  de  un  contrato  posterior,  constituye  á su 
vez  un  contrato  aparte,  con  entidad  científica  propia.  En  este 
sentido,  lo  estudia  como  el  primero  de  los  preparatorios , dentro 
del  orden  que  sigue  en  su  obra  y&  citada  (. Estudios  del  Derecho 
civil , tomo  4.°,  pág.  463). 

No  ha  sido,  al  parecer,  el  Código  de  esta  opinión,  por  cuanto 
entre  los  contratos  que  reglamenta  no  se  encuentra  el  de  pro- 
mesa. En  realidad,  por  respetables  que  sean  las  razones  que  abo- 
nan el  criterio  del  Sr.  Sánchez  Román,  es  evidente  que  la  pro 
mesa,  tenga  ó no  entidad  contractual  propia,  puede  ser  conside- 
rada, en  todo  caso,  como  uno  de  los  momentos  de  la  generación 
del  contrato  á que  se  refiera.  Por  otra  parte,  la  utilidad  de  su  re- 
glamentación especial  y separada  hubiera  sido,  á nuestro  juicio» 
muy  dudosa  dentro  del  Código  civil. 

Mas  no  es  este  el  lugar  oportuno  para  tra,tar  de  la  promesa  en 
general,  sino  de  la  promesa  de  compra  ó de  venta  en  particular. 
Sirva  lo  dicho  tan  sólo  como  indicación  del  enlace  del  precepto 
que  comentamos  con  el  organismo  jurídico  contractual. 

El  primer  párrafo  del  art.  1451  emplea  la  frase  de  «promesa 
de  vender  ó comprar»;  el  párrafo  segundo  del  mismo  artículo 
dice  «promesa  de  compra  y venta».  ¿Son  estos  modos  de  decir 
equivalentes?  ' 

. Para  hacernos  cargo  del  sentido  del  articulo  veamod  las  di- 
ferentes formas  que  puede  revestir  la  promesa  relacionada  coH 
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la  compra  y venta,  para  examinar  enseguida  los  efectos  que  de 
cada  una  de  ellas  se  derivan. 

A 

Desde  luego  se  observa  que  la  promesa  puede  ser  unilateral 
6 bilateral.  La  unilateral  á su  vez  se  distingue  en  dos:  promesa 
de  venta  y promesa  de  compra.  La  bilateral,  es  claro  que  es  re 
cíproca,  esto  es,  de  comora  y de  venta. 

a ) Promesa  unilateral. — Esta  promesa  puede  ser  aceptada  6 
no  aceptada. 

La  promesa  unilateral  no  aceptada,  ya  sea  de  compra,  ya  de 
venta,  no  produce  efectos  jurídicos  apreciables  de  ninguna  es- 
pecie: este  es  el  caso  de  la  llamada  policiiaciín.  No  es  á él,  cier- 
tamente, al  que  se  refiere  el  art.  1451  del  Código. 

En  la  promesa  unilateral  aceptada,  sea  de  compra  ó sea  de 
venta,  es  donde  nacen  ya  efectos  jurídicos.  Un  individuo  A.  pro- 
mete vender  á otro  B.  una  finca  por  tal  precio;  B.  acepta  la  pro- 
mesa. Este  es  el  caso  de  la  promesa  de  venta  aceptada.  ¿Quie 
nes  quedan  obligados,  y á qué,  desde  el  momento  en  que  la  pro 
mesa  se  acepta?  No  ha  faltado  quien  diga  que  por  el  mero  hecho 
de  la  aceptación  congruente  con  la  promesa  quedan  obligadas 
las  dos  partes,  la  una  á vender  y la  otra  á.  comprar.  Pero  si  aten- 
tamente examinamos  el  carácter  de  la  relación  jurídica  creaba, 
veremos  que  esa  opinión  no  puede  mantenerse  en  absoluto. 

¿Qué  es,  en  efecto,  lo  que  ha  aceptado  B.  en  el  ejemplo  pro- 
puesto? La  contestación  es  clara:  B.  ha  acep  ado  la  promesa,  no 
el  hecho  de  la  venta  con  todas  sus  consecuencias.  A.  se  ha  cons- 
tituido voluntariamente  en  la  obligación  de  vender  á B.,  si  este 

a 

compra;  B.  ha  aceptado  esta  obligación;  A.  era  dueño  de  prome 
ter  ó de  no  prometer,  pero  prometió  y su  promesa  transcendió 
á otra  persona  determinada,  la  cual  aceptó.  La  relación  jurí- 
dica obligatoria  queda  establecida,  siendo  B.  el  sujeto  preten- 
sor y A.  el  sujeto  obligado.  B.  no  queda  obligado  á nada,  le  in- 
cumbe, por  el  contrario,  la  elección  de  llevar  á cabo  la  compra 
ó de  dejar  sin  efecto  la  promesa  de  A.:  si,  haciendo  uso  de  su 
elección,  se  decidiera  por  comprar,  entonces  nacerían  sus  obli- 
gaciones, que  no  serían  otras  que  las  de  todo  comprador. 

B 
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Este  y no  otro  es,  á nuestro  juicio,  el  verdadero  contenido  de 
la  promesa  unilateral  de  venta  simplemente  aceptada. 

A primera  vista  puede  tal  vez  parecer  anómalo  el  que  la  efec- 
tividad de  la  compra  y venta,  á que  se  refiere  la  promesa,  quede 
al  arbitrio  de  una  sola  de  las  partes;  pero,  observando  el  proce- 
so  generador  de  esta  situación  jurídica,  nada  hay  en  él  que  con- 
tradiga los  principios  fundamentales  de  la  contratación,  por  ha- 
berse desenvuelto  dentro  del  ambiente  de  la  más  ámplia  libertad 
individual.  Cuando  el  acto  pase  de  la  categoría  de  promesa  á la 
de  verdadera  compra  y venta  por  haberse  decidido  por  comprar 
aquel  á quien  la  promesa  se  hizo,  entonces  en  modo  alguno  po- 
drá decirse  que  la  efectividad  del  contrato  queda  al  arbitrio  de 
una  de  las  partes,  y claro  está  que  á ese  momento  es  al  que  hay 
que  referirse  para  ver  si  existe  ó no  el  vicio  que  algunos  preten- 
den encontrar  en  el  criterio  que  mantenemos. 

Por  otra  parte,  si  á los  hechos  de  la  vida  real  volvemos  la 
vista,  veremos  que  las  cosas  ocurren  tal  y como  las  hemos  pre- 
sentado, teniendo  esta  interpretación  un  firme  apoyo  en  la  con- 
ciencia de  las  gentes.  El  ejemplo  que  á diario  se  nos  ofrece  de 
la  contratación  sobre  minas  viene  á las  mientes  desde  luego. 

Cuando  se  trata  de  minas  que  aun  no  han  sido  objeto  de  ex- 
plotación y en  las  que,  por  consiguiente,  no  se  puede  precisar 
si  la  cantidad  de  mineral  existente  responderá  ó no  á los  cálcu- 
los que  se  hayan  podido  hacer,  llevan  á cabo  los  mineros  un 
contrato  que  entre  sí  denominan  de  opción , y que  en  el  fondo  no 
es  más  que  una  promesa  de  venta  aceptada  por  la  otra  parte. 
La  forma  suele  ser  en  sustancia  la  siguiedte:  X.  se  compro- 
mete á vender  á Z.  sus  minas  en  tal  precio,  si  éste  las  com- 
pra en  un  plazo  de  cuatro  meses.  Es  claro  que  X.  no  puede 
entrar  en  negociaciones  con  nadie  mientras  no  transcurran  los 
cuatro  meses,  pasados  los  cuales  recobra  su  libertad.  Z.  no 
queda  obligado  á nada ; únicamente  tendrá  que  manifestar  su 
voluntad  de  comprar  ó de  no  comprar  dentro  de  los  expresa- 
dos cuatro  meses;  si  deja  pasar  el  plazo  sin  manifestar  nada, 
pierde  su  derecho  á la  compra.  Esos  cuatro  meses  se  emplean 
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en  investigaciones  y reconocimientos  que  verifica  el  que  aceptó 
la  promesa  y que  le  permitirán  formar  su  juicio  definitivo  sobre 
el  negocio.  Si  los  trabajos  hechos  no  dan  resultado,  es  claro  que 
no  comprará;  el  promitente  se  habrá  abstenido  de  negociar  du- 
rante el  plazo  marcado,  y el  que  aceptó  la  promesa  habrá  per- 
dido el  dinero  que  empleó  en  las  investigaciones.  Esta  forma 
de  contratar  se  emplea  lo  mismo  para  la  compra  y venta  de 
minas  que  para  su  arrendamiento,  y es  relativamente  frecuente 
el  que  la  opción  se  refiera  á las  dos  cosas. 

¿Qué  calificación  jurídica  merece  el  acto  relacionado  sino  el 
de  promesa  unilateral  de  venta  aceptada?  Pues  bien;  en  ese 
acto  se  ve  bien  claro  que  el  que  acepta  la  promesa  no  queda  obli- 
gado á nada,  porque,  nótese  bien,  ha  aceptado  la  promesa  y no 
la  compra  y venta.  No  es  posible  descubrir  más  obligación 
que  aquella  en  que  voluntariamente  se  ha  constituido  el  que 
prometió. 

Para  ver  la  duración  de  esta  obligación  hay  que  tener  en 
cuenta  si  al  prometer  señaló  el  promitente  plazo  á la  otra  parte, 
ó no,  para  que  manifestase  su  decisión,  ó si  la  misma  promesa 
estaba  afectada  por  alguna  condición. 

Si  medió  señalamiento  de  plazo  (ya  lo  hemos  indicado  antes 
incidentalmente),  la  obligación  del  promitente,  cuya  promesa 
fué  aceptada,  dura  todo  el  plazo  marcado.  Si  no  hubo  tal  seña 

i 

lamiento,  entendemos  que  los  tribunales  deben  señalarlo,  pues 
no  parece  lícito  que  el  aceptante  de  la  promesa  se  pueda  tomar 
toda  la  vida  del  promitente  para  manifestar  si  compra  ó no,  ni 

7 

que  éste  pueda  rechazar  la  acción  del  aceptante  que  se  decidió 
por  comprar  y que  exige  la  efectividad  de  la  compra  y venta, 
alegando  que  no  se  fijó  el  momento  oportuno  para  celebrar  el 
contrato. 

Si  la  promesa  estaba  afecta  por  alguna  condición,  como, 
por  ejemplo,  si  se  dijese  prometo  venderte  esta  casa  por  tal 
precio  si  ocurre  tal  hecho,  y esta  promesa  fuese  aceptada,  la 
obligación  del  promitente  durará  hasta  que  ocurra  ese  hecho  ó 
hasta  que  sea  evidente  que  ya  no  puede  ocurrir  por  haber  trana- 
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currido  el  plazo  dentro  del  cual  tenía  que  suceder,  en  el  caso  de 
que  se  hubiese  éste  marcado,  ó por  otras  causas;  criterio  con- 
forme con  el  que  el  Código  mantiene  en  la  sección  primera,  ca- 
pítulo 3.°,  tít.  l.°  del  libro  4.°  al  hablar  délas  obligaciones 

condicionales. 

No  hay  para  qué  decir  que  el  promitente,  antes  de  que  su 
promesa  sea  aceptada,  puede  retirarla  en  todo  momento,  puesto 
que,  siendo  la  aceptación  lo  que  produce  el  vídcuIo  jurídico,  es 
claro  que,  no  existiendo  éste,  no  hay  perjuicio  posible  para  na- 
die. A este  efecto,  conviene  tener  en  cuenta  el  criterio  que  el 
párrafo  segundo  del  art.  1262  sostiene  hablando  del  consenti- 
miento en  los  contratos. 

La  aceptación  hecha  por  carta,  dice,  no  obliga  al  que  hizo  la 
oferta  sino  desde  que  llegó  á su  conocimiento.  De  suerte  que, 
según  este  criterio,  el  promitente  puede  retirar  su  promesa,  por 
excepción,  aun  después  de  ser  ésta  aceptada,  siempre  que  en  el 
momento  de  retirarla  no  haya  llegado  aún  á su  conocimiento 
dicha  aceptación.  Esto,  en  la  práctica,  implica  una  serie  de  pro- 
blemas de  mera  prueba  de  hechos,  que  habrá  que  resolver  con 
arreglo  á los  principios  generales. 

En  todo  lo  que  llevamos  dicho  venimos  refiriéndonos  á la 
promesa  de  compra  ó de  venta  en  que  media  precio,  es  decir,  en 
la  que  el  promitente  consigua  de  un  modo  expreso  un  precio 
cierto  ó de  certeza  determinable,  á tenor  de  los  artículos  1447 
y 1448  del  Código;  pues  si  se  dijese  solamente:  prometo  vender 
á Juan  tai  cosa,  ó prometo  comprar  á Pedro  tal  otra,  no  habría 
lugar  al  nacimiento  de  la  relación  jurídica,  cuyo  contenido  aca- 
bamos de  exponer.  La  razón  es  muy  clara:  una  manifestación 
de  voluntad  hecha  en  esa  forma  tiene  tales  caracteres  de  vague- 
dad, que  carece  de  aptitud  para  engendrar  relaciones  jurídicas 
eficaces  dentro  derl  derecho  del  Estado,  cualquiera  que  sea  la 
opinión  que  sobre  ella  se  forme  en  la  esfera  del  derecho  pura- 
mente individual,  cuya  sanción  radica  en  la  conciencia.  Al 
Estado  importa,  para  la  mayor  firmeza  de  su  derecho  y por  la 
natur%leza  de  sus  funciones,  que  las  posiciones  de  la  voluntad 
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individual  que  dan  origen  á los  actos  jurídicos,  sean  suficien- 
teniente  apreciables,  mediante  las  formas  de  expresión,  á fin  de 
«vitar  posibles  alegaciones  de  propósitos  ó de  motivos  que  la 
falta  de  concreción  en  la ‘forma  pueda  mantener  encubiertos, 
con  perjuicio  de  la  buena  fe  que  debe  imperar  en  los  contra- 
tos. Por  otra  parte,  ¿cómo  se  fijaría  el  precio  si  el  que  aceptó  la 
promesa  quisiese  llevar  á efecto  la  compra  y venta?  No  habría, 
en  realidad,  términos  hábiles  para  fijarlo,  puesto  que  no  se 
puede  imponer  uaa  estimación  pericial  que  no  ha  sido  pactada. 
Es  decir,  en  esa  compra  y venta  no  habría  legalmente  precio . 

Se  ha  discutido  si  el  derecho  que  se  deriva  de  una  promesa 
unilateral  aceptada  puede  ser  cedido.  Realmente,  el  punto  nos 
parece  de  difícil  solución. 

El  art.  1 112  del  Código,  dice  que  todos  los  derechos  adqui- 
ridos en  virtud  de  una  obligación,  son  transmisibles  con  suje- 
ción á las  leyes,  si  no  se  hubiese  pactado  lo  contrario;  pero  á 
pesar  de  este  principio  general,  parécenos  que  habrá  no  poco3 
casos  en  que  la  promesa  se  lleve  á efecto  en  atención  á las  cir- 
cunstancias personales  de  aquel  á quien  se  hace,  por  cuyo  mo- 
tivo muéstrase,  en  nuestra  opinión,  como  justa  la  aplicación  en 
dichos  casos  del  criterio  que  inspira  la  excepción  consignada 
en  el  art.  1257,  que  al  afirmar  que  los  contratos  sólo  producen 
efecto  entr6  las  partes  y sus  herederos,  salva,  en  cuanto  á és- 
tos, el  caso  de  que  los  derechos  y obligaciones  que  procedan  del 
contrato  no  sean  transmisibles  por  su  naturaleza,  por  pacto  ó 
por  disposición  de  la  ley. 

No  se  trata  ciertamente  en  la  cuestión  propuesta  de  herede- 
ros, sino  de  terceros,  por  cuyo  motivo  aparece  más  clara  la  apli- 
cación del  indicado  criterio. 

Creemos  que  los  tribunales,  para  resolver  en  cada  caso  con- 
creto si  puede  ser  ó no  objeto  de  cesión  el  derecho  adquirido 
por  una,  promesa  unilateral  aceptada,  deben  examinar  cuidado- 
samente si  las  circunstancias  personales  de  aquel  á quien  se 
hizo  fueron  motivo  determinante  en  el  ánimo  del  promitente  para 
llevarla  á cabo. 
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"Es  claro  que  dentro  del  Código,  la  prueba  de  la  existencia 
de  esa  causa  corresponderá  al  que  la  alegue,  y que  no  demos- 
trándose, habrá  que  estar  por  la  posibilidad  legal  de  la  cesión, 
lo  cual  tal  vez  dé  lugar  en  la  práctica  á soluciones  poco  equi- 
tativas;  pero  esa  es  la  consecuencia  indeclinable  del  articu- 
lo 1112. 

La  doctrina  que  hasta  aquí  hemos  expuesto,  es  igualmente 
aplicable  á la  promesa  unilateral  aceptada  de  venta  que  á la  de 

compra. 

b)  Promesa  bilateral.  — Esta  promesa  es  la  recíproca,  es  de 
compra  y de  venta.  Cuando  por  ambas  partes  es  aceptada,  tiene 
el  mismo  valor  que  lo  que  hemos  venido  llamando  contrato  de 
compra  y venta.  Para  convencernos  de  ello  basta  con  tener  pre- 
sente que  todos  los  requisitos  esenciales  de  dicho  contrato  se 
dan  en  esta  situación  jurídica. 

El  Código  así  lo  reconoce  en  el  artículo  que  comentamos,  al 
afirmar  que,  habiendo  conformidad  en  la  cosa  y en  el  precio, 
dará  derecho  á los  contratantes  para  reclamar  recíprocamente 
el  cumplimiento  del  contrato. 

c)  Promesas  á que  se  refiere  el  Código. — Hemos  de  llamar  la 
atención  acerca  de  una  diferencia  de  dicción  que  se  nota  entre 
los  párrafos  primero  y segundo  del  art.  1451.  El  párrafo  prime- 
ro dice  promesa  de  vender  ó de  comprar;  el  párrafo  segundo,  al  es- 
tablecer lo  que  debe  hacerse  cuando  no  pueda  cumplirse  la  pro- 
mesa, dice  promesa  de  compra  y venia. 

En  vista  de  este  distinto  tecnicismo  cabe  preguntar:  ¿á  cuál 
ó cuáles  de  las  distintas  clases  de  promesa  que  hemos  exami- 
nado se  refiere  el  art.  1451  del  Código,  cuando  dice  que,  habien- 
do conformidad  en  la  cosa  y en  el  precio,  dará  derecho  á los 
contratantes  para  reclamar  recíprocamente  el  cumplimiento  del 
contrato? 

.Para  nosotros,  teniendo  en  cuenta  lo  que  hemos  expuesto 
acerca  de  las  varias  formes  de  promesa  y la  interpretación  que 
autoriza  ese  distinto  tecnicismo  del  Código,  no  cabe  duda  que 
éste  se  refiere  á las  siguientes  situaciones: 
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1. a  Promesa  unilateral  de  venta  aceptada  y en  la  qu'e  el 
aceptante  resuelve  hacer  la  compra. 

2. a  Promesa  unilateral  de  compra  aceptada  y en  la  que  el 
aceptante  resuelve  hacer  la  venta. 

3. a  Promesa  bilateral  de  compra  y venta,  recíprocamente 
aceptada,  y en  la  que  cualquiera  de  las  dos  partes  se  decide  por 
llevar  á cabo  el  contrato. 

En  los  países  donde  se  admite  el  criterio  legal  de  que  la 
transmisión  de  la  propiedad  se  verifica  por  el  mero  consen- 
timiento, se  ha  planteado  la  cuestión,  tratándose  de  la  promesa 
bilateral  de  compra  y venta  en  que  media  plazo,  de  averiguar 
cuál  es  el  momento  en  que  la  propiedad  debe  entenderse  trans- 
mitida, si  aquel  en  que  se  prestó  el  consentimiento,  ó aquel  otro 
en  que  el  plazo  se  cumple.  Para  nosotros  esta  cuestión  carece 
de  importancia,  puesto  que  el  Código,  como  repetidamente  te- 
nemos dicho,  no  admite  esa  teoría;  pero  en  cambio  surge  para 
algunos  otra  cuestión  análoga,  la  de  fijar  en  cuál  de  los  dos  mo 
mentos  citados  se  perfecciona  el  contrato. 

El  artículo  que  comentamos  responde  indirectamente  á esta 
pregunta,  pues  si  desde  que  hay  conformidad  en  la  cosa  y en  el 
precio  se  puede  reclamar  el  cumplimiento  del  contrato,  es  visto 
que  han  nacido  las  obligaciones,  y,  por  lo  tanto,  que  el  contrato 
ha  quedado  perfecto  desde  que  se  prestó  el  consentimiento,  ya 
que  el  estado  de  perfección  se  caracteriza  por  el  nacimiento  de 
las  obligaciones.  El  cumplimiento  del  plazo,  cuando  se  haya  es- 
tipulado, afectará  al  período  de  consumación,  pero  no  al  de  per- 
fección. 

Termina  el  artículo  que  comentamos,  afirmando  que  siempre 
que  no  pueda  cumplirse  la  promesa  de  compra  y venta,  regirá 
para  vendedor  y comprador,  según  los  casos,  lo  dispuesto  acerca 
de  las  obligaciones  y contratos  en  el  libro  4.°  del  Código. 

Este  precepto  es  consecuencia  necesaria  del  carácter  obliga- 
torio que  se  ha  dado  á la  promesa  en  el  párrafo  precedente  del 
mismo  artículo  y en  los  casos  que  hemos  expuesto.  Sin  él,  desde 
luego,  se  hubiera  acudido  en  la  práctica  á las  reglas  aplicables  á 
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que  el  Código  alude,  pero  no  está  demás  que  expi  osamenta  lo 
haya  dicho  para  evitar  torcidas  interpretaciones.  Lo  dispuesto 
en  el  lib.  4.°  acerca  de  las  obligaciones  y contratos  es  mucho  y de 
carácter  general.  Inútil  fuera  reproducirlo  aquí.  La  naturaleza 
de  la  causa  del  incumplimiento  de  la  promesa  dirá  en  cada  caso 
cuál  es  el  precepto  pertinente.  Dónde  está  el  dolo,  dónde  la 
culpa,  quién  dió  motivo  á la  pérdida  de  la  cosa,  quién  obró  de 
buena  fe  y quien  de  mala,  quién  aparece  como  acreedor  y quién 
como  deudor,  etc.;  el  examen  de  estos  datos  nos  servirá  de  guía 
que,  por  entre  la  doctrina  general  de  obligaciones  y contratos, 
nos  conduzca  á la  regla  aplicable  en  cada  caso  concreto. 

c)  Jurisprudencia. — Una  interesante  decisión  de  la  jurispru- 
dencia debemos  citar  para  concluir  el  comentario  de  este  ar- 
tículo. 

F.  prometió  ceder  á B.  determinadas  participaciones  mineras 
si  éste,  en  un  plazo  que  al  efecto  se  fijó,  le  entregaba  cierta  can- 
tidad, entendiéndose  nula  y sin  ningún  valor  la  promesa  de 
venta  si  B.  dejaba  transcurrir  el  plazo  sin  utilizar  su  derecho. 

Quiso  B.  utilizarlo,  pero  después  de  transcurrido  el  plazo 
marcado,  y á este  fin  demandó  á F.,  alegando,  entre  otros 
hechos,  que  tenía  liquidación  pendiente  con  él,  y fundándose 
en  el  art.  1450,  para  demostrar  que  la  venta  había  quedado 
perfecta,  y en  el  art.  1504,  que  dice  que  en  la  venta  de  inmue- 
bles, aun  cuando  se  hubiera  estipulado  que  por  falta  de  pago 
del  precio  en  el  tiempo  convenido,  tendrá  lugar,  de  pleno  dere- 
cho, la  resolución  del  contrato,  el  comprador  podrá  pagar,  aun 
después  de  expirado  el  término,  ínterin  no  haya  sido  requerido 
judicialmente  ó por  acta  notarial.  Hecho  el  requerimiento,  el 
juez  no  podrá  concederle  nuevo  término. 

Llevado  el  asunto  al  Tribunal  Supremo,  éste,  en  sentencia 
de  7 de  Octubre  de  1896,  declaró  no  haber  lugar  á las  preten- 
siones de  B.,  pues  al  acto  realizado  correspondía  la  calificación 
jurídica  de  promesa  de  cesión  condicional,  ya  que  condición  in- 
eludible era  la  de  entregar  la  cantidad  en  el  plazo  que  se  fijó. 
Por  otra  parte,  añade  la  sentencia,  no  tratándose  de  una  venta 
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sino  de  una  promesa,  no  es  de  aplicación  al  art.  1504  del 
Código. 

Códigos  extranjeros. — Concuerda  este  artículo  con  el  1589  del 
Código  francés;  1548  del  portugués,  y 2947  de  los  estados  de 
Baja  California  y Puebla  (Méjico). 

Véase  también  el  art.  1373  del  Proyecto  de  Código  civil  es- 
pañol de  1851. 


ARTÍCULO  1452 

El  daño  ó provecho  de  la  cosa  vendida,  después  de 
perfeccionado  el  contrato,  se  regulará  por  lo  dispuesto 
en  los  arts.  1096  y 1182. 

Esta  regla  se  aplicará  á la  venta  de  cosas  fungi- 
bles,  hecha  aisladamente  y por  un  solo  precio,  ó sin 
consideración  á su  peso,  número  ó medida. 

Si  las  cosas  fungibles  se  vendieren  por  un  precio 
fijado  con  relación  al  peso,  número  ó medida,  no  se 
imputará  el  riesgo  al  comprador  hasta  que  se  hayan 
pesado,  contado  ó medido,  á no  ser  que  éste  se  haya 
constituido  en  mora. 

A quién  pertenece  el  daño  ó provecho  de  la  cosa  vendida. — 
Es  corriente  al  llegar  á este  punto,  consultando  la  tradición 
romana,  invocar  el  principio  res  suo  domino  perit,  para  seguida- 
mente hacer  notar  las  excepciones  que  al  mismo  pueden  seña- 
larse. 

Da  algo  confusa  inteligencia  á primera  vista  el  artículo  que 
comentamos,  por  la  disposición  y redacción  de  sus  párrafos  y 
por  las  citas  que  á otros  artículos  hace,  lo  cual  impone  la  nece- 
sidad de  evacuarlas  para  tener  presente  de  una  vez  toda  la  doc- 
trina, nos  limitaremos  á presentar  ordenadamente  el  contenido 
del  precepto,  remitiéndonos  en  lo  demás  á lo  dicho  con  motivo 
de  otros  artículos  que  ya  han  sido  comentados. 

El  art.  1452  parte  del  supuesto  de  la  distinción  de  las  cosas 
en  fungibles  y no  fungibles,  y según  que  lo  vendido  pertenezca 
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á una  ú otra  clase,  somete  el  daño  ó provecho  que  haya  podido 

experimentar  á reglas  distintas. 

Conviene  ante  todo  tener  en  cuenta  que  este  daño  y este  pro- 
vecho están  determinados  por  una  condición  de  tiempo,  los  pre- 
ceptos que  vamos  á exponer  se  refieren  tan  solo  al  daño  ó pro- 
vecho que  la  cosa  vendida  experimenta  precisamente  desde  la  per- 
fección del  contrato  hasta  que  la  cosa  haya  sido  real  y efectiva- 
mente entregada,  pues  aunque  el  Código,  para  dar  á conocer  ese 
lapso  de  tiempo,  emplea  la  frase  de  «después  de  períeccionado 
el  contrato»,  es  para  nosotros  evidente  que  el  límite  de  ese  pe- 
ríodo no  puede  ser  otro  que  el  momento  de  la  eutrega  real  y 
efectiva,  que  es  el  que  determina  la  consumación. 

Hecha  esta  observación  previa,  pasemos  á exponer  el  conte- 
nido del  artículo. 

Comprende  este:  l.°,  una  regla  general  (párrafo  primero); 
2.°,  una  que  podemos  llamar  ampliación  de  la  regla  general  (pá- 
rrafo segundo),  y 3.°,  una  excepción  de  dicha  regla  (párrafo 
tercero). 

La  regla  general  se  refiere  en  primer  lugar  y principalmente 
á las  cosas  no  íungibles,  pues  aunque  el  Código  no  lo  dice  de  un 
modo  expreso,  es  ineludible  el  entenderlo  así,  ya  que  de  las  co- 
sas fungibles,  en  las  dos  formas  ó maneras  en  que  pueden  ser 
vendidas,  se  ocupan  los  dos  últimos  párrafos  del  artículo.  La  am- 
pliación de  la  regla  general  hace  relación  á las  cosas  fungibles 
cuya  venta  se  hace  aisladamente  y por  un  solo  precio,  ó sin  con- 
sideración á su  peso,  número  ó medida.  La  excepción  de  la  re- 
gla se  refiere  únicamente  á las  cosas  fungibles  que  se  venden 
por  un  precio  fijado  con  relación  al  peso,  número  ó medida. 

Simplificando  esta  manera  de  presentar  la  doctrina  que  el 
Código  emplea,  podemos  agruparla  en  dos  especies  de  preceptos: 
una,  que  rige  en  cuanto  á las  cosas  no  fuDgibles  y en  cuanto  á 
las  fungibles  cuya  venta  se  hace  aisladamente  y por  un  solo  pre- 
cio ó sin  consideración  á su  peso,  número  ó medida;  y otra,  que 
Be  refiere  únicamente  á las  cosas  fungibles  que  se  venden  por  un 
precio  fijado  con  relación  al  peso,  número  ó medida.  Es  decir» 
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que  las  cosas  no  fungibles  y las  fangibles  de  la  primera  clase 
que  acabamos  de  citar  tienen  la  misma  consideración  para  los 
efectos  de  que  tratamos. 

Primer  grupo.— Los  derechos  y obligaciones  que  integran  la 
relación  jurídica  en  los  casos  á que  se  refiere  el  primer  grupo  de 
preceptos,  son  los  siguientes,  según  el  artículo  que  comentamos: 

a)  Derecho  del  acreedor  para  compeler  al  deudor  á que  rea- 
lice la  entrega  de  la  cosa  (párrafo  primero  del  art.  1096). 

b)  Derecho  del  acreedor  á reclamar  indemnización  de  daños 
y perjuicios  por  causa  de  dolo,  negligencia,  morosidad  ó de  cual- 
quiera otra  contravención  al  tenor  de  la  obligación  pactada  (pá- 
rrafo primero  del  art.  1096  en  relación  con  el  art.  1101). 

c)  Obligación  del  deudor  de  soportar  los  casos  fortuitos 
cuando  se  constituye  en  mora,  ó se  halla  comprometido  á entre- 
gar una  misma  cosa  á dos  ó más  personas  diversas  (párrafo  ter- 
cero del  art.  1096). 

d ) Extinción  de  la  obligación  cuando  la  cosa  se  pierde  ó se 
destruye  sin  culpa  del  deudor  y antes  de  haberse  constituido  en 
mora  (art.  1182). 

Segundo  grupo  de  preceptos: 

a)  Derecho  del  acreedor  á pedir  que  se  cumpla  la  obligación 
á expensas  del  deudor  si  especiales  circunstancias  de  hecho,  da- 
dos los  términos  del  contrato,  no  impiden  esta  solución  (párrafo 
segundo  del  art.  1096). 

b ) Imputación  del  riesgo  al  vendedor  hasta  el  momento  en 
que  las  cosas  fungibles  objeto  de  la  venta  se  pesen,  cuenten  ó 
midan  (párrafo  tercero  del  art.  1452). 

Aun  cuando  el  Código  no  hace  alusión  á ellos  en  este  lugar, 
son  principios  que  deben  tenerse  en  cuenta  para  regular  el  daño 
ó provecho  de  la  cosa  vendida,  los  que  consignan  los  artículos 
1094  y 1095  del  Código,  que  dicen  que  el  obligado  á dar  alguna 
cosa  lo  está  también  á conservarla  con  la  diligencia  propia  de 
un  buen  padre  de  familia,  y que  el  acreedor  tiene  derecho  á los 
frutos  de  la  cosa  desde  que  nace  la  obligación  de  entregarla,  si 
bien  no  adquirirá  derecho  real  sobre  ella  hasta  qup  le  haya  sido 
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entregada.  Estos  dos  artículos  contienen  las  bases  de  las  cuales 
no  son  más  que  derivación  todas  las  aplicaciones  particulares 
que  hemos  consignado.  Conviene  no  olvidarlos  para  la  interpre- 
tación que  hayamos  de  dar  al  art.  1452  en  la  práctica,  aunque 
dicho  artículo  no  los  mencione,  porque,  si  no  los  menciona  en 
rigor,  parte  de  sus  principios. 

El  art.  1452  es  de  mera  referencia  á otros  que  ya  hemos  co- 
mentado: en  ellos  se  encontrará  expuesta  la  doctrina  y sus  mo- 
tivos: inútil  es  repetir  ahora  lo  dicho  en  otros  lugares. 

El  único  precepto  nuevo  que  contiene  es  el  del  párrafo  ter- 
cero, que  imputa  el  riesgo  al  vendedor  de  las  cosas  fungibles 
hasta  el  momento  en  que  se  pesen,  cuenten  ó midan,  cuando  la 
venta  se  ha  verificado  en  esta  forma.  Decimos  que  imputa  el 
riesgo  al  vendedor  hasta  ese  momento  porque,  si  al  comprador 
no  se  ha  de  imputar  sino  desde  ese  mismo  momento,  es  induda- 
ble que  mientras  tal  instante  no  llegue,  sólo  al  vendedor  puede 
en  justicia  hacerse  la  imputación.  EL  precepto  es  claro,  pues  ín- 
terin no  se  practique  la  med'ción,  peso  ó cuenta,  la  cosa  tiene, 
respecto  del  comprador,  caracteres  de  indeterminación  tales,  que 
no  permiten  afirmar  que  haya  podido  pasar  á su  patrimonio  ju- 
rídico. 

El  Código,  de  acuerdo  con  el  art.  1374  del  proyecto  de  1851, 
salva  al  final  del  párrafo  tercero  del  artículo  que  comentamos  el 
caso  de  que  el  comprador  se  haya  constituido  en  mora,  mora,  ac~ 
cipiendi.  Esta  excepción  es  justa.  En  vista  de  ella  se  puede  afir- 
mar que  en  la  compra  y venta  de  cosas  fungibles  por  un  precio 
fijado  con  relación  al  peso,  número  ó medida,  empieza  el  riesgo 
para  el  comprador  desde  el  momento  en  que  las  cesas  se  pesan, 
cuentan  ó miden,  ó en  que  el  mismo  comprador  se  constituye  en 
mora;  antes,  son  los  riesgos  del  vendedor. 

Con  motivo  del  art.  1452,  la  Real  orden  de  18  de  Febrero 
de  1905,  al  efecto  de  determinar  el  tipo  de  examen  por  impuesto 
de  derechos  reales,  aplicable  á determinado  contrato,  marca  la 
distinción  que  debe  establecerse  entre  la  compra  y el  arrenda- 
miento, cuando  en  la  práctica  se  presentan  enlazadas  las  ideas 
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de  prestación  de  servicios  y entrega  de  objetos  por  precio  cier- 
to. Tratábase  de  un  contrato  de  obras  y suministro,  por  el  que 
determinada  Sociedad  se  comprometió  á entregar  á la  Fábrica 
de  armas  de  Toledo,  mediante  cierto  precio,  discos  de  latón  para 
vainas  de  cartuchos,  y copas  de  acero  niquelado,  objetos  con- 
feccionados según  número  y medida.  He  aquí  el  contenido  de  la 
citada  Real  orden,  que  transcribimos  porque  marca  con  claridad 
en  ciertos  contratos  de  dudosa  naturaleza  jurídica,  cuándo  de- 
ben considerarse  como  arrendamiento  y cuándo. como  compra. 

«La  calificación  de  los  contratos  de  obras  y de  suministros 
ha  ofrecido  y ofrece  en  la  práctica  verdaderas  dudas,  por  efecto 
de  la  analogía  que  aparentemente  existe  en  algunos  casos,  entre 
el  arrendamiento  de  obra  y servicios  personales  y la  compra- 
venta de  bienes  muebles,  con  prestación  ó no  de  servicios  per- 
sonales». 

«El  contrato  de  arrendamiento,  cualquiera  que  sea  su  forma, 
constituye  una  asociación  del  trabajo  con  el  capital,  de  modo 
que  éste,  representado  por  el  arrendador,  posea  alguna  cosa 
preexistente  sobre  la  cual  aquél  se  ejercite  ó incorpore» 

«En  cambio,  en  el  contrato  de  suministro,  término  adminis- 
trativo con  que  se  designa  la  venta  de  cierta  clase  de  bienes 
muebles,  per  peso,  número  ó medida,  á que  hace  referencia  el 
art.  1452  del  Código  civil,  existe  una  enajenación  completa  de 
la  cosa  y del  trabajo  unido  á ella,  realizada  por  el  contratista 
á favor  del  adquirente,  que  da  por  todo  un  precio  cierto»,  pero 
sin  que  medie  ninguna  cosa  preexistente  de  la  propiedad  de  ese 
adquirente,  sobre  la  cual  venga  á ejercitarse  el  trabajo  del  que 
transfiere. 

Códigos  extranjeros. — Artículos  446,  447  y 450  del  Código  del 
Imperio  alemán;  1419,  1420  y 1421  del  de  Venezuela;  1064, 
1065  y 1066  del  de  Austria;  1643,  i 644  y 1645  del  de  Uruguay; 
1339,  1340,  1 341  y 1342  del  argentino;  2952  de  Baja  California 
y Puebla  (Méjico);  1584,  1585  y 1586  del  francés;  1449,  1450  y 
1451  del  italiano;  1550  del  portugués,  y 1807  del  chileno. 
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ARTÍCULO  1453 

La  venta  hecha  á calidad  de  ensayo  ó prueba  de  la 
cosa  vendida,  y la  venta  de  las  cosas  que  es  costumbre 
gustar  ó probar  antes  de  recibirlas,  se  presumirán  he- 
chas siempre  bajo  condición  suspensiva. 

Venia  á calidad  de  ensayo  ó prueba  de  la  cosa. — El  precepto  del 
presente  art.  1453,  que  concuerda  en  un  todo  con  el  1375  del 
proyecto  de  1851,  en  su  aparente  simplicidad,  alude  á dos  su- 
puestos distintos,  para  los  cuales  la  solución  es  diferente. 

No  es  lo  mismo  la  venta  hecha  á calidad  de  ensayo  ó prueba, 
que  la  de  aquellas  cosas  que  es  costumbre  gustar  ó probar  antes 
de  recibirlas.  Ambas,  según  el  Código,  tienen  la  misma  consi- 
deración, la  de  ser  ventas  condicionales  en  las  que  ha  mediado 
condición  de  influencia  suspensiva.  La  intención  de  las  partes 
y la  obligación  impuesta  por  las  mismas  en  cada  uno  de  esos 
supuestos,  no  pueden,  sin  embargo,  asimilarse. 

La  diferencia  profunda  y radical  que  existe  es  la  siguiente: 
Vendida  una  cosa  á calidad  de  ensayo  ó prueba,  para  ver  si  en 
ella  concurren  las  circunstancias  que  las  partes  suponen,  en  el 
caso  de  que  realmente  esas  circunstancias  se  den,  no  es  dueño 
el  comprador  de  apartarse  ó no  apartarse  del  contrato.  Tiene 
forzosamente  que  llevarlo  á cabo,  ó satisfacer  la  correspondiente 
indemnización  en  que  su  obligación,  por  incumplimiento,  se  re- 
suelve. Si  hecho  el  ensayo  ó practicada  la  prueba  particular- 
mente por  el  comprador,  éste  afirmase  que  su  resultado  no  llena 
los  requisitos  presupuestos,  y que,  por  consiguiente,  no  está 
obligado  á comprar,  el  vendedor  puede  muy  bien  acudir  á los 
centros  oficiales  donde  esos  ensayos  se  hacen,  para  demostrar 
al  comprador  que  la  condición  se  ha  cumplido,  y que,  por  lo 
tanto,  viene  obligado  á realizar  la  compra. 

Ejemplo  de  esta  clase  de  compra  y venta  lo  ofrece  á diario 
la  industria  minera:  los  minerales,  raro  es  el  caso  en  que  no  se 
venden  á calidad  de  ensayo;  han  de  tener  determinada  ley;  los 
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mineros,  comprador  y vendedor,  toman  sus  muestras,  practican 
los  ensayos,  y para  evitar  contestaciones,  acostumbran  á esti- 
pular en  sus  contratos,  caso  de  no  conformidad  en  los  ensayos 
por  ellos  llevados  á cabo,  la  sumisión  al  dictamen  de  la  Escue 
la  de  Minas,  ó de  cualquiera  otra  autoridad  reconocida.  Si 
este  dictamen  afirma  que  los  minerales  tienen  la  ley  que  debían 
tener  para  que  la  compra  y venta  se  efectuase,  según  los  térmi- 
nos pactados,  el  contrato  es  perfectamente  obligatorio,  la  con- 
dición se  ha  cumplido  y á nadie  se  le  puede  ocurrir  el  sostener, 
dados  estos  hechos,  que  el  comprador  puede  arbitrariamente 
rechazar  la  compra,  bajo  el  pretexto  de  que  le  agrade  ó no,  le 
convenga  ó no  le  convenga  la  mercancía  para  sus  fines  parti- 
culares. 

En  este  caso,  es  decir,  en  el  de  la  venta  hecha  á calidad  de 
ensayo  ó prueba,  se  perciben  con  toda  claridad  los  motivos  que 
el  Código  ha  tenido  en  cuenta  para  presumirla  hecha  con  con- 
dición suspensiva.  Es  una  realidad  la  existencia  de  la  condición, 
es  lícita,  es  posible,  no  depende  su  cumplimiento  exclusiva 
mente  de  la  voluntad  de  una  de  las  partes  y su  influencia  sus- 
pensiva es  evidente. 

í ‘ Frente  á este  caso  consideremos,  por  el  contrario,  uno  de 
venta  de  cosas  que  es  costumbre  gustar  ó probar  antes  de  reci 
birlas.  Supongamos,  por  ejemplo,  que  A.  vende  á B.  un  caballo, 
siempre  que  éste,  después  de  montarlo  durante  una  semana, 
encuentre  que  le  agrada;  supongamos  un  caso  de  venta  de  vinos 
ó de  aceite,  lo  mismo  da. 

¿Podrá  el  vendedor  obligar  al  comprador  á realizar  la  com  • 
pra,  acudiendo,  al  electo,  al  dictamen  de  peritos  para  demostrar 
que  el  juicio  que  de  la  cosa  ha  formado  después  de  gustarla  ó 
probarla  es  inexacto?  ¿Habrá  términos  hábiles  para  que  le  pueda 
convencer?  ¿Fué  realmente  la  intención  de  las  partes  el  que  se 
llegara  á tales  procedimientos,  ó,  por  el  contrario,  quedó  todo  á 
la  mera  voluntad  del  comprador? 

Si  atentamente  se  examina  esta  situación  jurídica,  veremos 
que  los  casos  expuestos,  más  que  de  venta,  son  de  promesa 
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unilateral  de  venta.  El  presunto  comprador  á nada  se  obliga; 
con  decir  que  el  objeto  de  la  venta  no  le  agrada  está  todo  con- 
cluido. Su  obligación  no"  puede  resolverse  en  indemnizar  daños 
y perjuicios  sencillamente,  porque  esa  obligación  no  existe.  Su 
obligación  nacerá  cuando,  después  de  gustada  ó probada  la 
cosa,  encuentre  que  le  conviene  y así  se  lo  manifieste  al  ven- 
dedor. 

Véase  qué  distinta  es  la  relación  jurídica  que  se  crea  por 
la  ventas  hechas  á calidad  de  ensayo  ó prueba,  y la  que  nace 
de  los  de  aquellas  cosas  que  es  costumbre  gustar  ó probar  antes 
de  recibirlas. 

A estos  dos  supuestos  diferentes  se  refiere  el  artículo  que 
comentamos;  conviene  no  olvidarlo,  cualquiera  que  sea  la  analo- 
gía que  el  Código  haya  encontrado  entre  ellos. 

Quizás  hubiera  sido  mejor  modelo  que  el  proyecto  de  1851 
el  código  de  Napoleón.  Este  texto  legal  dedica  á la  materia  de 
que  es  objeto  el  artículo  á que  venimos  refiriéndonos,  dos  ar- 
tículos distintos,  el  1587  y el  1588.  Dice  el  primero  de  ellos,  en 
sustancia,  que  en  cuanto  al  vino,  al  aceite  y á las  demás  cosas, 
que  es  uso  gustar  antes  de  hacer  la  compra,  no  hay  venta  hasta 
tanto  que  el  comprador  no  las  haya  gustado  y aceptado,  y afir- 
ma el  segundo,  que  la  venta  hecha  á calidad  de  ensayo  se  pre- 
sume siempre  bajo  condición  suspensiva.  El  código  de  Napoleón, 
como  se  ve,  distingue  los  dos  supuestos  que  la  realidad  puede 
ofrecer,  y otorga  á cada  uno  la  consideración  que  merece. 

No  se  entienda,  sin  embargo,  que  el  art.  1453  impide  el  que 
esa  distinción  se  haga  en  la  práctica,  aunque  asimile  los  dos 
casos  en  el  respecto  de  estimar  que  media  en  ambos  condición 
suspensiva,  pues  aparte  de  esta  asimilación,  los  menciona  como 
diferentes,  según  ya  hemos  indicado. 

En  cuanto  á la  venta  de  cosas  que  es  costumbre  gustar  ó 
probar,  debemos  llamar  la  atención  acerca  de  la  frase  «antes 
de  recibirlas»,  pues  si  dadas  las  circunstancias  del  caso*  se  es* 
timáse  que  las  cosas  estaban  ya  recibidas,  no  sería  admisible  la 
pretensión  del  comprador  que  con  posterioridad  á dicho  recibo 
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quisiera,  alegando  que  se  trata  de  cosas  que  es  costumbre  gus- 
tar ó probar,  verificar  entonces  esas  operaciones  para  rescindir 
ó no  el  contrato  en  vista  de  lo  que  de  ellas  resultase.  El  recibo 
de  la  cosa,  naturalmente,  sin  reservas,  implica  li  renuncia  del 
derecho  á gustarla  ó probarla,  aunque  la  cosa  sea  de  aquellas 
con  las  cuales  es  costumbre  hacerlo. 

Nos  parece  punto  fuera  de  toda  duda  que  las  cuestiones  que 
puedan  surgir  acerca  de  si  es  ó no  costumbre  que  tal  ó cual  cosa 
sea  ó no  gustada  ó probada  antes  de  ser  recibida  por  el  compra 
dor,  deben  resolverse  con  arreglo  á la  costumbre  del  lugar  del 
contrato.  Este  criterio  concuerda  con  el  que  á otros  fines,  que  no 
dejan  de  tener  muchos  elementos  de  analogía  con  el  que  nos  ocu- 
pa, establece  el  art.  6.°  del  Código  al  ordenar  que  los  tribunales, 
cuando  no  haya  ley  exactamente  aplicable  al  punto  controverti- 
do, aplicarán  la  costumbre  del  lugar  y,  en  su  defecto,  los  prin- 
cipios generales  del  derecho. 

Asimismo  creemos  que  no  deja  de  tener  interés  el  examinar 
qué  clase  de  presunción  es  la  que  establece  el  art.  1453  al  ha- 
blar de  la  condición  suspensiva.  ¿Se  trata  de  una  presunción  ju 
ris  et  de  jure,  ó de  una  presunción  juris  tantmft  Para  contestar  á 
esta  pregunta  conviene  hacer  una  distinción,  que  revela  una  vez 
más  la  diferencia  de  supuestos  que  contiene  el  artículo  que  estu- 
diamos. En  las  ventas  hechas  á calidad  de  ensayo  ó prueba,  por 
el  mero  hecho  de  verificarse  á lal  calidad , la  presunción  es  juris  et 
de  jure:  la  admisión  de  prueba  en  contrario  implicaría  el  ir  contra 
lo  que  manifiesta  y paladinamente  ha  sido  la  intención  de  las  par- 
tes. Pero  si  esta  conclusión  es  muy  clara,  no  es  menos  evidente 
que  cabe  la  posibilidad,  que  de  hecho  se  da  no  pocas  veces  en  la 
práctica,  de  que,  por  circunstancias  particulares  y personales  de 
los  contratantes,  se  vendan  cosas  que  es  costumbre  gustar  ó pro- 
bar, sin  que  entre  en  el  propósito  ni  en  la  intención  de  las  par- 
tes, instituir  esa  condición,  sino  el  llevar  á cabo  lisa  y llana- 
mente una  compra  y venta  de  carácter  puro.  Pues  bien;  ocu- 
rriendo esto  y demostrándose  con  prueba  suficiente  que  la  venta 
se  hizo  en  firme  y sin  condición,  así  debe,  en  nuestro  juicio  eeti- 
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marse  por  los  tribunales,  sin  que  para  ello  sea  obstáculo  la  pre- 
sunción legal. 

Por  último,  no  terminaremos  el  comentario  de  este  artículo 
sin  hacer  expresa  alusión  al  1122,  en  donde  pueden  verse  loa 
preceptos  aplicables  á los  casos  de  mejora,  pérdida  ó deterioro 
de  la  cosa,  pendiente  la  condición  pues  si  las  ventas  de  que 
nos  hemos  ocupado  se  presumen  hechas  bajo  condición  suspen- 
siva, es  ineludible  la  aplicación  de  las  reglas  que  el  citado  ar- 
tículo 1122  contiene. 

Códigos  extranjeros . — Artículos  3 587  y 1588  del  código  fran- 
cés; 1452  y 1453  del  italiano;  1551  del  portugués;  2953  del  de 
los  estados  de¡:  Baja  California  y Puebla  (Méjico);  1336,  1337  y 
1338  del  argentino;  1646  del  uruguayo;  1080,  1081  y 1082  del 
austríaco;  1422  y 1423  del  de  Venezuela,  y 494,  495  y 496  del 
código  del  Imperio  alemán. 

ARTÍCULO  1454 

Si  hubiesen  mediado  arras  ó señal  en  el  contrato  de 
compra  y venta,  podrá  rescindirse  el  contrato  allanán- 
dose el  comprador  á perderlas,  ó el  vendedor  á devol- 
verlas duplicadas. 

Efectos  de  las  arras  ó señal  en  la  compra  y venta. — Notoria  es 
la  innovación  introducida  por  este  artículo.  Venían  distinguién- 
dose hasta  la  publicación  del  Código  dos  clases  de  arras  ó se  • 
ñal,  distinción  qué  arrancaba  del  precepto  expreso  de  la  ley  7.a 
del  título  5.°  de  la  Partida  5.a,  que  dice  así:  «Señal  dan  los 
omes  vnos  a otros  en  las  compras,  e acaesce  después  que 
se  arrepiente  alguno.  E por  ende  dezimos,  qué  si  el  compra- 
dor se  arrepiente,  después  que  da  señal,  que  la  deue  perder. 
Mas  si  el  vendedor'se  arrepiente,  después  deue  tornar  la  señal 
doblada  al  comprador,  e non  valdra  después  la  uendida.  Pero 
si  quando  el  comprador  dio  la  señal,  dixo  assi:  que  la  daua 
por  señal,  e por  parte  del  precio,  o por  otorgamiento,  estonce 
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non  se  puede  arrepentir  ninguno  dellos,  ni  desíazer  la  vendida 
que  non  vala.» 

Deducíase  de  esta  ley  que  las  arras  podían  intervenir  en  el 
contrato  de  compra  y venta,  bien  como  cláusula  penal,  ó bien 

como  signo  ostensible  de  la  perfección  del  contrato,  que  era  cuan 

* 

do  propiamente  le  cuadraba  el  nombre  de  señal.  Los  efectos  eran 
diferentes  según  la  ley  de  Partidas  citada:  en  el  primer  caso,  el 
cumplimiento  ó incumplimiento  del  contrato  era  potestativo  en 
las  partes,  si  bien  la  culpable  de  que  no  se  llevase  á cabo  que- 
daba sujeta  á la  cláusula  penal  que  prescribía  que  el  comprador 
perdiese  las  arras,  ó que  el  vendedor  las  devolviera  duplicadas, 
según  los  supuestos.  En  el  segundo  caso,  las  partes  no  eran  ya 
dueñas  de  cumplir  ó no  cumplir  el  contrato,  sino  que  jurídica- 
mente venían  obligadas  á su  realización.  En  el  primer  caso,  la 
compra  y venta  no  quedaba  perfecta  con  la  entrega  de  las  arras, 
y por  lo  tanto,  no  habiéndose  llegado  al  momento  de  la  perfec- 
ción, no  podían  nacer  las  obligaciones  propias  de  ellas,  sino  úni- 
camente las  derivadas  de  la  cláusula  penal;  en  el  segundo,  el 
contrato  estaba  tan  absolutamente  perfecto,  que  la  intención  de 
las  partes  al  entregar  la  señal  no  era  otra  que  instituir  un  signo 
material  y ostensible  de  esa  perfección  que  pudiese  servir  de 
prueba  de  la  misma. 

Fundándose  en  esta  doble  naturaleza  de  las  arras,  presume 
muv  discretamente  el  Sr.  Sánchez  Iíomán  (1)  discurriendo  acer- 
ca del  estado  legal  anterior  al  Código,  que  para  que  la  entrega 
de  algunas  cantidades  que  no  sean  el  total  del  precio,  por  parto 
del  comprador  al  vendedor,  antes  de  la  consumación  de  la  com- 
pra y venta,  se  repute  arras  de  la  primera  clase,  ó sea  de  las  que 
permiten  el  arrepentimiento  de  alguno  de  los  contratantes,  me- 
diante la  pérdida  de  las  arras,  es  indispensable  que  así  resulte 
expresamente  estipulado.  Cuando  no  hay  estipulación  expresa 
sobre  este  punto — añade — , la  mediación  de  arra.s  siempre  se 
-oresume  que  interviene  en  el  simple  concepto  de  parte  de  pie- 
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ció  anticipado  y señal  de  seguridad  de  que  la  compra  y venta  es 
firme,  y no  pueden  desistir  de  ella  ninguno  de  los  contratantes 
por  mero  arrepentimiento  individual  de  cualquiera  de  los  dos. 

Pues  bien,  toda  esta  doctrina  debe  entenderse  derogada  des- 
pués del  artículo  que  comentamos. 

El  art.  1454  dice  que  si  hubiesen  mediado  arras  ó señal — sin 
distinguir  las  dos  clases  que  admitía  nuestro  antiguo  derecho— 
en  el  contrato  de  compra  y venta,  podrá  rescindirse  el  contrate 
allanándose  el  comprador  á perderlas  ó el  vendedor  á devolver- 
las duplicadas. 

Es  inútil,  por  consiguiente,  después  de  tal  precepto  el  for 
mular  la  distinción  del  derecho  antiguo.  B ista  que  hayan  me- 
diado arras  ó señal  para  que  el  contrato  sea  rescindible  á volun- 
tad de  cualquiera  de  las  dos  partes,  si  bien  bajo  la  sanción  que 
el  mismo  precepto  establece. 

¿Implica  esta  reforma  una  mejora  en  nuestro  derecho  positi- 
vo? ¿Acusa,  por  el  contrario,  una  imperfección? 

Mirada  la  cuestión  desde  el  punto  de  vista  de  la  libertad  ci- 
vil, que  siempre  propendemos  á defender,  no  es  ciertamente 
plausible  la  reforma  del  Código.  Parécenos  que  lleva  consigo 
una  limitación  á la  libertad  individual,  que  en  materia  de  con- 
tratación debe  ser  soberana  en  todo  lo  que  no  afecte  al  llamado 
derecho  necesario;  y atentamente  examinada  la  naturaleza  del 
precepto,  no  se  nos  alcanza  que,  respetando  la  libertad  de  las 
partes  para  establecer  la  clase  de  arras  del  derecho  antiguo  que 
más  estimen  convenir  al  acto,  ee  invada  la  esfera  de  ese  derecho 
necesario;  antes  por  el  contrario,  se  afirma  y se  respeta  la  del 
derecho  voluntario,  lo  cual,  al  cabo,  es  función  propia  del  dere- 
cho civil. 

Cabe,  sin  embargo,  dar  una  cierta  amplitud  en  su  aplicación 
al  art.  1454,  ó mejor  dicho,  es  preciso  darle  esa  amplitud  en 
provecho  de  la  firmeza  y seguridad  de  los  contratos,  que  tanto 
importa  para  el  buen  desarrollo  de  las  relaciones  sociales. 

Fijémonos,  al  efecto,  en  este  ejemplo: 

Juan  vende  á Pedro  una  cosa,  y Pedro  entrega  á Juan  parte 
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del  precio  de  momento.  La  intención  de  ambos  ha  sido  la  de 
dejar  perfecto  el  contrato;  así  lo  han  entendido  los  dos  y asi  se 
ha  dado  el  acto  jurídico  en  su  conciencia;  entonces  no  pensaron 
en  rescisiones  voluntarias.  Pero  después,  una  de  las  partes,  con 
notoria  mala  fe,  quiere  rescindir  la  compra  y venta,  fundándose 
en  el  artículo  1454.  ¿No  hay  defensa  contra  esta  conducta?  ¿No 
puede  prevenirse  ese  riesgo  tomando  las  debidas  precauciones 
en  el  momento  en  que  se  contrata? 

Entendemos  que  sí.  Pensamos,  en  primer  lugar,  que  la  en- 
trega de  parte  del  precio  no  debe  presumirse  que  constituye 
arras  si  no  se  demuestra  que  tal  fué  la  intención  de  las  partes: 
y en  segundo,  que  el  precepto  del  art.  1454  es  renunciable, 
pues  su  renuncia  no  va  contra  el  interés  ni  el  orden  público,  ni 
en  perjuicio  de  tercero. 

Por  lo  tanto,  la  parte  que  quiera  precaverse  contra  los  ries 
gos  de  posibles  acciones  rescisorias  en  las  compras  y ventas  en 
que  medien  arras  ó señal,  debe  exigir,  en  el  momento  en  que 
contrata,  la  recíproca  renuncia  del  derecho  á rescindir  el  con- 
trato que  concede  el  art.  1 454,  ó hacer  constar  con  toda  claridad 
que  la  parte  de  precio  entregada  no  tiene  el  carácter  de  arras  ó 
señal,  sino  que  significa  tan  sólo  que  el  período  de  consumación 
del  contrato  ha  empezado  ya. 

La  jurisprudencia  anterior  al  Código  había  declarado  que 
cuando  el  vendedor  hace  imposible  por  su  culpa  el  cumplimiento 
del  contrato  de  venta,  tiene  que  devolver  la  señal  que  recibiese 
del  comprador,  sin  que  la  sentencia  que  á ello  le  condena  in 
írinja  la  ley  38,  tít.  5.°,  de  la  Partida  5.a  (Sentencia  del  Tribu 
nal  Supremo  de  27  de  Junio  de  1867.) 

CóLigos  extranjeros.  — Art.  1626  del  Código  del  Uruguay, 
2948  y 2V49  del  de  los  estados  de  Baja  California  y Puebla  (Mé- 
jico); 1590  del  francés,  y 1803,  1804  y 1805  del  de  Chile.  Véase 
también  el  art.  1 3 T 6 del  proyecto  de  Código  español  de  1851. 
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ARTÍCULO  1455 

Los  gastos  de  otorgamiento  de  escritura  serán  de 
cuenta  del  vendedor,  y los  de  la  primera  copia  y los 
demás  posteriores  á la  venta  serán  de  cuenta  del  com- 
prador, salvo  pacto  en  contrario. 

A pocas  consideraciones  se  presta  este  artículo:  su  precepto 
e í bastante  claro.  Ya  saben  los  contratantes  que,  si  nada  en  con- 
trario de  un  modo  expreso  establecen,  los  gastos  del  otorgamien- 
t > de  la  escritura,  es  decir,  de  la  matriz,  serán  de  cuenta  del 
vendedor,  y los  de  la  primera  copia  y los  demás  posteriores,  del 
comprador. 

La  primera  copia  á que  el  artículo  alude  es  la  que  tiene  de- 
recho á sacar  el  comprador,  que  es  á quien  más  interesa  acre- 
ditar la  existencia  del  contrato.  Si  interesa  al  vendedor  tener 
otra  copia  fehaciente,  serán  de  su  cuenta  los  gastos  de  la  misma, 
pues  no  sería  justo  que  los  pagase  el  comprador,  ni  le  impone  la 
ley  tal  obligación,  salvo  siempre  pacto  en  contrario. 

Debe  advertirse,  también,  que  la  transcendencia  de  la  liber- 
tad de  pactar  en  contrario  de  lo  que  el  art.  1455  establece,  está 
limitada  en  sus  efectos  á las  relaciones  entre  las  partes,  por  lo 
menos  en  lo  que  al  impuesto  de  Derechos  reales  afecta,  pues  se- 
gún el  art.  32  del  reglamento  del  mismo,  dicho  impuesto  se  sa- 
tisfará, por  regla  general,  por  el  que  adquiera  ó recobre  el  dere- 
cho gravado  ó por  aquél  á cuyo  favor  se  reconozcan,  transmi- 
tan, declaren  ó adjudiquen  los  bienes,  créditos  ó derechos,, 
cualquiera  que  sean  las  estipulaciones  que  en  contrario  establez- 
can las  partes  contratantes.  Las  excepciones  de  este  precepto 
¡-e  encuentran  en  el  art.  33  del  reglamento  citado,  al  cual  nos 
remitimos. 

La  frase  «los  demás  posteriores  á la  venta  serán  de  cuenta 
del  comprador»,  expresa  bien  el  pensamiento,  pues  lo  posterior 
a la  venta  queda  ya  fuera  de  ella  por  completo,  no  es,  en  rigor, 
del  contrato,  sino  que  se  refiere  al  ejercicio  de  los  derechos  que- 
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el  comprador  ha  adquirido  en  virtud  de  la  compra  realizada,  y 
es  claro  que  los  gastos  que  motive  por  él  han  de  ser  sufragados. 

Códigos  extranjeros . — Art.  1425  del  Código  de  Venezuela, 
1634  del  de  Uruguay,  2954  del  de  los  estados  de  Baja  Califor- 
nia y Puebla  (Méjico),  1593  del  francés,  1455  del  italiano,  1552 
del  portugués  y 1806  del  chileno. 

También  concuerda  con  el  art.  1377  del  proyecto  de  Código 
español  de  1851. 


ARTICULO  1456 

La  enajenación  forzosa  por  cansa  de  utilidad  pública 
se  regirá  por  lo  que  establezcan  las  leyes  especiales. 

Enajenación  forzosa. — El  Código,  en  los  arts.  348  y 349,  sienta 
iás  bases  del  principio  de  la  expropiación  forzosa  al  afirmar  que 
los  derechos  del  propietario  tienen  limitaciones  establecidas  por 
las  leyes,  y más  concretamente  al  decir,  que  nadie  podrá  ser 
privado  de  su  propiedad  sino  por  autoridad  competente  y por 
causa  justificada  de  utilidad  pública,  previa  siempre  la  corres- 
pondiente indemnización,  imponiendo  á los  jueces  la  obligación 
de  amparar  y,  en  su  caso,  reintegrar  en  la  posesión  al  expro- 
piado si  no  precediese  dicho  requisito  de  la  indemnización.  Este 
derecho  individual  está  también  consignado  en  el  art.  10  de  la 
C mstitución  de  la  Monarquía  española. 

La  materia  de  enajenación  forzosa  está  regida  por  leyes  es- 
peciales, de  las  que  no  nos  vamos  á ocupar  ahora  porque  hemos 
dado  idea  de  ellas  en  el  comentario  al  art.  349.  A lo  allí  ex- 
puesto conviene  añadir  que  la  ley  vigente  de  10  de  Enero 
de  1879  ha  sido  modificada  esencialmente  en  su  art.  29  por  la 
de  20  de  Julio  de  1904,  dando  reglas  para  la  tasación  de  los  te 
rrenos  que  hayan  de  ser  expropiados.  También  conviene  tener 
presentes,  en  su  caso,  las  modificaciones  introducidas  en  aqué 
lia  por  la  ley  de  26  de  Julio  de  1892,  relativa  á los  ensanches 
de  Madrid  y Barcelona,  y por  la  de  18  de  Marzo  de  1895,  por 
la  que  se  dictan  reglas  para  la  expropiación  de  terrenos  que  sean 
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necesarios  para  obras  de  saneamiento  ó mejora  inteiior  de  las 
poblaciones  que  cuenten  30.000  ó más  almas.  Esto,  además  de 
algunas  reales  órdenes  para  la  inteligencia  y cumplimiento  de  la 
ley  y reglamento. 

El  art.  1456  á que  ahora  nos  referimos  se  limita  á consagrar 
la  vigencia  de  esas  leyes  especiales,  á fin  de  C[ue  no  se  pueda 
entender  que  el  Código  ha  venido  á modificarlas.  Claro  es  qua 
aludo,  no  solamente  á las  que  estaban  en  vigor  cuando  el  Código 
se  publicó,  sino  también  á las  que  se  dicten  en  lo  sucesivo  sobre 
la  materia  de  enajenación  forzosa. 

Conviene,  por  último,  tener  en  cuenta  que,  según  el  art.  16 
del  Código,  en  las  materias  que  se  rijan  por  leyes  especiales,  la  , 
deficiencia  de  éstas  se  suplirá  por  las  disposiciones  del  mismo 
Código. 


CAPÍTULO  II 

De  la  capacidad  para  comprar  ó vender 


ARTÍCULO  1457 

Podrán  celebrar  el  contrato  de  compra  y venta  to- 
das las  personas  á quienes  este  Código  autoriza  para 
obligarse,  salvo  las  modificaciones  contenidas  en  los 
artículos  siguientes. 

artículo  1458 

El  marido  y la  mujer  no  podrán  venderse  bienes  re- 
cíprocamente, sino  cuando  se  hubiese  pactado  la  sepa- 
ración de  bienes,  ó cuando  hubiera  separación  judicial 
de  los  mismos  bienes,  autorizada  con  arreglo  al  capí- 
tulo 6.°,  título  3.°  de  este  libro. 
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AETÍOÜLO  1459 

No  podrán  adquirir  por  compra,  aunque  sea  en  su- 
basta pública  ó judicial,  por  sí  ni  por  persona  alguna 
intermedia: 

1. °  El  tutor  ó protutor,  los  bienes  de  la  persona  6 
personas  que  estén  bajo  su  tutela. 

2. °  Los  mandatarios,  los  bienes  de  cuya  adminis- 
tración ó enajenación  estuviesen  encargados. 

3. °  Los  albaceas,  los  bienes  confiados  á su  cargo. 

4. °  Los  empleados  públicos,  los  bienes  del  Estado, 
de  los  Municipios,  de  los  pueblos  y de  los  estableci- 
mientos también  públicos,  de  cuya  administración  es- 
tuviesen encargados. 

Esta  disposición  regirá  para  los  Jueces  y peritos  que 
de  cualquier  modo  intervinieren  en  la  venta. 

5. °  Los  Magistrados,  Jueces,  individuos  del  Minis- 
terio fiscal,  Secretarios  de  Tribunales  y Juzgados  y 
Oficiales  de  justicia,  los  bienes  y derechos  que  estuvie- 
sen en  litigio  ante  el  Tribunal,  en  cuya  jurisdicción  ó 
territorio  ejercieran  sus  respectivas  funciones,  exten- 
diéndose esta  prohibición  al  acto  de  adquirir  por  ce- 
sión. 

Se  exceptuará  de  esta  regla  el  caso  en  que  se  trate 
de  acciones  hereditarias  entre  coherederos,  ó de  cesión 
en  pago  de  créditos,  ó de  garantía  de  los  bienes  que 
posean. 

La  prohibición  contenida  en  este  núm.  5.°  compren- 
derá á los  Abogados  y Procuradores  respecto  á los  bie- 
nes y derechos  que  fueren  objeto  de  un  litigio  en  que 
intervengan  por  su  profesión  y oficio. 

I.  Capacidad  para  comprar  6 vender. — Dastinado  el  capítulo  2.° 
de  este  título  á reglamentar  la  capacidad  para  comprar  6 ven- 
der, comienza  el  art.  1457  por  sentar  la  regla  general.  Tienen 
capacidad,  según  dicho  artículo,  todas  las  personas  que  pueden 
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legalmente  obligarse,  salvo  las  modificaciones  que  después  se 
expresarán. 

De  esta'manera  de  enumerar  la  regla  y de  su  relación  con 
los  artículos  siguientes  se  deducen  lógicamente  las  siguientes 
consecuencias:  l.\No  hay  más  incapacidades  que  las  que  la  ley 
expresamente  determina,  las  cuales  no  pueden  ser  ampliadas  á 
otros  casos  ó supuestos  en  virtud  de  una  interpretación  exten- 
siva que  pugnaría  con  la  naturaleza  del  precepto.  2.a  Es  regla 
general  que  todo  aquel  que  puede  obligarse  tiene  capacidad  para 
comprar  ó vender.  3.a  Esta  regla  general  tiene  excepciones. 
4.a  La  incapacidad  para  comprar  ó vender  puede  ser  absoluta  ó 
relativa.  S.^Es  absoluta  la  que  concurre  en  aquellas  personas 
que  no  pueden'obligarse.  6.a  La  incapacidad  relativa  puede 
serlo  con  respecto  á ciertas  personas  ó con  respecto  á ciertos 
bienes. 

Antes  de  estudiar  cada  una  de  las  incapacidades  relativas, 
indicaremos  en  cuanto  á la  absoluta  el  principio  de  que  arranca, 
según  el  Código,  para  dejar  consignada  la  oportuna  referencia 
á los  lugares  á donde  es  menester  acudir  en  cada  caso  concreto 
para  hallar  el  precepto  aplicable. 

El  nacimiento  determina  la  personalidad  de  las  llamadas  per- 
sonas naturales;  la  muerte  determina  su  extinción:  éstos  son  los 
dos  límites  de  la  vida  jurídica  del  individuo,  según  los  arts.  29 
y 32  del  Código.  Pero  entre  esos  dos  límites  pueden  darse  si- 
tuaciones especiales  en  que  la  personalidad  se  halle  restringida. 

De  ellas  menciona  el  Código  en  el  citado  art.  32  la  menor 
edad,  la  demencia,  la  imbecilidad,  la  sordomudez,  la  prodigali- 
dad, la  interdicción  civil.  Si  la  personalidad  está  restringida,  la 
capacidad  no  existe;  por  esto  el  menor,  el  demente,  el  imbécil, 
el  sordomudo,  el  pródigo  y el  que  sufre  la  pena  de  interdicción 
civil,  son  incapaces,  no  pueden  obligarse.  No  pueden  por  lo  tan- 
to, comprar  ni  vender. 

La  ley,  en  su  función  tutelar  ó integradora,  ha  acudido  á 
la  defensa  de  estos  incapacitados.  No  pueden  comprar  ni  ven- 
der por  si  mismos,  pero  si  por  medio  de  sus  representantes.  Los 
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preceptos  que  el  Código  ha  establecido  para  regular  las  condi- 
ciones de  esta  representación  en  los  lugares  oportunos,  deben 
ahora  tenerse  en  cuenta  y á lo  dicho  en  los  respectivos  comen- 
tarios nos  remitimos.  De  igual  modo  debe  tenerse  en  cuenta  lo 
que  referente  á la  capacidad  de  la  mujer  casada  se  ha  expuesto 
en  el  comentario  á los  arts.  60,  61  y 62,  y lo  que  respecto  de  los 
bienes  dótales  y parafernales  hemos  dejado  consignado  en  sus 
lugares  oportunos  del  título  anterior. 

Nada  más  que  esta  referencia  en  cuanto  á la  incapacidad  ab- 
soluta. El  comentario  á los  artículos  preinsertos  hace  relación  á 
las  incapacidades  relativas  de  las  que  por  separado  nos  ocupa- 
remos. 

II.  Compra  y venta  entre  marido  y mujer . — Cuestión  muy  deba- 
tida ha  sido  la  de  los  contratos  entre  marido  y mujer  que  tan  ín- 
timamente se  liga  con  el  caso  particular  de  la  compra  y venta  á 
que  se  refiere  el  art.  14  58  que  comentamos. 

Fue  criterio  corriente  en  el  Derecho  romano  que  todos  los 
contratos  que  no  llevasen  consigo  ó encubriesen  una  donación, 
podían  legalmente  verificarse  entre  marido  y mujer.  Asi  se  des- 
prende del  párrafo  5.°  de  la  ley  5.a,  del  6.°  de  la  ley  7.a,  de 
los  3.°  y 4.°  de  la  ley  31,  del  3.°  de  la  ley  35  y de  la  ley  52,  tí- 
tulo l.°  del  libro  24  del  Digeeto. 

De  suerte  que  la  doctrina  romana  puede  condensarse  en  el 
aforismo  formulado  por  Alejandro:  «O  ¡unís  contractas,  non  cadens 
in  donationem.  potosí  Jieri  Ínter  oirum  et  uxorern.  . 

Las  Partidas  no  fijaron  un  criterio  general  acerca  de  los  con- 
tratos entre  marido  y mujer,  limitándose  eu  la  ley  4.a,  tít.  11 
de  la  Partida  4.a  á declarar:  Quales  donaciones  non  valen,  que 

el  marido  ó la  muger  fazen  entre  sí,  después  que  el  matrimonio 
íuere  acabado,  e en  que  manera  se  pueden  desfacer.»  Reducido 
el  precepto  á la  materia  de  donaciones,  quedó  libre,  por  decirlo 
así,  la  cuestión  de  los  contratos  entre  marido  y mujer  planteada 
en  toda  su  generalidad. 

Este  estado  legal  sugirió  á Gregorio  López  el  criterio  de 
que,  si  bien,  según  las  Partidas,  están  prohibidas  la3  donado- 
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nes  entre  cónyuges,  no  lo  están,  sin  embargo,  todos  los  demás 
contratos,  los  que  pueden  llevar  á cabo  legalmente. 

Reconoce  el  ilustre  García  Goyena  el  sentido  expuesto  del 
Derecho  romano  y de  las  Partidas;  pero  al  discurrir  sobie  jas 
concordancias,  motivos  y comentarios  del  artículo  1 d 8 0 del  ..  i o- 
yectode  1851,  análogo  al  1458  de  nuestro  Código,  dice  que  «és- 
tos  fse  refiere,  en  general,  á los  contratos  entro  marido  y 
mujer;  deben  entenderse  prohibidos  después  de  la  ley  55  de 
Toros. 

No  encontramos,  ciertamente,  muy  lógica  la  deducción  que 
de  la  citada  lejr  de  Toro  hace  el  Sr.  García  Goyena,  y salvando 
todos  los  respetos  que  su  opinión  nos  merece,  creemos  que  de 
tal  ley  no  se  puede  inferir  esa  consecuencia.  En  efecto,  la  ley  55 
do  Toro,  que  pasó  á ser  la  11,  tít.  l.°,  libro  10  de  la  Novísima 
Recopilación,  dice  así:  «La  muger  durante  el  matrimonio  sin  li 
cencía  de  su  marido,  como  no  pueda  hacer  contracto  alguno1 
asimismo  no  se  pueda  apartar  ni  desistir  de  ningún  contracto 
que  á ella  toque,  ni  dar  por  quito  á nadie  del,  ni  pueda  hacer 
quasi  contracto,  ni.  estar  en  juicio  haciendo,  ni  defendiendo,  sin 
la  dicha  licencia  d9  su  marido;  y si  estuviere  por  sí,  ó por  su 
procurador,  mandamos  que  no  vala  lo  que  hiciere.»  Como  se  ve, 
la  precedente  ley  de  Toro  se  limita  toda  ella  á tratar  de  la  li- 
cencia marital  sin  entrar  en  la  cuestión  propuesta. 

Los  señores  Galindo  de  Vera  y Escosura,  en  sus  excelentes 
comentarios  á la  legislación  hipotecaria  de  España  y Ultramar, 
han  tratado  incidentalmente,  pero  con  mucha  lucidez,  la  materia 
de  contratos  entre  marido  y mujer.  Á pesar  de  que  el  criterio 
de  la  Dirección  de  los  Registros  consignado,  entre  otras  resolu- 
ciones, en  las  de  l.°  de  Abril  y 21  de  Junio  de  1884,  afirma  que 
es  un  principio  de  derecho  civil  que  son  nulos  los  contratos  en- 
tre marido  y mujer,  á no  ser  los  expresamente  exceptuados  por 
las  leyes,  los  autores  citados  decídense  por  la  opinión  contraria, 
¿ saber,  que  precisamente  lo  que  constituye  la  excepción,  que 
es  menester  probar,  es  la  de  la  prohibición,  pues  mientras  no  se 
demuestre  que  un  determinado  contrato  está  prohibido  ó que 
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contraría  las  relaciones  naturales  entre  marido  y mujer,  hay 
que  estar  por' el  tácito  criterio  de  permisión. 

Había  invocado  la  Dirección  de  los  Registros  en  la  resolu- 
ción citada  de  l.°  de  Abril  de  1884,  en  apoyo  del  principio  pro- 
hibitivo de  contratación  entre  marido  y mujer,  dos  sentencias 
del  Tribunal  Supremo,  la  de  21  de  Octubre  de  1857  y la  de  1) 
de  Enero  de  1859.  Pero  los  señores  Galindo  y Escosura  acuden 
á esas  sentencias  y desentrañan  su  contenido,  resultando  que 
la  primera,  que  es  de  22  de  Octubre  de  1857,  y no  del  23,  afir- 
ma, en  efecto,  en  un  Considerando,  que  son  nulos  los  contratos 
entre  marido  y mujer,  fuera  de  los  casos  expresados  en  las  le- 
yes; pero  no  se  ocupa  en  fundamentar  ni  en  demostrar  ese  cri- 
terio, sino  que  lo  presupone,  según  los  principios  generales  de 
derecho.  La  segunda  sentencia  de  11  de  Enero  de  1859  se  limi- 
ta á declarar  que  el  contrato  en  virtud  del  cual  marido  y mujer 
separaban  sus  bienes,  dividían  el  haber  común,  renunciaba  el 
marido  á la  administración  y se  autorizaban  recíprocamente 
para  disponer  de  sus  bienes,  era  nulo.  De  suerte  que  la  trascen- 
dencia del  fallo  está  limitada  á la  declaración  de  que  determina- 
do contrato  entre  cónyuges  no  era  válido;  pero  en  modo  alguno 
se  extendía  á fijar  un  criterio  general  acerca  de  los  contratos 
entre  marido  y mujer. 

¿Qué  queda  después  de  todo  esto?  ¿De  dónde  pueden  arran- 
car esos  pretendidos  principios  de  derecho?  Confesamos  inge- 
nuamente que  no  conocemos  precepto  ni  principio  de  los  que  se 
pueda  derivar  tal  criterio,  pues  el  tradicional  obstáculo  de  la 
unidad  de  persona  no  creemos  que  pueda  hoy  alegarse  seria- 
mente por  nadie  cuando  es  una  verdad  por  t}dos  reconocida  la 
que  afirma  la  coexistencia  de  la  personalidad  de  cada  uno  de  los 
cónyuges  dentro  de  la  personalidad  jurídica  familiar. 

Publicado  el  Código  civil,  la  cuestión  continúa  planteada  en 
los  mismos  términos  que  antes  de  su  publicación.  No  hay  un 
principio  general  prohibitivo  de  contratos  entre  marido  y mu- 
jer: hay,  sí,  prohibiciones  particulares  como  la  que  contiene  el 
art.  1458  que  comentamos.  Por  consiguiente,  la  solución  debe 
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ser  idéntica  á la  que  suscribían  los  Sres.  Gralindo  y Escosura, 
refiriéndose  al  estado  legal  anterior  al  Código  civil. 

- Una  salvedad  debemos  hacer,  sin  embargo,  que  modifica  en 
parte  sustancial  ese  criterio.  Del  estudio  de  los  preceptos  del 
capítulo  l.°,  título  3.°,  libro  4.°  del  Código,  parece  deducirse 
muy  claramente  que  la  ley  ha  tenido  el  pensamiento,  al  regla- 
mentar el  contrato  de  bienes  con  ocasión  del  matrimonio,  de  que 
el  régimen  económico  familiar  no  se  altere  en  lo  más  mínimo 
una  vez  celebrado  el  matrimonio.  Sin  duda  la  garantía  de  los 
derechos  de  terceros  le  ha  llevado  á esa  conclusión.  El  art.  1315 
dice  que  los  que  se  unan  en  matrimonio  podrán  otorgar  sus  ca- 
pitulaciones antes  de  celebrarlo ; el  1319,  que  para  que  sea  válida 
cualquiera  alteración  que  se  haga  en  las  capitulaciones  matri- 
moniales, deberá  tener  lugar  antes  de  celebrarse  el  matrimonio,  y 
el  1320,  que  después  de  celebrado  el  matrimonio  no  se  podrán 
alterar  las  capitulaciones  otorgadas  antes,  ya  se  trate  de  bienes 
presentes,  ya  de  bienes  futuros. 

En  nuestra  opinión,  e's  evidente  que  el  Cóligo  ha  querido  que 
la  familia,  al  constituirse,  se  dote  de  un  régimen  económico;  pero 
que  una  vez  constituido  éste  y celebrado  el  matrimonio,  el  ré- 
gimen de  bienes  sea  perfectamente  inalterable. 

Pueden  los  cónyuges  estipular  el  sistema  que  mejor  les  con  - 
venga,  ó pueden  con  su  silencio  dar  nacimiento  al  de  ganancia  • 
les;  pero  una  vez  hecho  lo  uno  ó lo  otro,  su  voluntad  es  legal  - 
mente  ineficaz  para  introducir  cambios. 

Pues  bien;  si  este  ha  sido  el  espíritu  que  el  legislador  ha  que  • 
rido  infiltrar  en  sus  disposiciones,  lo  cual  para  nosotros  aparece 
con  notoria  transparencia,  es  indudable  que  aquellos  contratos 
entre  marido  y mujer  que  lleven  consigo  un  cambio  de  sistema 
ó alguna  alteración  en  el  régimen  de  bienes  del  matrimonio,  son 
desde  luego  nulos. 

Estimamos,  por  lo  tanto,  que  en  cada  caso  concreto,  para 
juzgar  de  la  nulidad  ó validez  del  contrato  Celebrado  entre  cón- 
yuges, siempre  que  no  sea  de  los  expresamente  prohibidos,  ha- 
brá que  examinar  cuidadosamente  si  implica  ó no  alguna  modi- 
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ficación  en  el  régimen  de  bienes  dentro  del  cual  se  desenvuelve 
la  actividad  económica  de  la  familia. 

En  cuanto  al  contrato  de  compra  y venta,  el  art.  1458  que 
comentamos,  expresamente  lo  prokibo,  permitiéndolo  únicamen 
te,  por  excepción,  en  los  dos  siguientes  casos:  l.°,  cuando  se 
hubiese  pactado  la  separación  de  bienes,  y 2.°,  cuando  hubiera 
separación  judicial  de  los  mismos  bienes,  autorizada  con  arreglo 
al  capítulo  6.°,  título  3.°,  del  libro  4.°  del  Código. 

Estos  dos  casos  pueden  reducirse  á uno  solo:  el  de  que  exis- 
ta separación  de  bienes,  bien  haya  sido  creado  este  régimen  ju- 
rídico por  la  libre  voluntad  de  las  partes  en  virtud  de  la  facultad 
que  les  atribuye  el  art.  1315  del  Código,  bien  se  derive  de  pro- 
videncia judicial.  Esta  providencia  judicial  puede  tener  por  cau- 
sis según  el  art.  1433,  el  que  alguno  de  los  cónyuges  haya  dado 
causa  al  divorcio,  ó haya  sido  declarado  ausente  ó condenado  á 
pena  que  lleve  consigo  la  interdicción  civil.  Hay  que  tener  ade- 
más en  cuenta  que,  según  el  art.  50,  el  matrimonio  contraído  por 
un  menor  de  edad  que  no  haya  obtenido  la  licencia  ó solicitado  el 
consejo;  por  la  viuda  durante  los  trescientos  días  siguientes  á la 
muerte  de  su  marido,  ó antes  de  su  alumbramiento,  si  hubiese 
quedado  en  cinta;  por  la  mujer  cuyo  matrimonio  hubiera  sido 
declarado  nulo  en  los  mismos  casos  y términos,  á contar  desde 
su  separación  legal,  y por  el  tutor  y sus  descendientes  con  las 
personas  que  tenga  ó haya  tenido  en  guarda  hasta  que,  fenecida 
la  tutela,  se  aprueben  las  cuentas  de  su  cargo,  salvo  el  caso  de 
que  el  padre  de  la  persona  sujeta  á tutela  hubiese  autorizado  el 
matrimonio  en  testamento  ó escritura  pública,  se  entiende  bajo 
si  régimen  de  la  absoluta  separación  de  bienes. 

Del  examen  del  conjunto  de  estos  preceptos  se  infiere  que 
no  es  el  obstáculo  de  la  unidad  de  persona  el  que  ha  tenido  en 
cuenta  el  Código  para  prohibir,  por  regla  general,  el  contrato  de 
compra  y venta  entre  marido  y mujer.  Quizá  tampoco  se  ha  fun- 
dado en  la  debilidad  del  sexo  y en  la  posibilidad  de  que  el  mari- 
do, por  sugestiones  de  diversa  índole,  pueda  inclinar  á la  mujer 
á realizar  operaciones  ruinosas.  En  nuestra  opinión,  el  Código 
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ha  procurado  garantizar  los  intereses  de  terceros  que  contiatec. 
en  la  creencia  de  un  determinado  estado  de  foituna,  y que  de 
otro  modo  podrían  verse  burlados  con  facilidad  al  encontrarse 
que,  por  pertenecer  á la  mujer,  quedaban  sustraídos  á la  respon- 
sabilidad contractual  los  bienes  que  ellos  entendían  que  consti 
tuían  una  verdadera  garantía. 

El  hecho  de  existir  la  separación  judicial  de  .ienes  ó de  ha- 
berse estipulado  este  régimen  en  las  capitulaciones  matrimonia- 
les, aleja  todo  peligro  de  fraude  en  los  contratos  de  compra  y 
venta  que  entre  marido  y mujer  se  celebren,  puesto  que  esa  se- 
paración puede  ser  conocida  fácilmente  por  el  tercero  que  se 
cuida  de  sus  intereses;  ó jror  lo  menos,  no  implican  dichos  con- 
tratos, en  los  casos  en  que  la  ley  los  permite,  más  peligro  que 
el  que  siempre  puede  existir  cuando  se  simula  una  venta  con 
una  persona  de  quien  no  se  es  pariente. 

Dice  el  art.  14; 8 que  el  marido  y la  mujer  no  podrán  ven- 
derse bienes  recíprocamente  sino  cuando  se  hubiese  pactado  la 
separación  de  bienes,  ó cuando  hubiera  separación  judicial  de 
los  mismos  bienes,  autorizada  con  arreglo  al  capítulo  6.°,  títu- 
lo 3.°  del  libro  4.°  del  Código.  Conviene  hacer  notar  que  las  cau- 
sas de  separación  á que  alude  el  art.  50,  que  son  las  que  se  enu- 
meran en  ti  art.  45  y que  antes  hemos  mencionado,  no  están 
comprendidas  expresamente  en  el  capítulo  6.°,  título  3.°  del  li- 
bro 4.°  del  Código;  pero  desde  el  momento  en  que  el  art.  1432» 
primero  de  dicho  capítulo  6.°,  las  da  por  supuestas,  debemos 
entender  que  á ellas  se  refiere  también  el  art.  1458,  y que,  por 
lo  tanto,  cuando  la  separación  judicial  de  bienes  provenga  de 
alguna  de  dichas  causas,  también  será  legalmente  posible  el 
contrato  de  compra  y venta  entre  marido  y mujer.  Así  se  deduce 
lógicamente  del  motivo  que  inspira  la  permisión,  el  cual  de  lleno 
se  da  en  tales  casos. 

La  separación  de  bienes,  cuando  procede,  no  se  decreta  de 
oficio;  es  menester  que  haya  parte  legítima  que  la  pida.  De 
suerte  que  pudiera  existir  causa  de  separación  y no  haberse  lle- 
gado, sin  embargo,  á ese  régimen  jurídico  por  no  haberlo  soli- 
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citado  la  persona  á quien  interese.  ¿Entenderemos  que  la  mera 
existencia  de  la  causa  de  separación,  una  vez  judicialmente  de 
clarada,  será  motivo  bastante  para  que  el  contrato  de  compra  y 
venta  entre  marido  y mujer  sea  válido  y eficaz?  ¿No  será  pre- 
ciso que  las  exigencias  del  art.  1458  queden  totalmente  satisfe 
chas,  que  la  separación  de  bienes  haya  sido  ya  acordada  por  el 
tribunal  competente? 

El  espíritu  del  precepto  y sus  términos  taxativos,  que  aluden 
á la  existencia  del  hecho  de  la  separación  judicial  de  bienes  au- 
torizada con  arreglo  al  capítulo  6.°,  título  3.°  del  libro  4.°  del 
Código,  nos  fortifican  en  la  convicción  de  que  no  es  suficiente  la 
mera  existencia  de  la  causa  de  separación,  sino  que  es  menester 
que  tal  separación  de  bienes  sea  ya  una  realidad  legal  y judicial 
para  que  pueda  entenderse  permitido  el  contrato  de  compra  y 
venta  entre  marido  y mujer. 

III.  Jurisprudencia  sobre  la  misma  cuestión . — Explicado  el  sen- 
tido del  art.  1458,  anotemos  algunas  decisiones  de  la  jurispru- 
dencia. 

El  Tribunal  Supremo,  en  sentencia  de  12  de  Diciembre  de 
1899,  ha  declarado  que  el  contrato  de  transacción,  por  su  seme- 
janza y analogía  con  el  de  compra  y venta,  exige  los  mismos  re- 
quisitos de  capacidad  en  los  contratantes  que  éste,  y que,  por  lo 
tanto,  la  transacción  celebrada  entre  marido  y mujer,  fuera  de 
los  casoe  en  que  expresamente  permite  el  contrato  de  compra  y 
venta  el  art.  1458,  es  un  contrato  prohibido. 

Refiriéndose  á Cataluña  ha  dicho  la  Dirección  de  los  Regis- 
tros, en  resolución  de  26  de  Abril  de  19  )1,  que  á pesar  de  la  Cos- 
tumbre del  canónigo  Pedro  Albert,  de  las  leyes  8.a  y 11  Cód.  De 
paclis  contení;  de  la  ley  5.a,  párrafo  5.°  y 31,  párrafo  3.°  del  tí- 
tulo l.°,  libro  24  del  Digesto,  y de  la  opinión  de  varios  tratadis. 
tas  del  Derecho  catalán,  que  rigiendo  en  Cataluña,  según  el  ar- 
tículo 12  del  Código  civil,  las  disposiciones  del  mismo  sobre  ca- 
pacidad de  los  cónyuges  para  contratar,  no  son  váli-dos  los  con- 
tratos de  venta  entre  marido  y mujer  sino  en  loa  casos  marca- 
dos en  el  art.  1458. 
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Redórese  también  á Cataluña  la  resolución  de  28  de  Noviem  - 
bre  de  1898  que,  partiendo  del  supuesto  de  que  ni  en  el  Código 
de  Torto3a  ni  en  ninguna  de  las  leyes  especiales  de  Cataluña  se 
habla  nada  del  contrato  de  permuta  de  bienes  raíces  entre  cón- 
yuges, declara  que  es  de  aplicar  el  Código  civil  eti  vil  tud  del 
artículo  J2  del  mismo,  y que,  por  lo  tauto,  ia  permuta  entre  ma- 
y mujer  debe  entenderse  problema  íueia  de  los  casos  de  se- 
paración  de  bienes  que  se  mencionan  en  el  art.  1458. 

En  23  de  Octubre  de  1899  declaró  la  misma  Dirección  de  loa 
Registros  que  el  contrato  de  insolutumdación  ó dación  en  pago 
entre  marido  y mujer  es  á modo  de  venta  y está  comprendido, 
por  lo  tanto,  en  el  precepto  del  art,  1 458,  y aun  cuando  esta  de  • 
claración  se  hizo  en  recurso  procedente  de  Cataluña,  su  doctrina 
es  aplicable  con  mayor  fundamento  á los  países  sometidos  al  Có- 
digo civil. 

De  igual  modo  es  aplicable  á los  lugares  de  derecho  común 
la  doctrina  que  en  recurso  también  precedente  de  Cataluña  es- 
tableció la  Dirección  de  los  Registros,  en  resolución  de  G de  Di- 
ciembre de  1898,  que  afirma  que  no  puede  un  mandatario  vender 
á su  propia  mujer  I03  bienes  de  cuya  venta  estaba  encargado,  á 
pesar  de  que  el  Digesto  autoriza  aquellas  ventas  en  que  no  haya 
el  propósito  de  hacerse  donación,  porque  tales  disposiciones  han 
sido  derogadas  en  Cataluña  por  el  art.  61  del  Código  civil.  Por 
este  motivo,  y con  arreglo  á los  arts.  12  y 1458,  se  declaró  que 
la  venta  de  referencia  no  era  inscribible.  Ciertamente  no  nos  pa- 
rece muy  respetuosa  esta  resolución  con  el  principio  de  represen- 
tación, pues  el  marido  no  vendía  sus  bienes  propios  sino  los  de 
su  mandante,  y en  realidad  no  se  trataba  en  el  caso  propuesto  de 
una  compra  y venta  entre  marido  y mujer,  sino  entre  Ó3ta  y un 
tercero,  siquiera  el  tercero  estuviera  representado  por  su  mari- 
do. El  fundamento  que  la  Dirección  alega  es  que,  dados  los  térmi- 
nos absolutos  y generales  en  que  está  redactado  el  art.  1458,  y 
no  siendo  requisito  esencial  del  contrato  de  venta  que  el  vende- 
dor sea  dueño  de  la  cosa  vendida,  es  evidente  que  quedan  vir- 
tualmente comprendidas  en  sus  prescripciones  l$s  ventas  he- 
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chas  por  el  marido  á la  mujer  de  bienes  pertenecientes  á nn  ter- 
cero como  mandatario  de  este  último.  No  nos  convence,  sin  em- 
bargo, el  argumento,  el  cual,  á nuestro  juicio,  queda  destruido 
con  esta  sencilla  consideración:  no  es  el  marido  el  que  vende,  es 
un  tercero;  no  vende  el  marido  bienes  de  un  tercero,  sino  un 
tercero  quien  vende  sus  propios  bienes  valiéndose  del  marido  de 
la  compradora.  Estos  son  los  verdaderos  términos  de  la  cues- 
tión. 

Es  interesante  la  resolución  de  la  Dirección  de  los  Registros 
de  31  de  Mayo  de  1895,  á,  que  dió  origen  la  negativa  de  un  Re- 
gistrador á inscribir  una  fianza  hipotecaria  otorgada  por  una 
mujer  casada  á favor  de  su  marido,  por  entender  que  se  podía 
invocar  todavía  la  ley  6 1 de  Toro.  La  relación  del  caso  con  la  ma 
teria  de  que  tratamos  estriba  en  que  el  Registrador,  al  defender 
su  criterio,  alegó  que  si,  según  el  art.  1 458,  está  prohibidalacom  - 
pra  y venta  entre  marido  y mujer,  y si  según  el  art.  1839  el  fia- 
dor que  paga  tiene  contra  el  deudor  los  mismos  derechos  que  te- 
nía el  acreedor,  y entre  ellos  el  de  ejecutarle,  tomar  parte  en  la 
subasta  y comprar  los  bienes  embargados,  es  evidente  que  no 
debe  crearse  una  situación  jurídica  para  cuya  efectividad  niega 
el  Código  á la  mujer  los  medios  que  á cualquier  otro  fiador  con- 
cede. La  Dirección,  sin  embargo,  no  admitió  este  razonamiento, 
oponiendo  frente  á él  que  el  art.  145S  no  prohibe  á la  mnjer 
vender  á tercero  bienes  de  su  marido,  ni  que  se  le  adjudiquen 
en  pago  de  una  deuda  que  contra  él  tenga,  y á una  y á otra  cosa 
es  á lo  que  se  reduce  en  definitiva  la  subrogación  legal  estable- 
cida por  el  art.  1839. 

IV.  Incapacidad  de  ¿atores  y protatores. — -Después  de  haber 
establecido  el  art.  1458  la  incapacidad  de  marido  y mujer  para 
venderse  bienes  recíprocamente,  salvo  en  los  casos  de  excepción, 
continúa  el  art.  1459  fijando  otras  incapacidades  relativas,  qne 
sólo  se  refieren  ya  á la  adquisición  por  compra.  Entre  ellas  ocu- 
pa el  primer  lugar  la  que  concurre  en  el  tutor  y protutor  para 
adquirir  por  compra  los  bienes  de  la  persona  ó personas  qne 
estén  bajo  su  tutela.  • . 
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Conviene  tener  muy  presente,  cuando  se  trate  de  la  aplica- 
ción  de  este  precepto,  lo  que  dispone  el  párrafo  4.  del  art.  21 5, 
el  cual  prohibe  á los  tutores  comprar  por  sí  ó por  medio  de  otra 
persona  los  bienes  del  menor  o incapacitado,  á menos  que  ex  • 
presamente  bubiese  sido  autorizado  para  eilo  por  el  consejo  de 
familia.  En  el  comentario  á dicho  art.  275  hemos  expuesto  los 
precedentes  y las  concordancias  que,  tanto  en  derecho  patrio 
como  en  el  extranjero,  tiene  el  precepto  que  examinamos,  ad vir- 
tiendo á la  vez  la  contradicción  que  al  parecer  existe  entre  el 
párrafo  4.°  del  art.  275  y el  que  ahora  comentamos,  puesto  que 
el  primero  permite  al  tutor  la  compra  cuando  hubiese  sido  ex- 
presamente autorizado  por  el  consejo  de  familia,  y el  segunde 
la  probibe  en  absoluto  sin  excepción  alguna. 

Repetimos  que  en  la  necesidad  de  concordar  ambas  disposi- 
ciones, hay  que  pensar  que  ambas  contienen  el  mismo  precepto 
negativo,  como  regla  general,  diferenciándose  en  que  la  del  ar- 
tículo 275  admite  excepción  á él,  en  el  caso  de  mediar  autoriza- 
ción del  consejo  de  familia.  Realmente,  como  entonces  dijimos, 
al  art.  1459  le  falta  la  oportuna  referencia  al  párrafo  4.°  del  ar- 
tículo 275. 

También  debemos  añadir  la  indicación  de  un  problema  que 
puede  presentarse  en  la  práctica,  á pesar  de  que  se  admita  la 
concordancia  expresada.  Este  problema  es  el  siguiente:  El  pá- 
rrafo l.°  del  art.  1459  prohibe  en  absoluto  la  compra,  tanto  al 
tutor  como  al  protutor;  el  párrafo  4.°  del  art.  275  la  permite  al 
tutor  si  fuó  autorizado  para  ello  por  el  consejo  de  familia.  Pues 
bien,  con  estos  preceptos  á la  vista  cabe  preguntar:  ¿puede  el 
protutor  adquirir  por  compra  bienes  del  sujeto  á tutela  si  el 
consejo  de  familia  lo  autoriza? 

La  contestación,  ateniéndose  sólo  á la  letra  de  los  miemos 
preceptos  aplicables  dentro  del  Código,  no  puede  ser  otra  que 
ésta:  el  art  1459  lo  prohibe  y el  art.  275  no  le  permite;  luego 
legalmente  la  compra  es  imposible  en  cuanto  al  protutor.  Pero 
ai  se  atiende  al  espíritu  de  dichos  preceptos,  la  contestación  tie~ 
ne  que  ser  distinta. 
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¿En  qué  razón  podría  fundarse  esa  diferencia  de  criterio  res- 
pecto de  las  compras  de  tutor  y protutor?  Si  se  estima  que  con 
la  autorización  del  consejo  de  familia  se  alejan  los  peligros  que 
al  sujeto  á tutela  pueda  irrogar  la  compra  hecha  por  el  tutor, 
¿por  qué  no  se  considera  que  esa  misma  autorización  es  garantía 
suficiente  de  igual  modo  ouando  se  trata  del  protutor?  Confesa- 
mos que  no  se  nos  alcanza  el  motivo  de  esta  diferencia,  y que, 
en  nuestra  opinión,  un  solo  criterio  debía  aplicarse  á los  dos 
casos. 

Dos  interesantes  resoluciones  de  la  Dirección  de  los  Regis  - 
tros  debemos  citar  referentes  al  precepto  que  examinamos. 

Es  la  primera  de  l.°  de  Septiembre  de  1897,  que  afirma  que 
los  individuos  de  un  consejo  de  familia  y aun  su  presidente  pue- 
den comprar  los  bienes  de  los  menores  ó incapacitados  sujetos  á 
tutela,  puesto  que  no  les  está  prohibido  expresamente  por  la  ley, 
y en  esta  materia  no  es  lícito  ampliar  las  incapacidades  que  en 
ella  se  establecen.  Es  la  segunda  de  21  de  Diciembre  de  1898, 
que  declara  que  la  venta  otorgada  por  una  mujer  casada  menor 
de  edad  con  licencia  de  su  marido  á favor  de  su  tutor  no  es  vá- 
lida ni  inscribible,  porque  el  tutor  continúa  siendo  tal  tutor  á 
pesar  del  matrimonio  de  la  menor.  Esto  nos  parece  que  es  llevar 
demasiado  lejos  el  espíritu  de  recelo  en  que  se  inspira  el  legisla- 
dor. Casada  la  menor,  el  tutor  se  convierte  en  un  simple  defen- 
sor accidental  para  intervenir  en  casos  excepcionales;  ya  no  cui- 
da de  la  persona  del  menor  ni  administra  sus  bienes,  ni  vemos 
razón  plausible  que  le  incapacite  para  comprar,  y mucho  menos 
en  caso  de  tratarse  de  pupilas  é intervenir,  por  tanto,  el  marido, 
y teniendo  en  cuenta  además  que  el  tutor  que  compra,  como  in- 
teresado, no  puede  ser  la  persona  llamada  á prestar  su  asenti- 
miento á la  proyectada  enajenación. 

^ . Incapacidad  de  los  mandatarios. — La  regla  segunda  del  ar- 
tículo 1459  prohíbe  adquirir  por  compra  á los  mandatarios  los 
bienes  de  cuya  administración  ó enajenación  estuviesen  encar- 
gados. La  razón  que  abona  este  precepto,  aplicada  á todos 
los  del  art.  1459,  es  una  razón  de  moralidad.  La  ley  ha  querido 
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evitar,  en  cuanto  sea  posible,  toda  ocasión  de  fraude,  de  enganc 
ó de  perjuicio. 

Siendo  una  rezón  de  moralidad  la  que  inspira  el  articulo,  la 
materia  sobre  que  recae  afecta  al  orden  público,  y,  por  lo  tanto, 
sus  disposiciones  no  son  renunciables.  De  más  esta  que  el  man- 
dante, con  conocimiento  de  io  que  la  ley  establece,  venda,  no 
obstante,  al  mandatario;  sus  herederos,  si  él  no  lo  hace,  podrán 
ejercitar  la  acción  de  nulidad,  salva  siempre  la  prescripción, 
porque  la  voluntad  del  mandante  no  tiene  eficacia  bastante  para 
convertir  en  capaz  á aquel  á quien  el  Código  declara  incapaz. 

El  precedente  inmediato  del  precepto  que  comentamos  se  en 
cuentra  en  el  número  2.°  del  art.  1 381  de.l  proyecto  de  1851,  el 
cual  á su  vez  lo  tenía  en  la  ley  1.a,  tí t.  12,  libro  10  dala  Noví- 
sima Recopilación  y en  la  ley  34,  párrafo  7.°,  tít.  I.°,  libro  18 
del  Digesto. 

Antes  dei  Código  y cou  motivo  de  la  aplicación  de  la  citada 
ley  de  la  Nov.  Rec.,  se  había  suscitado  una  cuestión,  á la  que 
dió  lugar  la  sentencia  del  Tiibunal  Supremo  de  18  de  Diciem- 
bre de  1866. 

Los  términos  de  la  ley  de  la  Novísima  no  dejaban  lugar  á 
duda  de  que  la  incapacidad  para  adquirir  por  compra  se  refería 
á toda  clase  de  mandatarios,  ya  se  tratase  de  administradores 
legales  que  repreoentaten  á incapaces  ó incapacitados,  ó ya  de 
mandatarios  que  no  tuviesen  ese  carácter  legal  y que  obrasen  en 
nombre  de  personas  de  completa  capacidad.  Pero  la  sentencia 
de  18  de  Diciembre  de  18CG  terinipantemente  dijo  que  la  prohi- 
bición de  la  ley  de  la  Nov.  Rec.  no  se  refería  ni  podía  referirse 
á otras  personas  que  no  fuesen  administradores  legales,  pues  no 
siendo  así,  resultaría  la  prohibición  legal  y absoluta  de  que  un 
administrador  pudiera  comprar  teda  clase  de  bienes  de  su  prin- 
cipal ó comitente,  y aun  la  de  que  los  mismos  dueños  de  los  bie- 
nes administrados  pudieran  venderlos. 

No  faltó  quien  estimó  que  la  amplitud  de  la  prohibición  legal 
dóbia  entenderse  limitada  por  la  sentencia,  ni  quien  diera  la  pre- 
ferencia sobre  ésta  á la  disposición  de  aquélla.  Hoy,  cabe  plan- 
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tear  la  cuestión  precisamente  en  sentido  contrario.  La  regla  2.a 
del  art.  1459,  al  hablar  de  los  mandatarios,  se  refiere  de  un 
modo  claro,  preciso  ó indudable  á los  representantes  volunta- 
rios; pe'O,  ¿están  comprendidos  también  en  ese  precepto  los  re- 
presentantes legítimos?  Reto  es,  por  lo  menos,  bastante  dudoso. 

Como  administradores  legales,  ó personas  designadas  por  la 
ley  para  representar  personas  físicas  ó jur Micas  que  tienen  li- 
mitada su  capacidad  de  obrar,  y para  administrar  sus  bienes  6 
intereses,' el  art.  1459,  se  refiere  expresamente,  aunque  en  dis- 
tintas  reglas,  á los  tutores  y protutores,  á los  albaceas,  y aun. 
si  ee  quiere,  aunque  con  menos  propiedad,  á los  empleados  pú- 
blicos encargados  déla  administración  de  bienes  del  Estado,  de 
los  Municipios,  ó de  los  pueblos,  ó establecimientos  públicos.  El 
artículo  1458  á su  vez  se  refiere  al  marido.  ¿Es  que  la  regla  se- 
gunda comprende  á los  demás  administradores  legales V 

Desdo  luego  si  así  fuese,  esta  sola  indicación  pondría  de  re- 
lieve una  anomalía  poco  concebible.  Si  la  regla  segunda  com- 
prende á toda  clase  de  administradores,  ya  proceda  el  mandato 
de  la  ley  ó de  la  voluntad,  sobran  en  el  art,  1459,  las  reglas  1.a 
y 3.a  y casi  la  4.a 

Nosotros  creemos  q un  esa  regla  se  refiere  á los  mandatarios 
volunta:  ios,  y que,  j revisa  mente  por  eso  y para  expresarse  el 
pensamiento  ron  propiedad,  se  emplea  la  palabra  mandatario 
El  mandato  es  un  contrato  regulado  por  el  Código  civil;  manda- 
tario en  c!  tecnicismo  del  Código,  es  la  persona  que  por  virtud 
de  ese  contrato  r-c°pta  voluntariamente  la  representación  de 
otra,  para  verificar  en  so  nombre  determinados  actos  de  más  ó 
menos  transcendencia.  No  os  propiamente  el  padreen  mandata- 
rio de  sus  hijos,  ni  el  marido  un  mandatario  de  su  mujer,  ni  el 
tutor  un  mandatario  del  menor  ó incapaz. 

En  el  art.  4 i 9,  la  ley  al  referirse  á toda  clase  de  represen- 
tantes, tiene  buen  cuidado  de  expresarlo  con  toda  claridad,  lla- 
mando mandatarios  á los  representantes  voluntarios,  y contra- 
poniendo ese  término  al  de  representantes  legales. 

Deducimos  de  todo  que  la  regla  que  examinamos  cabe  exten 
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derla  á toda  clase  de  administradores  voluntarios,  ya  lo  sean  en 
virtud  de  contrato  ó cuasicontrato,  ya  representen  un  individuo 
ó una  sociedad,  ya  sean  designados  con  entera  libertad,  ó judi- 
cialmente en  caso  de  mediar  cuestión  entre  partes;  pero  nunca 
á los  administradores  legales  o representantes  legítimos.  Estos 
tendrán  ó no  incapacidad  para  comprar,  según  que  se  hallen  ó 
no  comprendidos  en  otros  números  del  misino  articulo,  o ©n  otro 
precepto  especial. 

La  incapacidad  de  los  mandatarios  á que  venimos  haciendo 
referencia,  comprende  pues,  á nuestro  modo  de  ver,  entre  otros, 
á los  gerentes,  directores  ó administradores  de  las  Sociedades. 
Si  atentamente  se  examina  la  relación  jurídica  que  existe  entre 
esos  gerentes,  directores  ó administradores  y la  persona  jurídi- 
ca social,  veremos  que  la  informa  el  principio  de  la  representa- 
ción, y que  todos  ellos  no  son,  en  rigor,  más  que  verdaderos 
mandatarios. 

Une  á los  socios  entre  sí  el  contrato  de  sociedad  pactado;  pero 
establecida  ésta  y designados  los  administradores,  sur  je  otro 
nuevo  vínculo  entre  éstos  y la  sociedad,  y este  vínculo  no  es 
otro  que  el  del  mandato.  Si,  pues,  son  mandatarios,  comprénde- 
les la  incapacidad  de  la  regla  segunda  del  art.  1459,  y,  por  lo 
tanto,  no  podrán  adquirir  por  compra  los  bienes  de  la  sociedad, 
porque  de  su  administración  se  encuentran  encargados  por  ra- 
zón de  su  cargo  precisamente. 

No  entendemos  que  esta  opinión  constituye  una  infracción 
del  criterio  que  prescribe  que  las  incapacidades  no  pueden  am- 
pliarse á otros  casos  que  los  dispuestos  por  la  ley,  porque  reco- 
nocido, como  no  puede  por  menos  de  reconocerse,  que  se  trata  de 
mandatarios,  no  hay  ampliación  üinguna  en  considerarlos  inca- 
paces, sino  estricta  aplicación  de  la  regla  segunda  del  art.  1459 
del  Código. 

Importa  fijarse  en  que  !a  incapacidad  de  los  mandatarios  sólo 
hace  relación  ¿ la  compra  de  determinados  bienes,  de  aquellos 
bienes  de  cuya  enajenación  ó administración  estuviesen  encar- 
gados por  virtud  del  mandato.  De  suerte  que  la  compra  y venta 
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«ntre  mandante  y mandatario  es  legalmente  posible  én  los  si- 
guientes casos:  l.°,  cuando  sea  el  mandante  el  que  adquiera,  y 
2.°,  cuando  aun  adquiriendo  el  mandatario,  se  trate  de  bienes 
distintos  de  aquellos  de  cuya  administración  ó enajenación  eatu- 
viesé  encargado. 

Llamamos  la  atención  acerca  de  la  resolución  de  la  Dirección 
•de  los  Registros  de  13  de  Noviembre  de  1895,  que  á nuestro  jui- 
cio interpreta  muy  bien  la  incapacidad  que  estudiamos. 

Expresóse  en  un  contrato  de  compra  y venta  que  el  vendedor 
había  adquirido  las  fincas  que  vendía  de  cierta  persona  que  en 
aquella  sazón  (hacía  más  de  dos  años)  estuvo  representada  por 
el  actual  comprador,  y el  registrador  denegó  la  inscripción  fun- 
dándose en  la  regla  segunda  del  art.  14  5 del  Código.  La  Direc- 
ción de  los  Registros  mandó  inscribir,  sentando  la  siguiente 
importante  doctrina:  La  incapacidad  establecida  en  el  art.  1459 
con  relación  á los  mandatarios,  es  sólo,  como  claramente  lo  dice, 
para  adquirir  por  sí  ó por  persona  intermedia  los  bienes  de  cuya 
administración  ó enajenación  estuviesen  encargados  al  tiempo  de 
realizar  la  venta.  Si  el  legislador  hubiese  querido  establecer  una 
prohibición  absoluta  y para  todo  tiempo,  la  habría  consignado 
claramente,  bastando  para  ello  haberla  extendido  ó los  que  hu- 
biesen estado  encargados  de  la  enajenación  ó administración:  la 
frase  ni  por  persona  alguna  intermedia  no  tiene  ni  puede  tener  la 
virtud  de  convertir  en  indefinida  y absoluta  una  incapacidad  re- 
lativa y temporal;  ni  tiene  más  objeto  que  evitar  que  en  las  su- 
bastas en  que  hiciera  un  extraño  postura,  se  rematase  la  finca  á 
su  favor  y luego  cediese  su  derecho  al  mandatario  encargado  de 
la  enajenación:  por  no  estar  encargado  de  la  administración  ni  de 
la  enajenación  de  las  fincas  á que  se  refería  el  recurso  el  com- 
prador al  verificarse  la  venta  de  las  mismas,  es  evidente  que  no 
se  está  en  el  caso  del  repetido  art.  1459,  ni  tiene,  por  ende,  la 
incapacidad  que  para  adquirirlas  le  atribuyó  el’registrador  de  la 
propiedad. 

La  principal  enseñanza  que  se  saca  de  esta  resolución  es  la 
afirmación  de  que  la  incapacidad  de  la  regla  segunda  del  ar- 
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ticulo  1459  no  se  refiere  á los  que  hubiesen  estado  enjergados  vio 
la  emanación  ó administración,  sino  á los  que  de  hecho  yen  la 

actualidad  tengan  ese  encargo. 

Con  lo  que  no  estamos  muy  conformes  es  con  que  el  único 

objeto  de  la  prohibición  de  adquirir  por  persona  intermedia  sea 
el  evitar  las  posturas  simuladas  en  las  subastas.  Creemos  que 
aunque  la  venta  no  se  realice  en  subasta,  cabe  la  intervención 
de  la  persona  intermedia,  y rige,  por  lo  tanto,  la  regla  segunda 
del  art.  1459. 

Doctrina  análoga  contienen  las  Resoluciones  de  la  Dirección 
do  22  de  Agosto  y 3 de  Septiembre  de  1907.  La  prohibición  im- 
puesta á los  mandatarios  so  repite  que  es  temporal.  Una  vea 
enajenados  los  bienes  por  el  mandatario  á un  tercero,  puede  éste 
vender  á aquél  los  mismos  bienes  aun  á los  cuatro  dias.  ¿Quién 
duda  de  que  con  tal  doctrina  se  alienta  el  abuso?  Las  dos  ven- 
tas tan  inmediatas,  ¿no  indican  harto  descaradamente  que  la 
primera  ha  sido  sólo  una  fórmula  para  burlar  la  ley?  O lo  que  ea 
lo  mismo,  ¿no  lievan  consigo  la  fundada  presunción  de  haberse 
comprado  valiéndose  de  persona  intermedia? 

Se  critica  por  algún  autor  la  redacción  dada  a la  regla  2.a 
del  art  14  59,  viendo  en  ella  una  inexactitud,  pues  no  pudiendo 
vender  los  bienes  de  su  mandante  el  mandatario  autorizado  sólo 
para  administrar,  el  precepto  resulta  ocioso  respecto  á él,  y de- 
biera circunscribirse  á los  mandatarios  con  facultad  de  euajenar 
bienes,  ya  los  administrasen  ó no. 

Creemos  que  no  existe  la  inexactitud  que  al  legislador  se 
atribuye.  Tanto. en  la  regla  2.a,  como  en  las  J.a,  3.a  y 4.a,  la 
prohibición  se  impone  á los  mandatarios,  lo  mismo  que  á los  tu- 
tores, albaceas  ó empleados,  por  el  hecho  de  administrar  deter- 
minados bienes,  sin  que  obste  á ello  el  que  esos  albaceas,  em- 
pleados ó tutores  no  tengan  facultad  para  enajenar.  En  la  re- 
gla 2.a,  se  ha  tenido  además  en  cuenta  que  la  prohibición  debe 
alcanzar  á los  mandatarios  facultades  para  vender,  aunque  no 
administren  los  bienes  que  pueden  enajenar;  pero  sin  que  esta 
implique  que  puedan  comprar  al  mandante  aquellos  otros  bienes 
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cuya  simple  administración  les  estuviese  confiada.  No  es  sola- 
mente que  el  mandatario  no  pueda,  según  el  articulo,  abusar  de 
su  poder  vendiéndose  á sí  mismo  los  bienes  de  su  mandante,  es 
que  además  no  puede  venderle  el  mandante  ó no  puede  el  man- 
datario comprar  los  bienes  de  cuya  administración  estuviese  en- 
cargado. Puede  ÍDÍluir  en  el  ánimo  de  su  mandante  Haciéndole 
ver  la  conveniencia  de  vender  determinados  bienes  de  los  que 
administra,  y mediar  por  ello  perjuicio  ó engaño  en  la  adquisi- 
ción. 

Ni  defendérnosla  idea  ni  la  atacamos.  Explicamos  solamente 
el  precepto  tal  como  aparece  redactado  en  el  Código. 

\ T.  Incapacidad  de  les  albaceas.—  Otra  incapacidad  que  esta- 
blece el  art.  1459  es  la  consignada  en  su  número  tercero,  que 
prohíbe  á los  albaceas  adquirir  por  compr  a los  bienes  confiados 
á su  cargo.  La  función  que  á éstos  incumbe,  es  al  cabo  función 
de  mandato;  por  eso  el  mismo  motivo  que  incapacita  á los  man- 
datarios, incapacita  también  á los  albaceas,  y loa  pie^edentes  de 
esta  disposición  son  los  que  ya  hemos  citado  al  hablar  de 
aquéllos. 

Debe  tenerse  en  cuenta  que,  según  el  art.  894  del  Código,  el 
albacea  puede  ser  universal  ó particular,  y que,  por  lo  tanto, 
pudiera  darse  el  caso  de  que  un  albacea  no  tuviese  incapacidad 
para  adquirir  por  compra  bienes  de  la  herencia,  poique  la  inca- 
pacidad no  se  refiere  á la  adquisición  de  todos  los  bienes  de  la 
herencia,  sino  tan  sólo  á aquellos  que  estén  confiados  á su  cargo. 

Si  se  trata  de  un  albacea  particular  que  bólo  tiene  á su  cargo 
determinados  bienes  ó que  no  tiene  ningunos,  en  ese  concepto 
es  para  nosotros  evidente  que  podrá  adquirir  por  compra,  en  el 
primer  caso,  todos  los  bienes  de  la  hei  encía  á que  no  se  refiera 
su  albaceazgo,  y en  ti  segundo,  cualquiera  de  los  bienes  de  la 
masa  hereditaria,  sin  distinción. 

Para  la  justa  aplicación  de  la  incapacidad  que  contieno  el 
número  3.°  del  art.  1459  habrá  que  tener  en  cuenta  en  cada  caso 
concreto:  primero,  si  el  albacea  es  universal  ó particular,  y se- 
gundo, cuáles  son  sus  facultades  según  los  términos  del  testa* 
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mentó,  pues  ya  sabemos  que,  según  el  art.  901,  los  albaceas 
tendrán  todas  las  facultades  que  expresamente  les  haya  conf  v 
rido  el  testador  y no  sean  contrarias  á las  leyes,  entendiéndose 
que  tienen  las  atribuciones  que  enumera  el  art.  902  tan  sólo 
cuando  el  testador  no  haya  determinado  especialmente  sus  fa- 
cultades. 

En  vista  de  estos  datos  se  decidirá  si  el  albacea  tenía  bienes 
á su  cargo  ó no,  y en  el  primer  supuesto,  cuáles  sean  éstos,  para 
venir  á concluir  respecto  de  qué  bienes  rige  la  incapacidad. 

Creemos  igualmente  aplicable  á los  albaceas  la  resolución  de 
la  Dirección  de  los  Registros  de  13  de  Noviembre  de  1895  que 
hemos  citado  al  hablar  de  los  mandatarios;  esto  es,  creemos  que 
la  incapacidad  de  los  albaceas  no  se  refiere  á los  bienes  que  hubie 
sen  estado  confiados  á su  cargo,  sino  á los  que  estén  confiados  de 
hecho  á su  cargo  en  el  momento  de  la  adquisición,  salvo  siempre 
el  caso  de  que  por  tratarse  de  una  compra  hecha  por  persona  in- 
termedia se  demuestre  que  realmente  esta  persona  ha  sido  un 
mero  intermediario  que  compró  simuladamente  para  hacer  llegar 
los  bienes  al  albacea. 

VII.  Incapacidad  de  los  empleados  públicos . — Continúa  la  enu- 
meración de  las  incapacidades  con  la  que  el  núm.  4.°  del  ar- 
tículo 1459  establece  respecto  de  los  empleados  públicos  para 
adquirir  por  compra  los  bienes  del  Estado,  de  los  Municipios, 
de  los  pueblos  y de  los  establecimientos  también  públicos,  de 
cuya  administración  estuviesen  encargados,  incapacidad  que 
rige  asimismo  para  los  jueces  y peritos  que  de  cualquier  modo 
intervinieren  en  la  venta. 

Después  de  leer  el  texto  del  Código,  surge  la  consideración 
de  que  en  la  administración  del  Estado,  Municipio,  pueblo  ó es- 
tablecimiento público  toma  parte  desde  el  ministro  del  ramo 
hasta  el  último  escribiente,  cada  uno  dentro  de  la  esfera  propia 
de  sus  atribuciones;  pero,  al  cabo,  de  todos  se  puede  decir  que 
administran.  ¿Estarán  todos  comprendidos  en  la  incapacidad? 

Antes  de  responder  á esta  pregunta  importa  poner  en  claro 
•á  quién  se  refiere  la  frase  de  cuya  administración  estuviesen  encar- 
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gados  con  que  termina  el  párrafo  primero  dei  número  4.°  del 
articulo  1459. 

¿Se  refiere  á la  administración  en  general  del  Estado,  Mu.' 
nicipio,  pueblo  ó establecimiento  púb'ico  á que  pertenezcan  los 
bienes  vendidos?  ¿Se  refiere  á la  administración  especial  y con 
creta  de  esos  bienes  y no  á la  entidad  vendedora  de  los  mismos? 

Para  nosotros  es  indudable  esto  último.  De  ello  ncs  convence, 
en  primer  lugar,  la  construcción  gramatical  del  párrafo;  en  se- 
gundo, la  comparación  con  los  preceptos  que  fijan  la  incapacidad 
de  los  mandatarios  y albaceas,  y en  tercero,  el  ostensible  motivo 
de  la  disposición. 

¿Qué  inconveniente  puede  haber  en  que  el  delegado  de  Ha- 
cienda de  Coruña  compre  bienes  que  el  Estado  venda  en  Alme- 
ría? ¿Hasta  ese  punto  ha  de  llegar  la  suspicacia  de  la  ley? 

¿Es  que  es  posible  la  evitación  de  todo  abuso,  y ha  de  tener 
la  ley  la  aspiración  de  evitarlos  todos,  absolutamente  todos?  No; 
ese  criterio  no  seria  jurídico.  El  Código  tiende  á evitar  el 
fraude,  ó más  exactamente,  tiende  á no  dar  ocasión  al  fraude, 
que  es  lo  que  puede  y lo  que  debe  hacer;  pero  fuera  de  esta 
tendencia,  encerrada  dentro  de  límites  discretos  y posibles,  la 
ley  no  alcanza  á más.  El  fraude  podrá  llevarse  á cabo,  ¡quién 
lo  duda!;  pero  el  Código  no  va  á subordinar  todos  sus  preceptos 
á ese  propósito,  que  á la  postre  quedaría  siempre  en  propósito, 
con  evidente  menoscabo  de  la  libertad  individual  y notorio  daño 
de  los  mismos  intereses  que  se  intentasen  defender. 

La  incapacidad  de  los  empleados  públicos  se  refiere,  en  nues- 
tra opinión,  únicamente  á aquellos  bienes  de  cuya  administra- 
ción se  encuentran  encargados.  La  administración  pública  es 
muy  compleja,  abarca  muchas  funciones,  de  suerte  que  en  un 
mismo  centro  administrativo  hay  funcionarios  cuya  misión  es 
muy  distinta.  Sólo  aquellos  á cuyo  cargo  corra  la  administra- 
ción de  les  bienes  de  que  se  trate  serán  los  incapaces  para  ad- 
quirir éstos  por  compra. 

Precisa,  por  consiguiente,  en  cada  caso  particular  examinar 
cuáles  son  las  atribuciones  que,  según  las  leyes  y reglamentos. 
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correspondan  a!  empleado  publico  á quien  se  tache  de  incapaz 
sobre  los  bienes  vendidos,  para  deducir  si  corría  ó no  á su  cargo 
en  algún  modo  la  administración  de  los  mismos,  y si,  por  lo  tanto, 
está  ó no  comprendido  en  el  núm.  4.°  del  art.  1459. 

En  cuanto  á los  jueces  que  presiden  las  subastas  y á los  pe- 
ritos que  contribuyen  á fijar  el  precio,  á los  que  alude  el  párrafo 
segundo  del  mirn.  4 o del  art.  1459,  su  misión  es  tan  importante 
y la  posibilidad  del  fraude  está  tan  á las  claras,  que  el  motivo 
de  su  incapacidad  no  necesita  comentario. 

Por  último,  creemos  aplicable  á la  incapacidad  que  estudia- 
mos el  criterio  de  la  resolución  de  la  Dirección  de  los  Registros 
de  13  de  Noviembre  de  1895  en  los  mismos  términos  que  hemos 
expuesto  al  hablar  do  los  albaceas. 

VIII.  Incapacidad  de  las  personas  que  intervienen  en  la  admi • 
nistración  de  justicia. — Siguiendo  el  precedente  del  núm.  5.°  del 
art.  1381  del  proyecto  de  1851,  el  mismo  número  del  art.  1459 
del  Código  prohíbe  adquirir  por  compra  á los  Magistrados,  Jue- 
ces, individuos  del  Ministerio  fiscal,  Secretarios  de  tribunales  y 
juzgados  y Oficiales  de  justicia,  los  bienes  y derechos  que  estu- 
viesen en  litigio  ante  el  tribunal  en  cuya  jurisdicción  ó territo- 
rio ejercieran  sus  respectivas  funciones,  extendiéndose  esta  pro- 
hibición al  acto  de  adquirir  por  cesión;  y exceptúa  de  esta  regla 
el  caso  en  que  se  trate  de  acciones  hereditarias  entre  coherede- 
ros, ó de  cesión  en  pago  de  créditos,  ó de  garantía  de  los  bienes 
que  posean,  y amplía  la  prohibición  á los  Abogados  y Procura- 
dores respecto  á los  bienes  y derechos  que  fueren  objeto  de  un 
litigio  en  que  intervengan  por  su  profesión  y oficio. 

No  se  trata  con  este  precepto  tap  sólo  de  quitar  la  ocasión  al 
fraude;  persíguese  además  el  propósito  de  rodeará  las  personas 
que  intervienen  en  la  administración  de  justicia  de  todos  los  pres  • 
tigios  que  necesitan  para  ejercer  su  ministerio,  librándolos  de 
toda  sospecha  que,  aunque  fuera  infundada,  redundaría  en  des 
orédito  de  la  institución  al  poner  en  tela  de  juicio  la  honra  de 
los  funcionarios  que  la  sirven. 

Para  la  recta  inteligencia  de  esta  incapacidad  debe  tenerse 
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en  cuenta,  en  cuanto  á las  cosas  ó derechos  sobre  que  recae, 
que  la  cualidad  de  litigiosos  la  han  de  tener  en  el  momento  en 
•que  se  verifique  la  venta  ó cesión,  y que  se  entiende  que  ese  ca- 
rácter de  litigioso  existe  desde  que  sobre  dichos  bienes  ó dere- 
chos pende  contestación  entre  partes.  En  cuanto  á las  personas 
á quienes  la  incapacidad  comprende,  se  refiere,  no  solamente  á 
los  que  con  el  carácter  de  propietario  ejerzan  los  cargos  que  el 
Código  enumera,  sino  á los  suplentes;  de  suerte  que  estarán 
comprendidos  en  la  incapacidad  los  Magistrados  y los  Jaeces 
municipales  suplentos,  y los  mismos  Jueces  municipales,  no  ya 
únicamente  como  tales  Jaeces  municipales,  sino  como  suplentes 
que  son  de  los  Jueces  de  primera  instancia  en  los  lugares  donde 
éstos  residen.  La  raz'm  es  la  misma  para  todos.  En  cambio  no 
creemos  que  deben  estimarse  incapacita  los  los  que  hayan  sido 
Jueces  municipales  en  bienios  anteriores  á quienes  puede  ir  á 
parar  la  jurisdicción,  porque  sobre  no  pertenecer  ya  á la  ju- 
dicatura, su  suplencia  parece  que  no  tiene  el  mismo  carácter 
que  la  de  los  que  en  la  actualidad  sean  tales  Jueces  municipa 
les  suplentes.  Admitimos,  sin  embargo,  que  su  incapacidad  se 
declare  en  el  caso  excepcional  de  que  hayan  estado  encargados 
de  la  jurisdicción  mientras  pendía  el  litigio  sobre  los  bienes  ó 
derechos  cedidos  ó vendidos,  pues  entonces  no  se  trataría  ya 
meramente  de  un  Juez  municipal  do  anterior  bienio,  sino  de  un 
Juez  en  funciones,  á quien  desde  luego  comprende  el  núm.  5.# 
del  art.  14ü9. 

No  está  comprendida  en  la  letra  del  precepto  que  comenta- 
mos, aunque  sí  en  su  evidente  espíritu,  la  incapacidad  de  las 
personas  que  enumera  el  núm.  5.°  del  art.  14  59,  para  adquirir 
bienes  de  los  procesados,  cuyo  proceso  pende  ante  su  respec- 
tivo juzgado  ó tribunal,  pues  en  realidad  en  los  casos  de  pro- 
ceso no  existe  litigio  sobro  bienes  ó derechos,  y sin  embargo,  el 
motivo  de  la  incapacidad  es  tan  palmario  que  hace  ociosa  toda 
consideración. 

Conviene  fijarse  también  en  lo  que  se  refiere  á la  jurisdic- 
ción ó territorio  que  determina,  por  razón  del  lugar,  la  exten» 
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sión  de  la  incapacidad.  Un  Magistrado  de  una  Audiencia  terri- 
torial no  puede  comprar  bienes  ó derechos  quo  estén  en  litigio 
en  un  juzgado  perteneciente  al  territorio  de  esa  Audiencia  pero 
un  juez  de  primera  instancia  puede  comprar,  en  nuestra  opi- 
nión, bienes  litigiosos,  cuyo  litigio  penda  en  juzgado  distinto  de 
la  misma  Audiencia  á que  corresponda  el  comprador.  La  juris- 
dicción ó territorio  que  menciona  el  párrafo  1 ,°  del  núra.  5.°  del 
art.  ¡45 J es  el  del  tribunal  donde  ejerza  sus  funciones  el  com- 
prador ó cesionario,  y,  por  consiguiente,  tratándose  de  un  Ma- 
gistrado, el  territorio  es  el  de  su  Audiencia,  y tratándose  de  un 
Juez,  el  de  su  juzgado. 

La  prohibición,  como  hemos  dicho,  se  refiere  también  á Ios- 
Abogados  y Procuradores  respecto  á los  bienes  y derechos  que 
fuesen  objeto  de  un  litigio  en  que  intervengan  por  su  profesión 
y oficio. 

Pero  la  regla  general  de  que  venimos  ocupándonos  tiene  tres 
excepciones:  la  de  que  se  trate  de  acciones  hereditarias  entre 
coherederos,  de  cesión  en  pago  de  crédito,  ó de  garantía  de  los 
bienes  que  posean  las  indicadas  personas.  Por  la  naturaleza  de 
estos  actos  jurídicos,  el  Código  ha  entendido,  sin  duda,  que  en 
estos  casos  no  puede  haber  ni  la  tácita  invitación  al  fraude,  ni 
motivo  tampoco  para  que  se  sospeche  de  la  rectitud  de  los  fun- 
cionarios que  intervienen  en  la  administración  de  justicia. 

Estas  excepciones  están  colocadas  entre  el  párrafo  que  alude 
A los  Magistrados,  Jueces  y demás  funcionarios  y el  que  men- 
ciona á los  Abogados  y Procuradores.  Por  su  colocaci<^n  parece 
que  las  exenciones  sólo  han  de  regir  cuando  se  trate  de  Jueces, 
Magistrados,  etc.,  pero  no  cuando  se  trate  de  Abogados  y Pro- 
curadores. Entendemos,  sin  embargo,  que  á todos  comprenderán: 
primero,  porque  son  excepciones  de  una  misma  regla;  y segun- 
do, porque  no  hay  razón  para  prohibir  á los  Abogados  y Procu- 
radores lo  que  se  permite  á los  Magistrados  y Jueces. 

Veamos  dichas  excepciones: 

1**  Acciones  hereditarias  entre  coherederos. — No  es  muy  feliz 
la  expresión,  pero  al  fin  se  comprende  que  el  legislador  quiere 
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referirse  á la  adquisición  por  los  funcionarios  del  orden  judicial 
que  sean  al  mismo  tiempo  coherederos  de  los  litigantes  ó de  al- 
guno de  ellos,  de  alguna  cuota  ó participación  hereditaria  que 
se  enajene,  ya  adquieran  directamente  ó en  virtud  de  re- 
tracto . 

Con  igual  razón  debiera  permitírseles  la  adquisición  de  par- 
ticipaciones indivisas  de  una  cosa  determinada,  mueble  ó in- 
mueble, y en  todo  caso  el  derecho  de  retracto  de  comuneros  y el 
de  colindantes. 

2. a  Cesión  en  pago  de  créditos. — Aquí  la  expresión  es  más 
clara,  pero  el  caso  de  no  muy  fácil  inteligencia.  Algún  autor 
supone  que  el  funcionario  de  orden  judicial  es  el  acreedor,  y juez 
al  mismo  tiempo,  reclamando  el  crédito  á su  deudor,  y adqui 
riendo  después  bienes  en  pago.  Claro  es  que  no  puede  ser  esto 
lo  que  dice  la  ley.  Niügún  juez  entablará  una  demanda  para  re- 
solver él  mismo  el  asunto,  ni  el  deudor  habría  nunca  de  consen- 
tirlo. Ha  de  haber  dos  litigantes  y un  juez  ó magistrado,  acree- 
dor desde  luego  de  una  de  las  partes,  pero  extraño  al  litigio. 
A.  que  reclama  el  pago  de  una  deuda,  B.  que  es  el  deudor,  y C. 
juez,  que  es  acreedor  de  A.;  A.  puede  ceder  á C.  su  crédito  con- 
tra B.,  ó C.  adquirir  en  pago  de  los  bienes  litigiosos  de  que  se 
trate.  Este  tiene  que  ser  el  caso  del  artículo. 

3. a  Garantía  de  los  bienes  que  posean.  — Hay  que  confesar  que 
esta  excepción  se  halla  expresada  de  tal  modo  que  no  es  fácil  ni 
aun  casi  posible  entenderla.  El  ilustre  autor  Z.  Mucius,  lo  hace 
notar  con  acierto  y consigne  llegar  á su  explicación.  Las  tres 
excepciones  consignadas  en  la  regla  5.a  del  art.  1459,  son  en 
realidad  las  mismas  que  con  más  claridad  se  expresan  en  el  ar- 
ticulo 1536,  con  relación  al  retracto  de  créditos  ó derechos  liti- 
giosos. 

Litígase,  por  ejemplo,  sobre  el  derecho  de  pastos  en  parte  de 
una  finca,  cuyo  usufructo  pertenece  precisamente  al  juez  que 
entiende  en  al  litigio.  Surge  cuestión  sobre  un  crédito  hipoteca- 
rio ó simplemente  anotado  que  afecta  á una  finca  que  posee  el 

magistrado  que  interviene  en  la  apelación.  Este  magistrado 
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puede  adquirir  el  crédito,  á él  no  le  afecta  la  prohibición  de  la 
regla  5.a  del  art.  1459. 

Se  ha  discutido  si  en  la  incapacidad  de  los  Procuradores  y 
Ahogados  está  incluido  el  pacto  de  guola  lilis.  Ccns’ste  éste, 
como  es  sabido,  en  la  estipulación  de  que  el  Abogado  ó el  Pro- 
curador han  de  hacer  suyos  una  parte  alícuota  de  la  co3a  que 
se  litiga,  si  la  sentencia  es  favorable.  Con  este  concepto  á la 
vista,  es  para  nosotros  indudable  que  el  artículo  que  comenta- 
mos no  menciona  ese  pacto;  pero  como  la  incapacidad  de  los 
Abogados  y Procuradores  se  extiende  al  acto  de  adquirir  por 
cesión,  y la  efectividad  del  pacto  de  quoía  lilis  implica  necesaria- 
mente una  cesión,  estimamos  que  con  sólo  el  núm.  5.°  del  ar- 
tículo 1459  podría  pedirse  con  éxito  la  nulidad  de  ese  pacto  tra- 
dicionalmente  considerado  como  ilícito. 

Debe  tenerse  en  cuenta,  respecto  del  último  párrafo  del  ar- 
tículo 1459,  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  25  de  Enero 
de  1902,  que  declara  que  si  bien  el  procurador  no  puede  adqui 
rir  para  sí  los  bienes,  en  cuanto  á ios  cuales  tiene  incapacidad  - 
puede  adquirirlos  para  otra  persona  en  quien  no  concurra  inca, 
pacidad  alguna. 

IX.  Efectos  de  los  contratos  celebrados  contra  las  prohibiciones  de 
los  artículos  1457,  1458  y 1459. — Los  motivos  de  las  prohibiciones 
que  hemos  examinado  se  refieren  á consideraciones  de  muy  dis- 
tintos órdenes;  algunas  de  ellas  se  puede  decir  que  afectan  al 
orden  público. 

Pero  considerada  la  cuestión  desde  el  punto  de  vista  del  de- 
recho civil,  que  es  el  que  el  Código  ha  tenido  en  cuenta,  hay  que 
limitarse  á calificar  de  nulos  los  actos  realizados  contra  !a  pro 
hibición  legal.  Ahora  bien:  como  el  Código  no  reconoce  nulida- 
des de  pleno  derecho,  la  nulidad  de  los  actos  á que  nos  referi- 
mos deberá  ser  pedida  por  quien  tenga  personalidad  para  ello  y 
declarada  por  el  juez  competente.  El  cap.  6.°  del  tít.  2.°  del  li- 
bro 4.°  del  Código  es  el  que  contiene  los  preceptos  aplicables. 

Las  sancióneos  ó correcciones  en  que  puedan  incurrir  los  em- 
pleados públicos,  Magistrados,  Jaeces,  etc.,  por  razón  de  estos 
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hechos  no  prejuzgan  la  cuestión  de  la  nulidad;  son  completa- 
mente independientes  de  las  aceiones  del  orden  civil  que  las 
partes  interesadas  ejerciten.  Las  primeras  se  refieren  á la  dis- 
ciplina indispensable  en  toda  organización  jerárquica,  y las  se- 
gundas son  de  puro  derecho  privado. 

No  terminaremos  este  comentario  sin  citar  las  resoluciones 
de  la  Dirección  de  los  Registros  de  9 de  Febrero  de[190J , de  1.* 
de  Julio  de  1891  y de  25  de  Junio  de  1892,  las  cuales  respecti- 
vamente declaran:  la  primera,  que  es  perfectamente  válida  la 
venta  que  un  deudor  hace  á su  acreedor  hipotecario  de  la  ñeca 
hipotecad^,  sin  que  se  oponga  á ello  el  art.  1859,  y sin  que  sea 
preciso  seguir  el  procedimiento  que  marca  el  art.  1872;  la  segun- 
da, que  no  es  defecto  que  impida  la  inscripción  el  que  el  apode- 
rado del  vendedor  diga  en  la  escritura  de  venta  que  su  poder» 
dante  se  halla  en  ignorado  paradero,  pues  aun  el  art.  184  del 
Código  otorga  cierta  eficacia  legal  al  mandato  durante  cinco 
años  después  de  la  muerte  del  mandante;  y la  tercera,  que  los 
bienes  sujetos  á la  reserva  que  establece  el  art.  811,  pueden  ser 
enajenados. 

X.  Cuestiones  comunes  á todas  las  reglas  del  art.  1459. — 
a)  El  artículo  1459  prohíbe  comprar  á las  personas  que  señóla, 
por  sí  mismas  ó por  persona  intermedia.  Como  no  es  la  primera 
vez  que  el  Código  emplea  esta  írase,  ó la  de  persona  interpuesta 
que  envuelve  la  misma  idea,  no  hemos  de  detenernos  en  esta 
cuestión.  Véase  el  comentario  de  los  arts.  628  y 755.  En  nuestro 
derecho  es  preciso  probar  el  hecho  de  habej\existido  en  un  acto  ó 
contrato,  persona  interpuesta. 

b)  El  art.  1459  prohíbe  comprar  á las  personas  en  sus  diver- 
sas reglas  enumeradas.  ¿Podrán  retraer  los  bienes  para  cuya 
compra  están  incapacitadas?  El  retracto  lagal  que  es  al  que 
desde  luego  nos  referimos  es  una  segunda  compra.  Parece,  pues 
indudable,  que  también  al  retracto  alcanza  la  prohibición,  salvo 
lo  expuesto  en  cuanto  á la  primera  excepción  que  se  consigna  á 
la  regla  5.a  Sin  embargo,  aquí  no  se  ve  clara  la  razón  del  pre 
cepto.  El  consejo  de  familia  autoriza  como  necesaria  la  venta  de 
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una  finca  del  menor  ó incapaz,  y la  finca  se  vende  previos  los 
requisitos  legales,  pero  en  esa  finca  tiene  participación  el  tutor., 
ó siendo  menor  de  una  hectárea,  linda  con  otra  del  protutor. 
¿Porqué  prohibir  á éstos  el  retracto  de  comuneros,  ó el  de  co- 
lindantes? Lo  mismo  puede  ocurrir  respecto  á los  mandatarios, 
albaceas,  ó aun  empleados  públicos.  Cabe  decir  que  enajenados 
'ya  legalmente  los  bienes,  han  dejado  de  pertenecer  á los  meno- 
res, incapacitados,  mandantes,  etc.,  tratándose  de  una  adquisi- 
ción posterior  é independiente,  sin  persona  interpuesta,  á la 
que  ya  no  alcanza  el  precepto.  Pero  como  la  primera  venta  se 
resuelve  al  ejercitarse  el  retracto,  el  caso  puede  cQnsiderarse 
dudoso,  y mejor  sería  que  el  Código,  haciéndose  cargo  del  su- 
puesto, le  diese  expresamente  la  solución  que  sus  autores  esti- 
masen más  acertada. 

c ) Parece  que  puede  decirse  algo  análogo  respecto  á los  otros 
casos  de  excepción  de  la  regla  5.a  El  menor  debe,  por  ejemplo, 
al  tutor,  ¿no  podrá  éste  cobrar  nunca  mientras  exista  la  tutela, 
para  que  no  resulte  que  adquiere  bienes  de  la  persona  que  está 
bajo  su  guarda?  Este  caso,  sin  embargo,  tiene  fácil  solmión.  El 
artículo  1459  prohíbe  cerrar,  y sólo  en  la  regla  5.a  se  extiende 
la  incapacidad  aj  acto  de  adquirir  por  cesión.  Debe  pues  enten- 
derse que  en  las  demás  reglas  no  se  halla  prohibida  la  cesión  en 
pago  de  créditos,  ni  en  general  acto  alguno  que  no  merezca  le- 
galmente la  consideración  de  compra,  ó la  de  permuta  con  arre- 
glo al  art.  1541.  • 

[]t  XI.  Códigos  extranjeros. — Artículos  1594,  1595,  1596  y 1597 
del  código  francés;  1456,  1457  y 1458  del  italiano;  1559  al  1567, 
ambos  inclusive,  del  portugués;  1795  al  1800  del  chileno;  2965 
al  2979  del  de  los  Estados  de  Puebla  y Baja  California  (Méjico);. 
1357  al  1362  del  argentino;  1636  al  1640  del  uruguayo,  y 1426- 
al  1428  del  código  de  Venezuela. 

De  estos  artículos  los  más  interesantes  son  el  1561  del  có- 
digo portugués,  que  dice  que  no  pueden  comprar  bienes  inmue- 
bles las  sociedades  ó corporaciones  perpetuas,  sino  en  los  casos- 
y en  la  iorina  en  que  por  la  ley  se  les  autoriza;  el  1565  del  mismo 
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código  que  declara  que  no  pueden  vender  á hijos  ó nietos,  los 
padres  ó abuelos,  sin  el  consentimiento  de  los  hijos  ó nietos  res- 
tantes, y que  cuando  alguno  de  ellos  no  diese  su  consentimiento , 
podrá  ser  suplido  por  un  consejo  de  familia,  reunido  al  efecto; 
y el  2967  del  código  de  ios  Estados  de  Baja  California  y Puebla, 
que  dice  que  no  pueden  comprar  bienes  raíces  los  establecimien- 
tos públicos  ni  las  corporaciones,  bajo  la  pena  de  perder  lo  com- 
prado en  provecho  de  la  Nación. 

CAPITULO  III 

De  los  efectos  del  contrato  de  compra  y venta 
cuando  se  ha  perdido  la  cosa  vendida. 


ARTÍCULO  1460 

Si  al  tiempo  de  celebrarse  la  venta  se  hubiese  per- 
dido en  su  totalidad  la  cosa  objeto  de  la  misma,  que- 
dará sin  efecto  el  contrato. 

Pero  si  se  hubiese  perdido  sólo  en  parte,  el  compra- 
dor podrá  optar  entre  desistir  del  contrato  ó reclamar 
la  parte  existente,  abonando  su  precio  en  proporción 
al  total  convenido. 

Sin  cosa  vendida  no  puede  haber  contrato  de  compra  y venta* 
Ya  la  ley  21,  tít.  11  de  la  Partida  5.a,  refiriéndose  á todos  los 
contratos  en  general,  dijo  que  «si  vn  orne  prometiesse  á otro  de 
dar  alguna  cosa  cierta  assi  como  cauallo,  o otra  cosa  semejante 
que  fuesse  ya  muerta,  quando  fizo  la  promissión,  dezimos  que  tal 
promissión  non  vale,  nin  es  tenudo  de  dar  aquella  cosa  nin  otra 
ninguna  por  razón  della». 

Mas  en  particular,  siguiendo  los  precedentes  del  Digesto,  se 
ocupó  el  Código  de  las  Partidas  en  la  ley  14,  tít.  5.°,  de  la  Par- 
tida 5.a,  del  contrato  de  compra  y venta  examinando  el  mismo 
supuesto  de  haberse  perdido  la  cosa  al  tiempo  de  la  perfección 
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del  contrato,; y el  art.  1382  del  Proyecto  de  1851  coincide  con  el 
que  comentamos,  salvo  en  su  concepto  ñnal,  en  el  que  haiemos 

notar  una  sustancial  diferencia. 

El  arL  1 i 60  contiene  dos  reglas  distintas  que  se  refieren  á 
casos  diferentes.  Es  el  primero,  el  de  que  se  haya  peí  dido  en 
su  totalidad  la  cosa  objeto  de  la  compra  y venta;  es  el  segundo, 
el  de  que  la  pérdida  solamente  haya  afectado  á parte  de  la  cosa. 

Mas  antes  de  entrar  en  el  examen  de  cada  uuo  de  eilos,  con  - 
viene deja*  sentado  que  ambos  están  determinados  para  los  efec- 
tos del  precepto  por  una  condición  de  tiempo. 

La  pérdida  de  la  coso,  bien  sea  total,  bien  3ea  parcial,  debe 
haber  ocurrido,  para  que  sea  aplicable  el  artículo  que  comenta- 
mos, antes  de  celebrarse  el  contrato.  Si  ocurriese  después,  como 
quiera  que  este  hecho  no  ha  sido  tenido  en  cuenta  por  el  legis- 
lador al  dictar  el  art.  1460,  es  evidente  que  no  procedería  apli- 
carlo. La  pérdida  parcial  ó total  de  la  cosa  después  de  perfeccio- 
nado el  contrato,  la  investigación  de  sus  causas  y las  conse- 
cuencias de  aquélla,  suministran  materia ' para  otros  preceptos 
que  expondremos  en  su  lugar  oportuno. 

Por  último,  con  la  frase  ai  tiempo  de  celebrarse  el  contrato  que 
emplea  el  Código,  es  para  nosotros  evidente  que  se  ha  querido 
designar  el  momento  de  la  perfección. 

Hemos  dicho'  que  el  artículo  que  comentamos  contiene  dos 
reglas  distintas.  No  podía  por  menos  de  ser  así,  porque  los  su- 
puestos del  hecho  á que  alude  son  de  todo  en  todo  diferentes. 
No  es  lo  mismo  la  pérdida  total  de  la  cosa  vendida  que  la  pér- 
dida parcial:  en  el  primer  caso,  falta  por  completo  y en  abso 
luto  el  objeto  de  la  compra  y venta;  en  el  segundo,  ese  objeto 
existe  aunque  deteriorado  y representando  un  valor  económico 
desde  luego  inferior.  ( 

No  existiendo  cosa  vendida  no  puede  haber  compra  y venta. 
Esta  solución,  que  arranca  dp  los  mismos  hechos,  entraña  un 
principio  de  justicia  que  no  puede  ponerse  en  duda.  Así  lo  reco- 
noce el  Código  al  decir  que  el  contrato  quedará  sin  efecto. 

Un  interesante  aspecto  ofrece  esta  declaración  del  art.  1460, 
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que  tiene  verdadera  utilidad  práctica.  ¿Se  trata,  en  el  caso 
de  la  pérdida  total  de  la  cosa  vendida,  de  un  simple  caso  de  nu- 
lidad? Entendemos  que  no. 

Guando  el  consentimiento  ha  sido  prestado,  aunque  con  al- 
gún vicio  que  lo  invalide;  cuando  la  persona  ó personas  que  han 
intervenido  en  el  contrato  no  tienen  la  capacidad  legal  porque 
su  representación  corresponde,  por  ejemplo,  á sus  padres  ó tu- 
tores; cuando  la  mujer  casada  no  ha  sido  asistida  de  su  marido, 
tenemos  contrato,  aunque  desde  luego  anulable,  y nulo  legal- 
mente cua.ndo  se  pida  y obtenga  la  correspondiente  declaración 
de  nulidad. 

Pero  cuando  el  consentimiento  no  ha  mediado  ni  con  vicio 
ni  sin  él,  ni  prestado  por  el  incapaz,  ni  prestado  por  su  repre- 
sentante, entendemos  que  no  cabe  hablar  de  nulidad  de  contra- 
to, ni  de  contrato  siquiera.  Tal  contrato  no  ha  existido,  es  in- 
existente. 

Pues  bien;  exactamente  lo  mismo  procede  decir  en  el  caso  de 
pérdida  total  de  la  cosa  vendida  al  tiempo  de  celebrarse  la  com- 
pra y venta.  Esa  compra  y venta  no  ha  existido  nunca,  porque 
no  puede  haber  compra  y venta  sin  cosa  vendida,  y lo  que  hay 
que  demostrar  es  su  inexistencia. 

La  parte  á quien  interese  no  ejercitará,  por  consiguiente,  la 
acción  de  nulidad,  porque  se  anula  lo  que  existe,  lo  que  es,  aun- 
que con  vicio;  pero  no  tiene  sentido  el  que  se  pretenda  anular  lo 
que  no  nació,  ni  impei  fectamente  siquiera,  á la  vida  del  de- 
recho. 

Esta  consideración,  como  hemos  indicado,  tiene  una  gran 
importancia  práctica,  porque,  no  tratándose  del  ejercicio  de  nin- 
guna acción  de  nulidad,  la  prescripción  de  la  misma  no  estará 
sujeta  al  plazo  de  cuatro  años  que  establece  el  art.  1301,  sinoal 
de  quince  años  que  fija  el  1064.  De  modo  que  el  comprador  que 
hizo  entrega  del  precio  al  vendedor  y que  no  llegó  á adquirir  la 
cosa  vendida  por  haberse  ésta  perdido  totalmente,  podrá  recla- 
mar la  devolución  de  dicho  precio,  y no  en  el  breve  transcurso 
de  cuatro  años  sino  en  el  de  quince. 
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Si  la  cosa  se  hubiese  perdido  sólo  en  parte,  el  comprador  po- 
drá optar  entre  desistir  del  contrato  ó reclamar  la  parte  exis- 
tente, abonando  su  precio  en  proporción  al  total  convenido. 

Para  la  recta  interpretación  de  este  precepto  conviene  tener 
en  cuenta  que  la  facultad  de  desistir  ó apartarse  del  contrato, 
que  se  concede  al  comprador,  no  implica  una  condición  resolu- 
toria; el  desistimiento  no  es  la  resolución;  y esto  por  una  razón 
análoga  á la  que  antes  indicábamos  al  hablar  de  la  nulidad,  por- 
que se  resuelve  lo  que  existe,  lo  que  ya  ha  tenido  nacimiento, 
pero  no  aquello  que  no  existe  todavía:  precisamente  lo  que  se 
concede  al  comprador  en  vista  de  la  pérdida  parcial  de  la  cosa 
es  la  facultad  de  dar  vida  legal  al  contrato  ó de  dejarlo  reducido 
á la  categoría  de  los  propósitos,  de  las  intenciones  que  no  llegan 
á realizarse,  de  los  actos  preparatorios  de  otro  que  no  logra  su 
•consumación. 

¿Cuál  es  el  fundamento  de  esta  solución  jurídica?  No  podía 
ser  igual  la  solución  para  los  dos  distintos  casos  de  que  habla  el 
artículo,  porque  en  el  uno  no  hay  cosa  vendida,  y en  el  otro  la 
hay  aunque  deteriorada.  En  este  segundo  caso  el  Código  ha  te- 
nido en  cuenta  que  el  vendedor  desde  luego  había  hecho  osten 
sible  su  propósito  de  desprenderse  de  Ja  cosa  enajenándola  hasta 
el  punto  de  haberse  obligado  á ello;  el  comprador  también  había 
hecho  ostensible  el  suyo  de  adquirirla,  contrayendo  la  correspon 
diente  obligación;  pero,  nótese  bien,  de  adquirirla  sin  mermas 
ni  deterioros,  sino  tal  y como  era  en  toda  su  integridad.  La  cosa 
era  para  el  comprador  la  causa  del  contrato;  pero  la  cosa  dete- 
riorada ó incompleta  puede  no  tener  aptitud  para  seguir  sirvién- 
dole de  causa,  dada  la  utilidad  que  esperaba  obtener  de  ella  ó los 
fines  á que  pensaba  dedicarla.  De  aquí  la  facultad  concedida  al 
comprador;  si  á pesar  de  las  mermas  ó deterioros  entiende  que 
la  cosa  le  conviene  (y  esto  él  es  el  único  que  puede  decirlo)  el 
contrato  seguirá  adelante,  si  no,  se  apartbrá  de  él. 

Restaba  al  articulo  determinar,  para  el  caso  de  que  el  com- 
prador quisiera  seguir  adelante  el  contrato,  el  criterio  que  ha  de 
servir  de  norma  para  el  pago  del  precio,  pues  desde  luego  pa- 
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frece  indudable  que  no  se  ha  de  dar  por  una  parte  de  la  cosa  lo 
que  se  estipuló  respecto  de  la  cosa  entera. 

El  art.  1382  del  proyecto  de  1851  disponía  para  este  oaso 
•que  el  precio  se  abonase  á justa  tasación;  el  Código,  en  el  artículo 
que  comentamos,  dice  que  el  precio  se  abonará  en  proporción  al 
total  convenido.  La  diferencia  de  criterio  es  sustancial. 

Si  se  compra  una  piara  de  cien  vacas  en  20.000  pesetas,  y al 
tiempo  de  celebrarse  el  contrato  resulta  que  se  han  muerto  la 
mitad,  según  el  Código,  el  comprador,  si  quiere  seguir  adelante 
el  contrato,  deberá  entregar  10.000  pesetas.  Según  el  Proyecto 
de  1851  había  que  tasar  esas  cincuenta  vacas  que  quedaron,  y si 
los  peritos  decían  que  valía  cada  una  300  pesetas,  el  precio  que 
el  comprador  debería  satisfacer  sería  el  de  15.000  pesetas.  El 
Proyecto  de  1851  se  apartaba,  en  realidad,  de  los  términos  li- 
bremente estipulados  por  las  partes;  el  Código  se  atiene  estric- 
tamente á lo  pactado  por  los  contratantes,  por  cuyo  motivo  nos 
parece  más  justo  su  criterio. 

La  ley  14,  título  5.°,  de  la  Partida  5.a  antes  citada,  después 
de  sentar  el  principio  de  que  la  venta  no  vale  cuando  se  ha  per- 
dido la  cosa  vendida,  distingue  en  los  casos  de  pérdida  parcial 
que  ésta  afecte  á la  mayor  ó menor  parte  de  la  cosa,  declarando 
en  el  primer  supuesto  que  no  vale  la  venta,  y en  el  segundo  que 
sí,  aunque  con  la  disminución  de  precio  proporcional  á lo  per- 
dido. Distingue  asimismo  que  el  vendedor  tuviera  conocimiento 
de  la  pérdida  de  la  cosa,  en  cuyo  caso,  si  la  pérdida  es  total,  la 
venta  no  vale,  quedando  obligado  el  vendedor  á indemnizar  al 
comprador  por  razón  del  engaño  de  que  le  hizo  víctima;  y ai 
fuere  solamente  parcial,  valdrá  la  venta  aunque  sujetándose 
siempre  el  vendedor  á la  obligación  de  indemnizar. 

Por  último,  se  hace  cargo  la  citada  ley  del  caso  de  que  el 
comprador  supiera  la  pérdida  parcial  de  la  cosa  ignorándolo  el 
vendedor,  é impone  en  tal  supuesto  al  comprador  la  obligación 
de  satisfacer  el  precio  por  entero  como  si  no  hubiera  ocurrido 
pérdida  alguna. 

Después  del  Código  entendemos  que  no  procede  hacer  más 
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distinciones  que  las  que  establece  el  art.  1460,  sin  que  esto 
quiera  decir  que  en  los  casos  de  dolo  no  sea  exigible  la  indem- 
nización de  perjuicios,  siempre  que  se  demuestre  la  existencia 
de  éstos  y aquél  se  pruobe,  pues  no  hay  que  olvidar  que,  según 
el  art.  1102,  la  responsabilidad  procedente  del  dolo  es  exigible 
en  todas  las  obligaciones,  y la  renuncia  de  la  acción  para  hacerla 
efectiva  es  nula. 

Por  último,  concepto  complementario  del  artículo  que  comen- 
tamos es  el  de  la  pérdida  de  la  cosa.  Por  tal  debemos  entender, 
su  destrucción  material  ó un  cambio  en  su  naturaleza  que  la 
haga  inhábil  para  los  fines  que  antes  servía  y que  se  tuvieron 
en  cuenta  al  contratar.  La  pérdida  parcial  no  supone  un  cambio 
de  naturaleza,  siuo  simplemente  una  merma. 

Códigos  extranjeros  — Artículos  1G01  del  Código  francés;  1461 
del  italiano;  1554  del  portugués;  1814  del  chileno;  2963  y 2964 
del  de  los  Estados  de  Baja  California  y Puebla;  1328  del  argen- 
tino; 1633  del  uruguayo,  y 1430  del  de  Venezuela. 

CAPITULO  IV 

De  las  obligaciones  del  vendedor . 


SECCIÓN  PRIMERA 

DISPOSICIÓN  GENERAL 

ARTÍCULO  1461 

El  vendedor  está  obligado  á la  entrega  y sanea- 
miento de  la  cosa  objeto  de  la  venta. 

Obligaciones  principales  del  vendedor . — Después  de  haber  fija- 
do el  Código  la  naturaleza  y forma  de  la  compraventa,  la  capa- 
cidad necesaria  para  celebrarla  y la  solución  jurídica  aplicable 
al  caso  excepcional  de  haberse  perdido  la  cosa  vendida  al  tiempo 
de  perfeccionarse  el  contrato,  entra  de  lleno  en  la  reglamenta- 
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ción  de  las  obligaciones  que  de  él  nacen,  y á ella  dedica  los  ca- 
pítulos 4.°  y 5.°  del  título  que  examinamos. 

El  cap.  4.°  se  consagra  á las  obligaciones  propias  del  ven- 
dedor, y comprende  tres  secciones:  la  primera,  formada  única- 
mente por  el  artículo  que  comentamos,  que  sienta  en  términos 
generales  cuáles  son  esas  obligaciones;  la  segunda,  que  des- 
arrolla una  de  ellas,  la  entrega  de  la  cosa,  y la  tercera,  que  des- 
arrolla la  otra,  el  saneamiento,  subdividiendo  esta  última  en  dos 
párrafos,  de  los  cuales  el  primero  contiene  los  preceptos  apli- 
cables al  saneamiento  en  caso  de  evicción,  y el  secundo  los  que 
se  refieren  al  saneamiento  por  los  defectos  ó gravámenes  ocul- 
tos de  la  cosa  vendida. 

El  desenvolvimiento  del  principio  que  sienta  el  art.  1461  se 
encuentra  en  las  dos  secciones  siguientes.  Una  razón  de  método, 
sin  embargo,  razón  en  verdad  plausible,  ha  sido  sin  duda  causa 
de  que  con  dicho  artículo  se  forme  la  primera  sección  del  capi- 
tulo 4.°  El  comentario  de  dicho  artículo  es,  en  rigor,  el  comen- 
tario de  los  artículos  siguientes. 

Sólo  haremos  notar  ahora  que  la  obligación  ele  entregar  la 
cosa  por  parte  del  vendedor,  obligación  bilateral,  como  sabe- 
mos, ó lo  que  es  lo  mismo,  recíproca  con  la  del  comprador  de 
entregar  el  precio,  es  tan  esen  ial  de  la  compra  y venta,  que 
aun  aquellos  Códigos  que  siguen  el  criterio  do  afirmar  que  la 
propiedad  se  transmite  por  el  mero  consentimiento,  y que,  por 
lo  tanto,  la  entrega  de  la  cosa  no  es  indispensable  para  el  naci- 
miento del  derecho  real,  consignan,  no  obstante,  esa  obligación 
como  ineludible  con  perfecta,  unanimidad,  como  no  podía  por 
menos  de  ocurrir. 

Códigos  extranjeros. — Artículos  1602  y 1603  del  Código  fran- 
cés; 1462  del  otomano;  1.Ó68  del  portugués  1824  del  de  Chile; 
2981  del  de  los  Estados  de  Caja  California  y Puebla;  1647  del 
uruguayo;  1061  del  austríaco;  434  del  del  Imperio  alemán, 
y 1431  del  de  Venezuela. 

Llamamos  la  atención  sobre  el  texto  del  art.  1602  del  Código 
francés,  que  dice  que  el  vendedor  debe  explicar  con  claridad  á 


124  CÓDIGO  CIVIL 

lo  que  se  obliga,  y que  cualquier  pacto  oscuro  ó ambiguo  se  iu- 
terpreta  contra  él  mismo. 

Concuerda  también  con  el  presente  el  art.  1383  de  nuestro 
proyecto  de  Código  civil  de  1851,  según  el  cual,  «las  principales 
obligaciones  del  vendedor  son  la  entrega  y saneamiento  de  la 
cosa  vendida». 


SECCIÓN  SEGUNDA 

DE  LA  ENTREGA  DE  LA  COSA  VENDIDA 

ARTÍCULO  1462 

Se  entenderá  entregada  la  cosa  vendida  cuando  se 
pongan  en  poder  y posesión  del  comprador. 

Cuando  se  haga  la  venta  mediante  escritura  públi- 
ca, el  otorgamiento  de  ésta  equivaldrá  á la  entrega  de 
la  cosa  objeto  del  contrato,  si  de  la  misma  escritura  no 
resultare  ó se  dedujeie  claramente  lo  contrario. 

ARTICULO  1463 

Fuera  de  los  casos  que  expresa  el  artículo  prece- 
dente, la  entrega  de  los  bienes  muebles  se  efectuará: 
por  la  entrega  de  las  llaves  del  lugar  ó sitio  donde  se 
hallan  almacenados  ó guardados;  y por  el  solo  acuerdo 
ó conformidad  de  los  contratantes,  si  la  cosa  vendida 
no  puede  trasladarse  á poder  del  comprador  en  el  ins- 
tante de  la  venta,  ó si  éste  la  tenía  ya  en  su  poder  por 
algún  otro  motivo. 

ARTÍCULO  1464 

Respecto  de  los  bienes  incorporales,  regirá  lo  dis- 
puesto en  el  párrafo  2.°  del  art.  1462.  En  cualquier 
otro  caso  en  que  éste  no  tenga  aplicación,  se  entenderá 
por  entrega  el  hecho  de  poner  en  poder  del  comprador 
los  títulos  de  pertenencia^  ó el  uso  que  haga  de  su  de- 
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recho  el  mismo  comprador,  consintiéndolo  el  ven- 
dedor. 

I.  Entrega  de  la  cosa  vendida:  su  concepto  y efectos. — Estamos 
ya  en  el  período  de  consumación  del  contrato  de  compra  y ven 
ta.  La  entrega  de  la  cosa  es  consecuencia  necesaria  de  las  pre- 
misas sentadas  en  el  peri  do  de  perfección;  sin  ella  no  podrían 
obtenerse  los,  efectos  útiles  que  las  partes,  y principalmente  el 
comprador,  se  propusieron  al  contratar  y que  fueron  causa  del 
contrato. 

Decir  que  el  vendedor  debe  entregar  la  cosa  vendida  es  afir- 
mar algo  llano,  axiomático,  en  lo  que  todo  el  mundo  está  con- 
forme. Pero  si  nos  fijamos  en  el  sentido  de  esta  entrega,  vere- 
mos que  la  conformidad  entre  los  códigos  y autores  sólo  existe 
en  cuanto  al  hecbo,  pero  no  en  cuanto  á sil  significación. 

El  art.  1462  de  nuestro  Código  dice  que  se  entenderá  entre- 
gada la  cosa  vendida  cuando  se  ponga  en  poder  y posesión  del 
comprador.  Es  interesante  la  comparación  de  nuestro  artículo 
con  el  1604  del  código  francés,  que  contiene  análoga  definición 
y que  dejamos  sin  traducir  para  que  el  lector  pueda  mejor  apre- 
ciar la  coincidencia;  dice  así:  « La  délivrance  est  le  transport  de  la 
chose  vendue  en  la  puissance  et  possession  de  V acheteur ».  El  interés 
de  esta  comparación  estriba  en  que  siendo  tan  semejantes  los 
preceptos,  por  no  decir  iguales,  se  entienden  de  distinta  manera 
per  la  jurisprudencia  de  uno  y otro  país. 

El  concepto  del  código  francés,  según  Laurent  (1),  está  to 
mado  del  jurisconsulto  Domat,  quien,  explicándolo,  dice  que  el 
primer  efecto  de  la  entrega  es  que  si  el  vendedor  es  dueño  de 
la  cosa  vendida,  el  comprador  se  hace  desde  ese  momento  ple- 
namente dueño  de  la  misma  con  el  derecho  de  disfrutarla,  usarla 
y disponer  de  ella  pagando  el  precio. 

No  es  este,  sin  embargo,  el  sentido  que  se  da  al  precepto, 
según  la  jurisprudencia  y los  autores  franceses,  incluso  el 


(l)  Obra  y tomo  citado,  pág.  100. 
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mismo  Laurent.  Si  así  fuere,  el  objeto  y el  efecto  principal  de 
la  entrega  de  la  cosa  sería  el  transmitir  la  propiedad,  íe  suerte 
que  el  derecho  real  no  nacería  hasta  que  la  entrega  no  se  hu 
biese  verificado,  y tanto  valdría  esto  como  negar  el  principio  de 
la  transmisión  de  la  propiedad  por  el  mero  consentimiento,  de 
que  tan  convencidos  defensores  se  muestran  los  jurisconsultos 
franceses. 

En  realidad,  lo  que  ocurre  en  el  Código  francés  es  que  sus 
autores  tomaron  el  concepto  antiguo  de  la  tradición  con  todo  su 
valor  de  verdadero  modo  de  adquirir  el  dominio,  y no  tuvieron 
en  cuenta  que  al  verificarse  el  cambio  sustancial  en  materia  de 
contratación,  que  implica  la  adopción  del  criterio  dé  la  transmi- 
sión de  la  propiedad  por  el  solo  consentimiento,  procedía  con- 
cordar los  demás  conceptos  que  con  este  criterio  tuvieren  rela- 
ción á fin  de  evitar  contradicciones. 

La  jurisprudencia  se  ha  encargado  de  establecer  la  armonía 
entre  el  nuevo  principio  exageradamente  espiritualista  y el  sen- 
sido  que  se  ha  de  dar  á la  tradición  ó entrega  de  la  cosa.  Lo  que 
el  vendedor  está  obligado  á realizar,  según  la  jurisprudencia, 
es  el  traspaso  de  la  cosa  vendida  al  disfrute  (jouissance)  y pose 
sión  del  comprador;  no  á su  poder  ( puissance ),  porque  en  poder 
del  comprador,  en  el  sentido  de  pertenecer  á su  patrimonio  jurí 
dico,  estaba  ya  la  cosa- vendida  desde  el  momento  en  que  medió 
el  consentimiento. 

Es  decir,  que  aunque  la  transmisión  de  la  propiedad  se  había 
ya  operado  desde  la  perfección  del  contrato,  como  quiera  que  el 
comprador  no  podría  obtener  los  efectos  útiles  de  éste  si  la  cosa 
permaneciese  perpetuamente  á la  disposición,  al  alcance  del  ven 
dedor  y no  al -alcance  y á la  disposición  material  del  comprador, 
es  menester  poner  la  cosa  en  esta  situación  de  mero  hecho  para 
que  el  adquirente  esté  en  posibilidad  de  ejercer  sus  facultades 
dominicales,  que  no  dependen  ciertamente,  en  cuanto  á su  inte- 
gridad, de  ese  traspaso  material,  puesto  que  nacieron  desde  que 
se  prestó  él  consentimiento;  pero  que  necesitan  de  esa  situación 
de  hecho  en  la  cosa.  Hemos  repetido  lo  de  la  situación  de  hecho 
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6 de  mero  hecho  para,  evitando  toda  confusión,  hacer  notar  una 
vez  más  que  no  se  trata  con  la  entrega  de  la  cosa,  A la  manera 
como  la  entiende  la  jurisprudencia  francesa,  de  ningún  cambio 
en  la  situación  jurídica  de  la  cosa,  ya  que  ésta  antes  y después 
de  la  entrega  pertenecía  al  patrimonio  del  comprador  por  ha- 
berse transmitido  el  dominio  de  la  misma  en  virtud  del  solo  con- 
sentimiento. 

Coinciden,  por  lo  tanto,  el  código  francés  y el  nuestro  en  la 
obligación  de  la  entrega  de  la  cosa  que  se  impone  al  vendedor; 
la  coincidencia  sube  de  punto  al  examinar  la  letra  de  los  pre- 
ceptos análogos;  ambos  hablan  de  que  la  cosa  se  ha  de  poner  en 
poder  y posesión  del  comprador. 

Pero  entre  la  manera  de  entender  la  tradición  la  jurispru- 
dencia y los  jurisconsultos  franceses  que  acabamos  de  expo- 
ner y la  que  rige  en  España,  va  mucha  diferencia.  La  jurispru- 
dencia francesa  ha  conservado  lo  externo,  la  forma  del  pre 
cepto,  y esto  porque  no  le  era  dable  modificarlo;  pero  le  ha 
hecho  decir  cosa  distinta  de  lo  que  en  realidad  dice.  La  juris 
prudencia  española  y el  común  sentir  de  nuestros  jurisconsultos 
se  han  mantenido  fieles  al  espíritu  del  precepto  que  tenía  an- 
tiguo abolengo  en  nuestro  derecho. 

No  hay  incon  veniente  en  admitir  que,  según  nuestro  Código, 
la  tradición  ó entrega  de  la  cosa  tenga  el  sentido  francés  que 
hemos  explicado;  es  claro  que  uno  de  los  motivos  por  los  cuales 
el  vendedor  debe  entregar  la  cosa  al  comprador  es  por  hacer  po 
sible  á éste  el  disfrute  ó aprovechamiento  de  la  misma.  Pero  es 
que,  además  de  este  sentido,  la  tradición  tiene,  según  el  Código, 
otro  que  no  se  puede  olvidar.  El  art.  699  ha  dicho  que  la  propie- 
dad se  adquiere  por  consecuencia  de  ciertos  contratos  mediante 
la  tradición,  y el  1095  que  el  acreedor  no  adquiere  derecho  real 
sobre  la  cosa  hasta  que  le  haya  sido  entregada.  De  suerte,  que  la 
tradición  en  nuestro  Código,  sin  perjuicio  de  que  implique  una 
condición  necesaria  para  la  posibilidad  del  disfrute,  es  además 
un  verdadero  modo  de  adquirir  el  dominio  que  determina  la 
transmisión  de  la  propiedad,  el  nacimiento  del  derecho  real. 
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Por  lo  tanto,  la  entrega  de  la  cosa,  de  cualquiera  de  los 
modos  que  enumeran  los  artículos  que  comentamos  y que  seguí* 
damente  explicaremos,  significa  que  la  transmisión  de  la  pro- 
piedad se  ha  verificado  del  vendedor  al  comprador. 

II.  Formas  en  que  puede  efectuarse  la  tradición  ó entrega  de  la 
cosa  vendida.— Definió  la  Instituta  la  tradición  diciendo  que  erar 
modus  adquirendi  dtrivativus,  quo  dominus , qui  jus  et  animum  alie • 
nandi  habet,  rem  corpcralem  ex  justa  causa  in  accipienlern  transferí. 
Morató  (1)  traduce  muy  exacta  y elegantemente  esta  definición, 
diciendo  que  la  tradición  es  un  modo  de  adquirir  el  dominio  en 
virtud  del  cual,  el  dueño  que  tiene  derecho  y ánimo  de  enajenar 
una  cosa  corporal,  la  transmite  en  virtud  de  un  justo  título  á 
una  persona  que  la  acepta. 

Examinemos  las  distintas  clases  6 formas  de  tradición  que 
reconocía  el  derecho  antiguo,  para  ver  cuáles  deben  entenderse 
subsistentes  después  del  Código. 

La  tradición  podía  ser  verdadera  ó real,  y fingida.  La  pri* 
mera  era  la  entrega  material  de  la  cosa,  que  se  hacía  pasar  de 
mano  en  mano  si  se  trataba  de  una  cosa  mueble,  ó que  consistía 
en  ciertos  actos  también  materiales  cuando  se  trataba  de  inmue- 
bles, los  cuales  actos  no  eran  otra  cosa  que  la  llamada  toma  de 
posesión. 

A esta  tradición  verdadera  ó real  alude  el  Código  en  el  pri- 
mer párrafo  del  art.  1462,  al  decir  que  se  entenderá  entregada 
la  cosa  vendida  cuando  se  poDga  en  poder  y posesión  del  com- 
prador, pues  tanto  la  entrega  de  mano  en  mano,  como  la  realiza- 
ción por  el  comprador  de  esos  actos  materiales  en  los  inmuebles 
con  el  beneplácito  y aquiescencia  del  vendedor,  no  significa  en 
rigor  más  que  el  poner  la  cosa  en  poder  y posesión  del  com- 
prador. 

La  tradición  fingida  podía  ser  de  varias  clases. 

Era  simbólica  cuando  para  realizar  la  entrega  se  valían  las 
partes  de  un  signo  ó símbolo  que  representase  la  cosa  que  se  iba 


(t)  Otra  citada,  tomo  l.°,  pág.  334. 
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¿ entregar;  asi,  decía  la  ley  7.a,  titalo  30  de  la  Partida  3.a,  que 
se  toma  posesión  de  las  mercaderías  qae  estuviesen  encerradas 
en  una  alhóndiga  ó almacén  entregando  las  llaves  de  estos  lu- 
gares, pues  «por  tal  apoderamiento  como  este  que  le  faze  dando 
las  llaves,  entiéndese  que  le  apodera  también  de  las  mercadu- 
rías que  son  en  la  casa,  maguer,  non  las  vea,  como  de  las  llaves 
que  le  da  a paladinas». 

El  Código,  en  el  art.  1463,  admite  esta  tradición  simbólica  y 
hasta  se  vale  del  mismo  símbolo  que  la  citada  ley  dePartidas, 
puesto  que  toma  como  tal  las  llaves  del  lugar  ó sitio  donde  se 
halle  la  cosa  mueble. 

No  dudamos  en  calificar  también  de  simbólica  la  entrega  de 
la  cosa  que  se  supone  verificada  por  el  otorgamiento  de  la  escri 
tura,  según  el  art.  1 462,  por  más  que  sea  de  apreciar  en  ella  tam 
bión  la  asistencia  d©  la  ley.  Esta  forma  de  tradición  tiene  su  pre- 
cedente en  la  ley  8.a  del  título  y Partida  citados,  que  dice  que, 
«Dando  algún  orne  a otro  heredamiento,  o otra  cosa qualquier  apo- 
derándole de  las  cartas  por  que  tal  ouo,  o faziendo  otra  de  nue- 
vo, e dandogela,  gana  la  possession,  maguer  no  le  apedere  de  la 
cosa  dada  corporalmente». 

Debe  tenerse  en  cuenta  que  esta  manera  de  entregar  la  cosa 
mediante  el  otorgamiento  de  escritura  pública  es  común  á las 
muebles  y á las  inmuebles,  puesto  que  el  Código  no  distingue, 
y sobre  no  distinguir,  así  parece  claramente  deducirse  de  la  re- 
lación del  precepto  con  el  artículo  siguiente  1463. 

Esta  forma  de  tradición  está  sujeta,  sin  embargo,  en  cuanto 
á su  eficacia,  á los  términos  de  la  escritura,  pues  si  de  ésta  re- 
sultare ó se  dedujere  que  no  fué  el  propósito  de  las  partes  el  ve 
rificar  la  entrega,  no  se  podría  entender  que  había  habido  tradi- 
ción. Tal  ocurriría,  por  ejemplo,  cuando  se  marcase  una  fecha 
fija  en  la  cual  el  comprador  debía  tomar  posesión  de  la  cosa,  ó 
cuando  tratándose  de  una  venta  á plazos  se  estipulase  que  hasta 
el  pago  del  último  de  ellos  no  se  estimaría  transmitida  la  pro- 
piedad,  ó cuando  el  vendedor  se  reservase  el  uso  y disfrute  de 
la  finca  hasta  la  recolección  de  las  cosechas  pendientes. 
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Denominábase  tradición  longo,  manu,  la  que  ya  admitió  la 
ley  6.a  de  la  Partida  y título  citados,  al  decir  que  tenía  lugar 
cuando  «estando  la  cosa  delante  dixesse  el  que  la  enagenaua  al 
otro  que  lo  apoderaua  en  ella,  veyendola  ambos  á dos,  maguer 
este  atal  no  la  entre,  nin  la  tenga  corporalmente».  Esta  clase  de 
tradición  no  es  otra  que  la  que  se  verifica  por  el  solo  acuerdo  ó 
conformidad  de  ios  contratantes  a que  alude  el  art.  1463. 

Tradición  brevi  manu  era  la  que  se  verificaba  cuando  el  ad- 
quirente  tenía  ya  la  cosa  en  su  poder  en  virtud  de  otro  título 
distinto:  en  vez  de  tornar  la  cosa  al  vendedor  para  que  éste  vol- 
viese á entregársela,  por  una  ficción  de  derecho  se  estimaba  que 
todo  esto  se  había  verificado,  y que  la  verdadera  tradición  ha- 
bía tenido  lugar,  La  ley  47  del  tít.  28  de  la  Partida  3.a  con- ' 
signó  esta  forma  de  tradición,  y el  art.  1463  del  Código  asimis- 
mo la  admite,  al  decir  que  el  solo  acuerdo  de  las  partes  cuando 
el  comprador  tenía  ya  la  cosa  en  su  poder  por  algún  otro  mo- 
tivo, equivale  á la  entrega. 

El  caso  contrario  al  de  la  brevi  manu  daba  lugar  á lo  que  se 
llamaba  constituto  posesorio.  Cuando,  por  eiemplo,  el  vendedor  de 
una  cosa  va  á seguir  con  ella  en  arrendamiento,  el  orden  de  los 
actos  jurídicos  realizados  exigiría  que  la  cosa  fuese  transmitida 
al  comprador  y que  después  éste  la  entregase  de  nuevo  al  ven- 
dedor para  que  entrase  á poseerla  en  concepto  de  arrendatario, 
pero  á fin  de  evitar  todo  esto,  se  suponía,  por  una  ficción  de  de- 
recho, constituida  la  posesión  á favor  del  comprador  en  virtud  de 
la  cláusula  constilutum  possessorium  (ley  9.a,  tít.  30,  Partida  3.a). 
En  el  fondo  de  esta  clase  de  tradición  lo  que  hay  es  el  mero 
acuerdo  de  las  partes,  y ya  hemos  dicho  que  ese  acuerdo  ó con- 
formidad vale  como  entrega  de  la  cosa,  según  el  art.  1463  del 
Código,  pues  aunque  este  artículo,  por  su  forma  de  redacción*  pa- 
rece limitar  la  virtualidad  del  acuerdo  para  surtir  el  efecto  de 
entrega  á los  casos  en  que  la  cosa  vendida  no  pueda  trasladarse 
á poder  del  comprador  en  el  instante  de  la  venta,  ó en  que  se 
encuentre  ya  en  poder  de  éste  por  algún  otro  motivo,  no  hay  ra- 
zón alguna  que  se  oponga  á la  inteligencia  de  que  la  conformi- 
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dad  de  los  contratantes,  en  el  supuesto  que  daba  lugar  al  cons* 
Ututo  posesorio,  surte  los  efectos  de  verdadera  tradición,  ya  que, 
como  después  veremos,  la  enunciación  de  los  artículos  que  co- 
mentamos no  puede  ser  limitativa. 

La  tradición  sólo  podía  recaer  sobre  las  cosas  corporales;  tra- 
tándose de  cosas  incorporales  se  admitió  la  llamada  cuasi  tradi- 
ción. La  ley  1.a,  tít.  30  de  la  Partida  3.a,  dijo  ya  que,  usando  de 
las  cosas  incorporales,  aquel  á quien  pertenece  el  uso  y consin- 
tiéndolo aquel  en  cuya  heredad  lo  ha  (se  refería  á las  servidum- 
bres), es  una  manera  de  possessión. 

El  Código  dedica  á las  cosas  incorporales  el  art.  1464,  y fija 
los  siguientes  modos  de  entrega:  en  primer  lugar,  se  entenderá 
verificada  la  entrega  en  virtud  del  otorgamiento  de  la  escri- 
tura, y en  cualquier  otro  caso  en  que  este  precepto  no  tenga 
aplicación,  que  será  cuando  no  haya  mediado  escritura  pública, 
cuando  se  pongan  en  poder  del  comprador  los  títulos  de  perte- 
nencia, ó cuando  el  mismo  comprador  haga  uso  de  su  derecho, 
consintiéndolo  el  vendedor.  Este  último  modo  de  tradición  por 
el  uso  es  lo  que  se  ha  venido  llamando  cuasi  tradición. 

No  hemos  de  ocuparnos  ahora  de  la  inscripción  en  el  Regis- 
tro de  la  propiedad  y de  su  influencia  en  la  doctrina  de  la  tra- 
dición, porque  ya,  siguiendo  al  ilustro  Azcárate,  lo  hemos  hecho 
en  el  tomo  5.°  de  estos  comentarios  al  hablar  de  los  diferen- 
tes modos  de  adquirir  la  propiedad,  y á lo  dicho  allí  nos  remi- 
timos. 


El  Código,  en  los  artículos  que  comentarnos,  lia  ido  enume- 
rando las  distintas  maneras  cómo  la  cosa  puede  ser  entregada. 
En  todas  ellas  se  puede  apreciar  que  lo  que  da  vi  la  legal  al  acto 
de  la  entrega  es  esencialmente  la  determinación  de  la  voluntad 
de  las  partes  de  entregar  y de  recibir  respectivamente.  Cuando' 


la  cosa  se  pone  en  poder  y po-:esión  del  comprador;  cuando  se 


emplea  un  símbolo  cuyo  normal  y ordinario  simbolismo  consiste 
en  suponer  la  entrega;  cuando  hay  un  acuerdo  expreso  sobre 
este  punto,  ó cuando  .sabiendo  el  valor  que  la  ley  da  al  otorga- 
miento de  la  escritura,  es  ésta  otorgada  sin  salvedades  ni  re3- 
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tricciones,  hay  que  entender  que  ha  habido  voluntad  de  entre 
gar  y que  la  cosa  ha  sido  entregada.  Trátase  al  cabo  de  la  in 
terpretación  de  un  acto  que  presupone  una  determinada  posi- 
ción de  la  voluntad. 

Puede  darse  el  caso,  sin  embargo,  de  que  el  símbolo  no  co 
rresponda  á la  cosa  significada,  ó mejor  dicho,  que  se  tome  por 
tal  símbolo  lo  que  no  lo  ha  sido  en  realidad.  Así,  por  ejemplo, 
si  se  demuestra  que  las  llaves  del  lugar  ó sitio  donde  están  al 
macenados  los  muebles  se  dieron  al  comprador  simplemente 
para  que  los  examinase,  pero  no  con  la  intención  de  hacer  la 
entrega,  ó que  los  títulos  de  pertenencia  de  los  bienes  incorpo- 
rales fueron  recibidos  por  el  adquirente  para  su  estudio,  mas  no 
con  el  propósito  de  que  ese  acto  constituyese  tradición,  no  será 
lícito  decir  que  ha  habido  entrega  de  la  cosa,  pues  ha  faltado  la 
necesaria  determinación  de  la  voluntad. 

Pone  esta  consideración  de  manifiesto  otra  muy  importante, 
que  se  refiere  al  carácter  de  la  enumeración  hecha  por  el  Códi- 
go. ¿Tiene  esa  enumeración  un  carácter  limitativo,  de  suerte 
que  no  será  posible  estimar  que  hay  entrega  de  la  cosa  sino 
cuando  ésta  se  haga  de  alguno  de  los  modos  que  establecen  los 
artículos  que  comentamos?  Entendemos  que  no.  De  igual  ma 
ñera  que  alguno  de  esos  modos  puede  no  constituir  entrega 
cuando  se  demuestre  que  no  ha  habido  intención  de  entregar, 
siempre  que  se  dé  algún  acto  no  comprendido  en  los  artículos  á 
que  nos  referimos,  pero  que  vaya  acompañado  del  evidente  pro- 
pósito por  parte  del  vendedor  de  entregar  y del  comprador  de 
recibir,  la  tradición  debe  entenderse  verificada  en  virtud  de  ese 
solo  acto.  Si  el  elemento  voluntad  es  esencial,  lo  que  hay  que 
probar  es  que  ésta  existió,  sea  de  un  modo,  sea  de  otro. 

Fundándose,  sin  duda,  en  este  criterio,  la  jurisprudencia 
francesa  ha  admitido  algunos  modos  especiales  de  hacer  la  en- 
trega, que  no  están  en  la  ley,  pero  que  la  costumbre  ha  creado, 
como,  por  ejemplo,  cuando  se  trata  de  la  entrega  de  máquinas. 

Jurisprudencia.— Aplica  el  art.  1462  la  sentencia  del  Tribu- 
nal Supremo  de  31  de  Octubre  de  1906. 
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El  remate — dice  la  de  5 de  Enero  de  1899— es  acto  de  per- 
feccionamiento, no  de  consumación.  • 

La  simple  adjudicación  judicial  de  una  fíaca  no  transfiere  su 
dominio,  según  declárala  de  l.°  de  Junio  de  1900;  no  existe 
tradición  hasta  que  se  otorgue  la  correspondiente  escritura.  Se 
trataba  en  el  caso  de  esta  sentencia,  no  de  adjudicación  ¿ un 
acreedor,  sino  á un  rematante.  La  adjudicación  judicial  de  bie- 
nes á un  acreedor  en  pago  de  su  crédito  mediante  auto  firme, 
entendemos  que  representa  una  verdadera  tradición. 

Las  escrituras  judiciales  de  venta  equivalen  á la  tradición 
del  dominio,  según  las  sentencias  de  17  de  Junio  de  1 89 S y 17 
de  Diciembre  de  1904,  que  no  hacei^  más  que  aplicar  el  ar- 
tículo 1402. 

La  de  21  de  Diciembre  de  1905  se  refiere  á la  venta  de  una 
casa  habitada  por  un  tercero,  sin  titulo  conocido  y sabiéndolo  el 
comprador.  Otorgada  la  escritura  de  venta  por  el  vendedor,  que 
tiene  su  título  inscrito  en  el  Registro,  equivale  á entrega  ó tras- 
lación de  propiedad,  por  lo  que  el  c'omprador  no  tiene  derecho  á 
exigirla  de  nuevo  y de  un  modo  material,  pudiendo  dirigirse 
contra  el  tercero. 

La  sentencia  de  6 de  Abril  de  1906  declara  que  cuando  en 
la  escritura  de  venta  se  expresa  que  dentro  del  terreno  vendido 
existen  diversas  parcelas  poseídas  con  más  ó menos  derecho  por 
terceras  personas,  la  escritura  no  puede  representar,  en  cuanto 
á esas  parcelas,  una  verdadera  tradición. 

La  doctrina  de  esta  sentencia  se  enlaza  con  otra  más  gene- 
ral, que  tiene  una  gran  importancia  en  la  materia  de  la  tradi- 
ción. Para  que  el  vendedor  pueda  transmitir  por  medio  de  la  es- 
critura ó de  cualquier  otro  signo,  es  preciso  que  él  posea  ó ten- 
ga en  su  poder  lo  que  transmite. 

Esta  doctrina  se  contenía  ya  en  la  sentencia  del  Tribunal 
Supremo  de  12  de  Abril  de  1890,  que  aplicaba  lo  dispuesto  en 
la  ley  8.a,  tít.  30,  Partida  3.a,  sustancialmeate  conforme  con 
los  preceptos  del  Código  sobre  la  materia.  Alcubilla  explica  asi 
el  contenido  de  dicha  sentencia. 
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La  sentencia  de  12  de  Abril  de  1890— dice  el  citado  autor  — 
«declaró  en  síntesis  que,  formalizada  una  compraventa  por  es- 
critura pública,  y entregado  el  precio,  si  el  vendedor  no  puede 
poner  en  la  quieta  y pacífica  posesión  de  la  finca  á los  compra- 
dores por  hallarse  en  posesión  de  ella  un  tercero  y en  duda  sus 
derechos  dominicales,  asiste  á aquéllos  el  de  reclamar  la  resci- 
sión del  contrato  con  la  devolución  de  lo  entregado  y la  indem- 
nización de  daños  y perjuicios,  pues  la  tradición  simbólica, 
como  todas  las  ficciones  legales  de  igual  índole,  debe  responder 
á la  virtualidad  del  derecho  que  se  atribuye  el  que  la  realiza, 
por  cuya  razón,  cuando  es  notorio  que  el  vendedor  no  estaba  en 
posesión  de  la  cosa  que  representaba  la  escritura  de  venta  que 
entregó  k los  compradores,  lo  es  también  que  no  se  infringe  di- 
cha ley  de  Partida  al  estimar  que  el  vendedor,  en  tal  caso,  no 
ha  cumplido  la  obligación  de  entregar  la  cosa  vendida». 

Esta  doctrina  racional  se  repite  en  las  sentencias  de  3 de 
Junio  de  1899,  23  de  Octubre  y 10  de  Noviembre  de  1903  y 29 
de  Mayo  de  1906..  La  tradición  fingida  supone  la  posesión  real 
en  el  transmitente.  El  otorgamiento  de  la  escritura  sólo  puede 
significar  tradición,  cuando  el  vendedor  posee  real  y efectiva- 
mente la  finca  que  vende.  Si  posee  un  tercero,  el  comprador, 
cuya  compra  no  puede  decirse  consumada,  no  puede  entablar 
el  desahucio  contra  él. 

III.  Códigos  extranjeros. — Artículos  1604,  1605,  1606  y 1607 
del  Código  francés;  1463,  1464,  1465  y 1466  del  italiano;  1569 
y 1571  del  portugués;  2S82,  2983,  2984  y 2985  del  de  los  Esta- 
dos de  Baja  California  y Puebla;  1417  y concordantes  del  argen- 
tino, y 1432,-1433,  1434  y 1435  del  de  Venezuela. 

Concuerdan  también  con  los  arts.  1384,  1385,  1386  y 1387 
del  Proyecto  de  Código  civil  español  de  1851. 

AKTÍCULO  1465 

Los  gastos  para  la  entrega  de  la  cosa  vendida  se- 
rán de  cuenta  del  vendedor,  y los  de  su  transporte  ó 
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traslación  de  cargo  del  comprador,  salvo  el  caso  de  es- 
tipulación especial. 

Gastos  de  la  entrega  ó transporte  de  la  cosa  vendida:  layar  donde 
debe  entregarse. — El  Código  francés,  en  su  art.  1609,  determinó 
expresamente  cuál  era  el  lugar  donde  debía  entregarse  la  cosa 
vendida.  La  entrega — dice  dicho  artículo  — debe  hacerse  en  el 
lugar  donde  estaba  al  tiempo  de  la  venta  la  cosa  que  de  ella  era 
objeto,  si  no  hubiese  madiado  pacto  en  contrario. 

Nuestro  Código  no  contiene  en  el  título  de  la  compra  y venta 
artículo  semejante  ai  del  Código  francés.  No  se  echa  de  menos, 
sin  embargo,  porque  tal  declaración  no  era  precisa.  En  efecto, 
si  el  vendedor  debe  entregar  la  cosa,  es  deudor  de  la  misma,  y 
el  modo  natural  de  cumplir,  su  obligación  no  puede  ser  otro  que 
el  pago.  A la  doctrina  jurídica  del  pago  habrá,  pues,  que  acudir 
en  busca  del  precepto  pertinente.  El  Código  ha  desarrollado  la 
doctrina  del  pago  como  modo  de  extinción  de  las  obligaciones 
en  la  sección  1.a,  cap.  4.°,  tít.  l.°  del  libro  4.°;  en  esa  sección 
encontramos  el  art.  1171,  que  satisface  todas  las  exigencias  y 
que  ahorra  una  declaración  especial  con  motivo  de  la  compra  y 
venta.  Según  el  expresado  artículo,  el  pago  deberá  ejecutarse 
en  el  lugar  que  hubiese  designado  la  obligación;  no  habiéndose 
expresado,  y tratándose  de  entregar  una  cosa  determinada,  de- 
berá hacerse  el  pago  donde  ésta  existía  en  el  momento  de  cons- 
tituirse la  obligación,  y en  cualquier  otro  caso  el  lugar  del  pago 
será  el  del  domicilio  del  deudor. 

Hemos  recordado  estos  preceptos,  de  una  parte,  para  que  no 
se  pudiera  entender  que  el  Código  olvidaba  punto  tan  esencial, 
y de  otra,  por  la  intima  relación  que  guarda  con  el  artículo  que 
comentamos,  ya  que  los  gastos  de  la  entrega  están  inlluídos  sin 
duda  para  la  consideración  del  lugar  en  que  deba  verificarse. 

El  art.  1465  nos  ofrece  un  precepto  bien  claro  y preciso.  Los 
gastos  para  la  entrega  de  la  cosa  serán  de  cuenta  del  vendedor, 
y los  de  su  transporte  ó traslación  de  cargo  del  comprador,  sal- 
vo el  caso  de  estipulación  especial. 
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Esta  regla  no  tiene  más  objeto  que  suplir  la  falta  de  deter- 
minación de  la  voluntad  de  las  partes  acerca  del  punto  «oncreto 
á que  se  refiere;  á fin  de  evitar  que  esa  falta  de  determinación 
pueda  dar  motivo  á cuestiones,  la  ley,  ejerciendo  su  acción  tu- 
telar, formula  una  declaración,  con  la  cual  se  presume,  con  pre- 
sunción juvis  st  de  jure,  que  los  contratantes  están  conformes  en 
vista  de  que  no  han  establecido  otra  solución. 

De  suerte  que  la  primera  fuente  á que  habrá  que  acudir  para 
decidir  quién  ha  de  pagar  los  gastos  que  se  originen  con  ocasión 
de  la  entrega,  tanto  los  de  la  entrega  misma  como  los  del  trans- 
porte de  la  cosa,  será  la  voluntad  de  los  contratantes.  En  de- 
fecto de  ella  regirá  el  precepto  del  Código. 

La  justicia  que  dicho  precepto  entraña  es  evidente.  Si  el 
vendedor  está  obligado  á entregar  la  cosa,  no  hay  que  pedirle 
más  sino  que  entregue:  el  transporte  ó la  traslación  de  la  cosa 
implican  actos  que  que  quedan  ya  completamente  fuera  del  de 
la  entrega,  y cuyas  expensas  en  modo  alguno  pueden  ser  impu- 
tables al  vendedor. 

Los  gastos  de  la  entrega  suelen  ser  los  de  peso  y medida; 
pueden  serlo  también  los  de  redención  de  la  cosa  si,  por  ejem- 
plo, ésta  estaba  empeñada.  Conocemos,  no  obstante  lo  dicho,  en 
muchos  puntos  la  costumbre  de  que  los  gastos  de  medición  se 
paguen  por  el  comprador. 

Los  gastos  de  carga,  embalaje,  derechos  fiscales  que  las  le- 
yes tengan  establecidos  por  razón  del  tránsito,  entrada  ó salida 
de  mercaderías,  etc.,  sou  gastos  de  transporte  que  debe  sopor- 
tar el  comprador. 

Conviene  tener  en  cuenta,  para  no  dar  á la  letra  del  artículo 
que  comentamos  un  sentido  que  pugnaría  con  su  espíritu,  el 
caso  de  que,  á virtud  de  estipulación  especial,  y según  el  ar- 
tículo 1171,  antes  citado,  el  vendedor  se  hubiese  obligado  á en- 
tregar la  cosa,  no  en  el  lugar  en  donde  estaba  cuando  se  per- 
feccionó el  contrato,  sino  en  otro  distinto.  Esto  supone  necesa- 
riamente un  transporte  especial  de  la  cosa  vendida,  diferente  de 
los  que  luego,  por  su  particular  conveniencia,  pueda  hacer  el 
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comprador  á otro  panto.  Los  gastos  de  este  transporte  entende- 
mos que  deben  ser  del  vendedor,  salvo  siempre  la  estipnlaoión 
en  contrario,  pues  si  se  obligó  á entregar  en  un  lugar  determi- 
nado, á ese  lugar  debe  llevar  la  cosa  por  su  propia  ouenta.  Los 
gastos  de  este  transporte  son,  en  realidad,  gastos  para  la  entre- 
ga de  la  cosa,  ya  que  ésta  no  puede  ser  legalmente  entregada 
sin  que  previamente  se  la  traslade  al  lugar  convenido.  Sólo  asi 
tendrá  el  pago  eficacia  liberatoria. 

Códigos  extranjeros. — Artículos  448  del  Código  del  Imperio 
alemán;  1608  del  francés;  1467  del  italiano;  1570  del  portugués; 
2986  del  de  los  Estados  de  Baja  California  y Puebla;  1415  del 
argentino;  1656  del  uruguayo,  y 1436  del  de  Venezuela. 

También  concuerdan  con  el  art.  1388  del  Proyecto  de  Código 
úvil  español  de  1851. 


ARTÍCULO  1466 

El  vendedor  no  estará  obligado  á entregar  la  cosa 
vendida  si  el  comprador  no  le  ha  pagado  el  precio  ó no 
se  ha  señalado  en  el  contrato  un  plazo  para  el  pago. 

artículo  1467 

Tampoco  tendrá  obligación  el  vendedor  de  entre- 
gar la  cosa  vendida  cuando  se  haya  convenido  en  un 
aplazamiento  ó término  para  el  pago,  si  después  de  la 
venta  se  descubre  que  el  comprador  es  insolvente,  de 
tal  suerte  que  el  vendedor  corre  inminente  riesgo  de 
perder  el  precio. 

Se  exceptúa  de  esta  regla  el  caso  en  que  el  com- 
prador afiance  pagar  en  el  plazo  convenido. 

Casos  en  que  cesa  la  obligación  de  entregar  la  cosa  ó de  'pagar  el 
precio. — Los  artículos  1466  y 1467  tienen  su  inmediato  prece- 
dente en  los  1389  y 1390  del  Proyecto  de  Código  de  1851,  y és 
tos  á su  vez  concuerdan  con  los  1612  y 1613  del  código  francés. 
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Con  ligeras  variantes  de  redacción,  los  preceptos  son  los  mismos 
en  todos  estos  artículos. 

Continuando  con  la  materia  de  la  entrega  de  la  cosa  ven- 
dida, el  Código  se  ocupa,  en  los  artículos  que  comentamos,  del 
momento  en  que  ésta  debe  verificarse,  pues  aunque,  en  rigor,  lo 
que  los  artículos  expresan  son  los  casos  en  que  el  vendedor  no 
está  obligado  á entregar  la  cosa,  de  esta  forma  negativa  de  ex- 
presión resulta  el  momento  en  que  dicha  obligación  debe  cum- 
plirse. 

Salvo  estipulación  especial,  pues  todo  lo  que  en  este  comen- 
tario digamos  habrá  que  entenderlo  siempre  subordinado  á los 
pactos  que  las  partes  hayan  convenido,  la  obligación  de  entre- 
gar la  cosa  surge  desde  que  se  perfecciona  el  contrato,  y desde 
ese  momento  es  exigible.  Pero  el  contrato  de  compra  y venta  es 
un  contrato  bilateral  y de  él  nace,  no  solamente  la  obligación  de 
entregar  la  cosa,  sino  también  la  de  satisfacer  el  precio.  Estas 
dos  obligaciones  son  recíprocas,  se  da  en  ellas  esa  relación  de 
bilateralidad  que  caracteriza  el  contrato,  de  tal  suerte  que  la 
una  es  causa  de  la  otra.  Por  consiguiente,  si  el  vendedor  debe 
entregar  la  cosa,  no  es  menos  cierto  que  el  comprador  debe  pa- 
gar el  precio.  Si  el  comprador  no  lo  paga,  falta  la  causa  de  la 
obligación  del  vendedor,  y faltando  la  causa,  la  obligación  no 
existe,  ó por  lo  menos  queda  en  suspenso.  La  solución,  pues, 
del  art.  1466,  que  declara  que  el  vendedor  no  estará  obligado  á 
entregar  la  cosa  vendida  si  el  comprador  no  le  ha  pagado  el 
precio,  no  puede  ser  más  justa:  su  espíritu,  no  su  precepto,  con- 
cuerda con  el  del  art.  1124,  que  dice  que  la  facultad  de  resolver 
las  obligaciones  se  entiende  implícita  en  las  recíprocas,  para  el 
caso  de  que  uno  de  los  obligados  no  cumpliere  lo  que  le  incumbe. 

La  expresada  regla  tiene  una  excepción  que  fija  el  mismo  ar- 
tículo 1466;  esta  excepción  se  refiere  al  caso  de  que  en  el  con- 
trato se  haya  señalado  un  plazo  para  el  pago  del  precio.  Si  este 
plazo  ee  señaló,  el  vendedor  no  obstante  no  haberse  cumplido  él 
plazo  ni,  por  consiguiente,  haber  cobrado  el  precio,  estará  obli- 
gado á entregar  la  cosa  vendida. 
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El  motivo  de  esta  excepción  no  es  menos  justo  que  el  de  la 
regla.  Cierto  que  las  obligaciones  son  bilaterales,  que  la  una  es 
causa  de  la  otra,  como  hemos  dicho;  pero  siempre  hay  que  tener 
en  cuenta  la  modalidad  especial  con  que  cada  una  de  ellas  ha 
sido  creada  por  la  libre  voluntad  de  las  partes.  Dados  los  tér- 
minos del  contrato,  la  obligación  de  entregar  la  cosa  se  pactó 
con  el  carácter  de  pura,  pues  ninguna  condición  ni  plazo  la  afec- 
taba: pero,  por  el  contrario,  la  obligación  de  entregar  el  precio 
se  creó  desde  luego  influida  por  la  fijación  de  un  plazo  que  las 
partes  libremente  admitieron.  Las  obligaciones  deben  ser  reali- 
zadas según  los  términos  pactados;  por  lo  tanto,  el  vendedor  es- 
tará obligado  á entregar  la  cosa  desde  el  momento  de  la  perfec- 
ción porque  su  obligación  es  pura,  y el  comprador  deberá  satis- 
facer el  precio  cuando  el  plazo  se  cumpla  porque  se  trata  de  una 
obligación  á plazo. 

La  excepción  que  afirma  que  el  vendedor  está  obligado  á en- 
tregar la  cosa  aunque  no  haya  recibido  el  precio  cuando  se  se- 
ñaló un  plazo  para  el  pago  de  éste,  tiene  á su  vez  otra  excep- 
ción que  establece  el  art.  1467,  y que  dico  que  tampoco  tendrá 
obligación  el  vendedor  de  entregar  la  cosa  vendida  cuando  se 
haya  convenido  en  un  aplazamiento  ó término  para  el  pago,  si 
después  de  la  venta  se  descubre  que  el  comprador  es  insolvente, 
de  tal  suerte,  que  el  vendedor  corre  inminente  riesgo  de  perder 
el  precio. 

Puede  parecer  extraño  á primera  vista  el  precepto.  Perfec- 
cionado el  contrato,  la  cosa  debe  ser  entregada  en  seguida  al 
comprador,  aunque  éste  no  deba  entregar  el  precio  por  haberse 
convenido  en  su  aplazamiento.  Pero  por  muy  inmediato  que  sea 
el  deber  de  entregar  la  cosa,  cabe  que  medie  cierto  período  de 
tiempo  desde  que  se  verificó  el  contrato  hasta  que  se  realice  la 
entrega,  y si  en  ese  período,  por  muy  corto  que  sea,  se  descu- 
bre la  insolvencia  del  comprador,  el  vendedor  puede  hacer  uso 
del  derecho  que  le  concede  el  art.  1467.  Si  antes  de  perfeccio- 
narse la  compra,  fuese  conocida  la  insolvencia,  el  vendedor  no 
contrataría,  ó no  consentiría  en  el  aplazamiento  del  precio;  y si 
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fuese  descubierta  después  de  entregada  la  cosa,  el  precepto  de 
dicho  artículo  ya  no  podría  tener  aplicación.  Se  estaría  en  el 
caso  del  1129. 

En  el  orden  de  las  relaciones  patrimoniales,  la  solvencia  ó 
insolvencia  de  la  persona  con  quien  contratamos,  implica  una 
cualidad  esencial,  cuya  apreciación  es  tan  importante,  que  se 
puede  decir  que  ella  constituye  un  supuesto  de  todo  contrato. 
Fundado  en  esta  consideración,  ha  dicho,  sin  duda,  el  art.  111],, 
que  los  acreedores,  después  de  haber  perseguido  los  bienes  de 
que  esté  en  posesión  el  deudor  para  realizar  cuanto  se  les  debe, 
pueden  ejercitar  todos  los  derechos  y acciones  de  éste  con  el 
mismo  fin,  excepto  los  que  sean  inherentes  á su  persona,  pu- 
diendo  también  impugnar  los  actos  que  el  deudor  haya  realizado 
en  fraude  de  su  derecho.  La  insolvencia  del  obligado  constituye 
un  hecho  de  notoria  influencia  en  las  obligaciones  contraídas 
(influencia  que  el  Código  tiene  en  cuenta  en  muchas  ocasiones), 
pues  si  el  cumplimiento  de  un  contrato  en  tanto  es  justo  en 
cuanto  es  verdadera  ley,  y es  tal  ley  mientras  subsisten  los  su- 
puestos de  hecho  que  le  dieron  vida,  el  hecho  de  la  insolvencia, 
quitando  toda  base  económica  al  cumplimiento  de  la  obligación, 
significa  un  obstáculo  para  la  normal  efectividad  de  la  relación 
juridica  creada,  que  hace  necesaria  una  reglamentación  especial 
que  á los  nuevos  hechos  se  acomode. 

Por  eso,  el  Código,  aun  habiéndose  pactado  un  aplazamiento 
para  el  pagó  del  precio,  releva  al  vendedor  de  la  obligación  de 
entregar  la  cosa  cuando  la  insolvencia  sobreviene;  pues  si  de 
tal  obligación  no  se  le  relevase,  correría  el  riesgo,  como  dice  el 
mismo  art.  1467,  de  perder  el  precio. 

Nuestro  artículo,  en  la  forma  en  que  aparece  redactado,  es 
más  perfecto  que  el  correspondiente  del  código  francés.  Dice 
éste  que  no  estará  el  vendedor  obligado  á entregar  la  cosa 
cuando  se  haya  pactado  un  plazo  para  el  pago  del  precio,  si  des- 
pués de  la  venta  cae  el  comprador  en  quiebra  ó insolvencia. 
Nuestro  artículo  po  exige  que  la  insolvencia  sea  posterior  á la 
venta;  la  insolvencia  anterior  á la  venta  puede  ser  suficiente 
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para  que  el  vendedor  no  venga  obligado  á entregar  la  cosa, 
pues  lo  que  dice  el  art.  1467  es  que  el  descubrimiento  de  la 
insolvencia,  no  la  insolvencia  misma,  sea  posterior  al  con- 
trato. 

En  cuanto  á la  insolvencia,  estimamos  que  debe  tenerse  en 

\ 

cuenta  que  el  simple  temor,  por  fundado  que  parezca,  de  perder 
el  precio,  no  bastará  para  relevar  al  vendedor  de  la  obligación 
de  entregar  la  cosa.  La  insolvencia  es  un  estado  especial  que 
debe  ser  declarada  por  los  tribunales  ó resultar  de  un  procedi- 
miento judicial,  ó de  hechos  evidentes  como  presentarse  el  com- 
prador en  estado  de  suspensión  de  pagos,  ó solicitar  quita  ó es 
pera  de  sus  acreedores,  ó habérsele  embargado  todos  sus  bienes, 
en  procedimiento  civil,  criminal  ó administrativo.  Todo  lo  que 
no  sea  esto,  puede  considerarse  como  no  suficiente  para  que  el 
vendedor  se  exima  de  entregar  la  cosa.  Pero  en  último  térmi- 
no, si  resiste  la  entrega  por  tener  fundados  y racionales  moti 
vos  para  temer  la  pérdida  del  precio,  el  comprador  apreciará  ¿ 
su  vez  si  le  conviene  promover  cuestión  judicial  exigiendo  la 
entrega,  ó la  resolución  de  la  venta  ó indemnización  consi 
guiente,  y los  Tribunales  resolverán  el  caso  con  arreglo  á la  ley 
y al  resultado  de  la  prueba. 

El  art.  1467  concluye  exceptuando  de  la  regla  que  última- 
mente acabamos  de  explicar  el  caso  de  que  el  comprador  afiancc- 
pagar  en  eJ  plazo  convenido.  Prestándose  esta  fianza,  aunque  el 
comprador  sea  insolvente,  tendrá  el  vendedor  obligación  de  en- 
tregar la  cosa,  puesto  que  la  insolvencia  del  comprador  no 
puede  transcender  en  sus  efectos  al  vendedor,  ya  que  la  garantía 
establecida  los  anula  en  cuanto  á la  persona  en  cuyo  favor  se 
constituyó.  El  comprador  será  insolvente  para  todos  menos  para 
aquel  que  tiene  garantizado  el  cobro  de  su  crédito,  y habiendo 
desaparecido  para  el  vendedor  el  hecho  anormal  de  la  insol- 
vencia, es  claro  que  debe  subsistir  su  obligación  de  entregar  la 
cosa. 

No  dice  el  Código  qué  clase  de  fianza  será  admisible  de  las 
varias  que  el  derecho  reconoce;  pero  como,  en  nuestra  opinión, 


142 


CÓDIGO  CIVIL 


esta  fianza  debe  ser  á satisfacción  del  vendedor,  es  para  nos- 
otros indudable  que  podrá  constituirse,  bien  la  hipotecaria, 
bien  la  pignoraticia,  bien  la  personal.  El  que  la  Fianza  sea  á 
satisfacción  del  vendedor  no  excluye  la  posibilidad  legal  de  la 
reclamación  que  entable  el  comprador,  en  el  caso  de  que  el  ven- 
dedor se  resistiese  á aceptar,  sin  justa  causa,  la  que  se  le  ofre- 
ciera; en  este  supuesto,  entendemos  que  á los  tribunales  tocaría 
decidir  si  la  fianza  ofrecida  era  ó no  suficiente  para  responder 
del  pago  del  precio. 

Ilesumiendo  los  distintos  preceptos  contenidos  en  los  artícu- 
los que  comentamos,  creemos  que  se  pueden  enunciar  en  la  si- 
guiente forma:  el  vendedor  está  obligado  á entregar  la  cosa  ven- 
dida, por  regla  general,  desde  el  momento  de  la  perfección  del 
contrato,  aunque  se  haya  señalado  un  plazo  para,  el  pago  del 
precio,  así  como  en  el  caso  de  que,  habiéndose  convenido  ese 
plazo,  y resultando  el  comprador  insolvente,  prestase  éste,  sin 
embargo,  la  correspondiente  fianza;  el  vendedor  no  está  obligado 
á entregar  la  cosa  vendida  cuando  no  le  pagan  el  precio  si  no 
se  estipuló  plazo  para  el  pago  del  mismo,  y cuando,  aun  ha- 
biéndose estipulado,  el  comprador  resulta  insolvente  y no  presta 
fianza. 

Códigos  extranjeros. — Artículos  1612  y 1613  del  Código  fran- 
cés; 1649  del  italiano;  1574  del  portugués;  1826  del  chileno; 
2987  y 29S8  del  de  los  Estados  de  .Baja  California  y Puebla; 
1418  y 1419  del  argentino;  1649  del  uruguayo,  y 1438  del  de 
Venezuela. 


ARTÍCULO  1468 

El  vendedor  deberá  entregar  la  cosa  vendida  en  el 
estado  en  que  se  hallaba  al  perfeccionarse  el  contrato. 

Todos  los  frutos  pertenecerán  al  comprador  de£de 
el  día  en  que  se  perfeccionó  el  contrato. 

Estado  en  que  debe  entregarse  la  cosa  vendida:  frutos  que  perte- 
necen al  comprador. — Son  precedentes  históricos  de  este  artículo 
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la  ley  23,  tít.  5.°  de  la  Partida  5.á  y el  art.  1391  del;  Proyecto 
de  1851,  el  cual  por  su  parte  concuerda  con  el  1614  del  Código 
francés,  con  el  cual  también  coincide  el  1468  de  nuestro  Código. 

El  artículo  que  comentamos  comprende  dos  preceptos:  uno 
referente  al  estado  en  que  debe  entregarse  la  cosa  vendida,  y 
otro  á la  pertenencia  de  los  frutos  de  la  misma. 

En  cuanto  al  primer  punto,  conviene  notar  que  tanto  el  com- 
prador como  el  vendedor,  el  uno  para  adquirir  y el  otro  para 
desprenderse  de  ella  y pedir  precio,  tuvieron  en  cuenta  la  enti- 
dad é importancia  de  la  cosa  vendida  en  un  estado  determina- 
do, en  el  estado  que  tenía  en  el  momento  en  que  se  contrataba, 
en  el  de  la  perfección  del  contrato.  El  consentimiento  recayó, 
por  lo  tanto,  no  solamente  sobre  la  cosa,  sino  sobre  la  cosa  en 
su  particular  estado.  Por  consiguiente,  para  tener  por  cumplido 
el  contrato  hay  que  entregar  la  cosa  en  el  estado  que  tenía  al 
perfeccionarse  el  mismo,  que  es  lo  que  dice  el  art.  1468.  Si  así 
no  se  hiciese,  faltaría  para  el  comprador  la  causa  del  contrato, 
ya  que  éste  movióse  á contratar  por  el  juicio  que  do  la  cosa  formó 
en  el  estado  en  que  ésta  le  fue  presentada  cuando  hizo  su  decla- 
ración de  voluntad. 

Es  claro  que  si  el  vendedor  debe  entregar  la  cosa  en  el  esta- 
do que  tenía  al  tiempo  de  la  perfección  del  contrato,  está  obli- 
gado á conservarla  en  ese  mismo  estado  durante  el  tiempo  inter- 
medio entre  la  perfección  y la  entrega,  pues  así  lo  exige  el  prin- 
cipio general  de  obligaciones  que  consigna  el  art.  1094  del  Có- 
digo; pero  no  es  menos  cierto  que  en  estas  relaciones  es  de  per- 
fecta aplicación  la  doctrina  del  caso  fortuito,  y por  lo  tanto,  que, 
según  el  art.  1182,  quedará  extinguida  la  obligación  cuando  la 
cesa  se  perdiese  ó destruyere  sin  culpe  del  deudor  y antes  de 
haberse  éste  constituido  en  mora.  En  tal  caso,  el  deudor  es  el 
vendedor  puesto  que  debe  la  cosa,  el  cual  vendrá  obligado  á 
hacer  la  prueba  á que  alude  el  art.  i 3 88,  ya  que  el  caso  fortuito 
no  se  presume. 

El  Código  francés  coloca  junto  al  artículo  concordante  con  el 
que  comentamos  el  precepto  de  su  art.  1615  que  dice,  quo  la  obli- 
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gación  de  entregar  la  cosa  comprende  sus  accesorios  y todo  lo 
que  ha  sido  destinado  á su  perpetuo  uso.  Nuestro  Código  no 
tiene  en  el  título  de  la  compra  y venta  ningún  precepto  análogo, 
mas  no  por  eso  se  puede  decir  que  no  admite  ese  justísimo  cri* 
teño  del  Código  francés,  pues  si  bien  no  lo  consigna  al  hablar 
de  la  compra  y venta,  lo  ha  declarado  de  un  modo  expreso  en  la 
teoría  general  de  las  obligaciones  al  tratar  de  la  naturaleza  y 
efecto  de  las  mismas  en  el  art.  1097,  que  dice  que  la  obligación 
de  dar  cosa  determinada  comprende  la  de  entregar  todos  sus  &t 
cosorios,  aunque  no  hayan  sido  mencionados.  Este  precepto,  más 
discretamente  redactado,  en  nuestra  opinión,  que  el  del  Código 
francés,  es  perfectamente  aplicable  á la  obligación  del  vendedor 
de  entregar  la  cosa  en  la  compra  y venta. 

La  segunda  parte  del  art.  1468  se  refiere  á los  frutos,  orde- 
nando que  todos  pertenecerán  al  comprador  desde  el  día  en  que 
se  perfeccionó  el  contrato. 

Esta  regla  es  derivación  inmediata  del  principio  consignado 
en  el  art.  1095,  que  establece  que  el  acreedor  tiene  derecho  á loe 
frutos  de  la  cosa  desde  que  nace  la  obligación  de  entregarla,  sin 
embargo  de  que  no  adquiera  derecho  real  sobre  ella  hasta  que  le 
haya  sido  entregada.  El  comprador  es  acreedor  de  la  cosa,  y la 
obligación  de  entregar  ésta  nace,  por  regla  general,  según  he 
mos  visto  en  el  comentario  á los  arts.  1466  y 1467,  desde  el  mo- 
mento de  la  perfección;  de  aquí  que  desde  ese  momento  perte- 
nezcan al  comprador  los  frutos  por  disposición  expresa  del  ar- 
tículo que  comentamos,  que  no  es  más  que  obligado  desarrollo 
del  1095.  No  consideramos  oportuno  ocuparnos  aquí  de  la  rela- 
ción de  este  precepto  con  la  tantas  veces  aludida  cuestión  de  sí 
la  propiedad  se  transmite  ó no  por  el  mero  consentimiento,  por- 
que en  otros  muchos  lugares  de  esta  obra,  y especialmente  con 
motivo  del  art.  1095,  hemos  expuesto  nuestra  opinión. 

Al  comprador  pertenecen  todos  los  frutos  de  la  cosa  vendida 
desde  el  día  en  que  se  perfeccionó  el  contrato,  y es  claro  que  al 
decir  el  Código  todos , deben  estimarse  incluidos  todos  los  que  el 
derecho  reconoce,  tanto  los  naturales  y los  industriales  como 
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los  civiles.  En  cuanto  á estos  últimos,  debe  tenerse  en  cuenta 
que  se  entienden  producidos  día  por  día. 

Ese  derecho  del  comprador  ¿ los  frutos  está  condicionado  por 
una  obligación  de  su  parte,  la  de  abonar  los  gastos  á que  alude 
el  art.  356*,  que  tratando  del  derecho  de  accesión  respecto  al  pro- 
ducto de  los  bienes,  dice  que  el  que  recibe  los  frutos  tiene  la  obli 
gación  de  abonar  los  gastos  hechos  por  un  tercero  para  su  pro- 
ducción, recolección  y conservación. 

El  precepto  del  párrafo  2.°  del  artículo  que  comentamos 
puede  ser  modificado  por  las  estipulaciones  de  las  partes,  pues 
no  corresponde  á ese  orden  de  derecho  necesario  contra  el  cual 
la  voluntad  de  les  contratantes  nada  puede  hacer.  En  la  posi 
bilidad  de  la  modificación  creemos  que  no  puede  caber  duda. 
También  creemos  que  la  modificación  puede  hacerse  de  un  modo 
tácito. 

Si  vendida  una  finca  rústica  se  pactase  que  el  vendedor  no 
entregaría  la  cosa  hasta  que  no  terminase  el  período  de  recolec' 
ción,  ¿qué  otra  inteligencia  puede  tener  este  pacto,  como  no  sea 
la  de  afirmar  que  el  manifiesto  propósito  de  las  partes  ha  sido 
el  que  el  vendedor  haga  suyos  los  frutos?  Y entendido  el  pacto 
de  esta  manera,  ¿qué  inconveniente  puede  haber  en  darle  valor 
y eficar  ia  legal? 

Códiyos  extranjeros. — Artículos  4 46  del  Código  alemán;  1609 
y 1014  del  francés;  1468  y 1470  (leí  italiano;  1575  del  portu- 
gués; ,2990  y 29 91.  del  de  los  Estados  de  B^ja  California  y Pue- 
bla; 1410  y l 4 16  del  argentino;  16  0 del  uruguayo;  1001  y con- 
cordantes, y 1064  del  austriaco,  y 1439  del  de  Venezuela. 


ARTÍCULO  14G9 

La  obligación  de  entregar  la  cosa  vendida  com- 
prende la  de  poner  en  poder  del  comprador  todo  lo 
que  exprese  el  contrato,  mediante  las  reglas  si 
guien  tes: 

Si  la  venta  de  bienes  inmuebles  se  hubiese  hecho 
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con  expresión  de  su  cabida,  á razón  de  un  precio  por 
unidad  de  medida  ó número,  tendrá  obligación  el  ven- 
dedor de  entregar  al  comprador,  si  éste  lo  exige,  todo 
cuanto  se  haya  expresado  en  el  contrato;  pero,  si  esto 
no  fuere  posible,  podrá  el  comprador  optar  entre  una 
rebaja  proporcional  del  precio  ó la  rescisión  del  con- 
trato, siempre  que,  en  este  último  caso,  no  baje  de  la 
décima  parte  de  la  cabida  la  disminución  de  la  que  se 
le  atribuyera  al  inmueble. 

Lo  mismo  se  hará,  aunque  resulte  igual  cabida,  si 
alguna  parte  de  ella  no  es  de  la  calidad  expresada  en 
el  contrato. 

La  rescisión,  en  este  caso,  sólo  tendrá  lugar  á vo- 
luntad del  comprador,  cuando  el  menos  valor  déla 
cosa  vendida  exceda  de  la  décima  parte  del  precio  con- 
venido. 


ARTICULO  1470 

Si,  en  el  caso  del  artículo  precedente,  resultare 
mayor  cabida  ó número  en  el  inmueble  que  los  expre- 
sados en  el  contrato,  el  comprador  tendrá  la  obligación 
de  pagar  el  exceso  de  precio  si  la  mayor  cabida  ó nú- 
mero no  pasa  de  la  vigésima  parte  de  los  señalados  en 
el  mismo  contrato;  pero,  si  excedieren  de  dicha  vigé- 
sima parte,  el  comprador  podrá  optar  entre  satisfacer 
el  mayor  valor  del  inmueble,  ó desistir  del  contrato. 

I.  Reglas  para  los  casos  en  que  la  venta  de  inmuebles , hecha 
por  unidad  de  medida  ó número,  resulte  la  cabida  mayor  ó menor  que 
la  estipulada. — El  vendedor  está  obligado  á entregar  la  cosa  ven- 
dida en  el  estado  en  que  se  hallaba  al  perfeccionarse  el  contra 
to,  y con  todo  aquello  que  le  sea  accesorio,  según  hemos  visto 
en  los  precedentes  artículos.  Pero  aun  ha  querido  el  Código  de- 
terminar más  la  circunstancialidad  de  la  entrega  por  medio  de 
los  artículos  que  comentamos. 

El  vendedor,  dice  el  1469,  debe  poner  en  poder  del  compra- 
dor todo  lo  que  exprese  el  contrato,  pues  esta  obligación  está 
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comprendida  en  la  de  entregar  la  cosa.  Este  es  el  principio  ge* 
neral,  la  rigorosa  observancia  de  la  ley  del  contrato;  pero  este 
principio  se  aplica  en  la  práctica  á casos  diversos.  ¿Cuál  es  la 
inteligencia  que  en  cada  uno  de  ellos  se  le  debe  dar?  Este  es  el 
objeto  de  los  arts.  1469,  1470  y 1471. 

La  fundamental  distinción  que  procede  hacer  al  efecto  de  in- 
terpretar la  ley  del  contrato,  es  la  que  distingue,  tratándose  de 
inmuebles — pues  tratándose  de  muebles,  el  problema  será  siem- 
pre de  hecho,  pero  no  de  derecho — , las  ventas  que  se  realizan 
á razón  de  un  precio  por  unidad  de  medida  ó número  de  aque 
lias  otras  que  se  verifican  por  un  precio  alzado. 

Los  artículos  que  comentamos  se  ocupan  de  las  primeras; 
procuraremos  presentar  sus  preceptos  en  forma  sistemática. 

Antes,  sin  embargo,  dejemos  sentada  una  observación  que 
es  común  á todos  ellos  Una  de  las  funciones  de  la  ley  civil  en 
• orden  á la  materia  de  contratos,  es  procurar  la  estabilidad  de 
los  mismos  sin  merma  de  los  derechos  de  nadie  y sin  invadir 
la  estera  propia  de  la  libre  iniciativa  de  los  contratantes.  En 
justo  ejercicio  da  esta  función,  cuando  en  los  términos  de  un 
•contrato  se  encuentra  alguna  falta  de  determinación  de  la  volun 
tad  de  las  partes  que  no  afecta  á lo  esencial,  á la  causa  del  con 
trato;  cuando  las  circunstancias  de  hecho  se  desvían  algo  de 
aquellas  que  los  interesados  previeron  al  pactar,  la  ley  tiende, 
generalmente,  si  consideraciones  de  otra  índole  no  lo  impiden, 
á la  eficacia,  á la  transcendencia  jurídica  del  contrato,  á su  esta- 
bilidad. Para  ello  instituye  reglas  útiles,  al  objeto  de  presumir 
cuál  ha  sido  la  voluntad,  que  no  llegó  á determinarse,  de  las 
partes;  cuál  hubiera  sido  esa  misma  voluntad  si  los  contratan 
tes  hubiesen  conocido  esas  nuevas  circunstancias  de  hecho,  y, 
en  último  término,  acude  á la  equidad,  que  es  el  derecho  mismo, 
para  que  los  fines  de  la  relación  jurídica  creada  se  logren  y el 
desenvolvimiento  de  la  vida  del  derecho  no  tenga  entorpeci- 
miento ni  retrasos. 

Pues  bien;  esto  es  lo  que  hace  el  Código  en  loa  artículos  que 
comentamos.  En  las  ventas  de  inmuebles,  hechas  á razón  de  un 
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precio  por  unidad  de  medida  ó número,  cuando  la  cabida  resulte 
mayor  ó menor  que  la  estipulada,  basta  donde  al  Código  es  po- 
sible, interpreta  la  voluntad  de  los  contratantes;  consigna  pre 
ceptos  de  equidad,  y sólo  cuando  motivos  poderosos  lo  exigen, 
autoriza  el  desistimiento  del  contrato  ó el  ejercicio  de  acciones 
rescisorias. 

Explicado  así  el  sentido  de  los  preceptos,  examinemos  ahora 
el  pormenor  de  ellos. 

^Refiriéndonos  siempre  á la  compra  y venta  de  inmuebles, 
haremos  constar,  en  primer  lugar,  que  para  que  tengan  aplica- 
ción los  artículos  que  nos  ocupan,  es  condición  indispensable,, 
no  solamente  que  la  venta  se  haya  verificado  á razón  de  un  pre- 
cio por  unidad  de  medida  ó número,  sino  que  en  el  contrato  se 
haya  hecho  expresión  de  la  cabida;  si  esta  expresión  falta,  no 
existe  uno  de  los  supuestos  esenciales  de  la  regla,  la  cual,  por 
lo  tanto,  no  será  aplicable. 

Dentro  de  estos  supuestos  que  han  de  darse  conjuntamente, 
r aede  ocurrir:  a)  que  la  finca  tenga  menor  cabida  que  la  seña- 
lada en  el  contrato,  sin  que  esta  disminución  de  cabida  llegue 
á importar  una  décima  parte  de  la  total  estipulada;  b)  que  la 
disminución  no  baje  de  esa  décima  parte;  c ) que  la  finca  resulte 
ser  de  mayor  cabida  ó número  que  los  expresados  en  el  contra- 
to, pero  sin  que  este  exceso  pase  de  la  vigésima  parte  de  lo  que 
se  expresó,  y d)  que  en  el  mismo  caso  del  exceso,  éste  sea  supe- 
rior á dicha  vigésima  parte. 

Esto,  por  lo  que  se  refiere  á la  cabida  ó número;  pero  pue- 
den éstos  estar  exactos  y existir,  sin  embargo,  diferencia  en 
cuanto  á la  calidad  de  alguna  parte  de  la  cosa  vendida.  La  rela- 
ción entonces  hay  que  establecerla  entre  el  precio  total  asignado 
á la  cosa  y el  menos  valor  que  le  corresponda,  en  vista  de  la 
diferencia  de  calidad.  Los  casos  que  el  Código  distingue  son  loa 
siguientes:  a)  que  la  diferencia  de  calidad  de  alguna  parte  de 
la  cosa  vendida  implique  un  menor  valor  que  no  exceda  de  la 
décima  parte  del  precio  convenido,  y 6)  que,  en  el  mismo  caso* 
ese  menor  valor  exceda  de  la  décima  parte  de  dicho  precio. 
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Examinaremos  con  la  debida  separación  cada  ano  de  dichos 
casos. 

a)  Que  la  finca  tenga  menor  cabida  que  la  señalada  en  el  contrato. 
Habiéndose  hecho  la  venta  á razón  de  un  precio  por  unidad 
de  medida  ó número,  es  de  evidente  justicia  que  á una  disminu- 
ción en  la  medida  ó en  el  número,  corresponda  otra  disminución 
en  el  precio  total  estipulado.  Decimos  en  el  precio  total  estipu- 
lado, porque  en  el  precio  particular  asignado  á cada  unidad  no 
habrá  alteración  alguna;  así,  por  lo  tanto,  si  la  hectárea  fuó 
vendida  á 500  pesetas,  á razón  de  500  pesetas  se  pagarán  las 
que  resulte  tener  la  tinca;  sólo  que  si  se  dijo  que  tenía  500  hec- 
táreas, y sólo  tiene  9 . , el  precio  de  las  91  será  el  que  el  compra- 
dor tendrá  que  satisfacer  y no  el  de  las  100.  Esta  es  la  solución 
del  art.  1469. 

Se  ha  tenido  en  cuenta  que,  dado  que  la  disminución  de  la 
cabida  no  entraña  gran  importancia,  cuando  no  llega  á la  déci- 
ma parte,  debe  mantenerse  en  este  caso  la  eticacia  del  coutrato. 
Se  presume  que  el  vendedor,  desde  luego,  tenía  el  propósito  de 
vender  la  finca,  y que  el  comprador  lo  mismo  la  hubiera  com- 
prado con  91  hectáreas  que  con  100.  El  límite  de  la  décima  parte 
es  convencional,  su  determinación  es  función  del  arte  más  que 
de  la  ciencia  del  derecho;  en  la  necesidad  de  fijar  algún  límite, 
estimamos  que  el  establecido  por  el  Código  está  discretamente 
fijado. 

Una  observación  debemos  hacer  que  es  común  á todos  los 
casos  que  examinamos.  La  décima  parte  á que  se  refiere  el  ar- 
tículo, ¿ha  de  ser  tal  décima  parte  con  relación  á la  cabida  que 
resulte  tener  el  inmueble,  ó con  relación  á la  que  se  expresó  en 
el  contrato  y que  después  se  comprueba  que  no  es  exacta? 

Aunque  el  párrafo  2.°  del  art.  1469  parece  aludir  á la  ca- 
bida efectiva  de  la  finca,  creemos  que  la  décima  parte  ha  de 
computarse  con  relación  á la  cabida  estipulada.  Nos  convence 
de  ello,  de  una  parte,  el  que  esta  cabida  y no  la  cabida  verdad, 
que  las  partes  no  conocen  hasta  después  del  contrato,  cuando  se 
hace  la  medición,  es  la  que  los  contratantes  tuvieron  en  cuenta 
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al  pactar  y la  que  realmente  influyó  en  el  concepto  de  la  causa 
del  contrato;  y de  otra,  el  párrafo  4.°  del  mismo  art.  1469,  y el 
art.  1470,  los  cuales,  refiriéndose  al  precio  y á la  misma  cabida, 
cuando  ésta  resulta  mayor,  aluden,  el  primero  al  precio  conve- 
nido, y el  segundo  á la  cabida  ó número  señalados  en  el  mismo 

contrato. 

Esta  cuestión  tiene  verdadera  importancia  práctica,  porque, 
por  ejemplo,  en  el  caso  antes  propuesto  de  venta  de  una  finca 
que  se  dice  tener  100  hectáreas,  y que  sólo  mide  91,  si  la  dé- 
cima parte  se  computa  con  relación  á la  cabida  estipulada,  no 
ha  lugar  á la  rescisión,  y por  el  contrario,  si  se  computa  con 
relación  á la  cabida  efectiva,  el  comprador  podrá  (jcrcitar  la 
acción  rescisoria. 

b)  Que  la  disminución  no  baje  de  la  décima  'parte  expresada  en  el 
contrato. — Si  la  disminución  de  la  medida  ó número  asignados  á 
la  finca  es  igual  ó superior  á una  décima  parte  de  la  total  ex- 
presada en  el  contrato,  ya  esta  diferencia  entraña  una  mayor 
importancia  que  puede  influir  en  la  causa  del  mismo,  hasta  el 
punto  de  hacerla  desaparecer  respecto  del  comprador.  El  con- 
sentimiento recayó  sobre  una  cabida  determinada;  la  considera- 
ción de  esa  cabida  y de  las  utilidades  que  de  ella  podían  obtener- 
se, fué  causa  del  contrato;  pero  la  notable  diferencia  existente 
modifica  las  circunstancias  de  hecho,  y cabe  suponer  que  tal  vez 
si  el  comprador  hubiese  conocido,  al  tiempo  de  prestar  el  con- 
sentimiento, la  cabida  efectiva  de  la  finca,  no  lo  hubiera  presta- 
do. Sin  embargo,  decidirse  de  plano  por  la  ineficacia  del  contra- 
to, hubiera  sido  en  el  Código  disposición  injusta  ó indiscreta, 
porque,  contra  las  más  razonables  presunciones,  podía  venir  la 
voluntad  del  comprador  declarándose  paladina  y expresamente 
por  la  transcendencia  y la  consumación  de  lo  estipulado.  Sólo  el 
comprador  es  competente  para  decir  si  á pesar  de  la  disminu- 
cióñde  cabida  le  conviene  ó no  la  cosa  comprada;  por  eso,  el  ar- 
ticulo 1469  del  Código  le  da  un  derecho  de  opción;  el  comprador 
puede  optar  entre  llevar  á efecto  el  contrato  ó pedir  la  resci- 
sión del  mismo.  Si  opta  por  lo  primero,  es  claro  que  el  precio 
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será  rebajado  proporcional  mente  á la  disminución  de  la  ca- 
bida. 

c ) Que  la  finca  resalte  ser  de  mayor  cabida  ó número  que  los  ex- 
presados en  el  contrato. — De  igual  modo  que  en  los  casos  de  dismi- 
nución de  cabida  ha  sido  preciso,  en  aquéllos  en  que  hay  aumen- 
to, fijar  un  límite  que  distinga  aquel  exceso,  que  sólo  produce 
un  aumento  de  precio,  de  aquel  otro  que  puede  dar  lugar  á que 
el  contrato  no  se  lleve  á efecto,  y esto,  por  las  mismas  razones 
que  antes  expusimos  y que  creemos  ocioso  repetir  ahora. 

El  límite  marcado,  cuando  se  trata  de  la  disminución  de  ca- 
bida, es  la  décima  parte;  cuando  se  trata  de  exceso  de  cabida, 
el  límite,  según  el  art.  1470,  es  la  vigésima  parte.  El  motivo  de 
esta  diferencia  es  para  nosotros  bastante  claro.  Como  quiera  que 
estos  preceptos  parece  que,  en  beneficio  de  la  estabilidad  de  los 
contratos,  limitan  algo  la  libertad  de  las  partes,  obligándolas,  en 
ciertos  casos,  á llevar  á efecto  actos  que  no  se  ajustan  en  un 
todo  á los  precisos  términos  estipulados,  pues  al  cabo  la  dife- 
rencia de  cabida  implica  alguna  variación,  el  Código  ha  tenido 
en  cuenta  que,  en  los  casos  de  exceso,  la  consecuencia  indecli- 
nable es  el  aumento  de  precio,  y que  el  obligar  á una  persona  á 
entregar  en  un  momento  determinado  una  cantidad  de  numera- 
rio, cuando  esta  entrega  no  ha  sido  prevista,  pudiera  ocasionar 
en  su  patrimonio  una  perturbación  económica,  y ante  el  temor 
de  ella,  obrando  muy  juiciosamente,  ha  reducido  el  límite  á que 
nos  venimos  refiriendo  á una  vigésima  parte  de  la  cabida  ó 
número  señalados  en  el  contrato. 

Por  consiguiente,  si  vendida  una  finca  á razón  de  un  precio 
por  unidad  de  medida  ó número,  resultare  de  mayor  número  ó 
cabida  que  los  expresados  en  el  contrato,  mas  sin  que  este  ex 
ceso  pase  de  la  vigésima  parte  de  los  señalados  en  el  mismo,  el 
contrato  se  llevará  á efecto,  pero  el  comprador  vendrá  obligado 
á pagar  el  correspondiente  aumento  de  precio. 

No  dice  el  Código,  como  lo  dijo  en  el  art.  J469  hablando  de 
los  casos  de  disminución,  que  el  exceso  de  precio  que  tiene  que 
abonar  el  comprador  sea  proporcional;  pero  entendemos  que  no 
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puede  por  menos  de  ser  así,  y que,  por  lo  tanto,  para  fijar  su 
cuantía  habrá  que  tener  en  cuenta  el  número  de  unidades  que 
hay  de  más,  y el  precio  señalado  á cada  una  de  ellas  en  el 
contrato. 

d)  Que  el  exceso  pase  de  la  vigésima  parte.—  Imposible  obligar 
al  comprador  en  este  caso  al  aumento  proporcional  del  precio. 
Además,  el  vendedor,  desde  luego,  quiso  vender;  pero  el  com- 
prador, ¿quiso  comprarla  cabida  que  resulta  tener  la  finca? 

Como  antes  afirmábamos  al  hablar  de  la  disminución  de  ca- 
bida, repetimos  ahora  que  la  respuesta  á la  pregunta  formu- 
lada sólo  puede  darla  el  comprador  mismo;  por  eso  el  art.  1470 
del  Cóligo  le  faculta  para  que,  á su  elección,  satisfaga  el  mayor 
valor  del  inmueble  ó desista  del  contrato. 

e)  Casos  referentes  á la  diferencia  de  calidad . — Son  dos  los  que 
indican  los  dos  últimos  párrafos  del  art.  1469,  á saber:  que  la 
diferencia  de  calidad  de  alguna  parte  de  la  cosa  vendida  impli- 
que un  menor  valor  que  no  exceda  de  la  décima  parte  del  precio 
convenido,  y que,  en  el  mismo  caso,  ese  menor  valor  exceda  de 
la  décima  parte  de  dicho  precio.  Las  reglas  aplicables  son  las 
que  hemos  explicado  al  hablar  de  la  disminución  de  la  cabida 
ó número;  por  consiguiente,  en  el  primer  supuesto,  la  venta  sub- 
siste con  la  proporcional  rebaja  del  precio,  y en  el  segundo 
queda  á la  elección  del  comprador  el  llevar  á efecto  el  contrato 
con  dicha  rebaja  ó pedir  la  rescisión  del  mismo. 

Hemos  de  llamar  la  atención  acerca  del  sentido  de  las  pala- 
bras si  alguna  parte,  que  emplea  el  párrafo  3.°  del  art.  1469. 
Entendemos  que  esas  palabras  han  sido  empleadas  deliberada  y 
reflexivamente  por  el  Código.  Es  decir,  estimamos  que  el  ar- 
tículo no  tiene  aplicación  cuando  la  diferencia  de  calidad  no  está 
«n  alguna  parte  de  la  cosa  vendida,  sino  en  la  totalidad  de  la 
misma  cosa.  Si  la  diferencia  de  calidad  afecta  á todo  el  inmue- 
ble, podrá  haber  habido  error,  tal  vez  dolo,  pero  no  se  está  en  el 
caso  á que  la  ley  alude,  y,  por  lo  tanto,  no  puede  tener  aplica- 
ción la  regla. 

El  art.  1470  no  se  refiere  á la  diferencia  de  calidad,  pero  en 
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bu  caso  debe,  en  nuestra  opinión,  aplicarse  también  el  precepto 
de  dicho  artículo,  y con  la  misma  distinción  según  que  el  mayor 
valor  exceda  ó no  de  la  vigésima  parte  del  precio.  Los  princi- 
pios generales  de  derecho,  aparte  una  evidente  razón  de  analo- 
gía, abonan  esta  solución. 

II.  Aplicación  de  dichas  reglas  á las  venias  judiciales.  Si  pueden 
ser  modificadas  por  los  contratantes. — Se  ha  discutido  si  los  pre- 
ceptos expuestos  son  aplicables  á las  llamadas  ventas  judiciales; 
para  nosotros  la  afirmativa  es  indudable,  ya  que,  como  dice  Lau- 
rent,  las  reglas  explicadas  se  derivan  de  la  naturaleza  de  la 
compra  y venta  Debemos  notar,  sin  embargo,  que  las  ventas 
de  bienes  nacionales  pertenecen  á la  esfera  del  derecho  admi- 
nistrativo. 

También  creemos,  con  el  mismo  autor,  que  los  artículos  que 
hemos  comentado  pueden  ser  derogados  en  el  contrato  por  el 
mutuo  acuerdo  de  las  partes,  si  bien  el  alcance  de  la  fórmula  de- 
rogatoria que  se  emplee  será  apreciado  por  los  tribunales,  caso 
de  contienda  sobre  ella.  Asimismo  corresponderá  á los  tribuna- 
les fijar  el  sentido  que  se  ha  de  dar  á la  expresión  de  cabida 
aproximada.  Las  circunstancias  de  hecho  en  cada  caso  concreto 
darán  la  clave  de  la  solución  procedente. 

III.  Códigos  extranjeros. — Se  ocupan  de  la  materia  que  he- 
mos examinado,  los  artículos  1615,  1616,  1617  y 1618  del  Có- 
digo francés;  1471,  1472,  1473  y 1474  del  italiano;  1576  y 1577 
del  portugués;  1828,  1830,  1831  y 1832  del  de  Cbile;  2992  y 2993 
del  de  los  Estados  de  Baja  California  y Puebla;  1339,  1340, 
1342,  1343,  1344  y 1345  del  argentino;  1651,  1652  y 1653  del 
uruguayo,  y 1440  y 1441  del  de  Venezuela. 

Concuerdan  también  con  los  arts.  1392  y 1393  del  Proyecto 
de  Código  civil  español  de  1851. 

ARTÍCULO  1471 

En  la  venta  de  un  imueble,  hecha  por  precio  alza- 
do y no  á razón  de  un  tanto  por  unidad  de  medida  ó 
número,  no  tendrá  lugar  el  aumento  ó disminución  del 
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mismo,  aunque  resulte  mayor  ó menor  cabida  ó nú- 
mero de  los  expresados  en  el  contrato. 

Esto  mismo  tendrá  lugar  cuando  sean  dos  ó más  fin- 
cas las  vendidas  por  un  solo  precio;  pero  si,  además 
de  expresarse  los  linderos,  indispensables  en  toda  ena- 
jenación de  inmuebles,  se  designaren  en  el  contrato  su 
cabida  ó número,  el  vendedor  estará  obligado  á entre- 
gar todo  lo  que  se  comprenda  dentro  de  los  mismos 
linderos,  aun  cuando  exceda  de  la  cabida  ó número 
expresados  en  el  contrato;  y,  si  no  pudiere,  sufrirá  una 
disminución  en  el  precio,  proporcional  á lo  que  falte 
de  cabida  ó número,  á no^  ser  que  el  contrato  quede 
anulado  por  no  conformarse  el  comprador  con  que  se 
deje  de  entregar  lo  que  se  estipuló. 

J.  Venta  de  inmuebles  por  precio  aliado  ó á cuerpo  cierto. — Des- 
pués de  haber  examinado  el  Código  en  los  dos  artículos  prece- 
dentes la  entrega  de  la  cosa  vendida,  en  relación  con  las  ventas 
hechas  á razón  de  un  precio  por  unidad  de  medida  ó número, 
trata  ahora  en  el  articulo  que  comentamos  de  la  misma  entrega 
en  las  ventas  realizadas  por  un  precio  alzado,  ó lo  que  es  lo  mis- 
mo, consigna  la  doctrina  que  en  derecho  se  conoce  con  el  nom- 
bre de  doctrina  de  los  cuerpos  ciertos. 

Lo  fundamental  de  esta  distinción  arranca  del  propósito, 
de  la  intención  de  las  partes,  de  la  manera  como  se  da  en  cada 
uno  de  los  distintos  supuestos  la  causa  del  contrato  entre  ven- 
dedor y comprador,  principalmente  en  este  último. 

De  los  términos  del  contrato  se  deducirá  si  los  interesados 
compraron  y vendieron  respectivamente  unidades  de  medida 
ó número,  ó si,  por  el  contrario,  contrataron,  no  sobre  esas  uni- 
dades ni  sobre  cosa  determinada  por  el  número  de  ellas,  sino 
sobre  cosa  cuya  determinación  dependía  de  sus  límites.  Esto  es 
al  cabo  un  problema  de  prueba,  pues  lo  constituye  una  aprecia- 
ción de  los  hechos  realizados  por  las  partes,  dé  los  cuales  se  ha 
de  inferir  cuál  fué  su  propósito. 

Pero  una  vez  sentado  el  hecho  y proclamado  como  induda- 
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ble,  surje  la  cuestión  de  derecho  por  la  influencia  que  en  la  rela- 
ción jurídica  creada  ejerce  la  causa  del  contrato.  Si  la  venta  se 
hizo  á razón  de  precio  por  unidad  de  medida  ó número,  la  causa 
del  contrato,  respecto  del  comprador,  es  el  número  de  esas  uni- 
dades, ó,  si  se  quiere,  la  cosa  comprada  en  cuanto  se  determina 
por  el  número  de  unidades  estipuladas.  Si,  por  el  contrario,  la 
venta  se  verificó  por  un  precio  alzado,  la  causa  del  contrato  es 
la  cosa  vendida  independientemente  de  su  medida  ó número,  la 
cosa  en  cuanto  se  determina  por  los  límites  estipulados,  lo  que 
se  ha  llamado  en  derecho  el  cuerpo  cierto. 

Esta  diversidad  de  causas,  en  un  supuesto  y en  el  otro,  im- 
plica una  distinta  reglamentación  de  la  obligación  de  entregar 
la  cosa,  puesto  que  la  entrega,  para  que  tenga  eficacia  liberato* 
ria,  ha  de  acomodarse  á lo  pactado  por  las  partes,  y en  la  ejecu- 
ción de  lo  pactado  se  ha  de  ver  la  confirmación  de  hecho  de  la 
causa  que  á cada  uno  de  los  interesados  movió  á contratar. 

De  lo  expuesto  se  deduce  que  el  precepto  del  art.  1471,  que 
se  refiere  á la  entrega  de  los  cuerpos  ciertos,  tenía  que  ser  sus- 
tancialmente distinto  de  aquellos  otros  que  regulan  la  entrega 
de  cosas  vendidas  á razón  de  un  precio  por  unidad  de  medida  6 
número.  Examinémoslo,  y para  mayor  claridad  vamos  á expo- 
nerlo de  la  manera  como  nosotros  lo  entendemos. 

En  la  entrega  de  cuerpos  ciertos  pueden  ocurrir  dos  casos: 
ó que  el  cuerpo  cierto  se  entregue  en  la  iorma  y de  la  manera 
estipuladas,  esto  es,  entregándose  todo  lo  comprendido  dentro 
de  los  linderos,  ya  que  la  integridad  de  lo  que  éstos  contienen 
es  lo  que  caracteriza  el  cuerpo  cierto;  ó que  en  la  entrega  se  le- 
sione esa  integridad  dejando  de  poner  en  posesión  del  compra- 
dor algo  de  lo  que  los  linderos  comprendan.  Eatos  dos  casos  son 
los  que  el  Código  ha  tenido  en  cuenta,  si  bien,  en  nuestra  opi- 
nión, no  se  ha  expresado  para  distinguirlos  con  la  suficiente  cla- 
ridad; de  aquí  que  el  artículo  sea  á primera  vista  de  difícil  in- 
teligencia. 

Al  primero  de  dichos  casos,  ó sea  el  de  que  se  haya  entregado 
todo  lo  comprendido  dentro  de  los  linderos  que  el  contrato  ex* 
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presa,  se  refiere  el  párrafo  i.°  del  art.  1471  y la  primera  cláu- 
aula  del  párrafo  2.°  del  mismo  artículo.  Supone  el  Código,  ade- 
más, que  en  el  contrato  se  ha  hecho  constar  una  cabida  o nú- 
mero determinados,  y consigna  la  regla  que  se  ha  de  observar 
cuando  no  exista  una  completa  coincidencia  entre  esa  cabida  ó 
número  expresados  en  el  contrato  y lo  que  resulte  comprendido 
dentro  de  dichos  linderos  una  vez  hecha  la  entrega.  Eí>ta  regla 
puede  formularse  del  siguiente  modo:  Ya  se  trate  de  la  venta 
de  un  inmueble  por  un  precio  alzado,  ya  de  la  de  dos  ó más  por 
un  solo  precio  también  alzado,  y no,  por  consiguiente,  á razón 
de  un  tanto  por  unidad,  de  medida  ó número,  no  tendrá  lugar 
el  aumento  ó disminución  del  dicho  precio,  aunque  resulte  mayor 
ó menor  cabida  ó número  de  los  expresados  en  el  contrato. 

Entendido  asi  el  precepto,  su  motivo  es  claro  y su  aplicación 
no  puede  ofrecer  dudas.  Se  trata  de  cuerpos  ciertos;  el  cuerpo  cier- 
to, y no  el  número  de  unidades  que  lo  constituyan,  es  la  causa 
del  contrato  y lo  que  debe  ser  entregado;  el  precio  se  fijó  con  re 
lación  á él,  y,  por  lo  tanto,  su  mayor  ó menor  cabida  no  puede 
influir  en  el  aumento  ó disminución  del  precio  estipulado.  Acaba 
de  entenderse  la  razón  del  precepto  teniendo  en  cuenta  que  el 
Código  ha  considerado,  con  muy  buen  sentido,  que  tan  cuerpo 
cierto  es  para  los  efectos  de  que  tratamos  una  finca  sola,  que  dos 
ó más,  siempre  que  éstas  se  vendan  por  un  solo  precio  que  tenga 
la  cualidad  de  alzado,  y no  á razón  de  un  tanto  por  unidad  de 
medida  ó número. 

El  segundo  caso  que  puede  ocurrir  en  las  entregas  de  los 
cuerpos  ciertos,  hemos  dicho  que  es  aquel  en  que,  por  circuns- 
tancias que  ¿ distintas  causas  pueden  obedecer,  no  se  entregue 
todo  lo  comprendido  dentro  de  los  linderos. 

Acabamos  de  indioar  que,  cuando  se  entrega  todo  lo  que  los 
linderos  comprenden,  no  ha  lugar  al  aumento  ni  á la  disminu- 
ción del  precio,  aunque  sea  mayor  ó menor  la  cabida  que  lo  que 
se  consignó  en  el  contrato.  De  este  precedente  se  deduce  una  con- 
secuencia muy  importante,  á saber:  que  si  el  vendedor  está  obli- 
gado á entregar  el  cuerpo  cierto,  e?ta  obligación  implica  la  de 


L[B.  IV — TÍT.  IV — GAP.  IV — ABT.  1471  157 

entregar  todo  lo  qne  lo  constituye,  es  deoir,  todo  lo  que  aliar* 
quen  sus  linderos,  aunque  éstos  comprendan  mayor  cabida  que 
la  que  en  el  contrato  se  expresé,  y que  desde  el  momento  en 
que  no  lo  entregue,  bien  porque.no  pueda,  bien  porque,  deseo* 
nociendo  el  sentido  del  contrato,  alegue  que  se  trata  de  una 
mayor  cabida  que  la  estipulada,  el  contrato  resulta  incumplido 
parcialmente,  y al  comprador  es  justo  le  asistan  ciertas  acciones 
que  pongan  á cubierto  su  derecho. 

La  regla  para  este  supuesto  está  consignada  en  el  pirra 
fo  2.°  del  art.  1471,  excepción  hecha  de  la  primera  cláusula  que 
se  refiere  al  supuesto  anterior.  Esta  regla  puede  formularse  de) 
siguiente  modo:  Ya  se  trate  de  la  venta  de  un  inmueble  por  un 
precio  alzado,  ya  de  la  de  dos  ó más  por  un  solo  precio  también 
alzado,  y no,  por  consiguiente,  á razón  de  un  tanto  por  unidad 
de  medida  ó número,  el  vendedor  estará  obligado  á entregar 
todo  lo  que  se  comprenda  dentro  de  los  linderos  expresados, 
aun  cuando  exceda  de  la  cabida  ó número  consignados  en  el 
contrato:  cu  el  caso  de  que  no  pueda  entregarlo,  el  comprador 
tendrá  el  derecho,  á su  elección,  bien  de  disminuir  el  precio 
proporcional  mente  á lo  que  falte  de  cabida  ó número,  ó bien  de 
dejar  sin  efecto  el  contrato. 

Penetrándose  bien  de  lo  que  significa  venta  á cuerpo  cierto, 
se  comprende  fácilmente  que  en  los  casos  en  que,  por  virtud  de 
la  rog’a  expuesta,  el  vendedor  tiene  que  entregar  mayor  cabida 
que  la  consignada  en  el  contrato,  no  hay,  en  rigor,  exceso  de 
cabida,  j o;  que  siempre  sería  oportuno  preguntar,  ¿exceso  con 
relación  a qué?  Con  relación  á la  cabida  que  dice  el  título,  se 
contestará;  pero  como  esa  cabida  no  se  ha  tenido  en  cuenta 
para  contratar,  como  las  partes  no  han  hecho  depender  del  nú) 
mero  de  sus  unidades,  ni  la  cuantía  del  precio,  ni  la  eficacia  de- 
contrato,  como  esa  cabida  se  consignó  por  cumplir  un  requisito 
formal  que  exigen  las  disposiciones  vigentes  sobre  redacción  de 
instrumentos  públicos,  mas  no  como  condición  esencial  del  con- 
trato, sin  cuya  verdad  éste  no  había  de  llegar  á su  consuma- 
ción, resulta  al  cabo  que  ese  término  de  la  relación,  respecto 
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del  cual  se  ha  de  computar  el  exceso,  es  tan  deleznable,  tan  in 
consistente,  tan  fortuito,  y las  más  de  las  veces  tan  inexacto, 
que  el  cómputo  del  exceso  es  imposible,  que  el  exceso  no  se 
puede  decir  que  en  rigor  exista  por  fuerza  de  la  misma  natura- 
leza del  contrato  de  venta  hecha  á cuerpo  cierto. 

Si  no  se  entrega  todo  lo  comprendido  dentro  de  los  linderos 
■estipulados,  no  se  entrega  el  cuerpo  cierto  que  fué  causa  del 
contrato  para  el  comprador;  de  aquí  la  facultad  de  éste  de  anu- 
larlo. Pudiera,  sin  embargo,  entender  (y  esto  él  es  el  único  que 
puede  decirlo),  que  á pesar  de  no  recibir  la  cosa  en  l^s  términos 
estipulados,  ésta  le  conviniera;  de  aquí  la  facultad  de  llevar  á 
efecto  el  contrato  con  la  fusta  disminución  de  precio  á que  alude 
el  artículo  que  comentamos. 

Contribuye  á la  difícil  inteligencia  de  este  artículo  el  modo 
como  su  materia  ha  sido  distribuida  en  los  dos  párrafos  que 
comprende.  Percibiríase  el  precepto  con  mucha  más  claridad  si 
la  primera  cláusula  del  párrafo  2.°  se  hubiese  hecho  entrar  en 
el  párrafo  l.°,  de  suerte  que  éste  terminase  con  las  palabras: 
«Esto  mismo  tendrá  lugar  cuando  sean  dos  ó más  fincas  las  ven 
di  das  por  un  solo  precio».  Y si  formando  párrafo  independiente 
con  el  resto  del  párrafo  2.°  se  hubiese  hecho  notar  más  expre- 
samente que  el  precepto  del  párrafo  2.°,  así  redactado,  se  refe- 
ría á todos  los  casos  del  párrafo  l.°,  en  la  forma  que  lo  propo 
nemos,  esto  es,  al  caso  de  venta  de  una  sola  finca,  y al  de  venta 
de  dos  ó más  por  ud  solo  precio,  resultaría  el  precepto  con  ma 
ycr  claridad. 

En  nuestra  opinión,  esto  hubiera  respondido  mejor  á lo  que 
tenemos  por  indudable  haber  sido  la  intención  del  legislador. 

Ilustres  comentaristas  interpretan  de  distinto  modo  la  última 
ptrte  del  art.  1471.  Para  ellos,  la  frase  «y  si  no  pudiere»,  apli- 
cada al  vendedor,  no  quiere  decir  como  parece,  «si  no  pudiere 
entregar  todo  lo  que  se  comprenda  dentro  de  los  linderos  marca 
dos»,  si  no  esto  otro,  que  si  por  comprenderse  dentro  de  los  lin- 
des menos  cabida  de  la  expresada  en  el  contrato,  al  vendedor  no 
le  fuese'posible  cumplir  éste,  según  su  tenor  literal,  deberá  su- 


L1B.  IV — TÍT.  IV — CAP.  IV— ART.  1471  159  ' 

% 

frir  ó lós  efectos  de  la^  anulación,  ó una  rebaja  en  el  precio  pro- 
porcional á lo  que  faltase  de  cabida  ó número.  Si  el  vendedor,  se 
Añade  como  fundamento  á esta  soluoión,  cumpliera,  como  dice  el 
Artículo,  entregando  lo  comprendido  dentro  de  ios  lindes,  no  po 
dría  haber  nunca  caso  de  disminución  proporcional  del  precio 
por  defecto  de  cabida,  por  que  no  da  de  menos  quien  entrega 
iodo  lo  á que  se  obligó. 

Según  esta  opinión,  que  juzgamos  equivocada,  si  dentro  de  los 
linderos  de  las  fincas  vendidas,  hay  más  cabida  de  la  que  expre- 
san los  títulos,  nada  puede  reclamar  el  vendedor,  que  pierde  el 
valor  de  ese  exceso;  pero  si  hay  menos  cabida,  entonces  pierde 
también,  porque  ó se  rebaja  el  precio  ó se  anula  el  contrato.  Esta 
teoría  sería  anómala  tratándose  de  venta  de  fincas  á cuerpo  cier- 
to, pero  sobre  todo,  encerraría  una  tremenda  injusticia  en  la  que 
no  ha  incurrido  el  legislador. 

No  hay  tal  cosa.  Mientras  el  vendedor  pueda  entregar,  y por 
ello  entregue  todo  el  terreno  comprendido  dentro  de  los  linderos 
asignados  á la  finca,  no  cabe  reclamación  alguna,  ni  por  su  parte, 
aunque  resulte  una  cabida  mucho  mayor  que  la  expresada,  ni 
por  parte  del  comprador,  aunque  esa  cabida  sea  en  realidad  mu- 
cho menor.  Pero  como  él  ha  vendido  cuanto  hay  dentro  de  los 
lindes  y todo  eso  es  lo  que  ha  pagado  ó debe  pagar  el  comprador, 
sea  mucho  ó sea  poco,  si  después  resulta  que  no  puede  entregarlo 
todo,  porque,  por  ejemplo,  una  parte,  un  edificio,  un  valle,  va- 
rios medianiles,  una  cañada,  etc.,  no  son  suyas,  la  venta  á cuer- 
po cierto  queda  desnaturalizada,  ya  no  se  vende  lo  convenido,  ya 
es  justa  y lógica  la  solución  que  da  el  artículo:  ó se  anula  el  con- 
trato, ó se  rebaja  el  precio  proporcionalmeute. 

Hemos  intervenido  en  un  caso  práctico  relacionado  con  esta 
cuestión,  pero  con  circunstancias  algo  anormales.  En  la  partición 
de  herencia  por  muerte  de  A.  había  entre  los  bienes  relictos  una 
finca  ae  cien  fanegas  próximamente,  de  las  que  sesenta  eran  de 
labor,  y las  cuarenta  restantes  de  monte.  El  contador,  adjudicó 
á un  heredero  B.,  un  trozo  de  tierra  de  cuarenta  fanegas  de 
monte  con  los  linderos  generales  de  toda  la  finca,  y á otro  here- 
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dero,  C.,  el  trozo  de  tierra  de  sesenta  fanegas  de  labor  con  igua 
les  lindes.  13.  vendió  á un  tercero  D.  á cuerpo  cierto  su  finca„ 
Inútil  es  que  D.  en  estas  circunstancias  reclame  á 0.  ni  á 13.  toda 
el  terreno  de  labor  comprendido  dentro  de  los  linderos  que  se  le 
marcaron.  C.  se  halla  en  las  mismas  condiciones  ó circunstancias 
que  D.  y B , no  puede  entregar  lo  que  no  le  pertenece.  Limitada 
la  cuestión  al  terreno  de  monte,  puesto  que  monte  £ué  lo  que  D. 
compró,  y lo  que  B.  vendía,  es  claro  que  ya  resulten  veinticinco 
fanegas  ó sesenta,  ni  el  primero  puede  reclamar  por  la  falta,  ni 
el  segundo  pedir  por  el  exceso  aumento  de  precio.  Ahora  bien,  si 
la  falta  consistiese  en  poseer  O.  ó un  tercero,  dentro  de  los  lindes 
un  trozo  de  monte  de  quince  fanegas,  que  B.  no  puede  entregar, 
entonces  seiía  cuando  D.  podría  pretender  la  anulación  ó la  re- 
baja proporcional  del  precio  á que  alude  el  art.  1471. 

Para  esta  rebaja  proporcional  ya  no  hay  más  remedio  que 
atender  á la  cabida  de  la  finca  ó fincas,  porque  ha  de  fundarse 
en  algo  la  proporción,  ha  de  verse  la  diferencia  que  existe  entre 
lo  que  se  ofreció  entregar  y lo  que  se  entregó  realmente.  Pero  en 
el  caso  de  tratarse  de  varias  fincas,  ¿ha  de  atenderse  á la  finca 
suelta  determinada  de  que  no  pudo  entregarse  parte  ó á to  las 
ellas?  El  artículo  no  lo  dice  de  un  modo  claro,  y aunque  pu 
diera  ser  su  idea  la  primera,  creemos  más  justa  y atinada  la 
segunda  solución.  La  totalidad  de  las  fincas,  todas  unidas,  cons- 
tituyen el  cuerpo  cierto  vendido,  la  unidad  para  el  precio  que  se 
estipuló.  Debe,  pues,  tenerse  en  cuenta  la  cabida  real  de  todas  las 
fincas,  y la  cabida  que  se  les  asignó,  porque  al  fin  no  sería  justo 
que  el  comprador  se  aprovechase  del  exceso  que  en  alguna  de 
esas  ÜDcas  pudiera  resultar,  y de  la  disminución  del  precio  por 
lo  que  en  otras  faltase,  ya  que  además  en  todo  caso  tiene  el  de- 
recho de  pedir  la  anulación. 

¿Cómo  se  establece  la  proporción  para  la  rebaja  proporcional 
de  que  habla  el  art.  1471?  Creemos  acertada  la  solución  dada 
por  Q.  Mucius.  Cabida  ó extensión  consignada  en  el  título,  es  al 
precio  convenido,  como  la  cabida  real  que  resulte,  es  á X.,  pre- 
cio qtie  debe  entregarse. 


LiB.  IV — TÍT.  IV— OAP.  IV— ART.  1471 


161 


II.  Aplicación  de  la  doctrina  de  los  cuerpos  ciertos  á las  ventas 
hechas  por  el  Estado  — Gran  parte  de  la  propiedad  particular  pro- 
cede en  España  de  la  desamortización.  La  firmeza  de  las  ventas 
hechas  por  el  Estado  es,  por  esta  circunstancia,  una  cuestión 
importantísima  que  afecta,  no  solamente  al  interés  de  los  parti 
culares  que,  muchos  de  ellos,  como  torceros  poseedores,  vienen 
disfrutando  las  fincas  de  esa  procedencia,  sino  al  interés  del 
Estado  mismo,  ya  que  su  eré  lito  como  vendedor  se  ve  coristan- 
temente  mermado  por  las  infinitas  denuncias  que  sus  agentes 
y servidores  formulan  para  que  se  anulen  por  exceso  ile  ca- 
bida las  ventas  realizadas  hace  buen  número  de  años.  Colocase 


el  Estado  con  esta  conducta  en  una  situación  análoga  á la  que 
en  nuestro  antiguo  derecho  se  hallaban  los  menores  incapacita 
tados;  la  ley  los  colmaba  de  beneficios,  y todo  era,  para  tutelar 
sus  intereses,  introducir  excepciones  al  derecho  común,  reser- 
vándoles acciones  y recursos,  per  una  parte,  más  que  s oficien 
tes  para  condenar  á los  adquireníes  á intranquilidad  perpetua, 
y por  otra,  perfectamente  incapaces  para  evitar  á dichos  meno- 
res el  perjuicio  temido.  El  resultado  era,  como  hoy  día  ha  veni- 
do ya  á reconocerse,  que  los  bienes  de  los  menores  é incapaci- 
tados se  vendían  muy  difícilmente,  y que  cuando  la  venta  se 


llevaba  ¿ cabo,  rara  vez  se  obtenía  *1  justo  precio  do  la  cosa 


vendida.  Aun  todavía,  á pesar  del  cambio  de  sistema, 
las  gentes  un  tradicional  horror  á cmiíiatar  sobre 


conservan 
bienes  do 


menores. 

Pues  bien;  el  Estado,  con  el  inseguro  criterio  que  la  Admi- 
nistración ha  tenido  fiebre  la  doctrina  do  los  cuerpos  ciertos, 
con  el  criterio  mantenido  sobre  prescripción  y con  la  conducta 
de  sus  einpl  -ador  do  última  teip'  río , se  lia  ce  locado,  repetimos, 
en  situación  análoga  á 1a.  dejos  menores  en  el  antiguo  derecho. 
Hora  es  ya  de.  que  este  estado  de  cosas  termine;  de  que  ti  que 
compre  al  Estado  tenga  la  absoluta  seguridad  de  que  é.->te  no  ha 
de  venir  luego  á molestarle  ni  á inquietarle;  de  que  la  Adminis- 
tración se  entere  de  una  vez,  y antes  de  la  venta,  de  la  entidad  ó 
importancia  de  aquello  que  vende;  de  que  los  perjuicios  se  rec'a- 

31 


T OütO  S 


162 


CÓDIGO  CIVIL 


men  á aquél  que  los  causó,  y de  que  se  castigue  con  mano  fuerte 
á los  que  no  obren  limpiamente  en  el  avalúo  y medición  de  las 
tincas  vendidas. 

Algo  se  ha  hecho  en  la  Instrucción  vigente  sobre  ventas  de 
bienes  del  Estado,  fijando  el  plazo  de  quince  años  para  la  pres- 
cripción de  acciones,  y más  supone  todavía  el  proyecto  presen- 
tado á las  Cortes  por  el  Ministro  de  Hacienda  Sr.  Osma,  no 
aprobado  en  la  fecha  en  que  escribirnos  estas  líneas,  que  tiende  á 
dar  efectos  retroactivos  al  precepto  de  la  Instrucción  dicha;  pero 
mucho  más  cabe  hacer  y ya  va  siendo  urgente  el  realizarlo. 

Mientras  esa  hora  llega,  nos  limitaremos  á exponer  sucinta- 
mente el  estado  legal  vigente  en  orden  á la  aplicación  de  la  doc- 
trina de  los  cuerpos  ciertos  á las  ventas  de  bienes  nacionales, 
no  sin  insistir  una  vez  más  sobre  la  extraordinaria  importancia 
de  la  cuestión. 

Las  primeras  reclamaciones  que  se  entablaron,  fundadas  en 
el  exceso  de  cabida  de  las  fincas  vendidas,  fueron  resueltas  por 
sentencias  en  contra  de  las  pretensiones  de  la  Administración, 
por  entenderse  que  las  ventas  habían  sido  hechas  d cuerpo  cierto , 
y que  no  procedía,  por  lo  tanto,  el  abono  de  diferencias  de  pre- 
cio por  exceso  ni  por  defecto,  y mucho  menos  la  nulidad  de  los 
contratos. 

Pero  como  la  desamortización  se  hizo  mal,  y el  Estado  tocó 
los  perjuicios  que  se  le  irrogaron,  quiso  'la  Administración  evi- 
tarlos dictando  la  Keal  orden  de  10  de  Abril  de  18G1,  que  decla- 
ró que  los  bienes  del  Estado  no  podían  venderse  como  cuerpos 
ciertos,  sino  por  razón  de  su  cabida.  Fundóse  la  Keal  orden  en 
que,  según  las  disposiciones  desamortizadoras  vigentes,  las  fin- 
cas destinadas  á la  venta  habían  de  ser  previamente  medidas, 
anunciándose  para  la  subasta  su  cabida,  clase,  renta,  cargas  y 
precios  de  capitalización  y tasación,  por  cuyo  motivo  no  era  lí- 
cito desentenderse  de  todas,  estas  circunstancias  y estimar  que 
se  trataba  de  cuerpos  ciertos. 

La  razón  no  era  muy  clara,  en  nuestra  opinión;  enhorabuena 
que  el  Estado,  en  cumplimiento  de  lo  mandado  y para  fijar  el 


I 


I 


LIB.  IV— TÍT.  IV — OAP.  IV — ART.  1471  163 

valor  por  el  oual  debían  salir  á subasta  las  fincas,  atendiese  & 
todos  esos  requisitos,  puesto  que  la  resultante  de  todos  ellos  da- 
ría en  cada  caso  concreto  el  tipo  de  la  subasta;  pero  una  ves 
vendidas  por  un  precio  alzado  y con  expresión  de  sus  linderos, 
aunque  en  el  contrato  se  hiciese  constar  la  cabida,  es  indudable 
que  el  comprador  había  comprado  un  cuerpo  cierto.  Otra  cosa 
hubiese  ocurrido  si  en  los  contratos  se  hubiera  dicho  expresa- 
mente que  la  venta  se  hacía  á razón  de  un  tanto  por  unidad  de 
medida  ó número.  El  Estado,  como  suele  decirse,  echó  en  esta 
disposición  por  el  atajo;  el  camino  no  era  éste.  Si  en  las  medi- 
ciones y avalúos  se  habían  cometido  infidelidades,  á los  que  las 
cometieron  debió  hacerse  responsables;  y si  por  acaso  estimó  que 
los  compradores  pudieran  ser  cómplices  de  ellas,  sobre  ser  ésta 
una  sospecha  que  no  pasaba  de  la  categoría  de  tal,  la  responsa- 
bilidad de  los  compradores  debió  haberse  buscado  de  otra  mane- 
ra. En  todo  caso,  el  Estado  debió  haber  tenido  en  cuenta  que  la 
primera  condición  para  que  el  desenvolvimiento  de  su  acción  des  - 
amortizadora  hubiese  sido  justo  y fecundo,  era  la  de  dar  las  sufi 
cientos  garantías  de  firmeza  y de  estabilidad  de  los  contratos. 

Mas  sea  de  esto  lo  que  fuere,  es  lo  cierto  que  después  de  la 
Real  orden  de  10  de  Abril  do]  1861  la  jurisprudencia  faé  durante 
algunos  años  contradictoria,  y siguió  discutiéndose  si  era  apli- 
cable ó no  á las  ventas  de  bienes  del  E-tvlo  la  doctrina  de  los 
cuerpos  ciertos.  Al  fin,  la  orden  del  Poder  Ejecutivo  de  7 de 
Abril  de  1869,  declaró  que  tal  doctrina  no  tenía  aplicación,  ni  i 
los  expedientes  que  estuvieran  en  tramitación  al  tiempo  de  dic- 
tarse esta  disposición,  ni  á los  que  se  incoaren  con  posterioridad, 
por  ser  lo  cierto  que  el  Reglamento  sobre  desamortización  de  31 
de  Mayo  de  1855,  al  determinar  claramente  que  las  fincas  que 
se  vendiesen  habían  de  ser  previamente  medí  las  y clasificadas, 
ponía  bien  de  relieve  su  marcado  propó-ito  de  que  la3  ventas  de 
bienes  del  Estado  no  pudieran  llevarse  á eíe.to  como  cuerpos 
ciertos,  ó atendiendo  sólo  á sus  linderos,  razón  por  la  cual,  en  la 
Real  orden  de  10  de  Abril  de  1861,  no  se  contenía  nada  nuevo 
ni  contrario  á dicho  Reglamento. 
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Desde  esta  fecha  de  7 de  Abril  de  1860  es,  por  lo  tanto,  in- 
dudable que  las  ventas  de  bienes  del  Estado  no  se  hacen  á cuer- 
po cierto,  sino  á razcn  de  un  tanto  por  unidad  cié  medida  ó nu. 
mero.  Por  otra  parte,  las  sentencias  del  Tribunal  Supremo  de  5 
de  lia  jo  de  1870  y de  1 1 de  Febrero  de  1877,  y el  Real  decreto 
sentencia  de  20  de  Marzo  de  1885,  coinciden  en  afirmar  que  la 
doctrina  de  los  cuerpos  ciertos  no  puede  tener  aplicación  á las 
ventas  de  bienes  del  Estado,  sea  cual  fuere  su  fecha. 

La  cuestión,  por  lo  tanto,  está  hoy  día  en  los  términos  en 
que  la  dejamos  expuesta,  porque  teniendo  en  cuenta  la  eficacia 
derogatoria  del  art.  1976  del  Código,  qre  se  limita  á los  cuerpos 
legales,  usos  y ccstumbres  que  constituían  el  derecho  civil  co- 
mún en  todas  las  materias  que  son  objeto  del  Código,  es  para 
nosotros  evidente  que  el  art.  1471  no  ha  podido  derogar  las  dis- 
posiciones de  carácter  administrativo  por  que  se  rigen  las  ven- 
tas de  bienes  del  Estado. 

III.  Códigos  extranjeros. — Tratan  de  materia  semejante  ¿ 
la  del  artículo  que  hemos  comentado  los  artículos  1619  y si- 
guientes del  Código  írancés;  el  1475  y siguientes  del  italiano; 
el  1833  del  chileno;  el  29  6,  2997  y 2998  del  de  los  Estados  de 
Puebla  y Baja  California;  los  1346,  1347  y 1348  del  Código 
argentino;  1653  y 1654  del  uruguayo,  y 1442,  1443  y 1446  del 
de  Venezuela. 

También  concuerda  con-  el  art.  1394  del  Proyecto  de  Código 
civil  español  de  1851. 

ARTICULO  1472 

Las  acciones  que  cacen  de  los  tres  artículos  ante- 
riores prescribí]  án  á los  seis  meses,  contados  desde  el 
día  de  la  entrega. 

Prescripción  de  las  acciones  que  nacen  de  los  tres  artículos  ante • 
rieres. — El  precepto  del  art.  1472  es  claro.  Su  utilidad  estriba 
en  la  fijación  del  plazo  dentro  del  cual  deben  ejercitarse  las  ac» 
cienes  que  ee  derivan  de  los  tres  precedentes  artículos,  y en  la 
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del  momento  á partir  del  cual  debe  contarse  el  tiempo  de  la 
prescripción. 

El  plazo  es  el  de  seis  meses,  plazo  breve  en  verdad  como  lo 
requería  la  seguridad  de  la  contratación  que  el  Co  ligo  debe  pro- 
curar, la  cual  no  consiente  que  la  eficacia  de  las  transacciones 
quede  durante  largo  tiempo  pendiente  del  ejercicio  de  accions 
rescisorias.  La  naturaleza  de  los  hechos  que  dan  motivo  á esas 
acciones  impone  asimismo  la  brevedad  del  plazo,  pues  para 
averiguar  si  la  finca  tiene  ó no  la  cabida  estipulada,  si  es  de  la 
clase  pactada  ó si  se  ha  hecho  la  entrega  de  todo  lo  contenido 
dentro  de  los  linderos,  no  es  menester  que  transcurra  mucho 
tiempo.  Generalmente,  en  el  momento  de  la  entrega  cuelen  po- 
nerse en  claro  todos  estos  puntos;  por  eso  preci-amente  el  plazo 
de  seis  meses  empieza  á contarse  desde  el  día  de  la  entrega. 

Con  García  Goyena,  opinamos  que  la  disposición  de  este  ar- 
tículo no  alcanza  á la  acción  por  la  que  el  comprador  pide  la 
entrega  de  ciertos  trozos  de  tierra  alegando  que  fueron  compren- 
didos en  la  venta. 

Có  Jigos  extranjeros . — El  Proyecto  de  1851  fijaba  el  plazo  de 
un  año  en  el  art.  1395.  También  fijan  el  plazo  de  un  año  los  ar- 
tículos 1022  del  código  francés,  y 1478  del  italiano,  si  bien  con- 
tándolo desde  el  día  del  contrato,  y no  desde  el  de  la  entrega, 
como  dice  nuestro  Código  y es  más  racional.  El  plazo  de  un  año 
contado  desde  la  entrega,  se  consigna  en  los  arts.  1834  del  có- 
digo chileno,  y 2999  del  de  los  Estados  de  Baja  California  y 
Puebla. 

Concuerda  también  el  artículo  que  comentamos  con  los  165  ) 
y 1445  de  los  códigos  de  Uruguay  y Venezuela  respectiva- 
mente. 


ARTÍCULO  1473 

Si  una  misma  cosa  se  hubiese  vendido  á diferentes 
compradores,  la  propiedad  se  transferirá  á la  persona 
que  primero  haya  tomado  posesión  de  ella  con  buena 
fe,  si  fuere  mueble. 
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Si  fuere  inmueble,  la  propiedad  pertenecerá  al  ad- 
quirente  que  antes  la  baja  inscrito  en  el  Registro. 

Cuando  no  haya  inscripción,  pertenecerá  la  propie- 
dad á quien  de  buena  fe  sea  primero  en  la  posesión, 
j,  faltando  ésta,  á quien  presente  título  de  fecha  más 
antigua,  siempre  que  haya  buena  fe. 

I.  A quién  pertenece  la  propiedad  de  la  cosa  vendida  á diferentet 
compradores,— La  ley  50  del  tít.  5.°  de  la  Partida  5.a,  dictada 
sin  distinción  para  muebles  y para  inmuebles,  contenía  el  prin- 
cipio, mediante  el  cual  había  de  resolverse  la  cuestión  de  á quién 
se  entendía  transmitida  la  propiedad  de  una  cosa  que  había  sido 
rendida  á personas  distintas.  De  acuerdo  con  la  doctrina  de  que 
el  contrato  es  generador  de  la  obligación,  pero  el  derecho  real 
solo  se  adquiere  por  la  entrega  de  la  cosa,  resolvía  la  ley  citada 
la  cuestión  de  propiedad  á favor  del  comprador  que  primero  hu- 
biese tomado  posesión. 

Nada  habría  quizás  que  añadir  á lo  dicho  por  la  ley  de  Par- 
tidas si  no  se  hubiese  publicado  la  ley  Hipotecaría;  mas  una  vez 
ésta  en  vigor,  precisa  entrar  en  distinciones  que  antes  no  eran 
necesarias.  Por  eso  el  artículo  que  comentamos  formula  precep- 
tos diferentes  para  el  caso  de  la  venta  de  muebles  que  para  la 
de  los  inmuebles.  Examinémoslos  separadamente. 

A)  Venta  de  muibles.  — Si  una  misma  cosa  mueble  se  hubiese 
vendido  á diferentes  compradores,  la  propiedad  se  transferirá  á 
la  persona  que  primero  haya  tomado  posesión  de  ella  con 
buena  fe. 

Como  preceptos  concordantes  con  esta  regla  dentro  del  Có- 
digo, que  facilitan  su  aplicación,  debe  tenerse  en  cuenta  que, 
según  el  art.  434,  la  buena  fe  se  presume  siempre,  y al  que 
afirma  la  mala  fa  de  un  poseedor,  corresponde  la  prueba,  y que, 
según  el  art.  464,  la  posesión  de  los  bienes  muebles  adquirida 
de  buena  fe  equivale  al  título. 

En  cuanto  al  acto  de  toma  (fe  posesión,  entrega  ó tradición, 
que  tanta  importancia  tiene  para  poner  en  claro  la  cuestión  de 
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propiedad  cuando  una  cosa  mueble  ha  sido  vendida  á diferentes 
compradores,  no  hay  que  olvidar  que  puede  revestir  distintas 
íormas,  de  las  cuales  se  ocupan  I03  artículos  1462,  1463  y 1464, 
Cualquiera  de  ellas  en  que  se  haya  hecho  la  entrega,  siempre 
que  cumplidamente  se  demuestre  que  se  efectuó,  será  suficiente 
para  tener  por  transmitida  la  propiedad. 

B)  Venta  de  inmuebles . — Ya  los  autores  de  la  ley  Hipotecaria 
consignaron  en  la  exposición  de  motivos,  que  una  de  las  bases 
del  nuevo  sistema  es  el  principio  general  de  que  los  títulos  que 
han  dejado  de  inscribirse  do  perjudican  á tercero.  Derivación 
de  este  principio  es  el  art.  17  de  la  misma  ley,  que  afirma  que 
inscrito  ó anotado  preventivamente  en  el  Registro  cualquier 
título  traslativo  del  dominio  de  los  inmuebles,  no  podrá  inscri- 
birse ó anotarse  ningún  otro  do  fecha  anterior,  por  el  cual  se 
transmita  ó grave  la  propiedad  del  mismo  inmueble,  y los  23 
y 24,  que  dicen  que  los  títulos  que  no  estén  inscritos  en  el  Re- 
gistro no  podrán  perjudicar  á tercero,  surtiendo,  en  cambio, 
efecto  los  inscritos,  aun  contra  los  acreedores  singularmente 
privilegiados.  A su  vez,  el  párrafo  4.°  del  art.  38,  expresa  que 
las  acciones  rescisorias  ó resolutorias  no  se  dan  contra  tercero 
que  haya  inscrito  su  derecho,  por  la  doble  venta  de  una  misma 
cosa,  cuando  no  haya  sido  inscrita  alguna  do  ellas.  Subsiste  este 
sistema  después  del  Código,  quien  por  su  parte  lo  confirma  en 
el  art.  006,  al  decir,  casi  con  las  mismas  palabras  de  la  ley  Hi- 
potecaria, qué  los  títulos  de  dominio  ó de  otros  derechos  reales 
sobre  bienes  inmuebles,  que  no  están  debidamente  inscritos  ó 
anotados  en  el  Registro  de  la  propiedad,  no  perjudican  á ter- 
cero. 

Dados  estos  antecedentes,  se  comprenderá  con  facilidad  que 
el  criterio  de  la  ley  de  Partidas,  que  no  distinguía  entre  muebles 
é inmuebles,  no  podía  subsistir,  y que  tratándose  de  inmuebles 
vendidos  á diferentes  compradores,  había  que  dar  la  preferencia 
al  que  primero  hubiese  inscrito  su  derecho:  por  eso  dice  el  pá- 
rrafo 2.°  del  art.  1473,  que  la  propiedad  pertenecerá  al  adqui- 
rente  que  antes  la  haya  inscrito  en  el  Registro  de  la  propiedad. 
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Ahora  bien;  la  inscripción  no  03  obligatoria;  la  ley  ha  consi- 
derado que  el  interés  particular  es  estímulo  suficiente  para  que 
la  inscripción  se  haga;  pero  es  lo  cierto  que,  á pesar  de  ese  estí- 
mulo, la  inscripción  deja  de  hacerse  en  no  pocos  casos.  No  ha- 
biendo inscrito  su  derecho  ninguno  de  los  distintos  adquirentes, 
39  hace  preciso  atender  á otra  circunstancia  para  resolver  la 
cuestión,  y esta  circunstancia  no  puede  ser  otra  que  la  de  toma 
de  posesión  ó entrega  de  la  cosa  como  prescribe  el  párrafo  3.* 
del  art.  1473.  No  existiendo,  por  lo  tanto,  inscripción  en  el  Re- 
gistro, la  tradición  recobra  el  valor  que  le  concedía  la  ley  de 
Partidas  y que  tiene  respecto  délos  bieues  muebles.  Si  tampoco 
ninguno  de  los  compradores  hubiese  tomado  posesión  de  la  cota, 
el  título  de  fecha  más  antigua  determinará  la  preferencia,  en  el 
bien  entendido  supuesto,  que  tanto  la  existencia  del  título  como 
la  de  la  posesión  han  de  ir  acompañadas  de  la  buena  fe. 

II.  Observación  común  á lo. \ venia  de  muebles  y á la  de  inmuebles . 
Hemos  interpretado  el  precepto  del  art.  1473,  en  sus  párrafos 
primero  y tercero,  en  el  sentido  más  racional,  aunque  no  tal  vea 
en  el  más  adecuado  á las  palabras  que  se  emplean.  Las  palabras 
tomar  posesión,  y primero  en  la  posesión,  las  hemos  considera- 
do como  equivalentes  á las  de  la  tradición  real  ó fingida  á que  se 
refieren  los  arts.  1462  al  1464,  porque  si  la  posesión  material 
del  objeto  puede  otorgar  preferencia  en  cuestiones  de  posesión, 
y así  lo  reconoce  el  art.  44í>,  no  debe  darla  nunca  en  cuestiones 
de  propiedad,  y de  la  propiedad  habla  expresamente  el  art.  1473. 
Así,  en  nuestra  opinión,  robustecida  por  la  doctrina  que  recta- 
mente se  deriva  de  la  sentencia  de  24  de  Noviembre  de  1894, 
vendida  una  finca  á A.  en  escritura  pública,  y después  á B., 
aunque  se  incaute  materialmente  éste  del  inmueble,  la  propie- 
dad pertenece  á A.,  primero  en  la  tradición,  con  arreglo  al  ar- 
tículo 1462,  puesto  que  á partir  del  otorgamiento  de  la  escritura 
que  envuelve  la  entrega  de  la  003a,  el  vendedor  carecía  ya  de  la 
facultad  de  disponer  de  ella. 

Sin  embargo,  fuerza  es  reconocer  que  aunque  esa  fuese  la 
intención  del  legislador,  y así  queremos  creerlo  en  interés  de  los 
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principios  de  justicia,  el  art.  1473,  literalmente  interpretado,  no 
es  eso  lo  que  dice.  La  posesión  es  sólo  una  de  las  formas  de  la 
tradición,  es  la  entrega  real  ó material  del  objeto,  y á esa  tra- 
dición, como  prueba  y signo  evidente  de  la  entrega,  es  á la  que 
parece  aludir  el  artículo.  La  última  parte  del  mismo  confirma 
plenamente  esta  idea,  aunque  habla  en  general  de  título  y no  de 
escritura:  título  de  fecha  más  antigua,  sea  el  que  sea,  esto  es, 
primero  la  posesión,  después  el  título,  aunque  se  trate  de  una 
escritura,  luego  si  ésta  envuelve  tradición,  la  ley  deliberada- 
mente establece  una  gradación  entre  las  diversas  formas  de  tra- 
dición admitidas,  dando  la  preferencia  á la  entrega  real  sobre  la 
entrega  fingida,  y colocando  por  encima  del  derecho  de  propie- 
dad la  grosera  materialidad  de  la  posesión . 

¿No  es  esto  así?  Pues  conviene  variar  la  redacción  del  ar 
ticulo  1473  en  la  primera  reforma  del  Código,  para  que  no  pueda 
sospecharse  siquiera  que  el  legislador,  amparando  el  abuso,  y 
consumando  un  despojo,  otorga  preferencia  á quien  en  justicia 
puede  no  merecerla,  porque  si  la  tradición  es  la  que  confiere  el 
derecho  real  sobre  las  cosas,  según  el  art.  1 0 9 ó , y en  la  compra- 
venta el  dominio,  derecho  real  por  excelencia,  al  mediar  la  tra- 
dición en  cualquier  forma,  se  haya  ó no  tomado  posesión  mate- 
rialmente del  objeto,  el  vendedor  nada  puede  ya  trans  nitir,  por- 
que se  ha  despojado  de  cuantos  derechos  le  pertenecían,  traspa- 
sándolos á otro. 

Ha  dicho  el  ilustrado  escritor  ¡3r.  Mirell  que  en  el  artículo 
que  comentamos  falta  a^o  que  el  legislador  no  ha  expresado,  y, 
en  efecto,  creemos  que  tiene  razóu. 

Valgám  ;nos  del  mismo  ejemplo  que  utiliza  el  Sr.  M >rell  para 
rer  ja  cuestión,  con  claridad:  A.,  verdadero  duefi.)  de  una  finca, 
la  vende  á B.,  quien,  teniendo  el  titulo  en  su  poder,  descuida  el 
tomar  posesión.  0.,  administrador  de  la  misma  finca,  la  vende 
& D,,  quien  en  seguida  se  posesiona  de  ella.  No  existiendo  títu- 
los ins. ritos,  ¿es  preferente  el  derecho  de  D.  sobre  el  de  B.,  ó 
"ice versa? 

Ateniéndose  á la  letra  del  art.  1473,  resulta  que  el  poseedor 
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que  adquirió  la  finca  de  quien  no  era  dueño,  adquiere  la  propio- 
dad  en  perjuicio  de  aquel  cuyo  derecho  deriva  del  verdadero 
dueño.  Ahora  bien;  ¿es  posible,  lícita  y jurídicamente,  que  el 
hecho  de  la  posesión  ejerza  tan  decisivo  influjo  y que  justifique 
esa  consecuencia  á todas  luces  absurda?  Nótese,  ante  todo,  como 
observa  muy  bien  el  Sr.  Morell,  que  no  se  trata  aquí  de  la  cues 
tión  de  prescripción  que  ha  de  resolverse  con  el  transcurso  del 
tiempo,  sino  de  la  transmisión  de  la  propiedad  que  se  ventila  de 
momento  y sobre  la  cual  ha  de  recaer  declaración,  desde  luego, 
y con  independencia  de  que  transcurra  ó no  el  tiempo  exigido 
para  la  prescripción. 

Limitada  la  cuestión  á estos  términos,  para  resolverla  en 
justicia  hay  que  volver  los  ojo3  á la  tradición,  á la  toma  de  po- 
sesión á que  alude  el  art.  1473.  La  definición  romana  nos  da  la, 
clave,  á nuestro  juicio.  La  tradición  es  modus  adquirendi  deriva- 
tivus  quo  dorninus,  qui  jvs  el  animum  alienandi  Jiabct,  rem  ccrpora- 
lem  ex  justd  causá  in  accipientem  transferí.  Es  decir,  que  para  que 
se  entienda  verificada  la  tradición  ee  menester  que  estén  cum- 
plidos los  requisitos  que  implica,  y uno  de  los  indispensables, 
según  el  exactísimo  concepto  romano,  es  el  de  que  el  enajenante 
tenga  derecho  y ánimo  de  transferir  la  cosa.  No  basta  la  inten- 
ción de  transmitir,  esto  constituirá  el  ánimo;  precisa,  además, 
qne  el  que  transmite  pueda  jurídicamente  realizar  ese  acto,  que 
tenga  derecho,  pues  mal  podría  derivarse  de  él  al  adquirente  un 
derecho  que  el  primero  no  ostentaba. 

Esto  es  lo  que  el  art.  1473  ha  dejado  de  expresar,  la  necesi- 
dad de  la  preexistencia  del  derecho  en  el  transmitente.  Pero  aun 
cuando  el  artículo  no  lo  exprese,  dehe  entenderse,  en  nuestra 
opinión,  que  esa  circunstancia  es  uno  de  los  supuestos  de  que 
el  artículo  parte. 

Esta  inteligencia  no  se  opone  al  texto  del  art.  1473,  y sobre 
no  oponerse,  lo  razona  y justifica. 

III.  Jurisprudencia. — Vendida  judicialmente  una  misma  finca 
dos  veces,  una  á virtud  de  procedimiento  seguido  por  un  acree- 
dor hipotecario,  y otra  ¿ virtud  de  procedimiento  seguido  por 


LÍB.  IV — TÍT.  IV — CAP.  IV — ART.  1473  171 

un  acreedor  censualista,  la  cuestión  debe  resolverse  únicamente 
por  el  art.  1473,  y,  por  lo  tanto,  tendrá  preferente  derecho  el 
que  primero  haya  inscrito  en  el  Registro  de  la  propiedad,  sin 
que  quepa  hablar  de  la  cuestión  de  prioridad  entre  un  acreedor 
censualista  y otro  hipotecario,  ni  de  las  fachas  de  sus  respecti- 
vas escrituras,  ni  de  las  fechas  tampoco  de  las  adjudicaciones, 
ni  de  las  condiciones  de  los  títulos  de  cada  uno.  (Sentencia  del 
Tribunal  Supremo  de  14  de  Abril  de  1898.) 

Embargadas  y subastadas  ciertas  fincas,  se  otorgó  la  corres- 
pondiente escritura  el  11  de  Enero  de  1890.  El  20  de  Enero 
de  1893  una  heredera  del  que  había  sido  ejecutado  inscribió  la 
posesión  de  otra  cierta  finca,  la  cual  fue  seguidamente  objeto  de 
dos  ventas  sucesivas,  las  cuales  fueron  inscritas,  siéndolo  la 
última  en  3 de  Junio  de  1895.  El  rematante  de  las  fincas  que 
fueron  embargadas  y subastadas,  obtuvo  de  la  Audiencia  la  de- 
claración de  que  la  finca,  cuya  posesión  inscribió  y después 
vendió  la  heredera  del  ejecutado,  estaba  comprendida  entre  las 
que  fueron  embargadas,  y á consecuencia  de  esta  declaración, 
se  otorgó  el  23  de  Julio  de  1895  una  nueva  escritura  ampliato- 
ria de  la  que  se  otorgó  á raíz  de  la  subasta,  la  cual  no  pudo  ser 
inscrita  en  el  Registro  de  la  propiedad  porque  ya  lo  estaba  la 
finca  á nombre  de  persona  distinta  en  virtud  del  expediente  po- 
sesorio y de  las  ventas  sucesivas.  El  rematante  entonces  de- 
mandó al  último  comprador  de  la  finca  á cuyo  nombre  figuraba 
ésta  en  el  Registro,  fundándose  en  la  escritura  ampliatoria  y en 
que  el  expediente  posesorio,  del  cual  derivaba  su  causa  dicho 
comprador,  era  falso;  pero  el  Tribunal  Supremo  estimó  que  la 
justa  aplicación  del  art.  1473  daba  la  razón  al  comprador,  contra 
el  cual  no  prosperaron  las  acciones  del  rematante.  (Sentencia 
de  3 de  Junio  de  1899.) 

El  precepto  contenido  en  el  art.  14  73  del  Código  civil,  su- 
pone la  facultad  en  el  vendedor  para  disponer  de  la  cosa  vendi- 
da, y no  limita  ni  altera  en  este  punto  lo  prevenido  en  la  ley 
Hipotecaria  vigente,  que  consagra  el  principio  de  que  la  inscrip- 
ción no  convalida  los  actos  ó contratos  nulos,  y que  si  bien  loe 
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que  se  ejecuten  ú otorguen  por  personas  que  en  el  Registro  apa- 
rezcan con  derecho  para  ello,  no  se  invalidan,  una  vez  inscritos* 
aunque  después  se  anule  ó resuelva  el  derecho  del  otorgante  en 
virtud  dei  título  anterior  no  iuscrito,  esto  sólo  se  refiere  en* 
cuanto  á terceros.  (Sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  24  de 
Noviembre  de  189 i). 

Códigos  extranjeros.  — Se  ocupan  de  la  materia  del  artículo 
que  hemos  comentado,  los  arts.  30  JO  al  3003,  ambos  inclusive, 
de  los  Códigos  de  Baja  California  y Puebla;  los  1578,  157$ 
y 1580  del  Código  portugués;  el  1817  del  Código  de  Chile,  y el 
1641  del  de  Uruguay. 

También  concuerda  con  el  actual  el  art.  1396  del  Proyecto 
de  Código  civil  español  de  1851. 

SECCIÓN  TERCERA 

DEL  SAN  EAMIENTO 

ARTÍCULO  1474 

En  virtud  del  saneamiento  á que  se  refiere  el  ar- 
tículo 1461,  el  vendedor  responderá  al  comprador: 

1. °  De  la  posesión  legal  y pacífica  de  la  cosa 
vendida. 

2. °  De  los  vicios  ó defectos  ocultos  que  tuviere . 

Saneamiento  de  la  cosa  vendida : responsabilidad  del  vendedor: 
causas  que  lo  motivan. — Ha  dicho  el  art.  1461  que  el  vendedor 
está  obligado  á la  entrega  y saneamiento  de  la  cosa  objeto  de  la 
venta.  La  primera  le  estas  obligaciones,  ó sea  la  de  la  entrega 
de  la  cosa,  ha  sido  desarrollada  en  la  sección  segunda  del  capí- 
tulo que  estudiamos;  la  segunda,  ó sea  la  del  saneamiento,  es 
objeto  de  la  sección  tercera. 

Sanear  significa  hacer  la  cosa  satla:  en  este  sentido  la  ley  32 
del  tit.  5.°  de, la  Partida  5.a  decía;  «Quita  e libre  de  todo  embar- 
go deue  ser  entregada  la  cosa  vendida  al  comprador,  de  manera 
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que  si  otro  alguno  gola  quisiese  embargar,  ó monerle  pleyto  so- 
bre ella,  que  ge]a  deue  fazer  sana». 

Pero  el  saneamiento  ó acción  de  sanear,  á que  está  obligado 
el  vendedor,  puede  proceder  de  dos  causas,  á saber:  el  compra- 
dor puede  verse  inquietado  ó perturbado  en  la  pacífica  posesión 
de  la  cosa  comprada,  ó bien,  sin  que  nadie  le  inquiete  ni  per- 
turbe, puede  ocurrir  que  la  misma  cosa  adolezca  de  vicios  ó de- 
fectos ocultos. 

En  ambos  casos  la  concurrencia  de  cualquiera  de  estas  cir- 
cunstancias, anula  la  causa  del  contrato  respecto  del  compra 
dor.  Si  éste  se  ve  privado  de  la  cosa  ó en  la  misma  resultan  vi- 
cios ó defectos  que  imposibilitan  ó dificultan  su  uso  y disfrute, 
el  fin  que  él  comprador  se  propuso  no  ee  logra,  y el  precio  por 
él  entregado  no  tiene  su  equivalente  en  la  cosa  recibida.  Ante 
estos  hechos  es  de  evidente  justicia  que  surja  una  responsabi- 
lidad en  el  vendedor.  Esta  responsabilidad  se  hace  efectiva  na- 
neando. 

Ahora  bien;  el  modo  de  sanear  es  distinto,  porque  diversas 
pueden  ser  las  causas  que  lo  motiven. 

El  artículo  que  comentamos  las  expresa  con  mucha  claridad: 
el  vendedor — dice — responderá  al  comprador:  primero,  de  la  po- 
sesión legal  y pacífica  de  la  cosa  vendida;  esta  posesión  en  que 
ha  de  mantenerlo,  ha  de  ser  no  sólo  pacífica,  como  decía  el  ar- 
ticulo 1 397  del  Proyecto  de  1851,  sino  también  legal pues  de 
nada  serviría  que  nadie  inquietase  al  vendedor  si  había  justos 
motivos  para  inquietaile,  y por  mera  tolerancia  viniese  el  com- 
prador poseyendo  pacíficamente  una  cosa  que  en  rigor  no  tenía 
derecho  á poseer.  El  vendedor  debe  al  comprador,  no  sólo  la 
tranquilidad  de  hecho  en  la  posesión,  sino  la  que  da  la  creencia 
de  que  el  derecho  le  asiste  y le  ampara. 

Obsérvese  que  lo  mismo  el  art.  1475  que  el  1480  exigen, 
para  que  proceda  el  saneamiento  en  caso  de  evicción,  que  se 
prive  al  comprador  del  todo  ó parte  de  la  cosa  vendida,  qne  se 
le  condene  á su  pérdida.  Esta  privación  ó esta  pérdida  llevan 
en  sí  un  carácter  definitivo  é irremediable,  por  lo  que  no  se  re- 
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fieren,  desde  luego,  á un  perjuicio  que  se  pueda  remediar  ó á 
una  transitoria  privación.  De  aquí  que  aun  cuando  el  art.  1474 
habla  de  posesión,  con  las  palabras  legal  y pacífica,  alude,  sin 
duda,  á la  posesión  unida  al  dominio,  esto  es,  á la  propiedad 
misma  de  la  cosa  ó derecho  vendidos,  con  cuantos  derechos  la 
integran,  y,  entre  ellos,  con  el  de  poseer,  que  equivale  á su  sig- 
no ostensible,  á su  adecuada  manifestación. 

El  vendedor  responderá  asimismo  al  comprador  --  continúa 
diciendo  dicho  artículo — do  los  vicios  ó defectos  ocultos. 

El  primer  caso  es  el  llamado  caso  de  evicción,  del  cual  se 
ocupa  el  siguiente  párrafo  primero  de  la  sección  que  comenta- 
mos; del  segundo  caso  se  ocupa  el  párrafo  segundo  de  la  misma 
sección. 

Códigos  extranjeros. — Artículos  1625  del  Código  francés;  1481 
del  italiano;  1581  y 1582  del  portugués;  1837  del  de  Chile;  3004 
y 3024  del  de  Baja  California  y Puebla;  1448  del  de  Venezuela, 
y 1657  del  de  Uruguay, 


§ l.° 


Del  saneamiento  en  caso  de  evicción . 


ARTÍCULO  1475 

Tendrá  lugar  la  evicción  cuando  se  prive  al  com- 
prador, por  sentencia  firme  y en  virtud  de  un  derecho 
anterior  á la  compra,  de  todo  ó parte  de  la  cosa  com- 
prada. 

El  vendedor  responderá  de  la  evicción  aunque 
nada  se  haya  expresado  en  el  contrato. 

Los  contratantes,  sin  embargo,  podrán  aumentar, 
disminuir  ó suprimir  esta  obligación  legal  del  ven- 
dedor. 
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ARTÍCULO  1476 

Será  nulo  todo  pacto  que  exima  al  vendedor  de  res- 
ponder de  la  evicción,  siempre  que  hubiere  mala  fe  de 
su  parte. 

I.  De  la  evicción  y saneamiento:  sus  requisitos  y casos  en  que  pro • 
cede. — Evicción,  significa  el  acto  de  ser  vencido  en  juicio;  del  he- 
cho de  ser  vencido  en  juicio  surge  la  acción  de  evicción ; el  objeto 
de  esta  acción  es  obtener  el  saneamiento.  Conviene  no  olvidar  el 
orden  lógico  de  estas  ideas  y la  inmediata  derivación  que  enlaza 
ék  las  unas  con  las  otras.  Hay  que  ser  vencido  en  juicio  para  te- 
ner derecho  al  saneamiento,  si  bien  el  ejercicio  de  la  acción  debe 
prepararse  antes  de  que  la  evicción  ocurra,  como  veremos  en  el 
comentario  á los  arts.  1481  y 1482. 

Como  el  hecho  primero,  del  cual  arranca  toda  la  teoría  que  el 
Código  desarrolla  en  este  párrafo,  es  el  de  la  evicción,  la  ley  se 
ha  creído  en  el  caso  de  definirla  muy  puntualmente;  á este  fin 
está  consagrado  el  párrafo  l.°  del  art.  1475.  Tendrá  lugar  la 
evicción  — dice — cuando  se  prive  al  comprador,  por  sentencia 
firme  y en  virtud  de  un  derecho  anterior  á la  compra,  de  todo  ó 
parte  de  la  cosa  vendida.  Esta  definición  contiene  tres  requisi- 
tos esenciales,  á saber:  l.°,  sentencia  firme;  2.°,  privación  del 
comprador  de  to  lo  ó parte  de  la  cosa  vendida;  y 3.°,  derecho 
anterior  á la  compra.  Sólo  cumpliéndose  en  el  hecho  de  ser  ven- 
cido enjuicio  estos  tres  requisitos  conjuntamente,  hay  evicción 
en  el  sentido  legal,  surge  la  acción  de  evicción  y tiene  derecho 
el  comprador  al  saneamiento.  Examinémoslos  separadamente. 

l.°  Sentencia  firme. — De  dos  maneras  puede  verse  el  com- 
prador perturbado  en  la  posesión  de  la  cosa  comprada.  Es  la  una 
aquella  en  que  el  perturbador  no  afirma,  al  realizar  los  actos  de 
perturbación  que  le  asiste  ningún  derecho,  y si  le  asiste  no  lo 
invoca,  limitándose  á molestar  y á inquietar  al  adquirente  por 
las  vías  de  hecho.  Es  la  otra,  aquella  en  que  el  tercero  acude  á 
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los  tribunales  en  demanda  de  la  cosa  ó de  parte  de  ella,  alegando 
un  derecho  y dando  formas  jurídicas  á su  pretensión.  La  pri- 
mera es  la  perturbación  de  mero  hecho,  la  segunda  es  la  que  po- 
demos llamar  perturbación  de  derecho,  por  más  que  la  primera 
lleve  también  consigo  la  lesión  de  este. 

La  perturbación  de  mero  hecho  no  da  lugar  á la  aplicación 
de  la  doctrina  de  la  evicción.  El  comprador  tiene  desde  luego 
acción  directa  contra  el  perturbador,  del  mismo  modo  que  le  está 
concedida  al  arrendatario  por  el  art.  1560  del  Código.  El  com- 
prador defenderá  su  derecho  de  la  manera  que  mejor  estime  con- 
veniente; pero  sin  que  tenga  que  acudir  para  nada  al  vendedor 
y sin  que  de  tal  hecho  se  deriva  responsabilidad  a’guna  para 
éste,  puesto  que  la  perturbación  no  es  imputable  á él  ni  el  per- 
turbador ha  fundado  la  razón  de  sus  actos  en  que  la  personali- 
dad del  vendedor  inora  ó dejase  de  ser  discutible  como  causante 
del  comprador.  No  hay  relación  jurídica  entre  lo»  actos  de  per- 
tnrbadóu  y la  pacífica  y legal  posesión  que  el  que  vende  debe 
garantizar  al  que  compra. 

La  perturbación  de  que  aquí  se  trata  es  la  perturbación  de 
derecho,  la  cual  requiere  que  un  individuo  acuda  á lo»  tribuna- 
les de  justicia  en  demanda  de  la  cosa  comprada  ó de  parte  de 
ella;  que  invocando  raz  mes,  este  derecho  sea  controvertido  en 
la  forma  que  preceptúan  las  leyes  procesales,  y que,  como  final 
de  este  litigio,  recaiga  una  sentencia  firme  que  prive  al  compra- 
dor del  todo  ó de  paite  de  la  cosa  comprada. 

La  sentencia  firme  es,  por  lo  tanto,  lo  que  determina  la  evic- 
ción, el  vencimiento  en  juicio,  y ya  sabemos  que,  según  el  ar- 
tículo 369  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  sentencias  son  las 
que  deciden  definitivamente  las  cuestiones  del  pleito  en  una  ins- 
tancia ó en  un  recurso  extraordinario;  las  que,  recayendo  sobre 
un  incidente,  por  gan  téimino  á lo  principal,  objeto  del  pleito, 
haciendo  imposible  su  continuación,  y las  que  declaren  haber  ó 
no  lugar  á oir  á un  litigante  condenado  en  rebeldía. -También 
deben  considerarse  sentencias  las  dictadas  en  juicio  de  árbitros 
é>  de  amigables  componedores. 
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Cuando  la  sentencia  quede  firme,  esto  es,  cuando — como  dice  el 
mismo  artículo  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil — no  quepa 
•ontra  ella  recurso  alguno  ordinario  ni  extraordinario,  ya  por 
su  naturaleza,  ya  por  haber  sido  consentida  por  las  partes,  en- 
tonces no  cabe  duda  que  la  evicción  ha  tenido  lugar. 

Obsérvese  que  la  sentencia  puede  quedar  firme  por  consen- 
tirla el  mismo  comprador.  Supongamos  que  demandado  éste, 
pide  que  se  notifique  la  demanda  al  vendedor,  que  éste  no  com- 
parece y que  el  pleito  se  sigue  contra  el  comprador  solamente, 
el  cual  es  condenado  en  primera  instancia.  ¿Tiene  obligación  de 
apelar  para  que  no  decaiga  su  derecho  al  saneamiento? 

¿Podrá  el  vendedor  negarse  á la  obligación  de  sanear  ale- 
gando que  si  bien  hay  una  sentencia  firme  que  condena  al  com- 
prador, tal  sentencia  es  firme  por  la  voluntad  de  éste?  Entende- 
mos que  no,  y que  el  derecho  del  comprador  no  sufre  el  más  mí- 
nimo perjuicio  por  no  haber  apelado. 

La  razón  es  clara,  en  nuestra  opinión:  en  primer  lugar,  el 
Código  exige  una  sentencia  firme,  y como  uno  de  los  modos  por 
los  que  puede  quedar  legalmente  firme  una  sentencia  es  por  el 
consentimiento  de  los  litigantes,  y esto  no  se  le  podía  ocultar  al 
Código,  es  visto  que  en  existiendo  una  sentencia  firme,  sea  cual 
fuese  el  origen  (siempre  origen  legal)  de  su  firmeza,  se  debe 
entender  satisfecha  la  exigencia  de  la  ley.  En  segundo  lugar, 
el  vendedor  ha  sido  notificado  de  la  demanda,  ha  podido  muy 
bien  seguir  el  pleito  y hacer  uso  de  todos  los  recursos  posibles; 
si  no  lo  ha  verificado,  impútese  las  consecuencias  de  su  omisión. 
No  tiene  en  realidad  derecho  á pedir  del  comprador  una  dili- 
gencia que  él  no  ha  tenido  y que  estaba  má3  obligado  á obser- 
var, puesto  que  la  causa  de  la  evicción  ha  de  ser  anterior  á la 
compra,  como  después  veremos. 

La  exigencia  de  la  sentencia  firme,  ¿implica  la  necesidad  de 
que  el  procedimiento,  á consecuencia  del  cual  se  vea  privado  el 
comprador  del  todo  ó parte  de  la  cosa  comprada,  sea  precisa- 
mente un  procedimiento  judicial?  O lo  que  es  lo  míeme,  ¿la  cues- 
tión propuesta  por  el  demandante  del  comprador  ha  de  ser  de 
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las  que  se  resuelven  en  alguno  de  los  juicios  que  reglamenta.  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil? 

Formulamos  esta  pregunta  porque  hemos  oído  discutir  la 
cuestión  de  si  en  un  expediente  administrativo  sobre  exceso  de 
cabida  de  una  finca  procedente  de  desamortización,  cuyo  ter* 
mino  podía  muy  bien  ser  la  declaración  de  nulidad  de  la  venta 
primitiva,  era  lícito  á la  persona  contra  quien  se  seguía  el  ex- 
pediente pedir  que  se  cuese  vista  ciel  mismo  á su  vendedor  como 
medio  d6  preparar  1a  acción  de  evioción,  y si  cuantío  ih  declara- 
ción de  nulidad  hubiese  recaído,  tenía  derecho  ó no  el  expedien- 
tado á reclamar  á su  vendedor  el  saneamiento. 

La  situación  del  tercero,  ¿ quien  se  sigue  un  expediente  de 
esta  naturaleza  y que  ha  pagado  por  la  finca  su  verdadero  valor, 
es  en  verdad  difícil.  El  expediente  no  empieza  por  una  demanda, 
sino  por  un  acto  de  gestión  directa  de  la  Administración,  ó por 
una  denuncia;  el  expediente  no  termina  por  una  sentencia,  sino 
por  una  resolución  administrativa,  contra  la  cual  cabrá  el  re- 


curso contencioso;  pero  es  lo  cierto,  que  sin  demanda  y sin  sen- 
tencia, el  tercer  poseedor  puede  verse  privado  de  la  finca.  No 
son  imputables  al  mismo  los  hechos  que  han  dado  origen  á su 
privación  de  la  cosa;  los  procedimientos  seguidos  no  son  los  que 
el  Código  ha  tenido  en  cuenta  al  reglamentar  la  materia  de  sa- 
neamiento, y los  artículos  del  miemo  Código  se  adaptan,  por  lo 
tanto,  muy  difícilmente  á las  circunstancias  del  caso  propuesto. 
¿Quedará  desamparado  ese  comprador?  ¿No  podrá  dirigirse  á 
nadie  en  demanda  de  la  justa  indemnización? 

Examinemos  los  motivos  de  la  ley. 

Donde  el  Código  ha  dicho  privación  por  sentencia  firme,  ha 
querido  dar  á entender  la  necesidad  de  que  esa  privación  haya 
sido  decretada  por  la  Autoridad  competente,  en  el  procedimiento 
adecuado  y en  la  forma  de  mandato  que  cumple  á tales  decieio- 
nes,  y todo  esto  lo  ha  condenado  en  dos  palabras  significativas 
del  modelo  de  las  resoluciones  de  la  Autoridad  la  sentencia  Jirme . 

Ahora  bien;  el  expediente  administrativo  es  el  procedimiento 
adecuado  para  el  fin  que  mediante  él  se  persigue,  y la  resolución. 
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que  pone  término  al  mismo  es  el  mandato  de  la  autoridad 
competente;  ¿qué  exigencia  del  Cóligo  queda  por  satisfacer 
para  que  el  tercer^  poseedor  de  1a  finca  tenga  derecho  al  azi, 
neamiento? 

No  es  para  nosotros  dudoso,  en  vista  de  estas  consideracio- 
nes, que  en  el  caso  propuesto  hay  una  verdadera  evicción^  que 
puede  dar  lugar  á la  acción  del  mismo  nombre,  para  pedir  el  sa- 
neamiento, El  expedientado  debe  preparar  el  ejercic:o  de  esa 
acción,  solicitando  de  la 'Administración,  cuando  se  le  dé  vista 
del  expediente,  que  se  dé  vista  también  á su  vendedor,  y si  la 
Administración  no  accediera,  requerirlo  al  efecto  por  medio  de 
Notario  ó hacer  que  judicialmente  se  le  requiera  para  que  salga 
á su  defensa.  Si  esto  hace  el  individuo  que  se  encuentre  en  ese 
caso,  ¿no  es  lógico  que  le  asista  el  derecho  para  pedir  el  sa- 
neamiento? 

No  puede  constituir,  por  último,  una  razón  en  contra  de  la 
opinión  que  sustentamos  el  carácter  administrativo  de  las  ven* 
tas  hechas  por  el  Estado,  porque  las  relaciones  que  por  el  hecho 
de  la  evicción  surgen  entre  el  tercer  poseedor  y su  vendedor, 
nada  tienen  que  ver  con  ese  carácter  administrativo,  estando 
únicaineute  infinidas  por  la  natural 'za  de  lo,  venta  realizada  en- 
tre particulares,  que  está  sujeta  al  derecho  común. 

Ahora  bien,  aunque  ésta  sea  nuestra  opinióa,  conviene  que 
ei  art„  1475  lo  exprese  con  toda  claridad,  porque  siempre  puede 
decirse  que  las  providencias  administrativas,  las  resoluciones 
gubernativas,  y hasta  las  Reales  órdenes  en  su  caso,  no  son 
sentencias. 

Algunos  autores  extranjeros  se  preguntan  sila  privación  de 
propiedad  por  el  hecho  del  príncipe  pue  le  constituir  la  evicción 
que  da  origen  al  saneamiento,  y denominan  hecho  del  príncipe 
á un  acto  del  poder  soberano,  por  el  cual  el  propietario  es  des- 
poseído de  la  cosa  que  le  pertenecía.  Es  claro  que  cuando  el 
acto,  como  dice  Laurent,  es  un  abuso  de  la  soberanía,  se  trata 
al  cabo  de  una  perturbación  de  mero  hecho  que  no  puede  dar 
origen  al  saneamiento,  como  antes  hemos  dicho,  quedando  al 
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comprador  libre  el  camino  para  procurar  que  la  perturbación 
cese,  pero  sin  acudir  al  vendedor. 

/ La  privación  de  la  prepiedad  por  el  hecho  del  príncipe,  parfc 
que  dé  lugar  á la  cuestión  formulada,  ha  de  ser  en  virtud  de  un 
acto  de  soberanía,  del  cual  el  autor  antes  aludido  cita  el  siguiente 
ejemplo.  Jerónimo  Napoleón,  rey  de  Westfalia,  concedió  un  feu- 
do á uno  de  sus  ministros  creándole  conde  de  Fürstenstein,  y 
más  tarde  declaró  que  todos  los  feudos  quedaban  convertidos  en 
alodios  francos,  de  suerte  que  los  poseedores  podían  enajenar- 
los libremente.  El  conde  de  Eürstenstein  vendió  al  barón  de 
Boucheporn  parte  de  las  tierras  que  constituían  su  dotación;, 
pero  después  de  la  caída  del  emperador  Napoleón,  el  elector  de 
Hesse,  reintegrado  en  sus  estados,  publicó  una  disposición  en  la 
que  declaró  nulas  y como  no  realizadas  todas  las  enajenaciones  y 
constituciones  de  alodios  de  feudos  pertenecientes  á la  casa  elec- 
toral hechas  por  el  anterior  rey  de  Westfalia.  De  este  hecho 
i surgió  la  acción  de  evicción  que  los  hijos  de  Boucheporn  inter- 
pusieron contra  los  de  Fürstenstein.  El  tribunal  del  Sena  esti 
rnó  procedente  la  demanda;  pero  en  apelación  el  tribunal  de 
París  decidió  que  la  evicción  sufrida  por  el  adquirente  era  un 
hecho  de  fuerza  mayor,  posterior  al  contrato  de  venta.  Esta  sen- 
tencia fué  casada  por  inmotivada,  y el  tribunal  de  Orleans,  al 
cual  fué  remitido  el  juicio,  confirmó  el  fallo  del  tribunal  de  pri- 
mera instancia.  El  tribunal  de  casación  declaró  que  la  orden  del 
elector  no  constituía  un  abuso  de  poder,  sino  que,  por  el  con- 
trario, estaba  fundada  en  el  derecho  preexistente  que  el  rey 
de  Westfalia  no  pudo  modificar  ni  abolir,  puesto  que  se  trata- 
ba de  una  propiedad;  de  donde  se  hacía  preciso  aplicar  la  re- 
gla según  la  cual  el  vendedor  está  obligado  á responder  del  sa- 
neamiento cuando  la  causa  de  la  privación  es  anterior  á la 
venta. 

Por  último,  la  sentencia  firme  que  determina  el  hecho  de  la 
evicción,  ¿es  menester  que  recaiga  en  un  procedimiento  en  el 
cual  el  comprador  sea  precisamente  demandado?  Asi  parece  de* 
ducirse  de  la  letra  de  los  arta.  1481  y 1482,  que  hacen  depender 
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el  derecho  al  saneamiento  del  hecho  de  la  notificación  de  la  de* 
manda  que  contra  el  comprador  se  dirija. 

Supongamos,  sin  embargo,  el  siguiente  caso:  Un  comprador 
es  víctima  de  una  perturbación  de  hecho;  como  tiene  acción  di- 
recta contra  el  perturbador,  interpone  el  correspondiente  inter- 
dicto; pero  el  tribunal  no  da  lugar  á él,  reservándole  el  ejercicio 
de  la  acción  reivindicatoria  si  estima  que  le  asiste.  «Otro  caso: 
ün  tercero  promueve  contra  el  oomprador  interdicto  de  retener 
ó de  recobrar  la  posesión,-  y obtiene  resolución  en  su  favor.  El 
comprador  entonces  pretende  reivindicar  el  objeto  ó finca  ó de- 
recho que  se  le  ha  arrebatado,  y para  ello  notifica  oportuna- 
mente al  vendedor.  Si  seguido  el  juicio  se  declara  que  la  pro- 
piedad pertenecía  en  el  primer  caso  al  que  aparece  como  pertur- 
bador y que  en  realidad  resulta  no  serlo,  ó en  el  segundo  al  que 
interpuso  el  interdicto»,  ¿puede  interponerse  contra  el  vende- 
dor la  acción  de  evicción  para  obtener  el  saneamiento? 

En  nuestra  opinión,  sí.  ¿Qué  importa  que  el  comprador  haya 
sido  demandante  ó demandado  en  ese  pleito?  Lo  cierto  es  que  en 
el  procedimiento  adecuado,  por  mandato  del  Juez  competente  y 
en  virtud  de  causa  anterior  á la  compra  (lo  cual  se  supone  en  el 
ejemplo  propuesto),  el  comprador  se  ha  visto  desposeído  de  la 
cosa  comprada.  Estos  hechos,  y no  otros,  son  los  que  dan  lugar 
al  saneamiento,  y á ellos  hay  que  atender:  el  que  el  comprador 
sea  demandante  ó demandado  es  cuestión  puramente  circuns- 
tancial que  nada  puede  influir  en  la  efectividad  de  los  derechos. 
Debe  exigirse  al  comprador  desde  luego  que  antes  de  interponer 
el  juicio  ordinario  requiera  al  vendedor  para  que  le  defienda  ó 
le  suministre  medios  de  defensa;  pero  una  vez  cumplido  este 
requisito,  que  viene  á ser  en  este  caso  lo  que  la  notificación  de 
la  demanda  en  el  caso  de  que  el  comprador  sea  demandado:  el 
derecho  de  éste  al  saneamiento  es  para  nosotros  indudable. 

Pero  la  acción  reivindicatoria  ¿podrá  entablarla  el  compra- 
dor? ¿No  será  más  bien  un  derecho,  ó,  si.se  quiere,  hasta  una 
obligación  del  mismo  vendedor,  que  responde  de  la  evicción? 
Para  nosotros,  la  acción  reivindicatoria  es  inseparable  del  do* 
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minio,  y como  el  dueño,  mediante  la  tradición,  es  el  compra- 
dor, á él  corresponde  entablar  la  acción,  aunque  el  vendedor  j.6 
preste  ayuda  y defensa. 

2. °  Pi  ivación  del  comprador  de  todo  ó parte  de  la  cosa  vendida. 
Este  es  el  segundo  requisito  que  ha  de  cumplirse  para  que  ten- 
ga lugar  la  evicción.  La  privación  de  la  cosa  lleva  consigo, 
como  tenemos  dicho,  la  falta  de  la  causa  del  contrato  respecto 
del  comprador.  Esta  privación  constituye  el  fondo  de  la  evicción: 
la  sentencia  firme  y la  necesidad  de  que  la  causa  sea  anterior  á 
la  compra  son  requisitos  formales;  pero  como  la  forma  y el 
fondo  no  pueden  separarse,  de  aquí  que  el  hecho  de  la  privación 
esté  intimamente  unido  con  los  otros  dos  requisitos,  especial* 
mente  con  la  sentencia  firme,  puesto  que  la  privación  de  la  cosa 
arranca  inmediatamente  de  ella. 

Como  indica  ti  art.  1475,  la  sentencia  firme  puede  privar  al 
comprador  de  todo  ó de  parte  de  la  cosa  comprada.  Sea  la  pri» 
mera  tot¿  1 ó parcial,  en  los  dos  casos  hay  verdadera  evicción, 
esto  es,  vencimiento  en  juicio,  y en  los  dos  casos  surgirá  algún 
derecho  por  parte  del  comprador  y alguna  obligación  por  la  del 
vendedor. 

Puede  ser,  por  lo  tanto,  la  evicción  total  y parcial;  el  con- 
tenido de  la  obligación  del  vendedor  en  cada  uno  de  estos 
casos,  es  objeto  de  los  artículos  que  siguen  á los  que  ahora  co- 
mentamos. 

3. °  Derecho  anterior  á la  compra. — Podrá  verse  el  comprador 
privado  de  la  cosa  en  virtud  de  una  sentencia  firme  que  así  lo 
declare  y ordene,  y existiendo  evicción  en  el  estricto  sentido  de 
vencimiento  en  juicio,  puede  no  haber,  sin  embargo,  acción  de 
evicción,  ni,  por  lo  tanto,  derecho  al  saneamiento. 

Preciso  es  remontarse  á la  causa  de  la  evicción  para  ver  á 
quiép  es  imputable,  porque  si  la  acción  del  demandante  vence- 
dor, arranca  de  hechos  realizados  por  el  adquirente,  es  obvio 
qne  no  se  puede  derivar  de  éstos  una  responsabilidad  para  el 
vqpdedor.  De  aquí  que  el  Código  haya  fijado  un  limite  de  tiem- 
po; este  limite  lo  determina  el  momento  de  la  compra.  Hasta 
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ese  momento  todos  los  hechos  que,  relacionados  con  la  cosa  ven- 
dida, den  lugar  á derechos  que  puedan  conducir  á la  evicción, 
son  imputables  al  vendedor  ó á sus  causantes;  una  vez  realiza- 
do el  contrato,  fenecida  la  personalidad  del  vendedor  para  obrar 
eomo  dueño  de  la  cosa,  ningún  acto  que  con  la  misma  se  rela- 
cione le  puede  ser  imputable,  por  regla  general,  porque  no  ha 
podido  legalmente  verificarlo.  Desde  ese  momento  es  el  com» 
qprador  el  que  ostenta  la  personalidad,  y la  imputación  á él 
debe  hacerse. 

Discernida  la  cuestión  de  imputabilidad,  la  responsabilidad 
es  su  consecuencia  necesaria.  Por  esto  exige  el  Código,  para 
que  surja  la  acción  de  evicción,  que  ésta  haya  tenido  lugar  en 
virtud  de  un  derecho  anterior  á la  compra.  Cumpliéndose  este 
requisito  en  unión  de  los  dos  explicados,  hay  evición  en  el  sen- 
tido legal  y nace  el  derecho  al  saneamiento , 

Conviene,  sin  embargo,  tener  en  cuenta  el  sentido  que  ha 
inspirado  ai  Código  al  fijar  el  momento  de  la  compra  como  límite 
de  tiempo,  á partir  del  cual  los  actos  que  den  origen  á la  evic- 
ción no  pueden  producir  el  derecho  ai  saneamiento.  El  Código 
ha  establecido  ese  límite,  no  por  el  límite  mismo,  sino  porque 
por  las  razones  que  hemos  expuesto  no  son  imputables  al  vende- 
dor lógicamente  los  actos  realizados  con  relación  á la  cosa  des- 
pués de  la  compra;  de  suerte,  que  para  el  Código  lo  principal  es 
que  el  hecho  originario  de  la  evicción  sea  ó no  imputable  al  ven- 
dedor ó á sus  causantes.  El  momento  de  la  compra  es  un  límite 
discretamente  fijado  en  relación  con  la  naturaleza  de  la  materia 
que  se  reglamenta,  pero  nada  más;  porque  si,  por  ejemplo,  se 
diere  el  caso  de  que  el  tercero  que  vence  al  comprador  se  hu- 
biese fundado  en  un  derecho  posterior  á la  compra,  pero  cuyo 
nacimiento  fuera  imputable  racionalmente  al  vendedor,  habría, 
en  nuestra  opinión,  lugar  al  saneamiento.  Véase  un  caso  en  que 
esto  ocurre. 

Supongamos,  por  ejemplo,  que  A vende  á B una  cosa  y que 
éste  no  la  inscribe  en  el  Registro  de  la  propiedad;  inmediata- 
mente el  mismo  A vende  la  misma  cosa  á C,  quien  en  el  acto  la 
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inscribe.  Seguido  el  pleito  entre  B y 0,  éste  vence  al  primero  y 
B se  ve  privado  de  la  cosa.  Aquí  so  observa  claramente  que  el 
derecho  en  que  se  ha  fundado  0,  es  posterior  á la  compra,  y,  sin 
embargo,  nadie  puede  dudar  que  sea  de  evidente  justicia  el  que 
B tenga  derecho  á pedir  el  saneamiento  á A.  \ es  que  lo  funda- 
mental en  esta  materia  es  la  cuestión  de  la  imputabilidad  del 
acto  que  da  origen  al  nacimiento  del  derecho  en  virtud  del  cual 
se  logra  la  evicción.  ¿Qué  importa  que  en  el  ejemplo  propuesto 
el  derecho  del  tercero,  vencedor,  baya  nacido  después  de  la  com- 
pra si  lógica  é indeclinablemente  el  hecho  del  cual  se  deriva  es 
perfectamente  imputable  al  vendedor? 

Se  ha  discutido  por  los  autores  si  la  prescripción,  cuyo  lapso 
de  tiempo  ha  empezado  á correr  con  anterioridad  á la  venta, 
pero  que  se  ha  cumplido  después,  debe  estimarse  causa  de  evic- 
ción ó posterior  al  contrato,  y,  por  lo  tanto,  si  puede  ó no  dar 
lugar  ai  saneamiento. 

Pacifici-Mazzoni  entiende  que  no  debe  considerarse  como 
causa  anterior  á la  compra;  pero  opina  asimismo  que  si  el  tiem- 
po de  la  prescripción  estuviese  ya  próximo  á cumplirse  en  el 
momento  de  verificarse  la  compra  y venta,  no  es  justo  que  so- 
brevenga al  comprador  perjuicio  alguno  de  ella,  y por  equidad 
debe  considerarse  que  le  asiste  le  acción  de  evicción  para  pedir 
el  saneamiento.  Pero  nos  convence  más  la  opiüión  contraria  do 
Cuturi,  que  afirma  que  esa  equidad,  á que  alude  Pacifici-Mazzo- 
ni,  desconoce  los  caracteres  de  la  prescripción  y los  del  derecho 
de  propiedad.  En  efecto,  el  hecho  de  faltar  el  disfrute  de  la  cosa 
no  quita  al  propietario  su  derecho,  el  cual  puede  hacer  valer  in- 
mediatamente por  la  acción  reivindicatoría,  siendo,  por  lo  de- 
más, muy  fácil  interrumpir  la  prescripción  en  el  caso  de  que 
sobre  este  punto  haya  la  menor  duda,  y notándose,  por  último, 
que  todos  estos  derechos  y acciones  pasan  desde  luego  al  com- 
prador por  el  solo  hecho  de  la  compra. 

Causa  anterior  á la  venta  debe  considerarse  la  providencia 
administrativa  que  manda  derruir  lo  edificado  por  el  vendedor 
por  contravenir  las  ordenanzas  municipales  ó cualquiera  otra 
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disposición  administrativa,  siendo  de  observar,  en  cuanto  á este 
caso,  que  aun  cuando  no  haya  sentencia  firme  en  el  sentido  es- 
tricto en  que  la  define  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  debe  esti- 
marse, por  las  razones  que  antes  expusimos,  que  procede  exigir 
el  saneamiento  al  vendedor,  pues  no  es  justo  que  el  comprador 
sufra  las  consecuencias  de  un  hecho  que  sólo  al  vendedor  es  im- 
putable. 

No  ha  sido  uniforme  el  criterio  sobre  si  debe  estimarse  causa 
anterior  á la  venta  el  hecho  de  que  un  acreedor  hipotecario, 
para  el  cobro  de  su  crédito,  saque  á subasta  la  finca  hipotecada 
que  pasé  á poder  de  un  tercero  en  virtud  de  título  de  compra. 
Troplong  dice  que  no  debe  considerarse  este  caso  como  causa 
anterior  á la  venta,  sino  como  posterior,  ya  que  el  salir  la  finca 
á subasta  proviene  de  un  hecho  personal  del  comprador,  quien 
con  pagar  la  deuda  pudo  haber  evitado  ese  trance,  á lo  cual 
contesta  Laurent  muy  genialmente  diciendo,  que  el  no  pagar  no 
puede  estimarse  como  un  hecho,  y que  no  paga  solamente  el  que 
quiere,  sino  el  que  puede,  ó lo  que  es  lo  mismo,  que  para  pagar 
una  den  la  no  basta  querer,  sino  que  es  menester  también  poder. 

No  creemos,  por  nuestra  parte,  que  la  cuestión  deba  plan- 
tearse en  esos  términos,  sino  en  estos  otros.  Si  la  finca  estaba 
hipoteca  la,  el  comprador  lo  sabía  ó pudo  saberlo  mediante  el 
Regisr.ro  de  la  propiedad;  al  comprar,  era,  por  lo  tanto,  conoce- 
dor de  los  riesgos  de  la  compra,  y probablemente  con  vista  de 
esos  riesgos  sería  fijado  el  precio.  Con  estos  antecedentes  no  es 
justo  que  se  exija  el  saneamiento  al  vendedor.  Ahora  bien;  si 
éste  se  obligó  personalmente  con  el  comprador  á satisfacer  el 
importe  del  crédito  hipotecario  y no  lo  realiza,  es  muy  justo  que 
indemnice  por  la  falta  de  cumplimiento  de  su  obligación. 

II.  Nalaralcia  del  saneamiento  en  caso  de  eoicción. — Los  requi  - 
sitos  de  los  contratos  pueden  ser,  según  la  clasificación  más  ge  • 
aera) mente  admitida,  esenciales,  naturales  y accidentales.  Son 
loo  pri moros  aquéllos  sin  los  cuales  no  se  concibe  la  existencia 
de!  contrato;  los  segundos,  los  que  van  implícitos  en  la  natura- 
leza del  misino,  pero  que  las  partes  pueden  modificar  por  no  afee  - 
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tar  á la  esencia  del  contrato,  y los  terceros,  los  que  reciben  su 
vida  legal  únicamente  de  la  voluntad  do  los  contratantes. 

Es  justo,  justísimo,  que  el  vendedor  responda  de  la  evicción, 
pero  también  se  comprende  el  caso  de  que  esa  responsabilidad 
no  exista  por  acuerdo  expreso  de  las  partes.  El  vendedor,  que 
teme  el  ejercicio  de  alguna  acción  reivindicatoría,  quiere  vender 
su  finca,  entera  al  comprador  de  los  riesgos  posibles,  se  deter- 
mina el  precio  con  vista  de  estos  riesgos  y so  pacta  que  el  que 
compra  no  tiene  derecho  al  saneamiento. 

Esto,  que  es  lícito,  está  autorizado  expresamente  por  el  Có- 
digo. El  art.  1475,  después  de  decir  que  el  vendedor  respon- 
derá de  la  evicción,  aunque  nada  se  haya  expresado  en  el  con- 
trato, declara  que  los  contratantes,  sin  embargo,  podrán  aumen- 
tar, disminuir  ó suprimir  esta  obligación  legal  del  vendedor. 

Trátase,  por  lo  tanto,  de  un  requisito  natural  do  la  compra 
y venta.  No  afecta  á su  esencia,  pero  se  sobreentiende,  recibe  la 
existencia  de  la  fuerza  creadora  de  la  ley;  pero  la  ley  misma 
permite,  en  justo  respeto  á la  libertad  civil,  que  los  contratan- 
tes lo  modifiquen  ó lo  supriman. 

La  libertad  de  las  partes  tiene,  sin  embargo,  un  limite  en  su 
ejercicio,  que  el  Código  debía  forzosamente  imponer  por  una 
razón  de  moralidad.  Será  nulo  todo  pacto — dice  el  art.  1476. — 
que  exima  al  vendedor  de  responder  de  la  evicción,  siempre  que 
hubiere  mala  fe  de  su  parte.  Un  hecho  de  esta  naturaleza  está 
ya  en  las  fronteras  del  Código  penal.  Si  tal  pacto  se  hace  y la 
mala  fe  se  demuestra,  el  pacto  se  anula,  y al  anularse,  recobra 
toda  su  fuerza  el  requisito  natural  de  la  responsabilidad  en  cáso 
de  evicción  y el  vendedor  queda  obligado  al  saneamiento.  ¿En 
qué  consistirá  la  mala  fe  del  vendedor?  En  nuestra  opinión,  en 
el  conocimiento  previo  que  al  tiempo  de  la  venta  tenga  del  he- 
cho que  dadugar  á la  evicción  y de  sus  posibles  consecuencias, 
una  de  las  cuales  es  la  evicción  misma.  Esto  será  siempre  un 
problema  de  prueba  y nada  fácil,  porque  sobre  la  dificultad  de 
demostrar  esta  clase  de  hechos  tan  personales  y tan  subjetivos, 
está  la  probabilidad  de  que  el  vendedor  conociese  la  causa  dó 
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la  evicción,  pero  de  un  modo  tan  incompleto  y deficiente,  que 
de  buena  fe  pensase  que  una  acción  fundada  en  esa  causa  no 
podia  prosperar. 

En  cuanto  á la  renuncia  del  derecho  al  saneamiento,  puede 
revestir  distintas  formas  licitas.  Puede  renunciarse  en  general, 
en  cuyo  caso  deben  entenderse  comprendidas  todas  las  causas 
de  evicción  que  pueden  sobrevenir;  y puede  renunciarse  el  de- 
recho al  saneamiento  por  determinada  ó determinadas  causas 
de  evicción.  En  este  último  supuesto  es  evidente  que  si  la  evic- 
ción ocurre  á consecuencia  de  otra  causa  distinta  de  las  expre- 
sadas en  el  contrato,  habrá  derecho  al  saneamiento,  ya  que  no 
puede  extenderse  la  renuncia  á más  casos  que  los  expresamente 
pactados. 

Contribuye  á fijar  la  naturaleza  del  saneamiento  en  caso  de 
evicción  la  consideración  de  la  divisibilidad  ó indivisibilidad  de 
la  obligación  que  al  vendedor  compete. 

Entiéndese  generalmente  por  los  autores,  siguiendo  á Po- 
thier  y á Laurent,  que  la  obligación  del  vendedor,  en  cuanto 
consiste  en  respetar  la  posesión  legal  y pácifica  del  comprador 
y en  mantenerle  en  ella  saliendo  á su  defensa  cuando  sea  per- 
turbado por  las  acciones  de  un  tercero,  es  por  su  propia  natu- 
raleza divisible;  pero  en  cuanto  esta  obligación  se  resuelve  en 
indemnizar  una  vez  ocurrida  la  evicción,  se  convierte  en  indivi 
sible. 

El  aspecto  práctico  de  esta  cuestión,  que  es  el  que  nos  im- 
porta, estriba  en  la  fijación  del  criterio  que  se  ha  de  seguir 
cuando  muerto  el  vendedor  haya  dejado  varios  herederos.  ¿Qué 
conducta  adoptará  el  comprador?  ¿Demandará  á todos  los  here- 
deros, á cada  uno  por  razón  de  la  parte  que  le  corresponda  pa 
gar  de  la  indemnización,  según  su  participación  en  la  herencia? 
¿Podrá  dirigirse  contra  uno  solo  exigiéndole  el  total  de  la  in- 
demnización? 

Nuestro  Código  resuelve  esta  cuestión  en  el  art.  1184.  En  el 
comentario  á dicho  artículo  hemos  dicho  que  de  los  distintos  cri- 
terios que  al  Código  se  ofrecían  al  reglamentar  el  pago  de  las 
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deudas  hereditarias,  optó  por  aquel  que  no  altera  las  condiciones 
del  derecho  del  acreedor  y que  respeta  las  relaciones  qus  los  co- 
herederos quieran  establecer  entre  sí.  Por  eso  dice  el  art.  1184 
que  hecha  la  partición,  los  acreedores  podrán  exigir  el  pago  de 
sus  deudas  por  entero  de  cualquiera  de  los  herederos  que  no  hu- 
biese aceptado  la  herencia  á beneficio  de  inventario,  ó hasta 
dondo  alcance  su  porción  hereditaria,  en  el  caso  de  haberla  ad- 
mitido con  dicho  beneficio.  En  su  consecuencia,  es  para  nosotros 
indudable  que  el  comprador  podrá  dirigirse  contra  cualquiera 
délos  herederos  del  vendedor,  sin  perjuicio  de  que  el  que  de 
éstos  pague  reclame  luego  su  parte  á lo*  demás  coherederos  y 
aun  les  haga  citar  y emplazar  desde  luego,  si  procede,  según  el 
párrafo  2.°  del  citado  art.  1184  y el  art.  1185. 

III.  Quien,  está,  obligado  al  saneamiento  y quién  puede  ejercitar  la 
acción  de  eoicción.  —Ya  lo  hemos  dicho.  La  obligación  del  sanea* 

O 

miento  corresponde  al  vendedor  independientemente  de  su  buena 
ó de  su  mala  fe,  ya  que  esta  obligación  no  se  le  impone  como 
castigo  ó sanción  civil.  No  es  menester  tampoco  que  el  hecho 
que  da  origen  á la  evicción  haya  sido  realizado  por  el  mismo 
vendedor;  lo  mismo  da  que  lo  haya  realizado  alguno  de  sus 
causantes,  porque  el  vendedor  responde  al  comprador  de  todas 
las  causas  de  evicción  anteriores  al  momento  de  la  compra.  Al 
vendedor  queda  siempre  á salvo  su  derecho  para  reclamar  á sus 
causantes,  si  ellos  fuesen  en  justicia  I03  responsables. 

Pero  la  venta  puede  revestir  distintas  formas:  hay  situacio- 
nes especiales  en  que  el  vendedor  no  enajena  por  su  propia  vo- 
luntad,  sino  porque  así  se  le  impone  por  resultado  de  un  proce- 
dimiento judicial;  ni  vende  porque  quiere  vender,  ni  escoge  el 
comprador  que  más  íe  agrade,  ni  es  dueño  de  poner  condiciones 
en  el  contrato.  Tal  ocurre,  por  ejemplo,  cuando  á consecuencia 
de  un  juicio  ejecutivo  se  sacan  á subasta  los  bienes  de  un 
deudor.  % 

Pues  bien;  cabe  preguntar,  ¿un  vendedor  en  estas  circuns- 
tancias está  obligado  al  saneamiento  cuando  llegue  el  caso  de  la 
evicción? 
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Se  ha  dicho  que  en  estos  casos  de  ventas  forzosas  no  hay 
verdadera  venta,  ó que  en  último  término,  es  la  justicia  la  que 
vende;  pero  esto  no  pasa  de  ser  más  que  una  figura  retórica. 
Imposible  privar  al  acto  de  su  naturaleza  de  compra  y venta, 
y siendo  esto  así,  imposible  también  el  entender  derogada  la  doc- 
trina del  saneamiento.  Cierto  qué  el  vendedor  no  vende  por  su 
voluntad;  pero  él  vende  al  cabo  en  virtud  de  una  necesidad 
legal,  y ur)a  necesidad  legal  no  es  un  motivo  ilícito.  Cierto  que 
el  vendedor  no  percibe  el  precio,  ó si  percibe  algún  sobrante, 
no  lo  percibe  entero;  pero  su  importe  se  emplea  en  pagar  á sus 
legítimos  acreedores,  lo  cual  es  lo  mismo  que  si  entrase  en  su 
patrimonio  jurídico,  puesto  que  á cambio  de  ese  pago  adquiere 
un  estado  de  solvencia  respecto  de  dichos  acreedores  que  antes 
no  tenía,  es  decir,  se  ha  aprovechado  del  pago. 

Sobre  estas  consideraciones,  á nuestro  juicio  tan  claras, 
hay  otra  de  más  peso  en  nuestro  derecho  vigente,  y es  la  de 
que  el  Código  no  ha  hecho  excepción  alguna  en  las  ventas  á que 
nos  referimos,  y donde  la  ley  no  distingue  ni  hay  motivo  para 
distinguir,  la  distinción  no  procede. 

De  lo  dicho  se  desprende  que  el  acreedor  á cuya  instancia 
se  han  vendido  los  bienes,  no  está  obligado  al  saneamiento.  El 
motivo  e^.  evidente:  el  acreedor  no  es  el  vendedor,  por  más  que 
sea  el  que  ha  promovido  la  venta. 

Entiende  Laurent  que  el  comprador  (en  las  ventas  á que  ve- 
nimos refiriéndonos)  que  no  puede  hacer  efectiva  su  acción  de 
evicción  contra  el  vendedor,  por  ser  éste  insolvente,  tiene  dere- 
cho á repetir  contra  el  acreedor  que  percibió  el  precio  ó im- 
porte del  mismo,  y se  funda  para  ello  en  que  desde  el  momento 
en  que  la  evicción  ha  tenido  lugar,  se  ha  demostrado  que  el 
pago  del  precio  por  el  comprador  es  un  verdadero  pago  de  lo 
indebido,  ya  que  si  bien  el  acreedor  tenía  derecho  á cobrar,  él 
no  estaba  obligado  á pagar,  pagó  por  error.  Pero  el  acreedor, 
añade  el  autor  citado,  podrá  excepcionar,  con  lo  dispuesto  por  el 
art.  1377  del  Código  francés,  que  dice,  que  si  bien  cuanda  se 
paga  por  error  hay  derecho  á repetir  contra  el  acreedor  que 
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cobró,  este  derecho  cesa  en  el  caso  de  qtie  el  acreedor  haya  su- 
primido su  título  por  consecuencia  del  pago,  salvo  el  recurso  del 
que  ha  pagado,  contra  el  verdadero  deudor. 

El  vendedor  está  obligado  al  saneamiento;  pero,  ¿respecto  de 
quién  tiene  esa  obligación?,  ó puesta  la  cuestión  en  otros  térmi- 
nos, ¿ quién  puede  ejercitar  la  acción  de  evicción  contra  el  ven- 
dedor? 

La  acción  de  evicción  corresponde  al  comprador  y á sus  he- 
rederos, y como  al  venderse  una  cosa  se  transmite  con  todos 
los  derechos  que  le  son  anejos  y que  con  motivo  ú ocasión  de 
ella  asisten  al  que  transmite,  puede  entenderse  que  la  acción  de 
evicción  corresponde  también  al  que  en  la  cosa  sucede  á título 
singular,  por  ejemplo,  al  nuevo  comprador  de  ella.  Es  claro  que 
el  nuevo  comprador  de  la  cosa  tiene,  desde  luego,  contra  su  ven- 
dedor, la  acción  de  evicción  por  el  mero  hecho  del  contrato,  no 
habiéndose  estipulado  nada  en  contra:  pero  lo  que  queremos 
decir  es  que,  además  de  esa  acción  contra  su  vendedor  que  del 
contrato  por  él  realiza  lo  arranca,  puede  entenderse  que  tiene 
expedita  acción  de  evicción  contra  los  anteriores  vendedores, 
por  ejemplo,  contra  el  vendedor  de  su  vendedor,  pues  la  que  á 
éste  correspondía  debe  entenderse  transmitida  con  la  cosa 
misma. 

De  aquí  cabría  deducir  una  consecuencia  práctica  muy  im- 
portante, que  sería  la  de  no  ser  preciso  en  el  ejercicio  de  la  ac- 
ción de  evicción  seguir  el  orden  rigoroso  de  las  distintas  ventas 
de  que  hubiese  sido  objeto  la  cosa,  lo  cual  sólo  puede  dar  por 
resultado  complicar  y ampliar  los  procedimientos,  sin  ninguna 
utilidad  apreciable. 

Para  esta  solución  no  es  necesario  dar  naturaleza  real  á la 
acción  de  saneamiento,  sino  sólo  entender  que  el  derecho  á ese 
saneamiento  se  transmite  al  comprador  con  la  cosa  vendida  con 
arreglo  al  art.  1528,  y puede  ejercitarse  contra  determinadas 
personas  obligadas  personalmente  á la  evicción.  El  art.  1482  al 
hablar  de  hpber  de  notificarse  la  demanda  al  vendedor  ó á los 
vencedores,  puede  servir  de  apoyo  á esta  solución,  y la  Sentencia 
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del  Tribunal  Supremo  de  27  de  Enero  de  1897,  supone  desde 
luego  eficaz  la  cesión  del  derecho  de  exigir  el  saneamiento,  de* 
recho  que  de  ningún  modo  puede  considerarse  de  carácter  per* 
sonalísimo. — Son  varios  los  Códigos  que  expresamente  facultan 
al  comprador  para  dirigirse  en  caso  de  evicción,  no  sólo  contra 
su  respectivo  vendedor,  sino  también  contra  vendedores  ante- 
riores. 

En  nuestro  derecho  no  puede  presentarse,  sin  embargo,  tal 
solución  como  indudable.  Los  contratos  sólo  ligan  entre  sí  á los 
contratantes  ó á sus  herederos;  cada  comprador  ha  de  exigir  I03 
derechos  de  que  se  crea  asistido,  sólo  á la  persona  que  con  él 
quedó  obligada,  estableciéndose  así  en  el  caso  de  varias  ventas 
sucesivas  una  cadena,  en  la  que  cada  vendedor  queda  enlazado 
con  su  comprador  respectivo.  Lo  más  que  puede  concederse  le- 
galmente, apoyándose  en  el  art.  14  82,  es  que  al  ser  demandado 
el  comprador  pueda  pedir  que  se  notifique  la  demanda,  no  sólo 
á quien  á él  le  vendió,  sino  también  á los  anteriores  vendedores, 
haciendo  así  saber  á todos  los  interesados  el  peligro  que  les 
amenaza. 

Jurisprudencia . — La  Sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  26 
de  Diciembre  de  1896,  declara  que,  por  regla  general,  el  derecho 
á exigir  la  evicción,  efecto  natural  de  los  contratos  onerosos, 
puede  ser  ejercitado  por  el  comprador  y sus  herederos  contra  el 
vendedor  ó los  suyos,  pero  no  por  el  poseedor  contra  vendedores 
anteriores,  no  ligados  entre  sí  por  algún  vínculo  jurídico,  á 
menos  que  éstos  se  hubiesen  obligado  }.or  pacto  expreso  á la 
evicción  y saneamiento  en  favor  de  cualquier  adquirente  su- 
cesivo. 

No  e3  ésta  solamente  la  excepción  á la  regla  general,  pues 
la  Sentencia  de  27  de  Enero  de  1897,  admite  otra,  ó sea  el  caso 
en  que  el  segundo  vendedor  hubiese  cedido  expresamente  al  se- 
gundo comprador,  su  derecho  á exigir  el  saneamiento  contra  el 
vendedor  primitivo. 

De  esta  doctrina,  á la  que  consideramos  má3  racional  en  la 
materia,  no  hay  más  que  un  paso,  el  que  media  entre  exigir 
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una  cesión  expresa  del  derecho  de  que  tratamos,  ó estimarlo 
desde  luego  transmitido  con  la  cota  vendida,  sin  necesidad  di- 
ta! expresión,  como  complemento  y garantía  de  la  transmisión 
efectuada. 

La  Sentencia  de  la  Sala  tercera  del  citado  Tribunal,  de  5 de 
Diciembre  de  1906,  declara,  cod  relación  á los  arts.  1 -* 7 4 y 147  5, 
que  las  reclamaciones  al  Estado  del  precio  de  fincas  cuja  venta 
fné  declarada  nula,  es  de  índole  civil,  debiendo  entender  de 
ellas  los  Tribunales  ordinarios. 

IV.  Códigos  extranjeros  — Artículos  1626,  1627  y 1628  del  Có- 
digo francés,  siendo  de  notar  que  este  último  dice  que  es  nulo  el 
pacto  derogatorio  del  saneamiento  cuando  la  eviccic n ] reviere 
de  hechos  personales  del  vendedor;  artículos  1482,  14  83  y 14  84 
del  Código  italiano;  artículos  1838,  D39  y 18  42  del  de  Chile;  el 
artículo  1840  del  mismo  Código  dice  que  la  acción  de  sanea- 
miento es  indivisible,  y el  1841  que  el  comprador  puede  dirigir 
su  acción  contra  el  tercero  de  quien  adquirió  la  cosa  el  vende- 
dor; artículos  1604,  1605,  1C06,  1607  y 1608  del  de  Baja  Cali- 
fornia y Puebla,  en  el  último  de  los  cuales  se  < xige  que  la  renun- 
cia á la  evicción  y al  saneamiento  Se  haga  en  términos  precisos 
y especificándose  los  derechos  que  se  renuncian,  artículos  1046, 
105]  y 1055  del  Código  portugués;  1449,  1 4 5 0 y 1451  de]  de 
Venezuela;  1658,  1659  y 1660  del  del  Umguey,  y 1414  del  ar- 
gentino. 

Concuerdan  también  con  los  artículos  1398  y 1399  del  Pro- 
yecto de  Código  civil  español  de  1851, 

ARTÍCULO  1477 

Cuando  el  comprador  hubiere  renunciado  el  derecho 
al  feneamiento  jaia  el  cafo  de  cviccjVn,  llegado  que 
sea  éste,  deleiá  el  vendedor  entregar  única int n te  el 
precio  que  tuvieie  la  cosa  vendida  al  ti<  mpo  de  la  evic- 
cíód,  á no  ser  que  el  ce  m]]  ador  hubiese  buho  la 
renuncia  con  conocimiento  de  los  jietgos  de  la  evicción 
y sometiéndose  á sus  consecuencias. 
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ARTÍCULO  1478 

Cuando  se  haya  estipulado  el  saneamiento  ó cuando 
nada  se  haya  pactado  sobre  este  punto,  si  la  evicción 
se  ha  realizado,  tendrá  el  comprador  derecho  á exigir 
del  vendedor: 

1. °  La  restitución  del  precio  que  tuviere  la  cosa 
vendida  al  tiempo  de  la  evicción,  ya  sea  mayor  ó me- 
nor que  el  de  la  venta. 

2. °  Los  frutos  ó rendimientos,  si  se  le  hubiere  con- 
denado á entregarlos  ál  que  le  haya  vencido  en  juicio. 

3. °  Las  costas  del  pleito  que  haya  motivado  la  evic- 
ción, y,  en  su  caso,  las  del  seguido  con  el  vendedor 
para  ei  saneamiento. 

4. °  Los  gastos  del  contrato,  si  los  hubiese  pagado 
el  comprador. 

5. °  Los  daños  é intereses  y los  gastos  voluntarios 
ó de  puro  recreo  ú ornato,  si  se  vendió  de  mala  fe. 

I.  Reglas  para  el  saneamiento  por 'evicción  total . * — Los  ar- 
tículos 1477,  1478  y 1479,  se  ocupan  del  contenido  de!  sanea- 
miento, ó lo  que  es  lo  mismo,  de  exponer  al  pormenor  en  qué 
consiste  la  obligación  que  de  sanear  tiene  el  vendedor.  El  1477 
y el  1478  tratan  del  caso  de  la  evicción  total  y el  1 479  del  de  la 
parcial:  el  primero  de  estos  casos  será  ahora  objeto  de  nuestro 
estudio. 

Refiriéndonos,  pues,  á la  evicción  total  hay  que  dhtinguir 
ante  todo  dos  supuestos:  primero,  que  el  comprador  haya  re- 
nunciado al  saneamiento,  y segundo.,  que  se  haya  estipulado  esta 
responsabilidad  ó que  nada  se  haya  dicho  sobre  ella  en  el  con- 
trato. Examinémoslos  separadamente. 

A)  Que  el  comprador  haga  renunciado  al  saneamiento. — En 
el  arfc.  1 470  hemos  visto  que  tiene  un  indudable  vaLr  leg¡  1 la 
buena  ó mala  fe  que  concurra  en  el  vendedor  cuando  se  pacte 
que  ésto  ha  do  quedar  exento  de  responder  de  la  evicción.  De 

esto  no  necesitamos  ocuparnos  ahora,  porque  ya  sabemos  que  la 
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nulidad  de  la  renuncia  del  comprador  implica  el  nacimiento  de 
la  responsabilidad  del  vendedor.  Pero  cu  el  art,  14-  < er.  .'m tra- 
mos una  nueva  distinción  que  al  comprado!  afecta  j q-íO  iam- 
biéa  fecunda  en  consecuencias  jurídicas.  Puede  ser  la  renuncia 
al  saneamiento,  seguu  queda  explicado,  genmcH  o limitada  d 
determinadas  caucas,  lo  cual  se  deducirá  de  los  términos  del 
contrato;  mas,  según  el  art.  1-1  - puf  do  e;-tar  1i*  cna  por  ol 
comprador  con  c mocimLuto  do  los  riesgos  de  la  evic.non  o sin 
que  eu  él  se  dé  ese  c > cocimiento.  Los  efectos  que  produce  son 
muy  dibtitítos,  ao.-iri  el  artículo  que  comentamos. 

Todo  acto,  realizado  por  una  persona  capaz  y que  no  ha 
sido  inducida  á tb  ar  por  error  ni  dolo,  es  un  acto  consciente. 
Hay  que  suponer,  por  lo  tanto,  que  todos  los  ai  t s que  no  so 
nos  muestran  desde  luego  con  aigúu  ostensible  vicio  de  nulidad, 
Ls  ba  ejecutado  su  autor  con  p’eno  conocimiento  de  causa  y de 
las  consecuencias  que  de  él  se  pueden  derivar.  Sin  esta  consi- 
deración, el  juicio  de  la  responsabilidad  sería  un  mito.  Pero  una 
cosa  es  la  conciencia,  el  mero  conocimiento  del  hecho  y de  sus 
consecuencias,  y otra  cosa  es  la  intención,  el  proposito,  la  vo- 
luntad enderezada  á un  fin  y subordinando  á él  los  act03  que 
ejecuta.  Eu  la  esfera  del  derecho  penal  se  hace  mucho  uso  de 
esa  distinción:  la  intención,  se  dice,  no  es  nota  esencial  del  de 
lito,  basta  que  el  acto  que  lo  constituye  sea  consciente  y libre: 
hay  delitos  con  intención  y delitos  sin  intención;  por  eso  es  cir- 
cunstancia atenuante  la  de  no  haber  tenido  el  culpable  intención 
de  causar  un  mal  de  tanta  gravedad  como  el  que  produjo. 

Pues  bien,  á una  distinción  análoga  alude  el  art.  1477  del 
Código  con  motivo  de  la  renuncia  del  derecho  al  saneamiento. 
Una  cosa  es  que  se  estime  que  el  comprador  al  renunciar  su  de- 
recho realiza  un  acto  libre  y consciente,  lo  cual  hay  que  supo- 
ner según  hemos  diiho,  y otra  cosa  muy  distinta  que  haya  mo- 
tivos para  pensar,  por  el  mero  hecho  de  esa  renuncia,,  que  el 
comprador  conocía  al  pormenor  los  riesgos  de  la  evicción  y tuvo 
el  deliberado  propósito  de  someterse  á sus  consecuencias,  de 
estar  y pasar  por  ellas. 
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Délos  térra  i nos  del  artículo  q’ie  comentamos  iofié*ose  qu.e, 
según  el  Código,  toda  renuncia  al  saneamiento  se  reputa  cons- 
ciente mientras  no  se  demuestre  lo  contrario;  pero  para  que  se 
consi lere  inlendonuli,  es  decir,  para  que  se  estime  que  el  com- 
prador ha  querid  ) hacer  suyas  to  las  las  consecuencias  de  la 
emoción,  es  menester  algo  mis,  es  preciso  que  el  acto  de  la  re- 
nuncia vengi  acoinpiíí vio  do  algún  signo  externo  que  ponga  do 
un  mo  lo  indudable  de  manifiesto  ese  estado  de  voluntad  del  com- 
prador. 

Si  la  renuncia  ha  sido  meramente  consciente,  esto  es,  si  el 
comprador  lia  renunciado  de  un  mito  Uso  y llano  su  derecho  al 
saneamiento  para  el  caso  de  evioión,  sin  afulir  ninguna  cir- 
cuust  moia  que  r'bvale  su  cmoci. mentí  do  los  riesgos  do  la  evic- 
ció  a y su.  propósito  de  someterse  A sus  consecuencias,  llegada 
quesea  aquélla,  deberá  el  ven  le  tor  entregarle  únicamente  el 
precio  que  tuviese  la  cosa  vendida  al.  tiempo  de  la  evi;ción. 

Véase  com>,  rio  chitante  la  renuncia,  el  vende  lor  está  obli- 
gado á algo,  si  bien  su  obligación  so  limita  á la  entrega  del  pre- 
cio exprosa  lo.  El  motivo  do  esta  ob'igación  es  muy  justo.  Con- 
secuencia ilo  la  renuncia  es  que  el  vendedor  no  venga  obligado 
á satisfacer  la  tota  1 i lad  do  la  indemniz  ición  á que  se  refiere  el 
artículo  14.8;  pero  la  eficacia  de  la  renuncia  no  polín  extender- 
se á eximir  al  ven  le  lor  de  la  obligación  de  devolver  el  precio. 
En  efecto,  ocurrida  la  evicción,  el  contrato  queda  sin  causa  res- 
pecto del  compra  lor,  y como  quiera  que  su  obligación  de  entre- 
gar el  precio  estaba  condicionada  por  la  del  vendedor  de  entre- 
gar la  cosa,  desde  el  momento  en  que  el  comprador  se  ve  priva- 
do de  ella,  su.  pago  del  precio  resulta  un  verdadero  pago  de  lo 
indebido,  ó,  como  dice  el  Co  ligo  en  la  sección  2.a,  capítulo.  l.° 
del  tít.  16  de  63te  mismo  libro,  un  cobro  de  lo  indebi  lo,  el  cual 
debe  restituirse  según  el  art.  1895. 

El  artículo  que  comentamos  es  roprolucción  literal  del  1400 
del  Proyecto  de  1851,  sobre  el  cualinfliyó  muy  decisivamente 
el  criterio  del  Sr.  Gftrcíi  Gr>yena,  según  el  mismo  con  tiesa  en 
sus  \ Concordancias,  motivos  y comentarios».  La  comisión  había 
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redactado  el  art.  1400  del  Proyecto  de  1851  de  acuerdo  con  el 
1631  del  Código  francés,  que  dice  que  cuando  al  tiempo  de  la 
evicción  ha  disminuido  el  valor  déla  cosa  vendida,  o se  ha  de 
teriorado  considerablemente,  bien  por  la  culpa  del  comprador  6 
por  accidente  de  fuerza  mayor,  no  está  por  esto  memo3  obligado 
el  vendedor  á restituir  la  totalidad  de  su  precio. 

En  cambio,  el  artículo  que  comentamos,  siguiendo  al  del  Pro 
yecto  de  1851  que  Goyena  modificó,  dice  que  el  precio  que  el 
vendedor  ha  de  entregar  al  comprador  es  el  que  tuviese  la  cosa 
vendida  al  tiempo  de  la  evicción.  Este  precepto,  según  García 
Goyena,  está  conforme  con  las  leyes,  66,  párrafo  3.°  y 70,  tí- 
tulo  2.°,  libro  21  del  Digesto.  Además,  en  opinión  de  dicho  au- 
tor, es  el  más  sencillo  y equitativo  pues  lo  que  realmente  pierde 
el  comprador  es  el  valor  de  la  cosa  al  tiempo  de  la  evicción, 
sea  mayor  ó menor  que  el  que  tenía  al  tiempo  de  la  venta;  y el 
comprador  no  debe  reclamar  más  ni  menos  que  lo  que  pierde,  es 
decir,  la  completa  indemnización.  Nada  más  duro,  añade  Goye- 
na,  que  Ja  obligación  impuesta  al  vendedor  en  el  art.  1031  del 
Código  francés,  de  restituir  ei  precio  recibido,  aunque  ia  cosa  se 
haya  deteriorado  por  negligencia  del  comprador,  y la  impuesta 
en  el  1633  del  mismo  Código,  de  abonarle  lo  que  más  valiere  al 
tiempo  de  la  evicción,  aunque  este  más  valer  no  proceda  de  he 
cho  del  comprador. 

El  criterio  de  nuestro  Código  nos  parece  más  perfecto  que  el 
del  francés:  sólo  hubiéramos  exigido  una  mayor  exactitud  téc- 
nica en  la  expresión,  empleando  la  palabra  «valor»  en  vez  déla 
de  «precio»  que  el  art.  1477  emplea. 

El  segundo  caso,  que  tenemos  que  examinar  dentro  del  de 
renuncia  del  derecho  al  saneamiento,  es  aquel  en  el  cual  el  com- 
prador, como  dice  el  Código,  conocía  los  riesgos  de  la  evicción 
y se  sometió  á sus  consecuencias. 

Ya  el  Sr.  Sánchez  R,omán,  á poco  de  publicado  el  Código, 
hizo  notar  los  peligros  que  la  admisión  de  este  supuesto  por  la 
ley  podía  traer  consigo,  y su  temor  de  que  el  formulario  prác- 
tico notarial  se  enriqueciese  con  una  cláusula  más,  haciéndose 
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constar  por  rutina  en  todas  las  escrituras,  que  el  comprador  co- 
noce los  riesgos  de  la  evicción  y se  somete  á sus  consecuencias. 

Afortunadamente,  no  hemos  observado  que  se  haya  realizado 
este  temor  del  Sr.  Sánchez  R,>mán;  pero,  á pesar  de  ello,  esti- 
mamos que  el  precepto  deja  mucho  que  desear. 

La  distinción  entre  el  que  renuncia  al  saneamiento  conscien- 
temente, con  esa  conciencia  que  de  ordinario  solemos  poner  en 
todos  los  actos  de  la  vida  y que  por  esto  podemos  llamar  media, 
y el  que  hace  la  misma  renuncia  con  consideración  especial  y 
detenida  de  los  riesgos  de  la  evicción,  es  lógica  y arranca  de  la 
realidad  misma.  Siendo  real  la  distinción,  es  indudable  que  los 
efectos  jurídicos  de  la  renuncia  deben  ser  diferentes  en  cada 
uno  de  los  dos  casos,  de  donde  se  deduce  que  no  encontramos 
nosotros  motivo  de  censura  para  el  Código  porque  haya  admi- 
tido esos  dos  supuestos  de  hecho. 

En  lo  que  pensamos  que  no  ha  estado  afortunado  es  en  la 
expresión  ó redacción  del  precepto. 

En  efecto,  ¿cómo  sabremos  si  el  comprador  conocía  ó no  los 
riesgos  de  !a  evicción  y si  se  sometió  á sus  consecuencias?  El 
Código’no  ha  reglamentado  este  extremo,  de  donde  se  deduce 
que  bastará,  para  tener  por  cumplida  esta  circunstancia,  con  que 
el  comprador  declare  en  el  contrato  que  conoce  esos  riesgos  y 
que  se  somete  á sus  consecuencias.  Pues  bien;  el  dicho  del  com- 
prador nos  parece  una  base  muy  dalezaable,  y no  ya  por  el 
temor  del  caso,  perfectamente  posible,  de  que  se  le  arranque 
esa  declaración  no  siendo  exacta,  sino  porque  puedo  el  compra- 
dor creer  que  conoce  los  riesgos  de  la  evicción,  y,  sin  embargo, 
no  conocerlos  ó conocerlos  imperfectamente. 

Estas  dificultades  se  hubiesen  obviado  si  el  Código  hubiera 
exigido  en  este  caso  que  en  el  contrato  se  hicieran  constar  los 
riesgos  que  precisamente  tenía  en  cuenta  el  comprador  al  hacer 
su  renuncia.  Así  no  cabía  duda  alguna  de  la  justicia  del  prec 
cepto  ni  de  la  de  su  aplicación,  pues  si  los  riesgos  ocurridos  eran 
los  previstos,  á nada  estaría  obligado  el  vendedor;  pero  si  eran 
otros  muy  distintos,  como  ellos  no  influyeron  en  el  ánimo  de  las 
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p?rtes  il  contratar,  el  comprador  no  so  vena  privado  en  abso- 
luto de  su  derecho  á la  ¡¡.demnización. 

Otra  < bs(  rvación  tenemos  que  hacer  al  artículo  que  comen- 
tamos. El  Código  habla  del  conocimiento  de  lo»  riegos  do  la  ovic- 
ción;  pero,  ¿en  vez  de  riesgos,  no  ha  debido  decir  causas?  Los 
riesgos  de  la  evicoión  son  muy  conocidos:  el  comprador  se  ex- 
pone á perder  Ja  cosa  y el  precio  si  renuncia  al  saneamiento; 
esto  dtbe  sab(  rio  el  comprador,  porque  el  Código  lo  dice  bien 
c’aramentr,  y la  ignorancia  de  las  leyes  no  excusa  de  su  cuín- 
j Límente.  Lo  que  el  comprador  puede  no  salnr  y lo  que  impoita 
que  sepa  para  que  su  renuncia  produzca  la  p’enitud  ele  losefec- 
t >s  y el  vendedor  no  venga  obligado  á restituir  el  precio,  sen 
las  es  usas  que  pueden  dar  motivo  á la  evicción  para  que,  cono* 
ciándolas  y pesando  su  importancia,  se  decida  ó no  á renunciar- 
en esta  forma  completa,  absoluta  é ilimitada. 

Concretándonos  3 a al  comentario  del  precepto,  tal  como  apa- 
rece redactado,  entendemos  que  jara  estimar  que  la  renuncia 
se  ha  hecho  ccn  conocimií  uto  de  los  riesgos  de  la  evicción,  37  so* 
metiéndose  á sus  consecuencias,  bastará  con  que  asi  lo  exprese 
el  comprador  en  el  contrato,  sin  que  tenga  necesidad  de  añadir 
ninguna  otra  circunstancia;  pero  sin  que  se  pueda  prescindir 
tampoco  do  esta  declaración  solemne  que  no  puede  ser  suplida 
por  nada. 

Una  vez  sometido  el  comprador  á las  consecuencias  de  la 
evicción,  y con  conocimiento  previo  de  sus  riesgo^,  la  compra 
así  realizada  adquiere  un  carácter  marcadamente  aleatorio. 

Consecuencia  de  este  carácter  es  que,  ocurrida  la  evicción, 
no  tenga  derecho  el  comprador  á exigir  del  vendedor  la  restitu- 
ción del  precio;  así  estimamos  que  lo  dice  el  art.  1477  del  Códi* 
go,  aunque  no  de  un  modo  tan  expreso  y directo  como  hubiera 
sido  de  desear. 

B)  Que  se  haya  estipulado  el  saneamiento,  6 que  nada  se  haya 
dicho  en  ti  contrato  sobre  ate  punto. — En  este  caso  es  cuando  el 
saneamiento  tiene  la  plei  itud  de  sus  efectos.  Ll  art.  1478  loa 
enumera  diciendo  que  cuando  se  haya  estipulado  el  saneamiento 
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ó cuando  nada  pe  baya  pactado  sobre  este  punto,  si  la  evicción 
se  ha  realizado,  tendrá  el  comprador  derecho  á exigir  del  ven- 
dedor: 

1 ,°  La  restitución,  del  precio  que  tuviese  la  cesa  vendida  al  tiempo 
de  la  (vicción,  ya  sea  mayor  ó menor  que  el  de  la  venta.  — Ya  antes 
hemos  explicado  las  razones  que  asistieron  á García  Goyena 
para  hacer  que  el  Proyecto  de  1851,  al  cual  sigue  nuestro  Có- 
digo, atendiese  al  precio  de  la  cosa  al  tiempo  de  la  evicción. 
Ya  hemos  indicado  también  que  el  motivo  legal  de  la  restitución 
del  precio  es  el  que,  una  vez  ocurrida  la  evicción,  su  cobro  por 
el  vendedor  resulta  ser  un  verdadero  cobro  de  lo  indebido.  El 
Código  habla  de  la  restitución  del  precio,  pero  nada  dice  de  los 
intereses  del  mismo  en  este  número;  sin  duda  ha  entendido  la 
ley  que  esos  intereses  se  compensan  con  los  frutos  y rendimien- 
tos de  la  cosa  que  el  comprador  ha  percibido  mientras  ha  estado 
en  su  p)der.  * 

Para  restituir  el  precio  ó valor  de  la  cosa  vendida  al  tiempo 
de  la  evicción,  se  impone  proceder  á su  tasación.  Pero  aquí 
puede  presentarse  una  dificultad  práctica,  porque  una  cosa  es  el 
precio  y otra  el  valor  de  la  cosa,  ya  que  puede  realizarse  la  com- 
pra por  mayor  ó menor  cantidad  de  la  que  valía,  por  la  conve* 
niencia  de  la  adquisición  para  el  comprador,  ó por  la  necesidad 
en  el  vendedor  de  vender,  ó por  tratarse  de  ventas  judiciales  ó 
administrativas,  en  las  que  con  harta  frecuencia  pueden  obser- 
varse verdaderas  enormidades. 

La  finca  vendida  vale  100,  pero  el  precio  fié  80.  Al  proce- 
der la  evicción,  se  tasa  el  inmueble  en  las  mismas  100.  ¿Es  justo 
que  el  vendedor,  que  cobró  80,  desvuelva  1<)0?  En  el  caso  con- 
trario: ¿es  justo  que  el  comprador  cobre  80  si  pagó  100?  Cuando 
realmente  la  finca  valga  al  tiempo  de  la  evicción  más  ó menos 
que  al  tiempo  de  la  compra,  por  mejoras  ó deterioros,  es  perfec- 
tamente racional  que  el  vendedor  pague  d (xceso  ó no  sufra  el 
perjuicio,  p<  ro  nada  más.  Creemos  que  éste  es  el  pensamiento 
de  la  ley,  y por  tanto,  que  para  fijar  el  valor  que  ha  de  entre- 
garse, ha  de  partirse,  como  base  cierta,  del  precio  que  medió, 
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aumentmdo  6 bajando  lo  que  realmente  valga  de  más  ó de  me- 
nos la  finca. 

Los  términos  absolutos  que  se  emplean,  tanto  en  el  art.  1477 
como  en  el  1478,  indican,  desde  luego,  que  ha  de  tenerse  en 
cuenta  el  aumento  de  valor  que  la  cosa  haya  tenido  en  poder  del 
comprador,  ya  provenga  de  mejoras  necesarias  ó útiles,  ó aun 
de  mero  recreo  en  cuanto  puedan  influir  en  ese  valor,  ya  del 
mero  transcurso  del  tiempo  ó de  causas  naturales. 

2.°  Los  frutos  ó rendimientos,  si  se  le  hubiere  condenado  á entre- 
garlos al  que  le  haya  vencido  enjuicio. — El  comprador  ha  venido 
haciendo  suyos  los  frutos  y rendimientos  de  la  cosa  mientras 
ha  estado  en  posesión  de  ella.  Si  ocurrida  la  evicción,  el  compra- 
dor no  se  ve  obligado  á entregar  al  reivindicante  esos  frutos, 
es  claro  que  no  puede  exigirlos  del  vendedor,  pues  si  tuviese 
ese  derecho,  vendría  á percibir  por  duplicado  esos  rendimientos 
y esos  f'ruto3,  lo  cual  sería  injusto.  Sólo  teñirá  derecho  á recla- 
marlos, como  dice  el  artículo,  cuando  haya  sido  condenado  á 
entregarlos  al  que  venció  en  juicio;  el  límite  de  la  reclamación 
estará  determinado  por  la  extensión  que  respecto  de  la  devolu- 
ción de  frutos  y rendimientos  tenga  la  condena  del  comprador, 
ya  alcance  sólo  á los  frutos  que  había  percibido  el  comprador, 
ya  se  extienda  también  á los  que  indebidamente  había  percibido 
antes  de  la  venta  el  vendedor. 

3.°  Las  costas  del  pleito  que  haya  motivado  la  evicción  y,  en  su 
caso , las  del  seguido  con  el  vendedor  para  el  saneamiento. — Tanto 

de  las  unas  como  de  las  otras  debe  responder  el  vendedor,  por- 
que ambas  le  son  imputables;  las  costas  del  primer  pleito, 
porque  el  hecho  originario  de  la  evicción  arranca  del  vendedor 
ó de  sus  causantes,  y las  del  segundo,  porque  el  mismo  ven- 
dedor ha  podido  evitarlas  allanándose  á la  acción  de  evic- 
ción. No  hay  para  qué  decir  que  el  límite  de  esta  responsa- 
bilidad está  en  lo  que  el  comprador  haya  satisfecho,  pues  es 
indudable  que  no  podrá  reclamar  más  costas  que  las  que  él 
haya  pagado. 

Las  palabras  en  su  caso,  del  art.  1478,  núm.  3.°,  se  refieren 
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indudablemente  al  caso  en  que  haya  mediado  pleito  sobre  la  pro- 
cedencia de  la  evicción. 

García  Goyena  propone  la  siguiente  cuestión,  que  no  deja  de 
tener  utilidad  práctica. 

El  comprador  que  ha  sido  absuelto  definitivamente  en  juicio, 
sin  que  el  demandante  haya  sido  condenado  en  las  costas,  ¿podrá 
repetir  del  vendedor  las  que  haya  pagado? 

Gómez  entendió  que  el  vendedor  debía  ser  responsable  de 
ellas  por  la  sola  razón  de  que  está  obligado  á salir  á la  defensa 
del  comprador  desde  que  el  pleito  comienza.  Los  que  adoptan  la 
opinión  contraria  se  fundan  principalmente,  en  que  el  vendedor 
no  responde  al  comprador  del  daño  por  caso  fortuito,  y tal  debe 
reputarse  el  causado  por  un  pleito  injusto  en  el  que  no  ha  media- 
do culpa  ni  hecho  alguno  del  vendedor,  y en  que  no  hay  evic- 
ción sino  cuando  el  comprador  es  condenado  y desposeído,  no 
respondiendo  el  vendedor  más  que  en  caso  de  evicción. 

Esta  última  razón  es  para  nosotros  de  peso:  limitada  la  res- 
ponsabilidad del  vendedor  al  caso  de  evicción,  es  claro  que  no 
habiendo  evicción  no  procede  el  ejercicio  de  la  acción  que  de  ella 
se  deriva,  ni  cabe  reclamar  nada  de  lo  que  de  la  acción  de  evic- 
ción es  peculiar. 

Cabe  también  que  en  la  cuestión  judicial  el  comprador  pierda 
parte  de  la  cosa,  en  cuyo  caso  será  aplicable  el  art.  1479,  ó que, 
-aun  sin  perder  esta  parte,  resulte  que  el  demandante  tenía  en 
algo  razón  al  demandar,  por  hechos  provenientes  del  vendedor. 
Justo  es  también  que  en  estos  casos  abone  el  vendedor  las  cos- 
tas del  litigio. 

Respecto  al  pleito,  seguido  en  su  caso  con  el  vendedor  sobre 
la  evicción  misma,  como  atinadamente  observa  Q.  Mucius,  las 
costas  pueden  equipararse  á las  de  un  juicio  ejecutivo,  pues  tí- 
tulo ejecutivo  es  para  el  comprador  la  sentencia  en  que  se  le 
priva  de  la  cosa  que  compró,  mediando  los  trámites  legales  ex- 
presados en  los  arts.  1481  y 1482.  Normalmente  las  costas  ha 
de  abonarlas  el  vendedor;  pero  si  el  comprador  exige  más  de  lo 
que  le  corresponde  legalmente,  y el  comprador  se  opone  con  ra- 
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zón,  creemos,  con  dicho  autor,  que  cabe  que  el  Juzgado  con  ¿lom- 
en las  costas  de  esos  incidentes  al  comprador. 

4. °  Los  gastos  del  contrato,  si  los  hubiese  pagado  el  comprador.  — 
Los  gastos  del  otorgamiento  de  la  escritura  serán  de  cuenta  del 
vendedor,  y los  de  la  primera  copia  y los  demás  posteriores  í la 
venta  serán  de  cuenta  dei  comprador,  según  el  art.  1-155.  Puede, 
sin  embargo,  pactarse  lo  contrario. 

En  los  gastos  del  contrato  deben  estimarse  comprendidos'  los 
de  timbre,  derechos  reales,  inscripción  en  el  Registro  de  la  pro- 
piedad y demás  que  sean  necesarios.  Como  quiera  que  la  ley  per- 
mite á las  partes  que  estipulen  libremente  de  quién  han  de  ser 
estos  ga&tos,  llegada  que  sea  la  evicoióu  habrá  que  atender  á los 
que  electivamente  haya  desembulsado  el  comprador  puraque 
por  el  vendedor  le  sean  reintegrados,  pues  desde  el  instante  en 
que  el  comprador  se  ve  privado  de  la  cosa,  estos  pagos  por  él 
realizados  quedan  sin  causa  y es  justo  que  le  sean  in  iernn izados. 

Si  e!  comprador  había  pagado  más  de  lo  justo,  por  ejemplo, 
si  hubo  un  error  en  la  liquidación  del  impuesto  ó si  el  notario  se 
equivocó  en  la  aplicación  del  arancel,  creemos  que  el  vendedor 
no  debe  pechar  con  estos  errores  que  el  comprador  pudo  legal- 
mente evitar.  Si,  por  el  contrario,  pagó  menos  de  lo  que  debió, 
también  por  error,  estimamos  que  no  puede  reclamar  más  que 
lo  que  satisfizo,  pues  á esa  cantidad  se  limita  el  perjuicio  sufri- 
do, y en  cuanto  á lo  que  de  ella  excediera,  carecería  de  causa 
para  cobrar. 

Este  criterio  es  igualmente  aplicable  al  pago  de  las  costas. 

5. °  LjS  daños  é intereses  y hs  gastos  voluntarios  ó de  puro  recreo 
ú ornato,  si  se  vendió  de  mala  fe.  — Este  número  se  refiere  única- 
mente al  caso  de  que  haya  habido  mala  fe  en  el  vendedor. 

Su  precepto  es  consecuencia  del  art.  HUI,  segúu  el  cual,  que- 
dan sujetos  á la  indemnización  de  daños  y perjuicios  los  que  en 
el  cumplim  eutó  de  sus  obligaciones  incurrieren  en  dolo,  negli- 
gencia ó morosidad;  y más  concretamente  del  párrafo  2.°  del  ar- 
tículo 1 107,  que  declara  que,  en  caso  de  dolo,  responderá  el  deu- 
dor de  todos  los  daños  y perjuicios  que  conocidamente  se  deri- 
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ven  de  la  falta  de  cumplimiento  de  la  obligación,  á diferencia 
de  lo  que  ocurre  al  deudor  de  buena  fe,  que  sólo  responde  de 
aquellos  previstos  ó que  se  hayan  podido  prever  al  tiempo  de 
constituirse  la  obligación  y que  sean  consecuencia  necesaria  de 
su  falta  de  cumplimiento. 

Pero  admitiendo  la  derivación  lógica  de  la  regla,  hubiéramos 
preferido  que  el  precepto  no  estuviese  redactado  con  tanta  ge- 
neralidad, á fin  de  que  hubiese  sido  más  fácil  su  aplicación. 

Eq  cuanto  á loa  daños,  para  exigirlos  tendrá  el  comprador 
que  demostrar  su  existencia.  Pocos  serán  los  casos  en  que  esos 
daños  se  Layan  causado.  El  siguiente  puede,  á nuestro  juicio, 
servir  de  ejemplo.  Supongamos  que  la  finca  comprada  lindaba 
con  otra  del  comprador,  de  la  cual  estaba  separada  por  una  ta- 
pia que  esta  última  tenía;  el  comprador,  al  verse  dueño  de  las 
dos  fincas,  derriba  la  tapia,  porque  así  conviene  á los  intereses 
de  la  explotación;  mas  al  ser  vencido  en  juicio  y privado  de  la 
tinca  comprada,  carece  de  objeto  el  derribo  que  hizo,  y es  muy 
justo  que  el  vendedor  le  indemnice,  bajo  la  base  de  que  parti- 
mos de  existir  mala  fe. 

Respecto  de  los  intereses,  estimamos  que  no  se  trata  de  los 
intereses  del  precio,  porque  éstos  deben  considerarse  compen- 
sados con  los  frutos  ó rendimientos  de  la  cosa,  los  cuales  siem- 
pre son  del  comprador,  porque  cuando  éste  es  condenado  á en- 
tregarlos al  que  venció  en  juicio,  viene  en  cambio  el  vendedor 
obligado  á indemnizárselos  en  virtud  del  nútn.  2.°  del  artículo 
que  comentamos.  Los  intereses  á que  se  refiere  la  regla  deben 
de  ser  hs  de  las  cantidades  pagadas  por  costas  del  pleito  ó 
pleitos  y por  gastos  del  contrato,  cantidades  que  lia  tenido 
amortizadas  el  comprador  desde  que  las  satisfizo.  También  debe 
abonar  el  veudedor  de  mala  fe  los  intereses  correspondientes  á 
los  daños  experimentados  por  el  comprador,  pues  representan 
una  ganancia  que  d*  jó  de  percibir. 

Dudoso  nos  parece  que  el  vendedor  deba  venir  obligado  á 
indemnizar  los  gastos  voluntarios  ó de  puro  recreo  ú ornato, 
porque  fai  bien  á esta  regla  están  sometidos  los  deudores  de 
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mala  fe,  hay  que  tener  en  cuenta  que  el  precio  que  el  vendedor 
debe  restituir,  según  el  nútn.  l.°  del  art.  1478,  es  el  que  tuviera 
la  cosa  al  tiempo  de  la  evieción,  no  el  que  medió  en  el  contrato, 
de  donde  se  desprende  que  para  fijar  el  precio  que  debe  ser  res- 
tituido se  habrán  de  tener  en  cuenta  forzosamente  esos  gastos 
voluntarios  ó de  puro  recreo  ú ornato,  y lo  probable  será  que 
al  comprador  se  le  indemnice  más  de  lo  que  es  debido.  Bien  es 
verdad  que  no  son  cantidades  iguales  las  que  representan,  de 
una  parte  el  mayor  valor  de  la  cosa  por  los  gastos  hechos,  y de 
otra  el  importe  de  estos  gastos,  ya  que  es  sabido  que  si,  por 
ejemplo,  en  mejorar  una  casa  se  gastan  5.000  pesetas,  la  casa 
no  ha  experimentado  un  aumento  de  valor  en  venta  de  5.000 
pesetas,  por  regla  general.  Pero  siempre  resultará  que  si  al 
comprador  se  le  indemniza,  de  un  lado  el  total  de  lo  gastado,  y 
de  otro  el  mayor  valor  de  la  cosa  por  virtud  de  ese  gasto,  se  le 
da  más  de  io  que  en  justicia  le  corresponde,  y si  el  vendedor, 
por  su  mala  fe,  se  ha  hecho  acreedor  á esa  sanción,  al  compra- 
dor, en  cambio,  no  le  asiste  causa  legal  para  pedir  en  esos  tér- 
minos. 

Tomado  el  precepto  del  Código  francés,  según  el  cual  debe 
restituirse  el  precio  que  medió,  y no  el  valor  de  la  cosa  al  tiem- 
po de  la  evieción,  debe  desaparecer  de  nuestro  Derecho  porque 
no  encaja  en  su  sistema. 

Respecto  á esas  mejoras,  si  las  retira  el  comprador,  como 
puede  hacerlo,  sin  detrimento  de  la  cosa,  nada  habrá  que  abo- 
nar, y en  otro  caso,  y mediando  mala  fe,  lo  único  que  cabe  sos 
tener  es  que  en  cuanto  el  gasto  exceda  á la  mejora,  debe  ser 
también  indemnizado,  porque  representa  un  daño  ocasionado  al 
comprador  con  motivo  de  la  compra.  Pero  como  el  núm.  5.® 
comprende  los  daños,  es  lo  cierto  que  puede  eliminarse  de  él  sin 
inconveniente  alguno  cuanto  se  refiere  á gastos  voluntarios  ó 
de  puro  recreo  ú ornato. 

El  Sr.  García  Goyena  dice  que  para  la  restitución  de!  precio 
hay  que  atender  al  mayor  valor  que  tenga  la  cosa  al  tiempo  de 
la  evieción  que  provenga  de  circunstancias  independientes  de 
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todo  hecho  y gasto  del  comprador.  Esta  interpretación  evitaría 
los  inconvenientes  que  acabamos  de  exponer;  pero  hay  que  reco- 
nocer que  carece  de  una  base  sólida  dentro  de  los  preceptos  del 
Código,  los  cuales  no  autorizan  ese  modo  restringido  de  enten- 
der el  núin.  l.°  del  art.  1478. 

La  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  27  de  Enero  de  1897 
declara  bien  hecha  la  condena  de  abono  de  intereses  por  el  tiem- 
po en  que  el  comprador  estuvo  privado  del  precio,  pues  se  trata 
de  una  indemnización  por  los  menoscabos  sufridos  por  razón  de 
la  compra. 

II.  Códigos  extranjeros.  — Artículos  1629  al  1635,  ambos  in- 
clusive, del  Código  francés;  1485  al  1491  del  Código  italiano; 
1047  y 1018  dtd  Código  portugués;  del  18*7  al  1852,  sus  tres 
primeros  párrafos  inclusive,  del  Código  de  Chile,  siendo  de  no- 
tar que,  según  el  art.  1851,  en  las  ventas  forzadas  hechas  por 
autoridad  de  la  justicia,  el  venledor  no  está  obligado,  por  cau- 
sa de  la  evicción  que  sufriere  la  cosa  vendida,  sino  á restituir 
el  precio  que  haya  producido  la  venta;  arts.  1609  y 1611  al  1620 
de  ILja  Califjrnia  y Puebla;  el  art.  1614  dice  que  si  el  que  ena 
jena  y el  que  adquiere  proceden  de  mala  fe,  no  tendrá  el  segun- 
do en  ningún  caso  derecho  al  saneamiento  ni  á indemnización 
de  ninguna  especie,  y el  1617,  que  si  el  que  enajena,  al  ser  em- 
plazado, manifiesta  que  no  tiene  medios  de  defensa  y consigna 
el  precio  por  no  quererlo  recibir  el  adquirente,  queda  libre  de 
cualquiera  responsabilidad  posterior  á la  fecha  dG  la  consigna- 
ción; arts.  1660,  1661,  1662  y 1667  del  Código  del  Uruguay, 
y 1452  y 1453  del  de  Venezuela. 

ARTÍCULO  1479 

Si  ei  comprador  perdiere,  por  efecto  de  la  evicción, 
una  parte  de  ia  cosa  vendida,  de  tal  importancia  con 
relación  al  todo,  que  sin  dicha  parte  no  la  hubiera  com- 
prado, podrá  exigir  la  rescisión  del  contrato;  pero  con 
la  obligación  de  devolver  la  cosa  sin  más  gravámenes 
que  los  que  tuviese  al  adquirirla. 
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Esto  mismo  se  observará  cuando  se  vendiesen  dos 
ó más  cosas  conjuntamente  por  un  precio  alzado,  ó par 
ticular  para  cada  una  de  ellas,  si  constase  claramente 
que  el  comprador  no  habría  comprado  la  una  sin  la 

otra. 


Urgías  para  el  saneamiento  por  cvicción  parcial,  y en  las  nenias 
á ¡redo  alzado.— El  artículo  preinserto  se  n-fi  re  al  caso  da  la. 
evicción  parcial,  qne  ya  sabemos  que  tiene  lagar  cuando  el  com 
prador  so  ve  privado  de  una  parte  tan  sólo  de  la  cosa  comprada. 

Distintos  supuestos  contiene:  veamos  la  solución  de  cada 
uno  de  ellos. 

Si  el  comprador  perdió,  por  efecto  de  la  evicción,  una  parte 
de  la  cofa  vendida,  de  tal  importancia  con  relación  al  todo,  que 
sin  dicha  parte  no  la  hubiera  comprado,  podrá  exigir  la  resci- 
sión del  contrato.  ITe  aquí,  pues,  el  primer  derecho  del  compra 
dor,  el  pedir  la  rescisión;  pero  nótese  bien  que  éste  es  un  dere 
cho  que  le  asiste  y no  el  único.  En  los  casos  de  evicción  total 
no  puede  hablarse  del  derecho  del  comprador  á la  rescisión,  por 
que  desde  el  momento  en  que  se  ve  privado  por  sentencia  firme 
de  la  cosa,  es  claro  que  no  puede  devolverla;  pero  tratándose  de 
evicción  parcial,  como  parte  de  la  cosa  queda  en  poder  del  com- 
prador, hay  términos  hábiles  para  el  ejercicio  de  la  acción  res 
cisoria;  por  este  motivo  el  Código  la  concede  en  este  supuesto. 

No  quiere  esto  decir,  sin  embargo,  que  el  comprador,  privado 
de  parte  de  la  cosa  comprada,  no  tenga  legalmente  más  medio 
para  procurar  la  reparación  del  perjuicio  sufiido  que  el  de 
pedir  la  rescisión.  Al  concederle  el  Código  en  el  art.  1479  este 
recurso,  no  deroga  para  el  caso  de  evicción  parcial  lo  que  expre 
sámente  ha  dicho  en  el  art.  1475,  á saber:  que  tendrá  lugar  la 
evicción  cuando  se  prive  al  comprador  de  todo  ó parle  de  la  cosa 
vendida,  y que  el  vendedor  responderá  de  la  evicción.  El  com 
prador,  por  lo  tanto,  al  verse  privado  de  una  parte  de  la  cosa, 
de  tal  importancia  que  sin  ella  no  hubiera  realizado  la  compra, 
podrá  ejercitar  á su  arbitrio  dos  acciones:  una  la  rescisoria  que 
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le  otorga  el  art.  1479,  y otra  la  de  evicción  para  exigir  el  sanea- 
miento que  le  reconoce  el  art.  1475,  en  relación  con  los  siguien- 
tes que  hemos  comentado.  De  suerte  que,  sea  la  que  fuere  la 
importancia  de  la  parte  de  cosa  que  el  comprador  pierda,  su  de- 
recho al  saneamiento  no  decae:  lo  que  ocurre  es  que  si  esa  im- 
portancia llega  á tener  la  entidad  que  dice  el  art.  1479,  además 
de  la  acción  de  evicción  para  pedir  el  saneamiento,  asistirá  al 
comprador  la  acción  rescisoria.  El  resolver  cuál  de  las  dos  es  la 
que  ha  de  ejorcitarse  es  de  su  exclusiva  competencia ;* lo  contra- 
rio implicaría  un  verdadero  atentado  á su  libertad  civil. 

Mas,  ¿cómo  sabremos  si  la  parte  de  que  se  ve  privado  el 
comprador  es  de  tal  importancia  que  pueda  afirmarse  que  sin 
el’a  la  compra  no  se  hubiese  verificado?  El  Có  ligo  no  marca  el 
límite  de  esta  importancia,  ni  lo  hace  consistir  en  una  parte  alí- 
cuota del  valor  ni  de  la  cabida  ó número  de  la  totalidad  de  la 
cosa  comprada.  Uuieamente  parece  dar  á entender  que  esa  im- 
portancia ha  de  graduarse  en  relación  con  la  cosa  vendóle;  pero 
la  forma  y la  manera,  de  formular  este  juicio  previo,  indispen 
sable  para  decidir  cuáles  son.  las  acciones  que  al  comprador  asis- 
ten, no  están  en  el  Código.  Ni  podía  ésto  consignarlas,  so  pena 
de  establecer  un  casuísmo  que  las  más  de  las  veces  spría.  in- 
justo. La  naturaleza  de  la  cosa  comprada,  el  fin  á que  se  la  des 
tiñe,  los  propósitos  del  comprador  revelados — como  dice  el  ar- 
tículo 12S2 — por  sus  propios  actos  coetáneos  y posteriores  al 
contrato,  serán  los  datos  que,  unidos  á la  importancia  de  la  parte 
que  por  evicción  se  ha  perdido  en  relación  con  la  totalidad  de  la 
cosa,  darán  la  clave  para  la  aplicación  del  art.  1479.  Esto 
siempre  implicará  un  problema  de  prueba,  cuya  apreciación  co- 
rresponde á los  tribunales. 

El  ejercicio  de  la  acción  rescisoria  de  que  venimos  hablando 
está  condicionado  por  el  estado  de  libertad  de  cargas  de  la  cosa 
vendida,  que  dependa  de  la  conducta  que  haya  seguido  el  com- 
prador desde  el  momento  en  que  compró  hasta  aquel  en  que  la 
evicción  tuvo  lugar.  No  puede  obligarse  al  vendedor  á que  re 
ciba  de  nuevo  la  cosa  después  de  haber  impuesto  sobre  ella  gra- 
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vámenes  que  antes  no  tenía;  lo  contrario  no  Beria  justo.  Por  eso 
dice  el  párrafo  l.°  del  art.  1479,  después  de  conceder  al  com- 
prador el  ejercicio  de  la  acción  rescisoria,  que  ese  ejercicio  se 
entenderá  con  la  obligación  de  devolver  la  cosa,  sin  más  gravá- 
menes que  los  que  tuviere  al  adquirirla:  luego  á sensu  contrario 
se  deduce  que,  cuando  esas  nuevas  cargas  existem,  la  rescisión 
no  puede  pedirse  por  el  comprador,  sin  cancelar  previamente 
tales  cargas. 

El  segundo  supuesto  del  artículo  que  comentamos  es  el  de 
que  se  trate  de  la  venta  de  dos  ó más  cosas  conjuntamente  por 
un  precio  alzado,  ó particular  para  cada  una  de  ellas.  En  enal« 
quiera  de  estos  dos  casos  1)  que  hay  que  dilucidar  es  si  consta 
ó no  claramente  que  el  comprador  no  habría  comprado  la  una  sin 
la  otra  cosa;  pues  llegado  el  momento  de  la  evicción  y cons- 
tando ese  propósito  ó intención  del  comprador,  es  de  aplicar  la 
regla  del  párrafo  l.°  del  art.  1479  que  hemos  explicado,  y,  por 
lo  tanto,  el  comprador  podrá  pedir  la  rescisión  del  contrato 
aunque  siempre  coa  la  condición  de  devolver  la  cosa  que  haj’a 
quedado  en  su  poder,  sin  más  grávamenos  que  los  que  tuviera 
al  tiempo  de  hacerse  la  compra.  De  igual  modo  entendemos  que, 
si  el  comprador  no  exige  la  rescisión  de),  contrato,  podrá  ejerci- 
tar la  acción  de  evicción  en  los  términos  que  hemos  expuesto 
en  el  comentario  de  los  precedentes  artículos.  En  cuanto  á que 
conste  ó no  claramente  que  el  comprador  no  habría  comprado  la 
una  cosa  sin  la  otra,  habrá  que  estar  al  resultado  de  las  pruebas, 
como  antes  se  ha  indicado. 

No  hay  para  que  decir  que,  aun  en  el  caso  de  que  se  trate  de 
venta  de  dos  ó más  cosas  por  un  precio  particular  para  cada 
una  de  ellas,  el  Código  supone  que  no  hay  más  que  una  sola 
venta  y realizada  en  un  mismo  acto.  De  manera  que  no  puede 
ofrecer  duda  que,  si  se  tratase  de  dos  ó más  ventas  sucesivas 
entre  los  mismos  contratantes,  no  tendría  aplicación  el  ar- 
tículo 1479. 

Cuando  el  comprador  opte  por  exigir  al  vendedor  el  sanea- 
miento correspondiente  á la  evicción  parcial  sufrida,  debe  apli- 
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carse  el  art.  1478  en  lo  posible.  La  restitución  del  precio  ha  de 
referirse  al  valor  de  la  parte  de  finca  de  que  ha  sido  privado  el 
comprador.  Los  gastos  del  contrato  serán  los  proporcionales  al 
perjuicio  sufrido.  Los  frutos,  costas,  daños  é intereses  en  su 
caso,  han  de  abonarse  en  su  totalidad. 

Códigos  extranjeros. — Artículos  1492  del  código  italiano;  1049 
y 1050  del  portugués;  1852,  1853  y 1854  del  chileno;  1622, 
1621,  1623  del  de  Baja  California  y Puebla;  1636  del  francés; 
167 J del  uruguayo  y 1458  y 1459  del  de  Venezuela. 

Concuerda  también  con  el  art.  1402  de  nuestro  Proyecto 
de  1851. 

ARTÍCULO  1480 

El  saneamiento  no  podrá  exigirse  hasta  que  haya 
recaído  sentencia  firme,  por  la  que  se  condene  al  com- 
prador á la  pérdida  de  la  cosa  adquirida  ó de  parte  de 
la  misma. 

Requisito  para  poder  exigir  el  saneamiento. — Si  recordamos  lo 
que  se  entiende  por  evicción,  por  acción  de  evicción  y por  sanea- 
miento, veremos  que  el  art.  1 0 lo  que  en  sustancia  viene  á 
decir  es,  que  no  se  puede  exigir  el  saneamiento  hasta  que  no 
haya  ocurrido  la  evicción.  En  efecto;  el  saneamiento  no  podrá 
exigirse— dice  - hasta  qne  haya  recaído  sentencia  firme,  por  la 
que  se  condene  al  comprador  á la  pérdida  de  la  cosa  adquirida  ó 
de  parte  de  la  misma;  pero  como,  según  el  art.  1475,  la  evicción 
tendrá  lugar  cuando  se  prive  al  comprador,  por  sentencia  firme 
y en  virtud  de  un  derecho  anterior  á la  compra,  de  todo  ó parte 
de  la  cosa  comprada,  resulta  evidente  que  el  texto  del  art.  1480 
puede  expresarse  con  la  fórmula  abreviada  antedicha,  á saber: 
que  no  podrá  exigirse  el  saneamiento  mientras  no  haya  ocurrido 
la  evicción. 

El  motivo  de  este  principio  es  tan  claro  qne  no  necesita  ex- 
plicación, pues  si  para  reclamar  cualquier  indemnización  de  per- 
juicios es  menester  demostrar  previamente  la  existencia  de  éstos» 
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de  igual  modo  para  pedir  el  saneamiento,  preciso  es  que  haya 
ocurrido  el  hecho  del  cual  se  deriva  la  obligación  de  sanear. 

Por  lo  demás,  los  términos  del  artículo  nos  son  conocidos, 
por  tener  ya  explicados  los  requisitos  todos  de  la  evicción  para 
que  reúna  los  caracteres  de  tal  y produzca  sus  consecuencias 
jurídicas.  Una  observación,  sin  embargo,  creemos  muy  dé  este 
lugar,  á fin  de  que  no  pueda  entenderse  que  en  el  Código  hay 
contradicciones  que  no  existen. 

El  saneamiento,  es  decir,  la  efectividad  y el  contenido  de  la 
acción  de  evicción,  no  podrá  exigirse  hasta  que  hí^a  recaído 
sentencia  firme  en  ios  términos  que  dice  el  art.  1480;  pero  la 
acción  de  evicción  podrá  y deberá  prepararse  antes,  mucho  an- 
tes de  que  esa  sentencia  recaiga.  A la  preparación  del  ejercicio 
de  la  acción  de  evicción  se  refieren  los  artículos  1481  y 1482,  en 
cuyo  comentario  pasamos  á ocuparnos,  y cuyos  textos  no  se 
puede  entender  que  contradicen  el  del  art.  1480. 

Códigos  extranjeros. — Arts.  1856  del  Código  de  Chile;  1611 
del  de  los  Estados  de  Baja  California  y Puebla,  y 1673  del  Có- 
digo del  Uruguay. 

También  concuerda  con  el  art.  1403  del  Proyecto  de  Código 
civil  español  de  1851. 


ARTÍCULO  1481 

El  vendedor  estará  obligado  al  saneamiento  que 
corresponda,  siempre  que  resulte  probado  que  se  le 
notificó  la  demanda  de  evicción  á instancia  del  com- 
prador. Faltando  la  notificación,  el  vendedor  no  estará 
obligado  al  saneamiento. 

artículo  1482 

El  comprador  demandado  solicitará,  dentro  del  tér- 
mino que  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  señala  para 
contestar  á la  demanda,  que  ésta  se  notifique  al  ven- 
dedor ó vendedores  en  el  plazo  más  breve  posible. 
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La  notificación  se  hará  como  la  misma  ley  establece 
para  emplazar  á los  demandados. 

El  término  de  contestación  para  el  comprador  que- 
dará en  suspenso  ínterin  no  expiren  los  que  para  com- 
parecer y contestar  á la  demanda  se  señalen  ai  vende- 
dor ó vendedores,  que  serán  los  mismos  plazos  que  de- 
termina para  todos  los  demandados  la  expresada  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  contados  desde  la  notificación 
establecida  por  el  párrafo  primero  de  este  artículo. 

Si  los  citados  de  evicción  no  comparecieren  en  tiem- 
po y forma,  continuará,  respecto  del  comprador,  el  tér- 
mino para  contestar  la  demanda. 

Requisitos  para  poder  exigir  el  smeamienlo por  evicción. — El  ar- 
tículo 1401  del  Proyecto  de  1851  decía:  «No  tiene  lugar  el  sa- 
neamiento, si  el  comprador  no  ha  hecho  notificar  al  vendedor  la 
demanda  de  evicción  en  el  término  señalado  en  el  Código  de 
procedimientos,  y el  vendedor  prueba  que  tenía  medios  bastan- 
tes para  hacer  valer  su  derecho  y ser  absuelto  de  la  demanda.» 
Este  precepto,  como  se  ve,  presentaba  el  lado  negativo  de  la 
cuestión;  esto  es,  decía,  cuando  no  tendría  lugar  el  saneamiento, 
exigiendo  para  ello  la  concurrencia  de  dos  circunstancias  que 
estableció  como  conjuntas  ó inseparables,  á saber:  que  el  com- 
prador no  hubiese  hecho  notificar  la  demanda,  y que  el  vende- 
dor probase  que  tenía  medios  suficientes  de  defensa. 

De  suponer  es  que  si  esta  regla  hubiese  llegado  á ser  ley, 
los  compradores  no  se  hubieran  dado  gran  prisa  en  procurar  que 
las  demandas  de  evicción  fuesen  notificadas  á los  vendedores, 
porque,  aun  sin  esta  notificación,  para  que  perdieran  su  derecho 
al  saneamiento  era  preciso  que  los  vendedores  probasen  que 
tenían  medios  bastantes  para  hacer  valer  sus  derechos  y ser 
absueltos  de  las  demandas. 

No  hay  para  qué  decir  las  dificultades  que  esa  clase  de  prue 
ba  traería  consigo,  y por  más  que  en  ello  pensamos  no  se  nos 
ocurre  sino  que  para  acreditar  lo  que  el  artículo  exigía  seria 
menester  otro  pleito  igual  á aquel  que  el  vendedor  hubiera  se- 
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gnido  contra  el  actor  de  la  demanda  de  evicción  si  hubiese  sido 
notificado;  rara  especie  de  pleito  en  el  cual  había  de  ventilarse 
si  el  vendedor  tenía  ó no  medios  de  defensa,  y cuyo  resultado 
seria  la  declaración  de  la  procedencia  ó improcedencia  del  sanea- 
miento. 

Con  excelente  acuerdo  nuestro  Código  no  ha  seguido  ol  pre- 
cedente de  1851,  y puesto  que  de  la  obligación  de  sanear  se 
trata,  en  vez  de  decir,  como  aquel  proyecto  decía,  cuando  no  se 
da  la  obligación,  ha  expresado  en  términos  claros,  concretos  y 
precisos  en  el  art.  1181,  cuándo  existe  la  obligación  del  sanea- 
miento y la  condición  á que  por  parte  del  comprador  está  sujeta, 
fijando,  por  último,  el  efecto  que  el  incumplimiento  de  esta  con- 
dición produce.  El  vendedor — dice — estará  obligado  al  sanea- 
miento que  corresponda,  siempre  que  resulte  prcbado  que  se  le 
notificó  la  demanda  de  evicción  á instancia  del  comprador. 

No  hay  aquí,  por  lo  tanto,  que  entrar  á discutir  si  el  vende- 
dor teDÍa  ó no  tenía  medios  de  defensa:  todo  eso  importa  bien 
poco.  El  comprador  tiene  únicamente  una  sola  condición  que 
cumplir:  la  de  que  se  notifique  la  demanda;  en  resultando  esto 
probado,  su  derecho  al  saneamiento  es  perfecto,  sin  que  nada 
pueda  oponer  el  vendedor.  lie  aquí  la  preparación  del  ejercicio 
de  la  acción  de  evicción  de  que  hablamos  en  el  comentario  del 
precedente  artículo:  el  saneamiento,  según  el  art.  14t0,  no  po- 
drá exigirse  hasta  que  haya  recaído  sentencia  firme;  pero  la 
acción  de  evicción  se  prepara  antes  de  esa  sentencia,  haciendo 
que  la  demanda  se  notifique  al  vendedor. 

Faltando  la  notificación— concluye  el  art.  1481  — el  vendedor 
no  estará  obligado  al  saneamiento;  con  lo  que  queda  determina- 
do de  un  modo  claro,  que  el  efecto  del  incumplimiento  por  parte 
del  comprador  del  hecho  que  condiciona  su  derecho,  es  la  abso- 
luta pérdida  de  éste. 

El  art.  1482  se  ocupa  ya  del  modo  práotico  de  hacer  la  notifi- 
cación á que  venimos  refiriéndonos,  del  momento  oportuno  en 
que  debe  verifioarse  y de  sus  efectos  inmediatos.  Contiene  pre- 
ceptos muy  importantes  para  todo  comprador,  y que  deben  ser 
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cumplidos  con  la  más  perfecta  exactitud  por  éste,  pues  si  la  ley 
le  concede  la  acción  de  evicción  y obliga  al  vendedor  al  sanea- 
miento, justo  es  que  exija  del  comprador  la  debida  diligencia  para 
que  no  resulten  perjudicados  los  intereses  de  su  transferente. 

El  comprador  no  puede  ni  debe  perder  tiempo:  en  cuanto  le 
den  traslado  de  la  demanda,  y dentro  del  término  que  la  ley  le 
concede  para  contestarla,  debe  solicitar  del  Juzgado  que  dicha 
demanda  se  notifique  al  vendedor  ó vendedores.  Ests  término 
varía  según  la  clase  de  juicio  de  que  se  trate:  el  Có  ligo  se  refiere 
á la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  de  suerte  que,  según  la  cuantía 
del  juicio  propuesto  por  el  demandante,  así  habrá  que  acudir  á 
unos  ú otros  preceptos  de  la  ley  de  Enjuiciamiento.  En  los  jui- 
cios ordinarios  de  mayor  cuantía  el  emplazamiento  para  compa- 
recer y personarse  en  forma  es  por  nueve  días,  y el  plazo  para 
contestar  la  demanda,  de  veinte;  en  los  de  menor  cuantía  el  plazo 
es  de  nueve  días  común  para  comparecer  y contestar,  salvo 
cuando  la  notificación  y el  emplazamiento  se  hagan  por  edictos; 
an  los  verbales,  entre  la  citación  y la  celebración  de  la  compare- 
cencia, deberá  mediar  un  término  que  no  baje  de  veinticuatro 
horas  ni  exceda  de  seis  días.  Pues  bien:  según  el  párrafo  pri- 
mero del  art.  1482,  el  momento  en  que  el  comprador  demandado 
debe  solicitar  que  la  demanda  se  notifique  al  vendedor,  ha  de  ser 
dentro  del  término  que  la  ley  concede  para  contestar  la  demanda, 
que  ya  hemos  visto  que  varía  según  la  clase  de  j uicio. 

No  dice  el  Código  en  qué  plazo  ha  de  efectuarse  la  notifica- 
ción al  vendedor,  limitándose  á expresar  que  en  el  mis  breve  po- 
sible, y bien  valía  la  pena  de  que  ese  plazo  se  hubiese  fijado, 
porque  hay  que  tener  en  cuenta  que,  según  el  art.  1481,  lo  que 
eficazmente  deja  preparado  el  ejercicio  de  la  acción  de  evicción 
no  es  la  mera  solicitud  del  comprador  de  que  la  demanda  se  no- 
tifique al  vendedor,  sino  el  hecho  de  la  notificación.  Entendemos 
que  esta  diligencia  ofrece  desde  luego  caracteres  de  urgente,  es 
de  realización  inmediata,  que  el  juez  ó el  actuario  que  la  demo- 
rasen incurrirían  en  responsabilidad,  y que,  por  último,  el  espí- 
ritu del  Código,  al  decir  en  el  plazo  más  breve  posible,  ha  sido  de- 
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notar  el  carácter  de  urgencia  que  nosotros  sin  vacilar  le  atribui- 
mos. Es  claro,  sin  embargo,  que  el  comprador,  al  formular  su 
solicitud,  debe  dar  al  Juzgado  los  elementos  necesarios  para  que 
la  notificación  pueda  efectuarse,  indicando  el  nombre,  domicilie 
y demás  circunstancias  del  vendedor,  ó bien  expresando  que  se 
encuentra  en  ignorado  paradero,  á fin  de  que  se  practique  lo  que 
para  esos  casos  determina  la  ley. 

Si  en  vez  de  tratarse  de  una  acción  judicial  se  tratase,  por 
ejemplo,  de  un  expediente  administrativo,  mediante  el  cual  la 
Administración  procurase  por  ejemplo,  la  declaración  de  nuli- 
dad de  una  venta  hecha  primitivamente  por  el  Estado,  en  cuyo 
caso,  como  hemos  dicho  en  el  comentario  al  art.  1475,  entende- 
mos que  procede  exigir  la  obligación  del  saneamiento  al  vende- 
dor de  la  perdona  que  por  ese  expediente  se  ve  perturbada, 
creemos  que  el  expedientado,  dentro  del  término  que  se  le  haya 
concedido  para  alegar  lo  que  á su  derecho  convenga,  debe  pedir 
que  la  Administración  notifique  la  formación  del  expediente  y 
los  hechos  y motivos  en  que  se  funda  á dicho  vendedor,  como 
modo  de  preparar  el  ejercicio  de  la  acción  de  evicción,  y que  los 
artículos  del  Código  que  comentamos  deben  aplicarse  con  las 
obligadas  modificaciones  que  imponga  la  distinta  naturaleza  del 
procedimiento. 

En  el  juicio  de  árbitros  ó de  amigables  componedores,  pre- 
cisa la  intervención  del  vendedor  en  el  compromiso,  para  que 
puedan  estimarse  cumplidos  en  ese  caso  especial,  los  arta.  1481 
y 1482. 

Si  el  último  vendedor,  una  vez  notificado,  quiere  á su  vez 
prevenirse,  para  poder  exigir  el  saneamiento  de  aquel  que  á él 
lo  vendió,  puede  desde  luego  pedir  que  la  demanda  se  le  notifi- 
que, y asi  de  unos  á otros.  Pero  los  términos  del  art.  1482,  en 
todas  sus  partes,  parecen  indicar  un  procedimiento  mucho  más 
breve  y sencillo,  en  virtud  del  cual,  el  comprador  demandado, 
63  el  que  ha  de  pedir  que  la  demanda  se  notifique  al  vendedor 
de  quien  él  deriva  su  derecho,  y ¿ los  vendedores  anteriores  si 
lo  estima  necesario  á sus  intereses* 
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En  efecto,  la  palabra  «vendedores»,  lo  mismo  en  el  párrafo  • 
primero  que  en  el  tercero  del  art.  1482,  y las  de  «los  citados  de 
evioción»,  del  último  párrafo,  no  deben  entenderse  tan  vacías 
de  sentido,  que  sólo  quieran  referirse  al  caso  de  haber  adquirido 
el  comprador,  de  más  de  una  persona,  lo  que  no  es  frecuente. 
Siempre  serla  evidente  que  si  compró  á dos,  á los  dos  había  de 
notificarse  la  demanda.  Lo  que  puede  sostenerse  en  virtud  de 
esas  palabras,  es  que  el  comprador  demandado,  puede,  por  si 
mismo,  pedir  que  la  demanda  se  notifique,  no  sólo  al  último  ven- 
dedor, sino  también  á los  anteriores  hasta  donde  fuese  necesa- 
rio, para  que  todos  unidos  atiendan  ó puedan  atender  á la  de- 
fensa de  lo  que  á todos  por  igual  interesa. 

Si  suponemos  que  el  último  vendedor  B.  es  insolvente,  y no 
quiere  presentarse  ni  exigir  á quien  á él  le  vendió  A.  un  sa- 
neamiento que  no  ha  de  aprovecharle,  el  comprador  demandado 
puede  sufrir  un  perjuicio  innecesario,  y el  vendedor  ante- 
rior A.  obtener  un  beneficio  injusto.  Con  esa  medida,  aun- 
que C.  último  comprador,  no  tenga  contra  A.  acción  directa  en 
los  casos  ordinarios,  puede,  en  su  caso,  cobrarse  de  B.  con  lo 
que  á B.  deba  abonar  A.,  sin  que  á ello  obste  la  diferencia  de 
precios,  puesto  que  lo  que  ha  de  pagarse  es  lo  que  la  cosa  valga 
en  el  momento  de  la  evicción,  partiendo  de  la  base  cierta, 
como  dijimos  en  su  lugar,  del  precio  que  medió,  precio  que 
para  A.  obligado  al  pago  en  el  apuntado  supuesto,  sólo  puede 
ser  el  que  él  recibió. 

Se  dirá  que  C.  no  puede  exigir  el  pago  de  A.  porque  no  con- 
trató con  él.  Hemos  examinado  esta  cuestión  en  el  comentario 
de  los  artículos  1475  y 1476,  y aunque  sin  estar  convencidos 
de  que  así  deba  resolverse  la  cuestión  en  el  terreno  legal, 
respetamos  la  doctrina  del  Tribunal  Supremo  contenida  en 
las  sentencias  de  26  de  Diciembre  de  1896,  y 27  de  Enero 
de  1897.  A pesar  de  eso,  nadie  negará  que  *C.,  acreedor  de 
B.,  al  no  poder  cobrar  de  éste,  puede  ejercitar  la  acción  que 
á B.  corresponde  oontra  A.,  amparado  en  el  preoepto  del  ar- 
ticulo lili. 
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Muerto  el  vendedor  ó vendedores,  la  notificación  se  hará  i 
sus  herederos. 

Ocurre  también  en  la  práctica  que  á consecuencia  de  espe- 
ciales circunstancias  de  hecho,  algunas  vtces  toma  sobre  sí  la 
responsabilidad  del  saneamiento,  no  el  vendedor,  sino  una  ter- 
cera persona  que  á este  efecto  comparece  en  el  documento  que 
se  otorgue,  bien  relevando  de  dicha  obligación  al  que  vende  con 
asentimiento  del  comprador,  bien  añadiendo  una  responsabili- 
dad más.  Pues  bien:  en  estos  casos  lo  lógico  63  que  la  notificación 
se  haga  á esa  tercera  persona,  ó á ella  y al  vendedor  juntamente, 
si  los  términos  del  pacto  no  excluyen  la  responsabilidad  de  éste. 

En  cuanto  á la  manera  de  hacer  la  notificación,  sea  quien 
fuere  la  persona  á quien  se  dirija,  el  párrafo  2.°  del  art.  1482 
dice  que  será  como  la  ley  de  Eojuiciamiento  civil  establece  para 
emplazar  á los  demandados.  Es  decir,  que  en  sustancia  esta 
notificación  es  un  verdadero  emplazamiento;  y no  podía  ser  de 
otra  manera,  pues  si  bien  tiene  por  objeto,  en  lo  que  respecta 
al  comprador,  dejar  preparada  la  acción  de  evicción,  en  cuanto 
al  vendedor  tiende  en  realidad  á evitarle  perjuicios  ahorrándole 
el  saneamiento  si  demuestra  que  la  acción  interpuesta  contra 
el  comprador  es  injusta,  lo  que  sólo  puede  demostrar  en  el 
pleito,  para  lo  cual  necesita  ser  emplazado. 

Los  artículos,  pues,  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  refe- 
rentes á los  emplazamientos,  serán  los  aplicables  al  caso. 

Una  vez  hecha  la  notificación  empieza  ¿ producir  su  efecto 
inmediato.  Este  efecto  es  el  de  quedar  en  suspenso  el  término 
que  para  contestar  la  demanda  se  haya  concedido  al  comprador. 
Es  menester  esperar  á ver  qué  actitud  adopta  el  vendedor,  si 
viene  al  pleito  y alega  sus  razones,  que  nadie  mejor  que  él  puede 
conocer,  puesto  que  la  evicción  debe  provenir  de  un  hecho  an- 
terior á la  compra,  ó si  arrastra  la  responsabilidad  del  sanea 
miento  sin  comparecer  en  los  autos.  Aun  puede  hacer  otra  cosa 
«1  vendedor,  si  los  hechos  que  motivan  la  demanda  se  refieren 
á tiempo  anterior  á su  adquisición,  que  es  el  pedir  que  la  de- 
manda se  notifique  á su  transferente.  Pero  siga  un  camino  ó 
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piga  otro,  lo  racional  es  que  quede  en  suspenso  el  término  del 
oomprador  para  contestar. 

¿Hasta  cuando  durará  esta  suspensión?  Lo  dice  el  párra- 
fo 3.°  del  mismo  art.  1482;  hasta  que  expiren  los  términos  que 
para  comparecer  y contestar  á la  demanda  se  señalen  al  vende- 
dor ó vendedores,  los  cuales  se  habrán  fijado  en  la  notificación, 
que  ya  hemos  dicho,  que  en  sustancia  es  un  emplazamiento. 
El  mismo  párrafo  añade  que  al  vendedor  ó vendedores  se  fija- 
rán los  mismos  plazos  que  para  todos  los  demandados  deter- 
mina la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y contados  desde  la  no- 
tificación: de  donde  se  deduce  que  la  duración  de  dichos  plazos 
dependerá  de  la  clase  de  juicio  que  haya  propuesto  el  que  de- 
mandó al  comprador. 

Si  el  vendedor  comparece  y sale  á la  defensa  del  comprador, 
con  él  seguirá  el  pleito;  si  lo  gana,  su  perjuicio  se  habrá  limi- 
tado al  importe  de  las  costas,  si  no  obtuvo  condena  para  la  parte 
contraria;  si  lo  pierde  y la  evicción  llega  á tener  lugar,  como  la 
acción  de  evicción  quedó  preparada  con  la  notificación,  el  ven- 
dedor vendrá  obligado  á sanear  en  los  términos  que  hemos 
explicado. 

Al  comparecer  el  vendedor  ó los  vendedores  notificados,  no 
se  convierten  por  ello  en  demandados.  El  demandado  será  siem- 
pre el  comprador,  pero  con  él  litigaran  aquél  ó aquéllos  coadyu- 
vando á su  defensa.  Se  aumenta  sólo  el  número  de  litigantes. 

La  citación  de  evicción  al  vendedor,  declara  la  sentencia  del 
Tribunal  Supremo  de  29  de  Abril  de  1904,  no  quita  al  compra- 
dor su  derecho  de  defender  por  sí  mismo  su  propiedad  sobre  la 
cosa  comprada,  aun  contra  el  mismo  vendedor,  cuando  la  acti- 
tud de  éste  le  fuese  adversa  ó perjudicial. 

Si  el  vendedor  no  comparece  en  tiempo  y forma,. continuará, 
respecto  del  comprador,  el  término  para  contestar  la  demanda; 
las  actuaciones  se  seguirán  entendiendo  con  él,  pero  llegado  el 
caso  de  evicción  tendrá  derecho  al  saneamiento. 

Un  caso  puede  ocurrir  que  no  está  previsto  en  el  Código. 
Kupongamos  que  el  vendedor  no  comparece,  que  el  comprador 
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signe  el  pleito  en  el  que  obtiene  una  sentencia  favorable,  y que, 
por  lo  tanto,  no  tiene  lugar  la  evicción.  Aun  no  habiendo  ovio- 
ción,  es  indudable  que  el  comprador  ha  tenido  molestias  y gas- 
tos, y mucho  más  si  en  la  sentencia  no  hubo  expresa  condena- 
ción de  costas. 

¿A  quién  podrá  el  comprador  exigir  la  indemnización  de 
estos  perjuicios?  ¿Podrá  dirigirse  contra  el  vendedor?  No  cabe 
hablar  de  saneamiento  en  este  caso,  porque  ya  hemos  dicho  que 
no  ha  habido  evicción,  y el  saneamiento  supone  la  evicción,  se- 
gún todos  los  artículos  que  venimos  comentando,  especialmente 
el  1478.  Pero  si  el  saneamiento  no  procede,  no  es  menos  cierto, 
¿ nuestro  juicio,  que  siempre  que  los  motivos  en  que  la  demanda 
se  funde  se  reñeran  á hechos  anteriores  á la  compra,  los  per- 
juicios que  el  pleito  haya  ocasionado  al  comprador,  aun  habién- 
dolo ganado,  no  son  imputables  al  mismo,  sino  al  autor  de  esos 
hechos,  que  será  su  vendedor  ó alguno  de  los  vendedores  ante- 
riores, y siendo  la  responsabilidad  una  consecuencia  necesaria 
de  la  imputabilidad,  es  vista  la  razón  de  justicia  que  abona  la 
solución  de  que  el  comprador  pueda  reclamar  la  indemnización 
correspondiente  á sus  causantes. 

Sin  embargo,  nosotros  estimamos  que  este  perjuicio  debe 
equipararse  á un  caso  fortuito,  como  sostuvimos  en  un  caso  idén- 
tico al  comentar  los  artículos  1477  y 14 « 8.  Comparezca  ó no  el 
vendedor  notificado,  la  absolución  de  la  demanda  prueba  que 
vendió  bien.  Ni  es  culpa  suya,  ni  puede  exigírsele  responsabili- 
dad, porque  un  tercero,  sin  razón  alguna,  moleste  luego  al  com  • 
prador  con  cuestiones  y litigios. 

Citaremos,  por  último,  dos  sentencias  del  Tribunal  Supremo, 
relativas  á estos  artículos. 

Por  la  primera,  de  20  de  Febrero  de  1904,  se  declara  que  el 
comprador  demandado,  no  puede  á su  vez  demandar  en  el  mismo 
juicio  el  saneamiento  al  vendedor,  sino  sólo  requerirle  para  que 
lo  defienda;  al  ser  privado  de  la  cosa  es  cuando  puede  pedir  la 
reparaoión,  pues  el  saneamiento  es  consecuencia  de  la  evicción* 
Antes,  comprador  y vendedor  contienden  con  el  demandante. 
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Por  la  segunda,  de  27  de  Abril  de  1906,  se  declara  que,  pe- 
dido por  los  compradores,  en  el  mismo  juicio  de  reivindicar,  el 
saneamiento,  en  caso  de  evícción,  el  Juez  tiene  qae  resolver 
también  sobre  esa  pretensión. 

Hay  que  tener  en  cuenta  que  en  el  caso  que  motivó  esta  úl- 
tima sentencia  — se  trataba  de  la  venta  de  fincas  realizada 
por  albaceas  en  virtud  de  un  testamento  que  después  se  declaró 
nulo — , y al  pretender  los  herederoa  legítimos  la  nulidad  de  la 
venta,  el  comprador  defendió  su  derecho,  pero  pidió  además  que 
en  caso  de  tener  efecto  la  evicción,  se  condenase  á los  deman- 
dantes al  saneamiento  respecto  á determinadas  fincas  no  ins- 
critas. 

Confesamos  que  en  todo  caso,  no  vemos  inconveniente  en  que 
el  comprador  al  contestar,  después  de  notificado  debidamente  el 
vendedor,  pida  que,  si  se  realiza  la  evicción,  sea  condenado  di- 
cho vendedor  al  saneamiento.  No  se  opone  á esta  doctrina  la 
sentencia  citada  de  20  de  Febrero  de  1904,  porque  de  ella  re- 
sulta que  el  comprador  pidió  la  citación  de  evicción,  y además 
el  saneamiento,  desde  luego,  y no  en  forma  condicional  como  pro- 
cedía . 

Códigos  extranjeros. — Los  artículos  1496  y 1497  del  Código 
italiano,  el  primero  de  los  cuales  dice  que  cuando  el  comprador 
haya  evitado  la  evicción  del  predio,  mediante  el  pago  de  una 
suma  de  dinero,  el  vendedor  puede  librarse  de  todas  consecuen- 
cias de  la  garantía,  reembolsándole  la  suma  pagada,  los  intere- 
ses y todos  los  gastos;  artículos  1843,  1844  y 1845  del  Código 
de  Chile;  artículos  1610  y 1617  del  de  los  Estados  de  Puebla 
y Baja  California,  consignando  este  último  el  principio  de  que 
si  el  que  enajena,  al  ser  emplazado,  manifiesta  que  no  tiene  me- 
dios de  defensa  y consigna  el  precio  por  no  quererlo  recibir  el 
adquirente,  queda  libre  de  cualquiera  responsabilidad  posterior 
á la  fecha  de  la  consignación;  art.  1463  de  Venezutla,  y 1666 
y 1674  del  de  Uruguay. 
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Si  la  finca  vendida  estuviese  gravada,  sin  mencio- 
narlo la  escritura,  con  alguna  car^a  ó servidumbre  no 
aparente,  de  tal  naturaleza  que  deba  presumirse  no  la 
habría  adquirido  el  comprador  si  la  hubiera  conocido, 
podrá  pedLr  la  rescisión  del  contrato,  á no  ser  que  pre- 
fiera la  indemnización  correspondiente. 

Durante  un  año,  á contar  desde  el  otorgamiento  de 
la  escritura,  podrá  el  comprador  ejercitar  la  acción  res- 
cisoria,  ó solicitar  la  indemnización. 

Transcurrido  el  año,  sólo  podrá  reclamar  la  indem- 
nización dentro  do  un  período  igual,  á contar  desde  el 
día  en  que  haya  descubierto  la  carga  ó servidumbre. 

Rescisión  de  la  venia  ó indemnización , por  haber  ocultado  el  ven- 
dedor una  carga  ó servidumbre  no  aparente:  plato  para  ejercitar  la  ac- 
ción.— Ya  la  ley  63,  tít.  5.°  de  la  Partida  5.a  había  dicho  en  su 
epígrafe  que  la  casa  o torre  que  deue  servidumbre  o que  fuese  tribu- 
taria, vendiendo  un  orne  a otro  si  la  encubre  el  vendedor,  se  puede  des- 
faier  la  vendida , y á este  mismo  supuesto,  aunque  no  expresado 
con  el  particularismo  que  lo  hacía  la  ley  de  Partidas,  se  refiere 
el  presente  art.  1483. 

En  rigor,  este  artículo  no  debía  estar  colocado  en  el  párra- 
fo l.°,  que  trata  del  saneamiento  en  caso  de  evicción,  sino  en 
el  2.°,  que  se  refiere  al  saneamiento  por  los  defectos  ó gravá- 
menes ocultos  de  la  cosa  vendida.  El  Código,  sin  embargo,  trata 
de  la  materia  con  motivo  del  saneamiento  en  caso  de  evicción, 
sin  duda  por  la  semejanza,  de  soluciones  que  establece  para  los 
dos  casos,  pues  en  ambos  atiende  á la  intención  presunta  del 
comprador,  y en  ambos  concede  el  ejercicio  de  la  acción  resci- 
soria,  (Véase  el  art.  1479.) 

Entrando  ya  en  el  examen  del  precepto,  entendemos  que  los 
puntos  fundamentales  de  su  critica . se  enouentran  en  las  pre- 
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guntas  que  un  escritor  jurídico,  distinguido  por  su  erudición  y 
talento,  formula  con  motivo  de  este  artículo. 

Dice  el  Código,  que  «si  la  finca  vendida  estuviese  gravada, 
sin  mencionarlo  la  escritura,  con  alguna  carga  ó servidumbre 
no  aparente,  de  tal  naturaleza  que  deba  presumirse  no  la  habría 
adquirido  el  comprador  si  la  hubiera  conocido,  podrá  pedir  la 
rescisión  del  contrato,  á no  ser  que  prefiera  la  indemnización 
correspondiente.»  Y añade  el  aludido  escritor  explicando  el  pre- 
cepto: se  comprende  que  las  servidumbres  aparentes  no  produz- 
can el  mismo  efecto,  puesto  que  su  existencia  y ejercicio  se  revela 
por  signos  que  las  hacen  públicamente  conocidas;  pero  si  el  gra- 
vamen ó la  servidumbre  no  aparente  estuviesen  incritos  en  el 
Registro  de  la  propiedad,  el  comprador  pudo  conocer  perfecta 
mente  el  estado  del  inmueble  vendido;  y si  sufre  perjuicio,  debe 
imputárselo,  no  sólo  al  vendedor,  sino  á él  mismo.  ¿Podrá,  no 
obstante,  pedir  la  rescisión  del  contrato,  ó la  indemnizición? 

No  contesta  dicho  escritor  á esta  pregunta,  limitándose  á for- 
mularla; pero  entendemos  nosotros  que  en  el  caso  propuesto  no 
tendrá  derecho  el  comprador,  ni  á la  resci-ión  del  contrato  ni  á 
pedir  indemnización  de  ninguna  especie.  La  razín  en  que  nos 
fundamos  nos  parece  bastante  clara:  el  art.  1537  dice:  tTodo  lo 
dispuesto  en  este  titulo  se  entiende  con  sujeción  á lo  que  respecto 
de  bienes  inmuebles  se  determina  en  la  ley  Hipotecaria.»  El  tí- 
tulo á que  se  refere  dicho  artículo,  es  el  que  trata  de  la  compra 
y venta,  en  el  cual  está  comprendido  el  artículo  que  comenta- 
mos; luego  es  evidente  que  su  precepto  debe  entenderse  su 
bordiuado  á las  disposiciones  de  la  ley  Hipotecaria.  Ahora  bien; 
una  de  las  bases  fundamentales  de  esta  ley  es  el  principio  que 
se  consigna  en  el  art.  24  de  la  misma,  que  dice  que  los  títulos 
inscritos  surtirán  su  eíecto  aun  contra  los  acreedores  singular- 
mente privilegiados  por  la  legislación  común;  luego  si  esas  car- 
gas ó servidumbres  están  inscritas  en  el  Registro,  es  visto  que 
deben  producir  sa  efecto  contra  el  comprador  de  la  finca  que  á 
esos  gravámenes  está  sujeta,  y ese  efecto  no  puede  ser  otro,  en 
el  caso  propuesto,  que  privarle  de  las  acciones  que  le  concede  el 
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flirt.  1483  del  Código,  que  sin  duda  le  asistirían  si* no  hubiera 
inscripción. 

Y así  debe  ser  en  buenos  principios,  porque  aparte  de  las 
semejanzas  que  entre  este  supuesto  y el  de  la  eviocion  parcial 
puedan  existir,  aquí  de  lo  que  en  realidad  se  trata  es  de  un  caso 
de  error.  Para  que  el  error  invalide  el  consentimiento — ha  dicho 
el  art.  1266— deberá  recaer  sobre  la  sustancia  de  la  cosa  que 
fuera  objeto  del  contrato , ó sobre  aquellas  condiciones  de  la 
misma  que  principalmente  hubiesen  dado  motivo  á celebrarlo; 
y por  esto  el  artículo  que  comentamos,  desarrollando  el  crite- 
rio del  1266,  concede  la  acción  roscisoria  ó el  derecho  á pedir 
indemnización  cuando  la  carga  ó servidumbre  no  aparente  sea 
de  tal  naturaleza  que  deba  presumirse  que  el  comprador  no  habría 
adquirido  la  cosa  si  la  hubiera  conocido  Pero  no  cabe  hablar  de 
error  cuando  no  ha  habido  ignorancia,  y la  ignorancia  es  legal- 
mente imposible  desde  el  momento  en  que  hay  un  Registro  pú- 
blico, cuyo  principal  objeto  es  precisamente  ese,  el  evitar  todo 
motivo  de  error  en  las  transacciones. 

Nos  confirma  en  nuestra  creencia  de  que  en  el  artículo  que 
comentamos  se  trata  de  un  caso  de  verdadero  error,  el  hecho  de 
que  el  Código  no  distinga  para  establecer  diferentes  soluciones 
según  que  el  vendedor  conociera  ó no  la  existencia  de  la  carga 
ó servidumbre  no  aparente.  Esto  es  completamente  indeferente: 
en  nuestra  opinión,  si  se  ocultó  la  carga  ó servidumbre  no  apa- 
rente, el  comprador  tendrá  derecho  á rescindir  ó á pedir  la  in- 
demnizad >u,  supiera  ó no  el  vendedor  la  existencia  del  grava- 
men, aunque  siempre,  como  hemos  dicho,  sobordinándose  el 
nacimiento  de  estas  acciones  á lo  dispuesto  en  la  ley  Hipoteca- 
ria en  la  forma  que  hemos  explicado. 

Por  el  contrario,  si  el  comprador  tenía  conocimiento  del  gra- 
vamen, aunque  éste  no  estuviese  inscrito  en  el  Registro  de  la 
propiedad,  y esto  se  demuestra  por  el  vendedor,  entendemos 
que  aquél  no  podrá  ejercer  ninguna  de  las  aoeiones  que  le  con- 
cede el  art.  1483,  pues  entonces  no  se  puede  decir  que  haya 
habido  error.  Esta  interpretación,  lejos  de  pugnar,  concuerda  con 
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los  términos  del  art.  1483,  el  en  al,  por  la  forma  de  su  redacción 
(«que  deba  presumirse  no  la  habría  adquirido  el  comprador  ti  U 

hubiera  conocido*),  claramente  deja  entrever  que  todo  el  precepto 

\ 

parte  del  supuesto  de  que  el  comprador  no  conocía  el  gravamen, 
de  donde  se  deduce  que  conociéndolo  falta  el  motivo  de  la  ley. 

El  auter  indicado,  refiriéndose  al  mismo  art.  1483,  dice  que 
éste  habla  solamente  del  caso  en  que  la  venta  se  efectúe  mediante 
escritura  pública.  Si  se  realizó  por  escrito  privado — añade— ¿no 
existirá  el  mismo  derecho?  ¿Deberá  previamente  compeler  el 
comprador  al  vendedor  al  otorgamiento  de  la  escritura  públioa, 
con  arreglo  al  art.  1279,  para  el  solo  efecto  de  solicitar  después 
la  rescisión  del  contrato?  Precisamente — concluye— en  el  caso 
de  efeetnarse  la  venta  por  documento  privado,  es  cuando  más 
razón  de  ser  tendría  el  prec°pto,  por  ser  más  fácil  la  ocultación 
del  gravamen  y más  probable  que  se  trate  de  fincas  no  inscritas. 

Cierto  que  el  art.  14  83  parece  que  se  refiere  solamente  al 
caso  de  que  el  contrato  se  haga  constar  por  escritura  pública; 
pero  por  las  razones  que  el  mismo  autor  apunta,  y además  porque 
no  hay  nada  dentro  del  art.  1483  que  á ello  se  oponga,  estima- 
mos que  su  precepto  puede  y debe  aplicarse  á los  casos  de  venta 
por  documento  privado.  Y aun  tampoco  vemos  dificultad  de  de- 
recho que  se  oponga  á su  aplicación  á aquellas  compras  y ventas 
que  se  hayan  convenido  verbalmente  y que  por  haber  mediado 
el  consentimiento,  se  pueden  llamar  perfectas:  la  dificultad 
donde  puede  estribar  es  en  la  prueba  de  los  hechos: 

Es  claro  que  si  el  artículo  es  aplicable  aun  en  el  caso  de 
ventas  hechas  por  documento  privado  ó verbalmente,  no  hay 
necesidad  de  compeler  previamente  al  vendedor  al  otorgamiento 
de  la  escritura  pública;  pues  la  pregunta  del  autor  aludido,  in- 
dudablemente se  refiere  al  caso  de  que,  apoyándose  en  el  tenor 
literal  del  art.  1483,  quiera  pretenderse  que  no  existe  el  dere- 
cho que  en  él  se  consagra,  sino  en  el  caso  de  mediar  dicha  es- 
critura. 

Debe  tenerse  en  cuenta,  para  la  aplicación  del  párrafo  l.° 
del  articulo  que  comentamos,  el  532  que  define  las  servidumbre* 
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aparentes  y las  no  aparentes,  lo  que  hemos  dicho  en  el  comen- 
tario al  art.  1479,  y que  ahora  puele  repetirse,  acerca  del  modo 
de  apreciar  la  presunta  intención  del  comprador  sohre  si  hu- 
biera comprado  ó no,  caso  de  conocer  el  gravamen,  lo  cual  es 
siempre  un  problema  de  prueba;  y por  último,  que  la  elección 
entre  la  acción  rescisoria  y la  de  indemnización  corresponde  al 
comprador,  sin  que  el  vendedor  pueda  oponer  nada  á esta  fa- 
cultad que  el  Código  le  concede. 

No  determina  el  Código  el  criterio  para  fijar  la  indemniza- 
ción; pero  desdo  luego  entendemos  que  una  de  sus  bases  será  el 
importe  del  menos  precio  que  á la  finca  se  deba  atribuir  en  vista 
de  la  existencia  del  gravamen.  Respecto  á los  daños  y perjui- 
cios fe  habrá  de  estar  á lo  que  dispone  el  art.  1 1 o7 . 

Los  dos  últimos  párrafos  del  art.  1483  se  refieren  á estable- 
cer el  filazo  de  prescripción  para  el  ejercicio  de  las  acciones  de 
que  venimos  hablando.  Este  plazo  es  de  un  año,  á contar  desde 
el  otorgamiento  de  la  escritura,  y en  su  defecto,  desde  el  día  en 
que  quedó  perfeccionada  la  venta  por  el  mutuo  consentimiento: 
tal  es  la  regla  general.  Pero  auu  pasado  ese  año  tendrá  derecho 
el  comprador  á ex:gir  la  indemnización,  siempre  que  lo  ejercite 
dentro  de  otro  igual  plazo  de  un  año,  á contar  desde  el  día  en 
que  se  haya  descubierto  la  carga  ó servidumbre.  De  suerte,  que 
pasado  el  primer  año,  á partir  de  la  escritura,  el  contrato  no 
puede  rescindirse  por  el  motivo  que  expresa  el  art.  l4vl;  queda 
tan  sólo  á salvo  la  acción  para  pedir  la  indemnizición.  El  hecho 
del  conocimiento  de  la  existencia  de  la  carga  ó servidumbre  para 
la  computación  del  filazo  puede  revestir  gran  interés  en  la  prác- 
tica, y de  su  prueba  dependerá  muchas  veces  el  óx.to  de  la  de- 
manda. 

Jurisprudencia.  — Las  servidumbres  aparentes,  visibles,  y 
aun  las  no  aparentes  conocidas  por  el  adqnirente,  aunque  no  se 
hallen  inscritas  en  el  Registro,  no  pueden  considerarse  como 
gravámenes  ocultos.  (Sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  5 de 
Abril  de  1898.) 

Vendido  un  terreno  para  edificar,  la  oironnstancia  de  ha- 
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liarse  sujeto  á la  facultad  del  Ayuntamiento  de  establecer  des- 
pués la  alineación  de  solares,  no  constituye  gravamen  oculto. 
(Sentencia  de  27  de  Enero  de  1906.) 

Códigos  extranjeros. — Artículos  1638  del  Código  francés;  1494 
del  italiano,  y 1625  del  de  Baja  California  y Puebla.  Este  úl- 
timo artículo  dice  que  si  la  finca  que  se  enajenó  se  hallaba  gra- 
vada, sin  haberse  hecho  mención  de  ello  en  la  escritura,  con 
alguna  carga  ó servidumbre  voluntaria  no  aparente,  el  que  ad- 
quirió puede  pedir  la  indemnización  correspondiente  al  grava- 
men ó la  rescisión  del  contrato.  Este  criterio  concuerda  con  el 
muy  razonable  de  García  Goyena,  quien  comentando  el  art.  1405 
del  Proyecto  de  1851,  decía  que  el  vendedor  no  responde  délas 
servidumbres  ó gravámenes  legales,  aunque  sean  aparentes,  ni 
está  obligado  á manifestarlos;  el  comprador  debe  saber,  y se 
presume  que  sabe,  el  derecho : por  consiguiente,  son  de  su 
cuenta,  pero  tan  sólo  para  lo  sucesivo,  no  por  los  atrasos,  si  los 
hubiere.  Art.  1460  de  Venezuela;  1678  del  Uruguay,  y 434  y 
siguientes  y 444  del  Código  dc.1  Imperio  alemán. 


§ 2.° 

Bel  saneamiento  por  los  defectos  ó gravámenes  ocultos  de  la  cosa 

vendida. 

AKTÍCULO  1484 

El  vendedor  estará  obligado  ai  saneamiento  por  los 
defectos  ocultos  que  tuviere  la  cosa  vendida,  si  la 
hacen  impropia  para  el  uso  á que  se  la  destina,  ó si 
disminuyen  de  tal  modo  este  uso  que,  de  haberlos  co- 
nocido el  comprador,  no  la  habría  adquirido  ó habría 
dado  menos  precio  por  ella;  pero  no  será  responsable 
de  los  defectos  manifie¡-tos  ó que  estuvieren  á la  vista, 
ni  tampoco  de  los  que  no  lo  estén,  si  el  comprador  es 
un  perito  que,  por  razón  de  su  oficio  ó profesión,  de- 
bía fácilmente  conocerlos. 
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ARTÍCULO  1485 

El  vendedor  responde  al  comprador  del  saneamiento 
por  los  vicios  ó defectos  ocultos  de  la  cosa  vendida, 
aunque  les  ignorase. 

Esta  disposición  no  regirá  cuando  se  haya  estipu- 
lado lo  contrario,  y el  vendedor  ignorara  los  vicios  ó 
defectos  ocultos  de  lo  vendido. 

ARTÍCULO  1486 

En  los  casos  de  los  dos  artículos  anteriores,  el  com- 
prador podrá  optar  entre  desistir  de!  contrato,  abo- 
nándosele los  gastos  que  pagó,  ó rebajar  una  cantidad 
proporcional  del  precio,  á juicio  de  peritos. 

Si  el  vendedor  conocía  los  vicios  ó defectos  ocultos 
de  la  cosa  vendida  y no  los  manifestó  al  comprador, 
tendrá  éste  la  misma  opción  y además  se  le  indemni- 
zará de  los  daños  y perjuicios,  si  optare  por  la  rescisión. 

I.  Objeto  de  las  acciones,  redhihüorias  y quanti  minoris. — La 

doctrina  de  loa  vicios  redlnbitcrios  se  aplicó  en  un  principio  en 
liorna  solamente  á las  ventas  de  animales;  pero  después,  en  el 
proceso  evolutivo  de  aquel  derecho  y por  razón  de  aLalogía,  se 
generalizó  dicha  doctrina  incluso  á las  ventas  de  los  inmuebles. 

La  ley  65,  tít.  5.°  de  la  Partida  5.a,  claramente  fijó  ya  los 
supuestos  de  las  acciones  redtdbitoria  y estimatoria  ó quanti 
minoris  á cuyo  ejercicio  se  refieren  los  artículos  puertos  al  frente 
de  este  comontario.  Tiene  por  objeto  la  aciión  redliibitoria  ob 
tener  la  rescisión  del  contrato  de  compra  y venta  en  virtud  de 
la  exiotencia  en  la  cosa  de  los  defectos  de  que  seguidamente  ha- 
blaremos, ó empleando  las  palabras  del  Código,  llegar  al  desis- 
timiento del  contrato;  y tiende  la  acción  quanti  minoris  óeatima- 
toria  á procurar  la  devolución  de  parte  del  precio  entregado 
por  el  comprador,  en  virtud  también  de  esos  mismos  defectos. 
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Condición  indispensable  para  el  ejercicio  de  estas  acciones 
€fl  la  de  la  existencia  de  los  vicios  6 defectos  llamados  redhibí- 
torios,  por  cuyo  motivo  nos  ocuparemos,  en  primer  lugar,  en 
hjar  el  concepto  de  éstos. . 

II.  Qué  se  entiende,  'por  vicios  ó defectos  redhiYtorirs. — Dicho 
en  breves  palabras,  son  aquellos  que  pueden  dar  lugar  á la  red- 
hibición; pero  como  para  que  esto  ocurra  es  menester  que  coin- 
cidan ciertas  circunstancias,  de  aquí  que  sólo  con  el  examen  de 
éstas  podremos  llegar  á formar  el  concepto  que  investí /amos. 

Desde  luego  se  echa  de  ver  que  la  simple  ausencia  en  la  cosa 
de  determinadas  cualidades,  que  el  comprador  creía  haber  encon- 
trado en  ella,  no  puede  estimarse trcorno  un  vicio  redhibitorio. 
Una  cosa  es  que  el  objeto  vendido  carezca  de  ciertas  bondades, 
y otra  que  positivamente  tenga  ciertos  vicios.  No  quiere  esto 
decir  que  al  comprador  no  asista  nunca  ningún  derecho  en  estos 
casos:  si,  por  ejpmplo,  contrató  mercancías  de  una  clase  y se  le 
dan  de  otra  distinta,  ó si  el  vendedor  le  aseguró  que  la  cosa 
tenia  ciertas  cualidades  y no  las  tiene,  motivos  son  estos  de 
evidente  perjuicio  en  virtud  de  los  cuales  puede  el  comprador 
obrar  en  justicia  contra  el  vendedor;  pero  lo  que  queremos  decir 
es  que  no  son  I03  diches  casos  de  redhibición,  ni,  por  lo  tanto, 
cabrá  ejercitar  en  ellos  la  acción  redhib  toria,  ni  la  quanti  mino- 
vis.  Así,  sin  duda,  lo  entiende  el  Código  al  declarar,  caso  de  nu- 
lidad, el  que  prevé  más  adelante  en  el  párrafo  : 2 ,°  del  art.  1 19  L 
Un  buey,  por  ejemplo,  pueda  ser  excelente  para  11  ¡vario  al  ma- 
tadero y,  sin  embargo,  no  servir  de  presente  para  ponerlo  en 
una  yunta  y dedicarlo  á arar;  pero  esta  falta  de  aptitud  del  ani- 
mal para  ese  determinado  servicio  no  es  un  defecto,  i i mucho 
menos  un  defecto  redhibitorio,  por  más  que,  si  f íó  vendido  como 
útil  para  la  labor,  y no  lo  era,  pueda  el  comprador  rec’amar  á su 
transferente,  como  después  veremos. 

El  vicio  redhibitorio  ha  de  constituir,  como  las  mismas  pala- 
bras empleadas  por  el  Código  lo  están  indicando,  un  defecto, 
una  imperfección  en  la  cosa,  y un  defecto  de  tal  naturaVza,.  que 
entrañe  cierta  importancia,  pues  una  imperfección  cualquiera, 
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un  defecto  de  poca  monta,  carece  de  entidad  para  dar  lugar  á la 
redhibición. 

Surge  aquí  la  recesidad  de  fijar  lo  que  pudiéramos  llamar  el 
tanto  del  defecto,  pues  si  doctrinalmente  el  vicio  redhibitorio 
queda  perfectamente  caracterizado  con  lo  .dicho,  en  un  código  es 
preciso  establecer  fórmulas  más  concretas  y menos  vagas.  Pero 
por  mucho  que  se  quiera  concretar,  fácilmente  se  comprende  que 
no  es  este  un  caso  como,  por  ejemplo,  el  de  los  excesos  ó defec- 
tos de  cabida  que  hemos  estudiado  en  los  artículos  1469,  1470 
y 1471,  en  los  que  se  pudo  llegar  á una  representación  numé- 
rica como  límite;  aquí  la  fórmula  no  puede  ser  tan  concreta,  y 
siempre  en  su  aplicación  quedará  la  mayor  parte  del  problema 
pendiente  de  la  prueba  que  se  practique  y de  la  apreciación  que 
de  la  misma  hagan  los  tribunales. 

Si  las  cosas  se  compran  para  obtener  de  ellas  los  resultados 
útiles  que  según  su  naturaleza  se  pueden  obtener  de  las  mis- 
mas, es  detir,  si  las  cosas  se  compran  para  destinarlas  á su  uso 
adecuad  3,  no  ( abrá  duda  alguna  de  que,  cuando  por  la  existen- 
cia de  un  defecto,  ese  uso  es  imposible  ó resulta  de  tal  modo  dis- 
minuido, que  hay  motivo  para  pensar  que  existe  un  verdadero 
error,  el  vicio  ó dtf  -cto  tiene  entidad  é importancia  suficientes 
para  dar  lugar  á la  redhibición.  Pues  bien;  esta  es  la  norma 
adoptada  su.-.tancialmente  por  el  Código  para  marcar  el  límite 
que  separa  los  vicios  redhibitorios  de  aquellos  otros  de  menos 
importancia  que.no  dan  lugar  á esa  solución  jurídica. 

El  art.  1484  dice  que  los  vicios  han  de  ser  tales  que  hagan 
á la  cosa  impropia  para  el  uso  á que  se  la  destina  ó que  dismi- 
nuyan de  tal  modo  este  uso  que,  de  haberlos  conocido  el  com- 
prador, no  la  hab  ía  adquirido,  ó habría  dado  menos  precio  por 
ella.  Todo  aquí,  como  hemos  dicho,  depende  de  la  prueba,  tanto 
el  hecho  de  que  la  cosa  sea  realmente  impropia  para  el  uso  á 
que  se  la  destina,  como  lo  que  ocasionará  mayores  dificultades 
prácticas,  lo  referente  á la  intención  presunta  del  comprador  en 
el  supuesto  de  que  hubiera  conocido  los  defectos  de  la  cosa. 

En  cuanto  al  uso  de  la  cosa,  entendemos  que  debe  tenerse  en 
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cuenta,  en  el  caso  de  que  la  cosa  se  preste  á varios,  si  en  el  con- 
trato se  fijó  á cuál  iba  á ser  destinada  por  el  comprador;  si  no 
se  hubiese  fijado,  debe  estimarse  que  la  cosa  fué  comprada  para 
hacer  de  ella  el  uso  más  conforme  á su  naturaleza  y más  en  ar- 
monía con  la  clase  de  negocios  ú operaciones  á que  se  dedicaba 
el  adquirente. 

Además  de  la  condición  que  se  refiere  á su  importancia,  el 
vicio,  para  que  sea  redhibitorio,  ha  de  tener  otra,  la  de  ser  oculto. 
Confirma  este  requisito  lo  que  venimos  diciendo,  de  que  se  trata 
de  un  caso  de  error.  Sólo  siendo  el  defecto  oculto,  es  cuando  se 
puede  decir  que  el  comprador  ha  contratado  con  error,  pues  si 
está  á la  vista,  de  tal  modo  que  no  es  posible  racionalmente  pon 
sar  que  pasó  para  él  inadvertido,  ninguna  acción  asistirá  al 
comprador. 

El  Código  establece  este  requisito  en  el  mismo  art.  1484-  di- 
ciendo, en  primer  lugar,  que  el  defecto  ha  de  ser  oculto,  y aña- 
diendo después  que  el  vendedor  no  será  responsable  de  aquellos 
defectos  manifiestos  que  estuvieren  á la  vista. 

La  cualidad  de  oculto  del  vicio  ó defecto,  es  una  cualidad  re- 
lativa, esto  es,  que  hace  relación  al  comprador;  de  suerte  que  lo 
que  hay  que  poner  en  claro  para  ver  si  procede  la  acción  redhi- 
bitoria,  es,  no  si  el  defecto  es  ó no  oculto  en  términos  generales, 
sino  si  efectivamente  lo  fué  para  el  comprador  en  el  momento  en 
que  contrató,  tíl  Código  se  ha  hecho  cargo  de  este  esencial  sen- 
tido que  inspira  la  materia  de  que  tratamos,  como  se  desprende 
de  la  última  parte  del  art.  1484,  en  la  que  afirma  que  el  vendo- 
dor  no  responderá  de  los  defectos  que  no  estén  á la  vista,  si  el 
comprador  es  un  perito  que,  por  razón  de  su  oficio  ó profesión, 
debía  fácilmente  conocerlos.  De  modo  que  un  mismo  defecto 
puede  tener  para  una  persona  la  consideración  legal  de  oculto, 
y,  por  lo  tanto,  de  redhibitorio,  y para  otra  no;  y así  debe  ser, 
porque  las  aptitudes  de  las  personas  no  son  las  mismas,  y de  lo 
que  aquí  se  trata  es  de  que  surtan  efectos  jurídicos  esas  distin 
tas  circunstancias  personales  en  relación  con  el  contrato  cele- 
rado, en  la  medida  que  esto  puede  lograrse  por  la  ley  civil.  Por 
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cío  el  Códijo  no  hace  responsable  al  vendedor  de  loa  vicios  ocul- 
tos eo  e!  cas)  de  que,  siendo  perito  el  comprador,  debiera  fácil- 
ueite  co  o merlos  pf  r razie  de  su  profesión  ú oficio,  ya  que  la 
pe  -ni  c ón  de  qi.e  los  conoció,  lejos  de  ser  aventurada,  tiene  un 
s 1 do  fui  d mentó. 

Kó-e.-r,  sin  embargo,  que  hay  defectos  cuya  observación  de 
memento  escapa  á la  mayor  pericia,  por  ser  necesario  un  cierto 
tra  imumo  de  tiempo  para  apreciarlos;  de  aquí  que  el  Código  no 
d ga  si  l ímente  que  no  res]  onderá  de  ellos  el  vendedor  cuando 
el  que  compre  sea  perito,  sino  que  añade  que  es  menester  que 
sean  d-  fallos  de  tal  naturaliza,  que  el  perito  por  razón  de  su 
oficio  ó piofesiÓD,  debiera  fácilmente  conocerlos. 

No  i r<  emos  j reciso  decir  que  la  existencia  del  vicio  ó defecto 
ha  de  referirse  al  momento  en  que  se  celebra  el  contrato,  pues 
de  los  que  con  posterioridad  puedan  afectar  á la  cosa  no  se  puede 
hacer  cargo  alguno  al  vendedor.  Pero  si  esto  es  evidente,  no  lo 
ha  parecido  tanto  el  criterio  que  deba  adrptarse  s<  bre  si  al  com* 
prador  demandante  corresponde  la  prueba  de  que  el  defacto  que 
alega  c omo  fundamento  de  la  acción  redhibitoria  existía  al  tiem- 
po di  1 contrato,  ó si,  por  el  contrario,  debe  entenderse  que  hay 
una  presunción  á su  favor  que  le  releva  del  trabajo  de  probar. 

Si  el  defecto  ex’ste  en  el  momento  en  que  se  interpone  la  de- 
manda, se  ha  dicho,  lo  probable  será  que  existiese  al  otorgarse 
el  contrato,  de  donde  se  deduce  que  una  presunción  ampara  al 
comprador.  Mas  por  razonable  que  á primera  vista  pueda  pare- 
cer este  ciiterio,  no  podemos  suscribirlo,  y entendemos,  por  el 
contrario,  que  el  demandante  debe  probar  los  hechos  todos  en 
que  funda  su  demanda,  ó sea,  no  solamente  la  existencia  del  de- 
fecto redl.ibitorio  en  el  momento  en  que  la  interpone,  sino  en 
aquel  otro  en  que  contrató. 

Para  que  el  comprador  se  entendiese  sustraído  del  imperio 
de  este  principio  general  que  rige  para  todo  demandante,  seria 
menester,  ó bien  que  tuviese  i su  íavor  una  presunción  legal,  ó 
que  hubiese  términos  hábiles  para  formularla  judicialmente- 
' Ahoia  bim:  la  ley  no  establece  presunción  alguna,  y es  sabido- 
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que  no  hay  más  presunciones  legales  que  las  que  la  ley  expresa- 
mente instituye,  y para  formularla  judicialmente  no  hay  ele- 
mentos suficientes,  ya  que,  según  el  art.  1253,  es  indispensable 
qne  entre  el  hecho  demostrado  y aqutl  que  se  trate  de  deducir 
haya  un  enlace  preciso  y direi  to,  según  las  reglas  del  criterio 
humano,  y por  nuestra  parte  no  vem  s ese  enlace  preciso  y di- 
recto, al  menos  en  la  generalidad  de  los  casos.  No  negamos  la 
posibilidad  de  que  en  algunos,  por  la  índole  misma  del  defecto, 
se  pueda  alegar  la  presuncióu  juuicialmente;  pero  esto  no  quiere 
decir  que,  como  regla  general,  deba  afirmarse  que  esa  presun- 
ción favorece  al  comprador,  relevándole  de  toda  prueba. 

Algunos  casos  curiosos  de  la  jurisprudencia  fi  ancesa  que 
refiere  Laurent,  han  dado  lugar  á que  se  plantee  una  cuestión, 
que  no  deja  de  ser  interesante. 

Unos  libreros  compraron  un  cierto  número  de  ejemplares  de 
La  Lárdeme , periódico  que  atacaba  en  aquella  sazón  con  gran 
atrevimiento  al  Gjbierno  imperial  de  Francia;  pero  los  ejempla- 
res fueron  secuestrados  y el  negocio  de  los  libreros  resultó  falli- 
do. En  vista  de  estos  hechos,  interpusieron  acción  redhibitoria 
contra  el  editor  del  periódico.  La  acción,  sin  embargo,  no  pros- 
peró, porque,  según  el  art.  1G  12  del  Código  francés,  el  vendedor 
no  es  responsable  de  los  defectos  manifiestos,  de  los  cuales  pudo 
convencerse  el  comprador.  Precisamente  en  el  caso  propuesto 
los  compradores  especu'aban  sobre  la  violencia  de  los  ataques  á 
que  se  dedicaba  La  Lánceme,  y no  podían  alegar  que  su  consen- 
timiento faé  viciado  por  el  error. 

El  abate  Guettée  publicó  una  historia  de  la  Iglesia,  la  cual, 
por  estar  inspirada  en  el  espíritu  galicano,  fuó  puesta  en  el  In- 
dice. El  editor  que  había  expuesto  su  capital  en  este  negocio 
interpuso  contra  el  abate  una  acción  redhibitoria.  ¿Es  el  galica- 
mamo  —pregunta  Laurent — un  vicio  redhibitorio?  Planteada 
la  cuestión  en  estos  términos,  y respecto  de  la  obra  de  que  se 
trataba,  el  Tribunal  de  Comercio  de  París  dió  la  razón  al 
editor. 

Prescindiendo  de  la  circunstancialidad  de  estos  casos,  en 
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verdad  interesantes,  cabe  formular  el  problema  en  términos  ge- 
nerales, diciendo:  la  doctrina  de  los  vicios  redhibitorios,  ¿es 
aplicable  á las  publicaciones  literarias? 

Laurent,  en  uno  de  sus  geniales  arranques,  exclama:  nos 
repugna  poner  en  la  misma  linea  la  doctrina  de  Bossuet  que  el 
muermo  ó el  tifus.  Mas  esto,  que  podrá  ser  una  frase  afortuna- 
da, no  es,  sin  embargo,  una  razón. 

No  creemos  que  al  redactarse  los  artículos  que  comentamos 
se  havan  teni  lo  en  cueuta  para  nada  las  obras  literarias,  ni,  por 
consiguiente,  que  el  ánimo  del  h-gislador  haya  sido  considerar- 
las incluidas  en  sus  preceptos.  La  estructura  de  las  disposicio- 
nes del  Código,  la  forma  de  su  redacción  y el  atender  al  uso 
posible  del  objeto  vendido  como  norma  para  calificar  ó no  de 
redhibitorios  los  vicios  ó defectos,  claramente  nos  dan  á enten- 
der que  la  ley  ha  querido  referirse  á las  cosas  materiales  en  que 
ordinariamente  se  piensa  cuando  se  legisla  para  las  transaccio- 
nes comunes  y corrientes  de  la  vida. 

La  propiedad  literaria  está  considerada  como  una  propiedad 
especial,  y los  contratos  á que  da  lugar  ol’recen  también  induda- 
bles caracteres  de  especialidad  que  reclaman  una  reglamenta- 
ción independiente,  según  tenemos  dicho  en  el  comentario  á los 
arts.  1 4 15  y 1446. 

Enhorabuena  que  la  obra  literaria  tenga  aptitud  para  ser 
objeto  del  contrato  de  compra  y venta;  pero  de  esto  á entender 
que  le  puedan  ser  aplicables  todas  las  disposiciones  de  este  con- 
trato sin  aquellas  modificaciones  que  la  naturaleza  de  la  cosa 
demanda,  va  mucha  diferencia.  Hablar  de  defectos  ocultos  de 
un  libro  en  el  que  todo  está  á la  vista,  y que  á completa  satis- 
facción puede  ser  leído  y me  litado,  es  llevar  la  razón  de  analo- 
gía á un  extremo,  al  cual,  en  realidad,  no  puede  alcanzar.  Al 
acto  mediante  el  cual  una  persona  cede  á otra  la  propiedad  de 
una  obra  literaria,  podrán  ser  aplicables  los  conceptos  funda- 
mentales de  la  compraventa,  los  que  propiamente  rigen  la  trans- 
misión; pero  no  los  que  preven  supuestos  especialísimos,  porque 
el  Código  no  ha  legislado  para  las  obras  literarias,  como  lo  de- 
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muestra  la  general  aspiración  de  los  autores  de  que  esa  legisla- 
ción, que  hoy  falta,  se  formule  y se  promulgue. 

No  quiere  esto  decir  que  si,  por  ejemplo,  un  editor  encarga 
á un  autor  un  libro  que  reúna  precisamente  determinadas  con- 
diciones, y el  autor  se  aparta  de  ellas,  tenga  el  editor  que  acep- 
tar la  obra  tal  y como  haya  salido  de  la  pluma  del  que  la  escri 
bió  y pagar  por  ella  el  precio  estipulado;  no.  El  editor  tendrá 
acción  contra  el  autor,  pero  no  será  la  redhibitoria;  pues  ya 
hemos  dicho  antes  que  el  mero  hecho  de  no  reunir  la  cosa  deter- 
minadas cualidades,  no  constituye  un  vicio  ó defecto  oculto  de 
los  que  dan  lugar  á la  redhibición. 

III.  Cosas  á que  se  aplica  la  doctrina  de  los  vicies  redhibitorios . 
Antes  del  Código  la  letra  de  la  ley  63,  tít.  5.°,  Partida  5 a,  dió 
lugar  á que  por  algunos  se  pensase  que  cuando  se  trataba  de 
bienes  inmuebles,  el  comprador  sólo  podía  ejercitar  la  acción 
redhibitoria,  teniendo  la  facultad  de  escoger  entre  ésta  y la 
quanti  minoris  sólo  en  el  caso  de  compra  y venta  de  animales; 
pero,  como  dice  el  Sr.  Sánchez  Román,  fortalecido  con  la  opinión 
de  Gregorio  López,  siendo  indudable  que  es  de  menos  importan 
cía  la  accióu  estimatoria  que  la  redhibitoria,  sus  fines  de  menor 
alcance,  é igual  el  supuesto  de  la  procedencia  de  su  ejercicio, 
sea  la  que  fuere  la  deficiencia  de  expresión  literal  de  la  ley  de 
Partida,  no  pudo  ofrecer  duda,  en  el  antiguo  derecho,  que  entre 
ambas  acciones  podía  elegir  el  comprador,  en  el  caso  de  vicios 
ocultos  de  la  cosa  vendida,  cualquiera  que  sea  la  naturaleza  de 
semoviente,  mueble  ó raíz  que  la  misma  tenga. 

Después  del  Código,  esas  deficiencias  de  expresión  han  des- 
aparecido: los  artículos  que  comentamos  se  refieren  á la  cosa 
vendida  en  general,  de  donde  se  deduce  que  no  procede  hacer 
distinción  de  ninguna  especie,  y que,  por  lo  tanto,  á los  mué 
bles,  inmuebles  y semovientes  son  aplicables  los  artículos  á que 
nos  referimos,  salvo  los  preceptos  especiales  para  las  ventas  de 
animales,  de  que  más  adelante  nos  ocuparemos. 

IV.  Efectos  de  la  ignorancia  del  vendedor. — En  cuanto  á la  ig- 
norancia que  el  vendedor  tenga  de  los  vicios  ó defectos  ocultos, 
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como  con  la  responsabilidad  que  la  ley  le  impone  no  se  procura 
castigar  su  mala  fe,  sino  simplemente  subsanar  en  lo  posible  ei 
error  con  que  contrató  el  comprador,  es  indudable  qu9  no  pue 
de  producir  efecto  alguno,  y mucho  menos  el  de  librarle  de  las 
obligaciones  á que  la  ley  le  sujeta.  El  Oo  ligo  asi  lo  reconoce  al 
decir  en  el  primer  párrafo  del  art.  1485  que  el  vendedor  res 
ponde  al  compra  lor  del  saneamiento  por  los  vicios  ó defectos 
ocultos  de  la  cosa  vendida,  aunque  los  ignorase. 

La  responsabilidad  de  que  nos  ocupamos  es  un  requisito  na 
tural  de  la  compra  y venta,  pues  al  cabo  forma  parte  del  sauea 
miento,  s°gún  el  tecnicismo  del  Cóiigo,  y como  tal  requisito  na- 
tural está  sujeto  á la  voluntad  de  las  parcas,  ya  que  los  requiai 
tos  naturales,  si  bien  se  sobreentienden,  pueden  en  cambio  ser 
derogados  por  los  contratantes. 

El  Código  se  ha  hecho  cargo  de  este  supuesto,  y á semejanza 
del  precepto  del  art.  1476,  que  dice  que  será  nulo  todo  pacto 
que  exima  al  vende  lor  de  responder  de  la  evicción,  siempre  que 
hubiere  mala  fe  de  su  parte,  el  párrafo  segundo  del  art.  J 4 8 5 , 
que  permite  derogar  la  responsabilidad  del  vendedor  por  los  vi- 
cios ó defectos  ocultos,  en  virtud  de  convenio  de  los  contratan- 
tes, añide,  sin  embargo,  una  condición  precisa  para  que  ese 
convenio  pueda  tener  efectos  legales,  y es  la  de  que  el  vendedor 
ignorara  los  vicios  ó defectos  ocultos  de  lo  vendido.  Y así  debe 
ser,  pues  lo  contrario  valdría  tanto  como  autorizar  el  íraude  y 
permitir  la  renuncia  de  la  acción  para  exigir  la  responsabilidad 
procedente  del  dolo,  lo  cual  no  puede  hacerse,  según  el  artícu- 
lo 1102. 

V.  Contenido  de  las  acciones. — Dice  el  art.  1486  que  en  los 
casos  de  los  dos  artículos  anteriores  (es  decir,  cuando  hubiese 
defectos  ocultos  que  hacen  á la  cosa  impropia  para  el  uso  á que 
se  la  destina,  ó disminuyen  de  tal  modo  éste,  que  de  haberlos 
conocido  el  comprador  no  la  habría  adquirido  ó habría  dado  me- 
nos precio  por  ella,  ya  los  contzca  ó los  ignore  el  vendedor» 
siempre  que  en  este  último  caso  no  se  hubiese  pactado  lo  con- 
trario), el  comprador  podrá  optar  entre  desistir  del  contrato  „ 
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abonándosele  los  gastos  que  pagó,  ó rebajar,  una  cantidad  pro- 
porcional del  precio  á juicio  de  peritos. 

El  primer  supuesto  es  el  de  la  acción  redhibitoria;  el  segun- 
do, el  de  la  quanti  minoris  ó ( sti  jaatoria.  La  elección  correspon- 
de al  comprador,  pues  nadie  mej  >r  que  él  puede  decidir  si,  á 
pesar  de  los  defectos,  la  cosa  puede  prestarle  alguna  utilidad, 
de  tal  suerte,  que  se  entiendan  satisfechos  los  fines  del  contrato, 
aunque  sea  de  un  modo  imperfecto  ó incompleto.  Si  se  decidiere 
por  la  subsistencia  de  la  compra  y venta,  nada  más  justo  que  la 
rebaja  proporcional  del  precio. 

Aunque  el  Código  no  lo  dice,  es  de  rigor  que  los  peritos  sean 
designados  por  ambas  partes.  ¿Qué  ocurrirá  si  conformes  com- 
prador y vendedor  en  la  existencia  dtl  defecto  no  se  ponen  de 
acuerdo  en  el  nombramiento  de  peiitos,  ó el  vendedor  se  niega 
caprichosamente  á hacer  designación  algunaV  ¿Podrán  los  peri- 
tos, ó,  en  su  caso,  el  tercero,  ser  nombrados  por  el  Juez?  ¿Ne- 
cesitará el  comprador  para  este  solo  efecto  demandar  al  vende- 
dor en  juicio  ordinario? 

Bien  se  ncs  alcanza  que  estas  cuestiones  más  son  do  derecho 
procesal  que  del  civil,  y que,  eu  rigor  de  doctrina,  el  Código  no 
ha  debido  ocuparse  de  ellas.  Pero  aunque  el  rigorismo  técnico 
hubiera  padecido  algún  tanto,  quizá  la  utilidad  del  precepto  que 
comentamos  dependía  precisamente  de  la  naturaleza  del  proce 
dimiento  que  con  él  se  enlaza  y relaciona  íntimamente. 

Desde  luego  no  hay  cuestión  cuando  ios  interesados  están 
conformes  en  el  modo  de  designar  los  peritos.  Desde  luego  tam- 
bién, si  media  c mtienda  judicial,  el  nombramiento  se  hará  del 
modo  que  determiua  la  ley  procesal.  Pero  en  último  término, 
aun  sin  mediar  contienda  ni  conformidad  en  la  designación,  en 
su  caso,  del  perito  tercero,  puede  para  ello  solicitarse,  en  acto 
de  jurisdicción  voluntaria,  la  intervención  del  Juez. 

La  acción  re  .hibitoria  lleva  naturalmente  consigo  la  devolu- 
ción respectiva  de  la  cosa  y del  precio  con  sus  frutos  ó intere- 
ses, ó compensándose  éstos  con  aquéllos.  En  caso  do  tratarse  de 
venta  de  animales,  los  gastos  de  su  alimentación  son,  según  la 
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opinión  más  admitida  y fundada,  compensables  con  los  servi- 
cios prestados  por  el  animal,  y los  gastos  de  la  enfermedad  ó 
defecto  que  motivó  el  saneamiento,  deben  ser  satisfechos  por  el 
vendedor.  Las  palabras  «gastos  que  pagó  el  comprador»,  em- 
pleadas en  el  art.  1486,  puede,  en  efecto,  entenderse  que  no  se 
limita  á los  gastos  del  contrato,  sino  á ellos  y á cuantos  gastos 
se  le  ocasionen  por  los  vicios  ó defectos  de  la  cosa  que  se  lo 
vendió.  Pero  como  estos  últimos  merecen  realmente  la  conside- 
ración de  daños,  parece  más  acertado  comprenderlos  en  el  se- 
gundo párrafo  del  artículo,  y considerarlos  sólo  exigibles  en  el 
caso  de  mediar  mala  fe,  ó por  lo  menos  culpa  ó negligencia,  con 
arreglo  al  art.  1902. 

No  es  consecuencia  la  responsabilidad  del  vendedor,  por  ra- 
zón de  los  vicios  ocultos,  de  la  ignorancia  ó conocimiento  que 
de  los  mismos  tenga,  según  hemos  dicho  repetidamente,  porque 
de  lo  que  se  trata,  como  también  hemos  afirmado,  es  de  subsa- 
nar en  lo  posible  el  error  con  que  el  comprador  contrató;  pero  si 
el  vendedor  conocía  los  defectos  y no  los  manifestó  al  compra- 
dor, se  puede  decir  que  procedió  con  verdadero  dolo,  y el  dolo 
supone  una  situación  jurídica  que  añade,  sin  duda,  un  aspecto 
más  á la  cuestión  de  la  responsabilidad  del  vendedor. 

La  consecuencia  necesaria  de  todo  hecho  doloso  es  la  obliga- 
ción en  el  que  lo  realiza  de  indemnizar  les -daños  y perjuicios, 
que  serán,  según  el  párrafo  2.°  del  art.  1 107,  todos  los  que  co- 
nocidamente se  deriven  de  la  falta  de  cumplimiento  de  la  obliga- 
ción, en  el  presente  caso,  del  hecho  llevado  á cabo. 

De  esta  doctrina  general  ha  hecho  el  Código  aplicación  par- 
ticular al  supuesto  de  los  vicios  ó defectos  ocultos,  declarando 
en  el  párrafo  2.°  del  art.  1486,  que  si  el  vendedor  los  conocía  y 
no  los  manifestó  al  comprador,  tendrá  éste  la  misma  opción  (la 
de  escoger  entre  la  acción  redhibtoria  y la  qmnti-minoris)ty  ade 
más  se  le  indemnizará  de  los  daños  y perjuicios,  si  optare  por  la 
rescisión,  y no  en  el  otro  caso,  porque  para  la  rectificación  ó re 
baja  del  precio  se  habrán  tenido  en  cuenta  los  perjuicios  su- 
fridos. 
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Por  último,  aun  cuando  el  Código  no  lo  dice,  entendemos 
que  el  ejercicio  de  las  dos  acciones  de  que  venimos  ocupándonos 
es  incompatible,  y que,  por  lo  tanto,  intentada  la  una  no  puede 
el  comprador  abandonar  a para  hacer  uso  de  la  otra,  pues  si 
bien  le  corresponde  la  opción,  esta  opción,  en  buenos  principios, 
dura  hasta  que  se  opta,  pero  no  después.  Así  se  entendía  en  el 
derecho  antiguo,  de  acuerdo  con  el  remano. 

VI. — Códigos  extranjeros. — Artículos  1641,  1642,  1643,  1644, 
1645  y 1646  del  Código  francés;  1498,  1499,  1500,  1501,  1502 
y 1503  del  italiano;  1857,  1858,  1859,  1860  y 1861  del  chileno; 
3004,  3005,  3006,  3007  y 3008  del  de  íUja  California  y Puebla, 
y 1582  del  portugués.  Ofrece  la  particularidad  este  último  ar- 
tículo de  que,  apartándose  de  los  demás  c tados,  consigna  el  prin- 
cipio de  que  el  contrato  de  compraventa  no  podrá  ser  rescindido 
bajo  pretexto  de  lesión  ó vicios  de  la  cosa,  de  los  llamados  red- 
hibitorios,  salvo  si  esa  let-ión  ó esos  vicios  llevasen  consigo  error 
que  anule  el  consentimiento,  según  la  doctrina  general  del  Có- 
digo portugués,  ó si  hubiese  convenio  en  contrario.  Arts.  459, 
460,  462  y siguientes  del  Código  del  Imperio  alemán;  1414  del 
argentino;  1679,  1680,  1681  y 1682  del  uruguayo,  y 1464,  1465, 
1466,  1467  y l-t68  del  de  Venezuela. 

Tambiéu  concuerdan  con  los  arts.  1406,  1407  y 1408  del 
Proyecto  de  Código  civil  español  de  1851. 

ARTÍCULO  1487 

Si  la  cosa  vendida  se  perdiere  por  electo  de  los  vi- 
cios ocultos,  conociéndolos  el  vendedor,  sufrirá  éste  la 
pérdida,  y deberá  restituir  el  precio  y abonar  los  gas- 
tos del  contrato,  con  los  daños  y perjuicios.  Si  no  los 
conocía,  debe  sólo  restituir  el  precio  y abonar  los  gas- 
tos del.  contrato  que  hubiese  pagado  el  comprador. 

articulo  1488 

Si  la  cosa  vendida  tenía  algún  vicio  oculto  al  tiempo 
de  la  venta,  y se  pierde  después  por  caso  fortuito  ó 
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por  culpa  del  comprador,  podrá  éste  reclamor  del  ven- 
dedor el  precio  que  pagó,  con  la  rebaja  del  valor  que 
la  cosa  tenía  al  tiempo  de  perderse. 

Si  el  vendedor  obró  de  mala  fe,  deberá  abonar  al 
comprador  los  daños  ó intereses. 

Pérdida  de  la  cosa  vendido,  con  vicios  ocultos,  ocurrí  la  aquélla 
drgimrs  du  la  vento,.  — Estos  dos  artículos  determinan  con  claridad 
los  efecto -<  que  produce  la  pérdida  de  la  cosa  vendida  cuando  se 
encuentra  afectada  por  algún  vici>  6 defecto  oculto,  del  que  no 
80  hizo  mención  al  concertar  la  venta.  La  pérdida  puede  haber 
sido  ocasionada  por  el  mismo  vicio  oculto,  como  también  por 
caso  fortuito,  ó por  culpa  del  comprador. 

En  uno  y otro  supuesto,  para  discernir  las  responsabilida 
des  que  procedan,  entraña  un  decisivo  interés  la  apreciaci  n de 
la  buena  ó mala  fe  del  vendedor,  pue3  si  bien  su  responsabili- 
dad siempre  se  da,  la  extensión  de  la  misma  debe  variar  en  bue- 
nos principios,  según  que  aparez:a  ó no  el  dolo  como  carácter 
y modalidad  de  su  conducta. 

Examinaremos  separadamente  cada  uno  de  los  casos  que 
puedan  presentarse,  indicando  su  resolución  conforme  á los  dos 
artículos  de  este  comentario. 

A)  Q oe  la  cosa  se  pierda  por  efecto  de  los  vicios  ocultos.  —Si  el 
vendedor  conocí  i los  vicios  ocultos  de  la  cosa  y no  los  mani- 
festó al  comprador,  la  solución  justa  en  este  caso  es  que  la  pér 
dida  pese  sobre  el  vendedor,  quien  debe  sufrir  todas  las  con3e 
cuencias,  sin  que  de  ellas  se  derive  ningún  perjuicio  al  compra 
dor.  En  su  virtud,  el  vendedor  deberá  restituir  el  precio  y abonar 
al  comprador  los  gastos  del  contrato  que  éste  hubiese  satisfecho; 
mas  como  su  conocimiento  de  los  vicios  ocultos  y el  silencio  que 
sobre  ellos  guardó  al  contratar,  califican  su  conducta  de  dolosa, 
surge  aquí  la  obligación  de  indemnizar  daños  y perjuicios  en  la 
forma  que  para  los  casos  de  dolo  establece  el  párrafo  2.°  del  ar 
tículo  1107  del  Código. 

Obsérvese,  sin  embargo,  que  la  prueba  de  todos  los  hechos 
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©n  que  se  funda  la  acción  del  comprador  corresponde  á éste;  de 
modo  que  él  tendrá  que  probar:  primero,  la  existencia  del  vicio 
oculto  en  el  momento  de  la  compra;  segundo,  que  la  pérdida  de 
la  cosa  ha  sido  debida  á ese  vicio,  y tercero,  que  el  vendedor  lo 
conocía;  pero  después  de  probados  esto3  hechos,  la  responsabi- 
lidad del  vendedor  tendrá  la  extensión  que  hemos  expuesto. 

Si  el  vendedor  no  conocía  los  vicios,  la  situación  jurídica 
creada  por  la  pérdida  de  la  cosa  es  la  misma  que  en  el  caso  an 
terior,  salvo  la  característica  del  dolo,  que  ahora  no  aparece  por 
no  conocer  el  vendedor  los  vicios  de  1a,  cosa.  La  solución,  por 
lo  tanto,  debe  ser  igual,  con  la  única  variante  que  la  ausencia 
del  dolo  exige;  esto  es,  el  vendedor  deberá  restituir  el  precio  y 
satisfacer  los  gastos  del  contrato  que  pagó  el  comprador,  pero 
no  indemnizar  los  daños  y perjuicios. 

Como  en  el  caso  anterior,  la  prueba  de  los  hechos  en  que  se 
tunda  la  acción  del  comprador  corresponde  al  mismo. 

B)  Que  la  cosa  se  pierda  por  caso  fortuito  ó por  culpa  del  com- 
prador.— No  se  ha  perdido  la  cosa  por  efecto  de  lo  vicios  ocultos, 
v en  este  sentido  su  pérdida  debería  recaer  sobre  el  comprador, 
bien  sea  debida  al  caso  fortuito,  pues  cada  une  soporta  sus  casos 
fortuitos,  ó bien,  y con  mayor  motivo,  provenga  la  pérdida  de  su 
propia  culpa. 

Pero  al  mismo  tiempo  que  se  dan  estos  hechos,  se  da  también 
la  existencia  en  el  momento  de  la  compra  del  vicio  oculto  en  la 
cosa,  vicio  oculto  que,  si  bien  no  llegó  á causar  su  pérdida,  ori- 
ginó de  una  j arte  el  error  del  comprador,  causado  por  la  mala 
fe  del  vendedor  que  k sabiendas  ocultó  el  vicio,  y de  otra  puso 
de  manifiesto  que  la  cosa  no  valía  lo  que  por  ella  se  dió. 

Preciso  es,  para  formular  una  solución  de  justicia,  tener  en 
cuenta  lari  dos  hipótesis,  ©n  el  tanto  que  cada  una  de  ellis  debe 
ejercer  su  natural  influencia  y no  dar  preponderancia  á la  una 
sobre  la  otra.  Pues  bien;  esto  es  lo  que  ha  hecho  el  art.  1488  del 
Código  ni  decir  que  si  la  cosa  vendida  tenía  algún  vicio  oculto 
al  tiempo  de  la  venta,  y se  pierde  después  por  caso  f >rtuíto  ó 
por  culpa  del  comprador,  podrá  éste  reclamar  del  vendedor  el 
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precio  que  pagó,  con  la  retaja  del  valor  que  la  cosa  tenía  al 
tiempo  de  perderse. 

La  diferencia  entre  el  precio  pagado  y el  valor  de  la  cosa  al 
tiempo  de  perderse,  representa  la  medida  del  perjuicio  sufrido 
por  el  comprador  y es  al  propio  tiempo  la  expresión  de  la  canti- 
dad con  que  el  vendedor  se  enriquece  en  perjuicio  ajeno;  por  eso 
fs.  el  Código  estima  en  esa  cantidad  el  importe  de  lo  que  el  com- 
prador puede  exigir  al  vendedor. 

Pero  aun  hay  que  tener  en  cuenta  otro  dato.  El  vendedor  co- 
nocía los  defectos  de  la  cosa,  es  decir,  obró  de  mala  fe,  con  dolo; 
y fácilmente  se  comprende  que  el  que  la  cosa  pereciera  por  culpa 
del  comprador,  ó por  caso  fortuito,  no  añade  ni  quita  ninguna 
circunstancia  á la  conducta  dolosa  del  vendedor,  quien  por 
fuerza  de  su  dolo  se  coloca  necesariamente  en  la  obligación  de 
indemnizar  los  daños  é intereses,  según  declara  el  párrafo  2.° 
del  art.  1488. 

Pero  si  el  vendedor  no  conocía  los  vicios,  no  hay  mala  fe  ó 
dolo.  Al  no  haber  dolo  desaparece,  ó mejor  dicho,  no  nace  la 
obligación  de  indemnizar  los  daños  é intereses.  En  lo  demás,  la 
solución  es  exactamente  igual  á la  que  acabamos  de  exponer, 
según  el  art.  1488. 

No  preceptúa  el  Código  el  juicio  de  peritos  para  determinar 
el  valor  de  la  cosa  al  tiempo  de  perderse,  como  lo  estableció  en 
el  art.  1486  al  fijar  el  alcance  de  la  acción  quanti  minoris,  de 
donde  se  deduce  que  por  lo  menos  no  tiene  el  carácter  de  nece- 
sario ese  juicio,  por  más  que  las  partes  puedan  acudir  á él  si 
bien  les  parece.  Entendemos  que  las  mismas  razones  abonan  la 
conveniencia  del  juicio  pericial  en  uno  que  en  otro  supuesto, 
aunque  con  la  adición  que  en  el  comentario  al  art.  1486  propu- 
simos. , 

En  todos  estos  casos,  la  prueba  de  la  existencia  del  vicio  al 
tiempo  del  contrato  corresponde  al  comprador,  y la  acción  pres- 
cribe á los  seis  meses,  como  se  ordena  en  el  art.  1430. 

Códigos  extranjeros. — Articulo  1647  del  Código  francés,  el 
cual  termina  diciendo  que  la  pérdida  originada  por  causa  for- 
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taita  será  de  cuenta  del  comprador;  de  acuerdo  con  este  criterio 
es  el  del  art.  1504  del  Código  italiano.  Artículo  1862  del  de 
Chile;  artículos  3009  y 3010  del  de  Baja  California  y Puebla; 
1470  del  Código  de  Venezuela;  1684  del  uruguayo  y los  del  Có- 
digo alemán  citados  en  el  comentario  á los  articulas  1484,  1485 
y 1486. 

También  concuerdan  con  los  artículos  1409  y 1410  del  Pro- 
yecto de  Código  civil  español  de  1851. 

ARTÍCULO  1489 

En  las  ventas  judiciales  nunca  habrá  lugar  á la  res- 
ponsabilidad por  daños  y perjuicios;  pero  sí  á todo  lo 
demás  dispuesto  en  los  artículos  anteriores. 

Ventas  judiciales. — El  art.  1649  del  Código  francés  dice  que  la 
acción  que  resulta  por  razón  de  los  vicios  redhibitorios  no  tiene 
lugar  en  las  ventas  que  se  hacen  por  autoridad  de  justicia.  Por 
el  contrario,  el  que  comentamos  declara  ser  aplicable  á las  ventas 
judiciales  todo  lo  que  liemos  expuesto  en  el  comentario  á los  ar- 
tículos que  preceden,  con  la  única  salvedad  de  que  no  habrá  lu- 
gar á la  responsabilidad  por  daños  y perjuicios. 

Laureut  enumera  las  distintas  razones  que  se  han  alegado 
para  sostener  el  criterio  del  Código  francés.  Sustancialmente  las 
hemos  refutado  nosotros  en  el  comentario  á los  arta.  1475  y 1476, 
al  hablar  de  quién  está  obligado  al  saneamiento  y quién  puede 
ejercitar  la  acción  de  evicción.  No  es  1a,  justicia  la  que  vende, 
sino  el  ejecutado,  si  bien  lo  hace  la  justicia  en  su  nombre,  y en 
esta  venta  no  cabe  introducir  más  modificaciones  á la  doctrina 
general  que  aquellas  que  el  Código  expresamente  consigne. 

Por  lo  tanto,  el  que  vende,  siquiera  venda  forzadamente, 
constreñido  por  algún  acreedor  que  gestione  el  cobro  de  su  cré- 
dito, estará  sujeto  á las  responsabilidades  que  se  originen  del 
ejercicio  de  las  acciones  redhibitoria  y quanii  minoris,  y á las 
que  se  deriven  de  los  supuestos  de  pérdida  de  la  cosa  de  que 
TUMO  x 16 
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tratan  loa  arta.  1487  y 1488.  La  única  que  no  le  afectará  será 
la  de  daños  y perjuicios,  en  los  casos  en  que  los  arts.  1484 
al  1488,  ambos  inclusive,  la  establecen. 

El  motivo  de  esta  excepción,  á nuestro  juicio,  es  que  como 
la  responsabilidad  de  daños  y perjuicios,  cuando  el  Código  la 
ha  fijado,  ha  sido  siempre  en  los  casos  en  que  hay  mala  fe,  el 
ambiente  de  publicidad  que  rodea  á las  ventas  judiciales,  de  un 
lado,  y de  otro  y muy  principalmente  la  situación  especial  del 
vendedor  que  no  toma  parte  activa  en  la  venta  ni  interviene  en 
la  determinación  del  precio,  parece  que  desde  luego  excluyen  el 
supuesto  de  la  mala  fe,  único  en  que  los  daños  y perjuicios  son 
exigibles,  según  el  Código. 

Como  ventas  judiciales  deben  entenderse  solamente  aquellas 
que  se  realizan  con  la  intervención  del  Juez,  y contra  la  volun- 
tad del  vendedor,  aquellas  en  que  no  es  éste  el  que  pacta  y con- 
trata condiciones,  y,  ó no  interviene,  ó interviene  solamente  en 
virtud  de  mandato  judicial.  En  realidad,  el  artículo  alude  á las 
ventas  forzosas,  por  lo  que  no  debiera  limitarse  á las  ventas 
judiciales,  sino  á todas  las  que  merecieran  ese  carácter. 

Véase  el  art.  1493  respecto  á venta  de  animales  en  subasta 
pública,  que  modifica  el  precepto  del  1489. 

Códigos  extranjeros . — Art.  1649  del  Código  francés,  ya  citado; 
con  el  criterio  del  Código  francés  concuerda  el  art.  1506  del  ita- 
liano; por  el  contrario,  sigue  el  de  nuestro  Código  el  art.  3011 
del  de  Puebla  y Baja  California.  Es  interesante  la  doctrina  del 
art.  1865  del  Código  de  Chile,  que  dice:  la  acción  redhibitoria 
no  tiene  lugar  en  las  ventas  forzadas  hechas  por  autoridad  de 
justicia;  pero  si  el  vendedor  no  pudiendo  ó no  debiendo  ignorar 
los  vicios  de  la  cosa  vendida,  no  los  hubiere  declarado,  á peti 
oión  del  comprador,  habrá  lugar  á la  acción  redhibitoria  y á la 
indemnización  de  perjuicios.  Art.  1686  del  Código  del  Uruguay 
y 1471  del  de  Venezuela. 

Concuerda  también  con  el  art,  1411  de  nuestro  Proyecte 
de  1851. 
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ARTÍCULO  1490 

Las  acciones  que  emanan  de  lo  dispuesto  en  los  cinco 
artículos  precedentes  se  extinguirán  á los  seis  meses, 
contados  desde  la  entrega  de  la  cosa  vendida. 

El  precedente  nacional,  según  la  ley  65,  tífc.  5.°  de  la  Par- 
tida 5.a,  distinguía  el  plazo  de  prescripción  de  las  acciones  de 
que  venimos  ocupándonos,  según  que  se  tratase  de  la  acción 
redhibitoria  ó de  la  quanti-minoris;  para  la  primera  marcaba  el 
de  seis  meses,  para  la  segunda  el  de  un  año. 

Erente  á este  criterio  se  presentaba  el  del  código  francés, 
que  en  su  art.  1648  dice  que  la  acción  que  resulta  de  los  vicios 
redhibitorios  debe  ser  intentada  por  el  adquirente  en  un  plazo 
breve,  según  la  naturaleza  de  los  vicios  redhibitorios  y la  cos- 
tumbre del  lugar  en  que  se  hizo  la  venta. 

Ninguno  de  estos  dos  precedentes  ha  seguido  nuestro  Códi- 
go: en  el  artículo  que  comentamos  señala  el  plazo  de  seis  meses, 
con  el  carácter  de  común,  á todas  las  acciones  que  emanan  de 
los  arts.  1485  al  1489,  ambos  inclusive,  y para  completar  el 
precepto  y suministrar  en  él  todos  los  elementos  necesarios  para 
su  aplicación,  determina  el  punto  de  partida  para  contar  esos 
seis  meses,  que  es  el  momento  de  la  entrega  de  la  cosa  vendida, 

No  existe,  pues,  hoy  distinción  entre  la  acción  redhibitoria 
y la  quanti-minoris.  Sin  duda  ha  prevalecido  la  acertada  razón 
de  García  Goyena,  cuando  decía  que  sólo  desde  la  entrega  de  la 
cosa  puede  el  comprador  conocer  sus  vicios  ó defectos;  y una 
vez  conocidos  éstos  no  se  descubre  razón  para  la  diversidad  del 
tiempo  ó términos  en  que  el  comprador  haya  de  manifestar  sn 
voluntad  y usar  de  su  derecho. 

Concordancias — Art.  1412  del  Proyecto  de  1851,  art.  1648 
citado  del  código  francés;  1505  del  italiano;  1866,  1869  y 1870 
del  de  Chile;  3012  del  de  Baja  California  y Puebla;  1687  del 
código  del  Uruguay;  1471  del  de  Venezuela,  y artículos  del  có- 
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digo  alemán,  citados  en  el  comentario  a los  arta.  14b4t  148r- 
y 1486. 


ARTÍCULO  1491 

Vendiéndose  dos  ó más  animales  juntamente,  sea  en 
un  precio  alzado,  sea  señalándolo  á cada  uno  de  ellos, 
el  vicio  redhibitorio  de  cada  uno  dará  solamente  lugar 
á su  redhibición,  y no  á la  de  los  otros;  á no  ser  que 
aparezca  que  el  comprador  no  habría  comprado  el  sano 
9 sanos  sin  el  vicioso. 

Se  presume  esto  último  cuando  se  compra  un  tiro, 
yunta,  pareja  ó juego,  aunque  se  haya  señalado  un  pre- 
cio separado  á cada  uno  de  los  animales  que  lo  com- 
ponen. 


artículo  1492 

Lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior  respecto  de  la 
venta  de  animales  se  entiende  igualmente  aplicable  á 
la  de  otras  cosas. 

Venias  de  dos  ó más  animales  ó cosas , conjuntamente . — -El  criterio 
que  informa  el  art.  1491  ya  lo  hemos  examinado  en  otro  comen- 
tario. Se  recordará  que  el  art.  1479,  comprendido  en  el  párrafo 
que  trata  del  saneamiento  en  caso  de  evicción,  al  hacerse  cargo 
dol  supuesto  de  que  vendidas  dos  ó más  cosas  conjuntamente  por 
un  precio  alzado,  ó particular  para  cada  una  de  ellas,  la  evicción 
sólo  se  realizare  de  una  de  las  cosas  vendidas,  concede  la  acción, 
rescisoria  respecto  de  todos  los  objetos  sobre  que  recaiga  el  con- 
trato, si  consta  claramente  que  el  comprador  no  habría  compra- 
do el  uno  sin  el  otro  ú otros. 

Pues  bien:  el  criterio  legal  para  el  caso  de  que,  siendo  objeto 
de  la  venta  dos  ó más  animales  ó cosas,  se  dé  en  una  ó en  algu- 
nas de  ellas,  pero  no  en  todas,  el  vicio  redhibitorio,  es  el  mismo.. 
Hay  que  atender  á la  intención  del  comprador,  y esto  implica 
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siempre  un  problema  de  prueba,  como  dijimos  en  el  comentario 
al  art.  1479.  El  Código  lo  entiende  así,  y para  ayudar  á su  so- 
lución en  determinado  caso,  establece  en  el  párrafo  segundo 
del  art.  1491  la  presunción  de  que  seguidamente  hablaremos. 

Los  puntos  principales,  cuya  exacta  apreciación  ilustran  la 
interpretación  del  precepto,  entendemos  que  son  los  siguientes: 

1 . °  El  hecho  que  se  reglamenta  es  el  de  que  sean  vendidos 
dos  ó más  animales  ó cosas  en  un  mismo  acto,  y que  sólo  en 
una  ó en  alguna  de  ellas,  pero  no  en  todas,  exista  vicio  red* 
hibitorio. 

2. °  Para  la  solución  jurídica  del  caso  no  tiene  importancia 
el  que  el  precié  se  haya  fijado  de  un  modo  alzado  ó en  globo,  ó 
que,  por  el  contrario,  se  haya  determinado  uno  particular  para 
cada  objeto;  ó,  lo  que  es  lo  mismo,  que  la  manera  de  pactar  el 
concepto  del  precio  no  ejerce  influencia  alguna  en  la  aplicación 
de  la  doctrina  de  los  vicios  redhibitorios. 

3. °  Es  regla  general  que  el  vicio  redhibitorio  de  cada  objeto 
vendido  da  lugar  solamente  á su  redhibición,  pero  no  á la  de 
los  demás  objetos  en  los  que  no  existe  vicio. 

4. °  Constituye  una  excepción  de  esta  regla  general  el  caso 
en  que  aparezca  que  el  comprador  no  habría  comprado  el  objeto 
á objetos  sanos  sin  los  viciosos. 

5. °  La  apreciación  de  estos  propósitos  del  comprador  im- 
plica un  problema  de  prueba,  que  se  resolverá  por  las  reglas 
comunes  que  rigen  esa  materia. 

6. °  La  obligación  de  probar  la  verdad  de  esa  intención  ó 
propósito  corresponde  al  comprador. 

7. °  Por  excepción  estará  el  comprador  relevado  de  dicha 
prueba  cuando  se  compre  un  tiro,  yunta,  pareja  ó juego,  aun 
que  se  haya  señalado  un  precio  separado  á cada  uno  de  los  ani- 
males que  lo  componen;  es  patente  entonces  la  intención  del 
comprador,  y el  Código  le  ampara  con  una  presunción. 

8. °  Esta  presunción  debe  estimarse  que  es  juris  tantum;  pues 
el  art.  1251  declara  que  las  presunciones  establecidas  por  la  ley 
pueden  destruirse  por  la  prueba  en  contrario,  excepto  en  los  ca- 
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sos  en  que  aquélla  expresamente  lo  prohíba,  y en  el  caso  de  que 
tratamos  no  existe  semejante  prohibición. 

9. °  Probándose,  ó presumiéndose  con  presunción  no  destrui- 
da, que  el  comprador  no  habría  comprado  el  objeto  u objetos  sa- 
nos sin  el  vicioso  ó viciosos,  la  redhibición  de  uno  de  ellos  im- 
plica la  de  todos  los  que  fueron  materia  del  contrato.  No  lo  dice 
el  Código  expresamente;  pero  se  deduce  sin  ninguna  violencia 
de  interpretación  del  texto  del  art.  1491. 

10.  El  precepto  de  los  artículos  que  comentamos,  aunque  sólo 
se  refiere  á la  redhibición,  no  impide  que  el  comprador  pueda 
hacer  uso  de  la  acción  f/uanti  minoría , si  estima  que  así  conviene 
ó sus  intereses. 

11.  Si  el  comprador  ejercítala  acción  quanti-minoris,  y el 
precio  se  fijó  alzadamente,  la  rebaja  del  mismo  se  debe  hacer, 
como  indica  García  Goyena,  apoyándose  en  la  autoridad  del  Di- 
gesto, en  consideración  al  menor  valer  de  todas  las  cosas  ó ani- 
males al  tiempo  de  la  venta  por  el  descubrimiento  del  vicio,  y 
no  al  menor  valer  de  la  misma  cosa  viciosa;  si  se  hubiese  seña- 
lado precio  á cada  una  de  las  cosas  ó animales,  la  rebaja  se  re- 
gulará por  el  precio  que  se  dió  en  la  venta  al  objeto  vicioso. 

12.  El  art.  1492  declara  aplicable  á la  venta  de  cosas  en  ge- 
neral lo  que  el  1491  ha  instituido  para  la  venta.de  animales.  La 
mayor  frecuencia  del  supuesto  en  las  ventas  de  animales  ex- 
plica el  orden  de  colocación  de  los  artículos. 

Códigos  extranjeros . — Artículos  3013,  3014  y 3015  del  Código 
de  Baja  California  y Puebla.  En  Francia,  las  disposiciones  del 
Código  civil,  referentes  á los  vicios  redhibitorios,  en  lo  que  res- 
pecta á los  animales  domésticos,  han  sido  modificadas  por  la  ley 
de  20  de  Mayo  de  1838;  lo  propio  ha  ocurrido  en  Bélgica  con  la 
ley  de  28  de  Enero  de  1850.  Art.  481  y sigilientes  del  Código 
alemán  y decreto  imperial;  1683  y concordantes  del  Código  del 
Uruguay,  y 1471  y concordantes  también  del  de  Venezuela. 

Concuerdan  oon  los  artículos  1413, 1414  y 1415  del  Proyecto- 
español  de  1851. 
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ARTÍCULO  1493 

El  saneamiento  por  los  vicios  ocultos  de  los  anima- 
les y ganados  no  tendrá  lugar  en  las  ventas  hechas  en 
feria  ó en  pública  subasta,  ni  en  la  de  caballerías  ena- 
jenadas como  de  desecho,  salvo  el  caso  previsto  en  el 
artículo  siguiente.. 

ARTÍCULO  1494 

No  serán  objeto  del  contrato  de  venta  los  ganados 
y animales  que  padezcan  enfermedades  contagiosas. 
Cualquier  contrato  que  se  hiciere  respecto  de  ellos 
será  nulo. 

También  será  nulo  el  contrato  de  venta  de  los  ga- 
nados y animales,  si,  expresándose  en  el  mismo  con- 
trato el  servicio  ó uso  para  que  se  adquieren,  resulta- 
ren inútiles  para  prestarlo. 

I.  Casos  en  que  no  'procede  el  saneamiento  por  vicios  ocultos  de 
los  animales. — Continúan  los  artículos  puestos  al  frente  de  este 
comentario  ocupándose  del  saneamiento  por  los  vicios  ocultos  de 
los  animales,  y el  1493  se  consagra  á establecer  algunas  limita- 
ciones á la  doctrina  general.  Estas  limitaciones  son  tres,  á sa- 
ber: caso  de  venta  en  feria,  caso  de  venta  en  pública  subasta,  y 
caso  de  caballerías  enajenadas  como  de  desecho.  En  ninguno  de 
ellos  tendrá  lugar  el  saneamiento  por  los  vicios  ocultos  de  los 
animales  y ganados,  salvo  las  excepciones  que  después  consig- 
naremos. 

l.°  Caso  de  venta  en  feria. — El  motivo  de  esta  limitación  no 
puede  ser  otro  que  la  especialidad  que  ofrecen  las  ventas  hechas 
en  esos  lugares.  Sabido  es  que  las  ferias  están  consideradas  por 
nuestro  Código  de  Comercio  como  lugares  públicos  de  contrata- 
ción mercantil,  y que  los  contratos  que  en  ellas  se  celebran  tie 
nen,  desde  luego,  carácter  mercantil  también,  por  lo  que  no  per- 
tenecen á la  esfera  propia  de  lo  que,  según  el  vigente  estado 
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legal  y el  de  las  ciencias  jurídicas,  se  viene  denominando  con 
más  ó menos  propiedad  derecho  civil. 

El  art.  83  del  Código  de  Comercio,  al  decir  que  los  contratos 
de  compra  al  contado  hechos  en  feria  habrán  de  cumplirse  en  el 
mismo  día  de  su  celebración,  ó á lo  más,  en  las  veinticuatro 
horas  siguientes,  y que  pasadas  éstas  sin  que  ninguno  de  los 
contratantes  haya  reclamado  su  cumplimiento,  se  considerarán 
nulos,  y los  gajes,  señal  ó arras  que  mediaren,  quedarán  á favor 
del  que  los  hubiere  recibido;  y el  84  del  mismo  Código  que  dice 
que  las  cuestiones  que  se  susciten  en  las  ferias  sobre  contratos 
celebrados  en  ellas,  se  decidirán  en  iuicio  verbal  por  el  juez 
municipal  del  pueblo  en  que  se  verifique  la  feria,  con  arreglo  & 
las  prescripciones  de  dicho  Código,  siempre  que  el  valor  de  la 
cosa  litigiosa  no  exceda  de  1.500  pesetas,  y concede  la  elección 
de  juez  al  demandante  en  el  caso  de  haber  varios  en  el  lugar, 
claramente  están  indicando  la  especialidad  de  estas  compras 
hechas  en  ferias,  especialidad  que,  por  otra  parte,  está  de 
acuerdo  con  el  sentido  general  del  Código  de  Comercio  que  en 
su  art.  336,  hablando  de  la  compra  y venta  mercantil  en  gene- 
ral, dice  que  el  comprador  que  al  tiempo  de  recibir  las  merca- 
derías las  examinare  á su  contento,  no  tendrá  acción  para  repe 
tir  contra  el  vendedor,  alegando  vicio  ó defecto  de  cantidad  ó 
calidad  en  las  mismas. 

La  rapidez  y seguridad  de  las  transacciones,  elemento  indis- 
pensable para  el  desarrollo  del  comercio,  justifican  este  criterio. 

2.°  Caso  de  venta  en  pública  subasta. — No  distingue  el  Código 
entre  subastas  judiciales  ni  extrajudiciales,  de  donde  se  deduce 
que  todas  están  comprendidas  en  su  precepto  y que,  por  lo  tan- 
to, ni  en  las  unas  ni  en  las  otras  habrá  lugar  al  saneamiento  por 
los  vicios  ocultos  de  los  animales  y ganados. 

Este  precepto  no  sólo  es  limitativo  de  la  aplicación  de  la  doc- 
trina general  según  al  principio  de  este  comentario  hemos  dicho, 
sino  que  además  implica  especialmente  una  limitación  á la  regla 
del  art.  1489.  Según  este  articulo,  en  las  ventas  judiciales  ha 
dugar  al  ejercicio  de  las  acciones  redhibitoria  y quanti  minoris , 
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mas  no  á la  indemnización  de  daños  y perjuicios;  pero  según  el 
que  ahora  comentamos,  si  esas  ventas  recaen  sobre  animales  ó 
ganados,  y se  hacen,  como  es  de  rigor,  en,  pública  subasta,  no 
habrá  derecho  para  exigir  el  saneamiento  por  razón  de  los  vicios 
ocultos. 

3.°  Caso  de  venta  de  caballerías  enajenadas  como  de  desecho. — 
Tampoco  en  este  caso  procede  exigir  el  saneamiento  por  razón 
de  los  vicios  ocultos.  El  supuesto  bajo  el  que  la  venta  se  hace, 
el  de  ser  las  caballerías  de  desecho , pugna  con  toda  idea  de  re 
olamáción  fundada  en  esos  vicios.  Por  algo  estima  el  vendedor 
que  lo  que  vende  es  de  desecho,  y este  algo  seguramente  que  no 
ha  de  consistir  en  bondades  ni  en  aptitudes  para  el  trabajo. 

Téngase  muy  en  cuenta  que  lo  que  libra  de  toda  responsabi 
lidad  al  vendedor  no  es  que  las  caballerías  sean  de  desecho,  sino 
que  se  onajenen  en  ese  concepto,  esto  es,  que  al  vender  mani- 
fieste al  comprador,  de  un  modo  expreso  y claro,  ese  carácter  del 
objeto  vendido,  p*ues  si  no  lo  manifestara,  su  responsabilidad  no 
desaparecería,  antes  por  el  contrario,  en  ciertas  circunstan- 
cias hasta  se  podría  llegar  á entender  que  había  procedido  con 
dolo. 

II.  Casos  en  que  son  nulas  las  ventas  de  ganados  y animales. — 

El  art.  1493  termina  diciendo:  «salvo  el  caso  previsto  en  el 
artículo  siguiente  » Ya  se  realice  la  venta  en  feria  ó en  pública 
subasta,  ó se  refiere  á caballerías  enajenadas  como  de  desecho, 
el  art.  1494  rige  con  preferencia  al  1493.  Si  se  trata  de  la  venta 
de  animales  ó ganados  contagiosos,  ó si  en  el  contrato  se  ex- 
presa el  uso  á que  se  destinan  los  que  se  adquieren  y resultan 
inútiles  para  prestarlo,  el  contrato  no  sólo  no  goza  del  beneficio 
que  concede  el  art.  1493,  sino  que  la  ley  lo  considera  nulo.  En 
realidad,  pues,  debe  entenderse  que  el  precepto  de  ese  artículo, 
en  los  tres  casos  que  comprende  se  halla  anulado  cuando  se  está 
en  alguno  de  los  dos  casos  á que  el  1494  se  refiere. 

No  puede  pues  decirse  propiamente  que  este  artículo  contiene 
verdaderas  excepciones,  porque  para  que  f uesen  tales  era  ne- 
cesario que  en  los  casos  á que  se  refieren,  rigiese  la  doctrina  del 
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saneamiento  por  razón  de  los  vicios  ocultos,  y como  en  seguida 
veremos,  no  sucede  así. 

No  serán  objeto  del  contrato  de  venta— dice  el  párrafo  l.° 
del  art.  1494 — los  ganados  y animales  que  padezcan  enfermeda- 
des contagiosas.  Cualquier  contrato  que  se  hiciere  respecto  de 
ellos  será  nulo. 

Fácil  es  observar  que  lo  que  el  Código  hace  en  este  precepto 
no  es  determinar  la  responsabilidad  del  saneamiento,  sino  decía 
rar  un  objeto  ilícito  de  contratación,  fundándose  en  muy  podero- 
sas razones  de  interés  público.  Sentada  esta  premisa,  la  conse 
cuencia  que  procedía  no  era  ciertamente  la  responsabilidad  del 
saneamiento;  la  consecuencia  lógica  es  la  que  el  Código  ha  dedu- 
cido, la  declaración  de  nulidad,  pues  si  son  nulos  los  contratos 
cuando  falta  un  requisito  esencial,  y uno  de  los  que  han  de  con- 
currir necesariamente  es  la  licitud  del  objeto,  declarándose  éste 
ilícito,  la  nulidad  es  un  obligado  corolario. 

También  será  nulo — continúa  diciendo  el  párrafo  2.°  del 
artículo — el  contrato  de  venta  de  los  ganados  y animales,  si  ex- 
presándose en  el  mismo  contrato  el  servicio  ó uso  para  que  se 
adquieren,  resultaren  inútiles  para  prestarlo.  Repetimos,  con 
motivo  de  este  precepto,  lo  que  acabamos  de  decir:  no  es  que 
surge  en  este  caso  la  responsabilidad  del  saneamiento  para  el 
vendedor;  es  que  la  ley  declara  nulo  el  contrato,  y,  por  lo  tanto, 
por  las  reglas  que  rigen  la  materia  de  nulidad  contenidas  en  el 
cap.  6.°,  tít.  2.°  del  libro  4.°  del  Código,  habrá  que  resolver  la 
situación  creada  entre  las  partes. 

Nótese  que  para  que  la  nulidad  se  declare,  es  preciso  que  el 
comprador  manifieste  en  el  contrato,  con  la  aquiescencia  ó asen- 
timiento del  vendedor,  el  servicio  ó uso  á que  piensa  destinar 
los  animales  ó ganados  y que  después  éstos  resulten  inútiles 
para  prestarlo. 

No  hay  para  qué  observar,  por  último,  que  al  exigir  el  Código 
que  tal  manifestación  se  haga  en  el  mismo  contrato  no  emplea 
la  palabra  oontrato  oomo  sinónima  de  escritura  públioa,  ni  si- 
quiera de  escrito  ó documento,  pues  eso  seria  desconocer  la 
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forma  ordinaria  de  tal  clase  de  transacciones.  Al  deoir  contrato 
se  refiere,  en  nuestra  opinión,  al  acto  contractual,  se  haga  cons- 
tar ó no  por  escrito.  Es  claro,  que  en  el  caso  de  que  el  pacto 
fuera  verbal,  la  verdad  de  la  manifestación,  que  es  base  de  la 
declaración  de  nulidad,  seria  un  hecho  sujeto  á prueba. 

La  diferencia  entre  el  caso  particular  á que  se  refiere  el  pá- 
rrafo segundo  del  art.  1494,  y la  regla  general  contenida  en  el 
1484,  estriba,  sin  duda,  para  el  legislador,  en  que  la  regla  gene- 
ral supone  una  venta  perfecta  y consumada,  en  la  que,  por  exis- 
tir en  la  cosa  vicios  ó defectos  ocultos,  sobreviene  después  al 
comprador  un  perjuicio  no  previsto,  perjuicio  que  faculta  á ese 
comprador  para  rescindir  el  acto  válido  que  realizó;  mientras 
que  en  el  art.  1494  los  interesados  previeron  la  condición  de  que 
dependía  la  eficacia  del  acto,  quedando  éste  subordinado  al  cum- 
plimiento de  la  condición,  por  lo  que,  al  no  cumplirse,  no  pro- 
cede la  rescisión,  sino  la  anulación  de  ese  acto.  No  hay  vicios 
ocultos,  no  hay  perjuicio  absoluto;  pueden  valer  realmente  los 
animales  más  de  lo  que  se  pagó  por  ellos;  pero  no  fué  eso  lo  con- 
venido, falta  la  causa  que  expresamente  se  marcó  como  base  del 
contrato;  éste,  repetimos,  no  es  rescindible,  e3  nulo,  ó de  posi- 
ble anulación. 

Véase  en  el  comentario  del  art.  1496  los  vicios  redhibitorios 
con  relación  á la  venta  de  animales,  y se  verá  que  no  trata  de  eso 
el  párrafo  segundo  del  1494,  cuyo  supuesto  es  muy  distinto. 
Tanto  es  así,  que  si  el  animal  comprado  en  este  supuesto,  fuese 
útil  para  el  servicio  ó uso  que  se  marcó,  el  contrato  sería  válido, 
y,  sin  embargo,  aún  podría  rescindirse  por  vicio  oculto  con  arre- 
glo al  1484,  si  el  defecto  disminuyese  de  tal  modo  ese  uso,  que, 
de  haberlo  conocido,  no  habría  verificado  el  contrato  el  com- 
prador. 

III.  Concordancias. — Artículos  1415  y 1416  del  Proyecto 
de  1851:  el  primero  de  estos  artículos  limitaba  la  excepción  es- 
tablecida para  las  ventas  de  caballerías  de  desecho  á aquellas 
que  procedieren  del  Ejército,  pero  esto  más  bien  tenia  carácter 
de  privilegio  que  de  justicia;  y con  muy  buen  acuerdo  ha  sido 


252 


CÓDIGO  OIVIL 


modificado  en  nuestro  Oóiigo  que  haV-a  en  general  de  las  ven- 
tas de  caballerías  realizadas  como  de  desecho,  sin  restringir  el 
precepto  á las  que  del  Ejército  procedan.  No  mencionaba  el  Pro- 
yecto de  1851,  como  el  actual  Código  lo  hace,  las  ventas  hechas 
en  feria,  ni  se  ocupaba  tampoco  del  supuesto  de  que  en  el  mis- 
mo contrato  se  expresase  el  uso  ó servicio  á que  se  hayan  de 
destinar  los  ganados  y animales.  Véanse  las  concordancias  con 
Códigos  extranjeros  de  los  dos  artículos  anteriores. 

ARTÍCULO  1495 

Cuando  el  vicio  oculto  de  los  animales,  aunque  se 
haya  practicado  reconocimiento  facultativo,  sea  de  tal 
naturaleza  que  no  basten  los  conocimientos  periciales 
para  su  descubrimiento,  se  reputará  redhibitorio. 

Pero  si  el  Profesor,  por  ignorancia  ó mala  fe,  dejara 
de  descubrirlo  ó manifestarlo,  será  responsable  de  los 
danos  y perjuicios. 


ARTÍCULO  1496 

La  acción  redhibitoria  que  se  funde  en  los  vicios  ó 
defectos  de  los  animales,  deberá  interponerse  dentro 
de  cuarenta  días,  contados  desde  el  de  su  entrega  al 
comprador,  salvo  que,  por  el  uso  en  cada  localidad,  se 
hallen  establecidos  mayores  ó menores  plazos. 

Esta  acción  en  las  ventas  de  animales  sólo  se  podrá 
ejercitar  respecto  de  los  vicios  y defectos  de  ios  mis- 
mos que  estén  determinados  por  la  ley  ó por  los  usos 
locales. 

, Quizás  el  buen  orden  de  la  exposición  exigía  que  la  defini- 
ción del  concepto  de  vicios  redhibitorios  en  las  ventas  de  ani- 
males se  hubiese  colocado  al  principio  de  los  artículos  que  á esta 
clase  de  ventas  se  refieren.  El  Código,  sin  embargo,  ha  reser 
,yado  esta  materia  para  los  artículos  que  ahora  comentamos,  ,en 


í 


LIB.  IV — TÍT.  IV— CJAP.  IV—  ARTS.  1495  Y 1496  253: 

los  que  trata  de  terminar  dos  preceptos  muy  importantes:  pri- 
mero, el  que  fija  el  concepto  de  tales  vicios,  y segundo,  el  que 
establece  el  plazo  de  prescripción  de  la  acción  correspondiente. 

I.  Qué  se  entiende  por  vicios  redhibilorios  en  las  ventas  de  ani- 
males.— Con  arreglo  al  art.  1496,  solamente  pueden  considerarse 
como  vicios  y defectos  redhibitorios  en  la  venta  de  animales, 
los  que  estén  determinados  por  la  ley  ó por  los  usos  locales. 

El  Proyecto  de  1851  determinó  por  sus  nombres  los  vicios 
redhibitorios  en  las  distintas  clases  de  animales,  á cuyo  efecto 
pidió  informe  á la  Junta  de  Catedráticos  de  la  Escuela  Superior 
Veterinaria,  la  cual  hubo  de  evacuarlo  de  modo  bien  luminoso 
por  cierto.  Pues  bien;  teniendo  en  cuenta  este  informe,  el  dicta- 
men de  la  Sociedad  central  de  Medicina  veterinaria  francesa, 
los  conocimientos  actuales  y las  circunstancias  particulares  de  nues- 
tro país , el  ilustrado  profesor  de  la  Escuela  de  Zaragoza,  señor 
Sáinz  y Rozas,  en  su  apreciable  «Tratado  de  Jurisprudencia  co- 
mercial Veterinaria»  (pág.  56),  entiende  que  en  España  los  vi- 
cios redhibitorios  y los  plazos  dentro  de  los  cuales  debe  ejer- 
cerse la  correspondiente  acción  son  los  siguientes,  que  transcri- 
bimos por  creer  que  su  conocimiento  puede  ser  útil  en  la  prác- 
tica. 


CABALLO,  MULO  Y ASNO 


El  huérftgo 9 días. 

La  cojera  en  fsío  y la  en  callente ...  9 » 

El  tiro 9 » 

El  sobre,  liento,  silbido,  ronquera  O corto  de  resuello.  ...  9 i> 

La  flixion  periódica 40  » 

La  cualidad  de  repropio  O estar  resabiado 9 » 

El  muermo 9 » 

Los  lamparones  que  bb  desarrollan  dentro  de  la  garganta.  9 » 

La  amaurosis  incipiente  y la  confirmada  también,  siempre 
y cuando  que  la  última  se  presente  en  un  solo  ojo, 

hallándose  el  otro  sano 15  * 

La  mala  dentadura 9 » 

La  edad  facticia  O contramarca  de  edad 9 * 

La  inmovilidad 9 » 

La  epilepsia 89  > 

Las  hernias  inguinales  intermitentes * 9 » 
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GANADO  VACUNO 


La  inversión  ó caída  del  útero  ó-vagina,  anterior  á la  cele 

bración  del  contrato 9 di&s- 

La  tisis  pulmonar 15  » 

La  epilepsia 30  y 

El  vicio  de  Ir  s vacas  mamonas 9 » 

Las  consecuencias  de  no  expulsar  las  parias,  siempre  y 
cuando  que  el  parto  no  baya  tenido  lugar  hallándose 
la  vaca  en  poder  del  comprador 9 * 


GANADO  LANAR 


La  viruela,  siempre  y cuando  que  el  comprador  no  haya 
metido  el  rebaño  o una  parte  de  él  en  paraje  infestado, 
ni  lo  haya  comunicado  con  res  que  lo  estuviere  y lie 

ven  los  an’males  la  matea  del  vendedor 9 días. 

El  s.inguifíuelo  ó sangre  del  bazo,  siempre  qne  en  ei  tór 
mino  de  quince  dias  haya  perecido  la  décimaquinta 
parte  del  ganado  vendido,  llevando  éste  la  marca  del 

vendedor • 9 s 

La  comalia  ó morriña,  siempre  y cuando  que  lleven  las 

reges  la  marca  del  vendedor 9 » 


GANADO  DE  CERDA 

La  lepra 9 díap. 


Kn  opinión  del  Sr.  Sáinz  y Rozas,  debía  incluirse  entre  los 
vicios  redhibitorios  del  ganado  de  cerda  la  triquinosis,  pues 
aunque  no  está  considerada  como  tal  ni  por  la  ley  francesa 
de  20  de  Mayo  de  1838  ni  por  la  Junta  de  Catedráticos  españo- 
les en  el  informe  antes  citado,  hay  que  tener  en  cuenta  que  en 
las  épocas  en  que  se  inscribieron  esos  textos  no  se  sabía  que  el 
cerdo  padeciera  tal  enfermedad. 

Los  vicios  ó defectos  expresados,  para  poder, motivar  la  res- 
cisión del  contrato,  han  de  ser  ocultos,  en  el  sentido  que  expre- 
samos al  comentar  el  art.  1484. 

i 

No  puede  considerarse  oculto  lo  que  está  á la  vista  y puede 
apreciarse  por  cualquier  comprador,  aunque  sea  profano.  En  ta- 
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les  casos,  aunque  exista  un  vicio  redhibitorio,  no  procede  nunca 
el  saneamiento  -,+  y 

Pero  el  legislador  no  olvida  que  pueden  intervenir  en  la 
compra  profesores  facultativos,  ó personas  peritas,  que  por  ra 
zón  de  su  oficio  ó profesión,  deben  fácilmente  conocer  esos  vi 
cios  ó defectos,  y entonces  ya  dice  el  art.  1484  que,  aunque  esos 
vicios  ó defectos  no  estén  á la  vista,  tampoco  procede  la  acción 
redhibitoria.  El  comprador  podrá  reclamar  contra  el  perito,  pero 
no  contra  el  vendedor. 

Después  de  estas  reglas,  el  legislador  dicta  en  el  art  1495 
otra  especialísima  al  tratar  de  la  venta  de  animales.  Aunque  in- 
tervenga perito,  y medie,  por  tanto,  un  reconocimiento  faculta 
tivo,  el  vicio  redhibitorio  puede  ser  de  tal  naturaleza  que  no 
basten  los  conocimientos  periciales  para  descubrirlo.  Entonces 
el  vicio  vuelve  á estimarse  oculto  y procede  la  redhibición,  sin 
que  pueda  exigirse  á ese  perito  responsabilidad  alguna. 

Lo  que  caracteriza  en  tales  circunstancias  el  vicio  redhibi 
torio,  no  es  que  de  hecho,  en  el  caso  de  que  se  trate,  no  haya 
sido  descubierto  ni  manifestado  por  el  profesor,  puesto  que  éste 
puede  ser  ignorante  ó venal,  sino  que  sea  de  tal  naturaleza  que 
no  baste  la  ilustracitm  media  de  un  profesor  honrado  para  su 
descubrimiento. 

Si  el  profesor,  por  ignorancia,  no  lo  descubre,  ó por  mala  fe 
no  lo  manifiesta,  la  responsabilidad  es  suya,  pero  no  del  vende- 
dor, porque  el  vicio  no  tenía  la  cualidad  de  oculto,  ya  que  pudo 
ser  descubierto  en  tiempo  oportuno. 

La  responsabilidad  del  profesor,  cuando  fuere  procedente, 
consiste  en  la  indemnización  de  daños  y perjuicios. 

II.  Plazo  para  la  prescripción  de  la  acción  redhibitoria  en  las 
ventas  de  animales . — En  cuanto  al  ejercicio  de  la  acción  redhibi- 
toria en  las  ventas  de  animales,  los  principios  á que  debe  ajus- 
tarse son  los  siguientes: 

El  plazo  de  prescripción  es  el  que  señale  el  uso  de  cada  loca- 
lidad, y,  por  lo  tanto,  antes  de  que  éste  transcurra  es  cuando 
debe  intentarse. 
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Si  en  la  localidad  no  existiese  uso  formado  aplicable  al  caso 
que  se  debatiera,  el  plazo  para  ejercitar  la  acción  redhibitoria 
será  de  cuarenta  días. 

De  esta  manera  estimamos  que  debe  entenderse  el  precepto 
del  art.  1496,  pues  al  afirmar  este  artículo  que  el  plazo  es  de 
cuarenta  días,  saleo  que  por  el  uso  en  cada  localidad,  se  hallen 
establecidos  mayores  ó menores  plazos,  claramente  concede  la 
preferencia  al  uso  local  sobre  lo  que  la  ley  dispone,  que  desde 
luego  se  ofrece  con  el  carácter  de  supletorio  ó subsidiario. 

De  todas  suertes,  ya  rija  el  uso  local,  ya  el  precepto  del  Có- 
digo, el  punto  de  partida  para  contar  el  plazo  es  el  momento  de 
la  entrega  al  comprador. 

Por  último,  hace  referencia  al  ejercicio  de  la  acción  redhibi- 
toria la  consideración  de  que  ésta,  como  ya  tenemos  dicho,  sólo 
podrá  intentarse  respecto  de  los  vicios  y defectos  que  estén  de- 
terminados por  la  ley  ó por  los  usos  locales.  La  enumeración  de 
defectos  redhlbitorios,  que  tomada  de  la  obra  del  Sr.  Sáinz  y 
Hozas  antes  hemos  transcrito,  repetimos  que  entraña  verdadera 
utilidad  práctica. 

¿Rige  el  plazo  de  prescripción,  marcado  en  el  art.  1496,  en 
el  caso  del  párrafo  segundo  del  1494,  esto  es,  cuando  se  trate 
de  la  venta  de  animales  que  resulten  inútiles  para  el  uso  ó servi- 
cio para  qué  se  destinen?  No  puede  afirmarse  así,  por  hablar  el 
artículo  1494  de  nulidad,  y no  de  saneamiento  por  vicios  ocul 
tos.  ¿Regirá  el  plazo  de  cuatro  años,  marcado  en  el  art.  13,  para 
las  acciones  de  nulidad?  Tampoco  es  posible  afirmarlo,  porque 
tratándose  de  la  venta  de  animales,  es  absurda  la  concesión  de 
ese  plazo.  Existe  realmente  una  omisión  en  este  particular.  El 
plazo  no  debe  ser  mayor  del  señalado  en  el  art.  1496,  que 
expresamente  debió  también  referirse  á la  acción  emanada 
del  1494,  párrafo  segundo. 

Es  innegable  que  en  la  venta  de  animales  pueden  presen- 
tarse cuestiones  de  difícil  resolución.  El  autor  citado  examina 
las  dois  siguientes:  1.a  ¿Debe  considerarse  como  redhibitorio  el 
vicio  que  no  ha  podido  probarse  hasta  después  de  la  ouración  ó ' 
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desaparición  de  una  enfermedad  aguda  desarrollada  en  poder 
del  comprador?  2.a  ¿Tendrá  lugar  la  acción  redhibitoria  cuando 
después  de  la  compra  y venta  se  altere  la  disposición  natural 
de  los  animales  por  la  práctica  de  alguna  operación? 

Estas  cuestiones  y otras  muchas  que  suelen  darse  en  la 
práctica  entrañan  verdadera  importancia;  pero  si  bien  se  mira 
la  índole  de  las  mismas,  su  solución  más  bien  corresponde  á la 
Veterinaria  que  al  Derecho,  ya  que  el  juicio  de  éste  forzosa- 
mente ha  de  arrancar  del  dictamen  facultativo. 

Concordancias. — Artículos  1417, 1418,  1419,  J420,  1421, 1422, 
1423  y 1424  del  Proyecto  de  1851;  1505  del  Código  italiano; 
3019,  3020  y 3021  del  de  Baja  California  y Puebla.  Véanse  las 
concordancias  del  comentario  á los  artículos  1491  y 1492. 


ARTÍCULO  1497 

Si  el  animal  muriese  á los  tres  días  de  comprado, 
será  responsable  el  vendedor,  siempre  que  la  enfer- 
medad que  ocasionó  la  muerte  existiera  antes  del  con- 
trato, á juicio  de  los  Facultativos. 

Responsabilidad  del  oendedor  cuando  el  animal  muere  dentro  de 

tres  días. — Los  arts.  1487  y 1488,  tratando  de  la  pérdida  de  la 
cosa  vendida  con  vicio  oculto,  en  general,  distinguen  que  la  pér- 
dida sea  ocasionada  por  ese  mismo  vicio  ó á consecuencia  de  un 
caso  fortuito  ó de  culpa  del  comprador.  Para  cada  uno  de  estos 
dos  supuestos  consignan  las  soluciones  adecuadas,  que  ya  hemos 
explicado.  Pues  bien:  parecía  lógico,  en  vista  de  estos  prece 
dentes,  que  tratándose  de  la  venta  de  animales  se  estableciesen 
análogas  diferencias,  mas,  sin  embargo,  no  ha  ocurrido  así,  sin 
duda  por  ser  diferentes  los  casos. 

El  artículo  que  comentamos  (y  no  hay  ningún  otro  que  pueda 
invocarse),  tan  sólo  se  ocupa  del  caso  en  que  la  enfermedad  que 
ocasionó  la  muerte  del  animal  existiera  antes  del  contrato,  de 

suerte  que  únicamente  alude  á la  pérdida  del  animal  por  causa 

17 
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•Jel  vicio  ó enfermedad;  pero  no  á aquella  otra  que  pudiora  pro- 
venir del  caso  fortuito  ó de  la  culpa  del  comprador,  independien- 
cemente  del  defecto  y á pesar  de  la  existencia  de  este.  Tal  su- 
puesto se  encuentra  huérfano  de  precapto  expreso  en  el  Oédigo; 
mas  como  quiera  que  la  disposición  del  art  1497  no  contradice 
ni  excluye  la  aplicación  del  art,  148»,  estimamos  que  no  hay  in- 
ion  ven  ion  te  alguno  legal  en  mantener  la.  vigencia  de  este  últi- 
xxio  artículo  en  las  ventas  do  animales. 

Hecha  esta  observación,  muy  pocas  tenemos  que  añadir  para 


comentar  el  art.  1497. 

Si  el  animal  muriese  a I03  tres  dias  de  comprado— dice — será 
responsable  el  vendedor,  siempre  que  la  enfermedad  que  ocasio- 
nó ia  muerto  existiera  antes  del  contrato,  á juicio  de  los  Facul- 


tativos. 

Sospechamos,  en  primer  lugar,  que  donde  el  Código  dice  á 
tos  ¿rts  días,  debe  entenderse  dentro  de  los  tres  días , y que,  como 
en  todos  los  plazos,  se  excluye  aquel  día  á que  pertenece  el  pun- 
to de  partida  para  contarlos. 

Debe  notarse,  en  segundo  lugar,  que  el  plazo  de  los  tres  días 
se  cuenta  á partir  de  la  compra  y no  de  la  entrega. 

Y,  por  último,  percíbese  muy  claramente  que  la  base  para 
que  prospere  ó ñola  reclamación  del  comprador  es  el  dictamsn 
facultativo,  en  el  cual  debe  afirmarse  concretamente,  y sin  gé- 
nero alguno  de  duda,  que  la  enfermedad  que  ocasionó  la  muerte 
del  animal  existía  antes  del  contrato. 

Cumpliéndose  estos  requisitos,  la  responsabilidad  de  la  pér- 
dida es  del  vendedor.  El  Código  no  habla  do  daños  y perjuicios; 
pero  aunque  no  los  mencione,  si  la  enfermedad  consistía  en  un 
vicio  oculto  conocido  del  vendedor,  estimamos  que  éste  deberá 
indemnizarlos,  aplicando  el  criterio  del  art.  1487. 

Pudiera  ocurrir,  aunque  seria  raro,  que  la  enfermedad  que 
ocasionó  la  muerte  no  constituyese  un  vicio  redhibitorio,  sino 
simplemente  una  enfermedad  que  estaba  á la  vista,  y que  el 
oomprador  apreció  en  el  momento  oportuno,  en  cuyo  caso  esti- 
mamos que  no  procedería  la  indemnización. 
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En  cuanto  á la  prescripción  de  la  acción  para  hacer  efectivo 
«1  derecho  que  concede  el  art.  1497,  creemos  que  es  de  aplicar 
el  precepto  del  párrafo  l.°  del  art.  1496  que,  de  igual  modo  que 
el  art.  1490  señala  el  plazo  común  de  seis  meses  para  el  ejerci- 
eio  de  todas  las  acciones  que  se  derivan  de  los  cinco  artículos 
que  le  preceden,  formula  una  regla  de  carácter  general. 

No  terminaremos  este  comentario  sin  hacer  notar  que  echa- 
mos de  menos  en  el  Código  el  precepto  del. art.  1426  del  Proyecto 
de  1851,  que  decía  que  á toda  reclamación,  por  consecuencia  de 
los  vicios  redhibitorios  de  animales  ó ganados,  ha  de  acompañar 
el  nombramiento  del  Facultativo,  para  que  inmediatamente  se 
haga  el  reconocimiento  por  éste  y por  el  que  nombre  el  vende- 
dor, y un  tercero  por  el  juez  en  caso  de  discordia.  Tal  vez  no  se 
ha  consignado  esta  disposición  por  entenderse  que  entraña  ma- 
teria de  procedimientos;  pero  es  lo  cierto  que  en  la  práctica  hu- 
biese sido  muy  útil. 

Con  motivo  de  las  palabras  del  comentario  de  este  artículo  re- 
ferentes á deber  sustituirse  la  frase  «á  los  tres  días  »,  por  la  de 
«dentro  de  los  tres  días»,  el  comentarista  Q.  Mucius,  critica  al- 
go más  duramente  de  lo  que  debiera  hacerlo,  al  inolvidable  se- 
ñor Manresa,  ya  en  esa  ocasión  muerto,  suponiendo  que  como  co. 
autor  del  Código,  debió  notar  antes  ese  defecto,  subsanándolo 
en  1888,  en  vez  de  criticarlo  en  1905.  Ni  el  Sr.  Mmresa  fuá  el 
único  autor  del  Código,  ni  el  redactor  de  su  articulado,  ni  su 
único  revisor;  pero  aun  siéndolo,  no  es  fácil  notar'des de  luego  y 
de  primera  intención,  ni  todas  las  imperfecciones  de  redacción 
de  una  larga  ley,  ni  todas  las  dificultades  á que  se  pueda  pres- 
tar un  precepto.  Dichosos  los  que  nunca  se  equivocan,  y nada 
tienen  que  rectificar» 

Concordancia. — Artículo  1425  del  Proyecto  de]  1851;  art.  3017 
del  Código  de  Puebla  y Baja  California.  Véanse  las  concordan- 
cias del  comentario  á los  arts.  1491  y 1492. 
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ARTÍCULO  1498 

Resuelta  la  venta,  el  animal  deberá  ser  devuelto  en 
el  estado  en  que  fue  vendido  }7  entregado,  siendo,  res- 
ponsable el  comprador  oe  cualquier  deteiioio  decido  á 
su  negligencia,  y que  no  proceda  del  vicio  ó oefectc 
redhibitorio. 

Responsabilidad  dé  i comprador  cuando  se  resuelve  la  venia  de  un 
animal. — Concuerda,  el  precepto  de  este  artículo  con  el  dictado 
para  el  caso  de  saneamiento  por  causa  de  evieción  parcial.  De» 
clarada  por  este  motivo  la  rescisión  del  contrato,  3e  recordará 
que  era  condición  precisa  para  llegar  á ella  la  de  que  el  vende- 
dor devolviese  la  cosa  sin  más  gravámenes  que  los  que  tuviese 
al  adquirirla. 

Pues  bien:  este  mismo  criterio  es  el  que  inspira  al  artículo 
que  ahora  comentamos,  que  para  el  caso  de  que  se  trata  se  for- 
mula diciendo  que  si  la  venta  se  resuelve,  el  animal  deberá  ser 
devuelto  en  el  estado  en  que  fue  vendido  y entregado,  siendo 
responsable  el  comprador  de  cualquier  deterioro  debido  á su  ne- 
gligencia, y que  no  proceda  del  vicio  ó defecto  redhibitorio. 

Nótase,  sin  embargo,  una  diferencia  muy  importante  entre 
el  art.  1479  y el  1498,  aparte  de  la  que  entrañan  las  distintas 
materias  que  reglamentan.  Según  se  desprende  de  la  expresiva 
forma  de  redacción  del  primero,  cuando  el  comprador  ha  creado 
nuevos  gravámenes  sobre  la  cosa,  no  puede  pedir  la  rescisión 
del  contrato,  llegado  el  caso  de  la  evieción  parcial,  porque  se  en- 
cuentra imposibilitado  de  cumplir  la  obligación  recíproca  de  en- 
tregar la  cosa  comprada,  sin  más  gravámenes  que  los  que  tuviere  al 
adquirirla;  de  suerte  que  ni  echando  sobre  si  la  responsabilidad 
de  tales  gravámenes,,  puede  constreñir  legalmente  al  vendedor 
¿ la  rescisión  de  la  venta. 

Por  el  contrario,  el  art.  1498,  imponiendo  análoga  obligación,, 
no  parece,  sin  embargo,  qne  priva  al  comprador  del  derecho  á 
pedir  la  rescisión  cuando  el  animal  ha  desmerecido  por  causas  - 
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independientes  del  vicio  redhibitorio,  desde  el  momento  en  que 
queda  responsable  del  deterioro  ó menor  valor  que  de  tales  cau- 
sas provenga. 

Tenemos,  pues,  que  el  art.  1493  impone  al  comprador  la 
obligación,  llegado  que  sea  el  caso  de  la  resolución  de  la  venta, 
de  devolver  el  animal  en  el  mismo  estado  en  que  se  vendió  y 
entregó;  pero  que  si  esto  no  fuese  posible,  por  existir  deterioros 
debidos  á la  negligencia  del  mismo  comprador,  esto  no  será 
obstáculo  para  que  la  venta  se  resuelva  por  virtud  del  defecto 
oculto,  aunque  el  comprador  sea  responsable  de  esos  deterioros. 

No  responderá  el  comprador  del  menor  valor  que  el  animal 
tenga  á consecuencia  de  los  progresos  que  haya  podido  hacerla 
enfermedad  ó vicio  oculto;  y,  por  último,  entendemos  que  tam- 
poco responderá  del  que  proceda  de  caso  fortuito,  porque  el  ar- 
tículo que  comentamos  habla  sólo  de  la  negligencia,  lo  cual  no 
es  lo  mismo,  y además  porque  el  art.  1105  dice  que  fuera  de  los 
casos  expresamente  mencionados  en  la  ley,  y de  los  en  que  así 
lo  declare  la  obligación,  nadie  responderá  de  aquellos  sucesos 
que  no  hubieran  podido  preverse,  ó que,  previstos,  fueran  inevi- 
tables. 

Concordancias. — Artículo  1427  del  Proyecto  de  1851;  en  este 
artículo  se  hace  responsable  al  comprador  de  cualquier  deterioro 
que  no  procela  del  vicio  ó defecto  redhibitorio.  Art.  3018  del 
Código  de  Baja  California  y Puebla.  Véanse  las  concordancias 
con  Códigos  extranjeros  del  comentario  á los  arts.  1491  y 1492. 

ARTÍCULO  1499 

En  las  ventas  de  animales  y ganados  con  vicios  red- 
bibitorios,  gozará  también  el  comprador  de  la  facul- 
tad expresada  en  el  art.  1486;  pero  deberá  usar  de 
ella  dentro  del  mismo  término  que  para  el  ejercicio  de 
ía  acción  redhibitoria  queda  respectivamente  señalado. 

Acciones  redkibitorias  y quanti  minoris  en  las  ventas  de  animales. 
Los  artículos  que  preceden  al  de  este  comentario,  relativos  k 
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las  ventas  de  animales  y ganados,  parece  que  se  refieren  tan 
sólo  al  ejercicio  de  la  acción  redhibitoria:  de  su  lectura  aislada 
pudiera  deducirse  que  en  esta  clase  de  ventas  no  se  daba  la 
acción  qvanii  wincris.  Pero  vistos  los  motivos  y los  fines  de  estos 
dos  recursos,  se  comprende  que  donde  se  concede  lo  mas  debe 

entenderse  concedido  lo  menos. 

El  Código,  sin  embargo,  no  ha  querido  dejar  esto  á la  inter- 
pretación, y para  evitar  todo  generG  de  dudas  consigna  en  el 
artículo  1 4 'J 9 la  declaración  de  que  en  las  ventas  de  animales  y 
ganados  con  vicios  redhibitorios,  gozará  también  el  comprador 
de  la  facultad  expresada  en  el  art.  1480,  esto  es,  de  ia  facultad 
de  elegir  entre  li  acción  redhibitoria  y la  quanti  minoris  la  que 
mejor  á sus  intereses  convenga.  Rige,  por  tanto,  en  esta  clase 
de  ventas  la  doctrina  general  que  hemos  expuesto  sobre  dichas 
acciones. 

No  se  limita  el  artículo  á esto,  sino  que,  á semejanza 
del  1490,  señala  un  plazo  común  para  el  ejercicio  de  ambas  ac- 
ciones en  l*s  ventas  de  animales  y ganados;  este  plazo  es  el  es- 
tablecido en  el  art.  1496  al  hablar  de  la  acción  redhibitoria, 
esto  es,  el  marcado  por  los  usos  locales,  y,  en  su  defecto,  el  de 
euarenta  días. 

Concordancias.— Artículo  1428  del  Proyecto  de  1851.  Véanse 
las  concordancias  del  comentario  á los  arts.  1491  y 1492. 

CAPITULO  V 
De  las  obligaciones  del  comprador. 


ARTÍCULO  1500 

El  comprador  está  obligado  á pagar  el  precio  d<* 
la  cosa  vendida  en  el  tiempo  y lugar  filados  por  el 

Si  no  se  hubieren  fijado,  deberá  hacerse  el  pago  en 
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el  tiempo  y lugar  en  que  se  haga  la  entrega  de  la  cosa 
vendida. 

Tiempo  y lugar  para  pagar  el  precio  de  la  venta. — No  la  única, 
poro  sí  la  principal  obligación  del  comprador,  es  la  de  pagar  el 
precio  de  la  cosa  vendida.  Ya  el  Proyecto  de  1851,  en  sn  ar- 
ticulo 1429,  al  consignarla,  decía  que  era  la  principal  obligación 
del  comprador;  y así  es,  en  efecto,  porque  junto  á ellá  notamos 
desde  luego  otra  que  no  deja  de  ser  importante,  la  de  recibir  ó 
hacerse  entrega  de  la  cosa  comprada.  Cierto  que  el  recibir  la 
cosa  es  un  derecho  del  comprador,  peí  o mirado  en  relación  con 
la  situación  jurídica  del  que  vende  y con  lo  que  á éste  corres- 
ponde hacer  en  cumplimiento  del  contrato  celebrado,  no  cabe 
duda  que  ese  acto  tiene  el  evidente  carácter  de  obligación  de* 
rivada  de  la  bilateralidad  que  rige  el  contrato. 

El  artículo  que  comentamos  se  ocupa  sólo  de  1a.  obligación 
de  pagar  el  precio:  examinémoslo. 

El  comprador — dice— está  obligado  á pagar  el  precio  de  la, 
cosa  vendida  en  el  tiempo  y lugar  fijados  por  el  contrato.  Si  no 
se  hubieren  fijado,  deberá  hacerse  el  pago  en  el  tiempo  y lugar 
en  que  se  haga  la  entrega  de  la  cosa  vendida. 

El  comentario  de  esto  artículo  resulta  de  su  comparación  con 
el  1171,  que  regula  las  condiciones  de  lugar  que  rigen  el  pago 
en  general. 

El  lugar  del  pago  — dice  dicho  artículo  — es  el  que  hubiese 
designado  la  obligación;  el  tiempo  y el  lugar  del  pago  del  pre- 
cio en  la  compra  y venta  — dice  el  que  comentamos  — son  los 
fijados  por  el  contrato.  De  modo  que,  tanto  la  doctrina  general, 
si  bien  refiriéndose  ésta  sólo  al  lugar,  como  la  especial  de  la 
compra  y venta,  están  de  acuerdo  en  que  el  primer  principio  á 
que  hay  que  acudir,  respecto  del  cual  los  demás  preceptos  que 
seguidamente  expondremos  tienen  el  carácter  de  subsidiarios  ó 
supletorios,  es  la  voluntad  de  las  partes,  Ubre  y expresamente 
manifestada. 

Pero  esta  voluntad  no  siempre  se  manifiesta  por  los  contra* 
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tantos,  y en  estos  casos  !a  ley,  velando  por  ¡a  firmeza  de  las 
transacciones  y viniendo  en  ayuda  de  las  partes,  establece  pre- 
ceptos, que  por  ser  preexistentes  al  contrato,  tienen  sobre  su 
justicia  la  garantía  de  que  han  sido  aceptados  por  los  interesa- 
dos desde  el  momento  en  que,  conociéndolos,  come  es  de  supo- 
ner, no  han  dispuesto  nada  en  contrario. 

Estos  preceptos,  en  la  doctrina  general  del  pago  (artícu- 
lo 1171),  distinguen  según  lo  que  se  haya  de  entregar  sea  cosa 
determinada  ó indeterminada;  en  el  primer  supuesto,  el  lugar 
del  pago  es  aquel  donde  la  cosa  existía  en  el  momento  de  cons- 
tituirse la  obligación;  en  el  segundo,  el  lugar  del  pago  será  el 
domicilio  del  deudor. 

La  doctrina  especial  de  la  compra  y venta  (art.  1500)  no 
hace  semejante  distinción , ni  tenía  por  qué  hacerla  ya  que  lo  que 
ae  ha  de  entregar  es  dinero  ó signo  que  lo  represente,  puesto 
que  se  trata  del  precio,  y se  limita  á decir  que  no  habiendo  es- 
tipulación sobre  el  tiempo  y el  lugar,  esto3  serán  los  mismos  en 
que  se  haga  la  entrega  de  la  cosa  vendida. 

¿Cuál  es  el  motivo  de  esta  diferencia?  Si  la  doctrina  general 
ha  sido  modificada,  en  el  sentido  de  subordinarse  el  lugar  en  que 
ha  de  entregarse  el  precio  al  de  aquel  en  que  se  hace  la  entrega 
de  la  cosa,  débese,  en  nuestra  opinión,  á la  naturaleza  de  las 
obligaciones  que  se  derivan  del  contrato  de  compra  y venta,  ó 
lo  que  es  lo  mismo,  á la  propia  naturaleza  del  contrato.  Ya  he- 
mos dicho  que  las  obligaciones  son  bilaterales,  reciprocas,  y que 
esta  nota  de  reciprocidad  imprime  carácter  á toda  la  relación 
jurídica;  la  una  obligación  es  causa  de  la  otra,  se  debe  entregar 
el  precio  porque  se  debe  entregar  la  cosa,  y viceversa;  de  suerte 
que  ambas  prestaciones  deben  ser  cumplidas  en  el  mismo  mo- 
mento, salvo  pacto  en  contrario,  con  perfecta  simultaneidad,  no 
solamente  de  tiempo  sino  de  lugar.  Por  lo  tanto,  entregada  la 
cosa,  realizado  por  el  vendedor  lo  que  le  incumbe,  este  acto  de- 
termina la  necesidad  de  que  el  comprador  haga  á su  vez  aquello 
á que  se  obligó,  y si  la  ejecución  se  ha  de  ajustar  á lo  convenido 
y á la  naturaleza  jurídica  del  pácto,  lo  lógico  es  que  se  verifique 
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con  perfecta  identidad  de  circunstancias,  esto  es,  en  el  mismo 
momento  y en  el  mismo  lugar. 

En  cuanto  al  tiempo,  su  aplicación  puede  dar  lugar  á dudas 

¥ 

en  los  casos  en  que  las  mercancías  ó cosas  compradas  no  sean 
objeto  de  una  sola  entrega,  sino  de  varias  sucesivas,  pues  en 
este  supuesto  cabe  preguntar  si  el  precio  se  debe  ir  satisfaciendo 
conforme  las  entregas  van  teniendo  lugar,  ó si,  por  el  contrario, 
se  debe  pagar  de  una  vez  en  el  momento  de  verificarse  la  última 
entrega  parcial,  ó la  primera. 

No  creemos  que  sin  examinar  las  circunstancias  del  caso  se 
pueda  optar  decididamente  por  ninguno  de  los  dos  criterios.  La 
atenta  consideración  de  esas  circunstancias  es  lo  que  puede  su- 
ministrar la  norma  que  deba  adoptarse  y la  solución  adecuada. 
Hay  que  ver  cuál  ha  sido  la  intención  de  los  contratantes  y á 
qué  causa  obedece  el  que  la  entrega  no  se  haga  de  una  sola  vez. 
Si  los  contratantes  entendieron  que  el  objeto  ú objetos  vendidos, 
aunque  entregados  en  partes,  constituían  una  sola  y misma 
cosa,  de  tal  suerte,  que  su  entrega  sucesiva  sólo  obedecía  á 
meros  obstáculos  de  hecho  y no  á ninguna  estipulación  aconse- 
jada, exigida  ni  impuesta  por  los  naturales  fines  del  contrato, 
es  para  nosotros  evidente  que  el  pago  del  precio  no  es  exigible 
hasta  el  momento  en  que  se  verifique  la  última  entrega  parcial. 

Por  el  contrario,  si  las  entregas  sucesivas  fueron  pactadas 
porque  así  convenía,  no  solamente  al  vendedor,  sino  al  compra- 
dor mismo,  porque,  por  ejemplo,  éste  no  necesitaba  las  mercan- 
cías todas  de  una  vez  ó no  tenía  sitio  donde  almacenarlas,  etc., 
entonces  estimamos  que  con  cada  entrega  parcial  debe  coincidir 
el  pago  de  1a,  parte  de  precio  que  le  corresponda. 

En  definitiva,  lo  que  hay  que  estudiar  es  la  índole  de  las 
convenciones  habidas  entre  los  contratantes  para  venir  en  co- 
nocimiento de  la  intención  de  éstos. 

En  cuanto  al  lugar  del  pago,  lo  que  hay  que  tener  en  cuenta 
es  que  en  la  venta  de  los  géneros  que  se  expiden  del  domicilio 
del  vendedor  al  del  comprador,  debe  entenderse  que  la  cosa  está 
entregada  desde  el  momento  en  que  el  vendedor  la  factura  y 
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remite  á disposición  del  comprador  y por  cuenta  de  éste,  ó lo 
que  es  lo  mismo,  que  el  lugar  de  la  entrega,  y pox-  lo  tanto, 
aquel  en  que  el  precio  debe  satisfacerse,  es  el  domicilio  del  ven* 
dedor,  según  repetidamente  tiene  declarado  el  Tribunal  Supre- 
mo. Véase,  entre  otras  muchas  que  podrían  citarse,  la  sentencia 
de  3 de  Noviembre  de  1896. 

También  es  de  gran  interés  en  la  práctica  la  doctrina  de  la 
sentencia  de  14  de  Mayo  de  1894,  que  dice:  que  en  el  contrato  da 
compra  y venta  de  géneros  de  comercio  al  fiado,  allí  donde  so 
recibe  la  mercancía  objeto  del  contrato,  es  el  lugar  donde  ha  de 
verificarse  el  pago;  y ya  sabemos  cuál  es  el  lugar  del  recibo  de 
mercancía  según  la  sentencia  anterior. 

La  jurisprudencia  es  muy  copiosa  en  el  sentido  que  acaba- 
mos de  indicar,  por  haberse  suscitado  muchas  cuestiones  de  com- 
petencia que  el  Tribunal  Supremo  ha  venido  resolviendo  con 
perfecta  uniformidad  de  criterio.  Si  en  algún  caso  pudiera  pare* 
cer  á primera  vista  que  ha  habido  alguna  desviación  de  ese  cri- 
terio, deben  observarse  atentamente  las  circunstancias  de  hecho, 
y se  sacará  la  convicción  de  que  tal  desviación  no  existe.  La 
base  de  todas  las  soluciones  del  Supremo  es  la  verdad  de  la  exis- 
tencia del  contrato  de  compra  y venta;  cuando  esta  verdad  no 
resulta  ó no  tiene  más  prueba  que  la  afirmación  del  presunto 
vendedor,  es  evidente  que  la  cuestión  no  puede  resolverse  por 
el  art.  1500  siao  por  el  1171.  Así  se  explican,  por  ejemplo,  lo» 
fundamentos  de  la  sentencia  de  4 de  Julio  de  1896. 

La  jurisprudencia  anterior  al  Código  está  también  de  acuerdo 
con  este  criterio:  véanse  las  sentencias  de  11  de  Junio  de  1889, 
de  18  de  Junio  de  1883,  de  3 de  Enero  de  1885,  que  añade 
que  del  hecho  de  librar  el  vendedor  una  letra  de  cambio  á cargo 
del  comprador  por  el  precio  de  la  venta,  no  puede  deducirse  que 
eligió  para  el  pago  el  domicilio  del  demandado,  sino  que  se  valló 
de  esa  operación  legal  para  facilitar  el  pago  y recibir  el  precio 
en  su  propio  domicilio;  la  de  5 de  Enero  de  1885  y la  de  6 de 
Mayo  de  1886,  entre  otras  muchas. 

Por  último,  se  ha  preguntado  por  algunos  qué  obligación 
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debe  cumplirse  antes,  en  el  caso  de  que  no  medien  condiciones 
ni  aplazamientos,  si  la  del  vendedor  de  entregar  la  cosa,  6 la 
del  comprador  de  entregar  el  precio.  Para  nosotros  esta  cues- 
tión puede  calificarse  de  triboniana,  porque  de  lo  dicho  hasta 
aquí  se  deduce  que  ambas  deben  realizarse  al  mismo  tiempo  con 
perfecta  simultaneidad.  Si  una  de  las  partes  que  no  ha  cumplido 
su  obligación  demanda  á la  otra  para  que  lleve  á cabo  la  suya, 
ésta,  fundándose  en  la  bilateralidad  del  contrato  podrá  oponer 
que  el  demandante  tampoco  ha  cumplido  lo  que  le  incumbo,  y 
que,  por  lo  tanto,  no  está  obligado  á lo  que  se  le  pide.  Es,  pues, 
ineludible  la  consecuencia  de  que  el  que  exij*  el  cumplimiento  de 
cualquiera  de  estas  dos  obligaciones  debe  comenzar  por  cumplir 
á 3U  vez  la  recíproca.  „ 

Códigos  extranjeros. — Artículos  1650  y 1651  del  código  fran- 
cés; 15u7  y 1508  del  italiano;  1583  del  portugués,  que  añide  que 
cuando  hubiese  duda  acerca  de  lo  que  se  hará  primero,  si  la  en- 
trega de  la  cosa  ó el  abono  del  precio,  tanto  aquélla  como  éste 
se  depositarán  en  poder  de  un  tercero;  artículo  1871  y primer 
párrafo  del  1872  del  código  de  Chile;  artículos  30 .5,  3026  y 3027 
del  de  Baja  California  y Puebla,  concordando  este  último  con  el 
citado  del  cóiigo  portugués;  artículos  1472  y 1473  del  código  de 
Venezuela;  1689  del  uruguayo,  y 1424  del  argentino. 

ARTÍCULO  1501 

El  comprador  deberá  intereses  por  el  tiempo  que 
medie  entre  la  entrega  de  la  cosa  y el  pago  del  precio, 
en  los  tres  casos  siguientes: 

1. °  Si  así  se  hubiere  convenido. 

2. °  Si  la  cosa  vendida  y entregada  produce  fruto  ó 

renta. 

3. °  Si  se  hubiere  constituido  en  mora,  con  arreglo 
al  art.  1100. 

Casos  en  que  el  comprador  dele  intereses  del  precio  no  entregado . 

El  ait.  1501  es  una  consecuencia  más  de  la  naturaleza  del  con- 
trato de  compra  y venta. 
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El  Código  supone  que  las  entregas  de  la  cosa  y del  precio 
no  han  sido  simultáneas,  sino  que  habiéndose  entregado  la  pri- 
mera, hay  un  lapso  de  tiempo,  mayor  ó menor,  entre  este  mo- 
mento y el  pago  del  precio;  considera  que  durante  el  mismo  el 
vendedor  se  ve  privado  de  la  cosa  y de  sus  utilidades,  y que  el 
comprador  tiene  en  su  poder  ésta,  más  el  importe  del  precio,  y 
ante  tal  posibilidad,  formula  en  el  artículo  que  comentamos  la 
regla  adecuada. 

Dados  los  antecedentes  do  hecho  que  constituyen  el  supuesto 
del  precepto  y la  naturalería  bilateral  del  contrato,  la  solución 
justa  que  evitase  el  enriquecimiento  torticero  de  una  de  las  par- 
tes, no  podía  ser  otra  que  la  obligación  de  pagar  intereses.  El 
Código  la  consigna,  diciendo  que  el  comprador  deberá  intereses 
por  el  tiempo  que  medie  entre  la  entrega  de  la  cosa  y el  pago 
del  precio,  en  los  tres  casos  siguientes:  l.°,  si  así  se  hubiere 
convenido;  2.°,  si  la  cosa  vendida  y entregada  produce  fruto  ó 
renta;  y 3.°,  si  se  hubiese  constituido  en  mora,  con  arreglo  al 
art.  1100. 

Nada  hay  que  decir,  en  cuanto  al  primer  caso,  puesto  que 
en  él  la  obligación  procede  de  la  libre  voluntad  de  las  partes, 
que  son  dueñas  de  establecer  todos  los  pactos  lícitos  que  esti- 
men convenirles,  los  cuales  constituyen  la  ley  del  contrato.  A 
esas  estipulaciones  habrá,  por  lo  tanto,  que  estar  en  cuanto  al 
tipo  del  interés,  épocas  de  su  pago  y demás  circunstancias  com- 
plementarias. Si  las  partes  hubiesen  establecido  la  obligación  de 
pagar  intereses,  pero  no  hubiesen  fijado  su  cuantía,  estimamos 
que  sería  de  exigir  el  interés  legal. 

En  el  segundo  caso,  el  de  que  la  cosa  vendida  produzca  fruto 
ó renta,  es  donde  se  ve  más  claro  el  motivo  del  precepto,  de 
acuerdo  con  la  naturaleza  del  contrato;  pues  la  obligación  de 
pagar  los  intereses  no  procede  ya  de  la  libre  voluntad  de  las 
partes,  sino  de  la  previsión  de  la  ley,  en  vista  de  determinadas 
circunstancias  de  hecho.  Sufriría  verdadera  lesión  el  principio 
de  bilateralidad  que  informa  el  contrato  de  compra  y venta,  si 
el  comprador  hiciese  suyos,  durante  cierto  tiempo,  los  productos 
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de  la  cosa  más  los  rendimientos  que  pudiera  obtener  del  precio 
y nada  más  justo,  en  debida  compensación  al  vendedor,  que  el 
pago  de  lo 8 intereses. 

Téngase  en  cuenta  que,  para  que  nazca  la  obligación  de  satis- 
facerlos, es  preciso  que  se  den  conjuntamente  dos  circunstan- 
cias: primera,  que  la  cosa  vendida  haya  sido  de  hecho  entrega- 
da; y segunda,  que  produzca  fruto  ó renta.  Faltando  cualquiera 
de  ellas,  el  enriquecimiento  torticero  por  parte  del  comprador  es 
materialmente  imposible. 

No  ha  faltado,  sin  embargo,  autor  que  haya  pedido,  con  mo- 
tivo del  supuesto  á que  nos  referimos,  un  mayor  respeto  de  la 
ley  hacia  el  principio  conmutativo  que  informa  la  compra  y 
venta.  Laurent  dice  que  la  cosa,  desde  que  es  entregada,  pro- 
duce siempre  un  goce  ó disfrute,  del  cual  se  aprovecha  el  com- 
prador, bien  sea  en  concepto  de  rentas,  de  frutos,  de  simple  uso 
ó de  mero  placer,  y siendo  esto  así,  la  igualdad  que  debe  reinar 
en  los  contratos  conmutativos  exige  que  el  vendedor  tenga  de- 
recho á los  intereses  desde  el  momento  en  que  el  comprador 
entra  en  el  uso  y disfrute  de  la  cosa.  Pero  este  no  es  el  criterio 
de  nuestro  Código  en  el  núm.  2.°  del  artículo  que  comentamos, 
por  más  que  luego  veremos  el  alcance  que  en  relación  con  este 
caso  tiene  la  interpretación  del  núm.  3.°  del  mismo  artículo. 

Dice  Goyena,  hablando  del  art.  1430  del  Proyecto  de  1851, 
concordante  con  el  que  comentamos,  que  en  las  ventas  á plazo, 
sin  estipular  intereses,  no  los  debe  el  comprador  por  razón  de 
aquél,  aunque  entretanto  perciba  los  frutos  de  la  cosa;  pues  el 
plazo  hizo  parte  del  contrato  y cosa  vendida,  y debe  presumirse 
que  con  esta  consideración  so  aumentó  el  precio  de  la  venta.  Lo 
contrario  deberá  decirse — añade — cuando  la  concesión  del  plazo 
fue  posterior  al  contrato;  pues  debe  presumirse  que  la  venta 
se  hizo  por  el  justo  precio,  y que  el  vendedor  sólo  quiso  renun- 
ciar al  derecho  que  tenía  para  ejecutar  al  comprador,  no  á los 
intereses  que  se  le  debían,  por  la  naturaleza  misma  del  con- 
trato. 

Por  razonables  que  puedan  parecer  estas  apreciaciones  de 


CODIGO  CIVIL 


270 

Goyena,  no  creemos  que  tengan  ningún  fundamento  fólido  en 
nuestro  Código,  el  cual  no  distingue  entre  ventas  á plazo  y al 
contado,  aparte  de  que  el  afirmar  que  de  la  concesión  de  un  plazo 
posterior  á la  venta,  sin  estipulación  ninguna  sobre  intereses, 
deba  deiivarse  la  presunción  de  que  éstos  sean  exigibles,  nos 
parece  algo  aventurado.  No  creemos  que  deba  acudirse  al  em- 
pleo de  las  presunciones  para  la  interpretación  del  precepto,  sinc 
atenerse  á la  letra  del  mismo,  que  es  bien  clara,  y á su  espíritu 
que  es  sobrado  manifiesto.  Cuando,  produciendo  la  cosa  fruto  ó 
renta,  las  partes  no  quieran  que  medien  intereses,  ya  se  cuida 
rán  de  declararlo;  para  el  caso  de  que  nada  declaren  está  la  ley, 
entendida  lisa  y llanamente. 

Es  el  tercer  caso  en  que  el  comprador  debe  pagar  intereses, 
aquel  en  que  se  hubiera  constituido  en  mora,  con  arreglo  al  ar 
tículo  1 100.  Este  artículo,  colocado  en  el  capítulo  que  trata  de  la 
naturaliza  y efecto  de  las  obligaciones,  está  destinado  á fijar  el 
concepto  de  la  mora  y á determinar  el  momento  desde  el  cual  se 
incurre  en  ella. 

Es  regla  geúeral,  según  el  párrafo  l.°,  que  ese  momento 
está  determinado  por  la  reclamación  judicial  ó extrajudicial  que 
el  acreedor  haga  del  cumplimiento  de  la  obligación.  Pero  al  lado 
de  esta  regla  general  aparecen  casos  de  excepción,  en  los  cuales 
no  será  precisa  tal  reclamación  para  que  la  mora  exista.  De  estos 
casos,  el  que  ahora  nos  importa  es  el  que  se  consigna  en  el  pá 
rrafo  2.°  del  núm.  2.°  del  citado  art.  1100.  Dedicado  este  párrafo 
especialmente  á las  obligaciones  recíprocas,  después  de  expresar 
que  en  ellas  tiene  lugar  la  doctrina  de  la  compensación  de  la 
mora,  dice  que  en  tales  obligaciones  recíprocas,  desde  que  uno 
de  los  obligados  cumple  su  obligación  empieza  la  mora  para  el 
otro. 

Ahora  bien;  conviene  no  olvidar,  para  la  apreciación  de  este 
precepto,  que  las  obligaciones  recíprocas  en  el  Código  son  las 
que  en  las  escuelas  se  han  venido  llamando  obligaciones  bilate- 
rales, cuya  característica  es  la  nota  de  reciprocidad  que  las  in- 
forma. 
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Resulta,  por  lo  tanto,  de  la  consideración  de  todos  estos  ante- 
cedentes, que,  según  el  núm.  3.°  del  artículo  que  comentamos, 
en  toda  compra  y venta,  desde  el  momento  en  que  el  vendedor 
entrega  la  cosa,  debe  intereses  el  comprador  por  el  precio,  aun- 
que esos  intereses  no  hayan  sido  convenidos  ni  la  cosa  vendida 
produzca  fruto  ó renta,  pues  la  entrega  realizada  por  el  vende- 
dor determina  la  mora  en  el  comprador,  según  el  último  párrafo 
del  art.  1100,  y la  mora  del  comprador  es  causa  legal  del  abono 
do  intereses,  según  el  artículo  que  comentamos. 

El  enlace  de  estos  preceptos  y la  consecuencia  á que  se  llega 
son  ineludibles:  para  destruir  ésta  sería  preciso  demostrar  que 
las  obligaciones  de  comprador  y vendedor  no  tienen  el  carácter 
de  recíprocas  ó bilaterales,  y eso  sería  un  absurdo. 

Sólo  hay  un  caso  en  que  la  consecuencia  puede  fallar,  que 
sería  aquel  en  que  se  hubiese  pactado  un  aplazamiento  para  el 
pago  del  precio,  pues  mientras  el  plazo  no  se  cumpla  no  se  pue  • 
de  decir  que  hay  morosidad.  Podrían,  sin  embargo,  deberse  los 
intereses  á pesar  del  aplazamiento,  si  la  cosa  vendida  y entre  • 
gada  produjese  fruto  ó renta,  y nada  se  hubiere  pactado  en  con- 
trario. 

Ahora  bien:  al  instituir  el  Código  el  núm.  3.°  del  artículo 
que  comentamos,  ¿ha  tenido  en  cuenta  la  interpretación  que  de- 
jamos expuesta,  y á que  lógicamente  conduce  la  referencia  del 
artículo  1100?  ¿Ha  querido  la  ley  que  en  toda  compra  y venta, 
cuyo  precio  no  ha  sido  de  mutuo  acuerdo  aplazado,  la  entrega 
de  la  cosa  por  el  vendedor  determine  la  mora  del  comprador  y 
la  consiguiente  obligación  de  pagar  intereses,  ó,  por  el  contra- 
rio, al  aludir  á la  doctrina  de  la  mora,  prescindiendo  del  artícu 
lo  1100  en  que  se  contiene,  ha  querido  referirse  á aquella  otra 
morosidad  que  legalmente  nace  á consecuencia  de  la  reclama- 
ción del  acreedor? 

Tal  vez  haya  sido  este  último  su  propósito,  y no  sería  com- 
pletamente extraño  á tal  criterio  el  precepto  del  art.  1504,  que 
dice  que  en  la  venta  de  bienes  inmuebles,  aun  cuando  se  hubiera 
estipulado  que  por  falta  de  pago  del  precio  en  el  tiempo  conve- 
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nido  tendrá  lugar,  de  pleno  derecho,  la  resolución  del  contrato, 
el  comprador  podrá  pagar,  aun  después  de  expiracio  el  termino, 
ínterin  no  haya  sido  requerido  judicialmente  ó por  acta  notarial. 

Por  último,  no  cabe  decir,  en  contra  de  la  interpretación  que 
hemos  expuesto,  que  la  mora  á que  se  refiere  el  núm.  3.°  del  ar- 
tículo que  comentamos,  es  la  mora  accipiendi , porque  ese  núme- 
ro 3.°,  como  todo  el  art.  1501,  da  por  supuesto  que  la  cosa  ha 
sido  entregada,  y,  siendo  esto  así,  sólo  puede  eludir  á la  mora 
solvendi . 

Códigos  extranjeros . — Artículo  1652  del  Código  francés,  el 
cual  ofrece  la  particularidad  de  que,  en  vez  de  aludir  á la  mora 
del  comprador,  dice  que  éste  deberá  los  intereses  cuando  haya 
sido  requerido  para  el  pago,  no  corriendo  dichos  intereses  sino 
después  del  requerimiento;  artículo  1509  del  Código  italiano;  ar- 
tículo 1873  del  de  Chile,  que  dice  que  si  el  comprador  estuviese 
constituido  en  mora  de  pagar  el  precio  en  el  lugar  y tiempo  di- 
chos, el  vendedor  tendrá  derecho  para  exigir  el  precio  ó la  reso- 
lución de  la  venta,  con  resarcimiento  de  perjuicios;  arts.  3028 
y 3029  del  de  Baja  California  y Puebla;  el  primero  de  estos  ar- 
tículos es  igual  que  el  de  nuestro  Código,  y el  segundo,  de  acuer- 
do con  el  criterio  de  Groyena,  antes  expuesto,  dice  que  en  las 
ventas  á plazos  sin  estipular  intereses,  no  los  debe  el  compra- 
dor por  razón  de  aquél,  aunque  entretanto  perciba  los  frutos  de 
la  cosa;  pues  el  plazo  hizo  parte  del  mismo  contrato,  y debe  pre- 
sumirse que  en  esta  consideración  se  aumentó  el  precio  de  la 
venta.  Art.  1690  del  Código  del  Uruguay;  1474  del  de  Venezue- 
la; 1429  y 1432  del  argentino,  y 452  del  alemán. 

ARTÍCULO  1502 

Si  el  comprador  fuere  perturbado  en  la  posesión  ó 
dominio  de  la  cosa  adquirida,  ó tuviere  fundado  temor 
de  .serlo  por  una  acción  reivindicatoría  ó hipotecaria, 
podrá  suspender  el  pago  del  precio  hasta  que  el  ven- 
dedor, haya  hecho  cesar  la  perturbación  ó el  peligro,  á 
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no  ser  que  afiance  la  devolución  del.  precio  en  su  caso, 
ó se  haya  estipulado  que,  no  obstante  cualquiera  con- 
tingencia de  aquella  clase,  el  comprador  estará  obli- 
gado á verificar  el  pago. 

Para  cuando  el  comprador  se  ve  privado  de  la  cosa  compra- 
da, la  ley  ha  establecido  un  medio  legal  que  le  indemnice,  en  la 
medida  de  lo  posible,  del  perjuicio  sufrido;  este  medio  legal  es 
la  llamada  acción  de  eviccióu,  que  tiene  por  objeto  exigir  el  sa- 
neamiento, en  cuyo  estudio  ya  nos  hemos  ocupado.  Pero  aun  sin 
que  en  las  vías  de  hecho  se  haya  llegado  todavía  á la  privación 
de  la  cosa,  puede  ocurrir  una  situación  especial  que,  causando 
también  perjuicio  al  comprador,  requiera  la  necesidad  de  deter- 
minadas previsiones  que  tiendan  á evitarlo. 

Esta  situación  es  la  de  la  mera  perturbación  que  á la  evic- 
ción  suele  preceder  El  Código  la  estudia  desde  el  punto  de  vista 
de  la  garantía  del  comprador,  dando  por  supuesto  el  precepto 
que  el  precio  no  ha  sido  todavía  entregado. 

Estando  aun  el  precio  en  poder  del  comprador,  aparece  desde 
luego  como  indudable  que  la  mejor  garantía  para  éste,  la  de  más 
fácil  efectividad  y la  que  mejor  concuerda  con  1a.  naturaleza  bi 
lateral  de  las  obligaciones,  es  la  suspensión  del  pago  del  mismo 
hasta  tanto  cese  !a  situación  anormal  que  motiva  esta  precau- 
ción. Así  io  ha  entendido  el  Código  en  el  artículo  que  comenta- 
mos: veamos  la  manera  que  ha  tenido  de  desarrollar  este  prin- 
cipio. 

Si  el  comprador — dice — fuera  perturbado  en  la  posesión  ó 
dominio  de  la  cosa  adquirida,  ó tuviese  fundado  temor  de  serlo 
por  una  acción  reivindicatoría  ó hipotecaria,  podrá  suspender  el 
pago  del  precio. 

No  gustan  algunos  respetables  autores  de  la  latitud  que  el 
artículo  concede  con  la  frase  fundado  temor , por  sospechar  que 
pueda  ser  ocasionada  á abusos  maliciosos  y á resistencias,  más 
ó menos  justificadas,  por  parte  del  comprador  respecto  á la  en- 
trega del  precio;  mas  sin  negar  nosotros  que  el  abuso  sea  posi- 
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ble,  jcuándo  no  lo  esl,  confiamos  mucho  en  la  prudencia  de  los 
tribunales,  y creemos  que  á más  injusticias  puede  conducir  en  la 
práctica  el  excesivo  deseo  de  suprimir  el  arbitrio  judicial  que  el 
dar  á los  preceptos  la  elasticidad  suficiente  para,  que  su  aplica- 
ción sea  lo  más  equitativa  posible,  teniendo  en  cuenta  la  cir- 
cunstancialidad  de  cada  caso. 

Mas,  dejando  á un  lado  esta  consideración  crítica,  haremos 
notar  que,  según  el  articulo,  el  derecho  á suspender  el  pago  del 
precio  existe,  no  solamente  cuando  la  perturbación  en  la  pose- 
sióu  ó en  el  dominio  ha  tenido  lugar,  sino  cuando  hay  el  tunda- 
dado  temor  de  que  sobrevenga,  en  el  bien  entendido  supuesto 
que  si  el  Código  habla  de  temor , tiene  buen  cuidado  do  adjuntar- 
le el  ca'ificativo  de  fundado,  de  donde  se  desprende  que  no  cual 
quier  temor  será  suficiente  para  que  el  pago  del  precio  pueda 
suspendí  rse,  sino  que  ha  de  tratarse  de  un  temor,  por  decirlo 
asi,  calificado,  cuya  calificación  harán,  en  último  término,  los 
tribu  oales  de  justicia. 

1.a  pe]  turbación  ha  de  recaer  precisamente  sobre  la  pososión 
ó el  dominio  de  la  cosa  comprada;  de  suerte  que  si  lo  que  al 
comprador  ocurre  es,  por  ejemplo,  que  le  reclaman  el  reconocí* 
miento  de  una  servidumbre,  entendemos  que  debe  afirmarse  que 
no  se  está  en  el  caso  del  art.  1502,  sino  en  el  del  1483,  que  ya 
hemos  estudiado. 

El  ejercicio  por  un  tercero  del  interdicto  de  retener  ó de  re 
cobrar,  supone  desde  luego  una  perturbación  en  el  derecho  de 
posesión  que  encaja  en  el  marco  del  art.  1502.  Uua  simple  per- 
turbación de  hecho  contra  la  que  el  comprador  puede  fácilmente 
defenderse,  no  se  halla  en  el  mismo  caso.  El  ejercicio  de  la  ac 
ción  reivindicatoría  por  un  tercero,  amenaza  y perturbad  dere- 
cho de  propiedad,  por  lo  que,  si  el  precio  no  se  ha  entregado, 
puede  retenerse;  pero  si  no  hay  acción,  sino  simples  afirmacio- 
nes ó amenazas  de  teclamar,  no  existe  perturbación  seria,  no 
procede  el  expresado  artículo. 

A su  vez,  el  temor  de  la  perturbación,  según  el  artículo  que 
comentamos,  ha  de  provenir,  también  precisamente,  del  ejercí* 
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ció  de  hecho  ó posible  de  uOa  acción  reivindicatoría  ó hipoteca- 
ría. Serla,  por  lo  tanto,  absurdo  que  un  comprador  pretendiese 
suspender  el  pago  del  precio,  fundándose  en  otro  cualquier  mo- 
tivo que  no  fuese  alguno  de  los  dos  que  el  Código  menciona,  por 
ejemplo,  alegando  que  el  vendedor  con  quien  contrató  era  inca- 
paz, y que  de  esta  incapacidad  derivaba  Su  temor. 

En  este  sentido  es  interesante  la  sentencia  del  Tribunal  Su- 
premo de  20  de  Diciembre  de  1898,  que  resolvió  el  siguiente 
caso: 

Vendida  por  A.  nna  finca  á B.  á plazos,  éste  se  negó  á pagar 
los  que  iban  venciendo,  fundándose  en  que,  como  la  finca  proce- 
día do  desamortización  y había  en  la  misma  exceso  de  cabida, 
existía  el  fundado  temor  de  ser  privado  de  ella  por  el  Estado, 
por  cuyo  motivo  estaba  en  el  caso  de  ejercitar  el  derecho  que 
concede  el  art.  1 502  del  Código,  suspendiendo  el  pago  del  pre- 
cio. La  sentencia,  sin  embargo,  declaró  que  B.  debía  pagar  los 
jlzos  vencidos;  que  para  que  fuese  aplicable  e!  art.  1502  era 
menester,  en  primer  lugar,  que  el  temor  fuera  f un  talo % y en  se- 
gundo, que  se  tratase  de  una  acción  reivindicatoría  ó hipotecaria , 
y el  E-fcado,  lo  que  interpondría  en  su  caso  no  sería  ninguna  do 
esta*  dos  acciones,  sino  la  de  nulidad , que  es  muy  distinta;  y, 
por  úlci.n  »,  que  el  art.  1502  está  dado  para  evitar  el  riesgo  de 
per  leí  la  cosa  y el  precio,  siendo  éste  el  motivo  de  que  precita 
mente  aluda  á las  acciones  reivindicatoría  ó hipotecaria. 

Ln  cuanto  al  temor  del  posible  ejercicio  de  esta  última  acción, 
ó íra  la  hipotecaria,  encontrarais  muy  acertadas  tas  observacio- 
nes qm>.  hace  el  Sr.  Morell,  á saber:  la  hipoteca  no  es  válida  si 
no  se  inscrib-  ; el  fan  lado  temor  sólo  puede  existir  por  el  hecho 
do  bal  a r.»e  inscrita  dicha  hipoteca  con  anterioridad  á la  ins- 
cripción de  la  venta;  ese  temor  arranca,  pues,  ó de  un  hecho 
anterior  á la  venta,  y convertido  en  público  por  el  Registro,  de- 
bido conocer,  por  tanto,  por  el  comprador,  ó de  un  descuido  de 
éste  p ir  no  inscribir  r portunamente.  Hechos  que  son  imputa- 
bles al  comprador,  ignorancias  ó descuidos  suyos,  ¿pueden  mo- 
tivar la  concesión  de  un  derecho  á su  favor?  La  contestación  no 
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es  dudosa;  sólo  en  casos  excepc4onales  de  mala  fe  en  el  vende 
dor  puede  tener  explicación  el  precepto  del  art.  1502. 

Ahora  bien:  si  la  hipoteca  no  estuviese  inscrita  en  el  mo- 
mento de  la  venta  ni  tuviese  de  ella  conocimiento  el  comprador, 
entonces  dicho  articulo  tendría  perfecta  y racional  explica- 
ción cuando  se  inscribiese  ó conociese  después,  á menos  de  exis 
tir  por  parte  de  ese  comprador  verdadero  abandono  ó negligen 
cia  al  no  inscribir.  Habla  el  artículo  de  acción  hipotecaria  por 
que  el  ejercido  de  ésta  supone  una  pe  rturbación  seria  contra  la 
posesión  ó el  dominio,  una  amenaza  formal  de  perder  la  finca 
por  su  forzosa  enajenación  para  el  cobro. 

La  reclamación  de  otros  derechos  reales,  como  el  censo  ó la 
servidumbre,  no  representa  para  el  legislador  tan  gran  peligro, 
por  lo  que  estima  que  el  comprador  se  halla  entonces  perfecta 
mente  garantido  con  el  precepto  del  art.  1483. 

Eu  cambio  la  acción  para  el  comiso  de  la  &Dca,  y en  general 
las  acciones  de  nulidad  ó de  resolución  ó rescisión  de  un  acto 
anterior,  aunque  no  consignadas  de  un  modo  claro  y explícito  en 
el  art.  1502,  no  cabe  duda  de  que  representan  una  perturbación 
seria  para  el  dominio  ó la  posesión  del  adquirente.  El  fundado 
temor  de  que  se  ejerciten  esas  acciones  que  no  son  propiamente 
reivindicatorías  ni  hipotecarias,  no  puede  alegarse  á los  efectos 
dol  art.  1502;  pero  el  hecho  de  ejercitarse  antes  de  haberse  en- 
tregado el  precio,  creemos  que  es  motivo  suficiente  para  la  apli- 
cación del  precepto  en  su  primer  extremo,  que,  sin  referirse  á 
acción  determinada,  sólo  requiere  la  perturbación  en  el  dominio 
ó en  la  posesión. 

Hemos  dicho  al  principio  que  el  Código,  al  dictar  el  precepto 
que  comentamos,  parte  del  supuesto  de  que  el  precio  no  ha  sido 
todavía  pagado;  por  eso  habla  siempre  de  la  suspensión  de  su 
pago.  ¿Sería  de  observar  la  misma  regla  si,  habiéndose  ya  sa 
tisfecho  el  precio  por  el  óomprador,  ocurriese  alguno  de  los  casos 
á que  alude'  el  art.  1502?;  ó,  dicho  en  otros  términos,  puesto 
que  la  suspensión  del  pago  de  nn  precio  ya  entregado  no  puede 
racionalmente  verificarse,  ¿tendría,  en  cambio,  el  comprador  el 
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derecho  de  pedir  la  devolución  del  mismo  hasta  tanto  que  cesase 
la  perturbación  ó el  peligro  de  la  acción  reivindicatoria  ó hipo- 
tecaria? 

No  concede  el  Código  ese  derecho,  ni  sin  gran  violencia  y 
dislocación  de  sus  preceptos  cabe  entender  devolución  donde  sólo 
dice  suspensión;  y es  que  el  supuesto  de  hecho  de  toda  la  regla 
contenida  en  el  art.  1502  es  que  el  precio  no  haya  sido  pagado, 
que  el  contrato  no  haya  llegado  á su  completa  consumación.  Si 
!a  cosa  está  en  poder  del  comprador,  y el  precio  está  ya  en  ma- 
nos del  vendedor,  el  contrato  de  compra  y venta  es  un  contrato 
consumado,  es  un  contrato  que  pasó,  y si  bien  con  ocasión  del 
mismo  podrán  nacer  nuevas  relaciones  entre  los  interesados  que 
se  resuelvan  en  la3  justas  indemnizaciones  si  la  evicción  llega  á 
ocurrir,  es,  por  otra  parte,  indudable  que  no  procede  aplicar  á 
un  contrato  que  llegó  á su  término  natural  lo  que  para  aquellos 
otros  aun  no  conclusos  se  instituyó.  Así  lo  exigen  la  firmeza  y 
seguridad  de  la  contratación  y la  naturaleza  de  las  obligaciones 
contraídas. 

Esto  por  lo  que  se  refiere  al  aspecto  doctrinal  de  la  cuestión, 
porque  dentro  de  nuestro  Código  no  creemos  que  exista  el  más 
mínimo  fundamento  para  sostener  que,  una  vez  entregado  el 
precio,  tenga  derecho  el  comprador  á solicitar  su  devolución, 
cualesquiera  que  sean  las  perturbaciones  ó los  peligros  que  le 
amenacen. 

Otra  cosa  sería  si  en  vez  de  estar  el  precio  entregado  estu- 
viese solamente  depositado,  pues  en  este  caso,  no  habiendo  en- 
trado todavía  en  poder  del  vendedor,  el  contratono  había  llega- 
do á su  consumación;  el  pago  del  precio,  en  rigor,  no  estaba 
hecho,  y cabía  su  suspensión. 

Contribuye  á fijar  el  alcance  de  lo  que  se  entiende  por  sus- 
pender el  pago  del  precio  en  los  casos  que  estamos  examinando, 
la  afirmación  de  que  cuando  se  trata  de  este  derecho  del  com- 
prador no  se  entiende  que  venga  condicionado  ni  influido  por 
ninguna  obligación  de  consignar  el  importe  de  dicho  precio.  Lo 
retendrá,  pues,  en  su  poder,  sin  dar  ninguna  garantía  de  pago, 
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pues  es  claro  que  no  debe  otorgarla  quien  está  en  el  caso  de  pe- 
dirla. Esto  no  impide  que  si  el  comprador  prefiere  consignar  lo 
haga  así;  lo  que  queremos  decir  es  que  no  está  obligado  á ello. 

¿Á  quién  corresponderán  los  gastos  de  la  con s:g nación  en  el 
ca-o  de  que  el  comprador  la  lleve  á cabo?  Pudiera  parecer  á 
primera  vista  que  al  vendedor,  puesto  que  la  perturbación  ó el 
temor  de  ella  es  el  hecho  originario  que  motiva  la  consignación; 
pero  como  la  ley  no  impone  esta  obligación  al  comprador,  ni  la 
consignación  se  realiza  porque  el  vendedor  la  pida,  ni,  por  otra 
jarte,  se  está  en  el  caso  que  prevé  «1  art.  1176  y siguientes 
para  que  tenga  ajdicación  el  art.  1 170,  que  dice  que  los  gastos 
de  la  consignación,  cuando  fuere  precedente,  seián  de  cuenta 
del  acreedor,  ni,  por  último,  el  comprador  puede  obligar  al  vende- 
dor á qne  acepte  una  garantía  no  solicitada  ni  establecida  por  la 
ley,  es  para  nosotros  evidente  que  sólo  al  comprador  corresponde 
sufragar  les  gastos  de  esa  consignación  voluntariamente  hacha. 

¿Puede  retener  en  todo  caso  el  comprador  la  totalidad  del 
precio?  El  aitículo  no  d stingue,  pero  debe  aplicarse  en  el  sen 
tido  más  racional.  Si  el  peligro  ó la  perturbación  alcanza  á todo 
lo  vendido,  habrá  lugar  á la  retención  de  todo  el  precio;  si  sólo 
alcanza  á una  parte  que  pueda  considerarse  divisible  ó indepen- 
diente, sólo  debe  haber  derecho  á retener  la  parte  de  precio  que 
corresponda.  Así,  si  se  vendieron  dos  cosas,  y la  perturbación 
ó el  fundado  temor  de  ella  se  refieren  á una  de  esas  cosas,  no 
hay  razón  para  retener  el  precio  de  la  otra.  Si  el  precio  son 
20.000,  y la  acción  hipotecaria,  cuyo  ejercicio  se  teme,  sólo 
paede  ascender,  con  los  intereses,  á 11.000,  no  deben  retenerse 
los  9.000  restantes. 

Después  de  fijado  el  derecho  del  comprador  para  suspender 
el  pago  del  precio,  el  art.  1502  determiua  el  momento  hasta  qne 
ha  de  durar  esa  suspensión:  si  lo  qne  la  motivó  fué  la  perturba- 
ción ó el  peligro  de  una  acción  rei vindicatoria  ó hipotecaria,  es 
visto  qne  ese  momento  no  puede  ser  otro  que  aquel  en  que  cese 
la  causa  que  dió  nacimiento  al  derecho  del  comprador. 

Cuidado  del  vendedor  será  el  hacer  cesar  la  perturbaoión  ó 
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el  peligro,  pues  mientras  éstos  subsistan  no  podrá  percibir  el 
precio  á menos  qne  afiance  su  devolución,  según  asimismo  de* 
clara  el  art.  1502.  No  dice  el  Cóligo  las  condiciones  de  esta 
fianza,  pero  estimamos  que  la  personal  únicamente  será  admisi* 
ble  cuando  expresamente  la  acepte  el  comprador,  entendiéndose 
que  su  aceptación  debe  recaer  no  sólo  sobre  la  clase  de  fianza, 
en  principio,  sino  sobre  la  persona  que  el  vendedor  presente 
como  fiador.  Respecto  de  la  hipotecaria  y la  pignoraticia,  no 
creemos  contrario  á la  naturaleza  del  precepto  que  comentamos 
el  que  el  Juez  pueda  calificar  su  suficiencia  caso  de  discordia, 
aunque  de  todas  maneras  se  echa  mucho  de  menos  la  reglamen- 
tación personal  complementaria  de  este  articulo  y de  otros  mu- 
chos del  Código  de  índole  análoga. 

Así  como  la  iacultad  del  comprador  de  consignar  el  precio, 
no  mencionada  siquiera  por  el  Código,  es,  como  hemos  dicho, 
una  iacultad  y no  una  obligación,  la  prestación  de  la  fianza  por 
el  vendedor  es  también  un  acto  potestativo  en  él;  él  verá  si,  in- 
teresándole la  pronta  percepción  del  precio,  y no  teniendo  te- 
mores sobre  su  devolución,  le  conviene  prestar  ó no  la  fianza; 
es  ésta  una  compensación  muy  natural  que  el  Gódigo  no  podía 
negar  al  vendedor  de  buena  fe;  pero  debe  entenderse  siempre 
que  al  comprador  no  asiste  derecho  alguno  para  obligar  al  ven- 
dedor á la  prestación  de  la  fianza. 

El  derecho  que  al  comprador  incumbe  de  suspender  el  pago 
del  precio  en  el  caso  del  art.  1502  es  renunciable;  constituye 
una  condición  ó requisito  natural  del  contrato  de  compra  y venta 
y por  virtud  de  tal  carácter  es  susceptible  de  ser  derogado  por 
la  voluntad  expresa  de  las  partes.  Así  lo  dice  el  art.  1502,  pues 
al  hablar  de  que  el  comprador  podrá  suspender  el  pago  del  pre- 
cio si  fuere  perturbado  ó tuviere  fundado  temor  de  serlo  por  una 
aoción  rei vindicatoria  ó hipotecaria,  consigna  la  limitación  con 
las  palabras,  á no  ser  que  se  haya  estipulado  que,  no  obstante 
cualquiera  contingencia  de  aquella  clase,  ti  comprador  estará 
obligado  á verificar  el  pago,  es  decir,  á no  ser  que  haya  renun- 
ciado previamente  su  derecho. 
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En  cuanto  á las  condiciones  de  esta  renuncia,  entendemos, 
en  primer  lugar,  que  debe  ser  expresa,  y en  segundo,  que  debe 
referirse  concretamente  al  posible  ejercicio  de  lás  acciones  rei- 
vindicatoría ó hipotecaria,  pues  una  renuncia  genérica  al  de- 
recho de  suspender  el  pago  del  precio  sin  expresar  los  motivos 
que  se  tienen  en  cuenta,  pensamos  que  no  privaría  al  compra- 
dor de  su  derecho.  Nos  mueve  á estimarlo  así,  de  una  parteóla 
extraordinaria  gravedad  que  esas  acciones  implican,  y de  otra, 
las  palabras  que  el  artículo  emplea  de  cualquier  contingencia  de 
aquella  clase,  que  parecen  dar  á entender  la  necesidad  de  que  se 
puntualice  ia  clase  de  contingencias  á que  se  refiere  el  pacto 
para  que  tenga  eficacia  legal  la  renuncia. 

Se  ha  dudado  si,  mientras  está  en  suspenso  el  pago  del  pre- 
cio por  usar  el  comprador  del  derecho  que  le  concede  el  artículo 
que  comentamos  debe  pagar  intereses  por  razón  del  mismo.  Si 
la  cosa  vendida  no  es  de  las  que  producen  frutos  ni  rentas,  pa- 
rece indudable  que  no  existe  tal  obligación,  pues  no  se  está  en 
ninguno  de  los  casos  que  enumera  el  art.  1501.  Mas,  por  él  con- 
trario, si  es  de  las  que  producen  tales  rendimientos,  se  estima 
generalmente,  que  puesto  que  el  comprador  hace  suyos  los  fru- 
tos, y retiene,  por  otra  parte,  el  precio,  justo  es  que  al  vende 
dor  se  compense  con  los  intereses  de  éste,  con  lo  que  además  se 
evita  el  que  el  comprador  perciba  duplicadas  las  naturales  uti- 
lidades. 

Mas,  aun  en  este  caso,  no  parece  muy  segura  tal  solución  á 
nuestro  García  Goyena,  quien  frente  á ella  afirma  que,  si  el  com 
prador  puede  suspender  el  pago  del  precio  por  el  peligro  que 
corre  de  perder  la  cosa,  igual  peligro  corre  de  perder  los  frutos 
que  perciba  desde  la  contestación  del  pleito;  y los  intereses  son 
á los  frutos  lo  que  el  precio  es  á la  cosa;  pero  es  claro — añade — 
que  deberá  pagar  los  intereses  si  vence  en  el  pleito.  Desde  luego, 
esta  opinión  nos  parece  más  justa  y razonable.  1 

Por  último,  no  hay  para  qué  decir,  como  nota  común  á todo 
el  art.  15T)2,  que  para  que  sus  preceptos  puedan  ser  invocados 
con  fruto  por  el  oomprador,  es  absolutamente  necesario  que  la 
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causa  de  la  perturbación  ó del  peligro  arranque  de  un  hecho  an- 
terior á la  compra,  pues  no  tendría  sentido  que  de  actos  perso- 
nales del  adquirente  y en  nada  imputables  al  vendedor  ni  á sus 
causantes,  pudiera  derivarse  á favor  del  comprador  mismo  un 
derecho  como  el  que  concede  el  art.  1502  que  implica  cierta  gra- 
vedad y que  debe  ser  usado  con  gran  prudencia. 

Declara  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  8 de  Julio 
de  1903  que,  cuando  por  defectos  en  la  titulación  de  las  fincas 
vendidas  se  aplaza  el  precio,  fijando  para  ello  el  término  que  se 
creyó  suficiente  para  la  subsanación,  si  al  vencer  e?e  término 
no  ha  subsanado  el  vendedor  los  defectos,  no  puede  rescindir  la 
compra  ni  exigir  el  precio,  mientras  no  afiance  la  devolución. 

Códigos  extranjeros. — Arts.  1653  del  Código  francés;  1510  del 
italiano;  1584  del  Código  portugués,  el  cual,  en  vez  de  conceder 
el  derecho  de  suspender  el  pago  del  precio,  concede  el  de  depo- 
sitarlo judicialmente;  en  el  mismo  criterio  se  inspira  el  art.  1872 
del  Código  de  Chile.  Artículo  3031  del  Código  de  Baja  California 
y Puebla;  1691  del  uruguayo;  1475  del  de  Venezuela,  y 1425  del 
argentino. 

También  concuerda  con  el  art.  1431  del  Proyecto  de  Código 
español  de  1851. 


ARTÍCULO  1503 

Si  el  vendedor  tuviere  fundado  motivo  para  temer 
la  pérdida  de  la  cosa  inmueble  vendida  y el  precio, 
podrá  promover  inmediatamente  la  resolución  de  la 
venta. 

Si  no  existiere  este  motivo,  se  observará  lo  dispuesto 
en  el  art.  1124. 


Se  ha  dicho  por  un  autor  que  el  art.  1503  es  de  muy  difícil 
inteligencia;  mas  atentamente  examinado  no  encontramos  nos- 
otros esas  dificultades  á que  el  autor  alude,  sin  expresar  cuáles 
sean.  Para  no  dar  lugar  á ellas  conviene  colocarse  en  el  punto 


CÓDIGO  CIVIL. 


282 

de  vista  doctrinal,  que  de  refiere  á la  naturaleza  del  contrato  y 

de  las  obligaciones  que  de  él  nacen. 

Hemos  dicho  repetidas  veces  que  la  compra  y venta  es  un 
contrato  bilateral,  y que  bilaterales  son,  por  lo  tanto,  las  obli- 
gaciones características  que  de  él  se  derivan,  la  de  entregar  la 
cosa  y la  de  satisfacer  el  precio,  pues  en  ellas  se  da  la  nota  de 
reciprocidad,  que  constituye  la-sustancia  del  concepto  de  lo  bila- 
teral. Esto,  no  solamente  es  doctrina  juridiea  aceptada,  sino 
t unbión  doctrina  legal  dentro  del  Código. 

Pues  bien;  teniendo  este  criterio  en  cuenta,  cabe  preguntar: 
¿cuál  sería  el  camino  que  tendría  que  seguir  el  vendedor  si  el 
comprador  no  le  satisficiese  el  precio,  y no  existiendo  preceptos 
especiales  de  la  compra  y venta,  hubiera  que  apocar  la  doctrina 
general  de  las  obligaciones? 

La  respuesta  no  sería  dudosa.  Según  el  art.  1124  el  vende- 
dor podi  ía  escoger  entre  la  resolución  de  la  obligación  ó su  cum- 
plimiento, en  ambos  casos  con  el  resarcimiento  de  daños  y abo- 
no de  intereses.  Pero  esta  facultad  del  vendedor  podiia  versa 
limitada  en  la  prá  ‘.tica,  por  la  apreciación  del  Tribunal  que  en- 
tendiese que  existían  cansas  justificadas  para  señalar  un  plazo 
al  comprador,  en  cuyo  caso  ésta  podría  ser  la  solución,  prr  auto- 
rizarla expresamente  el  párrafo  tercero  del  mismo  art.  1121. 

De  donde  resulta  que  de  aplicarse  ¿ la  compra  y venta,  sin 
excepción  alguna,  la  doctrina  general,  no  tendría  el  vendedor  la 
seguridad  absoluta  de  llegar  á la  resolución  del  contrato  en  aque- 
llos casos  graves  y urgentes  en  que  solamente  en  ese  remedia 
jurídico  puede  oonsistir  la  eficaz  defensa  de  su  derecho. 

Vengamos  ahora  al  supuesto  del  art.  1503,  y observando  sue 
disposiciones,  veremos,  en  primer  lugar,  que  se  refiere  única- 
mente á la  venta  de  bienes  inmuebles,  y en  segundo,  que  está 
dado  para  el  caso  de  que  el  vendedor  tuviese  fundado  motivo 
para  temer  la  pérdida  de  la  cosa  y el  precio. 

Supone  un  respetable  comentarista  que  la  frase  t pérdida’de 
la  cosa  y del  precio»  ha  sido  mal  entendida  y no  está  bien  re- 
dactada, pues  no  significa  la  pérdida  de  lo  uno  y lo  otro,  sino 
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<3e  lo  uno  6 lo  otro,  pues  no  debe  suponerse  naturalmente  que 
esté  en  las  facultades  del  vendedor  reclamar  la  cosa  y el  precio 
al  mismo  tiempo,  ni  se  puede  dar  tal  alcance  al  art.  1503. 

No  vemos  la  consecuencia,  pues  ni  el  articulo,  ni  nadie  en  su 
nombre  podemos  creer  que  diga  ni  entienda  que  el  vendedor 
puede  reclamar  la  cosa  y el  precio  al  mismo  tiempo.  Lo  que  el 
artículo  .claramente  expresa,  es  que  el  vendedor  ha  de  tener  fun- 
dado temor  de  quedarse  sin  el  precio  y sin  la  cosa,  esto  es,  sin 
nada,  lo  cual  no  es  en  modo  alguno,  poder  reclamar  las  dos.  El 
vendedor  ha  entregado  la  cosa,  y tiene  derecho  al  precio.  Si  el 
comprador  ha  afianzado  el  pago  ó es  solvente,  no  pierde  nada, 
nada  debe  temer.  Si  el  vende  lor  no  puede  pagar,  tiene  ese  ven- 
dedor ada  una  garantía  que  es  la  misma  cosa,  y puede  usar  del 
derecho  que  le  concede  el  art.  1124.  Pero  si  el  comprador  no 
sólo  no  puede  pagar,  sino  que  ejercita  sus  derechos  sobre  la  cosa 
comprada  de  tal  modo  que  ésta  se  hal  a en  peligro  de  perderse, 
entonces  se  ve  expuesto  á quedarse  sin  el  precio  y sin  la  cosa, 
aunque  sólo  tenga  derecho  á lo  uno  ó lo  otro,  y entonces  es 
cuando  procede  la  aplicación  del  art.  J5Ü3, 

¿Cuál  es  el  derecho  del  vendedor  en  este  caso?  El  artículo  lo 
dice,  promover  inmediatamente  la  resolución  de  la  venta. 

El  comprador  destruye  el  edificio,  arranca  las  plantaciones, 
tala  el  bosque  ó se  coloca  en  situación  de  insolvencia;  en  una 
palabra,  la  cosa  va  á perecer;  pensar  en  redamar  el  pago  del 
precio  es  ico  eite,  porque  el  que  ha  de  pagarlo  no  tiene  respon- 
sabilidad; d único  recurso  que  puede  garautizar  al  vendedor 
contra  tales  perjuicios,  en  lo  posible  ai  menos,  es  la  resolución 
del  contrato, 

Pero,  nótese  bier,  este  derecho  quo  á pedir  la  resolución  con- 
cede el  art.  1503,  no  es  d mismo  á que  alude  el  art.  1124,  por- 
que el  de  esce  a ’ticu’o  se  deriva  del  mero  incumplimiento  de  la 
obligadón,  y el  dd  que  ahora  comentamos  arranca  de  esos  he- 
chos iusi  1 tos  que  por  vía  de  ejemplo  hemos  citaio,  y que  moti- 
van en  el  que  vende  el  fundado  temor  de  perder  la  cosa  y el  pre 
-io.  No  es  el  mismo  derecho  (y  aquí  reside  el  aspecto  práctico 
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de  la  diferencia),  porque  el  del  art.  1124  puede  no  llegar  á ou 
efectividad  si  los  Tribunales  acuerdan  la  concesión  de  un  plazo, 
y el  del  art.  1503,  una  vez  probados  los  fundamentos  del  temor 
del  vendedor,  no  está  sujeto  á esa  limitación,  pues  los  Tribuna 
les,  según  pensamos,  no  pueden  negar  la  resolución  del  contrato. 

Nos  mueve  á pensarlo  así,  de  una  parte,  la  gravedad  de  ios 
hechos  en  que  ha  de  fundarse  la  petición  del  vendedor;  de  otra, 
el  que  el  artículo  que  comentamos  no  concede  esa  facultad  á los 
Tribunales,  como  la  concede  expresamente  el  art.  1124,  y,  aun 
todavía  de  otra,  el  que  el  art.  1503,  en  su  párrafo  segundo  dice: 
que  si  no  existiere  ose  motivo,  es  decir,  el  fundado  temor  de  per 
der  la  cosa  y el  precio,  se  observará  lo  dispuesto  en  el  art.  1124, 
lo  cual  evidentemente  prueba  que,  existiendo  el  motivo,  el  pre 
cepto  aplicable  es  el  primer  párrafo  del  1503,  con  completa  in- 
dependencia del  art.  1124. 

De  la  comparación  de  la  doctrina  general  con  la  especial  de 
la  compra  y venta,  parécenos  que  resulta  ya  bien  claro  el  alcance 
del  art.  1503.  Se  puede  formular  la  regla,  diciendo  que  en  la 
compra  y venta  de  inmuebles,  si  el  comprador  no  cumple  su 
obligación  de  pagar  el  precio,  pero  sin  que  este  incumplimiento 
sea,  por  decirlo  asi,  cualificado,  se  estará  á lo  que  dispone  el 
principio  general  contenido  en  el  art.  1124;  mas  si  esa  falta  de 
cumplimiento  se  cualifica  por  poderosos  motivos  que  sugieran  ai 
vendedor  el  temor  fundado  de  perder  la  cosa  y el  precio,  enton- 
ces hay  que  atenerse  al  art.  1503,  y la  resolución  promovida  no 
puede  ser  aplazada  ni  entorpecida  por  la  apreciación  de  los  tri- 
bunales. Esto  no  quiere  decir,  sin  embargo,  que  el  estimar  si  el 
motivo  del  temor  es  ó no  fundado,  no  sea  función  propia  del  juez. 

Una  pregunta  cabe  hacer  con  ocasión  del  art.  1503.  ¿Se  refiere 
dicho  precepto  únicamente  á las  ventas  en  que  no  se  ha  estipu- 
lado plazo,  ó será  aplioable  también  á éstas? 

Si  tenemos  en  cuenta  que  el  derecho  á pedir  inmediatamente 
la  resolución  del  contrato  no  se  ha  ooncédido  al  vendedor,  en 
consideración  á la  especialidad  de  que  la  venta  sea  ó no  á plazoz, 

' sino  en  razón  de  la  anormalidad  y gravedad  que  entraña  el  fyn- 
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dado  motivo  de  perder  la  cosa  y el  precio,  deduciremos  la  conse- 
cuencia de  que  siempre  que  esadandado  motivo  exista,  el  dere. 
cho  del  vendedor  existirá  también,  sea  cual  fuere,  al  contado  6 á 
plazos,  la  forma  del  contrato.  .Así  necesariamente  se  infiere  de 
la  naturaleza  del  precepto. 

' Un  conocido  comentarista  entiende,  sin  embargo,  que  el  pre 
cepto  del  art.  1503  se  refiere  al  caso  de  estar  aplazado  el  pago 
del  precio,  puesto  que  en  otro  caso  tiene  el  vendedor  expedito  el 
derecho  del  art.  1124,  y sólo  hallándose  el  precio  ap’azado  es 
cuando  carecería  de  la  facultad  de  pedir  la  inmediata  resolución 
del  contrato.  No  carece  de  fundamento  esta  opinión,  pero  es  lo 
cierto  que  el  art.  1503  no  distingue,  y segúu  él,  siempre  que  no 
esté  entregado  el  precio,  sea  la  que  fuere  la  causa,  puede  hacer 
uso  el  vendedor  del  derecho  que  se  le  concede,  si  existe  el  fun- 
dado temor  que  sirve  de  base  á la  disposición. 

Por  último,  creemos  prudente  advertir  que  la  regla  del  ar 
tículo  1503  debe  entenderse,  lo  mismo  que  el  art.  1124,  sin  per 
juicio  de  los  derechos  de  terceros  adquirentes,  con  arreglo  á los 
arts.  1295  y 1298,  y á las  disposiciones  de  la  ley  Hipotecaria. 

El  presente  art.  1503  concuerda  con  el  1432  del  Proyecto 
do  1851. 

Códigos  extranjeros. — Art.  1655  del  código  francés.  El  ar- 
tículo 1585  del  código  portugués  dice  que  después  de  la  entrega 
de  la  cosa  vendida,  ya  sea  mueble  ó inmueble,  no  puede  el  ven- 
dedor pedir  la  rescisión  del  contrato  por  falta  de  pago.  Igual 
criterio  mantiene  el  art.  3032  del  de  Baja  California  y Puebla. 
Art.  1432  del  código  argentino  y 454  del  alemán, 

AETÍCULO  1504 

En  la  venta  de  bienes  inmuebles,  aun  cuando  se 
hubiera  estipulado  que  por  falta  de  pago  del  precio  en 
el  tiempo  convenido  tendrá  lugar  de  pleno  derecho  la 
resolución  del  contrato,  el  comprador  podrá  pagar,  aun 
después  de  expirado  el  término,  ínterin  no  h «ya  sido 
requerido  judicialmente  ó por  acta  notarial.  Hecho  el 
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requerimiento,  el  Juez  no  podrá  concederle  nuevo  tér- 
mino. 

Es  el  paoto  de  la  ley  Comisoria  en  las  ventas  de  inmuebles 
el  que  se  reglamenta  en  el  art.  1504.  Tiene  un  precedente  en  el 
derecho  romano  y de  Partidas,  aunque  nuestro  Código  se  aparta 
de  ellos,  pues  en  ambos  derechos,  no  satisfecho  el  precio,  la  re- 
solución de  la  venta  tenía  lugar  ipsojure. 

Las  Partidas  consagraron  á este  pacto  la  ley  38  del  tít.  5.°, 
de  la  Partida  5.a,  y lo  reglamentaron  del  siguiente  modo:  Es 
válido  el  pacto  de  que  el  comprador  pague  el  precio  en  un  día 
señalado,  resolviéndose  la  venta  si  no  lo  paga  y ganando  el 
vendedor  la  señal,  si  intervino,  ó la  parte  de  precio  que  hubiese 
percibido  si  al  vencimiento  del  plazo  no  satisface  el  comprador 
el  tolo  ó la  mayor  parte  del  pago  que  debía  realizar.  Esto  no 
obstante,  la  facultad  es  dol  vendedor  para  exigir,  bien  la  tota- 
lidad del  precio,  ó sea  el  cumplimiento  del  contrato,  bien  su  re- 
solución en  la  forma  antes  dicha,  mas  s'.n  que  una  Vfz  que  haya 
opiado  por  uno  de  estos  dos  recursos  pueda  abandonarlo  para 
seguir  el  otro.  Completa  la  ley  de  Partidas  su  reglamentación 
con  otros  preceptos  referentes  á los  frutos  de  la  cosa  que  e! 
comprador  debe  reintegrar  al  vendedor  si  éste  le  devuelve  la 
señal  ó parte  del  precio,  y con  obligación  por  parte  del  mismo 
vendedor  de  abonar  los  gastos  hechos  en  la  producción  de 
dichos  frutos;  y añade,  por  último,  que  el  comprador  debe  res- 
ponder de  los  menoscabos  que  la  cosa  haya  podido  sufrir  mien- 
tras estuvo  en  su  poder. 

El  pacto  ccrnisorio  ó de  la  ley  Comisoria  no  es  más  que  una 
condición  resolutoria  de  la  compra  y venta.  Bien  mirado,  es  la 
misma  condición  resolutoria  que  va  implícita  en  todas  las  obli- 
gaciones bilaterales,  según  el  art.  1124;  solamente  que  tratán- 
dose de  bienes  inmuebles  se  sustrae,  en  cuanto  á su  reglamen 
tación,  del  imperio  del  citado  art.  1124  para  someterla  á las  esti- 
pulaciones de  los  contratantes  y á los  preceptos  del  articulo  qu« 
ahora  comentamos. 
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En  las  obligaciones  recíprocas  se  entiende  implícita  la  fa- 
cultad de  resolverlas,  pudiendo  el  perjudicado  optar  entre 

*■  * 

el  cumplimiento  6 la  resolución  de  la  obligación  (art.  1124); 
pero  esta  doctrina  aplicada  á la  compra  y venta,  ó más  concre- 
tamente á la  falta  de  pago  del  precio  de  los  inmuebles,  sufre 
una  especial  modificación,  no  tan  sólo  en  el  caso  de  que  las 
partes  la  hayan  dado  por  supuesta  sin  alterarla  por  virtud  de 
sus  estipulaciones,  sino  en  aquel  otro  en  que  llevándola  á sus 
últimas  consecuencias  hayan  dicho  que  la  íalta  de  pngo.de! 
precio  en  el  tiempo  convenido  dará  lugar  á la  resolución  de  la 
venta,  que  es  lo  que  se  llama  pacto  comisorio» 

El  art.  1124  concede  al  tribunal  la  facultad  de  señalar  un 
plazo  al  deuior;  pero  al  cabo,  esto  no  es  más  que  una  facultad 
de  que  los  tribunales  harán  uso  cuando  crean  que  existen 
causas  justificadas»  Mas  el  art.  1504,  aunque  haya  mediado  el 
pacto  comisoiio,  impone  al  vendedor  en  todo  caso  la  obligación 
de  requerir  al  comprador  judicialmente  ó por  acta  notarial,  para 
que  la  resolución  pueda  llevarse  á cabo,  puesto  que  el  comprador 
tiene  derecho  á pagar,  aun  después  de  expirar  el  lérmiuo,  mien 
tras  no  haya  sido  requerido. 

Infiérese  de  aquí  el  transcendental  sentido  que  tiene  el  re- 
querimiento exigido  por  el  Código.  La  íalta  do  pago  del  precio 
en  el  tiempo  convenido  no  es,  en  rigor,  como  á primera  vista 
pudiera  pensarse,  el  hecho  negativo  que  determina  el  cumpli- 
miento de  Ja  condición,  fondo  sustancial  del  pacto  comisorio, 
puesto  que  ese  hecho  por  ai  solo  no  produce  todos  los  efectos 
que  las  partes  ae  propusieron.  Tal  hecho  ha  de  ir  acompañado 
del  requerimiento;  de  suerte  que,  en  reali  lad,  la  condición  es 
doble  y conjunta,  puesto  que  conjuntamente  tiene  que  darse  el 
hecho  negativo  do  la  falta  de  pago  en  el  comprador  y el  positivo 
del  requerimiento  en  ed  vendedor. 

El  requerimiento  tiene  además  otra  significación  que  no  se 
puede  olvidar.  Es  la  declaración  do  voluntad  del  vendedor,  ex 
presada  en  forma  auténtica  ó indudable,  que  hace  patente  su 
propósito  de  optar  por  la  resolución  de  la  venta.  Llegado  el  caso 


288 


CÓDIGO  CIVIL 


de  la  falta  de  pago  del  comprador,  el  vendedor  tiene  dos  accio 
nes  que  ejercitar:  una,  para  pedir  el  cumplimiento  del  contrato; 
otra,  para  solicitar  su  resolución.  Para  lo  primero  no  necesita 
realizar  el  acto  previo  del  requerimiento,  le  basta  con  demandar 
ante  los  tribunales  su  derecho;  para  lo  segundo,  preciso  es 
que  de  un  modo  ostensible  muestre  su  propósito  de  resolver  la 
obligación. 

He  aquí  por  que,  una  vez  hecho  el  requerimiento,  el  compra 
dor  no  tiene  ya  el  derecho  de  pagar  el  precio.  EL  Código  lo  dice 
bien  claro  al  afirmar  qne  el  comprador  podrá  pagar,  aun  des- 
pués de  expirado  el  término,  ínterin  no  haya  sido  requerido 
judicialmente  ó por  acta  notarial;  de  donde  se  desprende  que 
después  de  requerido  no  le  asiste  igual  derecho,  y la  razón  es 
obvia,  pues» si  se  estipuló,  naturalmente  en  interés  del  vendedor, 
que  la  falta  de  pago  del  precio  en  el  plazo  convenido  dará  lugar 
de  pleno  derecho  á la  resolución  de  la  venta,  el  que  esta  reso- 
lución se  efectúe  y el  que  no  se  admita  un  pago  tardío  que  la 
contradice,  no  implica  más  que  un  perfecto  acatamiento  á lo  es- 
tipulado, que  es  ley  del  contrato. 

El  Código,  en  el  artículo  que  comentamos,  alude  á un  reque- 
rimiento: ya  lo  hemos  visto.  Pero  cabe  preguntar:  ¿requeri- 
miento á qué  ó para  qué?  ¿Es  que  se  trata  quizás  de  un  requeri- 
miento de  pago?  La  lectura  del  art.  1 504  deja  esa  impresión: 
pero  apenas  formada  en  el  ánimo  del  que  lee,  surge  la  consi- 
deración de  lo  anómalo  y paradójico  que  resulta  el  requerir  de 
pago  á uDa  persona  precisamente  para  impedirle  que  pague  y 
para  poder  fuDdar  en  ese  requerimiento  una  eficaz  negativa  de 
aceptación  del  precio. 

Esta  sencilla  reflexión  entendemos  que  es  más  que  suficiente 
para  comprender  que  en  el  art.  1504  no  se  trata  de  un  requerí 
miento  de  pago  ó para  el  pago,  sino  más  bien  de  una  notifica- 
ción auténtica  de  que  el  vendedor  opta  por  la  resolución  del 
contrato,  ó si  se  quiere,  para  mejor  armonizar  el  espíritu  con  la 
letraMlel  Código,  con  un  requerimiento  que  el  vendedor  hace  al 
oomprador  para  que  se  allane  á resolver  la  obligación  y á no 
poner  obstáculos  á este  modo  contractual  de  extinción. 
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Se  ha  disentido  si  el  comprador  puede  renunciar  al  reque- 
rimiento, esto  es,  si  seria  licito  el  pacto  que  estableciese  la  re- 
solución de  la  venta  de  pleno  derecho  una  vez  vencido  el  plazo 
en  que  el  precio  deba  ser  entregado  y sin  necesidad  de  acto  al- 
guno por  parte  del  vendedor.  En  otros  términos  la  cuestión 
planteada  implica  esta  otra.  El  precepto  del  art.  1504,  ¿es  de 
derecho  necesario  ó de  derecho  voluntario?  Su  materia,  ¿perte- 
nece á la  esfera  propia  de  la  actividad  jurídica  de  los  contra- 
tantes? ¿Puede  ser  derogado  por  éstos? 

Si  consultamos  el  espíritu  del  art.  1504,  á poco  veremos  que 
su  finalidad  no  es  otra  que  procurar  la  firmeza  y seguridad  de 
los  contratos  y suministrar  medios  para  que  lleguen  á efectuarse 
en  los  términos  convenidos,  para  lo  cual  el  Código,  sin  duda, 
se  funda  en  poderosas  razones  de  orden  público;  si  atendemos 
á su  letra,  y muy  especialmente  á la  frase  «aun  cuando  se  hu- 
biera estipulado,  etc.»,  llegaremos  á la  misma  conclusión.  Es, 
por  lo  tanto,  para  nosotros  indudable  que  el  requerimiento  de 
que  tratamos  no  puede  renunciarse  ni  en  el  momento  de  perfec- 
cionarse el  contrato  ni  por  acto  posterior. 

Hemos  dicho  antes  que  el  vendedor  tiene  el  derecho  de  optar 
entre  la  resolución  del  contrato  ó su  cumplimiento,  y conviene, 
para  terminar  el  comentario  de  este  artículo,  fijar  el  alcance  de 
tal  opción. 

Si  el  vendedor  se  decide  por  la  resolución  de  la  venta,  ¿se 
entenderá  que  renuncia  á exigir  su  cumplimiento? Si,  por  el  con- 
trario, comienza  demandando  el  pago  del  precio,  ¿se  ha  de  inter- 
pretar esta  demanda  como  renuncia  de  la  acción  de  resolución? 

Los  siguientes  hechos  posibles  contestarán  á estas  pregun- 
tas. Supongamos  que,  habiendo  optado  el  vendedor  por  la  reso 
lución,  es  ésta  dificultada  por  el  comprador;  que  se  acude  á los 
Tribunales  y que  éstos  la  niegan.  ¿Es  justo  que  en  tal  caso  el 
vendedor  no  pueda  ni  recobrar  la  cosa  por  la  resolución,  ni 
percibir  el  precio  por  haberse  presumido  que  renunciaba  al  cum 
plimiento  del  contrato?  Supongamos  ahora  el  hecho  contrario: 

el  vendedor  demanda  el  cumplimiento  del  contrato;  pero  ó bien 
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esto  8Q  niega  por  los  Tribunales,  o bien,  declarándose  proceden- 
te, el  comprador  es  insolvente,  y el  vendedor  no  llega  á percibir 
el  precio.  Preguntamos  de  nuevo:  ¿“s  justo  que  en  este  supuesto 
en  que  el  vendedor  no  ha  cobrado  e!  precio  se  vea  privado  déla 
acción  de  resolución  porque  se  haya  podido  entender  que  su  de- 
manda implicaba  la  renuncia  de  la  mis  na? 

Las  respuestas  no  son  dudosas.  El  vendedor  opta,  decide 
cuál  de  las  dos  acciones  es  la  que  ha  de  interponer;  pero  el  ejer- 
cicio de  la  una  no  lleva  consigo  la  renuncia  de  la  ctra.  La  op- 
ción es  precisa,  porque  siendo  las  dos  acciones  incompatibles  en 
cnanto  á su  ejercicio  simultáneo,  es  necesario  escoger  una  ú 
otra;  pero  si  en  cuanto  á su  simultaneidad  son  incompatibles, 
esto  no  quiere  decir  que  empleadas  sucesivamente  se  repelan;  > 
antes  por  el  contrario,  cuanto  más  atentamente  so  examina  su - 
finalidad,  mejor  se  comprendo  que  recíprocamente  tienen  ti  ca 
ráeter  de  subsidiarias.  ¡ 

Además  de  lo  expuesto,  confirma  esta  opinión  el  art.  1124, 
á cuyo  texto  nos  remitimos,  y no  hay,  por  último,  para  qué  ob 
servar  que  todo  lo  dicho  se  entiende  sin  perjuicio  de  los  dere  ■ 
chos  de  terceros  adquirentes,  con  arreglo  á la  ley  Hipotecaria. 

Códigos  extranjeros.. — Arts.  1374,  1375,  1376  y 1432  del  Có- * 
digo  argentino;  1693  al  1702  del  uruguayo;  1656  del  francés; 
1511  del  italiano;  1377  al  1880  del  chileno,  y 3033  del  de  los 
Estados  de  Baja  California  y Puebla  (Méjico). 

También  concuerda  con  el  art.  1433  del  Proyecto  de  Código  • 
español. 

artículo  1505 

Respecto  de  los  bienes  muebles,  la  resolución  de  la 
venta  tendrá  lugar  de  pleno  derecho,  en  interés  del ' 
vendedor,  cuando  el  comprador,  antes  de  vencer  el 
término  fijado  para  la  entrega  de  la  cosa,  no  se  haya  ’ 
presentado  á recibirla,  ó,  presentándose,  no  haya  ofre 
cido  al  mismo  tiempo  el  precio,  salvo  que  para  el  pago 
de  éste  se  hubiese  pactado  mayor  dilación.  , 
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Comparado  el  art.  1504  con  el  que  ahora  comentamos,  seob 
serva  una  diferencia  notable  de  criterio,  diferencia  que  arranca 
de  la  distinta  naturaleza  de  las  cosas  vendidas. 

Tratándose  de  bienes  inmuebles,  aun  habiéndose  estipulado 
que  por  falta  de  pago  del  precio  en  el  tiempo  convenido  tendrá 
lugar  de  pleno  derecho  la  resolución  del  contrato,  hemos  visto 
que  es  preciso  el  requerimiento.  Por  el  contrario,  si  la  compra 
y venta  tiene  por  objeto  bienes  muebles,  aunque  nada  se  haya 
estipulado  sobre  este  punto,  la  resolución  tendrá  lugar  de  pleno 
derecho,  en  interés  del  vendedor,  cuando  el  comprador,  antes 
de  vencer  el  término  fijado  para  la  entrega  de  la  cosa,  no  se 
haya  presentado  á recibiría,  ó presentándose,  no  haya  ofrecido 
al  mismo  tiempo  el  precio,  salvo  que  para  el  pago  de  éste  se  hu- 
biese pactado  mayor  dilación. 

Las  razones  de  esta  diferencia  las  apunta  muy  acertada* 
mente  García  Goyena,  en  su  comentario  al  art.  1434  del  Pro- 
yecto'de  185],  que  concuerda  con  el  actual.  Los  bienes  muebles, 
dice,  no  circulau  siempre  en  el  comercio  con  la  misma  ventaja; 
es  tan  grande  la  variedad  en  el  precio  de  estos  objetos,  que  el 
menor  retardo  puede  frecuentemente  ocasionar  un  perjuicio  irre- 
parable; los  iumueblas  no  presentan  los  mismos  inconvenientes; 
y por  esto,  respecto  de  ellos,  se  establece  cierto  temperamento, 
á saber:  la  necesidad  del  requerimiento. 

El  artículo  es  claro  y de  fácil  inteligencia.  Los  puntos  esen- 
ciales de  su  comentario  se  refieren,  en  primer  lugar,  á tener  en 
•cuenta  que  la  regla  supone  que  la  cosa  no  ha  sido  entregada, 
puesto  que  precisamente  hace  depender  la  resolución  de  la  mora 
en  que  incurra  el  comprador  respecto  del  acto  de  la  entrega;  si 
la  cosa  ha  sido  ya  entregada,  el  artículo  no  tiene  aplicación. 

Debe  observarse,  en  segundo  lugar,  que  la  acción  de  resolu 
ción  que  concede  el  precepto  es  en  interés  del  vendedor,  y que, 
por  lo  tanto,  éste  no  puede  entenderse  privado  del  derecho  á exi- 
gir el  cumplimiento  del  contrato;  lo  que  ocurre  es  que,  además 
de  tal  derecho,  puede  optar  por  la  declaración  de  resolución. 

Códigos  extranjeros . — Art.  3034  del  Código  de  los  Estados  dé 
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Baja  California  y Puebla  (Méjico);  1657  del  francés;  1512  del 
italiano;  1877  del  chileno,  y 1476  del  de  Venezuela. 


CAPÍTULO  VI 
De  la  resolución  de  la  venta. 


ARTÍCULO  1506 

La  veüta  se  resuelve  por  las  mismas  causas  que  to- 
das las  obligaciones,  y además  por  las  expresadas  en 
los  capítulos  anteriores,  y por  el  retracto  convencional 
ó por  el  legal. 

Consagrado  el  capítulo  6.°  á tratar  de  la  resolución  de  la 
compra  y venta,  dedica  el  artículo  que  comentamos  á enumerar 
los  modos  por  lo  cuales  esto  puede  tener  lugar,  para  después, 
en  secciones  distintas,  exponer  lo  que  se  refiere  al  retracto  con- 
vencional y al  legal. 

No  es  extraño,  sin  duda,  al  espíritu  del  art.  1506,  la  distin- 
ción en  tres  grupos  de  las  maneras  por  las  cuales  la  compra 
y venta  se  resuelve.  De  una  parte  la  compra  y venta  origina 
obligaciones  que  están  sujetas  á los  mismos  principios  funda- 
mentales que  todas  las  obligaciones.  Miradas  estas  obligaciones 
desde  otro  punto  de  vista,  es  evidente  que  la  especialidad  y sus- 
tantividad  del  contrato  les  comunica  una  particular  naturaleza 
que,  sin  estar  en  contradicción  con  los  principios  generales  de 
la  contratación,  antes  por  el  contrario,  desarrollándolos  y apli- 
cándolos las  imprime  una  cierta  fisonomía  que  desde  luego  nos 
hace  distinguir  la  relación  jurídica  que  la  compra  y venta  en- 
gendra, de  aquélla  otra  que,  por  ejemplo,  el  préstamo  produce. 

He  aquí  por  qué  el  Código  ha  dicho  en  primer  lugar,  que  la 
compra  y venta  se  resuelve  por  las  mismas  causas  de  todas  las 
obligaciones,  y además,  por  las  expresadas  en  los  capítulos  an- 
teriores; es  decir,  que  hay  modos  que  podemos  llamar  comunes 
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de  resolverse  el  contrato  que  nos  ocupa,  y modos  espeoiales  que 
son  los  que  hemos  ido  examinando  en  el  transcurso  de  estos  co- 
mentarios. Ejemplos  de  estos  modos  especiales  pueden  verse  en 
los  artículos  1454,  1469,  1470,  1471,  1479,  1483,  1486  y 1503, 
por  no  citar  más. 

Ni  de  unos  ni  de  otros  procede  tratar  ahora;  no  de  los  pri- 
meros, ó sea  de  los  comunes,  porque  su  doctrina  es  la  doctrina 
general  de  las  obligaciones;  tampoco  de  los  segundos,  porque  han 
sido  objeto  de  nuestro  estudio  conforme  el  Código  los  ha  ido 
presentando  como  soluciones  jurídicas  para  los  supuestos  que  ha 
examinado. 

Pero  del  texto  del  art.  1506  se  deduce  que,  además  de  los 
modos  comunes  y especiales  de  resolverse  el  contrato  de  compra 
y venta,  hay  un  tercer  grupo  que  podríamos  denominar  de  modos 
especialísimos , á los  que  el  Código  consagra  en  este  lugar  una 
particular  atención:  estos  modos  son  los  retractos. 

La  compra  y venta  se  resuelve,  dice  el  art.  1506,  por  el  re- 
tracto convencional  y por  el  legal. 

Sin  perjuicio  de  estudiar  cada  una  de  estas  instituciones  en 
las  secciones  correspondientes,  valga  por  ahora  la  indicación  de 
que  el  primero  es  el  que  procede  de  la  libre  voluntad  concorda- 
da, y el  segundo  de  la  declaración  de  la  ley,  habida  considera- 
ción de  la  situación  de  las  cosas  respecto  de  la  relación  que  so- 
bre ellas  ó con  motivo  de  ellas  mantienen  determinadas  perso- 
nas; mas,  como  quiera  que  esta  consideración  puede  provenir  de 
distintos  supuestos,  de  aquí  que  el  retracto  legal  pueda  ser  de 
varias  clases.  El  Código,  de  un  modo  expreso  y en  la  sección  des- 
tinada al  efecto,  reconoce  los  siguientes:  l.°,  el  de  comuneros; 
y 2.°,  el  de  colindantes  ó asúrcanos. 

Pero,  examinando  los  preceptos  del  Código  se  encuentran 
otros  casos  de  verdadero  retracto  legal,  por  ejemplo:  el  del  ar- 
tículo 1067  que  lo  establece  en  la  venta  á un  extraño  del  dere- 
cho hereditario  antes  de  hacerse  la  partición,  y que  en  rigor  es 
el  retracto  de  comuneros;  el  del  art.  1535,  que  se  refiere  á la 
venta  de  un  crédito  litigioso,  el  cual,  si  no  es  propiamente  un 
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retracto,  viene  á surtir  sus  mismas  consecuencias,  y el  del  censo 
enfitéutico.  En  cambio  ha  desaparecido  de  nuestro  derecho  desde 
la  publicación  del  Código,  el  retracto  que  antes  se  conocía  con 
los  nombres  de  gentilicio,  de  abolengo,  de  sangre  ó familiar. 

No  tiene  hoy,  por  lo  tanto,  en  nuestro  derecho  común,  vida 
legal  esta  institución;  consérvase  en  alguna  legislación  foral, 
por  ejemplo,  la  de  Vizcaya;  pero  á pesar  de  eüo,  no  solamente 
por  tratarse  de  unos  preceptos  que  han  estado  en  vigor  hasta  el 
Código,  sino  por  la  importancia  práctica  que  todavía  pudieran 
revestir  en  algún  caso,  vamos  á dar  una  idea  de  lo  que  ha  re- 
gido hasta  poco  há. 

Cuando  tu  hermano  empobreciese,  dice  el  libro  Levítico,  y 
vendiese  algo  de  su  posesión,  vendrá  el  rescatador,  su  cercano, 
y rescatará  lo  que  su  hermano  hubiere  vendido;  pero  prescin- 
diendo de  tan  remotos  precedentes  mosáicos,  y limitándonos  á 
nuestra  patria,  nos  basta  para  nuestro  objeto  con  la  indicación 
de  que  el  retracto  gentilicio  es  producto  de  la  llamada  época 
foral.  Cuando  el  concepto  de  familia  implicaba  un  organismo 
más  amplio  que  el  que  actualmente  se  oírece  á nuestra  conside- 
ración en  las  sociedades  modernas,  en  que  la  especialización  de 
las  funciones  y el  desenvolvimiento  de  la  idea  del  Estado,  han 
limitado,  sin  duda,  los  fines  familiares,  revestía  un  verdadero 
interés  social  el  que  la  propiedad  no  saliese  de  la  familia  por 
que  ésta  necesitaba  una  cierta  fortaleza  y cohesión  que  en  gran 
parte  de  la  propiedad  recibía.  A este  efecto,  las  necesidades  de 
los  tiempos,  siempre  maestras  y productoras  de  derecho,  dieron 
nacimiento  á varios  medios  ó expedientes  legales,  uno  de  los  cua- 
les fué  el  retracto  gentilicio.  Así  va  apareciendo  en  esos  cua- 
dernos de  leyes  que  se  llaman  fueros  municipales,  hasta  quede 
manos  del  Rey  Sabio  recibe  forma  más  concreta  en  la  ley  13,  tí- 
tulo 10,  libro  3.°  del  Fuero  Real,  qtie  dice  así:  «Todo  heme  que 
heredad  de  patrimonio,  ó de  abolengo  quisiere  vender,  si  homo 
de  aquel  abolengo  la  quisiere  ccmprar,  tanto  por  tanto  bájala 
ante  que  otro  alguno:  ó si  dos,  ó más  la  quisieren  que  son  en 
igual  grado  de  parentesco,  háyala  el  más  propinquo:  mas  si 
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ante  que  la  heredad  fuere  vendida  no  viniere  el  pariente,  é de- 
dia  que  fuere  vendida  fasta  nueve  dias  viniere,  si  diere  el  precio 
porque  es  vendida  la  heredad,  háyala:  ó si  el  pariente  más  pro- 
pinquo  no  lo  quisiere  demandar,  otro  pariente  no  lo  pueda  de- 
mandar, ó si  el  más  propinquo  no  fuere  en  el  Lugar,  puédala  de- 
mandar otro  de  su  lioage:  maá  si  la  quisiere  por  otra  heredad 
cambiar,  no  lo  pueda  ningún  pariente  contradecir:  y aquel  pa- 
riente que  quiere  la  heredad  que  es  á otri  vendida,  dele  el  precio 
que  le  costó,  ó jure  que  la  quiere  para  si,  é que  no  le  face  por 
otro  engaño.» 

Constituyen  también  un  estimable  precedente  de  esta  mate- 
ria la  ley  4,a,  tít.  1 del  libro  4.°  del  Fuero  Viejo,  y el  ordena- 
miento de  las  Cortes  de  Nieva;  pero  su  reglamentación  princi- 
pal está  eu  las  leyes  de  Toro,  cuyos  preceptos  pasaron  á la  No- 
vísima Recopilación  (tít.  13,  libro  10). 

He  aquí  lo  su-tancial  de  las  disposiciones  de  las  leyes  de 
Toro.  La  ley  70  dice  que  ha  lugar  al  retracto  gentilicio  cuando 
se  vende  en  almoneda  pública  aunque  sea  por  mandato  del  juez; 
la  ley  71,  que  si  se  venden  varias  cosas  de  abolengo  por  un  solo 
precio,  hay  que  retraerlas  todas  ó ninguna,  y que  si  salen  á la 
venta  por  precios  in  lividuales  puede  el  pariente  retraer  la  que 
le  parezca;  la  72,  que  si  la  cosa  se  vende  al  fiado,  pueda  el  pa- 
riente retraer  de  la  misma  manera;  la  73,  que  si  el  pariente  más 
próximo  no  quiere  hacer  uso  del  retracto,  pueda  ejercitar  este 
derecho  el  que  le  siga  en  grado  y así  sucesivamente,  siendo  pre 
feri  lo  el  cíe  grado  más  próximo,  aunque  siempre  dentro  del  cuar- 
to; la  74,  que  el  señor  del  dominio  directo,  el  superficiario  y el 
condueño  sean  preferidos  en  el  retracto  al  propinquo. 

Todos  estos  preceptos,  aparte  de  su  curiosidad  histórica  y de 
su  posible  aunque  rara  aplicación  en  asuntos  incoados  con  ante- 
rioridad á la  vigencia  del  Código,  carecen  hoy  de  mayor  inte- 
rés. La  variación  de  las  circunstancias  sociales  los  ha  hecho,  no 
solamente  innecesarios,  sino  perturbadores  del  natural  movi- 
miento de  la  contratación  y de  la  propiedad;  por  eso,  con  muy 
buen  acuerdo,  han  sido  derogados. 
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Hemos  creído,  sin  embargo,  oportuno  consignarlos  en  este 
lugar,  porque  dedicadas  las  dos  secciones  que  siguen  á otras  cla- 
ses de  retracto  no  había  otro  lugar  adecuado  para  exponerlos. 

Concordancias. — Art.  1435  del  Proyecto  de  1851:  art.  1478 
del  Código  de  Venezuela;  1697  del  de  Uruguay;  1658  del  francés, 
y 1514  del  italiano. 


SECCIÓN  PRIMERA 

DEL  RETRACTO  CONVENCIONAL 

ARTÍCULO  1507 

Tendrá  lugar  el  retracto  convencional  cuando  el  ven- 
dedor se  reserve  el  derecho  de  recuperar  la  cosa  ven- 
dida, con  obligación  de  cumplir  lo  expresado  en  el  ar- 
tículo 1518  y lo  demás  que  se  hubiese  pactado. 

artículo  1508 

El  derecho  de  que  trata  el  artículo  anterior  durará, 
á falta  de  pacto  expreso,  cuatro  anos  contados  desde 
la  fecha  del  contrato. 

En  caso  de  estipulación,  el  plazo  no  podrá  exceder 
de  diez  años. 


artículo  1509 

Si  el  vendedor  no  cumple  lo  prescrito  en  el  art.  1518, 
el  comprador  adquirirá  irrevocablemente  el  dominio  de 
la  cosa  vendida. 

I.  Concepto  — Retracto  convencional  es,  como  hemos  dicho  en 
el  comentario  del  artículo  anterior,  aquel  que  procede  de  la  libre 
voluntad  concordada.  Las  partes  contratantes  entienden  servir 
sus  intereses  pactando  que  el  vendedor  tenga  el  derecho  de  read- 
quirir la  cosa  en  ciertas  condiciones.  Esta  es  la  sustancia  del 
acto:  su  concepto  legal  lo  da  el  art.  1507  en  relación  con  el  1518, 
&1  decir  que  tendrá  lugar  el  retracto  convencional  cuando  el  ven* 
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dedor  se  reserve  el  derecho  de  recuperar  la  cosa  vendida,  con 
obligación  de  reembolsar  al  comprador  el  precio,  los  gastos  del 
coütrato  y cualquier  otro  pago  legítimo  hecho  para  la  venta,  los 
gastos  necesarios  y útiles  hechos  en  la  cosa  vendida  y con  la 
obligación  asimismo  de  cumplir  lo  demás  que  se  hubiere  pac- 
tado. 

Contribuye  á fijar  y aclarar  este  concepto  que  el  Código  nos 
da,  la  consideración  de  que  se  trata  de  un  requisito  accidental  de 
la  compra  y venta,  esto  es,  de  aquellos  que  ni  son  esenciales,  ni 
ae  presumen,  sino  que  es  menester  que  los  contratantes  expre 
sámente  los  creen  para  que  tengan  vida  legal. 

De  igual  modo,  analizando  la  naturaleza  del  acto  tal  como  la 
ley  lo  moldea,  debemos  tener  presente  que  implica  una  condición 
de  las  llamadas  resolutorias,  puesto  que  el  hecho  de  cumplir  el 
vendedor  las  obligaciones  expresadas,  resuelve  la  compra  y 
venta.  Es  además  una  condición  expresa,  porque  del  pacto  re- 
cibe únicamente  su  fuerza;  potestativa,  porque  depende  de  la 
voluntad  del  vendedor,  y que  consiste  en  hacer,  porque  actos 
positivos  son  los  que  tiene  que  realizar  el  que  enajenó  si  ha  de 
readquirir  la  cosa. 

Empléase  el  retracto  convencional  ó venta  al  quitar  ó á carta 
de  gracia,  que  de  todas  estas  maneras  se  denomina,  como  forma 
del  contrato  de  préstamo;  pero,  jurídicamente  es  acto  bien  dis 
tinto  de  éste.  Una  sola  observación  pondrá  de  manifiesto  esta 
diferencia:  en  la  venta  con  pacto  de  retracto  hay  siempre  la 
transmisión  del  dominio  de  una  cosa,  siquiera  sea  de  un  domi- 
nio revocable;  en  el  préstamo,  esa  transmisión  no  existe:  ase- 
méjanse  los  dos  actos  en  que  en  ambos  se  transmite  dinero,  en 
el  préstamo  el  que  se  presta,  en  la  compra  con  pacto  de  retro  el 
que  sirve  de  precio;  pero  la  transmisión  de  la  cosa  determinada, 
fuera  aparte  del  numerario,  sólo  se  da  en  la  venta. 

No  obstante  esta  diferencia  jurídica,  sería  completamente 
pueril  negar  que  en  la  práctica,  las  ventas  con  pacto  de  retro 
son  verdaderos  préstamos,  á los  que  se  da  esa  forma  como  podía 
dárseles  la  de  constitución  de  crédito  hipotecario  ó la  de  anti- 
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cresie,  por  ojpmplo;  do  aquí  precisamente  surgen  los  motivos  cic- 
las censuras  que  se  dirigen  contra  el  retracto  convencional  basta 
el  punto  de  que  algunos  autores  opten  decididamente  por  su  su- 
presión. 

Dícese  que  la  institución  del  retracto  convencional  fomenta 
el  desarrollo  de  la  usura,  que  coloca  al  deudor  en  situación  ver- 
daderamente angustiosa  negándole  todo  medio  de  defensa  contra 
las  asechanzas  de  los  prestamistas  de  oficio,  y,  más  todavía,  que 
es  perjudicial  para  la  propiedad  misma,  puesto  que  el  comprador 
con  pacto  de  retro  más  se  cuidará  de  esquilmar  la  cosa  sacán- 
dole todos  los  productos  posibles,  que  de  dirigir  una  explotación 
ordenada  y económica  con  arreglo  á la  naturaleza  del  objeto  de 
propiedad. 

Estos  argumentos  son  muy  conocidos,  aun  más,  han  llegado 
á ser  vulgares,  están  en  todos  los  labios,  se  dicen  en  todos  los 
tonos  y casi  han  logrado  la  categoría  de  axiomáticos.  ¿Conclui- 
remos en  vista  de  ellos  que  el  retracto  convencional  debe  supri- 
mirse; que  el  Código  ha  hecho  mal  en  dedicarle  una  sección,  y 
que  la  medida  más  prudente  sería  la  de  su  supresión? 

Reflexionemos  un  momento.  Cierto,  ciertísimo,  ya  lo  hemos 
dicho  antes,  que  la  venta  con  pacto  de  retro  se  emplea  como 
forma  del  préstamo;  cierto  asimismo  que  la  práctica  nos  pre- 
senta muchos  casos  en  que  la  consolidación  de  una  retroventa 
significa  el  último  momento  de  la  ruina  económica  de  una  per- 
sona; indudable  también  que  en  las  ventas  á carta  de  gracia  in- 
tervienen no  pocas  veces  muy  crecidos  intereses  en  la  forma 
corriente  de  precio  del  arrendamiento  de  la  cosa  vendida  que 
ae  estipula  como  pacto  agregado.  Pero  examinando  atentamente 
todos  estos  argumentos  y todos  estos  hechos,  parécenos  obser- 
var que  más  se  combate  la  institución  por  los  abusos  á que  se 
puede  prestar,  que  per  su  bondad  ó maldad  intrínseca,  y este 
criterio,  no  creemos,  en  verdad,  que  se  pueda  citar  como  modelo 
de  criterio  de  crítica  jurídica. 

Para  nosotros  es  indudable  que  el  tanto  por  ciento  del  inte- 
rés depende  exclusivamente  de  las  condiciones  del  mercado,  del 
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Valor  que  el  dinero  como  mercancía  llegue  á tener,  el  cua^  os- 
cila á conse  cuencia  de  distintas  causas  que  no  es  del  caso  exa- 
minar ahora,  pero  una  de  las  cuales,  sin  disputa,  la  más  impor- 
tante, es  su  abundancia,  ó lo  que  es  lo  mismo,  la  ley  do  la  oferta 
y la  demanda.  El  que  la  ley  reconozca  y reglamente  el  retracto 
convencional  no  hace  subir,  á nuestro  juicio,  un  céntimo  el  tanto 
por  ciento  del  interés  del  dinero,  antes  por  el  contrario,  nuestra 
práctjca  nos  ha  enseñado  que  si  un  cierto  capital  se  presta  sobre 
determinada  finca  con  hipoteca  de  ella  al  diez  por  ciento,  el 
mismo  capital  sobre  la  misma  finca  vendida  á pacto  de  retro 
solo  devengaría,  por  ejemplo,  un  ocho  por  ciento.  Ya  sabemos, 
repetimos,  que  se  dan  casos  (cada  vez  más  raros)  en  que  el  inte- 
rés en  las  ventas  con  pacto  de  retro  ha  sido  enorme,  pero,  ¿«caso 
no  ha  ocurrido  y (curre  lo  mismo  en  las  hipotecas,  y más  toda- 
vía en  los  préstamos  personales.  No  ha  mucho  la  crónica  ju 
dicial  dió  cuenta  de  un  préstamo'  de  9.000  pesetas  hecho  á un 
eminente  actor,  que  en  no  muchos  años  se  convirtió  con  los  in- 
tereses devengados,  en  un  millón  de  reales  próximamente.  ¿Es 
que  tendremos  que  borrar  el  préstamo  de  nuestros  contratos, 
en  todas  sus  formas,  por  estos  hechos  vergonzosos? 

No  hay  tasa  para  el  interés,  ni  es  legalmente  posible  fijarla 
con  eficacia  tal  que  no  pueda  burlarse,  ni,  por  otra  parte,  en- 
tendemos que  se  pueda  lh  gar  á ella  sin  grave  lesión  de  ks  prin- 
cipios económicos.  Pero  sea  de  esto  último  lo  que  quiera,  lo  que 
es  indudable  es  que  como  la  tasa  no  existe,  no  hay  que  tomarse 
el  trabajo  de  burlarla,  ni,  por  tanto,  aparece  el  retracto  conven- 
cional como  un  1 aluarte  di  nde  la  usura  se  ene  stilla,  vencido  el 
cual  se  pudiera  dar  por  extirpada  esa  llaga  social. 

Lo  que  hay  en  el  fondo  de  todo  esto  es  una  gravísima  imper- 
fección en  la  manera  como  nuestras  leyes  reglamentan  la  cons- 
titución y efectividad  del  crédito  hipotecario.  Lo  que  ocurre  es 
que  nuestra  hipoteca  es  cara  y mala,  que  el  procedimiento  eje- 
cutivo aplicado  á la  misma,  en  el  que  se  exige  hasta  el  emoargo 
do  los  bier.es  e.-pecialmente  hipotecados,  resulta  largo  y costoso, 
que  la  garantía  disminuye  con  esta  amplitud  y esta  difusión  de 
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la  ley  procesal,  y que  las  gentes,  cuando  se  encuentran  que  en 
el  molde  legal  no  caben  sus  aspiraciones,  se  van  procurando 
otro  en  donde  puedan  verse  satisfechas.  Con  el  pacto  de  retro 
se  suprime  la  intervención  judicial  con  su  indispensable  con- 
curso de  abogados,  procuradores,  escribanos,  notario,  papel  se- 
llado, y sobre  todo,  con  las  contingencias  inseparables  de  todo 
procedimiento,  y este  largo  vía  crucis  se  sustituye  por  una  sen- 
cilla nota  marginal  en  el  Registro  de  la  propiedad.  ¿Cómo  no  ha 
de  ser  el  retracto  convencional  la  forma  del  préstamo? 

Hágase  que  el  acreedor  hipotecario  encuentre  en  la  hipo- 
teca las  mismas  garantías,  y el  pacto  de  retro  quedará  reducido 
á sus  naturales  límites;  pero  mientras  esto  no  ocurra,  todas  las 
declaraciones  están  de  más,  porque  el  que  presta  su  dinero 
no  se  ha  de  resignar  á que  un  tanto  por  ciento  del  mismo  se 
destine  casi  seguramente  á mantener  profesionales  y funciona- 
rios, muy  respetables  sí,  pero  cuyos  intereses  es  menester  ar- 
monizar con  el  público  interés. 

Realmente  se  ha  puesto  de  moda  clamar  contra  el  pacto  de 
retro,  como  se  ha  puesto  de  moda  clamar  contra  los  expedientes 
posesorios,  y en  rigor,  tanto  el  uno  como  los  otros,  no  son  más 
que  instrumentos  de  que  los  que  tienen  necesidad  de  ellos  hacen 
uso,  imperfectos  sí,  pero  quizá  no  tanto  (por  lo  menos  en  los 
conceptos  más  importantes)  como  los  que  la  ley  suministra. 

El  retracto  convencional  es  como  el  arsénico  y,  después  de 
todo,  como  todas  las  cosas;  sirve  para  matar  y para  sanar:  lo 
que  hay  que  hacer  es  reglamentar  las  condiciones  en  las  cuales 
sana,  é impedir  en  lo  posible  aquellas  otras  en  las  que  mata.  A 
más  no  se  puede  llegar.  La  posibilidad  del  abuso  no  es  peculiar 
de  esta  institución;  es  común  á todas. 

Es,  por  lo  tanto,  para  nosotros  indudable  que  el  Código  ha 
obrado  muy  cuerdamente  al  reglamentar  esta  institución.  Su 
concepto,  sus  caracteres  ya  quedaron  expuestos  al  principio: 
para  completar  aquél,  sólo  añadiremos  ahora  que,  para  que  exista 
el  retracto  convencional,  es  indispensable  que  se  pacte  en  el  mo- 
mento de  la  perfección  del  contrato  y no  por  acto  alguno  poste- ' 
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rior.  La  transcendencia  del  retracto  estipulado  en  uno  ó en 
otro  momento  es  muy  distinta.  Si  se  pacta  después,  más  bien 
que  retroventa,  tendremos  una  promesa  de  venta,  que  estará 
sujeta  á las  leyes  que  rigen  la  promesa.  Pero  todavía  habrá  otra 
diferencia  de  efectos  más  notable  en  el  orden  práctico. 

Estipulado  el  retracto  convencional  en  el  momento  de  la 
perfección  del  contrato,  todos  los  derechos  que  sobre  la  cosa 
haya  podido  crear  el  comprador  se  resuelven  al  hacer  el  ven- 
dedor uso  de  su  derecho,  puesto  que  todos  estaban  sujetos  á la 
condición  de  que  se  consolidara  el  dominio,  lo  cual  no  ocurre 
cuando  el  vendedor  retrae.  Estipulado  por  acto  posterior  á la 
perfección,  es  evidente  que  los  derechos  constituidos  por  el  ad- 
quirente  en  el  tiempo  intermedio  entre  la  perfección  del  contrato 
y la  estipulación  del  retro  no  están  afectos  á condición  alguna, 
y por  lo  tanto,  al  retraer  el  vendedor,  ó mejor  dicho,  al  hacer 
uso  de  la  promesa  del  comprador,  esos  derechos  continúan  sub- 
sistentes en  toda  su  integridad. 

Sin  duda,  el  Código  entiende  de  igual  manera  lo  que  acaba- 
mos de  decir  del  momento  en  que  el  pacto  de  retro  debe  esta- 
blecerse, puesto  que  el  art.  1507  dice  que  éste  existirá  cuando 
el  vendedor  se  reserve  el  derecho  de  recuperar,  etc.,  y estas  pa- 
labras se  reserve  no  pueden  tener  otro  sentido  que  el  de  signi- 
ficar que  el  pacto  ha  de  estipularse  en  el  momento  de  la  perfec- 
ción del  contrato,  pues  si  no,  no  cabe  la  reserva  de  que  habla  el 
artículo. 

II.  Cosas  que  pueden  ser  objeto  del  retracto  convencional. — La 

primera  impresión  que  produce  la  sección  del  Código  que  estu- 
diamos, es  que  sólo  los  bienes  inmuebles  pueden  ser  sometidos  á 
la  condición  del  retro,  impresión  que  se  fortifica  al  observar  que 
todo  lo  que  se  ha  escrito  contra  esta  institución  parece  que 
parte  del  tácito  supuesto  de  que  el  retracto  convencional  siem- 
pre recae  sobre  inmuebles. 

Hemos,  s.n  embargo,  examinado  detenidamente  todos  los  ar- 
tículos del  Código  que  hacen  relación  á la  materia,  y nada  en- 
contramos en  ellos  que  confirme  esa  impresión  primera. 
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Hay  preceptos,  ciertamente,  que  se  refieren  tan  sólo  á los 
inmuebles  (arta.  1513,  15.4,  1515,  1516,  15  19  y aun  el  1520); 
pero  también  bay  otros  que  aluden  en  general  á la  cosa  vendida 
í'arts.  1509,  1517  y 15 1 K),  y sobre  todo,  tenemos  el  art.  1507 
destinado  á fijar  el  concepto  legal  que  emplea  el  mismo  tecni- 
cismo de  «cosa  vendidas  sin  hacer  distinción  alguna. 

No  distingue,  pues,  el  Código,  y como,  por  otra  parte,  no 
hay  motivo  a.guno  que  impida  aplicar  los  preceptos  que  esta- 
blece á los  muebles  y ¿ los  inmuebles,  es  ti  un  mis  que  ambos 
clases  de  cosas  pueden  ser  objeto  del  retracto  convencional. 

ITT.  Plazo  del  retracto  convencional.  —En  este  punto,  el  Códi- 
go lia  innovado  francamente  el  derecho  aLterio”  á él.  Discutíase 

O 

antes  cuál  era  el  tiempo  de  duración  de  la  acción  de  retracto, 
cuando  no  se  fijó  en  el  contrato  el  tiempo,  durante  el  cual  debía 
entenderse  subsistente.  Empezábase  por  no  haber  conformidad 
en  la  naturaleza  de  la  acción:  los  que  en  ten  lían  que  era  perso- 
nal, estimaban  que  el  plazo  de  su  prescripción  era  el  de  veinte 
años;  los  que  creían  que  era  mixta,  señalaban  el  plazo  de  treinta 
años,  y no  faltó  quien  se  decidiera  por  considerarla  impres- 
criptible. 

Tloy,  estas  cuestiones  han  terminado:  las  que  se  refieren  á 
la  naturaleza  de  la  acción,  en  virtud  de  lo  que  dispone  el  ar 
tículo  1510,  como  veremos  en  su  comentario;  las  que  hacen  re- 
lación al  plazo,  cualquiera  que  sea  el  carácter  que  la  acción  ten- 
ga, por  el  art.  1503. 

Ante  todo,  debemos  notar  que  la  cuestión  del  plazo,  durante 
el  cual  puede  ejercitarse  el  derecho  de  retracto,  está  unánime- 
mente considerada  como  una  cuestión  de  interés  público.  Ya 
Portalis  observaba  que  no  convenía  á la  propiedad  el  estar  por 

mucho  tiempo  sujeta  á condiciones  resolutorias  de  esta  índole. 

! ¡ 

Por  esta  razón,  el  sentido  del  Código  es  restrictivo  y limitativo, 
debiendo  resolverse  con  este  criterio,  en  nuestra  opinión",  las 
dudas  que  puedan  ocurrir,  pues  tal  criterio  es,  sin  duda,  el  que 
mejor  concuerda  con  el  espíritu  de  la  ley.- 

Viniendo  ahora  al  precepto  contenido  en  el  art.  1508,  dirq- 
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moa  que  en  él  se  provee  á dos  supuestos  distintos:  primerqpeí 
de  que,  habiéndose  convenido  el  retro,  no  se  haya  estipulado 
plazo  para  su  duración;  y segundo,  el  de  que  se  haya  estipulado 
ese  plazo.  En  el  primer  caso  se  entenderá  que  la  acción  dura 
cuatro  años,  contados  desde  la  fecha  del  contrato;  en  el  segundo 
las  partes  habrán  fijado  el  que  tengan  por  conveniente,  aunque 
siempre  dentro  del  precepto  de  derecho  necesario  que  determina 
que  ese  plazo  no  podrá  exceder  de  diez  años. 

El  punto  de  partida  para  contarlo  entendemos  que  será  siem- 
pre la  fecha  del  contrato,  pues  aunque  el  Código  sólo  lo  expresa 
así  en  el  primero  de  los  dos  casos  dichos,  como  quiera  que  en  el 
segundo  prohibe  terminantemente  que  el  plazo  dure  más  de  diez 
años,  es  claro  que  duraría  más  si  se  pactase,  por  ejemplo,  que 
no  había  de  empezar  á correr  hasta  pasado  un  cierto  tiempo 
después  del  contrato  Este  pacto,  en  cuanto  pueda  implicar  una 
ampliación  de  los  diez  años,  lo  estimamos  nulo  por  contrario  al 
manifiesto  espíritu  de  la  ley. 

La  frase  «fecha  del  contrato»  no  debe  siempre  entenderse  de 
un  modo  material.  La  fecha  del  contrato  es  acuella  á partir  de 
la  cual  empieza  á surtir  ese  contrato  sus  naturales  efectos.  Si  la 
eficacia  de  la  compra  con  pacto  de  retro  ha  quedado  afecta  por 
voluntad  de  las  partes  á una  condición  suspensiva,  el  cumpli 
miento  de  la  condición  es  el  que  en  realidad  da  vida  al  contrato, 
por  lo  que  la  fecha  de  ese  contrato  no  será  la  que  se  estampó  en 
la  escritura,  sino  la  del  cumplimiento  de  la  condición,  que  es  la 
que  señala  el  momento  de  la  consumación  de  la  compra,  el  mo- 
mento en  que  el  vendedor  se  desprende  de  su  derecho  y recibe 
el  precio  que  para  ese  caso  se  estipuló. 

En  cuanto  á la  manera  de  contar  el  plazo,  creemos  que  debe 
tenerse  presente  el  precepto  del  art.  7.°  del  Código,  en  cuanto 
sea  aplicable  por  analogía,  y que  siguiendo  una  regla  general 
de  computación  se  debe  excluir  el  primer  día,  contándose. el  ul- 
timo por  entero. 

IV.  Prórrogas  del  plazo.  — ¿Puede,  por  convenio  posterior, 
prorrogarse  el  plazo  del  retro  estipulado? 
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Desde  luego  se  ocurre  la  consideración  de  que,  una  vez  ven- 
cido el  plazo,  su  prórroga  es  legalmente  imposible,  de  una  par- 
te porque  no  se  puede  prorrogar  lo  que  se  ha  extinguido  ó ter- 
minado, y de  otra  porque  al  vencer  el  plazo  se  ha  consolidado 
de  derecho  el  dominio  del  comprador,  pues  de  revocable  que  era 
se  ha  convertido  en  irrevocable,  ya  que  no  se  ha  hecho  uso  de 
la  causa  de  revocación  dentro  del  tiempo  pactado. 

Debo  tenerse  en  cuenta,  sin  embargo,  que  inscrita  en  el  Re- 
gistro de  la  propiedad  una  venta  con  pacto  de  retro,  y hecha  la 
consiguiente  mención  del  derecho  de  retraer,  aunque  el  phzo 
pase,  mientras  no  so  ponga  la  nota  de  consolidación  ó se  retrai- 
ga la  finca,  el  expresado  derecho  continuará  vigente  en  el  Re- 
gistro, ya  que  al  Registrador  no  es  dado  hacer  su  cancelación 
de  oficio. 

Esto  no  quiere  decir  que  el  comprador  tenga  obligación  de 
otorgar  la  escritura  de  retroventa  si  el  vendedor  acude  á devol- 
verle el  precio  pasado  el  tiempo  convenido,  sino  únicamente 
que  respecto  de  terceras  personas  el  derecho  deberá  conside- 
rarse subsistente. 

La  prórroga  del  plazo,  por  consiguiente,  cuando  tiene  un 
racional  sentido,  es  cuando  se  hace  antes  de  que  el  plazo  pac- 
tado transcurra.  Sin  embargo,  ni  aun  en  este  caso  será  siempre 
posible,  porque  si  desde  luego  el  tiempo  estipulado  fue  el  máxi- 
mo que,  según  la  ley,  se  puede  estipular,  que  es  en  nuestro  Có- 
digo de  diez  años,  según  hemos  visto,  como  este  precepto  es  de 
interés  público,  de  derecho  necesario,  contra  el  cual  la  iniciati- 
va de  las  partes  nada  puede  hacer,  es  evidente  que  la  prórroga 
que  se  otorgue  no  puede  tener  eficacia  legal.  De  admitir  la  so- 
lución contraria,  la  regla  del  párrafo  2.°  del  art.  1508  quedaría 
completamente  burlada. 

Es  menester,  por  lo  tanto,  que  la  prórroga  se  otorgue  antes 
del  vencimiento  del  plazo,  y cuando,  contando  coií  el  tiempo 
que  se  prorrogue,  no  se  traspase  el  periodo  de  diez  años. 

No  hay  inconveniente  alguno  en  que,  aun  después  de  venci- 
do el  plazo,  el  comprador  enajene  otra  vez  la  finca  al  vendedor: 
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esto  ni  podía  ni  debía  prohibirse  porque  se  atentaría  á la  liber- 
tad de  contratación.  Pero  una  enajenación  hecha  en  esas  condi- 
ciones no  será  ya  propiamente  una  retroventa,  sino  una  venta 
lisa  y llana  que,  en  rigor,  no  guarda  relación  alguna  con  el  pao- 
to  de  retro  estipulado.  Así  lo  ha  comprendido  el  reglamento  vi- 
gente del  impuesto  de  derechos  reales,  al  exigir  el  2 por  100  á 
las  retroventas  que  se  verifiquen  dentro  del  plazo  pactado,  y el 
4 por  100  á las  que  se  otorguen  fuera  de  ese  plazo. 

Por  último,  de  toda  prórroga  del  derecho  de  retraer  se  debe 
tomar  razón  en  el  Registro  de  la  propiedad,  pues  la  que  allí  no 
conste  no  producirá  efectos  contra  tercero.  De  suerte,  que  ven- 
dida por  el  comprador  una  finca  sujeta  á ía  condición  de  un  re- 
tro para  cuyo  ejercicio  concedió  prórroga  al  vendedor,  si  esta 
prórroga  no  consta  en  el  Registro,  y sí  tan  sólo  el  pacto  primi- 
tivo, el  nuevo  comprador  podrá  rechazar  victoriosamente  la  ac- 
ción de  retracto  si  se  interpone  fuera  del  plazo  primeramente  es- 
tipulado, aunque  eso  haya  transcurrido  el  de  la  prórroga,  que 
contra  él  no  puede  tener  efecto  alguno. 

Y.  Iíicii:>iplimien¿G  de  lo ; condición — Gomo  la  condición  que  el 
pacto  de  retro  implica  es  resolutoria,  su  cumplimiento  resuelve 
la  compra  y venta,  y Su  incumplimiento  la  consolida.  SI  incum- 
plimiento do  lá  con  di  < ion  se  determina  por  ol  transcurso  del 
plazrt  pactado,  ó en.  defecto  del  pacto  por  el  de  cuatro  años,  que 
establece  el  rrt.  J 508,  sin  que  el  vendedor  haga  uso  del  derecho 
que  se  reservé.  No  haciéndose  uso  de  esta  derecho,  la  conse- 
cuencia es  indeclinable,  según  el  art.  1509,  el  comprador  adqui- 
rirá irrevocablemente  el  dominio  de  la  cosa  vendida:  su  dominio, 


de  revocable  que  era,  se  ha  convertido  en  irrevocable,  al  menos 
por  causa  de  revocación  que  del  retracto  convencional  proceda. 
Sin  embargo,  para  que  respecto  de  tercero  surta  efectos  6sta 
consolidad: n del  contrato,  y esta  irrevocabilidad  del  dominio 
transmitido,  será  preciso,  tratándose  de  inmuebles,  que  se  pon- 
ga la  correspondiente  nota  marginal  en  el  Registro  de  la  propie- 
dad; pues  según  la  ley  Hipotecaria,  si  la  retroventa  llega  á tener 

lugar,  es  menester  hacer  una  nueva  inscripción  á favor  del  que 
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retrae;  pero  si  !a  venta  con  pacto  de  retracto  se  consolida,  basta 
con  poner  una  nota  marginal  á !a  inscripción  en.  que  conste  la 
condición  del  retro.  E!  registrador  no  necesita,  por  regla  gene- 
ral, que  se  )e  mu.' otro  el  consentimiento  del  vendedor  para  ex- 
tender la  nota,  basta  con  que  sea  evidente  que  el  plazo  ha  trans 
currido,  lo  cual  result,  rá  duramente  del  H gis  tro,  y con  que  no 
aparezca  presentado  en  el  r. Diario»  y pendiente  da  inscripción 
ningún  documento  que  0Giit.fS.c1ga  i&  j c ii  3 o 1 i d a c - o n qu°  so  pro- 
tendee 

Véa  se  sobro  eetc.  pa;.  íicukr  el  párrdb  7 0 do  este  comenta- 
rio, destinado  á.  la  j uní-prudencia  de  Ir  Dirección  de  los  ID  gis* 


tros  y del  Tribunal  Supremo. 

VI,  Facultóla  del  comprador  y vendedor  mientras  e*tá  pendiente 
la  condición.  — Mientras  la  condición  pende,  el  vendedor  no  tiene 
sobre  ¡a  cosa  más  derecho  que  el  de  recuperarla,  que  se  reservó, 
si  cumple  con  los  requisitos  legales  y los  demás  pactados.  Ahora 
bien:  e*te  derecho  es  algo  real  y positivo  que  está  en  el  comer- 
cio de  los  hombres.  Así  ha  reconocida.  la  íay  Hipotecaría  (párra- 
fo 9.°  del  ai  t,  107),  que  ese  derecho  puede  hipotecarse,  y así 
también  la  Dirección  do  los  R -gistros,  en  resolución  de  14  de 
Junio  de  1900,  al  declarar  que  el  legatario  de  un  derecho  de  re- 
traer puede  venderlo,  ha  reconocido  igualmente  el  carácter  per- 


fectamente  transmisible  do  tal  derecho. 

En  cuanto  al  comprador,  con  decir  que  se  le  ha  transmitido 
el  dominio,  quccla  dicho  que  tiene  la  plenitud  de  las  facultades 
dominicales:  podrá,  pues,  enajenar,  transmitir  por  acto  Ínter 
vivos  ó mortis  causa , hipotecar,  gravar  en  todas  las  formas  cono- 
cidas; do  tiene,  por  lo  tanto,  más  limitaciones  á sus  facultades 
que  las  que  la  ley  impone  á todo  dueño.  Pero  si  no  tiene  limita- 
ciones en  el  genuino  sentido  de  la  palabra,  hállanse  en  cambio 
todos  sus  actos  sujetos  á la  naturaleza  de  su  dominio,  y sien- 
do éste  revocable,  por  virtud  del  título  de  su  constitución,  revo- 
cables han  de  ser  también  todos  los  actos  que  realice.  Al  resol 
verse  su  derecho  sobre  la  cosa  se  resuelve  asimismo  todo  lo  que 
con  el  carácter  de  dueño  hiciera,  pues  el  vendedor,  al  hacer  uso 
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del  derecho  de  retracto,  debe  recibir  la  cosa  libre  de  toda  carga 
ó hipoteca  impuesta  por  el  comprador,  con  la  sola  excepción  de 
tener  que  pasar  por  los  arriendos  hechos  de  buena  fe,  y según 
costumbre  dei  lugar.  No  podrán  llamarse  á engaíio  los  terceros 
interesados  en  los  derechos  constituidos  por  el  que  compró,  por- 
que la  condición  de  su  dominio  era  perlectamente  conocida,  y 
ya  sabían  que  la  resolución  era  legamente  posible. 

Eu  confirmación  de  lo  expuesto,  véase  el  texto  de  los  artícu- 
los .09  y 107  núm.  9.°  de  la  ley  Hipotecaria. 

« Art . 109.  El  poseedor  de  bienes  sujetos  á condición  resolu- 
toria pendiente,  podrá  hipotecarlos  ó enajenarlos,  siempre  que 
quede  á ¡salvo  el  derecho  de  los  interesados  en  dichas  con  licio- 
nes, haciéndose  en  la  inscripción  expresa  reserva  del  referido 
derecho. 

•f>Árt.  107.  Podrán  hipotecarse  pero  con  las  restricciones 
que  á couúouación  se  expresan: 

Nooeno.  Los  bienes  vendidos  con  pacto  de  retroventa  ó á 
carta  de  gracia,  si  el  comprador  ó su  causah  ibiente  limita  la  hi- 
poteca á la  cantidad  que  deba  recibir  eu  caso  de  resol  verso  la 
venta,  dándose  conocimiento  del.  contrato  al  venlador,  á ha  do 
que,  si  se  retrajesen  ios  bienes  antes  de  cancelarse  la  hip>teca, 
no  devuelva  el  precio  sin  consentimiento  dol  acreedor,  á no  me- 
diar para  ello  precepto  judicial;  ó si  el  vendedor,  ó su  causaha- 
bieute,  hipoteca  lo  que  valgan  los  bienes  más  de  lo  que  deba  re- 
cibir ed  comprador  si  se  resolviese  la  venta;  pero  en  este  caso  el 
acreedor  no  podrá  repetir  contra  los  bienes  hipotecados,  sin  re- 
traerlos previamente  en  nombre  del  deudor,  eu  el  timnp)  eu  que 
éste  tenga  derecho,  y anticipando  la  cantidad  que  para  ello  fuera 
necesaria». 

VII.  Jurisprudencia  de  la  Dirección  de  los  Registros  y del  tri- 
bunal Supremo. — Son  interesantes  las  dos  siguientes  resolucio- 
nes de  18  de  Mayo  y 18  de  Junio  de  1898  respectivamente. 

Por  la  primera  se  declaró  que,  aunque  se  encuentre  embarga- 
do el  derecho  á retraer  una  tinca  vendida  con  pacto  de  retro,  esto 
no  puede  constituir  un  obstáculo  para  que  se  ponga  la  nota  de 
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consumación  ó consolidación  de  la  venta,  una  vez  transcurrido 
el  plazo  pactado.  El  registrador  había  fundado  su  negativa  en 
que,  al  consignarse  la  nota  marginal,  iban  á quedar  canceladas 
las  anotaciones  de  embargo  que  estaban  en  vigor;  pero  la  Direc- 
ción  dijo  que  no  procedía  hablar  de  esas  cancelaciones,  que  no 
habían  sido  solicitadas  por  el  que  pedía  que  se  pusiese  la  nota 
de  consumación. 

La  segunda  fué  motivada  por  una  venta  con  pacto  de  retro 
y arrendamiento  de  la  finca  vendida,  en  la  que  se  estipuló  que 
por  falta  de  pago  del  precio  de  dicho  arrendamiento  se  entende- 
ría consumada  la  venta.  El  acreedor  acudió  en  una  instancia,  en 
la  que  afirmaba  que  el  precio  ó renta  no  había  sido  satisfecho,  y 
solicitó,  en  su  consecuencia,  que  se  extendiese  la  nota  marginal. 
El  registrador  denegó  la  pretensión,  por  dos  razones:  primera, 
porque  el  deudor  había  hecho  renuncia  á favor  del  acreedor  de 
su  derecho  de  retraer,  según  resultaba  de  una  escritura  que  se 
había  presentado  á liquidación,  aunque  no  ¿ registro;  y segunda, 
porque  el  derecho  de  retraer  estaba  embargado.  La  Dirección 
mandó  que  la  nota  marginal  se  pusiera  no  estimando  el  primer 
defecto,  porque  el  registrador,  según  reiterada  jurisprudencia, 
debe  calificar  únicamente  por  lo  que  resulte  de  los  títulos  que  se 
la  presenten,  prescindiendo  de  otro  cualquier  dáto  de  que  pueda 
tener  noticia;  el  segundo  defecto  es  el  mismo  de  que  trata  la  re- 
solución anterior. 

Además  de  estas  dos  resoluciones,  existen  otras  y algunas 
sentencias,  cuya  doctrina  conviene  conocer. 

La  íteso'ución  de  10  de  Octubre  de  1907  resuelve  los  siguien- 
tes  extremos:  l.°  El  pacto  de  haber  de  retraerse  en  globo  las 
fincas  vendidas,  y no  una  ó varias  de  ellas  aisladamente,  es  per- 
fectamente válido.  2.°  El  comprador  á retro  puede  ceder  el  usu- 
fructo de  las  fincas  compradas  al  comprador.  3.°  Vendidas  fin- 
cas del  marido  y de  la  mujer,  existen  dos  ventas,  por  lo  que 
debe  constar  el  precio  de  cada  una.  4 o ELmarido  no  puede  re- 
servar para  si  el  derecho  de  retraer  las  fincas  de  su  mujer. 

Xa  sentencia  de  17  de  Abril  de  1879  declara  que  en  las  ven- 
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tas  con  pacto  de  retro,  tanto  el  derecho  transmitido  al  compra- 
dor como  el  que  se  reserva  el  vendedor,  son  transmisibles,  tanto 
por  título  oneroso  como  lucrativo. 

La  de  29  de  Diciembre  de  1884  considera  pacto  válido  en  las 
ventas  á retro  el  de  que,  al  vender  ó transmitir  el  vendedor  du- 
rante el  plazo  del  contrato  su  derecho  de  retraer,  haya  de  ser 
preferido  el  comprador  en  igualdad  de  condiciones. 

La  de  18  de  Enero  de  1900  enseña  que  el  comprador  puede 
dej3,r  en  arrendamiento  al  vendedor  la  finca  comprada,  median- 
te el  pago  de  una  renta  determinada,  y que  si  se  estipula  que  la 
falta  de  pago  de  la  renta  de  un  año  sea  causa  suficiente  de  la 
caducidad  del  derecho  de  retraer,  el  pacto  es  válido,  y ha  de 
producir  como  natural  efecto  la  extinción  de  ese  derecho  al  no 
pagarse  cualquiera  anualidad.  La  de  13  de  Noviembre  de  1906 
aun  va  más  allá:  aunque  se  hable  de  interés  y no  de  renta,  el 
acto  debe  calificarse  de  venta  con  pacto  válido  y no  de  prés- 
tamo. 

Esta  forma  de  ventas  á retro  con  arrendamiento  de  la  finca 
al  vendedor  es  la  más  frecuente.  No  debe  engañar  á nadie:  es  el 
préstamo  disfrazado  con  la  máscara  de  un  contrato  de  compra 
con  pacto  de  retro;  es  una  hipoteca,  en  la  que  el  vendedor  pier- 
de la  finca  si  deja  de  pagar  un  año  el  interés. 

La  sentencia  de  25  de  Noviembre  de  1873,  partiendo  de  la 
existencia  de  uno  de  esos  contratos,  declara  que,  caducado  el 
derecho  de  retraer,  el  comprador  puede  entablar  demanda  de 
desahucio  contra  el  vendedor  si  se  resiste  á abandonar  la  finca. 

Según  la  de  24  de  Octubre  de  1881,  una  vez  perfeccionada 
la  venta  á retro,  el  daño  que  sobrevenga  debe  sufrirlo  el  com- 
prador. 

La  venta  á retro  envuelve,  como  hemos  dicho,  una  condi- 
ción resolutoria.  Si  ésta  se  cumple  por  devolver  el  vendedor  el 
precio,  la  venta  queda  sin  efecto:  el  derecho  del  comprador  se 
extingue.  Por  el  contrario,  si  el  vendedor  no  devuelve  el  precio, 
la  condición  no  se  cumple  y la  venta  se  convierte  en  definitiva. 
El  cumplimiento  de  la  condición  de  retraer  se  hace  constar  en 
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el  Registro  de  la  propiedad  por  medio  de  una  nueva  inscripción 
á favor  del  vendedor;  el  incumplimiento  resulta  del  hecho  de  no 
constar  acreditado  en  el  Registro  que  fue  cuna  l.da  la  condi  - 
ción,  por  lo  que  se  considera  bastante  solicitud,  aun  verbal,  dei 
comprador  para  extender  la  nota  correspondiente,  con  arreglo 
al  art.  16  de  la  ley  Hipotecaria,  cuya  nota  debe  firmar  con  el 


Registrador  el  mismo  que  la  pida,  aplicándose  la  Real  orden  de 
27  de  Septiembre  de  1867  y Resolución  de  18  de  Marzo  de  1865. 

Para  la  nueva  inscripción,  en  caso  de  retroventa,  se  necesita 
nueva  escritura  por  la  que  el  comprador  devuelva  al  vendedor 
la  finca.  Rara  la  extensión  de  la  nota  por  no  devolverse  el  precio 
dentro  del  plazo  estipulado,  basta,  por  regla  general,  1 < presen- 
tación de  la  misn  a escritura  de  venta  ¿ retro  que  te  inscribió, 
de  Ja  que  resulte  haber  transcurrido  el  término  concedido  para 
retraer. 

Cuando  el  incumplimiento  de  la  condición  dependa  de  la 
falta  de  j sgo  de  la  renta  anual  estipulada  al  quedar  la  finca 
arrendada  en  favor  del  vendedor,  hay  que  distinguir.  Si  se  con- 
vino en  que,  si  no  se  bacía  constar  en  el  Registro  hal  e'  se  paga- 
do la  renta  del  arrendamiento  en  cierto  período  de  tiempo  que- 
daría consumada  la  venta,  basta  para  extender  la  nota  la  pre- 
sentación de  la  misma  escritura  inscrita,  y el  hecho  de  no  cons- 
tar en  el  Registro  el  pago  del  arrendamiento,  (R,ég<  1 iciones  de 
27  de  Junio  de  1891  y 6 de  Mayo  de  1892.)  Si  lo  estipulado  fué 


únicamente  que  la  falta  de  pago  del  arrendamiento  de  uno  ó 
varios  anos  extinguiese  el  derecho  de  retraer,  sin  exigir  que  el 
pago  hubiere  de  hacerse  constar  en  el  Registro,  ya  no  basta  pre- 
sentar la  misma  escritura,  sino  que  será  necesario  para  cance- 
lar aquel  derecho  el  consentimiento  del  vendedor  ó documento 
en  que  conste  la  falta  de  pago.  (Resolución  de  10  de  Abril 
de  1900.)  La  falta  de  pago  puede  acreditarse  por  acta  notarial 
de  requerimiento  de  pago,  después  del  vencimiento  del  plazo 
fijado  en  el  arrendamiento. 


\III.  Concordancias  y códigos  extranjeros. — Artículos  1436,. 
1437  y 143b  del  Proyecto  de  Código  civil  español  de  1851;  segúa 
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el  segundo  de  dichos  artículos,  no  podía  estipularse  plazo  mayor 
de  cuatro  años. 

El  código  argentiao  contiene  un  capítulo  destinado  á las 
cláusulas  que  pueden  ser  agregadas  al  contrato  de  compra  y 
venta,  entre  las  cuales,  á más  de  la  de  retroveata,  menciona: 
el  llamado  pacto  de  reventa,  que  es  la  estipulación  de  poder  el 
comprador  restituir  al  vendedor  la  cosa  comprada,  recibiendo 
de  él  el  precio  que  hubiese  pagado,  con  exceso  ó disminución, 
el  pacto  de  preferencia,  eu  virtud  del  cual  puede  el  vendedor 
recuperar  la  co3a  vendida,  entregada  al  comprador,  prefirién- 
dolo á cualquier  otro  por  el  tanto,  en  caso  de  querer  el  com- 
prador venderla,  y el  pacto  de  mejor  comprador , que  produce  el 
efecto  de  quedar  deshecha  la  venta,  si  s^  presentase  otro  com- 
prador que  ofreciese  un  precio  más  ventajoso  (arte.  1366,  1367, 
1368  y 1369);  el  mismo  código  limita  á los  inmuebles  las  cosas 
que  pueden  ser  vendidas  con  pacto  de  retro  (art.  1380),  y fija 
en  tres  añ)3  el  mayor  plazo  que  puede  estipularse  (art.  1381). 
Análogos  pactos  establece  el  código  austríaco  (art.  1067);  del 
retracto  convencional,  con  el  nombre  de  derecho  de  recompra,  se 
ocupan  los  arfes.  1068  y siguientes.  Arts.  1479,  1480  y 1481  del 
código  de  Venezuela;  el  primero  de  estos  artículos  ofrece  la  par- 
ticularidad de  declarar  que  si  se  impusiese  al  vendedor  la  obli- 
gación de  rescatar,  se  considerará  entonces  el  contrato  sólo  como 
préstamo  á interés  con  garantía  del  dominio  de  la  cosa  que  se 
dice  vendida.  El  art.  1697  del  código  del  UVuguy  reconoce  como 
cláusulas  resolutorias  el  pacto  comisorio,  el  de  mejor  comprador 
y la  retroventa;  concuerdan  con  los  artículos  que  comentamos 

c. 

los  arts.  1709  y 17)5.  Entre  las  ventas  especiales  coloca  el  cóM 
digo  del  Imperio  alemán  la  venta  á retro,  siendo  de  notar  el  pre- 
cepto del  art.  503,  que  dice  que  el  derecho  de  retracto  sólo  puede 
ejercerse  respecto  de  los  predios  por  el  plazo  de  treinta  años,  y 
para  los  demás  objetos  por  el  de  tres,  á contar  del  pac^o  de  retro, 
y que  si  para  el  ejercicio  de  retracto  se  ha  fijado  un  plazo,  reem- 
plazará éste  al  plazo  legal.  Artículos  1659,  1660,  1661  y 1662 
del  Código  francés;  1515,  1516,  1517  y 1518  del  italiano;  1881 
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y 1885  del  chileno;  .1035,  3036,  3037  y 3038  del  de  los  Estados 
de  Baja  California  y Pnebla  (Méjico).  El  art.  1587  del  Código 
portugués  prohibió  para  lo  futuro  el  contrato  de  retroventa. 

ARTÍCULO  1510 

El  vendedor  podrá  ejercitar  su  acción  contra  todo 
poseedor  que  traiga  su  derecho  del  comprador,  aunque 
en  el  segundo  contrato  no  se  haya  hecho  mención  del 
retracto  convencional;  salvo  lo  dispuesto  en  la  ley  Hi- 
potecaria respecto  de  terceros. 

Ya  hemos  dicho  en  el  comentario  á los  tres  artículos  ante- 
riores, que  antes  del  Código  era  muy  discutible  el  carácter  de 
la  acción  de  retracto  convencional. 

El  precepto  legal  de  donde  la  cuestión  surgía  era  la  ley  42, 
tít.  5.°  de  la  Partida  5.a,  que  es  el  principal  precedente  que 
conviene  citar  en  este  punto  y que  por  su  importancia  trans- 
cribimos. Dice  así:  «Por  cierto  precio  vendiendo  vn  orne  á otro 
alguna  cosa,  poniendo  tal  pleyto  entre  sí  en  la  vendida,  que 
quando  quier  que  el  vendedor,  o sus  herederos,  tornassen  el 
precio  al  comprador,  o a los  suyos,  que  fuessen  tonudos  de  tor- 
narle aquella  cosa,  que  assí  vendiesse:  dezimos  que  si  tal  pleyto 
fuere  puesto  en  la  vendida,  que  deue  ser  guardado,  e si  el  com- 
prador, o sus  herederos,  non  quisieren  guardar  el  pleyto,  nin 
tornar  la  cosa  assi  como  es  sobredicho,  si  pena  fuere  puesta  en 
el  pleyto,  deuela  pechar.  E si  el  vendedor,  o sus  herederos, 
quisieren  recebir  la  pena,  deuese  partir  de  la  cosa  vendida, 
fueras  ende  si  el  pleyto  fue  puesto,  que  tornasse  la  cosa,  e pe- 
chase la  pena.  E si  pena  non  fue  puesta  en  el  pleyto,  entonce 
©1  comprador  es  tenudo  de  tornar  la  cosa  en  todas  guisas,  si  es 
en  su  poder:  e si  en  su  poder  non  es,  deue  pechar  al  vendedor 
todos  los  daños,  e los  menoscabos,  que  le  vinieron  porque  non 
torno  aquella  cosa,  que  assi  auia  vendido.» 

Pues  bien;  interpretando  esta  ley,  y fundándose  en  ella,  de- 
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clar6  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  7 de  Abril  de  1866 
que  la  acción  de  retracto  es  personal  y que  se  da  á favor  del 
vendedor  y de  sus  herederos  contra  el  comprador  y los  suyos, 
mas  no  contra  terceros.  Posteriormente,  la  sentencia  de  12  de 
Mayo  de  1875,  confirmando  el  carácter  personal  de  la  acción,  de- 
clara, sin  embargo,  que  puede  convertirse  en  mixta  si  se  anota 
en  el  Registro  de  la  propiedad. 

Esta  confusión  de  conceptos  no  podía  ni  debía  continuar. 
Preciso  era  adoptar  un  criterio  bien  restrictivo,  limitando  la 
esfera  de  eficacia  del  retracto  á las  partes  que  lo  constitu- 
yen, ó bien  amplio,  haciendo  que  transcendiera  á terceras  per- 
sonas. 

La  primera  no  podía  en  buenos  principios  mantenerse.  Hu- 
biera sido  contradictorio  admitir  y reglamentar  el  retracto  con- 
vencional para  después  hacerlo  completamente  ineficaz  en  la 
práctica,  pues  á eso  equivaldría  el  que  no  transcendiera  del  ven- 
dedor y sus  herederos  y del  comprador  y los  suyos.  ¿Quién  se 
decidiría  á usar  del  pacto  de  retro  si  supiera  que  con  una  ena- 
jenación hecha  por  el  comprador  quedaba  perdido  todo  derecho 
á la  cosa  y sólo  subsistiría  la  acción  contra  el  que  compró  para 
que  indemnizase  los  daños  y perjuicios?  ¿Puede  esta  indemniza- 
ción llegar  á compensar  la  pérdida  de  la  cosa? 

No  quedaba  más  que  el  otro  criterio,  el  amplio,  el  que,  una 
vez  reconocida  la  existencia  legal  del  pacto  de  retracto,  llega  á 
todas  sus  consecuencias,  haciéndolo  eficaz  contra  terceros,  y 
este  criterio  es  el  que  ha  seguido  el  Código  con  verdadero  acierto 
en  el  artículo  que  comentamos.  El  vendedor  podrá  ejercitar  su 
acción,  dice,  contra  todo  poseedor  que  traiga  su  derecho  del 
comprador.  De  esta  suerte  queda  perfectamente  fijado  el  carác- 
ter de  la  acción  y termina  el  estado  de  confusión  del  derecho 
anterior. 

Pero  el  Código,  limitándose  en  apariencia  á hablar  de  la  ac- 
ción, dice  más,  mucho  más  de  lo  que  á primera  vista  parece  que 
expresa,  porque  si  una  de  las  circunstancias  que  caracterizan, 
distinguen  y clasifican  á los  derechos,  es  la  naturaleza  de  la  ac- 
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cióo  que  de  ellos  surge,  es  para  nosotros  indudable  que,  al  decir 
que  la  acción  de  retracto  es  eficaz  contra  terceros,  se  afirma  de 
modo  terminante  que  el  derecho  de  retracto  convencional  es  de 
carácter  real,  y de  esta  clase  y no  como  personal  deberá  consi- 
derarse  de  aquí  en  adelante.  Estas  son  las  consecuencias  que 
lógicamente  se  derivan  del  principio  y que  el  Código  no  ha  es- 
quivado,  antes  por  el  contrario,  acepta  de  modo  expreso  ai 
añadir  que  el  ejercicio  de  la  acción  será  legalmente  posible 
aunque  en  el  segundo  contrato  no  se  haya  hecho  mención  del 
retracto  convencional.  El  artículo  que  comentamos  termina  de- 
jando á salvo  lo  que  respecto  de  terceros  dispone  la  ley  Hipote- 
caria; alusión  á la  doctrina  general  de  esta  ley  que,  no  sin  mo 
tivo,  se  ha  llamado  ley  de  terceros  y que  no  puede  entenderse 
derogada;  lejo3  de  ello,  se  puede  decir  que  es  el  marco  obligado 
dentro  del  cual  se  dan  todos  los  preceptos  del  Código  que  con 
terceros  se  relacionan. 

Esta  salvedad  final  del  artículo  se  sobreentendería  aunque 
no  se  expresase.  La  compra  con  pacto  de  retro  es  un  título  ins- 
cribible; una  vez  inscrita,  inscrito  queda  el  derecho  de  retraer 
á favor  del  vendedor,  _ya  porque  consta  como  condición  esencial 
del  contrato,  ya  porque  conserva  algún  derecho  sobre  la  finca 
así  vendida,  y ese  derecho,  por  tanto,  no  se  transmite.  Despuós 
de  esto,  es  indiferente  que  el  comprador  enajene  ó no  la  finca,  y 
que  el  nuevo  dueño  condicional  inscriba  ó no  su  título;  el  ven- 
dedor siempre  podrá  ejercer  su  derecho  de  retraer  contra  todo 
tercer  adquirente. 

Pero  si  la  venta  á retro  no  se  inscribe,  ó no  se  hace  constar 
la  condición  esencial  del  derecho  de  retracto,  las  enajenaciones 
que  realiza  en  el  primer  caso  el  vendedor,  ó las  que  en  el  se 
gundo  lleve  á cabo  el  comprador  sin  hacer  mención  del  retro, 
una  vez  inscritas,  perjudican  á tercero,  y,  ó el  primer  compra- 
dor perderá  el  derecho  que  se  le  transfirió  (art.  1473  del  Códi- 
go), ó el  vendedor  no  podrá  retraer,  porque  sobre  el  precepto 
del  art.  15  lo  de  dicho  Código,  está  la  doctrina  general  de  la  ley 
Hipotecaria  sobre  la  eficacia  y seguridad  de  los  títulos  inserí- 
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tos.  A estos  casos  se  refiere  la  salvedad  final  del  artículo  que 
comentamos. 

A una  cuestión  creemos  que  puede  dar  lugar  el  art.  1510, 
Supongamos  que  inscrita  una  venta  con  pacto  de  retro,  se  ins- 
cribe después  la  misma  finca  en  virtud  de  expediente  posesorio 
á favor  de  una  tercera  persona  que  no  trae  su  derecho  del  com- 
prador, que  no  alega  en  el  título  de  adquisición  ninguno  que  con 
el  comprador  tenga  relación.  El  caso  es  posible,  porque  aun 
cuando  el  asiento  contradictorio  que  el  Registrador  debe  dar 
constituye  un  obstáculo  para  la  inscripción  del  expediente,  pu- 
diera ocurrir  que  el  que  compró  con  retro  no  formalizase  su 
oposición  en  la  forma  que  previene  la  regla  sexta  del  art.  398  de 
la  ley  Hipotecaria,  si  oponiéndose  tan  sólo  en  cuanto  al  hecho 
de  la  posesión,  como  dice  el  art.  327  del  reglamento  Hipotecario, 
su  oposición  fuese  desestimada.  Pues  bien;  una  vez  inscrito  el 
expediente  posesorio,  ¿podrá  el  vendedor  con  pacto  de  retro 
ejercitar  su  acción  contra  el  que  acreditó  su  posesión  eu  el  ex- 
pediente? 

Trátase  de  un  tercero,  ciertamente,  pero  de  un  tercero  que 
no  trae  su  derecho  del  comprador,  y nos  encontramos,  de  una 
parte,  que,  como  á tercero  cuyo  título  no  procede  del  comprador, 
la  acción  de  retracto  no  puede  afectarle,  discurriendo  á sensu 
contrario  de  lo  que  dispone  el  art.  1510,  y de  otra,  que  cuando 
su  expediente  posesorio  fue  inscrito,  constaba  ya  en  el  Registro 
la  venta  con  pacto  de  retro,  y,  por  lo  tanto,  el  derecho  de  re- 
traer del  vendedor. 

¿Cluál  de  estas  dos  consideraciones  debe  predominar  en  la 
solución  que  el  caso  merezca? 

Es  claro  que  el  expediente  debe  comunicarse  ó notificarse,  no 
solamente  al  comprador  á cuyo  nombre  está  la  inscripción  de  la 
finca,  sino  también  al  que  vendió  con  pacto  de  retro,  porque  á 
su  favor  aparece  igualmente  un  derecho  en  la  cosa,  según  el 
Registro,  y porque  ese  derecho  es  de  tal  naturaleza,  que  me- 
diante su  ejercicio  puede  ser  de  nuevo  dueño  de  la  finca;  es 
decir,  que  en  realidad,  el  atiento  contradictorio,  no  es  á favor 
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del  comprador  tan  sólo,  sino  del  comprador  y del  vendedor, 
puesto  que  entre  los  dos  están  repartidas  las  facultades  domini- 
cales. 

Pero  todo  esto  resulta,  á nuestro  juicio,  indiferente,  asi  como 
el  que  el  comprador  y el  vendedor  ó cualquiera  de  ellos  hayan 
sido  ó no  notificados,  y se  opongan  ó no  al  hecho  de  la  posesión 
por  el  tercero. 

Para  nosotros,  lo  mismo  en  este  caso  que  en  otros  análogos, 
en  que  se  trate  de  dos  títulos  inscritos  con  relación  á la  misma 
finca,  hay  que  distinguir  solamente  si  el  tercero  trae  su  derecho 
de  un  modo  más  ó menos  directo  o inmediato  del  comprador 
ó no. 

Si  lo  primero,  el  art.  1510,  siempre  será  aplicable. 

Si  fuese  lo  segundo,  no  puede  tener  aplicación,  y no  puede 
tener  aplicación,  porque  sólo  las  enajenaciones  que  deriven  del 
comprador  pueden  llevar  la  nota  de  posible  resolución  con  que 
se  realizó  la  primera  venta,  nunca  las  que  se  realicen  por  perso- 
nas extrañas  al  contrato,  que  con  toda  independencia  de  dichos 
comprador  y vendedor,  crean  también  tener  derecho  sobre  la 
finca  que  con  pacto  de  retro  se  transmitió. 

En  tal  caso,  habrá  dos  grupos  de  personas,  dos  cadenas  de 
propietarios  reales  ó aparentes  de  buena  ó de  mala  fe,  que,  con 
independencia,  transmiten  y adquieren  una  misma  cosa.  El  caso 
no  puede  resolverse  por  el  art.  1510.  Ha  de  llegar  el  choque,  la 
contradicción,  sea  en  el  terreno  judicial  ó en  el  extrajudicial,  y 
entonces,  si  vence  el  grupo  que  forman  el  vendedor  con  pacto 
de  retro  y su  comprador  ó los  que  de  éste  traigan  su  derecho, 
desaparece  toda  cuestión,  y el  derecho  de  retraer  se  ejercitará 
del  modo  normal;  y si  vence  el  grupo  contrario,  se  acabó  el  re- 
tracto y la  venta  á retro,  y cuantos  derechos  de  aquí  deriven: 
el  comprador  despojado,  ejercitará  en  su  caso,  ó sea,  si  medió 

sentencia,  y quedó  obligado  el  vendedor,  la  acción  de  sanea- 
miento. * 

Rectificamos  en  este  sentido  la  solución  que  dábamos  al  caso 
propuesto  en  la  anterior  edición  de  este  tomo.  Comprendemos 
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que  el  mediar  ó no  oposición  al  hecho  de  la  posesión  acreditado 
en  el  expediente,  y el  tener  ó no  noticia  de  él,  son  en  cierto 
modo  extraños  á la  resolución,  como  también  lo  son,  desde  otro 
punto  de  vista,  el  carácter  de  la  posesión  enfrente  del  dominio, 
y los  arts.  462  y 1949  que  alegan  otros  comentaristas  para  re 
solver  siempre  en  favor  del  comprador  á retro.  El  que  inscribe 
por  expediente  posesorio,  puede  ser  y es  de  ordinario,  no  un 
simple  poseedor,  sino  un  dueño  legítimo,  y por  otra  parte,  la 
escritura  de  venta  á retro  inscrita,  no  es  siempre  título  de  do- 
minio, pues  el  vendedor  pudo  también  inscribir  su  derecho  por 
información  posesoria  y ser  un  simple  poseedor,  aparte  de  po 
der  apoyarse  el  tercero,  ó uno  y otro  de  los  grupos  á que  nos 
hemos  referido,  en  títulos  de  dominio. 

Lo  esencial,  repetimos,  es  que  el  tercero  derive  ó no  su  de- 
recho del  comprador.  Ahora  bien;  aun  derivándolo,  cabe  que  se 
libre  de  la  resolución  de  la  venta,  mediante  la  prescripción,  caso 
muy  distinto  al  propuesto,  y en  el  que  habría  de  aplicarse  el 
art.  1949  del  Código  civil. 

Hemos  expuesto  la  doctrina  del  art.  1510  con  relación  á tí- 
tulos inscritos.  Si  no  fué  inscrita  la  venta  con  derecho  de  re- 
traer, ni  en  general  figura  inscrita  la  finca  á nombre  de  per- 
sona alguna,  hay  que  prescindir  en  absoluto  de  la  doctrina  de 
la  ley  Hipotecaria,  y aplicar  estrictamente  el  precepto  de  dicho 
artículo  ó la  doctrina  general  del  Código.  Haya  ó no  terceros, 
como  no  pueden  ampararse  en  la  inscripción,  ó derivar  su  de 
recho  del  comprador,  ó no.  En  el  primer  caso  procede  contra 
ellos  el  derecho  de  retraer,  aun  sin  hallarse  inscrito,  porque 
así  lo  ordena,  con  independencia  completa  de  la  inscripción,  el 
art.  1510.  En  el  segundo,  no  procede  tal  derecho  contra  los  ter- 
ceros, según  hemos  hecho  ver  con  anterioridad. 

Alguna  otra  dificultad  de  aplicación  puede  presentar  el  ar- 
tículo 1510  cuando  la  cosa,  sujeta  al  retro,  sea  mueble.  Su  pre 
cepto  entendemos  que  no  deroga  los  del  art.  464,  que  dicen  que 
la  posesión  de  los  bienes  muebles,  adquirida  de  buena  fe,  equi- 
vale al  título,  y que  en  cuanto  á los  adquiridos  en  Bolsa,  feria 
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ó mercado,  ó de  un  comerciante  legalmente  establecido  y dedi- 
cado habitualmente  al  tráfico  de  objetos  análogos,  se  estará  á lo 
que  dispone  el  Código  de  Comercio. 

Jurisprudencia  de  la  Dirección  de  los  Registros.— Vendida  como 
libre  de  cargas  una  finca  que  se  había  adquirido  por  compra  con 
pacto  de  retracto,  si  bien  se  hizo  constar  la  procedencia  de  la 
misma,  el  Registrador  denegó  la  inscripción  por  observar  el 
defecto  de  venderse  «como  libre  una  finca  que  estaba  gravada 
con  pacto  de  retro»;  pero  la  Dirección  mandó  que  la  inscripción 
se  practicase  fundándose  en  que  los  bienes  sujetos  á condiciones 
resolutorias  pueden  ser  vendidos  según  el  art.  109  do  la  ley  Hi* 
potecaria,  y en  que  el  pacto  de  retro  no  tiene  jurídicamente  el 
carácter  de  carga.  (Resolución  de  13  de  Julio  de  1901  ) Igual 
criterio  mantiene  ra  Resolución  de  10  de  Septiembre  del  mis- 
mo año. 

Constando  en  el  Registro,  y siendo,  por  tanto,  conocida  la 
naturaliza  del  derecho  del  comprador  con  pacto  de  retro,  á ella 
quedan  subordinados,  según  los  principios  fundamentales  de  la 
ley  Hipotecaria,  los  efectos  de  cualquier  inscripción  relativa  á 
bienes  sujetos  á condición  resolutoria  pendiente,  debiendo,  como 
es  natural,  hacerse  expresa  reserva  en  esa  inscripción  del  de- 
recho de  los  interesados  en  la  condición  resolutoria,  bajo  la  cual 
debe  entenderse  verificada  la  venta,  aun  en  el  caso  de  que  no 
conste  en  la  escritura,  por  haberlo  ocultado  al  vender  el  com- 
prador. (Resoluciones  de  29  de  Marzo  y 25  de  Junio  de  1892, 
13  de  Mayo  y 16  de  Diciembre  de  1899,  27  de  Julio  y 5 de  Sep- 
tiembre de  1900,  24  de  Abril  y 13  de  Julio  de  1901,  25  de  Junio 
de  1902,  y otras.) 

Códigos  extranjeros.— Art.  1388  del  Código  argentino:  1713 
del  uruguayo;  3042  y 3043  del  de  los  Estados  de  B^ja  California 
y Puebla;  1664  del  francés;  1620  del  italiano;  1882  y 1884  del 
chileno;  el  ultimo  de  estos  artículos  dice  que  el  derecho  que  naoe 
del  pacto  de  retroventa  no  puede  cederse.  Afirma  el  art.  1070 
del  Código  auatriaco  que  el  pacto  de  recompra  sólo  tendrá  lugar 
para  las  cosas  inmuebles  y sólo  compete  al  vendedor  durante  su 
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vida  natural.  No  podrá  transmitir  su  derecho  ni  á los  herederos 
ni  á otros,  y no  podrá  ejercitarlo  en  perjuicio  de  tercero  sino 
cuando  se  haya  inscrito  este  derecho  en  los  registros  públicos. 
El  Código  de  Venezuela,  en  su  art.  1483,  dice  que  el  vendedor 
que  ha  estipulado  el  retracto  puede  intentar  su  acción  contra 
los  terceros  adquirentes  si  el  pacto  consta  de  la  escritura  de 
enajenación. 

Concuerda  también  con  el  art.  1439  del  Proyecto  de  Código 
civil  español  de  1851. 

ARTÍCULO  1511 

El  comprador  sustituye  al  vendedor  en  todos  sus  de- 
rechos v acciones. 

•/ 

El  Proyecto  de  1 851,  en  su  art.  1410,  adoptó  una  fórmula  de 
términos  más  concretos,  y así  decía  que  él  comprador  sucede 
en  todos  los  derechos  del  vendedor,  y adquiere  por  prescrip- 
ción, tanto  contra  el  verdadero  dueño,  como  contra  los  que  pre- 
tendan tener  derecho  ó hipoteca  sobre  la  cosa  vendida.  Nuestro 
Código  se  lia  decidido  por  una  fórmula  más  general  limitándose 
á decir,  que  el  comprador  sustituye  al  vendedor  en  todos  sus 
derechos  y acciones.  Realmente,  no  era  necesario  expresar  más, 
ni  la  determinación  de  algunos  de  los  derechos  que  el  compra- 
dor adquiere  hubiera  resultado  de  oportunidad,  pues  tal  vez 
esa  determinación  hubiese  movido  á algunos  á poner  en  duda  si 
otros  derechos  no  mencionados  deberían  entenderse  transmiti- 
dos ó no.  La  fórmula  del  Código  los  comprende  todos  y con  eso 
basta. 

Por  vía  de  explicación  diremos  que  en  virtud  de  la  venta  con 
pacto  de  retracto,  el  comprador  adquiere  el  carácter  que  tenía 
el  vendedor,  aunque  siempre  sujeto  á la  condición  del  retro. 
Esta  manera  de  expresión  es  más  exacta  que  la  corriente  de 
afirmar  que  el  comprador  adquiere  un  dominio  revocable,  que 
nosotros  mismos  hemos  empleado  por  su  brevedad  y más  fácil 
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inteligencia,  porque,  en  rigor,  si  el  vendedor  no  era  realmente 
dueño,  mal  puede  transmitir  esta  cualidad.  Así,  pues,  lo  que  el 
comprador  adquiere  es  el  carácter  del  vendedor,  si  éste  era  due- 
ño,  el  de  dueño,  y si  sólo  era  poseedor,  e*  de  poseedor. 

En  este  concepto  le  asistirán  todos  los  derechos  y acciones 
que  al  vendedor  asistían;  podrá  reclamar  las  servidumbres  que 
á favor  de  la  finca  existan  y alguien  niegue,  negar  á su  vez  las 
que  otro  intente  hacer  valer  sobre  la  cosa  comprada,  mantener 
la  libertad  de  hipotecas  del  inmueble,  continuar  la  prescripción 
comenzada,  etc.  No  hablamos  del  derecho  á percibir  los  frutos  y 
rentas  que  la  cosa  produzca,  porque  nadie  lo  ha  puesto  en  duda 
y es  evidente  que  le  corresponde. 

De  igual  modo  todo  lo  que  el  comprador  haya  hecho  durante 
el  período  que  tuvo  la  cosa  en  su  poder,  y que  no  se  resuelva  al 
resolverse  el  contrato,  pasa  al  vendedor  si  este  readquiere  la 
finca;  la  ser  vidumbre  cuya  confesión  logró  del  dueño  del  predio 
colindante,  no  necesitará,  para  que  se  estime  subsistente,  del 
nuevo  ejercicio  de  la  acción  confesoria. 

Pero  todos  los  actos  de  disposición  que  el  comprador,  en  uso 
de  su  derecho,  realice  con  rehición  á la  finca  comprada,  ya  se 
trate  de  enajenaciones  á título  oneroso  ó lucrativo,  constitución 
de  derechos  reales,  etc.,  todos  quedan  subordinados  al  cumpli- 
miento ó incumplimiento  de  la  condición  con  que  él  adquirió. 
Aunque  la  forma  de  expresión  del  art.  1511  resulta  demasiado 
amplia,  es  claro  que  su  precepto  queda  subordinado  á la  natura- 
leza del  derecho  del  comprador  con  arreglo  á los  artículos  1507 
y 1509,  y limitado  por  el  precepto  del  art.  1520,  á cuyo  comen- 
tario nos  remitimos. 

Uno  de  ios  puntos  de  vista  más  importante  en  la  aplicación 
del  art.  1511,  es  el  que  se  refiere  á la  prescripción.  El  vendedor 
suma  al  tiempo  que  él  llevase  de  posesión,  el  tiempo  que  poseyó 
el  comprador.  En  esta  afirmación  todos  están  conformes.  Difie- 
ren los  autores  en  la  explicación  que  alegan,  pues  al  paso  que 
.^unps  dicen  que  el  comprador  viene  á ser  el  causante  del  vende- 
dor cuando  éste  recupera  la  cosa,  otros,  como  Laureñt,  niegan 
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que  exista  tal  relación  entre  comprador  y el  vendedor,  diciendo 
que  lo  que  ocurre  es  que  el  cumplimiento  de  la  condición  resolu- 
toria borra  por  completo  el  contrato,  resultando  jurídicamente 
que  el  comprador  no  ha  poseído  y que  el  vendedor  no  ha  dejado 
de  poseer. 

Códigos  extranjeros. — Art.  3044  del  Código  de  los  Estados  de 
Baja  California  y Puebla  (Méjico),  1484  del  de  Venezuela,  1666 
del  francés  y 1521  del  italiano. 

AKTÍCTJLO  1512 

Los  acreedores  del  vendedor  no  podrán  hacer  uso 
del  retracto  convencional  contra  el  comprador,  sino 
después  de  haber  hecho  excusión  en  los  bienes  deil 
vendedor. 

El  precedente  artículo  tiene  un  evidente  panto  de  enlace  con 
la  doctrina  general  de  las  obligaciones,  y este  punto  está  en  el 
articulo  lili.  Ha  dicho  allí  el  Código  que  los  acreedores,  des 
pués  de  haber  perseguido  los  bienes  d©  que  esté  en  posesión  eJI 
deudor  para  realizar  cuanto  se  les  debe,  pueden  ejercitar  todos 
los  derechos  y acciones  de  éste  con  el  mismo  fin,  exceptuando 
los  que  sean  inherentes  á su  persona.  El  derecho  de  retracto  es 
un  derecho  del  deudor,  no  es  de  los  inherentes  á su  persona, 
constituye,  por  lo  tanto  y desde  luego,  materia  apta  para  que 
los  acreedores  se  hagan,  mediante  su  ejercicio,  cobro  de  su 
erédito. 

El  artículo  que  comentamos  es,  según  lo  dicho,  una  aplica 
ción  práctica  del  art.  lili.  Impone,  sin  embargo,  una  cierta 
restricción  á los  acreedores,  que  no  se  puede  calificar  de  des- 
viación del  principio  consignado  en  el  art,  lili,  sino  simple- 
mente de  modo  ó manera  de  regular  su  desenvolvimiento. 

Los  acreedores  del  vendedor  no  podrán  hacer  uso  del  re- 
tracto convencional  contra  el  comprador  sino  después  de  haber 
hecho  excusión  en  los  bienes  del  deudor.  Este  es  el  precepto,  y 
como  es  notorio,  en  él  se  confirma  el  carácter  patrimonial  del 
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derecho  de  retraer,  se  declara  que  como  tal  derecho  patrimonial, 
está  sujeto  á solventar  las  responsabilidades  que  haya  podido 
contraer  su  titular  y se  faculta  á los  acreedores  paia  hacerlas 
efectivas  mediante  su  ejercicio;  sólo  se  impone  á éstos  una  obli 
gación,  la  de  hacer  excusión  previa  en  los  bienes  de  su  deudor. 

La  justificación  del  precepto  está  en  las  necesidades  de  la 
propiedad  misma,  á cuya  estabilidad  no  conviene  el  excesivo 
ejercicio  de  las  acciones  resolutorias.  No  diremos,  como  apunta 
Goyena,  que  los  misrncs  acreedores  sean  interesados  6n  la  ex- 
cusión, porque  á nadie  se  prohibe  aquello  que  no  está  dispuesto 
á hacer,  pero  sí  que  el  perjuicio  que  se  le  puede  irrogar  con  el 
precepto,  será  muy  ligero  en  la  generalidad  de  los  casos,  porque 
antes  han  de  preferir  cobrar  de  otros  bienes  que  de  un  derecho 
de  retracto  para  cuyo  ejercicio  tienen  que  empezar  por  hacer 
gastes. 

No  se  niega,  repetimos,  á los  acreedores  el  derecho  que  les 
concede  el  art.  lili,  sino  que  se  les  marca  un  procedimiento 
que  el  interés  público  y lo  que  llamaría  Cimbali  el  lado  social  de 
la  propiedad  exigían. 

El  comprador,  por  lo  tanto,  podrá  rechazar  victoriosamente 
la  acción  de  retracto  interpuesta  por  el  acreedor  del  vendedor, 
mientras  no  se  haga  la  excusión  de  que  habla  la  ley.  Ahora  bien: 
¿cómo  debe  entenderse  esta  excusión? 

El  beneficio  de  orden  ó excusión  se  da  en  el  contrato  de 
fianza,  compete,  según  es  sabido,  al  fiador,  salvo  en  los  casos  que 
determina  el  art.  1831;  pero,  para  que  el  fiador  pueda  aprove 
charse  de  ese  beneficio,  según  el  art.  1832,  debe  oponerlo  al 
acreedor  luego  que  éste  le  requiera  al  pago  y señalarle  bienes 
del  deudor  realizables  dentro  del  territorio  español,  que  sean 
suficientes  para  cubrir  el  importe  de  la  deuda.  Este  precepto 
está  entre  los  del  contrato  de  fianza,  como  peculiar  de  dicho 
contrato  y sin  que  en  el  artículo  que  comentamos  se  haga  la 
menor  alusión  ¿ él.  ¿Deberá  aplicarse  al  caso  de  que  ahora  tra- 
tamos? 

En  nuestro  concepto,  si:  pero  dentro  de  los  limites  en  que 
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pueda  tener  esa  regla  cabida,  dadas  las  diferencias  que  sepa- 
ran éste  caso  del  de  la  fianza.  No  basta  que  el  acreedor  diga  que 
ha  hecho  la  excusión;  es  menester  que  esta  excusión  sea  á com 
pleta  satisfacción  del  comprador.  La  declaración  de  insolvencia 
tácita  ó exprese  que  el  acreedor  haya  podido  obtener  contra  el 
vendedor  pleiteando  con  él  en  un  juicio  en  que  no  ha  sido  parte 
el  comprador,  no  puede  perjudicar  á éste,  y esa  excusión  se  ha 
de  tener  forzosamente  por  mal  hecha,  por  imperfecta  desde  el 
momento  en  que  el  comprador  señala  bienes  suficientes  para 
satisfacer  la  deuda,  realizables  dentro  del  territorio  español  y 
pertenecientes  al  vendedor. 

No  tiene,  pues,  el  comprador  que  estar  y pasar  por  la  ex 
cusión  que  el  acreedor  sin  su  intervención  haga,  por  la  razón 
que  acabamos  de  exponer;  pero  tampoco  podrá  obligar  al  dicho 
acreedor  á que  siga  procedimientos  inútiles  para  acreditar  una 
excusión  que  la  realidad  impone  cuando  es  notorio  que  el  ven 
dedor  no  tiene  otros  bienes.  Si  dirigida  la  acción  contra  el  com 
prador  éste  no  señala  bienes  del  vendedor,  es,  sin  duda,  que  no 
existen  y,  por  lo  tanto,  no  cabe  hablar  de  excusión.  Para  tener 
el  beneficio  es  menester  que  se  den  sus  términos  hábiles  y qu^ 
se  ejercite  prudente  y discretamente:  lo  que  no  puede  hacerse 
es  resistirse  á la  acción  de  retracto  ejercida  por  los  acreedores 
alegando  lisa  y llanamente  la  excusión,  pero  sin  razonarla  ni 
fundamentarla. 

Pero  entiéndase  bien:  en  el  espíritu  del  art.  1512,  como  en 
el  del  lili,  está  contenida  la  idea  de  concederse  un  derecho  de 
naturaleza  subsidiaria,  que  sólo  puede  ejercitarse  por  los  acree- 
dores del  vendedor,  cuando  no  quepa  otro  recurso,  cuando  no 
puedan  cobrar  de  otro  modo,  cuando  hayan  perseguido  los  bie 
nes,  de  que  esté  el  deudor  en  posesión,  como  dice  el  art.  lili. 
De  aquí  que  el  acreedor  haya  de  perseguir  en  primer  término 
dichos  bienes,  sin  necesidad  de  excitación  ni  de  indicación  de 
nadie,  como  dice  Q.  Mucius,  y sólo  después,  ó en  el  caso  de 
ser  el  vendedor  notoriamente  insolvente,  podrá  ejercitar  el  re- 
tracto contra  el  comprador..  Entonces  es  cuando  ese  comprador. 
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si  le  consta  que  do  existe  la  insolvencia  pretendida  ó declaraaa,, 
podrá  oponerse  señalando  bienes  del  vendedor  suficientes  para 
cubrir  el  importe  de  la  deuda. 

El  art.  1 83 1 del  Código,  refiriéndose  al  beneficio  de  excusión 
de  la  fianza,  dice  que  ésta  no  tiene  lugar:  l.°,  cuando  el  fiador 
haya  renunciado  expresamente  á ella;  2.°,  cuando  se  haya  obli« 
gado  solidariamente  con  el  deudor;  3.°,  en  el  caso  de  quiebra  ó 
concurso  del  deudor,  y 4.°,  cuando  éste  no  pueda  ser  deman- 
dado judicialmente  dentro  del  reino.  Prescindiendo  del  caso 
segundo,  puesto  que  aquí  no  cabe  la  obligación  solidaria  de  que 
habla  la  ley,  preguntamos:  ¿deberá  el  comprador  allanarse  á la 
acción  de  retracto  ejercida  por  el  acreedor  en  los  restantes  casos 
del  art.  1831?  Hay  que  distinguir. 

En  cuanto  á la  renuucia  por  el  comprador  del  beneficio  de 
excusión,  aun  cuando  para  la  concesión  de  este  beneficio  más 
han  pesado  quizá  las  consideraciones  en  favor  de  la  propiedad 
que  aquellas  otras  que  sólo  afectan  al  interés  particular  del 
comprador,  como  el  convenio  de  éste  con  los  acreedores  siempre 
es  posible,  sin  que  humanamente  pueda  evitarse,  y como  por 
otra  parte  en  algo  ha  influido  también  lo  que  al  comprador  con- 
viene, estimamos  de  igual  modo  que  la  expresada  renuncia  es 
eficaz,  y que  una  vez  renunciado  el  beneficio  no  se  puede  exigir 
al  acreedor  que  haga  previa  excusión  de  los  bienes  del  deudor. 

En  el  caso  de  concurso  ó quiebra  del  vendedor,  el  derecho 
de  retraer  que  le  corresponde,  y que  desde  luego  representa 
algo  que  está  en  su  patrimonio,  y tiene  su  valor,  ha  de  figurar 
en  su  activo,  y los  acreedores,  lo  aprovecharán  ó no  para  obte- 
ner el  cobro,  según  que  sea  ó no  necesario  después  de  apurados 
los  demás  bienes.  No  guarda  este  caso  paridad  con  el  del  fiador, 
primero,  porque  el  comprador  no  estaba  obligado  con  los  acree- 
dores y el  fiador  si,  y porque  el  dinero  comque  pagó  ese  fiador, 
no  es,  como  el  derecho  de  retraer,  un  bien  que  esté  en  el  patri- 
monio del  deudor.  En  la  quiebra  ó concurso,  repetimos,  ¿no 
puede  pretender  el  retro,  mientras  no  resulte,  por  falta  de  otros- 
bienes,  la  necesidad  de  ejercitarlo  para  poder  cobrar. 
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En  el  caso  de  no  poder  ser  demandado  judicialmente  el  ven- 
dedor dentro  del  reino,  la  cuestión  es  más  dudosa,  pero  dada  la 
regla  del  art.  1512,  y su  carácter  de  simple  aplicación  á un  caso 
particular  de  la  regla  general  del  lili,  creemos  que  los  acree- 
dores del  vendedor  no  pueden  tampoco  ejercitar  el  derecho  de 
retraer  mientras  no  lo  necesiten,  esto  es,  no  pueden  ejercitarle 
mientras  puedan  perseguir,  más  ó menos  difícilmente,  cuales- 
quiera otros  bienos  de  que  estuviera  el  deuior  en  posesión. 

Vencidos  ya  todos  los  obstáculos  que  al  ejercicio  del  derecho 
de  retracto  por  los  acreedores  se  puedan  presentar,  en  cuanto 
al  modo  de  su  ejercicio  ninguna  particularidad  se  ofrece.  Gomo 
el  derecho  de  que  hacen  uso  es  el  mismo  que  correspondía  al 
vendedor,  es  claro  que  se  hau  de  acomodar  á idénticos  términos 
y condiciones  á que  el  vendedor  estaba  sujeto:  no  podrán  inten- 
tarlo fuera  del  plazo  pactado,  han  de  satisfacer  iguales  canti- 
dades y por  los  mismos  conceptos  qne  el  vende  lor  satisfaría  y, 
en  una  palabra,  se  ajustarán  á las  cláusulas  del  pacto,  á la  ley 
del  contrato,  de  la  cual  no  pueden  apartarse.  Su  calidad  de 
acreedores  no  mejora  ni  empeora  su  derecho,  ni  agrava  ni  alivia 
ía  condición  del  comprador. 

Restan  aun  otras  cuestiones.  ¿A  qué  acreedores  se  refiere  el 
arfe,  1512?  ¿Dentro  de  qué  límites  pueden  cobrar  cuando  eierci- 
tan  el  derecho  de  retraer? 

a)  El  art.  1512  se  refiere  en  general  á los  acreedores  del  ven- 
dedor, sean  ó no  privilegiados,  siempre  que  su  preferencia  ó pri- 
vilegio no  arranque  precisamente  de  un  derecho  real  anterior  á 
la  venta  ó impuesto  sobre  la  misma  cosa  vendida.  No  alcanza, 
por  tanto,  á los  aeree  lores  que  tengan  derecho  de  hipoteca  ó an- 
ticresis  sobre  la  finca.  El  acreedor  hipotecario  no  necesita  re- 
traer: al  no  ser  satisfecho  su  crédito,  constituido  é inscrito  con 
anterioridad  á la  venta,  ó simplemente  inscrito  antes,  persigne 
si  quiere  la  finca,  promoviendo  su  venta  para  el  cobro,  desen- 
tendiéndose por  completo  del  derecho  del  comprador,  que  podrá 
é no  reintegrarse  del  precio  que  entregó,  según  que  quede  ó no 
sobrante  para  él.  No  comprendemos  las  frases  de  un  conocido 
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comentarista  al  decir  que  el  acreedor  hipotecario  no  puede  ejer- 
citar el  derecho  de  retraer  contra  el  comprador,  sin  hacer  antes 
excusión  en  los  bienes  del  deudor.  Sería  un  inocente,  porque 
dada  la  naturaleza  y extensión  de  su  derecho,  para  cobrar  ni  ne- 
cesita hacer  excusión  alguna,  ni  retrotraer,  soportando  los  des 
embolsos  que  lleva  consigo  el  ejercicio  del  derecho  de  retracto. 

Después  de  vendida  la  tinca  con  pacto  de  retro,  el  vendedor 
puede  hipotecar  su  derecho  de  retraer.  En  tal  caso,  los  derechos 
del  acreedor  se  consignan  en  el  número  noveno  del  art.  107  de 
de  la  ley  Hipotecaria,  punto  del  que  ya  nos  hemos  ocupado, 
aunque  brevemente,  al  comentar  los  artículos  1507  y 1509.  Es 
entonces  perfectamente  lógico  que  el  acreedor  no  pueda  cobrar, 
sin  retraer  previamente  en  nombre  del  deudor,  porque  si  no  re- 
trajese, la  venta  quedaría  definitiva,  y se  perdería  el  derecho 
que  se  hipotecó.  Ahora  bien:  pendiente  el  plazo  para  retraer,  de 
biera  modificarse  el  citado  artículo  de  la  ley  Hipotecaria,  y per- 
mitirse al  acreedor  perseguir  el  derecho  que  se  le  dió  como  ga 
rantía,  hasta  obtener  su  venta  ó adjudicación,  sin  perjuicio  en 
este  último  caso  de  no  poder  cobrar,  ó perder  su  derecho,  si  no 
ejercitaba  el  retracto  con  oportunidad.  Sin  embargo,  la  ley  exige 
el  ejercicio  del  derecho  de  retraer,  como  requisito  previo  para 
poder  per  seguir  los  bienes , frases  algo  ambiguas  que  se  prestan  á 
confusión. 

Por  ultimo,  el  derecho  concedido  á los  acreedores  en  el  ar- 
tículo 1512,  no  obsta  en  modo  alguno,  al  ejercicio  por  ellos, 
cuando  proceda,  de  la  acción  rescisoria  por  enajenación  en  frau- 
de de  acreedores. 

b)  Para  resolver  la  segunda  cuestión  basta  presentarla  prác- 
ticamente. El  crédito  son  5,  la  finca  vale  30,  y el  precio  fuó  20. 
El  acreedor,  no  pudiendo  cobrar  su  crédito  de  otro  modo,  ejer- 
cita el  retracto,  esto  es,  paga  al  comprador  cuanto  le  ^correspon- 
de, comprando,  digámoslo  así,  su  derecho,  para  poder  perseguir 
ya  la  finca  misma,  en  la  que  está  embebido  el  valor  del  derecho 
del  vendedor,  que  en  el  ejemplo,  propuesto  es  10,  y poder  con 
su  valor  cobrarse.  El  vendedor,  no  se  hace  dueño  de  la  tinca  ~ 
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mediante  el  retracto,  sino  que  adquiriendo  el  derecho  del  com- 
prador que  vale  10,  quita  ese  estorbo  para  obtener  el  cobro  de 
su  crédito  y de  lo  entregado  para  retraer,  en  junto  15.  Los  5 
que  faltan  eran  y siguen  siendo  del  deudor,  pues  el  acreedor  no 
los  ha  adquirido  por  ningún  título,  limitándose  á retraer  por  ese 
deudor,  ó en  su  nombre  y para  61.  Si  sobra,  una  vezvendido  judi- 
cial ó extrajudicialmente  el  inmueble,  ó haciéndolo  suyo  el  acree- 
dor por  mutuo  acuerdo,  el  sobrante  es  del  deudor,  pues  el  ar- 
tículo 1512,  en  esta  parte,  ha  de  subordinarse  como  en  todo  al 
precepto  del  lili,  según  el  cual,  los  acreedores  pueden  ejercitar, 
en  su  caso,  todos  los  derechos  y acciones  del  deudor  para  cobrar 
cuanto  se  les  debe,  pero  nunca  más.  Si  no  hay  sobrante  alguno, 
porque  la  finca  se  adjudica  en  pago  del  crédito,  no  hay  cuestión. 

Códigos  extranjeros. — Art.  1386  del  Código  argentino,  1710 
en  relación  con  el  1707  del  uruguayo,  3045  del  de  los  Estados 
de  Baja  California  y Puebla,  1666  del  francés  y 1521  del  ita- 
liano. 

Concuerda  también  con  el  art.  1441  del  Proyecto  de  Código 
civil  español  de  1851. 


ARTÍCULO  1513 

El  comprador  con  pacto  de  retroventa  de  una  parte 
de  finca  indivisa  que  adquiera  la  totalidad  de  la  mis- 
ma en  el  caso  del  art.  404,  podrá  obligar  al  vendedor 
á redimir  el  todo,  si  éste  quiere  hacer  uso  del  retracto. 


ARTÍCULO  1514 

Cuando  varios,  conjuntamente  y en  un  solo  contra- 
to, vendan  una  finca  indivisa  con  pacto  de  retro,  nin- 
guno de  ellos  podrá  ejercitar  este  derecho  más  que  por 
su  parte  respectiva. 

Lo  mismo  se  observará  si  el  que  ha  vendido  por  sí 
solo  una  finca  ha  dejado  varios  herederos,  en  cuyo 
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caso  cada  uno  de  éstos  sólo  podrá  redimir  la  parte  que 
hubiese  adquirido. 


artículo  1515 

En  los  casos  del  artículo  anterior,  el  comprador  po- 
drá exigir  de  todos  los  vendedores  ó coherederos  que 
se  pongan  de  acuerdo  sobre  la  redención  de  la  totali- 
dad de  la  cosa  vendida;  y,  si  así  no  lo  hicieren,  no  se 
podrá  obligar  al  comprador  al  retracto  parcial. 

artículo  1516 

Cada  uno  de  los  copropietarios  de  una  finca  indivi- 
sa, que  hubiese  vendido  separadamente  su  parte,  po- 
drá ejercitar,  con  la  misma  separación,  el  derecho  de 
retracto  por  su  porción  respectiva,  y el  comprador  no 
podrá  obligarle  á redimir  la  totalidad  de  la  finca. 

ARTÍCULO  1517 

Si  el  comprador  dejare  varios  herederos,  la  acción 
de  retracto  no  podrá  ejercitarse  contra  cada  uno  sino 
ior  su  parte  respectiva,  ora  se  halle  indivisa,  ora  se 
laya  distribuido  entre  ellos. 

Pero,  si  se  ha  dividido  la  herencia,  y la  cosa  vendida 
se  ha  adjudicado  á uno  de  los  herederos,  la  acción  de 
retracto  podrá  intentarse  contra  él  por  el  todo. 

Todos  los  precedentes  artículos  tienen  una  relación  común; 
por  630  los  hemos  agrupado  para  su  comentario.  Todos  están 
lestinados  á reglamentar  la  influencia  que  tiene  el  estado  de  in- 
división (que  de  distintas  causas  puede  provenir)  sobre  el  ejer- 
cicio del  retracto  convencional. 

Aun  cuando  el  Código  no  lo  dice  en  ninguno  de  sus  precep- 
tos, ni  por  otra  parte  tenía  para  qué  decirlo,  parece  que  late  en 
«1  espíritu  de  sus  disposiciones  el  pensamiento  de  que  el  estado 
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de  comunidad  de  bienes  ó de  indivisión  es  un  estado  imperfecto 
y,  sobre  todo,  transitorio,  puramente  circunstancial. 

Prescindamos  de  si  esto  es  bueno  Ó malo;  no  entremos  á dis- 
currir sobre  el  tanto  en  que  la  propiedad  colectiva  ó comunal 
debe  estar  compensada  ó equilibrada  con  la  individual  en  el  or- 
ganismo social;  esto  implicaría  una  serie  de  cuestiones  que  no 
son  de  este  lugar:  nos  limitaremos  á sentar  la  anterior  conside- 
ración, que  nos  parece  que  evidentemente  fluye  del  conjunto  de 
las  disposiciones  del  Código. 

Por  otra  parte,  la  subsistencia  de  las  condiciones  resoluto- 
rias que  afecten  á la  propiedad,  no  es  tampoco  mirada  con  sim- 
patía por  la  ley;  como  situación  tambiéa  transitoria,  el  Código 
las  acepta;  pero  ya  hemos  dicho  en  el  comentario  al  art.  1508 
que  la  cuestión  del  plazo,  durante  el  cual  puede  pactarse  el  pac- 
to de  retro,  se  considera  como  de  interés  público. 

Dados  estos  antecedentes,  y puestas  en  contacto  la  institu- 
ción de  la  comunidad  de  bienes  con  la  del  retracto  convencio- 
nal, en  todos  los  supuestos  de  hecho  en  que  esto  ocurra,  la  ten- 
dencia de  la  ley,  si  ha  de  ser  lógica  consigo  misma,  ha  de  con- 
sistir en  procurar  que  la  proindivisión  cese,  y que  la  resolución 
del  dominio  termine.  Las  soluciones  que  más  y mejor  favorez- 
can estos  fines,  en  cuanto  lo  permita  la  naturaleza  de  las  rela- 
ciones jurídicas  lícitamente  creadas  por  la  voluntad  de  las  par- 
tes, serán,  por  lo  tanto,  las  que  encontraremos  en  los  artículos 
que  comentamos. 

Veamos  ahora  sus  preceptos. 

A)  Compra  con  pacto  de  retro  de  parle  de  finca  indivisa. — El 
Código  ha  examinado  en  el  art.  1513  un  caso  especial  de  compra 
de  parte  de  finca  indivisa,  ó,  mejor  dicho,  una  situación  que 
puede  llegar  á presentarse  una  vez  realizada  la  compra. 

Sabemos  que,  según  el  art.  400,  ningún  copropietario  está 
obligado  á permanecer  en  la  comunidad  de  bienes,  salvo  pacto 
de  conservar  la  indivisión,  que  no  exceda  de  diez  años;  y sabe- 
mos asimismo  que,  según  el  art.  404,  cuando  la  cosa  fuere 
esencialmente  indivisible,  la  acción  communi  dividundo  puede 
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producir  como  consecuencia,  ó bien  su  adjudicación  á uno  de 
los  condueños,  ó bien  su  venta,  con  el  consiguiente  reparto  del 

precio. 

Pues  bien;  el  Código  provee  al  supuesto  de  que  el  compra* 
d.or  con  pacto  de  retro,  en  este  ultimo  caso,  baya  adquirido  la 
totalidad  de  la  finca,  pues  por  revocable  que  sea  su  dominio, 
mientras  no  vence  el  plazo  del  retro  esto  no  le  priva  de  ejercer 
todas  las  acciones  que  corresponderían  al  vendedor,  una  de  las 
cuales  es  la  que  tiene  por  objeto  pedir  la  división  de  la  cosa  co- 
mún. Resultará  entonces  que  el  comprador  á que  nos  referimos 
tendrá  una  parte  de  la  cosa,  la  que  compró  con  pacto  de  retro, 
su  dominio  revocable  (suponiendo  que  sea  el  dominio  y no  la 
posesión  lo  que  se  le  haya  transmitido,  aunque  para  el  caso  es 
igual),  y el  resto,  lo  que  adquirió  de  sus  condueños,  en  dominio 
absoluto  é irrevocable. 

De  hecho  y de  derecho  la  comunidad  de  bienes  ha  termina- 
do, porque  la  totalidad  de  la  cosa  pertenece  ya  á un  solo  pro- 
pietario. 

Si  en  esta  situación  el  vendedor  de  parte  de  la  cosa  con  pac- 
to de  retro  ejercita  su  acción  de  retracto,  ateniéndose  á los  tér- 
minos del  contrato,  es  decir,  reclamando  tan  sólo  la  parte  que 
vendió,  se  torna  de  nuevo  al  estado  de  comunidad  ó de  indivi- 
sión, que  es  lo  que  se  quiere  evitar,  y los  sacrificios  hechos  por 
el  comprador  al  adquirir  el  resto  de  la  cosa  resultan  completa- 
mente inútiles.  Por  este  motivo  la  ley  viene  en  su  ayuda,  con- 
cediéndole un  derecho  no  pactado:  este  derecho  es  el  de  poder 
obligar  al  vendedor  á que  redima  toda  la  finca  si  quiere  hacer 
uso  del  derecho  de  retracto. 

Debe  observarse,  sin  embargo,  que  esto  no  es  más  que  un 
derecho  del  comprador,  del  cual  podrá  ó no  hacer  uso,  según  le 
plazca. 

Lo  que  no  dice  el  Código  es  en  qué  condiciones  ha  de  tener 
lugar  la  redención  del  resto  de  la  finca  que  no  fué  vendida  por 
el  vendedor,  sino  que  el  comprador  adquirió,  á consecuencia  de 
lo  dispuesto  en  el  art.  404,  y tal  vez  con  un  par  de  renglones 
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más  se  hubieran  podido  evitar  cuestiones,  que  desde  luego  sal- 
tan á la  vista. 

Porque  en  esta  redención  pueden  seguirse  dos  criterios  en 
cuanto  al  valor  que  ha  de  ser  reembolsado:  uno,  atender  á lo 
que  el  resto  de  la  finca  valga,  partiendo  del  dato  seguro  del 
precio  que  medió  en  la  parte  que  fue  vendida  con  pacto  de  re- 
tro, y haciendo  la  consiguiente  regla  de  proporción;  otro,  aten- 
der á la  estimación;  en  la  cual  fuó  adjudicado  dicho  resto  de 
finca,  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  art.  404. 

De  estos  dos  criterios,  este  último  nos  parece  el  más  acep- 
table, porque  de  seguirse  el  primero  podría  el  comprador  enri- 
quecerse ó perjudicarse  indebidamente,  ya  que  lo  probable  será 
que  no  esté  en  relación  el  precio  de  la  compra  con  pacto  de  re- 
tro de  la  parte  indivisa  y el  precio  que  medió  en  la  adjudica- 
ción del  resto  de  la  finca.  Además,  si  el  acto  que  motiva  el  re- 
tracto, en  cuanto  al  expresado  resto,  es  la  adjudicación,  origi- 
nada en  el  art.  404,  y la  concesión  hecha  por  el  art.  1513,  y no 
la  ley  del  contrato  que  pasó  entre  las  partes,  fuera  de  la  cual  se 
encuentra  este  derecho  excepcional,  justo  es  que  se  regule  por 
las  condiciones  de  dicha  adjudicación,  y no  por  los  preceptos  de 
un  contrato,  que  en  cierto  modo  es  completamente  indepen- 
diente. 

B)  Venta  de  cosa  indivisa  hecha  por  su  condueño. — En  el  artícu- 
lo 1514  y siguientes  ocúpase  el  Código  de  este  supuesto,  pero 
dentro  de  él  distingue  los  dos  casos  que  pueden  presentarse  en 
la  naturaleza  del  vínculo  creado.  Pueden  los  condueños  vender 
conjuntamente  y en  un  solo  contrato,  ó pueden  realizar  la  venta 
independientemente  los  unos  de  los  otros. 

Primer  caso.  Que  varios , conjuntamente  y en  un  solo  contrato , 
vendan  una  finca  itidivisa  con  pacto  de  retro. — Mirada  la  cuestión 
desde  el  punto  de  vista  de  los  vendedores,  es  lógico  que  ninguno 
de  ellos  pueda  ejercitar  el  derecho  de  retracto  más  que  por  su 
parte  respectiva,  puesto  que  á eso  se  limita  su  derecho  según 
los  términos  del  pacto,  y asi  lo  reconoce  el  párrafo  l.°  del  ar- 
ticulo 1514. 
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Pero  atendidos  los  intereses  del  comprador,  la  situación  en 
que  podría  encontrarse  si  le  retrajesen  algunas  participaciones 
de  la  finca  y otras  no,  la  tendencia  legal  á terminar  con  la  indi- 
visión, y,  en  cierto  modo,  la  naturaleza  del  vínculo  jurídico 
creado,  puesto  que  todos  los  vendedores  vendieron  conjunta- 
mente y en  un  solo  acto,  se  concede  al  comprador  un  derecho 
que  guarda  analogía  con  el  que  le  otorga  el  art.  1513  que  hemos 
explicado;  este  derecho  es  el  de  poder  exigir  á todos  los  vende 
dores  que  se  pongan  de  acuerdo  sobre  la  redención  de  la  totali- 
dad do  la  cosa  vendida,  y si  así  no  lo  hicieron  no  se  podrá  obli- 
gar al  comprador  al  retracto  parcial. 

El  Código  asimila  á este  caso  aquel  en  el  cual,  habiendo  ven- 
dido uno  solo,  hubiese  muerto  dejando  varios  herederos,  pues 
ninguno  de  éstos  podrá  redimir  más  que  la  parte  que  hubiese 
adquirido  por  herencia,  si  bien  el  comprador  tendrá  igual  dere 
cho  de  exigir  á los  coherederos  que  se  pongan  de  acuerdo  sobre 
la  redención  de  la  totalidad,  no  pudiéndosele  obligar,  si  no  llegan 
á ese  acuerdo,  al  retracto  parcial. 

Segundo  caso.  Que  cada  uno  de  los  copropietarios  de  una  finca  t*- 
divisa  vendan  separadamente  su  parte. — Al  venderse  por  todos  con- 
juntamente y en  un  solo  acto  ia  totalidad  de  la  finca  indivisa  á 
una  sola  persona,  parece  como  que  se  crea  una  cierta  solidari- 
dad entre  los  vendedores,  si  no  precisamente  en  el  estricto  sen- 
tido legal  de  la  palabra,  al  menos  no  se  puede  negar  que,  aparte 
de  los  vínculos  que  nacen  entre  el  comprador  y los  vendedo- 
res, éstos  también  quedan  ligados  entre  sí  en  alguna  relación. 
Pero  cuando  la  venta  se  hace  por  separado  y con  independencia 
los  unos  de  los  otros,  cualesquiera  que  sean  las  ventajas  que  re- 
porte el  evitar  la  indivisión  ó comunidad,  siempre  resultaría 
muy  violento  el  obligar  á un  acuerdo  á personas  que  separada- 
mente han  contratado,  y mucho  más  violento  el  hacerles  perder 
su  derecho  si  el  acuerdo  no  se  lograra. 

Por  estos  motivos,  sin  duda,  el  art.  1516  declara  que  cada 
uno  de  los  copropietarios  de  una  finca  indivisa  que  hubiese  ven- 
dido separadamente  su  parte,  podrá  ejercitar,  con  la  misma  se- 
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paración,  el  derecho  de  retracto  por  su  porción  respectiva,  y el 
comprador  no  podrá  obligarle  ¿ redimir  la  totalidad  de  la  finca. 
La  claridad  del  precepto  excusa  toda  otra  observación. 

C)  Indivisión  en  los  causahabienles  del  comprador. — El  supuesto 
que  examina  el  Código  en  el  art.  1517  es  el  de  que  el  comprador 
muera  dejando  varios  herederos.  Para  resolver  contra  quiénes 
y en  qué  forma  se  ha  de  ejercitar  el  derecho  de  retracto,  preciso 
es  distinguir  el  momento  en  el  cual  se  hace  uso  de  él  y la  sitúa 
ción  en  que  los  herederos  se  encuentran  respecto  de  la  cosa  ven- 
dida con  pacto  de  retro. 

Si  en  el  momento  de  ejercerse  el  retracto  aun  no  se  ha  hecho 
la  partición  de  bienes  de  la  herencia,  es  visto  que  entre  los  he- 
rederos existe  el  estado  de  comunidad,  que  empieza  con  la  muerte 
del  causante  y termina  con  las  adjudicaciones  del  haber  de  cada 
uno.  En  este  estado,  todo  es  de  todos  en  la  proporción  en  que 
deban  participe r de  la  herencia,  de  donde  se  deduce  que  el  re- 
tracto debe  dirigirse  contra  todos,  pero  no  demandando  de  cada 
uno  de  ellos  más  que  su  parte  respectiva. 

Si  la  partición  de  bienes  está  ya  hecha,  puede  ocurrir  que  la 
cosa  vendida  con  pacto  de  retro  se  haya  adjudicado  á todos  ó á 
varios  de  los  coherederos  ó que  se  baya  adjudicado  á uno  solo. 

En  e!  primer  caso,  estamos  de  nuevo  en  el  estado  de  indivi- 
sión ó comunidad,  aunque  ya  no  creada  por  la  muerte  del  cau- 
sante, sino  por  el  convenio  de  las  partes  al  hacerse  las  adjudica- 
ciones, y,  por  lo  tanto,  el  criterio  es  el  misino  que  acabamos  de 
exponer,  á saber:  la  acción  del  retracto  se  dirigirá  contra  los 
herederos  adjudicatarios,  si  bien  á cada  uno  de  ellos  sólo  se  pe- 
dirá la  participación  que  se  haya  adjudicado. 

En  el  segundo  caso,  ó sea  aquel  en  que  la  adjudicación  de  la 
cosa  vendida  con  pacto  de  retro  se  haya  hecho  á un  solo  here- 
dero, es  indudable  que  éste  ha  venido  á sustituir  por  completo 
al  primitivo  comprador  sin  compartir  su  carácter  ni  sus  atribu- 
ciones con  ninguno  délos  demás  coherederos,  siendo  consecuen- 
cia necesaria  de  esta  consideración  que  contra  él  podrá  inten- 
tarse la  acción  de  retracto  por  la  totalidad  de  la  finca. 
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Todo  esto  es  lo  que  en  sustancia  declara  el  art.  1517,  al  afir- 
mar que  si  el  comprador  dejare  varios  herederos,  la  acción  de 
retracto  no  podrá  ejercitarse  contra  cada  uno,  siuo  por  su  parte 
respectiva,  ora  se  halle  indivisa,  ora  se  haya  distribuido  entre 
ellos;  pero  si  se  ha  dividido  la  herencia,  y la  cosa  vendida  se  ha 
adjudicado  á uno  de  los  herederos,  la  acción  de  retracto  podrá 
intentarse  contra  él  por  el  todo. 

Códigos  extranjeros . — Artículos  1667  al  1672  del  Código  fran 
cés;  1522  al  1527  del  italiano;  1387,  1389  y 1390  del  argentino; 
1711  y 1712  del  uruguayo;  3046  al  3052  del  de  los  Estados  de 
Baja  California  y Puebla;  502  del  Código  del  Imperio  alemán, 
y 1485  al  1489  del  de  Venezuela. 

También  concuerdan  con  los  artículos  1442  al  144  6 del  Pro- 
yecto de  Código  civil  español  de  1851. 

ARTÍCULO  1518 

El  vendedor  no  podrá  hacer  uso  del  derecho  de  re- 
tracto sin  reembolsar  al  comprador  el  precio  de  la  ven- 
ta, y además: 

1. °  Los  gastos  del  contrato,  y cualquier,  otro  pago 
legítimo  hecho  para  la  venta. 

2. °  Los  gastos  necesarios  y útiles  hechos  en  la  cosa 
vendida. 

En  el  comentario  al  art.  1507,  al  dar  el  concepto  legal  del 
retracto  convencional,  nos  referimos  á este  artículo,  como  com 
prensivo  de  las  obligaciones  que  tenía  que  cumplir  el  vendedor 
si  quería  hacer  uso  del  derecho  de  retracto.  Entonces  no  hici- 
mos más  que  indicarlas;  ahora  es  el  momento  oportuno  de  ex- 
plicar el  pormenor  de  las  mismas. 

Fijándose  en  la  redacción  del  art.  1518,  veremos  que,  tanto 
el  final  del  primer  párrafo,  como  los  señalados  con  los  núme- 
ros  l.°  y 2.°,  están  regidos  por  el  verbo  reembolsar,  y que,  por 
ló  tanto,  el  vendedor  no  podrá  hacer  aso  dtl  derecho  de  retracto 
sin  reembolsar  todo  lo  que  el  articulo  expresa;  esto  es,  el  precio 
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de  la  venta,  los  gastos  del  contrato  y cualquier  otro  pago  legi- 
timo hecho  para  Ja  venta  y los  gastos  necesarios  y útiles  hechos 
en  la  cosa  vendida. 

Pero,  ¿cuál  es  el  momento  de  estos  reembolsos?  ¿Debe  empe- 
zar el  vendedor  por  reembolsar  al  comprador  el  importe  de  todas 
esas  partidas?  ¿Deberá  hacer  la  consignación  del  mismo  si  las 
circunstancias  de  hecho  ó la  mala  fe  del  comprador  le  impiden 
hacer  el  pago  directamente  á éste  antes  de  que  venza  el  plazo? 
¿Será  suficiente  el  ofrecimiento  del  pago?  ¿Bastará  con  la  decla- 
ración de  voluntad  de  hacer  uso  del  derecho  de  retraer  hecha  en 
tiempo  hábil? 

Estas  preguntas  implican  una  cuestión  que  ha  sido  muy  dis- 
cutida y que  tiene  una  gran  importancia  práctica. 

Laurent  (1),  examinando  la  naturaleza  de  la  condición  que 
significa  todo  pacto  de  retro  y su  carácter  de  potestativa,  de  re- 
solutoria y de  expresa,  deduce  la  consecuencia  de  que  la  compra 
y venta  se  resuelve  desde  el  momento  en  que  el  vendedor  mani 
tiesta  su  voluntad  de  hacer  uso  del  derecho  quo  se  reservó.  No 
será  preciso,  por  lo  tanto,  en  opinión  de  Laurent,  ni  el  pago  in 
mediato,  ni  su  consignación,  ni  su  ofrecimiento;  lo  que  importa 
es  que  el  vendedor,  dentro  del  plazo,  declare  de  modo  indudable 
su  voluntad.  La  lorma  de  esta  declaración  no  es  ninguna  deter 
minada,  basta  con  que  pueda  probarse  por  alguno  de  los  medios 
de  prueba  que  la  ley  establece,  á cuyos  principios  generales  está 
sometido  el  acto.  Una  vez  hecha  la  declaración  de  voluntad,  el 
contrato  queda  resuelto  desde  luego  por  virtud  de  la  influencia 
de  la  condición  potestativa,  resolutoria  y expresa;  los  pagos  le* 
giles  vendrán  después. 

Este  criterio  del  notable  escritor  no  es,  sin  embargo,  el 
seguido  por  la  jurisprudencia  francesa,  la  cual  parece  haber 
adoptado  uno  intermedio,  consistente  en  afirmar  que  si  bien  el 
retracto  se  entiende  ejercido  por  la  mera  declaración  de  la  vo 
luntad  del  vendedor,  este  derecho  se  conserva  por  el  ofrecimiento 


(l)  Obra  citada,  págs.  385  y siguiente». 
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dentro  del  plazo,  consumándose  sn  ejercicio  con  la  restitución  del 
precio  y reembolso  de  los  demás  gastos  á que  la  ley  alude. 

No  admite  Laurent  esta  distinción  de  momentos  ó de  fases 
por  las  cuales  pasa,  según  la  jurisprudencia,  el  derecho  del  ven- 
dedor, fijándose  en  el  art.  1673  del  Código  francés,  que  dice  que 
éste  no  podrá  entrar  en  posesión  de  la  cosa  más  que  después  de 
haber  satisfecho  todas  sus  obligaciones,  encuentra  aquí  un  dere- 
cho de  retención  concedido  por  la  ley  á favor  del  comprador; 
derecho  de  retención  que,  por  su  propia  naturaleza,  tiene  que 
ser  forzosamente  en  cosa  ajena,  puesto  que  en  cosa  propia  no 
tiene  explicación,  y que,  al  ser  en  cosa  ajena,  confirma  de  modo 
indudable  que  el  contrato  quedó  resuelto  en  virtud  de  la  mera 
declaración  de  voluntad  del  vendedor. 

Nuestro  Código  no  concede  semejante  derecho  al  comprador 
(que  aun  dentro  del  Código  francés  es,  en  nuestra  opinión,  algo 
dudoso  que  tenga  el  alcance  que  Laurent  le  atribuye);  así  es, 
que  nos  vemos  privados  de  ese  elemento  de  interpretación. 

Tenemos  que  acudir  á los  términos  precisos  del  art.  1518, 
y atenernos  á su  contenido.  Según  su  precepto,  el  vendedor  no 
podrá  hacer  uso  del  derecho  de  retracto  sin  reembolsar  al  com- 
prador las  distintas  partidas  que  enumera.  Estas  son  las  pala- 
bras del  artículo,  de  cuyo  sentido  no  puede  dudarse.  Por  consi- 
guiente, discurriendo  dentro  de  nuestro  Código,  no  cabe  hablar 
de  declaraciones  de  voluntad  que  no  vayan  acompañadas  del 
reembolso  efectivo  y simultáneo;  porque  si  no  puede  hacerse  uso 
del  derecho  sin  dicho  reembolso,  las  manifestaciones  del  vende- 
dor podrán  significar  sus  propósitos,  el  estado  de  su  ánimo,  im- 
plicarán consideraciones  atendibles  en  el  orden  moral,  pero  no 
será  el  uso  ó ejercicio  legal  del  derecho  de  retracto,  que  es  lo  que 
es  preciso  hacer  para  conseguir  la  resolución  que  se  pretenda. 

Este  es  también  el  sentido  que  suele  darse  ordinariamente 
por  los  contratantes  al  artioulo  que  comentamos,  en  relación  con 
el  1507,  ouaado  traducen  en  convenciones  particulares  la  nor- 
ma dada  por  la  ley;  al  menos  así  nos  lo  ha  hecho  ver  nuestra 
práctica,  pues  lo  común  y corriente  es  que  la  fórmula  que  gene- 
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raímente  se  usa  diga  qne  si  el  vendedor  no  devuelve  al  compra- 
dor el  precio  antes  de  que  transcurran  los  años  que  se  pacten, 
adquirirá  la  venta  el  carácter  de  absoluta  é irrevocablemente 
consumada;  de  donde  se  deduce  que  todo  se  hace  depender  del 
hecho  de  la  devolución  del  precio,  sin  que  para  nada  se  tengan 
en  cuenta  las  declaraciones  de  voluntad  á que  alude  Laurent;  y 
como,  por  otra  parte,  el  convenio  así  celebrado  es  lícito,  no  hay 
términos  hábiles  para  poder  seguir  la  opinión  del  escritor  citado. 

Lo  dicho  hasta  aquí,  que  se  deriva  directamente  de  la  mane 
ra  como  entendemos  el  art.  1518,  y de  lo  que  se  nos  muestra 
como  práctica  corriente,  estimamos,  sin  embargo,  que  está  suje- 
to á una  limitación  ó salvedad  que  emana  de  doctrina  declarada 
por  el  Tribunal  Supremo. 

Recordemos  previamente  que,  según  el  art.  1525,  es  aplica- 
ble al  retracto  legal  lo  que  respecto  del  convencional  dispone 
el  1518  que  comentamos,  de  donde  se  desprende  que  lo  que  el 
Supremo  haya  dicho  en  autos,  en  que  se  trataba  de  un  retracto 
legal,  es  de  estimar  en  el  convencional,  puesto  que,  como  vere- 
mos, se  refiere  estrictamente  á la  interpretación  del  art.  1518. 

Recordemos  asimismo  que,  según  el  art.  16 J 8 de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  en  su  núm.  2.°,  para  que  pueda  darse 
curso  á las  demandas  de  retracto,  se  requiere  que  se  consigue  el 
precio,  si  es  conocido,  ó,  si  no  lo  fuere,  que  se  dé  fianza  de  con- 
signarlo luego  que  lo  sea. 

Pues  bien;  el  Tribunal  Supremo,  en  sentencia  de  31  de  Di 
ciembre  de  1897,  ha  declarado  que  los  arts.  1518  y 1525  no  exi- 
gen la  consignación  de  los  gastos  de  la  compra  ni  la  de  los  hechos 
en  la  cosa,  sino  solamente  su  reembolso,  lo  cual  implica  que  la 
consignación  subsiste  sólo  en  cuanto  al  precio,  con  arreglo  al 
artículo  cita  lo  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  con  tanta  más 
razón  cuanto  que  sobre  ser  aquéllos  ordinariamente  desconoci- 
dos, ningún  perjuicio  puede  resultar  para  el  interesado  de  que 
se  le  abonen  antes  de  ejecutar  la  sentencia  en  que  se  otorgue  el 
retracto. 

El  Supremo  conocía,  como  hemos  dicho,  de  un  retracto  legal; 
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pero  como  en  su  declaración  trataba  de  interpretar  el  art.  1518, 
y éste  rige  de  igual  modo  en  el  retracto  convencional,  sin  que  se 
descubran  diferencias  para  su  aplicación  en  uno  y otro  retracto, 
de  aquí  que  deba  notarse  la  doctrina  en  este  lugar. 

Examinando  ahora  en  su  conjunto  el  resultado  de  la  inter- 
pretación del  art.  1518  y el  criterio  del  Tribunal  Supremo,  ven- 
dremos á parar  á la  conclusión  deñnitiva  de  que  para  hacer  uso 
del  derecho  de  retracto  convencional  es  menester  desde  luego, 
y simultáneamente,  restituir  el  precio,  puesto  que  el  Código  asi 
no  exige,  y nada  en  contrario  nos  enseña  la  jurisprudencia;  le- 
jos de  ello,  confirma  ese  requisito  en  el  retracto  legal,  y que  el 
reembolso  de  los  demás  gastos  que  se  mencionan  en  el  art.  1518 
no  es  preciso  que  acompañe  á la  restitución  del  precio,  sino  que 
puede  hacerse  con  posterioridad,  pues  asi  lo  ha  declarado  el  Su- 
premo en  la  sentencia  citada,  interpretando  directa  y especial- 
mente el  artículo  que  comentamos. 

Con  posterioridad  á la  anterior  edición  de  este  tomo,  y con- 
firmando, como  es  natural,  la  doctrina  expuesta,  ha  declarado 
la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  16  de  Octubre  de  1906 
que  es  indispensable  por  parte  del  vendedor  la  consignación  ó 
entrega  del  precio,  sin  que  baste  la  mera  oferta  del  importe  de 
las  fincas. 

Examinemos  ahora  cada  una  de  las  obligaciones  del  ven- 
dedor. 

A)  Reembolso  del  precio. — No  hay  que  atender  para  reembol- 
sar el  precio  al  valor  que  la  cosa  tenga  en  el  momento  de  re- 
traerla, porque  la  ley  no  habla  del  valor,  sino  del  precio,  que  es 
cosa  distinta,  y para  mayor  claridad  el  Código  ha  tenido  buen 
cuidado  de  expresar  que  se  trata  del  precio  de  la  venia , es  decir, 
del  precio  que  medió  en  el  contrato  en  el  cual  ee  constituyó  el 
derecho  de  retracto  convencional.  Por  lo  tanto,  ni  el  comprador 
podrá  reclamar  un  mayor  precio,  fundándose  en  que  la  cosa  ha 
aumentado  de  valor,  ni  el  vendedor  pretenderá  entregar  uno 
inferior  porque  la  cosa  valga  menos:  sobre  esto  no  puede  haber 
cuestión. 
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Esto  es  lo  que  dispone  la  ley;  pero  ¿qué  influencia  puede 
ejercer  la  voluntad  de  las  partes  pactando  cosa  distinta  de  lo 
que  la  ley  establece?  En  otros  términos:  la  cuestión  que  se  ha 
propuesto  es  la  de  la  licitud  de  la  estipulación,  en  virtud  de  la 
cual  el  vendedor  se  obligue  á restituir  un  precio  mayor  que 
aquel  que  medió  en  la  venta  con  pacto  de  retracto. 

En  opinión  de  algún  autor,  esto  no  es  ya  la  condición  resolu- 
toria á que  se  llama  pacto  de  retro,  sino  una  convención,  de 
cuya  eficacia  juzgarán  los  tribunales,  y que  se  regirá  por  las 
cláusulas  que  las  partes  establezcan.  Pero,  si  bien  se  mira,  esto 
no  es  decir  nada  sustancial,  porque  de  la  eficacia  de  todo  pacto 
pueden  juzgar  siempre  los  tribunales,  llegado  que  sea  el  caso  de 
contienda,  y,  por  otra  parte,  el  que  se  convenga  que  el  precio 
que  haya  que  devolver  sea  mayor  ó menor,  no  quita  ni  pone  á la 
naturaleza  resolutoria  de  la  condición;  pues  el  carácter  resolu- 
torio es  cosa  que  afecta  al  modo  de  contraer  las  obligaciones  y no 
á la  cuantía  económica  de  su  objeto. 

No  vemos,  por  lo  tanto,  inconveniente  en  que  se  pacte  que 
el  precio,  ó mejor  dicho,  que  la  cantidad  que  se  restituya  sea 
mayor  ó menor  que  el  precio  de  la  venta  (lo  último  será  muy 
raro),  pues  tal  convención  implica  un  pacto  lícito,  de  cuya  efi- 
cacia no  se  nos  alcanza  motivo  para  dudar.  No  tendremos  quizá 
entonces  pl  pacto  de  retro  que  reglamenta  el  Código,  pero  ten 
dremos  evidentemente  un  derecho  de  retraer  de  carácter  con- 
vencional y que  producirá  efectos  jurídicos. 

Análoga  consideración  se  nos  ocurre  sobre  la  pregunta  que 
muchos  formulan  referente  á si  el  vendedor  tendrá  que  pagar 
los  intereses  del  precio  por  el  tiempo  que  lo  haya  tenido  en  su 
poder.  El  Código  no  habla  de  tales  intereses,  los  cuales,  por  lo 
tanto,  no  se  deben  naturalmente.  Puede,  sin  embargo,  pactarse 
su  abono,  y en  este  caso,  tratándose,  á nuestro  juicio,  de  un 
pacto  lícito,  es  visto  que  el  vendedor  tendrá  que  satisfacerlos. 

B ) Gastos  del  contrato  y cualquier  otro  pago  l’.gítim ) hecho  para 
la  venta. — Otros  conceptos  de  reembolso  son  los  que  indica  el  epí- 
grafe. Su  sentido  es  claro.  Los  gastos  del  contrato,  que  debe 
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reembolsar  el  vendedor  al  comprador,  son  los  que  éste  hubiese 
realmente  satisfecho;  si  no  satisfizo  ninguno,  porque  así  se  con- 
viniera, nada  tendrá  que  percibir  por  este  concepto. 

En  cuanto  á los  pagos  á que  alude  el  núm.  l.°  del  art.  1518, 
pueden  servir  de  comentario  las  palabras  de  Goyena;  afirma  (pá- 
gina 421  de  su  obra  citada),  que  el  pago,  para  que  sea  abonado 
al  comprador,  debe  ser  legítimo,  es  decir,  conforme  á la  ley,  al 
contrato  ó la  costumbre,  y no  puramente  voluntario. 

Entre  dichos  pagos  creemos  que  se  encuentra  el  de  la  can- 
tidad que  el  comprador  satisfizo  por  impuesto  de  derechos 
reales. 

C)  Gastos  necesarios  y útiles  hechos  en  la  cosa  vendida. — No  ne- 
cesitamos decir  aquí  ahora  las  diferencias  que  el  derecho  reco- 
noce entre  los  gastos  útiles  y los  necesarios. 

Sólo  diremos,  en  cuanto  á éstos,  que  hay  que  tener  en  cuenta 
que  no  sean  de  los  llamados  ordinarios  ó de  simple  conservación 
de  la  cosa,  como  apunta  Goyena,  pues  siendo  de  esa  clase  se 
consideran  como  cargas  del  goce  de  la  misma,  y,  por  lo  tanto, 
serán  de  cuenta  de  la  persona  á quien  este  goce  ha  correspon- 
dido, que  es  el  comprador. 

En  cuanto  á los  gastos  útiles,  el  punto  de  vista  que  muestra 
la  justicia  de  su  abono,  es,  según  el  mismo  autor,  la  considera- 
ción de  que  el  comprador  es  poseedor  de  buena  fe,  sin  que  se 
pueda  estimar  privado  de  esa  calidad  por  la  incertidumbre  de 
que  el  vendedor  haga  ó no  uso  de  su  derecho  ai  retracto;  siendo 
tal  poseedor  de  buena  fe,  los  gastos  útiles  hechos  en  la  cosa  le 
son  debidos  con  arreglo  á derecho,  según  el  art.  453. 

Algunos  creen  que  la  razón  de  que  el  vendedor  tenga  que 
pagar  esos  gastos  está  en  el  principio  de  que  debe  satisfacer 
aquello  en  que  se  enriquece.  El  mismo  Goyena  menciona  tal  ra 
zón,  que  no  hay  necesidad  de  alegar,  pues  basta  con  decir  que 
el  comprador  es  poseedor  de  buena  fe. 

Partiendo  de  tal  motivo,  se  ha  planteado  la  cuestión  de  silo 
que  el  comprador  debe  satisfacer  es  el  importe  de  los  gastos 
útiles  ó el  mayor  valor  que  la  cosa  haya  adquirido  por  virtud  de 
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ellos,  y como  realmente  en  lo  que  el  vendedor  se  enriquece  es 
en  el  mayor  valor,  se  ha  optado  por  esta  última  solución. 

Pero  para  nosotros,  que  partimos  del  carácter  de  poseedor 
de  buena  fe  que  tiene  el  comprador,  tal  cuestión  no  existe,  por 
que  nos  la  da  resuelta  el  art.  453  del  Código  al  decir  que,  el  que 
hubiese  vencido  en  la  posesión  (aquí  e!  vendedor),  puede  optar 
entre  satisfacer  el  importe  de  I03  gastos  útiles  ó abonar  el  au- 
mento de  valor  que  por  ellos  haya  adquirido  la  cosa. 

Concordancias. — Artículo  1447  del  Proyecto  de  1851;  1673 
del  francés;  1528  del  italiano;  1883  del  Chileno;  1190  del  de  Ve- 
nezuela; 500  y 501  del  alemán;  3039  del  de  Baja  California  y 
Puebla  (Méjico);  1714  del  uruguayo,  y 1069  del  austríaco. 

ARTÍCULO  1519 

Cuando  al  celebrarse  la  venta  hubiese  en  la  finca 
frutos  manifiestos  ó nacidos,  no  se  hará  abono  ni  pro- 
rrateo de  los  que  haya  al  tiempo  del  retracto. 

Si  no  los  hubo  al  tiempo  de  la  venta,  y los  hay  al 
del  retracto,  se  prorratearán  entre  el  retrayente  y el 
comprador,  dando  á éste  la  parte  correspondiente  al 
tiempo  que  poseyó  la  finca  en  el  último  año,  á contar 
desde  la  venta. 

El  comprador  hace  suyos  los  frutos  de  la  cosa  mientras  el 
vendedor  no  ejerce  su  derecho  de  retracto.  El  Código  no  lo  dice 
de  un  modo  expreso,  por  más  que  no  necesitaba  decirlo  desde 
que  en  el  art.  1511  afirmó  que  el  comprador  sustituye  al  vende- 
dor en  todos  sus  derechos  y acciones.  Por  este  motivo  no  se  de- 
ben naturalmente  los  intereses  del  precio,  porque  dichos  inte- 
reses se  compensan  con  los  frutos  de  la  cosa. 

No  parece  bien  á Laurent  este  criterio,  que  es  también  el 
del  Código  francés,  entendiendo  que  con  él  se  comete  una  ver- 
dadera derogación  de  los  principios,  según  el  rigor  de  los  cua- 
les, el  cumplimiento  de  la  condición  resolutoria  lleva  consigo  la 
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presunción  de  que  el  comprador  no  ha  poseído  nunca,  y que  el 
vendedor  no  ha  dejado  de  poseer  ni  un  momento  siquiera,  de 
donde  se  va  á la  consecuencia  de  que  los  frutos  no  deben  per- 
tenecer al  comprador.  Parécenos  muy  dislocada  esta  conclusión 
del  ilustre  autor,  que  no  hemos  de  discutir  ahora:  nos  basta  con 
afirmar  la  verdad  legal,  dentro  de  nuestro  Código,  de  que  el 
comprador  hace  suyos  los  frutos. 

Trátase  ahora  en  el  artículo  que  comentamos  de  fijar  una  re- 
gla de  transmisión  en  cuanto  á la  percepción  de  frutos:  regla  de 
transición  entre  el  derecho  revocable  y revocado  del  comprador 
y el  derecho  irrevocable  que  readquiere  por  el  retracto  el  ven- 
dedor. El  criterio  que  suministra  la  solución  jurídica  es  el  de  la 
compensación. 

El  Código  distingue  el  caso  de  que  hubiera  frutos  manifies- 
tos ó nacidos  al  celebrarse  la  venta  con  pacto  de  retro,  de  aquel 
en  que  no  los  hubiera,  pues  este  dato  es  indispensable  para  que 
actúe  la  compensación  que  estallace. 

Cuando  al  celebrarse  la  venta,  dice  el  artículo  que  comenta- 
mos, hubiese  en  la  finca  frutos  manifiestos  ó nacidos,  no  se  hará 
abono  ni  prorrateo  de  los  que  haya  al  tiempo  del  retracto.  Esto 
es  lo  que  dice  literalmente  la  ley;  pero  entre  líneas  va  implícita 
una  tácita  condición  que  no  puede  olvidarse:  esta  condición  es 
la  de  que  por  razón  de  dichos  frutos  no  se  haya  satisfecho  por 
el  comprador  al  vendedor  indemnización  alguna  al  tiempo  de  la 
celebración  de  la*  venta,  pues  si  esa  indemnización  se  satisfizo, 
lo  mismo  procede  hacer  al  resolverse  el  contrato.  Pero  supo- 
niendo que  la  indemnización  no  medió,  los  frutos  manifiestos  ó 
nacidos  que  existan  al  retraerse  la  finca  son  del  que  retrae,  ó 
sea  del  vendedor,  en  justa  compensación  ¿ los  que  hizo  suyos  el 
comprador  al  constituirse  el  contrato. 

Si  no  los  hubo  al  tiempo  de  la  venta,  continúa  diciendo  el 
artículo  1519,  y los  hay  al  del  retracto,  se  prorratearán  entre  el 
retrayente  y el  comprador,  dando  á éste  la  parte  correspondien- 
te al  tiempo  que  poseyó  la  finca  en  el  último  año,  á contar  des- 
de la  venta, ' 
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* El  comprador  recibió  la  finca  sin  frutos;  pero  cuando  llega 
la  hora  de  entregarla  los  hay  ya  manifiestos  ó nacidos,  es  de- 
cir, hay  verdaderos  frutos,  según  el  art.  357.  En  la  producción 
de  ellos  ha  gastado  el  comprador  su  tiempo  y su  dinero:  no  se- 
ría justo  que  el  vendedor  se  alzase  ahora  con  ellos;  lo  justo  es 
que  se  prorrateen.  ¿De  qué  manera?  Dando  al  comprador  la 
parte  correspondiente  al  tiempo  que  poseyó  la  finca  en  el  último 
año,  á contar  desde  la  venta.  Esto  es  lo  que  dice  el  Código;  el 
Proyecto  de  1851  era  más  exacto  en  la  expresión,  porque  no  de- 
cía á contar  desde  la  venta,  sino  á contar  desde  el  aniversario 
de  la  celebración  de  la  venta;  pero  el  sentido  es,  á nuestro  jui- 
cio, el  mismo.  Debe  tenerse  en  cuenta  que  para  el  reparto  de  los 
frutos  habrá  que  deducir  los  gastos  de  producción,  porque,  como 
dice  Groyena,  no  se  entiende  por  fruto:  nisi  quod,  deduclis  im- 
pensis,  supereat. 

Todo  lo  dicho  hasta  aquí  se  refiere  á los  frutos  naturales  é 
industriales;  respecto  de  los  frutos  civiles,  entendemos  que  será 
de  aplicación  el  art.  451,  que  declara  que  se  consideran  produ- 
cidos por  días,  y que  pertenecen  al  poseedor  de  buena  fe  en  esa 
proporción,  pues  ya  tenemos  dicho  que  el  comprador  goza  de  la 
consideración  de  poseedor  de  buena  fe. 

Concordancias. — Artículo  1448  del  Proyecto  de  1851;  ar- 
tículo 1885  del  Código  de  Chile;  1383  del.  argentino;  3054  y 3055 
del  de  los  Estados  de  Baja  California  y Puebla  (Méjico);  1714 
y 1715  del  uruguayo,  y 1068  del  austríaco. 

ARTÍCULO  1520 

El  vendedor  que  recobre  la  cosa  vendida,  la  reci- 
birá libre  de  toda  carga  ó hipoteca  impuesta  por  el 
comprador,  pero  estará  obligado  á pasar  por  los  arrien- 
dos que  éste  haya  hecho  de  buena  fe,  y según  costum- 
bre del  lugar  en  que  radique. 

Llegado  el  momento  de  restituir  la  cosa  por  virtud  de  la 
acción  de  retracto,  el  comprador  debe  devolverla  al  vendedor 
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con  todos  sus  accesorios,  incluso  con  sus  aluviones,  siendo  res* 
ponsable'  de  los  desperfectos.  XJoa  consideración  especial,  en 
este  respecto  de  la  restitución  do  la  cosa,  ha  sugerido  al  Código 
el  art.  1520. 

Tenemos  dicho  que  el  derecho  del  comprador,  como  origi 
nado  en  la  venta  con  pacto  de  retro,  está  influido  por  la  con  • 
dición  resolutoria  que  significa  el  retro,  y que,  por  lo  tanto,  todo 
lo  que  con  relación  á la  cosa  haga  el  comprador  mientras  está 
pendiente  la  condición,  estará  sometido  á esa  misma  influencia. 

El  comprador  puede  enajenar,  puede  gravar,  puede  realizar 
todos  los  actos  dominicales;  pero  tratándose  de  un  dominio  re- 
vocable, todo  lo  que  realice  participa  de  esa  revoca bilidad.  El 
rigor  de  este  principio  no  admite  excepción  alguna:  el  Código, 
sin  embargo,  la  establece  en  el  artículo  que  comentamos,  al  de- 
cir que  el  vendedor  que  recobre  la  cosa  vendida,  la  recibirá  li- 
bre de  toda  carga  ó hipoteca  impuesta  por  el  comprador,  pero 
estará  obligado  á pasar  por  los  arriendos  que  éste  haya  hecho  de 
buena  fe,  y según  la  costumbre  del  lugar  en  que  radique. 

La  excepción  que  al  arrendamiento  se  refiere,  está  aconse- 
jada por  altos  motivos  de  conveniencia  pública:  la  justifica  el 
interés  de  la  agricultura.  No  debe  censurarse  por  la  posibili- 
dad del  abuso,  porque  ya  tenemos  repetidamente  dicho,  que  ese 
no  es  un  criterio  para  juzgar  de  una  obra  legislativa:  si  lo  fuere, 
¿á  cuál  no  podría  aplicarse? 

En  cuanto  á la  distinción  de  las  clases  de  arrendamiento, 
creemos  que  es  improcedente  en  este  lugar.  Lo  mismo  da  que 
sea  inscribible,  que  sea  de  aquellos  otros  de  índole  más  tran- 
sitoria, cuya  inscripción  está  prohibida.  La  ley  no  exceptúa  el 
arrendamiento  porque  tenga  ó pueda  tener  el  carácter  de  carga 
real,  porque  aun  siendo  carga  real,  siempre  sería  revocable 
como  constituida  por  el  comprador.  El  motivo  de  la  excepción 
está  en  los  intereses  de  la  agricultura,  y la  clave  para  distinguir 
aquellos  arrendamientos  que  deben  subsistir  de  aquellos  otros 
que  deben  extinguirse,  está  en  la  costumbre  del  lugar.  Si  el 
comprador  estipuló  un  arrendamiento  insólito,  no  acostumbrado 
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en  fincas  de  análoga  naturaleza  en  el  lugar  donde  ésta  radica, 
«se  arrendamiento  quedará  revocado;  mas  si  se  ajustó  ¿ esa  nor- 
ma, no.  La  apreciación  de  si  la  costumbre  del  lugar  ha  sido  ó no 
observada,  corresponde,  en  caso  de  contienda,  á los  Tribunales. 

El  artículo  que  comentamos  dice,  que  el  vendedor  que  reco- 
bre la  finca,  recibirá  ésta  libre  de  las  cargas  ó hipotecas  que  he- 
mos expresado.  Mas  esas  cargas  están  inscritas  en  el  Registro 
á favor  de  los  terceros  con  quienes  contrató  el  comprador.  ¿Será 
menester  el  consentimiento  ó la  intervención  de  esos  terceros 
para  conseguir  la  cancelación? 

La  respuesta  á esta  pregunta  la  da  el  art.  1 .°  del  Real  de- 
creto de  20  de  Mayo  de  1880,  imspirado  en  los  más  puros  prin- 
cipios del  derecho  hipotecario,  que  dice:  «Las  inscripciones  ve- 
rificadas en  virtud  de  escritura  pública,  podrán  cancelarse  sin 
que  preste  su  consentimiento  la  persona  á cuyo  favor  se  hayan 
hecho,  ó sus  causahabientes  ó representantes  legítimos,  y sin 
necesidad  de  que  recaiga  la  providencia  ejecutoria  á que  se  re- 
fieren los  artículos  82,  párrafo  l.°,  y 83,  párrafo  3.°,  de  la  ley 
Hipotecaria,  cuando  quede  extinguido  el  derecho  inscrito  por 
declaración  de  la  ley,  ó resulte  así  de  la  misma  escritura  ins- 
crita.» 

Esta  declaración  general  se  aplica  al  caso  de  que  tratamos 
en  la  regla  6.a  del  art.  2.°  de  dicho  Real  decreto,  al  afirmar  que: 
«Las  inscripciones  de  venta  de  bienes  sujetos  á condiciones  res- 
cisorias  ó resolutorias  y las  de  constitución  de  derechos  reales 
impuestos  sobre  los  mismos,  podrán  cancelarse  si  resulta  ins  • 
crita  la  causa  de  la  rescisión  ó nulidad,  presentando  el  docu- 
mento que  acredite  haberse  aquélla  rescindido  ó anulado...» 

No  cabe  duda,  á nuestro  juicio,  que  inscrita  en  el  Registro 
la  condición  del  retro,  hecho  constar  asimismo  el  cumplimiento 
de  la  condición  por  una  nueva  inscripción  á favor  del  vendedor, 
puede,  á instancia  de  éste,  procederse  á la  cancelación  de  los 
gravámenes  impuestos  por  el  comprador,  sin  necesidad  del  con- 
curso de  los  terceros  interesados,  puesto  que  ya  resultaba  del 
Registro  la  causa  de  la  resolución. 
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Concordancias. — -Art.  1449  del  Proyecto  de  1851;  1673  del 
Código  francés;  1528  del  italiano;  1490  del  de  Venezuela,  y 3053 
del  de  Baja  California  y Puebla  (Méjico). 


SECCIÓN  SEGUNDA 

DEL  RETRACTO  LEGAL 

ARTÍCULO  1521 

El  retracto  legal  es  el  derecho  de  subrogarse,  con 
las  mismas  condiciones  estipuladas  en  el  contrato,  en 
lugar  del  que  adquiere  una  cosa  por  compra  ó dación 
en  pago. 

Destinada  esta  sección  á tratar  del  retracto  legal,  ocúpase  el 
primero  de  sus  artículos  en  fijar  el  concepto;  el  1522  se  consa- 
gra al  retracto  de  los  comuneros;  el  1523  al  de  colindantes,  y 
los  1524  y 1525  establecen  reglas  de  común  aplicación  para  el 
ejercicio  de  este  derecho. 

Retracto  legal,  según  hemos  dicho  en  el  comentario  al  artícu- 
lo 1506,  es  el  que  procede  de  la  declaración  de  la  ley.  No  inter- 
viene aquí  para  nada  la  voluntad  de  las  partes  para  crear  este 
derecho:  la  ley,  fundada  en  poderosas  razones  de  interés  públi- 
co,  el  cual,  como  siempre  ocurre,  no  está  en  oposición,  sino  que 
se  armoniza  con  el  interés  de  los  particulares,  concede  tal  dere- 
cho en  consideración  á la  situación  especial  en  que  las  cosas 
pueden  encontrarse  respecto  de  ciertas  personas,  ó á las  relacio- 
nes jurídicas  que  con  motivo  ú ocasión  de  ellas  se  mantienen 
por  las  partes.  No  habrá,  pues,  que  acudir  á las  convenciones 
particulares  para  encontrar  los  límites  y las  condiciones  del  de- 
recho: la  ley  lo  crea  y la  ley  lo  regula,  sin  que  la  iniciativa  in- 
dividual pueda  influir  en  sus  modalidades  ni  en  su  ejercicio. 

Por  eso  la  ley  da  su  concepto  en  el  artículo  que  comentamos» 
y en  vez  de  decir  «tendrá  lugar  el  retracto... *,  como  ha  dicho  en 
el  art.  1507 , dioe  «el  retracto  legal  es...»,  empleando  una  distinta 


LIB,  IV— TÍT.  IV — CAP.  VI— ART.  1521  347 

forma  de  expresión  que  está  en  armonía  con  la  naturaleza  de  la 
materia  de  que  se  trata. 

Antes  de  explicar  la  definición  del  Código,  y para  su  mejor 
inteligencia,  no  nos  parece  ocioso  el  señalar  las  diferencias  que 
separan  este  derecho  del  de  tanteo,  con  el  cual  se  ha  confundido 
algunas  veces.  Estas  diferencias  son  bien  notables. 

Nace  el  derecho  de  retracto  después  que  la  venta  se  ha  he- 
cho, puesto  que  precisamente  tiende  á subrogar  al  que  lo  ejerce 
en  el  lugar  del  comprador:  nace  el  derecho  de  tanteo  antes  de 
que  la  venta  se  efectúe,  ya  que  cuando  ésta  se  intenta  ó pro- 
yecta, es  cuando  hay  que  dar  el  aviso  legal  á partir  de  cuyo 
momento  se  cuenta  el  plazo,  pasado  el  cual  se  puede  llevar  á 
cabo  la  enajenación.  Tiende  el  derecho  de  retracto  á resolver,  á 
dejar  sin  efecto  una  venta  perfecta  y consumada  (por  eso  el  Có- 
digo lo  menciona  entre  las  causas  de  resolución  de  la  venta); 
por  el  contrario,  cuando  el  derecho  de  tanteo  se  ejercita,  no 
existe  todavía  el  contrato  de  compra  y venta,  y mal  puede  re- 
solverse lo  que  no  ha  llegado  á tener  existencia  legal.  Por  últi- 
mo, dirígese  la  acción  del  retrayente  contra  el  comprador  y la 
de  tanteo  contra  el  presunto  vendedor.  Son  dos  derechos  distin- 
tos, y con  lo  dicho  basta  para  comprenderlo  así. 

Vengamos  ahora  á la  definición  legal.  El  retracto  legal,  dice 
el  art.  1521,  es  el  derecho  de  subrogarse,  con  las  mismas  condi- 
ciones estipuladas  en  el  contrato,  en  lugar  del  que  adquiere 
una  cosa  por  compra  ó dación  en  pago. 

Este  concepto  está  dado  en  términos  tales  de  generalidad, 
que  dentro  de  él  caben  las  distintas  clases  de  retracto  legal  que 
el  Código  reconoce;  así  el  de  comuneros  como  el  de  colindantes; 
así  el  que  se  reglamenta  en  la  enfiteusis  como  los  que  resultan 
de  los  arts.  1067  y 1535.  No  admite  el  Código  el  retracto  genti- 
licio, según  hemos  dicho  en  el  comentario  al  art.  1506;  pero  si 
lo  admitiese,  también  le  convendría  la  definición  sentada.  Con- 
tiene, pues,  todos  los  elementos  esenciales  del  retracto  legal. 

Es  un  derecho  de  subrogarse  en  lugar  del  adquirente,  es 
decir,  tiende  á convertir  en  verdadero  adquirente  á aquel  á 
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quien  el  retracto  corresponde.  Salvo  en  lo  que  se  refiere  á la  di* 
ferencia  de  persona,  no  trata  de  introducir  alteración  ninguna 
en  las  condiciones  estipuladas;  la  voluntad  del  que  retrae  carece 
de  eficacia  jurídica  para  influir  en  las  condiciones  de  la  adquisi* 
ción ; estas  condiciones  están  ya  fijadas  por  el  comprador  y el 
vendedor:  al  retrayente  toca  respetarlas  y cumplirlas  en  lo  que 
le  afecta;  con  vista  de  ellas  determinará  si  hace  ó no  uso  del  re- 
tracto, y si  á ello  se  decide,  ya  sabe  que  el  pacto  está  hecho  y 
que  es  una  ley  á la  cual  tiene  que  someterse. 

El  Código  se  refiere  á las  cosas  en  general;  emplea  la  pala- 
bra cosa  sin  añadir  el  calificativo  de  mueble  ó de  inmueble.  ¿Se 
entenderán  comprendidas  unas  y otras?  Ya  Gojena  hizo  no- 
tar (1)  que  la  ley  55,  tít.  5.°  de  la  Partida  5.a  usó  también  de 
la  palabra  cosa , dando  con  esto  ocasión  á disputas  y opiniones 
encontradas  sobre  si  abrazaba  también  las  cosas  ó bienes  mue- 
bles, añadiendo  que  la  Comisión  que  redactó  el  proyecto  de  1851 
entendió  limitar  la  palabra  «cosa»,  que  también  se  empleó  en 
dicho  proyecto,  á los  inmuebles,  por  su  mayor  importancia  y 
por  ser  muy  rara  la  comunión  de  cosas  ó bienes  muebles. 

No  encontramos  nosotros  resquicio  alguno  por  donde  deba 
limitarse  en  nuestro  Código  el  sentido  de  la  palabra  «cosa»  á 
las  llamadas  inmuebles,  á pesar  de  la  respetable  opinión  de 
García  G-oyena;  de  donde  deducimos  que  lo  prudente  y acertado 
es  interpretar  esa  palabra  en  toda  la  amplitud  de  su  significa- 
ción, y,  por  lo  tanto,  considerar  que  la  definición  legal  del  ar- 
tículo 1521  igualmente  ee  refiere  á los  muebles  que  á los  inmue- 
bles. Se  nos  ocurre  además  una  observación,  que  nos  parece  de- 
cisiva, frente  al  criterio  del  ilustre  jurisconsulto.  Desde  el 
año  1851  hasta  la  fecha  se  ha  operado  en  la  industria  una 
transformación,  que  entonces  tal  vez  alboreaba,  pero  cuyo  des- 
arrollo quizá  no  era  dado  alcanzar  en  toda  su  integridad:  la  ri- 
queza mobiliaria  ha  tomado  una  extraordinaria  importancia,  y 
seria  insensato,  á nuestro  juioio,  excluirla,  ligera  é impensada- 


(t)  Obra  citada,  tomo  3.°,  pág.  426. 
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mente,  del  retracto  de  comuneros,  que  puede  contribuir  ¿ su  fo- 
mento y desenvolvimiento. 

Termina  la  definición  legal  del  art.  1521  diciendo,  que  el  re- 
tracto legal  tiene  lugar  en  la  compra  y en  la  dación  en  pago. 
Los  conceptos  jurídicos  de  compra  y dación  en  pago  no  necesi- 
tamos explicarlos  ahora;  pero  sí  haremos  notar  que  estos  actos 
no  están  mencionados  en  el  artículo  en  sentido  limitativo,  de  tal 
suerte,  que  sólo  tratándose  de  ellos  procederá  el  retracto.  Antea, 
por  el  contrario,  entendemos  que  siempre  que  se  trate  de  una 
transmisión  de  dominio  cuya  especial  naturaleza  no  impida  la 
subrogación,  que  es  sustancia  del  derecho  que  estudiamos,  el  re- 
tracto podrá  ejercerse  provechosamente. 

Nos  mueve  á pensar  de  esta  manera  el  criterio  que  revelan 
las  sentencias  del  Tribunal  Supremo  de  11  de  Junio  de  1902  y 
de  9 de  Marzi  de  1893,  que  han  declarado  que  procede  el  retrac- 
to de  comuneros  en  las  ventas  á censo  reservativo. 

El  criterio  del  Tribunal  Supremo  es  hacer  extensivo  el  pre 
cepto  del  arfc.  1521  á toda  clase  de  transmisiones  por  título  one 
roso,  siempre  que  sea  posible  la  subrogación.  Parécenos  algo 
violenta  la  aplicación  del  retracto  de  comuneros  ó de  colindantes 
á las  llamadas  ventas  á censo  reservativo,  que  en  realidad  no 
son  tales  ventas,  sino  constitución  de  un  derecho  real. 

La  sentencia  de  9 de  Julio  de  1903  declara  que  el  retracto 
no  es  aplicable  á las  adquisiciones  por  permuta  ó por  título  he- 
reditario, fundándose  expresamente  para  ello  en  que  el  art.  1521 
sólo  lo  autoriza  en  los  casos  de  venta  ó dación  en  pago. 

Son  decisiones  de  la  jurisprudencia,  que  deben  también  no 
tarse  con  relación  á este  artículo,  la  sentencia  de  26  de  No- 
viembre de  1900,  en  la  que,  tratándose  de  un  retracto  de  cohe 
rederos,  según  el  art.  1067,  se  declaró  que  el  conocimiento  que 
se  dé  al  demandante  del  hecho  de  la  venta  no  requiere  forma 
especial  ó solemnidad  especial  determinada,  y que  el  hecho 
que  ha  de  conocer  el  coheredero  es  el  de  la  venta,  sin  que  sea 
preciso  el  conocimiento  de  sus  condiciones,  porque,  sean  las 
que  fueren,  á ellas  ha  de  quedar  sometido  el  retrayente;  y la 
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sentencia  de  13  de  Abril  de  1896,  en  la  que  se  estimó  que  ha- 
biéndose rescindido  voluntariamente  por  el  comprador  y el  ven 
dedor  la  venta  celebrada,  con  motivo  de  la  cual  se  daba  el  re- 
tracto de  comuneros,  al  siguiente  día  de  tenerse  por  presentada 
la  demanda,  esta  rescisión  voluntaria  no  podía  signiñcar  un 
obstáculo  al  ejercicio  de  la  acción  de  retracto,  que  nació  de  la 
venta  realizada,  y aun  se  ejercitó  antes  de  su  rescisión;  la  par- 
te que  perdió  el  recurso  citaba  como  infringido  el  principio  con- 
signado en  la  sentencia  de  23  de  Mayo  de  1859,  de  que  «sobre 
una  venta  rescindida  con  motivo  justo  no  hay  retracto»;  mas  el 
Supremo  declaró  no  ser  aplicable  tal  principio,  por  estar  dero- 
gado todo  el  derecho  civil  anterior  al  Código. 

Esta  doctrina  se  confirma  en  la  sentencia  de  10  de  Mayo 
de  1904,  en  la  que  se  dice  que  la  retroventa  de  la  finca  por  con- 
veniencia de  las  partes  no  obsta  al  ejercicio  del  retracto  legal. 

Tanto  en  esta  sentencia  como  en  la  anterior,  y en  las  de  26 
de  Octubre  de  1895  y 27  de  Enero  y 8 de  Junio  de  1906,  se  afir- 
ma que  la  acción  de  retracto  es  de  naturaleza  real,  y en  los  ca- 
sos expresados  y en  los  de  mediar  varias  transmisiones  debe 
ejercitarse  contra  el  comprador  primitivo  y contra  los  que  de  él 
adquirieron  la  finca. 

El  comprador  primero  y el  retrayente  no  tienen  entre  sí  el 
carácter  de  terceros  ante  la  ley  Hipotecaria.  (Sentencias  de  3 
de  Enero,  13  de  Mayo  y 26  de  Junio  de  1901,  6 de  Junio 
de  1902,  17  de  Enero  y 9 de  Julio  de  1903,  y Resolución  de  6 
de  Julio  de  1901.) 

El  ejercicio  del  retracto  no  exige  título  inscrito  (Sentencias 
de  12  de  Marzo,  17  de  Mayo  y 12  de  Diciembre  de  1898.) 

Vendidas  varias  fincas  por  un  precio  englobado,  puede  en- 
tablarse el  retracto  sólo  respecto  á alguna  ó algunas  de  ellas, 
doctrina  que  se  funda  en  la  naturaleza  y fin  del  retracto  legal, 
y en  no  poder  quedar  el  cumplimiento  de  la  ley  y el  ejercicio  de  ' 
los  derechos  que  concede  al  arbitrio  de  confabulaciones  de  los 
interesados.  En  tal  caso  el  precio  se  determina  con  relación  á la 
finca  ó fincas  que  han  de  retraerse.  Esta  justa  é importante  doe* 
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trina,  insinuada  ya  en  las  sentencias  de  26  de  Noviembre 
de  1895  y 13  de  Abril  de  1896,  se  halla  expresamente  consig- 
nada  en  la  de  12  de  Enero  de  1904. 

Según  la  sentencia  de  16  de  Mayo  de  1894,  las  acciones  de 
minas  no  crean  condominio  entre  los  accionistas,  ni  son  tampoco 
fincas  rústicas  destinadas  á la  explotación  agrícola,  por  lo  que 
su  venta  no  puede  dar  lugar  al  retracto  legal. 

Por  último,  haremos  observar  que  de  los  Resultandos  de  la 
sentencia  de  28  de  Febrero  de  1898  aparece  que  la  Sala  senten- 
ciadora había  declarado  que  el  retracto  de  comuneros  está  limi- 
tado á los  bienes  inmuebles;  pero  el  Supremo  no  hizo  declara 
ción  sobre  este  extremo,  porque  para  desestimar  el  recurso  de 
que  se  trataba  le  bastó  con  argumentos  de  otra  índole  que  á otros 
motivos  se  referían,  en  vista  de  lo  cual  no  entró  á juzgar  de 
este  interesante  punto. 

Concordancias . — Artículo  1450  del  Proyecto  de  1851;  artícu- 
lo 1492  del  Código  de  Venezuela,  y art.  504  del  Código  del  Im- 
perio alemán 


ARTÍCULO  1522 

El  copropietario  de  una  cosa  común  podrá  usar  del 
retracto  en  el  caso  de  enajenarse  á un  extraño  la  par- 
te de  todos  los  demás  condueños  ó de  alguno  de  ellos. 

Cuando  dos  ó más  copropietarios  quieran  usar  del 
retracto,  sólo  podrán  hacerlo  á prorrata  de  la  porción 
que  tengan  en  la  cosa  común. 


Preceden  tpg  de  este  artículo  encontramos  en  la  ley  55,  títu- 
lo 5 ° de  la  Partida  5.a,  y 6n  las  leyes  8.a  y 11,  tít.  13  del  li- 
bro 10  de  la  Novísima  Recopilación.  También  constituye  un  pre- 
cedente digno  de  tenerse  en  cuenta,  por  lo  que  ilustra  nuestro 
comeutario.  el  del  art.  1451  del  Proyecto  de  1851,  en  orden  al 
cual  es  de  notar  una  interesante  desviación  que  implica  una  me- 
jora respecto  de  lo  que  aquel  proyecto  disponía. 
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Concedía  el  proyecto  el  derecho  de  retracto  al  copropietario 
de  una  cosa  común,  que  no  puede  dividirse  cómodamente  ó sin 
menoscabo,  en  el  caso  de  venderse  á un  extraño  la  parte  de  al- 
guno ó de  todos  los  demás  condueños,  y así  expresado  el  pensa- 
miento, parece  como  que  quedaba  fuera  del  supuesto  legal  el  caso 
en  que  el  condueño  transmitiese  su  derecho,  no  obligado  por  la 
naturaleza  indivisible  de  la  cosa,  sino  en  simple  ejercicio  de  sus 
facultades  dominicales  y con  independencia  de  esa  otra  conside 
ración.  Nuestro  Código  expresa  más  acertadamente  el  precepto, 
puesto  que  se  limita  á decir  que  el  copropietario  de  una  cosa  co 
mún  podrá  usar  del  retracto  en  el  caso  de  enajenarse  á un  extra- 
ño la  parte  de  todos  los  demás  condueños  ó de  alguno  de  ellos. 

Esta  amplitud  del  art.  1522  está  más  en  armonía  con  el  fin 
que  la  ley  se  propone,  pues  si  éste  no  es  otro,  según  por  todos 
se  declara,  que  fomentar  el  desarrollo  de  la  propiedad,  de  la  in- 
dustria y de  la  riqueza,  terminando  con  estados  de  comunidad 
cuya  administración  puede  significar  un  obstáculo  á ese  des- 
arrollo, poco  importa  para  el  propósito  que  se  porsigue  el  que  el 
móvil  de  la  venta  hecha  por  el  condueño  sea  la  naturaleza  indi 
visible  de  la  cosa  ó su  mera  conveniencia,  pues  en  ambos  casos 
existirá  la  razón  legal. 

Examinando  ahora  el  pormenor  del  precepto,  encontramos, 
en  primer  lugar,  que  para  que  se  dé  el  retracto  de  comuneros, 
es  preciso  que  haya  cosa  común,  ó lo  que  es  lo  mismo,  comuni- 
dad de  bienes.  El  Código  se  ocupa  de  la  comunidad  en  el  tít,  3.° 
del  libro  2.°,  y el  art.  392  fija  su  concepto  diciendo  que  la  hay 
cuando  la  propiedad  de  una  cosa  ó de  un  derecho  pertenece  pro- 
indiviso  á varias  personas;  la  proindivisión,  base  de  la  comuni- 
dad, supone  atribución  á cada  condueño  de  partes  intelectua- 
les en  la  cosa,  pero  no  departes  determinadas.  Desde  el  mo- 
mento en  que  cada  condueño  concreta  sus  facultades  dominica- 
les sobre  una  parte  especial  y materialmente  determinada  de  la 
cosa,  la  comunidad  no  existe,  cualesquiera  que  sean  las  relacio 
nes  que  con  motivo  ú ocasión  de  la  cosa  surjan  entre  sus  pro- 
pietarios. 
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Entendida  de  esta  manera  la  comunidad  ó proindi  visión,  es, 
¿ nuestro  juicio,  indudable  que  el  retracto  de  coherederos  que 
establece  el  art.  1067  antes  de  haberse  hecho  la  partición,  y por 
consiguiente,  la  adjudicación  de  bienes,  y el  instituido  en  la  en- 
fiteusis  entre  el  señor  del  dominio  directo  y el  del  útil,  recípro- 
camente, son  verdaderos  retractos  de  comuneros,  puesto  que  no 
hay  partes  determinadas  y concretas  de  la  cosa  que  estén  atri- 
buidas á ninguna  de  las  personas  que  intervienen  en  la  reía 
ción. 

Sin  embargo,  el  artículo  que  comentamos  sólo  es  aplicable  á 
la  copropiedad  ó verdadera  comunidad  de  bienes,  como  lo  prue- 
ba el  hecho  de  dedicar  el  Código  artículos  especiales  al  retracto 
entre  coherederos,  ó entre  los  dueños  útil  y directo  en  el  censo 
enfitéutico.  Y es  que,  aunque  en  realidad,  lo  mismo  en  esos  casos 
que  en  los  de  hallarse  el  usufructo  y la  nuda  propiedad,  ó el  uso, 
la  habitación,  etc.,  y hasta  extremando  más  las  cosas,  en  las 
servidumbres,  en  el  retracto  convencional,  y aun  en  la  hipote- 
ca y la  anticresis,  hay  una  especie  de  comunidad  por  ser  una  la 
cosa  y varios  los  sujetos,  las  circunstancias  son  distintas,  y cada 
derecho  tiene  su  naturaleza  peculiar.  En  la  verdadera  comuni- 
dad, todo  es  de  todos,  y para  toda  clase  de  usos  y derechos;  en 
el  censo,  en  las  servidumbres,  en  el  usufructo,  etc.,  está  ya  de- 
terminado el  derecho  especial  y hasta  independiente  que  á cada 
persona  corresponde.  Tai  vez  en  todos  los  casos  indicados  con- 
vendría establecer  el  derecho  de  retracto,  ó mejor  el  de  tanteo; 
pero  el  art.  1522  tiene  su  propia  esfera  de  aplicación,  sólo  en  la 
verdadera  comunidad  de  bienes,  uno  de  cuyos  aspectos  no  puede 
desconocerse  que  es  la  comunidad  de  herencia. 

Descúbrese,  en  segundo  lugar,  en  el  artículo  que  comenta- 
mos, la  necesidad  de  la  enajenación  para  que  tenga  lugar  el  re- 
tracto de  comuneros,  siendo  de  notar  que  la  ley  usa  del  verbo 
enajenar , más  amplio,  sin  duda,  en  su  significación  que  las  pala- 
bras compra  ó dación  en  pago  que  emplea  en  el  art.  152 1,  lo 
cual  confirma  lo  que  hemos  dicho  en  el  comentario  del  artículo 

anterior,  de  que  estas  palabras  no  están  dichas  en  sentido  limi- 
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tativo,  y que  siempre  que  la  naturaleza  de  la  transmisión  ó ena- 
jenación permita  la  subrogación,  que  es  nervio  y entraña  del  re- 
tracto legal,  éste  podrá  tener  lugar. 

Mas  no  toda  enajenación  dará  nacimiento  al  retracto,  porque 
si  el  fin  de  éste  es  terminar  con  la  comunidad  ó dar  facilidades 
para  que  termine,  si  el  adquirente  es  otro  condueño,  el  fin  que 
la  ley  se  propone  se  debe  entender  satisfecho;  de  aquí  que  el 
Código  exija  que  se  trate  de  enajenación  á un  extraño,  es  decir, 
á uno  que  no  sea  comunero. 

El  derecho  de  retracto  pertenece  á todos  los  comuneros;  la 
ley  lo  concede  á todos  en  igual  grado,  siempre  que  lo  ejerciten 
dentro  del  plazo  legal  de  que  más  adelante  hablaremos.  No  im- 
pidiendo el  ejercicio  del  derecho  de  uno  de  ellos  el  que  los  demás 
hagan  lo  propio,  preciso  era  fijar  una  fórmula  de  armonía  que 
evitase  contiendas  entre  los  que  ostentan  igual  carácter  jurí- 
dico. 

Esta  fórmula  la  da  hecha  la  realidad  misma,  pues  consultada 
la  cuantía  de  cada  derecho  de  los  condueños  y el  fin  que  la  ley 
se  propone  con  el  retracto,  la  solución  no  puede  lógicamente  ser 
otra  que  atender  á la  participación  que  cada  comunero  tenga  en 
la  cosa  común  y establecer  un  prorrateo  entre  los  mismos.  Por 
eso  dice  el  párrafo  2.°  del  artículo  que  comentamos,  que  cuando 
dos  ó más  copropietarios  quieran  usar  del  retracto,  sólo  podrán 
hacerlo  á prorrata  de  la  porción  que  tengan  en  la  cosa  común. 

Conviene,  á pesa”  de  su  claridad,  fijar  el  sentido  de  este 
prorrateo,  el  cual  se  pondrá  más  de  manifiesto  comparando  el 
segundo  párrafo  del  art.  1522  con  elart.  1514,  que  se  refiere  al 
retracto  convencional.  Ha  dicho  el  art.  1514  que  cuando  varios 
conjuntamente  y en  un  solo  contrato  vendan  una  finca  indivisa 
con  pacto  de  retro,  ninguno  de  ellos  podrá  ejercitar  es^e  derecho 
más  que  por  su  parte  respectiva,  y que  lo  mismo  se  observará 
si  el  que  ha  vendido  por  sí  solo  ha  dejado  varios  herederos.  Es- 
tablécese, como  se  ve  en  este  precepto,  también  un  prorrateo, 
pero  es  de  distinta  naturaleza  del  que  ahora  nos  ocupa  en  el  re- 
traoto  legal  de  condueños.  El  prorrateo  del  art.  1514  es  forzoso. 
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obligatorio  en  todo  caso;  de  suerte  que,  sea  uno  solo  ó sean  va 
ríos  los  que  hagan  uso  del  derecho  de  retracto,  no  podrán  nunca 
retraer  más  que  la  parte  que  les  corresponda. 

Por  el  contrario,  el  prorrateo  del  art.  1522  no  tiene  ese  ca- 
rácter, porque  si  es  un  solo  comunero  el  que  intenta  el  retracto, 
podrá  retraer  la  totalidad  de  lo  que  su  copropietario  enajene,  sin 
consideración  á la  parte  que  tenga  en  la  comunidad.  Sólo  en  el 
caso  de  ser  barios  los  que  pretendan  retraer,  será  cuando,  como 
fórmula  de  armonía,  tendrá  lugar  el  prorrateo,  tomando  como 
base  para  el  mismo  la  participación  que  cada  uno  tenga  en  la 
cosa  común.  De  suerte  que  puede  afirmarse  que  el  derecho  de 
retracto  no  ejercitado  por  un  comunero,  acrece  á sus  comuneros, 
lo  cual  no  ocurre  en  el  supuesto  del  art.  1514. 

No  creemos  que  pueda  dar  lugar  á muchas  dudas  la  inteli- 
gencia del  artículo  que  comentamos,  cuyos  términos  son  bas- 
tante claros,  por  lo  cual  daremos  por  terminado  este  comentario 
citando  algunas  decisiones  de  la  jurisprudencia  que  lo  explican. 

Jurisprudencia. — Es  interesante,  en  primer  lugar,  la  senten- 
cia del  Tribunal  Supremo  de  13  de  Noviembre  de  1894,  con  cuya 
doctrina  no  estamos  conformes. 

Había  dicho  el  art.  1618  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
que  para  que  pueda  darse  curso  á las  demandas  de  retracto  se 
requiere,  entre  otros  requisitos,  que  el  comunero  demandante 
se  comprometa  á no  vender  la  participación  del  dominio  que  re- 
traiga durante  cuatro  años.  Este  precepto,  aunque  incluido  en 
la  ley  procesal,  tiene  un  evidente  carácter  sustantivo;  su  lugar 
adecuado  era  el  Código  civil,  y no  la  ley  de  Enjuiciamiento.  Por 
otra  parte,  la  razón  de  tal  precepto,  ó no  se  alcanza,  ó está  en 
oposición  con  el  espíritu  y la  tendencia  del  Código  en  el  retrac- 
to de  comuneros,  que,  según  hemos  dicho,  es  dar  facilidades 
para  que  el  estado  de  indivisión  termine;  esa  oposición  se  com 
prende  desde  el  momento  en  que,  según  el  artículo  de  la  ley 
procesal,  es  imposible  antes  de  los  cuatro  años  la  venta  á otro 
comunero  de  la  participación  retraída,  lo  cual  podría  conducir 
á la  unidad  del  dominio.  Prescindimos  del  verdadero  ataque  á 
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la  libertad  civil  que  implica  el  precepto  del  art.  1618  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento,  para  que  la  desfavorable  critica  de  tal  dis- 
posición resulte  de  modo  evidente. 

Pues  bien;  atendidas  estas  consideraciones,  y muy  especial- 
mente la  de  que  la  prohibición  de  enajenar  durante  cuatro  años 
es  de  carácter  sustantivo,  es  lógico  suponer  que  al  no  incluirse 
tal  prohibición  entre  los  preceptos  del  Código,  y derogarse  por 
el  art.  1976  todo  el  derecho  civil  anterior  al  mismo  en  todas  las 
materias  que  son  objeto  de  él,  la  mencionada  prohibición  debía 
entenderse  derogada.  No  ha  sido  así,  sin  embargo,  porque  la 
citada  sentencia  de  13  de  Noviembre  de  1894  la  declara  en 
vigor. 

Es  digna  de  notarse  también  la  sentencia  del  mismo  Tribu- 
nal de  26  de  Octubre  de  1891,  que  declaró  no  proceder  el  retracto 
de  comuneros  en  un  caso  en  que  se  vendió  en  pública  subasta 
judicial  por  un  solo  precio  englobado  una  finca  y la  mitad  indi- 
visa de  otra,  y en  el  cual  el  que  ejercitaba  la  acción  era  el  dueño 
de  la  otra  mitad  de  la  finca  indivisa.  Se  trataba  de  la  venta  de 
una  labor  y de  la  mitad  de  sus  casas  y molino,  y el  Tribunal 
Supremo  se  fundó  en  que  el  copropietario  del  molino  y casas  no 
podía  subrogarse  en  las  mismas  condiciones  que  el  comprador. 
Las  circunstancias  especiales  del  caso,  y tal  vez  principalmente 
el  hecho  de  ser  los  caseríos  y el  molino  en  tal  venta  como  un 
accesorio  de  la  labor,  aconsejaban  esa  solución;  pero  no  habién- 
dose tenido  en  cuenta  esta  razón,  la  doctrina  de  esa  sentencia 
contradice  en  el  fondo  la  de  la  sentencia  de  12  de  Enero  de  1904, 
de  que  nos  hemos  ocupado  en  el  comentario  del  artículo  ante- 
rior. 

No  habiendo  satisfecho  un  marido  á su  mujer  los  alimentos 
á que  venía  obligado,  se  le  embargaron  varios  muebles  y la 
anaquelería  y efectos  de  la  farmacia  de  que  era  dueño.  Adjudi- 
cados definitivamente  estos  efectos  á un  tercero,  la  mujer  inter- 
paso demanda  de  retracto,  fundándose  en  que  esos  bienes  eran 
por  lo  menos  gananciales,  y que  procedía,  por  lo  tanto,  el  re- 
tracto de  comuneros.  Mas  el  Supremo  dijo  que  no  procedía  el 
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retracto,  porque  la  mujer,  según  los  arts.  59,  1413  y 1392,  no 
tiene  más  derecho  que  el  de  percibir  la  mitad  de  las  ganancias 
que  resulten  cuando  por  haber  concluido  la  sociedad  se  haga  la 
liquidación  de  ella,  y la  demandante  no  había  probado  que  su 
matrimonio  estuviese  legalmente  disuelto.  (Sentencia  de  28  de 
Febrero  de  1898.) 

Se  consideran  como  copropietarios  para  los  efectos  del  re- 
tracto legal  aquellas  personas  que  respecto  de  una  misma  finca 
tienen:  la  una,  el  derecho  de  siembra,  y la  otra,  el  arbolado 
(Sentencia  de  9 de  Marzo  de  1893).  Doctrina  análoga  contiene 
la  de  9 de  Julio  de  1903,  aun  reconociendo  que  en  ese  caso  no 
existe  verdadera  comunidad  en  el  Bentido  del  art.  392  del 
Código. 

El  dueño  de  dos  habitaciones  de  una  casa  puede  hacer  uso 
del  retracto  cuando  se  vende  el  resto  de  la  casa,  pues  es  copro- 
pietario, según  el  art.  396  del  Código.  (Sentencia  de  17  de 
Abril  de  1896  ) 

Según  la  de  25  de  Abril  de  1900  la  escalera  para  el  servicio 
común  de  dos  casas,  no  constituye  comunidad  á los  efectos  del 
retracto,  en  el  caso  de  venderse  una  de  dichas  casas,  sino  que 
revela  sólo  la  existencia  de  una  servidumbre  para  el  mejor  dis- 
frute de  los  inmuebles. 

Estando  dividida  una  mina  en  participaciones  determinadas 
é independientes,  representadas  por  acciones,  que  desde  su 
creación  se  han  venido  transmitiendo  como  tales  con  su  nume- 
ración especial,  no  procede  ejercer  el  retracto  tratándose  de  la 
venta  de  algunas  de  esas  acciones,  porque  no  existe  cosa  po- 
seída en  común.  (Sentencia  de  16  de  Mayo  de  1894.) 

El  derecho  al  retracto  de  la  parte  vendida  por  un  condueño 
á un  extraño  sólo  puede  ejercitarse  por  quien  acredite  cumpli- 
damente que  es  copropietario  de  la  cosa  común,  siempre  que 
concurran  los  demás  requisitos  que,  tanto  la  ley  de  Enjuicia- 
miento como  el  Código,  requieren;  y prescindiendo  del  mayor  ó 
menor  alcance  que  puedan  tener,  según  los  casos,  las  mencio- 
nes del  dominio  ó de  cualquier  otro  derecho  real  que  se  hagan 
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ea  las  inscripciones  ó anotaciones  preventivas,  es  evidente  que 
la  mera  reserva  hecha  por  el  demandante  de  una  tercera  parte 
del  manantial  de  que  se  trataba  en  favor  de  una  huerta  suya, 
no  demuestra  el  condominio  de  dicho  demandante  en  la  cosa  co* 
mún.  (Sentencia  de  26  de  Octubre  de  1895.) 

Véase  también  la  sentencia  de  13  de  Abril  de  1896,  citada 
eo  el  comentario  al  artículo  anterior. 

Concordancias. — Artículo  1451  del  Proyecto  de  1851;  ar- 
ticulo 1492  del  Código  de  Venezuela. 

ARTÍCULO  1523 

También  tendrán  el  derecho  de  retracto  los  propie- 
tarios de  las  tierras  colindantes  cuando  se  trate  de  la 
venta  de  una  finca  rústica  cuya  cabida  no  exceda  de 
una  hectárea. 

El  derecho  á que  se  refiere  el  párrafo  anterior  no  es 
aplicable  á las  tierras  colindantes  que  estuvieren  se- 
paradas por  arroyos,  acequias,  barrancos,  caminos  y 
otras  servidumbres  aparentes  en  provecho  de  otras 
fincas. 

Si  dos  ó más  colindantes  usan  del  retracto  al  mismo 
tiempo,  será  preferido  el  que  de  ellos  sea  dueño  de  la 
tierra  colindante  de  menor  cabida;  y si  las  dos  la  tu- 
vieren igual,  el  que  primero  lo  solicite. 

El  retracto  de  colindantes  ó de  asúrcanos  no  estaba  en  el 
Proyecto  de  1851.  El  art.  1523  lo  establece  con  un  excelente 
sentido. 

Limitadó  dicho  derecho  á las  fincas  rústicas,  cuya  cabida  no 
exceda  de  una  hectárea,  es  visto  que  el  espíritu  del  Código,  no 
es  otro  que  favorecer  el  desarrollo  4de  la  propiedad  territorial  y 
de  los  intereses  de  la  agricultura.  Una  finca,  cuya  cabida  no  ex- 
cede de  una  hectárea,  no  produce,  por  regla  general,  lo  sufi- 
ciente para  mantener  á una  familia:  su  cultivo,  teniendo  qua 
transportar  por  entre  heredades  ajenas  los  instrumentos  de  la- 
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branza,  no  se  hace  en  condiciones  económicas;  lo  mismo  puede 
decirse  de  la  saca  y transporte  de  los  frutos.  Todas  estas  difi- 
cuitados  desaparecen,  si  al  venderse  la  finca,  la  compra  un  pro- 
pietario que  tenga  tierras  colindantes:  se  favorece  de  este  modo 
el  interés  público,  porque  la  producción  aumenta,  se  atiende  al 

. ;li 

interés  privado  del  retrayente  y no  es  de  apreciar  ningún  os- 
tensible perjuicio  para  el  vendedor  ni  para  el  comprador. 

No  puede  decirse  con  fundamento  que  el  Código  procure  ó 
dé  ocasión  á la  acumulación  de  la  propiedad  en  pocas  manos,  á 
la  creación  de  latijundios,  empleando  una  palabra  que  se  ha 
puesto  en  moda  en  estos  últimos  tiempos,  porque  sobre  no  ser 
fácil  la  formación  de  latifundios,  hectárea  á hectárea,  no  hay 
que  olvidar  que  la  ley,  entre  varios  colindantes,  ha  tenido  buen 
cuidado  de  otorgar  preferencia  para  el  retracto  al  que  sea  dueño 
de  la  tierra  de  menor  cabida.  Bueno  es  observar  también  que  en 
el  transcurso  de  años  que  lleva  el  Código  en  vigor,  no  se  han 
apreciado,  que  sepamos,  consecuencias  nocivas  para  la  econo 
mía  nacional  del  precepto  del  art.  1523. 

El  objeto  do  este  artículo  expresado  por  la  Comisión  de  Có- 
digos, en  la  edición  reformada  del  Código  civil,  fué  facilitar  con 
el  transcurso  del  tiempo  algún  remedio  á la  división  excesiva 
de  la  propiedad  territorial,  allí  donde  este  exceso  ofrece  obs- 
táculo insuperable  al  desarrollo  de  la  riqueza. 

Examinando  ahora  su  contenido,  veamos  los  elementos  esen- 
ciales de  este  derecho. 

Es,  en  primer  lugar,  indispensable,  para  que  tenga  lugar  el 
retracto  de  colindantes,  que  ambas  fincas  sean  de  naturaleza 
rústica,  tanto  la  que  se  retrae  como  aquella  otra  por  virtud  de 
la  cual  corresponde  el  derecho  al  que  lo  ejercita.  Así  resulta  del 
párrafo  l.°  del  artículo  que  comentamos,  pues  respecto  de  la 
finca  que  es  objeto  del  retracto,  lo  dice  de  un  modo  expreso,  y 
respecto  de  la  otra,  lo  da  á entender  claramente  al  emplear  la 
frase  de  «propietario  de  tierras  colindantes*. 

No  es  fácil  de  precisar  con  exactitud  tal  que  suministre  nor- 
ma segura  para  todos  los  casos,  la  línea  que  separa  lo  rústico  de 
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lo  urbano:  el  Código  ha  esquivado,  sin  duda  deliberadamente, 
toda  definición  en  este  punto.  La  consideración  del  uso  y desti* 
no  de  las  fincas  y la  de  las  costumbres  de  cada  país,  serán  los 
datos  que  deberán  tenerse  en  cuenta  para  decidir  acertadamente 
en  los  casos  en  que  la  calificación  aparezca  dudosa. 

Es,  en  segundo  lugar,  preciso  que  exista  una  enajenación:  el 
Código  emplea  la  palabra  venta;  pero,  según  hemos  explicado  en 
el  comentario  de  los  dos  artículos  que  preceden,  esta  palabra  no 
debe  tomarse  en  sentido  restrictivo,  pues  lo  esencial  es  que 
haya  transmisión  de  dominio,  enajenación,  y que  la  naturaleza 
de  ella  permita  el  que  el  retrayente  pueda  subrogarse  en  el  lu- 
gar del  que  adquiere. 

Condición  asimismo  necesaria  del  retracto  que  estudiamos  es 
que  la  finca  rústica  que  se  enajene  no  exceda  de  una  hectárea, 
La  circunstancia  precisa  de  la  cabida  es  la  que  revela  el  espíritu 
del  Código,  cuyos  motivos  hemos  puesto  por  cabeza  de  este  co- 
mentario, y sobre  los  cuales  no  hemos  de  insistir  ahora;  la  ley 
no  exige  cabida  determinada  á la  finca  del  propietario  colin- 
dante que  ejercita  el  derecho  de  retracto. 

Por  último,  las  dos  fincas  han  de  ser  colindantes.  Si  no  son 
colindantes,  falta  la  razón  del  retracto.  Este  requisito  ha  sido 
por  muchos  mal  entendido,  y hay  que  rendir  al  Tribunal  Su- 
premo el  honor  de  haber  venido  interpretándolo  constantemente 
con  un  sentido  que,  si  hubiese  sido  estudiado  como  merece,  se 
hubieran  evitado  muchos  pleitos,  según  veremos  después  al 
examinar  la  jurisprudencia. 

La  disposición  de  los  dos  primeros  párrafos  del  art.  1523  ha 
movido  ¿ error  á los  que  los  han  leído  ligeramente.  Declara  el 
primer  párrafo  que  el  retracto  corresponde  á los  propietarios  de 
fincas  colindantes  en  las  que  se  den  las  condiciones  antes  ex* 
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presadas,  y dice  el  segundo  que  el  derecho  á que  se  refiere  el 
p&rrafo  1 ,°  no  es  aplicable  ¿ las  tierras  colindantes  que  estuvie- 
sen separadas  por  arroyos,  acequias,  barrancos,  caminos  y 
otras  servidumbres  aparentes  en  provecho  de  otras  fincas.  A 
primera  vista  pareoe  que  el  párrafo  2.°  introduce  una  exoep* 
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oión  á lo  dispuesto  en  el  l.°,  y que  esta  excepción  oonsiste  en 
negar  el  derecho  de  retracto  siempre  que  entre  las  dos  fincas 
exista  un  algo . material  que  las  separe.  No  es  así,  á nuestro 
juicio. 

El  párrafo  2.°  no  es  excepción  del  primero;  antes,  por  el 
contrario,  es  su  más  expresa  confirmación,  y contiene  su  más 
necesaria  consecuencia.  Fijémonos  un  momento:  si  entre  dos 
fincas  existe  servidumbre  aparente  en  provecho  de  otras — 
arroyo,  acequia,  barranco  ó camino — , es  evidente  que  esas  fin* 
cas  no  son  colindantes,  pues  lejos  de  colindar,  lindarán  con  el 
arroyo,  con  la  acequia,  con  el  barranco,  con  el  camino,  pero  no 
entre  sí,  y,  no  siendo  colindantes,  es  claro  que  no  puede  haber 
derecho  de  retracto.  Véase  cómo  el  segundo  párrafo  del  artícu- 
lo 1523  es  confirmación  del  primero. 

Pero  aún  hay  más:  ¿es  que  siempre  que  exista  algo  mate- 
rial entre  las  dos  fincas  se  ha  de  entender  que  se  está  en  el  caso 
del  párrafo  2.°  del  artículo  que  comentamos?  No;  el  afirmar  lo 
contrario  supone  no  hacerse  cargo  del  precepto.  Si  dos  suertes 
de  tierra  están  separadas  por  una  pared  tan  gruesa  y sólida 
como  se  quiera,  no  por  eso  dejarán  de  ser  colindantes;  porque 
una  pared  no  es  arroyo,  acequia,  barranco,  camino  ni  una  ser- 
vidumbre aparente:  la  pared  es  cosa  de  las  mismas  fincas,  que 
puede  derribarse  sin  perjuicio  de  tercero,  si  así  conviene  á los 
intereses  del  retrayente;  habrá,  pues,  en  este  caso  derecho  de 
retracto. 

Explicadas  ya  las  circunstancias  que  han  de  concurrir  para 
que  tenga  lugar  el  retracto  de  colindantes,  nos  ocuparemos  del 
párrafo  3.°  del  art.  1523,  que  trata  de  la  preferencia  que  se  ha 
de  observar  entre  varios  que  ostenten  el  mismo  carácter. 

Al  hablar  de  los  comuneros,  hemos  dicho  que  el  derecho  de 
retracto  corresponde  á todos.  Pues  bien;  lo  mismo  cabe  repetir 
ahora:  todos  los  colindantes  tienen  el  derecho  de  retracto.  Entre 
los  comuneros,  la  fórmula  de  armonía  era  el  prorrateo;  pero  en- 
tre los  colindantes  no  puede  seguirse  igual  criterio,  porque  la 
distinta  naturaleza  del  hecho,  del  que  arranca  el  derecho,  y los 
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fines  que  la  ley  se  propone,  no  lo  consienten.  Estos  fines  se  en- 
cuentran satisfechos  otorgando  la  preferencia  al  que  sea  dueño 
de  la  tierra  colindante  de  menor  cabida,  puesto  que  asi  se  pue- 
de decir  que  se  atiende  á dos  necesidades  á un  tiempo:  á lo  que 
demanda  la  finca  retraída,  y á lo  que  requiere  la  finca  á la  cual 
ésta  se  va  á incorporar.  Así  lo  declara  el  Código  al  afirmar  que 
«si  dos  ó más  colindantes  usan  del  retracto  al  mismo  tiempo, 
será  preferido  el  que  de  ellos  sea  dueño  de  la  tierra  colindante 
de  menor  cabida;  y si  las  dos  la  tuviesen  igual,  el  que  primero 
lo  solicite». 

Las  frases  empleadas  por  el  art.  1523,  indican  que  el  legis 
lador  no  exige  formal  demanda,  ni  otorga  preferencia  á la  forma 
más  ó menos  solemne  de  la  solicitud  del  retracto.  El  primero 
que  lo  solicite  en  forma  que  merezca  fe  ó pueda  probarse,  es  el 
preferido  en  el  caso  especial  de  pretender  el  retracto  los  propie- 
tarios colindantes  de  dos  fincas  de  igual  cabida. 

La  ley,  fuera  de  este  caso  no  se  cuida  de  la  cabida  de  la  finca 
que  linda  con  la  que  se  vende;  lo  mismo  puede,  por  tanto,  ejer-. 
citar  el  retracto  el  propietario  colindante  de  un  bancal  de  dos 
celemines,  que  el  poseedor  de  una  dehesa  ó labor  de  mil  fa- 
negas. 

Tampoco  íd  fluye  la  naturaleza  ni  el  cultivo  del  terreno  de 
ninguna  de  las  dos  fincas,  á pesar  de  representar  muy  distinto, 
valor,  y por  tanto,  extensión  relativa  muy  diversa,  una  hectá- 
rea de  huerta,  que  una  hectárea  de  monte  ó terreno  inculto. 

El  art.  1523  no  exige,  como  el  1522  que  la  venta  se  haga  á 
un  extraño,  ó más  propiamente,  con  relación  á aquel  artículo,  é 
un  propietario  no  colindante,  pero  es  evidente  que  así  debe  en- 
tenderse. El  retracto  es  un  privilegio  que  no  puede  pretenderse 
contra  otra  persona  á quien  la  ley  conceda  el  mismo  privilegio. 
Además,  si  la  ley,  al  pretender  el  retracto  dos  propietarios,  aun 
siéndolo  de  fincas  de  igual  cabida,  da  preferencia  al  primero  que 
lo  solicita,  el  primero  de  éstos  que  compra  ha  de  ser  preferido 
al  que  acuda  después  ppra  retraer. 

Aun  debemos  examinar  otra  cuestión.  El  art.  1523  exige 
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que  se  trate  de  la  venta  de  una  finca,  y concede  el  derecho  de 
retraer  al  propietario  de  otra  colindante.  La  finca  se  vende  desde 
luego,  aunque  sobre  ella  grave  una  hipoteca,  una  servidumbre 
6 un  arrendamiento;  pero  si  se  vende  una  participación  indivisa 
de  una  finca,  ó el  dominio  directo  ó el  útil  de  ella,  ó la  nuda 
propiedad,  ó el  usufructo,  ó el  derecho  de  retraer,  ó la  finca  su- 
jeta á condición  resolutoria,  ¿habrá  lugar  al  retracto  de  colin- 
dantes, sea  ó no  preferido  el  retrayente,  puesto  que  esta  es  cues- 
tión distinta?  En  -sentido  opuesto,  ¿podrá  retraer  el  comprador 
con  pacto  de  retro  de  la  finca  inmediata,  el  condómino  de  la 
misma,  el  dueño  útil,  ó el  nudo  propietario? 

El  art.  i 523  no  prevé  estos  casos,  y por  eso  no  legisla  nada 
sobre  ellos.  Tal  como  está  redactado,  su  letra  puede  resultar 
contraria  á su  espíritu.  La  venta  de  una  finca,  quiere  decir  la 
venta  de  todos  los  derechos  que  integran  el  dominio  de  la  mis- 
ma. Concedido  el  derecho  al  propietario  colindante,  se  entiende 
al  que  ostente  sobre  la  finca  el  derecho  completo  de  propiedad. 
El  retracto,  con  arreglo  á este  criterio,  procederá  cuando  todos 
los  copropietarios  de  una  finca  la  vendan,  no  cuando  la  venda 
uno  solo;  cuando  venda  el  usufructuario  y el  nudo  propietario, 
el  señor  directo  y el  útil,  el  comprador  y el  vendedor  con  pacto 
de  retro;  y se  podrá  ejercitar  del  mismo  modo  por  los  que  re- 
presenten la  suma  de  los  derechos  de  propiedad  sobre  los  terre- 
nos colindantes. 

El  espíritu,  quizás,  sea  distinto.  Limitándonos  al  condomi- 
nio, como  ejemplo,  el  fin  que  persigue  la  ley  se  consigue  de  igual 
modo  vendiendo  ó comprando  un  partícipe,  que  comprando  ó 
vendiendo  todos.  A.  y B.  poseen,  por  mitad  y proindiviso,  una 
finca,  A.  vende  á O.,  y no  conviniéndole  á B.  retraer,  ejercita 
el  retracto  D.,  propietario  colindante.  Si  á éste  se  concede  el 
derecho,  aunque  B.  no  quiera  vender,  D.  exigirá  la  división 
material  y aumentará  determinadamente  su  finca.  Si  en  el  ejem- 
plo propuesto  vende  D.  y B.  no  quiere  retraer,  podrá  hacerlo 
solamente  A.,  consiguiéndose  el  mismo  fin. 

Acopta  este  criterio  la  sentencia  de  30  de  Mayo  de  1906,  so 
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gún  la  cual,  puede  entablar  el  retracto  de  colindantes  cualquiera 
de  los  partícipes  proindiviso  de  una  finca  colindante,  y más  si 
poseen  los  comuneros  en  virtud  de  un  testamento  que  prohíbe 
la  división. 

En  los  demás  casos  á que  hemos  aludido,  como  medio  de 
transacción,  puede  sostenerse  que  la  ley  atiende,  no  á la  suma 
de  los  derechos  de  propiedad,  sino  á los  más  principales,  de- 
biendo entenderse,  porque  así  es  como  se  consigue  el  fin  de  la 
ley,  por  regla  general,  que  el  derecho  se  concede  y se  impone, 
con  relación  al  nudo  propietario,  al  dueño  útil,  al  comprador  á 
retro,  pero  no  en  cuanto  al  usufructuario,  al  dueño  directo,  ni 
al  que  ostenta  el  derecho  de  retraer.  Creemos  que  éste  será  el 
criterio  que  adopte  la  jurisprudencia. 

El  Código,  al  reformarse,  debe  hacerse  cargo  de  las  varias 
cuestiones  que  quedan  propuestas. 

Jurisprudencia . — En  las  sentencias  de  26  de  Noviembre 
de  1895,  12  de  Marzo  de  1902  y 18  de  Julio  de  1903,  el  Tribu- 
nal Supremo  muestra  su  criterio  acerca  de  lo  que  debe  enten- 
derse por  fincas  rústicas,  exigiendo  que  sean  tierras  destinadas 
á la  explotación  agrícola,  y negando  esa  consideración  á las 
huertas  y jardines  anejos  á edificios  sitos  dentro  de  poblado,  y 
á los  terrenos  destinados  al  aprovechamiento  de  aguas  medici- 
nales. 

En  la  de  12  de  Marzo  de  1898  se  accedió  á nn  retracto  de 
colindantes  estando  separados  los  predios  por  una  pared  de  pie 
dra.  El  retrayente  no  acreditó  ser  dueño  de  su  finca  por  medio 
de  certificación  del  Registro  de  la  propiedad  ni  de  título  inscri- 
to; pero  la  Audiencia  estimó  probado  que  era  tal  dueño,  y esto 
bastó  para  el  Supremo,  el  cual  declaró  que  no  era  precisa  la 
prueba  del  dominio,  según  el  Registro,  á pesar  de  la  sentencia 
de  26  de  Octubre  de  1895,  que  hemos  citado  en  el  comentario 
del  artículo  anterior. 

La  sentencia  de  23  de  Febrero  de  1899  hizo  las  siguientes 
declaraciones:  que  ha  lugar  al  retracto  de  colindantes  aunque 
entre  las  dos  fincas  haya  muro,  ceroa  ó árboles;  que  la  cuestión 
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de  si  el  demandante  ha  acreditado  ó no  su  carácter  de  propieta- 
rio colindante  es  una  cuestión  de  hecho  que  queda  á la  Sala 
sentenciadora,  y que  el  Supremo  admite  como  ésta  la  da;  que 
no  cabe  en  un  recurso  por  infracción  de  ley  hablar  de  si  se  cum- 
plió ó no  el  trámite  procesal  de  que  el  demandante  acompañase 
á su  demanda  el  documento  acreditativo  de  su  carácter  de 
dueño. 

La  sentencia  de  26  de  Noviembre  de  1895  resolvió  el  si- 
guiente caso:  dadas  en  pago  del  resto  de  un  préstamo  diez  y 
siete  fincas  por  un  cierto  precio,  se  interpuso  el  retracto  de  co- 
lindantes, fundándose  en  que  siete  de  dichas  fincas  lindaban 
con  otras  del  demandante.  El  Supremo,  fundándose  en  que  en 
la  descripción  de  una  de  las  fincas  se  la  calificaba  de  predio  ur- 
bano, lo  cual  no  había,  sido  contradicho  en  el  período  de  prueba,  y 
que  otra  de  las  diez  y siete  no  lindaban  con  el  demandante,  de- 
claró que  el  retracto  sólo  procedía  respecto  de  las  que  realmente 
eran  colindantes,  y que  no  procedía  respecto  de  la  finca  urbana. 

El  marido  tiene  personalidad  para  representar  á la  mujer 
ejercitando  el  derecho  de  retracto  de  colindantes  que  correspon- 
de por  razón  de  una  finca  de  carácter  parafernal.  (Sentencia 
de  31  de  Diciembre  de  1897.) 

En  la  de  14  de  Diciembre  de  4905  se  hacen  las  siguientes 
declaraciones: 

Primero.  El  retracto  de  colindantes,  y por  tanto,  los  artícu 
los  del  Código  que  lo  establecen,  son  aplicables  en  Cataluña, 
donde  no  existe  precepto  alguno  sobre  él,  ni  en  su  especial  le- 
gislación, ni  en  su  derecho  supletorio. 

Segundo.  El  padre  que  constituye  heredamiento  en  favor  de 
un  hijo  con  motivo  de  su  matrimonio,  reservándose  el  usufruc- 
to, puede  entablar  el  retracto  de  colindantes  sin  consentimiento 
del  hijo,  porque  dada  la  naturaleza  del  heredamiento,  el  padre 
es  algo  más  que  un  usufructuario,  pues  sólo  se  obliga  á conser- 
var los  bienes  para  que  á su  muerte  recaigan  en  el  donatario, 
de  donde  se  deduce  que  puede  ejercer  toda  clase  de  derechos 
dominicales  con  relación  á los  bienes  donados,  siempre  y cuando 


CODIGO  CIVIL 


366 

do  afecten  á la  integridad  de  los  bienes  donados  ni  á su  con- 
servación. 

Tercero.  Los  huertos  sitos  dentro  de  poblado  deben  consi- 
derarse fincas  urbanas,  y no  pueden  ser  objeto  del  retracto  de 
colindantes. 

La  segunda  declaración  no  nos  satisface  por  la  generalidad 
de  su  doctrina,  que  puede  entenderse  aplicable  á todo  usufruc 
tuario,  ya  que  en  todo  caso  los  bienes  han  de  conservarse  para 
que  al  morir  ese  usufructuario  recaigan  en  el  nudo  propietario. 
Pero  lo  adquirido  en  virtud  del  retracto  de  colindantes  no  puede 
considerarse  un  accesorio  de  la  finca  usufructuada,  ¿quién  lo 
adquiere  ó á quién  ha  de  pertenecer  lo  adquirido?  Si  ha  de  per 
tenecer  al  usufructuario  no  se  cumple  el  fin  del  retracto,  pues 
no  hay  reunión  de  fincas,  y si  ha  de  pertenecer  al  nudo  propie 
tario,  ¿como  prescindir  de  la  voluntad  y consentimiento  de  éste? 

ARTÍCULO  1524 

No  podrá  ejercitarse  el  derecho  de  retracto  legal 
sino  deutro  de  nueve  días  contados  desde  la  inscrip- 
ción en  el  Registro,  y en  su  defecto,  desde  que  el  re- 
trayeníe  hubiera  tenido  conocimiento  de  la  venta. 

El  retracto  de  comuneros  excluye  el  de  colindantes. 

artículo  1525 

En  el  retracto  legal  tendrá  lugar  lo  dispuesto  en 
los  arts.  1511  y 1518. 

A)  Plazo  'para  interponer  el  retracto  legal. — El  Proyecto  de  1851 
dijo  que  no  podría  usarse  el  derecho  de  retracto  sino  dentro  de 
nueve  días,  contados  desde  el  requerimiento  que  haga  el  ven- 
dedor ó el  comprador  al  que.  tiene  este  derecho;  y,  según  Gro- 
yena,  este  precepto  tendía  á cortar  las  cuestiones  á que  daba 
lugar  la  ley  recopilada  9.a,  tit.  13,  libro  10  sobre  si  el  plazo 
corría  contra  el  ignorante,  si  debía  contarse  desde  la  celebración 
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del  contrato  ó desde  la  entrega  de  la  cosa,,  y también  los  fraudes 
á que  frecuentemente  se  recurría  con  objeto  de  hacer  ilusorio  el 
retracto.  .... 

Ya  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  14  de  Mayo 
de  1867  declaró  que,  según  doctrina  admitida  por  la  jurispru- 
dencia,  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  había  modificado  esencial, 
mente  las  recopiladas  en  cuanto  al  señalamiento  del  día  desde 
el  cual  hubiera  de  empezar  á correr  y contarse  el  plazo  legal,  y, 
la  de  5 de  Marzo  de  1877,  que  el  término  de  nueve  días  que  la 
ley  de  Enjuiciamiento,  vigente  en  aquella  sazón,  señalaba  para 
interponer  la  demanda,  empieza  á correr  desde  la  fecha  en  que 
la  escritura  se  otorga  por  el  Notario  en  forma  legal,  y no  desde 
que  el  contrato  se  extiende  en  cualquier  otra  forma. 

Publicada  con  posterioridad  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
ahora  vigente,  en  su  art.  1618,  núm.  l.°,  se  dice  que  para  que 
pueda  darse  curso  á las  demandas  de  retracto  se  requiere  que 
se  interpongan  dentro  de  nueve  días,  contados  desde  el  otorga- 
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miento  de  la  escritura  de  venta;  eri  el  1619,  que  si  el  que  inten- 
tare el  retracto  no  residiese  en  el  pueblo  donde  se  haya  otorga- 
do la  escritura  que  dé  causa  á él,  tendrá  para  deducir  la  de- 
manda, además  de  los  nueve  días,  uno  por  cada  treinta  kilóme- 
tros que  distare  de  su  residencia  dicho  pueblo;  y en  el  1620, 
que  si  la  venta  se  hubiese  ocultado  con  malicia,  el  término  de 
los  nueve  días  no  empezará  á correr  hasta  el  siguiente  al  en  que 
se  acreditare  que  el  retrayente  ha  tenido  conocimiento  de  ella, 
añadiendo  que  para  dicho  efecto  se  tendrá  por  maliciosa  la 
ocultación  de  la  venta  cuando  no  se  hubiese  inscrito  oportuna- 
mente en  el  Registro  de  la  propiedad,  contándose  en  este  caso 
el  término  desde  la  presentación  de  la  escritura  de  venta  en  el 
Registro. 

Este  era  el  estado  legal  de  la  materia  al  publicarse  el  Códi- 
go civil.  Prescindiendo  de  las  cuestiones  á que  tal  estado  daba 
lugar,  sólo  nos  ocuparemos  de  la  solución  dada  por  el  Código. 

El  art.  1524  dice  que  no  podrá  ejercitarse  el  derecho  de  re- 
tracto legal  sino  dentro  de  nueve  días,  contados  desde  la  ins» 
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cripoión  en  el  Registro,  y en  sn  defecto,  desde  que  el  retrayen- 
te  hubiera  tenido  conocimiento  de  la  venta.  En  la  primera  edi. 
ción  del  Código  se  exigía  un  requerimiento  notarial;  pero  esto 
no  ha  subsistido,  y el  articulo  ha  quedado  redactado  de  la  ma- 

ñera  dicha. 

Entendido  el  precepto  según  el  sentido  natural  de  sus  pala- 
bras, encontramos  en  él,  lo  mismo  que  en  el  derecho  anterior, 
el  plazo  de  nueve  días  para  ejercitar  la  acción  de  retracto;  en 
esto  no  hay  novedad.  En  lo  que  sí  la  hay  es  en  el  punto  de  par- 
tida para  contarlo.  El  Código  se  fija  en  dos  momentos:  el  uno 
constituye  la  regla  general;  el  otro  tiene  el  carácter  de  subsi- 
diario, es  decir,  que  sólo  se  hará  uso  de  el  cuando  no  haya  tér- 
minos hábiles  para  hacer  uso  del  primero. 

El  primer  punto  de  partida  está  significado  por  la  inscrip- 
ción en  el  Registro:  este  momento  ha  venido  á sustituir  al  del 
otorgamiento  de  la  escritura.  La  reforma  nos  parece  acomodada 
á los  principios  de  derecho  y de  acuerdo  con  el  espíritu  de 
nuestras  leyes.  Cierto  que  los  documentos  públicos,  entre  los 
cuales  se  encuentran  los  instrumentos  notariales,  hacen  prue- 
ba, aun  contra  tercero,  del  hecho  que  motiva  su  otorgamien- 
to y de  la  fecha  de  éste,  según  el  artículo  1218,  y en  este  sen- 
tido ha  podido  considerarse  el  momento  de  la  autorización  de  la 
escritura  de  venta  como  punto  de  partida  para  contar  el  plazo 
de  los  nueve  días  en  que  el  retracto  puede  ejercitarse;  pero  si 
bien  se  mira,  la  plenitud  de  los  efectos  del  contrato  no  se  pro- 
duce hasta  que  éste  se  inscribe  en  el  Registro  de  la  propiedad, 
ya  que  la  inscripción  no  se  limita  á hacer  prueba  contra  tercero, 
sino  que,  según  la  ley  Hipotecaria,  surte  efectos  contra  tercero, 
efectos  que  no  son  solamente  los  de  mera  prueba,  sino  todos, 
absolutamente  todos  los  que  van  implícitos  en  el  acto,  incluso 
aquellos  que  'perjudican,  valiéndonos  del  tecnicismo  corriente,  ¿ 
los  que  no  han  sido  parte  en  él.  Si  á esto  se  añade  que  el  único 
medio  legal  de  conocer  el  estado  de  la  .propiedad  y de  sus  trans- 
misiones es  el  Registro  de  la  propiedad,  se  comprenderá  que 
®1  Código,  sin  duda  por.  la  fuerza  de  estas  consideraciones, 
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ha  procedido  muy  cuerdamente  al  sustituir  un  momento  por 
otro. 

Pero  la  inscripción  en  el  Registro  no  siempre  existe;  la  ins- 
cripción es,  por  regla  general,  voluntaria,  según  nuestra  ley 
Hipotecaria,  y teniendo  tal  carácter,  sino  se  hubiese  fijado  otro 
momento  como  subsidiario,  el  comprador  podría  burlar  la  ac 
ción  de  retracto  con  la  sola  omisión  de  no  inscribir  su  título  en 
el  Registro.  Aún  hay  más:  en  el  comentario  del  art.  1521  he 
mos  apuntado  las  razones  que  tenemos  para  pensar  que  el  re- 
tracto legal  se  refiere  tanto  á las  cosas  inmuebles  como  á las 
muebles  (salvo  en  el  supuesto  del  retracto  de  colindantes),  y 
siendo  esto  asi,  es  claro  que  para  los  bienes  muebles  no  se  pue 
de  acudir  para  nada  al  RegLtro,  ya  que  esta  institución  se  re- 
fiere únicamente  á los  inmuebles. 

Por  estas  razones,  el  Código  dice,  refiriéndose  á la  inscrip* 
ción,  que,  en  su  defecto,  el  plazo  se  contará  desde  que  el  retra- 
yente hubiera  tenido  conocimiento  de  la  venta.  Las  palabras 
«en  su  defecto»,  que  hemos  subrayado,  entendemos  que  tienen 
la  plenitud  de  su  sentido,  es  decir,  que  igualmente  aluden  al 
caso  de  que  la  inscripción  no  exista  por  no  haberla  solicitado  el 
comprador,  que  á aquel  otro  en  que  la  inscripción  no  es  posible 
por  la  naturaleza  mueble  de  la  cosa  vendida. 

B)  Jurisprudencia. — Veamos  ahora  el  sentido  del  precepto 
explicado  por  la  jurisprudencia,  que  es  el  punto  de  vista  más 
importante  de  este  comentario. 

El  más  notable  alcance  del  art.  1524  se  refiere  á sus  relacio 
nes  con  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  Era  menester  que  no  cu 
piera  duda  alguna  sobre  los  preceptos  que  en  la  actualidad  de 
ben  entenderse  vigentes  para  regular  el  plazo  de  ejercicio  de  la 
acción  de  retracto  legal,  pues  ya  hemos  visto  la  discrepancia 
existente  entre  dicha  ley  y el  Código.  Pues  bien;  este  punto  está 
resuelto  en  el  sentido  que  era  de  esperar  por  la  sentencia  del 
Tribunal  Supremo  de  27  de  Octubre  de  18.  6,  en  la  cual  se  de- 
clara qnelcsarts.  1618,  1019  y 1620  de  la  ley  procesal  han  sido 

modificados  por  el  art.  1524  del  Código  civil,  en  cuanto  no  pue- 
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dan  coexistir  con  este  precepto,  pero  por  lo  mismo,  la  sentencia 
de  8 de  Marzo  de  1901  declara,  á su  vez,  que  debe  estimarse  vi 
gente  el  art.  1619  de  dicha  ley,  en  que  se  concede  para  retraer 
un  día  más  por  cada  30  kilómetros  que  diste  el  pueblo  en  que 
residiese  el  retrayente  del  en  que  se  otorgase  la  escritura. 

El  precepto  que  examinamos  toma,  como  punto  de  partida 
para  empezar  á contar  el  plazo  de  nueve  días,  la  inscripción  en 
el  Registro  de  la  propiedad;  pero,  ¿cuál  es  la  fecha  de  la  inscrip- 
ción? Según  el  art.  28  de  la  ley  Hipotecaria,  se  considera  como 
fecha  de  la  inscripción  para  todos  los  efectos  que  ésta  debe  pro 
ducir,  la  fecha  del  asiento  de  presentación,  que  deberá  constar 
en  la  escritura  misma.  Lógico  parece,  á primera  vista,  pensar 
que  los  nueve  días  del  plazo  se  cuenten  desde  la  presentación 
del  título  en  el  Registro.  El  Supremo,  sin  embargo,  ha  estudia- 
do, en  sentencia  de  11  de  Junio  de  1902,  la  naturaleza  del  pre. 
cepto  del  art.  28  de  la  ley  Hipotecaria,  en  relación  con  el  del 
Código  que  comentamos,  y ha  llegado  á la  conclusión  contraria, 
discurriendo  de  esta  manera:  ni  la  regla  establecida  en  el  ar- 
tículo 1537  del  Código  civil,  ni  la  doctrina  de  la  sentencia  de  28 
de  Noviembre  de  1892  autoriza  la  hipótesis  de  que  el  término 
para  ejercitar  el  derecho  de  retracto  haya  de  contarse  desde  la 
presentación  del  título  inscrito  en  el  Registro,  y no  desde  la 
inscripción,  como  lo  ordena  el  artículo  1524,  porque  en  tanto  las 
disposiciones  generales  contenidas  en  el  titulo  4.°,  libro  4.°  del 
Código,  han  de  entenderse  subordinadas  á lo  que  respecto  á 
bienes  inmuebles  determina  la  ley  Hipotecaria,  en  cuanto  cons- 
tituyan un  régimen  de  excepción  aplicable  á la  cuestión  contro 
vertida;  y es  manifiesto  que  por  referirse  el  artículo  28  de  la 
mencionada  ley  Hipotecaria,  así  como  sus  concordantes,  á los 
efectos  que  la  inscripción  produce  respecto  de  tercero,  carecen 
de  aplicación  para  decidir  por  su  contenido  las  relaciones  que 
existen  entre  el  que  enajena,  el  que  adquiere  y el  que  retrae, 
por  no  tener  entre  sí,  respectivamente,  el  carácter  de  teroero; 
y visto  esto  así,  hay  que  estar  al  texto  expreso  del  mencionado 
articulo  1524,  que  entre  el  momento  de  la  presentación  del  ti* 
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tulo  y ©1  momento  de  la  inscripción  en  el  Registro  ha  optado 
por  este  último,  para  designar  el  día  desde  el  cual  ha  de  con 
tarse  el  término  para  retraer,  con  tanta  mayor  razón  cuanto 
que  dicho  precepto  ha  rectificado  en  este  punto  lo  que  para  caso 
análogo  disponía  el  párrafo  segundo  del  art.  1620  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  donde  para  contar  el  término  se  designaba 
como  punto  de  partida  la  presentación  del  título  en  el  Registro 
de  la  propiedad. 

Llamamos  la  atención  del  lector  sobre  la  importante  doc- 
trina de  esta  sentencia,  cuyos  argumentos  quizá  no  á todos 
parecerán  aceptables,  principalmente  en  cuanto  niegan  al  re- 
tí ay  ente  el  carácter  de  tercero  respecto  de  comprador  y ven- 
dedor. 

Esta  doctrina  se  repite  en  la  sentencia  de  8 de  Julio  de  1906. 
Ni  una  ni'  otra  tienen  en  cuenta  que  el  principal  efecto  de  la 
inscripción  es  la  publicidad  que  supone. 

Otro  de  ios  extremos  del  precepto  del  art.  1524  que  era  pre- 
ciso explicar,  era  el  referente  al  conocimiento  que  ha  de  tener 
el  retrayente  del  hecho  de  la  venta,  á partir  del  cual  se  cuenta 
el  plazo  de  los  nueve  días  cuando  no  hay  inscripción  en  el  Re- 
gistro de  la  propiedad.  Pues  bien;  sobre  él  también  han  recaído 
declaraciones  del  Tribunal  Supremo.  La  sentencia  de  26  de  No- 
viembre de  1900,  citada  ya  en  ctro  lugar  de  estos  comentarios 
á otro  propósito,  dice  que  es  indiferente  que  tal  conocimiento  lo 
adquiera  el  retrayente  en  una  ó en  otra  forma,  ya  que  el  Código 
no  impone  ninguna  determinada  y especial;  pues  según  el  ar- 
tículo 1524,  el  punto  de  partida,  en  su  caso,  es  el  momento  en 
que  se  tenga  conocimiento  de  la  venta,  cualquiera  que  sea,  por 
lo  tanto,  el  medio  de  haber  llegado  el  que  retrae  á ese  conoci- 
miento. 

Ahora  bien:  ¿estará  obligado  el  demandante  á probar  la  ver- 
dad de  su  aserto  cuando  afirme  en  la  demanda  que  hasta  tal  ó 
cual  día  no  ha  llegado  á su  noticia  el  hecho  de  la  venta?  La  sen- 
tencia de  zl  de  Mayo  de  1902,  va  á contestar  luminosamente  á 
esta  pregunta.  Dados  los  términos,  dice,  del  art.  1524  del  Có- 
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digo,  os  manifiesto  que  cuando  el  plazo  para  la  ejercicio  del  de 
recho  de  retracto  hay  que  contarlo  desde  que  el  retrayente  hu- 
biese tenido  conocimiento  de  la  venta,  por  no  haberse  llegado  á 
inscribir  ésta  en  el  Registro,  pueden  los  tribunales  estimar  a3 
efecto,  como  manifestaciones  de  este  conocimiento,  cualquier 
acto  público  del  retrayente  que  lo  revele,  mientras  no  existan 
elementos  de  prueba  que  contradigan  la  eficacia  y significación 
de  dicho  acto,  sin  necesidad  de  exigir  la  justificación  especial 
de  la  verdad  de  tal  conocimiento;  pues  ni  esto  sería  posible,  tra 
tándose  de  una  mera  situación  subjetiva,  que  permanece  deseo 
nocida  mientras  que  actos  positivos  no  la  exterioricen,  ni  existe 
presunción  alguna  juris  lanlum , de  la  que  sea  forzoso  partir  para 
suponer  semejante  conocimiento,  por  lo  que  corresponde  al  de- 
mandado y no  al  actor  probar  que  la  fecha  del  conocimiento  es 
distinta  y anterior  de  la  alegada  como  fundamento  de  la  de- 
manda. 

Completa  la  inteligencia  del  art.  1524  y acaba  de  revelar  el 
criterio  del  Tribunal  Supremo  la  sentencia  de  10  de  Octubre 
de  1001,  que  declara  que  el  hecho  de  haber  manifestado  el  de- 
mandante que  sabía  que  se  vendía  la  finca  en  cuestión  y que  no 
la  compró  porque  le  parecía  cara  ó no  tenía  dinero,  no  implica 
la  conlesión  del  conocimiento  de  la  venta  y de  que  ésta  quedara 
perfecta,  así  como  tampoco  implica  el  conocimiento  de  la  ccnsu 
rnación  de  la  misma  el  haberle  enseñado  el  retrayente  al  deman- 
dado algunos  mojones  de  la  finca,  y el  que  éste  sembrara  en  ella 
centeno,  sin  fijar  el  día  en  que  lo  hiciera;  términos  vagos  é in- 
suficientes para  determinar  la  eficacia  de  la  confesión  en  juicio 
que  de  contrario  se  pretendía.  Además,  no  apareciendo  consu- 
mada la  venta  hasta  el  otorgamiento  de  la  correspondiente  es- 
critura, sólo  después  de  cumplido  este  requisito  puede  el  retra- 
yente tener  conocimiento  de  la  venta,  ya  que  la  mera  perfección 
sólo  da  acción  á los  contratantes  para  exigir  el  cumplimiento  del 
contrato. 

R1  Código,  dice  la  sentencia  de  14  de  Diciembre  de  1905,  no 
quiere  establecer  para  todos  los  casos  de  títulos  sujetos  á ins- 
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cripción,  un  plazo  uniforme  de  nueve  días  á contar  desde  ella 
para  ejercitar  el  retracto,  sino  sólo  para  el  caso  de  no  poder 
acreditarse  si  el  retrayente  tuvo  ó no  conocimiento  anterior  de 
la  venta,  caso  en  el  que  establece  una  presunción  juris  el  dejuret 
basada  en  la  publicidad  del  Registro.  Si  el  retrayente  conocía 
la  venta,  el  plazo  ha  de  contarse  desde  ese  conocimiento. 

Ningún  comentario  mejor  al  primer  párrafo  del  art.  1524 
que  el  que  suministran  las  sentencias  citadas:  sólo  añadiremos 
que  el  retracto  legal  que  se  da  entre  los  dueños  de  los  dominios 
directo  y útil  de  la  finca  enfitéutica  se  rige,  en  cuanto  al  plazo  de 
su  ejercicio,  por  disposiciones  especiales  que  se  contienen  en  el 
art.  1638  y siguientes,  cuyo  examen  reservamos  para  el  lugar 
oportuno. 

C)  Preferencia  entre  varios  retrayentes. — La  concurrencia  entre 
varios  comuneros  se  resuelve  en  el  art.  1522,  y la  que  puede 
ocurrir  entre  varios  colindantes  en  el  1523;  faltaba  resolver  la 
cuestión  de  preferencia  entre  retrayentes  de  distinta  naturaleza. 
A este  fin  tiende  el  segundo  párrafo  del  art.  1524,  que  dice  que 
el  retracto  de  comuneros  excluye  al  de  colindantes.  La  ley  ha 
considerado  que  implica  una  necesidad  de  carácter  más  urgente 
el  terminar  con  el  estado  de  indivisión  que  los  propósitos  de 
ayuda  y de  fomento  de  los  intereses  agrícolas,  que  son  la  mente 
del  retracto  de  colindantes,  y en  verdad  que,  al  considerarlo 
así  ha  hecho  una  justa  apreciación. 

Pero  ¿precede  el  retracto  de  colindantes  cuando  se  vende,  no 
una  finca,  sino  una  participación  proindiviso  de  ella?  El  último 
párrafo  del  art.  1524  lo  da  sin  duda  por  supuesto.  Ya  hemos  ex- 
presado nuestras  dudas  en  el  comentario  del  artículo  anterior. 
De  todos  modos,  pudiendo  presentarse  en  la  práctica,  con  ra- 
zón ó sin  ella,  la  colisión  de  derechos  á que  se  refiere  el  citado 
art.  1524,  no  huelga  el  precepto. 

En  caso  de  enajenarse  el  dominio  directo  ó el  útil  de  una 
finca,  véase  el  comentario  del  art.  1642.  De  este  precepto  que 
alude  á la  enajenación  de  participaciones  indivisas  de  dichos  do- 
minios, se  deduce  que  para  el  legislador  el  retracto  de  cual- 
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quiera  de  estos  derechos,  tiene  preferencia  sobre  el  de  comu- 
neros. 

D)  Relaciones  jurídicas  producidas  por  el  retracto  legal . — El  ar- 
tículo 1525,  de  mera  referencia,  dice  que  en  el  retracto  legal 
tendrá  lugar  lo  dispuesto  en  los  arts.  1511yl518.El  Código  ha 
fijado  en  los  artículos  anteriores  cuándo  procede  esta  clase  de  re- 
tracto y las  condiciones  precisas  para  su  ejercicio.  Una  vez  pre- 
supuestos todos  esos  antecedentes,  era  necesario  llegar  á deter- 
minar qué  obligaciones  y qué  derechos  surgían  del  hecho  del 
ejercicio  del  retracto  por  el  demandante,  ó lo  que  es  lo  mismo, 
qué  relaciones  se  derivaban  de  él.  Mas  como  estas  relaciones  han 
sido  ya  estudiadas  en  el  retracto  convencional,  porque  éste  y el 
legal  podrán  diferenciarse  en  cuanto  á su  origen,  más  no  en 
cuanto  á su  contenido,  de  aquí  que  baste  con  la  referencia  del  ar- 
tículo 1525. 

El  retrayente  está  obligado  á cumplir  todo  lo  que  preceptúa 
el  art.'15l8:  en  el  retracto  legal  se  observará  además  lo  dis- 
puesto en  el  art.  1511,  lo  cual  no  es  más  que  aplicación  del  prin- 
cipio del  art.  1521,  que  dice  que  el  retracto  legal  es  el  derecho 
de  subrogarse,  con  las  mismas  condiciones  estipuladas  en  el 
contrato,  en  lugar  del  que  adquiere  una  cosa. 

En  cuanto  á los  arts.  1518  y 1511,  nos  remitimos  á lo  que 
hemos  dicho  en  sus  respectivos  comentarios. 

Véase  en  el  art.  1518,  la  sentencia  de  31  de  Diciembre 
de  1897. 

Concordancias. — Art.  1454  del  Proyecto  de  1851;  1494  del 
código  de  Venezuela,  y 505  del  alemán. 
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CAPITULO  VII 

De  la  transmisión  de  créditos  y demás  derechos 

incorporales. 

ARTÍCULO  1526 

La  cesión  de  un  crédito,  derecho  ó acción  no  sur- 
tirá efecto  contra  tercero  sino  desde  que  su  fecha  deba 
tenerse  por  cierta  en  conformidad  á los  arts.  1218 
y 1227. 

Si  se  refiere  á un  inmueble,  desde  la  fecha  de  su 
inscripción  en  el  Registro. 

artículo  1527 

El  deudor,  que  antes  de  tener  conocimiento  de  la 
oesión  satisfaga  al  acreedor,  quedará  libre  de  la  obli- 
gación. 

Venta  ó cesión  de  créditos,  derechos  ó acciones:  sus  efectos  y re- 
quisitos para  producirlos . — Los  jurisconsultos  romanos,  dice  Lau- 
rent  siguiendo  á Mourlon,  no  admitían  que  un  crédito  pudiese 
ser  objeto  de  venta,  porque  un  crédito  consiste  esencialmente 
en  un  vínculo  personal  que  la  obligación  crea  entre  el  deudor  y 
el  acreedor,  vínculo  que  por  su  naturaleza  no  es  susceptible  de 
ser  transmitido.  Para  conciliar  las  necesidades  de  la  vida  con 
los  principios  del  derecho,  se  ideó  conferir  á aquel  que  quería 
comprar  un  crédito,  un  mandato  para  demandar  al  deudor:  este 
mandato  consistía  en  una  cesión  de  acciones. 

Enajenación  de  derecho  es  la  frase  que  emplea  la  ley  14,  tí- 
tulo 7.°  de  la  Partida  3.a,  á pesar  de  la  tradición  romana,  al  ha- 
blar de  este  contrato  y disponer  que  la  enajenación  no  pueda 
hacerse  á una  persona  más  poderosa  que  el  enajenante;  y,  trans- 
misión de  créditos  y demás  derechos  incorporales  es  la  denomi- 
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nación  adoptada  por  al  Código  y puesta  por  cabeza  del  oa- 
pítulo  7.°  del  título  de  la  compra  y venta. 

No  deteniéndonos  en  cuestiones  de  palabras  que  no  afectan 
al  fondo  de  los  preceptos,  como  sucede  con  las  de  derechos  incor . 
porales,  empleadas  en  el  epígrafe  de  este  capítulo,  examinemos 
la  naturaleza  del  contrato. 

A)  Naturaleza  de  este  contrato . — Dentro  del  supuesto  legal,  se 
dan  las  circunstancias  ó requisitos  todos  que  caracterizan  la 
compra  y venta:  hay  cosa,  que  es  el  crédito  ó derecho  que  se 
cede;  hay  precio,  y hay  consentimiento  de  las  partea  acerca  de 
la  una  y del  otro.  En  rigor,  este  contrato  es  una  verdadera  ven- 
ta: el  Código  lo  reconoce  así,  no  solamente  al  colocarlo  dentro 
del  tít.  4.°  del  libro  4.°,  sino  al  decir  sinónimamente  venta  ó ce • 
ñón  de  un  crédito,  como  dice  en  el  art.  1528,  y al  usar  de  las 
palabras  vendedor  y comprador  en  otros  artículos  del  mismo  eapí- 
tulo.  Llámase  también  á las  partes  que  intervienen  en  el  con- 
trato cedente  y cesionario;  pero  ésta,  que  no  es  más  que  una  re- 
miniscencia de  la  tradición  romana,  no  atañe  al  carácter  del  acto 
jurídico. 

Estamos,  por  lo  tanto,  en  presencia  de  un  contrato  de  com- 
pra y venta,  en  el  que  tendrán  aplicación,  por  regla  general,  to- 
dos los  principios  que  hemos  estudiado  hasta  ahora.  Hay,  sin 
embargo,  varias  razones  de  especialidad  que  conviene  notar. 

En  ciertos  créditos  ó derechos  hay  siempre  un  sujeto  obli- 
gado, que  es  el  deudor,  persona  concreta,  individual  ó jurídica, 
á quien  desde  luego  afecta  la  venta,  cesión  ó transmisión,  puesto 
que  por  virtud  de  ella  encuentra  cambiada  la  persona  de  su 
acreedor.  Esto  no  ocurre  en  la  compra  y venta  ordinaria,  pues 
si  yo  compro  una  casa  ó un  predio  rústico,  el  sujeto  cbligado, 
después  que  el  vendedor  me  entrega  la  cosa,  es  la  colectividad 
social  que  debe  respetar  mi  relación  de  dominio,  mas  no  ninguna 
persona  especialmente  determinada.  Tal  diferencia  lleva  consigo 
motivos  de  especialidad  que  engendran  preoeptos  nuevos  á ellos 
acomodados,  y si  á esto  se  añade  que  la  especialidad  puede 
arranoar  también  de  la  naturaleza  del  d’ereoho  que  se  cede  (la 
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herencia,  la  universalidad  de  derechos,  el  crédito  litigioso),  se 
comprenderá  que,  cualquiera  que  sea  la  mayor  6 menor  exacti- 
tud con  que  se  ha  denominado  el  contrato,  el  Código  ha  hecho 
bien  en  destinarle  un  capítulo  aparte. 

Contribuye  á fijar  el  concepto  de  la  cesión  ó venta  de  crédi- 
tos  y derechos  las  diferencias  que  lo  separan  de  las  ideas  de  re- 
nuncia, delegación  y mandato , que  el  Sr.  Sánchez  Román  hace  no 
tar  con  bastante  claridad  afirmando  que  la  renuncia  significa 
dejación  ó abandono  de  un  derecho  por  quien  lo  tenía  sin  aten 
der  á su  adquisición  por  otro,  no  exigiendo,  por  tanto,  el  con- 
curso de  otra  voluntad  más  que  la  del  renunciante;  que  la  de- 
legación tiene  materia  opuesta  á la  cesión,  pues  mientras  ésta 
versa  sobre  derechos  y acciones,  es  decir,  enajenación  de  la  ca- 
lidad de  acreedor,  la  delegación,  por  el  contrario,  se  refiere  á la 
sustitución  del  deudor  primitivo  por  otro;  y que  el  mandato  no 
es  título  de  enajenación,  sino  de  representación,  y la  cesión  es 
título  de  enajenación,  obrando  el  mandatario  en  nombre  del  de- 
recho del  mandante  y el  cesionario  por  su  propio  derecho. 

Se  ha  discutido  acerca  del  momento  en  que  la  cesión  se  per- 
fecciona y sjbre  la  manera  como  en  dicho  contrato  se  transmite 
la  propiedad. 

B)  Perfección  y consumación  de  este  contrato. — Autores  italia- 
nos hay,  como  Cutury,  que  comparando  el  Código  de  su  país  con 
el  francés,  estiman  que  aquél  significa  un  progreso  respecto  de 
éste,  pues  mientras  el  segundo  se  limita  á afirmar  que  la  cesión 
de  un  crédito,  un  derecho  ó una  acción  tiene  lugar  entre  cedente 
y cesionario  mediante  la  entrega  del  título  en  donde  conste,  el 
primero  dice  que  la  venta  ó cesión  del  crédito,  derecho  ó acción 
se  perfecciona  y la  propiedad  se  transmite  al  comprador  ó cesio- 
nario ipso  jure  desde  el  momento  en  que  las  partes  han  conve- 
nido sobre  el  derecho  ó crédito  que  se  cede  y sobre  el  precio, 
aunque  no  se  haya  transferido  la  posesión. 

El  Código  italiano  lleva  en  este  punto  concreto  á sus  últimas 
consecuencias  el  principio  espiritualista  que  afirma  que  la  pro- 
piedad se  transmite  por  el  mero  consentimiento,  y tratándose  de 
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créditos,  derechos  ó acciones,  lo  aplica  entendiendo  que  el  mero 
consentimiento  produce,  no  sólo  la  perfección  del  contrato,  sino 
la  transmisión  del  dominio  del  objeto  de  derecho  sobre  que  el 

mismo  recae. 

Mas  si  el  Código  italiano  no  hace  en  esta  materia  alteración 
alguna  de  las  bases  fundamentales  de  su  sistema  de  contra- 
tación, lo  mismo  puede  decirse  de  auestro  Código,  sólo  que,  como 
uno  y otro  cuerpo  legal  parten  de  principios  diferentes,  ambos 
tienen  que  llegar  por  fuerza  á conclusiones  distintas. 

Nuestro  Código  no  dice  en  ninguno  de  los  artículos  del  ca- 
pítulo 7.°  que  comentamos,  cuándo  se  perfecciona  el  contrato  de 
cesión  ni  en  qué  momento  se  entiende  transmitida  la  propiedad 
del  derecho,  crédito  ó acción  que  se  ceda,  y no  lo  dice  porque, 
como  este  cap.  7.°  es  parte  del  título  de  la  compra  y venta,  se 
refiere  á una  compra  y venta  especial,  es  visto  que,  en  todo 
aquello  en  que  expresamente  no  se  consigne  una  desviación  ó 
una  derogación,  habrá  que  estar  á lo  que  de  la  compra  y venta 
el  Código  tiene  dicho  en  los  artículos  anteriores. 

Por  lo  tanto,  como  nuestro  derecho  no  admite  la  doctrina  de 
la  transmisión  de  la  propiedad  por  el  mero  consentimiento,  sino 
que  limita  el  efecto  de  la  concurrencia  de  voluntades  á la  pro- 
ducción del  estado  de  perfección,  en  el  contrato  de  cesión  de  de- 
rechos entenderemos,  como  en  la  compra  y venta  ordinaria,  que 
está  perfecto  cuando,  á tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art.  1450,  las 
partes  hubiesen  convenido  en  la  cosa  (que  aquí  es  el  crédito,  de- 
recho ó acción)  y en  el  precio,  aunque  ni  la  una  ni  el  otro  se 
hayan  entregado. 

El  dominio,  el  derecho  real,  sólo  se  deriva  de  la  entrega,  y si 
queremos  saber  cuál  es  el  momento  en  que  el  derecho  cedido 
pasa  en  realidad  del  patrimonio  jurídico  del  cedente  ai  del  ce- 
sionario, tendremos  que  acudir  ¿ los  preceptos  que  regulan  la 
entrega  y que  hemos  estudiado  ya  en  el  artículo  1462  y si- 
guientes. 

! En  esos  artioulos,  no  solamente  se  trata  de  la  tradición  de  las 
•cosas  corporales,  sino  también  de  la  llamada  cuasi  tradición. 
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Los  bienes  incorporales,  vienen  á decir  en  sustancia  esos  pre* 
ceptos,  se  entienden  entregados  desde  que  se  otorga  la  escritura 
pública,  á no  ser  que  de  la  misma  resultase  ó se  dedujese  clara- 
mente lo  contrario,  y cuando  no  media  escritura,  desde  que  se 
pongan  en  poder  del  comprador  los  títulos  de  pertenencia,  ó des- 
de que  el  dicho  comprador  comience  á usar  de  su  derecho,  con 
sintiéndolo  el  vendedor.  A esta  cuasi  tradición  habrá,  pues,  que 
atender  en  cada  caso  concreto  para  tener  por  fijado  el  momento 
de  la  transmisión  de  la  propiedad:  tal  es  la  doctrina  del  Código, 
que  no  sufre  en  este  punto  modificación  alguna. 

Pero  se  habla  con  motivo  de  la  cesión  de  la  necesidad  de  la 
denunciaiio , que  en  opinión  de  Mirabelli  es  hoy  exigida  con  un 
doble  propósito:  primero,  el  de  anunciar  al  deudor  la  cesión  ve- 
rificada á fin  de  que  no  pague  al  cedente,  sino  al  cesionario;  y 
segundo,  el  de  publicar  la  cesión  con  objeto  de  que  los  que  ten- 
gan derechos  que  ejercitar  contra  el  cedente,  queden  advertidos 
de  que  la  propiedad  del  crédito  se  halla  transferida  al  dominio 
de  otro;  y como  nuestro  Código,  en  los  artículos  que  comentamos, 
se  ocupa,  respecto  de  los  efectos  contra  tercero  y contra  el  deu- 
dor, de  algo  que  viene  á implicar  una  cierta  especie  de  denun- 
ciano,  no  es  ocioso  insistir  acerca  de  este  punto  para  dejar  bien 
sentado  el  criterio  de  nuestro  cuerpo  legal. 

El  orden  de  ideas  á que,  á nuestro  juicio,  obedece  nuestro 
derecho  positivo  es  el  siguiente:  La  perfección  del  contrato  de 
cesión  tiene  lugar,  como  ya  se  ha  dicho  al  tratar  de  la  compra  y 
venta  en  general,  por  el  mero  consentimiento,  si  bien  no  hay 
que  olvidar  los  principios  que  acerca  de  la  eficacia  de  los  contra- 
tos consignan  los  arte.  1279  y 1280,  los  cuales  rigen  desde  lue- 
go en  el  que  nos  ocupa. 

La  transmisión  de  la  propiedad  en  el  contrato  de  cesión  no 
es  producida  por  el  mero  consentimiento,  sino  que  se  deriva  de 
la  tradición,  en  justa  observancia  asimismo  de  los  principios  ge- 
nerales. Pero,  y este  es  el  aspecto  del  asunto  en  que  hay  que 
fijar  la  atención,  nótese  bien  que  tanto  la  perfección  como  la 
transmisión  de  la  propiedad  así  verificada,  tienen  su  alcance, 
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su  transcendencia  y su  eficacia  limitada  á las  partes  contratan- 
tes, mas  no  con  relación  á terceros. 

La  relación  con  los  terceros,  según  se  desprende  de  la3  ob- 
servaciones antes  citadas  de  Mirabelli,  nos  muestra  dos  lados 
distintos:  uno  que  pudiéramos  llamar  individual,  y otro  social; 
jue  estos  dos  aspectos  del  derecho,  por  ser  inherentes  á su  na- 
turaleza, pueden  apreciarse  siempre  en  todas  las  relaciones 
propiamente  jurídicas.  Muéstrase  el  lado  individual  en  cuanto 
se  atiende  al  interés  privado  del  deudor,  que  si  no  es  un  tercero 
en  cuanto  al  eré  lito,  sí  lo  es  en  cuanto  á la  cesión,  en  la  cual 
no  interviene,  y cuyo  consentimiento  no  63  necesario  para  que 
legalmente  se  realice;  muéstrase,  por  el  contrario,  el  lado  social 
en  cuanto  se  atieude,  no  ya  á la  persona  individual  y concreta 
del  deudor,  sino  á los  demás  terceros,  á la  colectividad,  á la  que 
interesar  puede,  á la  que  interesa  desde  luego  el  conocimiento 
de  la  situación  jurídica  de  los  bienes  como  base  de  la  responsa- 
bilidad que  originan  las  obligaciones  que  en  el  comercio  ordina- 
rio de  la  vida  se  contraen. 

Pues  bien;  á garantizar  el  interés  de  todos  estos  terceros  es 
4 lo  que  se  dirigen  los  arts.  1526  y 1527;  el  primero  tiene  en 
cuenta  el  aspecto  social  de  la  cuestión,  y el  segundo  el  indivi- 
dual; el  primero  habla  de  los  terceros,  en  general;  el  segundo 
se  refiere  ya  á la  persona  del  deudor.  Examinemos  su  pre- 
ceptos. 

C)  Efectos  contra  terceros. — La  cesión  de  un  crédito,  derecho 
ó acción,  dice  el  primer  párrafo  del  art.  1526,  no  surtirá  efecto 
contra  tercero  sino  desde  que  su  fecha  deba  tenerse  por  cierta 
en  conformidad  á los  arts.  1218  y 1227.  Observemos,  en  primer 
lugar,  que  una  cesión  verificada  por  un  simple  convenio  verbal, 
aunque  vaya  seguida  de  la  cuasi  tradición,  no  puede  surtir  efec- 
tos contra  tercero,  pues  tal  cesión  sería  un  acto  que  quedaría, 
ae  puede  decir,  en  secreto,  y de  lo  hecho  con  tales  visos  de  clan- 
destinidad no  pueden  derivarse  consecuencias  más  que  para  sus 
autores.  El  Código  supone  en  el  articulo  que  comentamos  que 
ha  mediado  un  documento  en  el  que  se  ha  consignado  el  contra* 
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to,  y,  según  qne  éste  sea  público  ó privado,  asi  le  reconooe 
fuerza  probatoria,  de  acuerdo  con  los  principios  generales  que 
ha  sentado  al  hablar  de  la  prueba  de  las  obligaciones. 

Si  el  documento  es  público,  como  éstos  hacen  prueba  contra 
tercero  del  hecho  que  motiva  su  otorgamiento  y de  la  fecha  del 
mismo  otorgamiento,  es  lógico  que  la  cesión  se  tenga  por  firme 
y valedera  desde  el  momento  en  que  se  hizo  constar  en  docu- 
mento de  esa  clase,  y que  los  terceros  lo  reconozcan  así,  pues 
la  autenticidad  que  rodea  al  signo  del  contrato  aleja  toda  sos 
pecha  de  fraude,  por  lo  menos  en  lo  que  se  refiere  á la  fecha  de 
la  cesión  ó traspaso  del  crédito. 

Si  el  documento  es  privado,  poco  importa  la  fecha  que  en  el 
mismo  se  consigne,  pues  por  disposición  del  art.  1227  no  se  ha 
de  contar,  respecto  de  terceros,  sino  desde  el  día  en  que  hu- 
biese sido  incorporado  ó inscrito  en  un  Registro  público,  desde 
la  muerte  de  cualquiera  de  los  que  le  firmal  od,  ó desde  el  día  en 
que  se  entregase  á un  funcionario  público  por  razón  de  su  oficio. 

Da  esta  suerte,  fijindo  sobre  sólidas  bases  la  certeza  de  la 
fecha  de  la  c sión,  el  Código  garantiza  el  derecho  de  los  terceros, 
los  cuale  s pueden  tener  la  seguridad  de  que,  cualesquiera  que 
sean  los  vicios  que  pueda  haber  en  el  contrato  y los  propósitos 
de  fraude  que  lo  hayan  inspirado,  hay  un  dato  de  cuya  exactitud 
no  puede  dudarse,  pues  que  resulta  de  un  documento  público  ó 
de  uno  privado  con  los  requisitos  legales,  la  fecha,  y no  tene- 
mos para  qué  decir  la  extraordinaria  importancia  que  este  dato 
reviste.  Porque,  nótese  bien,  no  es  qne  desde  el  instante  en  que 
exista  escritura  j ub  ica  ó documento  privado  en  alguno  de  los 
casos  qne  enumera  el  art.  1227  se  ha  de  estar  y pasar  por  lo  que 
en  ellos  conste,  de  manera  que  si,  por  ejemplo,  en  la  escritura 
se  mamíioi-ta  por  las  partea  que  la  cesión  se  había  verificado  en 
una  lecha  anterior,  así  se  haya  de  estimar;  no.  Es  que,  sean  las 
que  fueren  las  declaraciones  de  Ies  contratantes  en  los  documen- 
tos, por  lecha  de  la  < esión  se  entenderá  la  del  documento  pú- 
blico ó ia  de  cualquiera  de  los  momentos  en  los  cuales  la  escri- 
tura privada  llega,  según  el  art.  12z7,  á adverar  su  lecha,  pres- 
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cindiendo  de  los  efectos  retroactivos  que  las  partes  intenten  dar 
á la  cesión. 

Pero,  aun  hay  más.  Tratándose  de  bienes  inmuebles,  el  Es 
tado  mantiene  una  institución  que  precisamente  tiene  por  prin  • 
cipal  objeto  el  de  dar  á conocer  á los  terceros  cnanto  á dichos 
bienes  se  refiere,  de  tal  suerte  que,  lo  que  allí  conste,  contra 
esos  mismos  terceros  produce  sus  efectos:  esta  institución  es  el 
Registro  de  la  propiedad.  Pues  bien:  si  el  crédito,  derecho  ó ac- 
ción se  refiere  á un  inmueble,  su  cesión  nó  surtirá  efecto  contra 
tercero  sino  desde  la  techa  de  su  inscripción  en  el  Registro,  se- 
gún declara  el  párrafo  segando  del  art.  1526. 

Todo  lo  que  se  refiere  á inmuebles  está  sometido  á la  orga- 
nización y al  régimen  del  Registro,  y,  por  lo  tanto,  los  créditos, 
derechos  y acciones  que  á ellos  se  refieran  no  podían  sustraerse 
á tal  sistema.  Lo  que  habrá  que  examinar  previamente  en  cada 
caso,  es  si  el  derecho  cedido  tiene  ó no  el  carácter  de  inscribible 
según  nuestra  ley  Hipotecaria,  pues  si  no  lo  tuviera,  no  habría 
que  acudir  al  Registro  para  nada,  ya  que  el  párrafo  segundo  del 
artículo  que  comentamos  no  otorga  la  condición  de  inscribibles 
á los  derechos  que  no  lo  sean,  sino  que,  aceptando  esta  cuestión 
tal  como  la  da  la  ley  Hipotecaria,  se  limita  á decir  que  cuando 
la  acción,  crédito  ó derecho  sean  de  aquellos  susceptibles  de 
inscripción,  sólo  desde  ésta  se  contará  la  fecha  déla  cesión  res- 
pecto de  terceros.  Así  entendemos  el  párrafo  segundo  del  ar- 
tículo 1526. 

D)  Requisitos  para  los  efectos  de  la  cesión. — La  cesión  de  los 
créditos  hipotecarios  está  sometida  á las  reglas  especiales  que 
establecen  la  ley  y el  reglamento  hipotecarios.  El  art.  153  déla 
primera,  dice  que  tales  créditos  pueden  enajenarse  ó cederse  á 
un  tercero  en  todo  ó en  parte,  siempre  que  se  haga  en  escri 
tura  pública,  de  que  se  dé  conocimiento  al  deudor  y que  se  ins 
criba  en  el  Registro.  El  108  del  reglamento  preceptúa  que 
antes  de  inscribirse  el  contrato  de  cesión  de  crédito  hipotecario 
se  dé  conocimiento  al  deudor,  ¿ menos  que  hubiese  renunciado 
á este  derecho  en  escritura  pública  ó que  se  tratase  de  hipoteca 
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constituida  para  garantizar  obligaciones  transferidles  por  en  -' 
doso  ó títulos  al  portador,  por  medio  de  una  cédula  que  redac- 
tará y firmará  el  Notario  que  haya  autorizado  la  escritura,  ex- 
presando en  ella  solamente  la  fecha  de  la  cesión,  la  circuns- 
tancia de  ser  total  6 parcial,  y en  este  último  caso  la  cantidad 
cedida,  y el  nombre,  apellido,  domicilio  y profesión  del  cesiona 
rio.  El  Notario  entregará  ó hará  entregar  dicha  cédula  al  deu- 
dor, y si  éste  no  fuere  hallado  en  su  casa  se  le  hará  la  entrega 
en  la  forma  prescrita  para  los  emplazamientos  en  el  párrafo  pri 
mero  del  art.  228  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  Consigna 
el  art.  109  del  mismo  reglamento  que  si  el  deudor  no  residiere 
en  el  pueblo  en  que  se  otorgue  la  escritura,  se  inscribirá  el  con- 
trato teniéndose  por  hecha  la  notificación,  pero  quedando  obli- 
gado el  cedente  á acudir  judicialmente  en  solicitud  de  que  se 
busque  al  mismo  deudor  y se  le  comunique  la  cédula  referida, 
en  la  misma  forma  prescrita  en  los  artículos  229  y 230  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil  y bajo  la  responsabilidad  general  que 
preceptúa  el  art.  154  de  la  ley  Hipotecaria,  que  declara  que  si 
en  los  casos  en  que  deba  hacerse,  se  omite  dar  conocimiento  al 
deudor  de  la  cesión  del  crédito  hipotecario,  será  el  cedente  res- 
ponsable de  los  perjuicios  que  pueda  sufrir  el  cesionario  por  con- 
secuencia de  esta  falta. 

Completan  lo  sustancial  de  esta  reglamentación  el  art.  155 
de  la  ley,  diciendo  que  los  derechos  ó créditos  asegurados  con 
hipoteca  legal  no  podrán  cederse  sino  cuando  haya  llegado  el 
caso  de  exigir  su  importe  y sean  legalmente  capaces  para  ena 
jenarlos  las  personas  que  los  tengan  á su  favor,  y el  110  del 
reglamento,  en  su  párrafo  segundo,  estableciendo  que  no  se  hará 
constar  en  el  Registro  la  transferencia  ni  será  necesario  dar  al 
deudor  conocimiento  de  la  misma  en  los  casos  de  excepción 
mencionados  en  el  art.  108  del  mismo  reglamento. 

Muchas  observaciones  podrían  hacerse  á estas  disposiciones 
de  nuestra  legislación  hipotecaria:  no  queremos  pasar  por  alto 
una  muy  importante,  que  se  refiere  al  art.  153  de  la  ley,  y que 
ya  notan  los  Sres.  Galindo  y Escosura.  De  los  términos  precisos 
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de  dicho  artículo  parece  deducirse  que  no  podrá  enajenarse  ni 
cederse  el  crédito  hipotecario  si  no  se  inscribe  en  el  Registro  y 
se  da  conocimiento  al  deudor,  y desde  luego  se  comprende  que 
entendido  así  el  precepto,  tal  inteligencia  supondría  una  virtual 
derogación  de  la  distinción  de  efectos  que  hemos  venido  esta 
bleciendo,  según  que  se  trate  de  las  partes  ó que  se  trate  de 
terceros.  No  es  ese,  en  nuestra  opinión,  el  sentido  de  la  regla, 
y si  los  Sres.  Galindo  y Escosura  entienden  que  el  artículo  debía 
estar  redactado  del  sigu’ente  modo:  «El  crédito  hipotecario 
puede  enajenarse  ó cederse  en  todo  ó en  parte,  mediante  escri- 
tura pública.  Para  que  surta  efecto  contra  tercero,  deberá  darse 
conocimiento  al  deudor  é inscribirse  en  el  Registro»,  nosotros 
no  vacilamos  en  darle  desde  luego  este  alcance,  que  expresa,  sin 
duda,  lo  que  el  legislador  se  propuso  decir.  De  esta  manera, 
respetándose  toda  la  eficacia  jurídica  del  acto  entre  las  partes 
contratantes,  no  se  lleva  tu  transcendencia  á los  terceros  hasta 
que  no  se  haya  cumplido  con  los  requisitos  legales  que  constitu- 
yen su  garantía. 

Decíamos  antes  que  el  art.  1527  atiende  al  lado  ó aspecto 
individual  que  supone  la  relación  con  los  terceros,  esto  es,  á la 
persona  del  deudor:  veamos  de  qué  manera. 

El  deudor,  que  antes  de  tener  conocimiento  de  la  cesión  sa- 
tisfaga ai  acreedor,  dice  dicho  artículo,  quedaiá  libre  de  la 
obligación. 

Dedúcese  de  aquí,  en  primer  lugar,  la  necesidad  de  la  noti 
ficación  al  deudor  para  que  la  cesión  produzca  la  plenitud  de 
sus  efectos.  Trátase  de  una  notificación,  no  de  recabar  un  con- 
sentimiento que  no  es  necesario  Decimos  que  la  notificación  es 
precisa  para  lograr  la  plenitud  de  los  efectos,  porque  si  se  omi 
tiese,  no  por  eso  dejaría  de  existir  legalmente  la  cesión,  sino  que 
sus  efectos  quedarían  limitados  á las  partes  que  la  celebraron, 
ó por  lo  menos  no  alcanzarían  al  deudor. 

¿Quién  debe  hacerla?  ¿En  qué  momento?  El  principal  intere* 
sado  en  que  la  notificación  se  haga  es  el  cesionario,  pues  que 
tólo  después  de  ella  podrá  reclamar  al  deudor  el  importe  del 
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crédito;  mas  como  el  deudor  no  tiene  vínculos  creados  más  que 
con  el  cedente,  y éste  es,  hasta  el  momento  de  la  cesión,  el  sujeto 
activo  del  derecho,  únicamente  lo  que  el  cedente  manifieste  al 
deudor  es  lo  que  puede  tener  eficacia  contra  éste.  De  hacerla  el 
cesionario,  no  bastaría  la  mera  noticia  que  de  la  transmisión 
diese  al  deudor,  sino  que  tendría  que  demostrarle  la  certeza  de 
la  misma  por  medio  del  correspondiente  título,  pues  en  caso 
contrario  podría  muy  bien  el  deudor  poner  en  duda  su  carácter 
y personalidad. 

En  cuanto  al  momento  en  que  la  notificación  deba  hacerse, 
el  Código  guarda  silencio.  Hay  suficiente  interés  en  las  partes 
respecto  do  ese  hecho  para  que  la  ley  les  señale  plazo:  basta  con 
la  sanción  indirecta  que  establece  el  art.  1527.  De  todos  modos, 
mientras  la  notificación  no  se  haga  al  deudor,  puede  desconocer 
el  carácter  del  cesionario. 

Tampoco  habla  el  Código  de  la  forma  de  la  notificación  cuya 
necesidad  se  deriva  del  art,  1527,  de  donde  deducimos  que  no 
se  exige  ninguna,  determinada.  Este  será,  pues,  un  hecho  que 
habrá  que  probar  y cuya  prueba  apreciarán  los  tribunales. 

La  notificación  debe  dirigirse  al  deudor;  si  fueren  varios,  á 
todos  debe  hacerse.  Una  observación  respecto  de  la  palabra 
deudor  que  emplea  el  art.  1527:  la  palabra  deudor  parece  que  en 
un  sentido  limitado,  que  es  en  el  que  más  generalmente  se  usa, 
se  refiere  únicamente  á los  derechos  llamados  de  crédito,  y es 
menester  prevenirse  contra  el  error  á que  pudiera  inducir  esa 
restringida  significación,  porque  en  el  artículo  que  comentamos 
tiene,  en  nuestra  opinión,  un  sentido  más  amplio;  significa,  síe 
d*da  alguna,  sujeto  pasivo  del  derecho  que  se  cede.  Así,  por 
ejemplo,  si  el  derecho  cedido  es  el  do  percibir  las  rentas  de  un 
arrendamiento,  la  persona  á quien  la  notificación  debe  hacerse 
es  al  arrendatario. 

Vengamos  ya  á los  efectos  que  produce  la  omisión  de  la  no- 
tificación. En  principio,  hemos  dicho  que  el  contrato  no  pierde 
su  eficacia  para  las  partes  que  lo  pactaron;  pero  el  art.  1627  de- 
termina ya  concretamente  uno  de  los  efectos  de  dicha  omisión, 
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pues  no  otra  cosa  supone  el  afirmar  que  el  deudor  que,  antes  de 
tener  conocimiento  de  la  cesión,  satisfaga  al  acreedor,  quedará 
libre  de  la  obligación.  De  suerte  que  si  el  acreedor  cedió  el  ere 
dito,  y procediendo  de  mala  fe  y prevaliéndose  de  que  el  deudor 
nada  sabe  de  la  cesión  porque  ésta  no  se  le  ha  notificado,  le  co- 
bra su  importe,  el  deudor  quedará  libre  de  la  obligación,  puesto 
que  la  ha  extinguido  legalmente  por  medio  de  un  pago  que  por 
completo  le  aprovecha.  El  cesionario  tendrá  contra  el  cedente 
todas  las  acciones  civiles  y aun  criminales,  pero  nada  podrá 
pedir  al  deudor  porque  éste  ni  conocía  la  cesión  ni  estaba  obli* 
gado  á conocerla:  cúlpese  el  cesionario  á sí  mismo  que  no  pro- 
curó el  que  la  notificación  se  hiciese. 

Lo  mismo  que  del  pago,  que  es  caso  que  expresamente  prevé 
el  art.  1527,  3e  puede  decir  *:  e las  demás  excepciones  que  al 
deudor  competan  contra  el  acreedor  primitivo,  pues  mientras  la 
cesión  no  se  le  haga  saber,  podrá  hacerlas  valer  igualmente, 
como  por  ejemplo,  la  compensación. 

Plantéase  por  los  autores  la  cuestión  de  la  responsabilidad 
que  respecto  del  cesionario  pueda  corresponder  al  deudor,  en  el 
caso  de  que  no  habiéndosele  notificado  la  cesión,  tenga,  sin  em- 
bargo, por  otro  conducto  conocimiento  de  ella,  y no  obstante, 
verifique  el  pago  al  cedente. 

Dentro  de  nuestro  Código,  la  solución  no  es  dudosa,  no  sola- 
mente por  la  fuerza  del  principio  que  afirma  que  tiene  mala  fe 
ai  que,  conociendo  un  determinado  acto  jurídico,  obra  como  si  lo 
ignorase,  sino  porque  el  art.  1527  declara  libre  al  deudor  que 
paga  antes  de  tener  conocimiento  de  la  cesión,  sin  exigir  de  un 
modo  expreso  la  notificación,  la  cual  la  hemos  deducido  nosotros 
del  sentido  del  precepto  como  necesaria  para  la  plenitud  de  los 
efectos,  pero  que,  en  realidad,  sólo  está  sobreentendida  en  el  Có- 
dig0»  y refiriéndose  éste  solamente  al  conocimiento  del  deudor  sin 
determinar  el  medio  por  el  cual  haya  podido  llegar  á él,  es  evi- 
dente que  cualquiera  que  sea  este  medio,  siempre  que  el  cono- 
oimiento  del  hecho  de  la  cesión  se  dé  en  el  deudor,  se  está  fuera 
del  supuesto  legal  y,  por  lo  tanto,  no  quedará  libre  el  expresa- 
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do  deudor.  De  donde  se  deduce  que,  no  habiéndose  extinguido 
la  obligación  legalmente,  es  ineludible  el  pago. 

Convendrá,  sin  embargo,  proceder  con  cierta  prudencia  en 
la  práctica,  porque  los  hechos  se  presentan  en  muy  variadas 
formas  y la  apreciación  de  ellos  puede  ser  difícil.  Si  el  deudor  » 
tenía  alguna  noticia  de  la  cesión,  había  oído  decir  que  se  habla 
verificado,  pero  todo  no  pasaba  de  la  categoría  de  un  rumor  ó 
dicho  sin  sólido  fundamento  para  determinar  en  él  la  creencia 
en  la  certeza  del  contrato,  no  estimamos  que  el  pago  que  haga 
al  cedente,  deje  de  aprovecharle,  pues  no  es  el  deudor  el  llama 
do  á comprobar  la  exactitud  de  las  noticias  que  de  un  modo  pri- 
vado y no  por  el  conducto  debido  lleguen  á su  conocimiento. 

Es  menester,  para  que  el  pago  hecho  al  cedente  no  le  apro- 
veche, que  tenga  conocimiento  de  la  cesión  con  la  certidumbre 
que  en  los  negocios  ordinarios  de  la  vida  nos  mueve  á obrar  en 
uno  ó en  otro  sentido,  es  decir,  es  preciso  que  tenga  mala  fe,  y 
la  mala  fe  no  se  presume  en  nadie,  sino  que  es  menester  demos 
trarla.  De  manera  que  no  mediando  notificación  al  deudor,  el 
hecho  de  su  conocimiento  de  la  cesión,  deberá  probarse  por  aquel 
á quien  interese,  y no  será  el  deudor  el  que  tenga  que  probar  su 
ignorancia. 

Otro  de  los  efectos  de  la  omisión  de  la  notificación,  es  que 
los  aeree  lores  del  cedente  puedan  dirigirse  contra  el  deudor 
para  todos  aquellos  actos  que  exiga  la  conservación  de  su  dere 
eho,  en  virtud  de  la  facultad  que  les  asiste  de  perseguir  todos 
los  derechos  que  al  cedente,  su  deudor,  correspondan,  pues 
mientras  la  notificación  no  se  haga,  el  obligado  tiene  que  acep  • 
tar  todas  las  consecuencias  que  lógicamente  se  deriven  del  re 
conocimiento  de  la  personalidad  del  cedente,  que  subsiste  para 
el  deudor  hasta  que  se  le  haga  saber  la  cesión. 

Por  el  contrario,  el  cesionario  y sus  acreedores  no  podrán 
realizar  esos  actos  respecto  del  deudor  con  el  carácter  dicho, 
sino  únicamente  como  acreedores  del  cedente,  pues  según  veni 
mos  repitiendo,  el  carácter  del  cesionario,  como  tal,  no  se  revela 
al  deudor  hasta  el  momento  de  la  notificación. 
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Por  último,  cedido  un  crédito  á dos  cesionarios  distintos,  ¿ 
falta  de  otro  signo  de  toma  de  posesión  ó de  cuasi  tradición,  es 
timamos  que  la  notificación  hedía  al  deudor  puede  considerara© 
como  tal.  Tendrá,  pues,  preferencia  en  este  supuesto  el  que 
primero  haya  hecho  notificar  al  deudor  el  hecho  de  la  cesión.  Al 
otro  cesionario,  aunque  sea  el  primero  á quien  el  crédito  ó de- 
recho fué  cedido,  quedarán  á salvo  sus  acciones  contra  el  ce- 
dente. 

Códigos  extranjeros. — Artículos  1689,  1690  y 1691  del  Código 
francés;  1538,  1539  y 1540  del  italiano,  1901  al  1905  del  chileno; 
398,  406  y 408  del  alemán;  1495,  1496  y 1497  del  de  Venezuela; 
1434,  1459,  1460,  146],  1462,  1468  al  1474  del  argentino;  1736, 
1 743,  1745,  1748  y 1749  del  de  los  Estados  de  Baja  California  y 
Puebla;  1392,  1393,  1395  y 1396  del  austriaeo,  y 1718,  1719, 
1720  y 1721  del  uruguayo. 

También  concuerdan  con  los  arts.  1457  y 1458  del  Proyecto 
del  Código  civil  español  de  1851. 

AKTÍCULO  1528 

La  venta  ó cesión  de  un  crédito  comprende  la  de  to- 
dos los  derechos  accesorios,  como  la  fianza,  hipoteca, 
prenda  ó privilegio. 

Cosas  que  comprende  la  cesión  de  un  crédito. — Tratándose  de  la 
compra  y venta  en  general,  ha  dicho  el  art.  1468,  que  el  vende- 
dor deberá  entregar  la  cosa  vendida  en  el  estado  en  que  se  ha- 
llaba al  perfeccionarse  el  contrato,  y el  1469  que  la  obligación  de 
entregar  la  cosa  comprende  la  de  poner  en  poder  del  comprador 
todo  lo  que  exprese  el  contrato,  con  sujeción  á las  reglas  que 
en  aquel  lugar  hemos  estudiado.  Pues  bien:  á semejanza  de  estos 
preceptos,  el  Código  ha  creído  oportuno  expresar  en  uno  de  los 
artículos  de  la  cesión,  lo  que  comprende  la  venta  de  un  cré- 
dito, que  es  lo  que  se  entiende  transmitido  con  el  crédito,  mismo, 
ó lo  que  es  igual,  la  continencia  de  la  cosa  objeto  del  contratof 
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La  venta  ó cesión  de  un  crédito  comprende  la  de  todos  los 
derechos  accesorios,  como  la  fianza,  hipoteca,  prenda  ó privile* 
gio,  dice  el  art.  1528. 

El  Código  ha  seguido  el  principio  ya  consignado  en  la  ley  6.a, 
tít.  4.°,  libro  18  del  Digesto:  accesorium  sequitur  sortem  reí  princi 
palis.  Conviene,  sin  embargo,  explicar  el  alcance  de  este  prin- 
cipio en  su  aplicación  al  caso  de  que  tratamos. 

Observemos  desde  luego  que  el  precepto  del  art.  1528  tiene 
el  carácter  de  requisito  natural  de  la  cesión,  esto  es,  que  se  so- 
breentiende por  fuerza  de  la  declaración  legal,  pero  que  puede 
derogarse  por  las  estipulaciones  de  las  partes.  Se  puede  trans- 
mitir un  crédito  y manifestar  en  el  mismo  acto  el  cedente  que 
da  por  libre  al  fiador  de  su  obligación,  siendo  en  este  caso 
evidente  que  la  fianza  no  se  había  de  entender  transmitida;  lo 
mismo  puede  decirse  de  la  hipoteca,  prenda  ó privilegio,  y en 
general  de  todo  lo  que  sea  accesorio  del  crédito,  pues  el  cedente 
y el  cesionario  son  dueños  de  estipular  la  cesión  en  los  térmi- 
nos que  tengan  por  conveniente,  sin  que  jamás  se  pueda  enten- 
der que  acompaña  al  crédito  aquello  respecto  de  lo  cual  hubo  vo- 
luntad expresa  de  no  transmitir. 

Ahora  bien:  cuando  nada  se  dice,  lo  lógico  es  suponer,  como 
la  ley  supone,  que  al  cederse  lo  principal  se  cede  también  lo  ac- 
cesorio, que  viene  á ser  como  su  complemento. 

La  idea  de  lo  accesorio  hace  relación  siempre  á una  cosa  prin  ■ 
cipal,  y esto  que  es  tan  sencillo  y de  tan  fácil  inteligencia,  se 
ha  olvidado  algunas  veces  en  este  punto  ó no  se  ha  interpretado 
en  su  justo  sentido. 

Cabría  preguntar,  ¿lo  accesorio  de  qué,  es  lo  que  se  entiende 
transmitido?  Lo  accesorio  del  crédito,  de  la  cosa  vendida,  no  lo 
que  sea  accesorio  al  acreedor  cedente:  lo  que  los  romanistas  han 
llamado  privilegia  rei  vel  causa  inlierentia.  Esta  consideración  es 
fecunda  en  consecuencias  prácticas. 

Sabemos  que,  por  regla  general,  corresponden  al  cesionario 
todas  las  acciones  que  pertenecían  al  cedente;  pero  supongamos 
que  á dicho  cedente  correspondiera,  por  ejemplo,  una  acción  de 
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nulidad  por  haber  mediado  vicio  en  su  consentimiento,  ¿enten- 
deremos que  esa  acción  ha  pasado  al  cesionario? 

A pesar  de  la  respuesta  afirmativa  del  ilustre  Troplong,  no 
suscribimos  su  opinión.  El  cedente  que,  conociendo  ese  vicio  de 
nulidad,  cede  el  crédito  ó derecho,  tácitamente  renuncia  á su  ac 
ción  para  pedir  que  la  nulidad  se  declare.  Al  mencs,  para  esti- 
mar que  la  acción  había  sido  transmitida,  era  menester  que  en 
el  contrato  se  hubiese  hecho  constar  así  expresamente,  ó mejor 
dicho,  lo  único  que  tendría  sentido  era  que  la  cesión  se  hubiese 
limitado  á esa  acción,  mas  no  al  crédito  ó derecho  á que  se  re- 
fiera. 

Y es  que  con  el  crédito  se  debe  entender  transmitido  todo  lo 
que  es  accesorio  al  crédito  mismo,  considerado  en  su  sustanti- 
vidad  de  objeto  del  derecho,  mas  no  aquellas  condiciones  ó cir- 
cunstancias que  son  personales  del  cedente,  que  dependen  de 
hechos  que  él  ha  realizado,  que  fijan  su  situación  particular  res 
pecto  del  deudor;  pero  que,  en  cierto  modo,  son  extrañas  al  cré- 
dito que  se  cede,  y por  lo  tanto,  no  pueden  perjudicar  ni  apro- 
vechar al  cesionario. 

La  fianza,  la  hipoteca,  la  prenda,  el  privilegio  que  menciona 
el  art.  1258,  no  se  encuentran  en  este  caso:  tienen  realidad  ob- 
jetiva, independientemente  de  la  persona  del  acreedor;  por  eso 
se  comprenden  en  la  cesión,  salvo  pacto  en  contrario.  En  cuanto 
á la  prenda,  como  dice  Goyena,  si  no  la  entregó  el  cedente  ó 
vendedor,  sólo  tendrá  derecho  el  cesionario  para  compelerle  á 
su  entrega,  en  el  caso  de  que  estuviese  en  su  poder,  pues  ya 
sabemos  que,  según  el  art.  1863,  la  prenda  puede  constituirse, 
bien  en  poder  del  acreedor,  ó bien  en  el  de  un  tercero,  de  común 
acuerdo.  Respecto  del  privilegio  á que  alude  el  precepto  que 
comentamos,  no  hay  para  qué  decir  que  no  es  al  privilegio  per- 
sonal, sino  al  real,  al  inherente  al  crédito,  como,  por  ejemplo, 
el  llevar  aparejada  ejecución. 

Respecto  al  dereoho  de  retener,  nuestro  criterio  queda  con- 
signado en  el  comentario  del  art.  45. 

¿Se  entenderán  comprendidos  en  la  venta  de  un  orédito  que 
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devenga  intereses  los  que  estén  ya  vencidos  en  el  momento  de 
la  cesión?  ¿Serán  esos  intereses  accesorios  del  crédito?  Si  los 
tales  intereses,  no  solamente  están  vencidos,  sino  que  han  sido 
percibidos  ya  por  el  acreedor  ceden  te,  es  claro  que  han  pasado 
ya  á su  patrimonio,  y toda  relación  con  el  crédito  de  que  proce- 
den ha  desaparecido.  Pero  aun  en  el  caso  de  que  no  los  haya 
percibido,  como  los  frutos  civiles  se  consideran  producidos  por 
dias,  y como  los  efectos  de  la  cesión  entre  los  contratantes  par- 
ten siempre  á contar  de  la  fecha  en  que  se  celebra,  estimamos 
que  tampoco  en  este  caso  deben  considerarse  como  accesorios 
del  crédito,  ni  por  lo  tanto,  incluidos  en  la  transmisión.  Es  más: 
en  el  supuesto  de  que  ei  deudor  los  hubiese  pagado  por  antici- 
pado al  acreedor,  la  justicia  exigiría  que  se  prorrateasen,  te- 
niendo en  cuenta  la  fecha  de  la  cesión  y entregando  el  cedente 
al  cesionario  los  que  á éste  correspondan. 

Es  claro  que  cuanto  va  dicho  relativo  á intereses,  se  refiere 
al  caso  de  que  las  partes  nada  hayan  estipulado;  pero  no  se 
opone  á que  se  pacte  la  cesión  de  los  intereses  al  mismo  tiempo 
que  la  del  crédito. 

Por  último,  no  creemos  ocioso  advertir  que  cualesquiera  que 
sean  los  derechos,  garantías  ó privilegios  que  como  accesorios 
del  crédito  cedido  se  transmitan  al  cesionario,  la  condición  del 
deudor  no  se  altera.  El  cesionario  adquiere  el  crédito  en  el  ser 
y estado  en  que  lo  tenía  el  cedente,  y del  cambio  de  la  persona 
del  acreedor  no  se  puede  deducir  ninguna  consecuencia  perju- 
dicial para  el  deudor,  ni  su  situación  se  agrava  en  lo  más  mí- 
nimo, ya  que  no  ha  sido  parte  en  el  contrato  ni  ha  tenido  en  él 
intervención  alguna. 

Concordancias. — Artículo  1459  del  Proyecto  de  1K51;  ar- 
ticulo 1692  del  código  francés;  1541  del  italiano;  793  del  portu- 
gués; 1906  del  chileno;  401  del  alemán;  1498  del  de  Venezuela; 
1458  del  argentino;  1752  del  de  Baja  California  y Puebla;  1722 
del  uruguayo,  y 1394  del  austriaco. 
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ARTÍCULO  1529 

El  vendedor  de  buena  fe  responderá  de  la  existen- 
cia y legitimidad  del  crédito  al  tiempo  de  la  venta,  á 
no  ser  que  se  haya  vendido  como  dudoso;  pero  no  de 
la  solvencia  del  deudor,  á menos  de  haberse  estipu- 
lado expresamente,  ó de  que  la  insolvencia  fuese  an- 
terior y pública. 

Aun  en  estos  cosos  sólo  responderá  del  precio  reci- 
bido y d«.  los  gastos  expresados  en  el  núm.  l.°  del  ar- 
tículo 1518. 

El  vendedor  de  mala  fe  responderá  siempre  del  pago 
de  todos  los  gastos  y de  ios  daños  y perjuicios. 

artículo  1530 

Cuando  el  cedente  de  buena  fe  se  hubiese  hecho 
responsable  de  la  solvencia  del  deudor,  y los  contra- 
tantes no  hubieran  estipulado  nada  sobre  la  duración 
de  la  responsabilidad,  durará  ésta  sólo  un  año,  con- 
tado desde  la  cesión  del  crédito,  si  estaba  ya  vencido 
el  plazo. 

Si  el  crédito  fuere  pagadero  en  término  ó plazo  to- 
davía no  vencido,  la  responsabilidad  cesará  un  año 
después  del  vencimiento. 

Si  el  crédito  consistiere  en  una  renta  perpetua,  la 
responsabilidad  se  extinguirá  á los  diez  años,  contados 
desde  la  fecha  de  la  cesión. 

Responsabilidad  á que  está  obligado  el  vendedor  ó cedente  de  un 
crédito. — Guardan  los  artículos  1529  y 1530,  como  destinados  á 
fijar  la  responsabilidad  del  vendedor  ó cedente  de  un  crédito, 
evidente  analogía  con  los  que  ya  hemos  estudiado  referentes  al 
saneamiento,  tanto  en  caso  de  evicción,  como  en  el  de  existir 
defectos  ó gravámenes  ocultos* 
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No  fuó  allí  indiferente  para  la  ley  la  buena  ó mala  fe  del 
vendedor,  pues  si  de  una  parte  había  que  atender  al  perjuicio 
que  al  comprador  se  causase,  de  otra,  para  llegar  á la  solución 
justa,  había  que  tener  en  cuenta  la  posición  de  la  voluntad  del 
vendedor,  ya  que  arrancando  en  buenos  principios  todo  el  de- 
recho individual  de  esa  voluntad,  lógico  es  partir  de  ella  y no 
medir  con  el  mismo  rasero  al  contratante  de  buena  fe  que  al  de 
mala. 

Tiene  la  cesión  ó transmisión  de  un  crédito,  por  regla  ge- 
neral, un  marcado  carácter  aleatorio,  pues  no  siendo  en  el  mo- 
mento en  que  se  contrata  una  cosa  positiva  é invariable  la 
solvencia  del  deudor,  queda  siempre  un  margen  para  la  suerte 
ó el  azar;  mas  este  carácter  aleatorio  no  quita  la  importancia 
que  la  buena  ó mala  fe  del  cedente  tiene,  porque  una  cosa  es 
el  riesgo,  la  eventualidad,  los  mayores  ó menores  resultados 

económicos  que  el  cesionario  obtenga  con  la  cesión,  y otra  el  en- 

\ 

gaño  de  que  pudiera  hacerlo  víctima  el  cedente.  Por  eso  el  Có- 
digo, en  los  artículos  que  nos  ocupan,  hace  una  primordial  dis- 
tinción para  fijar  la  responsabilidad  del  cedente,  que  es  la  de  su 
buena  ó mala  fe. 

Pero,  ¿en  qué  consistirá  esa  buena  ó mala  fe?  El  crédito 
puede  dejar  de  hacerse  efectivo  por  dos  clases  de  circunstancias: 
unas  que  podemos  llamar  objetivas  y otras  subjetivas;  unas  que 
hacen  relación  al  crédito  mismo  y otras  á la  persona  del  deudor. 
Pertenecen  á las  primeras  las  causas  que  dan  origen  á la  anula- 
ción ó ineficacia  del  crédito;  hace  relación  á las  segundas  aquel 
estado  en  que  el  deudor  puede  encontrarse,  al  cual  se  da  el  nom- 
bre de  insolvencia.  Cualquiera  de  estas  circunstancias  que  con- 
curra priva  al  cesionario  de  los  efectos  útiles  del  crédito  que 
adquirió,  y motivan  respecto  de  él  una  solución  del  negocio,  que 
podemos  calificar  de  injusta. 

Dados  estos  antecedentes,  fácil  es  comprender  qué  es  lo  que 
se  entiende  por  cedente  de  mala  fe.  Aquel  que  conozca  la  exis- 
tencia de  alguna  de  esas  circunstancias  que  acabamos  de  in- 
dicar, y á quien,  por  consiguiente,  no  se  oculte  el  extremo 
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de  injusticia  y de  lesión  á que  con  su  conducta  puede  llevar 
al  cesionario,  ese  es  un  ceden  te  de  mala  fe.  Aquel  otro  que 
ignore  tales  circunstancias,  y no  sospechando  que  puedan  con- 
currir estime  que  lleva  á caho  un  negocio  licito , en  el  que, 
aparte  de  su  carácter  aleatorio,  ambas  partes  pueden  reportar 
utilidad,  ese  será  cedente  de  buena  fe. 

Examinemos  ahora  los  distintos  supuestos. 

A)  Caso  de  buena  fe  en  el  cedente. — La  cesión  de  un  crédito  en 
derecho  civil  no  implica  por  su  propia  naturaleza  una  fianza, 
ni  se  ha  estimado,  como  en  la  letra  de  cambio,  que  la  firmeza  y 
seguridad  de  las  transacciones  exigía  la  responsabilidad  solida* 
ria  que  en  el  contrato  de  cambio  establece  el  Código  de  Comer- 
cio. En  la  transmisión  de  un  crédito,  lo  que  la  naturaleza  de  sus 
esenciales  términos  demandaba  y lo  que  se  deriva  de  sus  prin- 
cipios fundamentales,  que  no  son  otros  que  los  de  la  compra  y 
venta,  según  hemos  dicho,  es  que  se  garantice  la  existencia 
real  y positiva  de  la  cosa  objeto  del  contrato.  Ahora  bien:  el 
objeto  del  contrato  no  es  el  importe  del  crédito,  sino  el  cré- 
dito mismo. 

De  aquí  que  el  art.  1529  haga  responsable  al  vendedor  de 
buena  fe  de  su  existencia  y legitimidad.  La  necesidad  de  la 
existencia  de  la  cosa  objeto  del  contrato  se  refiere  al  momento 
de  la  celebración  del  mismo,  pues  la  pérdida  posterior,  no  impu- 
table, por  consiguiente,  al  vendedor,  no  puede  perjudicar  á éste. 
Por  eso  el  artículo  que  comentamos  relaciona  la  existencia  del 
crédito  con  el  tiempo  de  la  venta  y la  exige  en  ese  momento. 

Pero  á la  palabra  existencia  añade  la  ley  la  de  legitimidad, 
requisito  que  hace  necesario  la  naturaleza  de  la  cosa:  tratándose 
de  un  predio  ó de  un  semoviente  no  cabe  calificarlo  de  legítimo 
ni  de  ilegitimo;  pero  tratándose  de  algo  que  es  producto  de  la  vo- 
luntad creadora  de  las  partes,  la  constitución  de  un  crédito,  es 
absolutamente  precisa  la  consideración  de  esa  cualidad,  ya  que 
aquello  que  los  contratantes  realizan  fuera  de  la  ley,  contra- 
riando sus  mandatos,  no  puede  producir  efectos  legales,  coíno 
no  sea  los  que  tiendan  ¿ su  represión.  Por  otra  parte,  la  ilegiti- 
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midad  de  un  crédito  viene  á ser  lo  mismo  que  su  inexistencia* 
pues  un  crédito  ilegítimo  podrá  suponer  un  hecho,  pero  no  cons- 
tituye en  rigor  de  derecho  una  cosa  ni  un  bien,  ni  es,  por  lo 
tanto,  materia  apta  para  ser  objeto  de  contratación. 

Esto  de  la  existencia  y legitimidad  del  crédito  tiene  una  ex- 
cepción en  el  mismo  art.  1529:  el  vendedor  no  responderá  de 
esos  requisitos  cuando  venda  el  crédito  en  el  concepto  de  du- 
doso. 

Ocurre  muchas  veces  que  el  poseedor  de  un  crédito  carece 
de  datos  suficientes  para  pensar  si  está  ó no  en  vigor;  ignora, 
por  ejemplo,  si  se  interrumpió  el  tiempo  de  la  prescripción,  si 
el  deudor  tendrá  en  su  poder  el  documento  que  acredite  el  pago 
que  tal  vez  le  otorgara  su  causante,  si  la  condición  se  cumplió  ó 
dejó  de  cumplirse,  etc.;  y en  esta  situación  no  cabe  negar  que 
el  crédito  tiene  una  aparente  existencia,  pero  cuya  apariencia 
puede  ser  destruida  por  el  obligado.  Un  crédito  en  tales  circuns 
tancias  no  vale,  sin  duda,  su  valor  nominal;  pero  algo  vale,  y si 
en  él  puede  residir  alguna  condición  de  utilidad,  puede  ser  ob- 
jeto de  contrato.  Se  asemeja  su  venta  á la  venta  de  la  esperanza, 
que  como  tal  tiene  realidad  objetiva  aunque  no  llegue  á lograrse. 
Pues  bien;  vendido  el  crédito  de  esta  suerte,  manifestadas  por 
el  vendedor  al  comprador  las  contingencias  á que  se  expone,  y 
conocidos  por  éste  los  riesgos  que  desde  luego  acepta  y que  com- 
pensa con  la  natural  disminución  del  precio,  es  indudable  que 
tal  conjunto  de  condiciones  excluye  lógicamente  la  responsabi- 
lidad del  vendedor  por  razón  de  la  existencia  y legitimidad  del 
crédito,  que  ha  sido  el  primero  en  poner  en  duda. 

Pero  entiéndase  bien:  ni  la  duda  puede  confundirse  con  la 
certeza,  ni  la  buena  con  la  mala  fe.  Para  que  un  crédito  se  venda 
como  dudoso  y no  se  dé  la  responsabilidad  del  vendedor,  es  me- 
nester que  éste  crea  realmente  que  es  dudoso,  pues  si  á ciencia 
cierta  supiese  que  estaba  extinguido  y esto  se  probara  por  el 
comprador,  el  vendedor  dejaría  de  tener  buena  fe  y no  le  sería 
aplicable  el  precepto  que  explicamos. 

Ahora  bien;  vendido  un  crédito  como  dudoso,  hay  que  esti- 
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mar  que  el  que  vende  lo  considera  así,  pues  la  mala  le  no  se 
presume,  y la  prueba  correspondería  al  adquirente. 

Vendido  un  crédito  sin  reserva  de  ninguna  especie  por  par- 
te del  vendedor,  ¿podrá  éste  alegar  a posteriori  que  lo  vendió 
como  dudoso  para  eximirse  de  la  responsabilidad  de  que  veni- 
mos hablando?  ¿Se  le  admitirá  prueba  en  ese  sentido?  En  nues- 
tra opinión,  no.  El  que  vende  un  crédito  como  dudoso  debe 
manifestarlo  en  el  momento  de  la  venta;  de  no  hacerlo  así  hay 
la  presunción  de  que  no  le  ofrecía  dudas  su  existencia  y legiti- 
midad, ya  que  la  venta  de  un  crédito  dudoso  es  la  excepción,  y 
la  excepción  no  se  presume. 

Se  ha  discutido  si  se  puede  ceder  un  crédito  anulable,  y no 
ha  faltado  quien  se  decida  por  la  afirmativa,  fundándose  en  la 
consideración  de  que  si  el  tiempo  transcurre  y el  crédito  no  se 
anula,  se  convalida,  llegando  hasta  decir  los  que  tal  entienden 
que  el  cesionario,  al  tener  noticia  de  la  causa  de  nulidad  puede 
suspender  el  pago  del  precio.  Pero  nosotros  estimamos  que  la 
cuestión  no  debe  proponerse  en  esos  términos,  porque  la  anula- 
bilidad  del  crédito  no  incumbe  al  cesionario  denunciarla;  es  una 
excepción  que  corresponde  al  deudor  privativamente,  de  tal 
suerte,  que  si  no  la  opone  en  el  momento  oportuno,  sobreviene 
la  convalidación.  Ahora  bien;  si  la  nulidad  llega  á declararse, 
es  indudable  que  esta  declaración  llevará  su  transcendencia 
hasta  la  cesión  misma,  y surgirá  la  responsabilidad  del  cedente 
para  con  el  cesionario. 

En  lo  que  sí  estamos  conformes  es  en  que,  en  el  caso  de  ven- 
derse un  crédito  sujeto  á una  condición  resolutoria,  cuyo  cum- 
plimiento depende  de  la  sola  voluntad  del  acreedor,  no  puede 
éste,  después  de  cedido  el  crédito,  hacer  que  la  condición  se 
cumpla,  de  una  parte,  porque  al  pactar  la  cesión  se  desprendió 
de  su  carácter,  y de  otra,  porque  la  cesión  supone  la  renuncia 
de  su  facultad  que  viene  á ser  con  ella  incompatible. 

El  artículo  que  comentamos  determina  la  responsabilidad  de 
vendedor  de  buena  fe  en  su  aspecto  positivo  y en  el  negativo, 
esto  es,  diciendo  de  lo  que  responde  y de  lo  que  no  responde, 
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quedando  asi  el  pensamiento  de  la  ley  circunscrito  en  sus  racio* 
nales  límites. 

Hemos  visto  ya  de  lo  que  responde,  de  la  existencia  y legi- 
timidad del  crédito,  salvo  el  caso  de  que  se  venda  como  dudoso. 
De  lo  que  no  responde,  por  regla  general,  es  de  la  solvencia  del 
deudor.  Decimos  por  regla  general,  poique  hay  dos  casos  de 
excepción:  primero,  que  voluntariamente  haya  echado  sobre  sí 
esa  responsabilidad;  segundo,  que  la  insolvencia  sea  anterior  y 
pública. 

En  cuanto  al  primer  caso,  nada  en  rigor  hay  que  decir:  la 
responsabilidad  del  cedente  se  regirá  por  los  términos  del  pac- 
to, tendrá  la  extensión  y la  duración  estipulada,  y las  cláusu- 
las que  la  establezcan  serán  la  ley  á que  habrá  que  atenerse.  Si 
la  responsabilidad  se  convino  en  términos  generales  y no  se  es- 
pecificaron sus  pormenores,  acudiremos  á los  preceptos  de  la 
ley  contenidos  en  el  artículo  que  comentamos  y en  el  siguiente, 
los  cuales,  en  lo  que  se  refieren  al  cedente  de  buena  fe,  estima- 
mos que  no  tienen  el  carácter  de  derecho  necesario,  y que,  por 
lo  tanto,  pueden  ser  modificados  por  las  partes. 

En  cuanto  al  segundo  caso,  ó sea  el  de  que  la  insolvencia 
sea  anterior  y pública,  desde  luego  entendemos  que  la  palabra 
anterior  hace  relación  al  momento  de  la  venta  ó cesión,  y que, 
en  su  virtud,  para  que  el  cedente  responda  de  la  solvencia 
del  deudor  es  preciso  que  con  anterioridad  á la  perfección  del 
contrato,  y públicamente,  se  encuentre  en  estado  de  insol- 
vencia. 

No  creemos  que  ese  estado  de  insolvencia  anterior  y pública 
del  vendedor  se  armoniza  muy  bien  con  la  buena  fe  del  cedente, 
que  es  el  caso  que  estamos  examinando,  y que  la  ley  da  por  su- 
puesta en  el  primer  párrafo  del  art.  1529;  mas,  sin  embargo,  el 
precepto  no  ofrece  dudas  en  su  redacción.  Entendemos  que  no 
es  que  el  artículo  suponga  que,  aun  siendo  la  insolvencia  ante- 
rior y pública,  la  ignora  el  cedente,  sino  que  por  lo  mismo  que 
es  pública  y anterior  es  conocida  de  ambos  contratantes,  ó debe 
serlo,  y,  por  tanto,  aun  sin  mediar  mala  fe,  debe  el  cedente 
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quedar  responsable  del  pago  del  crédito  cedido  6 de  lo  entrega 
do  por  él,  si  no  puede  cobrarse  del  deudor. 

Pero,  ¿qué  se  entiende  por  insolvencia  pública?  En  la  nece- 
sidad de  dar  á esta  frase  un  sentido  fijo  y concreto,  que  no  en- 
contramos en  ningún  otro  lugar  del  Código,  y resistiéndonos  á 
considerar  que  por  insolvencia  pública  se  pueda  entender  la  que 
solamente  consta  de  rumor  público,  pensamos  que  la  ley  alude 
á aquella  insolvencia  que  ha  tenido  ya  estado  judicial.  La  decía 
ración  de  concurso  ó la  de  quiebra  y,  sin  llegar  á estas  situacio- 
nes, la  mera  condena  del  deudor  en  cualquier  sentencia  firme 
seguida  del  procedimiento  para  hacer  efectivo  el  fallo  sin  que  se 
hayan  encontrado  bienes  suficientes,  son  hechos  que  revelan  la 
insolvencia  de  que  habla  la  ley  con  la  publicidad  suficiente  para 
tener  por  cumplido  el  requisito  del  Código. 

Responde  el  cedente  de  la  solvencia  del  deudor  en  los  dos 
casos  de  excepción  explicados.  Lo  que  el  Código  no  ha  dicho  es 
el  carácter  de  esa  responsabilidad.  ¿Se  trata  de  una  responsabi 
lidad  solidaria  ó subsidiaria?  Si  la  responsabilidad  procede  del 
pacto,  habrá  que  estar  á lo  que  el  pacto  exprese;  pero  si  se  de* 
riva  de  la  insolvencia  anterior  y pública  del  deudor,  ó,  aun  pro 
cediendo  del  pacto,  no  es  éste  lo  suficientemente  expresivo,  te- 
nemos un  problema  que  el  Código  no  ha  resuelto.  A nuestro 
juicio,  la  responsabilidad  es  subsidiaria,  y,  por  lo  tanto,  sólo  po  • 
drá  hacerse  efectiva  en  defecto  de  que  el  deudor  cumpla  la  obli- 
gación que  el  crédito  supone.  Guarda  analogía  esta  responsa- 
bilidad con  la  del  fiador,  pero  no  constituye  propiamente  una 
fianza. 

El  cesionario  debe  dirigir  su  acción  contra  el  deudor,  y sólo 
en  el  caso  de  que  éste  no  satisfaga  el  crédito  podrá  dirigirse 
contra  el  cedente.  Claro  es  que  si  el  deudor  está  en  esa  insol- 
vencia anterior  y pública  que  antes  hemos  explicado,  no  necesi- 
tará el  cesionario  seguir  un  procedimiento  cuyo  resultado  se 
puede  prever  y que  á nada  práctico  conduciría;  pero  justo  es 
que  el  cedente,  ¿ semejanza  de  lo  establecido  para  el  beneficio  de 
excusión,  pueda  oponerse  ¿ la  acción  que  contra  él  dirija  el  ce- 


LIB.  IY — TÍT.  IV  —OAP.  YI1 — AET8.  1529  Y 1530  399 

aionario,  señalando  bienes  realizables  del  deudor  que  sean  sufi. 
cientes  para  cubrir  el  crédito.  No  es  que  entendamos  precisa 
mente  que  al  cedente  corresponda  el  beneficio  de  orden  6 excu- 
sión tal  y como  se  reglamenta  en  el  contrato  de  fianza,  pero  sin 
llegar  á ese  beneficio,  como  no  se  puede  obligar  al  cedente  á que 
pase  y esté  por  una  insolvencia  que  ha  sido  declarada  en  un  jui- 
cio en  el  cual  él  no  ha  sido  parte,  y que  quedarla  destruida  con 
el  mero  hecho  de  demostrar  que  existen  bienes  del  deudor,  esti- 
mamos que  si  el  cedente  demuestra  la  existencia  de  tales  bienes, 
no  podrá  el  cesionario,  amparándose  de  la  insolvencia  declarada, 
dejar  de  dirigirse  contra  el  deudor,  sino  que  tendrá  que  perse- 
guir esos  bienes  antes  de  entablar  sus  acciones  contra  el  ce 
dente. 

La  extensión  de  la  responsabilidad  de  dicho  cedente,  siem- 
pre en  el  supuesto  de  su  buena  fe,  se  fija  en  el  párrafo  2.°  del 
art.  1529  en  cuanto  á los  puntos  que  comprende,  y en  el  ar- 
tículo 1530  en  cuanto  al  tiempo  de  su  duración.  Respecto  de  lo 
primero,  el  Código  dice  que  responderá  del  precio  recibido  y de 
los  gastos  expresados  en  el  núm.  l.°  del  art.  1518.  El  art.  1518 
correspondiente  al  retracto  convencional  es  el  que  señala  las 
obligaciones  que  tiene  que  cumplir  el  vendedor  para  hacer  uso 
de  su  derecho  de  retracto,  y el  núm.  l.°  menciona  los  gastos 
del  contrato  y cualquier  otro  pago  legítimo  hecho  parala  venta. 
El  cedente,  por  lo  tanto,  llegado  el  caso  do  hacer  efectiva  su 
responsabilidad,  tendrá  que  restituir  el  precio  que  recibió  y sa- 
tisfacer además  los  gastos  del  mismo  contrato  de  cesión  y cual- 
quier otro  pago  legítimo  hecho  para  ella.  Nótese  bien  que  de  lo 
que  el  cedente  de  buena  fe  responde,  aunque  su  responsabilidad 
proceda  del  pacto,  no  es  del  importe  del  crédito,  sino  del  precio 
que  por  el  mismo  recibió,  que  ordinariamente  será  más  bajo  que 
dicho  importe.  En  cuanto  á los  demás  gastos  que  acabamos  de 
expresar,  desde  luego  se  comprende,  aunque  la  ley  no  haga  la 
salvedad,  que  su  obligación  de  satisfacerlos  ai  cesionario  exis- 
tirá cuando  éste  los  haya  con  anterioridad  pagado,  pero  no  en  el 
caso  contrario. 
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El  adquirente  puede  haber  tenido  necesidad  de  seguir  un 
litigio  contra  el  deudor.  Las  costas  de  este  litigio,  ¿deben  ser 
también  abonadas  por  el  cedente  r*  El  art.  1529,  en  relación  con 
el  1518,  no  se  presta  á esta  solución,  por  lo  que  tales  costas 
vienen  á recaer  sobre  el  cesionario.  Nótese,  sin  embargo,  que 
se  trata  de  un  transmitente  de  buena  te,  y que,  á pesar  de  ello, 
responde,  por  la  especialidad  de  las  circunstancias,  de  la  sol- 
vencia del  deudor.  Por  algo  existe  esa  responsabilidad  y por 
algo  transmite  el  cedente;  el  cesionario  podía  prever  esa  contin- 
gencia,  y si  nada  expresamente  se  estipuló  sobre  ello,  no  encon- 
tramos injusto  que  él  pague  las  costas  del  litigio  que  promueve. 

No  expresa  el  Código  si  el  cedente  deberá  abonar  intereses 
al  cesionario;  pero  nos  parece  indudable  la  afirmativa  en  el  caso 
de  que,  habiendo  perdido  el  cesionario  el  crédito  en  virtud  de 
evicción,  haya  sido  condenado  á satisfacérselos  al  tercero  que 
venció  en  el  juicio;  y obsérvese  que,  en  este  supuesto,  los  inte- 
reses no  se  referirán  al  precio  que  medió  en  la  cesión,  sino  al  im- 
porte total  del  crédito,  pues  el  tercero  á quien  se  declara  en  la 
sentencia  pertenecer,  nada  tiene  que  ver  con  el  precio  en  que  se 
transmitiera  entre  cedente  y cesionario. 

La  extensión  de  la  responsabilidad  en  cuanto  al  tiempo,  en 
el  caso  de  que  el  cedente  se  hubiese  hecho  responsable  de  la 
solvencia  del  deudor  y nada  se  hubiese  estipulado  sobre  su  du- 
ración, subsistirá  sólo  un  año,  contado  desde  la  cesión  del  cré- 
dito si  estaba  ya  vencido  el  plazo.  Si  el  crédito  fuese  pagadero  en 
término  ó plazo  todavía  no  vencido,  la  responsabilidad  cesará 
un  año  después  del  vencimiento,  y si  consistiese  en  una  renta 
perpetua,  la  responsabilidad  se  extinguirá  á los  diez  años,  con- 
tados desde  la  fecha  de  la  cesión. 

Estos  preceptos,  derivados  del  Código  Albertino,  el  cual,  á 
su  vez,  los  había  tomado  del  vigente  en  el  Cantón  de  Vaud, 
tienden,  según  la  exposición  de  motivos  del  primero  de  dichos 
cuerpos  legales,  ¿ dos  fines:  primero,  evitar  el  fraude  á que  se 
prestaría  una  aparente  solvencia  del  deudor  en  el  momento  de 
la  cesión,  que  á poco  se  tornase  en  una  insolvencia  manifiesta; 
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y segundo,  constreñir  al  cesionario  á que  exija  el  importe  del 
crédito  y no  se  dé  el  caso  de  que,  por  ser  descuidado  en  el  ejer- 
cicio de  sus  derechos,  se  causen  al  cedente  perjuicios,  que  de 
otra  suerte  no  se  le  hubiesen  causado. 

Entrando  en  el  pormenor  del  art.  1530,  se  nos  ocurren  las 
siguientes  observaciones.  La  duración  de  la  responsabilidad  que 
establece  está  limitada  al  supuesto  de  que  el  cedente  de  buena 
fe  se  hubiese  hecho  responsable  de  la  solvencia  del  deudor;  pero  no  se 
refiere  á aquel  otro  supuesto  en  el  cual  la  responsabilidad  del 
cedente  se  deriva  del  hecho  de  ser  el  deudor  insolvente  de  modo 
público  y anterior  á la  cesión.  ¿Cuánto  durará  la  responsabili- 
dad en  este  último  caso?  El  Código  no  lo  dice,  y por  nuestra 
parte  no  nos  atrevemos  á llenar  ese  vacío;  la  solución  más  con- 
forme con  el  silencio  de  la  ley,  aunque  no  quizá  con  la  equidad, 
es  dejar  este  punto  á los  principios  generales  de  derecho  y á las 
reglas  ordinarias  de  prescripción,  sin  entender  que  existe  me 
gún  otro  criterio  de  carácter  excepcional. 

Tampoco  dice  el  Código  cuánto  durará  la  responsabilidad  si 
el  crédito  consistiese  en  una  renta  no  perpetua,  sino  temporal. 
¿Se  aplicará  el  mismo  precepto  que  rige  en  las  rentas  perpe- 
tuas, y durará,  por  lo  tanto,  diez  años?  ¿Se  considerará  como 
un  crédito  ordinario  de  los  que  tienen  reducida  su  responsabi- 
lidad á un  año?  ¿Durará  todo  el  tiempo  que  subsiste  el  derecho 
á cobrar  la  renta?  Como  estas  disposiciones  limitativas  de  la 
responsabilidad  del  cedente  tienen  un  marcado  carácter  excep- 
cional, no  es  lícito  á la  interpretación  ampliar  el  precepto  á 
casos  no  previstos  por  la  ley,  y en  su  consecuencia  habrá  que 
dejar  la  solución  del  mismo,  como  hemos  dicho  respecto  del  an 
terior,  sometido  al  imperio  de  las  reglas  generales  de  derecho. 
Y,  sin  embargo,  tal  vez  no  debiera  ser  así. 

Por  último,  no  terminaremos  sin  manifestar  que  el  p'azo  de 
los  diez  años  que  fija  el  artículo  para  las  rentas  perpetuas  nos 
parece  demasiado  largo  y poco  en  armonía  con  la  tendencia  que 
existe,  de  acuerdo  con  las  necesidades  de  la  época,  á mercanti* 
lizar  el  llamado  derecho  civil,  y que  en  los  créditos  cuya  exigi- 
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bilidad  depende  del  cumplimiento  de  condiciones  no  empezará 
á contarse  el  plazo  hasta  que  la  condición  se  cumpla. 

B ) Caso  de  mala  fe  en  el  cedente. — Dos  renglones  nada  más 
para  este  caso  hay  en  el  art.  1529.  El  vendedor  de  mala  fe,  dice, 
responderá  siempre  de  todos  los  gastos  y de  los  daños  y perjuicios. 

Sabemos  ya  qué  es  lo  que  se  entiende  por  cedente  de  mala 
fe;  sabemos  también  que  los  gastos  á que  alude  la  ley  son  á los 
que  haya  hecho  efectivamente  el  cesionario.  En  cuanto  á los  da 
ños  y perjuicios,  como  el  cedente  de  mala  fe  es  un  verdadero 
deudor  doloso,  le  será  perfectamente  aplicable  el  art.  1 i 07,  que 
dice  que  los  daños  y perjuicios  de  que  responde  son  todos  los 
que  conocidamente  se  deriven  de  la  falta  de  cumplimiento  de  la 
obligación,  ó sea  en  este  caso  del  hecho  de  la  cesión. 

Concordancias . — Artículos  1460  y 1461  del  Proyecto  de  1851; 
artículos  1693,  1694  y 1695  del  Código  francés;  1542,  1543 
3*  1544  del  italiano;  794  y 795  del  portugués;  1907  del  chile- 
no; 1499,  1500  y 1501  del  de  Venezuela;  1476  al  1484,  ambos 
inclusive,  del  argentino;  1723  y 1724  del  uruguayo;  1754,  1755, 
1756  y 1757  del  de  los  Estados  de  Baja  California  y Puebla,  y 
1397,  1398  y 1399  del  austriaco. 


ARTICULO  1531 

El  que  venda  una  herencia  sin  enumerar  las  cosas 
de  que  se  compone,  sólo  estará  obligado  á responder 
de  su  cualidad  de  heredero. 

artículo  1532 

\ 

El  que  venda  alzadamente  ó en  globo  la  totalidad 
de  ciertos  derechos,  rentas  ó productos,  cumplirá  con 
responder  de  la  legitimidad  del  todo  en  general;  pero 
no  estará  obligado  al  saneamiento  de  cada  una  de  las 
partes  de  que  se  componga,  salvo  en  el  caso  de  evic* 
ción  del  todo  ó de  la  mayor  parte. 
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ARTÍCULO  1533 

Si  el  vendedor  se  hubiese  aprovechado  de  algunos 
frutos  ó hubiese  percibido  alguna  cosa  de  la  herencia 
que  vendiere,  deberá  abonarlos  al  comprador,  si  no  se 
hubiese  pactado  lo  contrario. 

artículo  1534 

El  comprador  deberá,  por  su  parte,  satisfacer  ai 
vendedor  todo  lo  que  éste  haya  pagado  por  las  deudas 
y cargas  de  la  herencia  y por  los  créditos  que  tenga 
contra  la  misma,  salvo  pacto  en  contrario. 

I.  Responsabilidad  del  vendedor  de  una  herencia  sin  enumerar 
las  cosas . — Los  artículos  preinsertos  están  destinados,  como  los 
dos  anteriores,  á tratar  de  la  responsabilidad  del  cemente  ó ven- 
dedor, si  bien  en  los  casos  concretos  que  examinaremos. 

Partamos  del  supuesto  de  que,  según  el  art.  1271,  sobre  la 
herencia  futura  no  se  podrán  celebrar  otros  contratos  que  aque- 
llos cuyo  objeto  sea  practicar  entre  vivos  la  división  del  cau. 
dal,  conforme  al  art.  1056,  y teniendo  esto  en  cuenta,  habré 
mos  alejado  todo  motivo  de  duda  respecto  del  carácter  de  la 
venta  de  la  herencia,  que  seguidamente  vamos  á estudiar.  No 
se  refieren,  pues,  los  arts.  1531  al  1534  á la  herencia  futura; 
dentro  de  sus  preceptos  cabe  el  caso  de  que,  en  el  momento  en 
que  la  venta  se  haga,  se  hayan  adjudicado  ya  los  bienes  á los 
herederos,  y aquel  otro  en  que  la  adjudicación  no  se  haya  veri 
ficado  todavía;  pero  siempre  se  ha  de  dar  el  obligado  anteceden 
te  de  la  muerte  del  causante,  porque  si  así  no  ocurriese,  la  he 
rencia  merecería  el  calificativo  de  futura,  y el  contrato  sería  de 
los  prohibidos  por  la  ley. 

Sentada  esta  indispensable  premisa,  diremos  con  Laurent, 
que  una  cosa  es  vender  los  derechos  sucesorios,  y otra  vender 
los  objetos  hereditarios,  enumerándolos  y especificándolos.  Aun 
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todavía  Pothier  añade  un  tercer  caso,  diciendo  que  se  pueden 
vender  las  pretensiones  que  uno  tenga  a una  herencia,  y que  en 
tal  supuesto  el  vendedor  no  está  ooligado  á pi estar  ninguna  ga- 
rantía, porque  es  una  mera  probabilidad,  una  esperanza,  lo  que 
constituye  el  objeto  del  contrato. 

Realmente  no  pueden  regirse  por  las  mismas  reglas  estos 
tres  casos,  que  entrañan  condiciones  muy  distintas,  y lo  prime- 
ro que  habrá  que  hacer  en  la  práctica  es  averiguar  cuál  ha  sido 
la  intención  de  las  partes,  lo  que  implicará  una  cuestión  de 
hecho,  que  no  puede  resolverse  a friori,  y respecto  de  la  cual 
no  procede  establecer  presunciones,  que  la  manifiesta  voluntad 
de  los  contratantes  podría  destruir. 

Lo  que  sí  podemos  y debemos  fijar  desde  luego,  es  el  caso  de 
los  tres  mencionados,  que  el  Código  ha  tenido  en  cuenta  al  dic- 
tar sus  disposiciones. 

El  que  venda  una  herencia,  dice  el  art.  1531,  sin  enumerar 
las  cosas  de  que  se  compone,  sólo  estará  obligado  á responder 
de  su  cualidad  de  heredero. 

La  enunciación  del  precepto  claramente  da  á entender  que 
se  refiere  al  caso  de  la  venta  de  los  derechos  sucesorios:  no  se 
trata  de  la  venta  de  cosas  hereditarias,  porque  precisamente  la 
ley  exige  como  requisito  esencial  de  su  supuesto  el  que  no  se 
enumeren  las  cosas  de  que  se  compone  la  herencia;  no  se  trata 
tampoco  de  la  venta  de  una  mera  esperanza,  de  unos  derechos 
cuestionóles  ó hipotéticos,  pues  si  esa  fuera  la  intención  del 
legislador,  muy  otra  hubiese  sido  la  forma  de  redacción  del  ar- 
tículo que  habla  de  herencia,  y no  de  herencia  incierta. 

Consecuencia  de  este  punto  de  vista  es  la  responsabilidad 
que  al  vendedor  se  exige.  Si  lo  que  se  vende  es  la  herencia  que 
á una  persona  corresponde,  y no  especialmente  los  objetos  que 
en  ella  puedan  estar  comprendidos,  lo  que  al  comprador  importa 
es  que  el  que  vende  sea  tal  heredero  para  que  la  derivación  de 
derechos  sea  posible  sin  obstáculos,  y lo  que  el  vendedor  debe 
garantizar  es  esa  cualidad,  pues  la  adquisición  de  los  bienes  he- 
reditarios, no  ofreciendo  duda  el  carácter  del  transmitente,  es 
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un  corolario  ineludible.  Otra  sería  la  solución  legal  si  lo  vendido 
fuesen  determinados  objetos,  ya  que  en  tal  caso  la  lógica  exigi- 
ría que  el  vendedor  garantizase  esos  mismos  objetos,  aparte  de 
que  tal  contrato  no  seria  de  cesión  ó transmisión  de  derechos 
incorporales,  en  el  sentido  que  esta  frase  tiene  en  el  Código, 
sino  simplemente  de  venta  de  cosas  que,  por  más  que  tuviesen 
el  carácter  de  hereditarias,  no  habría  motivo  para  sustraer  á la 
regla  general. 

Importa  mucho  fijarse  en  el  sentido  de  la  venta  de  la  heren 
cia  á que  alude  el  art.  1531.  Lo  esencial  de  este  contrato  es  que 
la  herencia  está  considerada  como  una  universalidad,  como  un 
conjunto  de  derechos  y obligaciones,  pues  imponiendo  la  cuali 
dad  de  heredero  determinados  deberes  al  propio  tiempo  que  con 
tiene  los  derechos  de  sucesor,  todo  ello  se  entiende  transmitido 
por  el  acto  de  la  cesión  al  cesionario.  De  aquí  que  la  transmisión 
del  dominio  de  la  herencia  no  tenga  por  modo  la  tradición  ó en 
trega  de  las  cosas  de  que  se  compone,  sino  la  cuasi  tradición 
del  derecho  hereditario,  que  es  propiamente  el  objeto  de  la 
venta. 

De  la  con8Íders.ción  de  este  carácter  de  la  venta  de  la  heren 
cia  ha  surgido  la  afirmación  de  que  se  trata  de  un  contrato  alea 
torio;  afirmación  que  no  puede  admitirse  sin  explicarse.  En 
cuanto  el  objeto  de  la  venta  lo  constituye  el  derecho  sucesorio 
del  vendedor,  no  se  da  ese  carácter,  puesto  que,  según  hemos 
visto,  el  que  vende  responde  siempre  de  su  cualidad  de  here 
dero,  y existiendo  en  todo  caso  el  objeto  del  contrato  ó la  indem- 
nización que  viene  á sustituirle,  falta  la  base  del  elemento  alea 
torio;  pero  si  se  atiende,  no  ya  al  objeto  directo  del  contrato, 
sino  á las  utilidades  que  mediante  él  se  proponga  obtener  el 
comprador,  como  los  bienes  de  la  herencia  no  se  garantizan  por 
el  vendedor,  y como,  por  otra  parte,  las  cargas,  deudas  ú obli- 
gaciones pueden  ser  desconocidas  en  su  totalidad  en  el  momento 
del  contrato,  existe  ciertamente  en  este  respecto  ese  factor  de 
suerte  ó azar,  que  es  consustancial  con  lo  que  denominamos 
aleatorio. 
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II.  Otras  obligaciones  entre  el  vendedor  y el  comprador  de  heren- 
cias.— Aplicaciones  del  sentido  de  universalidad  que  se  da  á la 
herencia  en  el  art.  1531,  son  los  arts.  1533  y 1534,  que  fijan 
ciertas  obligaciones  de  vendedor  y comprador. 

Si  el  vendedor,  dice  el  primero  de  ellos,  se  hubiese  aprove- 
chado de  algunos  frutos  ó hubiese  percibido  alguna  cosa  de  la 
herencia  que  vendiese,  deberá  abonarlos  al  comprador,  si  no  se 
hubiese  pactado  lo  contrario.  La  integridad  de  la  cosa  vendida 
impone  este  precepto.  Lo  mismo  da  que  los  frutos  estén  simple- 
mente percibidos,  que  consumidos;  en  el  primer  caso,  los  devol- 
verá el  comprador;  en  el  segundo,  restituirá  su  importe;  si  fue- 
ron vendidos,  el  precio  de  la  venta  será  lo  que  deba  restituirse. 
La  consideración  de  que  el  heredero  vendedor  enajenase  los 
frutos,  y quien  dice  frutos  dice  cualquiera  otra  cosa  de  la  heren- 
cia, en  mayor  ó menor  precio,  no  puede  ser  invocada  por  el 
comprador  como  base  de  indemnizaciones,  pues  sea  cual  fuere 
el  precio  en  que  el  que  vende  haya  enajenado  las  cosas  de  la 
herencia,  no  podrá  ser  obligado  á pagar  más  que  lo  que  en  ese 
concepto  recibiera,  porque  eso  significa  el  tanto  en  que  de  la 
herencia  se  aprovechó. 

De  la  respectiva  situación  de  las  partes  contratantes  dedú- 
cese la  consecuencia  de  que  no  procede  hablar,  como  algunos  han 
hecho,  de  la  responsabilidad  del  vendedor  respecto  del  compra- 
dor, por  los  desperfectos  que  por  su  culpa  se  hayan  causado  en 
las  cosas  de  la  herencia  con  anterioridad  á la  venta,  ni  aun  del 
caso  de  dolo,  porque  antes  de  la  venta  el  vendedor  tiene  el  ca- 
rácter de  verdadero  y absoluto  propietario,  no  se  encuentra 
ligado  por  ningún  vínculo  con  el  comprador  y no  hay  términos 
hábiles  para  hallar  en  su  conducta  ni  culpa  ni  dolo.  El  propie- 
tario que  hace  mal  uso  de  sus  bienes,  que  es  negligente,  descui- 
dado, torpe,  se  hace  daño  á sí  mismo;  pero  no  teniencjo  que  dar 
á nadie  cuenta  de  sus  actos,  ni  estando  afecta  su  relación  de 
dominio  por  ninguna  condición  en  virtud  de  la  cual  los  bienes 
deban  pasar  á otra  persona,  y siendo  siempre  las  ideas  de  culpa 
y dolo  relativas  á alguien  á quien  peijudiquen  y á quien,  por  le 
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tanto,  corresponda  el  derecho  á que  se  le  indemnice,  es  claro 
que  mientras  no  exista  esa  persona,  ni  la  culpa  ni  el  dolo  pueden 
ser  invocados  por  nadie. 

Del  principio  de  la  universalidad  de  la  herencia  ha  deducido 
Pothier  que  al  comprador  corresponde  todo  emolumento,  todo 
provecho,  todo  beneficio  que  á la  herencia  pertenezca,  aunque 
tenga  el  carácter  de  eventual  y aunque  no  hayan  sido  previstos 
en  el  contrato,  porque,  en  rigor,  toda  ello  forma  parte  del  activo 
de  la  herencia,  lo  cual  da  motivo  á Laurent  para  preguntar  si 
si  se  deberá  aplicar  tal  criterio  al  derecho  de  acrecer.  El  caso  es 
el  siguiente:  uu  coheredero  del  vendedor  renuncia  á la  herencia 
después  de  la  venta  y la  parte  del  renunciante  acrece,  según  la 
ley,  al  vendedor.  ¿Se  entenderá  que  este  derecho  de  acrecer  es 
uno  de  los  emolumentos  ó beneficios  eventuales  que  forman 
parte  de  la  universalidad,  y que,  por  lo  tanto,  se  debe  conside- 
rar transmitido  con  la  herencia? 

La  cuestión  ha  sido  muy  debatida  entre  los  autores  y puede 
serlo  dentro  de  nuestro  Código.  La  resuelven  á favor  del  com- 
prador, Bártolo  y Duaren;  á favor  del  vendedor  Cujas,  y Fachin. 
Laurent,  por  su  parte,  se  extraña  de  cómo  al  buen  sentido  de 
Pothier  ha  escapado  la  observación  de  que  se  trata  de  una  mera 
cuestión  de  hecho  más  que  de  derecho,  puesto  que  se  refiere  á 
interpretar  la  extensión  de  un  contrato. 

Por  nuestra  parte,  estimamos  que  si  bien  es  cierto  que  en 
muchos  casos  la  redacción,  la  disposición  y el  enlace  de  las  clán- 
sulas  del  convenio  pueden  dar  á esta  cuestión  el  carácter  de  una 
verdadera  cuestión  de  hecho,  en  la  cual  lo  que  habrá  que  probar 
será  cuál  fué  la  intención  de  las  partes,  no  es  menos  cierto  que 
en  muchos  otros  casos,  sin  necesidad  de  que  el  problema  se 
complique  con  la  forma  de  redacción  del  título,  sino  suponiendo 
que  é3te  es  lo  más  breve,  sencillo  y escueto  que  pueda  imagi- 
narse, surge  la  posibilidad  de  la  cuestión  que,  en  tal  supuesto, 
debe  ser  resuelta  por  los  principios  de  derecho. 

Pues  bien:  planteada  de  esta  última  manera  y entendida 
como  punto  de  aplicación  del  principio  de  la  universalidad  de 
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la  herencia,  parécenos  que  el  criterio  que  da  luz  suficiente  para 
resolverla  es  el  siguiente:  el  derecho  de  acrecer  que  corresponde 
ai  heredero  no  tiene,  sin  duda  alguna,  el  carácter  de  emolu 
mentó,  beneficio  ó provecho  de  la  herencia;  no  es  nada  accesorio 
de  la  herencia,  sino  del  heredero,  lo  cual  es  cosa  muy  distinta. 
No  se  trata,  por  ejemplo,  de  una  finca  ó de  un  derecho  más  que 
forme  parte  del  hereditario  y del  cual  no  se  tuviese  noticia, 
sino  de  algo  que  corresponde  al  heredero  mismo;  y como  dentro 
de  la  universalidad,  si  bien  tiene  legítima  cabida  todo  lo  que  á 
la  herencia  pertenece,  no  cabe,  sin  embargo,  lo  que  es  personal 
del  heredero,  de  aquí  que  entendamos  que  el  derecho  de  acrecer 
nacido  con  posterioridad  al  hecho  de  la  venta,  no  debe  estimarse 
incluido  en  la  transmisión. 

Esto  no  quiere  decir  que  si  de  los  términos  del  convenio  se 
llega  á deducir  claramente  haber  sido  otra  la  voluntad  de  las 
partes,  no  se  considere  esta  materia  sometida,  en  primer  lugar, 
á ios  pactos  de  los  contratantes. 

Continúa  el  Código  haciendo  aplicaciones  del  principio  de  la 
universalidad  de  la  herencia  en  el  mencionado  art.  1534,  que 
dice  que  el  comprador  deberá,  por  su  parte,  satisfacer  al  vende- 
dor todo  lo  que  éste  haya  pagado  por  las  deudas  y cargas  de  la 
herencia  y por  los  créditos  que  tenga  contra  la  misma,  salvo 
pacto  en  contrario.  Si  para  reconstituir  la  integridad  de  la  cosa 
vendida  se  obliga  al  vendedor  á satisfacer  al  comprador  todo 
aquello  de  que  se  hubiese  aprovechado  de  la  herencia,  justo  es 
que  éste  abone  también  al  vendedor  todo  lo  que  éste  haya  pagado 
por  razón  de  las  deudas  y cargas.  Entre  lo  que  el  vendedor  debe 
percibir  del  comprador  se  encuentran  los  créditos  que  tenga 
contra  la  herencia;  de  suerte  que  estos  créditos  que  por  confu- 
sión hubieran  quedado  extinguidos  (salvo  el  beneficio  de  inven- 
tario), que  de  hecho  estaban  ya  extinguidos  antes  de  la  venta  de 
la  herencia,  renacen  con  toda  su  eficacia  y virtualidad  contra  el 
comprador  por  el  mero  hecho  de  la  venta. 

Es  oportuno  apuntar  aquí  la  condición  jurídica  del  vendedor 
da  una  herencia  respecto  del  comprador  y de  los  demás  terce* 
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ros.  En  cuanto  al  comprador,  deja  el  vendedor  de  ser  tal  here- 
dero, puesto  que  por  virtud  del  contrato  le  transmite  por  com- 
pleto su  carácter,  y tan  es  así,  que  conserva  la  integridad  de  sus 
créditos  contra  el  caudal  hereditario.  En  cuanto  á los  terceros, 
acreedores  del  causante  de  la  sucesión,  no  pierde  el  vendedor 
el  carácter  de  heredero,  y es  indudable  que  los  terceros  podrán 
dirigir  contra  él  sus  acciones,  ya  que  es  para  ellos  tal  heredero, 
pues  el  hecho  de  vender,  donar  ó ceder  su  derecho  á un  ex 
traño,  á todos  sus  coherederos  ó á alguno  de  ellos,  se  estima 
por  el  art.  1000  del  Código  como  aceptación  de  la  herencia,  y la 
venta  realizada  no  puede  pararles  perjuicio. 

Hemos  aludido  incidentalmente  al  beneficio  de  inventario, 
y no  queremos  dejar  pasar  la  ocasión  de  hacer  notar  la  influen 
cia  que  la  venta  de  la  herencia  pueda  tener  sobre  dicho  benefi- 
cio, pues  con  este  motivo  se  ha  sostenido  por  algunos  una  opi 
nión  que  juzgamos  destituida  de  todo  fundamento.  Se  ha  dicho 
que  desde  el  momento  en  que  un  heredero  vende  la  herencia,  el 
beneficio  de  inventario  es  ya  imposible,  porque  la  tal  venta  im- 
plica una  disposición  de  las  cosas  hereditarias. 

Esta  apreciación  es  equivocada,  á nuestro  juicio.  Hemos 
dicho  y repetido  que  la  venta  de  la  herencia  no  es  enajenación  de 
cosas  específicas  y determinadas,  sino  transmisión  de  derecho, 
de  la  universalidad,  en  la  cual  el  comprador  viene  á colocarse  en 
lugar  del  heredero  exactamente  en  las  mismas  condiciones  en 
que  éste  se  encontraba;  por  lo  tanto,  no  puede  caber  duda  de 
que  si  el  vendedor  disfrutaba  del  beneficio  de  inventario,  de  él 
gozará  asimismo  el  comprador. 

III.  Venía  en  globo  de  la  totalidad  de  ciertos  derechos. — Entre 
los  artículos  que  estamos  comentando  y que  se  refieren  á la 
venta  de  la  herencia,  se  encuentra  colocado  el  art.  1532,  el  cual 
hace  relación  al  caso  de  la  transmisión  de  un  conjunto  de  co 
sas  que  forman  un  todo,  y dice  que  el  que  venda  alzadamente  ó 
en  globo  la  totalidad  de  ciertos  derechos,  rentas  ó productos, 
cumplirá  con  responder  de  la  legitimidad  del  todo  en  general; 
pero  no  estará  obligado  al  saneamiento  de  cada  una  de  las  par- 
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tes  de  que  se  componga,  salvo  el  caso  de  evicción  del  todo  ó de 
la  mayor  parte. 

Desde  el  momento  en  que  el  Código  fija,  como  requisito  dei 
acto  que  reglamenta,  el  que  la  venta  se  haga  alzadamente  ó en 
globo,  y que  ésta  tenga  por  objeto  una  totalidad  de  derechos,  ren- 
tas ó productos,  se  descubre  que  su  espíritu  es  aludir,  como  he- 
mos dicho,  á una  sola  cosa,  á un  solo  objeto  de  derecho,  y no  á 
una  reunión  de  distintos  objetos. 

No  se  trata  aquí  de  una  universalidad,  como  en  el  caso  de 
la  herencia.  Oigamos  á Sumner  Maine  (1)  sobre  el  concepto  de 
universalidad  y nos  convenceremos  de  ello. 

Universi/as  juris,  dice  el  ilustre  autor  hablando  de  la  historia 
de  los  testamentos,  es  una  colección  de  derechos  y obligaciones 
reunidos  por  el  hecho  de  haber  pertenecido  á un  tiempo  á la  mis- 
ma persona.  En  cierto  modo  era  el  despojo  legal  de  un  indivi- 
duo, no  un  grupo  de  ciertos  derechos  y cargas,  sino  la  reunión 
de  todos  los  pertenecientes  á la  misma  persona.  El  lazo  que  une 
determinado  número  de  derechos  (de  propiedad,  de  tránsito,  de 
legados,  de  hacer  cosas  determinadas)  y de  obligaciones  (in- 
demnizar perjuicios,  deudas),  lo  que  los  une  para  que  constitu- 
yan una  universilas  juris , es  el  hecho  de  haber  pertenecido  á una 
persona  que  podía  ejercerlos.  Sin  esto  no  hay  unión  de  derechos 
y cargas.  La  frase  universilas  juris  no  es  clásica,  pero  la  idea  es 
exclusivamente  romana.  Para  comprenderla  fácilmente  basta 
reunir  en  un  solo  concepto  todas  las  relaciones  legales  existen- 
tes entre  cada  individuo  y los  demás.  El  corijunto  de  ellas,  cua 
lesquiera  que  sean  sus  elementos  y carácter,  forma  la  universilas 
juris.  Concebida  así,  no  hay  peligro  de  engañarse,  recordando 
que  las  cargas  entran  lo  mismo  que  los  derechos  y que  pueden 
superar  á éstos.  Puede  deberse  más  de  lo  que  se  tiene,  y,  por 
tanto,  haber  insolvencia,  evaluado  el  conjunto  de  relaciones  le- 
gales, y,  sin  embargo,  no  por  eso  deja  éste  de  ser  una  universilas 
juris. 


(l)  El  Derecho  antiguo , cap.  6.® 
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Ahora  bien:  estos  rasgos  no  se  dan  en  la  totalidad  de  dere* 
chos,  rentas  6 productos,  de  que  habla  el  art.  1532;  refiérese 
éste  tan  sólo  á un  grupo  ó parte  de  los  derechos  que  correspon- 
den á una  persona,  los  cuales  por  el  enlace  que  entre  sí  tengan 
6 por  la  sola  voluntad  de  las  partes  que  respectivamente  los 
transmiten  y adquieren  en  un  solo  acto,  se  consideran  como  uu 
solo  objeto  de  derecho,  pero  no  como  una  universalidad. 

De  aquí  la  consecuencia  de  que  si  bien  el  vendedor  deba  res- 
ponder de  la  legitimidad  del  todo,  porque  ese  todo  es  el  objeto 
de  la  venta,  no  está  obligado,  por  regla  general,  al  saneamiento 
de  cada  una  de  las  partes. 

Decimos,  por  regla  general,  porque  el  vendedor  tendrá  que 
sanear,  según  dice  el  artículo,  en  el  caso  de  la  evicción  del  todo 
ó de  la  mayor  parte,  y así  debe  ser,  porque  si  el  comprador 
pierde  por  evicción  el  todo  ó la  mayor  parte  de  la  totalidad  ven 
dida,  se  ve  privado,  en  rigor,  del  objeto  del  contrato,  y del  objeto 
del  contrato  responde  siempre  todo  vendedor. 

Una  observación  en  cuanto  al  sentido  de  la  frase  «la  mayor 
parte»  que  contiene  el  art.  1532  Esta  frase  pudiera  prestarse  á 
dos  interpretaciones:  por  la  una,  se  entenderá  que  la  mayor 
parte  se  refiere  á los  distintos  derechos,  rentas  ó productos;  por 
la  otra,  que  3Ólo  alude  al  valor  económico  de  la  totalidad  y,  por 
lo  tanto,  al  supuesto  de  que  por  la  evicción  se  vea  privado  el 
comprador  de  la  mayor  parte  del  valor  que  represente  el  con- 
junto de  derechos  vendidos,  aunque  sólo  haya  perdido  uno  de 
ellos  y conserve  todos  los  demás.  Esta  última  interpretación  es 
la  que  nos  parece  más  racional  y más  conforme  con  el  sentido 
económico  de  la  materia  de  obligaciones  patrimoniales. 

Códigos  extranjeros . — Artículos  1695,  1697  y 1698  del  Código 
francés;  1545  del  italiano;  1909  y 1910  del  chileno,  diciendo 
el  1910  que,  cediéndose  una  cuota  hereditaria,  se  entenderá  ce- 
derse al  mismo  tiempo  las  cuotas  hereditarias  que  por  el  derecho 
de  acrecer  sobrevengan  á ella,  salvo  que  se  haya  estipulado  otra 
cosa.  Los  arts.  2371  y siguientes  del  Código  alemán,  contienen 
una  reglamentación  muy  completa  y perfecta  de  la  venta  de  la 
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herencia.  Art.  1502  del  Código  de  Venezuela;  1/58,  1759,  1760 
y 1761  del  de  los  Estados  de  Baja  California  y Puebla:  1728 
y 1729  del  uruguayo.  El  Código  austriaco  trata  de  la  venta  de 
la  herencia  entre  los  contratos  aleatorios  y se  ocupan  de  ella  los 
artículos  1278  y siguientes. 

Concuerdan  también  con  los  arts.  1462  al  1465  del  Proyecto 
del  Código  civil  español  de  1851. 


ARTÍCULO  1535 

Vendiéndose  un  crédito  litigioso,  el  deudor  tendrá 
derecho  á extinguirlo,  reembolsando  al  cesionario  el 
precio  que  pagó,  las  costas  que  se  le  hubiesen  ocasio- 
nado y los  intereses  del  precio  desde  el  día  en  que  éste 
fué  satisfecho. 

Se  tendrá  por  litigioso  un  crédito  desde  que  se  con- 
teste á la  demanda  relativa  al  mismo. 

El  deudor  podrá  usar  de  su  derecho  dentro  de  nueve 
días,  contados  desde  que  el  cesionario  le  reclame  el 
pago. 


ARTÍCULO  1536 

Se  exceptúan  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior 
la  cesión  ó ventas  hechas: 

1. c  A un  coheredero  ó condueño  del  derecho  ce- 
dido. 

2. °  A un  acreedor  en  pago  de  su  crédito. 

3. °  Ai  poseedor  de  una  finca  sujeta  al  derecho  li- 
tigioso que  se  ceda. 

A)  Venta  de  créditos  litigiosos:  derecho  del  deudor  para  retraerlos . 

Al  hablar  del  retracto  legal  hemos  aludido  en  distintas  oca 
siones  á los  artículos  1535  y 1536  como  comprensivos  de  un 
cierto  derecho  de  retracto,  que  por  ministerio  de  la  ley  existe, 
y que  no  se  menciona  en  la  sección  destinada  al  efecto.  Como 
tal  retracto  es  considerado  por  los  autores  el  derecho  concedido 
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al  deudor  en  los  artículos  que  ahora  comentamos,  pues  aunque 
ofrezca  la  especialidad  de  sus  fines  marcadamente  extintivos,  lo 
cual  no  ocurre  en  los  demás  retractos,  no  se  puede  calificar  de 
otra  manera  si  se  examinan  las  circunstancias  que  en  él  con- 
curren y su  transcendencia  eficazmente  resolutoria  de  la  cesión 
de  crédito  verificada. 

Este  beneficio  concedido  al  deudor,  merece  á Laurent  el  ca- 
lificativo de  verdadera  expropiación,  que  no  admite  de  buen 
grado  dicho  autor,  en  consideración  á que  dentro  del  estado 
constitucional  en  que  vivimos,  la  expropiación  no  puede  tener 
lugar  más  que  por  causa  do  utilidad  pública.  El  motivo  de  tal 
derecho  lo  apunta  Pothier  diciendo  que  reside  en  la  equidad  y 
que  el  bien  de  la  paz  exige  que  el  deudor,  extinguiendo  el  pleito 
á que  el  crédito  dió  lugar,  sea  preferido  al  odioso  comprador  de 
litigios.  Mas  estas  palabras  no  convencen  á Laurent,  para  quien 
el  comprador  es  un  mero  especulador  que  va  á correr  un  riesgo 
y á buscar  una  ganancia,  y al  que  no  se  puede  calificar  de  odioso 
sin  rendir  tributo  á un  prejuicio  que  no  se  tiene  en  cuenta  en 
los  demás  contratos  aleatorios  y al  que  el  genial  autor  llama 
prejuicio  de  caridad  cristiana. 

Mas,  dejando  á un  lado  esta  polémica,  aceptemos  los  precep 
tos  como  el  Código  los  ha  establecido  y tratemos  de  explicar  su 
pormenor.  En  cuanto  al  espíritu  que  los  inspira,  bueno  ó malo, 
no  es  otro,  á nuestro  juicio,  que  el  que  se  deriva  del  punto  de 
vista  adoptado  por  Pothier. 

Precedentes  ciertos  de  la  materia  encontramos  en  el  derecho 
romano.  Ya  en  el  edicto  del  pretor  de  alienatione  judicii  mutandi 
cansa  facía , se  dictaron  algunas  disposiciones  que  tendían  á de 
fender  á los  deudores,  y se  cita  también  un  edicto  de  Augusto 
que  reguló  la  cesión  de  la  cosa  litigiosa  á persona  que  tuviese 
noticia  de  tal  carácter.  Algunas  otras  disposiciones  se  sucedie- 
ron después,  pero  el  precedente  romano  más  inmediato  y más 
importante,  es  el  de  las  constituciones  de  Anastasio  y de  Justi- 
niano,  contenidas  en  las  leyes  22  y 23  del  tít.  35,  libro  4.°  del 
Código.  El  emperador  Anastasio  expone  los  motivos  de  la  ley, 
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diciendo  en  sustancia  que,  habiendo  muchos  acudido  á él  para 
que  remediase  la  insana  avidez  de  bienes  ajenos  que  inspiraba 
la  compra  de  acciones  especulando  sobre  la  incertidumbre  de 
algunos  actores,  scbre  la  deficiencia  de  sus  medios  y quizá  tam- 
bién sobre  la  poca  fe  que  tenían  en  su  derecho,  para  suprimir 
el  principal  incentivo  de  ese  vergonzoso  tráfico,  estableció  que 
los  llamados  redemptores  litium  pudiesen  ejercitar  las  acciones 
que  les  habían  sido  cedidas,  pero  sólo  por  el  tanto  del  precio  que 
por  ellas  hubiesen  pagado  y por  sus  intereses.  La  diferencia  en- 
tre el  importe  del  crédito  y el  precio  por  él  pagado  quedaba  en 
provecho  del  deudor. 

La  equidad,  constante  modificadora  del  derecho  romano,  in- 
trodujo algunas  alteraciones  á este  principio  concediendo  plena 
eficacia  á las  cesiones  que  tenían  lugar  entre  coherederos,  á la 
que  se  hacía  al  poseedor  de  la  cosa  sujeta  al  derecho  litigioso,  á 
un  acreedor  en  pago  de  su  crédito,  á la  hecha  por  un  heredero 
ó legatario  á un  fi  leicomisario  en  cumplimiento  de  una  disposi 
ción  de  última  voluntad  y en  general,  á todas  las  cesiones  á tí- 
tulo gratuito.  Pero  pronto  esta  última  excepción  se  falseó  en  la 
práctica  y hubo  necesidad  de  nuevos  preceptos  por  parte  de 
Justiniano,  que  no  extractamos  en  gracia  á la  brevedad  y que 
pueden  verse  en  la  citada  ley  23. 

La  Constitución  anastasia  fue  objeto  de  muy  intrincadas  dis- 
putas y de  muy  sutiles  distinciones,  pero  basta  con  lo  dicho  para 
tener  por  sentado  el  precedente. 

B ) Requisitos  que  han  de  concurrir  para  que  se  dé  el  retrae 
lo. — Vendiéndose  un  crédito  litigioso,  dice  el  primer  párrafo  del 
artículo  1535,  el  deudor  tendrá  derecho  á extinguirlo,  reembol 
sando  al  cesionario  el  precio  que  pagó,  las  costas  que  se  le  hu 
biesen  ooasionado  y los  intereses  del  precio  desde  el  día  en  que 
éste  fué  satisfecho.  Veamos  las  circunstancias  que  han  de  con 
currir,  según  el  precepto,  para  que  tenga  lugar  el  retracto  de 
que  venimos  hablando. 

En  primer  lugar  debemos  descartar  la  cuestión  suscitada  en 
derecho  francés,  sobre  si  el  artículo  se  aplica  solamente  ¿ la 
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venta  de  créditos  ó si  se  puede  entender  comprendido  en  él  el 
caso  de  la  venta  de  bienes  inmuebles  litigiosos,  pues  aunque 
Laurent  baile  el  mismo  motivo  legal  para  el  uno  que  para  el 
otro  supuesto,  y aunque  Goyena,  refiriéndose  al  Proyecto 
de  1851,  haya  entendido  que  debió  decirse  «crédito,  acción  ú 
otro  cualquiera  derecho  litigioso»,  en  vez  de  «crédito»  á secas, 
es  lo  cierto  que  los  autores  de  nuestro  Código,  quienes  sin  duda 
tuvieron  en  cuenta  las  observaciones  de  Goyena,  optaron,  sin 
embargo,  por  seguir  empleando  la  palabra  crédito,  la  cual  sólo 
tiene  un  sentido  que  no  puede  ampliarse  por  interpretación  basta 
hacerlo  comprensivo  de  los  inmuebles  en  litigio.  Pero  si  bien 
esto  es  cierto,  también  lo  es  que  la  palabra  crédito  no  debe  to 
marse  en  un  sentido  limitado.  El  capítulo  de  que  nos  ocupamos 
trata  de  la  transmisón  de  créditos  y demás  derechos  incorpora 
les,  y debe  suponerse  que  á las  mismas  transmisiones  se  refiere 
el  art.  1535,  con  tanta  mayor  razón  cuanto  que  el  núm.  3.°  del 
artículo  153ft,  ya  no  emplea  la  palabra  crédito,  sino  la  de  dere- 
cho litigioso. 

Lo  primero  que  tiene  que  existir  para  que  el  retracto  pueda 
tener  lugar  es  una  venta.  El  concepto  de  venta  debe  entenderse 
aquí  en  sentido  limitativo  y restrictivo:  ni  en  la  permuta,  ni  en 
la  donación,  aunque  ésta  sea  de  las  que  imponen  una  carga  al 
donatario,  se  dará  el  retracto  del  crédito  litigioso,  y esto  no  sólo 
porque  las  circunstancias  de  hecho  dificultan  más  ó menos  la 
aplicación  del  precepto,  sino  porque  tratándose  de  un  beneficio 
concedido  al  deudor,  no  hay  que  olvidar  que  los  beneficios  que 
ia  ley  otorga  no  se  pueden  ampliar  á otros  casos  que  no  hayan 
sido  previstos  expresamente  por  la  ley. 

En  segundo  lugar,  debe  existir  un  litigio  ó pleito  pendiente 
en  el  momento  de  la  cesión:  con  la  palabra  'pendiente  queremos 
indicar  que  es  menester  que  el  pleito  se  haya  comenzado  con  an- 
terioridad á la  venta  del  crédito,  de  suerte  que  si  es  el  cesiona- 
rio el  que  lo  emprende  ó comienza,  ni  tendrá  el  crédito  el  carác- 
ter de  litigioso  á los  efectos  á que  aquí  nos  reíerimos,  ni  por 
consiguiente  se  dará  el  retracto.  De  igual  modo,  si  cuando  la 
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venta  tiene  lugar,  el  litigio  está  ya  terminado  por  sentencia  fir- 
me, tampoco  corresponderá  al  crédito  la  denominación  de  liti- 
gioso por  más  que  lo  baya  sido  antes.  Este  carácter  lia  de  con- 
currir en  el  momento  del  contrato. 

Pero,  ¿cuándo  se  llama  litigioso  un  crédito?  A esta  pregunta 
responde  el  párrafo  segundo  del  art.  1535,  diciendo  que  se  ten- 
drá por  tal  desde  que  se  conteste  la  demanda  relativa  al  mis- 
mo. La  frase  «que  se  conteste  la  demanda»,  la  entendemos  desde 
luego  en  sentido  técnico  procesal.  Así,  por  lo  tanto,  no  conside- 
ramos que  la  demanda  se  contesta  con  las  manifestaciones  que 
pueda  hacer  el  demandado  en  el  acto  de  conciliación,  sino  que 
únicamente  tendremos  por  cumplido  ese  requisito  cuando  se 
haya  llenado  el  trámite  procesal  que  con  el  nombre  de  contesta- 
ción á la  demanda  se  conoce.  La  ley  de  Enjuiciamento  civil 
dará,  pues,  la  norma  en  este  punto  y á ella  habrá  que  acudir 
para  ver  en  cada  clase  de  juicio  cuándo,  cómo  y de  qué  manera 
se  estima  que  la  demanda  ha  sido  contestada.  No  podía  el  Có- 
digo haber  seguido  otro  criterio  porque,  para  calificar  un  cré- 
dito de  litigio,  es  menester  que  haya  litigio  sobre  él,  es  decir, 
contestación  entre  partes,  y el  litigio  no  se  tiene  por  formado 
con  la  mera  demanda,  sino  que  es  preciso  que  exista  la  contes- 
tación, pues  antes  de  ella  se  ignora  si  el  demandado  se  allanará 
ó no  á las  pretensiones  del  demandante. 

Partimos,  pues,  del  supuesto  de  que  la  demanda  ha  sido 
contestada;  pero,  ¿toda  contestación  del  deudor  da  al  crédito  el 
carácter  de  litigioso  á los  efectos  de  que  tratamos?  En  algunos 
Códigos  extranjeros,  entre  ellos  el  francés,  esta  cuestión  tiene 
importancia.  Al  exigir  el  art.  1700  de  dicho  Código  que  es  me- 
nester para  que  la  cosa  sea  litigiosa  que  haya  contestación  sobre 
el  fondo  del  derecho,  claramente  da  á entender  que  hay  ciertas 
contestaciones  que  no  confieren  el  carácter  de  litigioso  de  que 
venimos  hablando.  Fundándose  en  estas  consideraciones  los  au- 
tores, distinguen  aquellas  contestaciones  que  niegan  la  existen- 
cia del  crédito  de  aquellas  otras  que  sólo  contienen  excepciones 
dilatorias  que  no  afectan  ¿ la  legitimidad  y exigibilidad  del  mis- 
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mo,  como,  por  ejemplo,  la  excepción  de  incompetencia.  Las  pri- 
meras, dicen,  como  relativas  al  fondo  del  asunto,  dan  al  crédito 
el  carácter  de  litigioso,  no  así  las  segundas,  pues  el  deudor  que 
sólo  alega  que  el  Juez  ante  quien  se  le  demanda  no  es  el  que 
debe  conocer  de  la  cuestión,  ni  afirma  ni  niega  la  existencia  del 
crédito. 

Pero  nuestro  Código  no  está  redactado  como  el  francés;  no 
dice  que  la  contestación  ha  de  versar  sobre  el  fondo.  Se  tendrá 
por  litigioso  un  crédito — afirma — desde  que  se  conteste  á la  de 
manda  relativa  al  mismo.  La  ley  no  distingue  de  contestaciones 
ni  parece  tampoco  que  su  propósito  haya  sido  el  que  la  inter- 
pretación distinga;  antes,  por  el  contrario,  si  uno  de  los  fines 
del  precepto  es  poner  término  á litigios  pendientes,  ese  fin  lo 
mismo  se  satisface  dando  lugar  al  retracto  cuando  la  contesta- 
ción verse  sobre  el  fondo,  que  cuando  se  trate  de  una  mera  ex- 
cepción dilatoria. 

C ) En  que  consiste  este  derecho  de  retracto.  — Tenemos,  pues, 
que  vendiéndose  un  crédito,  siendo  este  crédito  litigioso  de  tal 
manera  que  el  litigio  esté  pendiente  al  verificarse  la  cesión  y 
que  en  él  se  haya  contestado  la  demanda,  sea  el  que  fuere  el 
contenido  de  tal  contestación,  el  deudor  tendrá  derecho  al  re- 
tracto. 

Veamos  ahora  en  qué  consiste  ese  retracto. 

Ya  hemos  dicho  que  sus  fines  son  esencialmente  extintivos. 
El  párrafo  primero  del  art.  1535  lo  afirma  así  al  declarar  que  el 
deudor  tendrá  derecho  á extinguir  el  crédito,  reembolsando  al 
cesionario  el  precio  que  pagó,  las  costas  que  se  le  hubiesen  oca 
sionado  y los  intereses  del  precio  desde  el  día  en  que  éste  fué 
satisfecho. 

Tres  extremos  comprende  lo  que  el  deudor  tiene  que  cum- 
plir. Primero,  el  pago  del  precio,  que  es  el  satisfecho  al  ceden- 
te,  no  el  valor  nominal  del  crédito;  derivación  evidente  de  la 
constitución  anastasia,  estudiada  en  los  precedentes  romanos. 
Segundo,  el  pago  de  las  costas  que  se  le  hubiesen  ocasionado, 

que  serán  las  motivadas  desde  que  el  cesionario  comenzó  á ins- 
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tar  judicialmente  el  cobro,  pero  no  las  causadas  por  el  cedente, 
si  el  cedente  tuvo  en  cuenta  estas  costas  para  fijar  el  precio,  y 
el  cesionario  las  satisfizo  al  cedente,  es  claro  que  el  deudor  ten 
drá  que  pagarlas,  pero  no  en  concepto  de  tales  costas  origina- 
das á instancia  del  cedente,  sino  como  formando  parte  del  pre- 
cio de  la  transmisión  del  crédito,  el  cual  debe  abonar  íntegro. 
Tercero,  el  pago  de  los  intereses  del  precio  desde  ol  día  en  que 
éste  íné  satisfecho:  si  así.  no  fuera,  resultaría  que  el  cesionario 
habría  tenido  invertido  su  capital  durante  un  período  de  tiempo, 
grande  ó pequeño,  sin  que  le  produjese  nada,  y de  esta  manera 
se  trata  de  evitarle  ese  perjuicio,  concediéndole  los  intereses. 
¿Qué  tanto  por  ciento  de  interés  deberá  pagar  el  deudor?  ¿El 
estipulado  en  el  título  del  crédito,  si  éste  lo  devenga,  ó el  legal? 
Estimamos  que  el  que  resulte  del  título,  y sólo  en  el  caso  de  que 
ei  crédito  no  lo  devengase,  el  interés  legal. 

D)  Plazo  para  el  retracto. — Todos  los  derechos  de  la  índole  del 
que  estudiamos  tienen  un  plazo  marcado  por  la  ley  para  su  ejer 
cicio,  plazo  naturalmente  breve.  El  párrafo  tercero  del  art.  1535 
lo  fija  diciendo  que  el  deudor  podrá  usar  de  su  derecho  dentro  de 
nueve  días,  contados  desde  que  el  cesionario  le  reclame  el  pago. 
El  plazo  de  nueve  días  es  el  ordinario  en  materia  de  retractos. 
En  cuanto  al  punto  de  partida  para  contarlo,  el  Código  habla  sólo 
de  la  reclamación  del  cesionario  sin  especificar  si  ésta  ha  de  ser 
judicial  ó extrajudicial,  de  donde  deducimos  que  sea  cual  fuere 
la  forma  en  que  el  cesionario  reclame  el  pago  del  crédito,  á par 
tir  del  momento  en  que  tal  haga  se  ha  de  contar  el  plazo.  Si  la 
reclamación  es  extrajudicial,  será  este  un  hecho  que  será  me- 
nester demostrar  y estará  sujeto  á la  doctrina  general  de  la 
prueba.  Si  la  reclamación  fuese  judicial,  las  condiciones  de  au- 
tenticidad que  revisten  estas  actuaciones  quitarán  motivo  á toda 
disputa.  Por  reclamación  judicial  entendemos  el  mero  hecho  de 
personarse  el  cesionario  en  el  litigio  pendiente,  solicitando  que 
se  le  tenga  por  parte  legítima  con  tal  carácter  para  continuar  el 
pleito  comenzado. 

P)  Excepciones. — El  art.  1536  consigna  tres  excepciones  á lo 
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dispuesto  en  el  art.  1535,  6 lo  que  es  lo  mismo,  señala  tres  casos 
en  los  cuales  aunque  se  cumplan  todos  los  requisitos  que  hemos 
explicado,  no  se  da  el  retracto  del  crédito  litigioso  vendido. 

Si  recordamos  lo  que  hemos  expuesto  al  hablar  de  los  moti- 
vos de  la  ley,  deduciremos  la  consecuencia  de  que  allí  donde  por 
las  circunstancias  que  rodeen  al  acto  de  la  venta  no  sean  de  te- 
mer los  peligros  y los  abusos  á que  hemos  aludido,  desaparecerá 
la  razón  del  beneficio  concedido  al  deudor.  Sirva  esta  conside- 
ración de  motivo  general  de  los  tres  casos  de  excepción,  cuyo 
fundamento  particular  veremos  en  seguida. 

Se  exceptúan  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior,  dice  el 
1536,  la  ce¿ión  ó venta  hechas:  l.°,  á un  coheredero  ó condueño 
del  derecho  cedido;  2.°,  á un  acreedor  en  pago  de  su  crédito;  3.°, 
al  poseedor  de  una  finca  sujeta  al  derecho  litigioso  que  se  ceda. 

Primer  caso.  A un  coheredero  ó condueño  del  derecho  cedi- 
do. El  fundamento  de  esta  excepción  está,  de  una  parte,  en  que 
en  este  caso  hay  una  ostensible  causa  lícita  de  la  cesión,  que  es 
el  deseo  de  salir  del  estado  de  indivisión,  y de  otra,  en  que  si 
se  otorgase  el  derecho  de  retracto  al  deudor,  no  se  conseguiría 
el  fin  de  evitar  litigios,  puesto  que  el  condueño  ó coheredero 
siempre  podría  demandarle  por  la  participación  que  en  el  crédito 
le  corresponda. 

Segundo  caso. — A un  acreedor  en  pago  de  suj  crédito.  Hay 
aquí  también  otra  ostensible  causa  licita  del  contrato,  sin  tener 
que  acudir  á la  hipótesis  de  considerar  al  cesionario  como  un 
comprador  de  litigios  y como  un  odioso  explotador.  Se  trata  de 
una  dación  en  pago,  cuyos  motivos  no  se  muestran  como  sos- 
pechosos. 

Tercer  caso.  Al  poseedor  de  una  finca  sujeta  al  derecho  liti- 
gioso que  se  csda.  El  ejemplo  que  generalmente  se  encuentra 
en  los  autores  de  este  caso,  es  el  de  que  el  comprador  de  una 
finca  sujeta  á una  hipoteca  adquiera  el  crédito  hipotecario:  tam- 
bién se  refiere,  á nuestro  juicio,  el  precepto  al  supuesto  de  que 
el  comprador  de  una  finca  embargada  sea  cesionario  del  crédito 
que  motivó  el  embargo.  El  fundamento  de  la  excepción  etiá  en 
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que  se  supone  que  el  cesionario  obra  movido  por  el  deseo  de  con- 
servar su  finca,  y no  por  el  afán  de  especular  a costa  del  deudor. 

Claro  que  en  los  tres  casos  de  excepción,  el  crédito  ó dere- 
cho cedido  ha  de  merecer  el  concepto  de  litigioso.  En  el  último, 
el  deudor  ha  de  figurar  en  el  litigio  entablado,  aun  cuando  tam- 
bién esté  demandado  el  poseedor  de  la  finca. 

Códigos  extranjeros.—  Artículos  1699,  1700  y 1701  del  Código 
francés;  1546,  1547  y 1548  del  italiano;  786,  787  y 788  del  por- 
tugués; 1911,  1912,  1913  y 1914  del  chileno;  1446,  1454  y 1455 
dei  argentino;  1725  y 1726  del  uruguayo,  y 1739,  1740,  1741  y 
1742  del  de  los  Estados  de  Baja  California  y Puebla. 

Concuerdan  también  con  los  artículos  1466  y 1467  del  Pro- 
yecto español  de  1851. 

CAPITULO  VIII 
Disposición  general . 


ARTÍCULO  1537 

Todo  lo  dispuesto  en  este  título  se  entiende  con  su- 
jeción á lo  que  respecto  de  bienes  inmuebles  se  deter- 
mina en  la  ley  Hipotecaria. 

Aplicación  de  la  ley  Hipotecaria. — Para  los  bienes  inmuebles  y 
derechos  reales  que  á los  inmuebles  afecten,  el  Estado  tiene 
instituido  un  registro  público,  que  es  el  Registro  de  la  propie- 
dad. Una  ley  especial,  que  es  la  ley  Hipotecaria,  cuya  vigencia 
el  Código  respetó,  regula  la  inscripción  do  esos  bienes  y dere- 
chos y sus  efectos  en  los  distintos  casos  en  que  la  inscripción 
procede.  Los  artículos  que  hemos  venido  examinando  en  este 
titulo,  se  refieren  á la  venta  de  muebles  y de  inmuebles.  La  re.- 
ferencia  que  ahora  hace  el  Código  en  el  art.  1537,  era,  pues,  ab 
solutamente  necesaria. 
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Como  comentario  al  precepto,  nos  limitaremos  ¿ reproducir 
las  siguientes  palabras  de  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo 
de  11  de  Junio  de  1902  que  ya  en  otro  lugar  hemos  citado,  ¿ 
saber,  que  en  tanto  las  disposiciones  generales  contenidas  en 
el  tit.  4.°,  libro  4.°  del  Código,  han  de  entenderse  subordinadas 
á lo  que  respecto  á bienes  inmuebles  determina  la  ley  Hipote- 
caria en  cuanto  constituyan  un  régimen  de  excepción  aplicable 
á la  cuestión  controvertida. 

En  consideración  á este  artículo,  y á lo  dispuesto  en  los  36 
y 38  de  la  ley  Hipotecaria,  declara  la  sentencia  de  3 de  Enero 
de  1901,  que,  inscrita  una  segunda  venta,  no  procede  el  re- 
tracto, si  no  consta  en  el  Eegistro  la  causa  de  la  resolución. 


TÍTULO  Y 

DE  LA  PERMUTA 


ARTÍCULO  1538 

La  permuta  es  un  contrato  por  el  cual  cada  uno  de 
los  contratantes  se  obliga  á dar  una  cosa  para  reci- 
bir otra. 


ARTÍCULO  1539 

Si  uno  de  los  contratantes  hubiese  recibido  la  cosa 
que  se  le  pr(  metió  en  peimuta,  y acreditase  que  no 
era  propia  del  que  la  dió,  no  podrá  ser  obligado  á en- 
tregar la  que  él  ofreció  en  cambio,  y cumplirá  con  de- 
volver la  que  recibió. 

artículo  1540 

El  que  pierda  por  evicción  la  cosa  recibida  en  per- 
muta, podrá  optar  entre  recuperar  la  que  dió  en  cam- 
bio, ó reclamar  la  indemnización  de  daños  y perjui- 
cios; pero  sólo  podrá  usar  del  derecho  á recuperar  la 
cosa  que  él  entregó  mientras  ésta  subsista  en  poder 
del  otro  permutante,  y sin  perjuicio  de  los  derechos 
adquiridos  entretanto  sobre  ella  con  buena  fe  por  un 
tercero. 
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ARTÍCULO  1541 

En  todo  lo  que  no  se  halle  especialmente  determi- 
nado en  este  título,  la  permuta  se  regirá  por  las  dis- 
posiciones concernientes  á la  venta. 

A ) Concepto  y precedentes  del  contrato  de  permuta. — De  las  dis- 
tintas formas  que  el  hecho  del  cambio  puede  revestir,  cambio  de 
cosa  por  dinero,  cambio  de  cosa  por  cosa  y cambio  de  dinero  por 
dinero,  hemos  estudiado  la  primera,  y nos  corresponde  estudiar 
ahora  la  segunda,  que  es  el  supuesto  del  contrato  de  permuta. 

Su  origen,  como  hemos  dicho  en  otro  lugar,  es  anterior  á la 
invención  del  numerario,  y su  importancia  fue  decreciendo  á 
medida  que  el  uso  de  éste  se  fué  generalizando  en  las  transac- 
ciones. 

Reglamentada  en  el  derecho  romano,  se  ocuparon  de  ella  la 
ley  5.a,  párrafo  l.°,  tít,  5.°,  del  libro  19  del  Digesto,  y el  pá- 
rrafo 2.°,  tít.  4.°  del  libro  3.°  de  las  Instituciones.  Era  uno  de 
ios  cuatro  contratos  innominados  do  ut  des,  do  ut  facías , fació  ut 
des  y fació  ut  facías : la  permuta  venía  á constituir  el  do  des, 
y como  tal  contrato  innominado  participaba  de  la  naturaleza  real 
de  todos  ellos,  de  suerte  que  se  perfeccionaba  por  la  entrega  de 
la  cosa.  El  convenio  de  dos  individuos  acerca  de  la  permuta  de 
sus  respectivos  bienes,  si  no  iba  inmediatamente  seguido  de  la 
entrega,  no  se  consideraba  como  tal  permuta,  ni  del  convenio 
se  derivaban  las  obligaciones  propias  y características  de  este 
contrato.  Podrían  surgir  ciertas  relaciones  obligatorias  entre 
las  partes;  pero,  repetimos,  la  situación  especial  á que  se  lla- 
maba permuta  no  se  tenía  por  eficaz  y legalmente  creada  mien- 
tras la  entrega  no  mediase. 

Las  Partidas  que  regulan  la  permuta  bajo  el  nombre  de  cam- 
bio, y que  la  definen  diciendo  que  es  dar  e otorgar  vna  cosa  seña- 
lada por  otra,  consagraron  á este  contrato  casi  todo  el  tít.  6.°  de 
la  Partida  5.a 
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El  Código  dedica  el  art.  1538  á fijar  el  concepto  legal,  afir- 
mando que  la  permuta  es  un  contrato  por  el  cual  cada  uno  de 
los  contratantes  se  obliga  á dar  una  cosa  para  recibir  otra. 

De  I03  términos  de  esta  definición  se  deduce  que  nuestro  Có 
digo,  siguiendo  la  tendencia  de  los  Códigos  modernos  y apartán- 
dose de  la  tradición  romana,  considera  la  permuta  como  un  con- 
trato consensual,  de  los  que,  por  lo  tanto,  se  perfeccionan  por 
el  mero  consentimiento,  sin  que  haya  necesidad  de  la  entrega 
de  la  cosa  para  que  nazcan  las  obligaciones  que  le  son  propias 
y características.  Infiérese  así  de  las  palabras  se  obliga  del  ar- 
tículo 1538,  completamente  analogas  á las  empleadas  en  el  ar- 
tículo 1445,  que  define  la  compra  y venta,  á las  de  los  arts.  1543 
y 1544,  que  definen  el  arrendamiento,  y á tantas  otras  usadas 
por  el  Código,  para  definir  contratos  evidentemente  consensúa- 
les y que  contienen  un  pensamiento  de  todo  en  todo  distinto  del 
que  expresan  los  modos  de  decir  de  que  el  Código  se  vale  para 
definir  contratos  de  naturaleza  real,  como  el  préstamo,  el  depó- 
sito y la  prenda. 

Consecuencia  de  esta  alteración  de  doctrina  es  otra  que 
guarda  con  ella  íntima  relación:  cuando  la  permuta  era  conside 
rada  como  un  contrato  real,  nacía  de  él  tan  sólo  una  obligación 
de  naturaleza  unilateral  que  daba  este  carácter  al  contrato;  la 
obligación  de  entregar  la  cosa  por  parte  del  contratante  que 
no  la  hubiese  cumplido;  hoy  que  es  consensual,  la  obligación  de 
entregar  se  refiere  por  igual  á las  dos  partes,  y teniendo  los  ca- 
racteres de  reciprocidad  que  son  propios  de  las  obligaciones  bi- 
laterales, confiere  al  contrato  el  carácter  de  bilateral  también. 

B)  Relaciones  con  la  compra  y venta. — La  compra  y venta  y la 
permuta,  ya  lo  hemos  dicho,  son  manifestaciones  de  un  mismo 
hecho  fundamental,  que  es  el  cambio.  La  diferencia  entre  uno  y 
otro  contrato  está  en  que  en  el  primero  interviene  un  elemento 
que  en  el  seguudo  no  se  da:  este  elemento  es  el  precio,  de  cuyo 
concepto  y requisitos  ya  hemos  hablado.  No  existiendo  más  que 
esta  diferencia  entre  la  compra  y venta  y la  permuta,  dedúcese 
que  en  el  fondo  y contenido  de  ambos  contratos  tiene  que  haber 
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forzosamente  mucho  de  común,  puesto  que  los  dos  son  formas 
del  cambio  y los  dos  son  de  los  llamados  traslativos  de  dominio. 

i 

La  razón  diferencial  estriba  en  el  precio,  en  la  intervención  del 
dinero  ó signo  que  lo  represente. 

Puede  también  en  la  permuta  mediar  el  dinero  cuando  se  da 
á título  de  vueltas;  pero  dado  en  este  concepto,  no  altera  la  na- 
turaleza del  contrato.  En  cuanto  al  criterio  que  deba  seguirse 
para  distinguir  la  compra  y venta  de  la  permuta  en  el  supuesto 
de  que  á cambio  de  una  cosa  se  dé  otra  cosa  y cierta  cantidad 
de  dinero,  véase  lo  que  hemos  dicho  en  el  comentario  al  ar  - 
tículo  1446,  al  cual  nos  remitimos. 

Admitidos  los  evidentes  motivos  de  semejanza  entre  la  per 
muta  y la  compra,  se  comprende  la  razón  del  art.  1541  al  decir 
que  en  todo  lo  que  no  se  halle  especialmente  determinado  en  el 
título  que  á la  permuta  el  Código  dedica,  la  permuta  se  regirá 
por  las  disposiciones  concernientes  á la  venta. 

Este  artículo,  de  tan  transparente  claridad,  no  puede  pasar, 
sin  embargo,  sin  una  observación. 

Cierto  que  la  permuta  se  regirá  en  todo  lo  que  no  esté  espe- 
cialmente determinado  por  las  disposiciones  de  la  compra  y 
venta,  pero  con  una  salvedad.  Los  artículos  de  la  venta  serán 
aplicables  á la  permuta,  no  solamente  en  cuanto  falte  una  de  • 
terminación  especial  de  Código,  sino  además  en  cuanto  lo  con* 
sientan  los  motivos  de  semejanza  de  ambos  contratos.  De  modo 
que  no  bastará  el  que  en  el  título  de  la  permuta  no  se  halle  ar- 
tículo aplicable  para  acudir  en  busca  de  la  solución  al  título  de 
la  compra  y venta,  sino  que  será  menester  consultar  además 
previamente  si  en  la  materia  en  que  el  Código  ha  omitido  el  pre 
cepto  se  dan  las  razones  de  semejanza  ó analogía  entre  ambos 
contratos,  ó si,  por  el  contrario,  dicha  materia  pertenece  á aque- 
llos aspectos  en  que  los  actos  jurídicos  compra  y venta  y per 
muta  difieren.  Y ya  hemos  dicho  que  si  bien  existen  muchos 
puntos  de  contacto,  hay,  sin  embargo,  una  razón  diferencial  que 
es  el  precio  de  la  compra. 

Consecuencias  de  este  criterio  son,  entre  otras  muchas  que 
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podrían  deducirse  de  las  distintas  situaciones  de  ios  contratan- 
tes, las  siguientes: 

Siendo  ambos  contratos  traslativos  de  dominio,  serán  apli- 
cables á la  permuta  todos  los  preceptos  que  referentes  á la  ca- 
pacidad contienen  los  arts.  1457  al  1459,  ambos  inclusive. 

De  igual  modo,  viniendo  á representar  cada  cosa  que  se  da 
en  permuta  el  precio  de  la  otra,  será  aplicable  el  criterio  del  ar- 
tículo 1449  que  dice  que  el  señalamiento  del  precio  no  podrá 
nunca  dejarse  al  arbitrio  de  uno  de  los  contratantes,  aunque 
adaptándolo  al  caso  de  la  permuta,  y entendiéndose,  por  lo  tanto, 
que  la  determinación  de  ninguna  de  las  dos  cosas  que  se  den  en 
permuta,  no  podrá  nunca  dejarse  á la  voluntad  de  una  sola  de 
las  partes. 

Por  ser  la  permuta  oon trato  consensual,  según  hemos  dicho, 
quedará  sometido  al  imperio  del  art.  1450  que  establece  la  per- 
fección de  la  compra  y venta  por  el  mero  consentimiento,  aunque 
no  haya  mediado  entrega.  La  promesa  de  permuta  tendrá  el  mis- 
mo valor  que  á la  promesa  de  venta  concede  el  art.  1451.  La 
entrega  de  la  cosa  se  regirá  por  las  disposiciones  de  los  artícu- 
los 1462  y siguientes. 

En  cambio,  no  hay  términos  hábiles  para  que  se  aplique  á la 
permuta  el  art.  1455,  que  dice  que  los  gastos  del  otorgamiento 
de  escritura  serán  de  cuenta  del  vendedor  y los  de  la  primera 
copia  y los  demás  posteriores  á la  venta  serán  de  cuenta  del 
comprador,  salvo  pacto  en  contrario,  pues  teniendo  ambas  par- 
tes el  recíproco  carácter  de  comprador  y de  vendedor,  lo  justo 
será  que  por  mitad  paguen  todos  los  gastos. 

De  igual  manera,  todos  aquellos  preceptos  en  los  cuales  en- 
tra como  supuesto  legal  la  existencia  del  precio,  carecen  de  apli- 
cación en  la  permuta;  á esta  categoría  pertenecen  los  contenidos 
en  los  arts.  1469,  1470  y 1471,  pues  los  aumentos  y disminucio- 
nes de  precio  á que  aluden,  son  en  la  permuta  imposibles. 

Imposible  será  también  el  ejercicio  del  retracto  legal  con  mo- 
tivo de  una  permuta,  pues  proponiéndose  los  permutantes  ad- 
quirir  precisamente  la  finca  que  del  otro  contratante  reciben,  la 
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subrogación  del  tercero,  subrogación  que  es  nervio  y sustan- 
cia del  retracto  legal,  no  puede  tener  lugar.  No  hay  inconve- 
niente en  que  se  pacte  la  permuta  con  retracto  convencional,, 
aunque  dados  los  motivos  que  generalmente  dan  origen  á las. 
permutas  y á los  pactos  de  retro,  el  caso  será  rarísimo. 

Por  último,  dentro  de  la  clasificación  de  la  permuta  en  sim- 
ple y estimatoria,  en  esta  última  cabía  el  recurso  de  rescisión 
por  causa  de  lesión  cuando  nuestro  derecho  lo  admitía;  hoy  sa- 
bemos que  después  del  Código  ese  recurso  no  se  da. 

C ) Permuta  de  cosa  ajena. — Como  la  permuta  es  un  contrato 
traslativo  do  dominio , es  visto  que  quien  no  sea  dueño  no 
puede  legalmente  transferir  una  cosa  en  permuta.  Sin  em- 
bargo, el  caso  es  de  hecho  posible,  y de  tal  supuesto  se  ocupa 
el  art.  1539. 

Recuérdese  previamente  que  el  art.  1502,  referente  á la 
compra  y venta,  aludiendo  á análogo  supuesto,  estableció  que 
si  el  comprador  fuese  perturbado  en  la  posesión  ó dominio  de 
la  cosa  adquirida,  ó tuviese  fundado  temor  de  serlo  por  una  ac- 
ción reivindicatoría  ó hipotecaria,  podrá  suspender  el  pago  del 
precio  hasta  que  el  vendedor  haya  hecho  cesar  la  perturbación 
ó el  peligro,  á no  ser  que  afiance  la  devolución  del  precio  en  su 
caso,  ó se  haya  estipulado  que,  no  obstante  cualquiera  contin- 
gencia de  aquella  clase,  el  comprador  estará  obligado  á verificar 
el  pago;  recuérdese  asimismo  que  el  siguiente  art.  1503,  tam- 
bién de  la  compra  y venta,  dijo  que  si  el  vendedor  tuviese  fun- 
dado motivo  para  temer  la  pérdida  de  la  cosa  inmueble  vendida 
y el  precio,  podrá  promover  inmediatamente  la  resolución  de 
la  venta. 

Pues  bien,  el  art.  1539,  fijándose  en  el  caso  de  que  uno  de 
los  permutantes  hubiese  recibido  la  cosa  que  se  le  prometió  en 
permuta  y acreditase  que  no  era  propia  del  que  la  dió,  regla- 
menta supuesto  análogo  al  de  los  dos  artículos  citados  de  la  com- 
pra y venta,  ya  que  en  cada  una  de  las  partes  que  intervienen 
en  la  permuta,  se  da,  en  rigor,  el  doble  carácter  de  comprador 
y vendedor.  De  un  lado  guarda  analogía  el  caso  con  el  del  ar- 
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tículo  1502,  porque  el  permutante  que  puede  acreditar  que  la 
cosa  recibida  no  era  propia  del  que  la  dió,  sin  duda  tiene  el  fun- 
dado temor  de  ser  perturbado  por  una  acción  reivindicatoría;  y 
de  otro,  también  es  semejante  al  del  art.  1 o03,  porque  si  en 
esas  circunstancias  entregase,  no  obstante,  lo  que  a el  corres- 
ponde dar,  no  dejaría  de  tener  asimismo  fundado  motivo  para  te- 
mer la  pérdida  de  ambas  cosas,  la  que  diera  y la  que  recibió. 

Consecuencia  de  esta  semejanza  en  el  supuesto  de  hecho  te- 
nido en  cuenta  por  el  Código,  es  la  semejanza  en  la  solución.  Si 
el  comprador  puede  suspender  el  pago  del  precio  y si  el  vende 
dor  puede  promover  inmediatamente  la  resolución  de  la  venta, 
según  los  artículos  1502  y 1503,  el  permutante  que  se  encuen- 
tre en  el  caso  dicho  puede  hacer  algo  que  participa  de  las  dos 
soluciones.  Lo  dice  el  art.  1539:  el  permutante  que  acreditase 
no  ser  la  cosa  que  recibió  en  permuta  propia  del  que  la  dió,  no 
podrá  ser  obligado  á entregar  la  que  él  of  reció  en  cambio,  y cum- 
plirá con  devolver  la  que  recibió.  El  no  estar  obligado  á dar  lo 
que  prometió,  equivale  á la  suspensión  del  pago  del  precio:  el 
cumplir  con  devolver  lo  que  recibió,  significa  la  resolución  del 
contrato. 

A cambio  de  relevarle  de  la  obligación  de  entregar  lo  que 
prometió,  la  ley  impone  al  permutante  la  de  demostrar  que  la 
cosa  por  él  recibida  no  era  propia  del  que  se  la  dió.  ¿Deberá  ha- 
cer esta  demostración  por  vía  de  excepción  cuando  la  otra  parte 
exija  el  cumplimiento  del  contrato?  ¿Deberá,  por  el  contrario, 
no  esperar  á que  se  le  demande,  y convirtiéndose  en  demandante 
promover  desde  luego  el  juicio  correspondiente  para  que  se  de- 
clare que  la  cosa  no  era  propia  de  su  copermutante  y que,  por  lo 
tanto,  está  él  libre  de  entregar  lo  que  ofreció  en  permuta?  La 
forma  de  redacción  del  artículo  parece  querer  dar  á entender 
que  la  prueba  de  que  venimos  hablando,  más  bien  debe  practi- 
carse justificando  una  excepción  como  demandado,  que  no  una 
acción  como  demandante.  No  vemos,  sin  embargo,  inconve 
niente  en  que  el  pertíiutante  que  se  encuentre  en  el  caso  que  la 
ley  dice,  aclare  cuanto  antes  esta  situación  equívoca  y molesta. 
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incoando  los  procedimientos  oportunos.  ¿Qué  razón  se  puede 
oponer  á ello? 

La  ley,  tratando  de  la  permuta  de  cosa  ajena,  ha  previsto  el 
caso  de  que  el  contrato  haya  sido  consumado  por  parte  de  aquel 
que  transmite  la  cosa  ajena,  pero  ha  dejado  otros  casos  sin 
prever. 

De  estos  casos  Goyena  menciona  el  de  que  el  que  recibió  la 
cosa  ajena  no  descubre  que  es  ajena  hasta  después  de  haber  en- 
tregado la  suya,  opinando  dicho  autor  que  no  siendo  inquietado 
en  la  posesión  de  la  cosa,  no  podrá  pedir  la  nulidad  de  la  per- 
muta. Distinta  solución  da  al  caso  Laurent,  que  entiende,  ade- 
más, que  también  se  puede  pedir  la  declaración  de  nulidad 
cuando  ninguna  de  las  dos  cosas  ha  sido  entregada,  siempre 
que  alguna  de  las  partes  llegue  á saber  que  la  que  se  lo  ofreció 
no  es  propia  de  su  copermutante. 

D)  De  la  evicción  en  la  permuta. — Otro  de  los  puntos  en  que 
el  Código  ha  creído  oportuno  no  limitarse  á una  referencia  á la 
compra  y venta,  sino  establecer  precepto  especial  y expreso,  es 
el  de  la  evicción. 

García  Goyena  nos  explica  el  origen  y nos  da  hecho  el  co- 
mentario del  art.  1540,  que  coincide  casi  literalmente  con 
el  1471  del  Proyecto  de  1851.  La  autoridad  del  ilustre  juriscon- 
sulto, con  ser  siempre  grande,  es  mayor  en  esta  ocasión,  porque 
á él  se  debe  la  mitad  del  precepto. 

El  que  pierde  por  evicción  la  cosa  recibida  en  permuta,  dice 
el  art.  1540,  podrá  optar  entre  recuperar  lo  que  dió  en  cambio, 
ó reclamar  la  indemnización  de  daños  y perjuicios.  Esta  primera 
parte  de  nuestro  precepto  viene  á ser  sustancialmente  lo  que  la 
Comisión  redactora  del  Proyecto  de  1851  consignó  en  el  artícu- 
lo 1471 ; pero  Goyena  propuso  la  cuestión  y las  observaciones 
que  transcribimos  á continuación: 

« Cuestión . — Si  el  permutante,  cuya  cosa  resulta  incierta , ha  ena- 
jenado entre  tanto  la  recibida , ¿habrá  lugar  á la  opción  de  este  ar- 
tículo, de  modo  que  se  resuelva  la  venta  y quede  privado  de  la  cosa 
el  tercer  poseedor?  Lo  mismo  pregunto  en  el  caso  de  continuar  la  cosa 
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en  poder  del  permútenle,  si  un  tercero  adquirió  algún  derecho  sobre 

ella , como  hipoteca  6 servidumbre. 

»Ningún  autor,  que  yo  sepa,  ha  tratado  in  terminis  esta 

cuestión. 

»El  art.  1042  (del  Proyecto  de  1851)  no  tiene  exacta  aplica- 
ción á este  caso,  porque  el  permutante  ha  cumplido  en  lo  posi- 
ble su  obligación:  entregó  la  cosa,  creyéndola  de  buena  fe  suya. 

»Esta  misma  cuestión  puede  suscitarse  sobre  el  artícu- 
lo 1402  (del  mismo  Proyecto),  y yo  la  resolvería  allí  contra  el 
tercer  poseedor  por  la  regla  genera, 1 soluto  jure  daniis , etc.,  y 
porque  el  vendedor  no  puede  ser  obligado  á recibir  la  cosa  con- 
tra su  voluntad,  sino  libre,  y no  gravada,  pues  la  vendió  libre. 

»Mas  aquí  se  recibe  la  cosa  voluntariamente;  se  pide  á vir- 
tud de  la  opción  contra  el  que  ha  cumplido  en  lo  posible. 

»Si  decidimos  por  la  resolución  simple  de  la  permuta,  deci- 
dimos contra  el  tercero,  introducimos  la  inseguridad  en  la  pro- 
piedad, con  menoscabo  del  sistema  hipotecario. 

»La  cosa  permutada  sale  incierta  á los  veinte  ó más  años: 
desde  entonces  corre  la  opción,  y no  señalamos  tiempo  para  usarla : 

»¡Qué  de  años!  ¡Y  cuántos  traspasos  de  propiedad  no  han 
podido  ocurrir  entretanto  en  la  cosa  permutada! 

«Propongo,  pues,  que  se  limite  la  opción  al  caso  en  que  la 
cosa  permanezca  aún  en  poder  del  otro  permutante,  y sea  sin 
perjuicio  de  los  derechos  adquiridos  entretanto  sobre  ella  por 
un  tercero,  por  ejemplo,  hipoteca,  y se  señale  un  término  corto 
para  usar  de  la  opción.» 

En  vista  de  estas  observaciones,  la  Comisión  del  Proyecto 
de  1851  añadió  al  art.  1471  la  segunda  parte,  que  dice:  pero 
sólo  podrá  usar  del  derecho  para  recuperarla  cosa  que  él  entre- 
gó, mientras  ésta  subsista  en  poder  del  otro  permutante,  y sin 
perjuicio  de  los  derechos  adquiridos  entretanto  sobre  ella,  á tí- 
tulo oneroso,  por  un  tercero. 

El  art.  1540  de  nuestro  Código  también  tiene  una  segunda 
parte  análoga,  notándose  únicamente  la  diferencia  de  que  en 
vez  de  decir  derechos  adquiridos  á título  oneroso  por  un  tercero , 
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dice:  derechos  adquiridos  con  buena  fe  por  un  tercero.  De  suer- 
te que  se  ha  mejorado  la  redacción  de  Goyena,  porque  á lo  que 
hay  que  atender  para  la  subsistencia  de  esos  derechos  no  es  & 
la  naturaleza  lucrativa  ú onerosa  de  su  título,  sino  á la  buena  ó 
mala  fe,  ya  que  la  buena  fe  es  perfectamente  compatible  con  el 
título  oneroso  y con  el  lucrativo. 

Códigos  extranjeros. — Arts.  1702  al  1707  del  Código  francés; 
1549  al  1555  del  italiano;  1592,  1593  y 1594  del  portugués;  1897 
al  1900  del  chileno;  515  del  alemán;  1503  al  1508  del  de  Vene- 
zuela; 1485  al  1492  del  argentino;  1730  al  1736  del  uruguayo; 
3062  al  3067  del  de  los  Estados  de  Baja  California  y Puebla, 
y 1045  al  1052  del  Código  de  Austria. 


TITULO  VI 

DEL  CONTRATO  DE  ARRENDAMIENTO 


CAPÍTULO  PRIMERO 
Disposiciones  generales. 


ARTÍCULO  1542 

El  arrendamiento  puede  ser  de  cosas,  ó de  obras  ó 
servicios. 


artículo  1543 

En  el  arrendamiento  de  cosas,  una  de  las  partes  se 
obliga  á dar  á la  otra  el  goce  ó uso  de  una  cosa  por 
tiempo  determinado  y precio  cierto. 

artículo  1544 

En  el  arrendamiento  de  obras  ó servicios,  una  de 
las  partes  se  obliga  á ejecutar  una  obra  ó á prestar  á 
la  otra  un  servicio  por  precio  cierto. 

artículo  1545 

Los  bienes  fungibles  que  se  consumen  con  el  uso  no 
pueden  ser  materia  de  este  contrato. 

A)  Precedentes:  Caracteres  comunes.— Si  importante  es  el  con- 
trato de  compra  y venta  que  liemos  estudiado  en  el  título  ante- 
rior, no  lo  es  menos  el  de  arrendamiento.  La  sola  consideración 
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de  que  la  mayoría  de  los  mortales,  no  disponiendo  de  objetos  pro- 
pios para  satisfacer  sus  necesidades,  ni  estando  en  situación  de 
adquirirlos  en  propiedad,  se  ven  obligados  á utilizar  los  ajenos 
mediante  la  fórmula  del  arrendamiento,  nos  convence  de  ello. 
La  deficiencia  de  los  medios  individuales  encuentra  en  este 
contrato  uno  de  sus  más  eficaces  remedios  sociales,  y como 
quiera  que  esta  consideración  no  sólo  es  exacta  con  relación  á 
nuestro  tiempo,  sino  que  en  todas  las  épocas  y en  todas  las  so- 
ciedades ha  podido  hacerse  con  igual  exactitud,  de  aquí  que  en 
todos  los  Códigos  se  encuentren  preceptos  referentes  á este  con- 
trato. Los  precedentes  son,  pues,  numerosos. 

Limitándonos  al  derecho  patrio,  citaremos  las  leyes  11  á 
la  15  del  tít.  l.°  del  libro  10  del  Fuero  Juzgo;  el  tít.  3.°  del 
Fuero  Viejo  de  Castilla,  en  el  que  los  preceptos  del  arrenda- 
miento se  hallan  mezclados  con  otros  de  distinta  naturaleza;  el 
tít.  17  del  libro  3.°  del  Fuero  Real;  el  tít.  8.°  de  la  Partida  5.a; 
el  tít.  14  del  libro  3.°,  y el  tít.  10  del  libro  10  de  la  Novísima 
Recopilación;  el  decreto  de  las  Cortes  de  8 de  Junio  de  1813  y 
la  ley  de  9 de  Abril  de  1842. 

El  arrendamiento  fue  definido  en  derecho  romano,  diciendo 
que  era  contractus  consensualis  de  reí  usu,  oel  operis  pro  certa  mer- 
cede  prestandis.  En  nuestro  derecho,  el  concepto  más  fundamen 
tai  del  contrato  lo  ha  dado  la  ley  1.a  del  tít.  8.°  de  la  Par- 
tida 5.a,  que  dice  así:  «Aloguero  es  propriamente  quando  va 
orne  loga  a otro,  obras  que  ha  de  fazer  con  su  persona,  o con  su 
bestia,  o otorgar  vn  orne  a otro  poder  de  vsar  de  su  cosa,  o de 
seruirse  della  por  cierto  precio,  que  le  ha  de  pagar  en  dineros 
contados.  Ca  si  otra  cosa  recibiesse,  que  non  fuessen  dineros 
contados,  non  seria,  loguero,  mas  seria  contracto  innominato: 
assi  como  diximos  en  la  postrimera  ley  del  título  de  los  cambios. 
E arrendamiento,  segund  el  lenguaje  de  España,  es  arrendar 
heredamiento,  o almoxerifadgo,  o alguna  otra  cosa,  por  renta 
cierta,  que  den  por  ella.  E aun  ha  otra  manera,  a que  dicen  en 
latin  allatamiento:  que  pertenesce  tan  solamente  a los  logueros 
de  los  nauios.» 
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Del  atento  examen  de  la  precedente  ley  de  Partidas,  se  des- 
prende  una  observación  de  aplicación  inmediata  al  criterio  se- 
guido por  el  Código.  En  los  distintos  supuestos  que  la  ley  alíon- 
sina  ha  mencionado,  apreciase  desde  luego  la  nota  de  la  comple 
jidad  de  las  relaciones  jurídicas  que  engendran.  De  aquí  lo 
difícil  que  es  resumir  en  breves  palabras  la  característica  de 
todo  lo  que  con  el  nombre  de  arrendamiento  se  conoce,  para  for 
mular  una  definición.  En  rigor,  si  nos  fijamos  en  cualquiera  de 
ellas,  todas  las  definiciones  que  del  arrendamiento  se  han  dado, 
son,  por  lo  menos,  dos  definiciones. 

Quizá  no  todos  los  preceptos  comprendidos  en  el  tít.  6.°  del 
libro  4.°  del  Código  son  de  semejante  naturaleza  jurídica;  quizá 
por  la  fuerza  de  la  tradición  viene  comprendido  en  Códigos  y en 
autores,  bajo  la  denominación  común  de  arrendamiento,  un  con- 
junto de  materias  que  no  tiene  la  homogeneidad  necesaria  para 
que  puedan  ser  consideradas  como  partes  integrantes  de  una 
sola  entidad  contractual;  tal  vez  en  este  punto  concreto  nótase 
mejor  que  en  otros  la  disparidad  que  existe  entre  las  condiciones 
sociales  que  la  evolución  económica  ha  cambiado,  y las  fórmulas 
del  derecho  positivo  que  no  se  ha  creído  prudente  alterar.  Pero 
sea  de  esto  lo  que  fuere,  bástanos  para  nuestro  objeto  la  afirma- 
ción, que  creemos  fuera  de  toda  duda,  de  que  la  suma  de  pre- 
ceptos que  el  Código  agrupa  en  el  título  que  estudiamos,  no  for- 
ma en  realidad  un  todo. 

Cierto  que  el  Código  ha  puesto  por  epígrafe  general  del  tí- 
tulo 6.°  del  libro  4.°  las  palabras  «Del  contrato  de  arrenda- 
miento»; pero  apartándose  de  lo  que  ha  hecho  en  la  compra  y 
venta  y de  lo  que  hace  en  los  demás  contratos,  tiene  muy  buen 
cuidado  de  no  aventurar  una  definición  única,  y lejos  de  ello 
comienza  sentando  por  cabeza  de  sus  disposiciones  la  del  artícu- 
lo 1542,  que  dice  simplemente  que  el  arrendamiento  puede  ser 
de  cosas,  ó de  obras  ó servicios. 

El  Código  no  ha  querido  introducir  novedades-,  que  tal  vez 
ha  considerado  prematuras.  No  podía,  en  verdad,  introducirlas 
si  se  había  de  atener  á la  ley  de  Bases,  y siguiendo  la  tradición, 
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"ha  continuado  llamando  arrendamiento  y agrupando  bajo  este 
nombre  todo  aquello  que  asi  venía  denominándose  en  la  época 
de  su  redacción;  hasta  este  punto  ha  llevado  su  respeto  al  estado 
de  derecho  existente;  pero,  al  llegar  el  momento  de  definir,  ha 
visto  los  peligros  que  la  definición  tenía,  no  ha  querido  perpe- 
tuar quizá  ciertos  errores  doctrinales,  y en  vez  de  definir  el  con 
trato  de  arrendamiento  en  general,  ha  definido,  de  una  parte, 
el  arrendamiento  de  cosas,  y de  otra,  el  arrendamiento  de  obras 
y servicios. 

Antes  de  examinar  cada  una  de  estas  definiciones,  no  está 
de  más  el  fijar  los  caracteres  que  se  presentan  como  comunes  á 
todo  arrendamiento,  á pesar  de  la  complejidad  y variedad  délas 
relaciones  jurídicas  que  el  contrato  engendra  en  sus  diferentes 
clases. 

E3  el  arrendamiento,  en  primer  lugar,  un  contrato  consen 
sual,  porque  se  perfecciona  por  el  mero  consentimiento,  aunque 
siempre  sujeto  al  imperio  de  los  arts.  1279  y 1280.  Es  también 
de  naturaleza  bilateral,  porque  desde  el  momento  de  su  perfec- 
ción produce  obligaciones  que,  por  el  carácter  de  reciprocidad 
que  las  inspira,  son  de  las  llamadas  bilaterales.  Es  nominado, 
porque  tiene  nombre  especial:  es,  á título  oneroso,  porque  el. 
concepto  de  precio  ó renta  es  parte  esencial  del  supuesto;  y por 
último,  es  generalmente  conmutativo,  porque  la  idea  del  riesgo 
no  le  es  inherente,  aunque  puede  darse  en  la  forma  especial  que 
se  denomina  aparcería. 

B ) Arrendamiento  de  cosas. — En  el  arrendamiento  de  cosas, 
dice  el  art.  1543,  una  de  las  partes  se  obliga  á dar  á la  otra  el 
goce  ó uso  de  una  cosa  por  tiempo  determinado  y precio  cierto. 
No  necesitamos  hacer  notar  cómo  en  esta  definición  del  Código  se 
dan  todos  los  caracteres  comunes  que  acabamos  de  indicar;  mas 
lo  que  ahora  nos  importa,  para  ir  especializando  el  concepto  de 
esta  clase  de  arrendamiento,  es  fijarnos  en  aquello  que  es  pro- 
pio y peculiar  del  arrendamiento  de  cosas. 

Las  palabras  goce  ó uso  nos  suministran  el  punto  de  vista  que 
nos  interesa.  Tiene  por  objeto  el  arrendamiento  de  cosas  trans 
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ferir  el  goce  ó uso  de  una  cosa,  el  disfrute  de  la  misma,  la  fa- 
cultad de  percibir  y de  aplicar  á fines  propios  las  utilidades  que 
de  la  cosa  se  deriven,  según  su  naturaleza.  De  esta  suerte,  el 
que  carece  de  ciertos  medios  para  satisfacer  sus  necesidades, 
los  obtiene  mediante  el  arrendamiento,  y el  que  por  falta  de  ca- 
pital ó por  otras  causas  no  está  en  disposición  de  hacer  producir 
á la  cosa  que  le  pertenece  todas  las  utilidades  de  que  es  suscep- 
tible, logra  de  esta  manera  que  la  cosa  sea  puesta  en  producción 
y que  lleguen  á él  los  emolumentos,  rentas  ó productos  que  le 
son  debidos. 

Mas  no  por  esto  se  crea  que  es  de  esencia  al  contrato  de 
arrendamiento  que  el  arrendador  transmita  el  disfrute  total  de 
la  cosa  ó el  derecho  á percibir  todas  las  utilidades  que  de  ella 
se  deriven,  pues  puede  reservarse  muy  bien  alguna  ó algunas 
ele  ellas,  puede  transmitir  tan  sólo  parte  de  los  aprovechamien- 
tos ó puede  ceder  el  goce  y uso  de  parte  de  la  cosa  y no  de  la 
cosa  entera.  Todas  estas  formas  puede  revestir  la  constitución 
de  arrendamiento  de  cosas:  en  cuanto  á la  extensión  del  disfrute 
que  corresponda  al  arrendatario  habrá  que  estar  á lo  que  la  vo 
luntad  de  las  partes  haya  establecido.  El  Código,  no  solamente 
no  es  ajeno  á esta  consideración,  sino  que  evidentemente  la  ha 
tenido  en  cuenta  al  declarar  en  el  núm.  2.°  del  art.  1555  que  el 
arrendatario  está  obligado  á usar  de  la  cosa  arrendada  como  un 
diligente  padre  de  familia,  destinándola  al  uso  pactado,  y en  su 
defecto,  al  que  se  infiera  de  la  naturaleza  de  la  cosa  arrendada 
según  la  costumbre  de  la  tierra. 

G ) Naturaleza  del  derecho  de  arrendamiento  de  cosas. — La  sus- 
tancia del  arrendamiento  de  cosas,  el  fin  útil  con  que  el  mismo 
se  persigue,  reside  en  el  goce  ó uso  de  la  cosa.  Este  goce  ó uso, 
atribuido  al  arrendatario  en  virtud  del  contrato,  implica  un  de- 
recho á su  favor,  que  es  el  derecho  de  arrendamiento.  Ahora 
bien:  este  derecho,  ¿es  real?,  ¿es  personal? 

\ iva  y empeñada  es  la  polémica  que  con  este  motivo  se  sos* 
tiene  con  verdadera  brillantez  por  los  autores.  Firmas  respeta- 
bilísimas y de  notoria  autoridad  mantienen  una  y otra  opinión: 
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Ajena  á la  índole  de  estos  comentarios  la  detallada  exposición 
del  debate  con  todos  sus  pormenores  é incidentes,  no  debemos, 
sin  embargo,  omitir  las  bases  principales  sobre  que  se  ha  des- 
envuelto para  deducir  la  orientación  legal  y práctica. 

Ha  dicho  el  art.  1743  del  Código  francés  que  si  el  arrenda- 
dor vendiere  la  cosa  arrendada,  no  puede  el  adquirente  expulsar 
al  inquilino  que  tenga  un  arrendamiento  auténtico  ó de  fecha 
cierta,  á menos  que  no  se  hubiera  reservado  e3te  derecho  en  el 
contrato;  y el  Código  italiano,  repitiendo  el  mismo  pensamiento, 
ha  afirmado  en  el  art.  1597  que  si  el  arrendador  vendiere  la  cosa 
arrendada,  el  comprador  está  obligado  á respetar  el  arrenda- 
miento si  éste  es  anterior  á la  venta  y constase  en  documento 
público  ó por  escritura  privada  de  fecha  cierta,  á no  ser  que  el 
mismo  arrendador  no  se  haya  reservado  el  derecho  de  rescindir 
el  contrato  en  el  caso  de  venta. 

Del  primero  de  estos  artículos  ha  deducido  Troplong  que  el 
Código  de  Napoleón,  aboliendo  la  famosa  ley  Bm'ptorem  del  dere- 
cho romano,  ha  concedido  al  arrendatario  un  derecho  de  natu- 
raleza real;  y délos  autores  italianos,  el  Profesor  Doveri,  fun- 
dándose en  el  art.  1597  y aun  en  el  siguiente  1598,  que  dice 
que  aun  cuando  el  arrendatario  no  tenga  un  documento  público 
ó escritura  privada  de  fecha  cierta,  si  su  posesión  fuese  ante* 
rior  á la  venta,  está  obligado  el  comprador  á dejarlo  continuar 
todo  el  tiempo  por  que  se  suponen  hechos  los  arrendamientos 
sin  determinación  de  tiempo,  llega  á parar  á idéntica  conclu- 
sión. 

Si  el  comprador,  argumenta  Doveri,  está  obligado  á respetar 
el  arrendamiento  estipulado  por  el  vendedor  y no  por  él,  com- 
prador, esto  no  puede  derivarse  más  que  del  principio  de  que  el 
arrendatario  ha  adquirido  un  verdadero  jus  in  re  sobre  la  cosa 
arrendada.  Encuentra  este  autor  una  confirmación  de  su  opinión 
en  el  art.  493  del  Código  italiano,  que  en  el  caso  del  arrenda- 
miento constituido  por  el  usufructuario,  obliga  al  propietario  á 
respetarlo  (en  ciertos  supuestos)  aun  después  de  extinguido  el 
usufructo;  y estima  que  responde  á igual  criterio  el  art.  1417 
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del  mismo  Código,  que  declara  aplicables  á los  arrendamientos 
de  bienes  dótales  hechos  por  el  marido  las  reglas  establecidas 
para  fijar  la  subsistencia  de  los  arrendamientos  otorgados  por 
el  usufructuario. 

Si  el  arrendatario  no  tuviese  á su  favor  un  derecho  real  so 
bre  la  cosa  arrendada,  concluye  Doveri,  los  arrendamientos  cons 
tituídos  por  el  vendedor  se  extinguirían  una  vez  transmitido  el 
dominio  de  la  cosa,  los  constituidos  por  el  usufructuario  una  vez 
terminado  el  usufructo,  los  constituidos  por  el  marido  una  vez 
disuelto  el  matrimonio. 

Los  argumentos  de  Doveri  son  sustancialmente  los  argu 
mentos  de  TroploDg.  Este  último  autor  los  condensa  diciendo 
que,  según  el  art.  1473  del  Código  francés,  el  derecho  del  arren 
datario  es  un  derecho  que  los  terceros  están  obligados  á res 
petar. 

Analicemos,  guiados  por  Laurent,  el  valor  de  las  palabras 
de  Troplong  y el  alcance  del  art.  1743  del  Código  francés,  base 
de  la  discusión,  y en  el  cual  se  ha  inspirado  el  Código  italiano. 

¿Habla,  en  realidad,  ese  artículo  de  terceros?  No;  como  dice 
Laurent.  TroploDg  ha  sustituido  la  palabra  terceros  á la  palabra 
adquirente , lo  cual  hace  variar  completamente  el  sentido.  No  dice 
el  artículo  que  los  terceros  tienen  que  estar  y pasar  por  el  arren- 
damiento constituido,  sino  sencillamente  que  el  adquirente  no 
podrá  expulsar  al  arrendatario  si  éste  se  encuentra  en  alguno 
de  los  casos  que  el  mismo  artículo  establece. 

El  art.  1743  del  Código  francés  no  tiene  más  alcance  que  el 
de  prevér  el  supuesto  de  que  el  arrendador  venda  la  cosa  arren- 
dada, proponiéndose  resolver  únicamente  esta  cuestión:  ¿puedo 
el  comprador  expulsar  al  arrendatario?  Dentro  de  estos  modes 
tos  límites  y sin  pretender  introducir  una  innovación  transcen  • 
dental  y profunda  en  el  tradicional  sentido  de  la  naturaleza  del 
derecho  de  arrendamiento  se  mueven  los  propósitos  de  la  ley. 
¿Cómo  los  ha  cumplido?  Veamos. 

¿Tiene  el  arrendatario  el  concepto  de  tal  en  virtud  de  na 
arrendamiento  verbal,  aunque  esté  en  posesión  de  la  cosa  arren- 


LIB.  IV— TÍT.  VI— OAP.  I — ARTS»  1542  X 1545  439 

dada?  Pues  bien:  este  arrendatario  puede  ser  expulsado.  ¿Dónde 
está  el  derecho  real?,  pregunta  Laurent.  ¿Se  deriva  el  carácter 
de  arrendatario  de  un  acto  auténtico,  pero  el  arrendador  se  re- 
servó el  derecho  de  hacer  cesar  el  arrendamiento?  Puede  tam 
bién  el  arrendatario  ser  expulsado.  ¿Dónde  está  el  derecho  real?, 
vuelve  á preguntar  Laurent.  ¿Puede  hacerlo  valer  contra  ter- 
ceros? No,  porque  la  ley  no  lo  dice.  Desde  el  momento  en  que  se 
está  fuera  de  la  hipótesis  especial  del  art.  1743,  que  establece 
una  excepción,  se  cae  dentro  de  la  regla  general,  y la  regla  ge- 
neral es  que  el  derecho  del  arrendatario  es  personal,  tanto  reS' 
pecto  de  los  terceros,  como  respecto  del  vendedor.  La  hipótesis 
especial  del  art.  1743  es,  ya  lo  hemos  dicho,  que  vendiéndosela 
finca  arrendada,  el  arrendatario  derive  su  carácter  de  un  arren 
daraiento  auténtico  ó de  fecha  cierta,  y que  el  arrendador  no  se 
reservase  la  facultad  de  expulsar  al  arrendatario.  En  faltando 
alguno  de  estos  requisitos,  falta  el  supuesto  legal,  no  para  que 
el  derecho  del  arrendatario  sea  real,  que  eso  no  lo  es  nunca, 
sino  para  que  deba  ser  respetado  por  el  adquirente,  que  será, 
en  verdad,  un  tercero,  pero  que  no  es,  que  no  significa,  todo 
tercero. 

Pero  si  el  propósito  del  legislador  francés  al  instituir  el  ar- 
tículo  1743  no  ha  sido  conceder  un  derecho  real  al  arrendatario, 
¿cuál  ha  sido  entonces? 

Pacifici  Mazzoni  (1)  nos  dice  que  la  razón  del  precepto  está 
en  el  principio  nemo  plus  juris  in  alium  transferre  potesl  qwm  ipse 

habet,  principio  qne  por  motivos  de  equidad  y de  utilidad  ha  sido 
aplicado  por  extensión  á esta  materia,  y Laurent  explica  más 
ampliamente  lo  mismo  del  siguiente  modo. 

La  famosa  ley  Emptorem  permitía  al  adquirente  expulsar  al 
arrendatario,  lo  cual  era  una  consecuencia  lógica  del  carácter 
personal  del  derecho  de  éste,  quien  sólo  tenía  un  derecho  de  cré- 
dito contra  el  arrendador,  pero  no  un  derecho  en  la  cosa  arren- 
dada. El  arrendador,  puesto  que  conservaba  entera  la  propie- 


(1)  Códice  Civile  Italiano  Coméntalo,  tomo  4.°,  pag  23. 
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dad  de  la  cosa,  podía  enajenarla,  y el  comprador  no  tenía  para 
qué  respetar  el  arrendamiento,  ya  que  él  no  se  había  obligado. 
El  arrendador  estaba  sujeto  á una  obligación  personal,  y á ella 
continuaba  sujeto  cuando  el  comprador  expulsase  al  arrendata 
rio.  Esto,  añade  Laurent,  era  jurídico,  pero  era  contrario  al- in- 
terés general  y al  interés  de  las  partes  contratantes.  La  estabi- 
lidad de  las  convenciones  es  de  interés  público.  No  se  hallan 
buenos  arrendatarios,  arrendatarios  capaces  y cuidadosos  si  no 
pueden  contar  como  seguros  el  goce  y disfrute  que  el  contrato 
les  otorga;  si  temen  en  todos  los  momentos  ser  arrojados  de  la 
finca,  no  emplearán  en  el  uso  que  hagan  de  la  cosa  la  diligencia 
del  buen  padre  de  familia,  porque  no  tendrán  la  certeza  de  que 
han  de  aprovecharse  de  sus  trabajos.  Es  verdad  que  siempre  les 
corresponderá  la  acción  de  daños  y perjuicios  contra  el  arren 
dador,  pero  un  pleito  sería  un  nuevo  mal. 

Ya  la  misma  ley  Emptorem  indicaba  á los  interesados  la  po- 
sibilidad y aun  la  conveniencia  de  pactar  eficazmente  en  el  con- 
trato de  venta  que  el  arrendatario  fuese  respetado,  imponiendo 
al  comprador  esta  obligación.  Ahora  bien:  si  la  convención  im 
porta  utilidad  para  todos,  ¿por  qué  no  ha  de  sobreentenderla  la 
ley  siempre  que  se  trate  de  la  venta  de  una  cosa  arrendada? 
Cuando  el  interés  público  está  de  acuerdo  con  el  interés  pri- 
vado, la  utilidad  general  debe  imperar  sobre  el  rigor  de  los 
principios:  los  principios  se  han  hecho  para  los  hombres,  y no 
los  hombres  para  los  principios.  ¡Cuántas  veces  el  Código  de- 
roga los  principios  por  evitar  pleitos!  Imponiendo  al  adquirente 
la  obligación  de  mantener  el  arrendamiento,  la  ley,  no  sola- 
mente impide  el  ejercicio  de  las  acciones  de  indemnización  de 
daños  y perjuicios,  tan  difíciles  de  juzgar,  sino  que  asegura  tam- 
bién el  buen  cultivo  de  las  tierras,  lo  cual  entraña  un  extraor- 
dinario interés  social. 

Prescindiendo  de  las  geniales  afirmaciones  que  Laurent  hace 
en  el  precedente  párrafo  sobre  el  valor  de  los  principios  y los 
conceptos  que  supone  del  interés  privado  y del  interés  público, 
-con  los  cuales  tal  vez  no  estaríamos  conformes  y en  las  que  hay 
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no  poca  retórica,  de  lo  dicho  se  desprende  cuál  es  el  espíritu  del 
artículo  1743  del  Código  francés,  fundamental  en  la  materia  de 
que  tratamos.  Visto  así  el  alcance  del  precepto,  caen  también 
por  su  base  los  demás  argumentos  formulados  por  el  Profesor 
Doveri,  los  cuales  no  es  preciso  ya  detenerse  á refutar. 

No  habiéndose,  por  tanto,  introducido  la  transcendental  mo 
dificación,  á que  venimos  refiriéndonos,  en  el  derecho  del  arren 
datario,  por  virtud  de  los  textos  que  de  contrario  se  invocan,  el 
sentido  de  la  ley  sigue  siendo  el  mismo,  el  tradicional,  según 
enseña  el  ilustre  Pothier. 

Vengamos  ahora  á nuestro  Código. 

Examinemos  sus  preceptos  y veamos,  en  primer  lugar,  si 
entre  ellos  existe  algún  artículo  semejante  á los  que  han  moti- 
vado tan  árdua  discusión  en  los  códigos  francés  é italiano,  y en 
segundo,  si  existe  algún  otro  indicio  del  cual  pueda  deducirse 
la  naturaleza  real  del  derecho  del  arrendatario. 

El  art.  1743  del  Código  francés  no  tiene,  on  rigor,  equiva- 
lente en  el  nuestro.  Antes,  por  el  contrario,  el  art.  1571  sienta, 
como  regla  general,  que  el  comprador  de  una  finca  arrendada 
tiene  derecho  á que  termine  el  arriendo  vigente,  concediendo 
únicamente  al  arrendatario  el  derecho  de  exigir  que  se  le  deje 
recoger  los  frutos  de  la  cosecha  que  corresponda  al  año  agríco- 
la corriente  y que  el  vendedor  le  indemnice  los  daños  y perjui- 
cios que  se  le  causen. 

Nuestro  Código,  en  el  camino  de  dar  garantías  de  estabili- 
dad al  derecho  del  arrendatario,  no  ha  considerado  oportuno 
llegar  tan  allá  como  el  francés  ni  como  el  italiano;  otorga  me 
nos  que  aquellos  Códigos  conceden.  Con  menos  motivo  se  podrá 
decir,  por  lo  tanto,  que  sea  de  naturaleza  real  en  nuestra  legis- 
lación el  derecho  del  arrendatario. 

Pero  lo  que  acabamos  de  exponer  es  la  regla  general;  á esa 
regla  general  hace  el  art.  1571  dos  salvedades  ó excepciones:  la 
de  la  estipulación  en  contrario  y la  de  lo  dispuesto  en  la  ley 
Hipotecaria. 

La  estipulación  en  contrario,  es  decir,  el  compromiso  con- 
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traído  por  el  comprador  al  llevar  á cabo  la  compra,  de  respetar 
el  arrendamiento  constituido  por  el  vendedor,  obligará  en  ver- 
dad al  comprador  á respetarlo,  pero  no  convertirá  el  derecho 
del  arrendatario  en  derecho  real,  sino  simplemente  en  derecho 
eficaz  contra  el  que  compró, ,1o  cual  no  es  lo  mismo  según  hemos 
visto  al  exponer  el  estado  de  la  cuestión  entre  los  autores  fran- 
ceses é italianos. 

Lo  dispuesto  en  la  ley  Hipotecaria  ya  presenta  otros  carac- 
teres distintos. 

Ni  los  arrendamientos  por  largo  espacio  de  años,  dice  la  ex- 
posición de  motivos  de  dicha  ley,  ni  aquellos  en  que  se  hayan 
hecho  considerables  anticipaciones,  son  generadores  de  un  de- 
recho rea!,  quedando  siempre  limitados  á una  obligación  perso 
nal.  De  aquí  ha  dimanado  la  doctrina  jurídica  de  que  sólo  el 
que  adquiere  el  dominio  en  virtud  de  un  título  universal  está 
obligado  á respetar  el  arrendamiento  hecho  por  su  antecesor, 
pero  no  el  que  lo  hace  por  títulos  singulares.  Las  circunstancias 
particulares  que  concurren  en  estos  arrendamientos,  los  gastos 
á que  suelen  comprometer  á los  arrendatarios,  y la  protección 
debida  á la  buena  fe,  clave  del  crédito,  exigen  que  acerca  de 
este  purto  se  modifique  el  derecho  antiguo.  Ya  se  había  encar 
gado  la  práctica  de  ir  allanando  el  camino  para  la  reforma,  con- 
virtiendo contra  los  cánones  recibidos,  en  una  especie  de  dere 
cho  real,  los  arrendamientos  de  que  se  tomaba  razón  en  los  Re- 
gistros de  hipotecas.  Y es  que  cuando  el  derecho  escrito  á la 
doctrina  legal  no  alcanza  á satisfacer  una  necesidad,  se  encarga 
la  costumbre  de  llenarla;  y cuando  esto  acontece,  toca  al  legis- 
lador convertir  en  ley  y dar  forma  y regularidad  á lo  que  ya  es 
una  necesidad  reconocida.  De  este  modo,  sin  perjuicio  del  dueño, 
que  al  enajenar  y traspasar  una  finca  no  pretende  burlarse  de 
las  obligaciones  que  contrajo  con  los  arrendatarios,  sin  daño  del 
comprador  de  buena  fe,  que  entra  en  el  contrato  con  el  conoci- 
miento de  una  obligación  de  que  es  sucesor,  se  sabrán  los  jus- 
tos derechos  de  los  arrendatarios  en  los  casos  que  en  el  Proyec- 
to se  prefijan. 
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Después  de  estas  consideraciones,  la  consecuencia  á que  la 
exposición  de  motivos  tiene  que  llegar  es  evidente. 

Declarado  en  el  párrafo  5.°  del  art.  2.°  de  la  ley,  que  son 
inscribibles  los  contratos  de  arrendamiento  de  bienes  inmuebles 
por  un  periodo  que  exceda  de  seis  años,  ó los  en  que  se  hayan 
anticipado  las  rentas  de  tres  ó más  años,  ó cuando,  sin  tener 
ninguna  de  estas  condiciones,  hubiese  convenio  expreso  de  las 
partes  para  que  se  inscriban,  y declarado  asimismo  por  el  ar- 
ticulo 24  que  los  títulos  inscritos  surtirán  su  efecto  aun  contra 
los  acreedores  singularmente  privilegiados  por  la  legislación  co 
mún,  es  indudable  que  del  arrendamiento,  en  los  supuestos  fija 
dos  por  la  ley,  ha  de  nacer  un  derecho  real. 

En  la  exposición  de  motivos  está  la  más  clara  confirmación 
de  este  aserto.  La  Comisión  no  debe  ocultarlo,  dice,  en  ellos  (en 
los  preceptos  de  la  ley)  ha  establecido  implícitamente  un  dere- 
cho real. 

Tenemos,  por  consiguiente,  que,  por  excepción,  tratándose 
de  inmuebles,  cuando  se  cumplen  los  requisitos  marcados  en  el 
párrafo  5.°  del  art.  2.°  de  la  ley  Hipotecaria,  el  derecho  del 
arrendatario  es  de  naturaleza  real. 

El  Código,  por  su  parte,  mantiene  ese  mismo  criterio  en  el 
art.  1549,  que  dice  que  con  relación  á terceros,  no  surtirán  efecto 
los  arrendamientos  de  bienes  raíces  que  no  se  hallen  debida- 
mente inscritos  en  el  Registro  de  la  propiedad. 

Concluimos,  pues,  afirmando  que  en  nuestra  legislación,  el 
arrendamiento  produce,  por  regla  general,  derechos  de  natura- 
leza personal  y que  el  derecho  del  arrendatario  sólo  deberá  re 
putarse  como  real  cuando  se  esté  en  alguno  de  los  casos  de  ex 
cepción  fijados  por  la  ley  Hipotecaria. 

Este  es  hoy  el  criterio  legal  sobre  el  arrendamiento.  La  na- 
turaleza del  derecho  queda  abandonada  á la  voluntad  ó al  ca- 
pricho de  ambos  contratantes,  cuando  no  de  una  sólo. 

Pero  si  queremos  saber  lo  que  el  arrendamiento  de  cosas  y 
derechos  debe  ser,  la  contestación  ha  de  ser  muy  distinta.  El 
uso  ó el  goce  de  una  cosa,  es  un  derecho  que  radica  en  ella,  que 
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es  inherente  á ella  ó inseparable  de  la  misma,  es  uno  de  los  va 
ríos  que  integran  el  dominio,  y pertenece,  por  tanto,  al  propie 
tario,  quien,  precisamente  por  eso,  puede  disponer  de  él  por  tí* 
tulo  oneroso  ó lucrativo,  por  más  ó menos  tiempo,  con  mayor  ó 
menor  extensión.  Es  absurdo  que  si  se  transmite  el  uso  ó el  dis- 
frute de  una  cosa,  sin  precio,  constituya  un  derecho  real  de  usu- 
fructo, de  uso  ó de  habitación,  y no  lo  constituya  si  se  enajena 
en  otra  forma,  con  otro  nombre  ó mediante  el  pago  de  determi- 
nada renta.  En  cualquier  forma  que  sea,  el  propietario,  al  trans 
mitir  el  uso  ó el  derecho,  se  desprende  de  él,  lo  pierde  para  sí, 
y lo  entrega  á otro.  Si  después  quiere  vender  ó dar  en  pago  el 
objeto  ó cosa  con  todos  los  derechos  de  que  es  susceptible,  po 
drá  tiansmitir  cuanto  no  haya  transmitido  antes,  no  lo  que  ya 
dió,  porque  es  un  principio  hasta  de  sentido  común,  que  nadie 
puede  dar  lo  que  no  tiene,  lo  que  no  es  suyo,  lo  que  él  mismo 
concedió  antes  á otro.  Y como  el  uso  ó goce  no  puede  transmi- 
tirse porque  ya  se  transmitió,  el  que  compra  no  puede  tampoco 
racionalmente  adquirirlo,  tiene  que  respetarlo.  Si,  pues,  el  ven- 
dedor y el  comprador,  y cuantos  de  éste  ó aquél  derivan  su 
derecho,  que  son  los  interesados  en  que  no  sea  lo  que  es, 
tienen  que  respetar  el  arrendamiento  constituido;  ¿dónde  está 
el  tercero  que  no  deba  considerarse  obligado  á ese  mismo 
respeto? 

El  arrendamiento  es  realmente  por  su  propia  naturaleza  un 
verdadero  derecho  real,  diga  lo  que  quiera  la  ley.  Bien  clara 
mente  lo  entendieron  así  los  ilustres  autores  de  la  ley  Hipoteca- 
ria, aunque  no  pudiesen  imponer  en  absoluto  su  criterio. 

D ) Relaciones  entre  el  arrendamiento  de  cosas  y otros  actos  jurí- 
dicos.— La  situación  jurídica  que  el  arrendamiento  de  cosas  en 
gendra,  guarda  ciertas  analogías  con  otras  derivadas  de  otros 
actos,  las  cuales  conviene  dejar  puntualizadas  para  la  debida 
distinción  doctrinal,  que  es  base  de  las  soluciones  prácticas. 

Ha  dicho  Pothier,  que  en  todo  arrendamiento  hay  siempre 
uua  venta,  en  la  que  eh  objeto  vendido  es  el  uso  y disfrute  de 
la  cosa  arrendada.  Pero  por  muchas  que  sean  las  semejanzas' 
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que  se  puedan  notar  entre  uno  y otro  contrato,  interesa  preci- 
sar la  diferencia  esencial  que  los  separa. 

En  la  compra  y venta  se  opera  un  fenómeno  que  no  tiene  lu- 
gar en  el  arrendamiento:  este  fenómeno  os  el  de  la  transmisión 
de  la  propiedad  de  la  cosa.  Por  amplias  que  sean  las  atribucio- 
nes que  al  arrendatario  se  confieran  en  virtud  del  arrendamien- 
to, jamás  se  entenderá  que  ha  adquirido  la  propiedad  de  la  cosa: 
sus  derechos  se  limitan  al  uso  y disfrute  y aun  esto  por  tiempo 
determinado,  según  el  art.  1543.  El  comprador,  por  el  contrario, 
adquiere  la  propiedad  y para  siempre,  salvo  el  caso  especial  de 
que  medie  condición  resolutoria.  En  los  casos  dudosos  habrá 
que  estar  á la  que  resulte  ser  intención  de  las  partes,  si  bien 
deberá  tenerse  en  cuenta  que  la  voluntad  de  los  interesados  ca- 
rece de  eficacia  para  cambiar  la  verdadera  naturaleza  de  los  ac- 
tos jurídicos,  y que,  por  lo  tanto,  tal  intención  será  respetada 
en  cuanto  no  se  proponga  alterar  los  conceptos  esenciales  del 
derecho. 

El  arrendatario  y el  usufructuario  usan  y disfrutan  la  cosa, 
la  utilizan.  El  usufructo  difiere,  sin  embargo,  del  arrendamiento 
en  que  el  primero  es  siempre  un  derecho  real  y el  arrendamiento 
sólo  lo  es  por  excepción,  según  hemos  visto,  y en  que  para  cons- 
tituir un  usufructo  es  preciso  ser  propietario  de  la  cosa,  lo  cual 
no  es  necesario  para  darla  en  arrendamiento.  Aun  se  suele  aña- 
dir otra  diferencia  derivada  de  la  relación  del  arrendador  y del 
nudo  propietario  con  el  goce  de  la  cosa  por  el  arrendatario  y el 
usufructuario,  pues  se  dice  que  el  arrendador  hace  gozar  de  la 
cosa  al  arrendatario  y el  nudo  propietario  deja  ese  goce  al  que 
usufructúa.  Y aun  se  nos  ocurre  á nosotros  que  pudiera  quizá 
señalarse  otra,  pues  examinando  el  conjunto  de  las  relaciones 
jurídicas  de  uno  y otro  supuesto,  parece  como  que  el  usufructo 
se  refiere  á todos  los  usos,  á todas  las  utilidades  de  la  cosa,  y el 
arrendamiento  á ciertos  usos,  á los  pactados  (art.  1555,  nú- 
mero 2.°). 

Diferénciase  del  uso  y de  la  habitación  el  arrendamiento,  en 
el  carácter  de  derecho  real  que  tienen  siempre  ios  dos  primeros, 
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y además  en  que  ni  el  usuario,  ni  el  que  tiene  el  derecho  de  ha 
bitación  pueden  arrendar  la  cosa,  lo  cual  no  ocurre  en  el  arren- 
damiento, donde  el  arrendatario  tiene  la  facultad  de  subarrendar 
si  no  se  le  ha  prohibido  expresamente. 

La  enfiteusis  y la  anticresis  se  distinguen  del  arrendamien- 
to, en  que  los  dos  son  derechos  reales  en  todo  caso.  La  enfiteu- 
sis, por  otra  parte,  supone  una  desmembración  del  dominio  que 
no  se  da  en  el  contrato  que  aludimos,  y la  anticresis,  como  con- 
trato de  garantía  que  es,  supone  una  deuda  anterior,  lo  que  tam- 
bién es  ajeno  al  concepto  de  arrendamiento. 

R)  Requisitos  esenciales  del  arrendamiento  de  cosas.  — Sólo  nos 
ocuparemos  en  este  lugar  de  los  que  se  mencionan  en  los  ar- 
tículos que  ahora  comentamos  y que  ofrezcan  alguna  partícula 
ridad. 

a)  La  cosa. — Siendo  el  fin  que  el  arrendamiento  se  propone 
transmitir  el  goce  ó uso  de  una  cosa,  en  rigor,  el  objeto  ó cosa 
sobre  que  recae  el  contrato  es  ese  goce  ó uso.  De  aquí  se  deduce 
una  consecuencia  respecto  de  la  aptitud  de  las  cosas  para  ser 
arrendadas,  y es  la  de  que  la  tendrán  todas  aquellas  cuyo  dis- 
frute esté  en  el  comercio  de  los  hombres,  sean  muebles  ó inmue- 
bles, corporales  ó incorporables.  En  cuanto  á los  derechos,  habrá 
que  tener  en  cuenta  la  prohibición  que  ya  hemos  indicado  res- 
pecto á los  de  uso  y habitación.  El  derecho  de  usufructo  puede 
ser  objeto  de  arrendamiento.  No  pueden  serlo  las  servidumbres 
reales  ó prediales  con  independencia  de  la  finca  á cuyo  favor  es 
tén  establecidas,  ya  que  no  pueden  usarse  con  separación  de 
ellas:  tampoco  se  pueden  arrendar  los  créditos. 

Hay  bienes  que  no  pueden  enajenarse  por  disposición  espe 
cial  de  la  ley  y que,  sin  embargo,  pueden  ser  objeto  de  arrenda- 
miento, y esto,  porque  á lo  que  hay  que  atender,  como  hemos 
indicado,  no  es  á la  cosa  misma,  sino  á la  posibilidad  legal  de 
su  goce  ó uso. 

La  cosa  puede  no  ser  del  arrendador,  pero  lo  que  si  es 
esencial,  es  que  no  sea  del  arrendatario.  Lo  que  importa  es  que 
quien  oonstituya  el  arrendamiento  tenga  el  disfrute  de  la  eos  a, 
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que  es  lo  que  va  á transmitir  mediante  el  contrato.  Es  posible 
el  arrendamiento  aunque  el  arrendatario  mantenga  alguna  rela- 
ción de  propiedad  con  la  cosa  arrendada,  con  tal  que  no  se  refiera 
al  uso  y disfrute;  tal  ocurriría  cuando  el  nudo  propietario  arren- 
dase las  fincas  cuyo  usufructo  pertenece  á otro. 

Sin  cosa  arrendada,  no  puede  haber  arrendamiento:  de  aquí 
La  consecuencia  de  que  debe  existir  en  el  momento  de  la  perfec- 
ción del  contrato.  Si  se  hubiese  perdido  al  tiempo  de  celebrarse, 
estimamos  que  sería  aplicable  por  analogía  la  disposición  que, 
referente  á la  compra  y venta  contiene  el  art.  1460,  con  la  dis- 
tinción de  supuestos  de  pérdida  total  y parcial  de  la  cosa  qae  en 
el  mismo  artículo  se  expresa. 

El  art.  15  + 5 declara  que  los  bienes  fungibles  que  se  consu- 
men con  el  uso,  no  pueden  ser  materia  del  contrato  de  arren- 
damiento. 

A esta  disposición  del  Código  se  suelen  señalar  dos  excepcio- 
nes: una,  la  del  caso  á que  alude  el  conocidísimo  ejemplo  de  Tro- 
plong,  del  avaro  que  alquiló  cierto  manjar  que  no  había  de  ser 
comido  para  colocarlo  en  su  mesa  en  un  banquete,  es  decir,  la 
del  arrendamiento  ad  pompara  et  oslenlationem ; otra,  la  de  las  co- 
sas que  teniendo  el  carácter  de  fungibles,  entran  como  acceso- 
rias en  el  arrendamento  de  algún  establecimiento  industrial, 
como,  por  ejemplo,  el  carbón,  las  sustancias  grasas,  etc. 

Entre  los  derechos  que  pueden  arrendarse,  está,  en  nuestra 
opinión,  el  derecho  á cobrar  los  impuestos  ó rentas  públicas.  De- 
cimos en  nuestra  opinión,  y llamamos  la  atención  sobre  ello, 
porque  uno  de  los  centros  directivos  de  nuestra  Administración 
viene  sosteniendo  con  notorio  error  un  concepto  que  no  podemos 
pasar  por  alto.  Con  motivo  de  la  calificación  de  los  contratos  de 
arrendamiento  del  impuesto  de  consumos,  se  afirma  en  reitera- 
das resoluciones  de  ese  Centro  que  el  acto  que  entrañan  es  el  de 
un  arrendamiento  de  servicios,  desconociendo  que  se  trata  de  un 
perfecto  y verdadero  arrendamiento  de  un  derecho,  del  derecho 
que  los  Municipios  tienen  á percibir  el  impuesto  de  consumos. 

Nada  tan  convincente  como  lo  que  el  Sr.  Angulo  y Laguna 
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ha  dicho  sobre  este  punto  en  el  nútn.  1547  de  L.a  Reforma  legis- 
lativa. Vamos  á reproducirlo  por  la  sustancia  doctrinal  que  con- 
tiene. 

Para  demostrar  que  el  acto  del  arrendamiento  del  impuesto 
de  consumos  implica  el  arrendamiento  de  un  derecho,  dice  dicho 
señor:  «Acudamos  al  art.  1543  del  Código  civil,  y veremos  cum- 
plidos todos  sus  requisitos. 

» Una  de  las  partes,  el  Ayuntamiento,  se  obliga  d dar  á la  otra, 
el  contratista  ó arrendatario,  el  goce  6 uso  de  ana  cosa , el  derecho 
de  cobrar  lo  establecido  sobre  las  especies  tarifadas  por  tiempo 
determinado , el  que  en  el  caso  presente  se  ha  fijado  como  de  du- 
ración del  contrato,  y precio  cierto , la  cantidad  que  el  arrendata- 
rio ó contratista  debe  entregar  al  ^Ayuntamiento. 

»No  creo  que  pueda  caber  duda  acerca  de  la  concurrencia  de 
los  elementos  personales  de  este  contrato;  tampoco  racionalmen- 
te puede  dudarse  de  la  certeza  de  los  reales,  no  obstante  lo  cual 
he  de  observar  en  cuanto  á estos  sistemas  lo  siguiente:  a)  En  el 
arrendamiento  de  cosas  que  define  el  art.  1543,  está  virtualmen- 
te comprendido  el  arrendamiento  de  derechos,  b)  Cualquiera  que 
sea  la  diferencia  que  en  el  rigor  del  tecnicismo  científico  exista 
entre  cosas  y bienes , es  indudable  que  en  el  Código  civil  se  esta- 
blece una  verdadera  sinonimia  entre  estas  dos  palabras,  como 
reconocen  todos  los  autores,  y entre  ellos  el  Sr.  Sánchez  Román 
(artículos  333  y 334  del  Código  civil),  c ) Aunque  para  la  nomote- 
sia  del  Código  esta  sinonimia  constituya  un  motivo  de  censuras 
desde  el  punto  de  vista  interpretativo,  hay  que  admitirla  y te- 
nerla en  cuenta  para  penetrar  su  sentido,  so  pena  de  sustituir 
nuestro  criterio  científico  personal  al  criterio  legal  del  Código, 
que  es  realmente  el  que  encarna  la  regla  jurídica  y no  el  núes 
tro,  sean  las  que  fueren  las  excelencias  que  sobre  el  del  texto 
vigente  pueda  ostentar,  d)  En  vista  de  esta  sinonimia,  es  indu- 
dable que  en  el  concepto  de  cosas  está  comprendido  el  de  dere' 
chos,  y,  por  lo  tanto,  la  posibilidad  de  arrendar  las  primeras 
implica  la  posibilidad  de  ceder  el  goce  ó uso  de  los  segundos,  ó 
lo  que  es  lo  mismo,  de  arrendar  también,  e ) No  es  contrario  al 
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recto  sentido  jurídico  ni  presenta  caracteres  de  ilicitud,  el  que 
se  ceda  temporalmente  por  un  precio  cierto  el  uso  y disfrute  de 
un  derecho;  y cuando  esto  ocurre,  sin  necesidad  de  acudir  al 
amplio  molde  de  los  contratos  innominados,  la  más  ligera  re- 
flexión acusa  que  ese  supuesto  de  hecho  es  el  que  la  ley  ha  te- 
nido en  cuenta  al  definir  el  estado  de  derecho  que  se  denomina 
arrendamiento.  /)  De  acuerdo  con  este  criterio,  las  Partidas,  que 
á su  grande  autoridad  jurídica  unen  su  no  menor  prestigio  en  el 
orden  filológico,  al  dedicar  la  ley  1.a  del  tít.  7.°  de  la  Parti- 
da 5.a  á definir  «que  cosa  es  aloguero  o arrendamiento»,  dice 
sin  salvedades  ni  restricciones,  que  «arrendamiento  según  el 
»lenguaje  de  España,  es  arrendar,  heredamiento  o almoxerifad- 
goo  alguna  otra  cosa  por  renta  cierta  que  den  por  ella»,  ocu- 
pándose en  otros  muchos  lugares  de  los  arrendamientos  de  los 
almoxerifagos,  ó lo  que  es  lo  mismo,  declarando  que  el  arren- 
damiento de  las  rentas  del  Rey  (pues  no  otra  cosa  significa  al- 
moxeriíe  que  el  recaudador  de  las  rentas  del  Monarca),  es  un 
completo  y verdadero  arrendamiento,  g)  El  precio  en  este  con- 
trato es  lo  que  el  arrendatario  da  en  cambio  ó en  compensación 
del  derecho,  cuyos  goce  y uso  adquiere  temporalmente,  ó lo  que 
es  lo  mismo,  la  cantidad  que  anualmente  tiene  que  entregar  al 
Ayuntamiento. 

»De  lo  dicho  hasta  aquí  se  desprende  que  se  trata  en  el  pre- 
sente caso  del  arrendamiento  de  un  derecho,  el  derecho  que  la 
Corporación  municipal  tiene  de  cobrar  un  tanto  por  unidad  de 
las  especies  tarifadas,  el  cual,  en  vez  de  ser  ejercitado  por  la 
entidad  jurídica  á quien  está  atribuido,  se  cede  lícita  y válida- 
mente por  razones  de  buena  administración  con  1a,  expresa 
anuencia  de  los  Poderes  superiores. 

»No  se  trata,  como  algunos  afirman,  de  un  arrendamiento  de 
servicios.  Si  así  fuese,  sería  entonces,  á tenor  del  art.  1546  del 
Código  civil,  el  rematante,  el  arrendador,  y el  Ayuntamiento  el 
arrendatario;  sería  entonces  también  el  Ayuntamiento,  como  tal 
arrendatario,  el  que  tuviese  que  entregar  el  precio,  y vemos  que 

no  hay  tal  entrega  ni  cosa  que  se  le  parezca  siquiera,  pues  si 
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como  tal  se  entendiese,  la  diferencia  existente  entre  lo  que  el 
rematante  tiene  que  entregar  al  Municipio  y lo  que  real  y eíec 
tivamente  recaude,  resultaría,  de  una  parte,  que  se  incurriría 
en  el  grave  error  económico  jurídico  de  coniuudii  la  utilidad  que 
una  de  las  partes  espera  del  contrato,  que  es  para  ella  la  causa 
del  mismo,  con  el  precio;  de  otra,  que  aun  tomando  esa  utilidad 
por  precio,  no  es  el  Ayuntamiento  quien  lo  entrega,  y,  por  ulti* 
mo,  de  otra,  que  ese  precio,  contra  lo  dispuesto  en  el  art.  1 543 
del  Código  civil,  no  sería  cierto,  ya  que  no  solamente  no  habría 
manera  de  fijarlo,  según  los  artículos  1447  y 1448  del  mismo 
Código,  sino  que  esta  incertidumbre  llegaría  hasta  el  extremo 
de  que  en  los  casos  de  que  la  recaudación  fuese  menor  que  lo  que 
había  costado  el  remate,  el  precio  no  existiría  y tendríamos  un 
arrendamiento  sin  precio. 

» Cuanto  más  se  medite  acerca  de  la  naturaleza  de  este  con- 
trato, mejor  se  comprende  que  el  considerarlo  como  un  arrenda- 
miento de  servicios,  es  una  solución  que  conduce  derechamente 
al  absurdo.  Repito,  pues,  que  se  trata  del  arrendamiento  de  un 
derecho,  y añado  ahora,  para  fijar  de  una  vez  su  naturaleza,  que 
es  de  carácter  esencialmente  aleatorio,  influyendo  el  tactor  suerte 
ó azar  en  la  relación  que  llegará  á existir  entre  la  cantidad  im- 
porte del  remate,  fija  desde  el  momento  de  la  perfección  del  con- 
trato, y la  que  representará  el  total  de  la  recaudación,  desconoci- 
da desde  ese  mismo  momento  y de  existencia  solamente  posible.» 

Enteramente  conformes  por  nuestra  parte  con  los  razona- 
mientos del  Sr.  Angulo. 

b)  El  precio. — Otro  de  los  requisitos  esenciales  del  arrenda- 
miento de  cosas  que  se  mencionan  en  el  art.  1543,  es  el  precio, 
al  cual  la  ley  añade  el  calificativo  de  cierto. 

La  explicación  de  la  certeza  del  precio  no  tenemos  que  ha- 
cerla ahora,  porque  desde  luego  puede  darse  por  reproducido 
cuanto  hemos  dicho  al  hablar  de  la  compra  y venta.  También 
hay  que  presuponer  que  el  precio  ha  de  ser  verdadero,  aunque 
el  Código  no  lo  diga  en  este  lugar. 

Un  requisito  se  exige  en  el  precio  de  la  compra  y venta  que 


LIB.  IV— TÍT.  VI— OAP.  I — ARTS.  1542  A 1545  451 

no  se  menciona  en  el  arrendamiento  de  cosas:  este  requisito  es 
el  de  que  consista  en  dinero  ó signo  que  lo  represente. 

De  propósito  entendemos  que  ha  sido  omitida  esta  circuns- 
tancia, pues  desde  luego  se  alcanza  que  hay  muchos  arrenda- 
mientos en  que  la  renta  se  paga  en  especie,  sin  que  por  ello 
cambie  la  naturaleza  del  contrato  Al  pagarse  en  especie  puede 
estipularse  una  cantidad  fija  ó una  parte  alícuota  de  los  frutos 
que  produzca  la  cosa  arrendada,  siendo  este  último  caso  el  de  la 
aparcería  á que  alude  el  art.  1579. 

Se  ha  discutido  ampliamente  si  el  precio  puede  consistir  en 
especie,  pero  distinta  de  aquella  que  se  obtenga  de  la  cosa,  y 
mientras  unos  se  han  decidido  por  calificar  el  contrato  en  que 
tal  ocurriera  de  innominado,  otros  han  optado  por  mantener  el 
concepto  de  arrendamiento* 

Parécenos  lo  más  acertado  seguir  la  opinión  que  formula 
Pacifici-Mazzoni,  diciendo  que,  en  tesis  general,  siempre  que  de 
UDa  parte  haya  concesión  del  derecho  personal  de  goce  de  una 
cosa  y de  otra  traslación  de  propiedad  de  otra  cosa  en  equiva- 
lencia  de  tal  goce,  existe  arrendamiento.  Aunque,  en  último  tér- 
mino, esto  implicará  siempre  una  cuestión  de  prueba,  en  la  cual 
lo  que  habrá  que  probar  será  cuál  fue  la  intención  de  las  partes, 
si  celebrar  un  arrendamiento  ú otro  contrato  de  distinta  natu- 
raleza . 

El  precio  del  arrendamiento  de  cosas  se  conoce  con  distintos 
nombres,  según  la  clase  de  cosas  á que  el  contrato  se  refiera. 
Así  se  llama  renta,  alquiler,  colonia,  aplicándose  los  dos  prime- 
ros nombres  á los  arrendamientos  de  fincas  urbanas,  el  segundo 
á los  de  muebles  y el  último  á los  de  inmuebles  rústicos. 

c ) El  tiempo. — El  arrendamiento  es,  por  su  naturaleza,  tem- 
poral; de  aquí  que  el  Código  al  definir  el  de  cosas  en  el  art.  1543 
haya  tenido  en  cuenta  la  noción  del  tiempo. 

No  existen  en  nuestra  legislación  las  limitaciones  que 
otros  códigos  establecen:  podrán,  pues,  las  partes  estipular 
el  arrendamiento  por  el  tiempo  que  tengan  por  conveniente. 
Puede  pactarse  también  la  influencia  de  una  condición,  tanto 
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para  que  comience  como  para  que  termine  la  ejecución  del 
contrato. 

La  circunstancia  que  en  el  tiempo  ha  de  concurrir  es,  según 
nuestro  Código,  la  de  ser  determinado.  No  nos  atrevemos  á cen- 
surar  francamente  al  art.  1543  por  la  exigencia  de  este  requi* 
sito;  pero  tampoco  podemos  otorgarle  nuestro  aplauso.  Estima- 
mos que  tal  vez  hubiera  sido  mejor  sustituir  las  palabras  «por 
tiempo  determinado»  por  la  de  «temporalmente»,  que  hubiera 
respondido  mejor  á las  necesidades  de  la  práctica. 

El  recuerdo  de  un  sencillo  caso  que  á diario  ocurre,  conven- 
cerá de  esta  opinión.  Todos  sabemos  que  hay  muchos  arrenda- 
mientos en  los  que,  si  bien  se  fija  un  plazo  de  duración,  se  pacta, 
sin  embargo,  que  este  plazo  es  obligatorio  solamente  para  el 
arrendador,  pero  no  para  el  arrendatario,  quien  puede  en  todo 
momento  dar  por  terminado  el  contrato;  y posible  sería  tam- 
bién que  se  estipulase  el  supuesto  contrario,  aunque  el  primero 
es  el  más  frecuente,  sobre  todo  en  los  arrendamientos  de  minas. 

Nadie  ha  puesto  en  duda  la  eficacia  de  este  convenio,  que 
nosotros  sepamos,  ni  por  nadie  se  ha  negado  á los  contratos  en 
que  interviene  el  carácter  de  verdaderos  arrendamientos.  Pues 
bien,  preguutamos  ahora,  ¿se  puede  decir  que  en  un  arrenda- 
miento en  que,  por  ejemplo,  se  ha  estipulado  el  tiempo  de  diez 
años  obligatorio  sólo  para  el  arrendador,  pero  que  el  arrendata- 
rio puede  dar  por  rescindido  al  día  siguiente  de  su  perfección,, 
existe,  en  rigor,  la  determinación  del  tiempo  en  la  completa  ex- 
tensión y en  el  total  significado  que  este  concepto  tiene?  En 
nuestra  opinión,  no:  ese  tiempo  es  un  tiempo  prácticamente  in  - 
determinado;  ¿quién  se  atreverá  á decir  el  plazo  que  subsistirá 
ni  el  que  deberá  subsistir  el  contrato? 

Y sin  embargo,  las  relaciones  existentes  entre  las  partes 
son  las  propias  y características  del  arrendamiento;  la  intención 
de  los  contratantes  ha  sido  estipular  un  arrendamiento,  y por 
los  preceptos  á éste  referentes  han  de  resolverse  cuantas  cues- 
tiones surjan.  ¿Cómo  negar  la  esencial  naturaleza  del  contrato,, 
por  más  que  no  se  dé  la  determinación  del  tiempo,  si  todo  lo  que 
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constituye  la  sustancia  y la  entraña  del  acto  jurídico  está  pre- 
sente en  el  caso  que  hemos  propuesto? 

Hubiéranse  evitado  muchas  dudas  si  el  Código  se  hubiese 
hecho  cargo  de  la  determinación  de  tiempo  que  acompaña  á 
muchos  contratos  de  arrendamiento,  fijando  sus  efectos  y regu 
lando*  en  suma,  esta  forma  especial. 

Por  vía  de  ejemplo  de  la  gravedad  que  estas  cuestiones  pue- 
den ofrecer,  recordaremos  una  en  que  tuvimos  ocasión  de  inter- 
venir con  nuestro  dictamen.  Tratábase  del  arrendamiento  de 
una  mina  hecho  por  tiempo  indefinido,  y en  el  cual  el  arrenda 
tario  tenía  la  facultad  do  dar  por  terminado  el  contrato  avisando 
con  un  año  de  anticipación.  Temió  el  arrendatario  que  el  arren- 
dador vendiese  la  mina,  en  cuyo  caso  se  vería  privado  de  su  de  - 
recho,  aun  cuando  le  asistiera  el  de  reclamar  daños  y perjuicios 
de  la  persona  con  quien  contrató,  y con  objeto  de  precaver  este 
riesgo,  ideó  el  siguiente  medio:  Por  notificación  notarial  hizo 
saber  al  propietario  que  renunciaba  á su  derecho  de  dar  por  ter 
minado  el  arriendo  durante  un  plazo  de  siete  años,  y que  en  su 
consecuencia  quedaba  firme  el  contrato  por  ese  tiempo.  Seguida- 
mente, entabló  la  correspondiente  demanda  á fin  de  que  el  arren- 
damiento que  sólo  constaba  por  documento  privado,  se  elevase 
á escritura  pública. 

Sus  propósitos  eran  visibles,  aunque  so  presentasen  en  forma 
encubierta.  El  arrendamiento  estipulado,  como  hecho  por  tiempo 
indefinido,  no  tenía  la  cualidad  de  inscribible  en  el  Registro, 
porque  no  estaba  en  ninguno  de  los  tres  casos  que  taxativa- 
mente enumera  la  ley  Hipotecaria,  ya  que  un  arrendamiento  por 
tiempo  indefinido  no  se  puede  asegurar  si  excederá  ó no  de  los 
seis  años,  y ese  arrendatario  lo  que  á todo  trance  buscaba  era 
la  inscripción  de  su  derecho  en  el  Registro  de  la  propiedad. 

Si  el  tiempo  indefinido  se  trocaba  en  el  tiempo  fijo  y deter- 
minado d9  los  siete  años,  y si  por  añadidura  el  documento  pri- 
vado se  convertía  en  escritura  pública,  la  inscripción  era  posi 
bl6.  La  base  de  toda  esta  mutación  era  la  renuncia  del  derecho 
á dar  por  terminado  el  arrendamiento  por  siete  años,  renuncia 
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que  se  pretendía  hacer  pasar  amparándose  en  el  principio  ae  que 
los  derechos  son  renunciables.  Pues  bien;  en  este  punto  concre- 
to (aparte  de  otras  cuestiones  incidentales  que  en  el  asunto  se 
daban)  fué  donde  nuestro  dictamen  ejerció  una  influencia  deci- 
siva aquietando  al  actor.  Es  cierto  — argumentamos  — que  los 
derechos  son,  por  regla  general,  renunciables,  pero  una  de  las 
condiciones  precisas  para  que  la  renuncia  surta  sus  efectos  es  la 
de  que  no  se  perjudique  con  ella  á nadie,  y esa  renuncia  venía 
á perjudicar  positivamente  al  arrendador  propietario.  La  razón 
es  evidente:  el  arrendamiento  por  tiempo  indefinido  no  constitu- 
ye un  derecho  real  sobre  la  finca  arrendada  porque  no  es  inscri- 
bible; el  arrendamiento  por  siete  años  implica  la  creación  de  un 
derecho  real,  y,  por  lo  tanto,  una  carga  ó gravamen  sobre  la 
finca.  Si  de  los  términos  del  contrato  no  resultaba  claramente 
que  la  voluntad  de  las  partes  había  sido  crear  un  arrendamiento 
inscribible,  si  el  propietario  no  había  consentido  en  constituir 
una  carga  real  sobre  su  finca,  ¿cómo  se  podía  llegar  á este  ex- 
tremo por  la  sola  voluntad  de  uno  de  los  contratantes  y bajo  las 
apariencias  de  una  renuncia  de  derecho?  Esta  consideración  fué 
muy  estimada  y la  transacción  no  se  hizo  esperar. 

I1)  Arrendamiento  de  obras  ó servicios.  — Es  la  segunda  de  las 
clases  de  arrendamiento  que  se  mencionan  en  los  artículos  que 
comentamos.  El  1544  lo  define  diciendo  que  en  el  arrendamiento 
de  obras  ó servicios  una  de  las  partes  se  obliga  á ejecutar  una 
obra  ó á prestar  á la  otra  un  servicio  por  precio  cierto. 

La  obra  ó el  servicio  vienen  á sustituir  á la  cosa  que  inter- 
viene en  el  arrendamiento  llamado  de  cosas:  el  requisito  del 
precio  subsiste  con  la  misma  condición  de  ser  cierto,  que  hemos 
visto  en  el  art.  1543. 

Diferónciase  el  arrendamiento  de  cosas  del  de  obras  ó servi- 
cios en  que,  en  el  primero,  el  arrendador  que  no  quiere  cumplir 
su  obligación  puede  ser  constreñido  á realizarla,  ya  que  es  po- 
sible poner  la  cosa  á disposición  del  arrendatario  para  su  goce 
y uso  por  el  tiempo  pactado,  mientras  que  en  el  arrendamiento 
de  obras  y servicios  la  negativa  del  arrendador  se  resolverá,  por 
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regla  general,  en  la  obligación  de  indemnizar  daños  y perjui- 
cios, salvo  en  los  casos  especiales  en  que  la  obra  ó el  servicio 
sean  de  tal  naturaleza  que  puedan  ser  ejecutados  por  otro,  en 
cuyo  supuesto  se  ejecutará  á costa  del  obligado. 

Otro  contrato  con  el  que  corre  peligro  de  confundirse  el 
arrendamiento  de  obras  ó servicios  es  con  el  mandato.  Suele 
señalarse  entre  ambos  la  diferencia  que  origina  la  absoluta  ne- 
cesidad del  precio  en  el  arrendamiento,  al  paso  que  el  mandato 
se  supone  gratuito,  según  el  art.  1711,  á no  ser  que  el  manda- 
tario tenga  por  ocupación  el  desempeño  de  servicios  de  la  espe- 
cie á que  el  mandato  se  reñera,  en  cuyo  caso  se  presume  la 
obligaoión  de  retribuirlo.  Mas  el  motivo  de  distinción  funda- 
mental entre  uno  y otro  contrato  estriba  en  la  consideración  del 
principio  de  representación  que  informa  al  mandato,  y que  no 
toma  parte  para  nada  en  el  arrendamiento.  La  intención  de  las 
partes  será  el  punto  principal  que  habrá  que  poner  en  claro  en 
los  casos  dudosos. 

La  distribución  del  contenido  del  arrendamiento  está  orde- 
nada en  el  Código  en  tres  capítulos:  el  primero  está  destinado 
á las  disposiciones  generales  que  hemos  venido  comentando;  el 
segundo,  al  arrendamiento  de  ñncas  rústicas  y urbanas,  y el 
tercero  es  el  que  se  dedica  al  de  obras  y servicios. 

G)  Jurisprudencia.  — Con  relación  á los  artículos  que  hemos 
comentado,  son  de  notar  las  siguientes  resoluciones  de  la  juris- 
prudencia. 

El  derecho  adquirido  en  subasta  de  aprovechar  de  un  monte 
público,  durante  cierto  tiempo,  un  determinado  número  de  me- 
tros cúbicos  de  productos  maderables  y un  determinado  número 
de  hectáreas  para  pasto  de  un  número  de  cabezas  de  ganado, 
que  también  se  fijó,  merece,  para  el  pago  del  impuesto  de  dere 
chos  reales,  la  calificación  jurídica  de  arrendamiento.  (Senten- 
cia del  Tribunal  de  lo  Contencioso  de  22  de  Abril  de  1896.) 

Un  contratista  se  obligó  á suministrar  la  piedra  partida  que 
el  Ayuntamiento  de  Madrid  necesitase  para  los  afirmados  Mac- 
Adam  de  las  vías  pfiblicas  del  ensanche,  debiendo  advertirse  que 
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dhho  material  debía  entregarse  en  los  tajos  ó puntos  que  se  de- 
signase y distribuirse  en  la  íorma  que  fijase  el  Ingeniero  di- 
rector. Sometida  al  Tribunal  de  :o  Contencioso  la  calificación 
de  este  acto,  á los  efectos  del  pago  del  impuesto  de  derechos  rea- 
les, éste,  en  sentencia  de  9 de  Enero  de  1899,  declaró:  que  no 
era  compra  y venta,  porque  en  la  compra  el  precio  se  fija  en  con- 
sideración á la  cosa  transmitida  y aquí  se  fijó  en  consideración 
á las  prestaciones  á que  el  contratista  se  obligó;  que  no  había 
transmisión  de  muebles,  porque  la  piedra  quedaba  incorporada  á 
la  vía  pública  que  es  de  uso  general  y no  entraba  á formar  parte 
del  patrimonio  del  Municipio,  y que  no  era  tampoco  un  arren- 
damiento de  servicios  con  suministro  de  materiales,  sino  que  la 
verdadera  naturaleza  del  acto  era  la  de  un  contrato  de  ejecución 
de  obras  con  suministro  de  materiales. 

Una  persona  que  se  creía  con  derecho  á cobrar  una  pensión 
de  clases  pasivas,  encargó  á otra  que  hiciese  las  gestiones  pre- 
cisas para  obtenerla,  estipulando  que  en  compensación  de  sus 
trabajos  y desembolsos  le  entregaría  íntegra  la  suma  que  figu- 
rase en  nómina  la  primera  vez,  siempre  que  fuese  mayor  de  mil 
pesetas:  si  la  pensión  no  se  llegaba  á obtener,  nada  cobraría  el 
encargado.  Suscitado  pleito  y discutido  sí  el  precio  así  conve- 
nido era  ó no  cierto,  el  Tribunal  Supremo  declaró  que  debía  re- 
putarse como  cierto,  puesto  que  resultaba  fijado,  sino  numérica- 
mente, sí  con  relación  á un  suceso  que  lo  determinaba  (Senten- 
cia de  7 de  Mayo  de  1901). 

Un  individuo  había  prestado  á otro  muy  distintos  y comple- 
jos servicios,  como,  por  ejemplo,  tocar  el  piano  en  una  sala  de 
espectáculos  que  el  segundo  tenía  y explotaba,  dar  lecciones  de 
piano  á la  mujer  y á la  hija  del  demandado,  practicar  gestiones 
en  centros  oficiales,  asistir  á actos  de  conciliación,  realizar  com- 
pras de  ganados,  etc.  Fundándose  en  que  existía  un  verdadero 
arrendamiento  de  servicios,  entabló  su  demanda,  que  el  Tribu- 
nal Suprendo  desestimó,  considerando  que  ni  se  había  pactado 
precio  de  los  servicios,  ni  por  consiguiente  éste  era  conocido, 
ni  mucho  menos  cierto,  sin  perjuicio  de  que  el  demandante  pu- 
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diera  ejercitar  otras  acciones  si  creía  que  le  asistían  (Sentencia 
de  18  de  Octubre  de  1899). 

El  Ingeniero  director  de  las  obras  de  construcción  de  un  fe 
rrocarril  que  había  sido  nombrado  sin  determinación  d?  tiempo, 
fue  despedido  por  el  empresario  satisfaciéndole  su  sueldo  hasta 
el  día  del  despido.  Reclamada  por  el  Ingeniero  la  correspon- 
diente indemnización  por  este  acto,  el  Tribunal  Supremo  declaró 
que  no  había  lugar  á ella;  porque  aun  suponiendo  que  se  tratase 
de  un  arrendamiento  de  servicios  y no  de  un  mandato  retribui- 
do, no  se  trataba  de  servicios  de  obra  de  alzada  ni  por  tiempo 
cierto,  sino  remunerables  por  razón  del  tiempo  durante  el  cual 
se  prestasen  (Sentencia  de  12  de  Abril  de  1897). 

Códigos  extranjeros. — Artículos  1708,  171.1  y 1 7 1 3 del  Código 
francés;  1568,  1569  y 1570  del  italiano;  1595  y 1596  del  portu- 
gués; 1915  y 1916  del  chileno;  1522,  1523  y 1524  del  de  Vene- 
zuela; 535,  581,  611  y 631  del  alemán;  3t68  del  de  los  Estados 
de  Baja  California  y Puebla;  1737  y 1738  del  uruguayo;  1493 
y 1499  del  argentino,  y 1090  y 1151  del  austríaco. 

CAPITULO  II 

De  los  arrendamientos  de  fincas  rústicas  y urbanas , 


SECCIÓN  PRIMERA 

DISPOSICIONES  GENERALES 

AKTÍCULO  1546 

Se  llama  arrendador  al  que  se  obliga  á ceder  el  uso 
de  la  cosa,  ejecutar  la  obra  ó prestar  el  servicio;  y 
arrendatario  al  que  adquiere  el  uso  de  la  cosa  ó el  de- 
recho á la  obra  ó servicio  que  se  obliga  á pagar. 

Definición  de  las  palabras  arr endador  y arrendatario. — Limi- 
tado el  alcance  del  art.  1546  á fijar  el  tecnicismo  de  que  el  Có- 
digo se  vale  para  facilitar  la  inteligencia  de  sus  preceptos  y 
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concluir  con  antiguas  confusiones  del  derecho  anterior,  es  de 
observar  ante  todo  una  pequeña  falta  de  sistema,  disculpable 
porque  no  puede  dar  lugar  á errores  en  la  práctica,  y por  su  ob- 
jeto de  evitar  repeticiones. 

Está,  en  nuestra  opinión,  la  falta  de  sistema  en  que  consa- 
grado el  capítulo  2.°  del  tít.  6.°  á tratar  de  los  arrendamientos 
de  fincas  rústicas  y urbanas,  no  parecía  oportuno  introducir  en 
él  ningún  precepto  que  al  arrendamiento  de  obras  y servicios 
hiciese  relación,  y,  sin  embargo,  el  art.  1546  alude  á todas  las 
clases  de  arrendamiento  incluso  al  de  servicios.  El  lugar  ade- 
cuado del  precepto  era  el  capítulo  l.°  del  tít.  6.°,  que  compren- 
de las  disposiciones  generales. 

Mas  dejando  esto  á un  lado,  porque,  repetimos,  que  á ningún 
error  puede  dar  lugar  en  la  práctica  y concretándonos  ya  al  fon- 
do del  artículo,  diremos  que  lo  que  expresa  no  puede  ser  más 
oportuno.  En  no  pocos  textos  de  nuestro  antiguo  derecho  se  ha- 
bía usado  indistintamente  de  las  palabras  arrendador  y arrenda 
tario,  lo  cual  inducía  á confusiones  que  el  Código  ha  querido 
evitar  de  una  vez  para  siempre.  Se  llama  arrendador,  dice,  al 
que  se  obliga  á ceder  el  uso  de  la  cosa,  ejecutar  la  obra  ó pres- 
tar el  servicio;  y arrendatario  al  que  adquiere  el  uso  de  la  cosa 
ó el  derecho  á la  obra  ó servicio  que  se  obliga  á pagar. 

Con  este  criterio  no  es  dudosa  la  denominación  que  se  ha  de 
dar  á las  partes  en  las  distintas  clases  de  arrendamiento.  Así, 
por  ejemplo,  en  el  arrendamiento  de  servicios  domésticos,  el 
arrendador  es  el  criado  ó sirviente  y el  arrendatario  el  amo  ó 
señor;  en  el  de  servicios  de  transporte,  el  porteador  es  el  arren- 
dador y el  cargador  el  arrendatario;  en  el  de  hospedaje,  el 
arrendador  es  el  fondista  ó posadero  y el  arrendatario  el  huésped. 

Concordancias. — Artículo  1475  del  Proyecto  de  1851;  artícu- 
lo 3068  del  Código  de  Baja  California  y Puebla;  1737  del  Uru- 
guay, y 1493  del  argentino. 
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ARTÍCULO  1547 

Cuando  hubiese  comenzado  la  ejecución  de  un  con- 
trato de  arrendamiento  verbal  y faltare  la  prueba  del 
precio  convenido,  el  arrendatario  devolverá  al  arren- 
dador la  cosa  arrendada,  abonándole,  por  el  tiempo 
que  la  haya  disfrutado,  el  precio  que  se  regule. 

Pensaron  los  autores  del  Código  francés,  según  nos  dice  el 
tiibuno  Morricault,  que  si  bien  el  arrendamiento  no  está  sujeto 
á formas  determinadas,  no  mediando  escrito,  y aun  cuando  se 
alegara  que  se  hablen  dado  arras,  la  prueba  de  la  existencia  de 
la  obligación  no  debía  hacerse  por  medio  de  testigos,  dados  lo  & 
inconvenientes  que  la  prueba  oficial  ofrecería  en  una  materia  en 
que  todo  es  urgente,  y,  consecuentes  con  este  criterio,  redacta- 
ron los  arts.  1715  y 1716. 

El  primero  de  ellos  declara  que  si  el  arrendamiento  hecho  sin 
escrito  no  ha  recibido  todavía  ninguna  ejecución  y una  de  las 
partes  lo  niega,  no  puede  recibirse  prueba  de  testigos,  por  muy 
módico  que  fuese  el  precio,  y aunque  se  alegue  el  haber  dado 
señal,  y termina  diciendo  que  el  juramento  puede  sólo  deferirse 
al  que  niegue  el  arrendamiento.  Esta  desviación  de  los  princi- 
pios generales  parece  admirable  á Jaubert,  quien  la  encuentra 
útil,  sobre  todo  para  esa  numerosa  clase  de  personas  que  no  pue- 
den arrendar  más  que  cosas  de  un  módico  valor:  un  pleito  sería 
su  ruina,  exclama,  y es  preciso  cegar  la  fuente  de  estos  pleitos, 
proscribiendo  en  esta  materia  la  prueba  testifical. 

El  art.  17 J 6,  en  íntima  relación  con  el  1715,  expresado,  dice 
que  cuando  haya  réplica  sobre  el  precio  del  arrendamiento  ver- 
bal, cuya  ejecución  haya  empezado  sin  que  mediase  recibo,  será 
creído  el  propietario  bajo  su  juramento,  á menos  que  el  inquili- 
no pretiera  pedir  la  tasación  por  peritos,  en  cuyo  caso  los  gastos 
de  ésta  serán  por  su  cuenta  si  pasase  del  precio  que  éste  ha  de- 
clarado. 

Sean  los  que  fueren  los  motivos  de  estos  dos  preceptos  del 
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Código  francés  y parezcan  ó no  aceptables  las  razones  que  sus 
autores  alegaron  para  mantenerlos,  es  lo  cierto  que  con  ellos  se 
introduce  una  grave  excepción  á los  principios  generales  de  de- 
recho,  y se  establece  un  verdadero  privilegio. 

Se  falta  al  rigor  de  los  principios,  porque  en  una  materia  á 
cuya  naturaleza  y circunstancias  es  adecuada  la  prueba  testi- 
fical, se  la  sustrae  de  los  efectos  de  ella  en  todo  caso,  por  muy 
módico  que  fuero,  el  precio , y aunque  se  alegue  el  haber  dado  señal. 
Se  consagran  privilegios,  porque  se  consigna  una  presunción 
que  favorece  al  propietario,  quien  ante  la  ley  tiene,  por  el  hecho 
de  ser  tal,  los  mismos  títulos  para  ser  creído  que  el  arrendata- 
rio; presunción  que  supone  para  ser  destruida  una  serie  de  mo- 
lestias que  el  precepto  echa  sobre  una  de  las  partes  en  su  evi- 
dente perjuicio  y con  notorio  beneficio  de  la  otra. 

Con  estos  precedentes  se  amasó  el  art.  1^76  del  Proyecto  es- 
pañol de  1851.  El  Código  francés  había  distinguido  dos  supues- 
tos: primero,  que  se  negase  la  existencia  del  contrato,  cuya  eje- 
cución no  hubiese  comenzado;  segundo,  que  se  cuestionase  sobre 
el  precio  de  un  arrendamiento  de  cuya  efectividad  no  hubiese 
duda. 

Los  autores  del  Proyecto  de  1851  consideraron  quizá  dema- 
siado grave  la  solución  que  en  Francia  se  había  dado  al  primer 
supuesto,  y la  rechazaron  al  no  admitirla  entre  sus  preceptos. 
Lso  miraron  con  tan  malos  ojos  la  del  segundo,  y en  el  art.  1476 
puede  leerse  lo  siguiente:  «Cuando  hubiese  duda  acerca  del  pre- 
cio del  arrendamiento  verbal,  cuya  ejecución  hubiere  comenzado 
y no  exista  recibo,  el  propietario  será  creído  bajo  su  juramento, 
si  no  prefiere  el  arrendatario  pedir  el  justiprecio  de  peritos,  en 
cuyo  caso  serán  de  su  cargo  L s honorarios  de  éstos,  si  la  esti- 
mación excede  del  precio  que  hubiese  confesado.  Esta  disposi- 
ción tendrá  lugar,  aunque  el  precio  del  arrendamiento  exceda 
de  100  duros.»  Quedó,  por  lo  tanto,  traducido  el  precepto  del  ar- 
tículo 1716  del  Código  francés,  con  la  sola  adición  del  último 
apartado  que  en  nada  altera  su  sentido. 

Hemos  expuesto  con  estos  detalles  los  precedentes  del  ar- 
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ticulo  que  comentamos,  porque  la  comparación  de  ellos  con  lo 
que  nuestro  Código  afirma,  nos  da  el  alcance  y el  comentario  del 
art.  1547,  destruyendo  la  primera  impresión  que  su  lectura  pu- 
diera producir. 

. Los  precedentes  aconsejaban  temperamentos  de  excepción, 
concesión  de  privilegios:  esto  es  lo  que  late  entre  líneas  en  el 
Código  francés  y en  el  Proyecto  de  1851.  Nuestro  Código,  en 
nuestra  opinión,  con  excelente  acierto,  vuelve  por  los  fueros  de 
la  justicia  y restablece  el  derecho  común,  manteniéndola  igual- 
dad ante  la  ley  de  ambas  partes  contratantes. 

En  primer  lugar,  no  se  hace  cargo  del  caso  del  contrato  de 
arrendamiento,  cuya  ejecución  no  ha  comenzado,  y cuya  existen- 
cia se  niega  por  alguna  de  las  partes;  y al  no  dedicarle  ningún 
precepto,  es  visto  que  deja  la  materia  íntegra  sometida  á los 
principios  generales  que  rigen  la  prueba  de  las  obligaciones  y 
contratos. 

Sí  se  ocupa  del  segundo  caso;  pero  veamos  de  qué  manera. 
Las  circunstancias  de  hecho  que  han  de  concurrir  para  que 
tenga  aplicacióu  el  art.  1547,  son  dos:  una,  que  se  haya  comen- 
zado la  ejecución  de  un  contrato  de  arrendamiento  verbal;  y otra, 
que  falte  la  prueba  del  precio  convenido.  Nótese  bien  que  el  ar- 
tículo que  comentamos  no  dice  como  el  1716  del  Código  francés, 
ni  como  el  1416  del  Proyecto  de  1851,  que  la  falta  que  ha  de  ha- 
ber es  la  del  recibo  del  precio,  sino  la  de  la  prueba  del  precio, 
lo  cual  es  completamente  distinto,  porque  puede  no  existir  re- 
cibo, es  decir,  documento  escrito,  en  que  conste  el  pago  del  pre- 
cio, y,  sin  embargo,  existir  la  prueba  de  éste.  La  ley  alude  á la 
falta  de  prueba,  en  general,  de  uno  de  los  requisitos  esenciales 
del  contrato,  no  á la  falta  de  uno  de  los  medios  de  prueba  de 
ese  requisito  esencial. 

Pues  bien;  determinadas  así  las  circunstancias  de  hecho  á 
que  el  precepto  se  refiere,  la  solución  es  la  lógica,  la  justa,  la 
que  los  principios  del  derecho  común  aconsejan,  sin  excepciones 
que  la  naturaleza  de  los  hechos  no  exige,  y sin  privilegios  que 
el  carácter  de  los  contratantes  no  puede  justificar. 
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Si  falta  la  prueba  del  precio  convenido,  ó lo  que  es  lo  mismo, 
si  falta  toda  prueba  del  precio,  ese  precio  para  el  derecho  de  que 
el  Estado  es  órgano  no  existe  en  realidad,  y no  existiendo  pre- 
cio, no  puede  haber  contrato  de  arrendamiento,  del  cual  es  un 
requisito  esencial.  La  relación,  que  parecía  mediar  entre  las  par- 
tes, era  aparentemente  la  que  se  deriva  del  arrendamiento;  pero 
las  contestaciones  y las  divergencias  de  los  interesados  han 
puesto  de  manifiesto  que  tal  contrato  era  sólo  UDa  apariencia, 
al  menos  en  la  esfera  del  derecho  que  el  Código  civil  declara  en 
abstracto. 

¿Cuál  es  el  obligado  corolario  de  la  inexistencia  del  contrato? 
La  respuesta  no  es  dudosa:  si  el  que  pasaba  como  arrendatario 
venía  ya  en  el  goce  y uso  de  la  cosa,  y para  ese  goce  y ese  uso 
no  tenía  más  título  que  el  que  pudiera  derivarse  de  un  contrato 
que  legalmente  no  existe,  la  obligación  de  devolver  la  cosa  surge 
con  carácter  de  ineludible. 

He  ahí,  pues,  la  solución  adoptada  por  el  Código:  cuando 
hubiese  comenzado  la  ejecución  de  un  contrato  de  arrenda- 
miento verbal,  dice  el  art.  1547,  y faltase  la  prueba  del  precio 
convenido,  el  arrendatario  devolverá  al  arrendador  la  cosa 
arrendada,  abonándole,  por  el  tiempo  que  la  haya  disfrutado,  el 
precio  que  se  regule. 

El  Código  no  se  ha  apartado  en  este  precepto  de  los  princi- 
pios del  derecho  común,  ni  ha  establecido  privilegio  para  nin- 
guna de  las  partes:  tan  sólo  ha  acudido  á la  equidad  en  la  úl- 
tima parte  del  artículo.  El  Código  ha  pensado,  sin-  duda,  que 
aun  cuando  en  virtud  de  un  contrato  meramente  aparente, 
el  que  aparecía  como  arrendatario  ha  venido  de  hecho  disfru- 
tando la  cosa  que  se  decía  arrendada,  se  ha  aprovechado  de  ella, 
al  paso  que  su  propietario  se  ha  visto  privado  de  ese  disfrute: 
nada  más  justo  sino  que  el  que  se  aprovechó  indemnice  al  que 
dejó  de  gozar  de  la  cosa.  ¿De  dónde  deducir  la  extensión  y lí* 
mites  de  esa  indemnización?  Ningún  indicio  existe,  que  de  la 
manifiesta  voluntad  de  las  partes  provenga,  que  pueda  servir  de 
•criterio  ó base  para  la  indemnización:  no  quedaba  más  que  un 
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camino,  el  de  la  regulación  en  cada  caso  concreto.  A ella  alude 
el  Código  al  decir  que  se  abonará  el  precio  que  se  regule,  de- 
biéndose tener  en  cuenta  que  para  llegar  á la  regulación,  si  las 
partes  no  se  pusiesen  de  acuerdo,  habrá  que  acudir  á los  Tribu- 
nales, y aunque  en  definitiva  corresponderá  al  Juez  el  fijar  la 
cantidad,  estimamos  que  previamente  procederá  oir  el  dictamen 
de  peritos. 

Concordancias. — Art.  1476  del  Proyecto  de  1851:  arts.  1714, 
1715  y 1716  del  Código  francés  y 1745  del  uruguayo. 

ARTÍCULO  1548 

El  marido  relativamente  á los  bienes  de  su  mujer, 
el  padre  y tutor  respecto  á los  del  hijo  ó menor,  y el 
administrador  de  bienes  que  no  tenga  poder  especial, 
no  podrán  dar  en  arrendamiento  las  cosas  por  término 
que  exceda  de  seis  años. 

Capacidai  del  arrendador:  limitaciones  en  casos  determinados. — 
El  preinserto  artículo  se  refiere  á la  materia  de  capacidad  para 
constituir  arrendamientos,  es  decir,  para  ser  arrendador. 

El  Código,  al  tratar  de  la  compra  y venta,  destinó  un  capí- 
tulo, el  2.°  de  aquel  título,  á reglamentar  también  la  capacidad, 
pero  en  forma  más  amplia  y comprensiva;  pues  después  de 
sentar  la  regla  general  en  el  art.  1457  de  que  pueden  celebrar 
el  contrato  de  compra  y venta  todas  las  personas  que  pueden 
obligarse,  fue  señalando  en  los  artículos  siguientes  los  distintos 
motivos  de  incapacidad. 

No  se  ha  seguido  el  mismo  criterio  en  el  arrendamiento, 
donde  la  materia  se  presenta,  sin  duda,  de  modo  incompleto. 
Palta,  en  primer  lugar,  una  regla  general  de  capacidad  que  hay 
que  suplir  deduciéndola  de  los  principios  comunes  que  rigen  la 
contratación,  entendiendo,  como  ya  de  modo  expreso  se  dijo  en 
la  compra  y venta,  que  pueden  celebrar  el  contrato  de  arren- 
damiento todas  las  personas  que,  según  la  ley,  pueden  obligarse. 
Palta,  asimismo,  la  mención  de  las  incapacidades  especiales  y 
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conoretas,  y esto  ya  no  puede  suplirse  por  deducción  alguna, 
por  tratarse  de  una  materia  en  que  la  analogía  y la  ampliación, 
como  procedimiento  interpretativo  no  pueden  emplearse  por 
razón  de  la  naturaleza  de  la  materia  misma. 

Y,  sin  embargo,  los  vacíos  del  Código  son  evidentes.  Para 
convencerse  de  ello,  basta  con  pasar  la  vista  por  los  arts.  1458 
y 1459,  que  prohíben  la  compra  y venta,  en  los  casos  que  ex- 
presan, á los  cónyuges,  al  tutor  y protutor,  á los  mandatarios, 
á los  albaceas,  á los  empleados  públicos,  á los  Magistrados, 
Jueces  é individuos  del  Ministerio  fiscal,  etc.,  y formularse  la 
sencilla  pregunta  de  si  esas  mismas  incapacidades  deben  regir 
ó no  en  el  arrendamiento.  La  respuesta  no  es  dudosa;  las  mismas 
razones  que  abonan  la  prohibición  de  la  compra  y venta  existen 
en  el  contrato  que  ahora  nos  ocupa.  No  obstante,  el  Código  calla 
acerca  de  todos  estos  puntos,  y ya  sabemos  lo  peligroso  que  es 
el  pretender  limitar  la  capacidad  de  las  personas,  su  libertad 
civil,  por  motivos  del  orden  moral  que  la  ley  no  ha  consignado 
expresamente:  no  seremos  nosotros  los  que  aconsejemos  ese 
camino,  por  muy  poderosas  que  nos  parezcan  las  causas  que,  á 
nuestro  juicio,  debían  ser  productoras  de  la  incapacidad. 

No  se  encuentra  en  todo  el  tít.  6.°  del  libro  4.°  del  Código 
más  artículo  que  se  refiera  á la  capacidad  para  celebrar  el  con- 
trato de  arrendamiento  que  el  1548,  y la  materia  de  éste,  según 
hemos  dicho,  no  contiene  un  precepto  general,  sino  que  se  limita 
á ciertos  supuestos  que  hacen  relación  al  arrendador.  La  capa- 
cidad del  arrendatario,  en  vista  de  este  silencio,  queda  sometida 
á los  principios  generales. 

Nos  corresponde,  pues,  examinar  los  casos  que  el  Código 
ha  previsto.  El  marido,  relativamente  á los  bienes  de  su  mujer, 
dice  el  artículo  que  comentamos,  el  padre  y el  tutor  respecto  k 
los  del  hijo  ó menor,  y el  administrador  de  bienes  que  no  tenga 
poder  especial,  no  podián  dar  en  arrendamiento  las  cosas  por 
término  que  exceda  de  seis  años.  A cuatro  personas  se  refiere 
el  artículo,  á saber:  al  marido,  al  padre,  al  tutor  y al  adminis- 
trador, Estudiemos  separadamente  la  capacidad  que  tiene  cada 
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una  de  ellas  para  constituir  arrendamientos  por  razón  de  su 
respectivo  carácter. 

A)  Capacidad  del  marido. — Discutimos  la  capacidad  del  ma- 
rido en  cuanto  á los  bienes  de  su  mujer,  pues  es  claro  que  res- 
pecto de  los  suyos  propios  la  tiene  integra,  sin  que  el  hecho  del 
matrimonio  venga  á producir  ninguna  modificación  en  ella. 

Los  bienes  de  la  mujer  pueden  ser  dótales  ó parafernales; 
los  dótales  pueden  á su  vez  distinguirse  en  estimados  é ines- 
timados. 

Los  bienes  dótales  estimados  no  son,  en  realidad,  bienes  de 
la  mujer,  porque  es  de  esencia  de  la  dote  estimada,  según  el  ar- 
tículo 1346,  que  su  dominio  se  transfiera  al  marido,  quedando 
éste  obligado  á restituir  su  importe.  La  limitación,  pues,  del 
artículo  que  comentamos,  que  prohíbe  al  marido  dar  en  arren- 
damiento los  bienes  de  su  mujer  por  término  que  exceda  de  seis 
años,  no  rige  respecto  de  los  bienes  de  la  dote  estimada,  en 
cuanto  á los  cuales  tiene  el  marido  la  plenitud  de  las  atribu- 
ciones. 

Los  bienes  de  la  dote  inestimada  ya  tienen  otro  carácter.  Su 
dominio  sigue  siendo  de  la  mujer,  según  el  mismo  art.  1346; 
su  administración  y su  usufructo  corresponden  al  marido,  según 
el  1357.  Estos  bienes  están  comprendidos  en  la  prohibición  del 
artículo  1548,  y el  marido  no  podrá  darlos  en  arrendamiento  por 
más  de  seis  años.  Ya  el  art.  1363,  comprendido  en  la  sección 
que  trata  de  la  administración  y usufructo  de  la  dote,  había 
dicho  que  el  marido  no  podrá  dar  en  arrendamiento  por  más  de 
seis  años,  sin  el  consentimiento  de  la  mujer,  bienes  inmuebles 
de  la  dote  inestimada,  y que,  en  todo  caso,  se  tendrá  por  nula 
la  anticipación  de  rentas  ó alquileres  hecha  al  marido  por  más  de 
tres  años. 

El  sentido  de  uno  y otro  precepto  es  el  mismo;  pero  notamos 
en  ambos  una  falta  de  concreción  del  pensamiento  del  Código, 
que  puede  dar  lugar  á dificultades  y que  hubiera  sido  muy  sen- 
cillo el  evitar. 

Dados  los  precedentes  de  la  ley  Hipotecaria  y cuanto  hemos 
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dicho  en  el  comentario  de  los  arta,  1542  al  1545  sobre  el  debate 
suscitado  entre  los  autores  acerca  de  si  el  derecho  de  arrenda- 
miento es  ó no  un  derecho  real,  el  criterio  que  francamente  de 
bía  haberse  seguido  era  no  solamente  claro,  sino  obligado  para 
el  legislador. 

¿Hay  casos  en  que  el  arrendamiento  es  un  derecho  real,  y 
hay  otros  en  que  conserva  su  tradicional  naturaleza  de  derecho 
personal?  Pues  este  doble  carácter  es  el  que  debe  dar  la  clave 
para  marcar  el  límite  de  las  atribuciones  del  marido.  Mientras 
el  arrendamiento  es  un  derecho  personal  y no  llega,  por  lo  tanto, 
á ser  una  carga  que  gravite  sobre  la  finca,  su  constitución  im- 
plica tan  sólo  un  acto  de  administración  de  los  precisos,  de  los 
indispensables  para  el  gobierno  del  caudal  ó cosa  administrada, 
y.  que  no  puede  cercenarse  de  las  atribuciones  del  marido,  si  no 
se  quiere  hacer  de  su  administración  una  administración  pura- 
mente nominal.  ¿Es,  por  el  contrario,  el  arrendamiento  un  de- 
recho de  naturaleza  real  que  se  impone  sobre  la  cosa  á favor  de 
otra  persona,  del  arrendatario,  y que  los  terceros  deben  respe 
tar  aun  en  el  caso  de  venta  hecha  por  el  arrendador?  Pues  esto 
ya  no  se  puede  calificar  de  acto  de  mera  administración,  esto  ya 
significa  la  imposición  de  un  gravamen,  y por  amplias  que  sean 
las  facultades  administrativas  del  marido,  al  cabo,  como  las  de 
todo  administrador,  han  de  encontrar  su  limite  en  los  que  se 
llaman  actos  de  dominio. 

t 

¿Tiene  el  arrendamiento  de  bienes  inmuebles  el  carácter  de 
derecho  rea),  según  la  ley  Hipotecaria,  cuando  se  hace  por  más 
de  seis  años,  se  adelanta  la  renta  de  tres  ó se  conviene  por  las 
partes  en  que  se  inscriba?  Pues  esto  es  lo  que  ha  debido  prohi 
birse  al  marido.  Con  haber  dicho  que  el  marido  no  podrá  otor 
gar  arrendamientos  inscribibles  sin  el  consentimiento  de  su  mu 
jer,  se  hubiera  formulado  un  precepto  breve,  sencillo  y único. 

En  vez  de  esto  nos  encontramos  en  el  Código  con  la  diversi  • 
dad  de  reglas  que  suponen,  de  una  parte,  el  art.  1363  que,  refi- 
riéndose expresamente  ¿ los  inmuebles,  prohíbe  al  marido,  sin  el 
consentimiento  de  la  mujer,  dar  en  arrendamiento  bienes  de  la 
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dote  inestimada  por  más  de  seis  años,  y que  declara  nula  la  per- 
cepción de  rentas  ó alquileres  anticipados  por  más  de  tres,  y de 
otra,  el  art.  1548,  que  habla  de  bienes  en  general,  y que  igual- 
mente consigna  la  prohibición  de  los  arriendos  que  excedan  de 
seis  años.  El  supuesto  del  arrendamiento  constituido  por  el  ma- 
rido por  menos  de  seis  años  y sin  anticipo  de  rentas,  pero  con 
pacto  expreso  de  que  se  inscriba  en  el  Registro  de  la  propiedad, 
queda  fuera  de  las  previsiones  de  los  dos  artículos,  tanto  del 
1363,  como  del  1548. 

Tratemos,  sin  embargo,  de  poner  de  acuerdo  los  distintos 
preceptos  del  Código,  y de  deducir  la  regla  de  capacidad  del 
marido  en  cuanto  á los  bienes  dótales  inestimados. 

En  primer  lugar,  haremos  notar  que  la  falta  de  acuerdo  quo 
3e  observa  en  los  artículos  1363  y 1548,  en  cuanto  á su  forma  de 
redacción,  por  referirse  el  primero  á inmuebles  y el  segundo  á 
bienes  en  general,  puede  entenderse  salvada  teniendo  en  cuenta 
al  capítulo  y la  sección  á que  pertenece  el  art.  1548.  Cierto  que 
este  artículo  aparentemente  alude  á los  muebles  y á los  inmue 
bles;  pero  su  precepto  es  una  de  las  disposiciones  generales  que 
rigen  los  arrendamientos  de  fincas  rústicas  y urbanas,  es  decir, 
de  inmuebles  en  todo  caso,  ya  que  la  palabra  finca  no  puede  ea 
tenderse  como  significativa  de  bienes  muebles.  Dedúcese  de 
aquí,  que  la  limitación  del  art.  1548  sólo  en  cuanto  á los  inmu.  * 
bles  tendrá  aplicación,  y no  respecto  de  los  muebles. 

Ya  concretamente,  en  cuanto  á la  facultad  del  marido  pa  a 
dar  en  arrendamiento  bienes  inmuebles  de  la  dote  inestimada, 
distinguiremos  los  diferentes  casos  de  arrendamiento  que  pue- 
den presentarse  y que  antes  hemos  indicado. 

El  arrendamiento  por  más  de  seis  años  desde  luego  no  pue  le 
constituirlo  por  prohibirlo  expresamente  lo3  arts.  1363  y 1543. 

El  arrendamiento  en  que  se  adelante  la  renta  de  tres  años 
desde  el  momento  de  su  celebración,  no  está  nominativamente 
prohibido.  El  art.  1363  declara  nula  la  anticipación  de  rentas 
hecha  al  marido  por  más  de  tres  años ; pero  no  declara  la  nulidad 
de  ese  anticipo  cuando  solamente  se  refiere  á tres  años  justos, 
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porque  el  artículo  dice  más  de  tres  años.  Recuérdese  el  párrafo 
quinto  del  art.  2.°  de  la  ley  Hipotecaria;  téngase  en  cuenta  que 
con  sólo  el  anticipo  de  tres  años  justos,  el  derecho  de  arrenda 
miento  tiene  la  consideración  de  derecho  real,  y,  por  lo  tanto, 
de  inscribible,  y se  pondrá  de  manifiesto  una  vez  más  la  falta  de 
concreción  del  pensamiento  del  Código,  y cómo  ha  olvidado  lo 
que  debía  haber  sido  la  base  de  sus  disposiciones,  que  era  lo  ya 
definido  por  la  ley  Hipotecaria,  cuya  vigencia  respeta  en  este 
punto. 

¿Podrá,  en  vista  de  este  estado  de  la  legislación,  constituir 
el  marido  arrendamientos  de  bienes  inmuebles  dótales  inestima- 
dos en  que  se  anticipe  la  renta  de  tres  años  únicamente?  Afor. 
tunadamente,  á pesar  de  esta  diversidad  de  textos  y de  formas 
de  redacción,  aun  encontramos  en  el  Código  un  precepto  suficien- 
temente claro  que  impide  al  marido  realizar  el  acto  á que  alu- 
dimos. 

Nos  referimos  al  art.  1361.  Después  de  haber  dicho  el  Có- 
dig:  que  el  marido  es  el  administrador  y usufructuario  de  los 
bienes  que  constituyan  la  dote  inestimada,  se  ocupa  en  el  cita- 
do art.  1361  de  puntualizar  las  facultades  que  sobre  dichos  bie 
nes  corresponden  á la  mujer,  y que,  por  lo  tanto,  no  se  entien- 
den transmitidas  con  la  administración  y el  usufructo,  y dice 
que  la  mujer  puede  enajenar,  gravar  ó hipotecar  los  bienes  de 
la  dote  inestimada,  si  fuese  mayor  de  edad,  con  licencia  de  su 
marido,  y si  fuese  menor,  con  licencia  judicial  ó intervención 
de  las  personas  señaladas  en  el  art.  1352. 

Ahora  bien:  puesto  fuera  de  toda  duda  que  el  arrendamiento 
en  que  se  anticipan  las  rentas  de  tres  años  es  un  derecho  real 
y significa  una  carga  ó gravamen  sobre  la  finca,  es  visto  que 
como  acto  de  riguroso  dominio  es  de  los  que  la  ley  ha  reservado 
á la  mujer,  y no  ha  sido  su  ánimo  capacitar  al  marido  para  su 
ejecución,  como  no  sea  en  la  parte  de  mera  licencia  ó asistenoia 
que  el  mismo  Código  deja  á salvo  en  el  art.  1361,  en  su  caso. 

No  podrá,  pues,  el  marido  constituir  por  si  sólo  arrenda* 
mieutos  de  inmuebles  dótales  inestimados  en.  que  se  anticipe  la 
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renta  de  tres  años,  aunque  tal  prohibición  no  se  encuentre  en 
el  art.  1548  que  comentamos. 

Nos  queda  por  examinar  un  tercer  caso  de  arrendamiento, 
aquel  en  que,  sin  anticiparse  rentas  y sin  que  exceda  de  seis 
años,  se  pacta  expresamente  su  inscripción  en  el  Registro  de  la 
propiedad.  Este  caso,  como  hemos  dicho,  no  está  previsto  ni  en 
el  art.  1363  ni  en  el  1548;  pero  su  solución  no  puede  ya  ofrecer 
dudas  para  nosotros,  una  vez  resuelto  el  caso  anterior.  La  apre 
ciación  que  nos  merece  es  enteramente  igual.  El  arrendamiento 
cuya  inscripción  se  estipula,  implica  la  creación  de  un  derecho 
real,  y por  lo  tanto,  supone  un  acto  de  riguroso  dominio,  de 
gravamen,  y tales  actos,  en  los  bienes  dótales  inestimados,  son 
privativos  de  la  mujer,  en  virtud  de  lo  dispuesto  por  el  art.  1361. 

Además  de  los  bienes  dótales,  corresponden  á la  mujer  ca- 
sada los  llamados  parafernales,  y á ellos,  por  lo  tanto,  com- 
prende también  la  prohibición  del  art.  1548,  puesto  que  habla 
de  los  bienes  de  la  mujer  en  general. 

Para  conocer  la  capacidad  del  marido  en  cuanto  al  arrenda- 
miento de  los  parafernales,  conviene  no  olvidar  las  distintas  si- 
tuaciones legales  en  que  éstos  pueden  encontrarse.  En  todo  caso 
el  dominio  de  los  parafernales  corresponde  á la  mujer  según  el 
artículo  1382;  pero  su  administración  puede  también  estar  en 
manos  de  la  misma  mujer,  ó puede  haber  pasado  á las  del  marido 
si  se  los  entregó  ante  notario  con  tal  intención  (art.  1384). 

Si  la  mujer  conserva  la  administración,  es  indudable  que  el 
marido  no  podrá  constituir  arrendamiento  de  ninguna  especie, 
ni  por  más  de  seis  años,  ni  por  menos. 

Si  la  administración  pasó  al  marido,  como  esa  administra- 
ción se  ha  de  regir  por  las  reglas  establecidas  para  los  bienes 
dótales  inestimados,  según  el  art.  1389,  todo  lo  que  hemos  dicho 
respecto  de  éstos  se  puede  dar  ahora  por  reproducido.  El  marido 
no  podrá  constituir  arrendamientos  que  excedan  de  seis  años 
por  prohibirlo  los  arts.  1548  y 1363:  no  podrá  tampoco  consti- 
tuirlos con  anticipo  de  rentas  de  tres  años  ni  con  pacto  expreso 
de  inscripción,  por  ser  estos  actos  de  rigoroso  dominio  y corres- 
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ponder  á la  mujer.  Sus  atribuciones  se  limitarán  á otorgar  la  h- 

CBncia  á que  alude  el  art.  1387. 

Por  último,  la  mujer  casada  tiene  derecho  á la  mitad  de  loe 
gananciales.  ¿Entenderemos,  por  virtud  de  esta  consideración, 
que  la  limitación  que  al  marido  impone  el  art.  1548  para  dar  en 
arrendamiento  los  bienes  de  su  mujer,  se  aplica  también  á los 
bienes  gananciales,  ya  que  en  algún  tanto  á la  mujer  pertene- 
cenV  De  ningún  modo:  el  derecho  de  la  muier  á la  mitad  de  las 
ganancias  se  hace  efectivo  al  liquidarse  la  sociedad.  Mientras 
este  momento  no  llegue,  los  bienes  que  por  razón  del  título  de 
su  adquisición  tengan  el  carácter  de  gananciales,  no  son,  en  ri- 
gor, de  la  mujer  ni  del  marido,  sino  de  la  sociedad;  siendo  ade- 
más indudable  que  tampoco  se  sabe  si  habrá  ó no  tales  ganan* 
cíales  hasta  que  la  liquidación  se  haga. 

No  pueden,  por  lo  tanto,  los  bienes  gananciales  ser  conside- 
rados como  de  la  mujer  en  ningún  respecto,  y quedan  en  su 
consecuencia  fuera  del  alcance  del  art.  1548.  Las  facultades  del 
marido  sobre  ellos  se  rigen  por  lo  dispuesto  en  los  arts.  1412  y 
siguientes,  de  cuyos  preceptos  aparece  clara  la  capacidad  del 
marido  para  constituir  toda  claso  de  arrendamientos. 

B)  Compacidad,  del  paire . — Los  padres  son  los  administradores 
legales  de  los  bienes  de  los  hijos  que  están  bajo  su  potestad.  Esta 
regla  reconoce  como  excepciones  el  caso  de  que  el  hijo,  con  con- 
sentimiento de  sus  padres,  viviese  independiente  de  éstos,  y el 
de  que  se  trate  de  bienes  donados  ó legados  para  educación  é 
iustrucción,  y el  donante  ó el  testador  hubiesen  proveído  sobre 
su  administración  en  forma  distinta.  Los  arts.  160  y 162  ex- 
plican el  alcance  de  estas  excepciones  al  principio  consignado 
en  el*art.  159. 

Pues  bien:  el  art.  1548  que  comentamos,  refiriéndose  á todos 
los  bienes  de  los  hijos,  en  los  que  corresponde  á los  padres  la 
administración,  prohíbe  á éstos  darlos  en  arrendamiento  p'u* 
tiempo  que  exceda  de  seis  años. 

Como  esta  regla  está  contenida  en  el  mismo  articulo  que  la- 
que en  el  párrafo  anterior  hemos  estudiado,  relativa  á la  capa- 
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cidad  del  marido,  es  decir,  como  en  realidad  es  la  misma  regla, 
es  visto  que  adolece  de  los  mismos  defectos  que  hemos  tenido 
ocasión  de  observar. 

Prohibir  á los  padres  el  arrendamiento  que  exceda  de  seis 
años,  no  es  prohibir  el  arrendamiento  en  que  se  a ielanta  la 
renta  de  tres  años,  ni  aquel  otro  en  que  medie  convenio  expreso 
para  que  se  inscriba.  Ya  hemos  visto  que,  aunque  no  por  el  ar- 
tículo 1548,  por  otros  preceptos,  hemos  llegado  á la  conclusión 
de  que  todos  estos  arrendamientos  se  deben  considerar  prohibi- 
dos á los  maridos  respecto  de  los  bienes  de  sus  mujeres.  ¿En- 
tenderemos lo  mismo  en  cuanto  á los  padres,  respecto  de  los 
bienes  de  sus  hijos  constituidos  bajo  su  potestad? 

El  punto  de  partida  que  desde  luego  se  ofrece  para  nuestro 
juicio,  nos  es  ya  conocido:  es  el  carácter  de  derecho  real,  de  gra 
vamen  sobre  la  finca  arrendada  que  tiene,  no  sólo  el  arrenda- 
miento que  exceda  de  seis  años,  sino  el  en  que  se  adelanta  la 
renta  de  tres,  y,  en  general,  el  inscribible  por  cualquiera  de  los 
motivos  que  se  expresan  en  el  párrafo  5.°  del  art.  2.°  de  la  ley 
Hipotecaria. 

La  conclusión  á que  forzosamente  tenemos  que  llegar  es  idén- 
tica, porque  según  el  art.  164,  el  padre,  ó la  madre  en  su  caso, 
no  podrán  enajenar  los  bienes  inmuebles  del  hijo  en  que  les  co- 
rresponda el  usufructo  ó la  administración,  ni  gravarlos,  sino 
por  causas  justificadas  de  utilidad  ó necesidad,  y previa  autori- 
zación del  juez  del  domicilio,  con  audiencia  del  Ministerio  fiscal, 
salvas  las  disposiciones  que,  en  cuanto  á los  efectos  de  la  trans- 
misión, establece  la  ley  Hipotecaria;  pues  implicando  los  arren 
d&mientos  inscribibles  un  gravamen,  caen  dentro  del  supuesto 
del  art.  164. 

Ya  la  resolución  de  la  Dirección  de  Jos  Registros  de  20  de 
Mayo  de  187y  dijo  que  la  inscripción  de  un  contrato  de  arriendo, 
que  reúne  los  requisitos  exigidos  en  el  art.  2.°  de  la  ley  Hipo- 
tecaria, constituye  un  verdadero  gravamen,  mediante  el  cual  el 
dueño  de  la  finca  limita  en  perjuicio  de  los  sucesivos  adquiren- 
tes  el  libre  ejercicio  de  una  de  las  facultades  del  dominio,  y la 
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de  l.°  de  Mayo  de  1886  ratificó  que  la  ley  Hipotecaria  ha  con- 
vertido en  verdadero  derecho  real  el  de  arrendamiento,  cuando 
reúne  las  condiciones  necesarias  para  su  inscripción. 

Pero  la  que  explica  perfectamente  la  capacidad  de  los  pa- 
dres en  orden  á los  arrendamientos  de  los  bienes  de  sus  hijos, 
de  acuerdo  con  lo  que  hemos  expuesto,  es  la  de  30  de  Agosto 
de  1893,  que  el  Sr.  Odriozola  extracta  fielmente  en  su  acreditado 
Diccionario , del  siguiente  modo:  «En  la  resolución  de  ¿8  de  Di- 
ciembre de  1892  se  sienta  la  doctrina  de  que  todo  arrendamien- 
to, en  el  mero  hecho  de  pactar  los  interesados  que  ha  de  ser  ins- 
crito, y cualquiera  que  sea  el  tiempo  de  su  duración,  constituye 
un  verdadero  derecho  real  á favor  del  arrendatario,  y habilita 
por  ende  á éste  á obtener  su  inscripción  en  el  Registro  de  la 
propiedad,  y de  tal  premisa  la  consecuencia  lógica  es  declarar 
pertinente  el  precepto  del  art.  164  del  Código  civil  que  en  tér- 
minos generales  y categóricos,  prohíbe  al  padre  gravar  los  in- 
muebles del  hijo  en  que  le  corresponde  el  usufructo  ó la  admi- 
nistración, sino  por  causas  justificadas  de  utilidad  ó necesidad, 
y previa  autorización  judicial  con  audiencia  del  Ministerio  fiscal; 
y el  tener  una  madre,  á tenor  de  lo  preceptuado  en  el  art.  166 
del  Código,  la  administración  de  los  bienes  de  su  hijo  no  la  au- 
toriza para  verificar  por  sí  y ante  sí,  con  respecto  á dichos  bie- 
nes, actos  de  riguroso  dominio,  cual  es  el  de  la  imposición  de  un 
derecho  real,  siendo  preciso  que  al  intento  complete  su  capaci- 
dad la  licencia  del  Juzgado,  otorgada  por  los  trámites  del  referi- 
do art.  164,  y la  falta  de  tal  licencia  vicia  esencialmente  el  con- 
trato de  arrendamiento  en  tales  condiciones  como  constitutivo  de 
un  derecho  real.» 

No  debemos  ocultar  que  hay  otra  resolución,  la  de  28  de 
Mayo  de  1897,  con  cuyos  fundamentos  no  estamos  conformes, 
que  resuelve  la  cuestión  de  distinta  manera.  Tratábase  de  un 
arrendamiento  otorgado  por  una  madre  con  patria  potestad,  por 
término  de  dos  años  y pacto  expreso  de  inscripción  en  el  Regis- 
tro. No  existía  la  licencia  judicial.  Las  razones  que  la  Dirección 
de  los  Registros  tuvo  en  cuenta  para  declarar  inscribible  la  co- 
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rrespondiente  escritura,  fueron  las  de  que  teniendo  la  madre  la 
patria  potestad,  tenía  asimismo  el  usufructo  de  los  bienes  de  la 
hija,  cuyas  eran  las  fincas  que  se  arrendaban,  y todo  usufruc 
tuario  puede,  con  arreglo  á las  leyes,  disfrutar  personalmente  de 
las  cosas  en  que  consiste,  ó dar  en  arrendamiento  este  derecho 
por  todo  el  tiempo  de  la  duración  del  mismo  libremente  y sin 
necesidad  de  obtener  el  consentimiento  del  propietario. 

Parécenos  que  la  cuestión  fué  mal  planteada.  No  es  el  requi- 
sito del  consentimiento  del  propietario  el  que  nosotros  discuti- 
mos con  motivo  de  la  limitación  impuesta  á los  padres  por  el  ar- 
tículo 1548,  sino  la  necesidad  de  cumplir  con  el  art.  164,  que 
tenemos  por  indudable,  siempre  que  se  trate  de  un  arrenda 
miento  inscribible.  Ahora  bien;  ni  en  las  citas  legales,  ni  en  los 
considerandos  de  la  resolución,  vemos  que  ésta  se  haga  cargo 
de  la  transcendencia  del  art.  164  del  Código,  en  relación  con  la 
constitución  de  arrendamientos  por  los  padres  sobre  los  bienes 
de  sus  hijos. 

Cierto  que  el  art.  480,  citado  en  la  resolución,  permite  al 
usufructuario  aprovechar  por  sí  mismo  la  cosa  usufructuada, 
arrendarla  á otro  y enajenar  su  derecho  de  usufructo;  pero  esta 
facultad  no  puede  entenderse  como  en  oposición,  ni  mucho  me- 
nos como  derogatoria  de  las  reglas  que  rigen  la  capacidad  de 
los  padres  para  contratar  sobre  los  bienes  de  sus  hijos.  Y no  se 
diga  que,  según  el  mismo  art.  480,  los  arrendamientos  consti- 
tuidos por  los  padres  se  resolverán  al  fin  del  usufructo,  salvo 
la  excepción  del  de  fincas  rústicas,  porque  si  el  arrendamiento 
es  un  derecho  real,  un  gravamen  sobre  la  finca,  sea  ó no  reso- 
luble, cae  dentro  del  art.  164,  el  cual  no  distingue  estas  moda- 
lidades. 

En  resumen:  el  art.  480  permite  al  usufructuario  disponer 
en  cualquier  forma  de  su  derecho  de  usufructo,  sin  perjuicio  del 
de  nuda  propiedad;  el  usufructuario,  en  general,  puede  pues 
arrendar  los  bienes  que  usufrutúa,  constituya  ó no  el  arrenda- 
miento un  derecho  real.  Pero  ese  artículo  no  puede  aplicarse  á 
los  padres,  porque  expresamente  el  art.  164  se  refiere  á los  bie- 
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nes  de  los  hijos  en  que  corresponda  el  usufructo  á los  padres,  y 
aun  reconociéndoles  su  carácter  de  usufructuarios,  les  niega  la 
facultad  de  gravarlos,  á no  ser  con  determinadas  formalidades, 
sin  que  pueda  caber  duda  de  que  el  arrendamiento  limita  las  fa- 
cultades dd  dueño,  y constituye,  por  tanto,  un  gravamen.  La 
cuestión,  á nuestro  modo  de  ver,  es  clara:  no  es  el  art.  480  el 
que  modifica  el  164,  sino  éste  el  que  limita  el  precepto  de  aquei. 
La  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo  y de  la  Dirección  así 
lo  ha  entendido,  como  puede  verse  en  el  comentario  de  los  ar- 
tículos 164  y 480. 

La  razón  verdadera  de  esas  excepciones  la  hemos  dado  ya  al 
ocuparnos  de  esos  artículos.  El  padre  respecto  á los  bienes  de 
sus  hijos,  como  el  marido  respecto  á los  de  su  mujer,  no  son 
realmente  usufructuarios  en  nombre  propio,  sino  en  nombre  de 
sus  hijos  ó de  la  familia  que  representan.  El  tutor,  cuando  la 
tutela  se  defiere  frutos  por  alimentos  ó pensión,  es  tan  usufruc 
tuario  como  ellos. 

Tratábase,  además,  en  la  resolución  citada  de  un  recurso 
procedente  de  Cataluña,  en  que  la  cuestión  que  á nosotros  inte- 
resa, á ios  efectos  del  art.  1548,  venía  mezclada  con  otra  de 
puro  derecho  catalán,  lo  cual  sin  duda  fué  causa  de  que  el  pro- 
blema no  se  resolviese  de  frente  y en  concreto.  Por  estos  moti- 
vos, mientras  la  Dirección  de  los  Registros  no  reitere  esta  ju- 
risprudencia, que  estimamos  peligrosa,  nosotros  nos  permitimos 
estar  al  espíritu  y á la  letra  de  la  resolución  de  30  de  Agosto 
de  1893. 

C)  Capacidad  del  tutor. — El  tutor  está  comprendido  en  la  li- 
mitación del  art.  1548.  No  puede  dar  en  arrendamiento  los  bie- 
nes de  la  persona  sometida  á su  guarda  por  término  que  exceda 
de  seis  años. 

Los  mismos  defectos  que  en  los  casos  anteriores,  los  mismos 
motivos  de  censura  al  Código  y los  mismos  problemas.  La  solu 
ción  idéntica  también. 

¿Puede  el  tutor  por  sí  solo  otorgar  arrendamientos  en  que  se 
adelante  la  renta  de  tres  años,  ó en  que  se  pacte  la  inscripción? 
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El  art.  1518  sólo  le  prohíbe  los  arrendamientos  que  excedan  de 
seis  años.  Pero  los  arrendamientos  inscribibles  implican  un 
gravamen,  según  tantas  veces  hemos  repetido. 

Acudamos  al  art.  269,  destinado  á enümerar  los  actos  para 
los  cuales  necesita  el  tutor  autorización  del  consejo  de  familia, 
y en  el  núm.  5.°  veremos  que  debe  obtenerlo  para  enajenar  ó 
gravar  bienes  que  constituyan  el  capital  de  los  menores  ó inca- 
paces, ó hacer  contratos  ó actos  sujetos  i inscripción . 

No  creemos  que  pueda  caber  duda  en  este  caso  del  criterio 
que  venimos  sosteniendo:  el  arrendamiento  es  un  gravamen 
cuando  se  otorga  de  alguna  de  las  tres  maneras  expresadas  por 
el  art.  2.°  de  la  ley  Hipotecaria;  pero  si  no  lo  fuera,  siempre 
seria  un  acto  sujeto  á inscripción. 

La  autorización  del  consejo  de  familia  es,  pues,  necesaria, 
no  solamente  cuando  el  arriendo  excede  de  seis  años,  sino 
cuando  se  anticipa  la  renta  de  tres  ó se  estipula  expresamente 
la  inscripción. 

D)  Capacidad  del  administrador . — El  administrador  que  con- 
trata á nombre  de  su  principal  obra  en  virtud  de  mandato.  El 
artic^o  1548  le  exige  poder  especial  para  dar  en  arrendamiento 
cosas  por  término  que  exceda  de  seis  años;  con  las  palabras 
«poder  especial»,  el  Código  quiere  decir  poder  en  que  especial- 
mente se  le  apodere  para  ese  acto. 

Vuelven,  con  motivo  de  la  capacidad  del  administrador,  á re- 
producirse las  cuestiones  que  venimos  examinando  en  este  co- 
mentario respecto  del  marido,  del  padre  y del  tutor.  ¿Podrá  el 
administrador,  no  autorizado  expresamente,  constituir  arrenda- 
mientos en  que  se  adelante  la  renta  de  tres  años,  ó en  que  se 
pacte  la  inscripción,  es  decir,  arrendamientos  inscribibles,  en 
general? 

En  el  art.  1548  no  encontramos  más  que  la  prohibición  del 
arrendamiento  que  exceda  de  seis  años;  pero  la  prohibición  de 
las  otras  dos  formas  de  arrendamiento  se  deriva  del  art.  1713, 
que  dice  que  el  mandato,  concebido  en  términos  generales,  no 
comprende  más  que  los  actos  de  administración,  y que  para 
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transigir,  enajenar,  hipotecar  ó ejecutar  cualquier  otro  acto  de 
rigoroso  dominio,  se  necesita  mandato  expreso.  Ahora  bien:  si 
la  constitución  de  arrendamientos  inscribibles  supone  la  crea- 
ción de  un  derecho  real,  de  un  gravamen  sobre  la  finca  arren 
dada,  tales  actos  no  pueden  por  menos  de  calificarse  como  de 
rigoroso  dominio;  no  podrá  por  lo  tanto,  el  administrador  lie 
varios  á cabo  sin  un  poder  especial. 

La  resolución  de  la  Dirección  de  los  Registros  de  28  de 
Diciembre  de  1892  ha  sostenido  con  muy  buenas  razones  la 
buena  doctrina  en  este  punto.  He  aquí  la  sustancia  de  sus  de- 
claraciones, tal  como  con  gran  exactitud  la  extracta  Odrio- 
zola: 

«El  acto  llevado  á cabo  por  un  apoderado  dando  en  arrenda 
miento,  y por  escritura  pública,  una  finca  en  la  representación 
que  ostentaba,  rebasa  los  límites  dé  la  mera  administración,  en 
cuanto  que  por  él  se  constituye  un  arrendamiento  inscribible,  y 
por  ende  un  verdadero  derecho  real  á favor  del  arrendatario,  si 
bien  limitado  á determinado  número  de  años,  y los  contratos  ge 
neradores  de  derechos  reales  son  actos  de  rigoroso  dominio,  y 
para  llevarlos  á cabo  por  medio  da  mandatario  ha  de  estar  éste 
autorizado  al  efecto  por  un  mandato  expreso,  según  ordena  el 
artículo  1713  del  Código  civil.  No  vale  argumentar  con  el  ar- 
tículo 1548  del  mismo  Código  y afirmar  que  el  apoderado  no  ha 
bía  menester  de  un  poder  especial  para  dar  en  arrendamiento 
fincas  de  su  principal  por  un  término  que  no  excediera  de  seis 
años,  pues  rebate  la  objeción  del  art.  608  del  referido  Código, 
que  al  dejar  vigente,  entre  otros,  el  art.  2.°  de  la  ley  Hipoteca 
ria,  permite  á los  interesados  constituir  arrendamientos  inscri- 
bibles por  plazo  menor  del  indicado:  arrendamientos  que  en  el 
mero  hecho  de  ir  al  Registro  son  verdaderos  derechos  reales, 
sometidos,  por  ende,  al  precepto  del  art.  1713,  ya  citado,  y 
como  el  contrato  de  cuya  inscripción  se  trata  tiene  por  objeto 
crear  un  derecho  real  á favor  de  determinada  persona,  ni  cabe 
estimar  con  cap&oidad  bastante  al  apoderado,  facultado  tan  sólo 
por  su  poderdante  para  administrar  y arrendar  en  general,  mas 
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no  para  verificar  actos  dominicales,  y,  entre  ellos,  el  de  consti- 
tuir sobre  la  finca  un  arrendamiento  inscribible,  ni  es  legal  in- 
vocar un  artículo  como  el  398  del  Código,  limitado  á los  actos 
de  administración  y disfrute,  y no  extensivo,  por  tanto,  á los  de 
dominio,  como  es  tal  arrendamiento. 

La  misma  doctrina  se  repite  en  las  Resoluciones  de  26  de 
Octubre  de  1904  y 29  de  Mayo  de  1907. 

E)  Capacidad  de  los  'partícipes  proindiviso  de  fincas  ó derechos . 
Si  la  constitución  de  arrendamientos  inscribibles,  por  tratarse 
de  derechos  reales,  envuelve  un  acto  de  enajenación  ó grava- 
men, lógica  y natural  parece  la  deducción  de  que  cuando  una 
finca  ó un  derecho  pertenecen  á varios  proindiviso,  ha  de  ser 
necesario,  para  arrendar  en  tal  forma,  el  consentimiento  de  to 
dos  los  partícipes. 

No  es  así,  sin  embargo,  si  atendemos  á la  doctrina  de  la  ju 
risprudencia. 

El  aprovechamiento  de  los  productos  de  ciertas  dehesas  fo 
restales  por  tiempo  mayor  de  seis  años,  ó inscribible  en  el  Re- 
gistro de  la  propiedad,  es,  según  declara  la  sentencia  del  Tri- 
bunal Supremo  de  30  de  Junio  de  1897,  un  acto  de  mera  explo- 
tación, y no  de  enajenación,  pudiendo,  por  tanto,  otorgarse  vá- 
lidamente sin  el  consentimiento  y aun  contra  la  voluntad  de  al- 
gunos de  los  varios  partícipes. 

Fundándose  en  esta  sentencia,  la  Dirección  de  los  Registros 
acepta  con  gusto  la  doctrina.  Así,  según  la  Resolución  de  29  de 
Mayo  de  1906,  arrendada  una  finca  perteneciente  á varios  par- 
tícipes, y constando  en  la  escritura  el  consentimiento  de  la  ma 
yoría  de  los  condueños,  el  acto  es  inscribible,  porque  el  arren- 
damiento es  sólo  una  forma  de  disfrute,  con  arreglo  al  artícu 
lo  1543  del  Código,  y autoriza  desde  luego  esa  solución  el  ar- 
tículo 398. 

El  arrendamiento,  cualquiera  que  sea  el  tiempo  de  su  dura 
ción  y sus  condiciones  — dice  la  Resolución  de  26  de  Abril 
de  1907  — es  sólo  un  medio  de  aprovechamiento,  una  forma  de 
disfrute,  y es,  por  tanto,  válido  si  se  constituye  por  la  mayoría 
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de  los  participes  de  una  comunidad,  aunque  no  se  convoque  á 
todos  ni  se  cuente  con  ellos. 

La  sentencia  de  10  de  Marzo  de  1905  contiene  una  doctrina 
más  racional.  Es  válido,  según  ella,  el  arrendamiento  acordado 
por  la  mayoría  de  los  partícipes  de  una  finca,  si  no  constituye 
derecho  real,  pues  sólo  representa  entonces  un  acto  de  adminis- 
tración, sin  que  puedan  oponerse  los  demás  condueños  que  fno- 
ron  citados  para  la  reunión  en  que  se  tomó  el  acuerdo. 

Aquí  hay  respeto  á los  diversos  partícipes,  y distinción  en 
tre  el  arrendamiento,  que  legalmente  constituye  derecho  real,  v 
el  que  sólo  es  un  acto  de  administración.  En  la  otra  sentencia, 
y,  sobre  todo,  en  las  citadas  Resoluciones,  no  existe  una  cosa 
ni  otra.  No  queremos  indagar  ahora  cuál  sea  la  doctrina  más 
cierta  en  el  fondo;  pero  sí  debemos  exigir  más  uniformidad  de 
criterio  ¿Es  el  arrendamiento  un  mero  medio  de  aprovecha- 
miento ó explotación,  una  simple  forma  de  disfrute?  Pues  sobra 
el  rigor  de  la  ley  y la  doctrina  de  la  jurisprudencia  cuando  se 
refiere  á maridos,  padres,  tutores  y mandatarios.  ¿Es  una  limi 
tación  de  facultades  en  el  dueño,  y un  acto  que  transciendo  á 
terceras  personas,  cuando  debe  inscribirse?  Pues  no  puede  im- 
ponerse esa  limitación  á ningún  condueño  sin  invadir  el  dere- 
cho ajeno. 

Códigos  extranjeros . — Artículos  1718  y concordantes  del  Có- 
digo francés;  1597,  1598  y 1599  del  Código  portugués;  el  pri 
mero  de  dichos  artículos  formula  la  regla  general  de  capacidad 
para  constituir  arrendamiento,  diciendo  que  le  tienen  todos 
aquellos  á quienes  es  permitido  contratar  y disponer  del  uso  ó 
usufructo  de  la  cosa  arrendada,  y el  1599  declara  que  pueden 
aceptar  la  locación  todos  los  que  pueden  contratar,  salvo  las  ex- 
cepciones que  seguidamente  enumera,  referentes  á los  Magis- 
trados, Jueces,  empleados  ó individuos  de  cualquier  dependen 
cia  pública;  el  art.  1598  señala  otra  excepción  al  1597:  artícu- 
los 1601  y 1602  del  mismo  Código  portugués.  Artículo  1969  del 
Qódigo  chileno.  El  art.  1526  del  de  Venezuela  dice  que  el  que 
tiene  la  simple  administración  no  pnede  arrendar  por  más  de 
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dos  años,  salvo  disposiciones  especiales.  Artículos  3069  al  3076 
de  Baja  California  y Puebla.  El  1 <42  del  Uruguay  declara  que 
los  administradores  dé  bienes  ajenos  no  pueden  tomarlos  en 
arriendo  sin  consentimiento  expreso  de  su  dueño,  y que  los  que 
están  privados  de  ser  adjudicatarios  de  ciertos  bienes  no  pue 
den  ser  arrendatarios  de  ellos  ni  con  autorización  judicial:  ar 
tículo  1755  del  mismo  Código.  Artículos  1510  al  1513,  ambos 
inclusive,  del  Código  argentino. 


ARTÍCULO  1549 

Con  relación  á terceros,  no  surtirán  efecto  los  arren- 
damientos de  bienes  raíces  que  no  se  hallen  debida- 
mente inscritos  en  el  Registro  de  la  propiedad. 


Requisito  para  que  el  arrendamiento  surta  efecto  contra  tercero. — 

Ya  hemos  dicho  que  del  contrato  de  arrendamiento  surgen,  por 
regla  general,  derechos  de  los  llamados  personales,  que  produ- 
cen sus  efectos  entre  las  partes,  pero  que  no  transcienden  á ter 
ceros,  y que,  por  excepción,  el  goce  ó uso  que  al  arrendatario 
se  transmite  toma  el  carácter  de  derecho  real  cuando  se  está  en 
alguno  de  los  casos  que  enumera  el  párrafo  5.°  del  art.  2.°  de 
la  ley  Hipotecaria. 

Pero  para  que  en  estos  casos  los  efectos  contra  tercero  lle- 
guen á producirse,  es  menester  que  los  interesados,  especial- 
mente el  arrendatario,  cumplan  con  el  requisito  de  la  inscrip- 
ción. La  inscripción  es,  por  regla  general,  voluntaria  en  núes 
tro  sistema  hipotecario.  Se  ha  confiado  al  estímulo  del  interés 
de  las  partes  el  que  la  inscripción  llegue  á verificarse.  En  orden 
al  arrendamiento,  la  ley  ha  fijado  concretamente  los  casos  en 
que  la  inscripción  es  legalmente  posible;  lo  demás  debe  ser  obra 
de  los  contratantes,  so  pena  de  introducfr  excepciones  al  prin- 
cipio que  afirma  que  la  inscripción  es  voluntaria. 

Por  eso  el  Código,  teniendo  en  cuenta  estas  consideraciones, 
se  limita  á decir  en  el  art.  1549  que,  con  relación  ¿ terceros,  no 
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surtirán  efecto  los  arrendamientos  de  bienes  raíces  que  no  se 
hallen  debidamente  inscritos  en  el  Registro  de  la  propiedad. 

Realmente  esta  afirmación  era,  hasta  cierto  punto,  innecesa- 
ria, porque  con  los  principios  de  que  lo  no  inscrito  no  perjudica 
á tercero  y de  que  lo'inscrito  surte  sus  efectos  hasta  contra  los 
acreedores  singularmente  privilegiados,  que  constan  ya  tradu 
cidos  en  distintos  artículos  de  la  ley  Hipotecaria,  había  lo  sufi- 
ciente para  que  por  nadie  pudiera  entenderse  que  un  arrenda- 
miento no  inscrito  iba  á surtir  efectos  contra  tercero.  A mayor 
abundamiento,  el  art.  606  del  Código  ya  dice  que  los  títulos  de 
dominio  ó de  otros  derechos  reales  sobre  bienes  inmuebles  que 
no  estén  debidamente  inscritos  ó anotados  en  el  Registro  de  la 
propiedad,  no  perjudican  á tercero;  y el  608,  que  para  determi 
nar  los  títulos  sujetos  á inscripción  ó anotación,  la  forma,  efectos  y 
extinción  de  los  mismos,  la  manera  de  llevar  el  Registro  y el 
valor  de  los  asientos  de  sus  libros,  se  estará  á lo  dispuesto  en  la 
ley  Hipotecaria. 

Una  de  las  consecuencias  prácticas  de  todo  este  criterio  de 
nuestra  legislación,  será,  por  ejemplo.  que  si  constituido  un 
arrendamiento  por  más  de  seis  años,  ó en  que  se  adelante  la 
renta  de  tres,  ó en  que  medie  pacto  expreso  de  inscripción,  ésta, 
sin  embargo,  no  llega  á verificarse,  y en  el  entretanto  el  propie- 
tario vende  la  finca  arrendada,  el  comprador  no  estará  obligado 
á respetar  ese  arrendamiento  que  no  llegó  á inscribirse,  y que, 
por  lo  tanto,  no  produjo  efectos  contra  él,  que  es  un  tercero. 

Esto  no  obstante,  las  acciones  del  arrendatario  contra  el 
arrendador  que  vendió,  quedan  siempre  á salvo. 

Concordancias. — Declara  el  art.  1095  del  código  austriaco, 
que  si  el  contrato  de  alquiler  y arrendamiento  estuviera  inscrito 
en  los  registros  públicos,  deberá  considerarse  el  derecho  del 
arrendatario  como,  un  derecho  real,  cuyo  ejercicio  por  el  tiempo 

que  quede  no  podrá  impedirse  ni  aun  por  quien  suceda  en  la 
posesión. 
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ARTÍCULO  1550 

Cuando  en  el  contrato  de  arrendamiento  de  cosas 
no  se  prohíba  expresamente,  podrá  el  arrendatario 
subarrendar  en  todo  ó en  parte  la  cosa  arrendada,  sin 
perjuicio  de  su  responsabilidad  al  cumplimiento  del 
contrato  para  con  el  arrendador. 

artículo  1551 

Sin  perjuicio  de  su  obligación  para  con  el  subarren- 
dador, queda  el  subarrendatario  obligado  á favor  del 
arrendador  por  todos  los  actos  que  se  refieran  al  uso  y 
conservación  de  la  cosa  arrendada  en  la  forma  pactada 
entre  el  arrendador  y el  arrendatario. 

artículo  1552 

El  subarrendatario  queda  también  obligado  para 
con  el  arrendador  por  el  importe  del  precio  convenido 
en  el  subarriendo  que  se  halle  debiendo  al  tiempo  del 
requerimiento,  considerando  no  hechos  los  pagos  ade- 
lantados, á no  haberlos  verificad©  con  arreglo  á la  cos- 
tumbre. 

I.  Del  subarriendo:  de  la  cesión  de  arrendamiento:  sus  diferen- 
cias.— Al  arrendatario  corresponde  el  goce  ó uso  de  la  cosa 
arrendada;  ya  lo  hemos  dicho  al  comentar  el  art.  1543.  Ahora 
bien:  este  goce  ó este  uso,  por  razón  de  los  motivos  que  han  ins- 
pirado su  constitución  á favor  del  arrendatario,  no  se  deben  en- 
tender como  inherentes  á su  persona  ó inseparables  de  él  por  su 
propia  naturaleza.  Antes  por  el  contrario,  con siderándolos  ob 
jetivamente  en  su  individual  realidad,  se  nos  muestran  como  un 
valor  económico  que  ha  pasado  al  patrimonio  jurídico  del  arren- 
datario para  la  satisfacción  de  sus  necesidades.  ¿Cómo,  de  qué 
manera  ha  de  ser  aplicada  la  utilidad  que  significa  á los  fines 
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racionales1?  Punto  es  este  que  naturalmente  toca  decidir  al  propio 
arrendatario,  á no  ser  que  al  adquirir  ese  valor  económico  re- 
nunciase  á tal  facultad.  Él,  por  lo  tanto,  verá  si  á sus  intereses 
conviene  aprovechar  directamente  el  goce  ó uso  de  la  cosa  ó si 
le  importa  traspasarlo  a otra  tercera  persona. 

En  el  supuesto  de  que  opte  por  esto  último,  dos  medios  lega- 
les se  le  ofrecen  para  llevarlo  á cabo:  el  subarriendo  y la  cesión. 
Veamos  en  qué  consiste  cada  uno  do  ellos,  sin  prejuzgar  todavía 
la  cuestión  do  si  el  realizar  esos  actos  es  siempre  posible  al 
arrendatario. 

Es  unánime  la  añrmación  de  que  el  subarriendo  implica  un 
nuevo  contrato  de  arrendamiento.  Si  el  arrendatario  tiene  una 
cosa  en  arrendamiento,  le  pertenece  el  disfrute  de  la  misma: 
nada  racionalmente  se  opone  á que  pueda  convertirse  en  arren- 
dador de  esa  misma  cosa  cuyo  disfrute  está  en  su  patrimonio, 
ya  que,  según  hemos  dicho  antes  de  ahora,  para  ser  arrendador 
no  es  menester  ser  propietario,  sino  que  basta  que  al  que  cons- 
tituya el  arrendamiento  le  corresponda  por  algún  concepto  legal 
el  goce  ó uso  de  la  cosa,  que  es  propiamente  el  objeto  sobre  que 
recae  el  contrato.  Conviértese,  pues,  el  arrendatario,  en  virtud 
de  este  acto,  en  arrendador,  y para  distinguirlo  de  ésto  y para 
mostrar  la  relación  de  subordinación  que  existe  entre  este  con- 
trato y el  primitivo,  se  le  llama  subarrendador,  como  se  deno- 
mina subarrendatario  á la  persona  que  á consecuencia  del  se- 
gundo contrato  adquiere  del  primer  arrendatario  el  goce  ó uso 
de  la  cosa. 

Las  relaciones  que  de  este  acto  jurídico  surgen,  son  las  pro- 
pias del  contrato  de  arrendamiento,  sin  que  en  principio  sea  de 
notar  desviación  alguna. 

Pero  las  partes,  al  contratar,  pueden  estar  en  muy  otro  es- 
tado de  pensamiento.  En  el  subarriendo,  el  subarrendador  se 
propone  dar  al  subarrendatario  el  goce  ó uso  de  una  cosa  por 
tiempo  determinado  y precio  cierto;  es  decir,  se  propone  consti- 
tuir un  verdadero  arrendamiento,  y el  subarrendatario  desde 
luego  entiende  también  que  tal  es  el  vinculo  que  va  ¿ contraer. 
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En  la  cesión  no  ocurre  nada  de  esto.  Piensa  el  arrendatario  que 
sobre  la  cosa  arrendada  le  corresponde  un  derecho  que  ejercitar 
contra  el  arrendador  á cambio  de  las  obligaciones  que  por  su. 
parte  tiene  que  cumplir,  y este  derecho,  con  todos  sus  acceso- 
rios, con  todas  las  acciones  que  le  son  anejas  en  los  distintos 
casos  y momentos  de  su  ejercicio,  y con  todas  las  obligaciones 
que  lo  condicionan,  lo  transmite  de  una  vez,  en  un  solo  acto,  sin 
ulteriores  propósitos  de  responsabilidad  por  razón  del  manteni- 
miento del  uso  y goce  del  cesionario.  Implica  el  contrato  de  ce- 
sión de  arrendamiento  un  derecho  de  simple  tracto:  entraña  el 
subarriendo  un  derecho  de  tracto  sucesivo. 

Las  consecuencias  jurídicas  de  uno  y otro  acto  son  muy  dis- 
tintas. Pacifici  Mazzoni  las  expresa  con  gran  claridad:  de  él  las 
tomamos  nosotros,  aunque  adaptando  lo  que  dice  el  ilustre  autor 
á nuestro  derecho  positivo. 

Dedúcese  del  concepto  de  la  cesión  de  arrendamiento: 

1. °  Que  el  cedente  no  goza,  por  razón  del  precio  de  la  cesión c 
de  la  preferencia  establecida  en  el  núm.  7.°  del  art.  1922  del 
Código,  que  la  concede  en  la  concurrencia  y prelación  de  crédi- 
tos á los  correspondientes  á los  alquileres  y rentas  de  un  año, 
sobre  los  bienes  muebles  del  arrendatario  existentes  en  la  finca 
arrendada  y sobre  los  frutos  de  la  midma. 

2. °  Que  el  cesionario  no  sólo  no  puede  pretender  que  la  cosa 
le  sea  entregada  en  buen  estado  de  reparaciones  de  toda  espe- 
cie, sino  que  está  obligado  á recibirla  en  el  estado  en  que  se  en- 
contraba en  el  momento  de  la  cesión. 

3. °  Que  las  cláusulas  particulares,  mediante  las  cuales  el 
arrendador  y el  arrendatario  hayan  podido  derogar  algunos  de 
los  principios  generales  que  rige  el  arrendamiento,  obligan  al 
cesionario  y pueden  ser  invocadas  por  éste. 

4. °  Que  el  cesionario  tiene  acción  directa  contra  el  arrenda- 
dor para  exigir  de  él  el  cumplimiento  de  todas  las  obligaciones 
que  éste  estipuló  con  el  arrendatario,  de  igual  modD  que  él  está 
también  directamente  obliga  lo  con  el  propio  arrendador  por  ra- 
zón de  todo  lo  que  se  deriva  del  contrato. 
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Del  concepto  del  subarriendo  se  deducen  las  tres  consecuen» 
cías  siguientes,  contrarias  á las  tres  primeras  que  acabamos  de 
enumerar. 

1. a  El  subarrendador  goza  por  el  precio  del  subarriendo  de 
la.  preferencia  establecida  en  el  numero  7.°  del  art.  1922  del 
Código. 

2. a  El  subarrendatario  puede  exigir  que  la  cosa  se  le  entre- 
gue en  buen  estado  de  reparaciones  á fin  de  que  sirva  para  el 
uso  á que  se  la  destina. 

3. °  Las  cláusulas  particulares  del  arriendo  originario,  me- 
diante las  cuales  se  hayan  derogado  los  principios  generales  que 
rigen  el  contrato  de  arrendamiento,  no  pueden  ser  opuestas  al 
subarriendo  ni  ser  invocadas  por  éste. 

Agróguese  á estas  diferencias  la  consideración  de  que  en  la 
cesión  de  arrendamiento,  el  arrendatario  transmite  íntegro  su 
derecho,  sin  añadir  ni  quitar  cosa  alguna,  sin  que  se  altere,  en 
cnanto  á su  fondo  sustancial,  el  contenido  de  la  relación  existen- 
te entre  el  y el  arrendador,  mientras  que  en  el  subarriendo  to- 
das las  alteraciones  son  posibles,  siempre  que  naturalmente  no 
redunden  en  perjuicio  del  arrendador  que  no  ha  intervenido  en 
ei  contrato;  así,  por  ejemplo,  el  subarriendo  podrá  referirse  á 
parte  tan  sólo  de  la  cosa  arrendada,  podrá  estipularse  duración 
distinta,  precio  mayor  ó menor,  etc.,  y se  acabará  de  formar  el 
exacto  concepto  de  uno  y otro  acto. 

Esta  es  la  diferencia  esencial  entre  los  actos  distintos  de  qup 
tratamos.  En  la  cesión,  el  arrendatario  transmite  en  absoluto 
su  derecho,  su  personalidad  desaparece,  quedan  solamente  en 
la  relación  juiídica  dos  personas,  el  arrendador  y el  cesionario, 
que  se  convierte  en  arrendatario.  En  el  subarriendo  no  desapa- 
rece personalidad  alguna,  hay  dos  arriendos  y dos  relaciones 
jurídicas  diferentes,  aunque  íntimamente  ligadas  y relacionadas 
la  una  con  la  otra. 

Mas,  si  en  teoría  la  distinción  es  clara,  en  la  práctica  puede 
ofrecer  no  pocas  dificultades  el  definir  si  el  contrato  sometido  á 
nuestro  juicio  es  una  cesión  ó un  subarriendq.  Ninguna  regla 
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se  nos  alcanza  que  pueda  darse  para  obviar  esas  dificultades. 
Se  trata  de  poner  en  claro  la  voluntad  y la  intención  de  las  par' 
tes  y esto  será  siempre  un  problema  de  prueba  en  el  que,  si  bs 
tienen  en  cuenta  los  conceptos  explicados,  cualquier  indicio  pue- 
de dar  más  luz  que  las  reglas  de  interpretación  que  a priori  pu  - 
dieran formularse.  La  perspicacia  y la  sagacidad  del  jurisoon^ 
sulto  y del  juez,  y el  estudio  del  estado  de  conciencia  que  la  cos  - 
tumbre imperante  acuse  en  las  gentes,  harán  lo  demás. 

II.  Facultad  de  subarrendar , concedida  al  arrendatario  en  el  (ir* 
' tículo  1550. — La  facultad  de  subarrendar  era  ampliamente  reco- 
nocida en  el  derecho  romano.  Ya  la  ley  6.a,  tít.  65  del  libro  4.° 
del  Código,  dijo:  « Nemo  prohibetur  rem  qvam  conduxit,  alii  locare 
nisi  aliud  convenit .» 

En  lo  que  se  refiere  á nuestro  derecho  anterior  al  Código, 
confiesa  Groyena  que  no  encuentra  ninguna  ley  que  autorice  el 
subarriendo:  la  ley  recopilada  8.a,  art.  4.°,  tít.  10,  libro  10,  lo 
prohibió  en  las  casas  de  Madrid,  y el  famoso  Decreto  de  8 de 
Junio  de  1813  lo  prohibió  también  en  las  fincas  rústicas  sin 
consentimiento  del  dueño  Y,  sin  embargo,  el  subarriendo  ve- 
nía considerándose  como  legalmente  posible  y de  hecho  se  usaba 
en  la  práctica. 

Cierto,  que  nuestro  derecho  exigía  el  consentimiento  del 
arrendador,  pero  la  jurisprudencia  medió  eutre  la  ley  y la  prác- 
tica, sentando  el  principio  de  que  ese  consentimiento  se  presu  - 
mía  cuando  teniendo  el  arrendador  noticia  del  subarriendo  no 
lo  contradecía. 

Estos  precedentes  sirvieron  á los  autores  del  Proyecto 
de  1851  para  llegar  al  principio  que  consignaron  en  el  art.  1481, 
que  afirma  que  el  arrendatario  no  puede  subarrendar  ó ceder  á 
otro  la  cosa  arrendada,  ó una  parte  de  ella,  sin  consentimiento 
del  dueño;  pero  si  éste,  no  siguiéndosele  perjuicio,  ó sin  otro 
motivo  fundado,  se  negase  á prestarlo,  se  rescindirá  el  contrato 
á instancia  del  arrendatario. 

Tal  precepto,  bajo  las  apariencias  de  querer  salvar  los  inte- 
reses de  una  y otra  parte  contratante,  infiere,  en  verdad,  agra* 
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vio  ¿ las  dos:  al  arrendatario,  porque  le  niega  la  ¿acuitad  <lo 
disponer  de  un  derecho  que  ha  entrado  en  su  patrimonio  jurí- 
dico, y que  por  su  naturaleza  reúne  todos  los  caracteres  que  son 
precisos  para  afirmar  su  perfecta  transmisibilidad;  al  arrenda- 
dor, porque  una  vez  sentado  el  principio  de  que  es  preciso  su 
consentimiento  para  subarrendar,  lo  contradice  después,  susti- 
tuyendo el  criterio  judicial  al  del  propio  arrendador,  y suminis- 
trando como  remedio  jurídico,  no  la  posibilidad  legal  del  sub- 
arriendo en  el  caso  de  negativa  caprichosa  del  propietario,  sino 
la  rescisión  del  contrato,  que  es  incongruente  con  los  hechos 
que  forman  el  supuesto  del  artículo,  y que,  desde  luego,  aparece 
como  inesperada  y extemporánea. 

De  los  mismos  precedentes,  nuestro  Código  ha  sacado  una 
conclusión  completamente  contraria.  Se  ha  fijado  algo  más  en  el 
lado  económico  del  derecho,  ha  tenido  en  cuenta  la  transmisibili- 
dad del  uso  y goce  del  arrendatario,  y la  conveniencia  de  no  sus- 
traer este  bien  del  comercio  de  los  hombres,  por  regla  general  y 
salvo  casos  de  excepción,  y en  el  art.  1550  ha  dicho  que  cuando 
en  el  contrato  de  arrendamiento  de  cosas  no  se  prohiba  expresa- 
mente, podrá  el  arrendatario  subarrendar  en  todo  ó en  parte  la 
cosa  arrendada,  sin  perjuicio  de  su  responsabilidad  al  cumpli- 
miento del  contrato  para  con  el  arrendador.  Esto  es  más  respe- 
tuoso para  la  libertad  civil  de  las  partes  que  lo  que  disponía  el 
Proyecto  de  1851,  porque  si  el  goce  y uso  del  arrendamiento  es, 
por  su  naturaleza,  transmisible,  lo  lógico  es  reconocer  tal  ca- 
rácter permitiendo,  por  regla  general,  su  transmisión  y dejando 
¿ la  voluntad  de  los  contratantes  el  que  modifiquen,  si  gustan, 
este  requisito  natural,  pero  no  presumir  desde  luego  lo  que  es 
contrario  á la  naturaleza  del  derecho. 

Dice  Groyena,  explicando  el  Proyecto  de  1851,  que  puede  ha* 

• berse  hecho  el  arrendamiento  por»  motivos  personales  y atendí* 
.l>\es  de  amistad  y parentesco,  por  tener  vecindad  más  cómoda  y 
pacifica  ó un  colono  más  entendido  y laborioso.  Cierto;  pero  estas 
consideraciones  no  pueden  justificar  jamás  la  prohibición  del 
subarriendo,  como  regla  general,  aunque  sean  muy  dignas  de 
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tenerse  en  cuenta  por  las  partes  en  el  momento  de  la  celebración 
del  contrato  para  la  regulación  de  las  relaciones  jurídicas  que 
entre  ellos  crea. 

El  criterio  de  nuestro  Código  concuerda,  pues,  con  el  del  de- 
recho romano  y con  la  tendencia  de  la  jurisprudencia  anterior. 
Aunque  la  ley  de  11  de  Mayo  de  1888,  dijo  que  el  Código  toma- 
ría por  base  el  Proyecto  de  1851,  también  afirmó  que  se  recoge- 
rían las  enseñanzas  de  la  doctrina  en  la  solución  de  las  dudas 
suscitadas  por  la  práctica,  atendiendo  á algunas  necesidades 
nuevas;  y más  especialmente,  refiriéndose  á las  formas,  requisi- 
tos y condiciones  de  cada  contrato  en  particular,  añadió  que  se 
recogerían  los  desenvolvimientos  que  sobre  la  legislación  vi- 
gente en  aquella  sazón  hubiera  consagrado  la  jurisprudencia. 

También  concuerda  el  sentido  de  nuestro  Código  con  el  que 
inspira  al  art.  1 71 7 del  francés,  que  dice  que  el  arrendatario 
tiene  el  derecho  de  subarrendar,  así  como  el  de  ceder  su  arren- 
damiento á otro,  si  esta  facultad  no  le  ha  sido  prohibida.  El  ci- 
tado artículo  del  Código  francés  habla  de  subarriendo  y de  ce- 
sión: el  Proyecto  de  1851  también  hablaba  de  ambos  actos,  aun- 
que para  prohibirlos  si  no  mediaba  el  consentimiento  del  dueño. 
Nuestro  Código  sólo  se  refiere  en  los  artículos  que  comentamos 
al  subarriendo. 

Ya  hemos  estudiado  antes,  que  subarriendo  y cesión  son  dos 
actos  distintos,  cualesquiera  que  sean  las  dificultades  que  en  la 
práctica  pueda  ofrecer  su  distinción.  ¿Qué  pensaremos  de  la  po- 
sibilidad legal  de  la  cesión  en  vista  del  silencio  que  respecto  de 
ella  guarda  el  Código? 

Como  la  cesión  del  arrendamiento  es  una  de  las  formas  bajo 
las  cuales  el  arrendatario  puede  traspasar  el  goce  y uso  de  la 
cosa  arrendada,  puesto  que,  en  definitiva,  este  es  el  fondo  útil 
de  la  cesión;  y como  esos  goce  y uso  son,  según  hemos  dicho, 
transmisibles  por  naturaleza,  no  vemos  inconveniente  en  acep- 
tar, en  principio,  la  posibilidad  de  la  cesión. 

Tal  vez  por  esto  no  se  refiere  el  Código  á dicho  acto,  pues 
concedido  un  derecho  al  arrendatario  natural  es  que  pueda  trans  ■ 
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mitirlo  ó cederlo.  La  duda  podría  existir  más  bien  respecto  al 
subarriendo,  porque  en  él,  el  arrendatario  no  se  limita  a ceder, 
sino  que  se  convierte  en  arrendador,  por  lo  que  permitido  el  sub- 
arriendo, siempre  que  no  prohíba  expresamente  en  el  contrato 
de  arrendamiento,  lógico  es  suponer  que  se  halla  permitida  tam* 
bien  la  cesión,  acto  en  el  cual  sólo  hay  un  cambio  de  persona, 
subsistiendo  en  todo  lo  demás  las  primitivas  condiciones.  Puede 
decirse  por  esto  que  en  la  cesión  el  cedente  transmite  todos  sus 
derechos  sobre  la  cosa  arrendada,  y cuantos  puedan  correspon- 
derle contra  el  arrendador,  y el  cesionario,  en  cambio,  acepta 
expresamente  todas  las  obligaciones  que  tenía  el  arrendatario 
primitivo,  obligaciones  que  desde  luego  son  contra  él  exigibles 
por  el  arrendador.  Pero,  ¿autoriza  el  Código  la  sustitución  de  la 
persona  del  deudor,  sin  contar  con  la  voluntad  del  acreedor?  Si 
no  la  autoriza,  á nada  conduce  el  permitir  la  cesión,  pues  ó será 
preciso  el  consentimiento  del  arrendador  para  ceder,  lo  cual 
equivale  á negar  el  derecho  que  se  supone  permitido,  ó la  res 
ponsabilidad  del  arrendatario  con  el  arrendador  ha  de  subsistir 
á pesar  de  la  cesión,  lo  cual  desnaturaliza  el  carácter  de  ésta, 
conviniéndola  en  un  subarriendo. 

El  arrendamiento  inscrito,  declara  la  Resolución  de  12  de 
Marzo  de  1902,  aunque  se  refiera  á minas,  y la  renta  consista 
en  una  participación  de  los  productos,  es  un  derecho  real  enaje- 
nable, y por  tanto  hipotecable,  con  arreglo  art.  106  de  la  ley 
Hipotecaria.  Para  la  transmisión  ó la  hipoteca  no  se  consideró 
necesario  en  esta  Resolución  el  consentimiento  del  dueño  ó arren- 
dador. Y nosotros  creemos  que  el  arrendamiento,  se  halle  ó no 
inscrito,  constituya  ó no  un  derecho  real,  es  un  derecho  trans- 
misible, siempre  y cuando,  naturalmente,  no  se  haya  prohibido 
expresamente  la  transmisión,  y que  no  existiendo  esta  prohibi- 
ción, puede  transmitirse  sin  la  autorización  del  dueño.  Conven- 
dría, sin  embargo,  que  la  jurisprudencia  resolviese  esta  cues- 
tión, que  no  puede  presentarse  como  indudable,  ó que  el  Código 
al  reformarse  se  hiciese  de  ella  cargo,  y le  diese  una  solución 
cierta. 
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Puede  suceder  que  la  cesión  del  arriendo  haya  sido  expresa- 
mente autorizada  en  el  título  de  su  constitución.  Por  ejemplo* 
en  los  arrendamientos  mineros,  suele  intervenir  la  cláusula  en 
virtud  de  la  cual  se  reconoce  el  derecho  al  arrendatario  de  ceder 
el  arrendamiento  á otra  persona  ó sociedad;  pues  bien,  nuestra 
particular  experiencia  nos  ha  enseñado  que  la  intención,  los  pro- 
pósitos de  los  contratantes  en  estos  casos  son  los  de  liberar  de 
toda  responsabilidad  al  arrendatario  ceden  te  por  razón  de  loa 
actos  y omisiones  del  cesionario. 

Esto  confirma  nuestra  opinión.  El  espíritu  del  Código  es  per- 
mitir la  cesión  lo  mismo  que  el  subarriendo,  cuando  no  se  ha 
prohibido  expresamente.  Los  efectos  de  la  no  prohibición  deben 
ser  iguales  á los  de  la  autorización  expresa. 

Resumiendo,  pues,  lo  expuesto,  tenemos  que  el  subarriendo 
y la  cesión  de  arrendamiento  son  posibles,  si  en  el  contrato 
no  se  prohibieron  expresamente.  Una  clase  de  arrendamiento 
habrá,  sin  embargo,  en  que  tales  actos  no  serán  posibles  aun- 
que no  hayan  sido  prohibidos:  nos  referimos  á la  aparcería, 
pues  estando  ésta  considerada  como  uta  verdadera  sociedad, 
el  concepto  de  sociedad  pugna  con  la  sustitución  de  personas 
que  la  cesión  y el  subarriendo  implican. 

En  cuanto  á la  prohibición  impuesta  por  el  arrendador  y 
aceptada  por  el  arrendatario,  puede  ser  pactada  en  diferentes 
formas  y maneras.  Así,  podrá  referirse  á toda  la  cosa  ó á parte 
de  ella,  podrá  establecerse  de  un  modo  absoluto,  bajo  condición, 
sujeta  á cierto  plazo,  etc.;  é implicando  todos  estos  pactos  esti- 
pulaciones lícitas,  es  claro  que  habrá  que  estar  al  tenor  de  ellas, 
y que,  por  lo  tanto,  la  extensión  y límites  de  la  prohibición  serán 
las  pactadas  y no  otras.  De  igual  modo  puede  prohibirse  el  sub- 
arriendo y permitirse  la  cesión,  ó viceversa:  si  la  prohibición 
no  se  limita  formalmente  á uno  de  los  dos  actos,  como  dice  Pa- 
cifici  Mazzoni,  entenderemos  que,  prohibido  el  uno,  debe  esti- 
marse prohibido  el  otro,  pues  la  voluntad  del  arrendador  de  que 
la  cosa  no  pase  á persona  distinta  del  arrendatario,  es  evidente. 
Asimismo,  si  la  prohibición  es  general,  no  podrá  el  arrendatario 
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subarrendar  parte  de  la  cosa  alegando  que  la  prohibición  se  re  - 
fería á la  totalidad  como  conjunto.  En  último  término,  todos 
estos  supuestos  constituyen  problemas  de  interpretación,  en  jos 
que  la  circunstancialidad  de  cada  caso  dará  la  norma  de  la  so- 
lución. 

Hay  una  clase  de  prohibición,  que  es  llamada  por  los  autores 
relativa,  y que  consiste  en  estipular  que  el  arrendatario  no  pueda 
subarrendar  sin  consentimiento  expreso,  por  ejemplo,  escrito, 
del  arrendador.  La  cuestión  á que  esta  forma  de  pacto  puede  dar 
lugar,  es  la  de  si  el  arrendador  puede  negarse  caprichosamente 
á dar  su  consentimiento,  si  esta  negativa  tendrá  ó no  eficacia 
legal  y si  el  arrendatario  podrá  acudir  á los  tribunales  para  que 
éstos,  examinando  los  hechos  y las  razones  alegadas,  autoricen  el 
subarriendo  contra  la  voluntad  del  arrendador.  La  jurispruden- 
cia francesa  ha  resuelto  algún  caso  contra  el  arrendador  y á fa- 
vor de  las  pretensiones  del  arrendatario:  consideraciones  que, 
en  sustancia,  se  pueden  llamar  consideraciones  de  equidad,  han 
sido  el  fundamento  de  su  decisión.  Por  nuestra  parte,  entre  la 
equidad,  que  puede  ser  un  arma  de  dos  filos,  y el  riguroso  res- 
peto á lo  pactado,  optamos  por  esto  último.  No  creemos  que  ten- 
ga fuerza  el  argumento  de  que  aceptándose  la  letra  del  pacto 
podría  quedar  la  ejecución  del  contrato  á la  voluntad  de  una  sola 
de  las  partes,  porque  ordinariamente  el  arrendamiento  no  se 
hace  para  subarrendar,  ni  se  puede  afirmar  que  el  principal  de- 
recho del  arrendatario,  el  fondo  útil  de  la  relación  sea  para  él  la 
constitución  del  subarriendo,  que  sólo  significa  un  accidente  del 
contrato.  Sobre  todo,  el  arrendador  es  el  dueño  de  la  cosa,  y 
como  dueño,  puede,  al  desprenderse  de  su  uso  y goce,  imponer 
las  limitaciones  que  estime  convenientes.  Si  se  expresa  que  no 
puede  subarrendarse  sin  su  consentimiento,  esta  limitación, 
aceptada  por  el  arrendatario,  ha  de  respetarse,  tiene  plena  efi- 
cacia legal.  Creemos  la  solución  indudable. 

Igual  solución  creemos  que  procedería,  en  el  caso  de  que  el 
Arrendador  hubiese  prohibido  el  subarriendo,  salvo  á las  perso- 
gas que  fueren  gratas  para  él,  á pesar  de  que  la  jurisprudencia 
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extranjera  y el  parecer  de  muchos  autores  es  conforme  con  que 
el  arrendatario  pueda  acudir  á los  tribunales  en  demanda  de  la 
autorización  que  el  arrendador  caprichosamente  le  niegue. 

< Tanto  en  uno  como  en  otro  supuesto  de  prohibición  relati- 
va, debe  tenerse  en  cuenta  que  el  consentimiento  prestado  por 
el  arrendador  para  una  cesión  ó un  subarriendo  no  puede  ser 
objeto  de  interpretación  extensiva,  y por  lo  tanto,  que  del  hecho 
de  que  haya  consentido  en  un  subarriendo  determinado  no  pue- 
de deducirse  la  consecuencia  de  que  el  arrendatario  se  encuen- 
tra autorizado  para  otorgar  ulteriores  subarriendos  distintos  de 
aquel  en  que  el  arrendador  consintió. 

No  deja  de  ofrecer  interés  para  dejar  sentado  el  criterio  le- 
gal la  consideración  de  la  prórroga  del  arrendamiento  por  medio 
de  la  tácita  reconducción  de  que  se  ocupa  el  art.  1566,  en  rela- 
ción con  la  prohibición  de  subarrendar  pactada  al  constituirse 
el  arrendamiento.  La  tácita  reconducción  entraña,  como  más 
adelante  veremos,  la  creación  de  un  nuevo  contrato  en  los  tér- 
minos ya  estipulados  y sin  alteración  alguna,  salvo  respecto  de 
las  obligaciones  otorgadas  por  terceros,  según  dice  el  art.  1567. 
La  prórroga  por  tácita  reconducción  implicará,  pues,  la  subsis- 
tencia de  la  prohibición  de  subarrendar,  si  constaba  en  el  con- 
trato primitivo  y en  iguales  condiciones  en  que  allí  se  estableció. 

Cuanto  hemos  dicho  referente  á la  facultad  de  subarrendar  y 
á la  prohibición  impuesta  por  el  arrendador  teniendo  en  cuenta 
las  relaciones  entre  éste  y el  arrendatario,  se  puede  aplicar  ín- 
tegramente á las  relaciones  entre  el  subarrendador  y subarren- 
datario, sin  que  sea  de  apreciar  ninguna  importante  modificación 
de  doctrina. 

¿Qué  influencia  puede  tener  la  prohibición  de  subarrendar 
en  el  ejercicio  del  derecho  que  concede  el  art  lili?  Sabemos 
que,  según  este  artículo,  los  acreedores,  después  de  haber  perse- 
guido los  bienes  de  que  esté  en  posesión  el  deudor  para  reali- 
zar cuanto  se  les  debe,  pueden  ejercitar  todos  los  derechos  y ac- 
ciones de  éste  con  el  mismo  fin,  exceptuando  los  que  sean  inhe- 
rentes á su  persona,  ¿Podrán  hacer  uso  del  derecho  de  arrenda* 
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miento  que  al  arrendatario  corresponde?  Es  decir,  ¿podrán  ha- 
cer suyo  los  acreedores  el  uso  y goce  de  la  cosa  arrendada  pa- 
gando el  precio  del  arrendamiento  y cumpliendo  las  demás  obli- 
gaciones para  con  el  arrendador?  El  supuesto  que  nos  ocupa 
tiene  escasa  importancia  práctica.  En  general,  el  soio  uso  ó goce 
de  la  cosa  con  las  obligaciones  que  el  arrendamiento  lleva  con- 
sigo, representa  hasta  una  carga  para  los  acreedores.  Arren- 
dada una  casa  ¿qué  utilidad  reporta  al  acreedor  el  habitarla  pa- 
gando el  alquiler  que  corresponda?  Y algo  análogo  ocurre  en  las 
fincas  rústicas.  Si  el  acreedor  puede  cobrar  con  los  frutos,  que 
es  la  utilidad  del  arrendatario  de  fincas  rústicas,  sin  pagar  gas- 
tos, ¿para  qué  convertirse  en  colono?  Aparte  de  esto,  mientras 
el  arrendatario  tenga  derecho  á frutos,  ¿no  pueden  perseguirse 
éstos  como  bienes  del  deudor  sin  necesidad  de  pretender  recu- 
rrir á subrogarse  en  el  lugar  del  arendatario?  En  todo  caso, 
partamos  de  la  base  de  que  la  intervención  de  los  acreedores, 
representa  más  bien  una  cesión  del  arriendo,  que  un  subarren- 
damiento. El  dueño  ha  prohibido  el  subarriendo  y la  cesión, 
¿pueden  los  acreedores,  sin  embargo,  sustituir  al  arrendatario 
colocándose  en  su  lugar?  ¿pueden  imponer  al  dueño  como  for- 
zosa una  situación  que  el  dueño  previó  y negó,  y que  el  deudor 
nunca  podría  pretender  voluntariamente?  Esta  es  la  cuestión. 
Opinamos  negativamente:  el  acreedor  no  necesita  recurrir  ¿ ese 
extremo  para  cobrar,  y lo  que  no  pueden  hacer,  lo  que  no  tiene 
derecho  á hacer  el  deudor,  no  puede  imponerlo  los  acreedores. 

A lo  más,  tendrán  los  acreedores  esa  facultad,  si  en  algún 
caso  fuere  necesario  por  no  poder  cobrar  de  otro  modo,  cuando 
no  exista  prohibición  de  ceder  el  arriendo,  ni  subarrendar,  y en- 
tonces es  cuando  además,  y como  derecho  más  útil,  podrían  ser 
ellos  los  que  subarrendasen,  ejercitando  la  facultad  que  tenía  su 
deudor. 

hl.  Ef  ectos  de  que  el  arrendatario  no  observe  la  prohibición  di 
subarrendar . — Si  el  arrendatario,  no  obstante  la  prohibición  esti- 
pulada, otorga  subarriendo  .sobre  la  cosa  arrendada,  esta  infrac- 
ción debe  estar  sometida  á una  sanoión  civil,  sanoión  que,  como 
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las  de  este  orden,  por  regla  general,  se  ha  de  imponer  á instan- 
cia de  parte,  de  la  parte  á quien  interese.  Tradúcese,  pues,  esta 
sanción  en  las  acciones  que  al  arrendador  corresponden  en  vista 
del  hecho  realizado  por  el  arrendatario,  y derivándose  directa- 
mente de  él. 

En  primer  lugar,  el  arrendador  podrá  pedir  que  se  declare 
la  nulidad  del  subarriendo  constituido  contra  su  prohibición. 
Pero,  no  es  esto  sólo.  El  arrendamiento  es  un  contrato  bilateral 
de  él  surgen  obligaciones  de  las  que  el  Código  llama  reciprocas, 
y,  por  lo  tanto,  el  imperio  del  precepto  del  art.  1124  es  eviden- 
te. El  arrendador,  pues,  podrá,  según  dicho  artículo,  exigir, 
como  perjudicado,  bien  el  cumplimiento  de  la  obligación  pacta 
da,  bien  su  resolución,  con  el  resarcimiento  de  daños  y abono  de 
intereses  en  ambos  casos. 

Aplicación  de  este  criterio  es  el  del  art,  1556,  que  refirién- 
dose  ya  particularmente  al  arrendamiento  dice,  que  si  el  arren- 
dador ó el  arrendatario  no  cumplieren  las  obligaciones  expresa- 
das en  los  artículos  anteriores,  podrán  pedir  la  rescisión  del  con- 
trato y la  indemnización  de  daños  y perjuicios,  ó solo  esto  últi- 
mo, dejando  el  contrato  subsistente. 

Y confirma,  por  último,  lo  que  venimos  diciendo  el  que  el 
art.  1569  mencione,  como  una  de  las  causas  por  las  cuales  el 
arrendador  podrá  desahuciar  judicialmente  al  arrendatario,  la 
infracción  de  cualquiera  de  las  condiciones  estipuladas  en  el 
contrato. 

La  prohibición  del  subarriendo  es,  sin  duda,  una  délas  con- 
diciones del  contrato  celebrado,  y la  facultad  del  arrendador  de 
desahuciar  al  arrendatario  por  no  haberla  observado,  es  para 
nosotros  evidente. 

IV.  Relaciones  que  nacen  del  subarriendo. — A)  Entre  el  subarren  • 
dador  y el  subarrendatario. — Ya  hemos  dicho  que  el  subarriendo 
es  un  nuevo  arrendamiento  completamente  independiente  del 
arrendamiento  primitivo  en  cuanto  á la  regulación  de  las  rela- 
ciones jurídicas  que  de  él  surgen.  Une  á los  desarrendamientos 
el  solo  vínculo  de  recaer  sobre  una  misma  cosa;  pero  el  nexo  con- 
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tractual  es  distinto  y,  por  lo  tanto,  no  hay  que  acudir  á lo  esti- 
pulado en  el  primero  para  saher  los  derechos  y obligaciones  de 
cada  parte  en  el  segundo. 

Arrendador  y arrendatario  habrán  podido  derogar  mediante 
el  pacto  algunos  de  los  preceptos  de  derecho  voluntario  que  ri- 
eren el  contrato  de  arrendamiento  según  el  Código,  y esta  dero- 

O 

gación  será  ya  para  ellos  perfectamente  obligatoria;  pero  si  esas 
mismas  derogaciones  no  fueron  expresamente  consignadas  al  es- 
tipularse el  subarriendo,  no  surtirán  efecto  alguno  en  las  rela- 
ciones entre  subarrendador  y subarrendatario.  Estos  podrán,  si 
así  estiman  que  les  conviene,  no  someterse  á las  mismas  reglas 
que  se  fijaron  en  el  arrendamiento  primitivo,  sino  á otras  dis- 
tintas que  libre  y espontáneamente  establezcan. 

De  todos  modos,  ya  sean  idénticas,  parecidas  ó distintas  de 
las  del  arrendamiento  las  estipulaciones  del  subarriendo  pacta- 
das por  el  subarrendador  y por  el  subarrendatario,  por  ellas 
habrá  de  regirse  en  primer  término  la  relación  que  entre  ambas 
partes  se  crea,  en  tanto  no  vayan  contra  algún  precepto  de  de- 
recho necesario. 

A falta  de  tales  estipulaciones,  los  derechos  y obligaciones 
que  recíprocamente  competen  á subarrendador  y subarrendata- 
rio, se  regularán  por  lo  que  el  Código  establece  para  arrenda- 
dor y arrendatario.  Así,  por  ejemplo,  el  subarrendador  estará 
obligado  á entregar  al  subarrendatario  la  cosa  objeto  del  con- 
trato, á hacer  en  ella  durante  el  subarriendo  todas  las  repara- 
ciones necesarias  á fin  de  conservarla  en  estado  de  servir  para 
el  uso  á que  ha  sido  destinada,  y á mantener  al  subarrendatario 
en  el  goce  pacífico  del  subarriendo  por  todo  el  tiempo  del  con- 
trato; y el  subarrendatario  deberá,  por  su  parte,  pagar  el  precio 
del  subarriendo  en  los  términos  convenidos,  usar  de  la  cosa  sub- 
arrendada como  un  diligente  padre  de  familia,  destinándola  al 
uso  pactado,  y,  en  defecto  del  pacto,  al  que  se  infiera  de  la  na- 
turaleza de  la  cosa  según  la  costumbre  de  la  tierra,  y pagar  los 
gastos  que  ocasione  la  escritura  del  contrato. 

Recíprocamente  subarrendador  y subarrendatario  tendrán  el 
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derecho  de  pedir  la  rescisión  del  contrato  y la  indemnización  de 
daños  y perjuicios,  ó sólo  esto  último,  dejando  el  contrato  sub- 
sistente cuando  alguno  de  ellos  no  cumpliere  las  obligaciones  que 
acabamos  de  expresar:  el  subarrendador  podrá  desahuciar  judi- 
cialmente al  subarrendatario  si  existe  alguna  de  las  causas  le- 
gales, tendrá  la  preferencia  que  se  determina  en  el  núm.  7.° 
del  art.  1922,  y,  en  suma,  una  y otra  parte  serán  considerados 
de  la  misma  manera  que  la  ley  considera  al  arrendador  y al 
arrendatario. 

Es  claro  que  algunas  de  estas  obligaciones  no  serán  quizá 
cumplidas  por  la  misma  persona  á quien,  según  el  subarriendo, 
deben  exigirse:  así,  en  cuanto  á las  reparaciones  de  la  cosa,  el 
subarrendatario  las  demandará  del  subarrendador,  y éste  del 
arrendador  primitivo  (si  en  el  arrendamiento  no  se  derogó  esta 
obligación);  pero  al  cabo  serán  cumplidas,  y esto  basta  para 
tener  por  satisfecho  el  precepto. 

B)  Entre  el  arrendador  y el  subarrendador. — El  contrato  de 
subarriendo  ha  pasado  entre  el  subarrendador  y el  subarrenda- 
tario; á ellos  se  refieren  los  derechos  y obligaciones  que  crea;  el 
arrendador  no  ha  intervenido  en  él  para  nada. 

De  aquí  se  deduce  que  el  subarriendo  no  innova  las  relacio- 
nes existentes  entre  el  arrendador  y el  arrendatario  convertido 
en  subarrendador,  porque  esas  relaciones,  como  ya  hemos  dicho, 
proceden  de  nexo  distinto.  Esto,  que  se  deriva  del  rigor  de  les 
principios,  ha  sido  reconocido  por  el  Código  en  el  art.  1550,  en 
el  cual,  al  propio  tiempo  que  permite  al  arrendatario  subarren- 
dar si  no  se  le  ha  prohibido  expresamente,  declara  que  tal  fa- 
cultad se  entiende  sin  perjuicio  de  su  responsabilidad  al  cum- 
plimiento del  contrato  con  el  arrendador. 

De  suerte  que  el  primitivo  arrendamiento  subsiste  íntegra- 
mente. El  arrendatario  deberá  seguir  cumpliendo  sus  obligacio- 
nes, y podrá,  de  igual  modo,  exigir  sus  derechos.  Lo  único  que 
ocurrirá  será  que  tal  vez  esas  obligaciones  no  sean  llevadas  á 
cabo  por  el  mismo  arrendatario,  sino  que  las  hará  cumplir  al 
subarrendatario,  y los  derechos  que  del  arrendador  demande, 
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los  demandará  para  él  poder  satisfacer  al  subarrendatario  lo 
que  por  razón  del  subarriendo  le  debe. 

C)  Entre  el  arrendador  y el  subarrendador . — Hasta  aquí  he- 
mos  visto  que  no  existe  motivo  alguno  para  afirmar  que  el  Oo- 
digo  se  haya  apartado  de  la  aplicación  del  principio  contenido 
en  el  art.  1257,  que  dice  que  los  contratos  sólo  producen  efecto 
entre  las  partes  que  los  otorgan  y sus  herederos;  salvo,  en  cuan- 
to á éstos,  el  caso  en  que  los  derechos  y obligaciones  que  proce- 
dan del  contrato,  no  sean  transmisibles,  ó por  su  naturaleza,  ó 
por  pacto,  ó por  disposición  de  la  ley.  En  consonancia  con  este 
criterio,  las  relaciones  entre  arrendador  y arrendatario  no  se  al- 
teran por  el  hecho  del  subarriendo;  las  que  surgen  entre  sub- 
arrendador y subarrendatario,  sólo  están  influidas  por  el  con- 
trato que  entre  ellos  media. 

Pero  he  aquí  que  nos  encontramos  con  los  arts.  1551  y 1552; 
y ante  el  examen  de  su  contenido,  cabe  preguntar:  ¿el  hecho  del 
subarriendo  tiene  eficacia  y transcendencia  suficiente  para  dejar 
unidos  por  vínculos  contractuales  al  arrendador  y al  subarren- 
datario? 

Desde  luego  se  echa  de  ver  que  si  el  arrendador  es  acreedor 
del  arrendatario  por  razón  del  precio  del  arriendo  y éste  lo  es  á 
su  vez  del  subarrendatario,  hay  un  motivo  para  que  dicho  arren 
dador  pueda  dirigirse  contra  el  subarrendatario,  y este  motivo 
es  el  que  se  consigna  en  el  art.  lili,  en  virtud  del  cual  los  acree- 
dores, después  de  haber  perseguido  los  bienes  de  que  esté  en 
posesión  el  deudor  para  realizar  cuanto  se  les  debe,  pueden  ejer- 
citar todos  los  derechos  y acciones  de  éste  con  el  mismo  fin,  ex- 
ceptuando ios  que  sean  inherentes  á su  persona.  En  este  senti- 
do, también  el  subarrendatario  podrá  dirigirse  contra  el  arren- 
dador; pues  por  razón  del  subarriendo  tiene  derecho  á exigir 
algo  del  subarrendador,  que  éste  á su  vez  puede  pedir  del  pro- 
pio arrendador,  de  donde  resultando  acreedor  del  arrendatario 
está  en  disposición  de  ejercitar  los  derechos  que  á éste  corres- 
ponden contra  el  arrendador,  según  el  art.  lili. 

Pero  no  es  á esta  clase  de  relaciones  á las  que  nos  referimos, 
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porque,  de  una  parte,  estas  exigencias  que  recíprocamente  pue- 
den hacerse  el  arrendador  y el  subarrendatario,  son  siempre  des - 

j oués  de  haber  perseguido  los  bienes  del  deudor , que  es  el  arrendata 
rio,  y de  otra,  porque  estas  relaciones  se  derivan  del  carácter 
patrimonial  que  afecta  á todas  las  obligaciones  y que  constituye 
el  supuesto  de  la  responsablidad  civil  por  razón  de  las  mismas; 
mientras  que  nosotros,  lo  que  tratamos  de  averiguar  ahora  es 
si  por  el  sólo  hecho  del  subarriendo  surgen  relaciones  obligato- 
rias entre  el  arrendador  y el  subarrendatario  recíprocamente. 

El  principio  tradicional  consignado  en  el  art.  1257  de  núes 
tro  Código,  ya  sabemos  que  dice  que  los  contratos  sólo  producen 
efectos  entre  las  partes  que  los  otorgan,  y en  el  contrato  de  sub- 
arriendo hay  únicamente  dos  partes  clara  y evidentemente  co- 
nocidas: el  subarrendador  y el  subarrendatario;  el  arrendador 
para  nada  interviene  en  él,  por  regla  general. 

Mas  el  art.  1551  dice  que  sin  perjuicio  de  su  obligación  para 
con  el  subarrendador,  queda  el  subarrendatario  obligado  á favor 
del  arrendador  por  todos  los  actos  que  se  refieran  al  uso  y con 
servación  de  la  cosa  arrendada  en  la  forma  pactada  entre  el 
arrendador  y el  arrendatario;  y el  1552,  que  el  subarrendatario 
queda  también  obligado  para  con  el  arrendador  por  el  importe 
del  precio  convenido  en  el  subarriendo  que  se  halle  debiendo  al 
tiempo  del  requerimiento,  considerando  no  hechos  los  pagos  ade- 
lantados, á no  haberlos  verificado  con  arreglo  á la  costumbre. 

La  primera  lectura  de  estos  artículos  acusa  una  desviación 
de  los  principios  que  rigen  la  materia  de  contrato  en  orden  á 
los  efectos  producidos  por  los  mismos,  puesto  que  dei  hecho  del 
subarriendo  se  derivan  consecuencias  para  una  persona  que  no 
ha  sido  parte  en  él:  el  arrendador. 

¿Quiere  esto  decir  que  porque  lo3  arts.  1551  y 1552  admitan 
la  legalidad  de  ciertas  consecuencias,  deba  afirmarse  de  plano 
y sin  salvedades  ni  distingos  que  el  subarriendo  produce  efec- 
tos en  cuanto  á la  persona  del  arrendador?  No. 

Los  arts.  1551  y 1552  tienen  un  carácter  marcadamente 

excepcional:  ellos  contradicen  el  principio  del  art.  1257  y lo 
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contradicen  en  supuestos  concretos  y determinados,  en  loa  su- 
puestos que  ellos  mismos  fíj an  con  todos  los  pormenores  de  su 
sentido  limitativo.  Circunscrito  á los  casos  que  en  los  artículos 
se  mencionan  el  alcance  de  los  preceptos  que  contienen,  nin- 
guna razón  de  interpretación  aconseja  que  su  sentido  se  ex 
tienda  á otros  casos  no  previstos.  No  deberá,  pues,  decirse  que 
el  subarriendo  produce,  en  general,  efectos  en  cuanto  al  arren 
dador  primitivo,  sino  únicamente,  que  la  ley,  por  excepción,  ad- 
mite que  el  arrendador  primitivo  pueda  ejercitar  ciertos  dere- 
chos contra  el  subarrendatario,  y que  éste  se  halle  obligado, 
también  en  ciertos  y determinados  respectos,  para  con  dicho 
arrendador. 

En  cuanto  al  motivo  de  esta  desviación,  especial  y concreta, 
del  principio  del  art.  1257,  se  ha  pretendido  explicar  por  Tro 
plong,  diciendo  que  el  derecho  del  arrendador,  para  dirigirse  di- 
rectamente contra  el  subarrendatario  en  los  casos  indicados  por 
la  ley,  nace  del  hecho  de  la  tenencia  en  que  el  subarrendatario 
se  encuentra  de  la  cosa  propia  del  primero  ó dada  en  arrenda- 
miento por  él.  Pero  con  razón  pregunta  Laurent:  ¿es  que  se 
puede  entender  que  este  hecho  crea  un  vínculo  de  derecho  en- 
tre el  propietario  y el  arrendatario  que  ocupa  la  cosa?  Si  éste  la 
ocupase,  añade,  sin  título  alguno,  el  propietario  tendría  contra 
él  la  acción  reivindicatoría,  la  cual  implica  la  ausencia  de  todo 
vínculo  entre  el  demandante  y el  demandado.  Pero  el  subarren- 
datario tiene  la  cosa  en  virtud  de  un  contrato  del  cual  nacen 
derechos  y obligaciones,  y no  basta  que  la  cosa  objeto  del  mismo 
sea  de  la  propiedad  del  arrendador  para  que  por  esto  sólo  el 
subarrendatario  pueda  obrar  en  virtud  de  dicho  contrato  contra 
el  propietario,  ni  para  que  éste  tenga  acción  derivada  del  mismo 
contrato  contra  el  que  lleva  la  cosa  en  subarriendo. 

En  nuestra  opinión,  lo  que  hay  en  este  punto  es  una  aplica- 
ción del  principio  de  la  representación  tácita,  el  cual,  por  razo- 
nes que  la  prudencia  y la  utilidad  social  aconsejan,  se  ha  exten- 
dido ¿ esta  materia.  Ya  lo  hemos  dicho:  el  arrendador  no  ha 
aido  ciertamente  parte  en  el  subarriendo;  pero  dados  los  vinca  • 
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los  que  le  unen  con  el  arrendatario,  vínculos  que  á la  cosa  que 
éste  subarrienda  se  refieren,  ¿no  se  puede  entender,  en  algún 
modo,  que  ha  sido  representado  en  el  subarriendo  por  el  propio 
arrendatario  para  todo  aquello  que  al  respecto  y á la  eficacia  de 
su  derecho  afecte?  Este  principio  de  la  representación  tácita  en 
materia  de  contratación  no  es  la  primera  vez  que  se  encuentra 
en  nuestras  leyes:  él  es  el  fundamento  de  la  acción  pauliana  en 
opinión  de  ilustres  jurisconsultos;  pues  si  los  acreedores  pueden 
pedir  la  rescisión  de  ciertos  actos  verificados  en  su  fraude,  es, 
sin  dada,  porque  han  sido  mal  representados  en  ellos  por  el  deu 
dor  por  razón  de  los  derechos  que  sobre  los  bienes  del  mismo 
deudor  les  asiste. 

El  principio  de  la  tácita  representación  del  arrendador  por 
«1  subarrendador  explica  el  sentido  de  los  arts.  1551  y 1552  de 
la  única  manera  satisfactoria  que,  á nuestro  juicio,  puede  expli 
carse,  mientras  no  se  admita  francamente  y sin  distingos  que  el 
arrendamiento  constituye  un  derecho  real. 

El  subarrendatario  posee  en  nombre  del  arrendatario:  esto 
es  todo. 

Viniendo  ya  al  texto  de  dichos  artículos,  observaremos,  en 
cuanto  al  1551,  que  su  precepto  es  consecuencia  de  lo  que  antes 
de  ahora  hemos  dicho,  á saber:  que  el  subarriendo  no  puede  pa- 
rar perjuicio  al  arrendador  primitivo.  Por  esta  razón,  no  obs- 
tante su  obligación  para  con  el  subarrendador,  queda  el  sub- 
arrendatario obligado  á favor  del  arrendador  por  todos  los  actos 
que  se  refieran  al  uso  y conservación  de  la  cosa  arrendada  en 
la  forma  pactada  entre  el  arrendador  y el  arrendatario.  Serán, 
pues,  dos  las  personas  que  puedan  exigir  del  subarrendatario 
esos  actos  de  uso  y conservación;  una,  el  subarrendador,  y otra, 
el  arrendador  primitivo.  Poco  importa  que  al  celebrarse  el  sub- 
arriendo el  subarrendador  olvide  hacer  constar  las  estipulacio- 
nes que  á él  se  impusieron  en  el  contrato  de  arriendo  referentes 
al  uso  y conservación  de  la  cosa,  porque  á lo  más  que  podrá 
dar  lugar  esta  omisión,  será  á que  no  pueda  él  exigir  su  cum 
plimiento  al  subarrendatario;  pero  siempre  corresponderá  este 
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derecho  al  arrendador,  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo  1551. 

El  art.  1552  se  refiere  á la  responsabilidad  del  subarrenda 
tario  por  razón  del  precio.  Examinemos  sus  caracteres,  no  muy 
claros,  en  verdad,  en  el  Código. 

¿Es  ésta  una  responsabilidad  subsidiaria?  El  artículo  no  lo 
dice;  pero  desde  luego  estimamos  que  le  conviene  esa  califica- 
ción, porque  si  el  arrendatario  nada  debe  al  arrendador,  y éste, 
por  consiguiente,  nada  tiene  que  reclamar,  no  creemos  que  el 
subarrendatario  deba  entregar  el  precio  más  que  al  que  le  sub 
arrendó  la  cosa.  Su  responsabilidad  sólo  podrá  hacerse  efectiva 
por  el  arrendador,  cuando  el  arrendatario  resulte  ser  deudor 
de  éste. 

¿Cuál  será  la  extensión  de  esta  responsabilidad?  Tampoco  lo 
dice  el  artículo.  Desde  luego  se  nos  ocurre  que  de  las  deudas 
particulares  que  el  arrendatario  pueda  tener  para  con  el  arren- 
dador, procedentes  de  origen  distinto  del  contrato  de  arrenda- 
miento que  entre  ellos  pende,  no  responderá  el  subarrendatario 
con  el  precio  que  esté  debiendo  al  subarrendador.  La  razón  es 
clara:  el  arrendador,  en  cuanto  á esas  deudas,  no  es  tal  arren- 
dador, sino  simplemente  un  acreedor  común  y ordinario,  ya  que 
no  provienen  del  arriendo. 

Debe,  pues,  entenderse  limitada  esta  responsabilidad  á lo 
que  el  arrendatario  deba  al  arrendador  por  razón  del  arrenda- 
miento. El  principal  motivo  de  deber  será  el  del  pago  del  precio 
ó renta;  pero  también  el  arrendatario  puede  estar  en  deuda  con 
el  arrendador  por  razón  de  reparaciones,  indemnizaciones,  etc. 
Repetimos  que  el  artículo  no  concreta  los  límites  de  la  respon 
sabilidad;  pero  como  ésta  es  á favor  del  arrendador  y se  refiere 
evidentemente  al  contrato  de  arrendamiento  primitivo,  esti 
mamos  que  todas  las  que  de  él  se  deriven  contra  el  arrenda 
tario,  ya  sean  por  falta  de  pago  del  precio  ó por  otros  conceptos, 
deberán  ser  solventadas  por  el  arrendatario  con  el  importe  del 
precio  cohy enido  oon  el  subarrendador  que  resulte  estar  debiendo 
¿ éste.  ‘ . 
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En  cuanto  al  precio,  habrá  de  tenerse  en  cuenta  que  puede 
no  ser  igual,  que  es  probable  que  no  sea  igual  el  del  arriendo  al 
del  subarriendo,  no  siendo  extraño  que  se  presente  el  caso  de 
que  el  arrendador  tuviese  que  reclamar  al  arrendatario  como 
ciento,  y que  el  subarrendatario  debiera  al  subarrendador  como 
doscientos.  En  tal  supuesto,  es  evidente  que  el  arrendador  sólo 
podrá  exigir  del  subarrendatario  aquello  que  realmente  se  le 
deba,  quedando  el  exceso  á favor  del  que  podríamos  llamar 
acreedor  principal,  ó sea  el  arrendatario  subarrendador. 

¿Cuándo  empieza  la  responsabilidad  de  que  venimos  tratan 
do?  Esta  responsabilidad  tiene  un  punto  de  partida  que  no  es  el 
de  la  celebración  del  subarriendo,  pues  mientras  el  arrendatario 
nada  deba  al  arrendador  y éste  se  encuentre  satisfecho  de  todo 
lo  que  le  corresponde,  es  indudable  que  sobre  el  precio  del  sub- 
arriendo no  pesa  responsabilidad  ninguna  y debe  ser  entregado 
al  subarrendador.  El  subarrendatario  no  tiene  motivos  para  sa- 
ber si  el  arrendatario  cumple  ó no  sus  obligaciones  con  el  arren 
dador;  es  preciso  que  tal  taita  de  cumplimiento  se  le  comunique 
de  un  modo  auténtico  para  que  la  responsabilidad  le  afecte.  De 
aquí  que  el  art.  1552  hable  de  un  requerimiento,  aunque  sin  ex- 
plicarlo ni  regularlo. 

Deducimos,  sin  embargo,  de  su  manera  de  expresar  la  idea, 
que  el  arrendador  que  quiera  hacer  efectivas  las  responsabilida- 
dades  del  arrendatario  en  el  importe  del  precio  que  á éste  deba 
el  subarrendatario,  por  razón  del  subarriendo,  debe  requerirlo 
para  manifestarle  éste  su  propósito,  y para  que  se  abstenga  de 
satisfacer  al  subarrendador  dicho  importe.  Para  este  requeri- 
miento no  fija  la  ley  forma  especial:  lo  más  prudente  será  hacerlo 
por  medio  de  Notario  ó judicialmente;  si  así  no  se  hiciere,  será 
siempre  un  hecho  sujeto  á las  contingencias  de  la  prueba. 

Una  vez  realizado  el  requerimiento  comienza  la  responsabi- 
lidad del  subarrendatario,  por  razón  de  lo  que  esté  adeudando  al 
subarrendador. 

El  art.  1552  contiene  una  última  declaración,  que  tiende  á 
asegurar  aun  más  á favor  del  arrendador  la  responsabilidad  que 
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hemos  explicado  del  subarrendatario.  Dice  que  los  pagos  ade* 
lantados  se  consideran  como  no  hechos,  á no  haberlos  verificado 
el  subarrendatario  con  arreglo  á la  costumbre. 

Difícil  puede  ser,  en  verdad,  el  trance  en  que  se  encuentre 
el  subarrendatario  á quien  se  requiere  para  que  se  abstenga  de 
pagar  al  subarrendador,  si  no  se  juzga  exactamente  de  su  si- 
tuación. El  subarrendatario  afirma  que  nada  debe  al  subarren- 
dador y muestra  los  recibos  privados  que  acreditan  los  pagos 
hechos;  pero  el  arrendador  sostiene  que  esos  recibos,  como  do- 
cumentos privados,  no  surten  efecto  contra  él.  ¿Necesitará  el 
subarrendatario  de  una  escritura  pública  cada  vez  que  haga  un 
pago  al  subarrendador?  En  nuestra  opinión,  no:  sería  mons- 
truosa tal  exigencia.  Si  el  arrendador  sostiene  que  esos  recibos 
son  falsos  ó simulados,  debe  demostrarlo. 

Pero  volvamos  á la  declaración  final  del  art.  155  2.  Decíamos 
que  los  pagos  adelantados  se  consideran  como  no  hechos,  á no 
haberse  verificado  con  arreglo  á la  costumbre. 

Ha  de  entenderse  que  la  declaración  del  artículo  se  refiere 
exclusivamente  á los  efectos  de  tales  pagos  respecto  al  arrenda- 
dador,  sin  que  en  nada  se  pretenda  alterar  las  relaciones  entre 
el  arrendatario  y el  subarrendatario.  De  suerte  que  si  el  arren- 
datario declara  que,  en  efecto,  el  adelanto  ó anticipo  ha  tenido  lu 
gar,  contra  él  surtirá  efecto  esta  declaración,  pero  no  contra  el 
arrendador.  La  ley  presume  el  fraude:  los  términos  en  que  for- 
mula la  presunción  y sus  motivos  nos  indican  que  se  trata  de 
una  presunción  que  no  admite  prueba  en  contrario.  El  subarren- 
datario no  podrá,  por  lo  tanto,  intentar  demostrar  que  real  y po- 
sitivamente pagó. 

Esta  presunción  tiene  una  excepción;  la  de  que  el  pago  se 
haya  verificado  con  arreglo  á la  costumbre.  La  costumbre  á que 
el  Código  alude  es,  sin  duda,  la  costumbre  del  lugar;  la  costum- 
bre debe  probarse. 

El  art.  1753  del  Código  francés,  correspondiente  al  que  co 
mentamos,  señala  otra  excepción  que  en  nuestro  Código  no  se 
iialla:  la  de  que  el  pago  anticipado  se  haya  hecho  en  virtud  de 
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haberse  asi  estipulado  en  el  contrato  de  subarriendo.  Al  no  con- 
signarse en  nuestro  Código  esa  excepción,  estimamos  que  legal- 
mente no  puede  admitirse,  y esto  no  sólo  porque  lo  que  es  de 
carácter  excepcional  no  puede  ampliarse,  sino  por  la  naturaleza 
de  la  materia.  El  pacto,  pues,  de  que  en  el  subarriendo  se  anti- 
cipen rentas  (no  siendo  el  anticipo,  según  la  costumbre),  surtirá 
sus  efectos  entre  el  subarrendador  y subarrendatario;  pero  no 
puede  ser  opuesto  por  éste  al  arrendador. 

Una  observación  para  terminar  este  comentario.  El  art.  1552 
hace  responsable  al  subarrendatario  para  con  el  arrendador  por 
lo  que  aquel  se  halle  debiendo  al  tiempo  del  requerimiento',  pues 
bien,  cabe  preguntar:  y por  las  rentas  del  subarriendo  que  va- 
yan venciendo  con  posterioridad  al  requerimiento,  ¿será  res- 
ponsable también? 

¿Habrá  dicho  el  Código  en  el  art.  1552  todo  lo  que  ha  queri- 
do decir,  ó habrá  expresado  á medias  su  pensamiento?  Esta  duda 
nos  asalta.  Mas  como  penetrar  en  lo  hondo  de  ciertos  propósitos 
es  muy  difícil,  nos  limitaremos  á contestar  la  pregunta,  juzgan- 
do sólo  sobre  datos  perfectamente  conocidos. 

El  arrendador  es  extraño  al  subarriendo.  Los  arts.  1551 
y 1552  no  expresan,  según  hemos  visto,  que  el  subarriendo  pro- 
duzca, en  general , efectos  para  el  arrendador,  sino  que  únicamen- 
te y por  excepción  admiten  y regulan  ciertos  y determinados  efectos. 
Si,  según  el  art.  1552,  la  responsabilidad  ú obligación  del  sub- 
arrendador para  con  el  arrendador  es  por  el  importe  del  precio 
que  se  halle  debiendo  al  tiempo  del  requerimiento , á esto  pareca,que 
debe  entenderse  limitada  dicha  responsabilidad,  pues  lo  contra- 
rio implicaría  una  apliación  de  efectos  no  autorizada  por  la  ley, 
y en  evidente  contradicción  con  el  principio  del  art.  1257,  al  que 
sólo  procede  señalar  las  excepciones  que  el  Código  expresamen- 
te determina,  pero  no  otras. 

El  espíritu  del  precepto,  es,  sin  embargo,  evidentemente  dis- 
tinto. Si  el  subarrendatario  nada  debe  en  el  momento  del  reque- 
rimiento, y han  de  exigirse  otros  nuevos,  y nunca  debe  nada,  la 
obligación  que  al  subarrendatario  se  le  impone  resulta  prácti- 
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camente  inútil,  burlándose  con  suma  facilidad.  Lejos  de  eso,  la 
declaración  final  del  artículo  de  considerarse  como  no  hechos  los 
pagos  anticipados,  demuestra  que  el  precepto  mira  á los  adeu- 
dos posteriores  al  requerimiento,  dando  al  arrendador  medios  de 
cobrar  del  subarrendatario  cuanto  se  le  debe,  con  lo  que  ese 
subarrendatario  adeuda  en  el  momento,  y con  lo  que  está  obli- 
gado á satisfacer  en  lo  sucesivo,  ó á partir  desde  la  fecha  en  que 
faé  requerido  y enterado,  por  tanto,  de  que  no  debe  hacer  los 
pagos  al  arrendatario  sino  al  arrendador. 

Códigos  extranjeros. — Artículos  i 753  del  Código  francés;  1573 
y 1574  del  italiano,  y 1605  del  portugués.  Arts.  549  y 553  del 
Código  alemán;  el  primero  de  ellos  responde  al  criterio  de  que 
el  subarriendo  no  es  posible  sin  permiso  del  arrendador.  Ar- 
tículos 1527  y 1528  del  de  Venezuela;  arts.  3118,  3119,  3120, 
3121  y 3123  del  Código  de  los  Estados  de  Baja  California  y Pue- 
bla; el  3118  dice  que  el  arrendatario  no  puede  subarrendarla 
cosa  en  todo  ni  en  parte,  sin  consentimiento  del  arrendador; 
si  lo  hiciere,  responderá  solidariamente  con  el  subarrendatario 
de  los  daños  y perjuicios. 

Declara  el  art.  1752  del  Código  del  Uruguay  que  el  arrenda- 
tario no  tiene  la  facultad  de  ceder  el  arriendo.  Sin  embargo, 
puede  subarrendar  para  el  mismo  uso  para  que  arrendó,  y den- 
tro del  plazo  que  tiene  para  sí,  cuando  no  se  le  hubiera  prohi- 
bido expresamente  en  el  contrato.  La  prohibición  puede  ser  par- 
cial ó total,  y esta  cláusula  se  interpreta  siempre  estricta- 
mente. 

Los  artículos  1583  al  1603  del  Código  argentino  reglamentan 
ampliamente  la  cesión  del  arrendamiento  y la  sublocación.  El 
sentido  en  que  se  inspira  resulta  de  los  tres  primeros  de  dichos 
artículos  que  dicen  así:  El  locatario  puede  subarrendar  en  todo 
ó en  parte,  ó prestar  ó ceder  á otro  la  cosa  arrendada,  si  no  le 
fuese  prohibido  por  el  contrato  ó por  la  ley;  y este  derecho  pasa 
á sus  herederos,  sucesores  ó representantes.  La  cesión  consis- 
tirá únicamente  en  la  transmisión  de  los  derechos  y obligacio- 
nes del  locatario,  y á ella  son  aplicables  las  leyes  sobre  la  ce- 


LIB.  IV— -TÍT.  VI— 0AP.  II— AET  1553  505 

sión  de  derechos.  El  subarriendo  constituye  una  nueva  locación, 
y será  regido  por  las  leyes  sobre  el  contrato  de  locación. 

ARTÍCULO  1553 

Son  aplicables  al  contrato  de  arrendamiento  las  dis- 
posiciones sobre  saneamiento  contenidas  en  el  título 
de  la  compraventa. 

En  los  casos  en  que  proceda  la  devolución  del  pre- 
cÍ0j  se  hará  la  disminución  proporcional  al  tiempo  que 
el  arrendatario  haya  disfrutado  de  la  cosa. 

Del  saneamiento  en  los  contratos  de  arrendamiento. — Este  ar- 
tículo contiene  una  referencia  y una  modificación  de  la  doctrina 
á que  se  refiere.  La  referencia  es  á cuanto  el  Código  tiene  dicho 
en  el  contrato  de  compra  y venta  sobre  materia  de  saneamiento, 
lo  cuul  se  declara  aplicable  al  de  arrendamiento  que  estudiamos. 

Las  semejanzas  entre  la  compra  y el  arriendo  ya  las  hemos 
notado  antes  de  ahora:  si  en  aquélla  se  transmite  la  propiedad 
de  la  cosa,  éste  recae  sobre  el  goce,  uso  ó disfrute.  Próximas  est 
emptioni  et  venditioni,  iisdemque  regulis  yuris  consista.  Estas  se- 
mejanzas engendran  motivos  de  análoga  reglamentación:  allí 
donde  el  supuesto  de  hecho  es  igual  y los  fines  útiles  que  se 
persiguen  son  de  la  misma  naturaleza,  el  precepto  jurídico,  la 
condición  legal  no  puede  ser  diferente.  De  aquí  la  razón  de  la 
referencia  del  art.  1553. 

Pero  todos  los  artículos  que  son  de  mera  referencia,  que  se 
limitan  á poner  en  vigor  para  una  materia  lo  que  para  otra  se 
halla  ya  instituido,  pueden  prestarse  á algunas  dificultades  en 
la  práctica,  porque  por  mucha  que  sea  la  analogía  de  las  mate- 
rias, la  identidad  absoluta  no  se  da  nunca,  ó muy  rara  vez. 

Precisa,  pues,  recordar  aunque  sea  muy  sumariamente  el 
contenido  de  la  doctrina  á que  se  alude. 

El  saneamiento  puede  derivar  de  dos  distintos  motivos, 
según  hemos  visto  en  el  comentario  á los  artículos  1474  y si- 
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. guíente» : por  causa  de  evicción  y por  la  existencia  de  defectos 
ó gravámenes  ocultos  de  la  cosa  vendida. 

El  art.  1553  se  refiere,  en  general,  á las  disposiciones  sobre 
saneamiento,  contenidas  en  el  título  de  la  compra  y venta. 
¿Ha  sido  su  intención  aludir  á ambos  motivos  de  saneamiento? 

El  saneamiento  por  causa  de  evicción  tiene  lugar  cuando 
hay  evicción,  y la  evicción  existe  cuando  se  priva  al  compra- 
dor por  sentencia  firme  y en  virtud  de  un  derecho  anterior  á la 
compra,  de  todo  ó parte  de  la  cosa  comprada. 

Ahora  bien:  el  arrendatario  no  puede  sufrir  evicción  en  este 
sentido.  Todo  el  mundo  sabe  que  él  no  ostenta  carácter  de 
dueño,  ni  posee  su  representación,  ni,  por  lo  tanto,  es  á él  á 
quien  hay  que  vencer  en  juicio  para  conseguir  una  declaración 
de  propiedad  de  la  cosa  arrendada.  Si  alguien  incurriese  en  la  te- 
meridad y en  la  locura  de  demandarle  con  tal  carácter,  el  arren- 
datario no  tendría  que  entrar  á discutir  el  fondo  del  asunto, 
Je  bastaría  con  alegar  su  cualidad  de  arrendatario  para  des- 
truir la  acción  que  contra  él  se  intentase.  Tampoco  obrando  el 
arrendatario  como  demandante  podría  llegarse  al  vencimien- 
to en  juicio,  que  es  base  de  la  evicción,  porque  el  arrendata- 
rio tan  sólo  puede  repeler  las  perturbaciones  de  mero  hecho 
que  un  tercero  causase  en  el  uso  de  la  finca  arrendada,  pero 
nada  más . 

Carecen,  por  lo  tanto,  de  aplicación  al  arrendamiento,  los 
preceptos  que  regulan  el  saneamiento  en  caso  de  evicción  en 
cuanto  se  refieren  á la  declaración  judicial  que  afirme  que  la 
cosa  no  era  propia  del  arrendador,  porque  en  ese  pleito  para 
nada  ha  de  ser  considerado  como  parte  el  arrendatario,  y en  su 
consecuencia,  no  se  dan  términos  hábiles  para  que  pueda  cum- 
plir las  obligaciones  que  la  ley  impone  al  comprador.  Es  claro 
que  si  el  arrendador  pierde  la  propiedad  de  la  cosa,  y el  arren- 
damiento celebrado  es  de  los  que  se  resuelven  por  ese  solo 
hecho,  siempre  quedará  al  arrendatario  una  acción  para  exigir 
del  arrendador  que  le  indemnice;  pero  ni  este  es  el  supuesto  de 
la  evicción,  ni  para  conservar  el  arrendatario  ese  derecho  y no 


UB.  IV — TÍT.  VI— OAP.  II'— ART,  1553  507 

decaer  de  él,  necesita  realizar  los  actos  que  el  Código  impone 
al  comprador.* 

La  discusión  judicial  de  la  propiedad  de  la  cosa  arrendada 
no  puede,  pues,  dar  lugar  á la  aplicación  de  la  doctrina  del  sa- 
neamiento. Pero,  ¿y  si  lo  que  se  discute  es  el  goce  y uso  de  la 
cosa?,  ¿si  de  lo  que  se  trata  es  del  mejor  derecho  al  arrenda 
miento,  ó mejor  aún,  al  uso  ó disfrute  que  un  tercero  pretenda 
tener?  Supongamos  que  sin  referirse  á la  cuestión  de  propiedad 
de  la  finca,  de  lo  cual  no  puede  ser  privado  el  arrendatario  sen- 
cillamente porque  no  la  tiene  ni  aparentemente  siquiera,  el 
arrendatario  se  ve  demandado  por  quien  alega,  por  ejemplo,  un 
título  de  arrendamiento  sobre  la  misma  cosa,  otorgado  por  el 
propio  arrendador,  ó por  otro,  con  carácter  de  dueño,  ó de  usu- 
fructuario, ó dueño  útil,  y tal  vez  de  fecha  anterior.  Aquí,  en 
verdad,  se  puede  dar  el  caso  de  la  evicción,  porque  si  las  preten- 
siones de  ese  demandante  prosperan,  el  arrendatario  se  verá 
privado,  por  sentencia  firme,  del  goce  ó uso  de  la  cosa,  que  es 
. sobre  lo  que  recae  el  contrato,  y en  virtud  de  un  derecho  ante- 
rior al  arrendamiento. 

El  arrendatario  que  se  ve  demandado  en  tal  supuesto,  debe 
cumplir  con  las  prescripciones  del  art.  1482;  de  él  podrá  decirse 
con  exactitud  que  sufre  evicción  cuando  sea  vencido  en  el  juicio 
y haya  una  sentencia  firme  que  así  lo  declare,  y á él  correspon- 
derá, sin  duda,  el  derecho  á exigir  del  arrendador  el  sanea- 
miento. Es  en  este  caso  de  perfecta  aplicación  la  doctrina  á que 
se  refiere  el  artículo  que  comentamos. 

Dentro  de  la  sección  correspondiente  á reglamentar  el  sanea- 
miento por  causa  de  evicción,  se  ocupa  el  Código  en  el  art.  1483 
del  caso  de  que  la  finca  vendida  estuviese  gravada,  sin  mencio- 
narlo la  escritura,  con  alguna  carga  ó servidumbre  no  aparente. 
Lo  que  en  dicho  artículo  se  reglamenta,  ¿será  de  aplicación  al 
arrendamiento? 

Aun  cuando  tal  supuesto  no  es  propiamente  de  evicción,  se- 
gún dijimos  en  el  lugar  oportuno,  como  la  referencia  del  artículo 
que  comentamos  está  concebida  en  términos  generales,  y al 
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cabo,  el  precepto  en  la  sección  destinada  al  saneamiento  por 
causa  de  evicción  está  colocado,  entendemos  que  lo  más  pru- 
dente es  considerarlo  aplicable  al  arrendamiento,  no  en  todo 
caso,  pero  sí  siempre  que  baya  términos  hábiles  para  ello. 

Ciertas  cargas  ó servidumbres  de  las  que  menciona  el  ar- 
tículo 1483,  en  nada  afectarán  al  ejercicio  de  los  derechos  del 
arrendatario,  pero  habrá  tal  vez  algunas  de  ellas  que  irnpith  u 
ó dificulten  el  goce  ó uso  que  en  la  cosa  le  corresponde,  y á esto 
será,  por  lo  tanto,  á lo  que  habrá  que  atender.  La  consideración 
de  que  la  carga  ó servidumbre  anule  prácticamente  ó entorpezca 
el  derecho  del  arrendatario,  de  tal  suerte,  que  deba  presumirse 
que  de  haberla  conocido  no  hubiera  el  arrendatario  consentido 
en  el  arrendamiento,  será  la  que  dará  la  clave  de  la  aplicación 
del  art.  1483. 

El  derecho  al  saneamiento  puede  derivarse  también  de  la 
existencia  de  defectos.  De  ello  se  ocupa  el  párrafo  2.°  de  la  sec- 
ción 3.a  del  capítulo  4.°  del  título  de  la  compra  y venta.  La 
aplicación  de  esta  doctrina  al  arrendamiento  se  presenta  ya  con 
caracteres  más  claros. 

Desde  luego  es  de  observar  que  los  vicios  ó defectos  de  la 
cosa  de  que  debe  responder  el  arrendador,  son  los  que  afectan 
al  goce  ó uso  de  la  misma,  y todavía  más  concretamente  al  uso 
pactado. 

Refiriéndose  á estos  vicios,  había  dicho  Pothier,  que  el 
arrendador  está  obligado  á garantizar  los  que  impiden  entera- 
mente el  uso  de  la  cosa,  mas  rio  aquellos  otros  que  tan  sólo 
hacen  ese  uso  menos  cómodo.  Pero  nos  convence  más  Laurent 
cuando  afirma  en  sustancia  que  el  que  arrienda  una  (Josa  la 
quiere  en  buen  estado,  y para  hacer  de  ella  con  comodidad  el 
uso  á que  se  le  destine;  esto  es  siempre  de  presumir. 

Nuestro  Código  está  más  conforme  con  la  opinión  de  Lau- 
rent que  con  la  de  Pothier,  aunque  sin  seguirla  por  completo, 
pues  el  art.  1484,  que  es  base  de  los  que  le  siguen,  dice  que  el 
vendedor  estará  obligado  al  saneamiento  por  los  defectos  ocul- 
tos que  tuviere  la  cosa  vendida,  si  la  hacen  impropia  para  el  uso 
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á que  se  la  destina,  ó si  disminuyen  de  tal  modo  este  uso  que,  de 
haberlos  conocido  el  comprador,  no  la  habría  adquirido  ó habría 
dado  menos  precio  por  ella.  En  este  artículo  no  hay  más  que 
sustituir  la  palabra  vendedor  por  la  de  arrendador  y la  de  com- 
prador por  la  de  arrendatario,  y tendremos  completo  el  sentido 
de  su  aplicación  al  contrato  de  arrendamiento. 

El  conjunto  de  circunstancias  que  determina  la  responsabi- 
lidad del  arrendador  por  los  defectos  de  la  cosa,  la  calidad  de 
ocultos  que  han  de  tener  éstos,  la  modificación  que  sufre  la  doc- 
trina cuando  es  un  perito  el  adquirente,  etc.,  todo  ha  sido  ex 
plicado  al  hablar  de  la  compra  y venta,  y no  tenemos  ahora  por 
qué  repetirlo. 

En  opinión  de  algunos,  existe  una  variante  que  arranca 
de  la  naturaleza  misma  del  arrendamiento.  En  la  compra  y 
venta  los  vicios  de  que  responda  el  vendedor  son  los  existentes 
al  tiempo  de  la  perfección  del  contrato,  ó aquellos  cuya  existen- 
cia en  aquel  momento  se  presume  por  el  instante  en  que  han 
aparecido  ó se  han  hecho  manifiestos.  En  el  arrendamiento  no 
puede  tener  aplicación  ese  criterio;  sino  que,  por  el  contrario, 
aunque  haya  la  absoluta  seguridad  de  que  al  celebrarse  el  con- 
trato no  había  defecto  alguno,  y que  se  formó,  se  desarrolló  y 
se  manifestó  después  de  estar  ya  el  arrendatario  en  el  goce  y 
uso  de  la  cosa,  tendrá  el  arrendador  que  responder  de  él.  El 
motivo  de  esta  diferencia  está  en  que  por  la  venta  se  produce  un 
derecho  de  simple  tracto;  por  el  arrendamiento  uno  de  tracto 
sucesivo:  en  la  venta  hay  un  momento  desde  el  cual  los  riesgos 
de  la  cosa  vendida  son  del  comprador,  puesto  que  adquiere  el 
dominio ; en  el  arrendamiento  esos  riesgos  son  siempre  del 
arrendador,  puesto  que  no  deja  de  ser  dueño;  en  la  compra  y 
venta  el  vendedor  se  obliga  á transmitir  la  propiedad;  en  el 
arrendamiento  el  arrendador  se  obliga  á mantener  al  arrendata- 
rio en  el  goce  y uso  de  la  cosa,  y ese  goce  y ese  uso  se  hacen 
imposibles  desde  que  existe  un  defecto  que  los  impida. 

Confesamos  que  no  nos  satisface  este  criterio,  que,  por  otra 
parte,  exigía,  por  lo  menos,  alguna  indicación  por  parte  del  le 
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gislador.  Lo  mismo  en  la  compra  que  en  el  arrendamiento,  el 
saneamiento  procede,  á nuestro  juicio,  sólo  por  los  vicios  ó de- 
fectos ocultos  de  la  cosa  existentes  al  tiempo  de  la  perfección 
del  contrato.  Respecto  á los  que  ocurran  después,  véase  el  co- 
mentario de  los  arts.  1554,  1561  y 1563,  y la  doctrina  general 
sobre  la  culpa  y sobre  el  caso  fortuito.  El  deterioro  de  la  cosa, 
ó el  hacerse  en  todo  ó en  parte  impropia  para  el  uso  á que  se  la 
destina,  obligará  á veces  al  arrendador  á hacer  determinadas 
reparaciones,  obras  ó trabajos;  otras  veces  motivarán  responsa- 
bilidad en  el  arrendatario;  otras  extinguirá  el  arrendamiento, 
perjudicando  por  igual  á ese  arrendatario  y al  dueño,  y otras 
motivará  la  rescisión  del  contrato  con  ó sin  indemnización  de 
daños  y perjuicios. 

Nada  más  en  cuanto  á la  referencia  de  doctrina  comprendí 
da  en  el  párrafo  primero  del  art.  1553. 

El  segundo  párrafo  hemos  dicho  que  contiene  una  modiíica 
ción  de  esa  doctrina.  Se  refiere  á afirmar  que  en  los  casos  en 
que  proceda  la  devolución  del  precio  se  hará  la  disminución 
proporcional  al  tiempo  que  el  arrendatario  haya  disfrutado  de 
la  cosa.  García  Goyena  explica  con  gran  claridad  el  por  qué  de 
esta  modificación. 

En  la  venta — dice — no  hay  más  que  un  precio,  asi  como  no 
hay  más  que  una  propiedad;  como  el  comprador  pierde  ésta  por 
entero,  el  vendedor  ha  de  restituir  por  entero  su  precio. 

En  el  arriendo,  por  el  contrario,  la  renta  ó precio  repre 
senta  el  uso  ó goce  de  la  cosa,  y se  presta  á todas  sus  modifica 
ciones;  puede  ser  anual,  y hasta  diario,  como  sucede  en  las 
habitaciones. 

Cuando  se  dice  que  el  arrendatario  no  está  obligado  á pagar 
la  renta,  ó que  el  arrendador  la  ha  de  restituir,  si  la  cobró  con 
anticipación,  se  entiende  siempre  abonándose  ó deduciéndose  la 
parte  de  renta  correspondiente  al  tiempo  que  el  arrendatario  ha 
usado  ó gozado  de  la  cosa. 

Lo  que  el  Código  — añadimos  nosotros  — no  dice  es,  si  ade 
más  de  esa  disminución  del  precio  por  razón  del  tiempo  que  el 
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arrendatario  disfrutó  de  la  cosa,  se  hará  otra  en  consideración 
á lo  imperfecto  ó deficiente  que  ese  disfrute  haya  podido  ser. 
Estimamos  que  no  procederá  esa  nueva  deducción,  porque  el 
Código  no  la  consigna  expresamente,  y creemos  que  no  la  con- 
signa, porque  eso  supondría  una  indemnización  de  perjuicios,  y 
los  casos  en  que  tal  indemnización  procede  se  fijan  ya  concreta- 
mente por  la  ley  en  los  artículos  que  al  saneamiento  se  consa- 
gran en  el  título  de  la  compra  y venta. 

Por  último,  en  cuanto  al  artículo  que  comentamos,  ha  decla- 
rado el  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  22  de  Mayo  de  1900 
que  la  morosidad  en  la  entrega  de  la  cosa  arrendada  por  el 
arrendador  al  arrendatario,  no  es  causa  que  da  lugar  al  sanea- 
miento, según  el  art.  1553,  en  relación  con  los  arts.  1461  y 1462. 

Concordancias . — Artículo  1484  del  Proyecto  de  1851;  párrafo 
segundo  del  art.  1581  del  Código  italiano;  núm.  4.°  del  artícu- 
lo 1606  y art.  1613  del  portugués;  art.  1930  del  chileno;  541  del 
alemán;  1531  del  de  Venezuela;  3085  del  de  Baja  California  y 
Puebla;  1525,  1526  y 1527  y concordantes  del  argentino;  1763, 
1764  y 1765  del  uruguayo. 

SECCIÓN  SEGUNDA 

DE  LOS  DERECHOS  Y OBLIGACIONES  DEL  ARRENDADOR 
Y DEL  ARRENDATARIO 

ARTÍCULO  1554 

El  arrendador  está  obligado: 

1. °  A entregar  al  arrendatario  la  cosa  objeto  del 
contrato. 

2. c  A hacer  en  ella  durante  el  arrendamiento  to- 
das las  reparaciones  necesarias  á fin  de  conservarla  en 
estado  de  servir  para  el  uso  á que  ha  sido  destinada. 

3. °  A mantener  al  arrendatario  en  el  goce  pacífico 
del  arrendamiento  por  todo  el  tiempo  del  contrato. 

Obligaciones  del  arrendador:  consideraciones  'previas.  — La  en- 
traña del  contrato  de  arrendamiento  de  fincas  está  contenida  en 
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esta  sección,  pues  que  ella  comprende  la  sustancia  de  las  reía 
ciones  jurídicas  que  crea,  la  explicación  detallada  de  los  dere- 
chos y obligaciones  de  arrendador  y arrendatario. 

En  las  obligaciones  que  el  Código  impone  á cada  uno  de  los 
contratantes,  hay  que  tener  en  cuenta  que  algunas  de  ellas  afec- 
tan á la  esencia  del  contrato;  mas  otras  pueden  ser  derogadas  ó 
modificadas  por  la  voluntad  de  las  partes,  manifestada  expre- 
samente. Al  examinarlas,  iremos  haciendo  notar  la  eficacia  que 
respecto  de  ellas  pueden  tener  los  pactos  ó estipulaciones  del 
contrato  que  los  interesados  establezcan. 

Una  observación  previa  debemos  hacer  en  este  lugar  que 
ilustra  el  criterio  con  que  deben  ser  estudiados  los  artículos  del 
Código.  En  materia  de  arrendamiento,  para  fijar  el  exacto  sen- 
tido de  los  recíprocos  derechos  del  arrendador  y arrendatario, 
hay  dos  poderosos  elementos  de  interpretación  que  no  deben  ol- 
vidarse en  la  práctica,  porque  ellos  suministran  mucha  luz  en 
los  casos  dudosos.  Uno  de  ellos  es  el  de  analogía,  otro  el  de  la 
costumbre. 

La  analogía,  como  elemento  de  interpretación,  surge  de  modo 
especial  en  este  contrato,  en  cuanto  se  relaciona  con  el  de  com- 
pra y venta.  Transmitiéndose  en  el  uno  el  dominio  y en  el  otro 
el  goce  ó uso  de  la  cosa:  según  repetidamente  hemos  dicho,  las 
obligaciones  que  de  ambos  se  derivan  han  de  guardar  una  gran 
semejanza  hasta  el  punto  de  que,  como  algunos  dicen,  casi  podría 
sustituirse  la  palabra  arrendador  por  la  de  vendedor  y la  de 
arrendatario  por  la  do  comprador,  y serían  indistintamente  apli- 
cables las  obligaciones  principales  que  para  unos  y otros  se  es 
tablecen  con  muy  pequeñas  variaciones.  A los  preceptos  del  con- 
trato de  compra  y venta  acudiremos  algunas  veces  para  suplir 
las  omisiones  del  Código  en  el  arrendamiento  y aun  para  expli- 
car lo  mismo  que  exprese. 

El  elemento  de  la  costumbre  es  quizá  más  digno  de  tenerse 
en  cuenta,  ó mejor  dicho,  es  sin  duda  de  más  frecuente  aplica- 
ción. No  existe  contrato  en  que  los  usos  y costumbres  locales 
ejerzan  tan  poderosa  influencia  oomo  en  el  arrendamiento,  de 
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tal  suerte,  que  muchos  arrendamientos,  salvo  en  aquello  que  es 
esencial  y constante,  se  puede  decir  que  están  exclusivamente 
regidos  por  la  costumbre.  El  estudio  de  tales  arrendamientos 
consuetudinarios  ofrece  un  ancho  campo  á la  investigación  del 
jurisconsulto  y del  sociológo;  pero  queda  fuera  de  nuestro  objeto 
y de  nuestros  propósitos,  que  se  limitan  al  comentario  de  los  pre- 
ceptos del  Código.  Mas  no  por  eso  dejamos  de  reconocer  su  im- 
portancia y de  llamar  la  atención  del  lector  hacia  las  aplicacio- 
nes prácticas  de  esos  usos  y costumbres. 

Viniendo  ya  al  texto  del  art.  1554,  en  él  encontramos  enu- 
meradas las  obligaciones  del  arrendador,  que  son  tres:  entregar 
la  cosa  objeto  del  contrato;  hacer  en  ella  durante  el  arrenda 
miento  todas  las  reparaciones  necesarias,  á fin  de  conservarla 
en  estado  de  servir  para  el  uso  á que  ha  sido  destinada,  y man- 
tener al  arrendatario  en  el  goce  pacífico  del  arrendamiento  por 
todo  el  tiempo  del  contrato. 

Estas  obligaciones  son  recíprocas  respecto  de  las  que  el  ar 
tículo  1 555  señala  para  el  arrendatario;  la  relación  que  entre 
ellas  existe  nos  muestra  desde  luego  ese  carácter  como  conse- 
cuencia de  la  naturaleza  bilateral  del  contrato  de  arrendamiento. 

Examinémoslas  separadamente. 

^4)  Obligación  de  entregar  la  cosa. — La  obligación  del  arrenda 
dor  de  entregar  la  cosa  al  arrendatario  es  de  las  esenciales,  de 
las  que  no  pueden  ser  negadas  por  la  libre  voluntad  de  las  par- 
tes, pues  esa  entrega  es  la  condición  primera  ó indispensable 
del  goce  y uso  que  ha  de  tener  el  arrendatario.  Concuerda  en  su 
ejecución  con  la  que  al  vendedor  incumbe  en  la  compra  y venta; 
se  diferencia  de  ella  en  los  móviles  que  la  determinan  y en  los 
fines  útiles  para  los  cuales  se  realiza. 

El  vendedor  entrega  la  cosa  para  transmitir  el  dominio  de 
la  misma  al  comprador;  el  arrendador  verifica  la  entrega  para 
hacer  posible  el  disfrute  del  arrendatario,  ya  que  no  podemos 
usar  y gozar  sino  aquello  que  está  á nuestra  disposición,  para 
aplicarle  nuestras  facultades  y nuestro  esfuerzo. 

Los  principios  que  rigen  la  entrega  en  la  compra  y venta, 
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rigen,  por  regla  general,  en  el  arrendamiento.  Así,  la  cosa  debe 
ser  entregada  en  su  totalidad,  es  decir,  con  todos  los  accesorios 
que  le  son  anejos,  sin  desmembrar  de  ellos  cosa  alguna,  porque 
todo  ha  sido  objeto  del  contrato,  salvo  estipulación  especial. 

Los  gastos  de  la  entrega  serán  de  cuenta  del  arrendador,  de 
acuerdo  con  lo  que  dispone  para  la  compra  y venta  el  art.  1465, 
el  cual  no  hace  más  que  traducir  lo  que  respecto  del  pago  dice 
el  1 i 68,  de  que  los  gastos  extrajudiciales  que  el  mismo  ocasione 
serán  de  cuenta  del  deudor,  pues  tanto  el  vendedor  como  el 
arrendador,  mientras  no  hagan  la  entrega  de  la  cosa  son,  en 
rigor,  deudores  de  la  misma  y les  comprende  la  doctrina  gene- 
ral, por  las  razones  que  en  los  lugares  oportunos  hemos  ex- 
puesto. 

Hemos  dicho  que  la  obligación  de  entregar  la  cosa  es  de  las 
esenciales,  de  las  que  no  pueden  derogarse  por  las  estipulacio- 
nes de  las  partes;  pero  debe  tenerse  en  cuenta  que,  si  bien  el 
fondo  de  la  obligación  no  puede  dejar  de  existir,  es  posible,  sin. 
embargo,  á los  contratantes  alterar  sus  modalidades  típicas  me- 
diante el  pacto.  Así,  por  ejemplo,  nada  se  opone  á que  las  par- 
tes establezcan  que  los  gastos  de  la  entrega  sean  satisfechos  por 
el  comprador,  ó que  se  excluya  del  arrendamiento,  y,  por  con- 
siguiente, de  la  entrega,  alguno  de  los  accesorios  de  la  cosa; 
pero  mientras  estas  modificaciones  no  resulten  expresa  y clara- 
mente, habrá  que  estar  á la  doctrina  general. 

Una  desviación  del  sentido  de  la  entrega  de  la  compra  y 
venta  es  de  apreciar  en  el  arrendamiento. 

La  cosa  vendida  debe  ser  entregada,  según  el  art.  1468,  en 
el  estado  en  que  se  hallaba  al  perfeccionarse  el  contrato.  No 
ocurre  lo  propio  con  la  cosa  arrendada.  La  cosa  que  se  arrienda 
se  entrega  para  que  desde  luego  se  use  y goce  por  el  arrenda  • 
tario,  tanto,  que  á cambio  de  ese  disfrute  va  á satisfacer  éste, 
también  desde  luego,  el  precio  ó renta.  Entregar  la  cosa  arren- 
dada en  condiciones  tales  de  deterioro  que  hagan  imposible  el 
uso  de  la  misma,  tanto  vale  como  no  entregarla,  puesto  que  el 
uso  pactado  no  puede  obtenerse  en  los  términos  estipulados;  y 
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como  el  arrendatario  lo  que  va  á hacer  suyo  es  únicamente  ese 
nao,  de  nada  le  sirve  tener  la  cosa  á su  disposición,  ya  que  en 
tal  sazón  sería  completamente  inútil  para  él. 

La  cosa  arrendada  debe  ser  entregada  en  buen  estado  de 
reparaciones,  de  suerte  que  desde  el  primer  momento  sea  posi- 
ble el  uso  á que  se  la  destina.  El  Código  no  lo  dice  de  un  modo 
expreso;  pero  si,  según  el  núm.  2.°  del  art.  que  comentamos, 
el  arrendador  está  obligado  durante  el  arrendamiento  á ha- 
cer en  ella  las  reparaciones  necesarias  para  conservarla  en 
estado  de  que  ese  uso  sea  posible»  y.  si,  según  el  art.  1562, 
á falta  de  expresión  del  estado  de  la  finca  al  tiempo  de  arren- 
darla, la  ley  presume  que  el  arrendatario  la  recibió  en  buen 
estado,  salvo  prueba  en  contrario,  no  es  aventurado  el  afirmar 
que  el  arrendador  debe  entregarla  en  buen  estado  también,  y 
que  el  arrendatario  podría  negarse  á recibirla  si  no  reunía  las 
condiciones  necesarias  para  que  el  uso  estipulado  fuera  posible 
desde  luego. 

A pesar  de  esto,  no  puede  exigirse  al  dueño  ó arrendador  que 
por  su  propia  iniciativa  realice  reparaciones,  obras  ó trabajos 
que  no  se  le  piden.  Lo  mismo  el  que  toma  fincas  en  arrenda 
miento,  que  el  que  las  compra,  debe  apreciar  si  le  conviene  ó no, 
y una  vez  vistas,  y convenidos  los  contratantes,  cumple  el  arren 
dador  con  entregar  la  cosa  en  el  estado  en  qu6  se  hallaba  al  per- 
feccionarse el  contrato.  Si  el  arrendatario  de  una  casa  exige 
ciertas  mejoras  ó reparaciones  para  alquilarla,  ó el  de  un  prado 
ó huerta  la  construcción  de  zanjas,  acequias  ó presas,  ó el  de 
una  labor,  la  de  un  corral,  un  granero,  pajar,  horno,  etc.,  ó cal- 
zadas ó era,  ó corta  de  árboles,  extracción  de  piedras,  etc.,  el 
arrendador  tendrá  que  hacer,  si  le  conviene,  esas  diversas  re 
paraciones  ú obras,  porque  fueron  condición  para  el  arriendo, 
pero  por  lo  mismo  el  contrato  sólo  se  entenderá  perfeccionado 
mediante  el  cumplimiento  de  esa  condición.  Si  había  en  esa 
época  algún  vicio  oculto  que  impidiese  ó menoscabase  el  uso  ó 
goce  de  la  cosa,  regirá  la  doctrina  que  hemos  expuesto  sobre  sa- 
neamiento en  el  comentario  del  art.  1553, 
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Vista  ya  en  sus  aspectos  esenciales  la  obligación  del  arren- 
dador de  entregar  la  cosa,  examinemos  ahora  la  hipótesis  de 
su  incumplimiento. 

Supongamos  que  el  arrendador,  desconociendo  su  obligación, 
no  entrega  la  cosa:  ¿se  le  podrá  obligar  á que  la  entregue?  ¿Se 
entregará  á su  costa?  ¿Se  resolverá  esta  obligación  en  la  de  in- 
demnizar daños  y perjuicios/ 

No  creemos  que  sea  necesario  para  constestar  estas  pregun- 
tas discurrir  acerca  de  si  la  obligación  de  entregar  la  cosa  con- 
siste en  hacer  ó en  dar,  porque  al  cabo  todas  las  obligaciones  se 
puede  decir  que  consisten  en  hacer,  y además,  y muy  princi- 
palmente, porque  aun  consistiendo  en  hacer,  no  es  evidentemen- 
te de  aquellas  que  exigen  el  concurso  personal  del  obligado  de 
un  modo  preciso  é indispensable.  Está,  por  lo  tanto,  fuera  de 
duda,  á nuestro  juicio,  que  si  el  arrendador  no  entrega  la  cosa, 
podrá  ser  constreñido  á entregarla,  y si  á ello  se  resistiese,  po- 
drá el  arrendatario  obtener  de  la  autoridad  judicial  que  le  ponga 
en  posesión  de  ella  para  realizar  los  actos  de  uso  y disfrute  ¿ 
que  tiene  derecho. 

Es,  sin  embargo,  posible  el  caso  de  que  la  obligación  de  en- 
tregar se  resuelva  en  la  correspondiente  indemnización  de  da- 
ños y perjuicios;  así  ocurrirá  cuando  la  entrega  no  pueda  lle- 
varse á cabo,  no  por  la  mera  resistencia  del  arrendador,  sino 
porque,  como  dice  Laurent,  hubiera  arrendado  una  cosa  ajena 
ó la  hubiese  perdido  legalmente  por  evicción  antes  de  entregarla 
al  arrendatario.  La  indemnización  de  daños  y perjuicios  vendría 
á sustituir  á la  obligación  principal,  indemnización  que,  por 
otra  parte,  puede  proceder  aun  en  el  caso  de  que  la  entrega  llegue 
á efectuarse  siempre  que  de  las  condiciones  de  la  negativa  del 
arrendador  se  derive  como  lógica  consecuencia. 

Es  tan  ineludible  la  obligación  del  arrendador  de  entregar  la 
cosa,  que  no  solamente  puede  ser  constreñido  á realizarla,  sino 
que  ella  envuelve  otra  á modo  de  obligación  subordinada,  que 
tiene  por  objeto  la  efectividad  de  la  primera.  Nos  referimos  á la 
que  le  corresponde  de  remover  los  obstáculos  que  se  opongan  á. 
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la  entrega,  no  ya  los  que  pudieran  proceder  de  su  propia  vo- 
luntad, sino  aun  aquellos  que  susciten  terceras  personas,  siquie- 
ra se  puedan  calificar  de  obstáculos  de  mero  hecho. 

Cierto  que  el  art.  1560  dice  que  el  arrendador  no  está  obli- 
gado á responder  de  la  perturbación  de  mero  hecho  que  un  ter- 
cero causare  en  el  uso  de  la  finca  arrendada,  y que  el  arrenda- 
tario tendrá  acción  directa  contra  el  perturbador;  pero  la  sim- 
ple lectura  de  este  precepto  claramente  convence  de  que  se  re- 
fiere al  arrendamiento  que  ya  ha  tenido  ejecución;  que  está  en 
el  período  de  su  efectividad,  de  su  vida  legal,  mas  no  á aquel 
otro  qu9  acaba  de  perfeccionarse,  pero  cuya  consumación  no  ha 
comenzado.  El  art.  15b0  alude  á ia  perturbación  en  el  uso;  pero 
no  puede  perturbarse  un  uso  que  no  ha  principiado  todavía. 

El  art.  1560  no  se  opone,  pues,  á lo  que  hemos  afirmado:  no 
se  va  á obligar  al  arrendatario  á comenzar  su  arrendamiento 
con  el  sostenimiento  de  una  cuestión  judicial  que  es  de  toda  jus- 
ticia el  que  pese  sobre  el  arrendador. 

B)  Obligación  de  hacer  reparaciones.  —Según  el  núm.  2.°  del 
artículo  que  comentamos,  el  arrendador  está  obligado  á hacer  en 
la  cosa,  durante  el  arrendamiento,  todas  las  reparaciones  nece- 
sarias á fin  de  conservarla  en  estado  de  servir  para  el  uso  á que 
ha  sido  destinada.  Esta  obligación  es  de  las  que  pueden  dero- 
garse mediante  el  pacto;  pero  si  nada  se  ha  expresado,  pesará 
sobre  el  arrendador. 

En  el  antiguo  derecho  francés  se  sintetizaba  el  alcance  de  es- 
tas reparaciones,  diciendo  que  el  arrendador  debía  tener  al  arren  - 
datario  clos  el  couvert , cerrado  y cubierto,  con  lo  que  se  quería 
dar  á entender  que  los  principales  reparos  tienden,  naturalmen- 
te, á conservar  los  techos,  puertas  y ventanas  en  buen  estado. 
Pero,  en  realidad,  la  frase  resulta  deficiente  por  poco  compren- 
siva, para  servir  de  fórmula  á la  obligación  de  que  tratamos, 
ya  que  la  obligación  del  arrendador  abarca  algo  más  que  la  mera 
reparación  de  techos,  puertas  y ventanas. 

Las  reparaciones  á que  está  obligado  el  arrendador  son  to- 
das las  que  se  presentan  con  el  carácter  de  necesarias.  Pero, 
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¿necesarias  para  qué?  porque  la  idea  de  necesidad  implica  un 
concepto  de  relación.  Necesarias  para  conservar  la  cosa  en  es- 
tado de  servir  para  el  uso  a que  ha  sido  destinada,  es  decir , 
para  el  uso  pactado. 

La  obligación  de  reparar  surgirá,  pues,  de  la  relación  que 
racionalmente  exista  entre  la  necesidad  del  reparo  y la  posibili- 
dad práctica  del  uso  de  la  cosa  por  el  arrendatario;  y si  esa  re- 
lación lógicamente  llega  á establecerse,  sea  la  que  fuere  la  parte 
de  la  cosa  á que  la  reparación  afecte,  tendrá  que  verificarla  el 
arrendador. 

No  se  puede,  por  lo  tanto,  decir  á priori  en  qué  han  de  con- 
sistir las  reparaciones  que  el  arrendador  deba  llevar  á cabe 
durante  el  arrendamiento,  pues  dependen,  de  una  parte,  de 
la  naturaleza  de  la  cosa,  y de  otra,  del  uso  á que  se  la  des- 
tine. 

No  hay  que  olvidar  que  el  artículo  que  comentamos,  está 
comprendido  en  el  capítulo  destinado  á los  arrendamientos  de 
fincas  r ústicas  y urbanas.  La  palabra  reparaciones,  se  aplica  de 
ordinario  á los  edificios;  pero  el  art.  1554  se  refiere,  en  general, 
á la  cosa  arrendada,  y su  espíritu  en  el  núm.  2.°  es  que  la  finca, 
sea  urbana  ó rústica,  se  conserve  durante  todo  el  tiempo  del 
arrendamiento,  en  estado  de  servir  para  el  uso  á que  se  la  des- 
tina. De  aquí  que  la  palabra  reparaciones,  deba  entenderse  equi- 
valente á la  de  toda  clase  de  obras  y trabajos  necesarios  para  ob- 
tener ei  fin  que  se  desea,  en  cuanto  su  importancia  merezca  el 
concepto  de  una  reparación. 

En  cuanto  al  origen  de  los  desperfectos  que  motivan  las  re- 
paraciones, entendemos  que  quedan  desde  luego  fuera  de  las 
obligaciones  del  arrendador  aquellas  que  hagan  necesarias  los 
hechos  propios  del  arrendatario  ó de  las  personas  que  vivan  en 
su  compañía,  pues  ni  éstos  pueden  considerarse  como  gastos  de 
entretenimiento,  ni  sería  justo  hacerlos  pesar  sobre  el  arrenda- 
dor. Así  se  desprende  también  del  sentido  de  los  artículos  1563 
y 1564  que  hacen  responsable  al  arrendatario  del  deterioro  ó 
pérdida  que  tuviese  la  cosa  arrendada,  á no  ser  que  pruebe  ha- 
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berse  ocasionado  sin  culpa  suya,  y del  causado  por  las  personas 
de  su  casa. 

Pero,  excepción  hecha  de  estas  reparaciones,  todas  las  de- 
más, ya  proceda  su  necesidad  del  mero  transcurso  del  tiempo, 
del  desgaste  natural  de  la  cosa,  del  uso  ordenado  del  arrendata- 
rio, de  caso  fortuito  ó de  fuerza  mayor,  serán  de  cuenta  del 
arrendador,  ya  que  no  se  pueden  imputar  á actos  propios 
del  arrendatario  y que  son  indispensables  para  el  disfrute  de 
la  cosa. 

¿Qué  acción  corresponderá  al  arrendatario  si  el  arrendador 
no  hace  las  reparaciones  á que  está  obligado?  La  jurisprudencia 
francesa  ha  llegado  á una  conclusión  que  con  razón  no  satisface 
á Laurent:  se  ha  declarado  que  el  arrendatario  puede,  sin  pre- 
vio aviso  al  arrendador  y sin  autorización  judicial,  realizar  por 
sí  las  reparaciones,  repitiendo  seguidamente  los  gastos  hechos 
contra  el  arrendador.  Pero,  en  verdad,  que  esto  equivale  á to- 
marse la  justicia  por  su  mano. 

Dentro  de  nuestro  Código,  la  solución  está  en  el  art.  1556, 
según  el  cual  el  arrendatario  podrá  pedir  la  rescisión  del  con- 
trato y la  indemnización  de  daños  y perjuicios,  ó sólo  esto  últi- 
mo, dejando  el  contrato  subsistente. 

No  negamos,  sin  embargo,  la  posibilidad  de  que  se  trate  de 
una  reparación  urgentísima,  cuya  más  pequeña  demora  impli- 
que un  grave  peligro,  y en  tal  caso  no  vemos  inconveniente  en 
que  por  el  arrendatario  y á costa  del  arrendador,  se  tomen  aque- 
llas medidas  perentorias  suficientes  para  evitar  una  desgracia, 
llegando  con  sus  actos  hasta  donde  la  fuerza  de  las  circunstan- 
cias aconseje,  pero  nada  más.  Siempre  podría  alegar  que  había 
obrado  en  virtud  del  deber  social  de  asistencia. 

El  art.  1487  del  Proyecto  de  1851  estableció  un  precepto  que 
no  ha  sido  reproducido  en  nuestro  Código.  Decía  que  si  durante 
el  arrendamiento  la  cosa  arrendada  se  ha  destruido  en  su  to- 
talidad por  algún  caso  fortuito,  queda  de  derecho  rescindido  el 
contrato,  y que  si  sólo  se  ha  destruido  una  parte  de  ella,  puede 
optar  entre  la  rebaja  proporcional  de  precio  ó la  rescisión  del 
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arriendo;  pero  en  ninguno  de  estos  casos  habría  lugar  á indem- 
nización. 

Esta  cuestión  fué  ya  discutida  por  los  jurisconsultos  france- 
ses. De  una  parte  Troplong,  fundándose  en  la  obligación  que  al 
arrendador  incumbe  de  hacer  las  reparaciones,  dice,  en  sustan- 
cia, que  toda  reparación,  sea  cual  fuere  su  entidad,  debe  ser  lie 
vada  á cabo  por  él.  El  arrendador  debe  mantener  la  cosa  en  es- 
tado tal  que  sirva  para  el  uso  á que  se  la  destina;  luego  todo 
desperfecto,  grande  ó pequeño,  provenga  de  caso  fortuito  ó de 
cualquier  otro  motivo,  debe  ser  reparado.  La  consecuencia  de 
este  modo  de  pensar  es,  que  si  la  cosa  ha  sido  destruida,  debe 
el  arrendador  reconstruirla. 

Nada  más  violento  que  esta  manera  de  considerar  la  cues- 
tión: no  se  puede  exigir  al  propietario  que  arrienda  su  finca  que 
tenga  un  capital  de  reserva  para  llevar  á cabo  la  reconstrucción 
de  la  misma,  si  por  un  accidente  cualquiera  se  derrumba,  ni  que 
lo  busque  en  condiciones  ruinosas.  Precisamente  para  llegar  á 
una  fórmula  de  armonía  en  ese  supuesto,  es  para  lo  que  el  Pro- 
yecto de  1851  estableció  la  regla  del  art.  1487,  distinguiendo 
entre  la  destrucción  total  que  rescinde  el  contrato  y la  parcial 
que  faculta  al  arrendador  para  optar  entre  la  rescisión  ó la  re- 
baja proporcional  del  precio. 

¿Entenderemos,  en  vista  de  que  en  nuestro  Código  no  hay 
artículo  semejante  al  citado  del  Proyecto  de  1851,  que  en  nues- 
tro estado  legal  la  solución  para  el  supuesto  de  que  la  cosa  se 
destruya,  es  la  reconstrucción  por  el  arrendador,  dando  á la 
obligación  de  hacer  los  reparos  que  establece  el  núm.  2.°  del 
artículo  que  comentamos  el  alcance  que  Troplong  concede  á la 
análoga  del  Código  francés? 

No;  porque,  como  dice  muy  bien  Laurent,  es  cierto  que  el 
precepto  obliga  al  arrendador  á ejecutar  toda  clase  de  repara- 
ciones, pero  no  más  que  reparaciones,  y la  reedificación  ó re- 
construcción no  es  un  reparo.  En  esto  está  el  nudo  de  la  dificul- 
tad propuesta  por  Troplong,  en  haber  confundido  los  conceptos 
de  reparar  y reconstruir  y en  haber  hecho  entrar  en  el  de  repa- 
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raciones  á que  alude  la  ley  de  reconstrucciones  que  son  obras 
de  mayor  empeño  é importancia. 

Para  el  caso  da  destrucción  de  la  cosa,  no  hay  un  precepto 
especial  en  el  Código,  salvo  el  del  art.  1568;  sin  duda  ha  sido 
su  propósito  el  dejar  la  solución  sometida  á los  principios  gene- 
rales que  rigen  las  obligaciones,  como  más  adelante  veremos. 
Según  estos  principios,  la  pérdida  de  la  cosa  (y  eso  viene  á ser 
su  destrucción)  extingue  las  obligaciones  que  con  motivo  de  ella 
se  crearon.  No  hay,  á nuestro  juicio,  otra  solución  posible  den- 
tro del  Código. 

Tal  vez  hubiera  sido  conveniente  consignar  en  él  el  precepto 
del  art.  1187  del  Proyecto  de  1851,  por  más  que  su  doctrina  es 
la  que  se  deduce  de  los  preceptos  generales  de  las  obligaciones 
y contratos,  y de  la  naturaleza  del  arrendamiento. 

C)  Obligación  de  mantener  al  arrendatario  en  el  goce  pacífico  del 
arrendamiento. — Esta  obligación  es  de  las  que  no  pueden  dero- 
garse por  convenio  de  las  partes,  porque  su  derogación  sería 
inmoral.  De  la  misma  manera  que  la  acción  para  exigir  la  res- 
ponsabilidad procedente  del  dolo  no  puede  renunciarse,  de  igual 
modo  entendemos  que  sería  nulo  el  pacto  en  virtud  del  cual  el 
arrendatario  dispensase  al  arrendador  de  la  obligación  de  man- 
tenerle en  el  goce  pacífico  del  arrendamiento  por  todo  el  tiempo 
del  contrato. 

El  arrendador  debe  velar  porque  ese  goce  no  se  interrumpa 
ni  se  perturbe,  tanto  por  hechos  ajenos,  salvo  lo  dispuesto  en 
el  art.  1560,  como  por  los  propios.  Por  hechos  propios,  porque 
siendo  él  la  persona  principalmente  obligada  en  virtud  del  con- 
trato, faltaría  abiertamente  al  mismo,  si  volviendo  sobre  lo  con- 
venido tratase  de  hacer  ineficaz  en  la  práctica  el  derecho  que 
sobre  la  cosa  concedió  al  arrendatario;  por  hechos  ajenos,  por- 
que debe  garantizar  el  derecho  que  constituyó,  porque  está  obli- 
gado al  saneamiento  en  los  términos  que  hemos  expuesto  en  el 
comentario  al  art.  1553,  y en  este  concepto  le  incumbe  la  de- 
fensa del  arrendatario  para  que  su  goce  no  deje  de  ser  pacifico. 

No  solamente  están  prohibidos  al  arrendador  aquellos  actos 
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que  abiertamente  vayan  contra  la  efectividad  del  goce  ó uso  del 
arrendatario,  sino  aun  aquellos  otros  que,  sin  ser  de  franca  opo- 
sición al  mismo,  lo  entorpecen,  lo  dificultan  ó lo  hacen  menos 
cómodo. 

Así,  por  ejemplo,  la  constitución  de  una  servidumbre  no  se 
puede  decir  que  niega  formalmente  el  derecho  del  arrendatario 
á disfrutar  la  cosa;  pero  si  esa  servidumbre  es  de  tal  natura- 
leza que,  consistiendo  en  abrir  ó en  cerrar  un  hueco,  en  levan- 
tar ó en  derribar  una  pared,  etc.,  resulta  molesta  para  el  arren- 
datario, puesto  que  añade  á la  cosa  una  incomodidad,  que  ai 
constituirse  el  arrendamiento  no  tenía,  entendemos  que  el  arren- 
dador no  podrá  establecerla,  porque  atentaría  al  goce  pacífico 
que  ai  arrendatario  corresponde. 

De  igual  modo,  si  el  propietario  de  la  casa  que  habito  arrien- 
da el  piso  superior  al  mío  para  que  en  él  se  establezca  una  in- 
dustria de  esas  cuyo  ejercicio  producen  ruidos  ó trepidaciones 
constantes  que  molestan  y hacen  imposible  la  tranquilidad  de  la 
vida  familiar,  no  cabe  duda  que  comete  una  transgresión  de  la 
obligación  que  le  impone  el  núm.  3.°  del  art.  1554. 

Hay  también  incomodidades  del  orden  moral  que  el  arrenda- 
dor debe  abstenerse  de  ocasionar  al  arrendatario.  Tal  ocurriría 
si  la  habitación  inmediata  á la  mía  fuera  alquilada  para  algún 
establecimiento  ilícito,  una  casa  de  juego  ó de  prostitución.  La 
plenitud  de  los  derechos  del  propietario  sobre  la  parte  no  arren- 
dada no  so  puede  entender  que  le  autoriza  para  inferirme  ese 
agravio. 

Una  cuestión  verdaderamente  importante  se  ha  puesto  sobre 
el  tapete  en  el  arrendamiento  de  fincas  urbanas,  relacionada 
con  la  obligación  del  arrendador  de  mantener  al  arrendatario 
en  el  goce  pacífico  del  arrendamiento. 

Un  individuo  arrienda  un  local  para  dedicarse  á determi- 
nada industria,  ¿puede  el  propietario  arrendar  otra  parte  de  la 
misma  casa  á otra  persona  con  igual  objeto?,  ¿le  es  licito  al  mis- 
mo propietario  emprender  en  el  mismo  edificio  igual  industria?, 
¿podrá  establecerla  en  la  casa  inmediata  ó en  la  de  enfrente? 
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Salta  á la  vista  desde  luego  que  estos  actos  pueden  causar,, 
causarán  probablemente  un  evidente  perjuicio  al  arrendatario, 
quierl  verá  tal  vez  que  su  clientela  disminuye  y á quien  el  pro- 
bloma  de  la  competencia  mercantil  se  le  presenta  en  condiciones 
duras  y anormales. 

En  vista  de  estos  hechos,  se  pregunta  si  la  conducta  del 
arrendador  que  tal  hace,  atenta  al  goce  pacífico  del  arrenda- 
miento en  que  se  encontraba  el  arrendatario. 

Hay  opiniones  en  favor  de  los  dos  criterios.  En  más  sólidas 
razones  jurídicas  se  funda  el  que  concede  al  arrendador  el  de- 
recho de  establecer  en  la  parte  de  casa  no  arrendada,  en  la  casa 
de  al  lado  ó en  la  de  enfrente  igual  industria  que  aquella  á que 
se  dedica  el  arrendatario.  En  efecto,  el  goce  pacífico  que  el 
arrendador  se  obliga  á mantener  es  el  de  la  cosa,  y ese  no  se  al- 
tera por  los  actos  á que  nos  referimos.  El  arrendador  no  garan- 
tiza, no  se  ha  comprometido  á garantizar  el  buen  resultado  eco- 
nómico de  las  operaciones  á que  se  dedique  el  arrendatario.  Por 
otra  parte,  el  arrendamiento  no  supone  ni  puede  suponer  que  el 
arrendador  haya  cercenado  su  libertad  de  industria,  que  es  un 
derecho  bien  sagrado  para  que  pueda  estimarse  subordinado  al 
arriendo  de  una  finca  ó parte  de  finca. 

Esto  es,  por  otra  parte,  lo  que  más  concuerda  con  el  espí- 
ritu de  libertad  de  comercio  que  informa  á nuestro  siglo. 

Sin  embargo,  la  raíz  del  derecho  individual  reside  en  la  in- 
tención, y los  estados  de  conciencia  del  autor  de  los  actos  jurí- 
dicos no  pueden  ser  indiferentes  una  vez  probados  por  los  me- 
dios legales.  La  distinción  de  la  buena  ó mala  fe  que  tantas 
veces  hace  el  Código  como  base  para  establecer  sus  preceptos, 
así  lo  demuestra. 

El  arrendador  conserva  la  plenitud  de  sus  derechos  sobre  la 
parte  de  finca  no  arrendada  y puede  ejercitarlos  como  tenga  por 
conveniente,  pero  siempre  dentro  de  la  esfera  de  lo  lícito:  si  por 
pasión  ó enemistad  los  ejerce  enderezando  su  ejercicio  al  mani- 
fiesto propósito  de  causar  un  perjuicio  al  arrendatario  promo- 
viéndole una  concurrencia  desleal,  ¿qué  duda  cabe  que  debe  ser 
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responsable  de  su  conducta?  No  vacilamos  en  afirmarlo  así,  aun- 
que no  se  los  oculten  las  dificultades  de  prueba  con  que  el 
arrendatario  tendría  que  tropezar  para  entablar  su  acción. 

Puede  ocurrir  que  al  constituirse  el  arrendamiento  se  haya 
prohibido  al  arrendador  en  virtud  de  estipulación  expresa,  el 
realizar  los  actos  á que  venimos  refiriéndonos,  y en  este  caso  es 
indudable  que  no  podría  verificarlos;  pero  la  prohibición  no  se 
presume,  no  se  puede  entender  que  va  implícita  en  el  mero  he- 
cho de  arrendar  una  finca  ó parte  de  finca  para  una  industria  ó 
comercio  determinados. 

Si  la  prohibición  se  estableció  expresamente  y á pesar  de  ella 
el  arrendador  cede  el  resto  del  edificio  en  arrendamiento  á otra 
persona  para  que  le  dedique  á igual  negocio  que  el  primer  arren  - 
datario,  ¿qué  acciones  corresponderán  á éste? 

Desde  luego  se  puede  afirmar  que  carece  de  acción  directa 
contra  el  segundo  arrendatario,  pues  los  contratos  de  uno  y otro 
son  completamente  extraños  entre  sí,  y no  pueden  oponerse  re- 
cíprocamente lo  que  en  ellos  hayan  estipulado.  La  prohibición  del 
primer  arrendamiento  no  puede,  pues,  surtir  efecto  alguno 
contra  el  segundo  arrendatario,  que  es  un  tercero  respecto 
de  ella. 

El  primer  arrendatario  tendrá  únicamente  acción  contra  el 
arrendador  para  pedirle  una  de  dos  cosas:  ó que  haga  cesar  la 
perturbación  que  implica  el  segundo  arrendamiento,  ó la  resci- 
sión del  contrato,  con  indemnización  de  daños  y perjuicios  en 
ambos  casos.  Esto  mismo  podrá  exigir  si  de  cualquier  otro  modo 
deja  de  mantener  el  arrendador  al  arrendatario  en  el  goce  pací- 
fico del  arrendamiento. 

Con  relación  al  articulo  que  nos  ocupa,  se  han  dictado  varios 
fallos  por  la  jurisprudencia  aunque  de  escaso  valor  doctrinal. 

La  cuestión  de  si  el  arrendatario  ha  sido  ó no  perturbado 
por  el  arrendador  en  el  goce  de  la  cusa,  es  de  hecho,  y sujeta  á 
la  apreciación  del  Tribunal  sentenciador.  (Sentencia  de  24  de 
Junio  de  1905.) 

Códigos  extranjeros.  — Artículos  1096  del  código  austríaco; 
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1757  y 1758  del  de  Uruguay,  el  último  de  los  cuales  dice  que  el 
arrendador  debe  entregar  la  cosa  al  arrendatario,  con  los  acce- 
sorios que  dependan  de  ella  al  tiempo  del  contrato,  en  buen  es- 
tado de  reparaciones  de  toda  clase,  salvo  si  se  conviniesen  en 
que  la  entrega  se  verifique  en  el  éstado  en  que  se  halle  la  cosa, 
presumiéndose  este  convenio  cuando  se  arriendan  edificios  arrui- 
nados, y cuando  se  entra  en  el  goce  de  la  cosa  sin  exigir  repa- 
raciones en  ella.  Artículos  1514,  1515  y 1516  del  Código  argen- 
tino; 3082  de  Baja  California  y Puebla;  1529  y concordantes  de 
Venezuela;  1924  del  de  Chile;  535  y 536  del  alemán. 

El  1719  del  Código  francés  coincide  con  el  que  hemos  comen- 
tado, expresando  que  las  obligaciones  que  enumera  correspon- 
den al  arrendador  por  la  naturaleza  del  contrato  y sin  que  haya 
necesidad  de  ningún  convenio  particular.  Lo  mismo  puede  de- 
cirse del  1575  del  Código  italiano,  siendo  de  notar  entre  ambos 
Códigos  la  diferencia  de  que  el  primero  dice  que  el  arrendador 
está  obligado  á dejar  al  arrendatario  el  disfrute  pacífico  por  el 
tiempo  del  arrendamiento,  y el  segundo  que  está  obligado  á ga- 
rantizar el  uso  pacifico  por  todo  el  tiempo  que  dure  el  arrenda- 
miento, forma,  esta  última,  de  expresión  más  acertada  que  la 
del  Código  francés. 

El  art.  1606  del  Código  portugués  consigna  cinco  obligacio- 
nes para  el  arrendador,  á quien  llama  dueño,  á saber:  1.a  En- 
tregar al  arrendatario  el  predio  convenido  con  sus  dependencias, 
y en  estado  de  prestar  el  uso  para  que  fué  destinado.  2.a  Con- 
servar la  cosa  arrendada  en  el  mismo  estado  durante  el  arren- 
damiento. 3.a  No  impedir  ni  embarazar  de  ningún  modo  el  uso 
de  la  cosa  arrendada,  á no  ser  por  causa  de  reparos  urgentes  é 
indispensables:  en  este  caso  podrá  el  arrendatario  exigir  indem- 
nización del  perjuicio  que  padeciese,  por  no  poder  servirse  de 
la  cosa  como  tenía  derecho.  4.a  Asegurar  el  uso  de  la  cosa  arren- 
dada contra  los  obstáculos  y temores  que  resulten  del  derecho 
que  un  tercero  tenga  con  relación  á la  misma  cosa,  pero  no  con- 
tra los  obstáculos  y temores  producidos  por  un  hecho  de  tercera 
persona.  Y 5.a  Responder  de  los  perjuicios  que  padeciese  el 
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arrendatario  como  consecuencia  de  los  defectos  ó vicios  ocultos 
de  la  cosa,  anteriores  al  arrendamiento. 


ARTÍCULO  1555 
* 

El  arrendatario  está  obligado: 

l.o  A pagar  el  precio  del  arrendamiento  en  los 
términos  convenidos. 

2. °  A usar  de  la  cosa  arrendada  como  un  diligente 
padre  de  familia,  destinándola  al  uso  pactado;  y,  en 
defecto  de  pacto,  al  que  se  infiera  de  la  naturaleza  de 
la  cosa  arrendada  según  la  costumbre  de  la  tierra. 

3. °  A pagar  los  gastos  que  ocasione  la  escritura 
del  contrato. 

Obligaciones  principales  del  arrendatario Examinadas  ya  las 
obligaciones  del  arrendador , tócanos  ahora  estudiar  las  del 
arrendatario,  de  que  se  ocupa  el  art.  1555.  Como  ya  hemos  in- 
dicado, ellas  nos  cfrecen  la  nota  de  reciprocidad  respecto  de  las 
que  enumera  el  art.  1554.  Téngase  presente  que  no  son  las  obli- 
gaciones comprendidas  en  el  artículo  que  vamos  á comentar 
toda3  las  que  al  arrendatario  incumben,  pues  en  alguno  de  los 
sucesivos  veremos  aparecer  otras;  pero  sí  son  las  más  impor- 
tantes ó las  principales,  como  dicen  algunos  Códigos. 

Las  estudiaremos  separadamente  como  hemos  hecho  con  las 
del  arrendador. 

-4)  Obligación  de  pagar  el  precio  del  arrendamiento. — Es  la  pri 

mera  y la  más  sustancial  de  todas  las  obligaciones  del  arrenda 
tario,  la  que  pone  de  manifiesto  de  más  ostensible  manera  el 
carácter  bilateral  del  contrato,  pues  si  le  es  debido  el  goce  y 
uso  de  la  cosa,  es  á causa  de  la  obligación  de  pagar  el  precio, 
y si  éste  debe  ser  satisfecho  por  él  es  por  razón  del  disfrute  que 
se  le  reconoce.  Esta  obligación  es  de  las  esenciales,  de  las  que 
no  pueden  derogarse  ni  sustituirse  por  otra,  porque  entonces  el 
contrato  dejaría  de  ser  de  arrendamiento.  La  esfera  de  eficacia 
de  la  voluntad  de  las  partes  queda  reducida  á pactar  la  forma. 
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plazos,  condiciones  y modalidades  del  pago  del  precio;  pero  no 
puede  llegar  hasta  relevar  al  arrendatario  de  ese  pago  dejando 
subsistente  el  arrendamiento. 

El  Código  reconoce  esta  esfera  de  acción  propia  de  los  con- 
tratantes, diciendo  en  el  núm.  l.°  del  artículo  que  comentamos, 
que  el  arrendatario  está  obligado  á pagar  el  precio  del  arrenda- 
miento en  los  términos  convenidos . 

Al  contrato  celebrado  habrá,  pues,  que  acudir  para  resolver 
todas  las  cuestiones  que  sobre  el  pago  del  precio  surjan.  En  lo 
que  el  contrato  no  regule  regirá  la  doctrina  general  del  pago  de 
las  obligaciones,  salvo  en  aquello  que  con  carácter  especial  se 
halle  establecido  para  el  arrendamiento. 

Algo  hay,  en  efecto,  que  debe  tenerse  en  cuenta.  El  art.  1574 
dice  que  si  nada  se  hubiese  pactado  sobre  el  lugar  y tiempo  del 
pago  del  arrendamiento,  se  estará,  en  cuanto  al  lugar,  á lo  dis- 
puesto en  el  art.  1171;  y en  cuanto  al  tiempo,  á la  costumbre  de 
la  tierra. 

Obsérvese,  en  primer  lugar,  que  esta  disposición  sólo  regirá 
cuando  nada  se  hubiese  pactado,  no  cuando  el  pacto  que  exista 
sea  meramente  verbal.  De  modo  que  si,  por  ejemplo,  en  el  con- 
trato escrito  nada  se  dijo  acerca  de  estos  extremos,  los  cuales 
fueron  arreglados  por  las  partes  verbalmente,  hay  pacto.  La  di- 
ficultad residirá  en  su  prueba;  pero  si  los  tribunales  lo  declara- 
sen probado,  para  nada  procedería  hablar  ya  del  precepto  del 
art.  1574. 

En  cuanto  al  contenido  del  mismo,  ya  hemos  visto  que  se 
refiere  á dos  circunstancias  concretas,  al  lugar  y al  tiempo  del 
pago.  Respecto  del  lugar,  la  referencia  al  art.  1171  conduce  ¿ 
la  conclusión  de  que  en  el  domicilio  del  arrendatario  es  donde 
debe  pagarse  la  renta,  de  una  parte,  porque  el  arrendatario  es 
el  deudor,  y de  otra,  porque  el  precio  ó renta  no  se  puede  con- 
siderar como  cosa  determinada,  sino  indeterminada.  La  refe 
rencia  del  Código  en  este  punto  es,  por  lo  tanto,  á la  doctrina 
general,  sin  que  sea  de  notar  ninguna  especialidad  propia  del 
arrendamiento.  En  el  contrato  de  compra  y venta,  el  lugar  del 


CÓDIGO  CIVIL 


528 

pago  del  precio,  si  no  se  pactó  expresamente,  es,  según  el  ar- 
tículo 1500,  aquel  en  que  se  haga  la  entrega  de  la  cosa  ven- 
dida. 

Eespecto  del  tiempo  no  falta  quien  se  muestra  conforme  con 
la  solución  de  que  se  atienda  al  modo  como  ha  sido  contratado 
el  arrendamiento  por  años,  meses,  días,  etc.,  para  deducir  que 
el  pago  de  la  renta  debe  hacerse  en  eso3  mismos  períodos.  Mas 
do  es  completamente  seguro  que  al  estipularse  un  arrenda- 
miento por  años,  las  partes  hayan  temdo  intención  de  que  el 
precio  se  pague  por  años  también,  y aquí,  al  cabo,  de  lo  que  se 
trata,  es  de  presumir  cuál  ha  sido  esa  intención.  Ningún  criterio 
menos  expuesto  á error  que  el  seguido  por  el  Código  al  apelar 
á la  costumbre  de  la  tierra,  pues  no  dejan  de  existir  muy  fuer- 
tes indicios  que  hacen  pensar  que,  si  los  contratantes  nada  esta- 
blecieron sobre  el  momento  del  pago,  es  porque  desde  luego  entró 
en  sus  propósitos  el  acomodarse  á aquello  que  constantemente 
venían  observando.  Ya  uno  de  los  oradores  del  Tribunado  cali- 
ficó de  condiciones,  tácitamente  convenidas,  á todas  aquellas 
acerca  de  las  cuales  las  partes  callan  remitiéndose  con  su  silen- 
cio á los  usos  locales. 

No  necesitaremos  repetir  ahora  lo  que  siempre  que  se  habla 
de  la  costumbre  debe  recordarse,  á saber:  que  la  costumbre  debe 
probarse,  que  es  un  hecho  sometido  á los  principios  generales 
de  la  prueba  y que  no  existe  ninguna  especial  y exclusiva  para 
demostrarla,  quedando  siempre  su  apreciación  al  criterio  judi- 
cial, según  las  reglas  de  la  sana  crítica. 

Se  ha  discutido  si  en  el  caso  de  estipularse  que  el  pago  de 
la  renta  se  haga  en  el  domicilio  del  arrendador,  es  á éste  lícito 
cambiar  de  domicilio  ¿ medida  de  su  capricho,  conservando  la 
facultad  de  que  el  arrendatario  le  siga  en  las  variaciones  del 
mismo  para  hacerle  entrega  del  precio  ó renta.  La  opinión  más 
generalmente  admitida,  afirma  que  el  arrendatario  cumple  con 
pagar  en  el  domicilio  que  el  arrendador  tuviese  al  tiempo  de 
constituirse  el  contrato,  pues  de  lo  contrario,  su  situación  re- 
sultaría agravada  por  el  sólo  hecho  del  acreedor.  Si  allí  no  re- 
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sidiere  ya,  el  pacto  deja  de  tener  eficacia  y se  vuelve  á la  regla 
general  que  dispone  que  el  pago  se  haga  en  el  domicilio  del 
deudor,  que  es  el  arrendatario.  Lo  que  puede  hacer  el  arrenda- 
dor, aun  cambiando  de  domicilio,  es  dejar  persona  encargada 
del  cobro  en  el  que  primeramente  tenía. 

La  semejanza  que  la  obligación  del  arrendatario  de  pagar  el 
precio  guarda  con  la  análoga  del  comprador,  suscita  algunas 
cuestiones  derivadas  de  la  consideración  de  lo  que  ocurre  en  la 
compra  y venta  en  algunos  casos. 

Así,  por  ejemplo,  dada  la  obligación  del  arrendador  de  man- 
tener al  arrendatario  en  el  goce  pacífico  del  arrendamiento,  se 
pregunta  si,  en  caso  de  perturbación  de  ese  goce,  le  será  lícito 
al  arrendatario  abstenerse  de  pagar  el  precio.  Sabido  es  que, 
según  el  art  1502,  si  el  comprador  fuese  perturbado  en  la  pose- 
sión ó dominio  de  la  cosa  adquirida,  ó tuviese  fundado  temor  de 
serlo  por  una  acción  reivindicatoría  ó hipotecaria,  podrá  sus 
pender  el  pago  del  precio  hasta  que  el  vendedor  haya  hecho 
cesar  la  perturbación  ó el  peligro,  á no  ser  que  afiance  la  devo 
lución  del  precio  en  su  caso,  ó se  haya  estipulado  que,  no  obs- 
tante cualquiera  contingencia  de  aquella  clase,  el  comprador 
estará  obligado  á verificar  el  pago. 

Laurent,  sin  entrar  en  más  amplios  razonamientos,  se  limita 
á decir  que  la  razón  de  analogía  hace  aplicable  este  derecho  al 
arrendamiento,  salvo  siempre  la  facultad  del  arrendador  de  dar 
suficiente  caución. 

Por  nuestra  parte,  nos  parece  bastante  violenta  la  aplicación 
que  de  la  razón  de  analogía  hace  el  ilustre  autor.  Cierto  que  la 
semejanza  entro  una  y otra  obligación  no  puede  ser  mayor;  pero 
no  es  lo  mismo  verse  perturbado  en  la  posesión  ó dominio  de 
una  cosa  que  en  el  goce  de  un  arrendamiento.  Además,  la  apli- 
cación de  la  doctrina  de  la  compra  y venta,  según  el  Código, 
se  refiere  á las  disposiciones  sobre  saneamiento,  según  el  ar- 
tículo 1553,  y aunque  el  precepto  de  este  artículo  no  sea  limi- 
tativo, y aunque  la  aplicación  de  otras  doctrinas  de  tal  contrato 

al  del  arrendamiento  sea  posible,  se  hace  necesario  proceder 
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con  cierta  cautela  para  no  llegar  á conclusiones  que  pugnen  con 
reglas  expresamente  consignadas.  Tal  ocurriría  en  el  caso  su 
puesto,  porque  la  sanción  del  incumplimiento  por  parte  del 
arrendador,  de  su  obligación  de  mantener  al  arrendatario  en  el 
goce  del  arriendo,  se  baila  en  el  art.  1556  que  concede  á éste  la 
facultad  de  pedir  la  rescisión  del  contrato  ó su  cumplimiento, 
con  indemnización  de  daños  y perjuicios  en  ambos  casos;  de 
donde  se  deduce  que  el  derecho  de  suspender  el  pago  del  precio 
no  le  ba  sido  conferido  de  un  modo  expreso,  ni  parece  haber 
sido  esa  la  intención  del  legislador,  por  cuanto  se  trata  de  una 
resolución  verdaderamente  grave  y transcendental  que  no  debe 
inferirse  de  una  mera  razón  de  analogía. 

Oosa  distinta  de  la  perturbación  del  goce  es-la  pérdida  de  la 
cosa.  Aunque  proceda  esta  pérdida  de  la  culpa  del  arrenda- 
tario, lleva  consigo  como  consecuencia  la  extinción  del  arriendo, 
y,  por  lo  tanto,  no  ya  la  suspensión  del  pago  del  precio,  sino  el 
término  de  la  obligación  de  satisfacerlo,  cualesquiera  que  sean 
las  responsabilidades  que  por  otros  conceptos  quepa  exigir  al 
mismo  arrendatario. 

¿Podrá  eximirse  el  arrendatario  de  pagar  el  precio  alegando 
que  el  arrendador  no  ha  cumplido  sus  obligaciones,  por  ejem 
pío,  que  no  ha  hecho  los  reparos  á que  estaba  obligado?  Repetí 
moa  lo  que  ya  antes  hemos  indicado:  si  el  arrendador  deja  de 
cumplir  alguna  de  sus  obligaciones,  el  remedio  para  el  arrenda- 
tario está  en  el  art  1556.  El  arrendatario  que  tolera  las  faltas 
del  arrendador  y calla,  y sólo  se  acuerda  de  ellas  cuando  llega 
la  hora  de  pagar  la  renta,  más  parece  excusarse  en  un  pretexto 
que  fundarse  en  una  razón.  El  derecho  para  ser  eficaz  requiere 
ser  ejercido  en  el  momento  oportuno  y por  los  medios  legales. 

Por  último,  haremos  notar:  que  el  precio  ó renta  puede  ser 
compensable  con  lo  que  el  arrendador  deba  al  arrrendatario,  si 
se  dan  los  requisitos  necesarios  para  que  la  compensación  pueda 
tener  lugar;  que  la  acción  para  exigirlo  prescribe  á los  cinco 
años,  según  el  art.  1966,  y que  el  arrendador  goza  de  preferen- 
cia sobre  los  bienes  muebles  del  arrendatario  existentes  en  la 
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finca  arrendada  y sobre  los  frutos  de  la  misma  por  razón  de  las 
rentas  ó alquileres  de  un  año. 

En  cuanto  á la  hipótesis  de  incumplimiento  por  parte  del 
arrendatario  de  su  obligación  de  pagar  el  precio,  nos  remitimos 
al  tantas  veces  citado  art.  1556  y á la  materia  de  desahucio,  que 
estudiaremos  más  adelante. 

La  jurisprudencia  aplica  con  frecuencia  el  artículo  que  nos 
ocupa  en  su  núm.  l.°,  pero  casi  siempre  con  referencia  á cues- 
tiones de  desahucio. 

B)  Obligaciones  respecto  al  uso  y destino  de  la  cosa  arrendada . — 
El  arrendatario  está  obligado,  según  el  núm.  2.°  del  artículo 
que  comentamos,  á usar  de  la  cosa  arrendada  como  un  diligente 
padre  de  familia,  destinándola  al  uso  pactado,  y,  en  defecto  de 
pacto,  al  que  se  inñera  de  la  naturaleza  de  la  cosa  arrendada, 
según  la  costumbre  de  la  tierra. 

En  este  precepto  van  comprendidas  dos  obligaciones  distin- 
tas, aunque  muy  íntimamente  relacionadas  entre  sí:  una,  la  que 
se  refiere  á la  especie  de  uso  que  debe  hacer  el  arrendatario; 
otra,  á 3a  diligencia  que  debe  observar,  sea  el  que  fuere  el  uso 
á que  la  cosa  se  destine. 

Ambas  obligaciones  son  de  las  esenciales,  de  las  que  no  pue- 
den dejar  de  existir,  pues  en  cuanto  á la  primera,  si  bien  las 
partes  son  dueñas  de  determinar  el  destino  de  la  cosa,  una  vez 
fijado  éste,  hay  que  estar  á lo  pactado,  y en  cuanto  á la  diligen 
cía  del  arrendatario,  toda  estipulación  que  lo  relevase  de  ella 
sería  inmoral  y no  podría  surtir  efecto  alguno. 

Hay  que  tener  en  cuenta  que  el  arrendatario  que  tiene  en  su 
poder  la  ( osa  para  la  efectividad  del  goce  y uso  que  le  correspon- 
de, tiene  á su  disposición  para  esos  fines  una  cosa  ajena  y es 
deudor  de  ella,  en  rigor,  puesto  que  ha  de  restituirla  á la  ter- 
minación del  arrendamiento. 

En  este  concepto,  sin  que  el  Código  dijese  nada  en  el  artícu- 
lo que  ahora  comentamos,  estaría  sujeto  al  precepto  del  artícu- 
lo 1104,  que  dice  que  la  culpa  ó negligencia  del  deudor  consiste 
•en  la  omisión  de  aquella  diligencia  que  exija  la  naturaleza  de  la 
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obligación  y corresponda  á las  circunstancias  de  las  personas, 
del  tiempo  y del  lugar,  y que  cuando  la  obligación  no  exprese  la 
diligencia  que  ha  de  prestarse  en  su  cumplimiento,  se  exigirá  la 
que  correspondería  á un  buen  padre  de  familia. 

Pero  el  Código  ha  hecho  constar  expresamente  en  este  lugar 
la  diligencia  del  padre  de  familia;  es  decir,  la  diligencia  tipo, 
como  obligatoria  para  el  arrendatario,  para  dar  á entender  que 
la  ha  de  observar,  no  ya  tan  sólo  en  cuanto  es  deudor  de  ella, 
sino  en  los  actos  de  su  uso,  ó,  lo  que  es  lo  mismo,  como  tal  arren- 
datario. Así  se  deduce  de  las  palabras  con  que  empieza  el  nú- 
mero 2.°  del  art.  1555,  «á  usar  de  la  cosa  arrendada  como  un 
diligente  padre  de  familia»,  en  las  que  se  enlazan  muy  discre 
tatúente  los  conceptos  de  la  diligencia  y del  uso. 

La  diligencia  es  una  forma  de  la  actividad,  es  un  modo  ó ma 
ñera  de  obrar,  que  consiste  en  proceder  con  atención,  con  cui 
dado,  con  esmero,  previniendo  los  daños,  reduciendo  á sus  más 
pequeñas  consecuencias  los  que  por  caso  fortuito  avienen,  con- 
servando los  elementos  de  la  producción,  reponiendo  los  efectos 
del  desgaste.  Hay  un  tipo  de  diligencia  que  mejor  se  concibe,  que 
se  explica  concretamente.  El  sentido  tradicional  lo  atribuye  al 
buen  padre  de  familia,  suponiendo  que  el  que  se  pueda  calificar 
así  seguramente  ha  de  obrar  del  modo  expresado. 

Dedúcese  de  aquí  una  consecuencia:  la  de  que  la  declaración 
de  si  un  individuo,  y el  arrendatario  por  consiguiente,  ha  obra- 
do con  negligencia;  si  por  una  parte  es  cuestión  de  prueba  de 
los  actos  ú omisiones  que  se  supongan  negligentes,  de  otra  es 
cuestión  de  apreciación,  que  puede  variar  de  persona  á persona, 
ya  que  no  todos  tienen  igual  concepto  de  esa  diligencia  tipo  que 
se  atribuye  al  padre  de  familia,  y lo  que  á unos  puede  parecer 
negligencia  liviana,  puede  parecer  á otros  grave  é indisculpa- 
ble. Esto  siempre  queda  al  criterio  judicial,  y excusado  es  decir 
que  toda  prudencia  es  poca. 

Puede,  sin  embargo,  decirse,  en  general,  que  mientras  el 
arrendatario  se  mantiene  dentro  de  los  limites  de  su  derecho* 
establecidos  en  el  contrato  y sin  desviarse  de  lo  pactado,  no 
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comete  abuso,  aun  cuando,  como  consecuencia  de  sus  actos,  se 
irrogue  algún  perjuicio  al  arrendador,  pues  esos  perjuicios 
significados,  por  ejemplo,  por  el  deterioro  natural  de  las  cosas, 
han  sido  previstos,  y precisamente  á su  compensación  es  á uno 
de  los  fines  á que  responde  el  pago  del  precio. 

Debe  abstenerse  el  arrendatario  en  el  uso  de  la  cosa  de  todos 
aquellas  actos  que,  aun  cuando  no  perjudiquen  directamente  al 
arrendador,  pueden  causar  molestia  á otras  personas,  como,  por 
ejemplo,  los  demás  arrendatarios  de  la  misma  finca;  los  ruidos 
que  perturban  la  tranquilidad  de  los  vecinos  de  las  fincas  urba 
ñas,  la  producción  de  olores  fétidos  ó nauseabundos,  etc.,  aun 
en  el  supuesto  de  que  no  infiriesen  daño  á la  cosa  ni  perjuicio 
apreciable  á su  dueño,  están  prohibidos  al  arrendatario,  y el 
arrendador  debe  tener  acción  para  impedirlos,  á más  de  que  las 
personas  en  quienes  la  molestia  se  concrete  especialmente,  pue^ 
dan  también  proceder  contra  el  causante  de  ella. 

Tampoco  puede  el  arrendatario,  por  su  propia  autoridad, 
cambiar  la  forma  de  la  cosa  arrendada,  pues  no  se  puede  enten- 
der que  á ello  alcanzan  sus  facultades  de  goce  y uso,  que  son  las 
únicas  que  le  han  sido  transmitidas  mediante  el  contrato.  Esto 
no  quiere  decir  que  no  pueda  realizar  ciertas  pequeñas  modifica- 
ciones, perfectamente  reparables,  con  tal  que  á la  terminación 
del  arriendo  reponga  las  cosas  al  ser  y estado  que  tenían  al 
tiempo  de  su  ejecución;  por  ejemplo,  abrir  ó tapiar  una  puerta, 
ó levantar  ó echar  abajo  un  tabique.  La  insignificancia  de  estas 
obras,  la  posibilidad  de  su  reparación  y lo  ligada  que  suele  estar 
su  conveniencia  con  el  uso  de  la  cosa,  nos  mueve  á pensar  que 
no  comete  el  arrendatario  extralimitación  punible  de  facultades 
ni  llevarlas  á cabo,  si  bien  con  la  obligación  indicada  de  repo 
nerlas  á su  anterior  estado,  si  lo  exige  el  arrendador. 

El  goce  ó uso  de  la  cosa  es  un  derecho  del  arrendatario,  pero 
en  ciertos  casos  quizá  deba  ser  considerado  como  un  deber.  Su 
pongamos  que  la  cosa  es  de  tal  naturaleza  que,  por  no  usarse, 
3e  desmejora,  ó que  necesita  del  goce  y uso  que  se  pactó  para 
conservarse  en  estado  de  producción.  El  arrendador,  al  darla  en 
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arrendamiento,  contó  con  que  la  cosa  sería  usada;  si  hubiese  sa- 
bido que  el  arrendatario,  aun  pagando  la  renta,  había  de  aban- 
donarla, tal  vez  no  la  hubiese  arrendado  ó hubiera  pedido  mayor 
precio  por  ella.  Realmente  se  falta  á lo  convenido  y se  causa 
perjuicio  al  arrendador,  se  procede  con  negligencia  y se  debe 
entender  infringido  el  núm.  2.°  del  art.  155ó  que  comentamos. 
No  hablemos,  como  hace  notar  Lauret  tomándolo  de  la  jurispru- 
dencia, del  caso  de  que  por  el  no  uso  de  la  finca  se  pierdan  las 
servidumbres  establecidas  á su  favor  ó se  opongan  restricciones 
á su  ejercicio. 

En  los  autores  suele  ser  frecuente  encontrar  una  verdadera 
profusión  de  ejemplos  de  casos  en  que  el  arrendatario  ha  proce 
dido,  ora  con  la  diligencia  del  buen  padre  de  familia,  ora  con 
negligencia;  pero  no  creemos  que  tenga  gran  utilidad  su  exa- 
men, porque  las  circunstancias  de  cada  hecho  varían  y el  estu- 
dio individual  de  los  que  se  presentan  en  la  práctica  es  el  más 
seguro  camino  que  puede  seguirse  para  proceder  con  acierto. 
No  omitiremos,  sin  embargo,  la  sucinta  indicación  del  conflicto 
que  entre  la  propiedad  y la  industria  ha  hecho  nacer  el  extraor- 
dinario desarrollo  de  ésta  á partir  del  siglo  pasado  con  sus  pro- 
digiosos descubrimientos  en  maquinaria. 

Fuó  discutido  muy  empeñadamente  si  el  que  tenía  una  finca 
urbana  en  arrendamiento  para  el  ejercicio  dé  una  determinada 
industria  podría  instalar  en  ella  máquinas  de  vapor,  sustituyen- 
do de  esta  suerte  los  útiles,  enseres  ó artefactos  de  que  se  valía 
antes  de  que  el  uso  de  dichas  máquinas  se  fuese  generalizando. 
El  emplazamiento  de  la  moderna  maquinaria,  su  funcionamiento 
ordinario,  desde  luego  ocasiona  á la  finca  un  deterioro  mucho 
mayor  que  el  de  los  antiguos  aparatos,  sin  contar  con  los  acci* 
den  tes  que  pueden  ocurrir,  que  producirán  notorio  daño  á la 
cosa  arrendada.  Pues  bien,  fundándose  un  esta  consideración,... 
se  decía  que  el  arrendatario  no  podía  realizar  esa  sustitución 
porque  ella  implicaba  un  mál  uso  de  la  cosa,  un  uso  perjudicial^ 
y»  por  lo  tanto,  muy  otro  de  aquel  diligente  uso  del  buen  padra 
de  familia  á que  estaba  obligado.1 
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Como  dice  Laurent,  surgen  aquí  dos  intereses  contrarios  y 
dos  tendencias  diversas.  El  propietario  tiende  á la  estabilidad  y 
teme  toda  innovación  que  pueda  comprometer  la  conservación 
de  su  cosa.  El  industrial  se  vé  obligado  á seguir  los  progresos 
de  su  industria,  tiene  que  innovar  si  no  quiere  perecer,  y su 
interés  le  exige  el  llevar  á la  práctica  los  descubrimientos  que 
aumentan  los  provechos,  aun  cuando  el  edificio  sufra.  La  pro- 
piedad comienza  por  resistir,  añade  dicho  autor,  pero  la  concu- 
rrencia fuerza  á los  industriales,  y la  propiedad  acaba  por  ceder, 
si  no  quiere  quedar  estéril. 

Esta  es  la  síntesis  del  proceso  que  ha  seguido  la  jurispru- 
dencia extranjera,  donde  la  cuestión  ha  revestido  muchísima 
mayor  importancia  que  en  nuestra  patria.  Hasta  el  año  1860  las 
resoluciones  judiciales  se  han  inclinado  del  lado  de  la  propie- 
dad: á partir  de  ese  año  los  fueros  de  la  industria  se  han  hecho 
valer  cada  vez  con  más  fuerza.  Se  ha  considerado  que  desde  el 
momento  en  que  al  constituirse  el  arrendamiento  se  han  hecho 
constar  los  fiaes  industriales  para  los  que  el  arrendatario  quiere 
usar  de  la  cosa,  se  ha  determinado  la  clase  de  industria  que  va 
á establecer,  no  se  le  puede  condenar  á un  estancamiento  que 
sería  antieconómico,  y admitidas  las  premisas,  la  lógica  de  la 
consecuencia  se  impone.  El  arrendador  no  puede  oponerse  á que 
el  arrendatario  siga  los  desenvolvimientos  de  su  industria;  la 
previsión  de  las  partes  al  estipular  las  condiciones  del  contrato, 
hará  lo  demás. 

Nada  más,  en  cuanto  á la  diligencia  que  debe  emplear  el 
arrendatario;  pero  el  núm.  2.°  del  art.  1555  dijimos  que  conte- 
nía dos  obligaciones,  una  relativa  á esa  diligencia,  otra  al  USO' 
de  la  cosa.  Examinemos  esta  última. 

El  arrendatario  tiene  el  derecho  de  usar  de  la  cosa,  aunque 
este  derecho  será  deber  al  propio  tiempo  en  el  caso  que  antes 
hemos  indicado;  ese  uso  lo  llevará  á cabo  diligentemente,  como 
un  buen  padre  de  familia;  pero,  ¿qué  uso  será  el  que  deba  hacer 
de  la  cosa  arrendada? 

A esta  pregunta  responde  el  artículo  que  comentamos  en  sa 
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núm.  2.°,  diciendo  que  el  arrendatario  debe  destinar  la  cosa 
al  uso  pactado,  y en  defecto  de  pacto,  al  que  se  infiera  de  la  na- 
turaleza de  la  cosa  arrendada,  según  la  costumbre  de  la  tierra. 

No  es,  por  lo  tanto,  indiferente  el  uso  que  se  haga  de  la  cosa: 
no  puede  el  arrendatario  destinarla  á un  fin  como  podría  desti 
narla  á otro;  el  uso  siempre  es  determinado  porque,  ó se  fijó  en 
el  contrato,  ó resulta  de  la  naturaleza  de  la  cosa  en  relación  con 
la  costumbre  de  la  tierra. 

La  clase  de  uso  á que  la  cosa  va  á ser  destinada,  es  una  de 
las  condiciones  del  contrato;  sobre  este  punto  recayó  el  consen 
timiento  de  ambas  partes,  bien  de  un  modo  expreso,  bien  de  un 
modo  tácito;  su  consideración  influyó  en  la  formación  del  con- 
cepto de  causa.  De  aquí  una  lógica  consecuencia:  lo  que  se  ha 
creado  mediante  el  concurso  de  dos  voluntades,  no  puede  perder 
su  fuerza  y su  eficacia  por  el  sólo  imperio  de  una  sola  de  ellas: 
el  arrendatario  no  puede  alterar  el  uso  de  la  cosa  arrendada,  no 
puede  cambiar  su  destino  sin  el  consentimiento  del  arrendador. 
El  arrendatario  debe  destinar  la  cosa  al  uso  pactado. 

Si  una  casa  se  arrendó  para  vivir  simplemente  el  arrenda- 
tario y su  familia,  no  podrá  éste  convertirla  en  fonda  ó casa  de 
huéspedes,  ni  subarrendarla  á un  casino,  ni  establecer  una 
tienda.  De  igual  modo,  lo  que  se  arrendó  para  tienda  no  podrá 
destinarse  á casa  habitación.  No  se  trata  solamente  de  una  mera 
cuestión  de  derecho  sin  contenido  sustancial:  el  cambio  de  des- 
tino puede  revestir  muy  grande  importancia.  Supongamos  que 
en  la  casa  arrendada  viene  establecido  de  mucho  tiempo  un 
acreditado  cafó:  la  casa,  sobre  su  valor  intrínseco  tiene  además 
el  valor  que  le  dá  su  capacidad  para  servir  de  café,  ya  que  el 
público  está  acostumbrado  á acudir  ¿ él:  si  el  arrendatario  va- 
ría de  modo  de  pensar,  y en  vez  de  seguir  con  el  cafó  instala  en 
el  edificio  otro  establecimiento  cualquiera,  ¿no  se  atenta  contra 
los  intereses  del  arrendador?  ¿no  se  le  perjudica  en  ese  mayor 
valor  de  la  cosa,  que  corre  desde  luego  muy  formal  riesgo  de 
perderse? 

No  cumple  el  arrendatario  con  destinar  la  cosa  al  uso  pac- 
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tado  al  principiar  la  ejecución  del  contrato,  dándole  después 
otro  destino  ó abandonándola  de  hecho,  aun  cuando  satisfaga 
la  renta,  porque  la  obligación  referente  al  uso  dura  todo  lo  que 
dura  el  arriendo.  Es  preciso  estar  muy  prevenidos  contra  la 
idea  que  parece  inspira  á algunos  autores  al  tratar  de  este  con* 
trato  y que  sigue  sin  reparos  el  que  pudiéramos  llamar  vulgo 
ilustrado  en  cuestiones  jurídicas.  Se  entiende  por  muchos  que 
lo  que  mediante  el  contrato  de  arrendamiento  se  transmite  es 
una  especie  de  propiedad  temporal  de  la  cosa  y que  en  cum- 
pliendo el  arrendatario  su  obligación  de  pagar  la  renta,  poca  ó 
ninguna  .cuenta  habrá  que  pedirle  de  sus  actos.  Desde  esto 
punto  de  vista,  la  cuestión  del  uso  decrece  notablemente  en 
importancia,  y con  tal  que  no  se  infieran  á la  cosa  daños  mate* 
ríales  ostensibles,  el  arrendador  no  debe  mezclarse  en  lo  que  se 
considera  propio  de  las  facultades  del  arrendatario. 

Pero  este  punto  de  vista  es  absurdo;  este  punto  de  vista 
niega  la  verdadera  naturaleza  del  arrendamiento  y desconoce 
los  fines  útiles  que  socialmente  viene  á llenar.  No  olvidemos 
nunca  que  se  trata  de  un  contrato,  en  que  la  propiedad  no  se 
transmite,  en  que  lo  que  se  cede  únicamente  es  el  goce  ó uso  de 
la  cosa,  y no  todos  aquellos  usos  de  que  puede  ser  susceptible, 
sino  sólo  ciertos  y determinados  usos,  los  pactados. 

La  ley  prevé  el  caso  de  que  sobre  la  especie  de  uso  no  haya 
recaído  estipulación  entre  las  partes,  y en  su  propósito  de  que 
jamás  este  uso  pueda  considerarse  como  indiferente,  instituye 
una  regla  supletoria. 

Algunos  Códigos  hacen  consistir  esta  regla  en  lo  que  resulte 
del  examen  de  las  circunstancias  de  cada  caso.  Así,  por  ejem- 
plo, del  estado  de  la  finca,  del  uso  á que  había  venido  destinada 
hasta  el  momento  del  arrendamiento  .y  de  la  profesión  del  arren- 
datario se  deducirá  cuál  fué  la  inteiíiítón  de  las  partes  en  cuanto 
al  destino  que  haya  de  darse  á la  cosa,  durante  el  tiempo  del 
arrendamiento,  pues  con  el  precepto,  supletorio  del  pacto,  no  se 
trata  más  que  de  presumir  la  voluntad  de  los  contratantes  que 
no  llegó  á manifestarse  de  un  modo  expreso. 


CÓDIGO  CIVIL 


538 

Nuestro  Código,  en  vez  de  referirse  vagamente  a!  examen 
de  las  circunstancias  del  caso,  se  remite  al  uso  que  se  inñera  de 
la  naturaleza  de  la  cosa  arrendada  según  la  costumbre  de  la 
tierra. 

Posible  es  que  en  muchas  ocasiones,  sobre  todo  tratándose 
de  fincas  urbanas,  no  exista  costumbre  sobre  el  uso,  al  menos 
con  carateres  tales  que  la  hagan  apreciable  para  el  J uez  por 
los  medios  de  prueba  que  alegue  quien  la  invoque  en  juicio:  si 
tal  ocurriera,  no  habría  otro  recurso  que  atender  al  examen  de 
esas  circunstancias  á que  aluden  algunos  Códigos,  pues  el  uso 
no  puede  ser  indiferente.  Las  partes  siempre  piensan  en  alguno 
cuando  contratan,  quizá  tienen  en  cuenta  más  de  uno  muchas 
veces,  pero  positivamente  no  se  proponen  hacer  objeto  del  con** 
trato  todos,  absolutamente  todos,  los  usos  posibles  de  la  cosa. 

Por  último,  en  cuanto  á la  hipótesis  del  incumplimiento  por 
parte  del  arrendatario  de  las  obligaciones  que  le  impone  el  nú- 
mero 2.°  del  artículo  que  comentamos,  nos  remitimos  á la  refe- 
rencia que  venimos  haciendo  al  art.  1556. 

C)  Obligación  de  pagar  los  gastos  que  ocasione  la  escritura  del 
contrato. — Es  la  última  de  las  que  enumera  el  art.  1555.  No  es  de 
las  esenciales,  y,  por  lo  tanto,  puede  derogarse  por  el  pacto:  si 
nada  se  establece  sobre  este  punto,  los  gastos  que  ocasione  la 
escritura  serán  de  cuenta  del  arrendatario. 

El  precepto  es  distinto  de  su  semejante  del  contrato  de  com- 
pra y venta,  según  el  cual,  los  gastos  del  otorgamiento  de  es- 
critura 3erán  de  cuenta  del  vendedor,  y los  de  la  primera  copia 
y posteriores  á la  venta  de  la  del  comprador,  salvo  pacto  en 
contrario. 

En  el  arrendamiento  no.  se  distingue  entre  matriz  y copias: 
todo  debe  ser  pagado  por  arrendatario,  y excusado  es  el  de- 
cir  que  los  gastos  posterioves,  exceso  de  timbre,  derechos  rea- 
les, etc.,  también,  puesto  que  el  articulo  no  habla  solamente  de 
los  gastos  de  escritura,  sino,  además,  de  los  que  ésta  ocasione. 

El  motivo  de  lá  diferencia  no  se  nos  alcanza.  Si  la  escritura, 
además  del  contrato  de  arrendamiento,  contiene  algún  otro  que 
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ocasione,  como  es  natural,  gastos  también,  por  ejemplo,  el  dé 
hipoteca  que  el  arrendatario  constituya  para  garantía  del  arren- 
dador, creemos  que  procede  hacer  la  debida  distinción  para  no 
hacer  pesar  sobre  cada  parte  más  que  aquello  que,  según  la  ley, 
corresponda. 

En  cuanto  al  caso  de  que  el  arrendatario  deje  de  satisfacer 
los  gastos  que  ocasione  la  escritura,  la  forzada  referencia  al  ar- 
tículo 1556  nos  parece  muy  violenta.  Si  el  arrendatario  no  paga 
al  Notario  el  importe  de  sus  honorarios  y suplidos,  ¿no  será  esto 
una  cuestión  particular  entre  Notario  y cliente?  ¿Se  va  á conce- 
der por  ello  al  arrendador  la  facultad  de  pedir  la  rescisión  del 
contrato?  El  Notario  demandará  al  arrendatario,  hará  uso  con- 
tra él  de  todas  las  acciones  que  la  ley  le  concede;  pero  no  podrá 
dirigirse  contra  el  arrendador,  ni  á éste  puede  sobrevenir  por 
este  motivo  ningún  perjuicio  apreciable. 

Lo  mismo  decimos  del  pago  del  impuesto  de  derechos  reales: 
el  arrendatario  es  el  que  adquiere,  contra  él  se  girará  la  corres- 
pondiente liquidación,  y la  acción  administrativa  para  nada  mo- 
lestará al  arrendador.  Lo  mismo  también  de  los  gastos  de  ins- 
cripción en  el  Registro  de  la  propiedad,  si  el  arrendamiento  es 
inscribible. 

Y sin  embargo,  el  art.  1556  está  terminante:  si  el  arrenda- 
dor ó el  arrendatario,  dice,  no  cumplieren  las  obligaciones  ex- 
presadas en  los  artículos  anteriores  (una  de  las  cuales  es  la  del 
arrendatario  de  pagar  los  gastos  que  ocasione  la  escritura)  po- 
drán pedir  la  rescisión  del  contrato  y la  indemnización  de  da- 
ños y perjuicios,  ó sólo  esto  último,  dejando  el  contrato  subsis 
tente. 

He  aquí  uno  de  los  puntos,  en  nuestra  opinión,  en  que  la  ju- 
risprudencia debe  suavizar  el  rigor  de  la  ley. 

II.  Jurisprudencia. — Desahuciado  un  arrendatario  de  un  pre- 
dio agrícola  por  incumplimiento  de  las  condiciones  del  contrato 
cuando  aun  no  había  transcurrido  un  año,  pero  sí  los  meses  su- 
ficientes para  que  recogiese,  como  en  efecto  recogió,  los  frutos  ó 
cosechas,  y habiéndose  estipulado  la  renta  por  años,  es  evidente 
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que  debe  pagar  la  de  un  año  entero,  puesto  que  ésta  se  da  en 
equivalencia  del  disfrute  de  la  cosa  arrendada,  y el  disfrute,  en 
rigor,  ha  tenido  lugar.  (Sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  3 de 
Octubre  de  1899.) 

Debiendo  hacerse  el  pago  de  la  renta  en  los  tres  primeros 
días  del  mes,  aun  cuando  el  día  15  del  mismo  se  quiso  pagar  di 
cha  renta  y el  24  se  consignó  su  importe  en  la  Caja  de  Depósi- 
tos, hubo  lugar  al  desahucio  por  falta  de  pago,  porque  éste,  real 
mente,  no  se  hizo  en  los  términos  convenidos  (Sentencia  del 
Tribunal  Supremo  de  26  de  Noviembre  de  1896.) 

III.  Códigos  extranjeros. — •Artículo  1098  del  Código  austriaco; 
el  1100  del  mismo  Código  dice  que,  excepto  en  el  caso  de  conve 
nio  especial,  si  la  cosa  se  hubiese  alquilado  por  uno  ó más  años, 
deberá  pagarse  el  alquiler  de  seis  en  seis  meses,  y si  por  menos 
tiempo,  después  del  vencimiento  del  término. 

Artículos  1772,  1773,  1775  y 1776  del  Código  del  Uruguay, 
consignándose  en  el  1775  que  será  un  goce  abusivo  en  los  pre- 
dios  rústicos  arrancar  árboles,  hacer  cortas  de  montes,  salvo  si 
el  arrendatario  lo  hiciera  para  sacar  la  madera  necesaria  para 
los  trabajos  del  cultivo  de  la  tierra  ó mejora  del  predio,  ó á fin 
de  proveerse  de  leña  ó carbón  para  el  gasto  de  la  casa.  Artícu- 
los 1554,  1555  y 1556  del  Código  argentino;  3092  y concordan- 
tes de  Baja  California  y Puebla;  1536  de  Venezuela. 

Artículos  535,  551,  583  y 584  del  Código  alemán;  las  dispo- 
siciones de  los  tres  últimos  artículos  son  las  siguientes:  que  el 
alquiler  deberá  pagarse  al  finalizar  el  mismo;  si  se  dividiese  en 
plazos,  deberá  pagarse  al  expirar  cada  uno  de  éstos;  si  en  el  al- 
quiler de  inmuebles,  el  tiempo  convenido  se  dividiese  en  plazos 
más  cortos,  se  pagará  trimestralmente  en  el  primer  día  labora- 
ble del  mes  siguiente  al  del  vencimiento:  que  el  arrendatario  de 
un  predio  dedicado  á una  explotación  agrícola  no  podrá,  sin  per 
miso  del  arrendador,  introducir,  en  el  destino  económico  del 
predio,  cambios  que  puedan  ejeroer  influencia  en  la  explotación 
después  del  tiempo  del  arrendamiento,  y que  en  el  arrenda- 
miento de  un  predio  destinado  ¿ una  explotación  agrícola,  el 
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precio  anual  deberá  pagarse  terminado  el  año  en  el  primer  dia 
laborable  del  año  siguiente. 

Artículo  1728  del  Código  francés;  1583  del  italiano;  1938  y 
siguientes  del  chileno.  El  art.  608  del  Código  portugués  formula 
las  obligaciones  del  arrendatario,  diciendo  que  consisten  en: 
l.°  Satisfacer  la  renta  en  el  tiempo  y forma  convenidos,  y cuando 
falte  apiste,  según  la  costumbre  del  país.  2.°  Responder  de 
los  daños  que  sobreviniesen  á la  cosa  arrendada  por  su  culpa  ó 
negligencia,  ó la  de  sus  criados  y subarrendatarios.  3.°  Ser- 
virse de  la  cosa  solamente  para  el  uso  convenido,  ó conforme  á 
su  naturaleza.  4.°  Dar  parte  al  propietario  de  las  usurpaciones 
intentadas  ó consumadas  por  un  tercero  y defender  los  derechos 
del  propietario  en  los  términos  en  que  el  depositario  debe  ha- 
cerlo según  el  código  portugués;  y 5.°  Entregar  la  cosa,  cuando 
termine  el  arrendamiento,  sin  deterioro,  salvo  los  que  fuesen  in- 
herentes á su  uso  ordinario. 

ARTÍCULO  1556 

Si  el  arrendador  ó el  arrendatario  no  cumplieren  las 
obligaciones  expresadas  en  los  artículos  anteriores,  po- 
drán pedir  la  rescisión  del  contrato  y la  indemnización 
de  danos  y perjuicios,  ó sólo  esto  último,  dejando  el 
contrato  subsistente. 

Incumplimiento  de  las  obligaciones  del  arrendador  ó del  arrenda  - 
tario.— El  comentario  de  este  artículo  resulta  hecho  de  cuanto 
hemos  dicho  al  hablar  de  los  dos  artículos  que  preceden. 

Las  obligaciones  á que  en  él  se  alude  son  las  que  enumeran 
los  arts.  1554  y 1555,  y al  estudiarlas  separadamente  nos  hemos 
detenido  en  la  hipótesis  de  su  incumplimiento.  Constantemente 
hemos  venido  refiriéndonos  al  art.  1556  para  fijar  la  solución 
legal  en  esa  hipótesis.  En  realidad,  poco  nos  queda  que  decir 
ahora. ^Examinarenos  el  sentido  general  del  precepto,  ya  que  de 
sus  aplicaciones  particulares  hemos  hablado  anteriormente. 

Las  obligaciones  derivadas  del  contrato  de  arrendamiento 
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son  bilaterales,  ó valiéndonos  del  tecnicismo  del  Código,  recípro- 
cas. En  este  concepto  están  sometidas  al  principio  del  art.  1124, 
que  declara  que  la  facultad  de  resolver  las  obligaciones  se  en 
tiende  implícita  en  las  recíprocas,  para  el  caso  de  que  uno  délos 
obligados  no  cumpliese  lo  que  le  incumbe,  y que  el  perjudicado 
podrá  escoger  entre  exigir  el  cumplimiento  ó la  resolución  déla 
obligación,  con  el  resarcimiento  de  daños  y abono  de  intereses 
en  ambos  casos,  pudiendo  también  pedir  la  resolución,  aun  des- 
pués de  haber  optado  por  el  cumplimiento,  cuando  este  resultase 
imposible.  Pero  este  principio,  que  rige  en  todas  las  obligaciones 
recíprocas,  es  objeto  de  distintas  aplicaciones  en  el  Código; 
cuando  hablamos  de  las  obligaciones  del  comprador  estudiamos 
alguna  de  ellas. 

Al  aplicar  la  ley  dicho  principio,  que  formula,  de  un  modo  ge- 
neral en  el  art.  1 124,  á los  casos  particulares,  procura  adaptarlo 
á la  naturaleza  de  los  hechos  que  condiciona,  cuando  estima 
que  el  principio,  por  razón  de  estos  hechos,  debe  sufrir  alguna 
modificación.  De  suerte  que  unas  veces  se  limita  á citar  el  ar- 
tículo 1124,  como  por  ejemplo  en  el  art.  1503,  y otras  formula 
concretamente  la  variante  que  ha  de  tenerse  en  cuenta,  bien 
haciéndola  constar,  bien  suprimiendo  alguno  de  los  elementos 
del  precepto  del  art.  1124. 

Desde  luego  se  comprende  que  el  artículo  que  comentamos 
que  declara,  que  si  el  arrendador  ó el  arrendatario  no  cumplie 
ren  las  obligaciones  expresadas  en  los  artículos  anteriores,  po 
drán  pedir  la  rescisión  del  contrato  y la  indemnización  de  daños 
y perjuicios,  ó sólo  esto  último,  dejando  el  contrato  subsistente, 
contiene  una  evidente  aplicación  del  principio  del  art.  1124.  El 
enlace  y la  relación  de  ambos  preceptos  no  puede  ofrecer  duda. 
Pero  ¿es  el  art.  1556  reproducción  fidelísima  del  1124,  hasta  el 
punto  que  nada  nuevo  hay  que  añadir  al  comentario  de  este,  ó 
es  de  notar  alguna  modificación? 

En  nuestra  opinión  se  procedería  con  manifiesto  error,  si  se 
estimase  que  ambos  preceptos  eran  absolutamente  idénticos. 
Entre  ellos  encontramos  una  sustancial  diferencia. 
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En  las  obligaciones  recíprocas,  en  general,  las  partes  pueden 
pedir  la  resolución  ó el  cumplimiento,  con  el  resarcimiento  de 
daños  y abono  de  intereses  en  ambos  casos;  pero  en  ouanto  á la 
resolución,  ha  sido  expresamente  conferida  á los  tribunales  la 
facultad  de  no  acceder  á ella,  si  á su  juicio  hubiese  causas  jus- 
tificadas que  les  autoricen  para  señalar  plazo. 

En  el  artículo  que  comentamos,  igual  derecho  se  concede  al 
arrendador  y arrendatario,  pero  la  reserva  á favor  de  los  tri- 
bunales no  existe.  Creemos,  pues,  que  una  vez  demostrado  que 
una  cualquiera  de  las  partes  ha  dejado  de  cumplir  alguna  de  sus 
obligaciones,  si  la  otra  pide  la  rescisión  del  contrato,  la  autori- 
dad judicial  no  tendrá  más  remedio  que  declararla,  sin  que  le 
sea  dado  entrar  en  la  apreciación  de  si  hay  ó no  causas  justifica- 
das para  el  señalamiento  del  plazo. 

Nos  mue  ven  á pensar  así  varias  razones  que  consideramos 
decisivas.  En  primer  lugar,  la  consideración  de  la  naturaleza 
del  arrendamiento,  que  exige  una  reglamentación  rigorosa  para 
las  dos  pari.es,  para  no  prolongar  la  situación  en  que  respecti 
vamente  pueden  encontrarse  de  tener  el  uno  la  finca  de  su  pro- 
piedad en  poder  de  una  persona  que  sobre  no  pagar  quizá  la 
renta,  puede  causar  en  ella  perjuicios  que  su  insolvencia  tal  vez 
haga  irreparables,  y de  verse  el  otro  atado  á las  responsabilida- 
des de  un  arrendamiento  que  le  es  perfectamente  inútil  por  culpa 
del  arrendador. 

Por  otra  parte,  si  el  Código  hubiese  querido  reservar  á los 
tribunales  eu  este  lugar  la  facultad  que  les  concede  el  art.  1124, 
lo  hubiese  dicho  expresamente,  ya  de  un  modo  concreto  en  este 
artículo  que  comentamos,  ya  suprimiendo  por  completo  todo  el 
contenido  del  art.  1556,  y diciendo  en  su  lugar  únicamente  que 
en  el  arrendamiento  se  observará  el  precepto  del  art.  1 124,  con 
lo  cual  la  referencia  lisa  y llana  no  hubiera  dado  lugar  á duda 
alguna. 

Se  nos  hace  muy  difícil  de  comprender  que  cuando  la  ley 
terminantemente  concede  á una  persona  el  derecho  de  pedir  tal 
cosa,  se  deba  afirmar  que  á los  tribunales  siempre  compete  la 
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facultad  de  otorgar  6 do  aquello  que  la  ley  concedió.  Para  que  á 
los  tribunales  corresponda  ese  poder  discrecional,  es  menester 
que  les  haya  sido  atribuido  expresamente,  y cuando  se  les  atri- 
buye para  ciertos  casos,  no  creemos  que  la  interpretación  deba 
amp  iarlo  á otros.  Esto  no  quiere  decir  que  á la  autoridad  judi 
cial  no  pertenezca  privativamente  la  apreciación  de  si  se  está  ó 
no  en  el  supuesto  legal,  sino  que,  una  vez  entendido  así,  lo  demás 
se  puede  decir  que  casi  no  es  ya  obra  del  J uez,  sino  de  la  ley:  si 
se  está  en  el  supuesto  legal  (y  el  conocimiento  de  este  hecho 
nadie  puede  disputárselo  al  Juez),  la  aplicación  de  lo  que  la  ley 
dispone  es  ineludible. 

Estimamos,  pues,  en  vista  de  estas  consideraciones,  que  si 
bien  el  art.  1556  es  aplicación  del  1124,  no  se  puede  entender 
como  su  exacta  reproducción,  que  la  facultad  que  en  éste  se  con- 
cede á los  tribunales  no  se  da  en  el  que  comentamos,  y que,  por 
consiguiente,  apreciados  por  el  Juez  como  verdaderos  los  hechos 
que  entrañen  el  incumplimiento  de  cualquiera  de  las  obligacio 
ne3  contenidas  en  los  arts.  1554  y 1555,  no  puede  bajo  pretexto 
de  que  existan  causas  justificadas  que  le  autoricen  para  señalar 
plazo,  negar  la  declaración  de  rescisión  si  ésta  es  pedida  por  la 
parte  á quien  interese. 

Opinión  contraria  á la  que  acabamos  de  indicar  sostiene  Lau* 
rent  refiriéndose  al  Código  francés  y fundándose  en  textos  se 
mojantes  á los  nuestros;  pero  sus  argumentos  no  nos  convencen, 
porque  tácitamente  parten  del  supuesto  de  que  el  poder  discre- 
cional concedido  al  Juez  en  materia  de  resolución  deobligaciones, 
no  sufre  alteración  en  los  casos  particulares. 

Los  motivos  de  rescisión  del  contrato,  según  el  artículo  que 
comentamos,  son  concretamente  los  que  significan  incumpli- 
miento de  las  obligaciones  contenidas  en  los  1554  y 1555;  pero 
esto  no  quiere  decir  que  tales  motivos  sean  los  únicos  que  pue- 
dan conducir  á esa  solución,  y que  no  pueda  derogarse  ó modi- 
ficarse esta  rescisión  legal.  Las  partes  pueden  restringir  ó am- 
pliar esta  sanción  por  medio  del  pacto.  La  restringirán  si  decla- 
ran que,  aun  cuando  deje  de  cumplirse  alguna  de  dichas  obliga- 
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ciones,  no  habrá  lugar  á la  rescisión  ó deberán  preceder  á ella 
requerimientos  ú otros  actos.  La  ampliarán  cuando  á cualquiera 
de  las  muchas  condiciones  que  pueden  establecer  en  el  arrenda- 
miento, añadan  la  cláusula  rescisoria.  Tanto  en  uno  como  en 
otro  caso,  la  ley  del  pacto  lícito  debe  ser  rigorosamente  obser- 
vada. 

Debe  asimismo  tenerse  en  cuenta  que  el  precepto  del  ar- 
tículo 1556  no  altera  ni  limita  la  eficacia  del  art.  1569,  que  fija 
las  justas  causas  del  desahucio,  y que  no  puede  racionalmente 
nacer  cuestión  alguna  de  la  comparación  de  un  artículo  con  otro, 
que  tienda  á desvirtuar  la  acción  de  desahucio  que  el  arrenda- 
dor interponga  contra  el  arrendatario  en  los  casos  en  que  la  ley 
concretamente  lo  autoriza. 

Se  ha  dudado  si  el  incumplimiento  de  sus  obligaciones  por 
parte  del  que  pide  la  declaración  de  rescisión,  será  motivo  sufi- 
ciente para  impedir  que  tal  declaración  recaiga.  Por  ejemplo,  el 
arrendador  la  solicita  fundándose  en  el  mal  uso  que  el  arrenda- 
tario hace  de  la  cosa  arrendada;  pero  éste  demuestra  que  aquél 
no  ha  llevado  á cabo  las  reparaciones  á que  estaba  obligado.  La 
opinión  más  general  afirma  que  la  rescisión  no  procede  en  este 
caso,  y tal  vez  sea  esto  lo  que  más  concuerda  con  el  espíritu  del 
art.  1124,  que  al  referirse  al  caso  de  que  uno  de  los  obligados 
no  cumpliese  lo  que  le  incumbe,  parece  dar  á entender  que  forma 
parte  del  supuesto  legal  el  que  el  otro  haya  realizado  escrupu- 
losamente lo  que  le  pertenece. 

No  negamos,  sin  embargo,  que  en  la  práctica  los  motivos  de 
duda  pueden  ser  grandes.  Ciertamente  que  el  no  haber  cumplido 
el  demandante  sus  obligaciones  le  coloca  en  situación  poco  reco- 
mendable para  exigir  del  demandado  las  consecuencias  de  un 
celo  que  él  no  ha  tenido,  pero  siempre  habrá  algunos  puntos  que 
convendrá  aclarar,  á saber:  la  entidad  de  las  respectivas  trans- 
gresiones, su  naturales»,  la  relación  que  entre  ellas  pueda  exis- 
tir, y muy  principalmente  si  el  demandado  renunció  en  algún 
modo  á la  acción  que  á él  correspondía  por  el  incumplimiento  del 

demandante  ó si  éste  le  compensó  de  dicho  incumplimiento. 
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El  Proyecto  de  1851  fijaba  algunas  de  las  consecuencias  de 
la  resolución  del  contrato;  así  decía  en  el  art.  1480,  que  si  se  re- 
solviese el  contrato  por  falta  del  arrendatario,  tiene  este  obli- 
gación  de  pagar  el  pi’ecio  del  arrendamiento  por  todo  el  tiempo 
que  medie  basta  que  se  pueda  celebrar  otro,  además  de  los  da- 
ños y perjuicios  que  se  hayan  irrogado  al  propietario.  Algunos 
autores  también  se  ocupan  del  estudio  de  esas  consecuencias. 
Pero  nuestro  Código  no  las  determina  en  el  título  del  arrenda- 
miento, ni  nosotros  tampoco  tenemos  por  qué  ocuparnos  de  ellas 
ahora,  pues,  en  este  punto,  son  de  observar  los  principios  con- 
tenidos en  el  capítulo  5.°,  tít.  2.°  del  -libro  4.°,  á cuyo  comen- 
tario nos  remitimos. 

Por  último,  en  la  jurisprudencia  posterior  al  Código,  encon- 
tramos la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  28  de  Febrero 
de  1902,  que  declara  que  cuando  el  arrendador  no  entrega  al 
arrendatario  la  cosa  arrendada  en  el  día  estipulado,  procede  que 
éste  haga  uso  de  la  acción  rescisoria. 

Según  la  sentencia  de  la  Sala  tercera  del  Tribunal  Supremo 
de  31  de  Mayo  de  1905,  la  Administración  no  tiene  obligación 
alguna  de  indemnizar  á los  concesionarios  de  almadrabas  los 
perjuicios  sufridos  por  las  operaciones  de  salvamento  de  mer- 
cancías y buques  náufragos,  pues  son  acciientes  que  la  Admi- 
nistración no  está  obligada  á precaver  ni  á reparar. 

Concordancias. — El  art.  1479  del  Proyecto  de  1851,  concede 
únicamente  al  arrendador  la  facultad  que  en  el  artículo  que  he- 
mos comentado  se  atribuye  al  arrendador  y al  arrendatario.  Los 
Códigos  extranjeros  no  suelen  contener  una  fórmula  general 
como  la  del  art.  1556  del  nuestro,  sino  que  en  los  casos  concre- 
tos de  incumplimiento  de  las  obligaciones  que  establecen,  van 
indicando  las  soluciones  jurídicas  que  proceden. 

ARTÍCULO  1557 

El  arrendador  no  puede  variar  la  forma  de  la  cosa 
arrendada. 
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Se  prohíbe  al  arrendador  variar  la  Jorma  de  la  cosa  arrendada 

Una  de  las  obligaciones  del  arrendador  es  la.  de  mantener  al 
arrendatario  en  el  goce  pacífico  del  arrendamiento  por  todo  el 
tiempo  del  contrato.  La  hemos  estudiado  en  el  núm.  3.°  del  ar  • 
tículo  1554.  Pues  bien:  la  obligación  que  le  impone  el  que  ahora 
comentamos,  prohibiendo  variar  la  forma  de  la  cosa  arrendada, 
es  una  derivación  de  aquélla,  hasta  el  punto  de  que  muy  bien 
pudieran  haber  estado  agrupadas,  sin  que  por  ello  se  hubiera 
resentido  la  economía  del  Código.  El  arrendador  debe  mantener 
el  goce  del  arrendatario,  amparándole  contra  perturbaciones  de 
terceros,  y absteniéndose  él  mismo  de  perturbarle.  Ahora  bien; 
el  cambio  de  forma  implicaría  una  perturbación;  de  aquí  el  en- 
lace de  los  dos  preceptos. 

En  presencia  de  la  terminante  prohibición  que  pesa  sobre  el 
arrendador  de  variar  la  forma  de  la  cosa  arrendada,  preguntan 
los  comentaristas  si  toda  alteración  estará  realmente  prohibida 
ó si  algunas  de  ellas  serán  lícitamente  posibles;  y autores  de 
tanto  peso  y de  tanta  autoridad  como  Pothier,  discurren  sobre 
la  distinción  de  que  las  variaciones  afecten  á una  parte  consi- 
derable de  la  cosa,  ó tan  sólo  á parte  pequeña  y de  poca  entidad. 

Nunca  nos  ha  parecido  muy  jurídico,  cuando  la  ley  formula 
en  absoluto  una  prohibición,  discutir  baldíamente  el  más  y el 
menos,  el  tanto  y el  cuanto  de  su  alcance,  porque  parócenos  que 
el  solo  hecho  de  poner  la  cuestión  en  esos  términos  va  ya  con  • 
tra  el  espíritu  del  precepto,  el  cual,  lejos  de  ser  de  esa  suerte 
comentado,  resulta  modificado.  Si  la  prohibición  de  hacer  ó no 
hacer  que  la  ley  impone  es  absoluta,  hay  que  mantener  á todo 
trance  lo  absoluto  de  su  sentido,  pues  de  lo  contrario  lo  que  se 
comenta  no  es  la  regla,  sino  el  concepto,  con  el  cual,  sin  darnos 
cuenta,  la  sustituimos. 

No  creemos,  por  lo  tanto,  que  al  preguntarse  si  el  cambio 
de  forma  afecta  á la  mayor  ó á la  menor  parte  de  la  cosa  debe 
contestarse  como  lo  hace  Pothier,  sino  simplemente  negar  la 
oportunidad  de  la  distinción,  alegando  que  la  ley  no  distingue. 

Lo  que  sí  puede  discutirse  es  qué  es  lo  que  se  entiende  por 
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cambio  de  forma,  en  lo  que  viene  á residir  la  verdadera  dificul- 
tad del  precepto.  Cambia  de  forma  una  sortija  cuando,  por 
ejemplo,  se  hace  de  ella  un  alfiler  de  corbata;  cambia  de  forma 
un  bosque  cuando  se  desmonta  y se  convierte  en  tierra  de  pan 
• cambia  de  forma  una  finca  urbana  cuando  de  casa-ha- 
bitación se  convierte  en  un  almacén.  De  suerte  que  siempre  que 
vemos  que  la  cosa  deja  de  ser  apta  para  un  determinado  fin  y 
se  convierte  en  útil  para  otro  distinto,  diremos,  en  términos 
generales,  que  ha  cambiado  de  forma.  ¿Basta  este  concepto 
para  explicarnos  el  sentido  del  artículo?  En  nuestra  opinión,  no. 

Sin  necesidad  de  que  la  alteración  sea  tan  sustancial,  debe 
entenderse  que  hay  cambio  de  forma  en  otros  muchos  casos.  Y 
es  que  á lo  que  hay  que  atender  es  al  goce  que  al  arrendatario 
corresponde  sobre  la  co3a,  y á la  obligación  del  arrendador  á 
respetar  y mantener  á aquél  en  ese  goce,  no  solamente  evitando 
actos  ajenos  que  lo  entorpezcan,  sino  absteniéndose  de  ejecutar 
actos  propios  que  pudieran  producir  el  mismo  resultado.  La  ex- 
tensión y contenido  del  goce  ó uso  pactado  nos  dará,  pues,  la 
norma  en  este  punto. 

Huelgan,  por  consiguiente,  las  cuestiones  que  algunos  han 
propuesto  sobre  si  será  ó no  posible  cambiar  la  forma,  no  de  la 
cosa  misma,  sino  de  sus  accesorios;  sobre  si  ese  cambio  será  li- 
cito cuando  beneficie  al  arrendatario,  ó no  le  perjudique,  por- 
que esos  no  son  los  puntos  de  vista  que  hay  que  tener  en  cuenta. 

Todo  lo  que  sea  salirse  de  la  mera  consideración  de  si  con  la 
alteración  introducida  sufre  alguna  merma,  entorpecimiento  ó 
perturbación  el  goce  del  arrendatario,  es  sacar  la  cuestión  de 
sus  naturales  términos  y ponerla  en  otros  muy  distintos  de  los 
verdaderos  motivos  de  la  ley. 

De  acuerdo  con  este  criterio,  ha  podido  declarar  la  juris- 
prudencia francesa  que  puede  haber  cambio  de  forma  al  efecto 
de  que  tratamos  sin  que  la  cosa  experimente  transformación  al- 
guna material.  Asi,  por  ejemplo,  se  estimó  que  el  propietaria 
no  podía  construir  un  nuevo  cuerpo  de  edificación  frente  al  de- 
partamento arrendado,  porque  con  ello  disminuía  las  luces  do 
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que  el  inquilino  disfrutaba  desde  el  comienzo  del  arriendo,  y 
que,  sin  duda,  por  formar  parte  integrante  del  goce  del  arren 
datario,  se  tuvieron  en  cuenta  al  pactar  el  arrendamiento. 
Cierto,  como  dice  Laurent,  que  otro  propietario  que  no  fuese  el 
arrendador  hubiera  podido  hacer  en  su  terreno  lo  que  á éste  se 
prohibió;  pero  ese  propietario  extraño  á nada  estaba  obligado 
con  el  arrendatario,  mientras  que  el  arrendador  se  encontraba 
ligado  á él  por  un  vínculo  contractual. 

Por  último,  tomamos  también  de  Laurent  el  siguiente  caso, 
de  igual  modo  resuelto  por  los  Tribunales  franceses,  porque  elo- 
cuentemente pone  de  manifiesto  el  sentido  que,  en  nuestra  opi- 
nión, debe  atribuirse  al  art.  1557  de  nuestro  Código.  Un  oficial 
de  Marina  tomé  en  arrendamiento  el  tercer  piso  de  una  casa  en 
París,  boulevard  Montmartre,  por  un  precio  anual  de  8.000 
francos.  El  segundo  piso  estaba  ocupado,  al  tiempo  de  consti- 
tuirse el  arriendo,  por  las  oficinas  de  administración  de  un  fe- 
rrocarril, y el  primero  por  un  círculo  que,  según  los  términos 
del  contrato,  no  sería  accesible  más  que  para  los  socios,  y en  el 
cual  habían  de  reinar  las  mejores  costumbres.  Posteriormente, 
estos  dos  pisos  fueron  arrendados  para  instalar  un  restaurant. 
El  marino  en,  vista  de  esto,  demandó  al  propietario,  pidiéndole 
la  rescisión  del  contrato,  con  indemnización  de  daños  y perjui- 
cios. La  demanda  prosperó:  estimóse  que  por  cambio  de  forma 
debía  entenderse  toda  modificación  esencial  que,  sin  destruir  la 
sustancia  de  la  cosa,  cambia  sus  condiciones  y la  hace  impropia 
para  el  uso  á que  estaba  destinada.  El  arrendatario  del  tercer 
piso  lo  había  arrendado  en  una  casa  cuyos  demás  inquilinos 
ofrecían  completa  garantía  de  tranquilidad,  de  moralidad  y de 
seguridad;  por  el  contrario,  un  restaurant  que  tenía  treinta  sa- 
lones y gabinetes,  era  una  causa  incesante  de  perturbación  para 
la  familia,  por  la  afluencia  á todas  horas  de  un  público  nume- 
roso, compuesto  de  personas  de  diferentes  edades,  de  diferentes 
sexos,  por  el  movimiento  y el  ruido  que  esto  ocasionaba  y por 
la  dificultad  de  mantener  la  debida  vigilancia  en  las  distintas 
escaleras. 
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Nuestro  Tribunal  Supremo,  en  sentencia  de  24  de  Junio 
de  1905,  ha  declarado  que  la  prohibición  impuesta  al  arrenda- 
dor en  el  art.  1557,  de  variar  la  forma  de  la  cosa,  no  le  impide 
modificarla,  con  tal  que  no  estorbe  ni  contraríe  su  uso  y destino, 
con  mayor  motivo  si  el  arrendatario  estuvo  conforme  ó asintió  á 
las  cbras  hechas. 

Concordancias. — Artículo  1488  del  Proyecto  de  1851;  1723 
del  Código  francés;  157  9 del  italiano;  núm.  2.°  del  1606  del  por- 
tugués, 1928  del  chileno;  1 523  del  argentino;  1533  del  de  Vene- 
zuela, y 3084  del  de  Baja  California  y Puebla. 


ARTÍCULO  1558 

Si  durante  el  arrendamiento  es  necesario  hacer  al- 
guna reparación  urgente  en  la  cosa  arrendada  que  no 
pueda  diferirse  hasta  la  conclusión  del  arriendo,  tiene 
el  arrendatario  obligación  de  tolerar  la  obra,  aunque 
le  sea  muy  molesta,  y aunque  durante  ella  se  vea  pri- 
vado de  una  parte  de  la  finca. 

Si  la  reparación  dura  más  de  cuarenta  días,  debe 
disminuirse  el  precio  del  arriendo  á proporción  del 
tiempo  y de  la  parte  de  la  finca  de  que  el  arrendatario 
se  vea  privado. 

Si  la  obra  es  de  tal  naturaleza  que  hace  inhabitable 
la  parte  que  el  arrendatario  y su  familia  necesitan 
para  su  habitación,  puede  éste  rescindir  el  contrato. 

Iterar  aciones  en  la  cosa  arrendada. — Tanto  este  artículo  como 
el  1554,  núm.  2.°,  se  refieren  á reparaciones,  obras  ó trabajos 
en  la  finca  arrendada  de  carácter  necesario. 

Si  la  reparación  no  es  necesaria,  ni  el  arrendador  tiene  obli- 
gación de  hacerla,  ni  aun  queriéndola  hacer,  tiene  el  arrendata- 
rio obligación  de  tolerarla  siempre  que  en  algo,  poco  ó mucho, 
perturbe  el  tranquilo  uso  ó goce  de  la  finca  arrendada.  Así  se 
deduce  claramente  del  art.  1554,  núm.  3.°,  y del  mismo  articule 
que  nos  toca  ahora  examinar,  que  en  tanto  consiente  obras  ó re 
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paraciones  en  cuanto  sean  de  carácter  necesario  y tan  urgentes 
que  no  puedan  diferirse  hasta  la  conclusión  del  arriendo. 

Ocupémonos,  pues,  del  articulo,  bajo  la  base  de  tratarse  de 
reparaciones  necesarias. 

El  número  2.°  del  art.  1554,  impone  al  arrendador  la  obliga- 
ción de  hacer  en  la  cosa  objeto  del  contrato,  durante  el  arrenda- 
miento, todas  las  reparaciones  necesarias  á fin  de  conservarla 
en  estado  de  servir  para  el  uso  á que  ha  sido  destinada. 

Ya  hemos  estudiado  este  precepto  en  el  lugar  oportuno  como 
un  deber  del  arrendador.  Pero  el  que  tiene  obligación  de  hacer 
una  cosa,  tiene  también  el  derecho  de  realizarla,  derecho  que 
muestra  su  lado  útil  en  cuanto  se  puede  hacer  valer  para  que 
por  nadie  se  pongan  obstáculos  al  cumplimiento  de  la  obligación. 

En  este  sentido,  si  el  arrendador  está  obligado  á reparar  la 
cosa,  le  asiste  también  el  derecho  de  verificar  las  reparaciones, 
derecho  cuyos  motivos  se  justifican  aún  más  teniendo  en  cuenta 
la  necesidad  de  la  conservación  de  la  cosa  arrendada. 

Pero  si  la  reparación  de  que  se  trata  no  es  de  esas  comunes 
y corrientes,  de  las  llamadas  ordinarias,  cuya  duración  es  es- 
casa y cuyas  molestias  son  fácilmente  tolerables,  sino  de  aque- 
llas otras  que  3e  denominan  extraordinarias  que,  implicando 
obras  de  más  importancia,  suponen  una  verdadera  perturba- 
ción en  el  goce  del  arrendatario,  puesto  que  merma  ó entorpece 
su  aprovechamiento,  entonces  surge  la  oposición  que  es  pre- 
ciso resolver  mediante  la  fórmula  de  armonía  que  el  derecho  su- 
ministre. 

Es  menester,  en  primer  lugar,  fijar  el  límite  de  la  cuantía  de 
las  reparaciones,  dentro  del  cual  el  arrendador  podrá  no  obs- 
tante el  arrendamiento  pactado  y en  ejecución,  llevar  á cabo  las 
obras  necesarias,  y en  segundo,  ver  las  naturales  compensacio- 
nes que  al  arrendatario  se  conceian  á cambio  del  perjuicio  que 
se  le  cause. 

En  cuanto  al  límite  expresado,  el  Código  lo  formula  con  bas- 
tante claridad.  Se  tía  de  tratar  de  reparaciones  urgentes  que 
no  uuedan  diferirse  hasta  la  conclusión  del  arriendo;  siendo  de 
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esta  entidad,  el  arrendador  tiene  perfecto  derecho  á llevarlas  á 
cabo,  y el  arrendatario  no  puede  fundadamente  oponerse.  La 
necesidad  de  la  conservación  de  la  cosa  así  lo  exige,  y la  obli- 
gación del  arrendatario  de  soportar  las  obras,  casi  podría  califi- 
carse de  requisito  natural,  pues  desde  luego  36  debe  estimar  so- 
breentendido en  todo  contrato  de  arrendamiento,  que  si  durante 
el  tiempo  del  mismo  se  hace  indispensable  una  reparación,  cuya 
no  ejecución  ponga  en  peligro  la  cosa,  es  lógico  que  no  deje  de 
hacerse  por  consideración  al  arrendatario,  cuyo  derecho  como 
tal  ha  de  estar  subordinado  á la  subsistencia  de  la  cosa. 

Completa  el  pensamiento  del  Código  la  afirmación  que  hace 
en  el  párrafo  primero  del  artículo  que  comentamos,  de  que  la 
obligación  del  arrendatario  de  tolerar  la  obra  tiene  completa  efi- 
cacia, aunque  le  sea  muy  molesta  y aunque  durante  ella  se  vea 
privado  de  una  parte  de  la  finca. 

Nada  dice  el  Código  en  este  primer  párrafo  de  que  el  arren 
dador  deba  indemnizar  al  arrendatario,  de  suerte  que,  como 
principio  general,  no  se  puede  hablar  de  tal  indemnización  que 
la  ley  no  establece.  Pero  si  como  principio  general  no  está  con- 
signada la  indemnización  en  el  Código,  esto  no  quiere  decir  que 
en  algunos  casos  no  proceda.  Si  á consecuencia  de  las  obras,  por 
falta  de  cuidado  en  los  que  las  ejecutan,  se  causa  al  arrendata- 
rio daño  ó deterioro  en  alguno  de  los  objetos  de  su  propiedad 
que  en  la  casa  tenga,  justo  es,  en  nuestra  opinión,  que  este  daño 
sea  indemnizado.  De  manera  que,  tal  como  nosotros  entende- 
mos, el  precepto  y el  silencio  del  Código  sobre  la  indemnización 
estimamos  que  ésta  no  procederá  por  la  mera  molestia,  por  la 
mera  privación  de  parte  de  la  finca  que  á consecuencia  de  la 
obra  experimente  el  propietario,  sino  por  los  daños  especiales 
que  en  las  cosas  del  arrendatario  se  ocasionen.  La  obligación  de 
indemnizar  estos  daños  no  hay  que  buscarla,  en  rigor,  en  el  ar- 
tículo 1558,  sino  en  los  principios  generales  de  derecho  que 
bastan  para  producirla. 

Veamos  ahora  lo  que  concretamente  ha  establecido  el  Código 
en  beneficio  del  arrendatario. 
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Dos  distinciones  van  implícitas  en  el  artículo,  que  es  menes- 
ter tener  en  cuenta,  apreciándolas,  no  aisladamente,  sino  con  el 
forzado  enlace  que  entre  ellas  existe.  Estas  distinciones  son: 
primera,  que  la  obra  dure  cuarenta  dias  ó menos,  ó que  dure 
más  de  cuarenta  días;  segunda,  que  la  obra  haga  inhabitable,  6 
no,  la  parte  que  el  arrendatario  y su  familia  necesitan  para  su 
habitación. 

A)  Que  la  obra  dure  cuarenta  dias  6 menos.  — Dentro  de  este 
caso  hay  que  distinguir  el  que  se  haga  ó no  inhabitable  la  parte 
necesaria  para  habitación  del  arrendatario  y su  familia.  Si  no 
obstante  la  obra,  el  arrendatario  puede  seguir  con  su  familia  vi- 
viendo en  la  finca,  rige  en  toda  su  integridad  el  criterio  que 
antes  hemos  expuesto,  á saber:  el  arrendatario  tiene  que  sopor- 
tar la  obra,  no  puede  solicitar  compensación  alguna  por  las  mo- 
lestias que  se  le  ocasionen,  aunque  sean  grandes,  ni  le  es  lícito 
demandar  rebaja  de  precio.  Unicamente,  como  antes  también 
indicamos,  si  la  obra  ocasiona  daño  á alguno  de  los  objetos  de 
su  propiedad  que  en  la  finca  tenga,  podrá  exigir  que  ese  daño  se 
le  resarza. 

Si,  por  el  contrario,  á consecuencia  de  la  obra  el  arrendata- 
rio y su  familia  no  pueden  habitar  la  finca,  entendemos  que  le 
asistirá  el  derecho  de  pedir  la  rescisión  del  contrato,  según  el 
párrafo  tercero  del  artículo  que  comentamos.  La  disposición  de 
ese  párrafo,  colocado  inmediatamente  después  del  segundo  que 
trata  del  caso  do  que  la  reparación  dure  más  de  cuarenta  días, 
pudiera  á primera  vista  inducir  al  error  de  pensar  que  su  pre- 
cepto sólo  es  aplicable  en  el  supuesto  de  dicho  párrafo  segundo, 
esto  es,  cuando  la  reparación  dure  más  de  cuarenta  días:  pero 
atentamente  examinado,  no  nos  parece  razonable  tal  conclusión. 

Si  la  casa  llega  á hacerse  inhabitable  para  el  arrendatario  y 
su  familia,  sea  por  más  de  cuarenta  días  ó sea  por  menos,  falta 
una  condición  esencial  para  la  subsistencia  del  arrendamiento, 
ha  llegado  á desaparecer,  aunque  sea  temporalmente,  la  causa 
del  contrato  para  el  arrendatario,  y el  remedio  de  la  rescisión  se 
muestra  como  el  único  justo  y adecuado  á las  circunstancias. 
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En  el  caso  de  que  la  rescisión  so  declare,  no  podrá  el  arren- 
datario, por  razón  de  ella,  pedir  indemnización  de  perjuicios. 

El  derecho  de  pedir  la  rescisión  es  potestativo  en  el  arren- 
datario, ós  decir,  que  sólo  podrá  ser  declarada  á su  instancia, 
mas  no  á instaucia  del  arrendador,  porque  si  el  arrendatario 
buscase  otra  casa  mientras  se  hace  la  obra  y estimase  que  le 
convenía  pagar  mientras  tanto  dos  alquileres  antes  que  acudir 
á la  rescisión,  no  hay  inconveniente  alguno  legal  en  que  así  lo 
haga.  Lo  que  no  podrá,  durando  la  reparación  cuarenta  días  ó 
menos,  es  exigir  rebaja  proporcional  de  renta. 

B)  Que  la  obra  dure  más  de  cuarenta  días.  — Análoga  distinción 
que  en  el  anterior  procede  hacer  en  este  caso.  Si  la  obra  es  de 
tal  naturaleza  que  al  arrendatario  y á su  familia  se  le  hace  im- 
posible habitar  la  finca,  el  remedio  jurídico  es  la  rescisión,  á 
instancia  del  arrendatario  y sin  derecho  á pedir  por  ella  indem- 
nización. 

Pero  en  este  caso,  al  arrendatario  puede  corresponder  ade- 
más otro  derecho  que  es  el  de  exigir  la  rebaja  proporcional  de 
renta  á tenor  de  lo  que  dispone  el  párrafo  segundo  del  artículo 
que  comentamos.  Si  la  finca  arrendada  se  compone  no  sólo  de  la 
parte  destinada  á habitación,  sino  de  otros  departamentos  ó de 
tierras  anejas,  el  arrendatario  puede  preferir  á la  rescisión  del 
contrato  la  subsistencia  del  mismo  con  la  rebaja  del  precio  re- 
gulado de  la  manera  que  dispone  dicho  párrafo  segundo. 

Por  el  contrario,  si  la  finca  arrendada  se  compusiese  única- 
mente de  la  parte  destinada  á habitación,  es  claro  que  al  hacerse 
inhabitable  por  efecto  de  la  reparación,  ninguna  otra  parte  de  la 
5 casa  queda  al  arrendatario  y,  por  lo  tanto,  falta  una  de  las  ba- 
ses que  sirven  para  regular  la  rebaja  proporcional  de  la  renta 
que  es  la  apreciación  de  la  parte  de  cosa  de  que  el  arrendatario 
se  vea  privado,  que  en  este  caso  no  existe  porque  se  ve  privado 
de  la  totalidad. 

Este  es  el  motivo  de  que  digamos  que  al  arrendatario  pueden 
Corresponder  dos  derechos  á su  elección,  el  de  pedir  la  rescisión 
ó «1  de  exigir  la  rebaja  del  precio;  pero  no  afirmamos  que  siempre 
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le  correspondan:  porque  eso  dependerá  de  la  naturaleza  de  la 
cosa  arrendada. 

El  segundo  extremo  de  la  distinción  es  el  caso  en  el  cual,  du- 
rando la  reparación  más  de  cuarenta  dias,  sea  posible  al  arren- 
datario y á su  familia  seguir  habitando  la  finca  aunque  se  vea 
privado  de  otra  cierta  parte  de  ella.  La  solución  que  da  el  Có- 
digo es  la  disminución  del  precio  del  arriendo.  La  base  para 
determinar  la  cuantía  en  que  el  precio  debe  disminuirse  es  la 
consideración  del  tiempo  y de  la  parte  de  finca  de  que  el  arren- 
datario se  vea  privado.  Proporcionalmente  se  hará  la  deducción. 

No  necesitamos  decir  que  la  parte  de  finca  que  el  arrenda- 
tario deje  de  disfrutar  durante  la  reparación  no  se  ha  de  esti- 
mar para  los  efectos  del  cálculo  por  su  mera  extensión,  sino  por 
la  utilidad  que  al  arrendatario  producía,  apreciando  el  tanto  por 
ciento  que  dentro  del  precio  total  significaba  la  fracción  de  él 
qae  era  lícito  atribuir  á la  parte  de  que  el  arrendatario  se  vea 
privado. 

Una  cuestióu  ha  sido  discutida  en  derecho  francés  con  mo- 
tivo del  precepto  análogo  al  que  comentamos  y que  conviene 
prevenir  en  nuestro  Código.  Pregunta  Laurent  que  si  la  repa- 
ración dura,  por  ejemplo,  sesenta  días,  ¿á  razón  de  cuántos  días 
debe  ser  indemnizado  el  arrendatario?  ¿A  razón  de  los  sesenta 
ó á razón  solamente  de  veinte? 

Es  decir,  que  como  por  las  reparaciones  que  no  exceden  de 
cuarenta  días  no  ha  lugar  á indemnización,  surge  la  duda  de  si 
cuando  excedan  de  ese  tiempo  se  han  de  descontar  siempre  los 
cuarenta  primeros  días  por  entenderse  que  el  arrendatario  en 
todo  caso  está  obligado  á sufrir  las  molestias  de  la  obra,  sin  de- 
recho á indemnización  alguna  durante  ese  forzado  plazo  de  los 
expresados  cuarenta  días. 

Los  autores  franceses,  salvo  Troplong,  por  lo  general,  están 
conformes  en  la  opinión  que  tenemos  por  acertada. 

Si  la  reparación  dura  más  de  cuarenta  días,  dice  el  párrafo 
segundo  del  artículo  que  comentamos,  debe  disminuirse  el  precio 
del  arriendo  á proporción  del  tiempo  y de  la  parte  de  la  finca  de 
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que  el  arrendatario  se  vea  privado.  El  párrafo  podrá  no  estar  bien 
redactado;  pero  claramente  se  entiende,  fijándose  en  lo  subra- 
yado, que  hay  una  verdadera  elisión  de  algunas  palabras  que 
completarían  el  sentido.  A nuestro  juicio,  el  Código  quiere  decir 
que  la  indemnización  será  á proporción  del  tiempo  durante  el 
cual  el  arrendatario  se  vea  privado  de  la  parte  de  la  cosa,  y 
siendo  esto  así,  es  claro  que  ese  tiempo  será  el  realmente  trans- 
currido, sin  mermas  ni  descuentos  que  la  ley  no  autoriza  ex- 
presa ni  tácitamente. 

Una  cosa  es  que  las  reparaciones  menores  de  cuarenta  días 
no  den  derecho  á indemnización  ni  á rebaja  de  renta,  y otra  muy 
distinta  que  cuando  el  Código  establece  concretamente  la  rebaja 
deje  de  atenderse  á la  totalidad  del  perjuicio  apreciable.  De  aquí 
que  estimemos  con  Laurent,  volviendo  al  ejemplo  por  éste  pro- 
puesto, que  si  la  reparación  dura  sesenta  días,  los  sesenta  días 
han  de  ser  tenidos  en  cuenta  para  el  cálculo  de  la  disminución. 

Por  último,  no  terminaremos  este  comentario  sin  hacer  notar 
la  peligrosa  interpretación  á que  se  puede  prestar  el  párrafo  ter- 
cero del  art.  1558.  Este  articulo,  como  comprendido  en  la  sección 
segunda  del  cap.  2.°  del  titulo  del  arrendamiento,  se  refiere  al 
que  tiene  por  objeto  fincas  rústicas  y urbanas,  á juzgar  por  el 
epígrafe  que  encabeza  ese  tít.  2.°  Y,  sin  embargo,  su  aplicación 
al  arrendamiento  de  fincas  rústicas  puede  en  muchos  casos  im- 
plicar un  notorio  error.  Supongamos  que  arrendada  una  finca 
rústica  de  gran  importancia,  en  la  que  existe  una  vivienda  que 
el  arrendatario  utiliza,  se  hace  necesario  reparar  ésta  de  tal 
manera  que  el  arrendatario  no  puede  habitarla  mientras  dura  la 


obra;  supongamos  que  el  principal  objeto  del  arrendamiento  es 
la  explotación  agrícola  y que  la  obra  no  impide  la  continuación 
de  la  explotación  ni  afecta  en  nada  á su  normal  desenvolvimien- 
to; supongamos  que  el  precio  es  pagado  esencial  y casi  única- 
mente en  consideración  á los  productos  agrícolas  que  de  la  finca 
pueden  obtenerse  y sólo  en  parte  muy  Infima  en  razón  de  la 
casa  habitación  del  arrendatario.  ¿Es  justo  que  por  éste  se  im- 
ponga la  rescisión,  fundándose  en  que  se  ve  imposibilitado  de 
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vivir  en  la  casa?  ¿Sería  razonable  que  la  rescisión  se  declarase  por 
fuerza  del  argumento  de  que  el  párrafo  tercero  del  art.  1558 
entraña  una  disposición  común  á los  arrendamientos  de  fincas 
rústicas  y urbanas? 

No  nos  parece  satisfactoria  tal  solución,  y creemos  que  tal 
vez  se  hubiesen  evitado  estos  peligros  si  el  Código  al  formular 
el  párrafo  tercero  del  art.  1558  hubiese  tenido  en  cuenta  la  im- 
portancia que  dentro  del  arrendamiento  total  tenía  el  disfrute 
de  la  habitación  del  arrendatario. 

Códigos  extranjeros. — Artículo  1760  del  Código  de  Uruguay; 
3116  y concordantes  del  de  Baja  California  y Puebla;  1534  del 
de  Venezuela;  1519  y 1520  del  argentino;  537  del  alemán;  1724 
del  francés;  1580  del  italiano;  num.  3.°  del  1606  del  portugués; 
1928  del  chileno.  El  art.  1119  del  Código  austríaco  dice  que  si 
la  necesidad  de  las  nuevas  obras  hubiese  debido  ser  conocida 
del  arrendador  en  la  época  del  contrato,  ó si  la  necesidad  de  los 
reparos  de  larga  ejecución  proviniere  de  que  el  arrendador  haya 
dejado  de  hacer  los  de  poca  importancia,  deberá  concederse  al 
arrendatario  una  proporcionada  indemnización  por  el  uso  de  que 
se  le  haya  privado. 

Concuerda  también  con  el  art.  1489  del  Proyecto  de  Código 
civil  español  de  1851. 


ARTÍCULO  1559 

El  arrendatario  está  obligado  á poner  en  conoci- 
miento del  propietario,  en  el  más  breve  plazo  posible, 
toda  usurpación  ó novedad  dañosa  que  otro  haya  rea- 
lizado ó abiertamente  prepare  en  la  cosa  arrendada. 

También  está  obligado  á poner  en  conocimiento  del 
dueño,  con  la  misma  urgencia,  la  necesidad  de  todas 
las  reparacciones  comprendidas  en  el  nüm.  2.°  del  ar- 
tículo 1554. 

En  ambos  casos  será  responsable  el  arrendatario  de 
los  daños  y perjuicios  que  por  su  negligencia  se  oca- 
sionaren al  propietario. 
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I.  Obligaciones  del  arrendatario. — Todas  las  obligaciones  del 
arrendador  y del  arrendatario  que  especialmente  vamos  exami- 
nando, son  derivaciones,  ó mejor  dicho,  aplicaciones  de  las  obli- 
gaciones generales  consignadas  en  los  arts.  1554  y 1555. 

En  este  último  se  dice,  en  el  núm.  2.°,  que  el  arrendatario 
está  obligado  á usar  de  la  cosa  arrendada  como  un  diligente 
padre  de  familia;  pues  bien,  el  artículo  que  ahora  comentamos 
no  contiene  más  que  la  ratificación  de  esa  diligencia  que  al 
arrendatario  se  impone  en  relación  con  ciertos  supuestos  con 
cretos. 

Aunque  al  arrendatario  corresponde  el  disfrute  de  la  cosa  y 
al  propietario  el  derecho  de  percibir  la  renta,  á más  de  la  con- 
dición de  dueño  de  que  no  se  desprende,  y como  consecuencia 
del  contrato  celebrado,  el  aprovechamiento  de  la  cosa  aparece 
distribuido  entre  esas  dos  personas,  no  se  puede  desconocer  que 
existe  entre  ellas  una  evidente  solidaridad  de  intereses.  Cual 
quier  daño  ó desmembración  que  experimente  la  propiedad  re 
percute  en  el  arrendatario,  por  lo  menos  transitoriamente,  y 
cualquier  perturbación  de  que  el  arrendatario  sea  objeto  en  su 
disfrute,  afecta  á la  persona  del  propietario  en  cuanto  que  con 
alia  se  puede  negar  alguna  de  las  facultades  que  como  á tal  pro  • 
pietario  le  incumben. 

De  suerte  que,  si  por  un  lado  la  diligencia  que  el  arrendata- 
rio debe  al  arrendador  en  el  disfrute  de  la  cosa  le  obliga  á co- 
municarle, en  principio,  cualquier  novedad  dañosa  que  en  ella 
advierta,  por  otro  viene  á resultar  que  conviene  á su  propio  in- 
terés no  dejar  de  hacerlo  así,  puesto  que,  velando  por  el  derecho 
del  propietario,  vela  al  propio  tiempo  porque  el  suyo  no  sufra 
obstáculos  ni  perturbaciones  en  su  ejercicio. 

Entendido  de  esta  armónica  manera  el  sentido  del  precepto, 
veamos  ahora  los  hechos  que  el  arrendatario  debe  poner  en  co- 
nocimiento del  arrendador. 

A)  loda  usurpación  ó novedad  dañosa  en  la  cosa  arrendada. — 
En  primer  lugar  debe  notificarle,  según  el  párrafo  primero  del 
artículo  que  comentamos,  toda  usurpación  ó novedad  dañosa  que 
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otro  haya  realizado  6 abiertamente  prepare  en  la  cosa  arren 
dada. 

Los  términos  del  Código  son  lo  suficientemente  amplios  para 
comprender  todos  aquellos  actos  que  puedan  redundar  en  per- 
juicio del  propietario  y del  mismo  arrendatario.  No  solamente  so 
refiere  á la  ocupación  material  de  terrenos  que  pertenezcan  á la 
finca  arrendada,  que  es  á lo  que  en  concreto  se  alude  con  la  pa- 
labra usurpación,  sino  á cualquier  otra  clase  de  daño  ó perjuicio 
que,  aun  implicando  en  el  fondo  usurpación  también  en  sentido 
más  amplio,  no  consistan  precisamente  en  ocupación  de  parte 
de  la  finca.  Taf  ocurriría,  si,  por  ejemplo,  el  dueño  del  predio  co- 
lindante realizase  actos  negativos  de  una  servidumbre  que  á la 
finca  arrendada  correspondiera. 

Ni  es  menester  que  la  usurpación  ó el  daño  estén  consuma- 
dos para  que  nazca  la  obligación  del  arrendatario  de  ponerlos 
en  conocimiento  del  arrendador,  basta  con  que  abiertamente  se 
preparen,  con  que  sea  ostensible  el  propósito  del  tercero  de  rea- 
lizarlos. 

Hemos  empleado  la  palabra  tercero , y no  es  ocioso  llamar  la 
atención  sobre  ella,  porque  empleándola,  queremos  decir  que, 
sea  quien  fuere  la  persona  de  quien  la  usurpación  ó el  daño  pro- 
venga, habrá  de  notificarse  al  arrendador,  aunque  esa  persona 
se  encuentre  ligada  al  mismo  arrendador  por  vínculos  contrac- 
tuales ó familiares , salvo  si  se  trata  de  un  apoderado  en 
forma. 

No  es  preciso  que  la  usurpación  ó acto  dañoso  produzca  di- 
recto perjuicio  al  arrendatario,  para  que  Be  considere  ineludible 
la  obligación  de  éste  de  comunicarlo  al  arrendador:  pudiera  ese 
acto  ser  indiferente  al  ejercicio  del  disfrute  que  sobre  la  cosa  le 
corresponde,  y sin  embargo,  no  por  esa  consideración  ha  de  de- 
jar d6  ponerlo  en  conocimiento  del  arrendador,  siempre  que  im- 
plique algún  perjuicio  para  éste.  Tal  ocurriría,  por  ejemplo,  si 
la  finca  arrendada  tuviera  á su  favor  alguna  servidumbre  de 
paso  que  el  arrendatario  no  utilizase  por  tener  otro  más  cómodo 
á través  de  alguna  finca  colindante  de  la  propiedad  del  mismo 
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arrendatario,  en  el  caso  de  que  el  dueño  del  predio  sirviente  rea- 
lizase algún  acto  que  revelara  el  propósito  de  negarla.  Esta  ne- 
gación en  nada  mermaría  los  derechos  del  arrendatario;  pero 
como  éste  no  solamente  debe  comunicar  al  arrendador  aquello 
que  le  perjudique,  sino  que  además,  mientras  dura  el  arrenda- 
miento posee  en  nombre  del  arrendador  y representa  su  perso 
na  y derechos  en  todo  aquello  que  á la  propiedad  se  refiera,  y 
en  lo  que  respecta  á la  diligencia  que  le  impone  el  núm.  2.°  del 
art.  1555,  de  aquí  que  la  obligación  de  notificarle  esos  hechos 
dañosos  sea  inexcusable. 

B)  La  necesidad  de  reparaciones  en  la  cosa  arrendada . — Otra  de 
las  cosas  que  el  arrendatario  debe  comunicar  al  arrendador,  es 

4 

la  necesidad  de  todas  las  reparaciones  comprendidas  en  el  nú- 
mero 2.°  del  art.  1554.  Prescribe  ese  núm.  2.°,  que  el  arrenda- 
dor está  obligado  á hacer  en  la  cosa  objeto  del  contrato  durante 
el  arrendamiento,  todas  las  reparaciones  necesarias  á fin  de  con- 
servarla en  estado  de  servir  para  el  uso  á que  ha  sido  destinada. 
Ahora  bien;  el  arrendador  puede  no  saber  qué  reparaciones  son 
las  precisas,  puede  ignorar  los  desperfectos  existentes,  y como 
el  que  mantiene  relación  más  directa  ó inmediata  con  la  cosa  du- 
rante el  tiempo  del  contrato  es  el  arrendatario,  justo  es  que  pese 
sobre  él  la  obligación  de  notificar  al  arrendador  la  necesidad  de 
tales  reparaciones,  para  conservar  la  cosa  en  estado  de  servir 
para  el  uso  pactado. 

Pregunta  Pacifici  Mazzoni,  si  estará  el  arrendatario  obligado 
á poner  en  conocimiento  del  propietario  aquellos  actos  judicia- 
les ó extrajudiciales  dirigidos  contra  el  mismo  arrendatario,  en 
los  cuales  se  discutan  los  fundamentos  del  derecho  de  propie- 
dad del  propietario,  y aun  cuando  estos  actos,  por  ser  realiza- 
dos contra  quien  no  tiene  personalidad  suficiente,  serían  desde 
luego  nulos,  estimamos  con  dicho  autor  que  deben  ser  notifica- 
dos, pues  pudiera  darse  algún  caso  de  que,  de  no  hacerlo  así, 
se  causase  algún  perjuicio  al  propietario.  De  todas  maneras,  se 
cause  ó no,  añadimos  nosotros,  el  hecho  de  que  una  persona  nie- 
gue abiertamente  el  derecho  del  arrendador,  aun  fuera  de  todo 
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procedimiento  legal,  es  tan  grave  que  debe  ser  puesto  en  cono- 
cimiento de  aquel  á quien  interesa. 

C)  Plazo  y forma  de  la  notificación, — El  plazo  dentro  del  cual 
el  arrendatario  debe  cumplir  la  obligación  á que  venimos  refi 
riéndonos,  no  está  determinado  de  un  modo  concreto  en  el  Có- 
digo con  señalamiento  de  un  número  de  días  fijo:  el  artículo  que 
comentamos  se  limita  á decir  que  ese  plazo  será  el  más  breve  po- 
sible. La  ley  no  podía  decir  otra  cosa,  dada  la  naturaleza  de  la 
materia,  porque  si  hubiese  marcado  un  período  de  tiempo  muy 
breve,  tres  días,  por  ejemplo,  aun  podría  darse  el  caso  de  que  el 
arrendatario,  utilizando  toda  la  amplitud  del  plazo,  causase  á 
mansalva  un  positivo  perjuicio  al  arrendador,  ya  que  la  necesi- 
dad de  la  reparación  ó del  remedio  á la  novedad  dañosa  puede 
aún  ser  más  urgente.  De  aquí  que  nos  parezca  lo  más  acertado 
el  criterio  seguido  por  el  Código. 

En  cuanto  á la  forma  de  la  notificación,  tampoco  la  encon- 
tramos establecida  en  el  artículo  que  comentamos.  Cualquiera  de 
ellas  será  eficaz,  asi  la  hecha  verbalmente,  como  la  que  se  veri- 
fique por  escrito  privado  ó con  intervención  de  Notario.  La  clase 
de  relaciones  que  medien  entre  las  partes,  la  fe  y la  confianza 
que  recíprocamente  se  inspiren,  serán  las  que  decidirán  al  arren- 
datario á emplear  una  ú otra. 

En  todo  caso,  al  arrendatario  le  importa  hacer  constar,  ¿ 
los  efectos  de  la  responsabilidad  de  que  seguidamente  hablare- 
mos, que  la  notificación  se  ha  llevado  á cabo,  y no  hay  para  qué 
decir,  que  puesta  en  tela  de  juicio  la  verdad  de  ese  hecho,  se 
prueba  corresponde  al  arrendatario  mismo.  Si  no  se  quiere, 
pues,  acudir  á la  forma  notarial,  lo  más  prudente  será  hacer  la 
notificación  ante  testigos  ó exigir  inmediata  respuesta  del  docu- 
mento privado  ó carta  en  que  se  verifique. 

JI.  Sanción  del  incumplimiento  de  estas  obligaciones . — La  obli- 
gación del  arrendatario  es  ineludible.  Una  vez  cumplida,  el 
arrendador  verá  cuál  es  la  actitud  que  deba  adoptar. 

Pudiera  ocurrir  que  nada,  en  realidad,  tuviese  que  hacer,  en 

el  caso  de  que  se  tratase  de  las  perturbaciones  de  mero  hecho 
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á que  alude  el  siguiente  art.  1560:  pudiera  ocurrir  que,  aun  de- 
biendo  hacer  algo,  no  lo  haga.  Pero  el  arrendatario  ha  cumpli- 
do, y una  vez  colocado  en  terreno  firme  mediante  este  cumpli- 
miento, se  encuentra  en  situación  de  exigir  del  arrendador  las 
consecuencias  que  procedan  de  su  omisión  ó negligencia,  de  las 
que  sólo  dicho  arrendador  será  ya  el  responsable. 

Pero  la  sanción  del  incumplimiento  por  parte  del  arrenda 
tario  de  Jas  obligaciones  de  que  venimos  hablando,  no  reside  tan 
sólo  en  el  estímulo  indirecto  de  las  ventajas  que  al  cumplir  su 
obligación  para  él  se  derivan,  si  no  en  la  responsabilidad  direc 
ta  y positiva  que  la  ley  establece.  El  párrafo  tercero  del  artículo 
que  comentamos  dice  terminantemente,  que  el  arrendatario  será 
responsable  de  los  daños  y perjuicios  que  por  su  negligencia  se 
ocasionaren  al  propietario. 

Uno  de  los  puntos  que  en  la  práctica  interesará  poner  en  cla- 
ro, cuando  se  trate  de  hacer  efectiva  esta  responsabilidad,  será 
la  apreciación  de  la  buena  Ó mala  fe  del  arrendatario,  pues  no 
hay  que  olvidar  la  fundamental  distinción  que  el  art.  1107  con- 
signa al  hablar  de  la  indemnización  de  daños  y perjuicios  como 
doctrina  general  y común  de  las  obligaciones. 

Además  del  estímnlo  indicado  á que  antes  nos  referimos  y de 
la  responsabilidad  que  acabamos  de  expresar,  aun  hay  otra  san- 
ción para  el  arrendatario  que  deje  de  poner  en  conocimiento  del 
arrendador  lo  que  debe  notificarle,  no  formulada  en  el  Código, 
pero  que  tenemos  por  evidente.  Si  el  arrendatario  no  participa 
la  necesidad  de  las  reparaciones,  ¿cómo  podrá  luego  hacer  uso 
del  derecho  que  le  concede  el  art.  1556  en  relación  con  el  nú- 
mero 2.°  del  1554?  Estimamos  que  debe  considerarse,  desda 
luego,  decaído  de  tal  derecho. 

III.  ¿Alcanzan  al  subarrendatario  estas  obligaciones? — El  ar* 
ticulo  1559  habla  siempre  de  poner  en  conocimiento  deii  propieta- 
rio:  propietario  y dueño  son  las  únicas  palabras  que  emplea:  no 
usa  la  de  arrendador  de  que  nosotros  nos  hemos  valido  algunas 
veces  durante  el  curso  de  este  comentario. 

Pues  bien:  supongamos  que  se  trata  de  un  subarriendo.  No 
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creemos  que  pueda  ofrecer  duda  que  en  el  subarriendo  es  de 
perfecta  aplicación  el  art.  1559,  y que,  por  lo  tanto,  el  subarren- 
datario estará  obligado  á hacer  lo  que  en  él  se  establece,  en  los 
casos  eu  que  proceda.  Pero,  ¿á  quién  deberá  notificar  el  sub- 
arrendatario, al  subarrendador  ó al  arrendador  primitivo  ó sea 
al  propietario? 

A primera  vista  parece  que  al  subarrendador  únicamente, 
porque  sólo  con  éste  está  l:gado  con  viaculos  contractuales. 
Pero,  en  nuestra  opinión,  debe  notificar  á los  dos. 

Al  subarrendador,  porque  con  él  contrató  y el  contrato  que 
entre  ellos  media  es  propiamente  el  de  arrendamiento.  Al  pro- 
pietario, por  dos  razones:  la  primera,  porque  así  se  respeta  la 
letra  del  art.  1559,  y la  segunda,  porgue  según  el  art.  1551, 
sin  perjuicio  de  su  obligación  para  con  el  subarrendador,  queda 
el  subarrendatario  obligado  á favor  del  arrendador  por  todos 
los  actos  que  se  refieran  al  uso  y conservación  de  la  cosa  arren- 
dada en  la  forma  pactada  entre  el  arrendador  y el  arrendatario; 
y aun  cuando  esta  notificación  no  se  refiere  al  uso  y conserva- 
ción de  la  cosa  en  la  forma  pacíala , refiérese  sin  duda  alguna  al 
uso  y conservación  en  la  forma  prescrita  por  la  ley , y el  criterio 
de  analogía  surge  de  modo  evidente. 

Eu  último  término,  para  considerar  al  subarrendatario  obli- 
gado á poner  en  conocimiento  del  propietario  los  hechos  á que 
alude  el  art.  1559,  bastaría  el  mero  deber  social  de  asistencia. 

Concordancias. — Artículo  1490  del  Proyecto  de  1851;  1763 
del  Uruguay;  545  del  alemán;  15  i0  del  argentino;  1540  del  de 
Venezuela;  3L13,  3114  y 3115  del  de  Baja  California  y Puebla; 
1587  del  italiano;  núm.  4.°  del  art.  160S  del  portugués;  párrafo 
segundo  del  art.  1931  del  chileno. 

ARTÍCULO  1560 

El  arrendador  no  está  obligado  á responder  de  la 
perturbación  de  mero  hecho  que  un  tercero  causare  en 
el  uso  de  la  finca  arrendada;  pero  el  arrendatario  ten- 
drá acción  directa  contra  el  perturbador. 


664 


CÓDIGO  CIVIL 


No  existe  perturbación  de  hecho  cuando  el  tercero, 
ya  sea  la  Administración,  ya  un  particular,  ha  obrado 
en  virtud  de  un  derecho  que  le  corresponde, 

El  artículo  preinserto  guarda  íntima  relación  con  el  nú- 
mero 3.°  del  1554.  Dice  este  último,  que  el  arrendador  está  obli- 
gado á mantener  al  arrendatario  en  el  goce  pacífico  del  arren- 
damiento por  todo  el  tiempo  del  contrato.  Ya  con  motivo  de  este 
precepto  dijimos  que  el  arrendador  debe  procurar  la  integri- 
dad de  este  goce,  no  sólo  absteniéndose  de  realizar  hechos  pro- 
pios que  lo  mermen,  sino  evitando  los  ajenos  que  conspiren  al 
mismo  fin,  salvo,  dijimos  entonces,  lo  que  se  establece  en  el  ar- 
tículo 1560. 

Este  es  el  momento  de  recoger  aquella  alusión  que,  al  ser 
explicada,  hará  ver  el  sentido  completo  del  núm.  3.°  del  artícu- 
lo 1554. 

I.  Clases  de  perturbación  que  pueden  atentar  al  derecho  del  arren  - 
datario.— El  art.  1560,  al  declarar  que  el  arrendador  no  está 
obligado  á responder  de  la  perturbación  de  mero  hecho  que  un 
tercero  causare  en  el  uso  de  la  finca  arrendada,  aporta  tácita- 
mente una  fundamental  distinción  á la  doctrina  del  arrenda 
miento,  que  conviene  dejar  incorporada  á la  misma  como  base 
sustancial  de  las  soluciones  que  se  formulen. 

Si  el  arrendador  no  responde  de  las  perturbaciones  de  mero 
hecho,  y si,  no  obstante  este  precepto  de  carácter  marcada- 
mente excepcional,  debe  mantener  al  arrendatario  en  el  goce 
pacífico  del  arrendamiento,  es  visto  que  indudablemente  res- 
ponde de  aquellas  otras  que  no  sean  de  mero  hecho,  de  donde 
lógicamente  se  deduce  la  diferencia  de  los  actos  perturbadores 
en  actos  de  mero  hecho  y actos  de  derecho,  diferencia  que  im- 
porta dejar  claramente  establecida,  porque  de  ella  parten  las 
consecuencias  que  constituyen  la  entraña  del  artículo  que  co- 
mentamos. 

¿Qué  entendemos  por  perturbación  de  mero  hecho?,  ¿qué  por 
perturbación  de  derecho? 
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El  Código  francés,  en  su  art.  1725,  dice  que  el  arrendador  no 
está  obligado  á garantizar  al  arrendatario  por  las  molestias 
causadas  por  terceros  que  no  tengan  derecho  sobre  la  cosa 
arrendada,  sin  perjuicio  de  las  reclamaciones  que  el  arrendata 
rio  pueda  hacer  en  su  propio  nombre;  y en  el  1726  que,  si,  por 
el  contrario,  el  inquilino  ó arrendatario  ha  sido  molestado  en  su 
disfrute  por  consecuencia  de  una  acción  relativa  á la  propiedad 
del  predio,  tiene  derecho  á una  rebaja  proporcional  en  el  precio 
del  arrendamiento,  habiéndose  denunciado  aquella  molestia  al 
propietario. 

Parece  deducirse  de  estos  preceptos  que  la  perturbación  oca- 
sionada por  quien  no  tenga  derecho  sobre  la  cosa  arrendada 
(aunque  lo  pueda  ostentar  sobre  cosas  distintas  que  con  ella 
guarden  relación),  se  debe  estimar  como  de  mero  hecho,  y que 
aquella  otra  que  consista  en  el  ejercicio  de  una  acción  que  afecte 
á la  propiedad  del  predio,  ha  de  considerarse  como  de  derecho. 

Laurent,  explicando  estos  preceptos,  dice,  que  lo  que  carac- 
teriza la  perturbación  de  derecho,  es  que  el  tercero  pretenda  ó 
afirme  que  la  cosa  arrendada  no  pertenece  al  arrendador.  Sin 
embargo,  añade,  puede  ocurrir  que  un  tercero  ejerciendo  un 
derecho  que  le  corresponda,  perturbe  el  goce  del  arrendatario: 
este  tercero  no  pretende  tener  ningún  derecho  sobre  la  cosa 
arrendada,  y en  este  sentido  no  hay  perturbación  de  derecho; 
el  derecho  en  virtud  del  cual  el  arrendador  ha  arrendado  no  se 
ataca,  y no  obstante,  el  goce  del  arrendatario  se  perturba.  Para 
poner  en  claro  si  en  este  último  supuesto  el  arrendador  debe 
responder  al  arrendatario  de  la  perturbación,  el  autor  citado 
distingue  según  que  los  actos  perturbadores  provengan  de  la 
xúdministración  ó de  un  particular. 

Si  provienen  de  la  Administración,  habrá  que  distinguir 
nuevamente  si  ésta  ha  obrado  dentro  del  círculo  de  sus  atribu- 
ciones, ó si  se  extralimitó  y el  acto  es  ilegal:  si  ocurrió  esto  úl- 
timo, la  respuesta  no  es  dudosa  para  Laurent;  un  acto  ilegal  es 
una  vía  de  hecho,  y las  vías  de  hecho  no  dan  lugar  á exigir  res- 
ponsabilidad al  arrendador. 
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En  el  caso  contrario,  esto  es,  que  la  Administración  haya 
obrado  dentro  de  sus  facultades,  el  derecho  del  arrendatario 
para  dirigirse  contra’ el  arrendador  y su  carencia  de  acción  con 
tra  la  Administración,  son  evidentes. 

Si  los  actos  perturbadores  provienen  de  particulares,  Lau- 
rent  hace  la  misma  distinción  que  cuando  proceden  de  la  Admi- 
nistración, de  si  el  particular  ha  obrado  en  el  ejercicio  de  un 
derecho  que  le  corresponde,  ó si  se  ha  extralimitado  de  él:  las 
soluciones  que  propone  son  idénticas  y en  virtud  de  los  mismos 
fundamentos.  De  donde  se  deduce  que  no  había  gran  necesidad 
de  distinguir  entre  actos  de  la  Administración  y actos  de  parti 
culares,  para  llegar  á tal  resultado. 

Más  adelante  el  mismo  Laurent  acoge  las  siguientes  distin 
ciones  de  Pothier:  hay  perturbación  de  hecho  cuando  los  teice 
ros  que  la  realizan  no  pretenden  tener  ningún  derecho  en  el 
predio,  ni  con  relación  al  predio,  por  ejemplo,  si  hacen  pacer 
sus  rebaños  en  la  ñnca  arrendada,  aunque  sin  alegar  que  estén 
facultados  para  ello;  es  perturbación  judicial,  la  que  resulta  de 
una  demanda  presentada  ante  los  tribunales;  es  perturbación 
judicial  también,  por  vía  de  excepción,  la  que  tiene  lugar  cuando 
al  perseguir  el  arrendatario  á los  autores  de  una  perturbación 
de  hecho,  éstos  oponen  que  tienen  un  derecho  en  la  cosa  arren- 
dada. 

Pacifici  Mazzoni  enuncia  la  diferencia  entre  la  perturbación 
de  hecho  y la  de  derecho,  diciendo  que  la  primera  tiene  lugar 
cuando  disminuye  ó impide  materialmente  el  goce  del  arrenda- 
tario, sin  que  el  perturbador  alegue  derecho  sobre  la  cosa  ni 
sobre  su  disfrute;  y la  segunda,  si  tiende  al  mismo  fin,  bien  con 
actos  judiciales,  bien  con  actos  extrajudiciales  con  los  que  se 
contesta  el  derecho  del  arrendatario  al  disfrute  aduciendo  pre- 
tensiones de  derecho  sobre  la  cosa. 

Hicci  señala  dos  requisitos  á las  molestias  de  hecho  para  que 
sean  á cargo  del  arrendatario:  primero,  qie  el  que  la  cause  no 
ostente  ningún  derecho  sobre  la  cosa  arrendada;  y segundo 
que  tampoco  tenga  derecho  para  realizar  aquello  en  que  la  mo- 
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lestia  ó perturbación  consiste:  faltando  alguno  de  estos  dos  re- 
quisitos la  perturbación  es  de  derecho. 

Nuestro  Goyena,  comentando  el  art.  1491  del  Proyecto 
de  1851,  dice  que  en  ningún  contrato  hay  responsabilidad  por 
los  casos  fortuitos,  y tal  debe  reputarse  la  turbación  de  mero 
hecho,  como  si  se  introducen  rebaños  ajenos  en  el  prado  que 
tengo  en  arriendo,  ó se  me  arrebatan  de  noche  los  frutos,  ó se 
me  expele  violentamente  de  la  casa  que  ocupo.  Más  adelante 
añade,  que  mientras  el  ataque  no  se  dirija, contra  la  propiedad 
misma  de  la  cosa  y judicialmente,  el  arrendatario  es  el  solo  ata 
oado  y á él  solo  toca  defenderse. 

Nuestro  Código  no  define  concretamente  qué  es  lo  que  se  en- 
tiende por  perturbación  de  mero  hecho.  Unicamente  en  el  pá- 
rrafo segundo  del  articulo  que  comentamos,  viene  á dar  una  nota 
negativa  de  la  misma,  diciendo  que  no  existe  perturbación  de 
hecho  cuando  el  tercero,  ya  sea  la  Administración,  ya  un  par- 
ticular, ha  obrado  en  virtud  de  un  derecho  que  le  corresponde. 
Esta  nota,  aunque  negativa,  es  bastante  más  amplia  y compren- 
siva, por  ejemplo,  que  los  conceptos  que  aparecen  en  los  artícu- 
los 1725  y 1726  del  Código  francés,  porque  al  referirse  á un  de 
recho  que  al  tercero  corresponda,  no  restringe  el  sentido  ó la 
significación  de  un  derecho  en  la  cosa  arrendada,  ni  mucho  menos 
á un  derecho  de  propiedad  sobre  la  misma  cosa.  Basta  que  el 
tercero  haya  obrado  en  virtud  de  un  derecho,  sea  cual  fuere 
éste,  para  que  la  perturbación  no  se  pueda  considerar  de  las  de 
hecho. 

Entresacando  de  las  distinciones  hechas  por  los  autores 
aquellas  que  se  presentan  como  sustancialmente  diferentes, 
puede  decirse  que  el  tercero  que  realiza  los  actos  que  se  dicen 
perturbadores  del  goce  del  arrendatario,  puede  obrar  de  una  de 
estas  tres  maneras:  primera,  arbitrariamente;  segunda,  esti- 
mando que  la  cosa  arrendada  es  de  su  propiedad  ó que  tiene  en 
ella  algún  derecho;  y tercera,  creyendo  que  la  cosa  es  realmente 
del  arrendador,  no  alegando  derecho  alguno  sobre  ella,  pero 
considerando  que  con  el  acto  realizado  no  se  atenta  en  lo  más 
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mínimo  al  derecho  ajeno,  sino  que,  antes  por  el  contrario,  se 
qjereita  uno  propio  de  muy  distinta  esfera  de  acción. 

EL  primer  modo  es  el  modo  brutal  de  las  vías  de  hecho,  es, 
no  sólo  la  perturbación  de  hecho,  sino  la  de  mero  hecho  á que 
alude  el  párrafo  primero  del  artículo  que  comentamos,  puesto  que 
el  que  la  ejecuta  para  nada  invoca  los  motivos  jurídicos  que  pue 
dan  asistirle,  lejos  de  ello  reconoce  que  tales  motivos  no  existen. 

La  segunda  y la  tercera  manera  no  pueden  merecer  igual 
calificación.  Poco  importa  que  el  derecho  de  que  se  crea  asistido 
el  perturbador  haga  relación  á la  cosa  misma  arrendada  ó se  es- 
time por  el  que  entiende  ejercitarlo  que  recae  sobre  objeto  dis- 
tinto y que  le  corresponde  una  órbita  de  acción  que  ningún 
punto  de  contacto  tiene  con  la  de  los  derechos  del  arrendador  y 
del  arrendatario,  al  cabo  el  que  perturba  no  obra  arbitraria- 
mente, en  su  conciencia  se  da  la  raíz  jurídica  de  sus  actos,  y, 
siendo  esto  así,  no  procede  calificar  éstos  de  actos  de  perturba- 
ción de  mero  hecho.  Implicarán,  pues,  una  perturbación  de  de- 
recho. 

Apreciada  la  cuestión  desde  este  punto  de  vista,  obsérvase 
el  manifiesto  error  en  que  incurría  García  Groyena  cuando  decía 
que,  mientras  el  ataque  no  se  dirija  contra  la  propiedad  de  la 
cosa  y judicmlmente,  el  arrendatario  es  el  solo  atacado  y á él  solo 
toca  defenderse,  como  dando  á entender  que  los  ataques  extra- 
judiciales  merecen  todos  el  calificativo  de  perturbaciones  de 
mero  hecho.  El  que  la  perturbación  sea  ó no  judicial,  implica 
únicamente  una  cuestión  de  forma  que  no  afecta  al  fondo  del 
acto;  los  derechos  pueden  ejercitarse  de  muchas  maneras:  no  es 
ciertamente  acudiendo  á los  tribunales  el  único  modo  de  su  ejer- 
cicio, y ya  hemos  dicho  que  siempre  que  el  perturbador  entienda 
usar  de  un  derecho  no  puede  calificarse  la  perturbación  de  mero 
hecho. 

Parécenos,  por  otra  parte,  que  nuestro  criterio  es  el  que  más 
concuerda  con  el  del  Código,  al  afirmar  éste  que  no  existe  per- 
turbación de  heoho  cuando  el  tercero  ha  obrado  en  virtud  de  un 
derecho  qué  le  corresponde,  y no  distinguir,  como  ya  hemos  in- 
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dicado,  de  clases  de  derecho.  Pero,  nótese  bien,  que  el  Código 
no  exige  expresa  ni  tácitamente  requisito  de  que  la  perturba- 
ción sea  judicial  para  que  deba  tenerse  como  perturbación  de 
derecho. 

Bajo  las  bases  apuntadas  que  tenemos  por  ciertas,  y amol- 
dándolas al  precepto  del  art.  1560,  haremos  algunas  aclarado 
nes  para  facilitar  la  inteligencia  de  la  ley  en  esta  materia. 

El  arrendatario,  aunque  posea  en  nombre  propio  su  derecho 
de  arrendamiento,  posee  la  cosa  arrendada  en  nombre  del  arren- 
dador. De  aquí  que,  todo  tercero  que  tenga  que  reclamar  algún 
derecho  sobre  la  cosa  arrendada,  deba  dirigirse  contra  el  arren- 
dador. El  arrendatario,  como  dice  el  Código  de  Chile,  sólo  está 
obligado  á poner  en  conocimiento  del  arrendador  cualquiera  tur 
bación  ó molestia  que  reciba  de  dichos  terceros,  por  consecuen- 
cia de  los  derechos  que  pretendan  tener.  Así  pues,  toda  pertur- 
bación de  hecho,  ó consistente  en  hechos,  en  cuanto  afecte  ó 
pueda  afectar  al  derecho  sobre  la  cosa  arrendada,  y aun  solo  á 
su  uso  ó disfrute,  no  puede  ser  repelida  por  el  arrendatario, 
queda  fuera  de  su  esfera  de  acción. 

Aparte  de  esas  perturbaciones,  aun  de  hecho  ó consistentes 
en  hechos,  de  las  que  no  se  ocupa  el  artículo,  éste,  refiriéndose 
también  á perturbaciones  de  hecho,  distingue  dos  grupos,  bajo 
la  base,  también  esencial,  de  afectar  al  uso  de  la  finca  arrenda- 
da, según  que  el  que  realice  la  perturbación,  sea  un  particular 
ó sea  la  Administración,  obre  desde  luego  en  virtud  de  un  de- 
recho que  le  corresponde,  ó sin  corresponderle  derecho  alguno, 
ni  pretenderlo.  En  el  último  caso  el  arrendatario  tiene  acción 
directa  contra  el  perturbador,  la  perturbación  es  arbitraria,  de 
mero  hecho,  porque  no  afecta  en  nada  al  derecho  sobre  la  cosa. 
En  el  primero  no  existe  verdadera  perturbación,  como  expresa- 
mente declara  la  ley,  puesto  que  se  ejercita  un  derecho  propio, 
que  lo  mismo  el  arrendador  que  el  arrendatario  tienen  que  res- 
petar. El  arrendatario  tiene  que  conformarse  con  la  molestia 
que  se  le  ocasione,  pudiendo  ó no  reclamar  algo  contra  el  arren- 
dador, según  los  casos. 
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II.  Calificación  de  la  perturbación. — Conocemos  ya  las  clases 
de  perturbación  que  se  pueden  oponer  al  goce  del  arrendatario; 
pero  ahora  se  presenta  una  cuestión  verdaderamente  grave  en 
la  teoría  y en  la  práctica,  y no  exenta  de  serias  dificultades  para 
su  solución. 

Supongamos  que  el  arrendatario  se  ve  perturbado.  ¿Ejercerá 
desde  luego  las  acciones  que  el  artículo  que  comentamos  le  con 
cede  contra  el  perturbador?  ¿^Lcudirá,  por  el  contrario,  al  arren- 
dador para  exigirle  la  responsabilidad  que  proceda?  Obrar  de  un 
modo  ó de  otro  supone  el  previo  conocimiento  de  la  clase  de  per- 
turbación de  que  es  objeto,  porque  si  es  de  mero  hecho,  á él  sólo 
corresponde  repelerla;  si  es  de  derecho  no  tiene  más  recurso  que 
el  de  dirigirse  contra  el  arrendador.  Pero,  ¿cómo  conocer  á priori 
la  naturaliza  de  la  perturbación? 

El  propietario  colindante  puede  comenzar  por  una  alteración 
de  lindes,  al  parecer  arbitraria,  y puede  concluir,  cuando  el 
asunto  llegue  á tener  estado  judicial,  por  reivindicar  una  por- 
ción de  terreno  que  el  arrendatario  creía  pertenecer  á la  finca 
arrendada.  Por  el  contrario,  el  comienzo  de  la  perturbación 
puede  ser  el  ejercicio  de  una  acción  judicial  acompañado  de  todos 
los  requisitos  y solemnidades  legales,  y su  término  la  condena  á 
perpetuo  silencio  del  perturbador  y á la  indemnización  corres 
pondiente. 

Dedúcese  de  aquí  que  hasta  que  el  Tribunal  competente  no 
diga  la  última  palabra,  es  imposible,  en  rigor,  afirmar  si  el  per- 
turbador ha  obrado  ó no  en  virtud  de  un  derecho  que  le  corres- 
ponde. 

Pero  el  arrendatario  no  puede  esperar  hasta  ese  momento, 
porque  antes,  desde  que  la  perturbación  se  verifica,  tiene  que 
trazarse  su  linea  de  conducta  y adoptar  una  aptitud.  Por  otra 
parte,  al  arrendatario  no  se  puede  obligar  á que  prevea,  á que 
adivine  la  justicia  ó injusticia  de  los  hechos  perturbadores,  ni 
aun  cuando  los  adivinase  haría  fe  su  predicción  ó vaticinio. 

Precisa,  pues,  adoptar  un  criterio  al  cual  deban  estar  arren- 
dador y arrendatario  para  juzgar  desde  el  primer  momento  si  la 
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perturbación  debe  ser  repelida  por  el  arrendatario,  ó si  es  de 
aquellas  otras  de  que  el  arrendador  debe  responder;  precisa, 
pues,  calificar  la  perturbación. 

Esta  calificación  la  encontramos  muy  difícil,  y no  sin  temo- 
res de  error  expondremos  nuestros  puntos  de  vista. 

Desde  luego  estimamos  que  si  la  perturbación  es  judicial,  la 
sola  consideración  de  acudir  el  perturbador  á los  tribunales  es 
indicio  seguro  de  que  no  Be  trata  de  una  perturbación  de  mero 
hecho.  Podrá  el  perturbador  tener,  en  definitiva,  razón,  ó po- 
drá no  tenerla;  pero  hay  que  suponer,  rectamente  pensando  y 
concediendo  á nuestros  semejantes  la  fe  que,  mientras  no  medie 
prueba  en  contrario,  deben  merecernos,  que  el  que  va  á los  tri 
bunales  es  porque  le  asiste  algún  derecho,  siquiera  su  creencia 
pudiera  no  ser  completamente  fundada. 

Si  la  perturbación  es  extrajudicial,  creemos  que  habrá  que 
atender  á la  especial  fisonomía  de  los  hechos  para  juzgar  de  ella. 
El  acto  de  alterar  los  hitos  ó mojones  de  la  finca,  considerado 
aisladamente,  se  debe  estimar  como  una  perturbación  de  mero 
hecho;  pero  si  á dicho  acto  han  precedido  requerimientos,  ne 
gociaciones  en  las  que  se  alegan  razones  y fundamentos  para 
llevar  á cabo  la  alteración,  se  han  mostrado  planos,  títulos  an- 
tiguos, etc.,  parécenos  que  una  vez  realizada  la  perturbación 
material,  adivínase  que  ella  entraña  una  cuestión  de  derecho 
que  tan  sólo  al  arrendador  toca  discutir.  ¿Qué  utilidad  tendría, 
puesta  la  cuestión  en  estos  términos,  que  el  arrendatario  em- 
prendiese, por  ejemplo,  un  interdicto,  si  al  cat/o  el  arrendador 
tendría  que  venir  al  debate  judicial? 

Por  el  contrario,  si  el  hecho  perturbador  no  va  acompañado 
ni  precedido  de  nada  que  revele  una  intención  propiamente,;* 
ridica  en  el  que  lo  realiza,  de  tal  suerte  que  el  arrendatario  sólo 
pueda  apreciar  el  hecho  material  desnudo  de  toda  forma  ó moti- 
vación de  derecho,  entendemos  que  se  trata  de  una  perturbación 
de  mero  hecho. 

Siempre  será  posible  el  caso  de  que  lo  que  aparezca  como 
mero  hecho  de  perturbación  resulte  estar  f indado  en  un  sólido 
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motivo  jurídico  que  prospere  ante  los  tribunales;  pero  eso  no 
consta  al  arrendatario  de  primera  intención.  Quien  tendrá  más 
datos  para  saberlo  será  el  propietario,  á quien  se  habrá  dado 
noticia  del  hecho  en  cumplimiento  de  lo  que  dispone  el  art.  1559; 
mas  si  á pesar  de  conocerlo,  nada  hace  en  su  consecuencia,  no 
creemos  deba  el  arrendatario  considerar  la  perturbación  más 
que  como  perturbación  de  mero  hecho  y procurar  repelerla 
por  sí. 

Así,  pues,  si  se  trata  de  una  perturbación  de  hecho  que  afecta 
al  uso  de  la  finca  arrendada,  el  arrendatario  sólo  debe  atender 
á la  circunstancia  de  saber  que  el  tercero  obra  en  virtud  de  un 
derecho  que  le  corresponde,  ó que  pretende  tener,  ó no  saberlo. 
Si  no  lo  sabe,  para  él  la  perturbación  es  arbitraria,  y á él  le  co 
rresponde  defenderse,  porque  el  uso,  más  ó menos  temporal- 
mente, es  suyo,  y se  realiza  un  hecho  perturbador.  Eu  la  mayo- 
ría de  bs  casos,  el  arrendatario  sabe  á que  atenerse:  es  un  leña- 
dor que  coita  un  árbol  ó extrae  leña,  es  una  caballería  ó un  ga- 
nado que  se  introduce  en  sus  pastos  ó en  su  siembra,  ó inutiliza 
árboles,  ó estropea  zanjas,  etc.  Por  otra  parte,  ó en  sentido 
opuesto,  si  en  una  laguna  de  uso  público  que  hay  en  la  finca, 
entra  un  tercero  á abrevar  sus  caballerías,  ó á lavar,  si  en  los 
terrenos  abiertos  entran  cazadores  que  no  causan  daño,  si  atra- 
viesan los  ganados  veredas  por  las  que  tienen  derecho  á pasar, 
si  se  ejercita  cualquier  servidumbre  establecida  sobre  la  finca, 
si  la  Administración  ó el  Juzgado  realizan  algunos  actos  para 
los  que  tengan  conocidamente  atribuciones,  etc.,  sabe  el  arren- 
datario que  se  ejercitan  derechos,  y que  por  ello,  aunque  existan 
hechos  que  le  perturban  en  el  uso  de  la  cosa,  nada  pueden  hacer 
ni  el  arrendador  ni  él  para  evitarlo.  En  caso  de  duda  puede  con- 
sultar antes  de  obrar,  pero,  lo  repetimos,  cuando  no  le  conste  el 
derecho  con  que  obre  ó crea  obrar  el  tercero,  porque  ni  racional 
ni  legalmente  deba  saberlo,  él  sólo  debe  defenderse  por  los  me- 
dios que,  según  lós  casos,  estime  más  convenientes. 

III.  Motivo  del  precepto  del  art.  1560. — Sabemos  ya  qué  es  lo 
que  se  entiende  por  perturbación  de  derecho  y por  perturbación 
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de  mero  hecho.  Sabemos  igualmente  que,  según  el  artículo  que 
comentamos,  el  arrendador  no  responde  de  las  de  esta  última 
clase,  aunque  sea  responsable  de  las  de  derecho,  según  el  nú- 
mero 3.°  del  art.  1554,  cuya  virtualidad  no  sufre  modificación 
por  ningún  otro  posterior,  y preguntamos  ahora  el  por  qué 
de  esta  distinción,  ó,  mejor  dicho,  el  por  qué  de  la  irresponsa- 
bilidad del  arrendador  cuando  de  las  perturbaciones  de  mero 
hecho  se  trata. 

En  opinión  de  Laurent,  la  ley  libera  al  arrendador  de  res- 
ponsabilidad, porque  supone  que  estas  perturbaciones  de  mero 
hecho  son  debidas  á negligencia  del  arrendatario,  que  no  ha  vi 
gilado  bastante  activamente  la  cosa  arrendada,  ó bien  á enemis- 
tades personales  suyas,  y en  este  supuesto  sería  injusto  hacer 
al  arrendador  responsable. 

No  nos  parecen  muy  convincentes  estas  razones,  ni  las  ha 
llamos  tampoco  inspiradas  en  sólidos  motivos  jurídicos;  si  no 
hubiese  más  que  ellas,  se  vendría  á parar  á la  consecuencia  de 
que  siempre  que  se  demostrase  que  ol  arrendatario  había  ejer- 
cido la  debida  vigilancia  y que  la  perturbación  no  obedecía  á 
enemistades  personales,  el  arrendador  debería  ser  responsable. 
No  es  tampoco  motivo  suficiente,  como  parece  apuntar  el  mis- 
mo autor,  el  que  se  conceda  acción  directa  al  arrendatario  con- 
tra el  perturbador,  porque  eso  es  hacer  supuesto  de  la  cuestión, 
cabiendo  siempre  la  pregunta  de  por  qué  se  concede  esa  acción. 

Más  en  lo  cierto  encontramos  á García  Goyena  cuando  dice 
que  en  ningún  contrato  hay  responsabilidad  por  los  casos  for- 
tuitos, y que  tal  debe  reputarse  la  turbación  de  mero  hecho; 
pero,  en  nuestra  opinión,  lo  que  da  el  exacto  sentido  del  precep- 
to que  estudiamos  es  la  consideración  del  vínculo  que  liga  al 
arrendador  con  el  arrendatario,  y la  relación  que  por  virtud  de 
tal  vínculo  mantiene  éste  con  la  cosa. 

Condición  necesaria  del  goce  del  arrendatario,  fondo  sustan- 
cial del  arrendamiento,  es  la  posesión  en  que  se  ha  de  encontrar 
de  la  cosa:  sin  ella  el  goce  no  puede  efectuarse.  Cierto  que  tal 
posesión  no  la  tiene  en  concepto  de  dueño,  y que,  por  lo  tanto. 
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no  puede  ni  debe  derivar  de  ella  las  consecuencias  que  en  otro 
caso  se  derivarían.  Pero  al  cabo  es  un  poseedor.  Si  examinamos 
atentamente  esa  relación  de  posesión,  veremos  que  es  doble:  de 
una  parte,  posee  la  cosa  como  condición  de  su  disfrute;  de  otra, 
posee  su  derecho  al  goce  de  la  cosa.  La  posesión  de  la  cosa  tié- 
nela,  en  cierto  modo,  en  nombre  del  propietario,  hasta  el  punto 
de  que  no  se  considera  que  éste  deja  de  poseer  para  los  efectos  de 
la  prescripción,  por  ejemplo,  porque  dé  la  finca  en  arrendamien- 
to; pero  la  posesión  de  su  derecho  de  uso  le  corresponde  en  nom- 
bre propio  como  adquirida  en  virtud  de  un  título  justo,  que  es  el 
contrato  de  arrendamiento.  Si,  pues,  la  perturbación  de  mero 
hecho  se  refiere  al  uso  de  la  cosa,  ¿quién  sino  el  arrendatario 
ha  de  teDer  personalidad  para  repelerla?  Porque  nótese  bien  que 
el  art.  1510  habla  de  las  perturbaciones  de  mero  hecho  en  el  uso 
de  la  fiuca  arrendada,  y que  si  éstas  se  traducen  en  algo  mate- 
rial que  á la  misma  finca  afecta,  sólo  en  cuanto  perturban  el  uso 
es  en  lo  que  toca  al  arrendatario  repelerlas. 

Cierto  que,  según  el  art.  1554,  en  su  núm.  3.°,  el  arrendador 
debe  mantener  al  arrendatario  en  el  goce  pacífico  del  arrenda- 
miento por  todo  el  tiempo  del  contrato,  y que,  en  su  consecuen 
cia,  estará  obligado  á remover  los  obstáculos  que  se  opongan  á 
su  goce;  pero  á semejanza  de  lo  que  ocurre  con  el  saneamiento 
en  caso  de  evicción,  con  cuya  doctrina  guarda  la  que  exponemos 
muy  grande  analogía,  así  como  es  preciso,  según  tenemos  expli- 
cado, que  la  causa  de  evicción  pueda  ser  en  algún  modo  imputa 
ble  al  vendedor,  lo  cual  se  da  á entender  diciendo  que  ha  de  ser 
anterior  á la  venta,  de  igual  modo  los  obstáoulos  del  goce  que  el 
arrendador  debe  hacer  desaparecer,  son  aquéllos  que  en  alguna 
manera  pongan  en  duda  el  derecüo,  en  virtud  del  cual  el  mismo 
arrendador  ha  constituido  el  arrendamiento,  que  es  lo  que  en 
rigor  debe  garantizarle. 

IV.  Si  la  acción  concedida  al  arrendatario  altera  la  naturaleza 
de  su  derecho . — El  contrato  de  arrendamiento  produce  legalmente 
á favor  del  arrendatario,  por  regla  general,  un  derecho  perso- 
nal eficaz  contra  la  persona  con  quien  contrató;  por  excepción» 
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y sólo  en  los  casos  marcados  por  la  ley,  es  generador  de  nn  de- 
recho real.  Ya  sobre  este  punto  nos  hemos  detenido  en  otro  ln» 
gar,  y á lo  dicho  entonces  nos  remitimos. 

Pero  ahora,  en  vista  del  art.  1560,  nos  encontramos  con  que 
el  arrendatario  tiene  una  acción  directa  contra  los  perturbado- 
res de  mero  hecho,  acción  que  será  la  de  interdicto  ó la  que 
proceda,  según  la  clase  de  perturbación  con  que  se  haya  aten- 
tado á su  uso;  pero  positivamente  irá  dirigida  contra  personas 
que  no  han  contratado  con  él,  contra  verdaderos  terceros. 

Si,  pues,  el  arrendatario  puede  dirigirse  contra  esos  terce- 
ros, ¿será,  en  todo  caso,  el  de  arrendamiento  un  derecho  de  na- 
turaleza real? 

Para  contestar  á esta  pregunta  hay  que  distinguir  entre  la 
explicación  que  puede  dársele  en  nuestro  Código,  y la  que  me- 
rece realmente  dada  la  naturaleza  del  derecho  de  que  se  trata. 

Bajo  el  primer  aspecto,  conviene  tener  en  cuenta  en  qué  con- 
cepto corresponde  al  arrendatario  esa  acción  contra  los  terce- 
ros, y á poco  que  nos  fijemos  observaremos  que  no  le  asiste  pro- 
piamente como  tal  arrendatario;  que  no  se  deriva  del  fondo  sus- 
tancial del  derecho  concedido  por  el  arrendador  mediante  el  con- 
trato, sino  que  resulta  del  estado  de  hecho  á que  conduce  la 
ejecución  del  arrendamiento,  y,  más  todavía,  que  esas  acciones, 
encaminadas  á repeler  las  perturbaciones  de  mero  hecho  que  se 
infieran  en  la  tenencia  de  una  cosa  que  por  cualquier  título  esté 
en  nuestro  poder,  no  son  características  de  los  llamados  dere- 
chos reales,  sino  que  se  dan  en  muchos,  á los  que  evidente- 
mente no  cuadra  ese  calificativo. 

¿Qué  duda  puede  caber  de  que  al  depositario  y al  comodata- 
rio, por  ejemplo,  corresponda  acción  directa  contra  los  terceros 
que  de  mero  hecho  perturben  la  relación  de  comodato  ó de  depó- 
sito que  sobre  la  cosa  dada  en  esos  conceptos  mantienen?  En 
nuestra  opinión,  ninguna,  y,  sin  embargo,  no  por  eso  se  deberá 
afirmar  que  su  derecho  es  un  derecho  real,  como  el  dominio, 
como  la  posesión,  como  los  demás  á los  que  se  atribuye  tal  con- 
dición. 
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El  carácter  de  arrendatario;  el  tanto  de  las  atribuciones  que 
como  á tal  le  asisten;  los  límites  y modalidades  de  su  derecho, 
fuera  de  los  casos  en  que,  por  excepción,  es  de  naturaleza  real, 
sólo  podrá  hacerlos  valer  dicho  arrendatario  contra  el  arrenda- 
dor y sus  representantes  ó causahabientes;  pero  el  hecho  de  la 
tenencia  de  la  cosa,  de  la  posesión  en  que  se  encuentra,  de  la 
actualidad  y efectividad  de  su  derecho,  cualesquiera  que  sean 
sus  modalidades,  límites  y condiciones,  es  algo  en  cierto  modo 
público,  á lo  que  necesariamente  tiene  que  acompañar  esa  fa- 
cultad de  rechazar  las  perturbaciones  de  mero  hecho,  sin  que 
por  ello  se  entienda  prejuzgada  la  naturaleza  real  ó personal  del 
derecho  de  que  se  trate. 

Esta  es  la  explicación  del  precepto  dado  el  sistema  del  Códi- 
go. Ahora  bien:  si  se  atendiese  á la  verdadera  naturaleza  del  de- 
recho de  arrendamiento,  tendríamos  que  confesar  que  transfe- 
rido al  arrendatario  por  el  dueño,  más  ó menos  temporalmente, 
.el  derecho  de  uso  ó disfrute  de  la  tinca  arrendada,  la  defensa  de 
esos  derechos  contra  todo  tercero  durante  ese  tiempo,  corres- 
ponde al  que  legítimamente  los  ha  hecho  suyos.  La  ley  lo  reco- 
noce aun  sin  querer,  porque  la  verdad  se  impone  más  ó menos 
paulatinamente.  Cuando  se  discute  el  derecho  de  arrendamiento 
en  sí  mismo,  tampoco  cabe  negar  al  arrendatario  su  derecho  de 
atacar  y de  defenderse  contra  quien  quiera  que  lo  pretenda,  ci- 
tando en  su  caso,  de  evicción  al  arrendador  á los  efectos  del  sa- 
neamiento. 

No  estimamos,  por  lo  tanto,  después  del  art.  1560,  que  haya 
motivo  para  modificar  nada  de  lo  que  en  otro  lugar  hemos  ex- 
puesto acerca  de  la  naturaleza  del  derecho  de  arrendamiento. 

Véase  con  relación  á este  artículo,  las  sentencias  del  Tribu- 
nal Supremo  de  13  de  Marzo  de  lb9  < y 21  de  Noviembre 
de  1V04. 

Códigos  extranjeros. — Artículo  1725  del  Código  francés;  1851 
del  italiano;  núm.  4.°  del  art.  1606,  del  portugués-,  1930  del  de 
Ohile;  1535  del  de  Venezuela;  1528,  1529  y concordante  del  ar- 
gentino; 1762  del  de  Uruguay. 
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ARTÍCULO  1561 

El  arrendatario  debe  devolver  la  finca,  al  concluir 
el  arriendo,  tal  como  la  recibió,  salvo  lo  que  hubiese 
perecido  ó se  hubiera  menoscabado  por  el  tiempo  ó por 
causa  inevitable. 


artículo  1562 

A falta  de  expresión  del  estado  de  la  finca  al  tiem- 
po de  arrendarla,  la  ley  presume  que  el  arrendatario 
la  recibió  en  buen  estado,  salvo  prueba  en  contrario. 

artículo  1563 

El  arrendatario  es  responsable  del  deterioro  ó pér- 
dida que  tuviere  la  cosa  arrendada,  á no  ser  que  prue- 
be haberse  ocasionado  sin  culpa  suya. 

artículo  1564 

El  arrendatario  es  responsable  del  deterioro  causa 
do  por  las  personas  de  su  casa. 


El  arrendamiento  confiere  al  arrendatario  el  goce  de  la  cosa 
arrendada  de  un  modo  temporal.  La  condición  del  tiempo  es  uno 
de  los  supuestos  del  contrato.  Infiérese  de  aquí  que,  cumplido 
que  sea  el  plazo  de  la  vida  legal  de  la  relación  jurídica  estable- 
cida, vuelvan  las  partes  al  estado  de  libertad  en  que  respecto  de 
las  cosas  y de  las  prestaciones  estipuladas  se  encontraban  antes 
de  contratar.  La  consecución  de  este  fin  supone  la  restitución 
del  arrendatario  al  arrendador  de  la  cosa  que  recibió  en  arren- 
damiento. 

De  esta  restitución  se  ocupan  los  arts.  1561  al  1564,  y más 

concretamente  del  estado  en  que  la  cosa  debe  ser  restituida  y 
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de  las  responsabilidades  que  por  razón  de  los  deterioros  puedan 
originarse. 


I .—-Estado  en  que  la  cosa  debe  ser  restituida  por  el  arrendatario. 

Como  quiera  que  lo  que  al  arrendatario  se  transfirió  al  cons- 
tituirse  el  arrendamiento  fué  el  goce  de  la  cosa,  mas  no  ninguna 
facultad  que  le  permitiese  hacer  suyo  nada  de  la  cosa  misma, 
salvo  sus  frutos,  productos  ó rendimientos,  os  visto  que  la  cosa 
debe  ser  restituida  en  el  mismo  estado  en  que  fué  entregada. 

Las  restitución  comprenderá,  pues,  todos  aquellos  objetos 
que  como  anejos  ó accesorios  se  entregaron:  los  útiles  de  la  in- 
dustria, los  instrumentos  de  las  labores  agrícolas,  los  muebles 
agregados  á la  finca  urbana,  etc.;  todo  lo  que  fué  objeto  de  en* 
trega  será  objeto  de  restitución. 

Igual  identidad  ha  de  haber  en  lo  que  se  refiere  á la  cabida 
de  las  fincas  rústicas.  El  arrendatario  es  responsable  de  la  mer- 
ma, de  las  invasiones  que  los  propietarios  colindantes  hayan  ve 
rificado  en  el  predio,  bien  de  un  modo  violento,  bien  de  un  modo 
lento  y paulatino,  pues  la  cabida  que  recibió  es  la  que  debe  res 
tituir.  Por  alguien  se  ha  preguntado  si  podrá  compensar  la  dis- 
minución de  cabida  que  por  un  lado  tenga  la  finca  con  los  au- 
mentos que  por  otro  resulte  tener;  mas  no  ofrece  duda  que  tal 
compensación  sería  antijurídica,  porque  de  esos  aumentos, 
aparte  de  otras  consideraciones  que  desde  luego  se  ocurren,  el 
arrendatario  no  puede  ostentar  título  alguno,  ni  por  lo  tanto  le 
es  posible  transmitirlos  legalmente  al  arrendador. 

Ocurre  muchas  veces  que  las  mismas  cosas  dadas  en  arren- 
damiento tienen  á la  terminación  del  mismo,  por  efecto  de  con- 
tingentes circunstancias  económicas,  un  valor  distinto  del  que 
tenían  en  el  momento  de  entregarse  al  arrendatario,  y pudiera 
pensarse  si  esta  diferencia  de  valor  debe  influir  en  la  restitu- 
ción, es  decir,  si  el  arrendatario  hará  suyo  el  mayor  valor  que 
resulte,  y si  de  igual  modo  tendrá  que  responder  del  menor  que 
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á dichas  cosas  pueda  corresponder  al  tiempo  de  verificarse  su 
devolución.  Mas  á poco  que  nos  fijemos  en  el  sentido  délos  pre- 
ceptos legales,  comprenderemos  que  se  trata,  no  de  la  restitu 
ción  de  determinados  valores , sino  de  la  de  determinadas  cosas , y 
que,  por  lo  tanto,  entregando  éstas  en  el  estado  que  en  se- 
guida veremos,  no  cabe  plantear  cuestión  sobre  el  valor  que  re- 
presenten, ni  derivar  de  este  dato  consecuencia  alguna  apre- 
ciable. 

Conviene  advertir,  sin  embargo,  que  en  algunas  clases  de 
arrendamiento,  por  ejemplo,  los  que  recaen  en  todo  ó en  parte 
sobre  maquinaria  y aun  en  los  arriendos  de  explotaciones  agrí- 
colas en  las  que  entra  ganadería  como  parte  de  ella,  estos  obje- 
tos se  transmiten  con  una  previa  estimación,  de  tal  suerte  que 
el  arrendatario  puede  hacerlos  suyos  á la  conclusión  del  con- 
trato satisfaciendo  su  importe.  Otras  veces  se  estipula,  aunque 
no  como  facultad  del  arrendatario,  sino  como  obligación,  que  las 
cabezas  de  ganado  que  no  pueda  devolver  por  haber  desapareci 
do,  se  paguen  al  precio  que  en  el  momento  de  la  terminación  del 
arriendo  tenga  en  el  mercado.  Estos  pactos  y otros  muchos  de 
naturaleza  análoga  que  las  partes  puedan  establecer,  son  perfec- 
tamente lícitos  y no  hay  motivo  legal  que  se  oponga  á su  efica- 
cia y exigibilidai,  por  lo  que  deben  ser  tenidos  en  cuenta  al  ve- 
rificarse la  restitución. 

Hemos  dicho  que  la  cosa  debe  ser  restituida  en  el  estado  en 
que  se  recibió:  así  lo  declara  el  art.  1561,  mas  en  este  mismo 
precepto  se  hace  una  salvedad,  la  de  la  irresponsabilidad  del 
arrendatario  por  razón  de  lo  que  hubiese  perecido  ó se  hubiera 
menoscabado  por  el  tiempo  ó por  causa  inevitable. 

Estas  dos  excepciones  son  enteramente  justas.  El  menoscabo 
ó la  pérdida  debida  al  tiempo,  es  el  desgaste  natural  de  las  cosas, 
desgaste  que,  de  una  parte,  lo  mismo  tiene  lugar  estando  eu 
poder  del  arrendador  que  del  arrendatario,  y que  de  otra  ha  sido 
sin  duda  previsto  en  el  contrato,  siendo  uno  de  los  conceptos  por 
los  cuales  el  precio  es  debido  y que  mediante  éste  económica- 
mente se  compensa  al  arrendador. 
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La  cansa  inevitable  como  motivo  de  pérdida  ó menoscabo  de 
la  cosa  que  no  da  lugar  á responsabilidad  del  arrendatario,  es 
igualmente  justa.  La  causa  inevitable  es  el  caso  fortuito,  puesto 
que  por  caso  fortuito  se  entiende  aquel  que  no  puedo  preverse  y 
que  aun  previsto  no  puede  evitarse.  Desde  el  momento  en  que 
el  art.  1561  habla  de  causa  inevitable  alude,  en  nuestra  opinión, 
por  lo  tanto,  al  caso  fortuito.  Ahora  bien:  tratándose  de  casos 
fortuitos,  el  Código  en  el  artículo  que  comentamos,  no  hace  más 
que  aplicar  la  doctrina  general  de  las  obligaciones.  Fuera  de  loe 
casos  expresamente  mencionados  por  la  ley  - dice  el  art.  1105 — 
y de  los  en  que  así  lo  declare  la  obligación,  nadie  responderá  de 
aquellos  sucesos  que  no  hubieran  podido  preverse,  ó que,  pre- 
vistos, fueran  inevitables;  y el  art.  1182  dice  que  quedará  ex- 
tinguida la  obligación  que  consista  en  entregar  una  cosa  deter- 
minada cuando  ésta  se  perdiere  ó destruyere  sin  culpa  del 
deudor,  y antes  de  haberse  éste  constituido  en  mora.  No  es  de 
apreciar,  en  vista  de  estos  principios,  desviación  alguna  de  los 
mismos  con  motivo  del  precepto  que  estudiamos,  puesto  que  la 
obligación  del  arrendatario  consiste  en  entregar  cosa  determi 
nada,  no  se  da  elemento  alguno  de  culpa  por  su  parte,  y desde 
luego  suponemos  que  no  se  ha  constituido  en  mora,  ó que,  aun 
habiéndose  constituido,  el  menoscabo  debido  á causa  inevitable 
es  anterior  al  momento  en  que  la  mora  comenzó. 

Volvamos  al  texto  del  art.  1561  para  ver  su  enlace  con  los 
siguientes.  Repetimos  que  dice  dicho  artículo  que  la  finca  debe 
ser  devuelta  en  el  estado  en  que  se  recibió. 

Pero,  ¿en  qué  estado  entenderemos  que  fue  recibida  por  el 
arrendatario?  Dos  casos  pueden  presentarse:  primero,  que  al 
tiempo  de  constituirse  el  arrendamiento  y de  entregarse  la  cosa 
se  hiciese  constar  por  ambos  contratantes  el  estado  en  que  se 
encontraba;  segundo,  que  nada  hiciesen  constar  acerca  de  este 
punto. 

En  el  primer  supuesto  habrá  que  estar  á lo  que  se  conviniera, 
y á ello  tendrá  que  someterse  el  arrendatario.  Lo  ordinario  será 
que  el  estado  de  la  finca  se  haga  constar  por  escrito,  mas  sf  sim- 
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plemente  se  hubiese  hecho  una  manifestación  ante  testigos,  esta 
manifestación  tendrá  igual  fuerza  que  un  documento  siempre 
que,  como  es  natural,  previamente  se  pruebe  su  certeza,  pues 
realizada  en  esa  forma  es  un  nuevo  hecho  sometido  á las  reglas 
generales  de  la  prueba. 

Pudiera  ocurrir  también  que  las  partes  no  hubiesen  hecho 
constar  precisamente  el  estado  en  que  el  arrendatario  recibió  la 
cosa,  sino  únicamente  aquel  en  que  debía  restituirla.  Nada  se 
opone,  por  ejemplo,  á que  los  contratantes  convengan  en  que 
entregándose  la  finca  sin  las  reparaciones  debidas,  el  arrendata 
rio  deba  devolverla  reparada,  pues  si  éste  acepta  tal  estipula 
ción,  la  ley  no  tiene  motivos  para  declararla  nula.  De  suerte, 
que  el  principio  de  que  el  arrendatario  debe  restituir  la  cosa  en 
el  estado  en  que  la  recibió,  no  es  de  derecho  necesario,  sino  que 
puede  ser  derogado  ó modificado  por  la  voluntad  de  los  contra 
tantes. 

Examinemos  ahora  el  segundo  supuesto,  ó sea  aquel  en  que 
los  interesados  nada  han  expresado  acerca  del  estado  en  que  el 
arrendatario  recibió  la  finca,  ni  por  otra  parte,  han  estipulado 
tampoco  el  en  que  debe  devolverla.  A él  se  refiere  el  art.  1562 
que  dice  que  á falta  de  expresión  del  estado  de  la  finca  al  tiempo 
de  arrendarla,  la  ley  presume  que  el  arrendatario  la  recibió  en 
buen  estado,  salvo  prueba  en  contrario. 

La  falta  de  determinación  de  la  voluntad  de  las  partes  se 
suple  por  la  ley  con  una  presunción.  No  había  más  remedio  que 
hacerlo  así,  porque  esa  falta  de  determinación  se  refiere  á un 
extremo  que  es  indispensable  conocer  para  regular  las  modali- 
dades de  la  restitución  de  la  cosa.  Ahora  bien:  ¿es  fondada  la 
presunción  que  el  artículo  establece,  ó es  caprichosa? 

Si  el  arrendador  debe  entregar  la  cosa  al  arrendatario  al 
constituirse  el  arrendamiento  en  aptitud  de  poder  ser  destinada 
al  uso  convenido,  aun  cuando  pudiera  pactarse  lo  contrario  y el 
arrendatario  conformarse  con  no  recibirla  en  ese  estado,  no  ha 
hiendo  mediado  ese  pacto,  ni  constando  tampoco  protesta  alguna 
por  parte  del  arrendatario,  lo  lógico  es  suponer  que  el  arrenda- 
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dor  ha  cumplido  estrictamente  su  obligación,  y que,  por  lo  tanto, 
entregó  la  cosa  en  buen  estado. 

La  presunción  del  Código  se  ajusta  al  orden  de  probabilida- 
des que  motiva  toda  presunción.  Probabilidad  no  es,  sin  em- 
bargo, certeza,  y si  el  Código  hace  bien  en  presumir,  hubiera 
hecho  mal  en  formular  una  presunción  juris  et  de  jure,  porque  la 
realidad  nos  enseña  que  contra  el  mayor  número  de  probabili- 
dades aparecen  á veces  los  hechos  francamente  realizados  en 
contrario  de  lo  que  aquéllas  aparentaban  mostrar. 

De  aquí  que  el  mismo  art.  1562  concluya  diciendo  que  contra 
la  presunción  que  establece,  se  admitirá  la  prueba  en  contrario. 
Trátase,  pues,  de  una  presunción  juris  tantum.  ¿Qué  clase  de 
prueba  será  admisible  para  destruir  la  presunción?  El  Código  no 
lo  dice,  de  donde  deducimos  que  todas  las  que  el  derecho  admite 
y guarden  naturalmente  relación  con  el  hecho  que  se  trata  de 
probar  serán  eficaces;  y desde  luego  estimamos  que  la  testifical 
especialmente  no  podrá  rechazarse,  pues  sin  esfuerzo  se  alcanza 
que  racionalmente  será  el  principal  medio  de  prueba  de  que  con 
más  frecuencia  podrá  disponer  el  arrendatario. 

II. — Responsabilidad  del  arrendatario . 

Después  de  haber  dicho  el  Código  en  los  arts.  1561  y 1562 
el  estado  en  que  debe  restituirse  la  cosa  arrendada,  pasa  á es- 
tablecer las  consecuencias  de  esta  declaración,  ó sea  las  respon- 
sabilidades que  pesan  sobre  el  arrendatario  cuando  no  devuelve 
la  cosa  en  el  estado  debido.  De  ellas  se  ocupan  los  arts,  1563 
y 1564. 

Dice  el  art.  1563  que  el  arrendatario  es  responsable  del  de- 
terioro ó pérdida  que  tuviere  la  cosa  arrendada,  á no  ser  que 
pruebe  haberse  ocasionado  sin  culpa  suya. 

La  recta  inteligencia  de  este  artículo  exige,  en  primer  lugar, 
ijue  se  fije  la  merecida  atención  en  que  el  concepto  de  pérdida 
ó deterioro  á que  alude,  es  un  concepto  relativo;  hace  relación 
concretamente  al  estado,  en  el  cual  la  cosa  debe  ser  entregaba 
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según  los  arts.  1561  y 1562.  Es  decir,  que  para  saber  si  tal  de- 
terioro 6 tal  pérdida  existe,  habrá  que  comparar  el  estadoRctual 
de  la  finca  con  aquel  otro  estado  en  el  cual  hay  obligación  de  ^ 
restituirla,  pues  sólo  del  resultado  de  esta  comparación  podrá 
surgir  la  responsabilidad  del  arrendatario. 

En  segundo  lugar  debe  tenerse  en  cuenta  que  el  principio 
de  la  responsabilidad  del  arrendatario  que  formula,  tiene  una 
excepción  en  el  mismo  artículo  contenida,  que  es  la  de  que  el 
deterioro  ó pérdida  se  haya  ocasionado  sin  su  culpa,  excepción 
que  concuerda  con  el  final  del  art.  1561  cuando  alude  á que  el 
menoscabo  haya  sido  debido  al  tiempo  ó á causa  inevitable.  Nos 
encontramos  aquí  nuevamente  con  la  hipótesis  del  caso  fortuito: 
el  arrendatario  no  ha  tenido  culpa,  el  arrendatario  no  ha  obrado 
dolosamente  y,  sin  embargo,  el  deterioro,  pérdida  ó menoscabo 
ha  tenido  lugar:  sólo  á lo  que  el  art.  1561  llama  causa  inevita- 
ble, ó lo  que  es  lo  mismo,  al  caso  fortuito  es  á lo  que,  en  rigor, 
puede  imputarse  el  perjuicio  sobrevenido.  La  irresponsabilidad 
del  arrendatario  no  puede  ser  más  justa,  según  hemos  visto  en 
el  párrafo  anterior,  en  el  que  también  hemos  demostrado  que  el 
Código  no  hace  más  que  aplicar  la  doctrina  general  de  las  obli- 
gaciones. 

Pero  el  art.  1563  no  se  limita  á eximir  de  responsabilidad  al 
arrendatario  en  los  casos  fortuitos,  sino  que  añade  una  circuns- 
tancia más  en  las  palabras  relativas  al  mismo  arrendatario 
«á  no  ser  que  pruebe  haberse  ocasionado  sin  culpa  suya»,  pues 
con  tales  palabras  arroja  la  carga  de  la  prueba  sobre  el  repetido 
arrendatario.  ¿Debe  ser  esto  así?  ¿Hay  alguna  especialidad  en 
esta  disposición,  ó,  por  el  contrario,  es  conforme  á los  princi- 
pios generales  de  derecho? 

No  ha  faltado  jurisconsulto  (el  ilustre  Duvergier)  que  ha  es- 
timado que,  según  el  derecho  común,  es  el  arrendador  quien 
debe  probar  que  las  pérdidas  ó deterioros  son  debidos  á culpa 
del  arrendatario,  para  exigir  responsabilidad  á éste. 

No  lo  considera  así  nuestro  Código,  según  hemos  visto,  y al 
proceder  de  tal  manera  no  hace  más  que  ajustarse  á los  princi- 
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píos  generales  de  contratación  que  en  otro  lugar  ha  establecido. 
En  efecto,  el  art.  1183  dice  que  siempre  que  la  cosa  se  hubiese 
perdido  en  poder  del  deudor,  se  presumirá  que  la  pérdida  ocu- 
rrió por  su  culpa  y no  por  caso  fortuito,  salvo  prueba  en  contra- 
rio, y sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  art.  1096.  El  art.  1096, 
en  la  parte  aplicable,  alude  á la  responsabilidad  del  deudor  por 
razón  de  los  casos  fortuitos  cuando  se  constituyó  en  mora. 

No  bastará,  pues,  al  arrendatario  alegar  que  las  pérdidas  ó 
deterioros  son  debidos  á caso  fortuito;  será  absolutamente  pre- 
ciso que  lo  pruebe,  pues  tanto  vale  probar  que  no  ha  habido 
culpa  de  su  parte,  como  dice  el  art.  1563,  como  probar  el  caso 
fortuito. 

Por  otra  parte,  incumbe  la  prueba  de  las  obligaciones  al  que 
reclama  su  cumplimiento,  y la  de  su  extinción  al  que  la  opone, 
dice  el  art.  1214,  y si  el  arrendador  exige  la  devolución  de  la 
cosa  en  el  estado  en  que  debe  ser  restituida  y prueba  tal  obliga- 
ción del  arrendatario  con  el  contrato  de  arrendamiento,  y el 
arrendatario  opone  que  la  cosa  no  debe  ser  devuelta  en  ese  es 
tado,  sino  en  otro  distinto,  debe  á su  vez  probarlo  también: 
esto,  sobre  ser  lógico,  es  consecuencia  directa  del  art.  1214. 

Concluye  el  art.  1564,  último  de  los  que  comentamos,  decla- 
rando que  el  arrendatario  es  responsable  del  deterioro  causado 
por  las  personas  de  su  casa.  Nótese  bien  que  el  Código  no  dice 
que  el  arrendatario  sea  responsable  del  deterioro  causado  por 
las  personas  de  su  familia,  sino  que  enunciando  un  concepto 
más  amplio  comprende  en  él  á las  personas  de  su  casa.  Ni  si 
quiera  ha  limitado  el  sentido  del  precepto  á aquellas  personas 
que  de  algún  modo  estén  bajo  su  autoridad  ó potestad,  ó ligadas 
por  vínculos  de  subordinación:  tal  nota  de  significación  res- 
trictiva ha  sido  de  propósito,  sin  duda  alguna,  cuidadosamente 
excluida  de  la  regla. 

Por  personas  de  la  casa  del  arrendatario  encendemos,  pues, 
tanto  las  personas  de  la  familia,  como  los  criados,  como  loa 
huéspedes.  Aun  los  que  se  encuentren  en  ella  accidentalmente 
pensamos  que  están  comprendidos  en  el  articulo,  pues  si  cual- 
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quier  persona  á quien  se  recibe  de  visita  causa  un  daño  ó des 
perfecto  en  la  cosa  arrendada,  de  él  tendrá  que  responder  el 
arrendatario. 

Es  claro  que  las  acciones  de  éste  contra  sus  criados,  contra 
sus  amigos,  contra  sus  huéspedes,  contra  los  autores  del  daño, 
en  general,  quedan  siempre  á salvo,  mas  eso  no  importa  al 
arrendador  para  quien  la  responsabilidad  del  arrendatario  no 
sufre  modificación  alguna. 

III. — Consideración  especial  del  caso  de  incendio 
de  la  finca  arrendada. 

Hemos  visto  ya  la  extensión  de  la  responsabilidad  del  arren 
datario  por  razón  de  los  desperfectos  de  la  cosa,  según  los  ar- 
tículos 1561  al  1564.  Una  de  las  causas  de  esos  desperfectos  y 
aun  de  la  total  pérdida  puede  ser  el  incendio. 

Ni  en  los  artículos  que  comentamos  ni  en  ningún  otro  preve 
el  Código  semejante  caso,  de  donde  deducimos  que,  por  los  prin- 
cipios expuestos  y por  el  precepto  del  art.  1568  en  relación  con 
la  doctrina  general  de  obligaciones,  debe  en  nuestro  derecho  re 
solverse  esta  cuestión  en  la  práctica. 

El  asunto  es,  sin  embargo,  demasiado  importante  y ha  sido 
sobradamente  discutido  para  que  omitamos  una  indicación  de 
sus  principales  términos,  debiendo  advertir  que,  en  realidad, 
esta  materia  lo  mismo  puede  estimarse  que  corresponde  á este 
lugar  que  al  comentario  del  art.  1568,  por  lo  que  cuando  á éste 
lleguemos  nos  remitiremos  á lo  que  ahora  expongamos. 

Como  dice  Pacifici-Ma/zoni,  la  cuestión  se  empezó  á discutir 
entre  los  intérpretes  del  derecho  romano,  preguntándose  si  co- 
rresponde al  arrendador  probar  que  el  incendio  ocurrió  por 
culpa  del  arrendatario,  ó si  es  éste  el  que  debe  probar  que  no 
medió  culpa  de  su  parte;  mientras  unos,  siguiendo  á Alieno, 
sostenían  que  incendium  sine  culpa  fieri  non  possit,  y de  acuerdo 
con  Paulo,  que  plervmque  incendia  culpa  fiunt  inkabilantium,  aca- 
bando por  admitir  la  presunción  de  que  el  incendio  ocurre  por 
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culpa  del  arrendatario  y que,  por  lo  tanto,  éste  debe  indemni- 
zar; otros,  por  el  contrario,  fundándose  en  el  principio  de  neme 
pr asumí  tur  iu  culpa  y en  otros  textos  de  Ulpiano  concluyeron 
que  debía  ser  cargo  del  arrendador  el  probar  que  en  el  incendio 
había  habido  culpa  del  arrendatario. 

Llevada  la  cuestión  en  estos  términos  al  Código  de  Napoleón, 
su  art.  1733  dijo  que  el  arrendatario  es  responsable  en  ca30  de 
incendio,  á menos  que  pruebe  que  el  incendio  filó  causado  por 
caso  fortuito,  fuerza  mayor,  ó por  vicio  de  construcción,  ó que 
el  fuego  se  comunicó  por  una  casa  vecina.  Y el  tribuno  Jaubert 
explicando  estos  preceptos  los  calificaba  de  reglas  sabias,  con- 
servadoras de  la  propiedad,  la  cual  el  arrendador  no  tiene 
medios  de  vigilar.  Estas  reglas,  añade,  son  la  prenda  más  se- 
gura de  la  exactitud  del  arrendatario,  del  cuidado  que  debe  te- 
ner respecto  de  su  familia  y de  sus  servidores.  Por  lo  demás, 
la  ley  no  establece  más  que  una  presunción:  esta  presunción 
puede  ser  destruida  por  una  prueba  en  contrario;  pero  la  pre- 
sunción debe  ser  establecida  contra  el  arrendatario,  porque,  de 
una  parte,  el  arrendador  no  tiene  medio  alguno  de  prevenir  ni 
de  evitar  el  accidente,  y de  otra,  los  incendios  ocurren  ordina- 
riamente por  faltas  de  los  que  habitan  la  casa. 

El  criterio  del  Código  francés  fue  censurado  por  los  que  en- 
tendieron que  el  art.  1733  limitaba  la  prueba  en  contrario  del 
arrendatario  á los  casos  que  concretamente  dicho  artículo  men- 
ciona, ó sean  los  fortuitos,  los  de  fuerza  mayor,  los  de  vicio  de 
construcción  y el  do  haberse  comunicado  el  incendio  por  una 
casa  vecina;  pero,  á decir  verdad,  es  muy  discutible  si  el  expre- 
sado art.  1733  debe  entenderse  de  un  modo  restrictivo  ó limita- 
tivo, ó si,  por  el  contrario,  se  le  debe  dar  una  inteligencia  más 
amplia,  estimando  que  la  ley  sólo  señaló  los  casos  más  frecuen- 
tes y probables,  aunque  sin  desconocer  que  pudieran  presen- 
tarse otros  en  que  no  mediase  culpa  alguna  del  arrendatario. 
Esta  última  es  la  opinión  de  Laurent,  y no  parece  desprovista 
de  fundamento. 

Teniendo  en  cuenta  estos  datos,  el  Código  italiano,  en  su  ar- 
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tículo  1589,  siguiendo  los  precedentes  del  sardo,  añadió  á los 
casos  de  irresponsabilidad  del  arrendatario  enumerados  por  el 
Código  francés,  aquel  otro  en  que  pruebe  que  el  incendio  ha  te- 
nido lugar  á pesar  de  la  diligencia  que  un  padre  de  familia  cui- 
dadoso tenga  costumbre  de  practicar. 

Nuestro  Código,  como  antes  hemos  indicado,  no  habla  del 
caso  de  incendio;  mas  como  no  debe  lógicamente  pensarse  que 
ha  sido  su  propósito  dejarlo  sin  solución  en  la  práctica,  hay  que 
acudir  en  busca  de  ella,  como  también  hemos  dicho,  á aquellos 
artículos  que  por  la  generalidad  de  su  doctrina  cabe  estimar  que 
lo  comprenden.  Estos  artículos  son  los  que  comentamos  y el 
1568  y sus  concordantes. 

Del  examen  en  conjunto  de  todos  ellos  se  deduce:  que  si  el 
arrendatario  es  responsable  del  deterioro  ó pérdida  que  tuviese 
la  cosa  arrendada,  á no  ser  que  pruebe  haberse  ocasionado  sin  culpa 
suya  (art.  1563);  que  si  él  mismo  debe  devolver  la  finca  tal  como 
la  recibió,  salvo  lo  que  hubiese  perecido  ó se  hubiera  menosca- 
bado por  el  tiempo  ó por  causa  inevitable  (artículo  1561),  y que  si 
cuando  la  cosa  se  pierde  en  poder  del  deudor,  se  presume  que  la 
pérdida  ocurrió  por  su  culpa  y no  por  caso  fortuito  (art.  1568  en 
relación  con  los  1182  y 1183),  es  ineludible  la  consecuencia  de 
que  el  arrendatario  debe  probar,  para  eximirse  de  responsabi- 
lidad, que  en  el  hecho  del  incendio  no  ha  habido  por  su  parte 
culpa  ni  negligencia. 

La  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  27  de  Octubre  de  1905, 
Sala  3.a,  se  limita  á declarar  que  debe  sufrir  el  arrendatario  las 
consecuencias  de  un  incendio  causado  por  descuidos  y abandono 
por  su  parte. 

Resuelta  la  cuestión  desde  el  punto  de  vista  de  los  textos  le- 
gales citados,  únicos  aplicables,  no  cabe  discutir  en  nuestro  de- 
recho como  en  el  francés  ocurre,  si  los  casos  de  irresponsabili- 
dad del  arrendatario  están  ó no  taxativa  y restrictivamente  se- 
ñalados, pues  aparece  claro  que  siempre  que  el  arrendatario  de- 
muestre estar  limpio  de  toda  culpa,  su  responsabilidad  no  llega 
á nacer,  cualquiera  que  sea  la  causa  del  incendio. 
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Estimamos,  por  lo  tanto,  que  nuestro  Código  al  hacer  pesar 
la  carga  de  la  prueba  sobre  el  arrendatario,  concuerda  sustan 
cialmente  con  los  francés  ó italiano,  y que  al  seguir  tal  criterio, 
acomódase  á los  elementales  principios  de  justicia,  no  introdu- 
ciendo alteración  ninguna  en  la  doctrina  general  de  las  obliga- 
ciones, á pesar  de  la  contraria  opinión  de  Duvergier. 

Y no  podía  ser  de  otra  manera,  porque  el  hecho  del  incendio, 
aunque  de  realidad  evidente,  no  es  de  tal  naturaleza  que  lleve 
consigo  la  exención  de  culpa  del  arrendatario:  tratárase  de  los 
daños  producidos  por  una  exhalación,  y demostrándose  que  á 
esta  causa  eran  debidos,  no  sería  preciso  entrar  á discutir  la 
parte  de  responsabilidad  que  al  arrendatario  correspondiera, 
porque  es  evidente  que  ni  la  conducta,  ni  la  voluntad  humana 
podían  haber  influido  para  nada  en  ese  suceso.  Pero  el  hecho 
del  incendio  no  es  de  igual  naturaleza;  la  negligencia,  la  culpa 
del  arrendatario,  hasta  su  mala  intención,  pueden  haber  sido 
causa  del  accidente,  y como  de  él  hace  arrancar  el  arrendatario 
la  extinción  de  su  obligación  de  restituir  la  cosa,  justo  es  que 
pruebe  que  está  libre  de  toda  culpa, 

Suponiendo  que  el  arrendatario  no  ha  podido  demostrar  que 
no  ha  habido  culpa  por  su  parte,  aunque  excluyendo  desde  luego 
el  caso  de  verdadero  delito,  preguntamos  ahora:  ¿cuál  será  la 
extensión  de  su  responsabilidad? 

El  arrendatario  es  un  deudor  de  buena  fe.  De  esta  base  par- 
timos para  contestar  la  pregunta,  y teniéndola  en  cuenta,  desde 
luego  surge  la  evidente  aplicación  de  los  arts.  1106  y 1107  en 
su  párrafo  primero.  La  indemnización  de  daños  y perjuicios  com- 
prende, no  sólo  el  valor  de  la  pérdida  que  haya  sufrido,  sino 
también  el  de  la  ganancia  que  haya  dejado  de  obtener  el  acree- 
dor, saldas  las  disposiciones  contenidas- en  los  artículos  siguien- 
tes, dice  el  1106;  y,  seguidamente  el  1107  concreta  aun  más  lo 
que  se  entiende  por  estos  daños  y perjuicios  cuando  el  deudor 
tiene  buena  fe,  diciendo  que  son  los  previstos  ó que  se  hayan 
podido  prever  al  tiempo  de  constituirse  la  obligación  y que  sean 
consecuencia  necesaria  de  su  falta  de  cumplimiento. 
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¿Cómo  86  aplican  estas  disposiciones  al  caso  de  que  trata- 
mos? Cierto  que  el  arrendador  pierde  su  finca,  y en  este  sentido 
parece  que  se  impone  la  consecuencia  de  que  el  arrendatario 
está  obligado  á reedificarla,  pero  examinada  la  cuestión  más 
atentamente,  se  observa  que  lo  que  el  arrendador  pierde  es  el 
valor  que  la  finca  tenía  en  el  momento  de  su  destrucción  por  el 
incendio.  Fácilmente  se  comprende  que  aun  cuando  la  cosa  no 
valiera  más  que  50,  su  reedificación  puede  valer  100,  y si  el 
arrendatario  tuviera  que  costear  la  reedificación,  resultaría  que 
el  arrendador,  en  realidad,  habría  hecho  un  buen  negocio  enri 
queciéndose  á costa  de  aquél,  puesto  que  vería  trocada  su  finca 
vieja  y quizá  en  mal  estado  por  otra  nueva  y flamante.  Á esta 
conclusión  no  puede  llegarse  en  buenos  principios  de  derecho: 
lo  justo  es  que  el  arrendatario  indemnice  ó contribuya  á la 
reedificación,  pero  solamente  en  el  tanto  representativo  del  va- 
lor de  lo  destruido. 

Se  ha  discutido  sobre  la  extensión  de  la  responsabilidad  del 
arrendatario  al  pago  de  los  alquileres  correspondientes  al  tiem- 
po posterior  al  hecho  del  incendio,  no  faltando  quien  sostenga 
que  debe  satisfacer  absolutamente  todos  los  que  habría  satisfe- 
cho si  el  contrato  hubiese  llegado  á su  total  cumplimiento.  Mas 
hay  que  tener  en  cuenta,  de  una  parte,  que  la  pérdida  de  la 
cosa  extingue  la  obligación,  y de  otra  que  el  arrendatario,  en 
el  supuesto  que  examinamos,  es  un  deudor  de  buena  íe.  La  so- 
lución que  á nuestro  juicio  requieren  estos  antecedentes,  es  la 
de  estimar  que,  en  tal  caso,  el  arrendatario  debe  abonar  los  al- 
quileres correspondientes  al  tiempo  que  dura  la  reedificación, 
más  aquellos  otros  que  prudencialmente  los  tribunales  acuerden 
en  razón  al  tiempo  que  el  arrendador  pueda  tardar  en  hallar  otro 
arrendatario  para  su  finca  ya  reedificada.  Cal  es  también  el  cri 
terio  mantenido  por  Laurent. 

También  se  ha  discutido  si  el  arrendatario  debe  responder  al 
arrendador  de  los  muebles  que  éste  tuviera  en  la  finca  arrendada 
y que  por  el  incendio  se  destruyen.  Pero  si  estos  muebles  no 
habían  entrado  en  el  arrendamiento  de  la  finca,  no  estaban,  en 
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rigor,  en  poder  del  arrendatario,  como  tal  arrendatario,  ni  éste 
tenía  obligación  de  restituii'los;  es  evidente  que  tal  punto  queda 
enteramente  fuera  de  la  cuestión  de  la  responsabilidad  de  aquél 
por  razón  del  incendio,  que  es  la  que  ahora  nos  ocupa.  Las  ac 
ciones  que  al  arrendador  puedan  corresponder,  no  arrancan  ya 
del  contrato  de  arrendamiento,  ni  su  estudio,  por  lo  tanto,  per- 
tenece á este  lugar. 

Frecuentísimo  es  el  caso  de  que  una  misma  casa  sea  habitada 
por  varios  arrendatarios  ó inquilinos.  ¿Cómo  se  dará  entre  ellos 
la  responsabilidad?  El  Código  francés  sienta,  en  su  art.  1734,  el 
principio  de  la  solidaridad  que  con  razón  ha  sido  censuradísimo. 
En  nuestro  Código  no  se  puede  llegar  á esa  solución,  porque 
según  el  art.  1137,  la  solidaridad  en  las  obligaciones  no  se  pre- 
sume nunca,  y excusado  es  decir  que  la  ley  no  la  declara  en  el 
caso  de  incendio  de  la  finca  arrendada,  del  cual  no  se  ocupa  ex- 
presamente, como  ya  tenemos  dicho.  La  responsabilidad  habrá, 
pues,  que  entenderla  entre  varios  arrendatarios  en  el  concepto 
de  á prorrata.  Es  claro  que  cada  uno  de  los  arrendatarios  po 
drá  probar  que  no  ha  habido  culpa  de  su  parte,  librándose  de 
este  modo  de  la  obligación  de  indemnizar.  El  citado  art.  1734 
del  Código  francés,  después  de  consignar  el.,  principio  de  la  soli 
daridad,  añade:  á no  ser  que  prueben  (los  inquilinos)  que  em- 
pezó el  fuego  en  la  habitación  de  uno  de  ellos,  porque  entonces 
éste  sólo  será  el  responsable,  ó también  cuando  algunos  prue- 
ben que  no  pudo  tener  principio  en  su  casa. 

La  cuestión  se  complica  y ha  dado  lugar  á no  pocas  discu- 
siones, cuando  el  propietario  arrendador  habita  uno  de  los  de- 
partamentos ó pisos  de  la  finca  arrendada.  ¿Qué  influencia 
ejerce  este  hecho  sobre  las  acciones  de  que  venimos  hablando? 

Si  todos  y cada  uno  de  los  arrendatarios  prueban  que  no  ha 
habido  culpa  de  su  parte,  es  indudable  que  no  tendrán  respon- 
sabilidad, soportando  la  pérdida  el  propietario:  lo  mismo  ocu 
rrirá  si  se  demuestra  que  el  incendio  ha  comenzado  en  el  depar- 
tamento de  éste  ó por  su  culpa.  Cuando  puede  caber  mayor 
duda,  es  en  el  caso  en  que,  ignorándose  el  origen  del  siniestro. 
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ignorándose  asimismo  á quién  es  imputable  la  culpa,  los  arren- 
datarios no  puedan  probar,  sin  embargo,  que  están  libres  de 
ella.  Su  responsabilidad  en  tal  supuesto  es  para  nosotros  evi- 
dente; así  se  deduce  de  los  principios  que  hemos  aplicado  al  caso 
de  que  sea  uno  sólo  el  arrendatario.  Ahora  bien:  debe  tenerse 
en  cuenta  que  cada  inquilino  responderá  de  aquello  que  está 
obligado  á conservar  y restituir,  esto  es,  de  su  piso  ó departa- 
mento y que  el  valor  de  éste  será  la  base  de  la  indemnización. 

Concordancias. — Artículos  1492,  1493,  1494  y 1495  del  Pro- 
yecto de  1851;  1109,  1110  y lili  del  Código  de  Austria;  1788, 
1789,  1790  y 1791  del  de  Uruguay,  556,  557,  558,  586,  587, 
588,  589,  590,  591  y 594  del  alemán;  1561,  1568,  1569,  1570, 
1571  y 1572  del  argentino;  1541,  1542  y 1543  del  de  Venezue- 
la; 3107,  3108  3109,  3110,  3111,  3112,  3124,  3195  y 3126  del 
de  Baja  California  y Puebla;  1730,  1731,  1732,  17-33,  1734 
y 1725  del  francés;  1585,  1586,  1588,  1589  y 1590  del  italiano; 
números  2.°  y 5.°  del  art.  1608  del  portugués;  1941,  1947,  1948 
y 1949  del  Código  de  Chile. 

ARTÍCULO  1565 

Si  el  arrendamiento  se  ha  hecho  por  tiempo  deter- 
minado, concluye  el  día  prefijado  sin  necesidad  de  re- 
querimiento. 


artículo  1566 

Si  al  terminar  el  contrato,  permanece  el  arrendata- 
rio disfrutando  quince  días  de  la  cosa  arrendada  con 
aquiescencia  del  arrendador,  se  entiende  que  hay  tá- 
cita reconducción  por  el  tiempo  que  establecen  los  ar- 
tículos 1577  y 1581,  á menos  que  haya  precedido  re- 
querimiento. 
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ARTÍCULO  1567 

En  el  caso  de  la  tácita  reconducción,  cesan  respecto 
de  ella  las  obligaciones  otorgadas  por  un  tercero  para 
la  seguridad  del  contrato  principal. 

Hemos  agrupado  estos  artículos  porque  aun  cuando  el  pri- 
mero de  ellos  se  refiere  propiamente  á la  conclusión  del  contrato 
de  arrendamiento  y los  otros  dos  á su  subsistencia,  el  hecho  que 
motiva  ésta  está  tan  íntimamente  enlazado  con  el  hecho  extin- 
tivo  del  cumplimiento  del  término  y guarda  con  él  tan  estrecha 
relación  en  la  práctica,  que  hemos  estimado  que  su  agrupación 
facilitará  su  inteligencia. 

Estudiemos,  en  primer  lugar,  el  término  natural  del  arren- 
damiento, para  luego  ocuparnos  de  la  tácita  reconducción. 


I.  — Cumplimiento  del  tiempo  determinado  para  el  arrendamiento: 

sus  efectos. 

4 

En  nuestros  comentarios  á la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  re- 
formada (1)  dijimos  que  la  ley  de  8 de  Junio  de  1813,  después 
de  ordenar  que  los  arrendamientos  de  predios  rústicos  por  tiem- 
po determinado  fenecerían  con  éste  sin  necesidad  de  mutuo  des- 
ahucio, prevenía  en  su  art.  6.°  que  los  arrendamientos  sin 
tiempo  determinado  durarían  á voluntad  de  las  partes;  pero  cual 
quiera  de  ellas  que  quisiera  disolverlos,  podría  hacerlo  así,  avi- 
sando á la  otra  un  año  antes.  Allí  expusimos  tambióu  que  la 
de  9 de  Abril  de  1842  ordenó  en  su  art.  2.°,  para  las  fincas  ur- 
banas, que  si  en  el  contrato  se  hubiese  estipulado  tiempo  fijo 
para  su  duración,  fenecería  el  arrendamiento  cumplido  el  plazo, 
sin  necesidad  de  desahucio  por  una  ni  otra  parte;  pero  que  en 


(l)  Tomo  6.°,  p&g.  11,  comentario  k los  arta.  1562  y 1563  de  dicha  ley. 
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otro  caso  y en  el  de  su  continuación  por  consentimiento  tácito 
el  dueño  no  podria  desalojar  al  arrendatario,  ni  éste  dejar  el 
predio,  sin  dar  aviso  ¿ la  otra  parte  con  la  anticipación  adop- 
tada por  la  costumbre  del  pueblo,  y,  en  su  defecto,  con  la  de 
cuarenta  días.  . 

Á estas  disposiciones — añadimos  entonces — se  refería  el  ar- 
tículo 1562  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  al  declarar  en  su 
número  2.°  que  el  desahucio  puede  fundarse  «en  haber  expirado 
el  plazo  del  aviso  que  para  la  conclusión  del  contrato  debe  darse 
con  arreglo  á la  ley,  á lo  pactado  ó á la  costumbre  general  de 
cada  pueblo». 

Frente  á tales  antecedentes  nos  encontramos  con  el  artícu- 
lo 1565  del  Código,  que  establece  que  si  el  arrendamiento  se  ha 
hecho  por  tiempo  determinado,  concluye  el  día  prefijado  sin  ne- 
cesidad de  previo  requerimiento. 

Ya  el  Proyecto  de  1851,  en  su  art  1496,  había  marcado  esta 
tendencia,  diciendo  que  si  el  arrendamiento  se  había  hecho  por 
tiempo  señalado,  concluye  en  el  día  prefijado  sin  necesidad  de 
desahucio.  Nuestro  Código,  como  se  ve,  se  acomoda  á tal  senti- 
do, aunque  mejora  notablemente  la  fórmula  de  su  enunciación  al 
sustituir  la  palabra  desahucio  por  la  de  requerimiento.  La  pala- 
bra requerimiento  expresa  bien  el  pensamiento;  la  de  desahucio  no 
lo  expresa,  porque,  en  rigor,  su  necesidad,  esto  es,  la  necesidad 
de  seguir  el  procedimiento  judicial  á que  se  llama  desahucio  ó 
juicio  de  desahucio,  no  depende  tan  sólo  de  la  declaración  legal, 
sino  de  la  actitud  que  adopte  el  arrendatario,  pues  si  éste,  á pe- 
sar de  que  la  ley  declara  concluido  el  contrato  una  vez  llegado 
el  día  prefijado,  no  abandona  la  finca,  no  tendrá  el  arrendador 
más  remedio  que  desahuciarle  judicialmente. 

Esta  reforma  venía  siendo  ya  reclamada  por  la  opinión  pú- 
blica, de  acuerdo  con  lo  que  demandaban  los  más  elementales 
principios  de  derecho,  pues  la  seriedad  de  la  contratación,  el 
respeto  debido  á lo  estipulado  y el  legítimo  amparo  de  los  con- 
tratantes de  buena  fe,  de  consuno  repugnaban  la  neiesidad  de 
un  requerimiento  ó aviso  cuya  superfluidad  era  notoria. 

38 
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Es,  por  lo  tanto,  evidente  que  el  art.  1565  del  Código,  en  lo 
que  concretamente  expresa,  tiene  un  indudable  alcance  deroga- 
torio respecto  del  núm.  2.°  del  art.  1562  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil;  y decimos  en  lo  que  concretamente  expresa,  por- 
que, como  hemos  explicado  en  nuestros  comentarios  á dicho  ar- 
tículo de  la  ley  procesal,  puede  haber  algún  caso  en  que  el  previo 
aviso  sea  necesario,  mas  esos  casos,  como  allí  puede  verse  y más 
adelante  tendremos  ocasión  de  confirmar,  no  atontan  á la  virtua- 
lidad del  precepto  del  art.  1565  ¿el  Código. 

Contrayéndonos  ya  al  supuesto  de  aplicación  de  este  artículo, 
notamos  que  está  contenido  en  sus  primeras  palabras,  cuando 
dice  «si  el  arrendamiento  se  ha  hecho  por  tiempo  determinado...» 
Claramente  da  á entender  el  precepto  que  puede  haber  arrenda- 
damientos  que  no  se  hayan  hecho  por  tiempo  determinado,  sino 
indeterminado,  pues  para  estimarlo  así  no  es  preciso  esforzarse 
en  violentas  deducciones,  sino  que,  por  el  contrario,  tal  inteli- 
gencia fluye  del  literal  sentido  de  las  palabras  del  artículo. 

Llamamos  la  atención  sobre  este  punto,  porque  ello  viene  á 
ratificar  algo  que  hemos  dicho  con  motivo  del  comentario  del  ar- 
tículo 1543.  Requiere  este  artículo,  como  una  de  las  condiciones 
esenciales  del  arrendamiento  de  cosas,  la  necesidad  de  un  tiempo 
determinado,  y al  estudiar  nosotros  este  requisito  no  ocultamos 
nuestra  opinión  acerca  de  la  mala  fortuna  con  que  el  Código  lo 
había  expresado.  Pensábamos  entonces  que  la  idea  de  tiempo 
hubiera  estado  más  exactamente  representada  en  la  definición 
del  arrendamiento  de  cosas  con  el  adverbio  temporalmente , sin 
añadir  el  calificativo  de  la  determinación , y presentamos  algunos 
casos  en  los  que,  á pesar  de  ser  el  tiempo  indeterminado,  se 
daba  la  noción  del  arrendamiento.  ¿Cómo  negar,  decíamos  en 
aquel  lugar,  la  esencial  naturaleza  del  contrato,  por  más  que  no 
se  dé  la  determinación  del  tiempo,  si  todo  lo  que  constituye  la 
sustancia  y la  entraña  del  acto  jurídico  está  presente  en  los  casos 
propuestos? 

El  artículo  que  ahora  comentamos  viene  á darnos  la  razón: 
si  la  ley  alude  á arrendamientos  hechos  por  tiqmpo  determinado 
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y la  manera  de  su  alusión  es  la  condicional,  refiriéndose  á cosa 
que  puede  ser  ó no  ser,  no  á algo  que  forzosamente  ha  de  ser  de 
un  cierto  modo,  es  lógica  la  consecuencia  de  que,  junto  á ese  ex* 
tremo  de  la  disyuntiva,  ha  de  tener  vida  legal  el  otro:  es  decir, 
que  con  los  arrendamientos  hechos  por  tiempo  determinado  co- 
existen en  nuestro  Código  aquellos  otros  en  que  no  hay  esa  de- 
terminación. 

Mas  dejando  esto  á un  lado,  lo  que  ahora  nos  importa  con- 
signar es  que  la  aplicación  del  art.  1565  está  limitada  á aque- 
llos arrendamientos  que  se  han  hecho  por  tiempo  determinado. 
Pero,  ¿qué  entenderemos  por  arrendamientos  de  tiempo  deter- 
minado? 

La  primera  y más  importante  fuente  de  determinación  es  la 
voluntad  de  las  partes,  manifestada  expresamente  en  el  pacto. 
A ella  habrá  que  acudir  en  primer  lugar.  Para  interpretarla 
debidamente,  estimarnos  que  habrá  de  tenerse  en  cuenta  que  no 
existo  tan  sólo  la  determinación  cuando  se  fija  un  período  de 
tiempo  de  límites  perfectamente  conocidos,  como,  por  ejemplo, 
un  año,  seis  meses,  etc.,  sino  también  cuando  la  duración  del 
contrato  está  influida,  por  algún  acontecimiento  cuyo  momento 
da  realización  se  desconoce  a priori,  aunque  sea  seguro  que  ha 
de  verificarse. 

Pero  hay  otra  fuente  de  determinación,  que  es  la  ley. 

Puede  ocurrir  que  las  partes  no  fijen  la  duración  del  con- 
trato, y,  en  este  caso,  el  Código  mismo  la  determina,  atendiendo 
á la  distinta  naturaleza  de  rústica  ó urbana  que  tenga  la  finca 
arrendada  Si  es  rústica,  dice  el  art.  1577,  se  entiende  hecho 
por  todo  el  tiempo  necesario  para  la  recolección  de  los  frutos  que 
toda  la  finca,  arrendada  diere  en  un  año  ó pueda  dar  por  una  vez, 
aunque  pasen  dos  ó más  años  para  obtenerlos;  el  de  tierras  la- 
brantías, divididas  en  dos  ó más  hojas,  se  entiende  por  tantos 
años  cuantas  sean  éstas;  y si  es  urbana,  se  entenderá  hecho  por 
años  cuando  se  ha  fijado  un  alquiler  anual,  por  meses  cuando  es 
mensual,  por  días  cuando  es  diario,  dice  el  art.  1581. 

¿A  cuál  de  estas  determinaciones  de  tiempo  se  refiere  el  ar- 
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tículo  que  comentamos  para  dar  por  concluido  el  arrendamiento 
el  día  prefijado  sin  necesidad  de  requerimiento? 

En  nuestro  concepto,  á las  dos,  tanto  á la  que  procede  de  la 
voluntad  de  los  contratantes,  como.á  la  que  reconoce  su  funda- 
mento en  la  declaración  legal.  Las  razones  que  tenemos  para 
pensarlo  así  son,  dichas  en  resumen:  que  el  artículo  no  distin- 
gue el  origen  de  la  determinación  del  tiempo,  aludiendo,  en  ge- 
neral, á arrendamientos  hechos  por  tiempo  determinado;  que  el 
mismo  motivo  hay  para  aplicar  el  precepto  del  art.  15  05  al  uno 
que  al  otro  caso,  y que,  en  rigor,  el  contenido  de  los  arts.  1577 
y 1581  se  puede  decir  que,  en  cierto  modo,  procede  do  la  volun- 
tad de  los  contratantes,  no  solamente  porque  implican  presun- 
ciones muy  fuertemente  establecidas,  sino  porque  dada  su  pre 
existencia  en  el  Código,  es  lógico  pensar  que  al  no  consignarse 
en  el  contrato  la  duración  del  mismo,  es  porque  sus  autores  han 
tenido  el  propósito  y la  intención  de  acomodarse  á sus  disposi- 
ciones. 

Concluirá,  pues,  el  arrendamiento  el  día  expresamente  pre- 
fijado por  los  contratantes,  ó,  á falta  de  él,  el  día  que  la  ley  se 
ñala  como  el  último  de  su  existencia  legal,  y en  ambos  casos  no 
habrá  necesidad  de  requerimiento. 

Ocurre  muchas  veces  que  el  periodo  total  del  arrendamiento 
se  divide  en  períodos  parciales,  por  ejemplo,  del  siguiente  modo: 
B.  arrienda  á C.  una  casa  por  cuatro  años,  estipulando  que  si  á 
la  terminación  de  éstos  no  se  dice  nada  en  contrario,  se  enten- 
derá que  el  arrendamiento  subsiste  por  cuatro  años  más,  y de. 
igual  manera  al  concluir  éstos,  hasta  completar  el  número  de 
doce  años.  Lo  importante  en  este  caso  es  que  resulte  bien  claro 
de  los  términos  del  contrato  en  interés  de  quién  se  han  estipu- 
lado estas  prórrogas,  si  del  arrendatario,  si  del  arrendador,  ó de 
ambos.  En  el  primer  supuesto,  el  arrendamiento  no  se  puede 
dar  por  concluido  hasta  que  no  se  cumplan  los  doce  años,  á no 
ser  que  antes  manifieste  el  arrendatario  su  propósito  de  termi 
narlo;  en  el  segundo,  la  sola  voluntad  del  arrendador  será  sufi- 
ciente para  que  el  arrendamiento  se  extinga  al  final  de  cual- 
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quiera  de  los  períodos  pactados;  en  el  tercero,  es  forzoso  enten- 
der que  el  contrato  dura  doce  años,  salvo  expreso  acuerdo  en 
contrario  de  ambos  contratantes. 

Principio  accesorio  de  interpretación  en  el  caso  á que  nos 
referimos  es  el  que  afirma  que  cuando  no  resultare  claro  de  los 
términos  del  contrato  en  interés  de  quién  se  ha  establecido  la 
prórroga,  se  considerará  establecida  en  interés  de  las  dos  partes. 

Con  lo  dicho  hasta  aquí  basta  para  comprender  el  sentido  del 
artículo  1565.  Séanos  permitido,  sin  embargo,  una  última  obser- 
vación. De  la  relación  existente  entre  el  art.  1565  y el  1566,  de 
ducimos  que  en  el  primero  ha  sido  la  intención  del  legislador 
establecer  una  implícita  salvedad  que  debe  sobreentenderse. 
Cierto  que  el  arrendamiento  hecho  por  tiempo  determinado  con- 
cluye el  día  prefijado,  sin  necesidad  de  requerimiento;  pero  esto 
se  debe  estimar  así  sin  perjuicio  de  la  tácita  reconducción,  es 
decir,  salvo  el  caso  de  que  tenga  lugar  la  tácita  reconducción, 
de  la  que  nos  ocuparemos  seguidamente. 

Resolución  de  la  Dirección  de  los  Registros. — -Habiéndose  pac- 
tado en  un  arrendamiento  que  quedaría  fenecido  el  contrato  de 
hecho  y de  derecho  sin  necesidad  de  requerimiento,  según  el  ar- 
tículo 1565  del  Código,  cuando  el  plazo  transcurriese,  el  arren- 
dador acudió  al  Registrador  pasado  dicho  plazo,  con  solicitud 
para  que  lo  cancelase.  La  Dirección  declaró  que  proce  lía  la  can- 
celación, porque  de  los  documentos  presentados  y del  Registro 
resultaba  de  hecho  y de  derecho  fenecido  el  arrendamiento.  (Re- 
solución de  30  de  Noviembre  de  1900.) 


ir.-  De  la  tácita  reconducción . 

Condensa  García  Goyena  los  precedentes  de  esta  materia, 
diciendo  que  las  leyes  romanas  no  señalaban  qué  término  debía 
continuar  el  arrendatario  en  la  tranquila  posesión  de  la  cosa, 
para  que  se  entendiese  prolongado  ó renovado  el  arriendo;  que 
la  ley  de  Partidas  lo  fijó  en  tres  días,  adoptando  en  lo  demás 
las  leyes  romanas,  y que  el  decreto  de  las  Cortes  de  8 de  Junio 
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de  1813,  señaló  el  mismo  término,  aunque  sólo  habló  de  predios 
rústicos. 

Códigos  modernos  hay  que  no  establecen  un  tiempo  determi- 
nado; mas  sin  entrar  ahora  á discutir  si  el  plazo  debe  ó no  fijarlo 
la  ley,  examinemos  en  primer  lugar  el  hecho  que  según  nuestro 
Código  origina  la  tácita  reconducción  para  ver  después  las  con- 
secuencias ó efectos  de  esta. 

El  hecho  total  que  da  motivo  á la  reconducción  nos  muestra, 
según  el  art.  1566,  dos  aspectos,  uno  positivo,  negativo  el  otro. 
Es  el  primero,  el  que  se  refiere  á la  permanencia  del  arrendatario 
en  el  disfrute  de  la  finca  arrendada  por  término  de  quince  días, 
y con  aquiescencia  del  arrendador.  Es  el  segundo,  el  que  impli- 
ca, para  que  se  dé  el  supuesto  legal,  la  necesidad  de  la  ausencia 
de  todo  requerimiento  anterior. 

Es  de  notar,  en  cuanto  al  primer  aspecto  ante  todo,  que  la 
permanencia  del  arrendatario  en  el  disfrute  de  la  cosa  se  cuenta 
desde  el  momento  de  la  terminación  del  contrato;  hasta  que  el 
contrato  no  termina,  no  se  puede  decir  en  rigor  que  el  arrenda- 
tario permanece  disfrutando,  sino  que  está  disfrutando  la  cosa  en 
virtud  del  arrendamiento  estipulado.  Una  vez  éste  fenecido,  y 
ya  sabemos  que  fenece  al  llegar  el  día  prefijado  sin  necesidad  de 
requerimiento,  según  el  art.  1565,  es  cuando  se  podrá  apreciar 
si  hay  ó no  la  permanencia  de  que  habla  la  ley.  Este  pensamiento 
lo  da  á entender  muy  claramente  el  art.  1566,  al  comenzar  con 
las  palabras  «si  al  terminar  el  contrato...»;  de  donde  se  deduce 
que  el  disfrute  anterior  al  término  natural  del  arrendamiento  no 
puede  ser  invocado  en  modo  alguno  como  motivo  de  tácita  re- 
conducción. 

La  permanencia  en  el  disfrute  de  que  tratamos  ha  de  ser,  se- 
gún el  art.  1566,  con  aquiescencia  del  arrendador,  lo  cual  im- 
plica dos  términos:  primero,  su  conocimiento,  y segundo,  su 
consentimiento,  ya  que  no  se  puede  prestar  aquiescencia  á aque- 
llo que  se  ignora.  Es  decir,  que  el  tal  disfrute  ha  de  ser,  como 
decían  nuestras  antiguas  leyes  á otro  propósito,  en  paz  y en  faz 
del  arrendador.  Conviene  no  olvidar  este  requisito. 
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Importa  observar,  porque  ello  contribuye  mucho  á la  recta 
inteligencia  de  la  materia  que  estudiamos,  que  el  art.  1566  no 
se  refiere  á la  permanencia  del  arrendatario  en  la  posesión  de  la 
cosa,  sino  á la  permanencia  en  el  disfrute,  como  hemos  tenido 
muy  buen  cuidado  de  decir  siempre,  lo  cual  es  muy  distinto. 
Del  simple  hecho  de  una  nueva  posesión  es  imposible  deducir  la 
existencia  de  la  tácita  reconducción  (más  adelante  insistiremos 
sobre  este  punto);  del  hecho  del  disfrute,  la  reconducción  se  de- 
riva como  su  más  necesaria  consecuencia. 

Aun  todavía  interesa  dejar  más  determinada  esta  idea  de  la 
permanencia  en  el  disfrute.  El  Código  no  lo  dice  de  un  modo  ex- 
preso, pero  lo  que  vamos  á indicar  inspira  desde  luego  su  pre- 
cepto. Nos  referimos  al  elemento  intencional  de  esa  permanen- 
cia, y al  elemento  intencional  también  de  la  aquiescencia  del 
arrendador.  Preciso  es  que  al  permanecer  el  arrendatario  en  el 
disfrute  de  la  cosa,  entienda  que  continúa  aprovechándose  déla 
cosa  como  tai  arrendatario,  y no  en  otro  cualquier  concepto;  pre- 
ciso es  también  que  la  aquiescencia  del  arrendador  arranque  de 
su  propicio  estado  de  conciencia,  para  seguir  considerando  al 
arrendatario  como  tal. 

Bien  se  nos  alcanza  que  esto  encierra  un  problema  de  prueba 
de  muy  difícil  solución  en  muchos  casos;  pero  fácilmente  se  com- 
prende que  si,  por  ejemplo,  á la  conclusión  del  arriendo  continúa 
el  arrendatario  en  la  finca  arrendada  con  consentimiento  del 
arrendador,  porque  éste  le  encarga  de  su  custodia  mientras  en- 
cuentra otro  arrendatario,  permitiéndole  en  cambio  de  este  ser- 
vicio ciertos  aprovechamientos,  no  debe  en  modo  alguno  deri- 
varse de  aquí  una  tácita  reconducción,  ni  podrá  ese  ex  arrenda- 
tario ampararse  de  su  disfrute  para  sostener  que  el  arrenda- 
miento ha  sido  prorrogado. 

Es  el  aspecto  negativo  del  hecho  que  origna  la  tácita  recon- 
ducción, según  hemos  dicho,  la  ausencia  de  todo  requerimiento 
anterior.  Si  el  requerimiento  se  ha  verificado,  la  reconducción 
no  tiene  lugar.  La  razón  es  obvia,  el  requerimiento  muestra  de 
un  modo  expreso  el  propósito  y la  intención  de  poner  término 
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al  arrendamiento,  y contra  el  consentimiento  expreso  no  puede 
prevalecer  el  tácito. 

Pero  aun  mas.  Nosotros  creemos  que  ia  ley  en  el  art.  1566 
establece  una  verdadera  presunción  xundada  en  los  hechos.  Su 
pone,  desde  luego,  un  consentimiento  tácito  por  parte  del  arren- 
datario, fundándose  en  el  hecho  inequívoco  de  continuar  en  el 
disfrute  de  la  finca  después  de  terminado  el  arriendo,  y presume 
también  el  consentimiento  del  arrendador  mediante  la  falta  de 
requerimiento,  y su  aquiescencia,  tolerancia  ó no  oposición  á 
que  el  arrendatario  continúe  disfrutando.  En  cuanto  al  arren- 
dador, el  consentimiento  puede  en  realidad  no  existir,  pero  la 
ley  lo  presume  siempre  que  se  reúnan  las  expresadas  circuns- 
tancias. Su  aquiescencia  puede  ob'edecer  á un  descuido,  una 
ausencia,  enfermedad,  etc.,  suya  ó de  sus  representantes  volun- 
tarios ó legítimos,  y sin  embargo,  la  ley  aun  así  presume  el 
consentimiento.  Y así  debe  ser,  porque  en  otro  caso  podría  ale- 
garse y aun  probarse  después  de  más  ó menos  tiempo  el  hecho 
de  la  enfermedad,  ausencia,  etc.,  en  suma,  la  no  existencia  del 
consentimiento,  y al  faltar  éste  ó faltar  la  capacidad  para  él, 
caería  por  tierra  todo  el  edificio  fundado  por  el  legislador,  en 
perjuicio  de  los  intereses  del  agricultor,  de  la  agricultura  en 
general,  y aun  del  mismo  dueño,  que  per  cualquier  circunstan- 
cia no  pudo  oportunamente  tener  otro  labrador,  ó atender  al 
cuidado  y producción  de  sus  fincas. 

Los  hechos  significativos  del  consentimiento  que  presume  la 
ley,  son,  como  ya  hemos  dicho,  la  permanencia  en  el  disfrute 
del  arrendatario  y la  aquiescencia  del  arrendador;  pero  en  úl- 
timo término,  por  mucha  que  sea  la  fuerza  del  consentimiento 
táoito  ó de  lo  que  cotno  tal  aparezca,  es  indudable  que  queda  sin 
valor  ante  el  expreso.  De  aquí  la  necesidad  de  la  ausencia  de 
todo  requerimiento.  El  requerimiento  es  lo  único  que  destruye 
la  presunción  legal. 

Pero,  ¿á  qué  requerimiento  se  refiere  la  ley?  ¿Quién  debe 
hacerlo  para  que  no  tenga  lugar  la  tácita  reconducción?  Píen  • 
aase  ordinariamente  que  el  artículo  que  comentamos  alude  úni- 
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camente  al  requerimiento  hecho  por  el  arrendador  al  arrendata  * 
rio,  para  evitar  que  la  permanencia  de  éste  en  el  disfrute  se  en- 
tienda que  produce  los  efectos  de  la  reconducción;  y sin  embar- 
go, no  encontramos  aceptable  ese  modo  de  ver  la  cuestión  que, 
de  tal  suerte,  sólo  comprende  la  mitad  del  problema. 

Precisa,  para  hacerse  cargo  del  sentido  del  requerimiento  á 
que  se  refiere  el  art.  1566,  dejar  bien  sentado  antes  un  concepto 
previo  que  lo  explica  y razona.  Este  concepto  es  el  de  que  la  tá- 
cita reconducción  está  establecida  por  el  Código  en  interés  de 
ambos  contratantes,  de  arrendador  y de  arrendatario,  y no  en 
beneficio  de  este  último  sólo.  Tan  es  esto  así,  que  los  hechos  de 
que  se  deriva  son  hechos  realizados  por  las  dos  partes,  la  per- 
manencia en  el  disfrute  del  arrendatario,  de  un  lado,  y de  otro, 
la  aquiescencia  del  arrendador;  no  se  deriva,  pues,  de  hechos 
unilaterales.  A los  dos  puede,  pues,  interesar,  tanto  el  que  se  es- 
time que  la  reconducción  se  ha  operado,  como  el  que  se  considere 
que  el  arrendamiento  ha  fenecido,  y si  los  dos  manifiestan  su  tá- 
cito consentimiento  por  la  permanencia  en  el  disfrute  y por  la 
aquiescencia  respectivamente,  ambos  también  deben  tener  me- 
dios expeditos  para  hacer  patente  de  modo  expreso  su  voluntad 
de  dar  el  arrendamiento  por  concluido;  este  medio  no  es  otro 
que  el  requerimiento. 

Obsérvese,  después  de  tener  en  cuenta  lo  que  acabamos  de 
decir,  que  el  art.  1566  habla  sencillamente  de  que  haya  ó no  re- 
querimiento; pero  sin  expresar  de  quién  á quién  ha  de  ser  éste 
cuando  tenga  lugar,  y se  comprenderá  que  sea  cualquiera  de  los 
contratantes  el  que  respecto  del  otro  lo  lleve  á cabo,  será  sufi- 
ciente para  que  la  reconducción  no  se  opere.  Así,  pues,  el  arren- 
datario que  prevea  que,  por  circunstancias  especiales,  va  á se- 
guir en  el  disfrute  de  la  finca  algunos  días  más  después  del  pre- 
fijado para  que  el  contrato  concluya,  y no  quiera  que  este  hecho 
se  interprete  como  tácita  reconducción,  porque  á sus  intereses 
no  convenga  echar  sobre  sí  la  carga  de  las  obligaciones  que  el 
contrato  le  supone,  requerirá  al  arrendador  antes  de  que  trans- 
curran quince  días  para  que  tenga  por  terminado  el  arrenda- 
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miento;  y no  hay  para  qué  decir,  que  en  igual  caso,  si  es  al 
arrendador  á quien  no  conviene  la  tácita  reconducción,  él  será 
el  que  tendrá  que  efectuar  el  requerimiento. 

Del  enlace  de  los  preceptos  de  los  artículos  1565yl566,  pu- 
diera á primera  vista  deducirse  que  hay  entre  ellos  alguna  con- 
tradicción, por  cuanto  después  de  haber  dicho  el  primero  que 
el  arrendamiento  concluye  el  día  prefijado,  sin  necesidad  de  re- 
querimiento, el  segundo  viene  á exigir  ese  requerimiento,  para 
que  no  se  entienda  que  hay  tácita  reconducción.  No  existe,  sin 
embargo,  tal  antinomia  que  procuraremos  explicar  de  modo  sa- 
tisfactorio. 

Para  ello  contestemos  antes  á esta  pregunta.  ¿Implica  la  tá- 
cita reconducción  un  nuevo  contrato,  ó es  únicamente  una  pró- 
rroga del  arrendamiento  primitivo?  Los  términos  del  art.  1566, 
al  hablar  de  la  permanencia  del  arrendatario  en  el  disfrute  de 
la  cosa  arrendada,  pudieran  hacer  creer  á primera  vista  que  se 
trataba  de  una  simple  prórroga,  de  la  subsistencia  del  primer 
contrato;  pero  como  hace  notar  muy  bien  Laurent,  la  perma 
nencia  en  el  disfrute  no  significa  la  permanencia  del  arrenda- 
miento. Obsérvese  que,  según  el  art.  1565,  el  contrato  concluye 
el  día  prefijado  sin  necesidad  de  requerimiento,  y lo  que  ha  con 
cluído,  ni  se  puede  prorrogar  ni  puede  subsistir:  podrá,  sí,  na- 
cer algo  que  con  ello  guarde  relaciones  de  muy  grande  analogía, 
de  identidad  si  se  quiere;  pero  no  vemos  términos  hábiles  para 
que  lo  que  legalmente  feneció,  resurja  y reviva. 

El  sentido  nátural  de  las  palabras  tácita  reconducción  nos  en- 
seña lo  mismo.  Reconducir  quiere  decir,  en  buen  castellano, 
volver  á conducir,  volver  á arrendar,  repetir  ó renovar  el  con- 
trato de  conducción  ó arrendamiento.  Así  ha  podido  decir  Es- 
criche,  que  reconducción  es  el  contrato  del  segundo  arrenda- 
miento, que  se  celebra  con  alguno  después  de  cumplido  el  tiempo 
del  primero.  Tácita  reconducción  querrá  decir,  reconducción 
que  se  hace  mediante  tácito  consentimiento. 

Entendido  de  este  modo  el  sentido  de  la  materia  que  estudia- 
mos, desaparece  todo  asomo  de  contradicción  entre  el  art.  1565  y 
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el]  566.  No  es  menester  requerimiento  para  que  el  arrenda- 
miento concluya  el  día  prefijado,  y sin  necesidad  de  él,  desde 
luego  fenece  y se  extingue;  pero  sí  es  menester  ese  requeri- 
miento para  que,  supuesta  la  permanencia  en  el  disfrute,  no  se 
entienda  que  ha  nacido  un  nuevo  contrato  de  arrendamiento. 
Cada  requerimiento  de  los  mencionados  en  los  artículos  1565 
y 1566,  se  refiere  á casos  distintos  y recae  sobre  materia  dife- 
rente. No  es  preciso  el  requerimiento  del  art..  1 5b 5 para  ex 
tinguir  relaciones  obligatorias ; es  indispensable  el  requeri- 
miento del  art.  1566  para  evitar  el  nacimiento  de  esas  rela- 
ciones. 

La  última  de  las  circunstancias  de  hecho  que  el  art.  1566  se- 
ñala para  que  tenga  lugar  la  tácita  reconducción,  es  la  del  plazo 
que  ha  de  durar  la  permanencia  en  el  disfrute. 

Algunos  códigos  extranjeros  y nuestro  Proyecto  de  1851,  no 
marcan  plazo  alguno  fijo.  Lo  dejan  á la  apreciación  de  los  tri- 
bunales, según  las  circunstancias  de  ¿ada  caso.  Sin  negar  nos- 
otros que  esas  circunstancias  pueden  dar  mucha  luz  Subre  si  hay 
ó no  tácita  reconducción,  parócenos  mejor  que  tal  plazo  se  en- 
cuentre previamente  fijado  por  la  ley,  aun  cuando  su  determi- 
nación sea  obra  más  bien  del  arte  que  de  la  ciencia  legislativa. 
De  esta  suerte,  sobre  haber  una  mayor  seguridad  en  la  inter- 
pretación de  los  hechos,  saben  los  contratantes  lo  que  significa 
la  permanencia  por  un  tiempo  dado,  y se  hace  aun  más  lógica  la 
atribución  de  la3  consecuencias  de  sus  actos.  Por  estas  razones 
nos  parece  plausible  el  criterio  del  Código  al  fijar  el  término  de 
quince  días  que  consideramos  prudente  y comprensivo  de  la  ge- 
neralidad de  los  arrendamientos  que  ordinariamente  se  pactan. 

Respecto  de  su  computación,  estimamos  que  el  día  siguiente 
al  del  término  natural  del  contrato,  ó sea  el  prefijado  para  su 
conclusión,  es  el  primero  de  los  quince,  que  se  trata  de  días  na- 
turales y que  no  procede  descontar  los  feriados. 

Hasta  aquí  los  requisitos  que  el  art.  1566  contiene;  pero  la 
tácita  reconducción  es,  como  hemos  dicho,  un  nuevo  contrato  de 
arrendamiento  que  se  celebra  en  virtud  del  consentimiento  que 
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presumo  la  ley  existir.  Si  la  ley  presume  ese  consentimiento  fun- 
dándose en  hechos  ciertos,  existiendo  estos  tal  como  en  el  ar- 
tículo se  requieren,  no  hay  que  hablar  de  capacidad  para  con 
sentir  en  el  momento  en  que  nace  la  tácita  reconducción.  Lo 
oontrario  conduciría  á dejar  sin  efecto  el  precepto  legal  fundán- 
dose en  circunstancias  secundarias  que  la  ley  no  quiso  tener  en 
cuenta,  ó en  defectos  de  capacidad  que  de  ordinario  no  deben 
existir,  ya  que  el  nuevo  contrato  que  presume  la  ley,  es  de  na- 
turaleza personal  y de  marcada  duración,  no  exige  gran  capa- 
cidad por  estar  en  las  atribuciones  de  los  representantes  legíti 
mos  ó voluntarios  de  las  partes  que  puedan  ser  incapaces  ó no 
puedan  intervenir,  y no  tiene  más  transcendencia  que  la  que, 
aun  contra  la  voluntad  expresa  del  dueño  se  impone  al  compra 
dor  en  el  caso  del  art.  1571. 

Puede  también  ofrecer  duda  la  interpretación  del  consentí 
miento  necesario  para  la  tácita  reconducción,  en  el  caso  de  que 
sean  varios  los  arrendatarios,  y más  todavía  si  en  el  arrenda- 
miento primitivo  se  pactó  la  solidaridad  entre  estos  distintos 
arrendatarios. 

¿Cómo  se  entenderá  la  permanencia  en  el  disfrute,  cuando 
esta  permanencia  sólo  es  imputable  á alguno  de  los  que  llevaban 
la  cosa  en  arrendamiento,  pero  no  á todos? 

En  nuestra  opinión,  ya  estuvieran  ligados  los  arrendatarios 
por  el  vínculo  de  la  solidaridad,  bien  no  existiera  éste  por  no 
haberse  pactado,  es  indudable  que  la  tácita  reconducción  sólo 
producirá  sus  efectos  para  aquellos  que  realmente  hayan  per*, 
manecido  en  el  disfrute  de  la  cosa  durante  el  plazo  legal.  Esta 
solución  es  bastante  clara  en  el  caso  de  no  haber  solidaridad; 
pero  aun  en  el  caso  de  que  haya  existido,  no  debe  haber  incon- 
veniente en  admitirla,  si  se  tiene  en  cuenta  lo  que  la  tácita  re- 
conducción significa.  El  contrato  primitivo  feneció  al  llegar  el 
día  prefijado;  la  reconducción  es  un  nuevo  contrato,  según  te- 
nemos dicho;  por  lo  tanto,  al  fenecer  el  contrato  primitivo,  ter- 
mina con  todas  sus  consecuencias  y con  todo  aquello  que  le  es 
accesorio,  entre  lo  que  se  encuentra  el  vinculo  de  solidaridad» 
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creado  en  garantía  del  arrendador.  De  aquí  se  deduce  que  en  el 
momento  en  que  la  tácita  reconducción  se  opera,  es  decir,  du- 
rante el  período  que  dura  la  permanencia  de  alguno  de  los 
arrendatarios,  no  cabe  ya  hablar  de  solidaridad,  porque  legal 
mente  dejó  de  existir.  No  puede,  pues,  perjudicar  ni  aprovechar 
á otro  ex  arrendatario  lo  que  una  persona,  que  no  está  ya  liga- 
da con  él  por  relaciones  de  ninguna  especie,  haga  ó deje  de 
hacer. 

No  queremos  dejar  pasar  esta  ocasión  sin  llamar  la  atención 
del  lector  acerca  de  la  importancia  que  tiene  el  considerar  la 
tácita  reconducción  como  un  nuevo  contrato,  y no  como  la  sub- 
sistencia del  anterior,  porque  tal  consideración  da  una  clave 
segura  para  resolver  no  pocas  cuestiones  que  pueden  presentar- 
se, como  ya  hemos  visto  en  la  precedente. 

Un  último  aspecto  de  la  tácita  reconducción  es  el  que  se  re- 
fiere á su  renuncia  previa  por  las  partes  contratantes  al  pactar 
el  contrato  primitivo.  Tal  cláusula  estimamos  que  debe  produ- 
cir todos  sus  efectos,  por  no  recaer  sobre  ilícita  materia.  Así, 
pues,  si  al  estipularse  un  arrendamiento  se  dice  que  en  modo 
alguno  se  entenderá  que,  una  vez  terminado,  pueda  operársela 
tácita  reconducción,  nada  significará  la  permanencia  del  arren- 
datario en  el  disfrute  de  la  cosa.  Conviene  advertir  que  aun 
después  de  establecida  esa  cláusula,  los  contratantes  pueden 
derogarla  por  convenio  expreso,  y que  en  este  caso  la  tácita  re- 
conducción será  posible.  Estos  hechos  implicarán  siempre  un 
problema  de  pruaba,  que  los  interesados  harán  bien  en  preve- 
nir, dando  forma  escrita  á aquello  en  que  convengan. 


III. — Efectos  de  la  tácita  reconducción. 

Suponiendo  que  se  ha  cumplido  el  supuesto  legal,  que  se  han 
realizado  todos  los  hechos  que  dan  lugar  á la  tácita  reconduc- 
ción, veamos  ahora  los  efectos  que  produce. 

El  principal  ya  lo  hemos  indicado:  es  la  creación  de  un  nue- 
vo contrato  de  arrendamiento.  Pero,  ¿cómo  es  este  contrato  i 
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¿Cuál  es  su  contenido?  ¿Qué  obligaciones'  y qué  derechos  pro- 
duce? Esto  es  lo  que  nos  toca  ahora  poner  en  claro. 

Si  el  contrato  ha  nacido  por  virtud  del  consentimiento  de 
las  partes,  habrá  que  tener  en  cuenta,  para  apreciar  ia  exten- 
sión de  las  facultades  y responsabilidades  de  cada  una,  aquello 
en  que  han  consentido.  Ahora  bien;  este  consentimiento  se  ha 
manifestado  por  actos,  no  por  palabras;  en  los  actos  realizados 
estará,  pues,  la  raíz  de  las  relaciones  jurídicas  que  surjan. 

¿Qué  nos  indican  estos  actos?  El  arrendatario  ha  permane- 
cido en  el  disfrute  en  que  venía  por  razón  del  arrendamiento 
anterior;  en  su  permanencia  se  ha  acomodado  al  modo  y forma 
que  en  dicho  arrendamiento  se  había  pactado:  el  arrendador  ha 
prestado  su  aquiescencia  á tal  disfrute  con  la  intención  y con  el 
propósito  de  que  siendo  el  goce  igual,  iguales  habrán,  de  ser 
para  él  las  utilidades  y derechos  que  le  correspondan. 

Muestran  estos  antecedentes  de  manera  bastante  clara  que 
en  lo  que  las  partes  han  conveniio,  en  rigor,  es  en  un  contrato 
de  arrendamiento,  de  contenido  idéntico  al  primitivamente  esti- 
pulado; e&to  es  lo  que  se  deduce  de  la  recta  interpretación  de 
sus  actos. 

Por  consiguiente,  podemos  ya  formular  el  principio  de  que 
las  relaciones  jurídicas  creadas  por  la  tácita  reconducción  se 
regirán  por  lo  pactado  en  el  contrato  que  á la  reconducción  da 
lugar,  por  ser  esto  lo  verdaderamente  querido  por  los  contra- 
tantes. 

Este  principio  tiene,  sin  embargo,  excepciones  que  lo  con- 
firman, no  de  t.n  modo  cualquiera,  sino  en  sus  propios  funda- 
mentos. Si  la  base  de  la  conclusión  á que  hemos  llegado  es  la 
interpretación  de  los  actos  de  las  partes,  el  alcance  del  tácito 
consentimiento  prestado,  es  lógico  pensar  que  allí  donde  no  se 
pueda  entender  que  el  acto  produce  una  relación  jurídica  deter- 
minada, que  allí  donde  se  descubra  una  materia  sobre  la  que  no 
resulte  claro  que  el  consentimiento  ha  recaído,  no  se  debe,  en 
buenos  principios,  dar  por  producido  un  vínculo  jurídico,  sino, 
por  el  contrario,  abstenerse  de  hacer  tal,  ó,  á lo  sumo,  si  se 
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trata  de  cosa  esencial*,  establecer  una  presunción  que,  por  el 
mero  hecho  de  estar  prefijada  por  la  ley  y de  ser  previamente 
conocida  por  las  partes,  cuenta  ya  con  suficientes  probabilida- 
des para  implicar  una  solución  justa  y oportuna. 

Esto  es  lo  que  ocurre  en  lo  que  respecta  á la  duración  del 
arrendamiento  que  se  crea  por  virtud  de  la  tácita  reconducción. 
Ninguno  de  los  actos  realizados  por  los  contratantes  relativos  á 
la  reconducción,  entraña  nada  que  á la  duración  del  nuevo  con- 
trato se  refiera,  y,  sin  embargo,  el  determinar  ese  tiempo  es  ab- 
solutamente indispensable;  de  aquí  que  la  ley  haya  tenido  que 
fijarlo. 

La  tácita  reconducción,  dice  el  art.  1566,  será  por  el  tiempo 
que  establecen  los  artículos  1577  y 1581.  De  estos  artículos,  el 
primero  se  refiere  á los  predios  rústicos,  y el  segundp  á los  urba- 
nos. Instituidos  para  determinar  la  duración  de  los  arriendos 
cuando  no  íúé  fijada  por  las  partes,  dicen:  que  el  arrendamiento 
de  un  predio  rústico,  cuando  no  se  fija  su  duración,  se  entiende 
hecho  por  todo  el  tiempo  necesario  para  la  recolección  de  los 
frutos  que  toda  la  finca  arrendada  diere  en  un  año  ó pueda  dar 
por  una  vez,  aunque  pasen  dos  ó más  años  para  obtenerlos;  el 
de  tierras  labrantías,  divididas  en  dos  ó más  hojas,  se  entiende 
por  tantos  años  cuantas  sean  éstas;  y que  si  no  se  hubiese  fija- 
do plazo  al  arrendamiento  de  un  predio  urbano,  se  entiende  he- 
cho por  años  cuando  se  ha  fijado  un  alquiler  anual,  por  meses 
cuando  es  mensual,  por  días  cuando  es  diario. 

Encierra,  por  lo  tanto,  un  sustancial  error  el  entender  que, 
una  vez  operada  la  tácita  reconducción,  el  tiempo  de  duración 
del  nuevo  arrendamiento  es  el  mismo  que  se  estipuló  en  el  pri- 
mitivo, porque,  sea  cual  fuese  éste,  lo  que  decidirá  la  cuestión 
será  el  criterio  de  los  arts.  1577  y 1581,  y,  en  su  consecuencia, 
la  distinción  de  que  la  finca  sea  rústica  ó urbana,  distinguién- 
dose á su  vez,  en  el  primer  caso,  la  forma  en  que  se  cultiva  el 
predio,  y en  el  segundo  el  período  que  se  ha  tomado  como  tipo 
para  determinar  el  alquiler.  Así  se  ha  estimado  por  el  Tribunal 
Supremo  en  las  sentencias  que  después  citaremos. 
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Dificultades  de  importancia  pueden  surgir  en  la  aplicación 
de  los  preceptos  del  Código  á la  tácita  reconducción  de  los  arren- 
damientos de  minas,  ya  el  precio  consista  en  un  tanto  por  tone 
lada  de  mineral  que  se  extraiga,  tanto  que  se  liquida  y paga  por 
trimestres,  por  semestres  ó en  las  épocas  en  que  las  partes  ha- 
yan convenido,  ya  consista  en  cantidades  fijas. 

De  nada  sirven  la  permanencia  én  el  disfrute  de  la  cosa  del 
arrendatario,  la  aquiescencia  del  arrendador  y todas  las  demás 
circunstancias  del  hecho  que  originan  la  tácita  reconducción,  si 
luego  no  es  posible  tener  una  base  segura  para  determinar  la 
duración  del  nuevo  contrato;  falta  en  semejante  caso  un  ele 
mentó  esencial,  y la  reconducción  no  puede  operarse. 

Pues  bien;  tal  es  lo  que  ocurre  en  los  arrendamientos  á que 
nos  referimos.  Para  saber  la  duración  de  la  reconducción  en 
ellos  no  hay  más  que  dos  criterios:  uno,  el  que  respecto  de  las 
fincas  urbanas  contiene  el  art.  1581,  notoriamente  inaplicable, 
porque  la  mina  no  es  una  finca  urbana;  el  otro  es  el  que  se  con- 
signa en  el  art.  1577  para  los  predios  rústicos,  inaplicable  tam- 
bién, porque  aun  cuando  la  mina  para  ciertos  efectos  se  consi 
dere  como  finca  rústica,  salta  á la  vista  que  el  precepto  del  ar- 
tículo 1577  está  dado  para  fincas  que,  dentro  de  las  rústicas, 
sean  de  la  clase  de  las  agrícolas , así  alude  á la  recolección  de 
frutos,  y á que  las  tierras  labrantías  estén  divididas  en  dos  ó 
más  hojas. 

No  hay,  por  lo  tanto,  un  criterio  legal  para  determinar  el 
tiempo  de  duración  de  la  tácita  reconducción  en  los  arrenda- 
mientos de  minas,  y no  existiendo  tan  esencial  elemento,  fuerza 
es  concluir  que  la  tácita  reconducción  no  puede  tener  lugar. 

Supongamos  que  se  da  la  permanencia  en  el  disfrute,  que  el 
propietario  asiente  á esa  permanencia;  pero  siempre  cabrá  pre- 
guntar: ¿por  cuánto  tiempo  se  ha  operado  la  reconducción?  Y al 
ser  imposible  dar  respuesta  satisfactoria  á esta  pregunta,  la  re- 
conducción cae  por  su  base. 

¿Entraña  esta  conclusión  un  motivo  de  censura  para  el  Có- 
digo? En  modo  alguno.  Lo.que  ocurre  aquí  es  que  los  llamados 
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arrendamientos  de  minas  ofrecen,  por  razón  de  la  naturaleza  del 
objeto  sobre  que  recaen,  especialidades  que  los  distinguen  de  los 
demás  arrendamientos;  que  tal  vez  la  relación  que  crean  no  sea 
propiamente  la  de  arrendamiento,  y que,  si  en  muchos  puntos 
les  convienen  los  preceptos  de  este  contrato,  en  otros  es  impo- 
sible aplicárselos,  y uno  de  los  en  que  tal  sucede  es  en  la  mate- 
ria de  tácita  reconducción. 

Ni  podía  ser  de  otra  manera  atendiendo  á la  naturaleza  de 
las  cosas,  p orque  si  se  tiene  en  cuenta  que  el  arrendatario  de 
una  mina  no  puede  desalojarla  con  la  misma  premura  que  el 
arrendatario  de  una  finca  cualquiera,  que  los  arrendamientos  de 
minas  suelen  hacerse  por  muy  largo  plazo,  que  la  variación  de 
las  condiciones  del  mercado  al  cabo  de  ese  plazo  largo  exigirá, 
racionalmente  pensando,  un  cambio  de  tipo  en  el  precio  del 
arrendamiento,  y que  la  complejidad  de  los  pactos  que  suelen  in- 
tervenir parece  que  repugna  la  intervención  de  un  consenti- 
miento meramente  tácito,  se  encontrará  completamente  justifi- 
cado que  en  los  arrendamientos  de  minas  no  se  dé  la  tácita  re- 
conducción, prescindiendo  en  este  momento  de  la  cuestión  de  si 
son  ó no  verdaderos  arrendamientos. 

Es  claro  que  la  reconducción  siempre  será  posible  si  las  par- 
tes se  ponen  de  acuerdo  acerca  del  tiempo  de  duración  del  nuevo 
contrato  y de  las  demá3  circunstancias  que  estimen  prudente 
puntualizar;  pero  esto  no  será  ya  una  tácita  reconducción,  sino 
una  reconducción  expresa. 

El  art.  1567  consigna  uno  de  I03  efectos,  que  podemos  califi- 
car de  negativo,  de  la  tácita  reconducción.  Hemos  visto  que  esta 
imp’ica  un  nuevo  contrato  con  las  mismas  condiciones,  con  el 
mismo  precio  que  el  anterior  y por  el  tiempo  que  ya  se  ha  dicho. 
Era  menester  prever  el  caso  de  que  á la  seguridad  del  contrato 
principal  hubiese  otorgadas  ciertas  obligaciones  por  un  tercero, 
para  saber  si  se  debían  entender  snbfistente3  ó no. 

La  solución  adoptada  por  el  Cóligo  concuerda  con  los  prin- 
cipios que  hemos  venido  manteniendo.  El  contrato  primitivo  con- 
cluye al  llegar  el  día  prefijado;  la  reconducción  implica  un  me- 
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vo  contrato:  este  es  el  criterio  que  nos  viene  sirviendo  de  nor- 
ma. Pues  bien;  con  arreglo  á él,  las  obligaciones  otorgadas  por 
terceros  á la  seguridad  del  contrato  primitivo,  como  verdaderas 
obligaciones  accesorias  que  son,  se  extinguen  al  extinguirse  la 
principal. 

Nace  después  un  nuevo  contrato  á consecuencia  de  la  tácita 
reconducción;  pero  esas  obligaciones  accesorias  no  reviven,  por- 
que la  reconducción  es  un  acto  que  pasa  únicamente  entre  el 
arrendador  y el  arrendatario  por  virtud  del  tácito  consentimiento 
que  prestan,  y tal  acto  no  puede  causar  perjuicio  á tercero.  Fuera 
menester,  para  que  se  considerase  que  esos  terceros  continuaban 
obligados,  que  de  algún  modo  interviniesen  en  la  tácita  recon 
ducción,  y eso  sabemos  que  no  ocurre.  Lógico  es,  por  lo  tanto, 
que  el  fiador,  sea  personal,  hipotecario  ó pignoraticio  y cual- 
quiera otra  persona  que  de  alguua  manera  estuviese  obligada 
para  garantizar  el  cumplimiento  dei  contrato  primitivo,  bien  por 
parte  dei  arrendador,  bien  por  parte  del  arrendatario,  se  consi- 
deren absolutamente  libres  de  su  obligación. 

He  aquí  por  qué  el  art.  1567  ha  dicho  que  en  el  caso  de  la 
tácita  reconducción,  cesan  respecto  de  ella  las  obligaciones  otor 
gadas  por  un  tercero  para  la  seguridad  del  contrato  principal. 

No  se  refiere  el  art.  1 567  á las  obligaciones  otorgadas  por  los 
mismos  contratantes  para  dicha  seguridad,  de  donde  se  deduce 
que  subsistirán,  por  las  mismas  razones  en  que  la  tácita  recon- 
ducción se  funda,  pues  los  contratantes  no  son  terceros. 

IY.  Jurisprudencia. — El  plazo  de  quince  días  que  señala  el 
art.  1566,  sólo  produce  el  efecto  de  la  tácita  reconducción  cuan- 
do no  hubiere  precedido  requerimiento,  para  la  terminación  del 
arrendamiento:  pues  habiendo  precedido  requerimiento,  aunque 
pasen  los  quince  días  y aunque  el  desahucio  se  interponga  des- 
pués de  éstos,  el  desahucio  debe  prosperar.  (Sentencia  del  Tri- 
bunal Supremo  de  16  de  Noviembre  de  1899.) 

Si  en  un  contrato  de  arrendamiento  se  pactó  que  sería  de 
cuatro  años  el  plazo  de  su  duración,  operada  la  tácita  reconduc- 
ción no  se  puede  entender  que  ésta  subsista  por  cuatro  años  tam.  • 
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bien,  sino  únicamente  por  el  tiefnpo  que  marcan  los  [arta.  1577 
y 1581.  (Sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  29  de&  Septiembre 
de  1896.) 

El  mismo  criterio  mantiene  la  sentencia  de  12  de  Octubie 
de  1900. 

Habiéndose  estipulado  en  una  venta  con  pacto  de  retro  quoel 
deudor  podría  habitar  la  casa  vendida  sin  pagar  nada  en  con 
cepto  de  precio  de  arrendamiento,  cuando  vence  el  plazo  del  re- 
tracto, se  consolida  la  venta,  y si  pasan  quince  días  más  no  puede 
el  deudor  ó vendedor  oponerse  al  desahucio  que  interpone  contra 
él  el  comprador  ó acreedor,  alegando  la  tácita  reconducción,  por- 
que ésta  sólo  se  da  en  el  arrendamiento,  y en  el  caso  de  autos  se 
trata  de  una  posesión  en  precario.  (Sentencia  del  Tribunal  Su- 
premo de  30  de  Marzo  de  1895.) 

Según  la  resolución  de  30  de  Noviembre  de  1900,  fijado  en 
la  inscripción  un  plazo  fijo  para  la  duración  del  arrendamiento, 
puede  esa  inscripción  cancelarse  al  transcurrir  el  plazo,  sin  que 
incumba  al  Registrador  negarse  alegando  la  posibilidad  de  exis 
tir  tácita  reconducción. 

Códigos  extranjeros. — Artículos  1736  al  1740  del  Código  fran- 
cés; 1591,  i 592,  1593  y 1594  del  italiano;  1618  del  portugués; 
núm.  2.°  del  1950,  1954,  1956  y 1957  del  chileno;  núm.  l.°  deL 
3134,  3135,  3136,  3139  y 3140  del  Código  de  Baja  California  y 
Puebla,  que  conceden  la  tácita  reconducción  en  los  predios  rus 
ticos  y la  niegan  en  los  urbanos,  si  bien  el  arrendatario  tendrá, 
que  pagar  la  renta  por  el  tiempo  que  continúe  disírután  lolo  á 
razón  de  la  que  venía  estipulada  en  el  contrato.  Artículos  1544, 
1545,  1546  y 1547  del  Código  de  Venezuela;  núm.  l.°  del  1604- 
y 1622  del  Código  argentino  que  dice:  que  si  terminado  el  con- 
trato, el  locatario  permanece  en  el  uso  y goce  de  la  cosa  arren- 
dada, no  sojuzgará  que  hay  tácita  reconducción,  sino  la  conti 
nuaeión  de  la  locación  concluida,  y bajo  sus  mismos  términos, 
hasta  que  el  locador  pida  la  devolución  de  la  cosa;  y podrá  pe- 
dirla en  cualquier  tiempo,  sea  cual  fuere  el  que  el  arrendatario 
hubiese  continuado  en  el  uso  y goce  de  la  cosa.  Artículos  564, 
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565,  566,  567  y 568  del  Código  alemán;  1747,  1748,  1749,  1750 
y 1751  del  de  Uruguay;  1113,  1114,  1115  y 1116  del  de  Austria. 

También  concuerdan  con  los  arts.  1496,  1497  y 1498  del 
Proyecto  de  Código  civil  español  de  1851. 

ARTÍCULO  1568 

Si  se  pierde  la  cosa  arrendada  ó alguno  de  los  con- 
tratantes falta  al  cumplimiento  de  lo  estipulado,  se 
observará  respectivamente  lo  dispuesto  en  los  artícu- 
los 1182  y 1183. 

El  precepto  de  este  artículo  contiene  claramente  dos  distin- 
tintos  supuestos:  primero,  que  se  pierda  la  cosa  arrendada;  se- 
gundo, que  alguno  de  los  contratantes  falte  al  cumplimiento  de 
lo  estipulado.  Para  cada  uno  de  estos  supuestos  señala  el  Códi- 
go respectivamente  una  solución,  de  suerte  que  si  se  pierde  la  cosa 
arrendada,  el  precepto  aplicable  será  el  art.  1182,  y si  alguno 
de  los  contratantes  falta  al  cumplimiento  de  lo  estipulado,  lo 
será  el  art.  1183,  pues  no  otro  sentido  cabe  dar  al  adverbio  que 
hemos  subrayado. 

No  ofrece  duda  alguna  que  si  se  piérdela  cosa,  se  acuda  á 
la  doctrina  del  art.  1182,  que  dice  que  quedará  extinguida  la 
obligación  que  consiste  en  entregar  una  cosa  determinada  cuan- 
do ésta  se  perdiese  ó destruyese  sin  culpa  del  deudor  y antes  de 
haberse  éste  constituido  en  mora,  pues  contiene  un  principio  ge- 
neral de  la  materia  de  obligaciones  que  es  de  tener  en  cuenta 
siempre  que  de  la  pérdida  de  la  cosa  se  trate,  ocurra  en  un  con- 
trato de  arrendamiento  ó en  otro  cualquiera. 

Pero  lo  que  no  acertamos  á explicarnos,  es  que  si  alguno  de 
de  los  contratantes  falta  al  cumplimiento  de  lo  estipulado,  se  ob- 
serve lo  dispuesto  en  el  art.  1183,  que  dice  que,  siempre  que  la 
cosa  se  hubiese  perdido  en  poder  del  deudor,  se  presumirá  que 
la  pérdida  ocurrió  por  su  culpa  y no  por  caso  fortuito,  salvo 
prueba  en  contrario,  y sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo 1096,  porque  limitado  este  artículo  al  caso  concreto  de  la  pér- 
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dida  de  la  cosa  y más  especialmente  á establecer  la  presunción 
de  culpa,  no  vemos  que  pueda  ser  invocado  en  el  supuesto  gene- 
ral  de  incumplimiento  de  lo  estipulado  por  alguno  de  los  contra- 
tantes, supuesto,  en  verdad,  distinto  y mucho  más  comprensi- 
vo que  aquel  para  el  cual  fuó  dictado  el  mencionado  art.  1183. 

Tanto  el  art.  1182  como  el  1183,  se  refieren  concretamente  al 
caso  de  la  pérdida  de  la  cosa  debida,  como  puede  apreciarse  por 
su  simple  lectura  y por  el  lugar  en  donde  se  encuentran  coloca- 
dos en  el  Código,  y no  creemos  que  pueda  ensancharse  la  esfera 
de  su  aplicación  más  allá  de  sus  naturales  límites. 

En  realidad,  el  art.  1568  era  innecesario,  á nuestro  juicio,  y 
podía  haberse  suprimido  sin  que  la  doctrina  legal  hubiese  su- 
frido mutilación  alguna.  Ya  apuntaba  Groyena  que  algunos  Có- 
digos extranjeros  no  contienen  precepto  semejante. 

El  art.  1568,  considerado  en  lo  que  quiere  decir,  alude  á 
ciertos  motivos  de  extinción  del  arrendamiento.  Ahora  bien; 
fácilmente  se  ocurre  que  el  Código  debe  ocuparse  de  todas  aque- 
llas causas  de  extinción  de  obligaciones  que  sean  peculiares  del 
contrato  que  estudiamos  y aun  de  aquellas  otras  que,  sin  ser 
peculiares  de  él,  muestran  en  su  aplicación,  en  su  molo  de  ac- 
tuar, alguna  especialidad  que  se  aparte  de  la  doctrina  general; 
pero  allí  donde  la  doctrina  general  de  extinción  de  obligaciones, 
aplicada  al  arrendamiento,  no  ofrezca  desviación  ni  particulari- 
dad alguna,  no  vemos  que  hay  razón  para  instituir  un  precepto 
que,  siendo  en  el  fondo  una  mera  repetición  de  lo  ya  dicho  en 
otros  lugares,  pueda  sin  embargo,  por  su  forma  de  redacción, 
inducir  á pensar  en  variantes  de  reglamentación,  que  en  rigor 
no  existen. 

Y que  esto  es  lo  que  sucede  en  el  art.  1568,  es  para  nos- 
otros evidente;  como  lo  es  también  que  si  el  caso  en  cuestión  está 
comprendido  y resuelto  en  alguna  otra  disposición  del  Código, 
referente  á las  obligaciones  en  general,  como,  por  ejemplo,  la 
del  art.  1101,  ésta  será  la  aplicable  al  caso,  y conforme  á ella 
habrá  de  resolverse  la  cuestión. 

En  efecto:  si  se  pierde  la  cosa  arrendada,  se  estará  á lo  dis- 
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pii98to  en  los  arts.  1182  y 1183  (ao  al  1182  tan  sólo),  y ea  su 
■virtud  se  considerará  extinguida  la  obligación,  presumiéndose 
que  1a  pérdida  ocurrió  por  culpa  del  arrendatario,  que  es  el  deu- 
dor, y no  por  caso  fortuito,  mientras  no  se  pruebe  lo  contrario. 
Ya  al  comentar  los  arts.  1561  al  1564,  y más  especialmente  al 
tratar  del  caso  de  incendio,  hablamos  de  la  aplicación  de  la  doc 
trina  general  de  la  pérdida  de  la  cosa  al  contrato  de  arrenda- 
miento, y vimos  que  las  conclusiones  á que  entonces  llegamos 
no  implicaban  modificación  alguna  de  ella. 

Pero  supongamos  que  lo  que  ocurre  es  que  alguno  de,  los 
contratantes  falta  al  cumplimiento  de  lo  estipulado.  El  precepto 
del  art.  1183  no  es  solución  ninguna,  según  hemos  visto;  ja  so- 
lución está  sustancialmente  en  el  art.  1556,  en  el  que  se  dice,  que 
si  el  arrendador  ó el  arrendatario  no  cumpliesen  las  obligacio- 
nes expresadas  en  los  arts.  1554  y 1555,  podrán  pedir  la  resci- 
sión del  contrato  y la  indemnización  de  daños  y perjuicios,  ó 
sólo  esto  último,  dejando  el  contrato  subsistente.  Decimos  sus- 
tancialmente, porque  si  las  partes  faltan  á algo  de  lo  estipulado 
que  no  sea  de  aquello  á que  directamente  se  refieren  los  artícu- 
los 1554  y 1555,  el  criterio  es  el  mismo,  es  el  que  rige  en  mate- 
ria de  obligaciones  recíprocas  que  tantas  veces  hemos  expuesto 
en  el  curso  de  estos  comentarios. 

Por  lo  demás,  no  puede  ofrecer  duda  que  la  pérdida  de  la 
cosa  extingue  el  contrato  de  arrendamiento,  sin  que  para  este 
efecto  haya  lugar  á distinguir  de  parte  de  quién  está  la  culpa 
de  la  pérdida,  pues  ya  sea  del  arrendador,  ya  sea  del  arrenda- 
tario, el  contrato  no  puede  subsistir  desde  el  momento  en  que  le 
falta  el  objeto  sobre  que  recaía.  El  dilucidar  á quién  es  imputa- 
ble la  culpa,  tiene  positiva  importancia  para  la  apreciación  de 
las  responsabilidades  que  del  hecho  de  la  pérdida  se  puedan  de- 
rivar, pero  no  para  el  mero  aspecto  extintivo  de  ese  suceso. 

No  necesitamos  tampoco  decir  que  por  pérdida  de  la  cosa  no 
solamente  se  entiende  su  destrucción  material  y completa,  sino 
aquel  esencial  cambio  de  estado  que  la  haga  inapta  para  el  fin  á. 
qu«  venía  siendo  destinada. 
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Los  autores  se  ocupan  del  supuesto  de  pérdida  parcial  de  la 
cosa  preguntando  si  el  arrendatario  puede  en  algún  caso  obligar 
al  arrendador  á reconstruir.  Pero  nosotros  estimamos  que  los  de- 
rechos del  arrendatario,  salvo  las  modificaciones  que  su  mala  fe 
exija,  están  contenidos  en  el  art.  1558  ya  explicado  en  otro  lugar. 

El  Proyecto  de  1851,  en  su  art.  1500,  se  creyó  en  el  caso  de 
declarar  que  no  se  acaba  el  arrendamiento  por  muerte  de  nin- 
guno de  los  contratantes.  Este  criterio  concuerda  con  el  prece- 
dente romano  que  hace  notar  Goyena,  mortuo  conductore  intra  lem - 
'pora  condu'  tionis,  Iteres  ejus  eodem  jure  in  conductione  succedit,  y con 
el  de  la  ley  2 a,  tít.  8.°,  Partida  5.a 

Nuestro  Código  nada  dice  sobre  el  particular.  Su  silencio, 
de  una  parte,  de  otra  el  principio  del  art.  1112,  que  dice:  que 
tod^s  los  derechos  adquiridos  en  virtud  de  una  obligación  son 
transmisibles  con  sujeción  á las  leyes,  si  no  se  hubiese  pactado 
lo  contrario;  y de  otra,  la  declaración  del  art.  1257  al  afirmar 
que  los  contratos  sólo  producen  electo  entre  las  partes  que  los 
otorgan  y sus  herederos;  salvo,  en  cuanto  á éstos,  el  caso  en 
que  los  derechos  y obligaciones  que  procedan  del  contrato  no 
sean  transmisibles,  ó por  su  naturaleza,  ó por  pacto,  ó por  dis- 
posición de  la  ley,  fuertemente  inducen  á pensar  que  el  arrenda- 
miento no  termina  por  la  muerte  de  ninguno  de  los  contratan- 
tes, salvo  el  caso  de  estipulación  especial. 

Frente  á esta  tendencia  que  hoy  por  hoy  no  hay  modo  de 
contrarrestar  en  nuestros  tribunales,  dado  el  estado  legal,  nos 
encontramos  con  la  que  significan  los  Códigos  de  Vaud,  bávaro 
y prusiano,  al  decir,  el  primero,  que  el  contrato  de  arriendo  se 
resuelve  por  la  muerte  del  arrendador  ó arrendatario,  á menos 
de  estipulación  contraria;  el  segundo,  que  la  muerte  de  una  de 
las  partes  resuelve  el  arriendo,  si  ha  sido  hecho  en  considera- 
ción de  su  industria  personal,  ó si  no  se  ha  tratado  sino  de  la 
duración  de  la  vida  de  una  de  las  partes;  y el  tercero,  al  eximir 
de  la  continuación  del  contrato  por  más  de  un  año  á los  herede- 
ros del  arrendador  en  los  predios  rústicos,  y á los  del  arrenda- 
tario por  más  de  seis  meses,  en  los  urbanos. 
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El  espíritu  que  revelan  estas  disposiciones  ha  sido  recogido 
por  el  moderno  Código  civil  del  Imperio  alemán  en  sus  arta.  569 
y 570,  cuyo  respectivo  tenor  es  como  sigue: 

«Si  el  arrendatario  muere,  tendrá  su  heredero,  lo  mismo  que 
el  arrendador  el  derecho  de  denunciar  el  contrato  observando 
el  plazo  legal.  Esta  denuncia  sólo  podrá  hacerse  para  el  primer 
término  en  que  sea  admisible. 

Los  militares,  los  empleados,  los  eclesiásticos  y los  profeso- 
res de  establecimientos  públicos  de  instrucción,  caso  de  trasla- 
ción á otra  localidad,  podrán  denunciar  el  arrendamiento  de  los 
locales  que  tengan  alquilados  para  ellos  ó para  su  familia,  en 
donde  estén  de  guarnición  ó tengan  en  su  residencia,  en  el  plazo 
prescrito  por  la  ley.  Esta  denuncia  sólo  podrá  hacerse  para  el 
primer  término  en  que  sea  admisible.» 

Complemento  de  estos  preceptos  son  los  del  art.  565,  que 
dice  que  la  denuncia  sólo  podrá  hacerse  en  los  inmuebles  para 
el  fin  de  un  trimestre,  y deberá  comunicarse  lo  más  tarde  el 
tercer  día  laborable  del  mismo.  Si  el  alquiler  fuese  pagadero  por 
meses,  la  denuncia  podrá  hacerse  sólo  para  fin  del  mes  del  ca- 
lendario, y el  día  quince  lo  más  tarde.  Si  el  alquiler  fuese  paga- 
dero por  semanas,  la  denuncia  sólo  podrá  hacerse  para  el  fin  de 
la  semana  del  calendario,  y deberá  notificarse  lo  más  tarde  el  pri- 
mer día  laborable  de  la  semana:  si  el  alquiler  fuese  pagadero  por 
días,  la  denuncia  podrá  hacerse  cada  un  día  para  el  siguiente. 

Conviene  advertir,  para  penetrarse  del  sentido  del  Código 
alemán,  que  las  disposiciones  citadas  pertenecen  á la  primera 
de  las  dos  secciones  en  que  dicho  Código  divide  la  materia,  esto 
es,  al  alquiler  propiamente,  que  se  define  diciendo  que  es  aquel 
contrato  por  el  cual  queda  obligado  el  propietario  á poner  in- 
quilino y á mantenerlo  en  la  posesión  de  la  cosa  alquilada  mien- 
tras dura  el  contrato,  estando  obligado  éste  á pagar  el  precio 
convenido  (art.  535  de  dicho  Código).  Pero  no  rige  en  lo  que  es 
objeto  de  la  segunda  sección,  en  el  arrendamiento,  cuyo  concepto 
fija  su  art.  581,  declarando  que  por  el  contrato  de  arrendamiento 
se  obliga  el  arrendador  á mantener  al  arrendatario,  mientras 
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aquél  dure,  en  el  uso  del  objeto  6 finca  arrendada,  y en  el  goce 
de  sus  frutos  en  cuanto  se  consideren  como  productos,  según  las 
reglas  de  una  explotación  regular:  el  arrendatario  se  obligará 
A pagar  al  arrendador  el  arrendamiento  convenido. 

Entre  el  sentido  clásico,  romanista,  tradicional  de  nuestro 
Código  civil  y el  que  inspira  al  moderno  Código  alemán,  ¿cuál  es 
preferible? 

Es  tal  la  influencia  que  ejerce  la  educación  jurídica  de  núes* 
tras  escuelas  y el  común  sentir  de  los  autores,  que,  por  regla 
general,  no  aciertan  á vislumbrar  la  gravedad  de  los  problemas 
que  esta  cuestión  entraña,  que,  antes  de  manifestar  la  opinión 
propia,  hemos  querido  echar  por  delante  el  pormenor  de  los  pre- 
ceptos citados  para  que  < 1 lector  no  sea  movido  á rechazar  de 
plano  lo  que  pensamos,  aunque  no  sea  más  que  por  los  autoriza 
dos  textos  que  lo  abonan. 

La  observación  de  la  realidad  y el  más  atento  estudio  de  los 
principios  jurídicos  han  formado  en  nosotros  el  convencimiento 
de  que  el  axioma  «el  que  contrata,  contrata  para  sí  y para  sus 
herederos»,  aplicado  sin  salvedades,  sin  distinciones,  sin  la  re- 
flexión debida  al  arrendamiento,  puede  dar  lagar  á notorios 
errores  de  derecho  y á evidentes  perjuicios  materiales. 

Puede  ocasionar  errores  de  derecho  porque,  cuando  el  arren- 
damiento ha  sido  constituido  teniendo  en  cuenta,  la  personal  in- 
dustria del  arrendatario,  industria  que  en  caso  de  su  falleci- 
miento no  puede  ser  continuada  por  sus  herederos,  resulta  ver- 
daderamente irrisorio  el  afirmar  que  el  arrendatario  contrató 
para  sí  y para  éstos.  Se  le  aplica  un  principio  jurídico  que  no 
ha  sido  querido  por  éi,  que  no  se  ha  dado  en  su  consecuencia  con 
motivo  del  arrendamiento  celebrado,  y el  criterio  legal  va  por 
un  iaclo  y por  otro  muy  distinto  la  realidad  contractual  que  ese 
criterio  está  llamado  á condicionar. 

Los  perjuicios  materiales  para  los  herederos  del  arrendata- 
rio no  pueden  ser  de  más  fácil  apreciación.  ¿Cómo  mantener  un 
arrendamiento  que  no  pueden  ya  pagai?  ¿Cuino  costear  los  gas- 
tos de  local  de  una  industria  que  no  puede  ser  ejercida? 
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No  hablemos  del  caso  del  militar,  del  empleado  público,  de 
que  tan  discretamente  se  hace  cargo  el  código  alemán.  Si  el  mo- 
tivo determinante  del  arrendamiento  fue  la  razón  de  su  obligada 
residencia,  ¿no  falta  este  motivo,  no  desaparece  la  causa  del  con- 
trato desde  el  momento  en  que  se  ve  trasladado  á otra  parte? 

Se  nos  dirá  tal  vez  que  todo  esto  ha  podido  y ha  debido  pre 
verse  en  el  contrato.  Pero,  ¿cómo  exigir,  dada  nuestra  psicolo- 
gía nacional,  el  nivel  medio  de  nuestras  previsiones  y aun  la 
previsión  ordinaria  en  los  pueblos  que  más  previsores  sean,  que 
el  industrial  que  en  el  apogeo  de  sus  fuerzas  está  consagrado  al 
rudo  batallar  de  la  diaria  lucha  económica,  tenga  presente  y se 
acuerde,  al  efecto  de  prevenirlo  en  su  contratos,  del  posible 
hecho  de  su  muerte?  ¿Qué  criterio  jurídico  es  ese  que  demanda 
que  aquello  que  debe  ser  requisito  natural  de  un  pacto,  se  pre- 
vea, se  reglamente,  se  determine  en  todas  sus  consecuencias, 
trocando  su  naturaleza  jurídica,  usurpando  á la  ley  su  papel  y 
exigiendo  de  los  contratantes  un  celo  y una  diligencia  que  parte 
de  una  equivocada  apreciación  de  la  realidad  social? 

Se  impone,  á nuestro  juicio,  que  en  la  reforma  del  Código 
se  tengan  en  cuenta  estas  observaciones  que  sucintamente 
hemos  hecho  y se  adopte  un  criterio  inspirado  en  el  del  código 
alemán. 

Mientras  ese  momento  llega,  nuestros  Tribunales,  aun  sobre- 
pasando lo  que  ordinariamente  se  considera  como  función  pro- 
pia de  la  jurisprudencia,  podían  ir  preparando  el  camino,  dando 
elasticidad  al  precepto  del  art.  1257.  Los  derechos  y obligacio- 
nes que  nacen  de  los  contratos,  dice  este  artículo,  producen 
efecto  entre  los  herederos  de  las  partes,  salvo  en  los  tres  casos 
que  enumera,  uno  de  los  cuales  es  el  de  que  por  su  naturaleza 
no  sean  transmisibles.  Bien  se  nos  alcanza  que  los  derechos  y 
obligaciones  derivados  del  arrendamiento  son  por  su  naturaleza 
transmisibles;  pero  penetrando  más  hondo  en  la  entraña  de  mu- 
chos contratos  de  arrendamiento,  no  sería  difícil  llegar  á la  con- 
clusión de  que  á la  naturaleza  que  las  partes  les  han  dado  me- 
diante su  libre  voluntad  creadora,  repugna  la  forzada  transmi- 
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sión  del  carácter  de  arrendatario  á los  herederos  de  éste,  en 
viBta  del  conjunto  de  circunstancias  que  concurran. 

Concordancias. — Art.  1499  del  Proyecto  de  1851;  núm.  3.° 
del  art.  1604  del  código  argentino;  1112  del  austriaco;  1766  del 
de  Uruguay;  1548  del  de  Venezuela;  3153  y 3154  del  de  Baja 
California  y Puebla;  1741  del  francés;  1595  del  italiano,  y nú- 
mero 1 .°  del  art.  1950  del  código  de  Chile. 


ARTÍCULO  1569 

El  arrendador  podrá  desahuciar  judicialmente  al 
arrendatario  por  alguna  de  las  causas  siguientes: 

1. a  Ilaber  expirado  el  término  convencional  ó el 
que  se  fija  para  la  duración  de  los  arrendamientos  en 
los  arts.  1577  y 1581. 

2. a  Falta  de  pago  en  el  precio  convenido. 

3. a  Infracción  de  cualquiera  de  las  condiciones  es- 
tipuladas en  el  contrato. 

4. a  Destinar  la  cosa  arrendada  á usqs  ó servicios 
no  pactados  que  la  hagan  desmerecer;  ó no  sujetarse 
en  su  uso  á lo  que  se  ordena  en  el  núm.  2.°  del  artícu- 
lo 1555. 


ARTÍCULO  1570 

Fuera  de  los  casos  mencionados  en  el  artículo  ante- 
rior, tendrá  el  arrendatario  derecho  á aprovechar  los 
términos  establecidos  en  los  arts.  1577  y 1581. 

I.  Concepto.  Causas  de  desahucio.  —Ocurre  con  frecuencia,  de- 
cíamos en  nuestros  Comentarios  á la  ley  de  A njuiciamiento  civil 
reformada  (1),  verse  el  dueño  ó usufructuario  en  la  necesidad 
de  acudir  á los  Tribunales  para  obligar  al  arrendatario  ó inqui- 
lino á que  desocupe  la  ñoca,  bien  porque  haya  cumplido  el 
tiempo  del  arriendo,  ó bien  por  cualquier  otro  motivo  justo:  ;«i- 


(1)  Tomo  6.°,  Introducción  al  juicio  do  desahucio. 
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cío  de  desahucio  se  ha  llamado  siempre  al  que  se  entabla  con  tal 
objeto,  y aunque  con  más  propiedad  pudiera  denominarse  juicio 
de  lanzamiento,  se  ha  conservado  en  las  leyes  modernas  aquella 
denominación  por  ser  técnica  en  el  foro. 

Pero  prescindiendo  de  todo  el  aspecto  procesal  que  la  mate- 
ria puede  revestir  para  limitarnos  á aquello  que  es  propio  y pri- 
vativo del  derecho  civil,  diremos  que,  dentro  de  la  esfera  de 
este  derecho  y más  todavía  del  contrato  de  arrendamiento,  el 
desahucio  considerado  como  un  hecho,  significa  la  expulsión  del 
arrendatario  llevada  á cabo  á instancia  del  arrendador  (bien  sea 
dueño,  bien  usufructuario)  ó del  adquirente  de  una  finca  en  el 
caso  de  que  pueda  hacer  uso  del  derecho  que  le  concede  el  ar- 
tículo 1571  del  Código.  Considerado  como  facultad  en  el  que  lo 
intenta,  implica  la  existencia  de  un  acción  á su  favor  que  se 
llama  acción  de  desahucio. 

Estimado  en  sus  motivos  y en  su  finalidad  el  desahucio,  su 
pone  una  hipótesis  de  incumplimiento  por  parte  del  arrendata- 
rio, incumplimiento  que  bien  pueds  referirse  á cualquiera  de  los 
momentos  de  la  vida  legal  del  contrato  (falta  de  pago,  infrac  . 
ción  de  condiciones,  mal  uso  de  la  cosa),  ó ya  puede  significar 
su  voluntad  opuesta  á reconocer  la  natural  conclusión  del  arren  - 
damiento  (expiración  del  término):  supone  asimismo  la  solución 
jurídica  (justa)  que  conviene,  teniendo  en  cuenta  la  situación  en 
que  el  incumplimiento  del  arrendatario  coloca  al  arrendador;  y 
tiende  á crear  un  nuevo  estado  de  hecho  mediante  el  cual  se 
reintegre  al  arrendador  en  el  ejercicio  de  todas  sus  facultades 
sobre  la  cosa. 

La  materia  de  desahucio,  en  cuanto  comprende  la  determi- 
nación de  las  causas  que,  supuesto  un  contrato  de  arrendamien- 
to, dan  origen  al  ejercicio  de  la  acción,  es  contenido  propio  del 
derecho  civil  y del  contrato  que  estudiamos:  en  cuanto  muestra 
el  modo  y forma  de  hacer  valer  esa  acción  ante  los  Tribunales  y 
su  desarrollo  en  el  juicio  correspondiente,  es  contenido  del  de 
recho  procesal. 

Nuestra  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  al  efecto  de  fijar  la  com- 
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potencia,  enumeró  las  causas  de  desahucio  tomándolas  de  las 
disposiciones  que  las  contenían  y que  estaban  en  vigor  cuando 
se  redactó  dicha  ley,  que  eran,  según  hemos  dicho  en  nuestros 
«Comentarios»,  el  decreto  de  las  Cortes  ó ley  de  8 de  Junio 
de  1813,  restablecido  en  6 de  Septiembre  de  1836,  para  las  fin- 
cas rústicas,  y la  ley  de  9 de  Abril  de  1842,  para  las  urbanas. 

De  acuerdo  con  estos  precedentes  los  arts.  1562  y 1563  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  dijeron: 

Los  Jueces  municipales  del  lugar  ó distrito  en  que  esté  sita 
la  finca,  conocerán  en  primera  instancia  de  los  desahucios  cuan- 
do la  demanda  se  funde  en  una  de  las  causas  siguientes: 

1. a  En  el  cumplimiento  del  término  estipulado  en  el  con- 
trato. 

2. a  En  haber  expirado  gI  plazo  del  aviso  que  para  la  conclu- 
sión del  contrato  deba  darse  con  arreglo  á la  ley,  á lo  pactado  ó 
á la  costumbre  general  de  cada  pueblo. 

3. a  En  la  falta  de  pago  del  precio  convenido  (art.  1562). 

Conocerán  de  estos  juicios  los  Jueces  de  primera  instancia 

que  sean  competentes,  conforme  á la  regla  13  del  art.  63: 

1. °  Cuando  tengan  por  objeto  el  desahucio  de  un  estableci- 
miento mercantil  ó fabril,  ó el  de  una  finca  rústica  cuyo  precio 
del  arrendamiento  exceda  de  1.500  pesetas  anuales,  aunque  se 
funde  la  demanda  en  alguna  de  las  causas  señaladas  en  el  ar- 
tículo anterior. 

2. °  Cuando  la  demanda,  respecto  á toda  clase  de  fincas,  se 
funde  en  una  causa  que  no  sea  de  las  comprendidas  en  dicho  ar- 
tículo (art.  1563). 

Pero  después  de  publicado  el  Código  civil,  hay  que  atenerse 
á lo  que  disponen  los  artículos  que  comentamos  y el  1571  del 
que  más  adelante  hablaremos. 

Serán,  pues,  hoy  las  causas  de  desahucio  en  el  contrato  de 
arrendamiento: 

1. a  Haber  expirado  el  término  convencional  ó el  que  se  fija 
para  la  duración  de  los  arrendamientos  en  los  arts.  1577  y 1581. 

2. a  Palta  de  pago  en  el  precio  convenido. 
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3. a  Infracción  de  cualquiera  de  las  condiciones  estipuladas 
en  el  contrato. 

4. a  Destinar  la  cosa  arrendada  á usos  ó servicios  no  pacta- 
dos que  la  hagan  desmerecer,  ó no  sujetarse  en  su  uso  á lo  que 
se  ordena  en  el  numero  2,°  del  art.  1555. 

5. a  La  sola  voluntad  del  comprador  de  la  finca  arrendada, 
salvo  pacto  en  contrario  y lo  dispuesto  en  la  ley  Hipotecaria  y 
con  la  limitación  que  establece  el  párrafo  segundo  del  art.  1571. 

Comparando  las  causas  mencionadas  en  el  art.  1569  con  las 
que  estableció  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  observaremos, 
como  ya  dijimos  en  nuestros  «Comentarios»  á ésta,  que  to- 
das quedan  subsistentes,  menos  la  2.a  del  art.  1562  de  la  ley, 
aunque  sustancialmente  está  refundida  en  la  1.a  del  Código. 
Hoy  no  se  exige  el  mutuo  requerimiento  que  exigía  la  legisla- 
ción anterior  para  dar  por  terminado  el  arrendamiento  sin  tiem- 
po fijo,  ó continuado  por  la  tácita  reconducción,  sino  que  la 
misma  ley  fija  el  plazo  para  estos  casos,  y por  eso  no  ha  incluido 
entre  las  causas  de  desahucio  la  2.a  del  art.  1562  de  la  ley  pro- 
cesal y añadido  á la  1.a  la  de  haber  expirado  el  término  que 
se  fija  en  los  arts.  1577  y 1581.  Por  consiguiente,  hoy  no  puede 
darse  á dicha  causa  2.a  de  la  ley  procesal  toda  la  extensión  que 
antes  tenía,  y sólo  podrá  aplicarse  cuando  por  pacto  expreso  sea 
necesario  el  requerimiento  ó aviso  previo,  y en  los  pocos  casos 
en  que  lo  exige  la  ley  para  dar  por  terminado  el  arrendamiento. 

Antes  de  examinar  separadamente  cada  una  de  las  vigentes 
causas  de  desahucio,  haremos  notar  que  se  trata  del  ejercicio 
de  un  derecho  por  parte  del  arrendador.  Así  el  art.  1569  co- 
mienza diciendo  que  el  arrendador  podrá  desahuciar  judicial- 
mente al  arrendatario,  etc.;  pero  debe  tenerse  en  cuenta  que  el 
desahucio  no  es  el  único  remedio  que  le  corresponda  contra  el 
incumplimiento  por  parte  del  arrendatario,  y que  no  podrá  ser 
obligado  por  éste  á valerse  de  él.  Por  ejemplo,  si  el  arrendata- 
rio no  paga  el  precio  convenido,  el  arrendador  puede  no  desahu- 
ciarle y exigirle  las  rentas  que  le  sea  en  deber;  si  hace  mal  uso 
-de  la  cosa  puede  pedirle  daños  y perjuicios,  dejando  el  contrato 
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subsistente.  En  una  palabra,  que  no  hay  que  olvidar  el  enlace 
que  la  materia  de  desahucio  tiene  con  el  principio  consignado 
en  el  art.  15ó6,  que-' creemos  ocioso  repetir  ahora. 

Jurisprudencia. — Procede  el  desahucio  lo  mismo  siendo  cono- 
cido el  arrendamiento,  que  siendo  presunto  ó tácito.  El  adminis- 
trador de  una  casa  embargada  tiene  personalidad  para  promo- 
ver dicho  juicio  y desahuciar  al  propietario  de  ella,  siempre  que 
concurran  las  circunstancias  y formalidades  exigidas  por  las 
leyes.  (Sentencia  del  Iribv/nal  Supremo  de  9 Marzo  de  1894.) 

El  administrador  de  una  sociedad  puede  en  nombre  de  ésta 
entablar  el  desahucio.  ( Sentencia  de  7 de  Enero  de  1905.) 

La  dueña  de  tres  cuartas  partes  indivisa  de  una  casa  desa 
hució  al  portero  de  la  misma.  Este  alegó  que  la  demandante  no 
era  dueña  de  la  totalidad  de  la  casa.  El  desahucio  prosperó  por 
que  el  art.  1569  del  Código,  en  relación  con  el  1564  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  no  exige  otro  requisito  para  poder  de 
sahuciar  que  el  de  ser  arrendador,  lo  cual  concuerda  con  el  es 
píritu  del  citado  artículo  de  la  ley  procesal,  que  da  personalidad 
al  que  tenga  posesión  que,  por  cualquier  titulo,  dé  derecho  á dis 
frutar  la  finca.  ( Idem  de  22  de  Noviembre  de  1S99.) 

El  contrato  de  rabassa  marta  no  puede  equipararse  al  de  arren  - 
damiento á los  efectos  del  desahucio,  que  en  ese  contrato  sólo 
procede  por  el  cumplimiento  del  término  que  se  estipuló  (artícu 
lo  1656).  La  rabassa  moría  es  en  el  Código  una  limitación  del  do- 
minio de  naturaleza  análoga  la  enfiteusis.  ( Sentencias  de  18  de  D>  • 
ciembre  de  1901,  27  de  Junio  y 21  de  Julio  de  1902  ) 

La  de  29  de  Julio  de  1902  declara  terminantemente  que  en 
el  arrendamiento  por  aparcería  no  procede  el  desahucio,  por 
no  consentirlo  su  naturaleza  especial,  y deberse  regular  en 
primer  término  por  las  disposiciones  relativas  al  contrato  de 
sociedad. 

Afirmación  tan  categórica  y en  nuestra  opinión  bastante  fun- 
dada, no  impide  que  el  mismo  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de 
25  de  Noviembre  de  1905,  declare  que  «no  puede  asentarse  como 
regla  absoluta  que  en  ningún  contrato  de  aparcería  quepa  el  de 
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«ahucio,  pues  esto  habrá  de  depender  de  su  naturaleza  y cláu- 
sulas más  ó menos  sencillas  con  que  se  establece  el  contrato». 

En  general,  el  desahucio  procede  solamente  contra  los  que 
llevan  fincas  en  arrendamiento  propio,  ó las  poseen  en  precario, 
y siempre  que  se  alegue  por  el  demandado  su  carácter  de  socio* 
como  ocurre  en  la  aparcería,  ú otro  carácter  especial  que  altere 
las  relaciones  del  puro  arriendo,  ó existan  condiciones  especia- 
les y complicadas  en  el  contrato,  que  exijan  declaraciones  sobre 
su  inteligencia  ó validez,  como  ocurre  en  muchos  arrendamien- 
tos de  minas,  no  procede  el  desahucio.  Esta  es  la  doctrina  deri 
vada  de  la  última  citada  sentencia,  y de  las  de  22  de  Mayo 
de  1894,  6 de  Julio  de  1899  y 2 de  Diciembre  de  1904.  «La  com- 
plejidad evidente  de  relación  entre  las  partes,  nacidas  ya  del 
contrato,  ya  del  doble  carácter  ostentado  por  el  arrendatario, 
ya  de  la  situación  consentida  en  que  unos  y otros  aparecen  colo- 
cados, convertiría  el  juicio  de  desahucio  en  un  medio  sencillo  de 
obtener  con  cierta  violencia  la  rescisión  de  un  contrato,  sin  las 
garantías  de  def  ensa  ó información  que  ofrecen  los  juicios  decla- 
ratorios. {Sentencia  citaia  de  1904.) 

Como  doctrina  también  general  en  materia  de  desahucio,  de- 
clara la  sentencia  de  21  de  Mayo  de  1904,  que  las  obras  nece- 
sarias y beneficiosas  hechas  en  la  finca  por  el  arrendatario, 
sin  autorización  del  dueño,  no  dan  lugar  al  desahucio;  y la  de 
18  de  Marzo  del  mismo  año,  que  los  frutos  pendientes  al  ser 
lanzado  de  la  finca  el  arrendatario,  le  pertenecen  si  está  al  co- 
rriente en  el  pago  del  arriendo,  pues  aunque  se  consideren  como 
inmuebles  mientras  están  adheridos  á la  finca  con  arreglo  al  ar- 
tículo 334,  no  puede  negárseles  ia  consideración  de  productos. 

Pasemos  ya  á examinar  cada  una  de  las  cuatro  causas  que, 
según  el  art.  1569  que  estamos  comentando,  dar  lugar  al  juicio 
de  desahucio. 

1.a  Haber  expirado  el  término  convencional  ó el  que  se  Jija  para 
la  duración  de  los  arrendamientos  en  los  artículos  1577  y 1481.— 
Sobre  esta  causa  de  desahucio  hemos  dicho  en  nuestros  Comen- 
tarios á la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  lo  siguiente: 
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«Este  término  puede  ser  convencional  ó legal.  Será  conven- 
cional cuando  lo  hubiesen  establecido  y fijado  las  partes  de  co- 
mún acuerdo;  y legal,  cuando  lo  fija  la  ley,  como  lo  hace,  según 
ya  se  ha  dicho,  en  los  artículos  1577  y 1581,  para  los  casos  en 
que  no  lo  hubiesen  determinado  aquéllas,  ó se  haya  prorrogado 
el  arrendamiento  por  la  tácita  reconducción.  Siempre  que  haya 
expirado  uno  ú otro  término,  tiene  expedito  el  arrendador  su 
derecho  para  desahuciar  al  arrendatario  sin  necesidad  del  re- 
querimiento ó aviso  previo  que  exigía  la  legislación  anterior,  á 
que  se  refería  la  causa  2.a  del  art.  1562  de  la  ley  de  Enjuicia 
miento  civil.  Pero  aquél  tendrá  que  hacer  uso  de  este  derecho 
antes  de  que  transcurran  los  quince  días  que  para  la  prórroga 
del  arriendo  por  la  tácita  señala  el  art.  1566  del  Código  civil,  á 
no  ser  que  previamente  hubiese  requerido  en  forma  al  arrenda 
tario  para  que  desaloje  la  finca,  como  se  previene  en  el  mismo 
articulo. 

» Aunque  por  regla  general  se  da  por  extinguido  el  contrato 
de  arrendamiento  al  espirar  el  término  convencional  ó legal,  se- 
gún se  ha  dicho,  sin  necesidad  del  mutuo  desahucio  ó aviso  pre 
vio,  que  antes  era  indispensable  para  poder  ejercitar  la  acción 
de  desahucio,  será  necesario  dicho  aviso  previo  ó requerimiento 
en  los  casos  en  que  lo  exige  el  Código  civil. 

»Uno  de  estos  casos  es  el  que  se  refiere  al  contrato,  denomi- 
nado en  Cataluña  de  rabassa  moría,  en  cuya  virtud  el  dueño  del 
suelo  cede  su  uso  para  plantar  viña  por  el  tiempo  que  vivieran 
las  primeras  cepas,  pagando  al  cesionario  una  renta  ó pensión 
anual  en  frutos  ó en  dinero.  La  duración  de  este  contrato  se 
ha  fijado  en  cincuenta  años  por  la  regla  1.a  del  art.  1656  del 
Código  civil,  de  acuerdo  con  la  jurisprudencia  ya  establecida, 
salvo  pacto  expreso  fijando  otro  plazo.  Al  espirar  dicho  término, 
puede  el  dueño  del  terreno  hacer  uso  de  la  acción  de  desahucio 
sin  necesidad]  de  aviso  ó requerimiento  previo;  pero  si  transcu- 
rrido el  plazo  legal  ó convencional,  sigue  el  colono  en  el  uso  y 
aprovechamiento  de  la  finca  por  consentimiento  tácito  del  due- 
ño, no  podrá  aquél  ser  desahuciado  sin  el  aviso  previo  que  éste 
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deberá  darle  con  un  año  de  antelación  para  la  conclusión  del 
contrato.  Así  se  previene  en  las  reglas  9.a  y 10  del  artículo  an- 
tes citado  del  Código,  y lo  mismo  habrá  de  entenderse  para  el 
caso  en  que  no  resulte  de  documento  auténtico  la  terminación 
del  contrato,  ó que  quede  extinguido  por  muerte  de  las  prime- 
ras cepas,  ó por  quedar  infructíferas  las  dos  terceras  partes  de 
las  plantarlas.  Naturalmente,  dicho  año  deberá  ser  el  agrícola, 
á fin  de  que  el  colono  pueda  recoger  la  cosecha  del  vino,  pen- 
diente ó preparada  al  darle  el  aviso. 

»Tdinbióa  será  necesario  el  aviso  ó requerimiento  previo  en 
el  caso  á que  se  refiere  el  art.  1571  del  mismo  Código.  Según  él, 
«el  comprador  de  una  finca  arrendada  tiene  derecho  á que  ter- 
>mine  el  arriendo  vigente  al  verificar  la  venta,  salvo  pacto  en 
^contrario  y lo  dispuesto  en  la  ley  Hipotecaria)'.  Ésta  autoriza 
la  inscripción  en  el  Registro  de  la  propiedad  de  los  contratos  de 
arrendamiento  de  bienes  inmuebles,  que  determina  en  el  nú- 
mero 5.°  de  su  art.  2.°,  con  cuya  inscripción  adquieren  el  ca 
rácter  de  derecho  real,  que  debe  respetar  el  comprador,  y por 
esto  la  salvedad  antedicha.  Y la  del  pacto  en  contrario  se  refiere 
sin  duda  al  que  celebren  vendedor  y comprador,  para  que  éste 
respete  el  arriendo  pendiente,  á fin  de  no  ser  responsable  délos 
daños  y perjuicios  que  podría  reclamar  el  arrendatario.  Fuera 
de  estos  dos  casos,  el  comprador  tiene  derecho  á que  termine  el 
arriende;  pero  como  el  mismo  artículo  del  Código  concede  al 
arrendatario  el  de  «exigir  que  se  le  d^je  recoger  los  frutos  de 
»la  cosecha  que  corresponda  al  año  agrícola  corriente»,  de  aquí 
se  deduce  la  necesidad  que  en  tal  caso  tendrá  el  comprador  de 
requerir  al  arrendatario  para  que  cese  luego  que  recoja  dichos 
frutos,  á fin  de  poder  entablar  contra  él  á su  tiempo  la  demanda 
de  desahucio,  si  no  lo  verifica,  pues  de  otro  modo  se  creerla 
aquél  con  derecho  para  continuar  hasta  la  conclusión  del  con 
trato. 

»En  todos  los  casos  en  que  sea  necesario  el  aviso  previo  ó 
requerimiento,  lo  más  conveniente  será  hacerlo  judicialmente  ó 
por  medio  de  notario,  como  para  caso  análogo  lo  previene  el  ar* 
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fíenlo  1649  del  Código,  á fin  de  que  conste  de  una  manera  for 
mal.  El  judicial  podrá  solicitarse  del  juez  de  primera  instancia 
en  acto  de  jurisdicción  voluntaria  para  que  lo  lleve  á efecto  el 
actuario,  ó ante  el  juez  municipal  en  acto  de  conciliación.  Como 
la  ley  no  determina  la  forma  de  dicho  requerimiento  para  el 
presente  caso,  podrá  sostenerse  que  también  puede  hacerse 
ante  testigos;  pero  aconsejamos  la  preferencia  de  los  otros  dos 
medios  por  los  inconvenientes  de  la  prueba  testifical.» 

Nada  sustancial  tenemos  que  añadir  á lo  preinserto.  Única 
mente,  como  decisión  de  la  jurisprudencia,  citaremos  la  senten- 
cia del  Tribunal  Supremo  de  9 de  Septiembre  de  1901,  que  dice 
que  el  desahucio  por  cumplimiento  del  término  estipulado,  su 
pone  un  contrato  de  arrendamiento;  pero  que  el  contrato  se  su 
pone  también  cuando  se  hubiese  prorrogado  un  arrendamiento 
anteriormente  celebrado. 

2.°  Falta  de  jago  en  el  'precio  convenido. — En  nuestros  Co- 
mentarios á la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  hemos  explicado  esta 
causa  de  desahucio  del  siguiente  modo: 

«El  precio,  ya  sea  en  metálico,  ya  en  frutos,  es  requisito 
esencial  en  esta  clase  de  contratos;  no  pagándolo  el  arrendata 
tío  en  el  plazo  e-tipu'ado,  falta  á una  de  las  condiciones  esen- 
ciales del  contrato,  y puede  ser  despedido  per  el  arrendador  sin 
nece-i  ’ad  de  aviso  previo,  y también  aunque  no  se  haya  cum- 
plido el  tiempo  fijado  para  la  duración  del  arrendamiento,  pues 
esta  circunstancia  está  subordinada  al  cumplimiento  de  las  con- 
diciones estipuladas  y al  pago  del  precio,  según  tiene  declarado 
el  Tribunal  Supremo  en  varias  sentencias,  y se  deduce  del  ar- 
tículo 1570  del  Código  civil. 

»E1  Tribunal  Supremo  tiene  declarado  en  sentencia  de  30  de 
Junio  de  1883  que  «si  bien  las  leyes  autorizan  el  desahucio  de 
los  arrendatarios  por  la  falta  de  pago  del  precio  convenido  en 
los  plazos  estipulados,  en  ninguna  de  ellas  se  previene,  ni  se 
pactó  en  el  contrato  de  arrendamiento  de  que  se  trata,  que  sea 
ineficaz  el  pago  para  dicho  efecto  si  no  se  realiza  en  el  mismo 
día  del  vencimiento;  antes  bien,  es  conforme  á justicia  y á la  le- 
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tra  y espíritu  de  dichas  leyes,  que  no  procede  el  desahucio  por 
la  falta  de  pago  después  de  hecho  éste  espontáneamente  por  el 
arrendatario  y de  recibido  el  precio  por  el  arrendador,  pues  de 
otro  modo  se  fundaría  la  demanda  en  una  causa  falsa».  Según 
esta  sana  doctrina,  aunque  haya  vencido  el  plazo,  no  puede 
prosperar  la  demanda  de  desahucio  si  se  interpone  después  de 
verificado  el  pago  ó de  haber  consignado  judicialmente  el  pre 
ció  el  arrendatario,  como  sucedió  en  los  casos  á que  se  refieren 
dicha  sentencia  y la  de  20  de  Febrero  de  1890.  Y por  otra  de  25 
de  Junio  de  1891  se  estimó  procedente  el  desahucio,  por  haberse 
consignado  el  precio  después  de  presentada  la  demanda  (1). 

En  25  de  Febrero  de  1905,  el  Tribunal  Supremo  aclara  aún 
más  su  doctrina  en  el  punto  que  examinamos.  No  procede  el 
desahucio  por  falta  de  pago  de  la  renta,  se  dice  en  la  misma, 
cuando  el  arrendatario  paga  al  arrendador,  sin  'protesta  de  éstct 


(1)  La  doctrina  de  esta  última  sentencia  ha  sido  confirmada  después  po? 
otra  del  mismo  Tribunal  Supremo  de  26  de  Noviembre  de  1896,  Tratábase 
de  un  arrendamiento  en  que  la  renta  debía  pagarse  en  los  tres  primeros  dias 
de  cada  mes.  Dejó  el  arrendatario  de  pagar  en  ese  plazo,  y el  día  15  reclamó 
del  arrendador  el  recibo;  rehusó  éste  recibir  el  impoite  de  la  renta,  y el  día 
24  se  vio  requerido  notarialmente  con  el  mismo  objeto.  Manifestó  el  arrenda- 
tario en  el  juicio  veroal,  que  el  arrendador  no  había  querido  recibir  el  precio, 
por  lo  que  lo  había  constituido  en  depósito  en  la  Caja  general,  á las  resultas 
de  los  autos,  y consignó  en  el  Juzgado  el  importe  de  dos  mensualidades. 
El  desahucio  prosperó.  He  aquí  los  principales  considerandos  del  Tribunal 
Supremo,  que  por  su  importancia  no  queremos  omitir: 

«A  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art.  1569  del  Código  civil,  el  arrendador- 
puede  desahuciar  judicialmente  al  arrendatario  por  falta  de  pago  del  precio, 
el  cual  ha  de  efectuarse,  según  el  art.  1555,  en  los  términos  convenidos,  y, 
por  tanto,  si  bien  el  recurrente  ofreció  al  propietario  y consignó  después 
la  renta  de  los  locales  que  llevaba  en  arrendamiento,  como  realizó  estos  actos' 
después  de  transcurrido  el  plazo  concertado  al  efecto,  no  hizo  la  Sala  sen- 
tenciadora, al  deoretar  el  desahucio,  aplicación  indebida  del  art.  1569,  como 
se  supone  en  el  motivo  segundo,  toda  vez  que  el  pago  para  que  sea  legitimo 
ha  de  hacerse  en  la  forma  y términos  estipulados. 

«Tampoco  ha  cometido  la  Sala  sentenciadora  la  infracción  del  art.  1176 

\ • 

del  mismo  Código,  que  se  le  atribuye  en  el  motivo  tercero,  porque,  según- 
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después  de  presentada  la  demanda,  pero  antes  del  emplaza- 
miento. 

»E1  mismo  Tribunal  Supremo  tiene  también  declarado  en 
sentencias  de  31  de  Diciembre  de  1891,  5 de  Mayo  de  1893  y 
otras,  que  para  que  prospere  la  demanda  de  desahucio  fundada 
en  la  falta  de  pago,  es  indispensable  acreditar  la  existencia  del 
contrato  de  arrendamiento,  en  razón  á que  el  hecho  del  dominio 
por  parte  del  demandante  y la  ocupación  de  la  finca  por  el  de- 
mandado, sin  acreditarse  que  pague  pensión  ó renta,  sólo  revela 
la  existencia  de  un  precario,  cuya  naturaleza  hace  imposible 
el  desahucio  por  falta  de  pago,  aunque  sea  procedente  por  otras 
causas. 

»Tóngase  presente,  per  último,  sobre  este  punto,  que  el  pago 
de  la  renta  no  puede  demandarse  en  el  juicio  de  desahucio,  sino 
por  separado  en  el  declarativo  que  corresponda:  son  dos  accio- 
nes distintas,  que  deben  ventilarse  y decidirse  en  juicios  de  (li- 


aste precepto,  para  que  el  ofrecimiento  del  pago  libere  al  deudor  es  indis- 
pensable que  el  acreedor  se  niegue  sin  razón  á admitirlo,  y en  el  presente 
caso  asistió  al  propietario  para  la  repulsa  la  razón  de  la  mora  en  que  el 
arrendatario  había  incurrido. 

• En  ninguna  de  las  resoluciones  que  se  suponen  infringidas  en  el  motivo 
cuarto  y último  (que  son  las  sentencias  de  30  de  Junio  de  1833,  8 de  Abril 
de  1885  y 20  de  Febrero  de  1890),  se  declara  la  doctrina  de  que  el  ofrecimiento 
del  pago  hecho  por  el  arrendatario  extemporáneamente,  y rechazado  por  el 
arrendador,  es  causa  obstativa  del  desahucio  que  se  funda  en  la  falta  de 
pago  del  precio,  y,  de  todos  modos,  la  jurisprudencia  establecida  al  amparo 
de  la  legislación  antigua  no  puede  invocarse  como  fundamento  de  casación 
en  los  pleitos  que  se  deciden  por  el  Código  civil,  según  lo  tiene  declarado  re- 
petidamente este  Tribunal  Supremo.» 

Resulta,  pues,  que,  según  la  doctrina  establecida  por  el  Tribunal  Supre- 
mo en  esta  sentencia  y en  las  demás  que  se  citan  en  el  texto,  para  que  sea 
legítimo  el  pago  del  arrendamiento  y produzca  sus  efeotos  legales,  ha  de  ha- 
cerse en  la  forma  y términos  estipulados,  y,  por  consiguiente,  que  cuando  se 
hace  ó consigna  después  de  vencido  el  plazo,  no  es_  obstáculo  para  el  desahu- 
cio, á no  ser  que  el  arrendador  lo  acepte  y reciba  voluntariamente,  pues  esta 
aceptación  voluntaria  del  precio  implica  la  renuncia  de  la  acción  de  desahu- 
cio fundada  en  tal  motivo.  Esta  es  también  nuestra  opinión. 
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ferente  naturaleza,  y no  pueden,  por  tanto,  acumularse,  según 
el  núm.  3.°  del  art.  154.  Así  lo  continúan  las  sentencias  del 
Tribunal  Supremo  de  13  de  Junio  de  1865  y 13  de  Noviembre 
de  188*,  añadiendo  Ó3ta  la  doctrina  de  que  el  usar  primero  el 
arrendador  de  la  acción  para  demandar  el  pago  de  los  alquileres 
vencidos  no  significa  la  renuncia  de  la  de  desahucio,  que  enta- 
bló después  para  el  lanzamiento  del  arrendatario.» 

Á lo  expuesto  añadiremos  que,  según  la  sentencia  del  Tribu- 
nal Supremo  de  12  de  Enero  de  1891,  cuando  se  ha  estipulado 
el  desahucio  por  la  falta  de  pago  de  dos  meses  consecutivos,  no 
se  puede  desahuciar  por  falta  de  pago  de  un  mes. 

3.°  Infracción  de  cualquiera  de  las  condiciones  esti ¿miadas  en  el 
contrato . — He  aquí  lo  que  decíamos  sobre  e~te  punto  en  nuestro 
comentario  á los  arts.  1562  y 1563  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  reformada. 

«En  la  reforma  del  art.  638  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
de  1855,  que  se  hizo  por  la  ley  de  25  de  Junio  de  1867,  se  con- 
signó en  cuarto  lugar  esta  misma  causa  de  desahucio,  aunque 
sólo  para  los  efectos  del  procedimiento,  pero  con  la  circuuetan- 
cia  de  que  la  infracción  fuese  manijiesla,  y como  este  calificativo 
daba  lugar  á dudas,  y era  además  innecesario,  se  suprimió  ya 
en  el  art.  1590  de  la  presente  ley,  que  se  refiere  á esa  misma 
causa,  como  lo  ha  suprimido  también  el  art.  1569  del  Código  ci- 
vil que  estamos  examinando,  por  ser  la  disposición  legal  hoy  vi- 
gente en  la  materia.  Es  y ha  sido  siempre  obligatorio  el  cumpli- 
miento de  lo  pactado  lícitamente,  y por  esto  se  ha  considerado  y 
se  considera  como  causa  de  desahucio  la  infracción  ó incumpli- 
miento de  cualquiera  de  las  condiciones  estipuladas  en  el  contra- 
to de  arriendo:  faltar  á las  condiciones  estipuladas  se  dijo  en  el  ar- 
ticulo 5.°  de  la  ley  ya  citada  de  1813.  «La  facultad  de  resolver 
»las  obligaciones  se  entiende  implícita  en  las  recíprocas,  para  el 
»caso  de  que  uno  de  los  obligados  no  cumpliere  lo  que  le  incum- 
»be,» — dice  el  art.  1124  del  Código  civil,  y por  medio  del  des- 
ahucio se  resuelve  ó rescinde  el  contrato  de  arrendamiento  com 
un  procedimiento  breve  y adecuado  á la  índole  del  asunto. 
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»Excusado  parecerá  advertir  que  las  disposiciones  que  esta- 
mos examinando  no  se  refieren  á las  condiciones  relativas  al  tér- 
mino del  contrato  y al  pago  del  precio,  expuestas  anteriormente, 
sino  á cualquiera  otra  de  las  estipuladas.  Se  las  ha  separado  por 
razón  de  la  competencia,  como  luego  veremos.  Con  toda  claridad 
lo  dice  el  art.  1590  de  la  presente  ley:  «Cualquiera  de  las  con- 
diciones estipuladas  en  el  contrato  de  arrendamiento,  que  ne 
sea  de  los  enumerados  en  el  art.  1562». 

Dos  interesantes  decisiones  de  la  jurisprudencia  del  Tribu- 
nal Supremo  tenemos  que  añadir  á lo  reproducido. 

Es  una  la  sentencia  de  27  de  Marzo  de  1900,  que  declara  que 
faltando  el  arrendatario  á alguna  cláusula  cuyo  incumplimiento, 
según  el  cotnrato,  da  lugar  á indemnización,  este  derecho  de 
pedir  indemniz.ición  no  excluye  la  acción  de  desahucio,  antes 
bien,  puede  ser  su  complemento. 

Es  la  otra  la  de  la  sentencia  de  7 de  Enero  de  1902.  Tratá- 
base del  aprovechamiento  de  resina  de  ciertos  pinares,  y el  arren- 
dador int  rpuso  desahucio  fundándose  principalmente  en  que, 
contra  lo  expresamente  estipulado,  estaba  el  arrendatario  resi- 
nando pinos  que  no  tenían  veinte  y siete  centímetros  de  diáme- 
tro ó un  metro  de  altura.  El  desahucio  no  prosperó  y los  consi- 
derandos del  Tribunal  Supremo,  acerca  de  los  erales  llamamos 
la  atención  del  lector,  dicen  en  sustancia  lo  siguiente: 

«La  infracción  del  contrato  á que  se  refiere  la  causa  3.a  del 
art.  1569  del  Código  civil,  al  efecto  de  poder  fundar  en  ella  el 
arrendador  la  acción  de  desahucio  contra  el  arrendatario,  ha  de 
ser  realizada  por  dolo,  culpa  ó cualquier  negligencia  de  este  úl- 
timo, pues  dada  la  naturaleza  sumaria  del  juicio  de  desahucio  y 
sus  efectos,  sólo  bajo  tal  supuesto  aparece  justificada  dicha  san- 
ción, y la  reintegración  consiguiente  de  los  derechos  del  propie- 
tario como  medida  urgente  y previa  en  defensa  de  sus  intereses, 
no  procediendo  en  otro  caso  sin  ventilar  su  razón  y fundamento 
en  el  juicio  declarativo  que  corresponde. 

»Según  estima  el  Tribunal  sentenciador,  el  arrendatario  ha- 
bía ordenado  á sus  dependientes  que,  en  cumplimiento  del  con- 
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trato,  sólo  resinasen  los  pinos  que  tuvieran  más  de  veinte  y 
siete  centímetros  de  diámetro  á un  metro  de  altura,  facilitán  • 
doles  al  efecto  el  instrumento  llamado  escantillón,  y según  se 
comprobaba  por  la  inspección  ocular  era  difícil  no  equivocarse, 
atendidas  las  circunstancias  de  los  pinos,  que  casi  todos  eran 
torcidos  y revestidos  de  corteza  apretada  y nudosa,  lo  cual  re 
vela  la  absoluta  falta  de  intención  ó de  negligencia  á que  pu 
diera  en  otro  caso  imputarse  la  resinación  de  los  pinos  excluidos 
del  contrato;  así  como  lo  explica  el  corto  número  de  éstos  en  re- 
lación con  la  totalidad  de  los  existentes  en  la  parte  de  monte  ob- 
jeto del  contrato,  sin  que  dada  tal  apreciación  de  hecho,  y de 
acuerdo  con  la  doctrina  al  principio  sentada,  proceda  la  casa- 
ción que  el  arrendador  solicita. » 

Aunque  esta  sentencia  tal  vez  entraña  un  fondo  indudable  de 
justicia,  confesamos,  salvando  todos  los  respetos,  que,  como  doc 
trina  general,  no  nos  satisface  la  que  en  ella  establece  el  Tri- 
bunal Supremo.  Nos  place  más  estar  al  espíritu  y á la  letra  de 
número  3.°  del  artículo  1569  del  Código,  que  lisa  y llanamen- 
te otorga  la  acción  de  desahucio  cuando  el  arrendatario  in 
fringe  cualquiera  de  las  condiciones  estipuladas  en  el  contra- 
to, sin  entrar  en  distinciones  acerca  de  su  dolo,  culpa  ó negli- 
gencia. 

4.°  Destinar  ¿a  cosa  arrendada  á usos  ó servicios  no  pactados  que 
la  hagan  desmerecer , 6 no  sujetarse  en  su  uso  á lo  que  se  ordena  en  el 
núm.  2.°  del  arl.  1555. — Hemos  dicho  sobre  esta  causa  de  de 
sahucio  en  nuestros  citados  Comentarios: 

«Tratar  mal  la  finca.  Con  estas  breves  palabras  expresó  la 
ley  citada  de  1813  esta  causa  de  desahucio.  El  art.  1569  del  Có 
digo  civil  las  explica  para  determinar  con  claridad  su  extensión 
y alcance,  diciendo:  «4.a  Destinar  la  cosa  arrendada  á usos  ó 
servicios  no  pactados,  que  la  hagan  desmerecer,  ó no  sujetarse 
en  su  uso  á lo  que  se  ordena  en  el  núm.  2.°  del  art.  1555»,  se- 
gún el  cual  «el  arrendatario  está  obligado  á usar  de  la  cosa 
arrendada  como  un  diligente  padre  de  familia,  destinándola  al 
uso  pactado;  y,  en  defecto  de  pacto,  al  que  se  infiera  de  la  na- 
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turaleza  de  la  cosa  arrendada  según  la  costumbre  de  la  tierra». 
En  todos  estos  casos  se  trata  mal  la  finca  con  perjuicio  del  dueño 
faltando  á lo  pactado  expresa  ó tácitamente:  es,  por  tanto,  justo 
conceder  al  arrendador  la  acción  de  desahucio  en  defensa  del 
derecho  de  propiedad.  Esta  causa  está  comprendida  en  la  gene- 
ralidad del  art.  1593  de  la  presente  ley. 

»Quedan  expuestas  las  cuatro  causas  en  que,  según  el  ar- 
tículo 1569  del  Código  civil,  puede  fundarse  la  demanda  de  desa- 
hucio. Todas  se  refieren  á las  relaciones  jurídicas  entre  el  arren 
dador  y el  arrendatario,  y suponen,  por  tanto,  la  existencia  del 
contrato  de  arriendo,  cuya  resolución  ó rescisión  se  realiza  de 
hecho  y de  derecho  cuando  en  virtud  de  cualquiera  de  ellas  se 
da  lugar  al  desahucio.  » 

Para  completar  el  sentido  del  precepto  añadiremos  una  ob- 
servación á lo  preinserto. 

Según  el  núin.  2,°  del  art.  1555,  el  arrendatario  debe  desti- 
nar la  cosa  al  uso  pactado,  y,  en  defecto  de  pacto,  al  que  se  in 
fiera  de  su  naturaleza,  según  la  costumbre  de  la  tierra;  según 
el  art.  1556,  el  incumplimiento  de  esta  obligación  da  derecho  al 
arrendador  para  pedir  la  rescisión  del  contrato  y la  indemniza 
ción  de  daños  y perjuicios,  ó sólo  esto  último,  dejando  el  con- 
trato subsistente.  Pues  bien;  supongamos  que  el  arrendatario 
destina  la  cosa  á servicios  ó usos  no  pactados,  pero  que  no  la 
hacen  desmerecer.  ¿Podrá  el  arrendador  desahuciarle  por  este 
motivo? 

No  se  puede  negar  que  desde  el  momento  en  que  tal  ocurre 
el  arrendatario  infringe  una  de  las  condiciones  del  contrato,  y 
en  este  sentido  parece  estar  comprendido  en  la  causa  3.a  de 
desahucio,  de  las  que  enumera  el  art.  1569.  Pero  si  atentamen- 
te se  examina  el  enlace  de  todos  los  números  de  dicho  artículo, 
y lo  que  en  relación  unos  con  otros  quieren  expresar,  no  será 
difícil  llegar  á la  conclusión  que  la  lógica  impone,  de  que  si  el 
número  4.°  se  ocupa  concreta  y especialmente  del  uso  y destino 
de  la  finca  arrendada  como  causa  de  desahucio,  no  se  deben  con- 
siderar comprendidas  en  el  núm.  3.°  del  art.  1569,  á pesar  de 
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su  generalidad,  aquellas  condiciones  que  á ese  uso  y destino  se 
refieran,  porque  esto  implicaría  una  duplicidad  de  motivos  de 
desahucio  que  no  se  justifica  por  ninguna  razón. 

Los  hechos  que  dan  lugar  al  desahucio  relación  ados  con  la 
forma  del  uso  de  la  fiuca,  están  comprendidos  en  la  fórmula  del 
número  4.°  del  art.  1569,  y á ella  habrá  que  acudir  exclusi- 
vamente para  ver  si  en  la  práctica  se  dan  ó no. 

Ahora  bien;  esta  fórmula  exige  para  que  la  causa  de  desahu- 
cio exista  que  se  falte  á la  diligencia  del  padre  de  familia  que  el 
número  2.°  del  art.  1555  requiere,  ó que  el  uso  no  pacta  lo,  que 
el  arrendatario  haga  de  la  cosa,  implique  el  des  merecimiento 
de  ésta.  Si  el  arrendatario  se  limita  á dar  á la  cosa  un  destino 
distinto  de  aquel  que  se  estipuló,  pero  dentro  de  este  nuevo  uso 
observa  ia  diligencia  debida  y no  hace  desmerecer  en  nada  á la 
cosa,  no  hay,  en  rigor,  la  causa  de  desahucio  que  establece  el 
número  4.°  del  art.  1569. 

Siempre  habrá  una  hipótesis  de  incumplimiento  por  parte 
del  arrendatario  de  la  obligación  que  le  impone  el  núm.  2 ° del 
artículo  1555,  hipótesis  que  estará  sujeta  á la  sanción  del  ar- 
tículo 1556;  pero  el  modo  judicial  de  hacer  efectiva  esa  sanción 
en  interés  del  arrendador,  no  será,  en  nuestra  opiuló  i,  el  juicio 
de  desahucio,  porque  faltará  la  causa  legal  para  el  ejercicio  de 
esta  acción. 

Esta  conclusión  es  justa,  porque  si  la  falta  de  diligencia  y 
el  desmerecimiento  de  la  cosa  imperiosamente  demandan  un 
procedimiento  de  la  índole  del  de  desahucio,  cuando  no  se  dan 
esas  circustancias,  sino  simplemente  un  mero  cambio  de  uso, 
cuya  justificación  tal  vez  fuera  posible  al  arrendatario,  parece 
lógico  conceder  una  mayor  amplitud  de  medios  de  defensa  y un 
procedimiento  donde  más  acuciosamente  se  diluciden  las  cues- 
tiones planteadas. 

Acerca  de  lo  que  se  debe  entender  por  desmerecer  la  cosa, 
estimamos  que  no  sé  ha  de  limitar  el  sentido  del  Código  al  con- 
cepto de  daño  ó deterioro  material,  pues  hay  otras  clases  de 
desmerecimiento  que  al  arrendador  importa  no  se  realicen. 
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Hay  un  valor  real,  positivo,  inestimable  en  cantidades  con- 
cretas, pero  de  existencia  fuera  de  toda,  duda,  que  es  en  cierto 
modo,  dado  el  estado  de  nuestra  legislacción,  anejo  á la  finca 
arrendada.  Si  una  casa  ha  estado  destinada,  por  ejemplo,  á café, 
si  como  tal  se  acreditó  y las  gentes  adquirieron  el  hábito  de  con- 
currir á él,  es  claro  que  mientras  continúe  dedicada  á ese  des- 
tino se  ha  de  dar  por  ella  un  tanto  más  de  renta  que  si  se  hi- 
ciese de  ella  otro  uso  distinto.  Ese  tanto  más  de  renta  es  en 
algún  concepto  por  razó  a del  mayor  valor  que  la  finca  tiene 
atendido  su  destino.  Ahora  bien;  sea  cual  fuere  el  criterio  eco- 
nómico que  se  deba  adoptar  para  resolver  la  cuestión  de  á quién 
debe  pertenecer  ese  mayor  valor  (1),  es  indudable  que  si  el 
arrendatario  cambia  de  pronto  la  forma  del  uso  de  la  cosa  sin 
que  ésta  materialmente  se  daiie  ni  deteriore,  desmerece  en  rea- 
lidad, y este  desmerecimiento  puede  traducirse  en  una  baja  de 
la  renta  que  debe  percibir  el  arrendador. 

En  este  amplio  sentido  entendemos  elnúm.  4.°  del  art.  1569 
del  Código  (i vil. 

II.  Derecho  del  arrendatario  á continuar  en  el  arrendamiento . — 

Fuera  de  los  casos  mencionados  en  el  artículo  anterior,  dice  el 
art.  1510,  tendrá  el  arrendatario  derecho  á aprovechar  los  tér- 
minos establecidos  en  los  artículos  1577  y 1581. 

Después  de  haber  enumerado  el  Código  en  el  art.  1569  las 
causas  de  desaaucio  de  un  modo  concreto  y taxativo,  á fin  de 
que  no  pudiera  caber  duda  de  que  la  enumeración  hecha  tiene 
un  carácter  limitativo  que  no  puede  ampliarse  por  interpreta- 
ción ni  analogía,  ha  creído  necesario  sentar  el  principio  del  ar 
tículo  1570,  cuyo  aicance  es  bien  manifiesto. 

No  hay  más  causas  de  desahucio  que  las  que  fija  la  ley,  y no 
existiendo  ninguna  de  ellas,  el  arrendatario  puede  continuar  en 
el  uso  y disfrute  de  la  finca.  ¿Por  cuánto  tiempo?  Por  los  tér- 


(1)  Véase  el  informe  sobre  Jas  leyes  de  inquilinato  presentado  á una  Co- 
misión de  la  Real  Academia  de  Ciencias  Morales  y Políticas,  por  D.  Fran- 
cisco de  Cárdenas. 
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minos  establecidos  en  los  artículos  1577  y 1581,  cuyo  contenido 
ya  hemos  expuesto  en  otras  ocasiones  y al  cual  nos  remitimos. 

De  suerte  que  si  el  desahucio  se  declara,  el  arrendatario  no 
puede  aprovechar  esos  términos,  pues  el  lanzamiento  se  verifica 
de  la  manera  que,  según  los  distintos  supuestos,  establece  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil.  Si  se  diese  el  caso  de  que  la  rescisión 
del  arrendamiento  se  declarase,  no  en  un  juicio  de  desahucio  por 
no  existir  causa  suficiente  para  ello,  sino  en  un  juicio  ordinario, 
según  el  artículo  que  comentamos,  podría  aprovechar  los  plazos 
de  los  1577  y 1581. 

Por  úitirao,  observaremos  que  el  art.  1570  debe  entenderse 
sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  1571,  del  que  seguidamente 
nos  ocuparemos. 

Códigos  extranjeros. — El  art.  1632  del  código  portugués  se  li* 
mita  á decir  que  la  acción  de  desahucio  es  siempre  sumarísima. 
Art.  3144  le  Baja  California  y Puebla;  553  y 554  del  alemán; 
1777  del  uruguayo;  1118  del  austríaco;  lo59,  1563  y 1579  y nú- 
mero 7.°  del  art.  1604  del  argentino. 


ARTÍCULO  1571 

El  comprador  de  una  finca  arrendada  tiene  dere- 
cho á que  termine  el  arriendo  vigente  al  verificarse 
la  venta,  salvo  pacto  en  contrario  y lo  dispuesto  en  la 
ley  Hipotecaria. 

Si  el  comprador  usare  de  este  derecho,  el  arrenda- 
tario podrá  exigir  que  se  le  deje  recoger  los  frutos  de 
la  cosecha  que  corresponda  al  año  agrícola  corriente  y 
que  el  vendedor  le  indemnice  los  danos  y perjuicios 
que  se  le  causen. 

artículo  i 572 

El  comprador  con  pacto  de  retraer  no  puede  usar  de 
la  facultad  de  desahuciar  al  arrendatario  hasta  que 
haya  concluido  el  plazo  para  usar  del  retracto. 
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I.  Derecho  del  comprador  de  una  anca  'para  desahuciar  al  arren- 
datario.— Ampliamente  hemos  examinado,  en  el  capítulo  1 0 de 
este  título,  la  cuestión  de  si  el  arrendamiento  crea  ó no  un  dere- 
cho real  á favor  del  arrendatario.  Del  estudio  de  los  precedentes 
y del  actual  estado  de  la  legislación,  dedujimos  la  consecuencia 
de  que,  en  nuestro  derecho,  el  que  á favor  del  arrendatario  se 
constituye  en  virtud  del  contrato  es,  por  regla  general,  de  natu- 
raleza personal,  y por  excepción,  real,  cuando  se  está,  en  alguno 
de  los  casos  previstos  en  el  núm.  5.°  del  art.  2.°  de  la  ley  Hipo- 
tecaria; esto  es,  cuando  se  hace  el  arrendamiento  por  más  de  seis 
anos,  se  adelanta  la  renta  de  tres  ó hay  convenio  expreso  sobre 
su  inscripción  en  el  Registro  de  la  propiedad,  que  son  los  tres 
únicos  casos  en  que  el  arrendamiento  es  inscribible. 

De  acuerdo  con  este  criterio,  el  art.  1571  sienta  el  principio 
de  que  el  comprador  de  una  finca  arrendada  tiene  derecho  á 
que  termine  el  arriendo  vigente  al  verificarse  la  venta.  El  punto 
de  partida  de  este  criterio  es  la  consideración  de  que  siendo  el 
arrendamiento  un  contrato  que  pasó  entre  el  arrendador  y el 
arrendatario,  y mereciendo  el  comprador  el  carácter  de  tercero 
respecto  del  mismo,  no  puede  prevalecer  contra  él  un  derecho 
de  la  categoría  de  los  personales. 

El  Código  en  este  artículo  ha  instituido  evidentemente  una 
causa  más  de  desahucio,  causa  que  no  arranca  de  hecho  ú omi- 
sión del  arrendatario  como  las  demás  que  hemos  examinado, 
sino  del  acto  de  traslación  de  dominio  realizado  por  el  arrenda- 
dor, que,  al  engendrar  una  nueva  relación  jurilica,  ejerce  posi- 
tiva influencia  sobre  la  antes  existente  por  razón  de  los  princi- 
pios en  que  cada  una  se  funda  y del  objeto  común  sobre  que  re- 
caen, que  es  la  finca  arrendada. 

Antes  de  que  la  jurisprudencia  de  este  artículo  hubiese  te- 
nido tiempo  de  formarse,  oímos  discutir  si  el  derecho  que  al  com- 
prador concede,  podía  ó no  ser  ejercitado  en  forma  de  acción  de 
desahucio  y en  el  juicio  de  este  nombre.  Siompre  estuvimos  por 
la  afirmativa,  por  que  si  lo  que  al  comprador  se  concede  es  el 
derecho  de  hacer  cesar  un  arrendamiento  para  que  la  finca  quede 
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completamente  á su  disposición,  no  otro  es  el  fin  que  con  el  de 
sahucio  se  persigne,  y porque  si  este  juicio  procede  en  aquellos 
casos  en  que  el  motivo  resulta  de  un  hecho  claro  y evidente,  no- 
toriamente de  esta  naturaleza  es  el  hecho  de  la  venta  de  que 
arranca  el  derecho  del  comprador.  No  puede,  pues,  caber  duda 
de  que  t-e  trata  de  una  nueva  causa  de  desahucio,  y que  en  este 
juicio  ha  de  tener  efectividad  el  derecho  del  comprador  cuando 
el  arrendatario  no  quiera  reconocerlo  voluntariamente.  Al  Tri 
bunal  Supremo  han  llegado  ya^no  pocos  casos,  y ni  una  vez  si- 
quiera se  ha  dejado  de  dar  por  supuesto,  que  tal  procedimiento 
sea  el  adecuado. 

Ahora  bien:  las  sentencias  de  31  de  Octubre  de  1 901 , y 28  de 
Febrero  de  1 • 06,  declaran  que  en  el  caso  del  art.  l 571 , sólo  es 
competente  el  Ju?z  de  primera  instancia  para  conocer  del  de 
3ahucio,  pues  se  funda  en  una  causa  especial  no  enumerada  en 
en  el  art.  1562  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

El  desahucio,  con  arreglo  al  artículo  que  nos  ocupa,  procede 
lo  mismo  en  el  caso  de  venderse  una  finca  rústica,  que  una  finca 
urbana.  (Sentencia  de  27  de  Septiembre  de  1905.) 

II.  Excepciones  y limitaciones  de  ese  derecho . — Hemos  expuesto 
el  principio  general,  pero  este  principio  tiene  excepciones  y li 
mitaciones  que,  lejos  de  atacar  á su  virtualidad,  la  confirman. 
Son  tres  las  que  el  Código  señala:  vamos  á examinarlas  con 
separación. 

1.a  Pacto  en  contrario . — «Salvo  pacto  en  contrario»,  dice  el 
artículo  1571  que  estamos  comentando.  ¿A  qué  pacto  alude 
la  ley? 

Tres  persones  intervienen  en  las  relaciones  jurídicas  cuya 
concurrencia  en  un  mismo  objeto  de  derecho  producen  la  doc 
trina  que  como  principio  general  hemos  sentado.  De  una  parte, 
el  arrendador  y el  arrendatario  que  contrataron  el  arrenda 
miento  de  la  cosa  arrendada . De  otra , el  mismo  arrendador 
que  pasa  á ser  vendedor  y el  comprador  que  pactan  la  transmi 
sión  de  dominio  de  la  misma  cosa. 

, Si  el  pacto  en  contrario  ha  de  destruir  el  derecho  del  com- 


LÍB.  IV — TÍT.  vi— oap.  n — ABTS.  1571  Y 1572  639 

prador  á que  termine  el  arriendo,  que  le  concede  el  párrafo  pri- 
mero  del  art.  1571,  es  indudable  que  tal  pacto  ha  de  ser  sus- 
crito por  dicho  comprador,  que  éste  ha  de  consentir  en  él,  pues 
sin  tal  consentimiento  no  se  le  puede  considerar  despojado  de  un 
derecho  que  la  ley  le  otorga.  Pero,  ¿respecto  de  quién  se  ha  de 
obligar  al  comprador  á no  hacer  cesar  el  arrendamiento? 

El  comprador  con  quien  contrata  es  con  el  vendedor  arren- 
dador, y,  por  lo  tanto,  en  el  contrato  que  entre  ambos  me- 
dia será  donde  habrá  de  comprometerse  á renunciar  á su  de- 
recho. Pero  esta  renuncia  á quien  principalmente  beneficia  y 
aprovecha  es  al  arrendatario  que  no  ha  prestado  el  concurso  de 
su  voluntad  para  la  creación  de  las  nuevas  relaciones  jurídicas. 

¿Estaremos  en  presencia  de  un  caso  de  estipulación  en  favor 
de  un  tercero?  Si  tal  se  estimase,  sería  de  aplicación  el  párrafo 
segundo  del  art.  1257  que  dice,  que  «si  el  contrato  contuviere 
alguna  estipulación  en  favor  de  un  tercero,  éste  podrá  exigir  su 
cumplimiento,  siempre  que  hubiere  hecho  saber  su  aceptación  al 
obligado  antes  de  que  haya  sido  aquélla  revocada». 

Nadie  ha  pensado,  sin  embargo,  que  nosotros  sepamos,  que 
el  arrendatario,  para  continuar  en  el  arrendamiento  cuando  el 
comprador  renunció  á su  derecho  de  hacerlo  cesar,  tenga  nece- 
sidad de  notificar  la  aceptación  de  tal  renuncia  ó pacto,  y esto, 
por  sí  sólo,  ya  es  indicio  suficiente  para  suponer  que  no  se  trata 
de  una  est’pulación  en  favor  de  tercero  en  el  sentido  que  se  in- 
dica en  el  art.  1257.  Nadie  ha  pensado  tampoco  que,  una  vez  he 
cha  la  renuncia  por  el  comprador,  pueda  ser  revocada. 

La  razón  es  clara:  la  renuncia  aprovecha  principalmente  al 
arrendatario,  pero  también  beneficia  al  arrendador,  puesto  que 
le  exime  de  la  obligación  de  indemnizar  de  que  después  hablare- 
mos, y el  comprador  se  ha  obligado  á ella  con  el  mismo  arrenda- 
dor personalmente.  Pero  aun  hay  más:  no  creemos  que  se  trate 
de  una  estipulación  en  favor  de  tercero,  porque  estimamos  que 
en  el  contrato  de  compra  y venta,  cuando  se  pacta  que  el  com- 
prador no  hará  cesar  el  arrendamiento,  el  arrendatario  ha  sido 
tácitamente  representado  á este  solo  efecto,  por  el  arrendador 
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vendedor,  y,  en  tal  supuesto,  no  puede  ya  ser  considerado  como 
un  tercero. 

Posible  es  también  el  caso  de  que,  no  habiendo  convenido  el 
comprador  con  el  vendedor  en  la  renuncia  de  su  derecho,  lo  es- 
tipule así  por  acto  posterior  con  el  arrendatario,  á cambio,  por 
ejemplo,  de  cualquier  compensación  económica.  En  ambos  su- 
puestos se  aplicará  la  salvedad  que  establece  el  párrafo  primero 
del  art.  1571,  pues  habiendo  consentido  el  adquirente  en  no  ha- 
cer cesar  el  arrendamiento,  ya  el  consentimiento  lo  haya  pres- 
tado en  concurrencia  con  el  arrendador,  ya  con  el  arrendatario, 
siempre  existe  el  pacto  en  contra  que  dice  el  precepto. 

En  cuanto  á los  motivos  de  la  excepción,  creemos  ocioso  de- 
tenernos en  ellos;  pues  su  derivación  de  la  libre  voluntad  con- 
cordada de  las  partes  en  materia  en  que  ellas  son  árbitro,  es 
evidente. 

2. a  Lo  dispuesto  en  la  ley  Hipotecaria . — En  estas  palabras  es 
tablece  el  párrafo  l.°  del  art.  1571  otra  excepción  al  principio 
de  que  el  comprador  tiene  |derecho  á que  termine  el  arrenda- 
miento. Lo  dispuesto  en  la  ley  Hipotecaria  es  el  contenido  del 
número  5.°  del  art.  2.°,  ó sea  la  determinación  de  loa  casos  en 
que  el  arrendamiento  es  inscribible,  y,  por  lo  tanto,  dere- 
cho real,  casos  que  ya  sabemos  cuales  son;  lo  dispuesto  en  la 
ley  Hipotecaria  es  el  principio  del  artículo  24  de  la  misma, 
que  diceque  los  títulos  inscritos  surtirán  su  efecto  aun  contra 
los  acreedores  singularmente  privilegiados  por  la  legislación 
común. 

Consecuencia  de  estas  disposiciones  es  que,  cuando  se  trata 
de  un  arrendamiento  inscrito  en  el  Registro  de  la  propiedad,  se 
trata  de  un  derecho  real  que,  por  virtud  de  su  inscripción,  surte 
efectos  contra  tercero.  El  comprador,  como  tal  tercero,  tiene  que 
estar  y pasar  por  él,  y,  por  lo  tanto,  no  le  asistirá  el  derecho  ¿ 
que  el  arrendamiento  termine. 

3.  El  pacto  de  retracto . — -El  comprador  con  paoto  de  retraer, 
dice  el  art.  1572,  no  puede  usar  de  la  facultad  de  desahuciar  al 
arrendatario  hasta  que  haya  concluido  el  plazo  para  usar  del 
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retracto.  Este  precepto  implica,  si  no  una  excepción  del  prin-  ‘ 
cipio  sentado,  por  lo  menos  una  limitación  en  su  ejercicio  limi 
tación  que  se  refiere  al  tiempo  ó al  momento  en  que  el  desahucio 
puede  ser  intentado  cuando  la  compra  se  ha  hecho  con  pacto 
de  retro. 

La  limitación  es  justa.  Mientras  el  plazo  para  hacer  uso  del 
retracto  no  pasa,  el  dominio  del  comprador  es  un  dominio  revo- 
cable, y esta  revocabilidad,  que  caracteriza  á toda  la  relación 
jurídica  creada,  influye  de  algún  modo  en  el  ejercicio  de  los  de- 
rechos que  adquiere.  La  sola  consideración  del  problema  que  se 
presentaría  si  el  vendedor  retrajese  la  finca,  convence  de  la  bon- 
dad del  precepto.  Tendríamos  entonces  que  al  volver  las  cosas 
al  ser  y estado  que  tenían  en  el  momento  en  que  1a,  venta  se  es 
tipuló,  el  arrendatario  debería  entrar  de  nuevo  en  el  disfrute 
del  arrendamiento,  puesto  que  todos  los  actos  realizados  por  el 
comprador  estaban  sujetos  á la  condición  de  que  dependía  U sub- 
sistencia de  su  derecho,  y uno  de  esos  actos  era  el  desahucio  lie 
vado  á cabo.  Para  evitar  estas  contingencias  y estas  inseguri- 
dades, se  ha  dictado  el  art.  1572. 

III.  Derechos  del  arrendatario . — Supongamos  ya  que  el  com- 
prador, no  comprendiéndole  ninguna  de  las  excepciones  ni.  limi- 
tación expuestas  hace  uso  de  su  derecho  á que  termine  el 
arriendo  vigente  y desahucia  al  arrendatario.  ¿Qué  derechos 
corresponden  á éste  frente  á tal  situación? 

E.1  párrafo  2.°  del  art.  1571  los  determina  diciendo  que  el 
arrendatario  podrá  exigir  que  se  le  deje  recoger  los  frutos  de 
la  cosecha  que  corresponda  al  año  agrícola  corriente,  y que 
el  vendedor  le  indemnice  los  daños  y perjuicios  que  se  le 
causen. 

Son,  pues,  dos  los  derechos  que  le  asisten:  uno  contra  el 
comprador  y otro  contra  el  vendedor. 

El  derecho  contra  el  comprador  le  incumbe  tan  sólo  en  el 
caso  de  que  se  trate  de  una  finca  rú-tica,  y consiste  en  exigir 
que  se  le  deje  recoger  los  frutos  de  la  cosecha  que  corresponda 

al  año  agrícola  corriente;  frase  de  transparente  sentido  que  no 

41 


TOMO  X 


642  CÓDIGO  OIVIL 

necesita  explicación,  pero  cuya  aplicación  en  algunos  casos 
puede  ofrecer  dudas. 

¿Qué  solución  será  la  adecuada,  si.  se  trata  del  arrendamiento 
de  una  dehesa  de  alcornoques  cuyas  sacas  de  corcho  se  verifican, 
por  ejemplo,  de  ocho  en  ocho  años?  ¿Cuál  si  se  trata  de  un  pinar 
cuja  próxima  corta  no  debe  hacerse  hasta  dentro  de  dos  años? 
No  creemos  que  osas  cortas  ni  esas  sacas  deban  considerarse 
como  frutos  de  la  cosecha  del  año  agrícola  corriente,  ni  que  la 
intención  de  la  ley  haya  sido  comprender  esos  casos  en  su  pre- 
cepto, ni  tales  frutos  se  deben  estimar  como  d gcosgcím  en  el  sen 
tido  recto  de  la  palabra.  La  indemnización  del  vendedor  al  arren 
datarlo  es  la  única  solución  que  aparece  razonable  dentro  del  Có 
digo,  sobre  todo  si  se  tiene  en  cuenta  ei  carácter  excepcional  que 
¡muestra  el  derecho  del  arrendatario  contra  el  comprador  en 
tales  casos. 

Véanse  después  en  I&  jurisprudencia  los  fallos  de  30  de  Abril 
de  1904  y 5 de  Mayo  de  190o. 

En  cuanto  al  motivo  de  ia  disposición,  es,  á nuestro  juicio,  el 
siguiente:  Al  entrar  el  comprador  en  posesión  de  la  ñaca  en- 
cuéntrase con  el  estado  de  hecho  y de  derecho  que  el  arrenda- 
miento vigente  supone:  preciso  es  indemnizar  al  arrendatario 
de  ios  gastos  hechos  para  la  explotación  agrícola.  Varios  crite- 
rios se  ofrecían  al  legislador:  uno,  la  tasación;  otro,  el  prorrateo; 
otro,  el  que  ha  adoptado  el  art.  1571.  Para  decidirse  por  él  ha 
tenido  en  cuenta,  sin  duda,  el  Código,  que  aventaja  á los  otros 
dos  en  sencillez,  en  comodidad,  eu  la  menor  posibilidad  de  des- 
avenencias entre  las  partes  y en  que  contiene  la  justa  y exacta 
medida  de  la  indemnización,  puesto  que  si  el  arrendatario  la- 
boreó las  tierras  fue  precisamente  para  obtener  los  frutos,  y esos 
frutos  son  los  que  se  le  conceden. 

No  falta  quien  eche  de  menos  en  el  Código  un  derecho  á 
favor  del  arrendatario  de  ñocas  urbanas  análogo  al  que  asiste 
al  arrendatario  de  fincas  rústicas.  Se  dice  que  cuando  se  vende 
una  finca  urbana  arrendada,  sobre  todo  si  está  destinada  á 
habitación  del  arrendatario,  debía  éste  tener  derecho  á aprove- 
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ohar  un  plazo  y no  ser  desahuciado  desde  luego  por  el  compra 
dor.  Este  plazo  podía  ser  el  de  un  año  si  el  alquiler  es  anual  el 
de  un  trimestre  si  es  trimestral,  etc. 

El  Código  no  lo  ha  estimado  así,  y al  proceder  de  esta  ma- 
nera parócenos  que  ha  partido  de  la  consideración  de  que  el 
derecho  del  arrendatario  de  fincas  rústicas  á recoger  los  frutos 
de  la  cosecha  del  año  agrícola  corriente  no  ha  sido  concedido  á 
éste  por  rezón  de  su  carácter  de  arrendatario,  pues  en  este  con- 
cepto nada  puede  intentar  contra  el  comprador,  ya  que  su  de- 
recho es  de  la  categoría  de  los  personales,  sino  por  razón  de  los 
gastos  que  en  la  cosa  tañía  hechos  para  obtener  esos  frutos.  El 
arrendatario  de  fincas  urbanas  no  se  encuentra  en  ese  caso;  por 
regla  general,  no  tiene  hechos  gastos  de  producción  y como  tal 
arrendatario  su  derecho  es  también  personal.  No  le  comprende, 
pues,  el  supuesto  de  la  ley. 

El  segundo  derecho  que  al  arrendatario  incumbe  es  el  que  le 
asiste  contra  el  vendedor  para  que  le  indemnice  los  daños  y per- 
juicios que  se  le  causen.  Al  comprador  no  puede  pedir  daños  y 
perjuicios,  porque  no  contrató  cou  él;  no  hay  vínculo  jurídico 
sntre  ambos:  al  vendedor,  sí,  porque  el  vendedor  es  el  arrenda- 
dor de  ía  finca,  y como  tal  arrendador  se  obligó  á manteoerle  en 
el  ge  ce  pacífico  del  arrendamiento  por  todo  el  tiempo  del  con- 
trato, obligación  que  viene  á infringir  con  el  acto  de  la  venta  de 
la  cosa:  justo  es,  por  lo  tanto,  que  le  indemnice. 

Respecto  de  la  cuantía  de  la  indemnización,  sabido  es  que  el 
criterio  do  nuestros  Tribunales,  no  suele  ser  muy  atnp'ij  y que 
siempre  que  se  presente  una  demanda  de  tal  naturaleza,  debe 
tenerse  en  cuenta  que  los  daños  y perjuicios  que  se  indemnizan 
son.  aquellos  cuya  existencia  resulte  demostrada.  Al  arrendata- 
rio corresponderá,  pues,  la  prueba. 

Por  último,  creemos  que  si  se  trata  de  una  finca  que  esté  sub- 
arrendada, el  subarrendatario  podrá  dirigirse  contra  el  sub- 
arrendador en  los  mismos  términos  que  hemos  expuesto  res- 
pecto de  arrendador  y arrendatario. 

IV.  Jurisprudencia. — El  derecho  del  arrendatario  á ser  in- 
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demnizado  por  el  vendedor,  que  concede  el  art.  1 571  del  Código, 
se  refiere  á los  daños  y perjuicios  que  se  le  causen  electivamen- 
te, por  razón  del  desahucio  anticipado,  corriendo  á cargo  del 
que  los  demanda  la  prueba  de  su  realidad.  (Sentencia  del  tribu- 
nal Supremo  de  12  de  Febrero  de  1896.) 

Los  daños  y perjuicios  de  que  responde  al  arrendatario  el 

vendedor  de  una  finca  arrendada,  son  los  previstos  ó que  se 
hayan  podido  prever  al  tiempo  de  constituirse  la  obligación  y 
que  sean  consecuencia  necesaria  de  su  falta  de  cumplimiento. 
Aplícase,  pues,  el  art.  1107  y se  considera  al  vendedor  como 
deudor  de  buena  fe.  Se  trataba  del  desahucio  de  un  fotógrafo,  y 
se  condenó  al  vendedor  á que  indemnizase  únicamente:  l.°,  los 
gastos  de  mudanza;  2.°,  el  desarme  y montaje  del  local  desti- 
nado á la  industria;  3.°,  el  levantamiento  y colocación  de  la  ins- 
talación dei  portal  para  la  publicidad,  y 4.°,  el  importe  del  ma- 
terial que  quedaba  inútil  por  contener  las  señas  de  la  casa  de  la 
cual  fu  ó desahuciado  el  fotógrafo.  Este  había  reclamado  75.000 
pesetas  de  indemnización.  ( Sentencia  de  3 de  Noviembre  de  1892  ) 

El  derecho  de  recoger  los  frutos  del  año  agrícola  corriente, 
lo  concede  la  ley  al  arrendatario  de  buena  fe  en  el  caso  de  ser 
éste  desahuciado  por  el  comprador,  pero  no  al  que  siembra  sin 
título  alguno  y sabiendo  que  no  puede  hacerlo.  ( Sentencia  de  H de 
Julio  de  1902.) 

Habiendo  estimado  la  Audiencia  que  la  persona  contra  quien 
intentó  el  desahucio  el  comprador  de  una  finca,  poseía  á título 
de  dueño  dicha  finca,  se  declaró  no  proceder  el  desahucio  por 
la  relación  existente  eutre  los  artículos  1564  y 1565  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil.  La  cuestión  entre  los  litigantes,  dada 
la  situación  de  hecho  en  que  se  encontraban,  sólo  puede  apre- 
ciarse en  el  juicio  declarativo  correspondiente.  ( Sentencia  de  4 de 
Enero  de  1900.) 

Si  bien  es  cierto  que  el  que  vende  un  predio  arrendado  está 
obligado  á indemnizir  al  colono  los  daños  y perjuicios,  es  asi- 
mismo cierto  que,  cuando  éste  pierde  el  disfrute  del  predio,  no 
por’IÉ  expresada  causa,  sino  por  cualquier*  otra  imputable  al 
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mismo,  carece  de  acción  para  exigir  indemnización  alguna  al 
primitivo  dueño.  ( Sentencia  de  8 de  Abril  de  1902.) 

El  derecho  concedido  en  el  art.  1571,  declara  la  de  5 d© 
Mayo  de  1906,  hace  inaplicable  el  1 5 si  que  se  refiere  al  caso  de 
no  haber  plazo  fijado  para  el  arrendamiento. 

Es  importante  la  doctrina  contenida  en  la  sentencia  de  30 
de  Abril  de  1904;  tratábase  de  un  arrendatario  que,  aparte  la 
cosecha  del  año  agrícola  corriente,  pretendía  se  le  declarase  con 
derecho  a hacer  suyo  el  corcho  que  había  de  extraerse  el  año 
último  de  los  ocho  que  el  arriendo  comprendía.  Obtuvo  senten- 
cia á su  favor,  pero  el  comprador  de  la  finca  entabló  recurso, 
fundándose  en  el  texto  del  art.  1571  queda  derecho  al  nuevo 
dueño  para  dar  por  terminado  el  arriendo,  sin  más  limitación  á 
8U3  facultades  dominicales  que  la  que  se  refiere  á las  cosechas 
del  año  agrícola,  en  lo  que  no  se  comprenden,  sino  los  cultivos 
anuales  que  se  cosechen  dentro  de  ese  período  de  tiempo,  en 
atención  á que  constituyen  una  propiedad  visible  y ya  adquirida 
en  gran  parte  por  el  arrendatario,  pero  que  no  es  posible  am- 
pliar d las  explotaciones  forestales  de  corcho,  como  no  se  exten- 
dería á la  corta  de  maderas,  á las  extracciones  de  canteras,  are- 
nales, salinas  ú otras  industrias  análogas,  para  todo  lo  cual  no 
se  ha  escrito  evidentemente  ese  artículo,  ni  su  párrafo  segundo 
en  que  se  apoyaba  el  fallo. 

El  Tribunal  Supremo  sienta  la  doctrina  siguiente:  «Si  bien 
por  el  segundo  párrafo  del  art.  1571  del  Código,  el  arrendatario 
tiene  derecho  á exigir  que  se  le  deje  recoger  los  frutos  de  la  co 
secha  que  corresponda  al  año  agrícola  corriente,  á este  derecho 
limitativo  del  otorgado  al  comprador  para  dar  por  terminado  el 
arriendo  vigente,  no  puede  dársele  legalmente  mayor  extensión, 
que  la  que  se  desprende  natural  y gratuitamente  de  los  térmi- 
nos en  que  aparece  consignado,  por  lo  que  hay  que  estimar  que 
iodos  aquellos  frutos  ó productos  cuya  recolección  no  pueda  ha- 
cerse dentro  del  año  agrícola  corriente,  ó sea  el  de  la  termina 
ción  del  arriendo,  quedan  fuera  del  derecho,  pues  que  de  otra 
suerte  se  iría  contra  la  expresión  literal  déla  ley,  contra  su 
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razón  y sentido,  cual  es  el  de  no  defraudar  al  arrendatario,  en 
la  legítima  esperanza  de  disfrutar  y aprovecharse  de  las  cose- 
chas anuales  que  requieren  trabajos  extraordinarios  durante  el 
año,  para  producirlos,  y contra  la  libertad  del  comprador,  im- 
poniéndole un  gravamen  hasta  cierto  punto  indefinido,  cual  lo 
eorrob.ra  el  mismo  art.  1577,  según  el  que,  para  la  recolección 
de  frutos  que  tarden  en  darse  dos  ó más  años,  se  hace  preciso 
extender  Ja  duración  del  arrendamiento  al  tiempo  preciso  si  no 
se  ha  prefijado  su  duración.» 

La  cuestión  está  bien  resuelta  en  el  terreno  legal,  único  en 
que  lo,  cuestión  podía  presentarse  y debía  resolverse  ante  el  Tri- 
bunal Supremo. 

No  cerraremos  el  comentario  de  este  artículo,  sin  exponer 
en  pocas  palabras  el  juicio  crítico  que  nos  merece  su  doctrina, 
que  no  es  peculiar  ciertamente  de  nuestro  Código,  puesto  que 
es  aun  hoy  la  generalmente  admitida.  La  doctrina  nos  parece 
injusta:  se  trata  de  un  propietario  que  tiene  cedido  temporal- 
mente el  uso  ó disfrute  de  sus  fincas  al  arrendatario,  y que  du* 
rante  el  período  en  que  ese  uso  ó disfrute  no  es  suyo,  lo  cede, 
con  beneplácito  de  la  ley,  á un  tercero  que  se  supone  ser,  no 
obstante,  el  legítimo  adquirente.  Se  trata  de  un  contratante  en 
cuyas  manos  y á cuya  voluntad  se  deja  el  cumplimiento  ó incum- 
plimiento de  un  contrato,  que  puede  eludir  sin  más  que  vender 
ó simular  que  vende  á un  tercero  la  finca  que  arrendó.  Se  trata, 
en  fin,  de  una  especie  de  privilegio  concedido  al  capital  sobre  el 
trabajo,  ya  que  el  cambio  de  dueño,  faculta  á éste  para  dar  por 
terminado  el  arriendo;  pero  no  faculta  al  arrendatario  para 
adoptar  una  análoga  resolución.  El  tiempo  ha  de  ir  poniendo 
cada  \ez  más  de  relieve  doctrina  tan  anómala,  dando  á cada  in- 
teresado al  fin,  los  derechos  que  legítimamente  á cada  uno  de 
ellos  corresponden. 

Concordancias.— Artículos  1503,  1501,  1505  y 1506  del  Pro- 
yecto de  1851;  1741  al  1751  del  Código  francés;  1597  al  1602  del 
italiano;  1961,  1962  y 1 963  del  chileno;  3158  del  de  Baja  Oalifor- 
nía  y Puebla;  1550,  1551,  1552,  1553,  1554,  1555  y 1557  del  de  ’ 
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Venezuela;  571  y siguientes  del  alemán;  1753  y 1754  ¿el  uru- 
guayo; 1120  y 1121  del  austríaco,  y 1498  del  argentino.  C ' 

ARTÍCULO  1573 

El  arrendatario  tendrá,  respecto  de  las  mejoras  úti- 
les y voluntarias,  el  mismo  derecho  que  se  concede  al 
usufructuario. 


La  ley  24,  tít.  8.°  de  la  Partida  5.a,  siguiendo  el  precedente 
romano,  había  dicho  sobre  la  materia  de  mejoras  hechas  por  los 
arrendatarios  en  las  fincas  arrendadas:  «Mejoran  a las  vegpdas, 
los  arrendadores,  los  heredamientos,  e las  otras  cosas,  que  tie- 
nen arrendadas,  faziendo  y lauores_  o cosas  de  nueuo,  e plan- 
tando y arboles  o viña,  porque  la  cosa  vala  mas  de  la  renta  a la 
sazón  que  la  dexan  que  cuando  la  tomaron,  e por  ende  es  dere- 
cho, que  assi  como  quando  fazen  daño  en  la  cosa  arrendada,  que 
son  tonudos  de  lo  mejorar:  bien  assi  les  debe  ser  conoscido,  e 
gualardonado  el  mejoramiento  que  y fizieren.  E por  ende  dezi- 
mos, que  el  señor,  tenudo  es  de  dar  las  missiones,  que  fizo  en 
aquellas  cosas,  que  mejoro,  o de  gelas  descontar  del  arrenda- 
miento. Fueras  ende,  si  en  el  pleyto  del  arrendamiento,  íuesse 
puesto,  que  fiziesse  de  lo  suyo,  tales  lauores,  e mejorias,  como 
estas,  que  de  suso  diximos:  ca  entonce  seria  tenudo  de  guardar 
el  pleito:  segund  que  fue  puestn» 

Gomo  hace  notar  Goyena,  este  criterio  abría  ancha  puerta  á 
los  pleitos  y á la  mala  fe  de  los  arrendatarios.  Forzoso  era  adop- 
tar otro  de  términos  más  concretos  y precisos. 

Para  llegar  á él,  un  punto  de  vista  se  ha  ofrecido  al  legisla- 
dor, que  no  deja  realmente  de  ser  fundamental.  Este  punto  de 
vista  es  el  siguiente.  Sean  las  que  fueren  las  diferencias  que 
separan  al  usufructo  del  arrendamiento,  de  las  cuales  en  otro 
lugar  nos  hemos  ocupado,  no  se  puede  negar  que,  en  cuanto  am-  * 
bos  significan  un  derecho  que  se  ejerce  sobre  cosa  ajena  y en 
cuanto  implican  una,  relación  jurídica  de  carácter  temporal,  hay 
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entre  ellos  muy  marcadas  analogías.  La  analogía  sube  de  punto, 
convirtiéndose  en  verdadera  identidad,  si  se  considera  el  estado 
da  conciencia,  la  buena  ó mala  fe  del  u-mfructuario  y del  arren- 
ditario  cuando  realizan  mejoras  en  la  cosa  arrendada  o usufruc- 
tuada, pues  á ninguno  de  los  dos  puede  ocultarse  que  obran, 
sobre  cosa  ajena,  que  la  relación  jurídica  que  mantienen  tiene 
un  término  natural,  y que,  por  lo  tanto,  no  podrán  alegaren  su 
día  sobre  esas  mejoras  un  derecho  absoluto  é ilimitado  como  si 
hubiesen  sido  hechas  en  cosa  propia. 

Teniendo  estas  razones  en  cuenta  el  Código,  fijó  al  regla- 
mentar el  usufructo  los  derechos  del  usufructuario  sobre  las 
mejoras  útiles  y voluntarias  por  él  llevadas  á cabo.  Nada  más 
justo  que  someter  al  arrendatario  al  mismo  precepto,  que  es  lo 
que  hace  el  art.  1573  al  decir  que  el  arrendatario  tendrá,  res- 
pecto de  las  mejoras  útiles  y voluntarias,  el  mismo  derecho  que 
se  concede  al  usufructuario. 

Habrá,  pues,  que  acudir  al  art.  487  del  Código,  y sustitu- 
yendo en  él  la  palabra  usufructuario  por  la  de  arrendatario,  y 
la  de  usufructo  por  la  de  arrendamiento,  diremos  que  el  arren 
datarlo  podrá  hacer  en  los  bienes  objeto  del  arrendamiento  las 
mejoras  útiles  ó de  recreo  que  tuviese  por  conveniente,  con  tal 
que  no  altere  su  forma  ó su  sustancia;  pero  no  tendrá  por  ello 
derecho  á indemnización.  Podrá,  no  obstante,  retirar  dichas 
mejoras  si  fuese  posible  hacerlo  sin  detrimento  de  los  bienes. 

No  son  reintegrables,  á no  haberse  estipulado,  las  mejoras 
útiles  y voluntarias  hechas  por  el  arrendatario  en  la  finca  arren 
dada  que  no  alteran  su  sustancia.  (Sentencia  de  20  de  Abril 
de  1901). 

El  art.  488  concede  al  usufructuario  la  facultad  de  compen- 
sar los  desperfectos  de  los  bienes  con  las  mejoras  que  en  ellos 
hubiese  hecho.  ¿Tendrá  la  misma  facultad  el  arrendatario V 
Como  el  motivo  de  la  ley  es  el  misino,  y como  éste,  al  cabo,  es 
un  derecho  que  respecto  de  las  mejoras  tiene  el  usufructuario, 
estimamos  que  también  corresponderá  al  arrendatario  según  el 
precepto  del  art.  1573. 
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Por  lo  demás,  nos  remitimos  al  comentario  de  los  arts.  487 
y 488. 

Concordancias, — Art.  1507  del  Proyecto  de  1851;  arts.  1614 
y 1615  del  Código  portugués;  1936  y 1937  del  chileno;  1556  del 
de  Venezuela;  547  y 589  del  alemán;  1768,  1769  y 1780  del  uru 
guayo;  1907  del  austriaco;  1^39  al  1552,  1577,  1580  y 1618 
al  1621  del  argentino. 


ARTÍCULO  1574 

Si  nada  se  hubiere  pactado  sobre  el  lugar  y tiempo 
del  pago  del  arrendamiento,  se  estará,  en  cuanto  al 
lugar,  á lo  dispuesto  en  el  art.  1171;  y,  en  cuanto  al 
tiempo,  á la  costumbre  de  la  tierra. 

El  precepto  del  art.  1574  es  bastante  claro  y su  contenido  ha 
sido  explicado  al  comentar  el  núm.  l.°  del  art.  1555.  A lo  dicho 
en  aquel  lugar  nos  remitimos  en  evitación  de  innecesarias  repe- 
ticiones. 

Como  precedente  puede  citarse  la  ley  4.a,  bit.  8.°,  de  la  Par- 
tida 5.a,  que  dice:  «Pagar  deuen  los  arrendadores,  e los  aloga • 
dores,  el  precio  de  las  cosas  que  arrendaren,  o alogaren,  segund 
la  costumbre  que  fuere  vsada,  en  cada  vn  logar,  o al  tiempo  en 
que  se  auinieren  quando  se  fiziere  el  arrendamiento,  o el  aloga  • 
miento.  E si  en  algún  logar,  non  ouiesse  costumbre  vsada,  o no 
ouiessen  puesto  ellos  plazos  entre  si,  a que  pagaren,  estonce 
deuen  pagar  ai  fin  del  año.» 

Confirmando  la  doctrina  del  artículo  declara  la  sentencia  de 
12  de  Marzo  de  1906,  que,  no  fijándose  lugar  para  el  pago,  debe 
conocer  el  juez  del  domicilio  del  demandado  en  la  reclamación  de 
rentas  de  un  arrendamiento  verbal. 

Concordancias. — Art.  1508  del  Proyecto  de  1851;  núm.  2.° 
del  art.  1.28  del  Código  francés;  núm.  l.°del  art.  608  del  por- 
tugués; 1944  del  chileno;  3094  y 3ü95  del  de  Baja  California  y 
Puebla;  núm.  2.°  del  art.  1536  del  de  Venezuela;  551  y 584  del 
alemán;  1776  del  de  Uruguay,  y 1100  del  de  Austria. 
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SECCIÓN  TERCERA 

DISPOSICIONES  ESPECIALES  PARA  LOS  ARRENDAMIENTOS 
PE  PREDIOS  ROSTIOOS 


ARTÍCULO  1575 

El  arrendatario  no  tendrá  derecho  á rebaja  de  la 
renta  por  esterilidad  de  la  tierra  arrendada  ó por  pér- 
dida de  frutos  proveniente  de  casos  fortuitos  ordina- 
rios; pero  sí,  en  caso  de  pérdida  de  más  de  la  mitad 
de  frutos  por  casos  fortuitos  extraordinarios  é impre- 
vistos, salvo  siempre  el  pacto  especial  en  contrario. 

Entiéndese  por  casos  fortuitos  extraordinarios:  el 
incendio,  guerra,  peste,  inundación  insólita,  langos- 
ta, terremoto  ú otro  igualmente  desacostumbrado,  y 
que  los  contratantes  no  hayan  podido  racional  mente 
prever. 


artículo  1576 

Tampoco  tiene  el  arrendatario  derecho  á rebaja  de 
la  renta  cuando  los  frutos  se  han  perdido  después  de 
estar  separados  de  su  raíz  ó tronco. 

* 

I.  Precedentes  legales. — Contiónense  precedentes  de  los  ar- 
tículos que  vamos  á comentar,  en  las  leyes  15  y 78,  títulos  2.° 
y l.°;  libros  19  y 18  del  Digesto,  yen  la  18,  tít.  65,  libro  4.°  del 
Gódigo.  Pero  los  precedentes  patrios,  que  son  los  que  más  nos 
interesan,  son  los  de  las  leyes  22  y 23  del  tít.  8.°  de  la  Par- 
tida 5.a,  que  per  su  importancia  reproducimos. 

Ley  22.  «Destruyéndose,  o perdiéndose  los  frutos  de  alguna 
heredad  o viña  o otra  cosa  semejante,  que  touiesse  arrendada, 
vn  orne  de  otro,  por  alguna  ocasión  que  acaesciesse  que  non 
fuesse  muy  acostumbrada  de  anenir  assi  como  por  auenidas  de 
nos,  o por  muchas  lluuias  o por  granizo,  o por  fuego  que  los 
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quemasse,  o por  hueste  de  los  enemigos,  o por  assonadas  de 
otros  omes  que  los  destruyessen:  o por  sol,  o por  viento  muy 
caliente,  o por  aues,  o por  langostas,  o otros  gusanos  que  loa 
comiessen,  o por  alguna  otra  occasion  semejante  de  estas  que 
tollesse  todos  los  frutos,  dezimos,  que  non  es  tenudo  el  que  lo 
touiesse  arrendado,  de  dar  ninguna  cosa  del  precio  del  arren- 
damiento que  ouiesse  prometido  dar.  Ga  guisada  cosa  es,  que 
como  el  pierde  la  simiente  e su  trabajo,  que  pierda  el  señor  la 
renta  que  deue  auer.  Pero  si  acaesciesse  que  los  frutos  non  se 
perdiessen  todos,  e cogiere  el  labrador  alguna  partida  dellos: 
estonce  en  su  escogencia  sea  de  dar  todo  el  arrendamiento  al 
señor  de  la  heredad  si  se  atreuiere  a darlo,  e si  non  de  sacar 
para  si  las  despensas  e las  missiones  que  fizo  en  labrar  la  here- 
dad: e lo  que  sobrare,  délo  al  señor  de  aquella  cosa  que  tenia 
arrendada.  Mas  si  se  perdiesse  el  fruto,  por  su  culpa  assi  como 
por  labrar  mal  la  heredad,  o por  yeruas,  o por  espinas  que  ñas 
ciessen  en  ella  tantas  que  lo  tolliessen,  o se  consumiessen  los 
frutos  por  si  mismos,  o por  mala  guarda  del  arrendador:  eston- 
ce, seria  el  pebgro  del  que  ouiesse  la  cosa  arrendada:  e seria  te- 
nudo  de  dar  el  arrendamiento,  en  la  manera  que  le  ouiesse  pro- 
metido de  dar.» 

Ley  23.  «Perdiéndose  los  frutos  de  la  cosa,  que  es  arren- 
dada, por  alguna  occasion,  que  riuiesse  por  auentura:  non  seria 
tenudo  de  dar  al  señor  la  renta,  el  que  la  prometiera,  assi  como 
de  suso  diximos.  Pero  casos  y a en  que  non  seria,  asai.  El  pri- 
mero es,  si  quando  se  fizo  el  pleyto  de  arrendamiento,  se  obligo 
el  que  rescibio  la  cosa,  que  por  qualquier  occasion  que  se  per- 
diesse el  fruto,  a el  pertenesciesse  el  daño.  El  segundo  es,  si 
rescibiesse  la  cosa  a labrar  por  dos  años,  o mas,  ca  si  en  el  vn 
año  de  aquellos  se  perdiessen  los  frutos  por  alguna  destas  occa- 
biones  que  diximos  en  la  ley  ante  desta:  y el  año  ante  desse  o 
después,  ouiesse  cogido  tantos  frutos  que  seyendo  bien  asmado, 
abondaria  para  pagar  el  arrendamiento:  e las  despensas  del  la- 
brador por  ambos  los  años,  estonce  tenudo  seria  de  pagar  el 
arrendamiento,  e maguer  el  señor  déla  heredad  le  ouiesse  qui 


«52  CÓDIGO  CIVIL 

tado  la  renta  de  aquel  año  en  que  se  perdiossen  los  írufcos,  si  en 
aquel  año  que  viniesse  después  desse  cogiesse  a tantos  liutos, 
que  abondasse,  a ambos  los  años,  segund  es  sobredicho,  puede- 
gelo  demandar.  Otrosí  dezimos,  que  si  por  auentura  acaesciere 
que  la  heredad,  o la  cosa  arrendada  rendiere  tan  abondadamente 
vn  año,  que  pueda  montar  mas  del  doblo,  de  lo  que  solia  rendir 
vn  año  con  otro  comunalmente,  que  estonce  deue  otrosí,  el  que 
la  tiene  arrendada,  doblar  el  arrendamiento,  si  esta  abundancia 
vino  por  auentura:  e non  por  acucia  del  que  la  labrasse,  de  mas 
labores  que  solía,  o por  mejorías,  que  fiziesse  en  la  cosa.  Ca  gui- 
sada cosa  es,  que  como  al  señor  pertenesce  la  pérdida  de  la  oc- 
casion  que  viene  por  auentura,  que  se  le  siga  bien  otrosí,  por  la 
mejoría  que  acaesce  en  la  cosa,  por  essa  misma  razón.» 

Estas  disposiciones,  como  se  ve,  distinguieron  ya  los  casos 
fortuitos  ordinarios  de  los  extraordinarios  al  exigir  que  la  oca- 
sión non  fuesse  muy  acostumbrado. , limitando  el  supuesto  legal  á 
estos  últimos:  distinguieron  asimismo,  la  pérdida  total  de  los 
frutos  de  la  parcial,  concediendo  al  arrendatario,  si  esto  último 
ocurría,  la  facultad  de  optar  entre  pagar  el  arrendamiento  ínte- 
gro ó sacar  para  sí  el  importe  de  los  gastos  hechos,  dando  el 
resto  de  los  irutos  al  arrendador;  y establecieron  excepciones  al 
principio  de  la  exención  del  pago  de  renta,  siendo  lo  más  in- 
teresante en  este  punto  el  criterio  de  compensación  que  consig- 
na. También  otorgan  al  arrendador  el  derecho  de  percibir  el 
doble  de  la  renta  si  el  arrendatario  obtuvo  doble  cosecha  de  la 
ordinaria,  mas  no  á consecuencia  de  los  trabajos  hechos,  sino 
jpor  auentura. 

El  art.  1509  del  Proyecto  de  1851,  contiene  tres  párrafos: 
los  dos  primeros  son  sustancial  y casi  literalmente  iguales  á 
nuestro  art.  1575:  el  tercer  párrafo  añade  que  estas  dispot-icio- 
nes  son  aplicables  á los  arrendamientos  de  uno  ó de  muchos 
años.  Declara  García  Goyena,  que  el  citado  artículo  del  Pro- 
yecto de  1851  guarda  conformidad  en  su  fondo  con  el  2714  del 
Oódigo  de  la  Luisiana.  El  art.  1510  del  mismo  Proyecto,  puede 
también  considerarse  como  precedente  del  1576  del  Código. 
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II.  Sentido  de  los  preceptos. — Del  examen  en  conjunto  del 
contenido  de  los  arta.  1575  y 1576,  resulta  que  hay  supuestos 
en  los  que  á una  cierta  pérdida  de  frutos  debida  á casos  fortui- 
tos  extraordinarios,  corresponde,  según  la  ley,  una  cierta  re- 
baia  de  renta. 

¿Cuál  es  la  razón  de  esta  rebaja  de  renta?  ¿Fs  una  conse- 
cuencia obligada  de  los  principios  que  informan  el  arrendamien. 
to?  ¿Implica,  por  el  contrario,  una  desviación  de  los  mismos? 

Pacifiei  Mazzoni,  ocupándose  de  análogo  precepto  del  Código 
italiano,  dice  que  el  derecho  á percibir  la  renta  es  correlativo 
con  la  obligación  de  hacer  gozar  de  la  cosa  y que,  por  lo  tanto, 
á la  disminución  del  goce  debe  corresponder  la  disminución  de 
la  renta.  Recuérdese,  añade  dicho  autor,  que  el  objeto  del  con- 
trato de  arrendamiento  no  es  el  fundo  rústico  considerado  en  si 
mismo,  sino  como  productor;  el  arrendador  debe  entregar  la 
cosa  al  arrendatario,  no  para  que  meramente  la  tenga,  sino  ni 
fruí  possil;  de  suerte,  que  las  cosechas  esperadas  se  conside- 
ran en  el  arrendamiento  de  un  predio  rústico  como  parte  inte- 
grante de  la  cosa  arrendada,  y cada  cosecha,  autes  de  ser  per- 
cibida, forma  un  solo  todo  con  el  predio,  tanto  si  se  atiende  ai 
contrato,  como  á la  re  lidad  de  las  cosas.  Frucfus  quamdiu  solo 
cohaerenl,  fundí  esse , dice  Africano,  razón  por  la  cual  quiere  que 
el  arrendador  garantice  las  cosechas  que  se  deban  producir  y 
percibir  de  la  finca  arrendada  de  igual  modo  que  la  finca  misma. 
Pero,  corno  immodit  um  lucrurn  non  au'ertur  colono , así  modicum 
dannum aequo  animo  ierre  dib/t;  y sólo  cuando  plus  quatn  tolera - 
Míe  esl,  luesi  Juerint  fruclus,  la  equidad  exige  que  con  la  dismi- 
nución del  goce  sea  disminuida  la  rénta. 

Frente  ¿ este  criterio  está  el  de  los  que  entienden  que  el 
arrendador  se  obliga  úoicameDte  á hacer  gozar  al  arrendatario 
de  la  cosa  arrendada,  pero  sin  garantizar  que  este  goce  sea  más 
ó menos  provechoso,  ni  que  el  arrendatario  haya  de  obtener 
todos  los  años  una  cosecha  ordinaria:  el  arrendador  se  obliga  á 
hacer  gozar,  y esta  obligación  está  cumplida  cuando  procura 
este  goce,  puesto  que  por  tal  se  entiende  la  posibilidad  de  gozar 


654 


CÓDIGO  CIVIL 


y no  precisamente  los  frutos  que  se  puedan  producir.  (Du- 
vergier). 

Difícil  es,  en  verdad,  la  exacta  apreciación  de  los  preceptos 
que  estudiamos,  pero  su  continuada  y fuerte  tradición  ya  cons- 
tituye de  por  sí  un  indicio  que  abona  su  justicia. 

La  rebaja  ó exención  de  renta,  por  los  términos  en  que  ha 
sido  formulada,  tiene  todas  las  apariencias,  en  el  derecho  ro 
mano  y en  el  patrio,  de  ser  una  solución  de  equidad,  no  de  es 
tricto  derecho.  El  carácter  conmutativo  del  contrato,  la  consi- 
deración del  perjuicio  que  al  arrendatario  se  causa  cuando  no 
habiendo  recogido  frutos  tiene  que  pagar  renta,  y algo  quizá  de 
política  protectora  de  la  agricultura,  han  sido,  sin  duda,  los 
motivos  de  les  preceptos.  Pero  la  equidad,  como  dicen  los  seño 
res  Giner  y Calderón  con  la  precisión  que  les  caracteriza,  no  es 
al  cabo  una  idea  más  ó menos  afín  á la  del  derecho,  sino  una 
interior  relación  de  éste,  en  cuanto  se  afirma  como  superior  á 
la  regla  abstracta,  cuya  aplicación  rectifica.. 

Puede  acaecer,  dicen  dichos  señores  explicando  cil  concepto 
de  la  equidad,  por  virtud  de  la  humana  limitación,  que  la  regia 
•establecí  Ja,  la  cual  nos  parecía  justa  á primera  vista  y en  su 
expresión  genérica,  no  lo  sea  en  absoluto,  sino  sólo  para  la  ma- 
yoría de  los  casos,  por  no  acertar  á traducir  con  exactitud  la 
verdadera  regla  natural  que  á la  eazón  sería  justa,  y produzca 
con  esto  injusticia.  Ahora  bien:  la  injusticia  cometida  en  nombre 
del  derecho  y para  cumplirlo,  entraña  una  contradicción  lógica 
y una  imposibilidad:  ya  que  la  regla  sólo  como  expresión  de 
aquél  alcanza  su  eficacia.  Para  evitar  esta  contradicción,  im- 
porta tener  siempre  presente  en  la  inteligencia  y cumplimiento 
de  toda  regla  jurídica,  el  principio  mismo  del  derecho,  que  en 
esta  función,  constituido  en  norma  para  rectificar  las  injusticias 
que  podría  ocasionar  la  aplicación  rigorosa  de  la  ley  positiva, 
recibe  el  nombre  de  equidad,. 

Estimamos,  pues,  que  el  Código,  acomodándose  á la  tradi 
'Oi&n,  ha  consignado  en  los  artículos  que  comentamos  un  principio 
de  equidad,  el  cual,  entendido  en  el  concepto  explicado,  no  im* 
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plica  una  excepción  del  derecho,  sino  su  confirmación  más  evi- 
dente. En  efecto;  si  atentamente  examinamos  el  supuesto  legal 
veremos  que  al  no  existir  los  frutos  en  todo  ó en  su  mayor  parte 
falta  para  el  arrendatario,  aunque  sea  de  una  manera  transitoria, 
un  elemento  esencial  de  la  relación  jurídica,  que  es  la  causa  del 
contrato,  y á esta  carencia  de  causa  ó á este  modo  incompleto 
de  darse,  lógico  es  que  acompañe  ó una  suspensión  de  la  obli- 
gación de  pagar  la  renta  ó su  adecuada  modificación. 

Concuerda  también  con  este  criterio  el  de  las  leyes  de  Par 
tida  á que  antes  hemos  hecho  referencia,  al  considerar  que  el 
arrendatario  debe  pagar  doble  renta  cuando  por  auentura , y no 
por  los  trabajos  hechos,  recoja  doble  cosecha  de  la  ordinaria; 
pero  el  Código,  teniendo  en  cuenta  quizás,  el  estado  de  nuestra 
agricultura  y la  subida  experimentada  por  la  renta  de  las  tie- 
rras, no  ha  creído  discreto  ni  oportuno  llegar  á esa  consecuen  • 
cia,  en  lo  que  ha  obrado  muy  cuerdamente. 

III.  Casos  en  que  el  arrendatario  no  tiene  derecho  á rebaja  de 
renta.  — A)  Esterilidad  de  la  tierra. — La  tierra  arrendada,  por  su 
propia  naturaleza  y sin  necesidad  de  que  sobre  ella  irfluya  nin 
gún  caso  fortuito  ni  desgraciado  de  ninguna  especie,  no  es  apta 
para  producir,  ó produce  en  condiciones  deficientes  y antieconó 
micas.  Este  es  el  primer  caso  previsto  por  la  ley:  el  caso  de  es- 
terilidad. La  solución  dada  es  la  de  que  el  arrendatario  no  tiene 
derecho  alguno  á rebaja  de  renta.  La  razón  es  c'ara:  la  esterili 
dad  de  la  tierra  era  ó debía  ser  conocida  por  el  arrendatario  al 
tiempo  de  contratar;  no  se  trata  tampoco  de  una  cualida  d que 
pueda  ser  disimulada  por  el  arrendador,  ni  sobre  la  que  le  sea 
posible  obrar  dolosamente.  Á tierra  estéril,  renta  escasa.  Délos 
hechos  tenidos  en  cuenta  por  los  contratantes  para  consentir, 
uno  de  ellos  es  la  esterilidad  de  la  tierra;  el  concepto  de  causa 
se  ha  formado  en  el  arrendatario  con  vista  de  él.  Ni  desaparece, 
por  lo  tanto,  la  causa,  ni  se  modifica  porque  la  tierra  sea  como 
se  había  previsto.  La  obligación  de  pagar  la  renta  no  debe  su- 
frir alteración  alguna. 

[j\  Casos  fortuitos  ordinarios , — El  Oodigo  distingue  entre  ca« 


656 


CÓDIGO  OIVII» 


sos  tortuitos  ordinarios  y extraordinarios.  El  concepto  de  *.ytos 
no  necesita  grandes  explicaciones.  SóiO  diremos  que  la  califica- 
ción de  ordinarios  y extraordinarios  puede  variar  de  lugar  á 
lugar  según  las  condiciones  de  cada  país;  es  decir,  que  lo  que 
en  uno  se  considere  como  ordinario,  en  otro,  tal  vez,  deba  esti 
maree  como  extraordinario. 

Es  lógico  pensar  que  la  posibilidad  del  caso  fortuito  ordina- 
rio ha  sido  tenida  en  cuenta  por  las  partes  para  fijar  el  precio 
y las  demás  condiciones  clel  contrato.  Trátase 'de  un  hecho  en 
cierto  modo  descontado.  La  solución  justa  es  la  que  el  Código 
da,  á saber:  que  el  arrendatario  no  tenga  derecho  á rebaja  de 
renta. 

G)  Cases  fortuitos  extraordinarios  previstos. — Como  después 
veremos,  el  Código,  en  el  art.  1575,  al  decir  cuándo  el  arrenda- 
tario tiene  derecho  á rebaja  de  renta,  menciona  los  casos  for- 
tuitos extraordinarios  ó imprevistos.  De  suerte  que  á la  cuali- 
dad de  extraordinarios  añade  la  ley  la  de  imprevistos.  No  olvi- 
demos que  por  caso  fortuito  se  entiende  aquel  que  no  ha  podido 
preverse,  ó que,  previsto,  no  ha  podido  evitarse. 

Dedúcese  de  aquí  que  no  todos  ios  casos  fortuitos  extraor- 
dinarios dan  lugar  á rebaja  de  renta,  sino  solamente  aquellos 
que  no  hayan  podido  preverse;  y como  quiera  que  esta  materia 
es,  por  su  naturaleza,  excepcional,  es  forzoso  pensar  que  allí 
donde  la  ley  no  ha  concedido  expresamente  al  arrendatario  el 
derecho  á la  rebaja  de  renta,  no  se  puede  estimar  que  tal  dere- 
cho le  asista. 

Por  lo  tanto,  no  podrá  el  arrendatario  exigir  esa  rebaja 
cuando  se  trate  de  casos  fortuitos  extraordinarios  previstos,  si 
bien  es  lógico  contraer  esta  previsión  al  tiempo  de  la  perfección 
del  contrat"*,  y no  á otro  momento  posterior.  Por  ejemplo,  si 
cuando  el  arrendamiento  se  pactó  el  país  ardía  ya  en  guerra  ó 
la  reg  ón  estaba  infestada  de  langosta,  aunque  no  lo  estuviera 
la  finca  arrendada,  es  claro  que  se  trata  de  casos  fortuitos  ex- 
traordinarios previáLs,  que  desde  luego  ejercerían  su  influencia 
en  la  fijación  del  precio,  y que  las  partes  tendrían  en  cuenta  al 


LIB.  1Y— Tfr.  VI— CAP.  n— ABT8.  1575  Y 1576  657 

contratar;  de  donde  no  resolta  justo  el  que  en  tal  supuesto  se 
rebaje  la  renta.  Pero  si,  por  el  contrario,  esos  sucesos  se  ini- 
ciaron estando  ya  el  arrendamiento  en  el  periodo  de  su  ejecu- 
ción, la  rebaja  de  renta  es,  sin  duda,  la  solución  adecuada. 

Por  estas  razones  incluimos  entre  los  caso9  en  que  el  arren- 
datario no  tiene  derecho  á rebaja  de  renta  los  fortuitos  extraor- 
dinarios previstos. 

V)  Pérdida  de  frutos  separados. — Por  disposición  expresa  del 
artículo  1576,  tampoco  tiene  el  arrendatario  derecho  á rebaja  de 
la  renta  cuando  los  frutos  se  han  perdido  después  de  estar  sepa- 
rados de  su  raíz  ó tronco. 

Desde  el  momento  en  que  los  frutos  se  han  perdido  después 
de  estar  separados,  no  procede  ya  la  apreciación  de  si  la  pér- 
dida ha  tenido  lugar  por  caso  fortuito  ordinario,  extraordinario 
previsto  ó extraordinario  imprevisto,  al  menos  para  el  efecto  de 
que  tratamos,  pues  en  ningún  caso  tendrá  el  arrendatario  dere- 
cho á rebuja  de  renta. 

El  motivo  del  precepto  es  que  el  goce  ha  tenido  lugar  por 
completo;  los  frutos  se  han  producido,  y no  solamente  se  han 
producido,  sino  que  el  arrendatario  los  ha  hecho  suyos  al  sepa- 
rarlos de  la  raíz  ó tronco.  Los  casos  fortuitos  posteriores  á la 
separación  deben  pesar  exclusivamente  sobre  el  arrendatario. 
El  concepto  de  causa  para  esta  parte  contratante,  no  ha  faltado 
ni  ha  sufrido  alteración  en  ningún  instante,  aunque  los  resulta- 
dos económicos  definitivos  del  contrato  no  hayan  correspondido 
á lo  que  se  esperaba;  pero  tal  resultado  queda  ya  fuera  de  la  re- 
lación jurídica  que  el  arrendatario  mantiene  con  el  arrendador 
y en  nada  puede  afectar  á éste. 

E ) El  pacto  en  contrario. — El  art.  1575  determina  los  casos 
en  que  el  arrendatario  tiene  derecho  á rebaja  de  renta,  pero  des- 
pués de  indicarlos  añade  las  palabras  «salvo  siempre  el  pacto 
especial  en  contrario». 

Trátase,  pues,  de  un  derecho  perfectamente  renunciable. 

Ya  García  Goyena,  ocupándose  de  precepto  análogo  del  Pro- 
yecto de  1851,  decía;  «y  lo  peor  es  que  todos  los  Códigos,  y 
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nuestro  artículo  vienen  ¿ ser  inútiles  porque  es  ya  de  fórmula 
y rutina  en  todas  las  escrituras  de  arriendo,  cargarse  el  arren 
datario  con  los  casos  fortuitos,  sólitos  é insólitos». 

Tiene  razón  el  ilustre  autor;  pero  este  mal  no  es  de  los  que 
la  ley  puede  evitar,  arranca  de  más  hondos  motivos  La  ley 
cumple  con  fijar  con  claridad  los  casos  en  que  el  arrendatario 
tiene  derecho  á la  rebaja  de  renta,  pero  no  puede,  á título  de 
una  tutela  que  resultaría  molesta,  impedir  á éste  que  renuncie 
á su  derecho;  tal  prohibición,  fundada  en  la  mera  posibilidad 
del  abuso,  implicaría  un  atentado  á la  libertad  civil,  mil  veces 
más  grave  que  el  abuso  que  se  trataría  de  evitar. 

Lo  que  toca  hacer  á la  interpretación  y á la  jurisprudencia, 
es  apreciar  esos  pactos  comprensivos  de  la  renuncia  al  derecho 
de  pedir  rebaja  de  renta,  con  criterio  restrictivo  y tener  muy 
buen  cuidado,  en  el  caj-o  de  que  no  sea  amplia  y general,  de  no 
extender  sus  efectos  á supuestos  no  previstos.  De  suerte  que 
pudiendo  revestir  el  pacto  muy  distintas  formas,  el  problema 
que  se  presenta  es  un  problema  de  interpretación. 

La  renuncia  puede  referirse  á todos  los  casos  fortuitos  ex- 
traordinarios ó sólo  á alguno  de  ellos;  puede  ser  pura,  condicio 
nal,  puede  significar  que  se  renuncia  á ¿oda  rebaja  ó sólo  á cierta 
rebaja,  etc.;  todo  esto  debe  ser  cuidadosamente  examinado,  in 
quiriendo  cuál  ha  sido  la  intención  de  las  partes  con  vista  de 
todos  los  datos  que  puedan  ilustrar  la  materia. 

Según  el  Código  francés,  cuando  el  colono  se  hace  responsa 
ble  de  los  casos  fortuitos  en  términos  generales,  se  entiende,  por 
disposición  expresa  de  la  ley,  que  esta  condición  no  comprendo 
más  que  los  ordinarios,  como  granizo,  fuego  del  cielo,  heladas  ó 
caída  de  vid.  No  comprende,  por  lo  tanto,  los  extraordinarios, 
tales  como  las  devastaciones  de  la  guerra  ó inundación  á que 
no  está  el  país  sujeto  con  frecuencia,  á menos  que  no  se  haya 
obligado  el  arrendatario  para  todos  los  casos  previstos  ó impre- 
vistos. 

Pero  este  criterio  no  puede  mantenerse  dentro  de  nuestro 
Código,  porque,  como  en  seguida  veremos,  el  arrendatario  sólo 
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tiene  derecho  á rebaja  de  renta  en  los  casos  fortuitos  extraordi- 
narios  é imprevistos. 

IV.  Casos  en  que  el  arrendatario  tiene  derecho  á la  rebaja  de 
renta. — Inciden  taimen  te  y por  exclusión  los  hemos  indicado  ya 
al  hablar  de  aquellos  otros  en  que  el  arrendatario  no  tiene  de- 
recho á pedir  rebaja  de  renta. 

Los  casos  en  que  el  arrendatario  tiene  derecho  á la  rebaja 
son  los  fortuitos  extraordinarios  é imprevistos , es  decir,  aquellos 
que  no  han  podido  racionalmente  preverse  y que  á esto  añaden 
la  cualidad  de  insólitos  ó desacostumbrados. 

Fuerza  es  insistir  acerca  del  carácter  de  imprevistos  que 
han  de  tener  los  casos  fortuitos  que  dan  derecho  á rebaja  de 
renta,  porque  este  punto  de  vista  es  muy  importante  ya  que, 
según  hemos  indicado  antes,  los  que  se  pueden  prever,  aunque 
sean  extraordinarios,  no  producen  el  efecto  de  la  rebaja  de  que 
hablamos.  El  Código  también  insiste  en  este  concepto,  no  sólo 
al  calificarlos  de  imprevistos,  sino  después  en  el  párrafo  2.°  del 
art.  1575,  cuando,  á más  de  enumerar  algunos  por  vía  de  ejem- 
plo, agrega:  «ú  otro  igualmente  desacostumbrado  y que  los 
contratantes  no  hayan  podido  racionalmente  prever ». 

El  fundamento  del  precepto  se  desprende  con  claridad  de 
cuanto  hasta  ahora  va  dicho.  El  caso  fortuito  previsto,  aunque 
sea  extraordinario  y aunque  no  deje  de  ser  fortuito,  desde  el 
momento  en  que  se  ha  podido  prever  al  perfeccionarse  el  con 
trato,  se  ha  tenido  en  cuenta  por  las  partes,  ha  influido  en  sus 
estipulaciones  y bajo  su  supuesto  se  ha  determinado  en  la  vo 
luntad  del  concepto  de  causa.  En  el  caso  fortuito  extraordinario 
imprevisto  ocurre  todo  lo  contrario,  y la  necesaria  consecuen- 
cia, según  los  principios  expuestos,  es  la  rebaja  de  la  renta  si 
se  dan  las  demás  condiciones  establecidas  por  la  ley. 

En  cuanto  á los  hechos  constitutivos  de  casos  fortuitos  ex- 
traordinarios ó imprevistos,  el  Código  menciona  el  incendio,  la 
guerra,  la  peste,  la  inundación  insólita,  la  langosta  y el  terre- 
moto; pero  expresamente  dice  el  artículo  que  comentamos,  que 
esta  enumeración  no  es  limitativa,  sino  hecha. tan  sólo  á modo  de 
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ejemplo,  para  facilitar  la  inteligencia  del  precepto,  de  una  par- 
te, y de  otra  para  dejar  ya  algunos  casos  fijados  sobre  los  cua- 
les no  pueda  haber  duda. 

La  sentencia  de  22  de  Noviembre  de  1904  declara  que,  cuan 
do  puede  haber  casos  fortuitos  extraordinarios,  ó de  fuerza  ma 
yor,  independientes  de  los  que  enumera  el  art.  1575,  es  preciso 
que  el  hecho  generador  de  los  mismos  no  haya  podido  en  abso- 
luto preverse,  ó que  aun  previsto  fuese  inevitable. 

No  basta,  sin  embargo,  la  ocurrencia  del  caso  fortuito  impre 
viste  y extraordinario,  para  que  nazca  el  derecho  del  arrendata 
rio  á pedir  la  rebaja  de  la  renta:  es  menester  que  se  dé  otra  con 
dición  legal  que  establece  el  art.  1575.  Esta  condición  es  la  de 
que  á consecuencia  de  ese  caso  fortuito  se  pierda  más  de  la  mi- 
tad de  los  frutos,  pues  sólo  cuando  la  pérdida  llega  á ser  un  he- 
cho, es  cuando  existe  el  verdadero  motivo  de  la  rebaja  de  renta. 

La  fijación  de  más  de  la  mitad  de  los  frutos  como  cuantía  de 
la  pérdida  necesaria  para  que  al  arrendatario  asista  el  derecho 
de  que  hablamos,  es  en  el  Código  completamente  discrecional,  y 
más  se  deriva  del  arte  que  de  la  ciencia  legislativa;  pero  como 
algún  limite  había  que  establecer,  el  Código  ha  hecho  bien  aí 
consignar  el  mencionado,  con  lo  que  ha  procedido,  en  nuestra 
opinión,  con  arreglo  á un  prudente  criterio. 

Lo  que  no  dice  el  Código  es  respecto  de  qué  norma,  medida 
ó unidad  se  ha  de  computar  esa  mitad  de  frutos;  pero  el  sentido 
que  generalmente  se  da  al  precepto  y el  que  los  precedentes  abo- 
nan,  es  que  se  atienda  á los  frutos  que  ordinariamente  suele  pro 
ducir  la  finca  arrendada,  y no  á los  que  haya  producido  el  año 
en  que  tuvo  lugar  el  caso  fortuito.  Desde  luego  salta  á la  vista 
que  esto  ocasionará  dificultades  de  prueba  de  bastante  grave 
dad  en  la  práctica.  A los  contratantes  diligentes  toca  evitarlas 
en  el  contrato,  prefijando  el  término  medio  de  los  frutos  que  es 
timan  susceptible  de  producir  á la  finca,  al  efecto  de  la  aplica- 
ción del  art.  1575. 

Goyena  propone  la  siguiente  cuestión,  discutida  ya  por  los 
autores  extranjeros:  Aunque  la  pérdida  de  los  frutos  pase  de  la 
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mitad,  si  por  efeoto  de  la  misma  esterilidad  ha  sabido  á tal  punto 
el  precio  de  ellos  que  el  colono  saca  de  los  pooos  recogidos  lo 
mismo  que  con  corta  diferencia  sacaría  de  todos  en  un  año  co- 
mún, ¿procederá  la  disminución  proporcional  de  la  renta? 

Contesta  el  autor  citado  que  los  intérpretes  del  derecho  ro- 
mano opinan  por  la  negativa,  teniendo  también  Goyena  esta  opi- 
nión por  conforme  á equidad  y justicia,  pues  ningún  daño  siente 
el  colono  en  este  caso,  y no  puede  pedirse  compensación  ó repa- 
ración del  daño  sufrido.  Hice  notar,  sin  embargo,  que  la  Comi- 
sión que  redactó  el  Proyecto  de  1851  se  abstuvo  de  resolver  este 
punto. 

El  criterio  de  Troplong  se  acomoda  á éste  y lo  razona  dicien- 
do en  sustancia,  que  para  la  rebaja  de  la  renta  es  menester  que 
se  den  dos  circunstancias:  primera,  la  pérdida  de  los  frutos,  y 
segunda,  la  lesión:  si  falta  esta  última,  el  derecho  del  arrenda- 
tario no  puede  ejercerse.  Pero  Laurent,  refiriéndose  al  texto  del 
Código  francés,  contesta  que  la  ley  no  exige  más  que  un  requi- 
sito, que  es  la  pérdida  de  los  frutos,  y que  tratándose  de  una 
materia  anormal  y arbitraria,  no  es  lícito  al  intérprete  añadir 
uno  segundo,  aunque  en  teoría  pueda  parecer  justificado  el  que 
se  tenga  en  cuenta. 

La  cuestión  se  da  en  nuestro  Código  en  los  mismos  términos 
en  que  viene  de  antiguo  planteada,  y su  solución,  según  los  ar- 
tículos que  comentimos,  no  es,  en  verdad,  sencilla.  Sin  embar- 
go, para  nosotros,  dado  el  sentido  que  hemos  atribuido  al  dere- 
cho de  pedir  la  rebaja  de  renta,  y su  enlace  directo  con  la  des- 
aparición ó modificación  de  la  causa  del  contrato  para  el  arren- 
datario, el  criterio  resulta  ya  forzado  por  ser  consecuencia  de  lo 
expuesto.  Si  el  arrendatario,  aunque  haya  experimentado  la 
pérdida  de  más  de  la  mitad  de  los  frutos,  ha  reportado  una  pru- 
dente utilidad  debido  á la  buena  calidad  de  los  que  obtuvo  ó al 
precio  elevado  que  adquirieron,  la  causa  del  contrato  subsiste 
sin  modificación  alguna  esencial  y,  por  lo  tanto,  tampoco  debe 
sufrir  alteración  de  ninguna  especie  su  obligación  de  pagar  la 
renta  en  la  cuantía  y en  los  términos  estipulados.  Bien  se  nos 


OÓDIGO  OIYIL 


«62 

alcanza  que  todo  esto  está  erizado  de  dificultades  prácticas,  y 
que  la  parte  de  prueba  tendrá  en  los  litigios  que  se  susciten  una 
importancia  extraordinaria;  pero  no  vemos  otra  solución  justa. 
El  art.  1575  debe  reformarse  desarrollando  en  pormenores  más 
concretos  el  principio  que  en  él  solo  está  enunciado. 

Habla  dicho  artículo  de  pérdida  de  frutos,  y esto  parece  dar 
á entender  á primera  vista  que  se  trata  de  frutos  manifiestos  ó 
nacidos;  pero  hay  que  tener  en  cuenta  que  si  los  frutos  no  lle- 
gan siquiera  á ese  estado,  siempre  que  esto  sea  debido  á un  caso 
fortuito  de  la  naturaleza  que  hemos  explicado,  habrá  lugar  á la 
rebaja  de  la  renta,  pues  el  motivo  de  la  ley  es  el  mismo. 

También  debe  tenerse  en  cuenta  para  la  computación  de  la 
mitad  á que  hemos  hecho  referencia,  que  hay  muchos  casos  en 
que  una  finca  produce  distintas  clases  de  frutos  por  estar  sus 
diversas  partes  destinadas  á distintos  cultivos,  y que,  en  tal  su- 
puesto, es  natural  que  se  tengan  presentes  todas  las  variedades 
de  frutos,  de  suerte  que  se  compensen  los  excesos  de  unos  con 
las  faltas  de  otros,  para  llegar  á saber  si  se  ha  perdido  ó no  más 
de  la  mitad  de  todos  los  del  predio.  Aun  en  este  caso  puede 
darse  otra  especialidad,  y es  que  la  total  renta  de  la  finca  esté 
dividida  por  razón  de  los  diferentes  cultivos:  por  ejemplo,  de 
las  5.000  pesetas  que  el  arrendatario  paga,  3 000  son  en  con- 
cepto de  precio  de  las  tierras  calmas,  1.500  por  el  olivar  y las 
500  restantes  por  los  prados;  si  tal  ocurriera,  no  creemos  que 
habría  lugar  á la  compensación,  ni  á la  consideración  de  con- 
junto de  los  frutas  de  la  finca,  sino  que  el  principio  del  ar- 
tículo 1575  se  aplicaría  individualmente  á las  tierras  calmas,  al 
olivar  y á los  prados,  con  independencia  de  los  frutos  que  en  . 
cada  una  de  las  otras  partes  de  finca  donde  no  se  hubieran  ex- 
perimentado pérdidas,  se  produjesen. 

Se  ha  discutido  si  las  pérdidas  de  frutos  de  un  año  son  com- 
pensables con  los  excesos  de  recolección  del  año  siguiente  ó pos  • 
teriores,  ó con  los  que  antes  se  hubieran  obtenido. 

El  art.  1769  del  Código  francés  dice  que  si  el  arrendamiento- 
se  hubiese  hecho  por  muchos  años,  y en  el  transcurso  de  la  du- 
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ración  de  éste  se  perdiese  la  mitad  al  menos  ó toda  la  cosecha 
por  casos  fortuitos,  puede  el  arrendador  pedir  una  rebaja  en  el 
precio  de  la  renta,  á no  ser  que  quede  indemnizado  con  la  reco 
lección  de  las  cosechas  siguientes.  Pero  si  no  se  indemnizase 
por  este  medio,  la  rebaja  se  hará  al  terminar  el  contrato,  en 
cayo  tiempo  se  compensará  con  los  demás  años.  Sin  embargo  de 
esto,  el  J uez  puede  provisionalmente  perdonar  al  inquilino  una 
parte  del  precio  de  la  renta  á proporción  de  la  pérdida  que  haya 
sufrido. 

El  Código  italiano,  puntualizando  más  este  criterio,  consigna 
en  su  art.  1617  que  si  el  arrendamiento  se  hubiese  hecho  por 
varios  años,  y durante  el  mismo  pereciese  por  caso  fortuito  el 
total  ó al  menos  la  mitad  de  la  recolección  de  un  año,  el  colono 
puede  pedir  una  reducción  en  el  precio,  excepto  cuando  hubiese 
sido  compensado  con  recolecciones  anteriores.  Si  no  hubiese  te- 
nido lugar  esta  compensación,  no  procede  la  red  ícción  hasta 
terminar  el  arrendamiento;  en  este  tiempo  se  hace  una  compen 
sación  con  todos  los  frutos  recogidos  en  todos  los  años  del  mis- 
mo. Entretanto,  puede  la  autoridad  judicial  dispensar  tempo- 
ralmente al  arrendatario  del  pago  de  una  parte  del  arrenda- 
miento en  proporción  al  daño  sufrido. 

En  nuestro  Código  hallamos  sobre  este  punto  la  misma  in- 
determinación que  hemos  encontrado  en  otros  ya  examinados, 
y vuelve  á mostrarse  la  necesidad  de  la  reforma.  Mientras  tanto 
preciso  es  tener  un  criterio  que  pediremos  al  precedente  de  1851 
en  relacición  con  el  precepto  que  comentamos. 

Hemos  dicho  al  mencionar  los  precedentes,  que  el  art.  1509 
del  Proyecto  de  1851  contiene  tres  párrafos:  los  dos  primeros 
son  sustancial  y casi  literalmente  iguales  á nuestro  art.  1575; 
el  tercer  párrafo  añade  que  estas  disposiciones  son  aplicables  á los 
arrendamientos  de  uno  ó de  muchos  años. 

Con  las  palabras  subrayadas  quiso  dar  á entender  el  Pro- 
yecto de  1851,  según  sabemos  por  persona  tan  autorizada  como 
García  Goyena,  que  no  se  admitía  la  compensación  de  la  esteri- 
lidad extraordinaria  de  un  año  con  la  abundancia  extraordina- 
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ria  de  otro.  El  derecho  romano  y el  patrio  y el  art.  1769  del  06* 
digo  francés,  añade  Goyena,  han  sutilizado  mucho  este  punto 
abriendo  la  puerta  á pleitos  innecesarios. 

Ahora  bien:  el  art.  1575  de  nuestro  Codigo,  que  es  reproduc- 
ción del  1509  del  Proyecto  de  1851,  tan  sólo  difiere  de  él  en  que 
omite  las  palabras  antes  subrayadas. 

Prescindiendo  del  juicio  que  en  teoría  deba  firmarse  sobre 
la  materia,  ¿qué  significa  esta  omisión?  ¿Vale  tanto  como  un 
cambio  de  criterio  con  relación  al  del  Proyecto  de  1851?  ¿Enten- 
deremos, por  el  contrario,  que  el  propósito  de  la  ley  ha  sido  aco- 
modarse á él? 

Si  tañemos  en  cuenta  que,  según  la  base  1.a  de  las  de  la  ley 
de  1888,  el  Código  había  de  tomar  por  base  el  Proyecto  de  1851; 
que  el  art.  1575,  tal  como  está  redactado,  no  es  incompatible  con 
el  criterio  del  art.  1509  de  dicho  Proyecto;  que  la  simple  omi- 
sión de  las  palabras  antes  citadas  no  es  indicio  bastante  para 
suponer  un  cambio  de  doctrina;  que  la  omisión  puede  significar, 
sin  violencia,  que  los  autores  de  nuestro  Código  no  creyeron  ne- 
cesarias esas  palabras,  porque  dada  la  generalidad  del  precepto, 
entendieran  que  lo  mismo  se  refería  á los  arrendamientos  de 
uno  que  á los  de  muchos  años;  y,  por  último,  que  dada  la  minu 
ciosa  reglamentación  de  los  Códigos  extranjeros,  que  los  autores 
del  nuestro  indudablemente  tuvieron  á la  vista,  es  de  suponer 
que  si  hubieran  querido  expresar  criterio  distinto  al  del  Pro- 
yecto de  1851,  seguramente  hubiesen  sido  más  explícitos;  llega- 
remos á la  conclusión  de  que,  sean  las  que  f uesen  las  razones  de 
equidad  que  al  principio  de  la  compensación  abonen,  esta  com- 
pensación entre  los  frutos  de  distintos  años  no  es  legalmente 
posible  en  nuestro  Derecho. 

Por  último,  y para  terminar  este  comentario,  ¿cuál  será  la 
cuantía  de  la  rebaja  de  renta  á que  tiene  derecho  el  arrendata 
rio  cuando  so  dan  todas  las  condiciones  precisas?  Tampoco  lo 
dice  el  Código,  ni  dentro  de  su  precepto  hay  dato  alguno  para 
contestar  á esta  pregunta;  pero  parece  lo  racional  que  la  rebaja 
eea  proporcional  á la  pérdida.  Matemáticamente,  la  proporción 
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estimamos  que  debe  formularse  del  siguiente  modo:  frutos  ordi- 
narios son  á frutos  obtenidos,  como  renta  pactada  es  á x;  es  de- 
cir, á la  renta  que  debe  pagar  el  arrendatario  una  vez  hecha  la 
rebaja. 

Eepetimos  que  el  grave  defecto  de  los  artículos  que  hemos 
comentado,  es  su  indeterminación;  enuncian  un  principio,  pero 
no  lo  desarrollan,  no  exponen  su  interior  contenido,  y de  esta 
suerte,  su  aplicación  se  hace  difícil,  y las  más  de  las  veces  será 
necesario  recurrir  al  dictamen  ó prueba  pericial. 

Códigos  extranjeros.—  Arts.  1769,  1770,  1771,  1772  y 1773 
del  Código  francés;  1617,  1618,  1619,  1620  y 1621  del  italiano. 
El  art.  1630  del  Código  portugués  dice  que  el  arrendatario  no 
puede  exigir  que  se  le  rebaje  la  renta,  fundándose  en  esterilidad 
extraordinaria  en  la  tierra  ó pérdida  considerable  de  frutos  pen- 
dientes, salvo  si  otra  cosa  hubiese  sido  estipulada.  Igual  criterio 
mantiene  el  art.  1983  del  Código  de  Chile,  aunque  añadiendo  que 
se  exceptúa  el  colono  aparcero,  pues  en  virtud  de  la  especie  de 
sociedad  que  media  entre  el  arrendador  y él,  toca  al  primero  una 
parte  proporcional  de  la  pérdida  que  por  caso  fortuito  sobrevenga 
al  segundo  antes  ó después  de  percibirse  los  frutos,  salvo  que  el 
accidente  acaezca  durante  la  mora  del  colono  aparcero  en  contri 
buir  con  su  cuota  de  frutos.  Arts.  3105,  3106  y 3107  de  Baja 
California  y Puebla;  1572  y 1573  de  Venezuela;  1778  de  Uru- 
guay; 1104,  1105,  1106,  1107  y 1108  de  Austria,  y 1557  del  ar- 
gentino. 

Alt  TÍ  CU  LO  1577 

El  arrendamiento  de  un  predio  rústico,  cuando  no 
se  fija  su  duración,  se  entiende  hecho  por  todo  el 
tiempo  necesario  para  la  recolección  de  los  frutos  que 
toda  la  ñuca  arrendada  diere  en  un  año  ó pueda  dar 
por  una  vez,  aunque  pasen  dos  ó más  años  para  obte- 
nerlos. 

El  de  tierras  labrantías,  divididas  en  dos  ó más 
hojas,  se  entiende  por  tantos  años  cuantas  sean  éstas. 
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Al  precedente  artículo  hemos  aludido  en  varias  ocasiones, 
principalmente  al  hablar  de  la  tácita  reconducción,  y su  pre- 
cepto nos  es  ya  conocido,  y no  oírece  grandes  dificultades.  Para 
los  casos  en  que  las  partes  no  hubiesen  manifestado  su  vclun 
tad  acerca  de  la  duración  del  arrendamiento  del  predio  rustico, 
preciso  era  establecer  una  presunción  y esta  presunción  tenía 
que  fundarse  en  lo  que  apareciera  ser  la  intención  de  los  contra 
tantes,  teniendo  en  cuenta  la  naturaleza  del  objeto  arrendado  y 
los  términos  corrientes  en  que  estos  contratos  suelen  celebrarse. 

Nada  más  probable  sino  que  el  que  arrienda  una  finca  rús 
tica  se  proponga  obtener  de  ella,  al  menos  por  una  vez,  todos 
los  frutos  que  es  susceptible  de  producir.  La  experiencia  nos 
enseña  que,  cuando  esta  no  es  la  intención  de  las  partes,  tienen 
buen  cuidado  de  manifestarla,  precisamente  porque  se  aparta  de 
lo  normal  y ordinario.  De  aquí  que  aparezca  completamente  jus- 
tificado el  criterio  del  Código  al  decir  en  el  art.  1577  que  el 
arrendamiento  de  un  predio  rústico,  cuando  no  se  fija  su  dura- 
ción, se  entiende  hecho  por  todo  el  tiempo  necesario  para  la  re- 
colección de  los  frutos  que  toda  la  finca  arrendada  diere  en  un 
año  ó pueda  dar  por  una  vez,  aunque  pasen  dos  ó más  años  para 
obtenerlos;  el  de  tierras  labrantías,  divididas  en  dos  ó más 
hojas,  se  entiende  por  tantos  años  cuantas  sean  éstas. 

Dedúcese,  pues,  según  el  espíritu  de  esta  disposición,  que  el 
arrendamiento  del  predio  rústico  durará  por  lo  menos  un  año, 
siempre  que  en  él,  supuesto  el  sistema  de  cultivo  ó la  clase  de 
frutos  de  que  se  trate,  puedan  obtenerse  los  correspondientes  á 
la  totalidad  de  la  finca,  puesto  que  toda  la  finca  ha  sido  objeto 
del  arrendamiento,  y es  indudable  que  el  arrendamiento  se  hace 
precisamente  para  aprovecharse  de  los  frutos.  Si,  supuestos 
esos  mismos  datos,  no  pudieran  producirse  en  un  año  los  de 
toda  la  finca,  durará  el  tiempo  necesario  para  su  producción, 
aunque  tengan  que  transcurrir  dos  ó más  años.  La  referencia  al 
caso  de  que  las  tierras  labrantías  estén  divididas  en  dos  ó más 
hojas,  lejos  de  implicar  novedad  alguna,  es  una  confirmación 
del  criterio  apuntado'. 
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Hemos  dicho  que  el  arrendamiento  durará  por  lo  menos  un 
añe,  y bueno  es  insistir  sobre  ello,  porque  teniendo  en  cuenta 
esta  afirmación,  se  evitan  algunas  cuestiones  á que  puede  dar 
lugar  la  circunstancia  de  aplicarse  á la  finca  arrendada  el  cul- 
tivo llamado  intensivo.  Ocurre  en  estos  casos  que  el  predio  pro- 
duce varias  cosechas  en  un  solo  año,  como  sucede,  por  ejemplo, 
en  las  Provincias  Vascongadas,  y según  el  criterio  expuesto, 
es  indudable  que  el  arrendatario  no  verá  limitado  su  derecho 
á obtener  una  sola  cosecha  de  toda  la  finca,  sino  que  podrá  ha- 
cer suyas  todas  las  cosechas  que  toda  la  finca  produzca  en 
un  año. 

Asi  se  decía  expresamente  en  el  art.  1512  del  Proyecto 
de  1851,  y así  se  desprende  también  del  artículo  que  comenta- 
mos, aunque  no  de  modo  tan  expreso.  Pero  si  el  arrendamiento 
se  entiende  hecho  por  todo  el  tiempo  necesario  para  la  recolec- 
ción de  los  frutos  que  toda  la  finca  arrendada  diere  en  un  año  ó 
pueda  dar  por  una  vez,  aunque  pasen  dos  ó más  años  para  obtener- 
los, y nada  se  dice  en  el  artículo  para  el  caso  de  que  para  obte- 
nerlos pase  menos  de  un  año;  y si  se  tiene  en  cuenta  la  relación 
que  existe,  por  la  naturaleza  del  cultivo,  entre  las  varias  cose- 
chas de  un  año,  comprenderemos  que  la  opinión  emitida  tiene 
un  serio  fundamento  en  la  ley,  en  la  realidad  y en  la  conciencia 
de  las  partes. 

No  menciona  el  artículo  que  comentamos  el  caso  especial  de 
que  la  finca  arrendada  sea  un  bosque  cuyo  aprovechamiento 
consiste  en  la  corta  de  maderas,  y se  ha  preguntado  cuál  será 
la  duración  de  un  arrendamiento  de  esta  naturaleza  cuando  no 
se  fijó  en  el  contrato. 

Si  la  corta  del  bosque,  por  ser  todos  los  árboles  de  igual 
edad,  se  ha  de  hacer  al  mismo  tiempo,  no  hay  cuestión  posible, 
pues  nadie  ha  negado  al  arrendatario  el  derecho  de  llevarla  á 
cabo,  sea  el  que  fuere  el  número  de  años  que  tengan  que  trans- 
currir. Pero  si,  lo  que  es  más  frecuente,  los  árboles  son  de  dis 
tinta  edad  ó desarrollo,  y la  ordenación  del  aprovechamiento 
exige  varias  cortas  sucesivas,  entonces  surge  la  cuestión  en  la 
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que  los  autores  están  divididos.  Mientras  unos  entienden  que  el 
arrendamiento  debe  estimarse  subsistente  por  el  tiempo  nece- 
sario para  hacer  una  sola  corta,  otros  estiman  que  debe  durar 
todo  el  tiempo  preciso  para  hacer  todas  las  cortas  que  significan 

el  total  aprovechamiento  de  la  finca. 

Resolviendo  la  cuestión  por  el  art.  1577  de  nuestro  Código, 
no  aparece  ningún  ostensible  motivo  que  justifique  el  que  para 
el  caso  del  arrendamiento  del  bosque  se  deje  de  aplicar  el  prin- 
cipio que  contiene,  y por  lo  tanto,  ajustándonos  á él,  entende- 
mos que  el  arrendamiento  de  que  tratamos  durará  todo  el  tiempo 
necesario  para  que  se  puedan  hacer  todas  las  cortag  precisas 
para  estimar  que  se  ha  aprovechado  el  arrendatario  de  los  fru- 
tos de  toda  la  finca  arrendada,  por  una  vez. 

También  se  ha  preguntado,  cuál  será  la  duración  del  arren- 
damiento, si  éste  comprende  fincas  de  distinta  naturaleza,  por- 
ejemplo, tierras,  labores  y un  monte  ó bosque.  Duvergier  opta 
en  este  caso  por  presumir  que  las  partes  han  tenido  principal- 
mente en  cuenta  para  contratar  las  tierras  laborables,  y por  lo 
tanto,  cree  que  la  duración  del  arrendamiento  en  el  ejemplo  pro- 
puesto, debe  regirse  por  lo  dispuesto  para  éstas,  ya  que  no  debe 
atacarse  el  principio  de  la  indivisibilidad  del  arrendamiento.  A 
Laurent,  respetando  asimismo  el  principio  de  la  indivisibilidad, 
parece  razonable  la  presunción  de  Duvergier  en  el  caso  de  que 
se  trata,  mas,  á pesar  de  ello,  se  decide  por  dejar  al  juez  el  cui- 
dado de  decidir  la  cuestión  con  vista  de  las  circunstancias  que 
concurran. 

Nosotros,  salvo  que  la  indivisibilidad  del  arrendamiento  no 
nos  parece  ningún  principio  constitucional,  no  tenemos  incon- 
veniente en  susoribir  la  opinión  de  Laurent. 

Por  último,  no  necesitamos  decir  que  no  habiéndose  pactado 
la  duración  del  arrendamiento  del  predio  rústico,  y rigiéndose 
ésta  por  lo  establecido  en  el  articulo  que  comentamos,  si  á la 
terminación  del  tiempo  que  en  él  se  marca  se  dan  las  condicio- 
nes que  producen  la  tácita  reconducción  que  hemos  estudiado  en 
el  art.  1666,  la  reconducción  tendrá  lugar  por  un  igual  período 
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y con  sujeción  á los  principios  que  antes  de  ahora  hemos  estu- 
diado. 

La  sentencia  de  27  de  Agosto  de  1904,  declara  que  el  articu- 
lo 1577  se  refiere  á arrendamientos  cuya  duración  no  se  expre- 
sa, y no  puede,  por  tanto,  tener  aplicación  en  el  caso  de  termi- 
nación del  usufructo  de  una  finca  arrendada  por  el  usufructua- 
rio, con  arreglo  al  art.  480,  pues  en  este  caso  la  misma  ley  fija 
la  duración  al  decir  que  el  arrendamiento  ha  de  subsistir  sola- 
mente hasta  la  terminación  del  año  agrícola  pendiente  al  extin- 
guirse el  usufructo. 

Tampoco  el  art.  1577  es  aplicable  al  caso  del  art.  1571,  se- 
gún declaración  de  la  sentencia  de  30  de  Abril  de  1904,  exami- 
nada en  el  comentario  de  dicho  articulo. 

Concordancias. — Artículos  1512,  1513  y 1514  del  Proyecto  de 
1851:  1774,  1775  y 1776  del  Código  francés;  1622,  1623  y 1624 
del  italiano;  162S  y 1629  del  portugués;  1985  del  chileno;  3168 
3169,  3171,  3172  y 3173  del  de  Baja  California  y Puebla;  1574 
y 1575  del  de  Venezuela;  595  y 596  del  alemán;  1747  y siguien- 
tes del  de  Uruguay;  1116  del  austriaoo  y 1506  del  argentino. 


ARTÍCULO  1578 

El  arrendatario  saliente  debe  p emitir  al  entrante  el 
uso  del  local  y demás  medios  necesarios  para  las  labo- 
res preparatorias  del  año  siguiente;  y,  recíprocamente, 
el  entrante  tiene  obligación  de  permitir  al  colono  sa- 
liente lo  necesario  para  la  recolección  y aprovecha- 
miento de  los  frutos,  todo  con  arreglo  á la  costumbre  . 
del  pueblo. 


Como  hace  notar  Laurent,  el  arrendamiento  de  predios  rústi- 
cos muestra  una  de  sus  diferencias  con  los  de  los  predios  urbanos 
en  que  en  éstos  es  perfectamente  posible  ei  que  en  un  día  dado 
cese  un  arrendatario  en  su  goce  y disfrute  y comience  otro  dis- 
tinto, sin  que  se  pueda  entender  subsistente  desde  aquel  mo- 
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mentó  ninguna  de  las  relaciones  que  el  arrendatario  que  cesa 
mantenía  con  la  cosa  arrendada  por  razón  de  su  aprovecha 
miento. 

En  el  arrendamiento  de  predios  rústicos,  no  es,  por  regla 
general,  posible  que  la  extinción  y el  nacimiento  de  la  efectivi 
dad  de  las  relaciones  jurídicas  del  arrendatario  saliente  y del  en 
trante  se  operen  en  un  mismo  momento.  La  naturaleza  de  la 
cosa  sobre  que  recae  el  contrato  y las  necesidades  del  cultivo,  im 
ponen  ordinariamente  la  existencia  de  un  período  de  transición 
durante  el  cual  realizan,  el  arrendatario  que  acaba,  sus  últimos 
actos  de  aprovechamiento,  y el  que  empieza,  los  primeros  de  su 
goce. 

Unos  y otros  se  ejecutan  sobro  una  misma  cosa.  Podría  decir 
el  arrendatario  saliente,  que  al  entrante  nada  tocaba  hacer  en  la 
finca  mientras  no  terminase  el  tiempo  de  la  duración  legal  de  su 
contrato:  podría  éste  dirigirse  contra  el  propietario  reclamán- 
dole indemnización,  porque  no  se  le  permitía  emprender  los  tra 
bajos  preliminares  é indispensables  de  su  aprovechamiento,  tra 
bajos  cuya  demora  sería  funesta. 

Para  evitar  estas  contestaciones,  en  interés  de  todos  y muy 
principalmente  en  interés  público,  ya  que  se  trata  del  beneficio 
de  la  agricultura,  se  ha  dictado  la  disposición  del  art.  1578,  or 
denándose  en  ella  que  el  arrendatario  saliente  debe  permitir  al 
eutrante  el  uso  del  local  y demás  medios  necesarios  para  las  la- 
bores preparatorias  del  año  siguiente;  y,  recíprocamente,  el  en- 
trante tiene  obligación  de  permitir  al  colono  saliente  lo  necesa- 
rio para  la  recolección  y aprovechamiento  de  los  frutos,  todo  con 
arreglo  á la  costumbre  del  pueblo. 

Mediante  esta  fórmula  de  armonía  se  hace  perfectamente  po 
sible  la  simultaneidad  de  actos  de  ambos  arrendatarios,  y se 
normaliza  el  régimen  de  transición  que,  en  otro  caso,  podría  orí 
ginar  cuestiones.  « „ 

La  oostumbre  tiene  establecida  una  serie  de  preceptos  para 
estas  situaciones  que  varían  de  lugar  á lugar,  según  la  natura 
loza  de  las  fincas  y la  clase  de  cultivo.  El  Código  no  va  contra 
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esa  costumbre,  sino  que  limitándose  á fijar  las  obligaciones  prin- 
cipales  del  arrendatario  saliente  y del  entrante,  remítese  en 
cuanto  al  w odo  de  su  cumplimiento  á lo  que  la  costumbre  tenga 
ya  instituido. 

Así  dice  que  el  saliente  debe  permitir  al  entrante  el  uso  del 
local  y demás  medios  necesarios  para  las  labores  preparatorias 
del  año  siguiente,  y que  éste  debe  permitir  al  saliente  lo  nece- 
sario para  la  recolección  y aprovechamiento  de  los  frutos.  Ahora 
bien;  ¿cómo,  de  qué  manera,  en  qué  forma  se  han  de  permitir 
recíprocamente  ambos  arrendatarios  los  actos  á que  la  ley  alu 
de?  Eso  lo  dirá  la  costumbre  del  lugar.  Lo  que  la  ley  tenía  que 
hacer  posible  era  la  simultaneidad  de  los  dos  aprovechamientos: 
sentado  el  principio,  como  lo  hace  el  artículo  que  comentamos, 
lo  demás  no  podía  tener  cabida  en  el  Código,  so  pena  de  haber 
llegado  á una  latitud  de  reglamentación  que  las  circunstancias 
no  aconsejaban. 

El  código  francés  concreta  algo  más  la  materia  deque  trata- 
mos diciendo  en  sus  arts.  1777  y 1778  que  el  colono  saliente 
debe  dejar  al  nuevo,  que  le  sucede  en  el  arrendamiento  y culti 
vo,  las  habitaciones  limpias  y las  demás  facilidades  para  los  tra- 
bajos del  año  siguiente;  recíprocamente,  el  colono  entrante  debe 
suministrar  al  saliente  sitios  propios  y demás  facilidades  para 
el  consumo  y conservación  de  forrajes  y para  las  recolecciones 
que  queden  por  hacer.  En  cualquiera  de  los  dos  casos  deben 
conformarse  con  el  uso  establecido  en  el  lugar.  El  arrendatario 
saliente  debe  también  dejar  la  paja  y abonos  del  año,  si  los  re 
cibió  después  de  entrar  en  el  disfrute  del  arrendamiento;  y aun 
cuando  no  los  haya  recibido,  podrá  el  propietario  retenerlos  por 
la  tasación. 

El  código  francés  llega,  como  se  ve,  hasta  establecer  una 
cierta  expropiación  forzosa.  Repetimos  que  el  criterio  de  nues- 
tro Código,  dejando  más  amplio  campo  á la  costumbre,  nos  pa- 
rece más  acomodado  á las  exigencias  de  la  realidad. 

El  art.  1578  se  refiere  literalmente  al  arrendatario  saliente 
y al  entrante;  pero  puede  ocurrir  el  caso  de  que  el  periodo  de 
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transición  que  se  reglamenta  no  se  dé  entre  esas  dos  personas, 
sino  entre  el  mismo  propietario  que  haya  venido  cultivando  la 
ünca  hasta  el  momento  de  arrendarla  y el  arrendatario;  ó vice 
versa,  puede  ocurrir  que  el  que  vaya  á entrar  en  el  disfrute  del 
predio  á la  terminación  del  arriendo,  por  proponerse  explotarlo 
por  sí,  sea  el  mismo  propietario.  En  ambos  casos  entendemos 
que  será  de  aplicación  el  art.  1578,  si  de  otro  modo  no  se  ha  pro 
visto  por  las  partes  á las  necesidades  que  viene  á satisfacer. 

En  cuanto  al  fondo  de  la  disposición  del  artículo  que  comen- 
tamos, no  creemos  que  necesite  aclaraciones;  basta  decir,  que  si 
la  costumbre  así  lo  tiene  establecido,  el  arrendatario  entrante 
podrá  comenzar  á labrar  las  tierras  antes  de  que  empiece  el 
período  legal  de  su  contrato,  y el  saliente  podrá  realizar  actos 
de  aprovechamiento  aun  después  de  expirado  el  período  legal 
del  suyo. 

Jurisprudencia. — Si  el  arrendatario  saliente  debe  permitir  al 
entrante  ó al  dueño,  cuando  éste  vaya  á explotar  la  tinca,  el  uso 
del  local  y los  medios  necesarios  para  las  labores  preparatorias 
del  año  siguiente,  es  evidente  que  debe  abstenerse  de  las  labo- 
res correspondientes  á las  cosechas  de  que  ya  no  pueda  aprove 
charse,  y si  no  se  abstiene  y las  hace,  se  coloca  en  la  situación 
del  que  planta  ó siembra  en  terreno  ajeno,  definida  en  los  artícu- 
los 361  y 362  del  Código,  y,  por  lo  tanto,  la  cuestión  se  resol- 
verá según  su  buena  ó mala  fe  (Sentencia  del  Tribunal  Supre- 
mo de  30  de  Noviembre  de  1900). 

Concordancias.  — Artículo  1515  del  Proyecto  de  1851;  1777 
y 1778  del  Código  francés;  1625  y 1626  del  italiano;  3128,  3129, 
3130,  3131  y 3' 32  del  de  Baja  California  y Puebla;  1576  del  de 
Venezuela,  y 593  del  alemán. 

ARTÍCULO  1579 

El  arrendamiento  por  aparoería  de  tierras  de  labor, 
ganados  de  cría  ó establecimientos  fabriles  é industria- 
les, se  regirá  por  las  disposiciones  relativas  ai  contrato 
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de  sociedad  y por  las  estipulaciones  de  las  partes  v 
en  su  defecto,  por  la  costumbre  de  la  tierra.  ’ 

I.  Concepto  y naturaleza  del  contrato  de  aparcería.  — ¿Qué  ea  la 
aparcería?  Inútil  será  buscar  en  el  Código  su  definición  legal. 
Todo  el  mundo  está  conforme,  sin  embargo,  en  entender  que 
hay  aparcería  cuando  una  persona  cede  á otra  el  goce  ó uso  de 
una  cosa,  recibiendo  en  cambio  una  parte  alícuota  de  los  frutos 
que  ésta  produzca. 

¿Cuál  es  la  naturaleza  jurídica  de  la  aparcería4?  Si  tratamos 
de  inducir  esa  naturaleza  de  los  preceptos  por  que  tal  contrato 
se  rige,  y acudimos  al  Código  en  demanda  de  respuesta  á esta 
pregunta,  el  art.  1579,  que  vamos  á comentar,  nos  dice  que  el 
arrendamiento  por  aparcería  de  tierras  de  labor,  ganados  de  cría 
ó establecimientos  fabriles  ó industriales,  se  regirá  por  las 
disposiciones  relativas  al  contrato  de  sociedad  y por  las  estipu- 
laciones de  las  partes,  y,  en  su  defecto,  por  la  costumbre  de  la 
tierra. 

Es  de  notar  que  dicho  artículo  comienza  por  calificar  de 
arrendamiento  á te  aparcería  (el  arrendamiento  por  aparcería,  se 
dice),  y reconociéndose  expresamente  que  se  trata  de  un  verda- 
dero arrendamiento,  se  decide  en  seguida  que  se  rija  por  las 
disposiciones  del  contrato  de  sociedad,  por  las  estipulaciones  de 
las  partes,  por  la  costumbre  de  la  tierra;  es  decir,  por  todo  me- 
nos por  aquello  que  es  propio  de  la  calificación  que  se  ha  dado 
al  acto,  por  todo  menos  por  los  preceptos  del  arrendamiento. 

Pero  suspendamos  por  ahora  todo  juicio  acerca  del  Código 
en  este  punto,  y tratemos  de  inquirir,  con  vista  de  las  opiniones 
emitidas,  la  verdadera  naturaleza  del  contrato  de  aparcería. 

Sostiene  Duvergier  que  la  aparcería  es  un  puro  contrato  de 
arrendamiento  de  fincas  rústicas.  La  escasa  circulación  de  la 
moneda  en  los  campos  sugirió  á los  cultivadores,  según  dicho 
autor,  la  idea  de  pagar  el  precio  del  goce  de  los  predios  que  los 
propietarios  les  concedían  con  los  frutos  naturales,  idea  acep- 
tada por  éstos  de  buen  grado;  en  su  virtud,  los  frutos  dados, 
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bien  en  cantidad  determinada,  bien  como  parte  alícuota  de  los 
producidos,  desempeñan  el  papel  del  precio.  Ahora  bien;  la  con- 
cesión del  goce  de  la  finca,  de  una  parte,  y el  precio  como  equi  - 
valente  de  tal  goce,  de  otra,  constituyen  esencialmente  el  con- 
trato de  arrendamiento.  Refuta  después  Duvergier  la  opinión 
de  los  que  afirman  que  la  aparcería  es  un  contrato  de  sociedad, 
y dice  que  en  ella  se  da  un  elemento  que  repugna  á la  esencia 
de  la  sociedad.  El  arrendador  no  se  expone  al  riesgo  de  pérdida 
alguna,  y tiene  derecho  á percibir  una  porción  de  los  benefi- 
cios; aun  más:  todavía  es  posible  que  él  obtenga  algún  benefi- 
cio, y que  el  colono  experimente  pérdidas,  lo  cual  ocurrirá 
cuando,  por  ejemplo,  los  frutos  que  á éste  queden  representen 
un  valor  inferior  á los  gastos  de  cultivo.  Una  sociedad  estable- 
cida sobre  semejantes  bases  es  de  las  que  la  ley  reprueba.  Para 
que  hubiese  sociedad,  3ería  preciso  que  el  capital  del  arrenda- 
dor, considerado  como  porción  por  él  transmitida,  contribuyese 
á la  pérdida. 

Erente  á la  opinión  expuesta  se  encuentra  la  de  Troplong, 
Duranton,  Delvincourt  y otros,  quienes  reconocen  que  la  apar- 
cería tiene  muchísima  afinidad  con  el  arrendamiento,  pero  no 
creen  que  sea  una  locación  de  fincas  rústicas  en  toda  la  exten 
sión  de  la  palabra;  entienden  que  participa  bastante  más  de  la 
naturaleza  del  contrato  de  sociedad,  del  cual  ofrece  una  aplica 
ción  á la  industria  agrícola.  De  un  lado,  el  propietario  pone  en 
común  el  goce  de  sus  tierras,  y suministra  ordinariamente  el 
ganado;  de  otro,  el  colono  contribuye  con  su  trabajo,  su  indus- 
tria y sus  cuidados.  Ambos  aportan  las  simientes  por  mitad,  y 
dividen  los  frutos  en  la  misma  proporción.  No  se  niega  que  al- 
gunas reglas  de  la  locación  de  fincas  rústicas  puedan  servir 
para  determinar  las  relaciones  entre  propietario  y colono.  La 
analogía  obliga  á aplicarlas;  pero  esto  no  quita  que  la  aparcería 
sea  principalmente  una  sociedad. 

Por  último,  Aubry  y Rau,  Marcadé,  Mourlon  y otros,  esti- 
man que  la  aparcería  es  un  contrato  mixto  de  arrendamiento  y 
«Hjiedad. 
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Pero,  como  dice  Pacifici-Mazzoni,  de  quien  tomamos  el  resu  • 
men  de  opiniones  expuesto,  no  existe  una  diferencia  sustancial 
entre  todos  estos  autores.  El  mismo  Duvergier  reconoce  que  la 
aparcería  tiene  afinidades  con  la  sociedad,  y que  por  esta  razón, 
el  principio,  según  el  cual  está  sujeta  á las  reglas  del  arrenda- 
miento, no  se  puede  entender  de  un  modo  absoluto.  El  mismo 
Troplong  afirma  que  la  aparcería  participa  más  de  la  sociedad 
que  del  arrendamiento,  pero  que  es  posible  la  aplicación  de  los 
preceptos  de  éste  por  analogía.  La  discrepancia  únicamente 
consiste  en  determinar  cuál  sea  el  elemente  predominante. 

Si  de  los  autores  pasamos  á los  Códigos,  encontramos  que  el 
francés  dedica  los  dos  primeros  artículos  de  las  reglas  particu- 
lares de  los  arrendamientos  rurales,  los  1763  y 1764,  á la  ma- 
teria de  aparcería,  limitándose  á decir  que  el  que  cultive  bajo  la 
condición  de  dividir  los  frutos  con  el  dueño  de  la  finca,  no  puede 
subarrendar  ni  hacer  cesión,  á no  ser  que  esta  facultad  le  haya 
sido  concedida  expresamente  en  el  arrendamiento;  y que,  en 
caso  de  faltar  á esta  condición,  el  propietario  tiene  derecho  á 
volverse  á posesionar  de  la  cosa,  condenándose  al  arrendatario 
por  los  daños  y perjuicios  que  resulten  de  la  inejecución  del 
arrendamiento. 

De  estos  textos  deduce  lógicamente  Laurent  que  en  el  Có- 
digo francés  la  aparcería  es  un  arrendamiento  sometido  á las 
reglas  generales  de  este  contrato,  salvo  las  excepciones  que  ex- 
presamente consigno  la  ley,  que  son  las  contenidas  en  los  cita- 
dos arts.  1763  y 1764,  poro  sin  que  estas  excepciones  cambien 
la  naturaleza  del  acto,  convirtiéndolo  en  sociedad. 

En  Código  italiano  dedica  el  capítulo  4.°  del  título  del  arren- 
damiento á tratar  de  la  aparcería,  y el  primero  de  sus  artículos 
que  es  el  1647,  dice  que  el  que  cultiva  un  predio  pactando  divi- 
dir los  frutos  con  el  arrendador,  se  llama  colono  aparcero,  y el 
contrato  que  de  esto  resulte,  aparcería  ó colonia;  son  comunes 
á este  contrato  las  reglas  establecidas  en  general  para  los  arren- 
damientos de  cosas,  y particularmente  para  los  de  predios  rústi- 
cos, con  las  siguientes  modificaciones. 
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En  el  capítulo  5.°  del  mismo  título,  consagrado  al  arrenda 
miento  de  ganados,  hay  muchos  preceptos  que  suponen  la  apar- 
cería. Por  su  extraordinaria  importancia,  por  su  perfección  téc- 
nica y por  contener  un  cuerpo  completo  de  reglamentación,  que 
falta  en  nuestro  Código,  nos  permitiremos  reproducir  el  primero 
de  dichos  capítulos  al  final  de  este  comentario. 

Pues  bien;  de  la  apreciación  de  dichas  disposiciones  infiere 
Pacifici  Mazzoni  que,  en  derecho  italiano,  el  elemento  predomi- 
nante es  el  de  arrendamiento,  si  bien  van  con  él  mezclados  al- 
gunos elementos,  aunque  no  puros,  del  contrato  de  sociedad. 
Acaba  de  determinar  el  mencionado  autor  la  naturaleza  de  la 
aparcería,  añadiendo  que  el  arrendamiento  que  forma  su  sus- 
tancia, si  por  un  lado  es  locación  de  cosas,  por  otro  es  locación 
de  obras;  la  parte  de  frutos  que  corresponde  al  arrendador  vie- 
ne á ser  el  precio  de  la  cosa  arrendada,  y la  parte  de  frutos  que 
corresponde  al  arrendatario  significa  el  precio  de  la  prestación 
de  sus  obras. 

Por  nuestra  parte,  no  tenemos  inconveniente  en  suscribir 
que  entre  la  aparcería  y la  sociedad  hay  una  cierta  relación  de 
semejanza;  pero  para  que  de  la  mera  existencia  de  una  relación 
de  semejanza  entre  dos  actos  se  deba  deducir  la  consecuencia 
de  que  ambos  han  de  estar  regidos  por  iguales  condiciones  jurí 
dicas,  que  es,  en  resumen,  de  lo  que  se  trata,  es  preciso  ahondar 
algo  más:  es  menester  poner  en  claro  si  esa  relación  de  seme 
janza  se  da  en  aquello  que  es  esencial,  ó si  implica  tan  sólo  una 
coincidencia  de  pormenores,  de  esas  que  con  más  frecuencia  de 
lo  que  á primera  vista  pudiera  pensarse,  nos  muestran  las  ins 
titnciones  jurídicas  por  razón  del  fondo  común  que  las  anima  y 
de  los  fines  que  vienen  á llenar. 

Pues  bien,  si  en  esta  consideración  nos  detenemos,  observa 
remos  que  la  semejanza  de  la  aparcería  y de  la  sooiedad  no  pasa 
del  carácter  aleatorio  que  distingue  á los  resultados  económicos 
que  con  ambos  contratos  se  trata  de  conseguir.  Ignora  el  socio 
ln  cuantía  de  las  ganancias  que  de  la  sociedad  va  á derivar;, 
ignora  igualmente  el  aparcero  las  utilidades  que  el  contrato  lo 
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reportará.  Cierto  que  en  la  aparcería  parece  que  ambos  contra- 
tantes algo  ponen  en  común  para  obtener  provechos,  pero  lo 
mismo  ocurre  en  todos  los  arrendamientos  de  cosas.  En  todos 
ellos  el  arrendador  da  el  goce  ó disfrute  de  la  cosa,  y el  arren- 
datario el  trabajo  y el  capital  con  ánimo  de  lucrarse  los  dos  de 
los  productos  que  se  obtengan.  ¿Qué  más  da  que  el  arrendador 
perciba  su  parte  de  utilidades  en  cuota  fija  que  en  cuota  propor 
cional  á los  frutos?  ¿No  es  la  idea  la  misma?  ¿Se  dirá  por  esto 
que  todos  los  arrendamientos  implican  sociedad? 

Si,  pues,  el  expresado  carácter  aleatorio  es  la  nota  de  seme- 
janza que  se  observa  en  rigor  entre  la  aparcería  y la  sociedad, 
para  aplicar  á la  primera  los  preceptos  de  la  segunda,  importa 
preguntar  antes  si  el  motivo  de  dichos  preceptos  es  precisa- 
mente el  carácter  aleatorio  indicado,  porque  si  no  lo  fuera,  si 
tales  preceptos  hubiesen  sido  instituidos  por  la  fuerza  de  otras 
razones,  no  cabría  hablar  ya  más  de  esa  pretendida  comunidad 
de  reglamentación. 

A poco  que  nos  fijemos  en  la  consideración  de  conjunto  de 
los  dos  contratos  de  que  hablamos,  observaremos  que  el  carácter 
aleatorio  de  los  resultados  que  con  ambos  pueden  obtenerse,  no 
implica  una  semejanza  en  lo  esencial,  sino  en  lo  que  es  de  mero 
accidente,  de  detalle,  semejanza  que  por  cierto  se  da  también 
entre  otros  muchos  actos. 

En  cambio,  si  atendemos  á lo  que  todos  los  códigos  y autores 
reconocen  que  es  de  esencia  de  la  sociedad,  veremos  que  noto 
riamente  falta  en  la  aparcería.  ¿Qué  es,  en  efecto,  lo  que  consti  • 
tuye  el  nervio  y la  sustancia  del  contrato  de  sociedad?  Eos  cir- 
cunstancias que  se  dan,  la  primera,  en  los  sujetos  que  contratan, 
la  segunda,  en  su  obra  contractual. 

En  los  sujetos  ha  de  darse  lo  que  se  llama  intención  de  for- 
mar sociedad,  es  decir,  aquel  estado  de  conciencia  de  qae 
arranca  la  voluntad,  el  deseo,  el  propósito  de  realizar,  no  un 
acto  afín  ó semejante  á la  sociedad,  sino  la  sociedad  misma  con 
todas  sus  consecuencias. 

En  la  obra  contractual  se  ha  de  dar  la  otra  circunstancia 
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que  es  aún  inás  característica  y más  ostensible  que  la  anterior. 
Nos  referimos  al  nacimiento  de  la  nueva  personalidad,  á la  crea» 
oión  del  nuevo  ser  de  derecho  que  sin  anular  ni  absorber  la  per- 
sonalidad de  los  contratantes,  sino  antes  al  contrario,  estando, 
mantenido  por  éstas,  es  el  primero  de  los  resultados  que  del 
contrato  de  sociedad  se  derivan.  Consecuencia  de  este  efecto  es 
que  se  considere  que  el  contrato  de  sociedad  es  un  acto  trasla 
tivo  de  dominio,  por  cuanto  los  bienes  aportados  por  los  socios 
dejan  de  ser  propiedad  de  éstos  para  pasar  á constituir  el  pa- 
trimonio privado  de  la  nueva  persona  jurídica  social.  Conse- 
cuencia también  del  mismo  efecto  es  que  las  relaciones  que  la 
sociedad  con  terceros  mantega,  á ella  se  entiende  que  afectan  y 
no  á las  personas  de  los  socios. 

Ninguna  de  estas  dos  circunstancias  se  da  en  la  aparcería. 
No  se  podrá  decir  que  los  aparceros  se  propongan  constituir  so- 
ciedad, que  tal  intención  se  formule  seriamente  en  su  concien- 
cia. Sus  propósitos  no  pasan  de  conceder  el  goce  de  una  cosa  ¿ 
cambio  de  cierto  precio,  merced  ó renta  que  por  motivos  que  los 
contratantes  tienen  en  cuenta  consiste  en  una  parte  alícuota  de 
los  frutos  que  se  produzcan. 

Tampoco  se  ha  atrevido  nadie  á asegurar  que  de  la  aparcería 
nazca  una  nueva  personalidad  jurídica,  ni  que  los  actos  que  loe 
aparceros  llevan  á cabo  con  motivo  de  la  aparcería  y las  reía? 
ciones  que  engendren,  se  refieran  á esa  personalidad  que  no  ha 
llegado  á nacer,  sino  á ellos  mismos. 

Nadie  estimará  que  el  dominio  de  la  cosa  deja  de  pertenecer 
al  arrendador;  nadie  calificará  la  aparcería  de  acto  traslativo  de 
dominio. 

Ahora  bien;  es  precisamente  por  estos  motivos  por  lo  que 
surge  la  reglamentación  especial  del  contrato  de  sociedad;  es 
precisamente  por  estas  esenciales  notas  por  lo  que  la  sociedad 
se  nos  muestra  como  una  entidad  contractual  completamente 
distinta  y aparte  de  las  demás.  Si  estos  motivos  y estas  notas 
no  se  dan  en  la  aparcería,  cualesquiera  que  sean  las  semejanzas 
que  en  lo  accidental  ofrezca,  ¿en  qué  sólido  fundamento  se  puede’ 
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apoyar  la  declaración  de  que  la  aparcería  se  rija  por  las  dispo- 
siciones relativas  al  contrato  de  sociedad? 

La  sustancial  diferencia  entre  la  sociedad,  y la;  aparcería 
está  ya  de  manifiesto;  la  manera  como  ésta  participa  dé  la  natu- 
raleza del  arrendamiento  por  razón  de  sus  fines,  de  los  elemen- 
tos que  la  integran,  y principalmente  del  elemento  intencional 
de  los  contratantes,  queda  ya  expuesta  también  incidentalmente 
en  el  curso  de  lo  que  va  dicho. 

Podemos,  pues,  afirmar  fundadamente  que  la  aparcería  es  un 
arrendamiento.  Pero  no  es  un  mero  arrendamiento  de  fincas  al 
que  convienen  todos  los  preceptos  dictados  para  estos;  la  espe- 
cialidad que  presenta  su  precio,  la  mayor  complejidad  de  rela- 
ciones que  crea  entre  las  partes,  la  índole  de  sus  aplicaciones  en 
la  práctica,  hasta  su  cualidad  de  medio  apto  para  contríbur  á 
solucionar  la  cuestión  social  en  los  campos,  exigían  una  espe- 
cial reglamentación  que,  arrancando  de  la  afirmación  de  la  na- 
turaleza de  arrendamiento  que  le  es  propia  y le  da  el  mismo  ar- 
tículo que  comentamos,  reconociese,  sin  embargo,  todas  las  mo- 
dalidades fundamentales  con  que  su  práctica  puede  entrañar 
resultados  útiles. 

Hubiórase  el  Código  limitado  á dejar  la  materia  de  aparce- 
ría sometida  exclusivamente  á las  reglas  de  la  costumbre,  si  no 
consideraba  oportuno  su  desarrollo  dentro  de  él,  y aún  hubiese 
sido  pasable  tal  criterio,  puesto  qne  de  esta  suerte  no  se  incu- 
rría en  calificaciones  equivocadas.  Pero  mencionar  al  arrenda- 
miento por  aparcería  para  regirlo  por  las  disposiciones  del  contrato 
de  sociedad,  por  las  estipulaciones  de  las  partes  y,  en  su  defec- 
to, por  la  costumbre  de  la  tierra,  excluyendo  en  absoluto  las 
disposiciones  del  contrato  de  arrendamiento,  es  una  solución 
que  no  podemos  admitir,  por  creerla  contraria  al  sentido  común, 
al  espíritu  de  la  ley  y á la  misma  justicia. 

II.  Consideración  especial  de  los  preceptos  yor  que  se  rige  la 
aparcería. — Insistamos,  no  obstante,  sobre  dicho  punto.  El  ar- 
tículo 1579  no  menciónalas  disposiciones  del  contrato  de  arren- 
damiento, y,  sin  embargo,  estas  disposiciones  por  regla  general 
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y salvo  ciertas  excepciones,  se  aplican  á la  aparcería  y de  ello 
vemos  constantes  ejemplos.  ¿Cómo  puede  ocurrir  esto,  dado  el 
expreso  texto  de  la  ley? 

El  art.  1579  menciona,  para  indicar  el  régimen  de  la  aparce- 
ría, las  disposiciones  del  contrato  de  sociedad  y las  estipulaciones 
de  las  partes : como  supletoria  entra  la  costumbre  de  la  tierra. 

El  orden  de  colocación  de  las  fuentes  legales  parece  dar  la 
preferencia  á los  preceptos  de  la  sociedad  sobre  las  estipulacio- 
nes de  los  contratantes;  pero  ese  orden  de  colocación  pensa- 
mos que  no  ha  sido  de  propósito  establecido:  el  Código  men- 
ciona antes  uno  de  los  extremos  de  la  enumeración,  como  podía 
haber  mencionado  el  otro.  Lo  único  que  tiene  carácter  supleto 
rio,  lo  único  que  tan  sólo  se  aplicará  en  defecto  de  lo  demás  que 
el  artículo  dice,  es  la  costumbre. 

Entre  los  preceptos  del  contrato  de  sociedad  y lo  que  las 
partes  pacten,  no  hay  prioridad  en  el  Código  para  su  aplicación; 
pero,  si  no  la  hay  en  el  Código,  la  hay  en  la  naturaleza  del  acto 
jurídico  contractual,  que  exige  que  la  primera  norma  á que  deba 
atenderse  en  primer  lugar  para  la  solución  de  las  cuestiones 
que  se  susciten,  sea  la  voluntad  de  los  contratantes.  Así  se  ha 
consignado  en  el  art  . 1091,  al  decir  que  las  obligaciones  que  na- 
cen de  los  contratos  tienen  fuerza  de  ley  entre  las  partes  con- 
tratantes, y deben  cumplirse  al  tenor  de  los  mismos,  y en 
el  1255,  al  afirmar  que  los  contratantes  pueden  establecer  los 
pactos,  cláusulas  y condiciones  que  tengan  por  conveniente, 
siempre  que  no  sean  contrarios  á las  leyes,  á la  moral,  ni  al  or- 
den público. 

Ahora  bien  como  la  voluntad  y la  intención  de  los  contra- 
tantes es  la  de  considerar  la  aparcería  como  un  arrendamiento, 
al  manifestarse  en  pactos,  cláusulas  y condiciones,  es  claro  que 
principalmente  se  acomoda  á los  preceptos  del  contrato  de 
arrendamiento,  unas  veces  reproduciéndolos  con  las  modifica- 
ciones que  estiman  prudentes,  otras  dándolos  por  supuestos, 
otras  aludiendo  expresamente  á ellos,  y es  evidente  que,  dada 
esta  comunidad  de  espíritu  entre  lo  que  el  Código  dice  al  hablar 
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de  la  locación  de  fincas  y lo  que  las  partea  estipulan,  como  cada 
estipulación  lia  de  ser  regida  por  la  regla  que  estó  más  en  ai*, 
monia  con  su  naturaleza,  de  aquí  que  en  la  práctica,  no  pooas, 
muchas  soluciones  en  materia  de  aparcería  se  pidan  al  contrato  * 
de  arrendamiento  y no  al  de  sociedad. 

Hay  puntos,  sin  embargo,  en  que  los  preceptos  del  arrenda- 
miento no  son  del  todo  aplicables  á la  aparcería.  Uno  de  ellos  se 
nos  ofrece  en  el  desahucio. 

Puede  estudiarse  la  excepción  en  la  sentencia  del  Tribunal 
Supremo  de  29  de  Julio  de  19U2,  en  cuyos  considerandos  se  dice: 
que  aun  cuando  el  arrendamiento  por  aparcería  tenga  por  base 
la  cesión  que  el  dueño  de  la  cosa  hace  al  tercero  con  quien  cele- 
bra el  contrato  para  los  fines  que  le  son  propios,  como  de  éste 
nacen  entre  los  que  pactan  vínculos  jurídicos  especiales  que  el 
legislador  ha  tenido  en  cuenta  para  regularlos  en  primer  tór* 
mino  por  las  disposiciones  relativas  al  contrato  de  sociedad,  no 
sería  conforme  con  la  naturaleza  de  aquel  contrato  extender  al 
mismo  la  acción  de  desahucio  establecida  en  el  art.  1569  del  Có- 
digo civil,  en  relación  con  los  1564  y 1565  de  la  ley  de  Enjuicia 
miento  en  favor  del  arrendador,  porque  tales  vínculos  difieren 
de  los  inherentes  á los  arrendamientos  comunes,  y sólo  en  jui- 
cio ordinario  puede  discutirse  consiguientemente  el  alcance  de 
los  derechos  y obligaciones  que  de  aquéllos  nacen:  que  recono- 
cido por  las  partes,  así  como  en  la  sentencia  recurrida,  que  el 
contrato  celebrado  entre  D.  A.  y D.  B.  es  de  aparcería,  basta 
dicho  reconocimiento  para  declarar  improcedente  la  acción  de 
desahucio  ejercitada  por  el  primero,  al  tenor  de  la  doctrina  an- 
tes expuesta,  sin  que,  por  tanto,  sea  adecuado  discutir  y resol- 
ver en  un  juicio  de  la  naturaleza  del  entablado  acerca  de  la  vir- 
tualidad del  contrato  por  supuestos  defectos  de  forma:  que,  esto 
sentado,  es  de  estimar  la  infracción  alegada  en  el  recurso,  por 
que  al  dar  lugar  al  desahucio,  el  Tribunal  sentenciador  ha  des- 
conocido la  índole  especial  del  contrato  de  aparcería,  que  ex- 
cluye, por  las  razones  indicadas,  el  procedimiento  intentado 
por  D.  A.  para  hacer  valer  sus  derechos. 
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No  procede,  pues,  según  la  doctrina  de  esta  sentencia  del 
Tribunal  Supremo,  el  ejercicio  de  la  acción  de  desahucio  contra 
el  colono  aparcero. 

¿Deduciremos  de  aquí  que  siempre  que  se  trate  de  una  apar- 
cería debemos  dar  por  descartado  el  juicio  de  desahucio? 

El  rigor  de  la  sentencia  citada  ha  sido  templado  por  otra 
posterior  de  la  que,  por  cierto,  se  ha  ocupado  con  bastante  vi- 
veza la  prensa  diaria,  quizá  por  la  gran  importancia  del  asunto, 
quizá  por  la  talla  de  los  letrados  que  intervinieron  en  el  debate 
ante  el  Supremo  (los  Sres.  Silvela  y Canalejas). 

Sóanos  permitido  exponerla  con  alguna  detención,  no  tan 
sólo  por  el  extraordinario  interés  que  entraña,  sino  porque  la 
prensa,  sin  duda  debido  á la  precipitación  con  que  se  elaboran 
los  trabajos  periodísticos,  al  dar  cuenta  de  ella  no  ha  reprodu 
cido  exactamente  los  puntos  de  vista  y las  razones  del  Tribu- 
nal Supremo. 

Por  escritura  pública  de  24  de  Febrero  de  1896,  Doña  M. 
V.  S.,  como  partícipe  en  la  propiedad  de  ciertas  minas,  y como 
apoderada  de  los  demás  condueños,  dió  en  arrendamiento  dichas 
minas  á D.  F.  F.  R.,  con  sujeción  á las  siguientes  bases:  1.a  Que 
el  tiempo  del  arrendamiento  seria  de  diez  años,  á contar  desde 
la  fecha  de  la  escritura.  2.a  Que  el  precio  sería  el  8 por  100  del 
producto  bruto  de  todo  el  mineral  que  se  beneficiara  durante  los 
dos  primeros  años,  el  10  por  100  durante  los  tres  siguientes  y 
el  12  por  100  en  los  cinco  años  restantes,  y además  pagaría  el 
arrendatario  el  tanto  por  ciento  correspondiente  al  Estado  y cual- 
quier otro  impuesto  que  pesase  sobre  el  producto.  3.a  Que  la  ven- 
ta de  los  minerales,  si  á los  arrendadores  no  les  conviniera  reti- 
rar en  especie  la  parte  respectiva  al  precio  del  arrendamiento,  se 
haría  con  la  debida  intervención  de  la  otorgante  Doña  M.  V.  S., 
la  que,  una  vez  realizada  la  enajenación,  percibiría  en  efectivo 
el  total  importe  de  aquél,  quedando,  por  consiguiente,  relevado 
el  arrendatario  de  la  obligación  de  entenderse  para  el  pago  con 
los  condueños  de  aquélla  por  la  participación  qne  les  correspon- 
diera. 4.a  Que  las  labores  y explotación  de  las  minas  las  haría  el 
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D.  F.  F.  R.  al  uso  y costumbre  del  país,  pudiendo  instalar  en 
ella  los  artefactos  y máquinas  para  el  buen  laboreo  y beneficio 
de  los  minerales  y hacer  las  edificaciones  que  le  convinieran;1 
pero  á la  terminación  del  contrato  dejaría  la  mina  desaguada, 
en  buen  estado  de  conservación  las  bajadas  y subidas  y limpios 
de  tierra  los  trabajos  de  investigación  y disfrute  y los  pozos  y 
galerías.  5.a  Que  los  propietarios  se  reservaban  el  derecho  de 
visitar  las  minas  por  sí  ó por  delegación,  facilitando  el  arrenda- 
tario los  medios  de  subida  y bajada  que  hubiese  en  el  interior. 
6.a  Que  en  ningún  caso  ni  bajo  ningún  pretexto  podrían  parali- 
zarse los  trabajos,  salvo  por  los  casos  de  fuerza  mayor.  7.a  Que 
no  obstante  lo  establecido  en  la  cláusula  precedente,  si  el  valor 
del  plomo  español  dulce,  sin  plata,  bajase  en  el  mercado  de  Lon- 
dres á menor  precio  de  10  libras  esterlinas  por  tonelada,  podría 
el  contratista,  si  le  conviniera,  suspender  los  trabajos  por  el 
tiempo  qne  durase  la  baja.  8.a  Que  la  responsabilidad  por  las 
desgracias  que  pudieran  ocurrir  por  mala  fortificación  ó cual- 
quiera otra  causa,  ya  fuera  en  los  trabajos  del  interior,  ya  en 
los  de  la  superficie,  correspondería  única  y exclusivamente  al 
arrendatario.  9.a  Que  el  arrendatario  adquiría  el  derecho  de 
comprar  las  minas,  objeto  de  este  contrato  con  todo  lo  anejo  á 
ellas,  en  40.000  pesetas,  siempre  que  lo  solicitase  durante  los 
tres  primeros  años  del  arrendamiento,  y la  Doña  M.  V.  S.,  por 
sí  y en  la  representación  que  ostentaba,  contraía  la  obligación 
de  otorgarle  la  correspondiente  escritura  de  venta  mediante  el 
percibo  de  las  40.000  pesetas,  que  era  el  precio  convenido;  y si 
el  arrendatario  dejara  transcurrir  el  plazo  de  los  tres  años  sin 
haber  hecho  uso  de  su  derecho,  y,  por  tanto,  sin  realizarse  la 
venta,  quedaría  este  pacto  nulo,  continuando,  como  era  consi- 
guiente, el  contrato  de  arrendamiento  hasta  el  vencimiento  de 
los  diez  años  estipulados.  10.  Que  si  el  arrendatario  no  hiciera 
uso  del  derecho  de  compra  á que  se  refiere  la  cláusula  anterior, 
quedarían  en  beneficio  de  los  propietarios,  á la  terminación  de 
los  diez  años  del  arrendamiento,  todos  los  edificios,  máquinas 
é instalaciones  que  en  la  misma  existieran  y que  estuvieran 
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adheridas  al  terreno,  sin  que  por  ello  pudiera  aquél  exigir  in- 
demnización alguna.  11.  Que  cualquier  diferencia  que  pudiera 
haber  entre  los  propietarios  y el  arrendatario,  sefcresolvería  por 
amigables  componedores.  Y 12.  Se  señaló  la  ciudad  de  L.  como 
fuero  común  de  los  otorgantes  para  todos  los  actos  y diligen- 
cias á que  pudiera  dar  lugar  el  contrato. 

Con  anterioridad,  el  26  de  Enero  de  1895  Doña  M.  Y.  S., 
por  sí  y en  representación  de  una  hija  menor  de  edad,  y en 
unión  de  otros  dos  hijos  mayores,  había  otorgado  escritura  de 
poder  á favor  del  D.  F.  F.  R.  para  que  administrase  sus  bienes, 
podiendo  venderlos,  pedir  y tomar  cuentas,  transigir  cuestio- 
nes,  admitir  permutas  y comprar  otros  bienes,  dar  y tomar  di- 
nero á préstamo,  cancelar  hipotecas'y  gravámenes,  tomar  pose- 
sión judicial  ó extrajudicia!  de  bienes,  otorgar  documentos  pú- 
blicos y sustituir  el  poder  en  todo  ó en  parte.  Este  poder  fue  ra 
tificado  por  otra  escritura  de  17  de  Mayo  del  mismo  año  de  1895. 

El  22  de  Febrero  de  1899,  D.  F.  F.  R.  requirió  notarial- 
mente á Doña  M V.  S.,  por  sí  y como  representante  de  los  de- 
más arrendadores,  para  que  otorgasen  la  escritura  de  venta  de 
las  minas  y recibiesen  las  40.000  pesetas,  ya  que  estaba  dentro 
del  plazo  de  tres  años  estipulados. 

El  día  28  del  mismo  mes,  Doña  M.  V.  S.  revocó  los  poderes 
que  tenía  conferidos  á D.  F.  F.  R. 

El  5 de  Julio  de  1899,  D.  F.  F.  R.  consignó  en  una  nota- 
ría cierta  cantidad,  importe  de  lo  que  los  arrendadores  debían 
percibir  por  la  venta  de  los  minerales  producidos.  Al  oportuno 
requerimiento,  contestó  Doña  M.  V.  S.  que  no  recibía  la  canti- 
dad consignada,  porque  prefería  recibir  en  especie  el  tanto  por 
ciento,  precio  del  arrendamiento,  porque  aun  en  la  hipótesis, 
que  negaba,  de  que  alguna  vez  hubiera  estado  dispuesta  á reci- 
birlo en  dinero,  las  ventas  de  minerales  se  habían  hecho  sin  su 
intervención,  y porque  el  arrendatario  había  infringido  esta  y 
otras  condiciones  del  contrato,  motivos  por  los  cuales  conside- 
raba que  éste  se  hallaba  rescindido  de  derecho  hacía  mucho 
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En  8 de  Agosto  siguiente,  D.  F.  F.  R.  depositó  en  una  nota 
ría  las  cuentas  que  debía  rendir  á Doña  M.  V.  S.  por  la  gestión 
de  los  varios  asuntos  suyos  de  que  había  estado  encargado  y de 
la  testamentaria  de  su  difunto  esposo. 

En  1 5 del  siguiente  Septiembre,  D.  F.  F.  R.  demandó  de 
conciliación  á Doña  M.  V.  S.  para  que  otorgase  la  escritura  de 
venta  de  las  minas. 

En  20  de  Noviembre  de  igual  año  requirió  D.  F.  F.  R.  á 
Doña  M.  V.  S.  notarialmente  para  el  otorgamiento  de  escritura 
de  compromiso,  según  la  cláusula  11,  á fin  de  decidir  en  juicio 
de  amigables  componedores  sobre  la  enajenación  de  las  minas  ¿ 
favor  del  arrendatario. 

En  6 de  Enero  de  1900,  Doña  M.  V.  S.  requirió  á su  vez, 
también  notarialmente,  á D„  F.  F.  R.  para  que  hiciese  lo  nece- 
sario con  objeto  de  resolver  en  igual  juicio  la  rescisión  del 
arrendamiento  y el  consiguiente  desahucio  del  arrendatario. 

Después  de  ocurridos  todos  estos  hechos  que  hemos  relatado 
con  minuciosidad,  porque  precisamente  en  su  significación  está 
el  fundamento  de  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo,  la  Doña 
M.  V.  S.  dedujo  demanda  de  desahucio  contra  D F.  F.  R., 
fundándose  en  que  éste  había  vendido  los  minerales  sin  dar 
aviso  á la  demandante  para  que  retirase  ó no  su  parte  en  espe- 
cie, sin  intervención  de  la  misma,  contra  lo  que  establecía  la  es- 
critura, y,  lo  que  era  aun  peor,  sin  pagar  en  efectivo  el  precio 
al  realizar  dichas  ventas. 

D.  F.  F.  R.  se  opuso  á la  demanda  alegando  que  se  trataba, 
según  el  art.  1579  del  Código,  de  un  contrato  de  Sociedad,  en 
el  que  no  se  daba  el  desahucio  y que  era  imposible  decidir  en 
esta  clase  de  juicio  cuestiones  tan  complejas  como  las  que  el 
asunto  implicaba. 

Planteado  el  problema  en  estos  concretos  términos,  la  Au- 
diencia de  Granada,  confirmando  la  sentencia  del  Juez  inferior, 
declaró  haber  lugar  al  desahucio;  pero  llegado  el  pleito  al  Su- 
premo, éste,  en  sentencia  de  2 de  Diciembre  de  1904,  casó  y 
anuló  la  de  la  Audiencia. 
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Este  fallo  ha  causado  verdadera  impresión,  no  solamente  en- 
tre la  gente  de  toga,  sino  entre  los  propietarios  de  minas  á quie- 
nes por  la  prensa  ha  llegado  escuetamente  la  noticia  de  que  tra 
tándose  de  arrendamientos  de  minas  constituidos  á tanto  por 
tonelada,  les  es  aplicable  el  concepto  de  la  aparcería  que  lleva 
consigo,  de  un  lado,  la  sociedad,  y de  otro,  la  exclusión  de  la  ac 
ción  de  desahucio.  Intereses  muy  respetables  se  han  conmovido 
ante  el  anuncio  de  este  criterio.  Los  que  tenían  minas  dadas  en 
arrendamiento,  se  han  considerado  casi  á merced  de  los  arren 
datarios  al  verse  privados  de  la  mejor  garantía  de  su  derecho. 
El  efecto  de  la  sentencia,  al  menos  tal  como  ha  transcendido  al 
público,  ha  sido,  en  verdad,  perturbador. 

Y,  sin  embargo,  hemos  dicho  antes  que  en  ella  se  templa  el 
rigor  de  la  de  29  de  Julio  de  1902,  y nos  ratificamos  en  esta 
opinión.  Por  esto  y por  la  extraordinaria  gravedad  del  caso, 
concedemos  tanta  importancia  á la  resolución  del  Supremo,  y 
procuraremos  destruir  el  mal  efecto  causado,  á fin  de  evitar  pre- 
juicios de  doctrina  que  tan  funestos  suelen  ser  en  la  práctica. 

Con  este  propósito  examinemos  el  texto  literal  de  los  consi- 
derandos. 

Dice  el  primero  de  ellos:  «Considerando  que  establecido  el 
juicio  de  desahucio  como  procedimiento  de  reintegrar  al  dueño 
de  una  finca  en  el  pleno  ejercicio  de  sus  derechos  dominicales 
cuando  el  arrendatario  falta  abierta  y conocidamente  á las  obli- 
gaciones del  contrato  ó cuando  haya  expirado  su  término,  es 
preciso,  según  reiterada  jurisprudencia  de  este  Supremo  Tribu- 
nal, para  el  éxito  de  la  acción,  que  sean  de  tal  naturaleza  las  re 
laciones  existentes  entre  arrendador  y arrendatario  que  se  com 
pruebe  claramente  en  el  juicio  la  infracción  de  las  obligaciones 
pactadas,  ya  con  relación  al  pago  del  precio  ó merced  estipula- 
da, ya  respecto  de  cualquiera  otra  obligación  relativa  á la  manera 
de  llevarse  la  finca  arrendada;  pues  cuando  las  obligaciones  res- 
pectivas son  de  tal  naturaleza  ó tan  especiales  ó tan  complejas 
que  no  sea  racionalmente  posible  apreciar  con  exactitud  su  fin*' 
lidad  y transcendencia,  se  convertiría  este  procedimiento  sum*- 
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rio  en  medio  'de  obtener  con  cierta  violencia  la  rescisión  de  nn 
contrato  sin  las  garantías  de  defensa  ó información  que  ofrecen 
los  juicios  declarativos,  siendo  ésta  la  razón  por  la  que  en  las 
ap'arcerías  pueden  prosperar  menos  los  desahucios  cuando  se 
fundan  en  incumplimiento  de  obligaciones  cuya  regulación  se 
rige  por  los  preceptos  del  contrato  de  sociedad». 

En  este  considerando,  como  desde  luego  puede  apreciarse, 
tras  de  algunas  consideraciones  acerca  del  sentido  que  inspira 
el  procedimiento  de  desahucio,  consideraciones  muy  discretas  y 
ajustadas  á derecho,  se  saca  de  ellas  la  consecuencia  de  que 
en  las  aparcerías  es  menos  frecuente  que  prospere  la  acción  de 
desahucio,  cuando  se  funda  en  incumplimiento  de  obligaciones  cuya 
regulación  se  rige  por  los  preceptos  del  contrato  de  sociedad.  Admíte- 
se, por  consiguiente,  que  en  las  aparcerías  es  Iegalm^nte  posi- 
ble que  el  desahucio  prospere,  y sólo  se  formula  un  juicio  acerca 
de  la  mayor  ó menor  frecuencia  con  que  esto  puede  ocurrir  en  el 
caso  concreto  de  que  se  trate  del  incumplimiento  d aciertas  obliga- 
ciones. Infiérese  de  este  modo  de  pensar  que  cuando  el  motivo 
del  desahucio  no  reside  precisamente  en  el  incumplimiento  de 
esas  determinadas  obligaciones,  sino  en  el  de  otras  que  no  se 
rijan  por  el  contrato  de  sociedad  (falta  de  pago  del  pre<  io),  no  se 
da  siquiera  en  las  aparcerías,  según  el  considerando  copiado,  la 
menor  frecuencia  á que  se  alude. 

Si  el  Supremo  hubiera  perseverado  en  el  criterio  de  la  sen 
tencia  de  29  de  Julio  de  1902,  todas  estas  razones  estaban  de 
más,  porque,  según  ella,  en  diciendo  aparcería,  se  dice  sociedad, 
y se  dice  exclusión  total  y absoluta  de  la  acción  de  desahucio. 
Véase  si  se  ha  templado  ó no  el  rigor  de  la  sentencia  de  29  de 
Julio  de  1902. 

Dice  el  segundo  considerando:  «Considerando  que  si  bien  los 
arrendamientos  de  las  minas  no  difieren  en  su  esencia  de  aque- 
llos en  que  la  cosa  arrendada  es  una  finca  de  labor,  pastos  ó 
aprovechamientos  forestales,  por  lo  que  á unas  y á otras  pueden 
ser  aplicables  las  condiciones  del  desahucio,  es  lo  cierto  que  en 
los  de  minas  suele  ser  más  frecuente  la  concurrencia  de  pacto* 
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especiales,  cuya  estimación  en  su  alcance  y transcendencia  no  sea 
fácil  dentro  del  juicio  de  índole  tan  sumaria  para  poder  afirmar 
el  supuesto  incumplimiento  de  los  mismos  á los  efectos  del  desa- 
hucio pretendido». 

El  primer  considerando  se  consagra  á hablar  del  desahucio 
en  general  y de  su  relación  con  las  aparcerías;  el  segundo  tiene 
en  cuenta  especialmente  los  arrendamientos  de  minas,  y recono- 
ciendo que  no  difieren  en  su  esencia  de  los  arrendamientos  de 
fincas  rústicas  y que  pueden  serles  aplicables  las  condiciones 
del  desahucio,  hace  notar  únicamente  que  suelen  concurrir  en 
ellos  pactos  especiales  cuya  apreciación  no  siempre  es  posible 
dentro  de  ese  juicio  sumario.  No  aparece,  por  consiguiente,  hasta 
ahora,  la  doctrina  de  que  en  las  aparcerías  en  general,  ni  en  las 
aparcerías  de  minas,  en  particular,  no  se  dé  la  acción  de  desa- 
hucio. 

Tercer  considerando:  es  el  más  sustancial,  y en  él  se  apre- 
cian los  actos  de  las  partes  en  su  relación  íntima  con  las  doctrinas 
expuestas  en  los  considerandos  anteriores.  Para  facilitar  su  per 
fecta  inteligencia,  nos  hemos  extendido  antes  en  el  pormenor  de 
los  hechos.  Dice  así:  «Considerando  que  en  el  caso  del  presente 
recurso  son  hechos  justificativos  y hasta  reconocidos  por  las  par 
tes  que  para  el  pago  de  la  merced  estipulada  ó convenida  no  te- 
nía necesidad  el  arrendatario  de  entenderse  más  que  con  Doña 
M.  V.  S.;  que  al  mismo  tiempo  que  arrendatario,  era  D.  F.  F.  R. 
apoderado  general  y administrador  de  los  bienes  de  ésta  con  fa- 
cultades extraordinariamente  amplias;  que  según  una  de  las 
cláusulas  del  contrato  de  arrendamiento,  el  arrendatario  adqui 
ría  el  derecho  de  comprar  las  minas  por  el  precio  de  40.000  pe 
setas  si  así  le  convenía  y pretendía  dentro  de  los  tres  primeros 
años,  y,  según  otra,  que  cualquier  diferencia  que  pudiera  haber 
entre  los  propietarios  y arrendatario  se  resolvería  por  amigables 
componedores;  que  en  22  de  Febrero  de  1899,  dentro  del  plazo 
de  los  tres  años  quiso  D.  F.  F.  R.  hacer  valer  su  derecho  de  ad* 
quisición  de  las  minas;  que  antes  de  esta  fecha  ninguna  recla- 
mación se  1*  hizo  relativa  al  pago  del  precio  estipulado  en  la  es- 
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critura  de  arrendamiento;*que  en  5 de  Julio  del  mismo  año  con 
signó  el  arrendatario  en  una  Notaría  la  cantidad  que  estimaba 
ser  la  procedente  del  precio  del  arrendamiento;  que  en  8 de 
Agosto  siguiente  dejó  también  en  poder  de  un  notario  las  cuen- 
tas de  su  administración  con  un  alcance  á su  favor  de  55.981 
pesetas;  que  Doña  M.  V.  S.  requirió  notarialmente  á D.  F.  F.  E. 
en  6 de  Enero  de  1900  para  que  procediera  á nombrar  en  unión 
de  la  requirente  amigables  componedores  que  resolvieran  si  era 
ó no  procedente  la  rescisión  del  contrato  y ei  consiguiente  desa- 
hucio del  arrendatario;  y que  en  le  de  Enero  del  expresado  año 
de  1900  íüé  cuando  se  entabló  la  demanda  de  desahucio  por  el 
fundamento  de  que  desde  que  D.  F.  F.  E.  se  incautó  de  las  mi- 
nas habla  extraído  y vendido  minerales  sin  dar  aviso,  como  es 
taba  obligado,  á Doña  M.  V.  S.,  sin  pagar  su  precio  hasta  que 
pretendió  ejercitar  el  derecho  de  comprar  la  mina,  y sin  que 
hubiera  además  llevado  las  labores  conforme  á la  costumbre  del 
paí-<;  y como  quiera  que  todos  estos  hechos  revelan  una  complejidad  evi- 
dente de  relaciones  entre  las  ¡ artes,  nacidas  ya  del  contrato,  ya  del 
doble  carácter  ostentado  por  el  arrendatario,  ya  de  la  situación  consen 
tida  en  que  unos  y otros  aparecen  colocados  en  el  momento  en  que  entre 
ellos  surgieron  las  cuestiones,  acentuada  además  por  la  condición  seg  ún 
la  que  eran  amigables  componedores  quienes  debieran  dirimir  sus  di- 
ferencias, es  manifiesto  que  el  mero  hecho  de  no  haber  entregado  el 
arrendatario  el  precio  del  arriendo  á Doña  M.  V.  S.  cuando  estator- 
malo  la  demanda,  aun  prescindiendo  de  la  consignación  antes  referida , 
no  se  puede  apreciar  aisladamente  para  el  electo  del  desahucio  como 
demostrativo  por  molo  evidente  d,el  incumplí  miento  del  coatí  odo  en 
este  extremo , atendida  la  relación  notorio,  que  tiene  este  hecho  con 
los  demás  antecedentes  referidos  que  pueden  influir  en  su  estima 
ción  y obstan  consiguientemente  á la  afirmación  del  dicho  incumpli- 
miento. » 

No  funda,  por  lo  tanto,  el  Tribunal  Supremo  la  improceden 
cia  del  desahucio  en  el  mero  hecho  de  que  se  trate  de  una  apar- 
cería, ni  en  las  especialidades  que  puedan  ofrecer  los  arrenda- 
mientos mineros,  ni  en  la  aplicación  de  las  disposiciones  r«fe- 
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rentes  al  contrato  de  sociedad,  sino  únicamente  en  la  aprecia- 
ción de  la  complejidad  de  relaciones  existentes  entre  las  par- 
tes, complejidad  que  no  permite  dilucidar  en  el  juicio  sumario 
de  desahucio  el  motivo  de  incumplimiento  que  puede  dar  lugar 
á él. 

Si,  pues,  tratándose  de  aparcerías  y de  aparcerías  mineras, 
no  se  diese  la  complejidad  que  revestía  el  caso  resuelto  por  el 
Supremo,  y la  causa  de  desahucio  pudiera  fácilmente  ser  apre- 
ciada en  el  juicio  de  este  nombre,  es  evidente  que  la  procedencia 
de  la  acción  no  podría  negarse. 

Cuarto  considerando:  «Considerando  que,  esto  sentado,  es  de 
estimar  la  infracción  de  la  doctrina  á que  se  alude  en  el  primer 
motivo  del.  recurso,  relativa  á la  improcedencia  del  desahucio 
cuando  entre  el  arrendador  y el  arrendatario  existen  otros  víncu- 
los que  los  derivados  exclusivamente  del  arrendamiento  ó de  la 
ocupación  en  precario,  como,  según  lo  expuesto  anteriormente, 
acontece  en  el  caso  del  presente  recurso,. „» 

Hasta  aquí  la  parte  doctrinal  de  la  sentencia  que  venimos 
estudiando. 

Juzgándola  en  su  conjunto,  opinamos  que  ella  rectifica  el 
criterio  iniciado  en  la  de  29  de  Julio  de  1902,  con  excelente 
acuerdo:  que  en  su  sentido  no  descubramos  los  motivos  de  alar- 
ma de  que  se  hizo  eco  la  prensa;  que  ella  declara  que  el  desahu- 
cio es  posible  en  las  aparcerías,  sean  ó no  de  minas,  si  las  cir- 
cunstancias especiales  de  complejidad  de  las  relaciones  jurídicas 
no  se  oponen  á ello;  que  estima  apHcable  la  doctrina  del  arren- 
damiento con  preferencia  á la  de  la  sociedad,  de  conformidad 
con  lo  que  en  este  comentario  hemos  venido  sosteniendo. 

Inspirada  también  en  los  buenos  principios  está  la  Resolu- 
ción de  la  Dirección  de  los  Registros  de  12  de  Marzo  de  1902. 
Se  ventiló  en  ella  la  cuestión  de  si  el  derecho  de  arrendamiento 
de  una  mina  hecho  á tanto  por  ciento  del  producto  bruto  en  bo- 
camina, era  ó no  hipotecable:  el  Registrador  estimó  que  no,  fun- 
dándose en  que  se  trataba  de  una  aparcería  la  que  debía  regirse 
por  las  disposiciones  del  contrato  de  sociedad;  pero  la  Dirección 
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mandó  inscribir  apreciando  el  contrato  como  de  arriendo,  en  el 
cual,  á mayor  abundamiento,  se  había  autorizado  al  arrendatario 
para  ceder  su  derecho,  lo  cual  no  podría  ocurrir  si  se  tratase  de 
una  verdadera  sociedad. 

El  Registrador  se  ajustó  estrictamente  al  art.  1579:  pero 
¿á  dónde  iríamos  á parar  si  se  privase  al  arrendatario  de  una 
mina  del  medio  de  levantar  capital  para  el  desarrollo  de  su  in  ■ 
dustria?  Y es  que  el  precepto  del  art.  1579  tiene  tanto  de  agrio 
como  de  dulce:  si  por  un  lado  beneficia  á los  arrendatarios  difi- 
cultando el  desahucio,  por  otro  les  perjudica,  como  en  el  caso  de 
la  Resolución  citada,  impidiéndoles  hacer  uso  del  crédito.  La 
Dirección  de  los  Registros  estuvo  en  lo  justo. 

Ríjese  la  aparcería  en  último  término,  según  el  Código,  por 
la  costumbre  de  la  tierra.  Hablar  de  la  costumbre  es  hablar  de 
algo  muy  grande,  muy  extenso,  muy  variado  y muy  complejo. 
Exponer  las  costumbres  que  en  nuestra  patria  se  han  formado 
con  motivo  de  la  aparcería,  sería  tarea  larga  y no  propia  cierta- 
mente de  la  materia  de  estos  Comentarios. 

En  Andalucía  se  conoce  la  forma  de  cultivo  que  se  llama  al 
diezmo ; úsase  también  que  el  propietario  ponga  la  tierra,  dé  la 
mitad  de  la  semilla  y pague  la  mitad  de  los  gastos  de  siega,  par- 
tiendo los  productos  con  el  inquilino;  otras  veces  es  el  colono  el 
que  pone  la  totalidad  de  la  semilla  y de  las  labores,  dividiendo 
con  el  dueño  los  gastos  de  la  siega  y los  frutos;  otras,  hace  éste 
el  anticipo  de  la  semilla.  En  Vizcaya  se  conoce  la  aparcería  de 
ganados  con  los  nombre  de  erdirikue,  kotagana lúe  ó ameíerishe, 
de  la  que  se  ha  ocupado  TJnamuno.  Costa  nos  habla  del  contrato 
de  manipostería  en  Asturias,  que  es  la  concesión  que  el  dueño  de 
una  tierra  hace  de  ella  á otro  para  que  la  roture  y plante  de 
manzanos,  por  la  mitad  del  fruto  que  produzcan:  el  plantador 
recibe  la  otra  mitad  del  fruto  del  vuelo,  y los  demás  productos 
que  acierte  á sacar  del  suelo,  quedando  extinguidos  los  dere- 
chos del  colono  con  la  muerte  del  arbolado.  También  se  emplea 
asta  forma  en  Vizcaya,  aunque  varía  el  tiempo  del  contrato,  que 
sólo  dura  lo  que  duren  las  dos  terceras  partea  de  loa  manzanos. 
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Hay  un  fondo  de  aparcería  en  la  institución  de  los  cuarlcr  y qvÁ%* 
ter  (Cataluña,  partidos  de  Manresa,  Igualada  y otros  pueblos), 
do  que  nos  da  noticia  Estasón,  denominándose  con  e«os  nombres 
á los  que  tienen  á su  cargo  el  cultivo  de  una  extensión  de  tierra, 
pegando  al  dueño  la  cuarta  ó quinta  parte  de  los  frutos:  si  la 
tierra  es  de  peor  calidad  se  llama  sisané,  y sisena  la  sexta  parte 
de  frutos  que  se  paga.  La  cesiAn  del  terreno  es  á perpetuidad. 
E!  estabiliario  puede  construir  una  casa  y debe  cultivar  á uso  y 
costumbre  de  bon  pagés.  Hondo  de  aparcería  muestra  igualmente 
la  postura  de  viña  á medias  en  la  Mancha,  que  nos  ha  explicado 
Girón  y Arcas.  Santamaría  nos  habla  de  aparcerías  de  ganados 
en  Tarragona. 

Pero  el  estudio  de  las  instituciones  consuetudinarias  no  nos 
corresponde.  Basta  para  nuestro  objeto  señalar  la  costumbre 
corno  fuente  legal  aplicable  á la  materia  de  que  tratamos,  recor- 
dando que  la  costumbre  es  un  hecho  que  debe  probarse  por  la 
pers  na  que  lo  invoque. 

III.  tendencia  á la  reforma  del  art.  1579  del  Código.—  El  ar- 
tículo 1579,  ya  lo  hemos  dicho  en  el  curso  de  este  comentario, 
no  puede  mant  nerse.  La  impremeditada  aplicación  á la  aparce- 
ría de  las  disposiciones  del  contrato  de  soci  dad,  carece  de  fun- 
damento. Precisamente  cuando  escribimos  estas  líneas  empieza 
á reconocerse  así  en  las  esferas  legislativas. 

En  la  Gacela  de  16  de  Junio  de  1905  aparece  un  B^al  de- 
creto del  14  del  mismo  mes,  refrendado  por  el  Ministro  de  Gra 
cia  y Justicia,  Sr.  Ugarte,  en  el  cual  se  autoriza  al  mismo  para 
presentar  á las  Curtes  un  Proyecto  de  ley  reformando  los  ar- 
tículos 1579  y 1678  del  Código  civil  y el  núm.  l.°  del  1565  de 
Ja  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

No  deja  de  ser  interesante  le  que  se  dice  en  la  Exposición 
qne  precede  al  Proyecto. 

Reconócese  en  ella  la  necesidad  de  llevar  á cabo  la  reforma 
dt  cenal  dél  Código;  pero  mientras  se  verifica,  dice  el  Ministro, 
fuerza  es  atender  los  requerimientos  de  necesidades  especia  es 
q .e  Salen  al  tasó  de  legisladores  y gobernantes,  en  relación  con 
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distintas  puntos  de  derecho,  no  bien  definidos  en  el  Código  ci- 
vil, ó desenfocados  de  los  principios  que  prevalecen  en  la  vida 
jurídica  moderna. 

Continúa  diciendo  la  Exposicióu:  «Tal  sucede  respecto  del 
contrato  de  aparcería  una  de  las  manifestaciones  más  generali- 
zadas entre  nosotros  de  la  explotación  agrícola,  dentro  de  la  cual 
puede  ser  factor  dicisivo  para  resolver,  en  tiempos  no  lejanos, 
la  cuestión  social  relacionada  con  la  agricultura,  ya  que,  como 
acertadamente  se  ha  dicho,  mediante  la  aparcería,  el  capital  y 
el  trabajo  coinciden  en  una  acción  común:  en  una  coparticipa- 
ción inmediata  de  provechos  y riesgos,  que  defienden  y garantiza 
á la  vez,  compenetrándolos  íntimamente,  el  interés  del  propieta- 
rio de  la  tierra  y el  del  aparcero  que  la  cultiva.» 

«Urge,  pues,  llevar  á tan  útil  institución  savia  que  la  fe- 
cunde y matiz  singular  que  la  caracterice,  en  armonía  con  los 
fines  que  está  destinada  á cumplir.  Así  se  ha  r eclamado  por  dis- 
tintas entidades  y así  ha  entendido  que  debe  proponerse  al  Po- 
der legislativo  la  Comisión  de  codificación,  oída  con  este  objeto. 
El  Proyecto  por  ella  formado  es  sustincialmente  el  que,  acep- 
tado por  el  infrascrito,  se  eleva  hoy  á la  deliberación  de  las  Cá- 
maras.» 

«Según  él,  la  aparcería  rural,  comprendida  en  el  Código  ci- 
vil ent.e  las  sociedades  particulares,  pasará  regirse,  como 
arrendamiento  de  predios  rústicos,  por  las  estipulaciones  de  las 
paites,  v en  su  defecto,  por  las  disposiciones  especiales  para 
aquella  clase  de  contratos  y por  la  costumbre  local.  En  este  con- 
cepto, procederá  el  desahucio  y podrá  dirigirse  la  demanda  con- 
tra los  aparceros  lo  mismo  que  contra  ios  demás  arrendatarios, 
salvándose  de  tal  suerte  las  dificultades  con  que  al  presente  se 
tropieza  para  disolver  una  obligacióu  que,  en  consonancia  con 
su  naturaleza,  debe  tener  toda  la  flexibilidad  precisa  para  ple- 
garse á las  modalidades  de  un  enjuiciamiento  sencillo  y rápido. 
Basta  para  eilo  restablecer  por  ahora  nuestro  derecho  tradicio- 
nal en  esta  materia,  me  no  produjo  conflicto  alguno,  dejando 
subsistente  la  reforma  del  Código  en  orden  ¿ la  aparcería  peona- 
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Ha  y do  establecimientos  fabriles  é industriales,  que  tanto  diñe* 
ren  del  arrendamiento  de  predios  rústicos.» 

He  aquí  ahora  la  reforma  que  se  propone: 


Artículos  del  Código,  tal  como  están 
redactados  en  la  actualidad. 

ARTÍCULO  1579 

El  arrendamiento  por  aparcería 
de  tierras  de  labor,  ganados  oe  cría 
<5  establecimientos fabri lesé indus- 
triales, se  regirá  por  las  disposi- 
ciones relativas  al  contrato  de  so- 
ciedad y por  las  estipulaciones  de 
las  partes,  y,  en  su  defecto,  por  la 
costumbre  de  la  tierra. 

ARTÍCULO  1678 

La  sociedad  particular  tiene  úni- 
camente por  objeto  cosas  determi- 
nadas, su  uso  ó sus  frutos,  ó una 
empresa  señalada,  ó el  ejercicio  de 
uno.  profesión  ó arte. 


Eúm.  i.°  del  art.  1665  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  tal  como  está  re- 
dactado en  la  actualidad. 

Procederá  el  desahucio  y podrá 
dirigirse  la  demanda: 
l.°  Contra  los  inquilinos,  colo- 
nos y demás  arrendatarios. 


i 


Artículos  del  Código,  tal  como  deber* 
quedar  redactados. 

ARTÍCULO  1579 

El  arrendamiento  por  aparcería 
de  predios  rústicos,  se  regirá  por 
las  estipulaciones  de  las  partes,  y, 
en  su  defecto,  por  lasreglas  de  esta 
Sección,  y la  costumbre  local. 


artículo  1678 

La  sociedad  particular  tiene  úni- 
camente por  objeto  cosas  determi- 
nadas, su  uso  ó sus  frutos;  ó una 
empresa  señalada,  ó el  ejercicio  de 
una  profesión  ó arte. 

La  aparcería  pecuaria  y las  de 
establecimientos  fabriles  ó indus- 
triales, se  considerarán  compren- 
didas entre  las  sociedades  particu- 
lares, y,  á falta  de  convenio  espe- 
cial, se  aplicarán  á las  mismas  lag 
disposiciones  del  presente  título  y 
las  costumbres  del  lugar. 

No  obstante,  si  la  aparcería  pe- 
cuaria fuese  accesoria  de  la  agríco- 
la, se  extinguirá  cuando  por  cual- 
quier causa  se  ponga  término  á 
ésta. 

También  se  estimará  para  todos 
los  efectos  contrato  de  sociedad  á 
la  aparcería  agrícola,  cuando  in- 
tervengan exclusivamente  en  el 
contrato  los  aparceros  ó colonos 
ú otra  persona  extraña  al  propie- 
tario. 

Núm.  l.°  del  art.  1565  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  tal  como  debe  que . 
dar  redactado. 

Procederá  el  desahucio  y podrá 
dirigirse  la  demanda: 

1.®  Contra  los  inquilino',  colo- 
nos, aparcero  á quienes  sean  apli- 
cables las  reglas  del  contrato  de 
arrendamiento,conforme  al  artícu- 
lo 1579  del  Código  civil,  y demás 
arrendatarios. 
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Desde  luego  se  echa  de  ver  que  la  reforma  proyectada  signi- 
fica un  paso  adelante  hacia  el  criterio  que  hemos  venido  soste- 
niendo. En  ella  se  restituye  á la  aparcería  el  régimen  adecuado 
á su  naturaleza  que  es  el  del  contrato  de  arrendamiento:  la  po- 
sibilidad legal  del  desahucio  se  reconoce  de  un  modo  expreso. 
Pero  la  reforma  es  parcial;  las  innovaciones  se  refieren  á la 
aparcería  de  predios  rústicos  cuando  interviene  el  propietario  y 
¿ la  pecuaria  cuando  tuese  accesoria  de  la  agrícola. 

La  aparcería  pecuaria  no  accesoria,  y las  de  establecimientos 
fabriles  e industriales  se  consideran  en  el  proyecto  como  socie- 
dades particulares,  si  bien  se  regirán,  en  primer  término,  por 
las  estipulaciones  de  las  partes. 

Ha  costado  menos  trabajo  proyectar  esta  reforma,  que  inten- 
tar una  buena  ley  de  aparcería  en  todas  sus  manifestaciones. 
Corrígense  bastantes  defectos  del  Código,  pero  se  quedan  otros 
sin  corregir. 

Si  el  proyecto  llegase  á ser  ley,  el  arrendamiento  de  minas 
por  aparcería  habría  de  estimarse  como  sociedad  particular:  el 
arrendatario  no  podría  entonces  gravar  su  derecho  ni  hacer  uso 
del  crédito  hipotecario,  privándosele  de  un  medio  justo  para 
hacerse  de  capital  con  que  fomentar  la  explotación  de  la  mina 
arrendada. 

La  reforma  debe  meditarse  aún  más  y el  prejuicio  del  régi- 
men de  la  sociedad  debe  desecharse,  aunque  de  el  se  tome  con- 
cretamente lo  que  se  deba  tomar.  El  art.  15/  9 es  susceptible  de 
un  desarrollo  amplísimo. 

Códigos  extranjeros. — Art.  1763  y 1764  del  Código  francés; 
3133  de  Baja  California  y Puebla;  1103  del  austríaco.  Pero  el 
punto  de  vista  más  interesante  que  nos  ofrece  la  legislación  ex- 
tranjera está  en  el  Código  italiano,  cuyas  disposiciones  no  nos 
podemos  resistir  á reproducir,  como  antes  dijimos  por  su  extra 
ordinaria  importancia. 

Dice  así: 
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Código  Civil  italiano. —Capitulo  IV—  De  la  aparcería. 

«Art.  164".  El  que  cultiva  un  predio  pactando  dividir  loa 
frutos  con  el  arrendador,  se  llama  colono  aparcero,  y el  con- 
trato que  de  esto  resulta  aparcería  ó colonia. 

Sou  comunes  á este  contrato  las  reglas  establecidas  en  ge- 
nera! para  los  arrendamientos  de  cosas,  y particularmente 
para  los  de  predios  rústicos  con  las  siguientes  modificaciones. 

Art.  1 648.  La  pérdida  por  caso  fortuito  de  todo  ó parte  de  la 
recolección  de  frutos  divisibles,  se  sobrelleva  en  común  por  el 
dueño  y por  el  colono  aparcero,  sin  que  dé  lugar  á ninguna  in- 
demnización en  favor  de  uno  contra  el  otro. 

Art.  1649.  El  Colono  no  puede  subarrendar  ni  ceder  la  apar- 
cería, si  no  se  le  concedió  expresamente  esta  facultad  en  el 
contrato. 

En  caso  de  contravenir,  tiene  derecho  el  arrendador  á tomar 
el  usi  de  la  cosa  da  la  en  aparcería,  y el  colono  aparcero  queda 
condenado  al  resarcimiento  de  danos  originados  por  la  falta  de 
cumplimiento  del  contrato. 

Art.  16-0.  El  colono  aparcero  no  puede  vender  heno,  paja 
ó estiércol,  ni  hacer  transportes  para  otro  sin  el  consentimiento 
del  dueño. 

Art.  1651.  La  aparcería,  de  cualquier  modo  que  se  haya 
hecho,  lo  cesa  nunca  de  derecho;  pero  el  dueño  puede  despedir 
al  colono  ó éste  marcharse  dentro  del  tiempo  ñjado  por  la  eos* 
tumbre. 

Art.  1652.  Aunque  sea  fuera  de  tiempo  puede  pedirse  la  res- 
cisión de  la  aparcería  cuando  existan  justos  motivas  para  ello, 
como  en  el  caso  en  que  el  dueño  ó el  colono  faltasen  á sus  com- 
promisos, ó también  cuando  una  enfermedad  habit  íal  inhabilite 
al  aparcero  para  el  cultivo,  y en  otros  casos  semejantes. 

La  apreciación  de  estos  motivos  queda  á la  prudencia  y 
equidad  de  la  Autoridad  judicial. 

Art.  1653.  Por  la  muerte  del  colono  se  extingue  la  aparcería 
al  fin  del  año  agrícola  corriente;  pero  si  la  muerte  hubiese  acae- 
cido en  los  últimos  cuatro  meses,  corresponde  ¿l  los  hijos  y de- 
más herederos  del  difunto,  si  vivían  con  él,  la  facultad  de  con- 
tinuar en  la  aparcería  también  el  siguiente  año,  y eñ  defacto  de 
herederos  que  viviesen  juntos  ó cuando  éstos  no  puedan  ó no 
quieran  usar  dicha  facultad,  corresponde  ésta  á la  viuda  del 
colono. 

En  el  caso  en  que  los  herederos  ó la  viuda  no  observasen  en 
el  cultivo  del  predio  las  reglas  de  un  buen  padre  de  familia,  ya 
^°.  resl;aiifc®  del  año  agrícola  corriente  ó bien  en  el  del 
año  siguiente,  puede  el  arrendador  hacer  cultivar  el  predio  por 


LIB.  IV — TÍT.  VI — OAP.  II— ART.  1579 


697 


su  propia  cuenta,  tomando  los  gastos  que  se  originen  de  la  por. 
ción  de  frutos  á que  hubiera  tenido  derecho.  ^ 

Art.  1654.  En  todo  lo  que  no  se  regule  por  las  disposiciones 
precedentes  ó por  contratos  expresos,  se  observarán  en  el  arren- 
damiento  dado  en  aparcería  las  costumbres  locales. 

En  defecto  de  costumbres  ó contratos  expresos  se  observarán 
las  reglas  siguientes: 


Art.  J655.  -L*0®  animales  necesarios  para  el  cultivo  y abono 
del  predio,  la  provisión  de  forraje  y los  instrumentos  necesarios 
para  la  labranza  del  mismo  predio,  deben  suministrarse  por  el 
colono. 

El  número  de  animales  deba  ser  proporcional  á los  medios 
que  la  posesión  tenida  en  la  aparcería  suministre  para  alimen- 
tarlos. 

Art.  1656.  Las  simientes  se  suministran  en  común  por  el 
arrendador  y por  el  colono  aparcero. 

Art.  1657.  Los  gastos  que  puedan  ocurrir  al  colono  por  el 
cultivo  ordinario  de  los  campos  y para  la  recolección  de  frutos, 
son  de  cuenta  del  mismo. 

Art.  1658.  Las  plantaciones  ordinarias,  tales  como  las  que 
se  hacen  para  reemplazar  las  plantas  que  hayan  perecido  ó que 
se  hayan  arrancado  fortuitamente  o que  se  hayan  hecho  infruc- 
tíferas durante  la  aparcería,  deben  hacerse  por  el  colono  ó apar- 
cero y es  de  cuenta  del  arrendador  el  suministro  de  las  plantas, 
haces  de  leña,  mimbres  y estacas  necesarias  para  aquéllas. 

Si  las  plantas  se  hubiesen  tomado  del  vivero  que  hubiera  en 
el  predio,  no  se  le  debe  ninguna  indemnización  al  colono  aparcero.. 

Art.  1659.  La  limpia  de  fosos,  lo  mismo  interiores  que  ad- 
yacentes á la  vía  pública,  así  como  también  ios  trabajos  que 
pueden  ordenarse  por  ios  municipios  para  la  conservación  de  loa 
caminos,  son  de  cuenta  del  colono. 

También  está  obligado  el  mismo  á hacer  los  acarreos  ordina- 
rios para  la  reparación  del  predio  y ediñcios,  ó para  el  trans- 
porte de  granos  á casa  del  arrendador. 

Art.  1660.  No  puede  coger  ni  segar  la  mies,  ni  hacer  !a 

vendimia  sin  advertirlo  al  arrendador. 

Art.  1661.  Todos  los  frutos,  lo  mismo  naturales  que  indus- 
triales del  predio,  se  dividen  por  mitad  entre  el  arrendador  y el 

colono  aparcero.  . 

Es  de  cuenta  de  este  último  la  poda  de  los  montes  en  la  can- 
tidad necesaria  para  las  estacas  de  las  viñas  y para  los  ein  s 

usos  del  predio.  , , , 

El  sobrante  pertenece  al  arrendador,  quedando  de  su  cuenta 

los  gastos.  , , 

Los  troncos  de  los  árboles  secos  ó cortados  quedan  reserva- 

dos  al  arrendador. 
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Las  obras  necesarias  para  las  podas  y cortas  de  las  ramas 
de  árboles  secos  ó cortados,  son  de  cuenta  del  colono.  Este  no 
puede  disponer  de  estos  objetos  más  que  por  la  cantilad  necesa- 
ria al  servicio  del  predio  y á su  uso  propio.  El  sobrante  corres- 
ponde al  dueño. 

Art.  16ti2.  Si  el  libro  llevado  por  el  arrendador  contiene  las 
partidas  de  eró  lito  y débito  con  expresión  de  tiempo  y causa  y 
si  las  mismas  partidas  se  hubiesen  sucesivamente  anotado  en 
otro  cuaderno  que  se  conservará  en  poder  del  colono,  hace 
prueba  plena,  lo  mismo  á favor  del  arrendador  que  en  su  contra, 
cuando  el  coIodo  no  haya  reclamado  dentro  de  los  cuatro  meses 
siguientes  á la  fecha  de  la  óltima  partida. 

La  misma  íe  hace  la  libreta  que  el  colono  conserve  en  su  po- 
der mi<-niras  que  esté  escrita  por  el  arrendador  de  la  manera 
enunciada. 

No  presentándose  por  el  arrendador  ó por  el  colono  uno  de 
dichos  cuadernos,  bien  por  negligencia  ó por  que  se  hubiese 
perdido,  deberán  atenerse  al  que  se  presentare. 

Art.  166;*.  El  libro  que  lleve  el  arrendador  ó el  colono  en  la 
forma  indicada  por  el  articulo  precedente,  hace  igualmente 
prueba  para  los  contratos  que  puedan  haberse  hecho  entre  los 
mismos,  adicionando  ó modificando  las  reglas  establecidas  an  el 
presente  capítulo. 

Art.  1664.  La  aparcería  sin  tiempo  determinado  se  consi- 
dera hecha  por  sólo  un  año.  Este  empieza  y termina  el  1 1 de  No- 
viembre. 

Pasado  el  mes  de  Marzo  sin  que  se  haya  verificado  el  desa- 
hucio ó se  haya  despedido  el  colono,  se  supone  la  aparcería  re- 
novada por  otro  año. » 

El  capitulo  5.°  que  sigue  al  anterior,  trata  del  arrendamiento 
de  ganados  y es  también  interesantísimo.  No  lo  reproducimos 
por  no  hacer  más  largo  este  comentario. 
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SECCIÓN  CUARTA 


DISPOSICIONES  ESPECIALES  PARA  EL  ARRENDAMIENTO 
DE  PREDIOS  URBANOS 


ARTÍCULO  1580 

En  defecto  de  pacto  especial,  se  estará  á la  costum- 
bre del  pueblo  para  las  reparaciones  de  los  predios  ur- 
banos que  deban  ser  de  cuenta  del  propietario.  En 
caso  de  duda,  se  entenderán  de  cargo  de  éste. 


La  sección  cuarta  de  este  capítulo,  destinada  á dictar  las. 
disposiciones  especiales  para  los  arrendamientos  de  predios  ur- 
banos, contiene  únicamente  tres  disposiciones:  una  referente  á 
las  reparaciones,  otra  á la  duración  y otra  al  arrendamiento  de 
muebles  cuando  se  hace  con  el  carácter  de  accesorio  de  una 
finca  urbana. 

El  código  francés  comienza  la  sección,  análoga  á ésta,  impo- 
niendo al  arrendatario  una  obligación,  que  tiende  á garantizar 
el  derecho  del  arrendador  á hacer  efectivo  el  pago  de  la  renta. 
Dice  el  art.  1752  que  el  inquilino  que  no  se  instalase  en  la  casa 
con  muebles  bastantes,  puede  ser  expulsado,  á no  ser  que  dé 
seguridades  capaces  para  responder  de  la  renta.  Nuestro  Có- 
digo no  ha  creído  prudente  llevar  á ese  extremo  su  tutela  sobre 
el  derecho  del  arrendador,  y ha  estimado  mejor  dejar  que  este 
libremente  se  procure  la  garantía  que  tenga  por  conveniente, 
sin  imponer  esa  traba  al  arrendatario. 

El  artículo  que  comentamos  se  contrae  á las  reparaciones. 

Ya  sabemos  que,  según  el  núm.  2.°  del  art.  1554,  el  arren- 
dador está  obligado  á hacer  en  la  cosa,  durante  el  arrenda- 
miento, todas  las  reparaciones  necesarias  á fin  de  conservarla 
en  estado  de  servir  para  el  uso  á que  ha  sido  destinada,  y que 
en  el  art.  1558  se  resuelve  la  oposición  que  pudiera  existir  en- 
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tre  loa  intereses  de  arrendador  y arrendatario  en  el  oaao  de  ser 
necesario  practicar  reparaciones  urgentes. 

Si  sólo  se  tuviesen  en  cuenta  estos  preceptos,  no  sería  difí- 
cil llegar  á la  conclusión  de  que  todas  las  reparaciones  son  de 
cuenta  del  propietario.  Mas,  sin  embargo,  se  observa  en  todas 
partes  que  hay  un  estado  de  derecho  constituido  por  la  costum- 
bre, que  afirma  cuáles  son  las  que  debe  llevar  á cabo  el  arren- 
dador y cuáles  las  que  pesan  sobre  el  arrendatario. 

El  motivo  de  que  esta  distiución  se  admita  está  eu  que,  se- 
gún el  art.  1563,  el  arrendatario  es  responsable  del  deterioro 
ó pérdida  que  tuviese  la  cosa  arrendada,  á no  ser  que  pruebe 
haberse  ocasionado  siu  culpa  suya.  Supónese'que  hay  un  cierto 
orden  de  reparaciones  cuya  necesidad  se  deriva  de  los  actos  del 
arrendatario  ó de  las  personas  por  quienes  él  debe  responder,  y 
en  consonancia  con  esta  presunción,  se  reputan  de  su  cargo 
ciertos  y determinados  reparos. 

Esta  distinciÓQ  es  acogida  por  el  artículo  que  comentamos, 
diciendo  que,  en  defecto  de  pacto  especial,  se  estará  á la  cos- 
tumbre del  pueblo  para  las  reparaciones  de  los  predios  urbanos 
que  deban  ser  de  cuenta  del  propietario,  y que  en  caso  de  duda 
se  entenderán  de  cargo  de  éste. 

Eesuélvese,  pues,  la  cuestión,  atendiendo,  en  primer  lugar, 
al  pacto  especial,  en  justo  respete  á la  libertad  contractual;  en 
segundo  lugar,  á la  costumbre  del  pueblo. 

Otros  Códigos,  como  el  francés,  fijan  concretamente  algunas 
reparaciones  que  son  de  cuenta  de  una  y otra  parte;  nuestro 
Código  se  remite  muy  acertadamente  á la  costumbre,  porque 
ésta  vaiía  de  lugar  á lugar,  y porque,  desde  luego,  es  la  que 
está  más  conforme  con  la  intención  de  los  contratantes. 

La  costumbre  debe  probarse. 

La  última  regla  supletoria  dictada  por  el  artículo  que  co- 
mentamos, es  la  de  considerar  las  reparaciones,  en  caso  de 
duda,  de  cuenta  del  propietario.  Esta  regla  no  tiene  el  carácter 
de  beneficio  ó privilegio  concedido  al  arrendatario,  sino  que  es 
derivación  del  núm.  2.°  del  art.  1554,  al  cual  hay  que  estar 
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mientras  no  se  demuestre  lo  contrario.  La  duda  á que  alude  la 
ley  puede  surgir,  ó por  oscuridad  del  pacto  6 por  falta  de  sufi- 
ciente prueba  de  la  costumbre,  ó por  demostración  de  que  no 
existe  costumbre  exactamente  aplicable. 

Por  último,  haremos  notar  que,  aun  cuando  el  artículo  em- 
plea la  palabra  propietario,  esta  palabra  debe  entenderse  como 
sinónima  de  la  de  arrendador.  Así,  por  lo  tanto,  en  el  caso  de 
subarriendo,  el  subarrendatario  se  dirigirá  contra  el  subarren- 
dador para  que  haga  las  reparaciones  que  le  correspondan,  sin 
perjuicio  de  que  éste  se  dirija  ó no,  según  los  términos  de  su 
contrato  con  el  arrendador  primitivo,  contra  éste. 

* Concordancias.— Artículos  1516  del  Proyecto  de  1851;  1754, 
1755  y 1756  del  Código  francés;  1604,  1605  y 1606  del  italiano; 
1970,  1971  y 1972  del  chileno;  1558  del  de  Venezuela;  1759, 
1779  y 1780  del  uruguayo,  y 1573  del  argentino. 

ARTÍCULO  1581 

Si  no  se  hubiese  fijado  plazo  al  arrendamiento,  se 
entiende  hecho  por  años  cuando  se  ha  fijado  un  alqui- 
ler anual,  por  meses  cuando  es  mensual,  por  días 
cuando  es  diario. 

En  todo  caso  cesa  el  arrendamiento,  sin  necesidad 
de  requerimiento  especial,  cumplido  el  término. 

El  precepto  del  precedente  artículo  tiene  por  objeto  determi- 
nar la.  duración  del  arrendamiento  de  los  predios  urbanos  cuan- 
do no  se  fijó  por  los  contratantes. 

Eu  el  comentario  al  art.  15/7  hemos  visto  que  la  ley  debe 
suplir  esta  omisión  (3e  la  voluntad  de  las  partes;  ya  la  ha  supli- 
do cuando  trató  de  las  fincas  rústicas,  y por  los  mismos  motivos 
la  suple  ahora  al  tratar  de  las  urbanas. 

Ahora  bien:  el  criterio  adoptado  no  puede  ser  el  mismo  en 
las  dos  clases  de  predios  por  la  sustancial  diferencia  que  existe 
entre  la  percepción  de  frutos  en  lo  rústico  y el  goce  y disfrute 
en  lo  urbano. 
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Ea  menester  presumir  la  intención  y ios  propósitos  de  los 
contratantes,  y ningún  indicio  más  seguro  para  esto  que  aten- 
der al  modo  como  la  renta  fué  estipulada  con  relación  al  tiempo, 
pues  si,  por  ejemplo,  se  fijó  un  alquiler  anual,  lo  lógico  es  pen- 
sar que  en  la  mente  de  ambas  partes  estuvo  el  constituir  arren- 
damiento de  un  año,  por  lo  menos,  de  duración. 

Este  criterio  es  el  seguido  por  el  Código,  al  decir  en  el  ar- 
tículo que  comentamos  que  si  no  se  hubiese  fijado  plazo  al  arren 
damiento,  se  entiende  hecho  por  años  cuando  se  ha  fijado  un 
alquiler  anual,  por  meses  cuando  es  mensual,  por  días  cuando 
es  diario. 

El  Proyecto  de  1851  decía  que  en  todo  caso,  esto  es,  cuando 
el  arrendamiento  se  entiende  hecho  por  días,  cesa  el  contrato, 
sin  necesidad  de  desahucio,  cumplido  el  término:  nuestro  Có- 
digo es  más  perfecto  en  este  punto,  porque  el  párrafo  2.°  del  ar- 
tículo que  comentamos  dice  que  en  todo  caso  cesa  el  arrendamiento 
sin  necesidad  de  requerimiento  especial,  cumplido  el  término. 
De  suerte  que  expirado  el  año,  el  semestre,  el  trimestre,  el  mes 
ó el  día,  se  extingue  el  contrato. 

Esto  no  quiere  decir  que  no  pueda  tener  lugar  la  tácita  re 
conducción  por  un  igual  período  de  tiempo,  al  que  se  estime 
como  de  duración  del  arrendamiento  si  se  dan  las  condiciones 
que  hemos  explicado  en  el  comentario  á los  artículos  1565,  1566 
y 1567. 

A lo  dicho  entonces  y al  comentario  del  art.  1577  nos  remi 
timos  en  evitación  de  innecesarias  repeticiones. 

Concordancias.— Artículos  1520  y 1521  del  Proyecto  de  1851; 
1758  y 1759  del  Código  francés;  1608,  J609  y 1610  del  italiano; 
1623,  1624,  1625  y 1626  del  portugués;  1976  del  chileno;  3168, 
3169  y 3170  del  de  Baja  California  y Puebla;  1560,  1561,  1562 
y 1563  del  de  Venezuela;  564  y siguientes  del  alemán;  1747  y 
siguientes  del  uruguayo;  1116  del  austríaco;  1507  y 1509  del 
argentino. 
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ARTÍCULO  1582 

Cuando  el  arrendador  de  una  casa,  ó de  parte  de 
ella,  destinada  á la  habitación  de  una  familia,  ó de 
una  tienda,  ó almacén,  ó establecimiento  industrial 
arrienda  también  los  muebles,  el  arrendamiento  de  és- 
tos se  entenderá  por  el  tiempo  que  dure  el  de  la  finca 
arrendada. 


El  art.  1582  contiene  una  sencilla  aplicación  de  la  doctrina 
de  que  lo  accesorio  sigue  á lo  principal,  y su  inteligencia  no 
puede  ofrecer  dudas. 

El  arrendamiento  de  los  muebles  á que  alude,  aunque  se 
haga  por  precio  especial  y separado,  debe  estimarse  como  acce- 
sorio del  arrendamiento  del  predio  urbano,  como  complemento 
del  cual  entran  dichos  muebles  en  el  contrato.  Justo  es,  por  lo 
tanto,  que  el  período  de  duración  legal  de  ambos  arrendamien- 
tos sea  el  mismo. 

Es  claro  que  esto  será  en  el  supuesto  de  que  sea  una  misma 
persona  el  arrendador  del  predio  y el  de  los  muebles,  pues  si 
fuesen  personas  distintas  no  habría  lugar  á la  aplicación  de  la 
doctrina,  ya  que  no  sería  justo  imponer  al  dueño  de  los  muebles 
lo  que  el  arrendatario  hubiese  pactado  expresa  ó tácitamente 
con  el  dueño  ó arrendador  del  predio. 

El  Proyecto  de  1851  se  hacía  cargo  de  este  caso,  diciendo 
que  si  el  arrendador  de  los  muebles  es  un  tercero,  se  entenderá 
hecho  el  arrendamiento  por  días,  meses  ó años,  según  el  periodo 
señalado  para  el  pago,  si  no  hubiere  costumbre  en  contrario. 

Nuestro  Código,  sin  duda,,  no  ha  creído  necesaria  tal  acla- 
ración. 

Concordancias. — Artículo  1522  del  Proyecto  de  1851;  1757 
del  Código  francés;  1607  del  italiano;  1974  del  chileno;  1559  del 
de  Venezuela. 
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CAPITULO  III 

Del  arrendamiento  de  obras  y servicios. 


I. — Consideraciones  generales. 

Decía  el  malogrado  profesor  Sr.  Comas  cuando  se  discutía 
el  Proyecto  dr;  Código  de  J882,  que  entendía  que  no  era  aquel 
el  momento  oportuno  para  llevar  á cabo  la  obra  de  la  codifica- 
ción en  España,  porque  para  hacer  un  Cuerpo  legal  de  sentido 
individualista  era  ya  muy  tarde,  y para  inspirarse  en  el  sentido 
social  era  demasiado  pronto. 

La  nueva  orientación  de  los  estudios  de  derecho  civil  ha 
puesto  de  manifiesto  cuáutos  y cuán  íntimos  y sustanciales  en- 
laces tiene  la  llamada  por  unos  cuestión  social,  y por  otros  cues- 
tión obrera,  con  el  derecho  privado,  hasta  el  punto  de  que  por 
alguien  ha  podido  afirmarse  que  el  problema  que  entraña  está 
todo  en  el  derecho  civil. 

No  necesitamos  llamar  la  atención  sobre  tales  conexiones, 
que  han  llegado  á ser  vulgarec;  impórtanos  tau  sólo  hacer  notar 
que  una  de  las  materias  en  que  de  modo  más  patente  y ostensi 
ble  percíbese  la  parte  que  al  derecho  privado  corresponde  legí- 
timamente tomar  en  la  solución  de  la  cuestión  que  preocupa  á 
Gobiernos  y pensadores,  es  la  materia  relacionada  con  el  pre- 
sente artículo,  e*to  es,  el  contrato  de  trabajo. 

Si  el  problema  social  ú obrero  se  significa  ordinariamente 
como  una  lucha,  lucha  entre  el  capital  y el  trabajo,  que  tiende, 
de  un  lado  á conservar  la  presente  organización  capitalista,  y 
de  otro,  á ampliar  el  campo  de  las  reivindicaciones  obreras  hasta 
llegar  á establecer  uu  nuevo  orden  de  cosas,  es  indudable  que 
en  el  contrato  que  al  trabajo  se  refiere,  que  sobre  el  trabajo  re- 
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«a©,  por  ser  éste  su  objeto  de  derecho,  está,  á no  dudarlo,  el 
nudo  de  la  cuestión. 

Y si  con  esta  impresión  primera  de  la  importancia  del  asun- 
to, volvemos  loe  ojos  al  Código,  y nos  encontramos  con  la  po- 
breza, con  la  indigencia  de  preceptos,  como  ha  dicho  Chatelain, 
que  en  él  se  echa  de  ver,  observaremos  que  el  prudente  consejo 
del  Profesor  Comas,  que  el  aviso  que  el  consejo  entrañaba,  cayó 
en  el  vacío  y que  el  legislador  español,  habiendo  perdido  la  no 
ción  del  tiempo  y de  la  época,  figuróse  que  aun  soplaban  los  vien- 
tos individualistas  que  dieron  vida  al  Código  de  Napoleón,  y 
parecióle  lo  mejor  transcribir  los  preceptos  de  éste,  incluso 
aquéllos  cuya  derogación  en  Francia  era  ya  un  hecho. 

Pero,  como  dice  el  ilustre  Cimbali,  una  gran  transformación 
se  ha  venido  poco  á poco  preparando  y realizando  en  el  seno  de 
la  sociedad  moderna,  preludio  y encarnación  de  lo  que  él  llama 
tercer  período  de  evolución  de  la  vida  social,  ó sea  aquel  en  que 
se  ha  de  verificar  la  reconciliación  y reintegración  del  elemento 
individual  en  el  elemento  social,  coetáneamente  con  el  desarrollo 
gigantesco  de  la  grande  industria. 

El  triunfo  del  individualismo,  añade  dicho  autor,  en  las  es- 
feras múltiples  de  la  humana  actividad,  emblema  y fin  del  se- 
gundo período  evolutivo,  mientras  de  un  lado  conduce  al  resul- 
tado de  abatir  todas  las  causas  de  predominio  y desigualdad  so- 
cial que  habían  asegurado  los  siglos  en  beneficio  del  Estado  y 
de  las  clases  privilegiadas,  libertando  al  individuo  de  la  servi- 
dumbre del  uno  y de  las  otras,  y decretándole  la  más  absoluta 
igualdad  de  derecho  con  respecto  al  ejercicio  de  su  libertad  per 
sonal  y de  su  propiedad  material,  suscitó  de  otro  lado  en  el  in- 
dividuo mismo,  restituido  á su  natural  independencia  con  la 
jurídica  posibilidad  de  verla  satisfecha,  la  necesidad  imperiosa 
de  intentar  nuevas  vías  más  adecuadas  de  predominio  é ínfluen 
cia.  Antes  todavía  que  se  hubieren  desvanecido  los  últimos  res 
tos  de  las  antiguas  desigualdades  sociales,  bajo  el  impulso 
irresistible  del  interés  privado,  estimulado  y fecundado  por  loa 
progresos  cotidianos  de  las  ciencias  físicas  que  revelan  al  hom- 
tomo  x 46 
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bre  el  valor  y los  efectos,  antes  ignorados,  de  las  fuerzas  y de 
los  agentes  naturales,  comienzan  á dibujarse  gradualmente  nue- 
vas causas  de  distinción  y desigualdad  sociales. 

El  desarrollo  de  la  grande  industria  se  nos  muestra  como 
fundamental  motivo  de  las  variaciones  á que  alude  Oimbali,  de 
donde  es  fuerza  concluir,  reproduciendo  las  palabras  de  dicho 
autor,  que:  si  todos  los  fenómenos  de  la  vida  económica,  bajo  el 
impulso  innovador  de  la  máquina,  del  vapor,  de  la  electricidad 
y del  crédito,  han  sufrido  una  profunda  y radical  transforma- 
ción en  singulares  momentos,  y si  en  todos  estos  se  encuentra 
implicado  é interesado  el  hombre,  como  sujeto  relativamente  á 
los  bienes  que  produce,  como  factor  relativamente  á otro  hom- 
bre, individualmente  ó por  efecto  de  libre  asociación,  igualmente 
interesado  en  la  producción  de  I03  fenómenos  económicos,  surge 
espontánea  é inexorable  la  consecuencia,  que,  en  perfecta  corres 
pondencia  con  la  transformación  de  las  condiciones  económicas, 
deben  inevitablemente  transformarse,  por  fatal  necesidad  de  las 
cosas,  las  relaciones  jurídicas,  constituyendo  entrambos  el  doble 
lado  del  fenómeno  sociológico.  Las  legislaciones  civiles,  pues, 
vienen  siendo  el  producto  de  la  necesidad  y de  las  condiciones 
económicas  y jurídicas  de  otros  tiempos:  el  déla  pequeña  in 
dustria  en  el  orden  económico,  y de  la  individualidad  en  el  orden 
jurídico,  vienen  á ser  incapaces  para  abrszar  y gobernar  en  su 
infinita  variedad  las  nuevas  necesidades  sentidas,  y relaciones 
sociales  de  índole  privada  derivadas  de  las  conquistas  cotidianas 
de  la  gran  industria,  de  los  triunfos  progresivos  de  la  sociabi- 
lidad. 

Este  cuadro  que  á grandes  rasgos  nos  presenta  Oimbali  de 
las  innovaciones  producidas  por  el  industrialismo,  no  es  una 
vaga  fantasmagoría  ideada  por  el  filósofo  en  la  soledad  dé  su 
gabinete,  sino  un  vivo  trasunto  de  la  realidad  social.  En  todos 
los  órdenes  de  la  vida,  y especialmente  en  lo  que  se  refiere  ¿ los 
fenómenos  relacionados  con  el  trabajo,  puede  comprobarse  A 
cualquier  hora. 

Así,  por  ejemplo,  Stooquar  nos  recuerda  que  en  la  edad  me- 
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dia,  el  amo  hacia  el  trabajo  en  el  hogar  doméstico,  con  la  ayuda 
de  su  familia  y de  algunos  aprendices;  que  hace  cincuenta  años 
no  se  veía  en  el  Lacanshire  ninguna  de  estas  enormes  chimeneas, 
y,  menos  todavía,  esas  inmensas  construcciones  llamadas  fábri- 
cas; tampoco  se  oía  ningún  ruido  ni  silbido  de  máquina;  peque 
ñas  casas  de  ladrillos  rojos,  tales  como  pueden  verse  aún  en  al 
guna  población  aislada,  albergaban  sendas  familias,  en  las  que 
no  había  patronos  ni  obreros,  aunque  todos  contribuían,  me 
¿liante  su  trabajo  manual,  á producir  algunas  piezas  de  algodo 
nería.  El  padre  fabricaba  la  materia  prima,  distribuía  la  tarea 
y era  propietario  de  los  útiles  necesarios  á la  producción,  vendía 
el  producto  y se  embolsaba  el  valor:  no  había,  pues,  ni  capitu 
listas  ni  propietarios.  Que  en  los  antiguos  gremios  flamencos, 
el  aprendiz  es  alojado  y mantenido  en  casa  del  patrono,  ayuda 
en  los  quehaceres  de  la  casa  y casi  viene  á ser  un  miembro  de 
la  familia:  el  maestro  tiene  la  obligación  de  guiarlo  ó instruirlo. 
El  aprendiz  tiene  su  puesto  señalado  en  el  taller,  nunca  es  rele 
gado  á un  rincón  lejos  de  sus  compañeros;  se  le  instala  en  forma 
que,  á derecha  ó izquierda,  ve  buenos  ejemplos  de  imitación. 

Pero  los  compañeros  no  participan  del  domicilio  del  maestro, 
por  jue  esto  traería  muchos  inconvenientes.  Todos  ellos  son  igua 
les;  en  caso  de  tener  que  repartirse  una  obra  en  el  taller,  el 
maestro  tiene  la  elección  de  la  parte  que  desea,  y el  resto  se  dis- 
tribuye á la  suerte.  Son  hermanos  aprendices,  respecto  al  maes 
tro,  quien  reparte  su  trabajo,  Ies  instruye  y les  anima;  pero  sin 
tener  en  su  casa  1a.  señal  del  patrón  enriquecido  que  se  aver- 
güenza de  haber  manejado  la  herramienta  ó útil  del  oficio.  Ha 
sido  compañero  como  ellos,  y á su  vez  tocará  á éstos  el  turno  do 
ser  maestros. 

De  esta  manera,  todo  contribuye  á aproximar  los  hombr<  s 
que  hacen  una  misma  vida;  nada  de  lo  que  á uno  atañe  puede 
ser  extraño  á otro.  La  consecuencia  es  una  verdadera  solidari 
dad  moral. 

Además,  trabajando  el  obrero  bajo  la  vigilancia  del  patrón 
dueño  del  útil,  corre  pocos  peligros,  por  lo  que  el  riesgo  profe- 
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gional  apenas  si  se  conocía.  Tampoco  existía  antagonismo  de 
clases,  porque  el  obrero  y quien  le  empleaba  tenían  la  misma 
instrucción  ó igual  manera  de  vivir  y de  pensar  (1). 

Pero  el  progreso  de  los  procedimientos  industriales  hace 
cambiar  estas  condiciones.  El  mismo  Stocquart,  refiriéndose  al 
gremio  de  tejedores,  nos  dice  el  efecto  que  produce  la  invención 
de  la  Jlyshulile  ó lanzadera  en  1750,  la  aplicación  de  la  spinning 
jenny  de  Hargreaves,  que  permitía  producir  de  una  vez  ocho 
hilos  al  principio  y ochenta  después,  la  aplicación  también  de 
la  fuerza  motriz  del  vapor  á la  industria  algodonera  en  el  Not 
tinghamshiere  el  año  1785,  haciendo  notar  que  actualmente  un 
solo  obrero  al  cuidado  de  quinientas  agujas  en  una  hiladura  de 
algodón,  suministra  tanto  trabajo  como  mil  hiladoras  á mano. 

¿A  qué  continuar?  Sin  necesidad  de  acudir  á descripciones 
hechas  por  los  autores  que  se  han  ocupado  de  la  materia,  la  mera 
observación  del  movimiento  obrero  de  nuestra  patria  es  más  que 
suficiente  para  hacernos  cargo  de  la  importancia  que  las  cues- 
tiones del  trabajo  han  adquirido  en  nuestro  país.  La  lectura  de 
la  prensa  diaria  con  sus  constantes  noticias  de  huelgas,  de  co- 
lisiones y de  coligaciones,  nos  demuestra  que  la  función  del  tra- 
bajo en  nuestra  sociedad  no  se  verifica  en  términos  normales, 
sino  que  á cada  paso  encuentra  obstáculos,  entorpecimientos, 
motivos  de  suspensión  que,  de  un  lado,  causan  notables  perjui 
cios  al  capital,  y de  otro,  precipitan  á las  masas  obreras  á actos 
de  violencia. 

¿Dónde  buscar  el  remedio  de  estos  males?  Lejos  de  nuestro- 
ánimo,  superior  á nuestras  fuerzas  y ajeno  á nuestra  labor,  es 

i, 

el  contestar  á tal  pregunta.  Impórtanos  tan  sólo  hacer  notar  la 
magnitud  del  problema  y la  pequeñez  de  los  medios  puestos  en 
práctica  por  el  Código  para  resolverlo. 


(l)  Emilio  Stooquart,  El  Contrato  del  Trabajo. 
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Tí,— indicación  de  las  principales  leyes  extranjeras  relacionadas 

con  el  contrato  de  trabajo . 

La  labor  legislativa  extranjera  constituye  ya  por  eí  sola  una 
copiosa  biblioteca.  Indiquemos  las  principales  fuentes. 

Comenzando  por  Francia , encontramos:  la  ley  de  19  de  Mayo 
de  1874,  el  decreto  de  22  de  Septiembre  de  1879,  el  de  31  de 
Octubre  de  1882,  el  de  3 de  Noviembre  del  mismo  año,  la  ley 
de  16  de  Febrero  de  1883,  el  decreto  de  27  de  Marzo  de  1885, 
el  de  12  de  Abril  del  mismo  año,  la  ley  de  8 de  Julio  de  1890, 
el  decreto  de  10  de  Julio  de  igual  año  y la  ley  de  2 de  Noviem- 
bre de  1892,  que  se  ocupan  del  trabajo  de  las  mujeres  y de  los 
niños.  El  decreto  de  2 de  Marzo  de  1848  y los  de  9 de  Septiem 
bre  del  mismo  año  y 17  de  Marzo  de  1851,  tratan  de  la  limita- 
ción de  la  jornada  de  trabajo,  y la  ley  de  9 de  Abril  de  1898  re- 
gula las  responsabilidades  por  razón  de  accidentes  ocurridos  á 
los  obreros. 

Ea  Inglaterra  tenemos  la  First  Factory  Act  de  1802,  origi- 
nada por  la  impresión  que  al  Ministro  Peel  produjo  el  aspecto 
enfermizo  de  ios  niños  que  trabajaban  en  los  talleres;  la  ley 
de  1819,  que  fijó  en  nueve  años  la  edad  del  ingreso  en  las  ma 
nufacturas  y en  doce  la.s  horas  del  trabajo;  la  ley  de  1825  que 
confirmó  la  anterior.  En  1831  se  prohibió  emplear  niños  en  tra 
bajos  nocturnos.  Las  leyes  de  1844,  1847,  1850,  1861,  1862, 
1867,  1870  y 1871  se  ocuparon  del  trabajo  de  los  niños  y del  lí 
mite  de  la  jornada  con  relación  á varias  industrias;  el  acta 
de  1874  trató  del  salario;  la  ley  de  27  de  Mayo  de  1878  vino  á 
codificar  la  anterior  legislación  industrial,  aplicándose  sus  dis- 
posiciones á Escocia  por  el  acta  de  1883.  La  ley  de  25  de  Junio 
de  1886  fijó  la  duración  del  trabajo  de  niños  y jóvenes  en  tien- 
das de  comercio.  Tratan  de  la  materia  de  accidentes  del  trabajo 
las  leyes  de  7 de  Septiembre  de  1880  y de  / de  Diciembre  de  1888. 
Sobre  el  pago  de  salarios  se  han  dictado  muchas  disposiciones 
.en  Inglaterra:  las  más  importantes  son  la  ley  de  Guillermo  IV 
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de  1831  disponiendo  que  el  salario  se  pague  en  chelines,  moneda 
corriente  del  país,  declarando  nulo  el  pago  hecho  en  especie  y 
sin  derecho  al  patrón  para  repetir  por  razón  del  mismo;  la  de  1 8 4 k 
que  prohibe  pagar  el  salario  á mineros  y carboneros  en  taber- 
nas, cantinas,  cervecerías;  etc.;  la  de  1860,  la  de  30  de  Julic 
de  1874  y la  de  20  de  Agosto  de  1883. 

En  Suiza  la  nueva  Constitución  de  1875  declaró  que  la  Con- 
federación tonía  derecho  á estatuir  por  prescripciones  unifor- 
mes sobre  el  trabajos  de  los  niños  en  las  fábricas,  sobre  la  du- 
ración de  1 trabajo  de  los  adultos,  y sobre  la  protección  debida  ¿ 
los  obreros  en  el  ejeroicio  de  industrias  insalubres  ó peligrosas. 
En  uso  de  esta  facultad  se  dictó  la  ley  de  23  de  Marzo  de  1877. 
ratificada  por  el  referendum  del  pueblo  de  21  de  Octubre  de- 
mismo año,  relativa  al  trabajo  de  las  fábricas.  El  Código  fede 
ral  de  las  obligaciones  trata  de  la  locación  de  servicios.  La  ley 
de  25  de  Junio  de  1881  regúlala  materia  de  accidentes,  as: 
como  la  de  26  de  Abril  de  1887. 

Alemania  nos  ofrece  la  ley  de  industria  de  1869,  aplicable  í 
todo  el  imperio,  que  ha  sido  modificada  por  la  de  17  de  Julic 
de  1878.  Otra  ley  de  l.°  de  Junio  de  1891  trata  del  trabajo  de 
los  niños  y de  la  duración  de  la  jornada.  La  ley  de  15  de  Junio 
de  1883  regula  el  seguro  de  los  obreros  contra  las  enfermedades, 
y la  de  6 de  Julio  de  1884  regula  el  mismo  seguro  contra  loe 
accidentes.  Esta  última,  sobre  todo,  es  muy  interesante,  porque 
el  Estado  se  ha  convertido  en  asegurador  mediante  una  caja  ¿ 
fondo  que  se  nutre  con  los  productos  de  un  impuesto  que  paga 
el  patrón.  La  ley  de  17  de  Julio  de  1878  permite  al  amo  pagar 
en  especie  cuando  da  géneros  alimenticios  al  precio  corriente; 
pero  la  regla  general  es  que  el  salario  se  pague  en  moneda  co- 
rriente del  imperio. 

En  Austria  la  ley  general  de  industria  de  20  de  Diciembre 
de  1859  ha  sido  modificada  por  las  de  15  de  Marzo  de  1883  y 8 
de  Marzo  de  1885:  ocúpase  del  trabajo  de  las  mujeres  y de  loe 
niños  y fija  la  jornada  en  doce  horfts.  Complementan  esta  ley 
las  ordenanzas  dictadas  por  el  Ministerio  de  Comercio  en  27  de 
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Mayo  de  1885.  En  cuanto  á los  accidentes  del  trabajo,  después 
de  una  tentativa  legislativa  de  1877  para  establecer  la  presan- 
oión  de  culpabilidad  del  patrón,  se  sanoionó  en  28  de  Diciem- 
bre de  1877  una  ley  sobre  el  seguro  de  riesgos  de  los  trabaja- 
dores. Del  pago  de  los  salarios  se  ocupa  la  ley  de  8 de  Marzo 
de  1885  antes  citada,  y la  de  29  de  Abril  de  1873  fija  la  parte 
embargable  de  lo  que  se  percibe  por  remuneraciones  de  servi- 
cios y trabajos. 

En  HAanda  la  ley  de  19  de  Septiembre  de  1874  prohibió  el 
trabajo  de  los  niños  menores  de  doce  años;  la  llamada  ley  del 
trabajo  de  este  país  es  de  5 de  Mayo  de  1889. 

Bélgica  tiene  una  caja  de  previsión  y socorro  para  las  vícti- 
mas de  los  accidentes  del  trabajo,  creada  por  la  ley  de  2 1 de 
Julio  de  1890.  La  ley  de  16  de  Agosto  de  1887  regula  el  pago 
de  los  salarios,  disponiendo,  como  regla  general,  que  se  verifi- 
que en  metálico  ó moneda  fiduciaria  de  curso  legal;  la  de  J8  del 
mismo  mes  y año  determina  que  el  salario  no  pueda  cederse  en 
más  de  dos  quintos,  ni  embargarse  en  más  de  una  quinta  parte. 
La  ley  de  16  de  Diciembre  de  1851  concede  á los  obreros  cier- 
tos derechos  sobre  los  muebles  del  deudor  por  razón  del  salario 
de  un  mes. 

En  Hungría  teuemos  la  ley  del  trabajo  de  1884,  que  es  de  las 
más  perfectas  que  se  conocen.  Otra  ley  del  mismo  año  obliga 
al  fabricante  á pagar  el  salario  en  dinero  y semanalmente,  salvo 
pacto  en  contrario. 

/¿alia  tiene  una  caja  nacional  de  seguros  contra  accidentes 
del  trabajo,  creada  por  la  ley  de  8 de  Julio  de  1883. 

En  Rusia  la  ley  de  3 de  Junio  de  1886  trata  de  la  vigilancia 
de  los  establecimientos  manufactureros  y de  las  relaciones  entre 
fabricantes  y obreros. 

En  los  Estados  Unidos  es  muy  copiosa  la  legislación  relacio- 
nada con  el  contrato  de  trabajo.  Los  estados  particulares  han 
dictado  muchas  disposiciones,  cuya  cita  seria  muy  larga.  Obser- 
vemos,  sin  embargo,  el  curioso  fenómeno  que  con  no  pocas  de 
esas  leyes  se  ha  dado  ante  los  tribunales.  Se  ha  dicho  que  son 
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inconstitucionales,  porque  coartan  la  fuerza  obligatoria  de  los 
contratos,  y en  algunos  casos  los  tribunales  lo  han  declarado 
así.  Al  decir  de  Stocquart,  las  leyes  sociales  han  tropezado  en 
los  Estados  Unidos  con  la  enemiga  de  la  magistratura,  habién- 
dose entablado  una  lucha  entre  ésta  y el  publico. 


III.  — Leyes  españolas  relacionadas  con  el  contrato  del  trabajo . 

En  España  tenemos,  en  primer  lugar,  la  llamada  ley  de  Ac 
cidentes  del  trabajo  de  30  de  Enero  de  1900,  debida  á la  inicia- 
tiva del  Sr.  Dato. 

Consta  de  21  artículos:  el  1 .°,  define  qué  es  lo  que  se  entien 
de  por  accidente,  qué  por  patrono  y qué  por  operario;  el  2.°,  sien 
ta  el  principio  de  la  responsabilidad  del  patrono,  exceptuando  el 
caso  de  que  el  accidente  sea  debido  á fuerza  mayor,  extraña  al 
trabajo;  el  3.°,  enumera  las  industras  ó trabajos  que  dan  lugar 
á responsabilidad  del  patrono;  el  4.°,  determina  la  forma  y cuan- 
tía de  la  indemnización  en  los  cases  de  incapacidad  de  trabajo, 
absoluta  ó parcial,  temporal  ó perpetua;  el  5.°,  prevé  el  supuesto 
de  la  muerte  del  obrero;  los  G.°,  ?.°,  8.°  y 9.°,  tratan  de  la  iunta 
técnica  que  ha  de  estudiar  los  mecanismos  inventados  para  pre 
venir  accidentes  y de  los  reglamentos  que  el  Gobierno  ha  de 
dictar,  de  acuerdo  con  ella;  el  10,  otorga  al  patrono  la  facultad 
de  conceder  pensiones  vitalicias  en  vez  de  las  indemnizaciones 
fijadas  por  la  ley;  el  11,  determina  el  salario  que  se  ha  de  tomar 
por  norma  para  el  cómputo  de  la  indemnización;  el  12,  permite 
sustituir  las  indemnizaciones  y pensiones  por  el  seguro;  el  13, 
sujeta  al  cumplimiento  de  la  ley  al  Estado,  Diputaciones  y Ayun- 
tamientos; el  14,  señala  la  competencia  de  los  jueces  de  primera 
instancia;  los  15  y 16,  tratan  de  la  prescripción  de  acciones; 
los  17  y 18,  del  caso  de  que  los  hechos  constituyan  delito,  y del 
en  que  recaiga  sobreseimiento  ó absolución;  el  19,  declara  irre- 
nunciables  los  beneficios  oonoedidos  por  la  ley  y nulo  el  pacto 
en  contrario;  el  20  alude  ¿ los  reglamentos  que  el  Gobierno  ha- 
bría de  diotar,  y el  21  dispone  que  se  coloquen  ejemplares  im- 
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presos  de  la  ley  y de  su  reglamento  en  sitio  visible  de  los  esta-, 
blecimientos,  fábricas  ó empresas  á que  se  refiere. 

Con  la  misma  fecha  de  30  de  Enero  de  1900  aparecí  el  re, 
glamento  para  la  aplicación  de  la  precedente  ley.  Se  compone 
de  setenta  y dos  artículos,  distribuidos  en  siete  capítulos,  y de 
un  artículo  más  adicional. 

El  capítulo  I contiene  las  disposiciones  generales:  el  II  trata 
de  las  obligaciones;  el  III,  de  las  reclamaciones ; el  IV,  de  las  in- 
tervenciones;  el  V,  de  la  previsión  de  los  accidentes  del  trabajo; 
el  VI,  de  las  responsabilidades , y el  Vil,  del  seguro  de  accidentes . 
El  artículo  adicional  alude  á los  Jurados  mixtos,  cuya  creación 
se  anuncia,  y á la  sumisión  á las  Juntas  creadas  por  la  ley. 

Complemento  de  estas  disposiciones  es  la  Real  orden  de  2 de 
Agosto  de  1900,  que  contiene  el  catálogo  de  mecanismos  para 
prevenir  y evitar  los  accidentes  del  trabajo.  Esta  Real  orden 
agrupa  dichos  mecanismos  en  seis  secciones,  bajo  los  siguientes 
epígrafes:  l.°,  Talleres,  fábricas  y canteras;  2.°,  Construcción  en 
general;  3.°,  Construcción  de  edificios;  4.°,  Minería;  5.°,  Producción 
y transporte  de  la  electricidad , y 6.°,  Almacenes  y depósitos. 

El  trabajo  de  las  mujeres  y de  los  niños  ha  sido  objeto  de  la 
ley  de  13  de  Marzo  de  1900,  que  consta  de  diez  y ocho  artículos. 

Según  ella,  hasta  haber  cumplido  diez  años  no  son  admitidos 
los  menores  en  ninguna  clase  de  trabajo;  de  diez  á catorce  años 
el  límite  de  la  jornada  es  de  seis  horas  en  establecimientos  in- 
dustriales, y de  ocho  en  los  de  comercio.  Se  prohíbe  el  trabajo 
nocturno  á los  menores  de  catorce  años;  se  prohíbe  á los  meno- 
res de  diez  y seis  años  el  trabajo  subterráneo,  el  que  recae  sobre 
materias  inflamables  y sobre  industrias  peligrosas  ó insalubres, 
y la  limpieza  de  motores  y piezas  de  transmisión  mientras  esté 
funcionando  la  maquinaria;  se  prohíbe  á los  niños  menores  de 
diez  y seis  años  y á las  mujeres  menores  de  edad  tomar  parte 
en  trabajos  que,  sin  caer  bajo  la  sanción  de  las  leyes  penales, 
puedan  herir  su  moralidad;  se  prohíbe  á los  menores  de  diez  y 
seis  años  los  trabajos  de  agilidad,  equilibrio,  fuerza  ó disloca 
ción,  aunque  sean  ejecutados  en  espectáculos  públicos.  Se  crean 
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Juntas  provinciales  y locales  cuya  misión  principal  es  la  de  ins- 
pección. Se  atiende  á procurar  la  instrucción  de  los  menores  de 
catorce  años.  Se  tiene  en  cuenta  el  hecho  del  parto  en  lo  que  se 
refiere  á las  obreras.  No  se  puede  admitir  niños  ni  mujeres  en 
los  talleres  si  no  están  vacunados.  Se  cuida  de  la  separación  de 
sexos  en  el  alojamiento  de  los  obreros  cuando  éste  dependa  de 
los  dueños  ó empresarios.  Se  señala  la  sanción  de  las  iníraccic 
nes;  se  anuncia  la  clasificación  de  las  industrias  y trabajos;  se 
declara  que  el  Gobierno  puede  suspender  los  efectos  de  la  ley  en 
oiertos  casos,  y se  impone  á los  jefes  de  industria  la  obligación 
de  lijar  la  ley  y los  reglamentos  que  se  dicten  en  lugar  visible 
de  sus  talleres. 

El  reglamento  para  la  ejecución  de  esta  ley  es  de  13  de  No- 
viembre de  1900.  Consta  de  cuarenta  artículos,  distribuidos  en 
siete  capítulos,  que  tratan:  el  I,  del  trabajo  de  los  niños  y jóvenes: 
el  II,  del  trabajo  de  las  mujeres;  el  HE,  de  las  juntas  locales  y pro- 
vinciales; el  IV,  de  la  clasificación  de  las  industrias;  el  V,  de  las 
infracciones;  el  VI,  de  la  inspección , y el  VII,  de  la  suspensión  de 
la  ley . 

Merecen  también  citarse,  entre  otras  disposiciones,  el  Real 
decreto  de  i 1 de  Enero  de  1887  creando  un  asilo  de  inválidos 
del  trabajo,  el  reglamento  de  policía  minera  de  18y7,  el  Real 
decreto  de  25  de  Mayo  de  1900,  las  Reales  órdenes  de  9 de 
Junio,  30  de  Julio  y 31  de  Agosto  del  mismo  año,  y la  de  11  de 
Marzo  de  1902,  del  Sr.  Urzáiz,  que  dispuso  que  la  duración  del 
trabajo  equivalente  al  jornal  establecido  como  ordinario  en  todos 
los  establecimientos  de  la  Hacienda  pública,  sea  de  ocho  horas, 
y que  cuando  exceda  de  este  limite  se  pague  por  cada  hora  de 
aumento  una  octava  parte  más  del  jornal  estipulado. 

Por  último,  aunque  no  pasa  todavía  de  la  categoría  de  pro- 
yecto, no  podemos  por  menos  de  dar  á conocer  en  este  lugar  el 
formulado  sobre  el  contrato  de  trabajo  por  el  Instituto  de  Re- 
formas Sociales.  En  él  se  tratan  muchas  de  las  cuestiones  que 
constituyen  los  puntos  capitales  de  la  materia  que  estudiamos, 
y en  él  se  encuentra  nn  cuerpo  de  doctrina  muy  importante  que 
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ilustra  en  gran  manera  al  criterio  qne  sobre  estos  asuntos  haya 
de  formarse.  • 


Proyecto  de  ley  sobre  el  contrato  de  trabajo,  redactado 
y aprobado  por  el  Instituto  de  Reformas  Sociales. 

Artículo  1.®  El  contrato  de  trabajo  tiene  por  objeto  la  prea* 
tación  retribuida  de  servicios  de  carácter  económico,  ya  sean 
industriales,  mercantiles,  agrícolas  ó domésticos. -Quedan,  sin 
embargo,  excluidos  de  las  disposiciones  de  esta  ley  los  contra* 
tos  de  trabajo  en  cooperación  ó comisión,  los  servicios  acciden- 
tales ó sueldes  y los  de  obra  por  ajuste  ó precio  alzado,  realizada 
fuera  del  establecimiento  ó explotación,  ó de  la  acción  directa 
del  patrono,  los  cuales  se  regirán  por  los  preceptos  legales  de 
las  legislaciones  civil  y mercantil. — En  cuanto  al  trabajo  de  las 
mujeres  y de  los  niños,  se  estará  á lo  prevenido  en  la  ley  de 
13  de  Marzo  de  1900,  y del  reglamento  para  su  aplicación  de 
13  de  Noviembre  del  mismo  año,  y en  cuanto  al  aprendizaje,  se 
estará  á lo  que  dispone  la  ley  especial  referente  á esta  materia. 

Art.  2.°  Pueden  contratar  la  prestación  de  sus  servicios  los 
mayores  de  catorce  años;  pero  los  menores  de  diez  y ocho  nece- 
sitarán la  autorización,  por  el  orden  que  se  indica,  del  padre, 
de  la  madre,  del  abuelo  paterno  ó del  materno,  del  tuior  y,  ¿ 
falta  ó en  ausencia  de  ellos,  de  las  personas  ó instituciones  que 
hayan  tomado  á su  cargo  la  manutención  ó el  cuidado  del  me- 
nor — El  patrono  contratante  comunicará  á la  J unta  local  de  Re- 
formas Sociales,  dentro  de  las  veinticuatro  horas,  los  contratos 
de  trabajo  que  celebre  con  menores  de  diez  y ocho  años.  — La  mu- 
jer casada  podrá  contratar  la  prestación  de  sus  servicios  con  la 
autorización  expresa  ó tácita  de  su  marido.  Si  éste  la  negase, 
podrá  la  mujer  solicitarla  del  Juez  municipal  en  comparecencia 
y con  citación  del  marido.  El  pago  de  su  salario  hecho  directa- 
mente á la  mujer  es  válido,  salvo  la  oposición  del  marido,  de- 
clarada antes  de  verificarse  aquél.  En  este  caso,  podrá  la  mu- 
jer solicitar  del  Juez  municipal,  en  comparecencia  y eou  cita- 
ción del  marido,  que  la  autorice  para  recibir  el  salario  y para 
invertirlo  en  las  necesidades  del  hogar.  Caso  de  separación  le- 
gal ó de  hecho,  la  mujer  no  necesitará  la  autorización  del  ma- 
rido para  contratar  ni  para  percibir  la  remuneración  de  su 

trabajo.  Q. 

Art.  3.°  Si  el  contrato  se  celebra  entre  el  patrono  y un  Sin- 
dicato  ó Asociación  á nombre  de  los  obreros,  esas  colectividades 
serán  directamente  responsables  de  las  obligaciones  contraídas 
por  cada  uno  de  los  trabajadores,  y tendrán  asimismo  la  perso- 
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nalidad  necesaria  para  ejercitar  los  derechos  que  á éstos  co- 
rrespondan. 

Art.  4.°  El  contrato  de  trabajo  puede  celebrarse  por  escrito 
ó de  palabra.  En  este  último  caso,  cuando  no  puedan  probarse 
las  condiciones  del  mismo,  se  entenderá  celebrado  con  arreglo 
á las  disposiciones  de  esta  ley  y á los  usos  y costumbres  del 
oñcio  en  la  localidad. —Estos  contratos  están  exentos  de  los  im- 
puestos de  timbre  y derechos  reales,  pero  se  extenderán  en  pa- 
pel de  oficio. 

Art.  5.°  El  contrato  de  trabajo  puede  celebrarse  por  tiempo 
indefinido,  con  fijación  de  plazo  ó para  obra  determinada. 

Art  6.°  Son  condiciones  especiales  de  este  contrato:  ! .a,  Lt 
determinación,  tan  precisa  como  sea  posible  en  cada  caso,  del 
servicio  contratado.  A falta  de  determinación,  se  estará  á la 
costumbre  del  oficio,  según  sea  el  carácter  de  los  servicios  con 
tratados;  2.a,  la  expresión  de  si  el  trabajo  se  ha  de  prestar  por 
unidad  de  tiempo,  por  unidad  de  obra  ó por  tarea;  3.a,  el  seña- 
lamiento de  la  cuantía  y forma  de  pago  de  la  remuneración  con- 
venida. 

Art.  7.°  Cuando  no  se  pacte  otra  duración  de  la  jornada  ó 
no  so  baile  determinada  por  una  ley  especial,  se  entenderá  que 
aquélla  es  de  ocho  horas  por  día.  En  los  servicios  doméstico,  de 
navegación  y agrícolas,  la  duración  de  la  jornada,  á falta  de 
pacto  expreso,  se  determinará  por  el  uso.  El  contrato  en  que  se 
estipule  una  jornada  inhumana,  por  lo  notoriamente  excesiva, 
dada  la  índole  del  trabajo,  será  nulo. 

Art.  8.°  En  la  retribución  del  trabajo  por  unidad  de  tiempo 
sólo  se  atenderá  á la  duración  del  servicio,  independientemente 
de  la  cantidad  de  obra  realizada,  aunque  debiendo  trabajar  el 
obrero  con  la  intensidad  adecuada  á sus  condiciones  y género 
de  ocupación. — En  los  trabados  por  unidad  de  obra  sólo  se  aten- 
derá á la  cantidad  y calidad  de  la  obra  y trabajo  realizado,  pa- 
gándose por  piezas,  medidas,  trozos  ó conjuntos  determinados, 
independientemente  del  tiempo  invertido.  Si  se  hubiere  estipu- 
lado plazo  para  la  realización  de  la  obra  ó trabajo,  dentro  de  él 
deberá  terminarse. — El  trabajo  por  tarea  consiste  en  la  obliga 
ción  del  obrero  de  realizar  un  mínimum  de  obra  en  la  jornada  ú 
otro  período  determinado. 

Art.  9.°  La  retribución  del  trabajo  prestado  en  cualquiera 
de  las  formas  indicadas  se  hará  efectiva  en  moneda  de  curso 
legal,  salvo  en  la  agricultura  y ganadería,  en  las  cuales  podrá 
ser  la  retribución  mixta  de  numerario  y de  especie,  sin  perjui- 
cio de  lo  que  se  dispone  en  el  núm.  4.°  del  art.  15.  Será  válido 
el  pago  hecho  á la  mujer  casada,  si  no  consta  la  oposición  del 
marido,  y al  menor,  si  no  consta  la  oposición  del  padre,  de  la 
madre  y,  en  su  caso,  de  las  personas  enumeradas  en  el  art.  2.° 
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Art.  10.  El  pago  de  la  retribución  habrá  de  hacerse  ñor  se 
manas,  si  no  se  pacta  otra  cosa  en  contrario;  pero  sin  que  nue 
da,  en  ningún  caso,  exceder  el  plazo  de  la  quincena.  Tratándose 
del  servicio  doméstico,  podrá  hacerse  por  meses. 

Art.  11.  No  podrá  verificarse  el  abono  de  salarios  en  luear 
de  recreo,  taberna,  cantina  ó tienda,  salvo  cuando  se  trate  de 
obreros  empleados  en  alguno  de  esos  establecimientos. 

Art.  12.  Desde  la  promulgación  de  esta  ley  queda  anulada 
en  los  actuales  contratos  de  trabajo,  y prohibida  para  los  que  en 
adelante  se  celebren,  toda  condición  que  directa  ó indirecta- 
mente obligue  á los  obreros  á adquirir  los  objetos  de  su  consumo 
en  tiendas  ó lugares  determinados. 

Art.  13.  Se  exceptúan  de  lo  prevenido  en  las  disposiciones 
anteriores  los  economatos  organizados  por  los  patronos  ó em- 
presarios de  trabajos  para  surtir  á los  obreros  que  empleen, 
siempre  que  se  acomoden  á las  prescripciones  siguientes:  1.a,  li- 
bertad absoluta  del  obrero  para  aceptar  el  suministro;  2.a,  publi 
cidad  de  las  condiciones  en  que  éste  se  haga;  3.a,  coutinuación 
del  suministro  mientras  el  obrero  no  sea  despedido;  4 a,  venta 
de  los  géneros  al  precio  de  coste. — Los  inspectores  deí  trabajo 
quedan  autorizados  para  exigir  cuidadosamente  el  cumplimiento 
de  las  condiciones  indicadas. — Para  que  los  economatos  á que  se 
refieren  las  disposicisnes  anteriores  puedan  funcionar,  será  pre- 
cisa la  autorización  de  la  Junta  local  de  Reformas  socirles. 

Art.  14.  El  patrono  ó sus  encargados  y el  obrero  se  debe  a 
recíprocamente  respeto  y consideración. 

Art  15  El  patrono  ó empresario  quedan  obligados:  l.°,  á 
observar  en  la  instalación  de  la  industria  los  preceptos  legales 
sobre  higiene;  2.°,  á emplear  todas  las  precauciones  convenien 
tes  y los  medios  adecuados,  exigidos  por  la  legislación  vigente, 
para  prevenir  accidentes  en  el  uso  de  las  máquinas,  herramien- 
tas y materiales;  3,°,  á satisfacer  puntualmente  la  retribución 
convenida,  y,  en  caso  de  demora,  ¿ pagar  además  al  obrero  la 
cantidad  que  corresponda  por  el  interés  legal  establecido:  4.°,  á 
atender  á la  alimentación,  vestido  y trato  del  obrero,  cuando 
viva  con  el  patrono,  de  una  manera  adecuada  á la  posición  de 

éste  y conlorme  al  uso  del  lugar. 

Art.  16.  El  reglamento  de  la  industria,  que  será  expuesto 
en  sitio  visible  del  lugar  del  trabajo,  contendrá  los  siguientes 
extremos:  l.°,  expresión  clara  y precisa  de  las  horas  de  princi- 
pio y fin  de  la  jornada  de  trabajo  y de  los  días  y horas  de  des- 
canso y alimentación;  2.°,  instrucciones  para  la  limpieza  de  la 
maquinaria,  aparatos,  talleres  y locales,  y tiempo  y modo  en 
que  ha  de  hacerse,  con  indicación  de  las  medidas  de  precaución 
que  sea  conveniente  adoptar;  3.'",  fijación  de  los  días  de  pago  de 
los  jornales  v de  los  de  entrega  de  las  obras  por  los  obreros  que 
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trabajan  á domicilio;  4.°,  prescripciones  sobre  seguridad,  higie 
ne,  moralidad  y orden  en  los  locales  de  trabajo,  é indicación 
práctica  de  los  primeros  auxilios  que  deben  prestarse  á los  obre 
ros  en  caso  de  accidentes,  así  como  las  precauciones  más  ele- 
mentales para  evitarlos,  todo  en  relación  con  la  industria  de  que 
se  trate;  5.°,  cuantas  condiciones  regulen  las  labores  en  el  esta 
blecimiento,  siempre  que  no  quebranten  ningún  precepto  de  la 
legislación  relativa  al  trabajo. 

Art.  17.  No  podrán  imponerse  otras  correcciones  por  la  in 
fracción  de  los  reglamentos  que  las  previstas  en  los  mismos.  El 
total  de  las  multas  impuestas  por  vía  de  corrección  al  obrero  no 
podrá  exceder  por  día  de  la  sexta  parte  del  salario.  — Las  inultas 
ó correcciones  deberán  notificarse  á los  interesados  el  mismo  día 
de  su  imposición,  y,  no  siendo  esto  posible,  en  el  pl*zo  más 
breve.  — Dichas  multas  ó correcciones  se  anotarán  en  un  libro 
registro,  en  el  que  se  consignarán,  con  el  nombre  del  obrero,  la 
corrección  impuesta  y el  motivo  de  la  misma.  La  anotación  on  el 
libro  registro  de  la  corrección  deberá  ser  aprobada  por  el  diree 
tor  ó j*  fe  de  la  empresa  ó industria  antes  de  hacerse  efectiva. 
Este  libro  registro  se  pondrá  de  manifiesto,  sin  excusa  alguna, 
á las  personas  encargadas  de  la  inspección  del  trabajo,  cuantas 
veces  éstas  lo  exigieren.  Las  multas  podrán  ser  condenadas.  El 
producto  de  las  muitas  cobradas  habrá  de  ser  empleado  en  bene- 
ficio de  los  obreros,  y para  ello  se  llevará  la  debida  contabilidad. 

Art.  18.  No  podrá  hacerse  descuento  ni  reducción  de  parte 
alguna  del  salario,  con  las  dos  únicas  excepciones  siguientes: 
primera,  por  multas  en  que  el  obrero  haya  incurrido,  conforme 
al  reglamento  de  la  industria;  y segunda,  por  disposición  délas 
autoridades  judiciales  ó administrativas. 

Art.  1 9.  El  obrero  acepta  en  lo  que  concierne  al  objeto  de  su 
trabajo,  la  autoridad  del  patrono  y de  las  personas  en  quienes 
éste  delegue,  y se  obliga:  l.°,  á cumplir  el  reglamento  estable 
cido  para  la  industria  ó trabajo;  2.°,  á poner  en  la  obra  el  es 
fuerzo  que  corresponda  al  servicio  contratado;  3.°,  á trabajar  en 
los  casos  de  urgencia  y circunstancias  aaormales  de  la  obra  por 
un  tiempo  mayor  que  el  fijado  para  la  jornada  ordinaria,  á cam 
bio  de  recibir  un  aumento  de  salario,  que  sea  por  cada  hora  de 
trabajo  extraordinario  mayer  en  un  50  por  100,  como  mínimum, 
al  correspondiente  á la  hora  ordinaria;  4.°,  á indemnizar  al  pa 
trono  de  los  perjuioicios  que  le  origine  por  descuido  calificado  en 
el  manejo  de  las  máquinas,  herramientas,  ó por  desobediencia  á 
las  órdenes  recibidas,  cuando  se  trate  de  acciones  ú omisiones 
no  previstas  en  el  reglamento  de  trabajo  y no  corregidas  por  las 
multas  que  en  él  se  hayan  señalado. 

Art.  20.  Es  nulo  todo  pacto  que  limite,  en  daño  de  cualquiera 
de  las  partes,  el  ejercicio  de  los  derechos  civiles  ó políticos. 
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Art.  21.  Loa  créditos  por  salarios  devengados  y porindem. 
nizaoiones  debidas  al  obrero  y correspondientes  al  último  aíto 
se  declararán  preferentes  en  todos  los  casos  de  concurrencia  dé 
créditos  de  carácter  civil  6 mercantil.  Para  determinar  su  pre- 
ferencia serán  clasificados  y graduados  de  la  manera  siguiente: 
1.  Guando  se  refieran  á determinados  bienes  muebles  incluí 
yéndolos  en  el  núm.  l.°  del  art.  1922  del  Código  civil,  con  apli- 
cacion,en  su  caso,  del  párrafo  último  de  dicho  artículo; 2.°,  cuan- 
do se  refieran  á determinados  bienes  inmuebles,  en  el  núm.  í>.° 
del  artículo  1923  del  mismo  Código,  si  no  estuviesen  compren- 
didos en  el  núm.  3.°;  3.°,  en  los  demás  casos,  en  la  letra  D del 
núm.  2.  dtl  art.  1924  del  repetido  Código  civil;  4 si  la  con 
curren cia  fuera  de  créditos  mercantiles,  los  créditos  de  que  se 
trata  se  considerarán  comprendidos  en  la  letra  C del  núm,  l.° 
del  art.  913  del  Código  de  Comercio.  Las  demandas  sobre  estos 
créditos  no  podrán  interponerse  sino  por  el  obrero  acreedor  ó 
sus  herederos;  5.°,  las  indemnizaciones  determinadas  por  la  ley 
de  accidentes  del  trabajo  para  el  caso  de  muerte  del  obrero  ha 
llánse  comprendidas,  si  existiese  seguro,  en  la  exención,  respec- 
to á las  reclamaciones  de  herederos  ó acreedores  del  patrono,  re- 
conocida por  el  art.  428  del  Código  de  Comercio. 

Art.  22.  Cuando  no  se  hubiere  fijado  plazo  para  la  duración 
del  contrato,  éste  podrá  rescindirse:  l.°,  por  muerte  ó incapaci- 
dad, declarada  legalmente  de  alguna  de  las  partes;  2 o,  por  in 
terrupción  de  la  obra,  acordada  por  el  patrono  ó á consecuencia 
de  incendio,  explosión  ó cualquier  otro  accidente;  3.°,  por  des 
pedida  del  patrono;  4.°,  por  voluntad  del  operario. 

Art.  23.  La  suspensión  voluntaria  de  la  obra  habrá  de 
anunciarse  por  el  patrono  á los  obreros  con  la  anticipación  de 
ocho  <Ií*h  por  lo  menos.  El  patrono  podrá,  sin  embargo,  despe- 
dir al  obrero  en  cualquier  momento,  abonándole  el  jornal  corres 
pondiente  ó ocho  días. 

Art.  2 1.  De  igual  modo  ha  de  auunciar  el  obrero  su  propó 
sito  de  rescindir  el  contrato  ocho  días  antes  de  abandonar  el  tra 
bajo.  El  obrero  podrá,  sin  embargo,  despedirse  en  cualquier  mo 
mentó  abonando  al  patrono  el  jornal  correspondiente  á otho  días. 

Art.  25.  Cuando  se  hubiere  fijado  objeto  determinado  ó pía 
zo  para  la  duración  del  contrato,  éste  sólo  po > Irá  rescindirse: 

1. °,  por  causas  independientes  de  la  voluntad  de  las  par^s; 

2. °,  por  el  mutuo  disenso;  3.°,  por  cualquier  otro  motivo,  debí 
damente  justificado.-Serán  motivos  do  esta  clase  para  el  patro- 
no: las  faltas  injustificadas  de  puntualidad  ó de  asistencia  al 
trabaio  del  obrero;  la  indisciplina  ó desobediencia  de  éste  4 los 
reglamentos  de  la  industria,  y las  injurias  ó malos  tratamientos 
por  parte  del  obrero  contra  el  patrono  ó sus  dependientes  ó co 
tra  otros  obreros. 
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Art.  26.  El  obrero  tendrá  el  derecho  de  rescisión:  por  inju- 
rias ó malos  tratamientos  por  parte  de!  patrono  ó sus  depen- 
dientes; por  falta  de  pago  ó de  puntualidad  en  el  abono  de  la  re- 
muneración convenida,  por  exigirle  el  patrono  trabajos  distin- 
tos del  pactado,  y por  la  modificación  del  reglamento  estableci- 
do para  el  trabajo  al  celebrarse  el  contrato  ó por  incumplimien- 
to del  mismo  en  lo  relativo  á las  horas  de  entrada  y salida  del 
trabajo. 

Art.  27.  No  serán  motivos  de  rescisión  la  inhabilidad  del 
obrero,  si  no  se  funda  en  la  pérdida  de  facultades  ó aptitudes 
que  se  hayan  tenido  en  cuenta  al  tiempo  de  celebrarse  el  con- 
trato, ni  las  condiciones  que  impusiera  ei  patrono  en  cuanto  ¿ 
la  forma  del  trabajo,  si  estuvieren  conformes  con  las  previstas 
en  el  contrato  ó en  el  reglamento  anterior  á él,  ó con  el  uso,  tra- 
tándose de  las  faenas  agrícolas. 

Art.  28.  Tanto  el  patrono  como  el  obrero  han  de  indemnizar 
á la  otra  parte  Jos  perjuicios  que  la  irroguen  por  el  incumpli- 
miento de  las  obligaciones  contraídas. 

Art.  29.  No  será  válida  la  renuncia  hecha  por  el  obrero, 
antes  ó después  de  la  celebración  del  contrato,  de  las  indemni- 
zaciones á que  tenga  derecho  por  accidentes  en  el  trabajo,  per- 
juicios ocasionados  por  incumplimiento  del  contrato  ó despido 
de  la  obra. 

Art.  30.  Las  cuestiones  que  se  susciten  acerca  de  la  inter- 
pretación ó cumplimiento  de  los  contratos  del  trabajo  serán  de- 
cididas por  Jurados  mixtos  de  patronos  y obreros.  A falta  de 
éstos,  las  partes  podrán  someterse  al  arbitraje  de  las  Juntas 
locales  de  Reformas  sociales.  En  tanto  no  se  constituyan  los 
Jurados  mixtos,  conocerán  de  estas  cuestiones  los  Jueces  de 
primera  instancia.  El  obrero  podrá  pedir  que  sea  oído  el  Minis- 
terio fiscal.  Las  Sociedades  obreras  legalmente  constituidas  po- 
drán representar  en  juicio  al  obrero  que  á ellas  pertenezca, 
previa  la  conformidad  del  interesado. 

Art.  31.  No  será  obligatoria  la  cartilla  ó título  profesional 
para  el  trabajador;  pero  éste  tendrá  derecho  para  obtener  del 
patrono  ¿ quien  haya  servido  una  declaración  escrita  de  los  ser- 
vicios prestados. 

Art.  32.  Podrá  también  pactarse  la  concesión  de  premios  del 
trabajo  por  la  mayor  cantidad  de  obra  realizada  y la  elevación 
gradual  de  los  salarios,  en  relación  con  los  servicios  del  obrero. 

Art.  33.  Podrá  también  pactarse  la  participación  de  los 
obreros  en  los  beneficios  de  la  Empresa,  estableciendo  con  la 
debida  claridad  las  condiciones  para  tener  derecho  á la  partici- 
pación, el  cese  en  este  derecho,  la  fijación  de  la  oantidad  repar- 
tible, la  forma  de  distribución  y la  aplicación  de  los  fondos  dis- 
tribuidos. 
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¿ Art.  34.  Los  contratos  de  trabajo  celebrados  por  la  Admi- 
nistración del  Estado  ó á nombre  de  ésta  se  ajustarán  á las  si- 
guientes condiciones:  1 se  otorgarán  siempre  por  tiempo  ó 
para  obieto  rietArminadn-  o a i„  . F , . 0U1P0_0 


para  objeto  determinado;  2.»  la  duración  normal  del  trabajo 
será  de  ocho  horas  En  circunstancias  extraordinarias  ó por 
motivos  de  urgencia  declarados  por  el  director  de  la  obra,  ó por 
tratarse  de  trabajos  en  despoblado,  podrá  señalarse  una’  dura- 


ción mayor  á la  jornada;  pero  en  este  caso  se  aumentará  el  sa- 
laño  con  el  correspondiente  á hora  y media  de  trabajo  por  cada 
una  de  las  horas  que  excedan  del  ordinario.  Las  horas  extraor- 
dinarias, tratándose  de  trabajos  en  despoblado,  no  podrán  ex- 
ceder de  dos;  3.a,  los  salarios  se  fijarán  con  arreglo  á los  infor- 
mes pedidos  á los  técnicos  y á las  Asociaciones  gremiales  ó 
representaciones  de  los  obreros,  donde  las  haya.  Cuando  no  se 
hubiere  señalado  tiempo  en  el  contrato  y se  trate  de  obra  de 
larga  duración,  los  salarios  se  entenderán  establecidos  por  un 
año  y se  rectificarán  al  cabo  de  él;  4.a,  el  salario  se  pagará  pre 
cisamente  en  numerario  y por  semanas.  Guando  se  trate  de 
trabajos  en  despoblado  podrá  pagarse  por  quincenas;  5 a,  en  los 
casos  de  enfermedad  grave  del  obrero,  no  comprendidos  en  la 
ley  de  Accidentes  del  trabajo,  tendrá  aquél  derecho  á ser  asis- 
tido por  las  instituciones  de  la  Beneficencia  del  Estado  ó de  la 
provincia,  á percibir  durante  quince  días  la  mitad  de  su  salario 
ordinario  y á que  se  le  reserve  durante  dos  meses  su  puesto  en 
el  trabajo;  6 a,  con  las  multas  que  conforme  á los  reglamentos 
se  impongan  á los  obreros  se  constituirá  un  fondo,  que  ha  de 
repartirse  anualmente  entre  los  trabajadores  que  se  distingan 
por  su  buena  conducta  ó estén  más  necesitados.  La  mitad  de 
estos  premios  se  adjudicará  por  los  directores  de  la  obra  3*  la 
otra  mitad  por  el  voto  de  los  obreros  que  á ella  concurran. 

Art.  35.  En  las  obras  y servicios  públicos  que  se  ejecuten 
por  contrata  se  impondrán  esas  condiciones  en  los  concursos  }7 
subastas  se  graduará  la  fianza  exigida  de  manera  que  asegure 
el  cumplimiento  de  tales  obligaciones. 

Art.  35.  Al  cabo  de  veinte  años  de  trabajos  en  fíbricas,  ta- 
lleres, arsenales  ó minas  del  Estado,  justificados  en  la  forma 
que  se  establezca  en  los  reglamentos,  el  obrero  incapacitado 
para  seguir  trabajando  tendrá  derecho  á que  el  Estado  le  abone 
una  pensión  de  retiro,  vitalicia,  equivalente  á la  cuarta  parte 
del  salario  mayor  que  durante  dos  años  haya  percibido,  salvo 
que  por  leyes  ó reglamentos  especiales  no  tuviese  derecho  a 
pensiones  más  ventajosas.  La  pensión,  en  todo  caso,  no. será 
inferior  á una  peseta  diaria  El  derecho  á una  pensión  adquirido 
por  el  obrero  que  durante  veinte  años  trabajó  en  los  indicados 
servicios  del  Estado  se  transmitirá  á su  viuda  y á sus  hijos  me- 
nores de  dieciséis  años. 
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IV .—Contenido  del  'tri'gtiduMieiUo  de  obras  >j  -servicios . 

Según  el  Código,  el  arrendamiento  de  obras  y servicios  com- 
prende las  relaciones  que  engendra  el  servicio  de  criados  y tra- 
bajadores asalariados,  las  que  se  derivan  le  las  obras  por  ajuste 
ó precio  alzado  y las  que  se  originan  del  trasporte  por  agua  y 
tierra,  tanto  de  personas  como  de  cosas,  puesto  que  el  cap.  3.° 
-leí  título  que  comentamos  está  dividido  en  tres  secciones  que 
respectivamente  llevan  esos  epígrafes. 

Presentada  de  este  modo  la  materia,  no  sólo  no  se  echa  de 
ver  el  fondo  doctrinal  que  á toda  ella  es  común,  sino  que  apa* 
rece  incompleta,  y sin  que  por  su  disposición  3e  pueda  apreciar, 
no  ya  el  vi d culo  orgánico  que  la  une,  sino  ni  aun  su  relación 
con  la  doctrina  general  del  arrendamiento,  en  cuyo  título  se 
encuentra. 

Y es  que  el  Código,  rindiendo  culto  á la  tradición,  no  se  ha 
elevado  al  punto  de  vista  fundamental  que  hubiera  permitido 
observar  en  una  consideración  de  conjunto  la  integridad  de  la 
materia,  con  sus  naturales  enlaces,  con  sus  caracteres  y prerro- 
gativas de  verdadera  institución  jurídica. 

Cosa  muy  distinta  hubiera  ocarrido  si  fijándose  en  el  hecho 
esencial  que  constituye  el  fondo  ccrnún  de  todas  las  relaciones 
que  el  Código  prevé  y de  alguna  otra  que  ha  escapado  á sus  pre- 
ceptos, hubiera  partido  de  él,  para  después  derivar  del  mismo 
ordenadamente  todo  el  interior  contenido  del  contrato. 

Este  hecho  no  es  otro  que  el  trabajo. 

Cavallaro  Ereni  (1)  distingue  muy  acertadamente  tres  cla- 
ses de  trabajadores.  El  primer  trabajo  del  hombre,  dice,  se  di- 
rigió á la  satisfacción  de  las  imperiosas  necesidades  de  su  vida 
material;  pero  más  adelante,  con  propósitos  más  elevados  y más 
complejos,  surgieron  las  profesiones  de  las  llamadas  artes  libe- 
rales. Los  hombres  de  ciencia,  los  literatos,  los  cultivadores  de 


(l)  La  locazione  di  opere  e il  contrato  di  lavoro. — Catania,  1894, 
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las  bellas  artes,  los  médicos,  los  arquitectos,  los  jurisconsul- 
tos, etc.,  forman  la  primera  clase  de  trabajadores. 

Junto  á éstos  están  los  trabajadores  manuales,  que  se  dis- 
tinguen  en  dos  grupos:  primero,  los  domésticos,  los  que  reali- 
zan actos  en  la  casa  (domus)  y prestan  sus  servicios  á la  familia; 
segundo,  los  operarios,  los  que  ejercen  un  oficio  ó arte  de  las  no 
libelares,  los  que  trabajan  para  un  patrón,  recibiendo  de  él  un 
salario  ó merced,  pero  que  viven  independientemente  y sin  re- 
lación alguna  de  domesticidad. 

Trabajadores  intelectuales,  domésticos  y operarios,  en  cuanto 
prestan  su  trabajo  en  beneficio  ajeno,  mediante  una  cierta  retri- 
bución, están  sometidos  respecto  de  las  personas  con  quienes 
contratan  á vínculos  de  igual  naturaleza. 

En  todos  los  casos  se  descubre  el  mismo  fenómeno:  el  indi- 
viduo que  es  dueño  de  sus  fuerzas  físicas  ó intelectuales  las 
ejercita  en  provecho  de  sus  semejantes  á cambio  de  la  pactada 
compensación  económica:  el  trabajo  es  q1  objeto  del  contrato. 
Vendrán  luego  las  necesarias  distinciones  en  la  reglamentación 
que  la  diversa  clase  de  trabajo  y la  condición  de  las  personas 
exijan:  pero  considerado  el  hecho  en  su  conjunto,  en  su  identi- 
dad de  naturaleza,  nos  muestra  la  unidad  de  doctrina  que  en  el 


Código  no  puede  percibirse. 

¿En  qué  artículo  dejos  del  capitulo  que  comentamos  se  alude 
al  trabajo  intelectual,  en  el  sentido  que  ordinariamente  se  da  á 
esta  frase,  pues  ya  sabemos  que  el  trabajo  no  es  ni  exclusiva- 
mente manual  ni  pura  inente  obra  de  la  inteligencia? 

El  médico,  el  abogado,  el  ingeniero,  carecen  en  el  arrenda- 
miento de  obras  y servicios,  de  preceptos  que  regulen  la  pres- 


, ación  de  sus  trabajos. 

Cierto  que  la  naturaleza  del  contrato  cuando  recae 
>ajos  intelectuales  ha  sido  muy  discutida.  De  un  lado, 
siguiendo  la  tradición  romana,  afirma  que  sólo  las 
míales  ó mecánicas  pueden  arrendarse,  pero  no  los 
de  la  inteligencia,  los  oficios  de  las  artes  liberales, 
3on  propiamente  recompensables  en  dinero,  ya  que 


sobre  tra 
Troplong, 
obras  cía- 
productos 
porque  no 
si  alguna 
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compensación  interviene  es  en  concepto  de  honorario í,  como  ] o;-, 
que  pueden  convenirse  en  el  mandato,  en  cuyos  preceptos  re- 
si  !e  su  reglamentación  más  adecuada.  De  otro,  Duvergier  en 
tiende  que  lo  mismo  los  trabajos  manuales  que  los  intelectuales 
pueden  ser  objeto  de  arrendamiento,  observando  muy  discreta- 
mente que  la  confusión  con  el  mandato  es  imposible  por  el  prin- 
cipio de  la  representación  que  á éste  inspira,  el  cual  no  se  da 
en  la  prestación  de  trabajos  intelectuales,  pues  á nadie  se  le 
ocurrirá  decir  que  el  médico,  el  profesor  ó el  ingeniero  repre- 
respectivamente  á sus  clientes.  De  otro,  todavía  Pacific! 
üJazzoni  opta  por  calificar  el  contrato  de  innominado,  recono- 
ciendo en  él  una  especial  naturaleza. 

Pero  para  nosotros,  atendiendo  al  hecho  fundamental,  ¿ la 
sustancial  consideración  del  ejercicio  de  las  facultades  humanas 
en  beneficio  ajeno  mediante  positiva  retribución,  no  podemos 
por  menos  de  afirmar  que  ese  hecho,  que  ese  ejercicio  de  facul- 
tades lo  mismo  se  da  en  los  trabajos  manuales  que  en  los  inte- 
lectuales. 

El  cuerpo  de  doctrina  debe  formarse,  mejor  dicho,  lo  da  for 
infido  la  realidad  con  el  conjunto  de  las  relaciones  que  surgen 
del  acto  jurídico  de  la  prestación  de  trabajo,  sea  cual  fuere  su 
naturaleza  y sin  perjuicio  de  las  ulteriores  agrupaciones  de  pre- 
ceptos, de  la  sistematización  qu3  la  variedad  de  la  materia  im- 
ponga. 

¿Debe  llamarse  á todo  ese  conjunto  arrendamienU?  Tal  vez 
no;  pero  lo  que  á nosotros  por  ahora  nos  importa  es  hacer  cons- 
tar la  unidad  de  doctrina,  el  contenido  que  en  nuestra  opinión 
tiene  lo  que,  sin  discutir  la  denominación,  se  viene  llamando 
arrend  amiento  de  tiras  y servicios. 

No  debemos,  sin  embargo,  ocultar  que  quizás  el  pensamiento 
del  Código  no  coincide  con  el  nuestro.  Nos  mueve  á suponerlo 
así,  de  una  parte,  el  silencio  que  el  Código  guarda  en  el  capí, 
tule  que  comentamos  sobre  los  trabajos  intelectuales,  y de  otra 
©1  precepto  del  art.  1709,  que  dice  que  por  el  contrato  de  man- 
dato se  obliga  una  persona  á prestar  algún  servicio  ó hacer  al- 
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.gima  cosa  por  cuenta  ó encargo  de  otra,  en  cuya  generalidad, 
si  á tal  aitículo  atendiéramos  sólo  para  lijar  el  concepto  del 
mandato,  no  se  puede  negar  que  holgadamente  caben  todos  los 
arrendamientos  de  servicios,  y,  por  lo  tanto,  los  que  implican 
trabajos  intelectuales. 

Debe  tenerse  en  cuenta,  no  obstante,  que  el  principio  de  re- 
presentación se  ha  considerado  siempre  como  nervio  y entraña 
del  mandato:  que  este  principio  inspira  al  Código  en  el  art.  1725 
al  decir  que  el  mandatario  que  obre  en  concepto  de  tal  no  es 
responsable  personalmente  á la  parte  con  quien  contrata,  sino 
cuando  se  obliga  á ello  expresamente  ó traspasa  los  límites  del 
mandato  sin  darle  conocimiento  suficiente  de  sus  poderes,  y en 
el  1727  al  declarar  que  el  mandante  debe  cumplir  todas  las  obli- 
gaciones que  el  mandatario  haya  contraído  dentro  de  los  límites 
del  mandato:  que  tal  principio  integra  y complementa  la  defi- 
nición del  art.  1709,  y que,  como  antes  se  ha  dicho,  no  hay  mo- 
tivos que  permitan  afirmar  que  el  arrendador  de  obras  ó servi- 
cios actúe  en  representación  del  arrendatario. 

V. — Concepto  legal  del  arrendamiento  de  obras  y servicios 

Este  concepto  está  en  el  art.  1544  que  ya  hamos  comentado, 
donde  se  dice  que  en  dicho  arrendamiento  una  de  las  partes  se 
obliga  á ejecutar  una  obra  ó á prestar  á la  otra  un  servicio  por 
precio  cierto.  Según  el  art.  1546,  al  que  ejecuta  la  obra  ó presta 
el  servicio  se  llama  arrendador,  y al  que  adquiere  el  derecho  á 
la  obra  ó servicio  que  se  obliga  á pagar,  arrendatario. 

Dentro  de  este  concepto  legal  t^ene  cabida  tanto  la  locatio 
opero, aura  como  la  locadio  operis  del  Derecho  romano,  pura  como 
viene  á decir  Gavall8.ro  Freni,  el  trabajo  del  hombre  al  ser  ob- 
jeto del  contrato  puede  ser  tenido  en  cuenta  de  dos  maneras: 
ó bien  se  atiende  á los  actos,  á las  prestaciones  personales  que 
se  consuman  sin  dar  riesgo  visible,  al  trabajo  en  sí  mismo  ó 
independientemente  de  su  resultado,  ó bien,  por  el  contrario, 
■se  atiende  á lo  que  el  trabajo  crea,  ¿ la  obra,  al  producto,  al  ob- 
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jeto  sobre  que  el  trabajo  ha  recaído  para  su  mampuiacioi.  y 
transformación. 

Sin  duda  el  Código  pensó  en  esta  tradicional  distinción  del 
Derecho  romano  cuando  sentó  la  definición  del  art.  ló-lb,  pues 
a ella  aluden  claramente  sus  dos  términos  de  ejecutar  >ouz  obra 
ó prestar  ora  servicio. 

Casos  habrá  en  que  ofrecerá  dudas  el  poner  en  claro  si  se 
trata  de  una  leca  tío  oyeris  ó de  una  locado  operarum.  y casos 
también  en  que  comenzado  el  contrato  do  un  modo  pueda  cam- 
biarse su  naturaleza  por  acuerdo  de  las  partes.  Esto  será  un 
problema  de  prueba  y de  interpretación. 

Entendido  de  esta  suerte  el  contrato  de  arrendamiento  de 


obras  y servicios,  se  distingue  fácilmente  del  arrendamiento  de 
cosas  en  que  éste  recae  sobre  objetos  determinados  exteriores 
y sensibles  (salvo  el  caso  del  arrendamiento  de  un  derecho  á 
que  hemos  aludido),  y el  que  ahora  nos  ocupa,  sobre  el  trabajo 
humano,  bien  en  sí  mismo  considerado,  bien  en  la  concreción 
pie  ban-i  m s producto  ú obra.  De  esta  sustancial  diferencia 
derívanse  corolarios  muy  importantes  en  la  práctica,  cuales  son, 
entre  otros,  que  en  el  arrendamiento  de  cosas,  como  se  trata  de 
una  obligación  de  dar,  se  puede  poner  al  arrendatario  en  pose- 
sión de  la  cosa  si  el  arrendador  so  niega  á entregarla,  mientras 
que  en  el  de  obras  y servicios,  sólo  en  casos  muy  excepcionales, 
será  posible  llegar  á la  efectividad  del  contrato  si  el  arrendador 
voluntariamente  no  lo  cumple,  quedando  siempre  á salvo  la 
obligación  de  indemnizar;  y que  el  hecho  de  la  muerte  del  arren- 
dador produce  muy  distintas  consecuencias  en  uno  y en  otro 
arrendamiento. 


Distínguese  el  arrendamiento  de  obras  y servicios  del  man- 
dato, de  una  parte,  en  que  en  éste,  como  hemos  dicho,  inter- 
viene la  representación,  y en  aquél,  no,  y de  otra,  en  que  el 
arrendamiento  de  obras  y servicios  es  forzosa  y esencialmente 
oneroso,  mientras  que  el  mandato  se  supone  gratuito,  salvo 
pacto  en  contrario  y salvo  que  el  mandatario  tenga  por  ocupa 
ción  el  desempeño  de  servicios  de  la  especie  á que  se  refiera  el 
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mandato,  en  cuyo  caso  se  presume  la  obligación  de  retribuirlo. 

De  la  sociedad  sepáranlo  también  notables  diferencias,  de 
las  cuales  la  más  sustancial  es,  para  nosotros,  la  ausencia  en  el 
arrendamiento  de  obras  y servicios,  de  la  intención  ó propósito 
de  crear  sociedad  y de  constituir  una  nueva  personalidad  ju- 
rídica. 

En  cuanto  á sus  requisitos  esenciales,  dado  el  concepto  del 
artículo  1544,  nada  hay  que  decir,  en  rigor,  que  no  esté  dicho 
ya  ó que  no  vaya  implícito  en  lo  expuesto  ai  hablar  del  arrenda- 
miento de  cosas. 

Ha  de  mediar  el  consentimiente  libre  y espontáneamente 
prestado;  las  obras  ó servicios  han  de  ser  posibles  y lícitas;  en 
el  precio  han  de  concurrir  las  circunstancias  explicadas. 

Véase  en  el  comentario  del  art.  1452  la  doctrina  de  la  Peal 
orden  de  28  de  Febrero  de  1905. 

El  contrato  de  destajo  para  el  laboreo  de  una  mina  es  un 
arrendamiento  de  servicios,  ya  se  estipule  una  cantidad  en  pago, 
ya  un  producto  líquido  del  laboreo.  (Sentencia  de  5 de  Octubre 
de  1905). 

Hasta  aquí  los  elementos  que  integran  el  concepto  legal  del 
arrendamiento  de  obras  y servicios,  y que  contribuyen  á fijar 
el  sentido,  tal  como  el  Código  lo  establece.  Este  concepto  es  el 
clásico,  el  tradicional,  el  aceptado  por  el  legislador. 

Pero  al  lado  de  esta  doctrina  ha  surgido  otra  nueva,  que  no 
vamos  á discutir,  aunque  sí  á indicar  ligeramente.  Obsérvase 
en  el  Código  pobreza  de  preceptos,  porque  en  todo  lo  que  expre- 
samente no  ha  instituido  en  el  capítulo  que  comentamos,  debe 
entenderse  que  hay  una  tácita  referencia  á la  doctrina  general 
de  las  obligaciones  y á la  del  arrendamiento  en  particular,  hfo 
ha  visto  el  Código  en  esta  materia  más  especialidades  que  las 
que  consigna;  pero  el  moderno  movimiento  social,  los  nuevos 
estudios  de  derecho,  encuentran  en  el  contrato  de  trabajo,  es- 
pecialmente cuando  se  trata  del  trabajo  manual,  cuando  las 
partes  que  lo  celebran  se  llaman  patrón  y obrero,  motivos  sus- 
tanciales que  imponen  la  derogación  del  derecho  clásico,  del  de- 
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recho  tradicional.  Arranca  este  nuevo  criterio,  de  un  lado,  de  ta 
observación  de  los  rigores  de  la  lucha  económica;  de  otro,  de  .a 
elabc  ramón.  de  un  nuevo  concepto  dei  derecho. 

El  individualismo  de  Spencer  culpa  a los  legisladores  de  ser 
responsables  de  grandes  males:  el  exceso  ue  legislación,  impo- 
niendo cada  nía  nuevas  restricciones  a la  libertad  humana,  aca' 
hará  por  crear  uaajoueva  esclavitud  (1).  Mas  precisamente  la 
moderna  tendencia  proclama  que  es  menester  limitar  la  libertad 
de  contratación,  si  bien  io  hace  á título  de  defensora  de  la  liber- 
tad misma.  Laveleye  ha  dicho,  y con  él  muchos  socialistas,  que 
la  actual  situación  de  los  individuos  no  es  el  resultado  de  su  mó  - 
rito  ó demérito,  sino  la  consecuencia  de  muchos  hechos  históri- 
cos, que  signirican  iniquidades,  expoliaciones,  el  constante  triun- 
fo del  fuerte  sobre  el  débil.  El  Estado  amparando  al  débil  rea- 
liza la  justicia. 

La  función  del  derecho,  se  dice,  no  es  meramente  negativa 
y limitativa,  sino  que  tiene  un  fondo  positivo  y ético.  Incumbe 
al  Estado  corno  superior  órgano  de  derecho  una  misión  integra- 
dora  que  venga  á llenar  las  desigualdades  sociales,  á fin  de  pro- 
curar la  verdadera  libertad  en  las  relaciones  entre  individuo  é 
individuo.  Sólo  de  esta  manera,  la  libertad  no  es  una  palabra 
vana;  sólo  cuando  se  encuentran  en  igualdad  de  condiciones  las 
partos  que  contratan,  es  cuando  se  puede  decir  que  libremente 
pactan.  Si  el  contrato  se  establece  entre  dos  seres  socialmente 
desiguales,  podrá  revestir  las  apariencias  de  la  libertad;  pero 
será  ésta  una  libertad  á estilo  individualista,  meramente  formal, 
porque,  en  realidad,  el  débil  habrá  sucumbido  ante  el  fuerte 
quedando  triturado  entre  las  ruedas  de  la  famosa  ley  do  la  libre 
concurrencia. 

Si  este  criterio  se  aplica  al  contrato  de  trabajo  y si  se  parte 
del  supuesto  del  abismo  que  media  entre  la  potencia  económica 
del  patrón  y la  del  obrero,  se  llega  como  lógica  consecuencia  á 
la  doctrina  intervencionista. 


(l)  Spencer,  El  individualismo  eontra  el  Estado. 
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El  Estado  no  puede  permanecer  indiferente  ante  el  espec- 
táculo que  ofrece  la  práctica  de  la  ley  de  la  oferta  y la  demanda. 
Debe  intervenir;  y debe  intervenir,  porque  así  realiza  su  fun- 
ción jurídica  suministrando  positivas  condiciones  de  derecho  á 
aquel  que  las  ha  menester;  su  misión  por  un  lado  será  negativa, 
prohibiendo  aquello  á que  las  partes  hubiesen  tal  vez  prestado 
su  consentimiento,  y limitando,  por  consiguiente,  el  concepto 
de  la  libertad  de  contratación;  mas  por  otro  será  positiva,  im- 
poniendo ciertas  cláusulas  ó estipulaciones  que,  por  estimarse 
de  derecho  público,  no  pueden  ser  renunciadas. 

Muestras  de  esta  intervención  del  Estado  en  el  contrato  de 
trabajo,  son  las  disposiciones  que  fijan  un  mínimum  de  edad 
para  la  entrada  en  fábricas  y talleres,  las  que  imponen  el  des- 
canso obligatorio,  las  que  prohíben  á ciertos  menores  el  trabajo 
nocturno,  las  que  establecen  un  'máximum  de  duración  á la  jor- 
nada de  trabajo,  las  que  determinan  un  mínimum  de  salario,  las 
que  se  ocupan  de  la  prevención  y reparación  de  los  accidentes, 
las  que  establecen  el  seguro,  las  que  organizan  la  inspección  del 
trabajo,  las  que  marcan  I03  lugares  del  pago  del  salario  y la  es- 
pecie que  ha  de  satisfacerse,  las  que  reglamentan  la  inmuui- 
dad  é intransferencia  del  mismo  salario,  las  que  para  su  cobro 
conceden  ciertos  privilegios,  las  que  tienden  á fomentar  la  crea- 
ción de  las  cooperadoras  de  producción,  las  que  prohíben  á los 
obreros  renunciar  á determinados  beneficios,  y tan-as  otras  que 
en  la  actualidad  luchan  por  convertirse  de  aspiraciones  en  rea- 
lidades legales. 

Todas  ellas  forman  un  cuerpo  de  doctrina,  cuya  sola  coa  • 
templación  acusa  un  concepto  de  todo  eu  todo  distinto  del  tra  li- 
cional,  que  va  implícito  en  los  artículos  del  0>  lig>,  N > es  nues- 
tro propósito,  repetimos,  el  discutirlo;  que  le  solamente  apun- 
tado como  ilustración  de  la  materia. 

Junto  á este  concepto  aun  todavía  se  defienden  soluciones 
más  radicales.  Su  punto  de  partida  arranca  del  pensamiento  de 
Marx,  de  que  el  valor  es  creado  por  el  trabajo,  con  su  necesaria 
consecuencia  de  que  el  trabajador  tiene  derecho  al  producto  íu- 
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tegro  del  que  ejecuta.  Medítese  un  momento  acerca  de  este  prin- 
cipio, pártase  de  él  como  supuesto  económico  jurídico  para  cons- 
truir el  contrato  de  trabajo,  y se  vera  que  las  conclusiones  a 
que  forzosamente  se  llega  nada  tienen  de  común  con  el  sistema 
del  Código. 

Recientemente  se  ha  querido,  sin  embargo,  encajar  ese  cri- 
terio en  las  disposiciones  del  derecho  positivo;  refiriéndose  al 
Código  francés,  Chatelain  ha  hecho  un  esfuerzo  muy  simpático, 
muy  ingenioso  y muy  interesante,  en  un  estudio  que  en  España 
ha  viste  la  luz  en  la  Revista  de  Legislación  y Jurispruiencm,  y 

t 

del  cual,  en  la  misma  Revista , se  ha  ocupado  el  Sr.  Posada,  Este 
hace  notar  muy  ¡bien  los  puntos  esenciales  del  trabajo  de  Cha- 
telain. 

¿Cómo  so  explica,  dice  éste,  que  los  productos  de  la  induS' 
tria  no  pertenecen,  en  ningún  momento,  ni  en  el  curso  de  la  pro- 
ducción, ni  al  final  de  ésta,  á los  que  los  producen,  por  lo  me- 
nos á aquellos  que  concurren  á su  producción  con  el  trabajo  ma- 
nual, á los  obreros?  ¿Dónde  están  las  disposiciones  del  derecho 
que  causan  ese  gran  fenómeno  general?  ¿Qué  artículos  y de  qué 
leyes  tienen  especialmente  ese  efecto?  ¿Por  qué  no  se  promueve 
jamás  niDgún  proceso  sobre  la  propiedad  de  los  productos,  entre 
les  obreros  y el  patrono? 

Y Chatelain,  después  de  un  minucioso  estudio  de  las  dispo- 
siciones del  Código  francés,  y de  todos  los  conceptos  en  él  conte- 
nidos que  guardan  relación  con  el  fenómeno  del  trabajo,  llega  á 
las  conclusiones,  que  Posada  resume  del  siguiente  modo:  1.a,  que 
la  idea  del  contrato  de  arrendamiento  de  servicios  es  insufi- 
ciente, de  una  manera  manifiesta,  y además  es  inadecuada,  es- 
téril y anticuada  para  explicar  el  contrato  de  trabajo:  del  exa- 
men real  y positivo  de  los  elementos  y operaciones  que  entraña 
la  empresa  industrial,  en  que  colaboran  patrono  y obreros  para 
hacer  un  preduelo,  resulta  que  es  imposible  interpretar  jurídica- 
mente las  relacicnes  entre  los  términos  del  contrato,  con  la  fór- 
mula legal  del  arrendamiento:  el  obrero  no  se  arrienda ; 2.a,  que  no 
hace  falta  crear  una  nueva  categoría  jurídico- legal  para  expli- 
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car  la  naturaleza  del  contrato  de  trabajo,  toda  vez  que  el  análi- 
sis de  los  factores,- términos  y proceso  de  la  empresa  industrial 
en  que  concurren  obreros  y patronos,  descubre  en  ella  condicio- 
nes análogas  á las  que  se  manifiestan  eu  otras  relaciones  jurídi- 
cas consagradas  por  los  Códigos,  siendo  más  racional  acudir  á 
las  disposiciones  respectivas  de  éstos,  para  interpretar  en  el  de- 
recho positivo  el  contrato  de  trabajo;  3.a,  que  las  ideas  á que 
éste  responde  de  una  manera  más  positiva  y real,  son  las  de 
sociedad , y las  de  venta  ó distribución  del  producto  del  trabajo: 
4.a,  que  á consecuencia  de  esto,  el  contrato  de  trabajo  puede  ser 
explicado:  a),  como  una  sociedad,  resultado  de  una  cooperación, 
en  cuanto,  mediante  él,  el  patrono  y los  obreros  ponen  en  común, 
trabajo,  industria,  dinero,  bienes  para  lucrarse;  b),  como  una 
venta  que  el  obrero  hace  de  la  parte  que  le  corresponde  en  el  pro- 
ducto futuro,  que  pasa  á 3er  del  patrono,  por  los  anticipos  que  le 
hace  éste — salario — , á causa  de  que  el  obrero  no  puede  esperar — 
por  su  falta  de  medios — á que  el  producto  elaborado  se  venda 
para  obtener  la  ganancia  que  le  pudiera  corresponder. 

Aquí  ponemos  punto  á estas  ligeras  indicaciones,  que  tienen 
por  único  objeto  dar  una  sucinta  idea  del  sentido  con  que  ac- 
tualmente se  estudia  el  contrato  de  trabajo,  mas  no  entrar  en  su 
desarrollo  ni  en  su  discusión.  Nuestros  propósitos,  más  modes- 
tos, se  reducen  á comentar  los  preceptos  del  Código. 

SECCIÓN  PRIMERA 

DEL  SERVICIO  DE  CRIADOS  Y TRABAJADORES  ASALARIADOS 

ARTÍCULO  1583 

Puede  contratarse  esta  clase  de  servicio  sin  tiempo 
fijo,  por  cierto  tiempo,  ó para  una  obra  determinada. 
El  arrendamiento  hecho  por  toda  la  vida  es  nulo. 

Unánimes  están  todos  los  autores  en  afirmar  que  el  art.  1583 
no  tiene  otro  alcance  que  el  de  garantizar  la  libertad  individual 
contra  las  mismas  estipulaciones  de  las  partes. 
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La  libertad  es  propia  dol  hombre;  le  pertenece  ¿6  tal  modo, 
que  es  inherente  á su  condición  de  persona  y no  puede  despren  • 
derse  de  ella. 

La  esclavitud  es  una  institución  que  pasó  á la  historia  . 
Ahora  bien:  á la  esclavitud  se  llega,  no  solamente  reconociéndose 
la  relación  de  propiedad  de  un  individuo  sobre  otro,  sino  com- 
prometiendo en  beneficio  ajeno  todas  las  manifestaciones  de  la 
actividad  en  un  orden  determinado,  puesto  que  entonces  todo  el 
contenido  de  ella  resultaría  indu  lablemente  enajenado.  Pero  la 
libertad  es  una  de  las  formas  totales  de  la  actividad  humana,  de 
tal  suerte  que  no  hay  acto  realizado  por  ei  hombre  que  no  se  dé 
dentro  de  esa  forma,  la  cual  sería  incompatible  con  la  enajena 
ción  del  contenido  de  la  actividad  propia  De  aquí  que  el  artículo 
que  comentamos  haya  sancionado  con  la  declaración  de  nulidad 
el  arrendamiento  hecho  por  toda  la  vida 

Importa  fijarse  en  los  térmiaos  del  art.  1583.  Seguidamente 
del  epígrafe  de  la  sección  «Del  servicio  de  criados  y trabajado- 
res asalariados»,  dice,  que  puede  contratarse  esta.  clase  de  ser- 
vicio sin  tiempo  fijo,  por  cierto  tiempo,  ó para  una  obra  de- 
terminada, y que  el  arrendamiento  hecho  por  toda  la  vida 
es  nulo. 

De  manera  que  el  precepto  se  refiere  tan  sólo  al  servicio  de 
criados  y trabajadores  asalariados:  pero  no  al  arrendamiento 
de  servicios  de  las  profesiones  liberales.  Hacemos  notar  esto 
porque  algunos  autores  discuten  si  la  prohibición  del  arrenda 
miento  por  toda  la  vida  rige  también,  por  ejemplo,  en  los  ser- 
vicios del  Médico,  del  Abogado  y del  Profesor,  estimando  que  á 
estos  casos  no  se  refiere  la  sanción  de  nulidad  de  la  ley  por  en- 
tender que  no  se  atenta  á la  libertad,  y porque  la  obligación 
puede  satisfactoriamente  resolverse  en  la  de  indemnizar,  si  el 
obligado  no  cumple  lo  que  prometió. 

Nosotros  no  tenemos  ahora  que  tratar  de  esta  cuestión,  por 
que  aun  cuando  hemos  dicho  que,  en  nuestra  opinión,  los  traba- 
jos llamados  intelectuales  forman  parte  del  contenido  del  arren- 
damiento de  obras  y servicios,  también  hemos  indicado  que  el 
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Código  no  los  comprende  en  este  capítulo  ni  lea  dedica  la  menor 
alu-sión. 

A mayor  abundamiento,  el  artículo  que  comentamos  dice 
«esta  clase  de  servicio»,  y esta  clase  de  servicio  no  es  otra  que 
la  que  el  epígrafe  expresa,  esto  es,  el  de  los  criados  y los  traba- 
jadores asalariados.  Respecto  de  ellos,  afirmamos,  pues,  la  pro- 
hibición legal,  sin  que  respecto  de  los  trabajos  intelectuales  la 
afirmemos  ni  1a.  neguemos  ahora,  por  no  ser  este  el  lugar 
oportuno. 

Otro  de  los  puntos  en  que  conviene  fijar  la  atención  es  en  la 
eficacia  de  la  prohibición  establecida  por  el  artículo  en  cuanto  á 
las  dos  partes  contratantes,  esto  es,  si  debe  entenderse  que 
rige  para  arrendador  y arrendatario  ó solamente  para  aquél,  ó 
sea  para  el  criado  ó trabajador  asalariado. 

Sin  duda,  la  intención  primera  y más  principal  del  legis- 
lador al  dictar  el  precepto,  fué  tener  en  cuenta  la  libertad  del 
criado  ó trabajador,  ó impedir  que,  comprometiéndose  por  toda 
su  vida,  abdicase  de  su  libertad;  pero,  aunque  en  un  orden  se- 
cundario, parece  que  también  se  tuvo  en  cuéntala  situación  del 
arrendatario,  á juzgar  por  los  términos  absolutos  de  la  disposi- 
ción. El  arrendamiento  hecho  por  toda  la  vida — dice  el  Código — 
es  nulo,  sin  añadir  ninguna  otra  circunstancia. 

De  esta  manera  de  formular  la  regla  deducirnos:  primero, 
que  la  declaración  de  nulidad  es  en  interés  de  ambas  partes,  y 
que,  por  lo  tanto,  no  será  válido  el  contrato  en  virtud  del  cual 
una  persona  se  comprometa  á tener  á su  servicio  á otra,  aun- 
que se  conceda  á é-ta  la  facultad  de  dar  por  terminado  el  arren 
demiento;  y segundo,  que  el  período  de  la  vida  de  una  persona 
para  significar  la  duración  del  contrato,  es  Ic-galmente  imposi- 
ble, ya  se  trate  de  la  vida  del  arrendador,  ya  déla  del  arrenda 
tario,  pues  eu  ambos  supuestos  se  está  dentro  de  la  declaración 
de  nulidad  del  artículo  qne  comentamos,  ya  que  -no  alude  en 
concreto  á la  vida  de  una  sola  de  las  partes. 

Un  medio  muy  fácil  se  ocurre  desde  luego  para  burlar  el 
evidente  espíritu  de  la  ley,  que  es  el  de  contratar  por  un  núme 
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ro  de  años  determinado,  que  sobradamente  exceda  de  la  vida  de 
cualquiera  de  los  contratantes,  por  ejemplo,  cincuenta  anos,  sí 
el  arrendador  tiene  ya,  en  el  momento  en  que  contrata,  otros 
cincuenta  de  edad,  Pero  seria  tan  clara  c.  simulación  en  este 
caso,  que  no  dudamos  que  los  Tribunales  no  tendrían  incon- 
veniente  en  declarar  la  nulidad  si  la  cuestión  llegara  á plan- 
tearse. 

En  general,  siempre  que  la  simulación  se  demuestre  y se 
oruebe  que  lo  que  en  realidad  se  pactó  va  contra  el  sentido  del 
art.  1583  estimamos  que  la  nulidad  debe  ser  declarada. 

Las  consecuencias  de  la  declaración  de  nulidad  se  regirán 
por  lo  dispuesto  en  el  cap.  4.°,  tit,  2.°  del  libro  4.°  del  Código, 
v claro  es  que  no  excusando  la  ignorancia  del  cumplimiento  de 
las  leyes  en  el  Lecho  de  contravenirse  lo  preceptuado  en  el  ar- 
ticulo que  comentamos,  esto  es,  en  el  hecho  de  pactarse  un  arren 
damiento  de  servicios  cíe  criados  ó de  trabajadores  asalariados 
por  toda  la  vida,  habrá  una  causa  torpe  común  á las  dos  partes, 
7,  por  lo  tanto,  carecerán  ambas  de  acción  entre  sí  para  dirigir- 
se reclamación  alguna,  según  el  art.  1305. 

Por  lo  demás,  fuera  de  la  prohibición  á que  venimos  aludien* 
do,  el  art.  1583  concede  una  gran  amplitud  para  estipular  el 
tiempo  de  duración  del  contrato,  pues  expresamente  dice  que 
puede  ser  sin  tiempo  fijo,  por  cierto  tiempo,  ó para  una  obra 
determinada,  y tenemos,  además,  por  indudable,  que  qo  so  opo  ¡ 
ne  al  espíritu  de  la  ley  el  que  la  subsistencia  del  arrendamiento 
se  afecte  por  el  cumplimiento  de  alguna  condición. 

Una  observación,  para  terminar,  que  señala  una  diferencia 
más  dentro  del  Código  entre  el  arrendamiento  de  cosas  y el  que 
ahora  nos  ocupa.  En  el  art.  1543  vimos  que  el  arrendamiento 
de  cosas  había  de  ser  por  tiempo  determinado,  acerca  de  cuyo 
requisito  ya  expusimos  nuestra  opinión;  en  el  artículo  que  aho- 
ra comentamos  ja  queda  dicho  que  uno  de  los  modos  como  pue- 
de constituirse  el  de  servicio  de  criados  y trabajadores,  es  sin 
fijación  de  tiempo» 

El  contrato  por  el  que  se  prestan  servicios  mediante  una 
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-cantidad  pagadera,  aun  en  caso  de  enfermedad,  es  un  arrenda- 
miento. (Sentencia  de  27  de  Junio  de  1906.) 

Concordancias . — Artículo  1524  del  Proyecto  de  1851;  1780 
del  Código  francés;  1628  del  italiano;  1371  del  portugués;*  1988 
del  chileno;  2552  del  de  Baja  California  y Puebla;  1578  del  de 
Venezuela;  título  6 °,  sección  7.a,  libro  2.°  del  Código  del  Im- 
perio alemán;  capítulo  16,  sección  2.a,  parte  2.a  del  Código  de 
Austria;  capítulo  2.°,  título  3.°,  parte  2.a,  libro  4.°  del  urugua 
yo;  capítulo  8.°,  título  6.°,  sección  3.a,  parte  2.a,  libro  2.°  del 
argentino. 


ARTÍCULO  1584 

El  criado  doméstico  destinado  al  servicio  personal 
de  su  amo,  ó de  la  familia  de  éste,  por  tiempo  determi- 
nado, puede  despedirse  y ser  despedido  antes  de  espi- 
rar el  término;  pero,  si  el  amo  despide  al  criado  sin 
justa  causa,  debe  indemnizarle  pagándole  el  salario 
devengado  y el  de  quince  días  más. 

El  amo  será  creído,  salvo  prueba  en  contrario. 

1. °  Sobre  el  tanto  del  salario  del  sirviente  do- 
méstico. 

2. °  Sobre  el  pago  de  los  salarios  devengados  en  el 
ano  corriente. 


ARTÍCULO  1585 

Además  de  lo  prescrito  en  ios  artículos  anteriores, 
se  observará  acerca  de  los  amos  y sirvientes  lo  que 
determinen  las  leyes  y reglamentos  especiales. 

El  arí.  1583  se  refería,  en  general,  á los  criados  y á los  tra- 
bajadores asalariados.  Los  que  ahora  comentamos  aluden  con- 
cretamente á los  criados  domésticos . 

Importa,  en  primer  lugar,  distinguir  claramente  unos  ie 
otros  trabajadores,  porque  el  Código  los  sujeta  á distintas 
reglas. 

Del  art.  1584  se  desprende  qué  es  lo  que  debe  entenderse  por 
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criado  doméstico,  atendiendo  á la  clase  de  servicio  que  presta, 
que  es  el  personal  de  su  amo  ó de  la  íamilia  de  éste,  F1  art.  1 586 
se  refiere  á los  trabajadores  asalariados,  y se  vale  de  una  enu- 
meración, no  limitativa,  mencionando  en  ella  á los  criados  de  la- 
branza, menestrales  y artesanos. 

Según  Ca vallare- IVeni,  b;  j ) el  nombre  do  domésticos  deben 
comprenderse  los  familiares  de  la  casa,  todos  los  que  prestan 
sus  servicios  personales  y manuales  en  la  familia  de  su  amo  c 
señor  con  quien  ordinariamente  conviven,  recibiendo  de  él  el 
correspondiente  salario  y las  má3  de  las  veces  alojamiento  y ali- 
mentación, y con  el  nombre  de  operarios  se  designa  á todos 
aquellos  que  v:van  del  ejercicio  de  un  arte  ú oficio,  arrendando, 
por  días  ó por  tiempo  determinado,  sus  obras  á camino  de  una 
merced;  pero  sin  estar  subordinados  á un  amo,  sin  recibir  de  él 
habitación  ni  alimentos. 

Con  lo  sustancial  de  estos  conceptos  estamos  desde  luego 
conformes,  siendo  el  rasgo  principal  que  distingue  á unos  de 
otros  trabajadores,  el  servicio  directo  de  los  primeros  para  con 
las  personas  de  la  familia  del  arrendatario,  y la  relación  de  do- 
iriesticidad  qne  en  ellos  se  da,  y que  se  forma  por  ese  coniunto  de 
circunstancias  que  hace  notar  Cavallaro  Freni  en  su  defiuición, 
y que  no  concurren  en  los  demás  trabajadores  asalariados. 

Igualmente  estamos  conformes  con  dicho  autor  eu  rechazar 
la  ampliación  del  concepto  de  domésticos  que  hace  Pacifici- 
Mazzoni,  queriendo  que  entren  en  él  otras  muchas  personas 
como,  por  ejemplo,  los  maestros  ó preceptores,  las  institutrices, 
los  secretarios,  etc  , en  quienes  tal  vez.  se  pueda  encontrar  la 
relación  de  domesticidad  á que  antes  aludimos,  pero  respecto  de 
los  cuales  falta  la  condición  de  ser  su  trabajo  manual,  de  Ser 
verdaderos  criados;  y no  hay  que  olvidar  que  la  cualidad  de  do- 
mésticos la  referimos  siempre  á los  criados. 

Supuesto  ya  que  los  artículos  que  comentamos  rigen  res- 
pecto de  los  criados  domésticos  y sabido  quiénes  son  éstos,  el 
precepto  que  nos  ocupa  alude  al  término  del  arrendamiento  por 
voluntad  de  una  sola  de  las  partes. 
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Si  el  arrendamiento  se  hizo  sin  tiempo  fijo,  lo  onal  puede  ocu- 
rrir, según  el  art.  1583,  es  para  nosotros  indudable  que  en  todo 
momento  cualquiera  de  los  contratantes  puede  dar  por  concluido 
el  contrato  sin  derecho  á pedirse  indemnización  alguna.  El  Có 
digo  no  lo  dice  así,  pues  no  se  ocupa  del  caso  de  que  no  habién- 
dose fijado  tiempo,  una  de  las  partes  no  quiera  continuar;  pero 
nos  parece  que  ésta  es  la  consecuencia  obligada  del  hecho  de 
permitirse  constituir  el  arrendamiento  de  que  tratamos  sin  de- 
terminación de  tiempo. 

Si  se  fijó  tiempo,  también  es  posible  la  conclusión  del  con- 
trato por  voluntad  de  una  sola  de  las  partes,  por  permisión  ex 
presa  del  Código;  ahora  que  los  efectos  serán  distintos,  según 
quien  sea  el  que  manifieste  su  propósito  de  no  continuar.  En 
realidad,  la  solución  debía  ser  idéntica,  ya  fuese  el  arrendador, 
ya  fuese  el  arrendatario  el  que  pusiera  término  al  contrato  por 
acto  de  su  sola  voluntad,  pues  habiéndose  establecido  un  tiempo 
fijo,  la  terminación  antes  de  que  el  tiempo  llegue  supone  siem 
pre,  en  la  parte  que  la  lleve  á cabo,  una  transgresión  de  lo  con- 
venido. Pero  el  Código,  en  los  artículos  que  comentamos,  no  se 
atiene,  fuerza  es  confesarlo,  á los  principios  de  derecho,  sino  á 
ciertas  reglas  que,  sin  duda,  le  han  parecido  de  equidad. 

El  criado  doméstico,  dice  el  art.  1584,  destinado  al  servicio 
personal  de  su  amo  ó de  la  familia  de  éste  por  tiempo  determi- 
nado, puede  despedirse  y ser  despedido  antes  de  expirar  el  tér- 
mino. En  cuanto  al  caso  de  que  sea  él  el  que  se  despida,  no  se- 
ñala la  ley  la  obligación  de  satisfacer  indemnización  alguna  al 
arrendatario,  y como  expresamente  le  concede  la  facultad  de 
despedirse,  deducimos  que  nada  tendrá  que  abonar  con  motivo 
•de  su  voluntaria  contravención  de  lo  convenido.  Si  el  amo  es 
perimenta  algún  perjuicio,  no  tiene  á quién  reclamar  su  indem 
nización.  El  Código  ha  creído  ser  intérprete  déla  equidad  inch 
nándose  en  este  caso  del  lado  del  arrendador,  dicho  sea  sin  dis- 
cutir sus  motivos. 

Si  es  el  amo  el  que  despide  al  criado  antes  de  que  se  cumpla 
el  tiempo  que  se  determinó,  lo  primero  que  hay  que  poner  en 
tomo  x 47 
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claro  es  si  la  despedida  es  caprichosa  ó si  obedece  á una  causa 
justa. 

Cuáles  sean  las  causas  que  pueden  justificar  la  despedida  del 
criado  por  el  amo,  no  las  dice  el  Código;  de  suerte  que  en  el  es- 
tado actual  de  nuestra  legislación  debe  entenderse  que  quedan 
á la  libre  apreciación  de  los  Tribunales.  La  primera  que  se  oc  i 
rre  es  el  incumplimiento,  por  parte  del  criado,  de  las  oblgacio- 
nes  que  su  servicio  supone,  ó su  cumplimiento  parcial  ó defec 
tuoso;  pero,  en  realidad,  pueden  presentarse  otras  muchas, 
cuya  enumeración  sería  muy  larga.  Por  otra  parte,  las  circuns 
tancias  de  las  personas  y de  los  pactos  establecidos  pueden  ha- 
cer variar  de  caso  á caso  la  justicia  de  dichas  causas,  cuya  apre- 
ciación, repetimos,  corresponde  á los  Tribunales. 

Lo  que  importa  hacer  constar  es  que  si  la  despedida  no  obe- 
dece á una  causa  justa,  el  amo,  según  el  articulo  que  comenta- 
mos, deberá  indemnizar  al  criado,  pagándole  el  salario  devenga- 
do y el  de  quince  días  más. 

Esta  forma  de  expresión  no  nos  parece  muy  .acertada,  por- 
que el  hecho  de  pagar  el  amo  el  salario  devengado  no  puede  te- 
mer el  concepto  de  indemnización,  sino  el  de  justa  retribución, 
según  lo  convenido,  del  trabajo  que  el  criado  prestó  hasta  el  día 
de  la  despedida.  A lo  que  si  conviene  ese  concepto  de  indemni- 
zación es  al  abono  de  los  quince  días  más  de  salario,  y&  que  ese 
abono  no  se  hace  en  compensación  de  trabajo  alguno,  sino  para 
que  el  criado  se  indemnice  de  los  perjuicios  que  le  pueda  causar 
la  injustificada  despedida. 

Estas  facilidades  que  en  el  arrendamiento  de  servicios  do- 
mésticos da  el  Código  para  poner  término  al  contrato,  facilida- 
des que  no  da  en  el  arrendamiento  de  cosas,  no  estimamos  que 
sean  caprichosas.  Antes  por  el  contrario,  arrancan  de  la  natura 
leza  del  servicio,  de  la  de  los  actos  en  que  consiste,  y sobre  todo 
de  la  relación  de  domesticidad  á que  antes  hemos  aludido,  la  oual 
supone,  de  un  lado,  un  cierto  vínculo  de  afecto  más  intenso  que 
el  que  puede  originar  la  relación  de  un  patrón  con  un  obrero  de 
&brica;  de  otro,  una  cierta  autoridad  más  extensa,  aunque  n>o 
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sea  más  que  porque  se  refiere  á un  mayor  número  de  actos;  y de 
otro,  una  base  de  confianza  que  la  ley  no  puede  imponer,  y que, 
en  faltando,  hace  que  el  contrato  no  llene  sus  racionales  fines. 

En  lo  que  no  podemos  estar  conformes  con  el  Código,  es  en 
el  resto  del  art.  1584. 

El  art.  1781  del  Código  francés  había  dicho  que  el  dueño  es 
creído  por  su  palabra  en  la  parte  de  gajes,  en  el  pago  del  sala- 
rio del  ano  vencido,  y en  lo  que  haya  dado  á cuenta  para  el  año 
corriente;  y el.  artículo  1526  del  Proyecto  de  1851,  inspirán- 
dose  en  este  modelo,  declaro  que  el  amo  es  creído,  afirmándolo 
con  juramento,  salvo  prueba  en  contrario:  l.°,  sobre  el  tanto  del 
salario  del.  sirviente  doméstico;  2.°,  sobre  el  pago  de  los  sala- 
rios devengados  en  el  año  corriente. 

Con  estos  precedentes  se  ha  elaborado  la  segunda  parte  del 
artículo  1584,  que  dice:  «El  amo  será  creído,  salvo  prueba  en 
contrario: 

»1.°  Sobre  el  tanto  de  los  salarios  del  sirviente  doméstico. 

»2.°  Sobre  el  pago  de  los  salarios  devengados  en  el  año 
corriente. » 

Los  motivos  del  Código  francés,  tomados  de  sus  autores, 
oueden  reducirse  á uno:  la  confianza  en  los  amos  y la  descon- 
fianza  que  los  criados  inspiran.  Adórnese  este  pensamiento  di- 
ciendo que  los  amos  son  más  cultos  é instruidos,  y que  la  mo- 
ralidad suele  acompañar  á la  instrucción,  y que  los  criados  son 
más  ignorantes,  y están,  por  lo  tanto,  en  disposición  de  mante- 
ner relaciones  más  íntimas  con  la  inmoralidad;  pero  al  cabo  no 
se  sale  del  pensamiento  enunciado. 

En  el  Código  español  no  se  nos  alcanza  que  pueda  haber 
otros  motivos  que  los  que  inspiraron  al  francés.  En  Francia  se 
ha  reconocido  ya  la  injusticia  que  el  precepto  entrañaba,  y el 
artículo  de  que  tratamos  ha  sido  expresamente  derogado;  en 
España  la  injusticia  continúa  en  pie,  reclamando  con  urgencia 
¿ju  reparación. 

El  art.  ] 584  contiene  una  desviación  de  los  principios  gene 
rales  del  derecho,  que  á su  vez  entraña  un  privilegio,  fundado 
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en  la  débil  y antijurídica  base  de  una  apreciación  apriorística 
que  sobre  Ja  moralidad  de  los  ciudadanos  hace  la  ley,  saliéndose 
completamente  fuera  de  su  misión. 

Veamos  el  pormenor  del  precepto. 

El  amo  será  creído,  salvo  prueba  en  contrario,  en  primer  lu 
gar,  sobre  el  tanto  del  salario  del  sirviente  doméstico.  Ordina- 
riamente, el  supuesto  de  aplicación  de  la  regla  tendrá  lugar 
cuando  el  criado  demande  al  amo  para  que  le  pague  el  salario. 
Siendo  el  criado  el  demandante,  él  será  el  que  tendrá  que  pro 
bar  los  hechos  en  que  se  funda  su  demanda,  que  serán  la  exis- 
tencia del  contrato  y la  de  las  condiciones  que  lo  integran,  una 
de  las  cuales  es  la  referente  á la  cuantía  del  salario.  Al  criado, 
pues,  corresponderá  la  prueba,  según  los  principios  generales, 
y nosotros  no  pretendemos  eximirle  de  esta  obligación,  la  cual 
lleva  consign,  como  lógica  consecuencia,  el  que  si  no  logra  de 
mostrar  los  hechos  de  la  demanda,  ésta  no  podrá  prosperar 
Pero  una  cosa  es  que  el  criado  tenga  que  luchar  con  las  dificul 
tades  de  prueba  que  son  comunes  á todo  demandante,  y otra 
muy  distinta,  que  viene  á agravar  su  situación,  el  que  tenga 
que  luchar  además  con  la  presunción  que  la  ley  establece  á fa 
vor  del  amo.  Esta  segunda  parte  es  la  que  no  puede  admitirse. 

Y mucho  menos  puede  admitirse  con  el  sentido  que  se  le  dió 
por  los  autores  del  Código  francés,  que  nuestro  Goyena  admitió 
impremeditadamente,  y que,  en  realidad,  no  encontramos  que 
se  contenga  en  el  artículo  que  comentamos.  Este  sentido  es  el 
de  afirmar  que  la  prueba  testifical  no  sería  admisible  al  criado 
aun  cuando  se  trate  de  aquellas  pequeñas  cantidades  para  las 
cuales  la  ley  no  exige  documento  alguno;  se  ha  querido  preve- 
nir— dice  Treilhard — una  especie  de  coalición  de  la  peor  clase, 
la  de  la  mentira  y el  fraude. 

Pero  en  nuestro  Código,  repetimos,  no  hallamos  que  el  pre- 
cepto tanga  ese  sentido,  ni  creemos  que  por  interpretación  pue- 
da dársele.  El  amo  es  creído,  dice  el  art.  1584,  salvo  prueba  en 
contrario , y con  estas  palabras  no  entendemos  que  se  limiten  los 
medios  de  prueba  de  que  el  criado  pueda  hacer  uso,  siéndolé  ad 
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mitidos  todos  los  que  las  leyes  establecen.  Podrá,  pues,  valerse 
de  la  prueba  testifical  y destruir  con  ella  la  afirmación  del  amo. 
Para  no  estimarlo  así  sería  menester  que  el  Código  expresamen- 
te hubiese  prohibido  la  prueba  de  testigos. 

La  segunda  presunción  con  que  el  artículo  que  comentamos 
favorece  al  amo,  es  con  la  de  ser  creído  asimismo  sobre  el  pago 
de  los  salarios  devengados  en  el  año  corriente. 

Esta  segunda  presunción  es  más  intolerable  que  la  primera, 
porque  viola  de  más  manifiesta  manera  los  principios  generales 
del  derecho. 

Si  el  criado  demanda  al  amo,  lo  que  tiene  que  demostrar  es 
el  hecho  del  contrato  y el  consiguiente  devengo  de  salarios,  esto 
es,  la  existencia  de  la  obligación  que  de  tales  hechos  se  deriva. 
Si  el  amo  afirma  que  los  salarios  fueron  pagados,  la  demostra- 
ción de  este  hecho,  como  constitutivo  de  la  extinción  de  la  obli- 
gación exigida,  debe  ser  de  cuenta  suya.  Así  se  despreude  del 
artículo  1214,  que  dice  que  incumbe  la  prueba  de  la3  obligado 
nes  al  que  reclama  su  cumplimiento,  y la  de  su  extinción  al  que 
la  opone. 

Pues  bien:  aquí  se  cambian  completamente  los  términos  del 
debate  judicial,  y á consecuencia  del  irritante  privilegio  conce 
dido  al  amo,  el  criado  tendrá  que  demostrar,  no  solamente  la 
existencia  de  la  obligación,  sino  el  hecho  negativo  de  que  no  ha 
sido  satisfecha.  Esto  es  tan  grave,  que  no  encontramos  palabras 
con  qué  censurarlo,  ni  atenuantes  para  la  censura. 

Aun  dentro  del  criterio  del  Código  encontramos  inconguente 
su  disposición,  porque,  nótese  bien,  el  privilegio  del  amo  se  re 
fiere  únicarhente  al  pago  de  los  salarios  devengados  en  el  año  co 
'■'riente.  Si  lo  que  el  criado  reclama  son  los  salarios  de  años  an- 
teriores, el  amo  no  goza,  respecto  del  hecho  de  su  pago,  de  pre- 
sunción alguna  á su  favor.  ¿Por  qué  esta  diferencia?  Lo  igno 
ramos.  Lo  contrario  hubiese  sido  quizá  menos  violento,  pues  en 
el  orden  de  lo  probable  y de  lo  verosímil  no  es  de  suponer  que 
un  criado  deje  transcurrir  años  sin  reclamar  su  salario. 

Contra  la  presunción  del  núm.  2.°  del  art.  1584,  estimamos 
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que  puede  prevalecer  la  prueba  testifical,  ya  que  no  hay  en  e¡ 
articulo  vestigio  alguno  que  indique  la  prohibición  de  dicht: 
prueba. 

No  tenemos  para  qué  repetir  que  las  presunciones  á favor 
del  amo,  que  hemos  examinado,  sólo  son  aplicables  al  contrate 
de  arrendamiento  de  servicios  de  criados  domésticos,  pero  n<> 
cuando  se  trate  de  los  demás  trabajadores  asalariados,  pues  ya 
hemos  dicho  que  el  art.  1584  únicamente  á aquéllos  concreta- 
mente se  refiere. 

Por  último,  el  art.  1585  declara  que,  además  de  lo  prescrito 
en  los  artículos  anteriores,  se  observará  acerca  de  los  amos  y 
sirvientes  lo  que  determinen  las  leyes  y reglamentos  especia 
I33.  Con  motivo  del  servicio  doméstico  ó relacionadas  con  él,  so 
dictan  á veces  disposiciones  de  policía  y buen  gobierno,  á las 
cuales  el  Código  debía  aludir  para  que  no  se  entendiese  que 
respecto  de  ellas  tenían  los  preceptos  que  comentamos  alcance 
derogatorio.  Debe  observarse,  sin  embargo,  que  habrá  que  es- 
tar á ellas,  pero  siempre  que  no  contradigan  lo  que  el  Código 
establece. 

Concordancias . — Artículos  1525,  1526  y 1527  del  Proyecto 
de  1851;  1781  del  Código  francés;  1370  al  1390  del  portugués; 
1989  al  1995  del  chileno,  cap.  l.°,  tít.  13,  libro  3.°  del  Código 
de  Baja  California  y Puebla;  1579  al  1584  del  de  Venezuela.  En 
cuanto  á Alemania,  Austria,  Uruguay  y Argentina,  véanse  las 
concordancias  del  artículo  anterior. 

ARTÍCULO  1586 

Los  criados  de  labranza,  menestrales,  artesanos  y 
demás  trabajadores  asalariados  por  cierto  término  para 
cierta  obra,  no  pueden  despedirse  ni  ser  despedidos 
antes  del  cumplimiento  del  contrato,  sin  justa  causa. 

artículo  1587 

La  despedida  de  los  criados,  menestrales,  artesanos 
y demás  trabajadores  asalariados,  á que  se  refieren  lo& 
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artículos  anteriores,  da  derecho  para  desposeerles  de 
la  herramienta  y edificios  que  ocuparen  por  razón  de 
su  cargo. 

A®í  como  el  art.  1583  se  refiere,  en  general,  á todos  los 
criados  y trabajadores  asalariados,  y los  1584  y 1585  á los  cria- 
dos domésticos  en  particular,  los  dos  artículos  que  ahora  co- 
mentamos se  concretan  al  arrendamiento  en  que  intervienen  los 
trabajadores  asalariados,  no  domésticos,  los  que  el  Código  da  á 
conocer  con  la  enumeración  de  criados  de  labranza,  menestrales, 
artesanos  y demás  trabajadores;  sólo  el  último  de  ellos  alude,  en 
parte,  también  á los  domésticos. 

El  punto  reglamentado  por  el  Código  es  el  de  su  despedida 
y el  supuesto  especial  el  de  que  el  contrato  no  se  haya  hecho  sin 
fijación  de  tiempo,  pues  si  tal  ocurriere,  parécenos,  por  las  mis- 
mas razones  que  expusimos  al  hablar  de  los  criados  domésticos, 
que  la  recíproca  despedida  siempre  es  posible  sin  derecho  á ul- 
teriores reclamaciones. 

A la  primera  ojeada  de  conjunto  que  se  echa  sobre  el  artícu- 
lo 1586,  al  menos  en  la  edición  oficial  que  tenemos  á la  vista,  se 
observa  que  en  el  precepto  falta  una  conjunción  disyuntiva  que 
completa  y aclara  su  sentido,  y sin  la  cual  la  inteligencia  del  ar- 
tículo no  es  muy  asequible. 

Dice  así:  «Los  criados  de  labranza,  menestrales,  artesanos 
y demás  trabajadores  asalariados  por  cierto  término  para  cierta 
obra,  no  pueden  despedirse  ni  ser  despedidos  antes  del  cum- 
plimiento del  contrato,  sin  justa  causa.»  Interpretado  literal- 
mente el  artículo  con  arreglo  á esta  redacción,  resulta  que  para 
que  los  obreros  á que  se  refiere  no  puedan  despedirse  ni  ser  des- 
pedidos sin  justa  causa,  es  preciso  que  hayan  sido  contratados 
por  cierto  término  para  cierta  obra,  y,  por  lo  tanto,  que  no  basta 
para  la  imposibilidad  legal  de  la  caprichosa  despedida  con  que 
hayan  sido  contratados  por  un  tiempo  fijo,  sino  que  además  es 
necesario  que  su  contrato  se  refiera  á una  cierta  obra . De  suerte 
que  el  obrero  que  estipuló  un  tiempo  determinado  con  el  patrón 
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para  prestar  sus  servicios,  en  el  caso  de  que  éstos  no  se  relacio- 
nen con  ma  cierta  obra,  puede  ser  despedido  cuando  al  patrón  le 
venga  en  gana,  y,  recíprocamente,  puede  despedirse  el  con  la 
misma  libertad. 

Esto  no  nos  parece  justo;  la  imposibilidad  legal  de  la  despedi- 
da caprichosa  por  parte  de  cualquiera  de  los  contratantes,  arran  • 
cade  que  el  tiempo  haya  sido  fijado  en  el  contrato.  Ahora  bien: 
este  tiempo  puede  fijarse  de  cualquiera  de  las  dos  maneras,  ó 
bien  determinando  el  período  de  su  duración,  ó bien  refiriéndolo 
á la  duración  de  la  obra  de  que  so  trate,  lie  haga  de  un  modo 
ó de  otro,  debe  respetarse  lo  pactado,  sin  exigir  esa  especie  de 
doble  determinación  que  resulta  del  Código. 

Estas  dificultades  se  hubiesen  obviado  si  al  art.  1586  se  hu- 
biese añadido  la  conjunción  ó en  la  forma  siguiente:  «Los  cria- 
dos de  labranza,  menestrales,  artesanos  y demás  trabajadores 
asalariados  por  cierto  término  ó para  cierta  obra,  no  pueden 
despedirse  ni  ser  despedidos  antes  del  cumplimiento  del  contra- 
to, sin  justa  causa.»  Tal  creemos  que  es  el  verdadero  sentido  de 
la  ley. 

En  cuanto  á lo  que  debe  entenderse  por  causas  justificadas, 
ei  Código  guarda  silencio  y su  apreciación  corresponderá  á los 
Tribunales.  Puede  servir  de  ilustración  y de  criterio  la  doetri- 
na  de  los  arte.  25,  26  y 27  del  Proyecto  de  Contrato  de  Trabajo 
del  Instituto  de  Reformas  Sociales,  que  dicen  que  cuando  se 
hubiere  fijado  objeto  determinado  ó plazo  para  la  duración  del 
contrato,  éste  sólo  podrá  rescindirse:  I.0,  por  causas  indepen- 
dientes de  la  voluntad  de  las  partes;  2.°,  por  el  mutuo  disenso;: 
3.°,  por  cualquier  otro  motivo  debidamente  justificado.  Serán 
motivos  de  esta  clase  para  el  patrono:  las  faltas  injustificadas 
de  puntualidad  ó de  asistencia  al  trabajo  del  obrero;  la  indisci- 
plina ó desobediencia  de  éste  á los  reglamentos  de  la  industria, 
y las  injurias  ó malos  tratamientos  por  parte  del  obrero  contra 
el  patrono  ó sus  dependientes,  ó contra  otros  obreros.  El  obrero 
tendrá  el  derecho  de  rescisión:  por  injurias  ó malos  tratamien- 
tos por  parte  del  patrono  ó sus  dependientes;  por  falta  de  pago 
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ó de  puntualidad  en  el  abono  de  la  remuneración  convenida;  por 
exigirle  el  patrono  trabajos  distintos  del  pactado,  y por  la  mo- 
dificación del  reglamento  establecido  para  el  trabajo  al  celebrar- 
se el  contrato,  ó por  incumplimiento  del  mismo  en  lo  relativo  á 
las  horas  de  entrada  y salida  del  trabajo.  No  serán  motivos  de 
rescisión  la  inhabilidad  del  obrero,  si  no  se  funda  en  la  pérdida 
de  facultades  ó aptitudes  que  se  hayan  tenido  en  cuenta  al  tiem- 
po de  celebrarse  el  contrato,  ni  las  condiciones  que  impusiera  el 
patrono  en  cuanto  á la  forma  del  trabajo,  si  estuviesen  confor 
mes  con  las  previstas  en  el  contrato  ó en  el  reglamento  anterior 
á él  ó con  el  uso,  tratándose  de  las  faenas  agrícolas. 

En  la  prohibición  de  despedirse  y de  dar  la  despedida  sin 
justa  causa  del  art.  1586,  va  implícita  la  obligación  de  indemni- 
zar á la  otra  parte,  aquella  que  caprichosamente  ponga  término 
al  contrato.  El  Código  no  lo  dice;  pero,  en  realidad,  no  necesi- 
taba decirlo,  porque  esa  es  una  consecuencia  del  incumplimiento 
de  lo  pactado.  La  cuantía  de  la  indemnización  será  fijada  por  los 
tribunales.  El  rigor  de  los  principios  aconseja  que  una  vez  de- 
clarada caprichosa  ó injustificada  la  despedida,  se  considere 
como  deudor  de  mala  fe  al  que  tiene  que  indemnizar;  mas  cree- 
mos, sin  embargo,  que  los  tribunales  procederán  muy  cuerda- 
mente apartándose  de  ese  rigorismo,  y apreciando  las  circuns- 
tancias que  concurran  en  el  caso. 

El  art.  1587  saca  una  última  consecuencia  del  hecho  de  la 
despedida,  que  se  refiere  á todos  los  arrendamientos  de  servi- 
cios comprendidos  en  la  sección  que  estudiamos. 

La  socialización  de  ios  instrumentos  del  trabajo  es,  hoy  por 
hoy,  un  problema  á discutir  y una  aspiración  de  las  clases  obre- 
ras. En  el  estado  actual,  los  útiles  é instrumentos  del  trabajo 
pertenecen  ordinariamente  al  patrono,  y su  entrega  al  obrero  no 
supone  más  que  una  especie  de  contrato  accesorio  subordinado 
por  completo  al  principal  de  arrendamiento  de  servicios.  Como 
tal  contrato  accesorio,  subsiste  mientras  el  principal  esté  en  vi- 
gor, y se  extingue  cuando  éste  termine. 

De  acuerdo  con  este  criterio  el  art.  1587,  ha  dicho  que  la  des- 
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pedida  de  loa  criados,  menestrales,  artesanos  y demás  trabaja- 
dores asalariados  á que  se  refieren  los  artículos  anteriores,  da 
derecho  para  desposeerles  de  la  herramienta  y edificios  que  ocu- 
paren por  razón  de  su  cargo. 

Dos  observacionos  en  cuanto  á este  artículo.  Es  la  primera 
para  hacer  notar  que  la  despedida  á que  alude  no  es  precisa- 
mente la  justa  despedida,  sino  la  despedida  simplemente,  sea 
justa  ó injusta.  Si  la  despedida  es  caprichosa  por  parte  de' 
patrono,  es  cierto  que  éste  deberá  indemnizar;  pero  el  obrero 
no  por  ello  adquirirá  derecho  alguno  á la  herramienta  ni  á loe 
edificios. 

Es  la  segunda  para  llamar  la  atención  acerca  de  la  jurispru- 
dencia establecida. 

Según  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  8 de  Junie 
de  1898,  es  competente,  para  conocer  del  desahucio  que  se  des- 
prende del  art.  1587,  el  Juez  municipal  respectivo,  porque  no  te 
nióndose  el  edificio  en  precario,  sino  en  virtud  del  arrenda- 
miento de  servicios  y como  parte  de  pago  de  los  mismos,  cum- 
ple el  término  estipulado  en  el  contrato  con  la  despedida  del  cria  • 
do  ó trabajador,  y,  por  lo  tanto,  corresponde  conocer  al  juez  mu- 
nicipal, según  el  núm.  l.°  del  art.  1562  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  sin  necesidad  de  acto  de  conciliación  ni  de  conce- 
sión de  previo  plazo. 

Igual  doctrina  contiene  la  sentencia  de  9 de  Septiembre 
de  1901,  resolviendo  el  caso  de  un  desahucio  de  un  guarda  jura- 
do de  la  habitación  que  ocupaba  por  razón  de  su  cargo. 

A pesar  de  la  claridad  del  art.  1587,  la  jurisprudencia  tiene 
que  repetir  frecuentemente  que  la  despedida  de  porteros,  jardi- 
neros y dependientes  que  por  razón  de  su  oficio  ocupan  habita- 
ciones, da  lugar  al  desahucio  de  las  mismas.  Sirvan  de  muestra 
las  Sentencias  de  12  de  Diciembre  de  1904,  12  de  Enero,  8 de 
Julio,  5 y 20  de  Agosto  de  1905. 

Concordancias. — Artículo  1528  del  Proyecto  de  1851:  1391 
al  1395  del  Código  portugués;  1585  del  de  Venezuela;  cap.  2.°» 
titulo  13,  libro  3.°  del  de  Baja  California  y Puebla.  Respecto  de 
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Argentina,  Austria,  Alemania  y Uruguay,  véase  el  comentario 
del  art.  1583. 

SECCIÓN  SEGUNDA 

DE  LAS  OBRAS  POR  AJU8TE  Ó PREOIO  ALZADO 

AKTÍCULO  1588 

Puede  contratarse  la  ejecución  de  una  obra  convi- 
niendo en  que  el  que  la  ejecute  ponga  solamente  su 
trabajo  ó su  industria,  ó que  también  suministre  el 
material. 


La  segunda  clase  de  arrendamiento  de  obras  y servicios,  se- 
gún el  Código,  es  objeto  de  la  presente  sección.  Es  ésta  la  cons- 
tituida para  la  ejecución  de  obras  por  ajuste  ó precio  alzado. 

El  Código  no  comienza  dando  un  concepto  general  de  la  ma- 
teria, sino  señalando  sus  dos  modalidades  fan  laméntales. 

Tal  concepto  no  era,  sin  embargo,  absolutamente  preciso, 
porque  la  diferencia  entre  el  arrendamiento  de  obras  por  ajuste 
ó precio  alzado  y el  arrendamiento  del  servicio  de  criados  y tra- 
bajadores asalariados  es  bastante  clara.  En  éste,  es  objeto  di- 
recto del  contrato  el  trabajo  del  arrendador,  se  tienen  en  cuenta 
inmediatamente  los  actos  en  que  ese  trabajo  consiste  y que  en 
beneñcio  del  arrendatario  se  realizan.  En  las  obras  por  ajuste  ó 
precio  alzado,  el  trabajo  del  arrendador  es  un  factor  muy  impor- 
tante, importantísimo;  pero  no  constituye  el  objeto  directo  del 
contrato,  ni  se  tiene  inmediatamente  en  cuenta.  El  objeto  que 
las  partes  consideran,  aquel  que  traen  á reflexión  para  deter- 
minar el  concepto  de  causa,  y sobre  el  cual,  en  rigor,  consienten, 
no  es  el  trabajo,  sino  su  resultado,  la  obra  completa  y termi- 
nada, la  concreción  de  los  actos  del  arrendador  incorporados  á 
algo  material  que  viene  á ser  el  objeto  útil  del  contrato. 

De  aquí  la  oportunidad  de  la  diferencia  que  hace  notar  Lau- 
rent,  á saber:  tratándose  del  arrendamiento  de  trabajadores  asa- 
lariados, la  ley  no  habla  de  riesgos,  porque  el  obrero  no  los  so- 
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porta  jamás;  el  obrero  es  pagado  por  el  trabajo  que  hace,  cual- 
quiera que  sea  la  suerte  de  la  obra  á que  se  destine  y aun  cuan- 
do ésta  obra  pereciese  por  caso  fortuito.  Mas  en  el  arrendamiento 
que  ahora  nos  ocupa,  el  precio  es  estipulado,  no  en  razón  del 
trabajo,  sino  en  razón  de  la  obra:  el  precio  no  se  debe  hasta  que 
la  obra  no  está  confeccionada  y recibida,  y no  hay,  por  lo  tanto, 
derecho  para  reclamarla  si  la  obra  perece  antes  de  su  término  y 
de  su  aceptación. 

No  creemos  que  sean  necesarias  más  aclaraciones  para  dis 
tinguir  el  arrendamiento  por  ajuste  ó precio  alzado  de  aquel  otro 
de  que  trata  la  sección  anterior. 

El  comentario  del  art.  1588  sólo  exije  que  se  fije  la  atención 
en  las  dos  maneras  que  en  el  mismo  se  mencionan.  Esto  es,  que 
el  arrendador  ponga  solamente  su  trabajo  ó industria,  ó que  tam- 
bién suministre  el  material.  Ambas  son  compatibles,  según  el 
Código,  con  el  concepto  de  arrendamiento  de  ejecución  de  obras 
por  ajuste  ó precio  alzado. 

Se  ha  discutido  por  los  autores  cuál  es  la  verdadera  natu- 
raleza del  contrato  en  el  último  de  dichos  dos  casos,  ó sea  en  aquel 
en  que  el  arrendador  pone  también  los  materiales,  y tres  opinio- 
nes han  sido  emitidas.  Duvergier  y Duranton,  afirman  que  se 
trata  de  una  locación  de  obras;  Troplong,  Domante,  Marcado  y 
Doveri,  califican  el  acto  de  venta,  y Aubry  y Rau,  de  contrato 
mixto  de  locación  de  obras  y de  venta. 

Laurent,  acude  á la  discusión  del  Código  francés  para  desen- 
trañar el  sentido  del  mismo  en  este  punto,  y encuentra  que  en  el 
proyecto  de  dicho  Código  se  decía,  que  cuando  el  arrendador  su- 
ministra los  materiales,  el  contrato  es  de  venta  de  la  cosa,  una 
vez  hecha.  Este  concepto  fue,  sin  embargo,  suprimido  del  Código 
después  de  haberse  aprobado  por  el  Consejo  de  Estado,  á ins- 
tancia del  Tribunado,  por  la  sola  razón  de  que  se  trataba  de  no- 
ciones de  pura  doctrina  y que  el  Código  no  debía  contener  más 
que  disposiciones  legislativas.  De  aquí  deduce  Laurent,  que  el 
pensamiento  de  los  autores  del  Código  francés  fuó  considerar  el 
acto  como  una  venta. 
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Por  nuestra  parte,  apreciada  la  cuestión  doctrinalmente,  ob- 
servamos, en  el  caso  de  que  se  trata,  una  cierta  complejidad  de 
relaciones  que  sin  duda  empece  á que  el  acto  pueda  ser  califica- 
do lisa  y llanamente  de  arrendamiento:  tal  vez  no  fuera  difícil 
descubrir  en  él  derechos  y obligaciones  para  cuya  regulación  se 
haga  necesario  el  imperio  de  otros  preceptos  distintos  de  los  con- 
tenidos  en  el  tít.  6.0  del  libro  4.°  del  Código.  Mas  el  artículo  que 
comentamos  está  terminante  al  definir  que,  ya  ponga  el  arrenda- 
dor los  materiales,  bien  no  sean  éstos  de  su  cuenta,  el  concepto 
de  arrendamiento  de  obras  por  ajuste  ó precio  alzado  subsiste. 

Algo,  sin  embargo,  de  la  posible  complejidad  de  relaciones  á 
que  aludimos  se  ha  notado  ya  en  determinadas  disposiciones  le- 
gales, porque  el  art.  12  del  reglamento  del  Impuesto  de  dere- 
chos reales  y transmisión  de  bienes,  ya  dice,  que  no  se  reputará 
como  contrato  de  ejecución  de  obras,  sino  verdadera  transmisión 
de  inmueble,  cuando  la  obra  ó edificación  contratada  se  realice 
en  terreno  de  la  propiedad  del  contratisla  y se  comprenda  el  va- 
lor del  solar  en  el  precio  de  la  contrata. 

Concordancias. — Artículos  1529  del  Proyecto  de  1851:  1787 
del  Codigo  francés;  1634  del  italiano;  1396  del  portugués;  1996 
del  chileno;  2588  del  de  Baja  California  y Puebla;  1591  del  de 
Venezuela.  Titulo  7.°,  sección  7.a,  libro  2.°  dei  Código  alemán; 
capítulo  16,  sección  2.a,  parte  2.a  del  austríaco;  capítulo  2.°,  tí- 
tulo 3.°,  parte  2.a,  libro  4.°  del  uruguayo;  capítulo  8.°,  título  6.°, 
sección  3.a,  parte  2.a,  libro  2.°  del  argentino. 

ABTÍCULO  1589 

Si  el  que  contrató  la  obra  se  obligó  á poner  el  ma- 
terial, debe  sufrir  la  pérdida  en  el  caso  de  destruirse 
la  obra  antes  de  ser  entregada,  salvo  si  hubiese  ha- 
bido morosidad  en  recibirla. 

artícelo  1590 

El  que  se  ha  obligado  á poner  sólo  su  trabajo  ó in- 
dustria, no  puede  reclamar  ningún  estipendio  si  se  des- 
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truye  la  obra  antes  de  haber  sido  entregada,  á no  ser 
que  haya  habido  morosidad  para  recibirla,  ó que  la 
destrucción  haya  provenido  de  la  mala  calidad  de  los 
materiales,  con  tal  que  haya  advertido  oportunamente 
esta  circunstancia  al  dueño. 


ARTÍCULO  1591 

El  contratista  de  un  edificio  que  se  arruinase  por 
vicios  de  la  construcción,  responde  de  los  daños  y per 
juicios  si  la  ruina  tuviere  lugar  dentro  de  diez  años, 
contados  desde  que  concluyó  la  construcción;  igual  res 
ponsabilidad,  y por  el  mismo  tiempo,  tendrá  el  arqui 
tecto  que  la  dirigiere,  si  se  debe  la  ruina  á vicio  del 
suelo  ó de  la  dirección. 

Si  la  causa  fuere  la  falta  del  contratista  á las  condi- 
ciones del  contrato,  la  acción  de  indemnización  durará 
quince  años. 

El  punto  esencial  de  la  materia  de  arrendamiento  de  obras 
por  ajuste  ó precio  alzado  es  el  que  se  refiere  á fijar  las  respon- 
sabilidades del  arrendador.  De  él  se  ocupan  los  tres  preinsertos 
artículos. 

Hecha  en  el  art.  1588  la  fundamental  distinción  de  que  el 
arrendador  ponga  solamente  su  trabajo  ó industria  ó suministre 
también  el  material,  á ella  hay  que  atender  y á ella  atiende  el 
Código  para  examinar  los  casos  que  pueden  presentarse  en  los 
artículos  1589  y 1590,  destinados  á fijar  los  efectos  de  la  per 
dida  de  la  cosa  cuando  tiene  lugar  antes  de  su  entrega  al  arren 
datario.  El  art.  1591  se  refiere  concretamente  á los  edificios,  y 
trata  de  la  responsabilidad  de  los  contratistas  y arquitectos  por 
razón  de  la  obra  ejecutada. 

Examinaremos  estos  preceptos  por  el  mismo  orden  que  el  Có- 
digo los  establece: 

d)  Pérdida  de  la  cosa : caso  en  que  el  arrendador  haya  puesto  el 
material. — Si  el  que  contrató  la  obra,  dice  el  art.  1589,  se  obligó 
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á poner  el  material,  debe  sufrir  la  pérdida  en  el  caso  de  des- 
truirse  la  obra  antes  de  ser  entregada,  salvo  si  hubiese  habido 
morosidad  en  recibirla.  El  motivo  generalmente  aceptado  del 
precepto  es  la  semejanza  con  la  compra  y venta  y la  analogía 
que  la  situación  del  arrendador  tiene  con  la  del  vendedor.  El 
vendedor  es  dueño  de  la  cosa  hasta  que  la  entrega  y hasta  ese 
momento  soporta  los  casos  fortuitos:  á mayor  abundamiento, 
como  dice  Laurent,  el  arrendador  es  deudor,  ordinariamente, 
de  una  cosa  indeterminada.  Para  que  los  riesgos  dejen  de  ser  de 
cargo  del  arrendador  es  menester  que  la  cosa  haya  sido  entre* 
gada  y aceptada  por  el  arrendatario. 

Este  principio  tiene  una  excepción  que  el  mismo  art.  1589 
consigna  y que  se  da  en  el  supuesto  de  que  por  parte  del  arren 
datario  haya  habido  morosidad  en  recibir  la  cosa.  Esta  excep- 
ción es  justificada,  pues  ya  hemos  visto  antes  de  ahora  que  uno 
le  los  efectos  de  la  morosidad  en  la  doctrina  general  de  las  obli- 
gaciones es  que  el  que  se  deja  incurrir  en  ella  se  hace  responsa- 
ble de  los  casos  fortuitos,  tanto  en  la  mora  solvendi  como  en  la 
accipiendi . Véanse,  por  ejemplo,  el  párrafo  tercero  del  art.  1096 
7 el  párrafo  tercero,  también,  del  1452. 

No  habiendo,  pues,  morosidad  en  el  arrendatario  al  recibir 
:a  cosa,  la  pérdida  de  la  misma  antes  de  su  entrega  pesa  sobre 
el  arrendador.  En  su  consecuencia,  perderá  éste  su  trabajo  y el 
material  empleado  y no  podrá  exigir  el  precio  de  la  obra,  ya  que 
al  precio  se  da  en  compensación  de  ésta  y la  obra  no  llegó  á en- 
tregarse. 

Este  precepto  del  art.  1589  entendemos  que  es  aplicable 
tanto  á las  obras  que  recaen  sobre  muebles  como  á las  construc- 
ciones de  edificios,  pues  no  es  incompatible  con  la  disposición 
del  art.  1591  que  á los  edificios  se  refiere  y que  alude  á supuesto 
completamente  distinto. 

B)  Pérdida  de  la  cosa:  caso  de  que  el  arrendador  haya  puesto  sólo 

trabajo  ó industria.— Si  el  arrendador  no  suministra  el  mate- 
rial, sino  su  trabajo  ó industria,  es  regla  general  que  si  la  cosa 
perece  antes  de  haber  sido  entregada  no  tiene  derecho  alguno 
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á reclamar  el  precio,  ó como  dice  el  art.  1590,  ningún  esti- 
pendio. 

El  precio  no  llega  á ser  debido  porque  la  cosa  no  llega  á ser 
entregada,  y la  ley  supone  que  si  la  cosa  pereció  es  por  defectos 
de  confección  imputables  al  arrendador. 

Cuando  el  motivo  de  esta  presunción  falta,  nace  el  derecho 
del  arrendador  á reclamar  el  precio,  y así  lo  ha  estimado  el  Có- 
digo en  el  mismo  art.  1590,  al  establecer  dos  excepciones  á la 
regla  general  sentada. 

Es  la  primera,  la  de  que  el  arrendatario  haya  incurrido  en 
mora  para  recibir  la  cosa,  á cuyo  fundamento  ya  hemos  aludido 
en  el  párrafo  anterior.  Es  la  segunda,  la  de  que  la  destrucción 
provenga  de  la  mala  calidad  de  los  materiales  que  el  arrendata 
rio  suministra,  ya  que  esta  mala  calidad  en  nada  es  imputable 
al  arendador.  Sin  embargo,  para  que  en  este  último  caso  tenga 
el  arrendador  derecho  á exigir  el  precio,  la  ley  le  impone  el 
cumplimiento  de  úna  obligación  que  es  la  de  advertir  oportuna- 
mente esta  circunstancia  al  dueño,  obligación  que  entraña  un 
excelente  fondo  moral,  pues  implicaría  una  verdadera  super- 
chería el  que  el  arrendador  emplease  á sabiendas  malos  mate- 
riales sin  avisarlo  al  arrendatario,  el  cual  puede  haber  sido  víc- 
tima de  un  engaño  que  aquél  debe  deshacer  para  no  exponerlo 
¿ mayores  perjuicios. 

El  art.  1590  se  ocupa  exclusivamente  de  la  pérdida  de  la 
cosa  en  relación  con  el  derecho  del  arrendador  á percibir  el  pre- 
cio; pero  no  trata  de  los  efectos  de  esa  pérdida  respecto  del  im- 
porte de  los  materiales  que  el  arrendatario  entregó  al  arrenda- 
dor para  que  sobre  ellos  trabajase. 

Esto  implica,  sin  embargo,  una  cuestión  que  debe  ser  re- 
suelta. Si  con  este  objeto  observamos  la  relación  que  media  en- 
tre las  partes,  veremos  que  los  materiales  son  del  arrendatario 
y que  éste  los  entrega  al  arrendador  para  que  ejecute  la  obra. 
El  arrendador  está,  pues,  obligado,  no  solamente  á ejecutarla, 
sino,  mientras  tal  hace,  á conservarlos  con  la  diligencia  propia 
de  un  buen  padre  de  familia.  De  aqui  se  deduce  que  si  la  cosa 
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se  destruye  por  caso  fortuito,  la  pérdida  de  los  materiales  debe 
ser  soportada  por  el  arrendatario  sin  que  pueda  exigir  su  im- 
porte  al  arrendador.  El  caso  fortuito  pesa  sobre  ambos  contra- 
tantes, el  uno  se  ve  privado  del  material  que  entregó,  y el  otro 
del  trabajo  que  tuviera  ya  ejecutado  en  aquella  sazón.  No  debe 
olvidarse  que  el  caso  fortuito  debe  probarse,  y que,  por  lo  tanto, 
el  arrendador  será  el  que  tendrá  que  demostrar  que  la  pérdida 
ocurrió  por  caso  fortuito  y sin  culpa  de  su  parte,  pues  si  ésta  le 
fuese  imputable,  estimamos  que  sobre  no  tener  derecho  á exigir 
el  precio  de  la  obra,  tendría  que  indemnizar  al  arrendatario  el 
importe  de  los  materiales.  A estas  consecuencias  creemos  que 
lógicamente  conduce  la  aplicación  de  la  doctrina  general  de  las 
obligaciones. 

Por  último,  el  art.  1590  lo  estimamos  también  aplicable  á la 
construcción  de  edificios,  sin  que  tal  aplicación  pugne  con  el 
precepto  del  art.  1591. 

C)  Observación  común  tí  los  dos  casos  anteriores. — Del  estudio 
de  los  arts.  1589  y 1590  parece  deducirse  que  la  responsabilidad 
del  arrendador  cesa  una  vez  entregada  la  obra,  salvo  el  caso  es- 
pecial previsto  en  el  art,  1591. 

Esta  es,  en  efecto,  la  regla  general,  porque,  como  dice  Lau- 
rent,  si  el  arrendatario  después  de  examinar  el  trabajo  acepta 
la  obra  sin  hacer  reclamación  alguna  al  arrendador,  parece  como 
que  este  hecho  implica  la  renuncia  á reclamar  con  posterioridad. 
Pero,  puede  oóurrir,  como  hace  notar  el  mismo  autor,  que  los 
defectos  que  la  cosa  tenga  no  sean  apreciables  á la  simple  vista, 
ni  por  el  examen  que  ordinariamente  suela  hacerse  de  la  clase 
de  obras  de  que  se  trate,  y,  en  este  caso,  justo  y moral  es  que 
el  arrendador  responda  de  tales  defectos  que  sólo  más  adelante 
pueden  ser  apreciados.  No  debe  entenderse  que  el  arrendatario 
renuncia  al  ejercicio  de  su  acción  derivada  de  un  hecho  cuya 
existencia  desconoce. 

Este  supuesto  ha  debido  preverse  en  la  ley,  porque  no  pre 
viéndose  y estando  fundada  en  principios  de  justicia  U respon- 
gabilidad  del  arrendador,  surge  la  cuestión  del  plazo  dentro  del 
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cual  deberá  ei  arrendatario  interponer  su  acción,  cuestión  que 
no  bay  más  remedio  que  resolver  dentro  del  criterio  del  Codigo 
como  la  resuelven  los  Sres.  Martínez  Angel  y Oyuelos  (ly,  esto 
e3,  estimando  que  se  trata  de  una  acción  personal  que  con  suje 
ción  al  art.  1964  se  extingue  á los  quince  años,  plazo  que  desde 
luego  nos  parece  demasiadamente  largo.  Y no  es  esto  lo  peor, 
sino  que  como  también  dicen  dichos  autores,  el  punto  de  parti- 
da para  contar  esos  quince  años  será  <1  momento  en  que  se  co- 
nocieron los  defectos  o se  destruyó  la  cosa,  pues,  según  el  ar- 
tículo 1969  el  tiempo  para  la  prescripción  de  toda  clase  de  ac- 
ciones, cuando  no  haya  disposición  especial  que  otra  cosa  de- 
termine, se  contará  desde  el  día  en  que  pudieron  ejercitarse,  y 
como  en  el  caso  que  nos  ocupa  no  hay  momento  stñalado  espe 
cialmente,  as  lógico  deducir  que  el  tiempo  ha  de  contarse  desde 
que  se  conocieron  los  defectos  ó so  destruyó  la  construcción  á 
causa  do  ellos,  puesto  que  hasta  entonces  no  pudieron  ser  ejer- 
citados por  no  conocerse. 

¡))  Respon mbiiidad  de  contratistas  de  edificios  y arquitectos  por 
razón  de  ¡a  obro  ejecutada.  — La  reg!a  general  (alguna  de  cuyas 
excepciones  hemos  notado)  de  que  la  responsabilidad  del  arron-, 
dador  se  extingue  con  la  entrega  de  la  cosa,  tiene  otra  excep- 
ción especial  y concreta  referente  á los  edificios. 

Tratándose  de  esta  clase  de  construcciones,  la  responsabili 
dad  del  arrendador  subsiste  durante  un  plazo,  no  corto  en  ver- 
dad, que  fija  el  art.  1591. 

La  razón  del  precepto  es  muy  clara.  La  entrega  d9  la  cosa  y 
el  examen  que  de  ella  se  hace  no  son  suficientes  para  suponer 
que  el  arrendatario  tiene  ocasión  para  conocer  perfectamente 
todos  los  vicios  de  que  la  cosa  pueda  adolecer.  Antes,  por  el 
contrario,  lo  probable  será  que  esos  defectos  no  sean  manifies- 
tos, y que  sólo  con  el  transcurso  del  tiempo  puedan  ser  apre- 
ciados. Arrancando  esta  consideración  de  la  misma  naturaleza 
de  las  cosas,  lo  prudente  y lo  justo  es  el  fijar  un  período  de 


(1)  Tratado  de  Arquitectura  legal,  tomo  II. 
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tiempo  durante  el  cual  ^responsabilidad  del  arrendador  pueda 
hacerse  efectiva  y no  entender  que  el  hecho  de  la  aceptación 
implica  la  renuncia,  por  parte  del  arrendatario,  de  acciones  que 
en  ese  momento  no  sabe  si  tendrá  motivos  para  ejercer. 

En  este  sentido  se  inspira  el  art.  1591  ti  de»  ir  que  el  con- 
tratista de  un  edificio  que  se  arruinase  por  vicios  de  la  cons- 
trucción, responde  de  los  dañ^s  y perjuicios  si  la  ruina  tuviere 
lugar  dentro  de  diez  años,  contados  desde  que  concluyó  la  cons- 
trucción; igual  responsnbí'i dad,  y por  el  mismo  te  upo,  tendrá 
el  arquitecto  que  la  dirigiere  si  se  debe  la  ruina  á vicios  del 
suelo  ó de  la  dirección;  si  la  causa  fuere  la  falta  d<d  contratista 
á las  condiciones  del  contrato,  la  acción  de  indemnización  du- 
rará quince  años. 


Los  Sres.  Martínez  Angel  y Oyuelos  han  comentado  muy  dis- 
cretamente este  precepto.  De  ell  >s  son  los  párrafos  que  siguen. 

«El  art.  1591  establece  la  responsabilidad  del  arquitecto  y 
del  contratista  per  ruina  de  la  construc  .-ion,  dis  inguiendo  res- 
pecte de  uno  y otro:  el  primero  responde  si  la  ruina  se  dr-be  á 
vicio  del  suelo  ó de  la  dirección;  el  segundo,  si  trae  cansa  de  un 
vicie  de  construcción.  El  articulo  no  impone  una  responsabili- 
dad única  y solidaria  en  las  disposiciones  indicadas,  sino  que 
diferencia  la  da  uno  y la  de  otro. 

»Esta  diferencia  obedece  á la  diversa  función  de  uno  y otro: 
técnica  y directiva  esencialmente  la  del  anqn.iucto  ó maestro  d* 
obras  titule r;  económica  y ejecutiva  la  del  segundo. 

a El  arquitecto  responde  del  vicio  del  suelo  jorque  debe  co- 
.n  v.  odo  antes  de  comenzar  á conf-triv”,  y res ¡ onde  desde  en 
teneos  do  loo  vimos  o ue  tenga.  Si  ignora,  es  responsable  por 
u'digenma;  si  ios  cmoco  y no  lo  advierte  al  p>roj  ietaiio,  res- 
non  de  por  culpa,  puesto  que  debe  advertirlo  ¿ éste  y ic’iusnr 

,-v  «W  V I*  1* 

-w>  - A.'.  ' .•  - i ti  • 

>En  cuanto  á la  rciponsabililad  por  vicio®  en  ¡a  dirección, 
a:  "rece  duda,  puesto  que  dirigir  la  construcción  es  l.<  misión 

nia;  1?.  función  tócnica  y profesional  del  arquitecto. 

.'1\1  contratista  responde  de  los  vicios  de  la  construcción  > 
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concepto  difícil  de  determinar,  porque  tales  vicios  bien  pue  en 
proceder  de  una  mala  dirección  facultativa.  Aunque  no  es  posi- 
ble fijar  una  regla  general,  creemos  que  por  vicios  de  construc- 
ción se  entienden  los  referentes  á los  materiales  empleados  y á 
la  ejecución  de  los  trabajos. 

» Repetimos  que  no  es  fácil  deslindar  ambos  campos»  porque 
en  la  jurisdicción,  por  decirlo  así,  del  arquitecto  ó del  maestro 
de  obras  cae  la  inspección  de  los  trabajos,  y si  éstos  no  se  prac- 
tican con  arreglo  á lo  que  dispongan  la  ciencia.!  el  arte  ó la  ley, 
debe  corregirlo  y enmendarlo  el  facultativo. 

»En  la  construcción  de  un  ediñcio,  y con  referencia  al  ar- 
tículo 1591,  pueden  presentarse  dos  casos  distintos.  Oabo  que 
el  dueño  celebre  el  contrato  de  arrendamiento  de  la  obra  con 
una  persona  y además  designe  el  arquitecto  ó maestro  de  obras 
de  ella,  y puede  ocurrir  que  acuerde  con  el  contratista  la  ejecu- 
ción de  la  obra  y éste  nombre  libremente  al  faculta  tivo.  ¿Será 
aplicable  igualmente  en  ambos  casos  la  doctrina  del  art,  1591? 
Parécenos  que  hay  que  distinguir:  en  el  primer  caso  (designa- 
ción del  facultativo  por  el  propietario),  como  el  dueño  del  ediñ- 
cio celebra  un  contrato  con  el  facultativo  en  cuanto  á la  direc- 


ción de  la  obra  y con  el  contratista  respecto  de  su  ejecución, 
nace  una  relación  jurídica  con  relación  á lo 3 dos,  y por  lo  tanto, 
acción  directa  contra  ellos  en  la  forma  que  marca  el  repetido  ar- 
tículo 1591,  es  decir,  bifurcada,  ó sea  contra  el  contratista  por 
vicios  de  construcción,  y contra  el  facultativo  por  vicios  del 
suelo  ó de  la  dirección.  En  el  segundo  (celebración  del  contrato 
de  ejecución  de  las  obras  con  una  persona,  la  cual  designe  el  fa- 
cultativo), como  el  propietario  no  ha  realizado  convenio  alguno 
con  el  arquitecto  ó maestro  de  obras  director,  no  tiene  con  él 
vínculo  jurídico  ninguno,  y consiguientemente  carece  de  todo 
derecho  y acción  contra  él;  podrá  y deberá  dirigirse  contra  el 
contratista,  cualquiera  que  sea  la  causa  de  la  ruina  del  edificio, 

el  cual  repetirá  en  su  caso  contra  el  facultativo  si  la  ruina  se 
debiere  á culpa  de  éste. 

»E1  articulo,  repetimos,  no  establece  la  distinción  acabada 
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de  sentar;  pero  entendemos  que  debe  hacerse,  jorque  pueden 
presentarse  las  dos  modalidades,  los  dos  estados  jurídicos  que 
se  mencionan,  variedad  que  requiere  y exige  solución  también 
diversa». 

Séanos  permitido  algunas  observaciones  á más  de  lo  dicho 
por  los  ilustrados  autores  citados. 

Es  la  primera  para  hacer  notar  que  ei  art.  1591  no  establece 
una  presunción  de  culpa  contra  el  contratista  ni  contra  el  ar 
quitecto  por  el  mero  hecho  de  que  el  edificio  se  arruine  dentro 
del  plazo  durante  el  cual  son  éstos  responsables,  pues  siempre 
tendrá  que  demostrar  el  dueño  que  la  ruina  ha  tenido  lugar  por 
vicio  del  suelo  ó de  la  dirección,  si  quiere  dirigir  su  reclamación 
contra  el  arquitecto,  ó por  vicios  de  construcción  ó incumpli- 
miento de  las  condiciones  del  contrato  si  va  á entablar  sus  ac- 
ciones contra  el  contratista. 

Queremos  también  hacer  constar  que  el  arquitecto,  en  nues- 
tra opinión,  no  se  libra  de  responsabilidad  si  la  causa  de  la 
ruina  es  el  vicio  del  suelo,  aunque  demuestre  que  dio  oportuno 
aviso  de  ese  vicio  al  propietario,  pues  su  deber  en  tal  caso  no  es 
seguir  las  indicaciones  de  éste,  sino  resistirse  á hacer  la  obra. 
El  interés  público  asi  lo  exige. 

El  artículo  que  comentamos  está  colocado  en  la  sección  que 
trata  de  las  obras  por  ajuste  ó precio  alzado;  pero  entendemos 
que  la  responsabilidad  del  arquitecto  existe  también,  en  los  casos 
dichos,  aunque  á él  no  se  refiera  lo  del  precio  alzado. 

Puede  ocurrir  que  en  la  obra  no  haya  contratista  ni  arqui- 
tecto, sino  obreros,  con  quienes  el  dueño  directamente  se  entien- 
da, pagándoles  su  jornal,  y ocioso  es  a ivertir  que  los  obreros  no 
están  comprendidos  en  las  responsabilidades  que  fija  el  artícu- 
lo 1591 . Por  el  contrario,  puede  darse  el  caso  de  que  haya  con- 
tratistas de  contratistas,  por  ejemplo:  cuando  un  contratista  dé 
á su  vez  á contrata  algún  trozo  ó parte  de  la  obra.  En  tal  su- 
puesto. hay  que  atender  á los  vínculos  jurídicos  creados,  y,  por 
lo  tanto,  el  dueño  sólo  podrá  dirigirse  contra  la  persona  con 
uñen  contrató,  y éste  á su  vez  contra  los  demás  contratistas. 
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Por  último,  guarda  relación  el  art.  1591  con  el  1909,  á cuya 
comentario  nos  remitimos. 

Concordancias . — Artículos  1530,  3 5.31  y 1532  del  Proyecto 
de  1851;  1788,  1789,  1790  y 1792  del  Código  francés;  16 35, 
1636,  1637  y 1639  del  italiano;  1397,  1398  y 1399  dei  portugués; 
párrafo  8.°,  tít.  16,  libro  4.°  del  chileno;  25  99,  2600,  -60 , , 2»Q2, 
2603,  2604  del  de  Baja  California  y Puebla;  1554,  lo95  y 15  9. 
del  de  Venezuela-  Véanse  además  las  concordancias  del  artículo 

anterior. 


ARTÍCULO  1592 


El  que  s?e  obliga  á hacer  una  obra  por  piezas  ó por 
medida,  puede  exigir  del  dueño  que  la  reciba  por  par- 
tes y que  la  pague  en  proporción.  Se  presume  apro- 
bada y recibida  la  parte  satisfecha. 


En  el  comentario  al  art.  1588  hemos  dicho  que  en  las  obras 
por  ajuste  ó f recio  alzado,  el  objeto  del  contrato  es  la  obra  com- 
pleta y te  minada,  la  concreción  de  los  actos  del  arrendador  in- 
corporados á algo  material  y no  su  trabajo  directa  é inmediata- 
mente considerado.  Pues  bien;  uno  de  los  modos  de  hacerse  el 
ajusto  consiste  en  estipular  el  [¡recio  fijando  un  tanto  por  pieza 
ó por  medida.  Cuando  esto  ocurre,  es  visto  que,  en  la  intención 
de  las  partes,  el  objeto  del  contrato  es  la  entidad  pieza  ó medida, 
sea  el  que  fuere  el  número  de  ellas  que  sea  necesario  para  llevar 
á cabo  la  totalidad  de  la  obra. 

De  aquí  se  deduce  lógicamente  una  consecuencia,  que  es  la 
que  el  Código  establece  en  el  art.  1592,  cuyo  precepto  no  nece- 
sita explicación.  El  que  se  obliga,  dice,  á hacer  una  obra  por 
piezas  ó por  medida,  puede  exigir  del  dueño  que  la  reciba  por 
partes  y que  la  pague  en  proporción.  Se  presume  aprobada  y 
recibida  la  parte  satisfecha. 

La  obligación  del  arrendador  es  aquí  cumplida  sucesiva- 
mente, y sucesivamente  debe  ser  cumplida  también  la  del  arren- 
datarlo,  que  consiste  en  satisfacer  el  precio.  Si  se  siguiese  la 

'•  v • 
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regla  general,  es  claro  que  el  arrendador  no  podría  exigir  nada 
al  arrendatario  hasta  que  no  hubiese  ejecutado  y entregado  el 
número  de  piezas  6 de  medidas  que  componen  el  total  de  la  obra, 
pero  el  modo  especial  como  la  obligación  ha  sido  creada  im- 
pone esta  modificación. 

Este  artículo  lo  creemos  aplicable  también  á,  la  construcción 
de  edificios  si  se  dan  términos  hábiles  para  ello,  como  ocurriría, 
por  ejemplo,  en  el  caso  de  que  se  tratase  de  la  construcción  de 
un  hospital  compuesto  de  un  número  determinado  de  pabellones, 
á cada  uno  de  los  cuales  se  hubiese  fijado  un  precio. 

Debe  observarse  que  si  el  arrendador  tiene  recibido  anticipa- 
damente y á cuenta  algún  dinero  del  arrendatario,  esto  no  puede 
suponer  una  previa  aceptación  de  los  trozos,  piezas  ó medidas 
que  no  hayan  sido  concluidas  ni  entregadas. 

Concordancias — Artículo  1533  del  Proyecto  de  1851;  1791 
del  Código  francés;  1638  del  italiano;  2606  del  de  Baja  Cali- 
fornia y Puebla;  1596  del  de  Venezuela.  Véase  lo  dicho  en  el 
articulo  1588. 


ARTÍCULO  1593 

El  arquitecto  ó contratista  que  se  encarga  por  un 
ajuste  alzado  de  la  construcción  de  un  edificio  ú otra 
obra  en  vista  de  un  plano  convenido  con  el  propieta- 
rio del  suelo,  no  puede  pedir  aumento  de  precio  aunque 
se  haya  aumentado  el  de  los  jornales  ó materiales;  pero 
podrá  hacerlo  cuando  se  haya  hecho  algún  cambio  en 
el  plano  que  produzca  aumento  de  obra,  siempre  que 
hubiese  dado  su  autorización  el  propietario. 

Precisamente  uno  de  los  caracteres  que  van  implícitos  en  el 
contrato  de  arrendamiento  de  obras  por  ajuste  ó precio  alzado 
es  el  de  ser  aleatorio,  pues  algo  de  contingente  hay  siempre  en 
la  cuantía  de  las  utilidades  que  el  contratista  se  propone  obte* 
ner.  Ya  en  el  período  de  generación  del  contrato  se  tiene  en. 
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cuenta  esta  su  especial  naturaleza,  pues  no  puede  ocultarse  que 
entre  el  plano  ó proyecto  y el  presupuesto  y la  realidad  de  la 
ejecución  de  la  obra  no  existe  siempre  la  más  exacta  correspon- 
den da.  Motivos  que  han  escapado  á la  previsión  ordinaria,  ó la 
Índole  esencialmente  variable  de  ciertos  factores,  producen  de- 
terminadas diferencias  que  originan  el  carácter  aleatorio  del 

contrato  á que  aludimos. 

De  este  carácter  se  hace  cargo  muy  oportunamente  eí  Código 
en  el  artículo  que  comentamos,  diciendo  que  el  arquitecto  ó con 
traticta  que  se  encarga  por  un  ajusto  alzado  de  la  construcción 
de  un  edificio  ú otra  obra,  en  vista  de  un  plano  convenido  con 
el  propietario  del  suelo,  no  puede  pedir  aumento  de  precio  aun- 
que se  haya  aumentado  el  de  los  jornales  ó materiales. 

Son  puntos  que  deben  tenerse  en  cuenta  para  la  recta  inter- 
pretación de  e3ta  primera  parte  del  precepto:  primero,  que  rige 
precisamente  en  las  obras  por  un  ajuste  alzado;  segundo,  que  se 
refiere  al  arrendador,  al  que  se  haya  encargado  de  la  obra,  sea 
arquitecto,  sea  contratista,  como  dice  el  Código,  ó sea  maestro 
de  obras,  como  añadimos  nosotros;  tercero,  que  comprende  en 
su  supuesto  tanto  la  construcción  de  edificios  en  sentido  estricto 
como  la  realización  de  otra  obra  cualquiera,  como,  por  ejemplo, 
un  canal  ó un  ferrocarril;  cuarto,  que  es  indispensable  que  exis- 
ta un  plano  convenido,  y quinto,  que  aun  cuando  el  artículo  dice 
que  el  plano  ha  de  ser  convenido  ccn  el  propietario  del  suelo,  no 
entendemos  estas  palabras  en  su  literal  sentido,  sino  que  esti- 
mamos que  también  tendrá  aplicación  la  regla  cuando  un  contra- 
tista primitivo  haya  contratado  con  otro  contratista,  sin  perjui- 
cio de  sus  responsabilidades  con  el  dueño  del  suelo. 

Hasta  aquí  lo  necesario  para  dejar  á salvo  el  carácter  alea- 
torio del  arrendamiento  de  obras  por  ajuste  ó precio  alzado.  El 
Código  no  podía,  sin  embargo,  desconocer  que,  sin  que  se  nie- 
gue la  naturaleza  del  contrato,  el  aumento  de  precio  es  posible. 
De  aquí  que  el  artículo  que  comentamos,  en  su  segunda  parte 
diga:  pero  podrá  hacerlo  (es  decir,  podrá  el  arquitecto  ó contra- 
tista pedir  aumento  de  preeio)  cuando  se  haya  hecho  algún  cam- 
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bio  en  el  plano  que  produzca  aumento  de  obra,  siempre  que  hu- 
biese dado  su  autorización  el  propietario. 

Este  aumento  de  precio  no  procede  de  la  naturaleza  del  con- 
trato, sino  de  la  verdadera  novación  que  las  partes  han  intro- 
ducido en  él,  de  su  propia  voluntad  concordada,  pues  ya  vemos 
que  el  Código  exige  el  requisito  indispensable  de  que  el  propie- 
tario haya  dado  su  autorización,  la  cual,  en  concurrencia  con  la 
propuesta  del  arquitecto  ó contratista,  no  es  otra  cosa  que  una 
fórmula  de  consentimiento. 

En  la  práctica  la  dificultad  estará  ordinariamente:  primero, 
en  la  prueba  de  la  autorización  del  propietario,  para  la  cual  el 
Código  no  fija  forma  determinada,  y segundo  en  tasar  el  au- 
mento de  precio,  para  lo  cual  estimamos  que  habrá  que  estudiar 
la  relación  que  existe  entre  el  aumento  de  obra  y el  plano  pri 
mitivo,  á fin  de  deducir  la  consiguiente  relación  de  los  precios. 

El  art  1793  del  Código  francés  es  más  previsor  que  el  que 
comentamos,  pues  exige,  para  que  el  aumento  de  precio  pueda 
pedirse,  que  los  cambios  ó ampliaciones  del  plan  se  hayan  auto- 
rizado por  escrito  y que  se  haya  convenido  el  precio  con  el  pro- 
pietario. 

Por  último,  debe  notarse  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo 
de  9 de  Octubre  de  1889,  que  los  Sres.  Martínez  Angel  y Oyue- 
los  extractan  del  siguiente  modo:  «La  voluntad  de  las  partes 
contratantes  es  la  ley  especial  á que  hay  que  atenerse  para  regu- 
lar sus  respectivos  derechos  y obligaciones,  siempre  que  lo  con- 
venido esté  conforme  con  las  leyes  y la  moral.  Si  en  el  contrato 
celebrado  entre  el  recurrente,  contratista  y la  recurrida,  propie 
taria,  para  la  ejecución  de  obras  en  un  teatro,  se  estipuló  de  una 
manera  expresa,  en  su  cláusula  4.a,  que  sería  de  cuenta  de  la 
propietaria,  y como  más  precio,  todas  las  obrns  y aumentos  que 
hubiese,  fijándoles  ios  precios  antes  de  darse  principio  á su  eje 
cución  y estampándolos  en  el  contrato,  convenidas  las  obras  en 
al  precio  alzado  de  1.000  pesetas  y las  maderas  del  teatro  viejo, 
no  hay  términos  hábiles  para  que  al  constructor  se  le  abone  la 
cantidad  que  pide  por  la  construcción  de  palcos  en  vez  de  pía- 
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teaa,  ya  porque  no  cumplió  por  su  pane  con  lo  convenido  en  la 
cláusula  4.a  de  que  queda  hecho  mérito,  ya  también  porque,  no 
ha  probado,  á juicio  de  la  Sala  sentenciadora,  la  existencia  uel 
contrato  privado  que  supone  modificó  lo  convenido  en  un  prin- 
cipio sobre  el  particular.» 

Concordancias. — Artículo  1 o 34  del  Proyecto  do  1851,  17vío  do* 
Código  frac  cés;  1610  del  italiano;  140!  del  portugués;  1598  del 
•venezolano.  Véanse  las  concordancias  expuestas  en  los  artículos 
anteriores  en  lo  que  se  refiere  v»  Chile,  Alemania»,  Austria,  1 ru 
guaj'  y Argentina. 


ARTÍCULO  1594 

El  dueño  puede  desistir,  por  su  sola  voluntad,  de  la 
construcción  de  ia  obra  aunque  se  haya  empezado,  in- 
demnizando al  contratista  de  todos  sus  gastos,  trabajo 
y utilidad  que  pudiera  obtener  de  ella. 

ARTÍCULO  1595 

Cuando  se  ha  encargado  cierta  obra  á una  persona 
por  razón  de  sus  cualidades  personales,  el  contrato  se 
rescinde  por  la  muerte  de  esta  persona. 

En  este  caso  el  propietario  debe  abonar  á los  here- 
deros del  constructor,  á proporción  del  precio  conve- 
nido, el  valor  de  la  parte  de  obra  ejecutada  y de  los 
materiales  preparados,  siempre  que  de  estos  materia- 
les reporte  algún  beneficio. 

Lo  mismo  se  entenderá  si  el  que  contrató  la  obra  no 
puede  acabarla  por  alguna  causa  independiente  de  su 
voluntad. 

Los  preinsertos  artículos  se  ocupan  de  dos  supuestos  de  ex- 
tinción del  contrato  de  ejecución  de  obras  por  ajuste  ó precio 
alzado.  Examinémoslos. 

Es  el  primero  el  del  desistimiento  del  dueño. 
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El  dueño  puede  desistir  por  su  sola  voluntad  de  la  ejecución 
de  la  obra.  Se  ha  dicho  por  algún  autor  que  en  esto  no  hay,  en 
rigor,  ninguna  excepción  de  la  doctrina  general  de  las  obliga- 
ciones, porque  en  todas  ellas  si  una  de  las  partes  no  quiere  cum- 
plir, queda  sujeta  á la  indemnización  correspondiente,  que  es  al 
cabo  la  solución  que  da  el  art.  1594.  Pero  nosotros  no  vemos  la 
cuestión  de  esa  manera,  porque  si  no  existiese  el  precepto  del 
citado  art.  1594,  el  dueño  no  podría  desistir,  aunque  quisiera, 
del  contrato  convenido,  el  contratista  seguiría  en  su  construcción 
y cuando  hubiese  terminado  tendría,  derecho  á pedir  íntegro  el 
precio  pactado. 

El  Código  establece,  sin  duda  alguna,  una  evidente  excep- 
ción á los  principios  generales  al  otorgar  al  dueño  la  facultad  de 
desistir.  Razones  de  equidad  la  aconsejan  y la  justifican:  se 
hsn  tenido  en  cuenta  los  posibles  cambios  de  fortuna  de  las  per- 
sonas y se  ha  procurado  evitar  todo  perjuicio  para  el  arren- 
dador. 

La  manera  que  ha  tenido  el  Código  de  llegar  á una  solución 
armónica,  es  obligar  al  dueño  á indemnizar  al  contratista;  pri- 
mero, todos  sus  gastos;  segundo,  su  trabajo,  y tercero,  la  utili- 
dad que  pudiera  obtener  de  la  obra. 

Observaremos  en  cuanto  al  precepto  del  art.  1594  como  pun- 
tos principales  de  su  interpretación:  que  el  desistimiento  es  efi- 
caz aunque  la  obra  se  haya  empezado;  que  los  gastos  que  se  in- 
demnizan son  los  que  están  ya  hechos  por  el  contratista  en  el 
momento  del  desistimiento,  tanto  por  haberlos  materialmente 
desembolsado  como  porque  esté  obligado  á satisfacerlos,  lo  que 
ocurrii  ía  en  el  caso  de  que  tuviera  hecho  un  pedido  de  mate  ■ 
ríales  que  no  teDga  más  remedio  que  aceptar  y pagar;  que  la 
utilidad  que  se  indemniza,  según  el  Código,  es  la  que  pudiera 
obtener  el  contratista  de  la  totalidad  de  la  obra  y no  tan  sólo  de 
la  parte  ejecutada;  que  también  se  le  indemniza  el  trabajo,  que 
suponemos  será  el  trabajo  verificado  hasta  el  momento  del  dosis 
timiento,  lo  cual  no  nos  parece  razonable,  porque  si  se  le  abona 
toda  la  utilidad  que  hubiera  obtenido  de  la  obra,  en  ella  va  cora 
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prendido  el  valor  de  ese  trabajo,  por  lo  que  resulta  que  viene 
éste  á indemnizarse  dos  veces,  y por  último,  que  dados  los  tér- 
minos del  artículo  y su  redacción,  estimamos  que  es  aplicable 
tanto  en  el  caso  de  que  el  contratista  ponga  solamente  su  tra- 
bajo ó industria  como  en  aquel  otro  en  que  ponga  también  los 
materiales. 

El  segundo  supuesto  de  extinción  del  contrato  es  el  conte- 
nido en  el  art.  1595,  y en  él  sí  que  realmente  no  es  de  observar 
excepción  algima  de  los  principios  generales  de  contratación. 

Ha  dicho  el  art.  1257,  que  los  contratos  no  producen  efectos 
entre  los  herederos  de  las  partes  que  los  otorgan  cuando  los 
derechos  y obligaciones  que  de  ellos  procedan  no  sean  trans  ■ 
misibles,  ó por  su  naturaleza  ó por  pacto  ó por  disposición  de 
la  ley. 

Pues  bien,  derivación  inmediata  de  este  principio  es  el  pre- 
cepto del  art.  1595  que  dice,  que  cuando  se  ha  encargado  cierta 
obra  á una  persona  por  razón  de  sus  cualidades  personales,  el 
contrato  se  rescinde  por  la  muerte  de  esta  persona. 

Lo  que  importaba  era  fijar  los  términos  en  que  esta  ineludi 
ble  rescisión  había  de  tener  lugar,  y esto  es  lo  que  determina 
el  párrafo  segundo  del  mismo  artículo,  diciendo  que  en  este 
caso  el  propietario  debe  abonar  á los  herederos  del  constructor, 
á proporción  del  precio  convenido,  el  valor  de  la  parte  de  obra 
ejecutada  y de  los  materiales  preparados,  siempre  que  de  estos 
materiales  reporte  algún  beneficio.  Dado  el  motivo  de  la  resci- 
sión, esta  fórmula  entraña  un  precepto  de  equidad,  sin  que  pue- 
da obligarse  á más,  en  buenos  principios,  al  dueño. 

Por  último,  el  art.  1595  termina  declarando  aplicable  su  pre- 
cepto al  caso  de  que  el  que  contrató  la  obra  no  pueda  acabarla 
por  alguna  causa  independiente  de  su  voluntad.  La  prueba  de 
la  existencia  de  esta  causa  y de  su  naturaleza  es  de  cuenta  dei 
que  la  alega. 

Relacionada  con  el  art.  1595  está  la  sentencia  del  Tribunal 

. * 

Supremo  de  8 de  Octubre  de  1867,  cuyo  extracto  tomamos  de 
los  Sres.  Martínez  Angel  y Oyuelos,  y que  dice  así:  «Aunque  en 
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la  ley  9.a,  tít.  8.°  de  la  Partida  5.a  se  ordena  que  si  los  menes- 
trales que  estuviesen  encargados  de  alguna  obra  por  precio 
cierto  falleciesen  sin  concluirla,  sus  herederos  tienen  el  dere- 
cho de  verificarlo,  dando  otro  menestral  tan  idóneo  como  el 
finado»,  esta  disposición  de  la  ley  se  ha  entendido  siempre  limi- 
tada á las  obras  puramente  mecánicas,  siendo  doctrina  cons- 
tantemente admitida  por  la  jurisprudencia  que  cuando  se  en- 
carga una  obra  á determinada  persona  por  razón  de  su  indus- 
tria ó de  sus  cualidades  personales,  al  fallecimiento  de  esa  per- 
sona se  rescinde  el  contrato,  por  faltar  lo  que  constituye  su  ver- 
dadero objeto,  no  pasando,  por  tanto,  á los  herederos  la  obliga- 
ción ni  el  derecho  de  continuar  la  obra,  si  bien  le  tienen  á que 
por  el  dueño  de  ella  se  les  abone  el  valor  do  la  parte  ejecutada 
y el  de  los  materiales  preparados  que  puedan  ser  de  utilidad  á 
dicho  dueño 

Concordancias  — Artículos  1535  y 1 536  del  Proyecto  de  J 851; 
1794,  1795  y 1796  del  Código  francés;  1641,  1642  y 1613  del 
italiano;  1402  y 1403  del  portugués;  2617,  2618,  2619,  *¿620 
y 2621  del  de  B-jt  California  y Puebla;  1599,  1600  y 1601  del 
de  Venezuela.  Véa, use  también  las  concordancias  de  los  artícu- 
los anteriores. 


ARTÍCULO  1596 

El  contratista  es  responsable  del  trabajo  ejecutado 
por  las  personas  que  ocupare  en  la  obra. 

artículo  1597 

Los  que  ponen  su  trabajo  y materiales  en  una  obra 
ajustada  alzadamente  por  el  contratista,  no  tienen  ac- 
ción contra  el  du<  fio  de  ella  sino  hasta  la  cantidad  que 
éste  adeude  á aquél  cuando  se  hace  la  reclamación. 

El  contrato  de  arrendamiento  de  obras  por  ajuste  ó precio 
alzado  se  celebra  entre  arrendador  y arrendatario,  ó,  como  dice 
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el  Código  en  muchag  ocasiones,  entre  contratista  y dueño,  v 

entre  ellos  produce  sus  efectos. 

En  la  obra,  sin  embargo,  intervienen  otras  personas  distin- 
tas de  éstas  que  cooperan  en  ella  y que  están  ligadas  por  otros 
vínculos  con  alguna  de  las  partes.  Tales  son,  por  ejemplo,  los 
obreros,  los  abastecedores  de  materiales,  á las  veces  los  subcon- 
tratistas, etc. 

El  Código  ha  tenido  en  cuanta  la  existencia  de  estos  terce- 
ros para  fijar,  en  relación  con  ellos,  algunos  conceptos  cuya  de- 
claración legal  era  necesaria. 

Á este  ñn  respondí  n losarte.  1596  y 1597.  El  primero  de 
ellos  sienta  el  principio  de  que  el  contratista  es  responsable  del 
trabajo  ejecutado  por  las  personas  que  ocupare  en  la  obra.  Esta 
afirmación,  de  fácil  inteligencia,  es  una  consecuencia  lógica  de 
la  naturaleza  del  contrato  del  arrendamiento  por  ajuste  ó pre 
ció  alzado.  Las  personas  que  trabajan  en  la  obra  no  han  contra- 
tado con  el  dueño,  sino  con  el  contratista;  precisamente  uno  de 
los  aspectos  útiles  del  ajuste  ó arriendo  estriba  en  esto:  en  que 
el  dueño  no  quiere  entenderse  con  todos  los  que  en  la  obra  to- 
man parte,  sino  con  la  sola  persona  del  contratista,  quien  acepta 
íntegras  todas  las  responsabilidades.  El  precepto  no  contiene 
excepción  alguna  de  los  principios  del  derecho  común,  y con- 
cuerda con  el  criterio  del  art,  1564,  que  respecto  del  arrenda- 
miento de  cosas  dice  que  el  arrendatario  es  responsable  del  de- 
terioro causado  por  las  personas  de  su  casa. 

La  responsabilidad  del  art.  1596  subsiste,  aunque  las  per- 
sonas que  trabajan  en  la  obra  hayan  sido  indicadas  ó recomen- 
dadas por  el  dueño,  porque  el  contratista  no  tiene  obligación  de 
seguir  estas  indicaciones;  pero  es  claro  que  puede  pactarse  lo 
contrario,  si  las  partes  convienen  en  ello. 

El  segundo  artículo,  el  1597,  contiene  realmente  una  excep- 
ción  del  derecho  común  fundada  sin  duda  en  la  consideración 
que  los  acreedores  refaccionarios  han  merecido  siempre  de  la 
ley»  Pues  aunque  los  que  ponen  su  trabajo  y materiales  en  la 
obra  son  acreedores  del  contratista,  que  es  la  única  persona  con 
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quien  les  une  vinculo  jurídico,  en  relación  con  la  cosa,  les  con- 
viene el  concepto  de  verdaderos  refaccionarios. 

Dice  el  artículo  que  los  que  ponen  su  trabajo  y materiales  en 
una  obra  ajustada  alzadamente  por  el  contratista,  no  tienen  ac- 
ción contra  el  dueño  de  ella,  sino  hasta  la  cantidad  que  éste 
adeude  á aquél  cuando  se  hace  la  reclamación. 

Para  hacerse  cargo  del  exacto  sentido  de  esta  regla,  forzoso 
es  tener  en  cuenta  el  principio  general  consignado  en  el  artícu- 
lo lili,  que  declara,  que  los  acreedores,  después  de  haber  per 
seguido  los  bienes  de  que  esté  en  posesión  el  deudor  para  rea- 
lizar cuanto  se  les  debe,  pueden  ejercitar  todos  los  derechos  y 
acciones  de  éste  con  el  mismo  ñn,  exceptuando  ios  que  sean  in- 
herentes á su  persona;  pueden  también  impugnar  los  actos  que 
el  deudor  haya  realizado  en  fraude  de  su  derecho. 

De  suerte,  que  con  e3te  precepto  á la  vista,  ó hay  que  peu 
sar  que  el  art.  1597  es  una  mera  reproducción  completamente 
ociosa  y baldía  del  lili,  ó hay  que  entender  que  dice  algo  m¿a 
que  éste,  que  va  aun  más  allá  que  él  dentro  del  mismo  criterio 
contenido  en  su  doctrina  general. 

Mucho  se  ha  discutido  el  alcance  del  artículo  que  comenta- 
mos con  motivo  de  la  interpretación  de  sus  análogos  de  h s 
Códigos  francés  ó italiano;  pero  para  no  hacer  muy  largo 
este  comentario,  indicaremos  brevemente  nuestros  puntos  de 


vista. 

El  art.  1 597,  introduciendo  una  verdadera  excepción  de  1» ■« 
principios  generales  de  la  contratación,  puesto  que  ninguna  rn 
lación  liga  á los  que  pusieron  su  trabajo  ó materiales  su  ia  obr* 
con  el  dueño  de  ésta,  concede  á aquellos  una  acción  (L recta  con- 
tra dicho  dueño  hasta  la  cantidad  que  este  adeude  a*  contratista 
en  el  momento  de  la  reclamación.  No  ejercitan,  pues,  los  favo- 
recidos por  el  art.  1597  las  acciones  que  á su  deudor  el  contra- 
tista puedan  corresponder,  ya  que  para  ese  mero  ejercicio  bas- 
taba con  el  art.  lili,  sino  que  hacen  uso  .de  acciones  propias 
oer señales  que  es  en  lo  que  precisamente  consisto  la  innovada 
leí  artículo  que  ahora  comentamos.  La  facultad  concedida  p 
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el  art.  ] 1 ] 1 á los  acreedores  es,  según  su  texto,  para  después  de 
haber  per  seguido  los  bienes  de  que  este  e ><,  posesión  ei-  deudor , la  ac- 
ción de  que  trata  el  art.  J 597  no  está  limitada  en  cuanto  á su 
ejercicio  por  esta  condición  de  tiempo  o de  urden. 

No  debe  entenderse,  sin  embargo,  que  la  acción  de  que  tra- 
tamos concede  privilegio  alguno  a los  que  pusieron  su  trabajo  c 
sus  materiales  en  la  obra.  Hasta  ese  punto  rto  llega  la  ley  ni  tal 
conclusión  puede  de  lucirse  de  su  precepto. 

Por  otra  parte,  el  contratista  puede  ceder  su  crédito  contra 
el  dueño.  Si  esta  cesión  se  hace  antes  de  que  los  obreros  ó abas- 
tecedores de  materiales  hayan  intentado  su  acción  contra  el 
dueño,  esta  cesión  les  pe*  j idicará,  aunque  siempre  les  quedará 
á salvo  el  derecho  de  atacarla  ai  entienden  que  es  simulada  y que 
está  hecha  en  su  fraude. 

Con  análogo  criterio  debe  resolverse  la  cuestión  que  puede 
presentarse  en  e!  caso  de  la  quiebra  ó concurso  del  contratista. 
Si  antes  de  tal  declaración  los  que  pusieron  su  trabajo  ó mate- 
riales en  la  obra  hablan  demandado  ya  al  dueño,  este  crédito  no 
irá  á la  masa,  porque  desde  el  momento  de  la  demanda  se  debe 
estimar  que  el  dueño  á quien  debe  es  á sus  demandantes  y no 
al  contratista. 

Concordancias. — Artículos  1537  y 1538  del  Proyecto  de  1851; 
1797  y 1 1 .)$  del  Código  francés;  1644  y 1645  del  italiano;  1405 
del  portugués;  ‘26  23  y 2624  del  de  Baja  California  y Puebla; 
1602  y 64}  del  de  Venezuela.  Véase  el  comentario  del  ar- 
tículo 1588, 


ARTICULO  1598 

Cuando  se  conviniere  que  la  obra  se  ha  de  hacer  á 
satisfacción  del  propietario,  se  entiende  reservada  la 
aprobación,  á falta  de  conformidad,  al  juicio  pericial 
correspondiente. 

Si  la  persona  que  ha  de  aprobar  la  obra  es  un  terce- 
ro, se  estará  á lo  que  éste  decida. 
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En  el  precedente  Articulo  el  Código  se  ha  hecho  cargo  de  dos 
modos  de  contratar  las  obras  por  ajuste  ó precio  alzado,  que  sue- 
len ser  frecuentes  en  la  práctica,  y de  ella  los  ha  recogido  para 
formar  el  supuesto  legal. 

Es  el  primero  el  que  consiste  en  estipular  que  la  obra  ha  de 
hacerse  á satisfacción  del  propietario,  y como  esta  fórmula  pu- 
diera implicar,  si  á su  sentido  literal  se  estuviera,  que  el  cum- 
plimiento y la  efectividad  del  contrato  quedaba  enteramente  al 
arbitrio  de  una  de  las  partes,  el  Código  con  muy  buen  acuerdo 
declara  que  se  entienda  reservada  la  aprobación,  á falta  de  con- 
formidad, al  juicio  pericial  correspondiente.  Este  juicio  enten- 
demos que  recaerá  precisamente  sobre  los  puntos  en  que  el  des- 
acuerdo exista  y no  sobre  otros. 

En  el  segundo  el  de  que  se  designe  por  loe  contratantes  la 
persona  que  ha  de  aprobar  la  obra.  En  este  caso,  es  claro  que  se 
estará  por  lo  que  esa  persona  decida.  Si  no  pudiese  ó no  quisiera 
hacerlo,  estimamos  que  también  procederá  el  juicio  pericial. 

En  ninguno  de  estos  dos  supuestos  se  puede  entender  que 
hay  un  contrato  condicional. 

El  art.  1598  carece  de  aplicación  cuando  el  dueño  interviene 
directamente  en  las  obras.  (Sentencia  de  15  de  Abril  de  1935. 

Concordancias. — Articulo  1539  del  Proyecto  de  1851;  2625  de;i 
Código  de  Baja  California  y Puebla;  1605  de  Venezuela.  Véase 
el  comentario  del  art,  1588. 

ARTÍCULO  1599 

Si  no  hubiere  pacto  ó costumbre  en  contrario,  e¿ 
precio  de  la  obra  deberá  pagarse  al  hacerse  la  en- 
trega. 

El  comentario  de  este  artículo  consiste  únicamente  en  seña 
lar  la  excepción  que  de  su  precepto  contiene  el  art.  1592,  al  di 
cir  que  el  que  se  obliga  á hacer  una  obra  por  piezas  ó por  medi- 
da, puede  exigir  del  dueño  que  la  reciba  por  partes  y que  la  pa- 
gue en  proporción. 
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La  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  11  de  Diciembre 
ie  1874  ha  declarado  que  si  en  un  contrato  de  construcción  no 
se  hace  el  ajuste  por  unidad  de  obra,  fijando  una  sola  cantidad 
por  la  totalidad  de  ellas,  no  hay  derecho  ni  términos  hábiles 
para  exigir  mes  por  mes  pagos  definitivos  y enteramente  con 
formes  al  valor  de  los  trabajos  ejecutados,  debiendo  reservarse 
necesariamente  el  arreglo  final  de  cuentas  para  la  terminación 
ie  los  trabajos. 

Concordancia*  — Artículo  1 5 10  del  Proyecto  ele  1851;  1 406  del 
üódigo  portugués;  2626  del  de  Baja  California  y Puebla;  1606 
le  Venezuela.  Véanse  las  concordancias  del  art.  15S8. 

ARTÍCULO  1600 

El  qne  ha  ejecutado  una  obra  en  cosa  mueble  tiene 
el  derecho  de  retenerla  en  prenda  hasta  que  se  le 
pague. 


He  aquí  una  garantía  en  favor  del  arrendador,  que  no  ha 
sido  estipulada  por  las  partes  y qm,  sin  embargo,  la  ley  otorga. 

Dado  que  la  obra  está  ejecutada  ya,  el  Código  no  podía 
plantear  aquí  la  solución  que  para  el  caso  de  compra  y venta  de 
muebles  se  contiene  en  el  art.  1505.  La  distinta  naturaleza  del 
arrendamiento  de  obras  no  lo  consiente. 

Era  preciso  asegurar  la  efectividad  del  derecho  del  arren» 
dador  á poca  costa  y sin  apelar  á procedimientos  judiciales  ante 
el  posible  caso  de  que  el  arrendatario  se  alzase  con  la  cosa  mue- 
ble que  faó  objeto  de  la  obra.  Las  necesidades  del  comercio  así 
lo  exigían. 

Nada  más  práctico  á este  fin  que  la  declaración  del  art.  1600 
de  que  el  que  ha  ejecutado  una  obra  en  cosa  mueble  tiene  el  de 
recho  de  retenerla  en  prenda  hasta  que  se  le  pague. 

CoHcordancúu. — Artículo  1541  del  Proyecto  de  1851;  1407  del 
Código  portugués;  2627  del  de  Baja  California  y Puebla;  1607 
del  de  Venezuela.  Véase  el  comentario  del  art.  1688. 
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SECCIÓN  TERCERA. 

DE  LOS  TRANSPORTES  POR  AGUA  Y TIERRA,  TANTO 
DE  PERSONAS  COMO  DE  COSAS 

ARTÍCULO  1601 

Los  conductores  de  efectos  por  tierra  ó por  agua 
están  sujetos,  en  cuanto  á la  guarda  y conservación  de 
las  cosas  que  se  les  confían,  á las  mismas  obligaciones 
que  respecto  á los  posaderos  se  determinan  en  los  ai 
tículos  1783  y 1784. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  se  entiende  sin  perjui- 
cio de  lo  que  respecto  á transportes  por  mar  y tierra 
establece  el  Código  de  Comercio. 

artículo  1602 

Responden  igualmente  los  conductores  de  la  pérdida 
y de  las  averías  de  las  cosas  que  reciben,  á no  ser  que 
prueben  que  la  pérdida  ó la  avería  lia  provenido  de 
caso  fortuito  ó de  fuerza  mayor. 

artículo  1603 

Lo  dispuesto  en  estos  artículos  se  entiende  sin  per 
juicio  de  lo  que  prevengan  las  leyes  y los  reglamentos 
especiales. 

I.  Idea  del  transporte. — El  transporte  es,  según  el  Código,  la 
tsercera  clase  del  arrendamiento  de  obras  y servicios. 

El  contrato  de  transporte  constituye  ordinariamente  un  acto 
de  naturaleza  mercantil.  Tanta  importancia  tiene  en  esa  rama 
del  derecho,  que  no  faltan  autores  que  lo  consideran  como  el 
hecho  fundamental  del  comercio,  desde  que  Dunoyer,  fijándo-e 
en  el  servicio  que  presta,  llamó  industria  de  acarreo  á la  indna 
tria  comercial.  No  entendemos  nosotros  que  pueda  suscribirse 
a.  opinión  de  dicho  autor,  pues,  con  Alvarez  del  Manzano  (1), 


(1)  Curso  de  Derecho  mercantil.  Tomo  l.° 
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estimamos  que  no  puede  negarse  al  cambio  el  carácter  que  Du- 
noyer  atribuye  al  transporte,  ya  que  podrá  haber  cambio  sin 
comercio,  pero  no  comercio  sil  cambio.  ¿í»!  transponte  es  un 
hecho  auxiliar  del  comercio,  pero  de  tan  grande  entidad,  que, 
sin  duda,  las  mayores  dificultades  que  á su  desarrollo  se  pre 
sentan  son  vencidas  por  el* 


EJ  transporte  de  mercancías,  como  ha  dicho  Supino  (2),  re- 
para los  inconvenientes  de  la  desigual  d estribación  de  la  ri- 
queza sobre  la  superficie  terrestre,  permita  también  aprovechar 
el  mayor  grado  de  aptitud  que  puedan  tener  para  la  transfer 
mación  de  las  primeras  materias  las  personas  que  están  lejos  de 
nosotros  Elevado  á la  categoría  de  industria,  disminuye  las 
dificu'tades  y los  gastos  inherentes  á los  transportes  particula- 
res, tiende  á producir  el  equilibrio  de  los  precios  de  las  merca- 
derías entro  los  distintos  lugares,  y atenúa  también  ios  daños 
que  pudieran  sobrevenir  en  determinados  países  por  efecto  de 
ciertas  circunstancias  (por  ejemplo,  la  carestía). 

El  transporte,  jurídicamente  considerado,  puede  ser,  como 
indica  el  epígrafe  de  esta  sección,  tanto  de  personas  como  de 
cosas,  y puede  realizarse  por  agua  ó por  tierra. 

El  contrato  del  transporte  por  vías  terrestres  ó fluviales  de 
todo  género,  dice  el  art.  349  del  Código  de  Comercio,  se  repu- 
tará mercantil:  l.°  Cuando  tenga  por  objeto  mercaderías  ó 
cualesquiera  efectos  de  comercio.  2.°  Cuando,  siendo  cual- 
quiera su  objeto,  sea  comerciante  el  porteador  ó se  dedique  ha- 
bitualmente á verificar  transportes  para  el  público.  Las  perso- 
nas que  intervienen  en  él  se  llaman  cargador,  porteador  y con- 
signatario, si  se  trata  de  mercancías.  El  contrato  de  fletamento 
lo  define  Supino  diciendo  que  es  aquel  mediante  el  cual  el  pro- 
pietario ó el  armador  de  una  nave  ^fletante)  concede  el  uso  total 
ó parcial  de  la  misma  á una  determinada  persona  (fletario)  á 
cambio  del  pago  de  una  merced  (flete),  obligándose  también  á 
efectuar  el  transporte  de  mercancías  ó de  pasajeros.  Nuestro 


(2)  Derecho  mercantil . Traducción  de  Lorenzo  Benito. 
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Código  de  Comercio  se  ocupa  de  él  entre  los  contratos  especiales 
del  comercio  marítimo. 

Nuestro  Código  civil  no  desarrolla  en  los  tres  artículos  que 
dedica  al  contrato  de  transporte  toda  la  materia  de  éste.  Tal 
desarrollo,  seguramente  hubiera  implicado  una  redundancia, 
pues,  como  hemos  indicado,  el  Código  de  Comercio  es  el  lugar 
oportuno  para  ello,  y allí,  en  efecto,  se  encuentran  los  preceptos 
aplicables. 

El  transporte  es  ordinariamente  un  acto  mercantil,  pero  hay 
casos,  sin  embargo,  en  que,  dado  nuestro  estado  legal,  merece 
el  calificativo  de  acto  civil.  Para  esos  casos,  el  Código  ha  creído 
prudente  sentar  en  esta  sección  al  principio  de  la  responsabili 
dad  de  los  conductores  de  que  nos  ocupamos  seguidamente  y al 
cual  limitaremos  nuestro  comentario. 

II.  Responsabilidad  de  los  conductores.—  Para  que  una  cosa  sea 
transportada  es  menester  entregarla  al  porteador  ó conductor, 
como  dice  el  Código.  Desde  que  la  cosa  se  entrega  por  el  carga 
dor  ó remitente,  hasta  que  la  recibe  el  consignatario,  el  conduc- 
tor la  tiene  en  su  poder,  como  condición  precisa  del  transporte, 
está  obligado  á conservarla  y guardarla,  y es  de  razón  natural 
que  responda  de  ella. 

El  Código  descubre  en  la  relación  de  todos  estos  elementos 
los  factores  que  integran  el  concepto  del  depósito,  y teniendo 
en  cuenta  que  la  entrega  de  la  cosa  por  parte  del  cargador 
es  ineludible  si  el  transporte  ha  de  tener  lugar,  estima  que 
se  trata,  por  lo  menos  en  ciertos  respectos,  de  un  depósito  ne 
cesar  io. 

También  por  análogas  razones  ha  considerado  en  el  tít.  1 1 
del  libro  4.°,  como  depósito  necesario  el  de  los  efectos  introdu- 
cidos poi  los  viajeros  en  las  fondas  y mesones,  y de  acuerdo  con 
este  concepto  ha  dicho  en  el  art.  ¿783  que  los  fondistas  ó meso- 
neros responden  de  ellos  como  tales  depositarios,  con  tal  que  se 
hubiese  dado  conocimiento  á los  mismos,  ó á sus  dependientes, 
Je  los  efectos  introducidos  en  su  casa,  y que  los  viajeros  por  su 
parte  observen  las  prevenciones  que  dichos  posaderos  ó sus  sus- 
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titutos  les  hubiesen  hecho  sobre  cuidado  y vigilancia  de  los  efec- 
tos; añadiendo  en  el  art  1784  que  la  responsabilidad  á que  se 
refiere  el  artículo  anterior  comprende  los  dtiiios  hechos  en  lo* 
efectos  de  los  viajeros,  tanto  por  los  criados  ó dependientes  de 
los  fondistas  ó mesoneros,  como  por  Io3  extraños;  pero  no  los 
que  provengan  de  robo  á mano  armada,  ó sean  ocasionados  por 
otro  suceso  de  fuerza  mayor. 

Nada  más  justo,  en  vista  da  esta  identidad  de  situación  ju- 
rídica en  cuanto  á la  obligación  de  custodia,  que  aplicar  á loe 
conductores  el  criterio  que  rige  respecto  de  los  fondistas  y me 
soneros.  Pues  bien,  esto  es  lo  que  hace  el  art.  1601  al  decir  que 
los  conductores  de  efectos  por  tierra  ó por  agua  están  sujetos, 
en  cuanto  á la  guarda  y conservación  de  Jas  cosas  que  se  lee 
confian,  á las  mismas  obligaciones  que  respecto  á los  posaderos 
se  determinan  en  los  arts  1783  y 1784. 

Teñiremos  por  consiguiente,  que  los  conductores  responde- 
rán como  verdaderos  depositarios  de  los  efectos  que  se  les  en- 
treguen para  el  transporte.  La  condicional  del  art  17*3,  para 
ser  aplicada  al  caso  de  que  tratamos,  debe  adaptarse  á su  natu- 
raleza, eutendiendo  que  desde  luego  al  cargador  debe  declarar 
en  qué  consiste  el  objeto  que  se  va  á transportar  y que  el  car 
gador  también,  en  vez  de  observar  regla  alguna  sobre  el  cuidado 
y vigilancia  de  la  cosa,  lo  que  debe  hacer  es  entregarla  acondi- 
cionada en  forma  de  seguridad  tal  que  pueda  sufrir  sin  deterioro 
los  posibles  riesgos  de  la  conducción. 

De  igual  modo  requiere  una  racional  adaptación  el  art.  1784, 
el  cual  aplicado  al  transporte,  lo  interpretamos  en  el  sentido  de 
que  el  conductor  responde  tanto  de  los  daños  hechos  en  los  efec- 
tos por  sus  dependientes,  como  por  los  extraños,  no  respondien- 
do de  los  que  provengan  de  robo  á mano  armada  ó de  otro  sil 
ceso  de  fuerza  mayor.  ’ 

Donde  dice  la  ley  robo  á mano  armada  ó suceso  de  fuerza 
i nmyor,  estimamos  que  se  alude  al  caso  fortuito  y no  hay  que  ol- 
vidar que  siempre  que  estos  hechos  se  aleguen  por  el  conductor 
deberán  ser  probados.  Con  este  criterio  se  resolverá  también  el 
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caso  d©  incendio  en  el  que  el  conductor  tendrá  que  demostrar 
que  no  ha  habido  culpa  de  su  parte. 

Tal  es,  en  síntesis,  la  responsabilidad  que  fija  el  art.  1601  del 
Código,  el  cual  termina  diciendo  que  lo  en  él  dispuesto  se  en- 
tiende sin  perjuicio  de  lo  que  respecto  á transportes  por  mar  y 
tierra  establece  el  Código  de  Comercio. 

Otro  supuesto  de  responsabilidad  está  determinado  en  el  ar- 
ticulo 1602,  que  declara  que  los  conductores  responden  igual- 
mente de  la  pérdida  y de  las  averías  de  las  cosas  que  reciben, 
á no  ser  que  prueben  que  la  pérdida  ó la  averia  ha  provenido  de 
caso  fortuito  ó fuerza  mayor.  Los  orígenes  de  esta  responsabili- 
dad son  dos,  la  pérdida  y la  avería.  La  exención  de  ella  para  el 
conductor,  sólo  puede  derivarse  de  otros  dos  motivos,  el  caso 
fortuito  ó la  fuerza  mayor,  los  cuales  debe  probar. 

Tanto  la  responsabilidad  del  art.  1601,  como  la  del  1602,  se 
resuelven  en  la  obligación  de  indemnizar,  y excusado  es  decir 
que  el  pacto  que  relevase  de  ellas  al  conductor  sería  nulo  por  in- 
moral, por  la  misma  razón  en  virtud  de  la  cual  no  se  puede  re- 
nunciar al  dolo  futuro. 

Por  último,  hay  que  tener  en  cuenta  que  el  industrialismo 
que  acompaña  en  nuestros  días  al  fenómeno  del  transporte,  los 
medios  de  que  se  vale,  sus  relaciones  con  la  seguridad  de  loe 
ciudadanos  que  el  Estado  debe  garantizar,  y,  en  una  palabra, 
el  aspecto  público  de  la  materia,  han  dado  lugar  á leyes  y regla- 
mentos especiales,  cuya  vigencia  el  Código  respeta  en  el  ar- 
tículo 1603  diciendo  que  lo  dispuesto  en  el  1601  y en  el  1602  se  . 
se  entienda  sin  perjuicio  de  lo  establecido  en  esas  leyes  y regla- 
mentos. 

Concordancias.  -Artículos  1542,  1543  y 1545  del  Proyecto  de 
1851;  1782,  1783,  1784  y 1786  del  Código  francés;  1629;  1630, 
1631  y 1633  del  italiano;  1410  al  1418  del  portugués;  2013  al 
2021  del  chileno;  2629  al  2650  del  de  Baja  California  y Puebla; 
1586,  1587,  1588,  1589  y 1590  del  de  Venezuela. 
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